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MADRE. V. G urador y tutor: Hijo: 
Patria potestad. 

MAESTRA DE PR:MERA ENSEÑARIA. 

V. Escuelas normales: Primera ense- 
ñanza. 

MAESTRAZGO La dignidad de maes- 
tre de cualquiera de las órdenes milita- 
res, y también el territorio de la juris- 
dicción del maestre. Los bienes délas 
cuatro órdenes militares de España, Ca- 
Iatrava, Santiago, Alcántara y Montosa 
que eran de gran valor, se mandaron 
vender por Rs. Ds. de 11 de junio de 
1847 y 7 de abril de 1848, como nacio- 
nales y con arreglo á lo dispuesto en 
el R. D. de 19 de febrero de 1836. Sus- 
pendióse esta medida por otro decreto 
de 11 de julio de 1848, pero de nuevo 
fueron comprendidos en la ley de des- 
amortización de l.° de mayo de 1853, 
que puede consultarse en Desamortiza- 
ción (tomo 5.°) así como los arts. 4.®, 0.° 
y siguientes de la ley de 1 1 de julio 
de 1856, y el 4.° y párrafo 6.° del 8.° y 
siguientes de la instrucción de la misma 
fecha. 

MAESTRE* El superior en los Maes- 
trazgos, sea ó la primera dignidad en 


las órdenes militares. (Véase esta pa- 
labra.) 

MAESTRESCUELA. Una de las cuatro 
dignidades deque se compone el cabil- 
do de las iglesias catedrales según el ar- 
tículo 13 del Concordato. (Véase esta 
palabra.) 

MAESTROS DE ESCUELAS NORMALES. 

Los estudios y demas requisitos que se 
exigen para aspirar á este cargo se de- 
terminan en los arts. 70 y 200 á 205 de 
la ley de 9 de setiembre de 1857 ("tomo 
Vil, pág. 432), y en el programa general 
de estudios de las escuelas normales de 
20 de setiembre de 1852 (id. pág. 452.) 
— V. Escuelas normales: Instrucción 
pública: Primera enseñanza. 

MAESTROS DE OBRAS. Profesores 
autorizados para dirigir la construcción 
de ciertas obras. La enseñanza de maes- 
tros de obras fuá suprimida por R. D. de 
24 de enero de 1855, pero la ley de ins- 
trucción pública la restableció después, 
y es con la de aparejadores y agrimenso- 
res una de las profesionales. 

Por decreto de 30 de junio de 1869 
se han suprimido las escuelas de maes- 
tros de obras que existían en algunas ca- 
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ra dar complemento á la reforma de los 
estudios de Jas Nobles Artes, prescrita en 
el R. D. de 25 de setiembre del año próxi- 
mo de 1844, la reina ha tenido á bien apro- 
bar el adjunto Reglamento para la ^ escuda 
de Nobles Artes déla academia de San Fer- 
nando, sirviéndose al mismo tiempo dictar 
las disposiciones siguientes: 
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pitales de provincia costeadas por el Es- 
tado ; de modo que subsistiendo la car- 
rera deberáD hacerse privadamente los 
estudios. Nada se ha dicho, al suprimir 
las escuelas, de matriculas, ni de exá- 
menes etc., y deberá ser objeto de acla- 
ración. 

Sobre las atribuciones de los maestros 
de obras y casos en que pueden dirigir j el título de tales po< ran ejercer e 

por si la construcción de edificios se han ! edüicl0S particulares, bajo 

los planos y dirección de un arquitecto, y 
para la medición, tasación y reparación de 
los mismos edificios, siernpré que en este úl- 
timo caso no se altere la planta de ellos, 
pues entonces deberán sujetarse á las expre- 
sadas Condiciones. 

9. a Podrán sin embarco los maestros de 


1. a Los maestros de obra? que obleiq 


;au 


ireer en todas las 


dictado las siguientes disposiciones 
Leyes de la Novísima Recopilación. 

Nos remitimos á la Academia de San Fer- 
nando y á Academias de Nobles Artes. 

La ley 5. a , tít. XN1Í, lib. VIH dispuso que 
las nobles artes eutre las que figura la arqui- > ^ ^ uiu aii oiii 

lectura quedasen enteramente libres , para ' ob ¡T as p^víciarTdiri^' por si soios edificios 
que los particulares pudiesen ejercerlas sin partic ¿ lares en los ]mii] 
estorbo. 

La 6. a , dispuso que los maestros de obras 
asalariados con sueldo de las catedrales y 
ciudades capitales de provincia fuesen apro- 
bados préviamente por la Academia de San 
Fernando , sin hacer novedad en cuanto á 
los maestros de otros pueblos, ó de obras 
particulares, ínterin se propagaba la euse- . 
fianza de la buena arquitectura 


particulares en los pueblos que no lleguen á 
2.000 vecinos, y en los demás en que no 
hubiere arquitecto. 

3. a Los actuales maestros de obras con- 
servarán los derechos que les conceden sus 
respectivos títulos. 

4. a No podrán obtener los maestros de 
obras las plazas titulares de capitales/iglesias 
mayores, corporaciones y tribunales, las- cua- 
les se proveerán 


r a j , - . r -k i ¡ ac putw.uiu precisamente en arquit.ee— 

La 7* ordeno (| ue ningún Tribunal, pie- . t alJ1 ! oha , los 0 ejereic¡0 u01 .j ene ] imila . 

blo, ciudad ó villa pudiera dar títulos aígu- c - ün í , j UD a " 


nos de maestros de obras, ni se pudiera en- 
cargar su dirección al que no acreditase el 
examen de la Academia de San Fernando ó 
de la de San Carlos. 

Y la 8. a , mandando cumplir la ley prece- 
dente, declaró nulos, de ningún valor ni efec- 
to los títulos de arquitectos y maestros de 
obras ó de albañiíería dados en 
cion á ella por los cabildos, Ayuntamientos 
y grémios, 

R. C. de 2 octubre de 1814 


5. a Los aspirantes á la clase de maestros 
de obras que estudiaren en las academias de 
provincia, se sujetarán, tanto para hacer sus 
estudios como para obtener el título corres- 
pondiente, á lo prevenido en los arts. 7, 11, 
12, 28, 20, 30, 31, 33, 34, 63, 64, 65, 66, 
69, 71, 72, 73, 76 y 77 del reglamento 


Es sobre aprobación y títulos de los arqui- 
tectos y maestros de obras; véase en Arqui- 
tectos. 

Otras Reales órdenes. 

Consúltense las de 30 de abril de 1816, 
-0 de noviembre de 4827, 21 de abril de 
1828, 7 de lebrero de 1835, 14 de setiembre 
de 1855 y demás que se insertan en Arqui- 
tecto. 

R. O. de 28 setiembre de 1845. 

Atribuciones de los maestros de obras. 

(Fom.) ((Examinados detenidamente los 
trabajos presentados por esa academia pa- 


con .ravftn- ¿ ( j R ¡ ;l escuela de esa academia. 

6. a Las cátedras de los dos años de estu- 
dios exigidos á los alumnos maestros de 
obras, habrán ele ser desempeñadas por di- 
chos arquitectos. 

7. a Los alumnos maestros de obras de 
las enseñanzas establecidas en las academias 
provinciales podrán hacer el examen de car- 
rera en las mismas ante una junta, compues- 
ta por lo menos de tres profesores arquitec- 
tos; y s¡ en alguna no los hubiere, acudirán 
los expresados alumnos á cualquera de las 
otras .academias en donde se complete dicho 
número. 

8. a En las academias de provincia en que 
pueda darse mayor extensión á la enseñanza 
de arquitectura, se establecerán, previa la 
aprobación del Gobierno, las cátedras cor- 
respondientes ai primero y segundo año de 
la carrera de arquitectos, cuyos estudios, 
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mediante la presentación de las competentes 
certificaciones, se admitirán á incorporación 
en Ja enseñanza de la escuela de esa acude • 
mia. — De real orden etc. Madrid 28 de se- 
tiembre de 1845.» {CL. t. 35, p. 2(88). 

Los artículos del reglamento de la 
misma fecha citados en la disposición « 
5. a de la real orden anterior, no los in- , 
seríamos, porque relativamente á los es- 
tudios para la carrera de maestros de 
obras, rigen hoy las disposiciones do la 
ley de instrucción pública y los progra- 
mas insertos en Agrimensor. 

R. O. de 16 julio de 1852. 

Estableció en la escuela especial de ar- ¡ 
quitecLura las enseñanzas de maestros de 
obras, directores de caminos vecinales y 
agrimensores. Otra real orden de la misma 
fecha contiene el reglamento para dichas en- 
señanzas así en la escuela de arquitectura de 
Madrid como en las academias provinciales 
de Bellas Artes fie primera clase en que se 
hallaban establecidas; pero no insertamos es- 
tas disposiciones porque quedaron sin electo 
por el real decreto de 24 de enero de 1 855, 
mserto en e! artículo Agrimensor. 

R. O. de 31 diciembre de 1853. 

Casos cu que pueden dirigir por si las obras. 

(Fom.) « S. M se ha servido re- 

solver, oido el dictamen de la academia de 
San Fernando, que los maestros de obras 
puedan proyectar y dirigir por sí solos edifi- 
cios particulares en les pueblos que no lle- 
guen á 2.000 vecinos, yen los demás en que 
no hubiese arquitecto, siempre que tuviesen 
eu ellos su domicilio , sujetándose de lo con 
traído á lo prevenido en ¿] art. 1.° de la Real 
orden de 28 de setiembre de 1845, y no de- 
biendo por tanto encargarse de obra alguna 
sino bajo los planos y dirección de uu arqui- 
tecto, sobre todo si le hubiere titular de la 
localidad de la provincia, á menos que no 
tóese fácil la traslación de este al punto de la 
construcción, en cuyo caso podrán aquellos 
llevarla á cabo no obstante lo prevenido. — 

De. real orden etc. Madrid 31 de diciembre 
de 1853. {CL. t, 60 p. 613.) 

R. D. de 22 julio de 1864. 

Contiene un reglamento dislindando las 
atr buciones de lo* arquitectos, maestros de 
«)oras y aparejadores y se halla inserto en 
Arquitecto, tomo 1, p. 507. 


O 

j R. D. de 31 julio de 1865. 

i 

Aclara las atribuciones do los maestros de obras según 
ia fecha de sus títulos. 

(Gob.) ((Exposición á S. M. — Señora por 
R. I), de 22 de julio de 1864 se dignó ’V. M. 
aprobar el reglamento que señala y distingue 
las atribuciones de los arquitectos, de los 
maestros de obras y de los aparejadores; y 
aunque á la adopción de las varias disposi- 
ciones que contiene precedieron todos los 
informes competentes en la materia, á fin de 
fijar con la debida separación los limites para 
el desembarazo y útil ejercicio délas faculta- 
des respectivas todavía se produjeron quejas 
y surgieron reclamaciones bastantes á que 
en el Congreso de los Diputados se tomase 
en consideración y se, presentase como pro- 
yecto por la comisión correspondiente, una 
proposición de ley cod las prescripciones en- 
caminadas á evitar la retroactividad del Real 
decreto de aquella fecha. 

Teniendo en cuenta lo expuesto; atento 
á la notoria justicia ó indudable conveniencia 
de no lastimar ninguno de los derechos ad- 
quiridos conforme á las disposiciones vigen- 
tes. y con el objeto de resolver las dudas de 
que el mencionado reglamento pudiera tener 
en cualquier caso efecto retroactivo: el rni- 
, nist.ro que suscribe somete á la aprobación 
i de V M. el adjunto proyecto de decreto.— 
San Ildefonso á 31 de julio do 186o. — Seño- 
ra.— A. L. R. P. de V. M.— José de Posada 
Herrera. 

REAL DECRETO. 

Conformándome con lo propuesto por mi 
Ministro de la Gobernación, vengo en decre- 
tar lo siguiente: 

Las disposiciones contenidas en el Real 
decreto de 22 de julio de 1864 no son apli- 
cables á los maestros de obras que hayan ob- 
tenido antes de aquella fecha los títulos de 
su profesión: los maestros de obras conser- 
varán todos los derechos que les concedía la 
legislación vigente al tiempo de la expedi- 
ción de sus respectivos títulos. — Dado en 
1 San Ildefonso á 31 de julio de 1865. {Gacela 
3 agosto.) 

R. O. de 23 octubre de 1866. 

Se hacen extensivos los beneficios del decreto ante- 
rior á todos los que venían concluida la canora ó so 
bailaban cursándola en 22 do julio de J 864. 

(Gob.) «Pasadas á informe de la Sección 
de Gobernación y Fomento del Consejo de 
Estado diversos instancias referentes al re- 
glamento acerca de las atribuciones de ar- 
quitectos y maestro de obras , dicha Sección 
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ha emitido sobre este asunto el siguiente dic— | 
támen: 

«Excmo. Sr.: En cumplimiento de la Real 
órdeti de i i de agosto último, ha examinado 
esta Sección Jas instancias elevadas por va- 
rios maestros de obras, en solicitud de que 
se les declare comprendidos en el R. D. de 
3i de julio de 1805, que exceptuó de las pres- 
cripciones del reglamento de 2.2 de julio de 
1864 á todos los que hubieren obtenido el 
título antes de publicarse aquel. Con el fin de 
deslindar las atribuciones de los arquitectos 
y maestros de obras se dictó el citado regla- 
mento, en virtud del cual quedaron limitadas 
las que ejercían estos últimos , publicándose 
después el R, D. de 31 de julio de 1865, en 
el que, á consecuencia de varias reclamacio- 
nes producidas por diferentes maestros de 
obras, se declaró que las prevenciones del 
citado reglamento no tcnurian efecto para 
todos aquellos que hubiesen obtenido su ti- 
tulo profesional antes de dicha fecha. En 
vista de esta disposición, varios interesados, 
con dicha carrera concluida ó cursantes de 
la misma, han acudido al Gobierno de S. M. 
con el objeto de que respetándose sus dere- 
chos, se establezca en su favor igual decla- 
ración que la anteriormente hecha en favor 1 
de aquellos que habían recibido sns títulos al 
publicarse el citado reglamento , pidiendo 
además en una de Jas dos esposiciones que 
se acompañan el nombramiento de una Co- 
misión mista de arquitectos y maestros de 
obras que deslinde las atribuciones que á 
una y otra clase corresponde. 

No cree necesario la Sección hacerse car- 
go de esta última parte de le pretensión for- 
mulada en una de las dos citadas exposicio- 
nes: pues habiendo establecido ya el citado 
reglamento el deslinde y separación de las 
facultades y atribuciones correspondientes á 
ambas clases , oyéndose préviamente para 
ello el informe de los funcionarios y corpo- 
raciones que podían ilustrar á la administra- 
ción superior, carece ya en esta parte de ra- 
zón, yes por lo mismo improcedente el nom- 
bramiento de !a Comisión que se solicita. 

Mas fundada es, en concepto de la Sección 
la otra parte de la petición que en ambas so- 
licitudes se hace, para que se apliquen los 
beneficios del R. D. de 31 de julio de <865 á 
todos los que tenian concluida su carrera ó 
se hallaban cursándola cuando se publicó el 
citado reglamento; pues basta l«er el preám- 
bulo que precede á dicho Real decreto para 
convencerse del espíritu que á él presidió, 
que no fué otro que el de evitar la retroacti- 
vidod de aquel reglamento y atender á la 
notoria justicia é indubitable conveniencia de 
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no lastimar ninguno de los derechos adqui- 
ridos conforme á las disposiciones vigentes, 
como literalmente se dice en el mismo. Si 
los que se hallaban en posesión de un título 
anteriormente expedido tenian un derecho 
adquirido, que el citado Real decreto no pudo 
menos de reconocer y respetar no se halla- 
ban tampoco desprovistos de él aquellos que 
tenian concluida su carrera , y que ya poí- 
no haber practicado los ejercicios de exa- 
men, ya por no haber cumplido todos los re- 
quisitos prévios indispensables para la expe- 
dición de dichos títulos no babian llegado 
á obtenerle, probablemente, en muchos ca- 
sos por causas ajenas á la voluntad de los 
mismos interesados, en quienes sin embargo 
concurrían las condiciones de capacidad 
científica exigida por las disposiciones vigen- 
tes. En cuanto á los que carecían de estos 
por hallarse todavía cursando, debe tenerse 
en cuenta que. al comenzar sus estudios lo 
hicieron fiados en el porvenir que les ofrecia 
el ejercicio de aquella profesión tal como en- 
tonces se entendía y desempeñaba, y no con 
las limitaciones que mas tarde se la impu- 
sieron. 

Si el citado reglamento hubiera exigido 
mayor preparación científica ó diferentes 
condiciones á los que hubieran de dedicarse 
á aquella carrera en lo sucesivo, tal vez po- 
dría decirse que no teniendo los anteriores 
la instrucción requerida desde una fecha de- 
terminada, no podía hacerse en su favor la 
declaración solicitada; pero cuando el citarlo 
reglamento en nada altera los estudios ni las 
circunstancias de los que hayan de ejer- 
cer aquella profesión , preciso' es convenir 
que no teniendo otro objeto las disposicio- 
nes de aquel que el de limitar las funcio- 
nes de los ma estros de obras, poniéndolas 
en relación con la de los arquitectos, sus dis- 
posiciones no pueden tener efecto retroacti- 
vo respecto de los que empezaron su carrera 
bajo ía esperanza de un determinado porve- 
nir. Existe en apoyo de esta opinión un pre- 
cedente bien moderno, cual es el R. D. de Í9 
de agosto último, en que al hacer cesar las 
ventajas que los alumnos de las escuelas es- 
peciales de ingenieros de Caminos y Minas 
disfrutaban de obtener colocación por el Go- 
bierno al terminar su carrera y gozar de 
cierta gratificación en los últimos años da 
, estudios , se establece que sus disposiciones 
sean aplicables tan solo respecto de aquellos 
que en lo sucesivo ingresen en la escuela, 
respetando los derechos de los que hoy sí 
hallan dentro de ella haciendo sus estudios. 
Y si tratándose de derechos que afectan al 
presupuesto y que por este motivo pued# 
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modificar el Gobierno según lo exijan las ne- 
cesidades económicas del país , se han res- 
petado hasta los de aquellos individuos que 1 
todavía se hallan estudiando, no teniendo 
efecto las disposiciones de aquel decreto sino 
para los que en lo sucesivo ingresen en la 
escuela, con mayor razón deberán tomarse 
en consideración en el presente caso los de- 
rechos invocados por los maestros de obras 
que solo se refieren al ejercicio de su pro- ■ 
fesion, Si, pues, hubo razones de justicia y 
equidad para dictar el R. D. de 31 de julio 
de 1865, estableciendo que á los que tu- 
viesen ya el título de maestros de obras no 
les comprendían las disposiciones del regla- 
mento dictado en igual año mes del anterior, 
las mismas cree la Sección que existen en fa- 
vor de los reclamantes, y en tal concepto es 
de parecer que procede hacer la declaración 
que solicitan.» 

Y habiendo tenido á bien la Reina, resol- 
ver este asunto de conformidad con lo pro- 
puesto en el preinserto dictamen, de Real 
órden etc. — Madrid 23 de octubre de 1866. 
González Bravo: ( GL . t. 96, p. 788.) 

Orden de 24 octubre de 1868. 

Se dictaron disposiciones para llevar á 
efecto el decreto sobre libertad de enseñanza 
respecto de las escuelas especiales. Insertas 
en el Apéndice I, p. 453. 

Decreto de 30 jumo de 1869. 

Ha suprimido este decreto desde 1.’ de 
julio las escuelas de Bellas artes, de náutica, 
y de maestros de obras, aparejadores y agri- 
mensores que existían en las provincias sos- 
tenidas por el estado. (Apéndice l, p. 232.) 

En el artículo Arquitecto (tomo l, página 
493) se hallan además insertas otras mu. 
chas disposiciones que son también concer- 
nientes á maestros de obras; y entre ellas 
consúltense las leyes del tít. 22 lib. VIII, 
Nov. Recop. sobre exámen, aprobación, ex- 
pedición de títulos á los arquitectos y maes- 
tros de obras; la R. O de 2 de octubre 
de 1814 y Reales órdenes de 20 de noviem- 
bre de 1827 y 7 de febrero de 1835, tam- 
bién sobre aprobación, expedición de títu- 
los y nombramiento de los mismos profeso- 
res y el R. D. de 22, de julio de 1864 citado, 
que contiene el Reglamento sobre atribucio- 
nes de los arquitectos maestros de obras y 
aparejadores. 

En el artículo Agrimensor pueden también 
consultarse el R. D. de 24 de enero de 1855, 
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suprimiendo las enseñanzas de maestros de 
obras y directores de caminos vecinales, sin 
perjuicio de los derechos adquiridos; los ar- 
tículos 61, 67 y 140 de la Ley de instruc- 
ción pública de 9 de setiembre de 1857, qu 
restablecieron dicha enseñanza, y el progra- 
ma general de estudios para las carreras de 
maestros de obras, aparejadores y agrimenso- 
res, aprobado por R. D. de 20 de setiembre 
de 1868. 

En el artículo Academia de Sax Fernando 
se encuentran también otras muchas dispo- 
siciones sobre que se presenten á la Acade- 
mia los diseños de obras, estituas, efi- 
gies, etc., sobre cuyo particular nos remi- 
timos también á escuelas de Bellas artes, 
Obras y Construcciones civiles, Obras pú- 
blicas, Policía urbana, etc. 

MAESTROS DE POSTAS- Empleados á 
cuyo cargo están las postas, los cuales, 
en vez de sueldo, tienen una retribu- 
ción fija por cada una de las caballerías 
de la dotación de su parada, cuyo nú- 
mero se determina por la Dirección del 
ramo. Las disposiciones dictadas sobre 
este servicio son las siguientes. 

R. O. de 18 julio de 1844. 

Servicio de les postas. 

(Gob.) Eu atención á las razones que me 
ha expuesto el Ministro de la Gobernación 
de la Península sobre la necesidad de refor- 
mar el servicio de las postas , he venido en 
decretar lo siguiente : 

Artículo 4.° Las postas del reino se ser- 
virán en lo sucesivo por dependientes de la 
Administración, y su organización se arre- 
glará á las bases del presente decreto y á los 
reglamentos y órdenes que en su consecuen- 
cia se expidieren. 

Art. 2.° Los maestros de postas serán de 
provisión Real, y no podrán perder aquel 
oficio sino en los casos y la forma que pré- 
viamcnte se determinen. 

Art. 3.° Las asignaciones de los maes- 
tros de postas serán proporcionadas á la es- 
pecie de servicio que se les exija y al núme- 
ro de caballerías de que haya de coustar ca- 
da parada , sujetándose por todos conceptos 
á tarifas aprobadas por el Gobierno. 

Art. 4.° Los maestros de postas y demás 
empleados de este ramo gozarán de las exen- 
ciones que marcan las ordenanzas de correos 
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de 1794 y las leyes, decretos y órdenes 
vigentes. 

Art. 5." inmediatamente me propondrá 
el Ministro de la Gobernación de Ja Penín- 
sula uii reglamento para ia ejecución^ del 
presente decreto. — Dado en Barcelona á 14 
de junio del844 Madrid 18 de julio de 1844, 
[CL. t. 33, p. 39.) 

R. O. de 26 julio de 1844. ; 

Reglamento para el servicio. 

(Gob.) «Para que pueda tener efecto el 
servicio de las postas riel Reino en la forma 
que determinan las bases del R. D. de 14 
del actual, experimentándose desde luego las , 
ventajas que son de esperar del sistema d< 
administración que aquel establece, se lia 
servido S. M. mandar, teniendo presente e! 
proyecto remitido por esa Dirección, que sin 
perjaicio de las reformas que en lo sucesivo 
acredite la experiencia como precisas, se oh- 1 
serve y cumpla el siguiente 

Reglamento par a el servicio de las postas. 

TITULO PLUMERO. 

DE LOS MAESTROS DE POSTAS. 

Artículo !. 0 Los oficios de maestros de 
postas serán de provisión Real, á propuesta 
de ia Dirección general de correos. 

Los maestros de postas solo podrán ser 
removidos en los casos y la forma prevenida 
en la ordenanza del ramo y en el presente 
reglamento. 

El director genera! de correos y postas Ies 
expedirá los correspondientes títulos con ar- 
reglo al modelo adjunto. 

Art. 2.° Los maestros de postas presen- 
tarán sustituios al Alcalde del pueblo donde 
residan, y al administrador principal de cor- 
reos á cuya demarcación pertenezcan. ; 

Ambos funcionarios tomarán razón en el 
registro de su respectivo encargo, y en los 
títulos pondrán nota de haberse realizado 
esta formalidad. 

Sin ella no disfrutarán los maestros de 
postas de los derechos que se les conceden. 

Art. 3.° Las asignaciones de los maes- 
tros de postas serán proporcionadas á la es- 
pecie de servicio que la Administración les 
exija, y á los' efectos y número de caballerías 
que hayan de emplearse. 

Las tarifas que se formen para clasificar 
estos efectos, para fijar el número de las ca- 
ballerías y cohsignaf la dotación correspon- 
diente a los maestros de postas, se somete- 
rán pré vía mente por la Dirección general de 
correos á la aprobación del Gobierno. 

Aprobadas las tarifas por el Gobierno, la 
Dirección, de acuerdo con 1a Contaduría ge 
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neral del ramo, señalara la fianza que pro- 
porciona (mente deba exigirse á los maestros 
de postas. 

Cuando haya, necesidad de aumentar o dis- 
minuir el servicio, las tarifas se modificarán 
con Ja anticipación debida y en la proporción 
correspondiente. 

Art. 4." Los maestros de postas contraen 
las obligaciones siguientes: 

1. * Residir en el pueblo ó punto donde 
se halle su parada. 

2. a Observar exactamente los itinerarios 
de la linea, y no emplear para el relevo de 
caballería^ mas tiempo que el de cuatro mi- 
nutos de clia y seis de noche. 

3. a Mantener en buen estado de servicio 
el número de caballerías, guarniciones, mon- 
turas y demás efectos que las tarifas deter- 
minen. 

4. a Preparar con le anticipación debida 
á la llegada del correo ordinario el ganado y 
los efectos necesarios para el relevo. 

5. a Tener dispuestos para casos extraor- 
dinarios é imprevistos dos caballos y un pos- 
tillón de guardia, tanto de dia como de noche. 

6. a Mantener de noche una luz en el za- 
guán y otra en la cuadra. 

7. a Cuidar de que sus postillones curti- 
' plan con los deberes de su cargo, y que en 

todos los actos det servicio usen del unifor- 
me que les está designado. 

Art. 5.° Habrá en cada casa de postas 
un libro de matricula, foliado y rubricado 
por el administrador principal de correos, en 
el cual han de constar todos los dependien- 
tes de la posta, así de número como de as- 
pirantes, con expresión de su nombre y ape- 
llido, edad, pueblo de su naturaleza, época 
de su nombramiento y las notas que juzguen 
oportunas respecto de su conducta y celo en 
el. cumplimiento de sus deberes. En este li- 
bro se bailará inventariado además el gana- 
do de la parada y los efectos de cualquiera 
clase destinados al servicio. 

Art. 6.° En las líneas generales y tras- 
versales de primer órden , tendrán además 
ios maestros de postas otro libro de registro 
sellado y foliado por la Dirección general, 
para que los viajeros y correos puedan ano- 
tar las faltas que adviertan en el servicio, ó 
el estado en que se halle aquella parada ó 
cualquiera otra inmediata. Este libro se pre- 
sentará necesariamente por el maestro de 
postas á todo correo ó viajero en posta que 
lo reclame . 

Art. 7.° Cuando el maestro de postas por 
enfermedad ú otra causa legítima tenga 
que ausentarse temporalmente de su parada, 
dará aviso previo al administrador principal 
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de correos de quien dependa y al inspector 
de la línea, y dejará bajo su responsabilidad 
una persona que haga sus veces y le repre- 
sente. Estas ausencias nunca podrán exce- 
der de tres meses. 

Si E ausencia del maestro de postas fuese 
por mas tiempo que el de tres meses; deberá 
solicitar permiso de la Dirección general del 
ramo. 

Art. 8,° Los maestros de postas no pue- 
den ceder ni traspasar temporal ni perpetua- 
mente sus paradas sin que preceda la apro- 
bación del Gobierno. 

Art. 9.° Cuando por un accidente im- 
previsto quede abandonada una parada, los 
dos maéstros de postas colaterales deberán 
comunicarse entre sí inmediatamente y sin 
esperar la orden del administrador de cor- 
reos del distrito. 

El aumento de servicio que en estos ca- 
sos ocurra, se satisfará en los mismos térmi- 
nos que ios extraordinarios de sus propias 
paradas. 

Igual cuenta se Jes hará cuando hayan de 
atender á un servicio imprevisto y tengan 
que emplear mayor número de caballerías 
del consignado en las tarifas. 

Art. 10. Sobre la puerta de toda casa de 
postas se pondrá por cuenta del maestro un 
escudo con las armas reales y un rótulo en 
letras grandes moldeadas con estas palabras: 
Parada de postas. 

Art. 11 . Corresponde á los maestros de 
postas la facultad de nombrar y despedir los 
postillones: 'tatos nombramientos deben re- 
caer en sujetos de buena conducta y de ro- 
bustez, que tengan por Jo menos 16 años ele 
edad y no pasen de 50. 

Ningún maesto de postas podrá nombrar 
postillón de su parada al que hubiere sido 
despedido de otra, á menos de presentarle 
una certificación de buena conducta librada 
por el maestro que lo despidió de su ser- 
vicio. 

ArC 12. Tampoco podrá negar á un pos- 
tillón á quien despida la certificación de que 
habla el artículo anterior, no teniendo 
para esta negativa motivos graves. En caso 
de contestaciones decidirá el administrador 
principal de correos. 

Art. 13. Los maestros de postas, en vir- 
tud de las facu 1 1 ades que para nombrar y 
despedir sus postillones les conceden los ar- 
tículos anteriores, serán responsables de las 
faltas de los mismos. 

Art. 14. La vigilancia de los maestros de 
postas no se limita á sus propios postillones 
smo que cuidarán asimismo que ¡os de las 
paradas laterales observen buena con ducta 
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mientras permanecieren en la suya; evitan- 
do que se detengan en ella mas tiempo que 
el necesario para que las caballerías descan- 
sen, yno consintiendo que ai regresar salgan 
aceleradamente con el ganado, á menos de 
que para ello tengan órden expresa de su 
principal. 

Art. 15. El número de postillones se ar- 
reglará al de las caballerías de la dotación 
de la posta, no pudiendo excederlos de plan- 
ta de cuatro en cada una de las paradas de 
línea general, y de tres en las trasversales 
de primer órden. Estos postillones de núme- 
ro serán inscritos en la Alcaldía del pueblo 
á que pertenezca la casa de postas. 

No se fija el número ni se exige esta for- 
malidad respecto de los postillones supernu- 
merarios ó aspirantes que quiera tener el 
maestro de postaspara h mayor exactitud dei 
servicio; pero será igualmente responsable 
de las faltas de estos. 

Art. 16. Los maestros de postas no da- 
rán caballos á ninguna persona que carezca 
de la correspondiente licencia, bajo la pena 
de perdición del oficio. 

Podrán por lo mismo exigir ios partes y 
i las expresadas licencias á los correos y via- 
jeros en posta que llegaren á su parada. 

Detendrán á los que no vayan provistos 
de estos documentos ó no ios lleven en regla 
dando inmediatamente cuenta á la autoridad 
local y ai adminisirador principal de correos. 

Art. 17. Estas licencias se expedirán e.n 
Madrid por el director general de correos 
tomándose razón para el pago de Jos den - 
chos correspondientes en la Administración 
del correo general: en las provincias por Jos 
administradores principales de correos ó su- 
balternos de planta, prévia la presentación 
del pasaporte de la autoridad competente con 
la noLa de va en posta; debiendo dar cuendt 
á la Dirección inmediatamente después de 
expedida cada una de estas licencias; y en los 
sitios reales, en épocas de jornada, por d 
oficial mayor del parte ó quien haga sus v< - 
ces, considerándose para este caso corno ad- 
ministrador principal de correos. 

Art. 18. El órden de preferencia para el 
servicio de la posta es el siguiente: 

1. ° Los correos extraordinarios con plie- 
gos del Gob’erno. 

2. ° Los correos ordinarios conductores 
de la correspondencia pública. 

3. ° Los correos extraordinarios extran- 
jeros con despachos de sus respectivos Go- 
biernos. 

4. ° Los particulares por el órden de su 
llegada á la parada. 

Este mismo orden de preferencia se obser- 
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vará en la carrera, ó sea durante el tránsito 
de una parada de postas á otra, cediéndose 
el paso respectivamente y por el orden que 
queda designado, así los correos como los 
particulares. 

Cuando dos ó mas sillas particulares, via- 
jando en posta, se encontrasen en el camino 
y en una misma dirección, no podrán adelan- 
tarse unas á otras. 

Art. 19. i os maestros de postas y sus 
postillones tratarán con atención á los viaje- 
ros sin dar lugar á quejas que serán oidas 
y satisfechas por los inspectores, subinspec- 
tores y administradores de correos mas 
inmediatos. 

En casos de gravedad, ó cuando no pue- 
dan aplicar oportuno remedio, los funcio- 
narios referidos darán parte á la Dirección 
general, cun expresión del juicio que hubie- 
ren formado. 

Art. 20. Los maestros de postas pondrán 
en los coches propios de los viajeros el nú- 
mero preciso de caballerías que se especifica- 
rá mas adelante, según la clase del carruaje. 

Art. 2Í. Todas las caballerías de la do- 
tación de una parada con arreglo á tarifa es- 
tarán marcadas, y constará en el libro de 
matrícula de la casa su media filiación, de 
la cual obrará una copia en la administración 
principal de correos y otra en la inspección 
de la línea. 

No se reconocerá por caballería de posta 
para las gracias concedidas al ganado desti- 
nado á este servicio, así como tampoco para 
la indemnización de las que fueren robadas 
ó se inutilizasen en actos del mismo, sino las 
ue estuvieren marcadas y filiadas anticipa- 
amente. 

Ningún maestro de postas podrá marcar 
ni filiar mayor número de caballerías que 
las correspondientes á la dotación de su pa- 
rada, si bien le será lícito mantener todas 
las que juzgue convenientes. 

Art. 22. Los maestros de. postas no es- 
tán obligados á dar caballerías fuera de Ja 
carrera ni á enganchar ninguna en cualquie- 
ra especie de carruaje con otras que no sean 
propias de la posta. 

Art. 23. Dependen los maestros de pos- 
tas inmediatamente del administrador prin- 
cipal de correos del distrito, del subinspec- 
tor y del inspector de la línea. 

En caso de visita tienen obligación de pre- 
sentar á los visitadores el ganado, atalajes, 
libros de matrícula y de registro, y demás 
efectos destinados aí lervicio de las postas, 
contestando á Jas preguntas que Ies hicieren 
y suministrando cuantas noticias y datos Ies 
fueren reclamados. 
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Los maestros de postas tieuen derecho á 
exigir de los visitadores una certificación de 
la visita después de terminada. 

TITULO II. 

DE LOS DERECHOS DE LOS MAESTROS DB 
POSTAS. 

Art. 24. Los maestros de postas tieneu 
la facultad de contratar todos aquellos servi- 
cios que estimen convenientes á sus intere- 
ses, después de atendidas y satisfechas en 
todas sus partes las obligaciones que quedan 
designadas en el título anterior . 

Art. 25. Todo viajero á la ligera ó en 
carruaje propio, pagará á razón de 6 rs. por 
legua y caballo, y otro tanto por los que 
ocupen los postillones: pagará además los 
i derechos de portazgos y barcas, v 3 rs. vn. 
por legua de agujetas a cada postillón. 

Para obtener ía licencia de que habla el 
art. 16, satisfará en la administración en que 
se le despache 40 rs. por cada persona que 
viaje á caballo ó en carruaje; y en estos nada 
por los criados que vayan fuera de la caja. 

A la salida de Madrid ó sitios reales se 
pagará doble la tarifa de ia posta en los via- 
jes de particular. 

Art. 26. Los viajeros de real servicio pa- 
garán á razón de o rs. por legua y caballo, 
y 2 rs, por legua de agujetas á cada postillón. 

Por viajero del real servicio se entiende 
únicamente el que acredite esta circunstan- 
cia por medio de una Real orden ó el parte 
correspondiente. A este efecto la autoridad 
superior civil ó militar que hubiere dispues- 
to el despacho de aquel extraordinario ofleia- 
. rá al administrador principal de correos. 

Art. 27. Los viajeros despachados con 
pliegos del Real servicio , y que empleen á 
este efecto caballos de la posta, no pagarán 
por estos portazgos, pontazgos, barcajes ni 
otro tributo de los impuestos generalmente 
por el paso en cualquier paraje del reino. 

Art. 28. Cuando el Gobierno disponga 
que un viajero despachado en comisión ó 
con pliegos del Real servicio vaya en silla ó 
carruaje perteneciente á la posta, pagará por 
este á razón de 5 rs. por legua siendo silla 
de dos ó tres asientos y pasando de este nú- 
mero doble cantidad. 

Art. 29. Toda clase de viajeros, así de 
Real servicio como particulares, pagarán el 
importe de la posta antes de salir de cada 
parada , con arreglo á las bases que quedan 
establecidas y al arancel ó tarifa vigente, de 
la cual habrá siempre un ejemplar impreso 
en cada casa de postas para conocimiento del 
público. 
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Art. 30. Los correos ó viajeros de cual- 
quiera clase que maltraten las caballerías, 
en términos que se inutilice ó perezca algu- 
na de estas, estarán obligados a pagar el im- 
porte del daño al maestro de postas á quien 
la caballería ó caballerías pertenezcan, pre- 
via tasación de peritos y en virtud de un jui- 
cio verbal que se celebrará ante el Alcaide 
del pueblo en que esto hubiese tenido lugar, 
ó del inmediato si el hecho sucede en des- 
poblado. 

Art. 31. Las personas que viajen en pos- 
ta y en carruaje propio pagarán á razón 
de las caballerías y postillones que á conti- 
nuación se expresan: 

Los que vayan en sillas de postas de cua- 
tro ruedas y que lleven dos persouas dentro, 
un criado á Ja zaga, cuatro arrobas de peso 
con limonera ó varas, pagarán tres caballe- 
rías y un postilloD; pero si el carruaje fuese 
de lanza , pagarán cuatro caballerías y un 
postilion. 

Los que viajen en cabriolés de fuelle, me- 
dia caja de madera y dos ruedas, con una ó 
dos personas dentro, pagarán dos caballe- 
rías; pero si llevase vaca ó cofre en la zaga, 
cuyo peso exceda de cuatro arrobas, pagarán 
tres cabalerías y un postillón. 

En cabriolés de dos ruedas, caja entera de 
madera, con sola una persona y equipaje que 
no exceda de 40 libras de peso, pagarán dos 
caballerías y un postillón. 

En los mismos cabriolés de dos ruedas, 
caja entera de madera, con dos personas y 
de 60 á 80 libras de equipaje, pagarán tres 
caballerías y un postillón. 

En los carruajes de cuatro ruedas de un 
solo asiento y lanza pagarán dos caballerías 
y un postillón. 

En los carruajes de cuatro ruedas , media 
caja de cuero col el equipaje que no pase de 
cuatro arrobas, con una ó dos personas, pa- 
garán dos caballerías y un postillón. 

En las carretelas de cuatro ruedas con 
caja entera de madera y una sola persona no 
excediendo de 60 libras el peso del equipaje, 
se pagarán dos caballerías y un postilion. Si 
llevasen dos personas, ó el equipaje fuese de 
mas peso que el designado, pagarán tres ca- 
ballerías y un postillón. Si fueren mas de dos 
personas pagarán á razón de un caballo mas 
por cada una. 

Ep los carruajes cerrados y cortados, co- 
nocidos con el nombre de bombés, con varas, 
conduciendo una ó dos personas, pagarán 
dos caballos y un postillón. Si fueren mas de 
dos personas, pagarán á razón de un caba- 
llo mas por cada una. 

En berlinas cerradas con dos fondos igua- 
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les y lanza, con dos, tres ó cuatro personas, 
pagarán cuatro caballerías y un postillón. 
Mas si el peso del equipaje excediese de ocho 
arrobas, y fuesen cuatro los viajeros , paga- 
rán seis caballerías y dos postillones. 

En coches que lleven cuatro ó seis perso- 
nas pagarán seis caballerías y dos postillo- 
nes, En el caso de exceder de seis el número 
de los viajeros, pagarán en cada posta 6 rea- 
les por cada una de las personas que pasen 
de aquel número. 

Art. 32. Un niño menor de siete años no 
se considera como viajero para el pago de la 
posta. Dos niños de siete años se considera- 
rán para el pago como un viajero. 

Art. 33. Los viajeros en coche propio 
no están obligados á pagar las caballerías 
que falten del número designado á cada cla- 
se de carruaje. 

Tampoco podrá exigirles pago alguno el 
maestro de postas por el mayor número de 
caballerías que tenga por conveniente po- 
ner, á fin de aliviar á su ganado. 

Se exceptúan de esta disposición las caba- 
llerías que el maestro de postas estuviese es- 
pecialmente autOFisado para aumentar por 
razón de cuestas ó puertos; mas en este caso 
la órden original de la Dirección deberá es- 
tar á la vista del público en la casa de postas. 

TITULO III. 

PENAS Y RECOMPENSAS DE LOS MAESTROS 
DE POSTAS. 

Penas. 

Art. 34. El maestro de postas que en la 
exacción de sus derechos se excediere de lo 
designado en Jas tarifas y de lo prevenido en 
. este reglamento sufrirá por la primera vez 
la multa de 100 rs., devolviendo además el 
exceso que hubiese cobrado: por la segunda 
vez pagará la multa de 300 rs. con igual de- 
volución: 1 .000 rs. de multa por la tercera, 
con la misma circunstansia; y en caso de 
reincidencia será despedido del servicio. 

Art. 35. Si el inspector, subinspecto- 
res ó el administrador principal de correos 
hallasen en sus visitas que falta alguna caba- 
llería para el completo de la dotación de la 
parada de postas, ó vieren que alguna ó al- 
gunas de las que les presentaren no estu- 
viesen marcadas ó no corresponden á Ja me- 
dia filiación de que habla el art. 21 de este 
reglamento, sufrirá el maestro una multa 
equivalente á Ja asignación de la posta por 
un mes, dentro de cuyo término reemplazará 
la caballería que falta, ó llenará las formali- 
dades que quedan prescritas. 
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Dentro del mismo término y bajo la misma 
pena reemplazará el maestro de postas las' 
caballerías que los visitadores desechen por 
inútiles para e! servicio. 

Art. 36. Si los visitadores hallaren el mal 
estado para el servicio ó incompleto el atalaje, 
guarniciones y monturas destinadas ú la posta, 
señalarán al maestro de ella un breve tér- 
mino, dentro del cual habrá de arreglar y 
completar debidamente estos efectos. 

En caso de no cumplir los maestros de 
postas con esta obligación, los expresados 
efectos se comprarán y completarán por la 
administración, cargando al maestro en cuen- 
ta doble cantidad de su valer. 

Art. 37. Si á la llegada de los correos 
ordinarios ó extraordinarios se notase falta 
en las luces y en la vigilancia prescrita á 
todas las casas de postas en las obligacio- 
nes 4.°, 5. a y 6. a del aitículo 4.° de este re- 
glamento, sufrirá el maestro una multa de 20 
reales por la primera vez y de 40 por las 
sucesivas. En caso de reincidencia frecuente 
se dará parte á la Dirección para que acuerde 
la corrección ó pena que estime conveniente. 

Art. 38. Debiendo llevar ¡os conductores 
de correos una hoja ó registro en que anoten 
las detenciones que experimenten en el ca- 
mino, tanto en lus relevos de las caballerías, , 
como en la carrera, la Dirección general im- 
pondrá al maestro el castigo ó multa que 
considere justa, según el número y la gra- 
vedad fie aquellas faltas en el trascurso de 
un mes. 

El conductor debe presentar la relación 
de estas faltas bajo su firma al administrador 
del correo general, ó a! principal de quien 
dependa, y estos darán mensualmente parte 
literal de ellas á la Dirección para los efectos 
indicados. 

Art. 39. Si por no tener previamente 
herrado el ganado, ó por no estar las ca- 
bailarías dispuestas para el relevo á la llega- 
da del correo ordinario, el maestro de postas 
retrasase el servicio, pagará por primera vez 
una multa de 40 rs. por cada cuarto de hora 
que originase de retraso, y doble cantidad 
por la segunda. 

En caso de reincidencia continuada será 
despedido del servicio. 

Si por estas faltas se originasen perjuicios 
de consideración quedará obligado además el 
maestro de postas al resarcimiento de daños, 
prévia la formación de un expediente guber- 
nativo, ó de causa criminal si á ello hubiere 
lugar, pero en ambos casos deberá oirse al 
maestro que sea objeto del procedimiento. 

Art. 40. Los maestros de postas respon- 
den de los daños que por efecto de vuelcos 
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ocasionen en un carruaje, si este incidente 
proviene de la incsperiencia de los postillo- 
nes. A este fin se descontará de su asigna- 
ción ordinaria al maestro respectivo el im- 
porte de la reparación, entregándole en pago 
de su haber la cuenta y recibo del maestro 
de coches. No quedan sujetos á la responsa- 
bilidad anterior los maestros de postas cuan- 
do c! vuelco ó las averías dimanen de fuerza 
mayor ó caso fortuito; lo cual podrán jus- 
tificar con una certificación del conductor y 
de los viajeros. 

Art. 41. Cuando por no estar presente 
el maestro de. postas resultase alguna falta 
en el acto de relevar las caballerías para el 
servicio de los correos ordinarios, se le im- 
pondrá la multa de 40 rs. por cada vez. 

Art. 42. Si el maestro de postas come- 
tiese fraudes, delitos ó crímenes sujetos á la 
acción ordinaria de los tribunales de justicia, 
y en su consecuencia se le impusiere pena 
corporal aflictiva , será despedido para siem- 
pre del servicio. 

Las caballerías de la posta, y los efectos 
destinados al servicio serán respetados hasta 
que se reemplacen debidamente. 

Art. 43. Pudiendo usar los maestros de 
postas y sus postillones, en actos de! servi- 
cio, de armas prohibidas para su especial de- 
fensa y la de la correspondencia y viajeros 
que conducen, estarán sujetos á la acción 
ordinaria de los tribunales de justicia si lu- 
ciesen de ellas un uso indebido, ó las llevasen 
fuera de los actos del servicio. 

Art. 44. Para acordar la separación del 
servicio de un maestro de postas so requiere 
la formación de un expediente gubernativo 
en que se oigan sus descargo-; y defensas, y 
el dictámen del asesor de correos y de la 
Contaduría ‘general. El director de correos 
consultará con el Gobierno de S, M. la ejecu- 
ción de su acuerdo definitivo. 

Recompensan. 

Art. 45. El maestro de postas está exento 
de pagar el subsidio de comercio por los car- 
ruajes y caballerías destinados al servicio de 
la posta. 

Art. 46. Las caballerías de la posta no po- 
drán ser embargadas, aun en casos de la ma- 
yor urgencia, por la preferencia del servicio 
<le los correos ordinarios y extraordinarios. 

Art. 47. No podran alojarse en las casas 
de postas caballerías que entorpezcan la ac- 
ción del servicio ocasionando embarazos al 
maestro y á sus postillones. 

Art. 48. Los maestros de postas tienen 
derecho á los pastos comunes por las caba- 
llerías destinadas á este servicio, sin perjui- 
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cío de cualesquier otros que les correspon- 
dan como vecinos de los pueblos donde se 
hallaren las paradas. 

Art. 49. Los maestros de postas están 
exentos de todo oficio de república. 

Art. 50. Podrán tener posada, mesón ú 
otra cualquiera granjeria, en cuyo caso y por 
cuya sola consideración quedarán sujetos 
como los demás vecinos á las órdenes y ban- 
dos relativos á la industria particular que 
ejerzan. 

Art. 51. Cuando se inutilizase ó pere- 
ciese alguna caballería por exceso de fatiga 
en la conducción de la correspondencia pú- 
blica, ó fuese robada ó muerta violentamente 
en actos del servicio, la Dirección general 
de correos acordará su indemnización por 
cuenta del ramo, después que se justifique el 
hecho competentemente con certificación del 
Alcalde del punto donde ocurra la desgracia 
y con el correspondiente atestado del con- 
ductor y viajeros. Estas indemnizaciones se 
verificarán con arreglo á las órdenes vigen- 
tes en la materia (1). 

TITULO IV. 

DE LOS POSTILLONES. 

Art. 52, Los postillones deberán tener 
la edad de 16 á 50 anos, ser de buena con- 
ducta y hallarse con la conveniente aptitud 
y robustez para el servicio, á juicio del maes- 
tro de postas. 

Art. 53. Estarán subordinados, no solo 
ai maestro de postas de quien dependan, si- 
no á los demás en cuyas paradas se encuen- 
tren, en todo aquello que concierna al buen 
servicio del ramo. En ios viajes dependerán 
igualmente de los mayorales de las sillas- 
correos y de ios conductores de la corres- 
pondencia pública. 

Art. 54. El nombramiento de los posti- 
llones de número de cada parada será regis- 
trado en los libros de la alcaidía del punto 
donde radique la posta: de este nombramien- 
to se pasará una certificación visada por el 
Alcalde al administrador principal de correos 
del departamento, para que anote en ei re- 
gistro de postas que existirá en su oficina ei 
día en que entra á servir la plaza de posti- 
llón, poniendo el sentado y su fecha en la 
certificación, á fin de que pueda reclamar el 
abono de Ja gratificación á que se haga 
acreedor* por sus años de servicio y buena 
conducta. 

Art. 55. Los postillones que salgau por 
interés propio de una Casa de postas para 

(i) Véase el art. 5 0 del H. D. de 10 de se- 
tiembre de 1856. 


servir en otra deberán llevar una certifica- 
ción de su buen comportamiento, expedida 
por su principal y visada por el Alcalde del 
pueblo respectivo. Esta certificación y el 
nombramiento del maestro en cuya casa en- 
tre á servir, se presentarán al alcaide del 
pueblo correspondiente á fin de que se lle- 
nen las formalidades prescritas en el artícu- 
lo anterior. 

Art. 56. Ningún postilion podrá dejar el 
servicio de una parada sin haberlo preveni- 
do al maestro de postas con un mes de an- 
ticipación por ío menos, y si así no lo hiciere 
podrá este negarle la certificación, sin la coa 
no podrá ser admitido eD otra parada. 

Art. 57. Los inspectores y subinspecto- 
res de postas, asi como los adininis radores 
principales de correos en su respectivo de- 
partamento vigilarán para que no se admita 
en otra casa de postas el postillón despedido 
sin la certificación competente, y darán cuen- 
ta á la Dirección para la resolución oportu- 
na en los casos en que el interesado no dé 
motivo para que se le niegue la certifica- 
ción. 

Art. 58. Los postillones de número usa- 
rán, en actos del servicio, de la escarapela 
nacional, chaqueta y pantalón azul, vuelta y 
cuello encarnados con botones en que se 
baile gravada la palabra Postas ; en el som- 
brero, qne será reduudo, llevarán un escudo 
bronceado con las armas reales y el número 
que les corresponda. 

Para invierno usarán los postillones sobre 
el uniforme qne queda designado un capote 
de paño azul con cuello y vueltas encar- 
nadas. 

Los aspirantes ó postilion de que trata el 
art. 15 del tít. 1, deberán usar, en actos d'el 
servicio, de chaqueta azul con cuello encar- 
nado, pero sin inscripción alguna eo el bo- 
tón , y en el sombrero solamente la esca- 
rapela. 

Art. 59, En cada parada habrá constan- 
temente un postilion de guardia , que será 
eJ primero en turno para correr, y en el mo- 
mento en que llegue cualquier relevo avisará 
á sus compañeros para que se ocupen en ensi- 
llar los caballos si fuese á la ligera, ó engan- 
char el ganado al carruaje si fuese en rue- 
das. En este intermedio debe ponerse el pos- 
tillón de guardia las prendas de uniforme 
que le falten. 

Art. 60. El postillón de guardia cuidará 
que estén corrientes de noche las luces del 
zaguan de la casa de postas y de la cuadra, 
teniendo además dispuesto un farol de manu 
para que sus compañeros hagan las opera- 
ciones de que trata el artículo anterior. 
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Art. 61 . Los postillones precederán siem- 
pre á los correos y viajeros. El maestro de 
postas, en cuya parada se presenten los via- 
jeros sin el postillón, no está obligado ¿dar- 
les caballos hasta la llegada de este . 

Art, 62. Los postillones emplearán á lo 
mas media hora por legua en viajes de par- 
ticular, y veinte minutos en los del servicio. 

Art. 63. En cualquier caso imprevisto, 
por el cual se detenga en el camino un cor- 
reo que vaya de servicio, el postillón que le 
acompañe conducirá los pliegos ó corres- 
pondencia hasta la parada de postas inme- ¡ 
diata, y el maestro de esta dispondrá, bajo j 
su responsabilidad, que se continúe la con- 
ducción sin la menor demora por medio de i 
uno de sus postillones hasta la próxima Ad- j 
ministracion de correos, eD Ja cual se abo- j 
nará al postillón lo que le corresponda por i 
este trabajo, y se arreglará la continuación ] 
del viaje. 

Art. 64. No podrán los postillones cam- ; 
Liar de caballos en el camino cuando se en- 5 
cuentren con otros, sin prévio consentimien- ? 
to del correo ó de los viajeros. 

Art. 65. Los postillones auxiliarán y 
atenderán á los viajeros en cuanto puedan, 
á cuyo íin , si el viaje fuese á la ligera, cor- 
rerán siempre á corta distancia para volver 
con prontitud en cualquiera caída ú otro 
acontecimiento. 

Art. 66. No podrán excusarse los posti- 
llones de servir los viajes que les correspon- 
dan, ni íes será permitido que los beneficien 
ó cedan á otros. 

Art. 67. Todo postillón que recíba car- 
tas en el camino, deberá entregarlas en la 
estafeta mas inmediata, á fin de que sean in- 
cluidas y porteadas con la correspondencia 
general, sin que por dicha conducción y bajo 
ningen pretexto pueda exigir retribución al- 
guna. 

TITULO V. 

PENAS Y RECOMPENSAS De LOS POSTILLONES* 
Penas. 

Art. 68. Los postillones que lleven en- 
cargos, ya vayan acompañando á los cor- 
reos y viqjeros , ya conduzcan pliegos del 
Gobierno , quedarán suspensos por término 
de un mes, y en casos de reincidencia serán 
separados del servicio. 

Art. 69. Los postillones que hayan dado 
lugar á quejas de los viajeros por haber pe- 
dido retribución para su gasto de comida, ó 
con cualquier otro pretexto, sufrirán iguales 
penas* que las determinadas en el artículo , 
anterior. I 


Art. 70. Se prohíbe á todo postillón exi- 
gir mas de lo señalado en las tarifas por 
agujetas ni por otro motivo, cuidando de evi- 
tar entre sí, y mas con los viajeros, incomo- 
didades y disputas que sean causa de deten- 
ción, en cuyo caso el postillón quedará sus- 
penso de oficio basta la averiguación del 
hecho. 

Art. 71. En igual suspensión incurrirán 
los postillones que en los actos del servicio 
no lleven el uniforme que les esté designado, 
incluso el sombrero. La primera vez la sus- 
pensión será por ocho dias , y quince la se- 
gunda. En caso de reincidencia serán des- 
pedidos. 

Art. 72. Los postillones que vayan en la 
carrera y abandonen los caballos en el ca- 
mino , serán separados de su servicio , sin 
perjuicio de su responsabilidad y la de los 
maestros de postas respecto de los acciden- 
tes que puedan resultar de semejante es- 
ce so. 

Art. 73. El postillón que después de ha- 
ber sido suspenso una vez, incurra en algu- 
na falta grave de lasque marcan los artículo- 
precedentes será despedido irremisiblemente 
del servicio, y no se le podrá volver á admis 
tir bajo ningún pretesto en parada alguna. 

Art. 74. Por fraude ó crimen, ó por uso 
de armas prohibidas en actos que no son del 
servicio, quedarán sujetos los postillones á la 
justicia ordinaria , según se ha prevenido 
anteriormente para los maestros de postas. 

Recompensas. 

Art. 75. Los postillones de número están 
exentos del servicio de conducción de vere- 
das y preso» (!}. 

Art. 76. Los postillones tendrán derecho 
á un real de vellón por legua por cada per- 
sona que viaje en silla-correo, y por los que 
viajen á la ligera ó en carruaje particular lo 
que marca el artículo 25 de este reglamento. 

Art. 77. A los 20 años de servicio con 
buenas notas y con la disposición necesaria 
tendrán derecho los postillones á ser coloca- 
dos en plaza de mayoral délas sillas-correos 
del Estado . 

Art. 78. Para obtener este premio los 
postillones han de acreditar su buena con- 
ducta y circunstancias con certificaciones de 
los maestros de postas respectivos. 

Art. 79. También serán recompensados 
los postillones con sumas pecuniarias cuando 
hagan un servicio extraordinario, ó con una 
medalla de distinción que llevarán pendiente 
de una cinta en la chaqueta. 

(1) R. 0. de 3i de octubre de 1837. 
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Art. 80. El postillón que justifique 30 
años de buen servicio tendrá derecho á una 
gnsíon de retiro, que no bajará de 3 reales 
iarios ni excederá de 6; pero para conce- 
derla se formará con arreglo á las leyes ex- 
pediente donde constará la fé de bautismo 
del interesado y las certificaciones de los 
maestros de postas en cuyas paradas haya 
servido, con los requisitos que van expresa- 
dos, y el cónstame de los administradores 
principales de correos. 

Art. 81. Cuando un postillón que tenga 
los requisitos expresados se imposibilitase en 
actos del servicio, ó por su consecuencia de 
ellos, tendrá opcion á la recompensa señala- 
da en el artículo anterior ó en su defecto i 
ser colocado de portero ú ordenanza en las 
dependencias de correos. 

Art. 82. Si el postilion pereciese en ac- 
tos del servicio ó en su consecuencia, la Di- 
rección general propondrá al Gobierno la 
pensión á que la viuda ó huérfanos tengan 
derecho con arreglo á las órdenes y leyes 
que rijan en la materia. 

Articulo transitorio. Los actuales maes- 
tros de postas que los son en virtud de con- 
tratas temporales se entenderá que renun- 
cian estos oficios para la época en que con- 
cluyen sus actuales arrendamientos, á me- 
nos que desde luego soliciten su confirma- 
ción y nombramiento de perpetuidad, con- 
forme al reglamento presente. 

Hallándose prevenido en el art, 4.° de es- 
te reglamento que el maestro de postas haya 
de residir precisamente en el pueblo ó punto 
donde »e halle la parada, se prohíben para 
lo sucesivo toda clase de subarriendos, res- 
petándose, no obstante, las obligaciones pen- 
dientes hasta su conclusión, á menos que 
entre los propietarios y subarrendadores no ■ 
se transijan sus respectivas obligaciones: en 
este caso podrán solicitar desde luego el títu- 
lo competente.— De Real órden etc. Madrid 
26 de julio de 1844. ( CL . t. 33, p. 63.) 

fl, V. de 26 marzo dp 1856. 

Servicio por contrata. 

(Gob.) «Artículo 1 ,° Las plazas de maes- 
tras de postas vacantes, y las que vacaren 
en adelante, no se proveerán por Real ór- 
den como hasta aquí, sino por adjudicación 
después de pública subasta entre los preten- 
dientes para una ó mas paradas. 

Art, 2,° Habrá dos subastas simultáneas, 
una en la capital de la provincia donde esté 
situada ia parada, ante el Gobernador asisti- 
do del administrador de correos del departa- 
men to, y otra en Madrid ante el director ge- 
neral de correos. 


Art. 3.° Servirá de tipo para la subasta 
el precio que se paga actualmente por para- 
da; y si las circunstancias obligasen á variar 
este tipo, se formará expediente para ello, 
que se resolverá de Real órden. Se adju- 
dicará el servicio al mejor postor en ambas 
subastas. 

Art, 4.° En el pliego de. condiciones no 
se hará mérito del número de caballerías 
que haya de tener la parada, sino solo del 
tiempo que ha de tardarse en el arrastre de 
la silla, y de las multas que se impondrán 
por los retrasos. 

Art. 5.° Para no embarazar las reformas 
que sea conveniente hacer, los contratistas 
se comprometerán á pasar por las alteracio- 
nes que haga 1a Dirección de correos en los 
itinerarios para el mejor servicio del ramo. — 
Dado en Palacio á 26 de marzo de 1856 » 
[CL. t . 67, p. 422.) 

Sujetándose por el decreto anterior, 
indistintamente, todas las conducciones 
á subasta pública quedaba desde su 
fecha abolida la antigua institución de 
los maestros de postas; pero habiendo 
demostrado la experiencia á poco de 
ensayarse este sistema, los inconvenien- 
tes que ofrecía se dictó el siguiente de- 
creto en el que se combina, según dice 
el preámbulo, lo que conviene conservar 
de la referida institución con un medio 
nuevo y equitativo de satisfacer sus gas- 
tos para garantir á un tiempo ios in- 
. tereses legítimos de los maestros y ios 
del Estado, flé aquí lo que dispone: 

R , D. de 10 setiembre de 1856. 

Modificando las condicione» para si servicio de postas. 

(Gob.) «Artículo l.° Todos los años, en 
el mes de agosto, se lijará por la Dirección 
general de correos el precio medio de la 
cebada en cada provincia basta el agosto si- 
guiente, valiéndose de los Boletines oficiales 
y de los datos que posea el Ministerio de 
Fomento sobre las ventas hechas reciente- 
mente en los mercados. 

Art. 2.° Con arreglo á este precio medio 
legal, se fijará el tanto que se fia de abonar 
á los maestros de postas por razón del pienso 
de cada una de las caballerías de su dotación 
á razón de dos y medio celemines por bestia 
de tiro ó silla, en cuyo valor se incluye la 
paja. 

Art. 3.° Por los demás gastos, postillón, 
cuadra y luz, herraje y asistencia veterinaria, 
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atalajes, deterioros de las caballerías, benefi- , 
cios y contribución industrial y cualesquiera ¡ 
otros que puedan ocasionar la parada, se j 
abonarán al maestro de postas 4 rs. diarios ¡ 
por caballería, que uuidos a! valor de los dos j 
celemines y medio de cebada según el precio ; 
medio legal, formarán toda la asignación que | 
lia de satisfacer el ramo de correos por el ; 
servicio ordinario de cada caballería de posta. j 

Art. 4.° Se conceden a los maestros de ! 
postas de Real nombramiento, sus viudas é \ 
hijos, y álos postillones, las consideraciones j 
y ventajas, así como se les imponen los de- I 
beres que declara el reglamento de postas ¡ 
de 26 de julio de 1844, con tai que la ex- < 
tensión de su servicio no exceda de tres ' 
paradas contiguas una á otra. 

Art. 5.° Quedan derogadas todas las dis- 1 
posiciones relativas á postas que se bailen j 
en oposición con el presente decreto. Tam- 
bién queda sin efecto el art. 51 del regla- 
mento que trata del abono de caballerías 
muertas en el servicio » — Dado en Palacio 
á 10 de setieinbr de 1 856. — Está rubricado | 
de la Real mano. — El Ministro de ía Gober- j 
nación, Antonio de los Ríos y Rosas. ( CL . to- 
mo 69, p. 484.) 

R. O. de 11 junio de'iSol. 

Con motivo del excesivo número de per- 
sonas que entonces viajaban por medio de 
los tiros de postas, se mandó que los admi- 
nistradores de correos solo expidiesen una 
licencia diaria, á los particulares para su uso 
ó el de sus familias y de ningún modo á 
contratistas ó expecuíadores , expresando en 
las licencias el número de caballerías indis- 
pensables para el arrastre del carruaje, con 
arreglo á lo establecido en los arts. 31 á 33 
del reglamento, y sin exigencias que no sean 
legales etc. (CLÍt. 72, p. 449.) 

— Y. Correos, Carruajes públicos, etc, 

MAESTROS DE PRIMERA ENSEÑARIA. 

Trata de las escuelas y maestros de pri- 
meras letras tedo el tít. I.° libro VIH de 
la Nov. Recop. en cuyas leyes se pros- 
cribieron los requisitos que habían de 
concurrir en las personas que se dedica- 
sen al magisterio de la instrucción pri- 
maria, los que habían de preceder para 
su examen, las preeminencias, preroga- 
tivas y exenciones que gozaban en sus 
personas y bienes, la limitación en la 
elección de libros, y otras importantes 
medidas encaminadas á promover la pri- 
mera educación y á facilitarla por los 
medios entonces mas convenientes, hasta 


en las pequeñas villas, aldeas y caseríos. 

Posteriormente no ha descuidado nues- 
tro Gobierno un solo momento tan im- 
portante ramo de la Administración; y 
bien merece ser tan atendido como lo 
viene siendo, pues como acertadamente 
se dice en la instrucción de 4 2G de enero 
de 18b0, todo esmero en este orden será 
siempre excaso en la educación primaria, 
que alcanza á todus y se recibe en una 
edad en que las ideas que se nos incul- 
can no se borran fácilmente en el curso 
de nuestra vida. 

En el articulo Primera enseñanza, 
trataremos con extensión acerca de los 
maestros y maestras insertando cuantas 
disposiciones sean indispensables para 
conocer esta legislación especial. Véase 
además Instrucción pública donde he- 
mos insertado la ley de 9 setiembre de 
i 857 con su reglamento y programas; y 
Escuelas normales, Escuelas de pár- 
vulos, Escuelas le adultos, etc. 

MAGISTRAL. Es uno de los cuatro 
canónigos de oficio de las iglesias cate- 
drales, cuyo cargo es predicar enseñando 
la sagrada escritura. — V. Concordatos. 

MAGISTRATURA. En esta voz genérica 
se comprende también la judicatura. La 
magistratura es pues el oficio y dignidad 
del juez ó del magistrado, es el Cuerpo 
de magistrados y jueces en quienes re- 
side la potestad de administrar justicia, 
siendo inamovibles, en principio, con 
arreglo á la Constitueiou y responsables 
de toda infracción de ley que cometan. 
— V. Justicia, debiendo consultarse prin- 
cipalmente las disposiciones citadas en 
Jas palabras Magistrados y Magistratu- 
ra del Sumario alfabético de la pág. 837 
á 848. 

MALHECHORES- En la Novísima Re- 
copilación hay un titulo, el 17 del libro 
XII, que trata «de los bandidos, saltea- 
dores de caminos y facinerosos,» y en 
esta acepción suele tomarse y toma in- 
dudablemente la ley 7. a del mismo tí- 
tulo la voz malhechores. El Diccionario 
de la lengua castellana por la Academia, 
en la undécima edición, llama malhe- 
chor al que comete algún delito, y espe- 
cialmente al que los comete por hábi- 



MALHECHORES.. 

to» (i). El Código penal en el título de los 
delitos contra la propiedad, arts.425 pár- 
rafo 4.° y 428, emplea también la pala- 
bra malhechor en la acepción de saltea- 
dor ó ladrón que forma parte de una 
cuadrilla, y aun viene á darla una sig- 
nificación análoga en el 431. No es por 
tanto malhechor, según nuestra juris- 
prudencia penal, el que comete un deli- 
to cualquiera aunque sea por hábito, si- 
no el hombre avezado al mimen ó dedi- 
cado al robo, el que como tal forma par- 
le de una cuadrilla de ladrones ó de 
gente malvada que por su instinto daña- . 
dor lleva consigo la desolación y el es- 
panto. Y entiéndase que esta es induda- 
blemente la acepción legal de la palabra 
malhechor para la aplicación del párrafo 
4,° del art. 425, como se deduce tam- 
bién de la jurisprudencia del Tribunal 
Supremo de Justicia, que decidiendo 
una competencia en 21 de noviembre de 
186o, consignó explícitamente la doctri- 
na de que la ley 7. a , tít. 17, iib. XII de 
la Nov. Recop. se refiere á malhechores . 
habituales, salteadores conocidos de ca- 
minos.— V.. Código penal, Justicia, (ar- , 
ticulo 8.° y otros, de ley de 17 abril 
de 1821, pág. 617), Orden público, 
Salteadores de caminos. 

MALVERSACION DE CAUDALES PÚBLI- i 

COS- Deben tenerse presentes en lo re- 
lativos á este asunto los arts. 3 1 8 á 322 
del Código penal (t. 3.°, pág. 181), y lo 
dispuesto en el cap. XII, déla Inst. de 
2o enero de 1850 (V. Hacienda) sobre la 
responsabilidad de los empleados en las 
oficinas de recaudación, distribución y 
contabilidad de la Hacienda pública y 
de la corrección á que están sujetos por 
la vía gubernativa . 

Para la calificación de malversación 
de fondos ó caudales públicos, debe pre- 
ceder el examen de las cuentas y su li- 
quidación definitiva por la Administra- 
ción, lo cual no perjudica la acción que 
para proceder contra los culpables pue- 
da corresponder en su día á ia jurisdic- 
ción de Hacienda. (Decis. del Consejo 

(t) Está en la undécima edición que acaba 
de publicarse, pues en la décima solo se decia 
•malhechor, el que comete un delito.» 

Tomo IX. 


.-MANANTIAL. f7 

de Estado de 22 de octubre de 1860. 

Cuando la malversación de fondos de 
que se acusa á un Ayuntamiento no se 
refiere á presupuestos formados y á cuen- 
tas rendidas con arreglo á las disposicio- 
nes vigentes, sino á gastos ó pagos he- 
chos fuera del presupuesto municipal, de 
los cuales no se da cuenta á la Adminis- 
tración, no es necesaria la calificación 
prévia del hecho por parte de la misma, 
como asi lo estableció también el Consejo 
de Estado en decisión de 25 de julio de 
1867 declarando mal formada una com- 
petencia entre el Gobernador deZaragoza 
Juez y el de Daroca. 

MANANTIAL- El sitio en donde sale 
agua del suelo tomando movimiento ó 
curso sobre la tierra. Hemos tratado es- 
tensamente de las aguas en su respectivo 
artículo, y allí dejamos insertas las dis- 
posiciones dictadas sobre tan importante 
materia, hasta fin de 1866, con arreglo 
á las cuales hicimos la clasificación de 
las aguas en públicas, industriales, de 
uso ó aprovechamiento comunal de los 
pueblos y de propiedad particular , to- 
mo I, p. 232. 

Hablando de las aguas de propiedad 
particular, dijimos que corresponden á 
esta clase las que nacen en nuestras he- 
redades, que podemos utilizar como mas 
nos convenga por pertenecemos exclusi- 
vamente como cualquiera otra propie iad 
conforme 'á las leyes allí citadas á que 
debemos referirnos. Cuando los manan- 
tiales ó aguas no son de propiedad parti- 
cular y sí del Estado y del común ó que 
no pertenezcan á ningún particular, se 
considerarán públicos, y se requiere se- 
gún la ley de 3 agosto de 1860 la auto- 
rización conveniente según las leyes pa- 
ra llevar á cabo cualquier empresa sobre 
su aprovechamiento; pero no cuando 
pertenecen al dominio privado. Consúl- 
tese pues el referido artículo y los que 
con él tienen relación. Entre tanto la 
siguiente Real orden nos dará una idea 
de los respetos, que aun tratándose de 
manantiales públicos, deben guardarse 
á los derechos preexistentes. Veamos. 

R. O. de 4 junio de 4 864 . 

(Fom.) «En vista del expediente remitido 
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en 2 de mayo último por el Gobernador de 
la provincia de Albacete, y de acuerdo con 
lo informado por la Junta consultiva de ca- 
minos, canales y puertos, S. M. la Reina ha ; 
resuelto autorizar al Ayuntamiento de aque- 
lla capital para que torne del manantial titu- 
lado Ojos de San Jorge, 200 rs. fjntaneros 
de agua, ó sean 649 metros cúbicos por dia, 
de los cuales se distribuirán 150 rs. al abas- 
tecimiento de la poblabíou, y los 50 restan- 
tes al del ferro-carril de Madrid á Alicante, 
con arreglo al contrato celebrado entre el 
Ayuntamiento y la compañía de dicho ferro- 
carril, salvo su aprobación por quien corres- 
ponda , y entendiéndose concedido al apro- 
vechamiento con las condiciones siguientes: 

4. a El Ayuntamiento deberá respetar los 
derechos de ios actuales usuarios de las 
aguas, lijando la toma en términos que pro- 
duzca un gasto invariable , y haciéndola de 
tal manera que no pueda influir en el ma- 
nantial ni en las condiciones de los aprove- 
chamientos existentes. 

2. a Para que la presa cuya construcción 
se proyecta , no eleve el nivel del depósito 
que constituye el manantial, produciendo una 
carga sobre los veneros, no podrá exceder 
en su coronación de la altura que natural- 
mente tienen las aguas de dicho manantial. 

3. a Al hacerse el emplazamiento de la 
construcción, se procurará que no altere las 
condiciones de la loma para los riegos, ni 
en la altura ni en el trayecto de la acequia 
que sirve para estos , de modo que puedan 
ser perjudicados ninguno de los terrenos que 
hoy los utilizan. 

4. a Deberá construirse para la toma una 
arqueta ó depósito de nivel constante, y fi- 
jarse la luz del orificio con arreglo á sus con- 
diciones y á los resultados de las experien- 
cias que ai efecto deberán hacerse con asis- 
tencia dei ingeniero jefe de Ja provincia. 

5. a En cualquier caso en que apareciese 
no ser posible la coexistencia de ios aprove- 
chamientos actuales y del que ahora se auto- 
riza , deberá instruirse el expediente de de- 
claración de utilidad pública de la obra, con 
arreglo ala ley de 17 de julio de 1836, que- 
dando sujeto el Ayuntamiento á las conse- 
cuencias de la resolución del mismo y res- 
ponsable de la indemnización de los perjui- 
cios que entre tanto se originen. 

6. a Todas las obras, salvas las modifica- 
ciones prevenidas, se verificarán con suje- 
ción al proyecto presentado bajo la inspec- 
ción del mencionado ingeniero , quien ter- 
mipadas que sean dará cuenta del resultado, 
sin perjuicio de hacerlo durante la construc- j 
cion si hubiese necesidad de llamar la aten- l 


MANCEBIA. 

cion del Gobierno sobre los defectos que se 
noten.— De Real órden etc. — Madrid 4 de 
junio de 1861. (CL. t. 85, p. 462 . ) 

MANCEBA. Concubina ó barragana 
con quien alguno tiene comercio ilícito 
continuado, ó la que hace vida mari- 
dable con un hombre que no es su ma- 
rido. Las leyes de Partida hablan de las 
mancebas ó sea de las barraganas ó mu- 
jeres que tienen ios hombres que no son 
de bendiciones. El concubinato era se- 
gún ellas una especie de matrimonio ci- 
vil, que toleraban por evitar otros ma- 
yores inconvenientes é porque los hijos 
que naciesen de estas uniones fuesen 
mas ciertos, y al efecto exigían que la 
barragana fuese una sola y tal que se 
pudiera casar con ella, si quisiere, el 
que la tuviere, y disponían quién podía 
tenerla y en qué manera, prohibiéndo- 
selo á los clérigos y á los casados etc. 
(Leyes 1. a , 2.* y 3. a tít. XIY, Part. IV). 

El Concilio de Trento y con él las le- 
yes que después se dictaron desconocie- 
ron la existencia de todo matrimonio 
clandestino, y solo se han limitado á 
definir los hijos habidos fuera del le- 
gítimo, y á determinar sus derechos, se- 
ñalando penas contra los casados que 
tengan manceba pública, ó por tal mu- 
jer casada , y contra las mancebas de 
clérigos, frailes, etc. etc. (Leyes del ti- 
tulo XXVI, lib. XII, Nov. fteeop.) (Véa- 
se Amancebamiento; Hijos: Matrimonio: 
Moral pública, etc. 

MANCEBÍA- Casa de prostitución, ó de 
mujeres mundanas. En lo antiguo fue- 
ron consentidas estas casas en las ciu- 
dades y lugares principales y se dieron 
leyes para su gobierno con el propósito 
de evitar otros mayores inconvenientes. 
Las mancebías debían estar á cargo de 
un arrendador que contribuía al Erario 
con cierta cantidad, cobrando él diaria- 
mente de cada manceba ó prostituta una 
cuota determinada, por hospedaje, cama 
y moviliario. En estas casas no podia 
haber criadas menores de cuarenta años, 
ni las tales mujeres podian acompañarse 
de escuderos; y se las prohibió llevar 
escapularios y vestir hábitos de religión y 
llevar á las iglosias almohada, cojín, al- 
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fombra ni tapetante., (ley 6.* tít. 26, li- . 
bro XII, Nov, Recop.), estableciéndose l 
otras distinciones, para hacer odiosa sin 
duda la prostitución en medio de la to- 
lerancia de las mancebías, 

Una pragmática de Felipe IV de 1623, 
(ley 7.% tít. 26, Nov. Recup.) vino á 
prohibir las mancebías para en lo suce- 
sivo, y mandó que se quitaran las que 
hubiera, encargándoselo estrechamente 
á las justicias. Las mancebías, sin em- 
bargo, han continuado mas ó menos 
perseguidas, ó mas ó menos toleradas. 

El art. 485 de nuestro Código penal 
castiga con la pena de arresto menor ó 
multa, como '"culpables de falta, á «los 
que infringieren los reglamentos de po- 
licía en lo concerniente á mujeres pú- 
blicas.» Esto da á entender que existe ya 
algún reglamento sobre el particular; 
pero no es así y por eso es necesario 
conciliar dicha disposición con el ar- 
ticulo 2.° del R. D. de 22 de setiembre 
de 1848 inserto en la pág. 207 del to- 
mo 3. u La falta de un reglamento gene- 
ral no obsta para que en Madrid y en 
otras capitales de provincia se haya pen- 
sado en dictar medidas reglamentarias 
de las casas de mujeres, sometiéndolas 
á la vigilancia de la autoridad, para que 
yaque no sea dable concluir con ellas, se 
aminoren los inconvenientes de la pros- 
titución, ó se eviten en lo posible los 
grandes peligros que ofrecen á la moral 
y á la higiene públicas. 

MANCOMUNIDADES DE PASTOS. Las 
mancomunidades entre pueblos deben 
entenderse limitadas á los sitios públicos 
ó comunes. ( Real resolución de 12 de 
setiembre de 17yfi inserta en la nota 29, 
tit, 24, lib. 7.° de la Nov . Recop.) No 
deben considerarse pastos comunes los 
propios de los pueblos, ni los baldíos ar- 
bitrados, ni los ejidos, prados y dehesas 
boyales, destinadas para cada pueblo en 
particular aunque se aprovechen en co- 
mún. (ü. D. de 23 de setiembre de 1836 
disp. 49 de la R . O. de 17 de mayo de 
1»38.) Por ahora, é ínterin por una ley 
no se disponga lo contrario, deben man- 
tenerse las comunidades de pastos públi- 
cos que existen entre dos ó varios pue- 


blos de una sierra, ó jurisdicción ó sex- 
mo, tales como hayan existido de anti- 
guo, sin perjuicio de que algún pueblo 
pueda defender en el tribunal compe- 
tente el usufructo privativo que crea cor- 
responderle. ( R . 0 . de 17 de mayo de 
1838.) V. Acotamiento, Mesta, Montes, 
Pastos, en donde se insertan las dispo- 
siciones citadas y otras sobre la materia. 

MANDA* V. Legado: Sucesión tes- 
tada: Testamento. 

MANDA PIA FORZOSA. Fue decretada 
por las Cortes en 3 de mayo de 1811 
para el socorro de Ips prisioneros, sus 
familias, viudas y demás personas que 
hubiesen padecido en la gloriosa guerra 
de la Independencia. «Que todos los tes- 
tamentos (deciael decreto) que se otor- 
guen en los dominios de la Monarquía 
española contengan una cláusula de man- 
da forzosa de 12 rs. vn. en las provincias 
de la Península é islas adyacentes y 3 
pesos en la de América y Asia; satisfa- 
ciéndose del mismo modo esta manda en 
las sucesiones intestadas, y formándose» 
con sus productos un fondo para socor- 
rer á los expresados y á sus familias...» 
La cobranza se encomendó á los párro- 
cos, con encargo de que la verificasen ai 
mismo tiempo que los derechos parro- 
quiales. 

Aunque esta manda se impuso única- 
mente por el tiempo que durase la guer- 
ra y diez años mas, concluida que fue se 
acordaron otras disposiciones para su 
continuación, haciéndose después partí- 
cipes de este fondo á los que hacían ser- 
vicios á la causa del absolutismo. (Real 
orden de 8 agosto de 1825.) 

En 30 de mayo de 1831 se publicó 
una instrucción para la exacción y co- 
branza de este arbitrio, y se dictaron 
medidas para aumentar sus productos, 
que no obstante fueron cada vez á menos 
por 1¿ repugnancia con que se pagaba; 
hasta que por fin fue refundido en ia 
contribución territorial por el art. 5. u de 
Ja ley de 23 de mayo de 1845 (t. 4.°, 
pág. 554) según se declaró después ter- 
minantemente por la siguiente 

Jfí. Q . de 22 julio de 1855. 

(Ghac. y Just.) «En vista de un expe- 
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MANDATO 


cliente instruido en este Ministerio en virtud 
de consulta de la audiencia territorial de 


a | dar el encargo y ha de imdenizarle los 

gastos y las anticipaciones que haya he- 
Barcelona, y de acuerdo coa lo propuesto i gho; y que el mandatario lia de uesem- 
por el Tribunal Supremo de Justicia y por la ñar con lealtad el encargo que hubiese 
cámara del real patronato, S. M. Ja rema se aceD t a do sin traspasar sus límites, y dar 


ha servido declarar que la manda pia forzosa 
quedó derogada, como la real orden de 27 
de junio de 1 838 (1) á virtud de la ley de 23 
de mayo de 1845, debiendo recaudar lo que 
por atrasos hasta dicha época pertenezca á 
este objeto, y lo que desde entonces y en lo 
sucesivo se destine á él por los testadores 
como legado voluntario, los recaudadores 
nombrados ó que se nombren al efecto, y 
con el fin que unas y otras cantidades se des- 
tinen siempre al objeto destinado por el tes- 
tador. » — De real orden etc, Madrid 22 de 
julio de 1855. (C ’L t, 65, p. 494.) 

MANDATO- Contrato que nace del 
acto de confiar cierto encargo ó la ges- 
tión de un asunto una persona á otra que 
io admite. Llámase mandante el que dá 
el encargo, y el que le recibe mandata- 
rio. Es aplicable al mandato la doctrina 
que liemos expuesto respecto de los con- 
tratos sn general, con las diferencias que 
«on consiguientes á su naturaleza espe- ¡j 
cía!. Ei mandato se supone gratuito por . 
su naturaleza, sin que pueda exigirse 
salario ni honorario por tos trabajos que 
ocasione, á no ser que se haya pactado 
expresamente ó se entienda, por los tér- 
minos en que se hizo, que el mandante 
se obliga a retribuirlo. 

Tratan del mandato las leyes 20 á la 25 
del tít XII, Part. 5. a , tas cuales señalan 
cinco clases, á saber: mandato en pro del 
que lo hace; en pro de un tercero; en 
pro del mandante y de otro; en pro del 
mandante y mandatario, y en pro de! 
mandatario y de un tercero. Todas estas 
diferencias así como las que nacen de 
hacerse entre presentes, ó por cartas, ó 
por mensajeros, ó á dia cierto, ó so con- 
dición no alteran en nada lo que deja- 
mos dicho respecto á ser aplicable al 
mandato la doctrina de los demás con- 
tratos. Claro es que el mandante ha de 
cumplir las obligaciones que se impuso 


(1) R. 0. de 27 junio de 1838. Encargó á los 
escribano* que cuando autorizasen testamen- 
tos cuidasen de recordar á los otorgantes la 
manda pia forzosa en favor de los Santos luga- 
res de Jeruialen. 


aceptadi 

cuentas, y justificarlas, y restituir en su 
caso el saldo que deba . Por supuesto que 
este contrato, para que produzca obli- 
gación, ha de tener como todos los de- 
más un objeto lícito. — V. Procuración, 

Jurisprudencia. 

EITribunal Supremo ha establecido 
en sus fallos la siguiente doctrina: 

I. Que la gestión de! mandato es por su 
naturaleza exeiicialmente gratuita, cuando 
no se pacta lo contrario, ó no se entiende 
por los términos en que se hizo que el man- 
dante se obligare A retribuirlo; fuera de estos 
dos casos el mandatario no puede reclamar 
otra cosa que los gastos ocasionados por el 
desempeño del mandato. ( Sents . de 15 di- 
ciembre de 1860 y 21 febrero de 1863.) 

II. Que cuando el mandante faculta al 
mandatario para vender bienes en el precio 
en que conviniese ó ajustase, tiene aquel 
que estar y pasar por la venta, aunque el 
precio difiera en algo dei señalado confiden- 
cialmente, sin que se justifique por eso la 
demanda de rescisión. (Sent. de 13 de enero 
de 1865.) 

III. Que ¡as doctrinas legales de que el 
mandatario, gerente ó representante de una 
sociedad no se obliga personalmente en los 
contratos que celebra, sino tan solo al man- 
dante, en cuya representación ha contrata- 
do, y de que, el que se subroga en lugar de 
otro hace suyos todos su derechos y obliga- 
ciones, suponen siempre, corno indispensa- 
ble que conste el hecho de la existencia del 
mandato, ó constitución legal de la sociedad, 
ó la del nuevo contrato de subrogación. { Sen- 
tencia de 18 de enero de 1866.) 

IV. Que constando la existencia del 
mandato, según apreciación de iá Sala juz- 
gadora, es consiguiente la responsabilidad 
del mandante á los actos del mandatario 
dentro ele los límites de aquel; y centrada 
sentencia que así lo estima, el recurso de 
casación, en su caso, no procede por infrac- 
ción de las leyes y doctrina legal sobre el 
mandato, sino sobre la apreciaeiou de las 
pruebas (Scnf. de 26 de junio de 1867.) 

v - a Las leyes 20, 21 y 25, tít. 12, Partí- 
da 5. a , no eximen al mandatario de la obli- 
gación de dar cuentas, impuesta por otras 
leyes, justificándolas. [Sents. Ti jumo 1865.) 
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MANICOMIOS: Hospitales de demen- 

tes. Por R. D. de 28 de julio de 1859 
se ha dispuesto ía construcción de un 
manicomio modelo en las inmediaciones 
de Madrid, convocando á les arquitectos 
para la presentación de planos. 

MANOS MUERTAS. Los poseedores de 
bienes, derechos y acciones en quienes 
se estanca el dominio por estarles prohi- 
bida su enajenación por la ley. Tales 
eran las iglesias, comunidades, mayo- 
razgos y otros. — V, Amortización: Des- 
amortización , Capellanías, Legados á 
MANOS MUERTAS Y MAYORAZGOS. 

MANTENIMIENTOS.— V. Abastos, Aco- 
pios, Granos y Harinas. 

MAPAS. He aquí las órdenes que so- 
bre la formación de los geográficos y geo- 
lógicos se han dictado recientemente, de- 
jando las que corresponden á los fores- 
tales para el art. Mapa forestal. 

R. D. de 21 agosto de 1 866. 

Encargando la formación del Mapa de España, al de- 
pósito de la guerra bajo la dependencia del cuerpo 
ae Estado Mayor. 

(Pres. del C. de M.) «En virtud de las 
facultades que concede á mi Gobierno el ar- 
tículo 3.° de la ley de 30 de junio del cor- 
riente año; y deseando que reciba un gran 
desarrollo e[ importante servicio confiado 
hasta ahora á la Junta de estadística, á pesar 
délas muy considerables economías obteni- 
das por mi Pi. D. de 31 de julio próximo pa- 
sado, y que lleguen estas ultimas á una cifra 
mayor todavía en la formación de los nuevos 
presupuestos, tanto en los gastos necesarios 
para la formación de la carta, como en los 
otros servicios que continúan dependiendo 
de la mencionada junta; de conformidad con 
lo propuesto por mi Consejo de Ministros, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo!. 0 El depósito de la guerra que- 
da encargado de la formación del mapa de 
España bajo la inmediata dependencia del 
cuerpo de Estado Mayor. 

Art. 2.* Durante el período del ejercicio 
de 1866 á 67 los gastos para la formación de 
la carta se satisfarán con los créditos inclui- 
dos en el presupuesto de la Presidencia del 
Consejo de Ministros en justa proporción con 
los designados para personal v material de 
trabajos geográficos. 

Art. 3.° Losjefes.y oficiales de los cuer- 
pos de artillería é ingenieros destinados en 
la actualidad á los trabajos geodésicos del 


mapa continuarán en su situación depen- 
diendo del depósito de la guerra. 

Art. 4.° Por la Presidencia del Consejo 
de Ministros y Ministerio de la Guerra se da- 
rán las órdenes oportunas para llevar ¿efec- 
to las disposiciones de este Real decreto. — 
Dado en Zaráuz á 24 de agosto de 1866.» 
(Gac. 24 agosto.) 

R. D. dt 15 febrero de 1865. 

Creando una Comisión para la formación de mapas 
geológicos é instrucción para el trazado, etc, 

(Fom.) Por este decreto «se crea en Ma- 
drid una Comisión permanente de ingenie- 
ros de minas , con el objeto de dirigir y or- 
denar todos los estudios y trabajos necesa- 
rios para el trazado, publicación y descrip- 
ción (ie los mapas geológicos provinciales, 
con inmediata aplicación á la agricultura, á 
la minería, á la industria , á las construccio- 
nes y á la investigación de aguas artesianas 
y minerales.» Contiene además otros dispo- 
siciones, y á continuación la siguiente: 

Instrucción para el trazado de los mapas 

GEOLÓGICOS INDUSTRIALES, MANDADOS EJE- 
CUTAR POR REAL DECRETO DE ESTA FECHA. 

I. 

La descripción geológica de España se pu- 
blicará por provincias. 

La de cada provincia comprenderá: 

1 Ei estudio geológico de todas las for- 
maciones que contenga. 

2. ° La descripción detallada de los miem- 
bros ó rocas de que se compongan las for- 
maciones, con un catálogo de todas ellas. 

3. ° Descripción y catálogo de los fósiles 
recogidos por los ingenieros. 

4. ° La descripción de los minerales de la 

provincia y el correspondiente catálogo. 

5. a Estudio de los criaderos de las sus- 
tancias que forman el objeto especial de la 
minería. Descripción de las labores de las 
minas, su importaDcia^comercial y situación 
económica 

6. ° Descripción especial y catálogo de 
las rocas, arcillas y tierras que tienen aplica- 
ción á la agricultura, á la construcción y á 
la industria. Descripción de los estableci- 
mientos en que se utilicen estas sustancias; 
exposición de su importancia industrial y si- 
tuaciou económica; advertencias sobre los 
que pudieran establecerse en lo sucesivo. 

7. ° Estudio de los manantiales de aguas 
potables y minerales. Descripción de las 
cuencas hidrogeológicas para la perforación 
de pozos artesianos y establecimientos de 
pantanos y represas. 
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8. ° Estudio y catálogo de los objetos per- 
tenecientes á la antigüedad que se encuen- 
tren en las escavaciones de las minas, ca- 
bernas ú otros trabajos subterráneos. 

9. ° Análisis de los minerales, rocas y ob- 
jetos de arte comprendidos en la descripción 
y que merezcan un estudio químico, sea por 
su novedad ó por otras circunstancias espe- 
ciales. 

10. El mapa geológico industrial de la 
provincia en escala de uno por 50.000 y los 
cortes geológicos correspondientes. 

II. 

DISPOSICIONES GENERALES. 

1 . a Los estudios prescritos en el progra- 
ma que precede , serán ejecutados por los 
ingenieros de minas destinados al servicio de 
las provincias. Bajo la inmediata dirección 
de sus jefes respectivos, harán las observa- 
ciones necesarias y remitirán los datos pre- 
cisos para la redacción de las memorias y 
ejecución de los mapas. 

2. a Los jefes remitirán á la Comisión cen- 
tral de Madrid sus trabajos y los de los inge- 
nieros que estén á sus órdenes, con los mi- 
nerales, rocas, fósiles y demás productos que 
hubieren recogido en sus esenrsiones. 

3. a Consultarán con la Comisión perma- 
nente las dudas que se les pudieran ofrecer 
en el desempeño de estos trabajos , y se 
atendrán á las instrucciones y formularios 

ue reciban de la misma para la redacción 
e las memorias y ejecución de los mapas. 

4. a La Comisión permanente establecida 
en Madrid, redactará la descripción geoló- 
gica detallada de España con las memorias, 
apuntes, mapas, cortes y demás datos remi- 
tidos por los ingenieros, teniendo á la vísta 
las análisis que se hubieren practicado y los 
escritos que sobre la materia se hayan' pu- 
blicado en España y en el extranjero. 

5. a Queda además á cargo de la Comi- 
sión la formación de las colecciones naciona- 
les, que serán cuatro : una de minerales, 
otra de rocas, la de fósiles y la de objetos 
de arte hallados en las escavaciones de las 
minas y otros trabajos subterráneos. 

6. a Fijará la nomenclatura y clasificación 
de terrenos y de rocas á que hayan de su- 
jetarse los ingenieros, para que resulten en 
armonía todos los trabajos ejecutados en di- 
ferentes provincias, y redactará las instruc- 
ciones y formularios para la ejecución de los 
mapas geológico-industriales. 

7* La Comisión permanente propondrá 
á la Dirección general de agricultura, indus- 
tria y comercio las mejoras y modificaciones 


de que sea susceptible esta instrucción para 
la mas proüta y segura realización de la des- 
cripción geológica de España. 

III. 

DISPOSICIONES RELATIVAS Á LA REDACCION DE 

LAS MEMORIAS V EJECUCION DE LOS MAPAS 

GEOLÓGICO— INDUSTRIALES. 

Dejando á la iniciativa y saber de los in- 
genieros la marcha que han de seguir 
sus observaciones, el Gobierno, sin embar~ 
go, para que los trabajos resulten uniformes 
yapara lograr el fin que se propone conja 
descripción geológico-industrial de España, 
establece como generales las reglas si- 
guientes: 

1. a Los mapas se ejecutarán con arreglo á 
las instrucciones detalladas que la comisión 
permanente en Madrid remitirá á los jefes de 
provincia. 

2. a Los ingenieros llevarán nn diario en 
que apuntarán precisamente dia por día to- 
das las observaciones que hagan, y cada 
seis meses presentarán una copia en limpio 
de este diario á su jefe respectivo , que cui- 
dará de remitirlo con los demás documentos 
á la comisión permanente. En la redacción 
de estos diarios estamparán minuciosamente 
todo cuanto observen en sus viajes, sin ol- 
vidar el menor detalle respecto á la posición 
de las rocas, á su extructura y demás acci- 
dentes que su penetración les sujiera, y no 
omitirán en las copias ninguna de estas ob- 
servaciones por inútiles ó insignificantes que 
pudieran parecer á primera vista. 

3. a Para representar las formaciones y 
los miembros ó rocas que las constituyen se 
adoptarán los colores, medias tintas y raya- 
dos que la comisión considere mas conve- 
nientes, remitiendo muestrarios á los jefes 
de las provincias. 

4. a Dejando también á la iniciativa de los 
ingenieros la elección de los rumbos que 
han de seguir en los cortes geológicos, la 
administración señala desde luego, como 
obligados, las carreteras y los ferro -carriles 
por ser líneas invariables en el terreno. 

5. a En la descripción y representación 
de los terrenos se limitarán los ingenieros al 
subsuelo, sin representar las tierras cultiva- 
bles que le sirvan de cubierta en muchos 
puntos , por pertenecer esta representación 
a los mapas geológico agronómicos que se 
han de formar después sobre los geológico- 
provmciales. 

6. Sin dar una ¡importancia preferente á 
ninguna délas cuestiones que se apuntan 
en el programa, la administración considera, 
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n embargo, con el mayor interés el estudio 
de las rocas que pertenecen á la clase de los 
abonos minerales. Deben examinar los inge- 
nieros estas rocas con la mayor atención es- 
tudiando á la vez su composición química, 
su estructura y su estado de agregación, 
para que fijando el coste de su explotación 
y de los arrastres á las vías de comunicación 
<5 puntos de consumo , quede por completo 
resuelta la cuestión que hoy ofrece mayor 
interés para el fomento de la agricultura na- 
cional. 

7. a Fijados de una manera general los 
puntos que deben abrazar los trabajos enco- 
mendados á los ingenieros de minas , se 
atendrán en la redacción de sus memorias 
al programa propuesto, sin que esto se opon- , 
ga á que comprendan en ellas todo lo que 
pueda contribuir á ilustrar y completar la 
descripción geológico-industrial de la pro- 
vincia. — Madrid 15 de febrero de 1865. — 
Aprobado por S. M.— Galiano. (Gac. 17 fe- 
brero.) 

MAPA FORESTAL. Hay una comisión 
de ingenieros del cuerpo de montes en- 
cargada de terminar el mapa forestal de 
la Península y de formular un proyecto 
de repoblación general de las montañas, 
arenales y demás terrenos impropios 
para el cultivo agrario , y ya en junio 
de 1868 se habían hecho importantes es- 
tudios relativos á 28 provincias. El tra- 
bajo encomendado á la comisión es , se- 
gún el preámbulo del R. D. de junio 
de 1868 «reunir en sistemática exposi- 
ción la copia del estado del territorio, 
según que se halle cultivado, inculto ó 
cubierto de monte; describir las diver- 
sas y variadas zonas y regiones vegeta- 
les, expresando sus respectivas condi- 
ciones de producción y la particular de 
las masas de bosques; indicar las espe- 
cies dominantes y subordinadas que las 
pueblan, su estado y productos; y como 
estudio preliminar indispensable , hacer 
una reseña general de la geografía físi- 
ca, trabajo de innegable utilidad para 
la administración, para la industria y 
para la agricultura» porque «por su me- 
dio podrá estudiarse la mejor y mas dis- 
creta distribución de los cultivos y tam- 
bién el sistema de replantacion de las 
montañas hoy despobladas y casi impro- 
ductivas, aplicándose en consecuencia á 
cada terreno las labores que á su natu- 
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raleza convengan.» — V. Estadística. 
Montes. 

MAR- La gran masa de agua que cii'- 
cunda la tierra. Se trata del mar, del 
dominio de sus aguas, y de sus playas, 
de las accesiones y servidumbres de los 
terrenos contiguos, y de todo lo relativo 
á sus usos y aprovechamientos en el tí- 
tulo l.° de la ley de Aguas de 3 de 
agosto de 1866 que queda inserta en el 
artículo Aguas, tomo I, pág. 252. Re- 
mitiéndonos por lo mismo á dicho título 
y á los motivos de la ley en cuanto se 
refiere á las aguas del mar (pág. 297 y 
298 tomo I), vamos á insertar aquí Jas 
siguientes disposiciones. 

R. O. de 9 marzo de 1846. 

Aprovechamiento de escorias; del mar: privilegios do 
los hombres de mar. 

(Marina.) Excmo. Sr.: El secretario del 
Tribunal Supremo de Guerra y Marina, con 
fecha 5 del próximo pasado, dijo á mi ante- 
cesor lo que copio.— Excmo. Sr. Este Su- 
premo Tribunal, enterado de los adjuntos 
expedientes pasados á informe del mismo 
por ese Ministerio con R. O. de 10 de no- 
viembre último, instruidos en el departa- 
mento de Cartagena sobre aprovechamiento 
de escorias en el mar menor, tuvo por con- 
veniente oir á sus fiscales, y el togado con 
fecha 26 del citado noviembre expuso lo si- 
guiente:— «El fiscal togado, habiendo exa- 
minado este expediente, dice que por medio 
de escrito con fecha de 24 de marzo de este 
¡ año, D. José Pardo Perez, patrón y director 
del gremio de mar del distrito de San Javier, 
provincia de Cartagena, hizo ai inspector de 
minas de Sierra Almagrera y Murcia formal 
denuncia, por sí y en representación de di- 
cho gremio, de un escorial plomizo que se 
halla dentro del expresado distrito y bajo del 
agua en el punto que designó de la playa de- 
nominada de Invernon. Por decreto del día 
siguiente 25 á continuación del denuncio, 
dijo el inspector, que hallándose admitido el 
denuncio de un escorial en el sitio que se ex- 
presaba, no había lugar al de que se trata en 
los términos en que está concebido. En el 
mes de abril los directores del gremio de 
mar del mismo distrito, recurrieron primero 
al comandante de marina de la provincia de 
luego al comandante general del departa- 
mento manifestando en sus instancias dos 
extremos, á saber: que á los matriculados se 
les defraudaba del derecho que les asiste de 
aprovecharse de lo que se halla en el mar 



n 


MAR. 


con exclusión de los terrestres y que se es- 
taban causando grandes perjuicios á la pes- 
ca por paisanos, que en consecuencia del pri- 
mer denuncio admitido se ocupaban en las fae- 
nas de extraer escorias plomizas. Por de pron- 
to y hasta que S. M. se digne resolver !a con- 
sultaque elevó el comandante general ha dis- 
puesto aquel jefe la interdicción del laboreo 
y la retención de lo ya extraido del referido 
escorial. Las autoridades d : Marina, sus res- 
pectivos asesores, el director generel y Jun- 
ta general de la armada, todos están de 
acuerdo en que es indisputable el derecho 
que exclusivamente asiste á ios matriculados 
para el aprovechamiento del escorial en 
cuestión, mientras por su parte ei inspector 
de minas apoya las razones con que alegan 
mejor derecho los paisanos que hicieron el 
primer denuncio que les fué admitido. La 
comparación de los fundamentos legales 
aducidos por una y otra parte es la que ilus- 
trará el punto que hay que decidir, bastante 
oscuro por ser el primero que de esta espe- 
cie se ha ofrecido, y porque de él no trata 
expresamente ninguna de las disposiciones 
que rigen en la materia, fundándose las au- 
toridades y los letrados del ramo de Marina 
en el art. 18, tít. 6.‘ de la Ordenanza de ma- 
trículas, y en las Rs. Ords. de 19 de enero 
y 2 de febrero de 1828. El artículo de la 
ordenanza dice así : Del mismo modo que 
»en los naufragios han de entender los co- 
» mandantes de marina en la custodia y 
«adjudicación de todo aquello que la mar 
«arrojare á las playas, bien sea producto 
«de la misma mar 6 de otra cualquiera \ 
«especie, que no teniendo dueño correspon- 
«derá á quien lo hubiere encontrado, lo mis- 
amo que el que extrajere conchas, ámbar, 
«coral etc.» Aquí no ve el que suscribe tan 
claro ese derecho exclusivo que alegan los 
matriculados al escorial plomizo; porque este 
no es cosa que la mar haya arrojado á la 
playa, ni el artículo exige que para adjudicar 
un producto de la misma mar ó de otra cual- 

? uiera especie á quien lo hubiese encontrado 
extrajese, deba precisamente ser matri- 
culado. Semejante requisito atacaria los prin- 
cipios del derecho coman sobre hallazgo de 
cosas que no tienen dueño conocido; y no es 
lo mismo tener jurisdicción en el mar, como 
la tienen las autoridades de Marina, que ser 
dueño de lo que el mar contiene. El resto 
del mismo art. 18 habla de cuando los pes- 
cadores sacaren del fondo del mar anclas ó 
pertrechos de bajeles naufragados. Por consi- 
guiente el principal fundamento sobre que 
_ extriba el derecho alegado por los matri- 
. culados, carece de la fuerza de convicción 


que quieren darle. Menos sirve parala cues- 
tión todavía la R. O. de 19 de enero de 1828, 
la cual únicamente trata acerca la interven- 
ción de ios comandantes de tercios navales 
en los repartos de subsidio. La R. O. de 2 de 
febrero del mismo año no se halla en los 
tomos de decretos; pero puede inferirse de 
lo que se acaba de decir, que tampoco escla- 
recerá ia materia. Pudiera no obstante pe- 
dirse copia de ella al Ministerio de Marina 
para tenerla á la vista Y. A. cuando se dé 
cuenta de este expediente. Veamos ahora en 
qué se fundan los paisanos que efectuaron el 
denuncio y el inspector de minas que apoya 
su dereclio. El R. D. de 4 de julio de 1825, 
expedido por ei Ministerio de Hacienda, y 
la R. O. de 18 de abril de 1841 por el de la 
Gobernación, forman su principal funda- 
mento. Según la regla primera que establece 
dicha Real órden, los escoriales y terrenos 
antiguos deben considerarse comprendidos 
en los arts. 3.° y 4-° de aquel Real decreto. 
Su art. 3.° dice: «Las piedras preciosas, y 
«todas las sustancias metálicas, combustibles 
«y salinas, ya se encuentren en las entrañas 
«de la tierra, ya en su superficie, son el 
«objeto especial del ramo de la minería con 
«arreglo al presente Real decreto.» Su ar- 
«tículo 4.°: «Todo español ó extranjero puede 
«libremente hacer calas y catas para des- 
cubrir, reconocer y adquirir los criaderos 
«minerales de que habla el art. 3.°, ya sea 
«en terrenos realengos, comunes ó coneeji- 
«ies, ó ya en Jos de dominio particular libres 
«ó vinculados, con ia obligación de resarcir 
«los daños ó perjuicios que ocasionasen con 
«aquellas operaciones, conservándose en 
«este punto las disposiciones de las leyes 3. a 
»v 4. a del tít. XVIII, ]ib. IX de la Novísima 
«Recopilación.» Estos dos artículos son tan 


claros, tan decisivos, que en concepto del 
que suscribe no permiten dudar que los 
paisanos lo mismo que los extranjeros están 
asistidos del derecho de que se trata. ¿Podrán 
los matriculados ser con respecto á la mar 
mas atendibles por las leyes protectoras de la 
propiedad, que los pueblos con respecto á sus 
comunes, y que los particulares en los bienes 
de su dominio? Pero se dice que se causan 
perjuicios á los pescadores con apalear el 
agua y ton el laboreo para la extracción del 
referido minera!. Los mismos perjuicios cau- 
sarían aunque fuesen matriculados los que 
se aprovechasen de él; y el art. 4.° del Real 
decreto y las dos leyes recopiladas ya pre- 
vienen el resarcimiento de los daños y per- 
juicios. Se añade, apoyando la pretensión del 
gremio de mar de San Javier, que los riesgos 
y penalidades que sufren en la mar en ser- 
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, vicio del Estado los matriculados, les hacen 
dignos de los privilegios que les están con- 
cedidos, y de que se les prefiera á los paisa- 
nos en ei aprovechamiento de lo que se halla 
en la mar y sus playas. No se ventila una 
comparación en que sin disputa debería co- 
nocerse que la profesión de marineros es tan 
penosa como necesaria, importante y digna 
de remun ¿raciones y protección especiales. 
Sus privilegios y toda cuaDta consideración 
merece la gente' de mar, ¿serán jamás razón 
suficiente para despojar á un paisano de una 
perla ó de cualquiera cosa preciosa que le 
venga á la mano estando bañándose en la 
mar? ¿se le impide á nadie por ventura re- 
coger conchas en la playas per vía de recreo 
ó para labores de ornato? Pues en; igual ca- 
so y aun en mejor está quien en virtud de 
la ley se halla autorizado para hacer ca- 
las , catas , descubrimiento y adquisición 
• de criaderos minerales; y la lev no se ha 
limitado á criaderos en tierra seca, sino 
que los comprende todos en general. En 
fuerza de estas reflexiones, á las que pu- 
dieran añadirse otras muchas , siente ei 
que suscribe no hallar términos hábiles 
para unir su opinión á la de ios jefes y 
letrados de marina , consignada en este 
negocio; porque su imparcial ministerio le 
hace ver mas eD favor de los paisanos de- 
nunciadores del escorial en cuestión, que no 
en favor del gremio de mar de San Javier, 
las razones legales en que unos y otros se 
fundan. Lo que si puede tener lugar en el 
resarcimiento de danos y perjuicios, y si para 
lo sucesivo S. M. tuviese á bien hacer alguna 
modificación ó declamación en las vigentes 
disposiciones sobre minería, el presente caso 
no podría menos de considerarse como una 
consecuencia de las que rigen , opuestas ai 
esclusivismo que pretenden los individuos del 
repetido gremio de mareantes. — El fiscal mi- 
litar, no obstante las fundadas razones ex- 
puestas par el togado, juzgó oportuno, antes 
de emitir su opinión, tener ála vista la men- 
cionada R. O. de 2 de febrero, y habiéndose 
remitido por ese Ministerio en di de diciem- 
bre último, consecuente á la comunica- 
ción que se le dirigió de acuerdo dei Tribu- 
nal en 9 del propio mes: el referido fiscal 
con fecha 22 de enero próximo pasado ma- 
nifestó lo que sigue. «El fiscal militar ha 
examinado la R. O. de 2 de febrero de. 182^ 
UDida últimamente á este expediente, y no 
halla en ella mérito alguno para apoyar la 
pretensión de los matriculados de mar de el 
distrito de San Javier, provincia de Cartage- 
na; para que se les conserve el derecho que 
suponen tener para aprovecharse de lo que 


25 

¡ se halla en el mar; y por lo tanto hallando 
¡ muy justas las observaciones que hace el se- 
| ñor fiscal togado en su censura de 26 de no- 
i viembre último, para que no se acceda á su 
pretensión, se adhiere en un todo á ella.» — 
Y el Tribunal, conforme con el parecer de 
sus fiscales, ha acordado lo manifieste á 
V. E. como lo ejecuto, para la resolución de 
S. M. Y habiendo dado cuenta á la Reina así 
de los expedientes á que se refiere y del 
dictamen de la Junta de Dirección, como de 
la inserta consulta, se ha dignado conformar- 
se con ella; y que se comunique al coman- 
dante general del departamento de Cartage- 
na á fin de que deje expeditas las atribucio- 
' nesdel inspector de minas. — Lo que comu- 
nico etc. — Madrid 9 de marzo de 1846. 

, (CL. t. 36. p. 439.) 

R. 0. de 23 junio de 4851. 

Terrenos dejados por el mar. 

(Guerra.) He dado cuenta á la Reina del 
expediente promovido á consecuencia del 
oficio que V. E. dirigió á este Ministerio en 
11 de agosto de 1848, en que manifestaba 
los inconvenientes y parjuicios que se oca- 
sionaban de proceder al arrendamiento y 
enajenación de los terrenos y edificios per- 
tenecientes al ramo de guerra en la costa de 
Granada, en los términos que se venia prac- 
ticando por la administración militar, conclu- 
yendo con proponer el modo de instruir en 
Ío sucesivo los expedientes relativos á este 
asunto. Enterada S. M. , y teniendo en con- 
sideración que al cuerpo de ingenieros cor- 
responde calificar si los arrendamientos ó 
enagenaciones puedan verificarse sin perju- 
dicar el sistema defensivo del país, y fijar en 
tal caso las condiciones con que se han de 
consentir, y que á la administración militar 
toca arreglar los contratos con las segurida- 
des convenientes al resguardo de los intere- 
ses del Estado, de acuerdo con ei parecer 
del Tribunal Supremo de Guerra y Marina, á 
quien tuvo por conveniente oir, se ha servi- 
do mandar se observen las disposiciones si- 
guientes: 

1. a Los terrenos dejados por el mar en 
la costa de Granada, que corresponde al ra- 
mo de guerra , podrán ser arrendados y tos 
edificios en ellos levantados, vendidos á cen- 
so mientras no se declare que son necesarios 
al servicio militar, determinado que sea el 
plan defensivo permanente del reino, en cu- 
yo caso unos y otros serán entregados á la 
Hacienda pública. 

2. a Para qua tenga lugar el arrenda- 
miento ó enajenación ha de preceder la au- 
torización concedida por el capitán general, 



26 MAR. 


oído el dictámen del director subinspector 
de ingenieros, si este manifestase que lo que 
se pretende perjudica á la defensa, se dará 
por terminado el asunto, comunicando la 
resolución negativa. Pero si del informe re- 
sultare que no se ofrece perjuicio alguno de 
verificar el arrendamiento ó enajenación, el 
capitán general dará conocimiento al inten- 
dente militar de la concesión píte llegue á 
otorgar, para que con sujeción á las condi- 
ciones propuestas por eJ cuerpo de ingenie- 
ros, se haga la adjudicación del terreno ó 
edificio al mejor postor en pública licitación, 
extendiéndose en consecuencia la corres- 
pondiente escritura , y dando noticia del re- 
sultado á la dirección subinspeccion del men- 
cionado cuerpo. 

3. a y última. No podrán arrendarse ni 
venderse los terrenos pertecientes á fortifi- 
cación, ni los edificios levantados en ellos, 
asi como tampoco las murallas arruinadas 
aunque no se trate de restablecerlas, sin que 
antes se obtenga usa real resolución que au- 
torice para ello, la cual recaerá en vista del 
oportuno expediente que ha de instruirse de 
un modo análogo al (fue prescribe la R. 0. de 
13 de febrero de 1845, relativa á edificacio- 
nes en las zonas tácticas de las plazas. Al 
propio tiempo ha tenido á bien determinar 
S. M. que debiendo ingresar en las cajas de 
la Hacienda civil, según el órden vigente de 
centralización, los productos de los arrenda- 
mientos ó ventas de que queda hecho méri- 
to, cuaudo estas ó aquellas se verifiquen, se 
remitan por el intendente militar del distrito 
á los Gobernadores de provincia respectivos 
un tanto de las escrituras que se otorguen, á 
fin de que la recaudación ríe los citados pro- 
ductos se baga por las dependencias de la 
Administración civil.— De Real órden etc. — 
Madrid 23 de junio de 1851.» (CL. t. 53, pá- 
gina 362.) 

Jurisprudencia. 

Sent. de l.° mayo de 1863. 

Como se entiende al principio legal de que 

el mar y sus riberas pertenecen en común 

á todos los hombres y sobre las concesio- 
nes otorgadas por el Estado 

Por escritura de 12 de diciembre de 1847, 
registrada en el oficio de hipotecas, vendió 
dona Juana Cebalios á D. Gerónimo Pujol 
por precio de 2.000 rs. y libre de, todo gra- 
vámen, un sitio de molino del que existía 
solo la presa arruinada, situado en el barrio 
de Cajo, término de la ciudad de Santander y 
paraje de Moupia en la mar etc. Por Real 
órden de 14 de agosto de 4851, fué concedi- 


da á varios vecinos de Santander la eons- 1 
truccion de un muelle, y trasmitida dicha 
concesión, primero á D. Pablo Emilio Wiso- 
veg que la obtuvo definitiva por otra R. O. de 
lo de enero de 1853, y luego á la sociedad 
Varaguat y compañía, bnjo ciertas condi- 
ciones entre ellas la de hacer suyos los ter- 
renos que se robasen al mar, se suscitaron 
diferencias entre dicha sociedad Varaguat y 
D. Gerónimo Pujol sobre el terreno que este 
compró en 184*7, dando lugar á dos inter- 
dictos de retener que fueron decididos á fa- 
vor de dicho Pujol por la autoridad judicial, 
á la que se declaró corresponder su conoci- 
miento en las dos competencias que se sus- 
citaron, una por el comandante de marina y 
otra por el Gobernador civil de Ja provincia, 
en Rs. Ds. de 2 de diciembre de 1853, y 6 
de abril de 185S, 

La sociedad de Varaguat y compañía pre- 
sentó demanda en 23 de mayo del último de 
dichos años, pidiendo se declarase: primero, 
que el terreno de hectárea y media próxi- 
mamente, confinante por el Sur de la finca 
que D. Gerónimo Pujol tenia en e) barrio de 
Cajo, y que antes estaba cubierta por las 
aguas saladas, correspondía en pleno domi- 
nio en 14 de agosto de 1851 como cosa pú- 
blica á la nación, que pudo disponer como 
dispuso en efecto de él; y segundo, que me- 
diante al contesto de las concesiones provi- 
sional y definitiva expresadas en las Reales 
órdenes de 14 de agosto de 1851 y 15 de 
enero de 1853, y á las costosas obras de des- 
agüe y desecación por las que habia sido ro- 
bado ai mar, pertenecía en pleno dominio 
con la forma, uso y valor que acababa de ad- 
quirir y de que antes careciera á la empresa 
del muelle de Maliaño, y en virtud de estas 
necesarias declaraciones que se condenase á 
D. Gerónimo Pujol á que, absteniéndose de 
molestar á Varaguat y compañía, le dejase li- 
bre y desembarazado completamente li- 
bre el terreno referido de la hectárea y me- 
dia con corta diferencia, sin abrogarse dere- 
chos dominicales ni posesorios que nunca 
tuvo, é imponiéndole con el resarcimiento de 
los daños y perjuicios causados por el mali- 
cioso interdicto el pago de todas las costas. 

El demandado Pujol, solicitó se le absol- 
viera libremente de ía demanda, para lo cual 
apoyado en la escritura de venta del terreno 
de 1847 é interdictos declarados á su favor, 
alegó que á la empresa no le fueron conce- 
didos los terrenos sujetos al derecho privado 
de posesión ó pertenencia, ni en su perjuicio 
podía entenderse la concesión explícita ni 
implícitamente, según lo declarado por la 
R. O. de 6 de abril de 4859 que decidióla 
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competencia; y que el terreno objeto de ia 
demanda estaba sujeto al derecho privado de 
posesión y pertenencia suya, mediante su 
adquisición por compra y la inmemorial po- 
sesión de sus causantes hasta el dia, confor- 
me á las leyes de Partida, práctica y juris- 
prudencia establecidas en el reino. 

Y recibido el pleito á prueba y hechas las 1 
que se articularon, dictó sentencia el juez en ¡ 
i 5 de marzo de 1861, que confirmó la sala 
segunda de la Audiencia de Burgos en 10 de , 
junio siguiente, absolviendo á D. Gerónimo ■ 
Pujol de la demanda. 

Contra este fallo interpuso dicha compañía 
recurso de casación, porque en su concepto . 
se habían infringido las leyes 3.*, 4. a y 6.% 1 
tít, 28 Partida 3. a ; la 32 del mismo titulo y ¡ 
Partida, las Reales órdenes de concesión de ¡ 
14 de agosto de 1851 y 15 de enero 1853, 
el axioma de derecho público «de que 1a 
aplicación de las aguas ú otras cosas pú- 
blicas á un uso particular no lleva con- 
sigo la propiedad del suelo también pú- 
blico , desapareciendo los derechos que 
sobre él existen, siempre que cesa el objeto 
con que fueron constituidos,» principio que 
es á la vez parte de nuestra legislación, vio- 
lada en las leyes citadas, y además en la 8. a , 
tít. 28, Partida 3.*, y en las Rs. Ords. de 21 
de agosto de 1849 y 21 de mayo 1853, con- ¡ 
firmadas por el R. D, de 29 de abril de 
1860 etc. Pero el Tribunal Supremo ha des- 
estimado el recurso. 

«Considerando que, si bien al explicar y 
determinar las leyes 3. a y 4. a , tít. XXVIII de 
la Partida 3. a , cuáles son las cosas comunes 
á todos Jos hombres, y como pueden apro- 
vecharse de ellas, enumera como tales, en- 
tre otras, el mar y sus riberas, esto no debe 
entenderse de un modo absoluto, puesto 
que se hallan establecidas en beneficio co- 
mún varias limitaciones que han sido dicta- 
das para atender á la seguridad é interés ge- 
neral del Estado, y que este puede conce- 
der en aprovechamiento los terrenos de di- 
chas riberas , siempre que no estén ya en 
propiedad particular adquirida por título le- 
gitimo: 

«Considerando que la concesión otorgada 
á la empresa del muelle de Maliaño de los 
terrenos que robe al mar y deje en seco, no i 
es ni puede entenderse extensiva á los que 
estén ya reducidos á dominio privado: 

«Considerando que el terreno que es ob- 
jeto de este litigio le adquirió D. Gerónimo 
Pujol, por la escritura de 42 de diciembre 
de 1847, y que desde entonces ha estado en 
el uso y posesión de él , del propio modo 
que lo estuvieron desde tiempo inmemorial 
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sus causantes,, y que por lo tanto debe res- 
petarse el derecho que tiene en el expresa- 
do terreno, y entenderse este no compren- 
dido en la mencionada concesión: 

«Considerando , por consiguiente , que no 
han sido infringidas las referidas leyes 3. a 
y 4. a , tit. XXYII1 de la Partida 3. a , ni tam- 
poco las Rs. Ords. de 14 de agosto de 1851 
y Ib de eiero de 1853: 

«Considerando que las leyes 6. a y 32 del 
mismo título y Partida, relativa la primera á 
determinar el uso que puede hacerse de los 
puertos , ríos y caminos públicos; y la se- 
gunda á que no se pierde el señorío de la 
heredad , aunque sea cubierta de agua , no 
pueden tener aplicación en un pleito en que 
solo se trata de las riberas del mar: 

«Considerando que , así el demandante 
como el demandado , han hecho todas las 
pruebas que han estimado convenientes , y 
que al apreciarlas la Sala sentenciadora del 
modo que lo ha verificado, no ha infringido 
las leyes 2. a , tit. XIY, y 8. a , tít. III de la 
Partida 3. a , ni tampoco el art. 274 de la Ley 
de Enjuiciamiento civil y la doctrina con- 
signada en la sentencia de este Supremo Tri- 
bunal de 9 de octubre de 1860; 

«Y considerando que, según lo que queda 
expuesto , son inaplicables á la cuestión las 
demás leyes y axiomas que se citan en el re- 
curso.» 

Sentencia de 30 abril de 1863. 

En esta sentencia se declara no baber 
lugar al recurso de casación, interpues- 
to por la sociedad del ferro-carril de 
Barcelona á Mataró y Gerona , en pleito 
promovido por D. Buenaventura Sanz, 
sobre que se le indemnizase el valor de 
un terreno lindante á ia playa, que fue 
ocupado por la misma sociedad , y que 
en 1777 había obtenido en enfitéusis 
doña María Francisca Sans, del inten- 
dente general del Principado , con los 
intereses, etc. Por la sentencia contra 
que se interpuso el recurso , se declaró 
ser de propiedad de D. Buenaventu Saos 
el terreno establecido á favor de su an- 
tecesora doña Francisca, que ocupaba la 
estación y obras accesorias del ferro- 
carril del Este, en una extensión de 
1.313 varas y 25 céntimos, y que en su 
consecuencia tenia derecho á que por 
la empresa se le indemnizase de su va- 
lor, y del 3 por 100 por vía de intereses 
del capital que resultase, á contar desde 
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la ocupación del terreno hasta quo se 
efectuase su indemnización , debiendo 
acudir las partes, para que pudiera ob- 
tenerse y para los demás efectos que ex- 
presaba la ley sobre expropiación forzo- 
sa, donde y en la forma que correspon- 
diera. 

La doctrina consignada por ! el Tribu- 
nal Supremo es: 

«Que el principio general Je que el ruar y 
sus riberas pertenecen comunapnente á todas 
las criaturas , y todos pueden usar de ellas, 
limitado ya en ciertos casos por las mismas 
leyes y disposiciones que lo consignan, pue- 
de estarlo y !o está por las administrativas 
que, modificándolo en su ejercicio lo suje- 
tad á reglas especiales y determinadas, que 
dan y crean derechos de posesión y aprove- 
chamiento exclusivo en el lugar ó término 
en que se conceden , siempre que esto se 
verifique por quien pueda ordenarlo, y de 
manera que non se embargue el uso comu- 
nal de la gente. 

«Que según esta doctrina y con sujeción 
á la misma, puede establecerse y darse en 
enfitéusis por quien tenga derecho para ello, 
un terreno comprendido en Ja playa del mar. 

«Que el Rey podía otorgar esta clase de 
establecimientos cuando administraba los 
bienes é intereses del Estado, y era por tan- 
to su representante. 

»Que en Cataluña e! Real patrimonio es- 
taba en posesión de otorgar dichos estable - 
cimientos y concesiones en enfitéusis , de 
terrenos comprendidos en la playa del mar. 

«Que el eufiteuta de tales terrenos, como 
dueño útil de ellos, tiene derecho á ser in- 
demnizado de su valor, cuando son ocupa- 
dos por un tercero, y de los daños y perjui- 
cios que se le hubieren por ello originado.» 

MARCADORES DE PLATA Y ORO. -Véa- 
se Contraste, Moneda, Plata y oro. 

MARCAS INDUSTRIALES. —V. Propie- 
dad industrial. 

MARIDO.. V. Mujer casada. 

MARINA- El conjunto de todo lo que 
concierne á la navegación por mar. — 
V. Ministerio de marina. 

MARINA MERCANTE. Se comprenden 
bajo esta denominación les buques ó na- 
ves fletados por particulares con destino 
al comercio, ó sea para trasportar por 
mar mercaderías y pasajeros. — V. Mer- 
cader, en donde se inserta el código de 
comercio cuyo lib. ÜI está dedicado al 


comercio marítimo, y consúltense tam- 
bién otros artículos que allí se citan. 

MARINA MILITAR. Constituyen la ma- 
rina militar las fuezas navales del Estado 
ó sea ios buques artillados y preparados 
para la defensa de sus costas y del co- 
mercio marítimo, con su dotación cor- 
respondiente de marineros y soldados. 
Denomínase también la marina militar ó 
de guerra, Armada naval ó Escuadra. 
España por su situación respecto de las 
demás naciones, por la disposición hi- 
drográfica de su suelo, ó extensión de 
sus costas, por su comercio marítimo y 
por el rico y extenso territorio que posee 
en Ultramar, es una délas naciones que 
mas necesitan una marina de guerra, 
dispuesta á todas horas á defender y ha- 
cer que se respeten los derechos que la 
corresponden en consonancia con el de 
las demás naciones. La marina de guer- 
ra es en el mar lo que el ejército en la 
Península; y asi como .este debe ser tan 
numeroso como corresponde á su terri- 
torio y á su población, aquella lo debe 
ser en proporción á la importancia de 
los objetos á que sirve de salvaguardia. 
Cada año se fijan por una ley las fuerzas 
navales para las atenciones generales del 
servicio del Estado, habiéndose hecho 
para el año 1869-1870, por la ley de 16 
de julio inserta en el Apéndice Ií á esta 
obra, pág. 289. 

Por decreto de 24 de noviembre de 
1868 se reformó la organización del 
Cuerpo general de la armada fijándose el 
cuadro de los generales, jefes y oficiales 
de que debe constar, sus insignias etc. y 
por la ley de 15 de diciembre del mis- 
mo año llamada «de ascensos en la arma- 
da , » se determinó la gerarquía militar 
de todas las clases del Cuerpo y todo lo 
relativo á ascensos, á exenciones y reti- 
ros forzosos y voluntarios y a licencias 
absolutas. 

Poco después por la ley de 3 de febre- 
ro de este año (1869) se organizó el Al- 
mirantazgo determinándose sus atribu- 
ciones, deberes y responsabilidad, creán- 
dose también el Tribunal de Almirantaz- 
go cuyas funciones se determinan en el 
titulo II de la misma ley que se halla 
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inserta en el Apéndice II pág. 48. — 
Véase Ejército de mar y Ministerio de 
Marina. 

MÁSCARAS. Trata de las máscaras el 
título XUU lili. Xlí de laNoy. Rec. que 
contiene tres solas leyes La 1. a dada en 
1523 per D. Carlos I y doña Juana, dis- 
puso que no hubiera enmascarados en 
el reino, ni fuera con máscara ninguna 
persona disfrazada ni desconocida.. La 
2. a dictada en 1716, prohibió los bailes 
con máscaras que en aquel tiempo se in- 
trodujeron en la córte, imitando los car- 
navales de otras partes. Y la 3. a ("Real 
decreto de 1745) reiteró la prohibición 
de máscaras y disfraces bajo severas 
penas. 

Estas leyes fueron cayendo en desuso, 
de tal modo que en 1815 fué necesario 
recordar su observancia por Real orden 
de 22 de febrero; pero nada bastó á po- 
nerlas en vigor, y hoy las consideramos 
abrogadas, (1) siendo atribución de la 
autoridad municipal el conceder ó negar 
permiso para toda dase de diversiones 
públicas (párr. 9.° del art. 74, ley de 8 
de enero de 1845 y párr. 6.° del art. 189 
de la de 2! de octubre de 1868 hoy vi- 
gente,) en donde no- resida el Goberna- 
dor de la provincia á quien en este caso 
corresponde esta atribución según el 
párrafo 7.°, art. 5.° de la ley de 2 de 
abril de 1845, y el párr, 8.°, art. 82 de 
la provincial de 21 de octubre de 1868. 

Deberá tenerse presente el párr. 11 
del art. 495 del Código penal, según el 
cual incurre en la pena de medio duro á 
cuatro «el que saliere de máscara en 
tiempo no permitido ó de una manera 
contraria á los reglamentos» ; y respecto 


(1) Por R. 0- de 26 de diciembre de 1835, 
(CL. í. 20, p. 50,) se resolvió por punto general 
que las concesiones para celebrar bailes de 
máscaras y las de otras diversiones públicas 
análogas eran de cargo de los Gobernadores ci- 
viles de las provincias; y por otra de 4 de no- 
viembre de 4838 se encargó el puntual cumpli- 
miento de la anterior. Posterior á estas es sin 
embargo la ley de S de enero de 4843, v la de 2 
de abril del mismo año, que dejan esta atribu- 
ción á los alcaldes en donde no residen los Go- 
bernadores. El art 74 del reglamento para la 
ejecución de la ley municipal, no creemos que 
oponga á esta doctrina. 
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de empresas de bailes públicos con mas- 
caría ó siq ella, la tarifa núm. 2.°' adjun- 
ta á lá ley de 25 de junio de 1864 (tomo, 
4, u , p. 775,) que las tace contribuir con 
140 rs. por cada función en . Madrid, 
Barcelona, .Cádiz y Sevilla, y con 59 en 
las demás poblaciones, con mas el au 
mentó do) 5 per 100 introducido por 
las últimas leyes de presupuestos. 

Las medidas que por medio de bandos 
puede y debe adoptar la autoridad admi- 
nistrativa para evitar los inconvenientes 
de los disfraces, se hallan perfectamente 
consignadas en las ordenanzas munici- 
pales de Madrid, cuyos arts. 38 al 43 di- 
cen asi: 

Art. 38. En los tres dias de carnaval se 
■permitirá andar por las calles con disfraz y 
con careta; pero solo hasta el anochecer. 

39. Tanto por las calles como en ios bai- 
les queda prohibido el uso de vestiduras de 
ministros de la religión ó de las extinguidas 
órdenes religiosas, y de trajes de altos fun- 
cionarios y de milicia, como también el de 
otra cualquier insignia ó condecoración del 
Estado. 

40. Ninguna persona disfrazada podrá 
llevar armas ni espuelas aunque lo requiera 
el traje que use, estendiéudose esta prohibi- 
ción á todas las personas que, aunque no 
disfrazadas, concurran á los bailes , en los 
cuales ni los militares podrán entrar con es- 
pada, ni los paisanos con bastón, exceptuán- 
dose solo la autoridad que presida. 

41. A esta solamente corresponde man- 
dar quitar la careta á la persona que no hu- 
biere guardado el decoro correspondiente, 
cometido alguna falta ó causado cualquier 
disgusto ai público. 

42. Se recuerda además en dichos dias 
la prohibición expresa de vender y quemar 
carretillas y petardos de mistos fulminantes, 
y el poner mazas á las personas, arrojarlas 
aguas ó basuras ó dar con guantes. 

43. Para el debido órden en las demás 
diversiones y regocijos propios de aquellos 
días, se tomarán además poria autoridad las 
disposiciones convenientes. — Y. Espectácu- 
los Y DIVERSIONES rÚBLICAS. 

MATADEROS- En el artículo Abastos 
insertamos la importante legislación re- 
lativa á este asunto, y en él se compren- 
de el R . D. de 20 de enero de 1 834 to- 
mo l.°, p. 26) cuyo artículo 10 trata de 
los mataderos. Digimos después (pág. 33) 
que la autoridad municipal debe cuidar 
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mucho que haya en los mataderos buen 
orden, aseo y limpieza, comodidad para 
los compradores, y mucha vigilancia 
para lograr la exactitud ó legalidad en 
los pesos, y sobre todo para que no se 
infrinjan las reglas de salubridad, ni se 
vendan carnes de reses mal sanas que 
deberán siempre reconocerse antes de 
matarlas y mas principalmente cuando 
haya epizootias ó enfermedades conta- 
giosas de ganados, cuyas carnes pueden 
ser muy dañosas, y mas todavia la cabe- 
za, el hígado, los pulmones, el bazo, los 
intestinos y las extremidades, como pue- 
de verse en el informe de la escuela su- 
perior de veterinaria inserto con la real 
orden de 12 de setiembre de 1848 en el 
artículo Epizootias (tomo 6.°, p. 614.) 

Recomendamos de nuevo á la autori- 
dad mucha vigilancia sobre tan impor- 
tante materia, en que tanto se interesa 
la salud pública, y sobre todo que cui- 
den de la exacta observancia de las dis- 
posiciones del siguiente reglamento que 
ha venido á llenar un gran vacio. Hé 
aquí 

R. O. de 25 febrero de 1859. 
Aprobando el reglamento de inspección Je carnes. 

(Gob.) «El consejo de sanidad del reino 
ha consultado á este Ministerio en 4 del ac- 
tual lo siguiente: — En sesión de ayer apro- 
bó este consejo el dictámen de su sección 
primera que a continuación se inserta: 

Visto el expediente relativo al proyecto . 
elevado ai Gobierno por el Gobernador civil 
de Gerona, para la inspección do carnes en 
la propia provincia, remitido al consejo por 
la Dirección general de beneficencia y sani- 
dad y para su informe. 

Vistas las bases generales del reglamento 
para la mencionada inspección. 

Considerando lo muy útil que para la salu- 
bridad es el reconocer en vida y después de 
muertos los animales destinados al abasto 
público, á ñn de evitar males en muchos ca- 
sos de desastrosa trascendencia. 

Considerando Ja necesidad de que los ins- 
pecrores de carnes tengan bases á que ate- 
nerse, y de que al propio tiempo pueda exi- 
gírseles ia responsabilidad cuando no se aco- 
moden á ellas. 

Considerando que lo propuesto en estas es 
lo que generalmente se practica en las casas 
mataderos, habiendo servido de norma la de 
esta córte. 


La sección opina puede el consejo consul- 
tar al Gobierno ia aprobación del reglamento 
y aun indicar, si así lo estimase, que en to- 
das las provincias y cabezas de partido, con- 
viene que haya uno igual por el que se rijan 
los inspectores de carnes, con la interven- 
ción directa de las municipalidades. Y ha- 
biéndose dignado S. M. resolver de acuer- 
do con el preinserto dictámen, lo comunico 
á V. S. de real órden, acompañando el re- 
glamento que se cita para los efectos corres- 
pondientes.;) 

Reglamento para la inspección de carnes 

en las provincias. 

Artículo l.° Todas las reses destinadas 
al público consumo deberán sacrificarse en 
un punto determinado, y señalado por la 
autoridad local, llamado matadero. 

Art. 2.° Habrá en todos los mataderos 
un inspector de carnes nombrado de entre 
los profesores de veterinaria, eligiendo de 
los de mas categoría, y un delegado del ayun- 
tamiento. 

Art. 3. ü No podrá sacrificarse res alguna 
sin que sea antes reconocida por el inspector 
de carnes. 

Art. 4.° Todas las reses destinadas al 
consumo público deben entrar por su pié en 
la casa matadero á no ser que un accidente 
fortuito las hubiese imposibilitado de poder 
andar (parálisis vulgo feridura, una fractura 
ú otra causa semejantes); cuya circunstancia 
se probará debidamente, declarándose por el 
inspector sí es ó no admisible, sin cuyo re- 
quisito no podrá sacrificarse en el estableci- 
miento. 

Art. 5.° Después de muertas las reses y 
examinadas por el inspector las carnes, se- 
rán señaladas con una marca de fuego en las 
cuatro estremidades. 

Art. 6.° A fin de evitar fraudes en las 
clases de carnes, las reses lanares se marca- 
rán de diferente modo, las lechales y borre- 
gas de las ovejas, y lo mismo se practicará en 
las reses cabrías; y entre tanto en el mata- 
dero no se permitirá cortar las cabezas de las 
reses menores, hembras que pasen de un 
año do edad, vulgo primales. 

Art. 7.° Cuando se mate un buey los ro- 
besos ó tratantes en menudos deberán con- 
servar la vejiga de la orina y el pene, para 
ser examinados por el inspector. 

Art. 8, u Muertas las reses y nuando es- 
tén puestas al oreo, practicará segundo re- 
conocimiento, para cerciorarse mejor, por 
el estado de las visceras, de la sanidad de 
las mismas, dando parte al señor concejal 
de turno de las que conceptúe nocivas á ia 
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salud, para que desde luego o^deuq^eán se- 
paradas de las sanas y se proceda á su inu- 
tilización. 

Art. 9.° El inspector dispondrá se haga 
la limpia de los hígados, de los pulmones y 
demas partes de las reses lanares y vacunas; 
pero las demas operaciones, como la estrac- 
cion de los testículos de las reses castradas 
vulgo turmas , cerillos, tetas y madrigueras 
pertenece al matador el hacerlas. 

Art. 10 Separará únicamente de los hí- 
gados lo que éste maleado de los pulmones 
vulgo pérdius la parte que esté alterado, de- 
biendo proceder con toda legalidad y sin frau- 
de de ninguna clase, para evitar de este mo- 
do las reclamaciones y graves perjuicios que 
podrían seguirse al abastecedor ó cortante. 

Art. 1 i Anualmente presentará uua re: 
lacion al Excmo. Ayuntamiento de todas las 
reses que haya ordenado inutilizar por noci- 
vas á la salud con expresión de la clase á que 
cada una perteneciera, igualmente de sus 
enfermedades. 

Art. 12. Hará guardar órden y compos- 
tura mientras ésten en el matadero á todos 
los que intervengan en él, no permitiendo 
juegos, apuestas, blasfemias, disputa ni in- 
sultos, aunque sea con el prelesto de chanza, 
ni tampoco que se maltrate ni insulte á per- 
sona alguna de las que concurran á él. 

Art. 13 Dará parte al señor concejal de 
turno de cualquiera foco de infección que 
notare en el establecimiento. Como igual- 
mente dará parte en el caso de que alguno 
de los que intervienen en el matadero se 
opusieran al cumplimiento del presente re- 
glamento. 

Art. 14. La limpieza del establecimien- 
to estará encargada á los cortantes, que la 
harán por turno y por orden de lista. Los 
bancos serán limpiados cada uno por su due- i 
ño respectivo. 

Art. 15 El encierro ó tria de las reses 
se verificará con sosiego, principalmente por 
lo que toca á las mayores. 

Art. 16. No se permitirá bajo ningún 
pretesto la entrada en la casa-matadero de 
ninguna res muerta. 

Art. n Tampoco se permitirá la entrada 
de ninguna res con heridas recientes causa- 
das por perros, lobos ú otros animales car- 
nívoros. 

Art. 18 No se permitirá que se toreen ó 
capeen las reses destinadas a la matanza, 
ni tampoco se consentirá que se les echen 
perros, ni se les martirice antes de la muer- 
te; procurándose por el contrario que sean i 
muertas en completo reposo y con los ius- ' 
trunientos destinados al efecto. Cualquiera 


SI 

á quien se encuentre martirizándolas, será 
despedido del establecimiento. 

Art. 19. Ningún abastecedor ni tratan- 
te en menudos, podrá sacar fuera del esta- 
blecimiento, hígado ni pulmón, vulgo per- 
días ni parte de ellos, hasta después de exa- 
minados por el inspector ó revisor. 

Art, 20. A fin de evitar ios perjuicios 
que podrán seguirse á la salud pública no se 
permitirá introducir en las degolladuras de 
las reses, brazos ó piernas de persona alguna 
aun cuando lo solicite, pudiéndose servir de 
la sangre, y bañarse con ella por medio de 
vasijas ai efecto. 

Art. 2!. Queda prohibida la entrada de 
perros con bozal ó sin él, en la casa-ma- 
tadero. 

Art. 22. Concluida la matanza se reco- 
erán por sus dueños todos los carretones, 
ancos, cuerdas y demas efectos, debiendo 
tenerlos limpios constantemente y conserva- 
dos á sus espensas. 

Art. 23. Luego de verificada la matanza, 
limpiados los enseres y cuadra, marcada la 
carne, se cerrará el establecimiento no per- 
mitiendo abrirse hasta el día siguiente, á no 
ser para trasportar la carne al lugar del peso, 
á la liora señalada por el revisor. 

Art. 24. El inspector ó revisor que falta- 
re al cumplimiento de su obligación, ó que 
cometiese algún fraude ó amaño con los tra- 
tantes, por la primera vez será reprendido, 
y por la segunda será suspenso ó privado del 
empleo, según la naturaleza ó gravedad de 
la falta. 

Art. 25. Los matadores y demas depen- 
dientes del establecimiento que faltaren al 
respeto de los empleados de la municipali- 
dad, se presentaren embriagados, promovie- 
sen alborotos, ó á quienes se sorprendiere 
en algún fraude ó robo, serán despedidos en 
el acto del establecimiento, dando parte de lo 
ocurrido al señor concejal de turno. 

Art. 2G. Quedan responsables de la exac- 
ta observancia y cumplimiento de este regla- 
mento en la parte que á cada uno atañe el 
inspector, el revisor, el encargado de la 
limpieza y demás que intervengan en la 
casa-matadero. 

Art. 27. Cualquiera de los que interven- 
gan en la casa-matadero que infrinja alguno 
de los artículos del presente reglamento, 
incurrirá en la multa de 100 reales, según 
la gravedad del caso. 

Art. 20. Los inspectores de carnes ten- 
drán á su cargo, un registro donde anotarán 
bajo su mas estrecha responsabilidad el nú- 
mero de reses que se sacrifiquen en sus res- 
pectivos mataderos, clasificándolas. 
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4 0 En reses lanares, cabrías y vacunas. 1 
Las. primeras en lechales, borregas, carneros 
y ovejas. Las segundas en lechales, en cabra 
ó machos cabríos. Y las terceras, en terneras, 
novillos, toros, bueyes ó vacas. La reí ¡ cion 
de que trata el art. O de! reglamento deberá 
dirigirse igualmente al subdelegado del cor- 
respondiente partido, y este una relación 
general de su partido al subdelegado de la 
capital. 

Los inspectores de carnes están encarga- 
dos particularmente del rigoroso cumpli- 
miento de las medidas de policía sanitaria 
generales, y de las últimamente publicadas 
por el Gobierno, diiigiendo sus reclamacio- 
nes ó denuncias motivadas al subdelegado 
de su partido, para que este pueda llevarlas y 
apoyarlas si es necesario ante el Gobernador 
de la provincia. 

Los inspectores deberán evacuar cuantos 
informes tenga el Gobernador de la provin- 
cia á bien pedirle en el rarnc de carnes, y 
para’fel mejor servicio público» (1). 

MATRICULA DE ¡MAR. El alistamiento 
de los hombres de mar para el servicio 
de la Marina. Trata de la matrícula y 
servicio de la Marina, del fuero y privi- 
legio de los matriculados el tit. Vi, li- 
bro VII de la Nov. Recop. Hoy está pen- 
diente en (as Cortes un proyecto de ley 
de matrículas, y otro sobre redención, 
enganches y reenganches de la gente de 
mar, que luego que sean leyes, com- 
prenderemos en el Apéndice de esta 
obra. — V. Aforados db Guerra y Mari- 
na, Ejército, Jurisdicción de Marina, 
Mar, Marina. 

MATRICULA DE COMERCIANTES. El re- 
gistro con los requisitos prevenidos, en 
que se inscriben en cada plaza las per- 
sonas que ejercen el comercio. Tratan 
principalmente de esta matricula los ar- 
tículos il al 17 de! Código de comercio 
y una R. 0. de 29 de octubre de 1838, 
por la qne se mandó que se encargasen 
de la formación de la matricula general 
de comerciantes las juntas de comercio. 
— Véanse los artículos citados de! Código 
de comercio, en Mercader donde se in- 
serta. 


(I) Quisiéramoscitar el tomode la Colección 
legislativa en que se encuentra el importante 
reglamento inserto; pero es una de las muchas 
disposiciones que no se registran en la misma. 


MATRIMONIO. Sociedad indisoluble 
del hombre y la mujer establecida para 
procreación y educación de los hijos y 
para mutuo consuelo y ayuda de los 
cónyuges. Su origen se remonta á ios 
primeros tiempos de !a creación. Crió 
Dios al hombre á imagen suya, dice e) 
Génesis, y criólos varón y hembra, y 
echándolos su bendición les dijo; cre- 
ced y multiplicaos , con cuyas palabras 
instituyó el matrimonio. El hombre, dice 
mas adelante; dejará a su padre y á su 
madre y estará unido á su mujer y ven- 
drán á ser dos en una misma carne, in- 
dicando de este modo la indisolubilidad 
de la unión. El matrimonio fué, pues, 
elevado por Jesucristo á la dignidad de 
sacramento , y como tal se rige entre 
nosotros par las disposiciones del dere- 
cho canónico, ventilándose con sujeción 
á las mismas en los tribunales eclesiás- 
ticos, los pleitos que se promueven asi 
sobre su validez ó nulidad , como sobre 
su disolución. Las leyes civiles no han 
podido desentenderse tampoco de un 
asunto tan importante como vamos á 
ver exponiendo aunque, con brevedad: 

1.° Los requisitos que deben prece- 
derle; 2.° las personas que pueden con- 
traerlo; 3.° las solemnidades de su cele- 
bración; 4.° sus efectos, y o.° el divor- 
cio: A continuación y como complemen- 
to del artículo va la parte legislativa. 

§ l. 0 REQUISITOS QUE PRECEDEN AL 
MATRIMONIO. 

Los requisitos que preceden al matri- 
monio, son principalmente los esponsa- 
les, el consentimiento paterno, las amo- 
nestaciones, la información de soltería ó 
licencia del ordinario en su caso, y la 
dispensación de impedimentos. Veamos. 

Esponsales. Son estos la promesa de 
casarse que se hacen el varón y la mu- 
jer. Claro es que para casarse han de 
tratarlo ó convenirlo los que lo inten- 
tan; pero la ley no exige para la validez 
del matrimonio que coDSte esta prome- 
sa, bastando que consientan en el acto 
ante el párroco y testigos. Sin embargo, 
celebrados los esponsales por escritura 
pública, producen entre los contrayen- 
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tes la obligación de efectuar el matri- 
* monio, bien que no podrá compelérse- 
les á que lo hagan sino por medios indi- 
rectos, como negándoles la licencia para 
casarse con otra persona. Esto corres- 
ponde al juez eclesiástico. El juez secu- 
lar podrá además obligar al disidente á 
instancia del otro, á que le indemnice 
los daños y perjuicios que se le iroguen. 
• Consentimiento paterno. Para evitar 
los inconvenientes que traia consigo el 
contraer matrimonios desiguales los hi- 
jos de familia sin esperar el consejo y 
consentimiento paterno ó de aquellos 
deudos ó personas que se hallan en lu- 
gar de padres, se publicó la pragmática 
de 23 de marzo de 1776, (ley 9. a , tit. II, 
lib. X Nov. Reeop.) que dictaba reglas 
para el referido consentimiento en los 
esponsales y matrimonios. A estas reglas 
sustituyeron las de la pragmática de 28 
de abril 1803 (ley 18, título y libro ci- 
tado) que se mandaron observar sin glo- 
sas, interpretaciones ni comentarios, y 
han venido rigiendo sin contradicción 
hasta la publicación de la ley de 20 de 
junio de 1862. 

Con arreglo álas disposiciones de esta 
ley, la mayoría de edad para contraer 
matrimonio sin el requisito del consen- 
timiento, es de veintitrés años cumpli- 
dos en los varones , y de veinte en las 
mujeres , sin que esté en manos del pár- 
roco dispensar ni un solo día. Hasta di- 
cha edad los hijos necesitan indispensa- 
blemente^ para casarse , obtener el con- 
sentimiento del padre, y si falla este ó 
se halla impedido para prestarle, el de 
la madre y sucesivamente en iguales cir- 
cuntancias el del abuelo paterno y el 
del materno. Guando sea rehusado el 
consentimiento, no es necesario expresar 
las razones en que se funde la negativa, 
ni se dá recurso alguno contra ella. 

A falta del padre, madre, abuelo pa- 
terno y materno, no necesitan los meno- 
res obtener e! consentimiento para con- 
traer matrimonio cuando hayan cumpli- 
do la edad de veinte años. No habiendo 
cumplido ios veinte años, necesitan el 
consentimiento del curador testamenta- 
ño; y en caso de hallarse este inbabilt- 

Tomo IX. 


tado el del juez de primera instancia. 
Está inhabilitado el cqrador para dar su 
consentimiento, cuando el matrimonio 
proyectado lo es con pariente suyo den- 
tro del cuarto grado civil. Tanto el juez 
como el curador, procederán en este 
asunto en unión de los parientes mas 
próximos, constituyendo estos lo que se 
llama junta de parientes, que se compo- 
ne y funciona en la forma que estable- 
cen los arts. 3.° y siguientes de la ley. 

Consejo paterno. Cumplidos los vein- 
titrés años en los varones, y los veinte 
en las hembras, no necesitan en ningún 
caso para casarse el consentimiento pa- 
terno; pero la ley ha sido no obstante 
prudente y previsora y en el deseo de 
revestir de autoridad el derecho de pa- 
tria potestad, ha establecido que los hi- 
jos legítimos mayores de dicha edad, 
aunque no necesiten ya obtener el con- 
sentimiento para la celebración del ma- 
trimonio, deben pedir consejo en asunto 
de tamaña importancia á los padres ó 
abuelos, en el orden establecido para el 
consentimiento. 

Los hijos ilegítimos no están obligados 
en ningún, caso á pedir consejo. 

Los hijos legítimos, tampoco le nece- 
sitan cuando carecen de padre, madre, 
de abuelo paterno y de abuelo materno; 
de modo que los huérfanos que se hallen 
en dicho caso, varones ó hembras, si 
han cumplido veinte años pueden casar- 
se libremente. 

La petición del consejo se justificará 
por declaración del que hubiese de pres- 
tarlo ante notario público ó eclesiástico, 
ó bien ante el juez de paz, prévio reque- 
rimiento , en comparecencia personal, 
como luego diremos. 

Si el consejo no fuese favorable, hasta 
después de trascurridos tres meses de 
haberlo pedido, no podrá efectuarse el 
casamiento, sin incurrir en la pena mar- 
cada en el art. 483 del Código penal. 
(Art. lo, ley de 1862.) 

Amonestaciones. « Proclame el 

cura propio de los contrayentes públi- 
camente por tres veces, en tres dias de 
fiesta seguidos, en la iglesia mientras se 
celebra la misa mayor, quiénes son los 

3 
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que han de contraer matrimonio » y 

pase á celebrarlo «si no se opusiere nin- 
gún impedimento legitimo.» Esto es lo 
que sobre amonestaciones ó proclamas 
dispone el Concilio de Trento, añadien- 
do que el obispo pueda dispensarlas á su 
prudencia y juicio, lo cual debe enten- 
derse cuando los interesados lo soliciten 
con motivo atendible, siéndolo entre los 
canonistas, entre otros, la desigualdad de 
edades, de posición social y de fortuna. 
Cuando los contrayentes son de distintas 
parroquias las amonestaciones se leen en 
las dos. 

información de soltería , Licencia del 
ordinario. £n las poblaciones rurales en 
que están frecuente el trato délas gentes 
el expediente matrimonial, siendo los 
novios del mismo pueblo, ó estando en 
él desde la edad nubil, suele reducirse 
á una conferencia de los padres ó allega- 
dos de aquellos con el párroco, para dar- 
le parte de! proyectado matrimonio, ver 
si existe 3lgun impedimento y acordar la 
lectura de las amonestaciones.' 

Cuando ya uno de los contrayentes ó 
ambos son de distinto pueblo, aunque no 
sean de distinta diócesis, se necesita que 
los párrocos de ambos lean las amones- 
taciones, y se ponga por el del novio un 
testimonio de haberse leído y no resultar 
impedimento conocido; esto salvo que 
se dispensen por el obispo. 

Cuando los contrayentes sean extran- 
jeros, vagos ó de ajena diócesis, enton- 
ces los párrocos tío pueden proceder á 
celebrar el matrimonio sin licencia del 
ordinario. . 

Esta doctrina se funda en el Concilio 
de Trento, cap. l.° y 7.° de la ses. 2o; 
en la ley 20, tít. II, lib. 10 de la Noví- 
sima Recop., y en el decreto de las Cor- 
tes de 21 de jumo de 1822 ó sea la de 
23 de febrero de 1823 restablecida por 
otra de 7 de enero de 1837 cuyo texto 
se inserta después. 

Dispensa de impedimentos. Cuando 
los contrayentes tienen algún impedi- 
mento para contraer matrimonio pue- 
den solicitar su dispensay no se conce- 
de sino por justa causa probada. No to- 
dos los impedimentos son dispeDsables 


siembre, y algunos hay absolutos qué . 
no se dispensan nunca, como indicare- 
mos á continuación. * 

§. 2. u PERSONAS QUE PUEDEN CONTRAER 
MATRIMONIO. 

Por regla general todas las personas 
pueden contraer matrimonio, cuidando 
de llenar las formalidades y requisitos 
prevenidos por la ley; pero hay algunas 
que tienen incapacidad física como los 
impúberos ó menores de catorce años 
siendo varones, ó de doce siendo hem- 
bras; los impotentes para procrear, ó sea 
para consumar el matrimonio, á loscua- 
les les está prohibido de una manera ab- 
soluta; los mentecatos y los locos, á no 
tener intervalos de razón. 

Además de la incapacidad física h3y ‘ 
ciertos impedimentos del matrimonio 
que ó son un obstáculo para su celebra 
cion, ó celebrado le anulan, los cuales 
unos son llamados impedientes y otros 
dirimentes, entre los cuales existe una 
notabilísima diferencia. A saber: 

Impedimentos impedientes. Lo son la 
falta de consentimiento paterno; los es- 
ponsales válidos celebrados por escritura 
pública con otra persona; el voto simple 
de castidad, las condiciones torpes que 
se tienen por no puestas, la falta de mo- 
niciones. Estosy otros semejantes impi- 
den el matrimonio si se oponen antes 
de su celebración, pero no le anulan si 
está contraido. . 

Impedimentos dirimentes. Lo son 
principalmente los siguientes. 

El error que recae en la persona. 

Las condiciones contra la naturaleza 
del matrimonio. 

El voto solemne de castidad. 

El parentesco de consanguinidad sin 
distinción de grados en la línea recta de 
ascendientes -y descendientes y hasta el 
cuarto grado canónico inclusive en la 
colateral. — V. Parentesco. 

El parentesco de afinidad y cuasi afi- 
nidad, también hasta el cuarto grado. 

El parentesco espiritual entre padres 
y padrinos, bautizado y confirmado. 

El meramente civil ó de adopción, 
i El crimen, ya de homicidio cometido 
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por uno de los contrayentes en el cón- 
yuge difunto del otro; ya de adulterio 
habiendo cohabitado ambos contrayentes 
en vida del otro cónyuge. 

La diferencia de religión, (cultus dts - 
paritas ) (i). 

La fuerza material ó miedo grave. 

La existencia de otró matrimonio con- 
traído anteriormente 'por alguno de los 
cónyuges. 

Estos impedimentos no solo son un 
obstáculo para la celebración del matri- 
monio, sino que imprimen nulidad á los 
celebrados. Nuestro Código penal casti- 
ga además con graves penas la celebra- 
ción db estos matrimonios y otros ilega- 
les en sus arts, 396 al 404. 

Matrimonio putativo. A veces se 
contraen matrimonios entre parientes 
dentro del cuarto grado, ignorando esta 
circunstancia los contrayentes, y en es- 
tos casos, lejos de haber delito , debe la' 
autoridad eclesiástica hacer lo posible 
por revalidarlos, procediendo con mucha 
reserva hasta conseguirlo. Este matri- 
monio, llamado putativo , es sin embar- 
go nulo, si los contrayentes cuando sa- 
ben el impedimento no renuevan su 
consentimiento. 

§. 3.° SOLEMNIDADES DE LA CELEBRACION. 

Cumplidos ya los requisitos que de- 
ben preceder al matrimonio, y supuesta 
la capacidad de lo , contrayentes, la Igle- 
sia quiere que se solemnice el matrimo- 
nio con el Ubre consentí ni i en to de los 
contrayentes; es decir, con el sí quiero 
de ambos, dicho necesariamente ante el 
párroco y testigos (2). Faltando cual- 
quiera de estos requisitos, el matrimo- 
nio es nulo. Cualquiera de los contra- 
yentes puede , sin embargo, dar poder 


(i) El eminente canonista Sr. D. Joaquín 
Aguirre, dice que se entiende por disparidad 
de culto ao toda diferencia de. religión, si no 
tan sólo la que propede de estar uno de ios cón- 
yuges bautizado y otro no. Esta doctrina es la 
misma que se establece en el fallo üei tribu- 
nal eclesiástico de Madr d de 6 .de abril de 
1S63, inserto en !a pág. 40 de este artículo. 
..(2) Los sordo-mudus como que no tienen 
incapacidad para el matrimonio, deberán ex- 
presar su voluntad con signos inequívocos. 


especial para ser representad# en tan so- 
lemne acto. 

Aparte de la liturgia de este sacra- 
mento de que no es del caso ocuparnos, 
si diremos que para su validación basta 
la presencia del párroco con los testigos, 
aunque no profiera ninguna palabra , y 
aunque manifieste su voluntad de no in- 
tervenir en él, ó de no autorizarle, como 
lo tiene declarado la sagrada congrega* 
cion de Riíos > intérprete del Concilio 
Tridentino; pero si esto es asi, porque 
la asistencia del párroco solo se requiere 
como testigo autorizado á fin de que se 
haga constare! matrimonio, hay un cor- 
rectivo para los hechos de esta natura- 
leza en el art. 398 de) Código penal, que 
castiga con prisión correccional al que 
en un matrimonio ilegal , pero válido, 
según las disposiciones de la Iglesia, hi- 
ciere intervenir al párroco con sorpresa 
ó engaño. 

Celebrado el matrimonio, el párroco 
asentará la partida en el libro de casa- 
dos, expresando los nombres, naturaleza, 
vecindad y estado de soltero ó viudo de 
los contrayentes, y los de sus padres y 
testigos; si ei matrimonio fuese por po- 
der, debe calendarse ei lugar y la fecha 
de su otorgacion y el escribano ante el 
cual se verificó ; y si por delegación del 
párroco hiciese otro sus veces, deberá 
expresarse el nombre, naturaleza, ve- 
cindad y empleo del delegado. ( Capitu- 
lo /. ses. 24 de reformatione , y R. 0. de 
l.° de diciembre de 1837 j * 

4.° EFECTOS DEL MATRIMONIO, 

Los efectos del matrimonio son en 
general los siguientes; 

Unidad porque el hombre no puede 
tener mas que una mujer, y la mujer 
nada masque un marido. 

indisolubilidad , porque contraído vá- 
lidamente y sin mediar ningún impedi- 
mento dirimente , nada puede alcanzar 
a disolverle como no sea la muerte de 
uno de los cónyuges « quod ergo Deas 
conjunccít homo non separet (1). 


(1) Cuando ha concurrido en el matrimo- 
nio algún impedimento dirimente, no se di- 
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Honestidad , por la fidelidad reciproca 
que se deben los esposos. 

Legitimidad de los hijos concebidos 
y nacidos en el matrimonio, como pue- 
de verse en Legitimación, Paternidad, 
Hijos. 

Patria potestad, según veremos en su 
articulo. 

Autoridad marital, por el derecho que 
tiene el marido de exigir obediencia y 
respeto de su mujer, y por la represen- 
tación que le da la ley en todos los ac- 
tos judiciales y extrajudiciales en que 
ella debe intervenir, salva la licencia del 
juez en los casos que la ley previene. 
V, Bienes, Contratos, Marido, Mujer, 
Licencia marital. 

Comunicación de bienes, por hacerse 
comunes los frutos de les bienes del ma- 
trimonio ó sociedad conyugal y todo lo 
adquirido durante el mismo por compra 
ú otro contrato, ó mediante su trabajo ó 
industria. V. Bienes de la sociedad con- 
yugal. 

Y últimamente e! sostenimiento de las 
cargas y obligaciones que impone la ley 
á los casados como hombres sui juris , y 
como padres de familia.— V. Donaciones 
por causa de matrimonio. 

§. 5.° DIVORCIO. 

Hemos indicado que uno de los efec- 
tos del matrimonio es la indisolubilidad, 
y sin embargo todos lian oido hablar de 
divorcio. El divorcio no es sin em- 
bargo la disolución del matrimonio, 
sino únicamente la separación y apar- 
tamiento de los casados en cuanto á la 
cohabitación y lecho, decretada por el 
juez eclesiástico con conocimiento de 
causa, pero subsistiendo los lazos del ma- 
trimonio. 

Las causas para pronunciar el divor- 
cio deben ser muy graves, contándose 
entre ellas principalmente el adulterio de 
uno de los cónyuges ó la sevicia ó trato 
cruel. 

El matrimonio consumado y celebra- 
do válidamente es indisoluble como no 


ittelve, sino que se anula, porque no ha lle- 
gado á tener verdaderamente existencia canó- 
nica y legal. 


sea por muerte de uno de los cónyuges; 
es decir, que no existe divorcio en cuan- 
to al vínculo, pues Jesucristo le abolió, 
diciendo *quod Deus conjunxit homo non 
separet. » — V. Divorcio. 

Expuesta ya, aunque brevemente, la 
doctrina canónica y civil sobre el matri- 
monio, vamos á insertar las leyes y dis- 
posiciones de mas general interés sobre 
el asunto* 

Ley 18, lit. 2.° lib. X, Nov. Recop. 

Nuevas reglas parala celebración de matrimonios; y 
formalidades de los esponsales para su validación. 

( Don Cárlos IV por decreto de 10 de 
ábrilde 1803, muerto en pragmática de 28. ) 
Con presencia de las consultar, que me han 
han hecho mis Consejos de Castilla c Indias 
sobre la pragmática de matrimonios de 23 de 
marzo de i 776 (ley 9. a ) órdenes y resolucio- 
nes posteriores, y varios informes que hete- 
nido á bien tomar; mando, que ni los hijos 
de familia menores de 25 anos, ni Jas hijas ■ 
menores de 23, á cualquiera clase del lista- 
do que pertenezcan, puedan contraer matri- 
monio sin licencia de su padre; quien , en 
caso de resistir el que sus hijos ó hijas inten- 
taren, no estará obligado á dar Ja razón, 
ni explicar la causa de su resistencia ó di- 
senso. Los hijos que hayan cumplido 25 
años y las hijas que hayan cumplido 23, po- 
drán casarse á su arbitrio, sin necesidad de 
pedir ni obtener consejo ni consentimiento 
de su padre: en defecto de este tendrá la 
misma autoridad la madre; pero en este caso 
los hijos y las hijas adquirirán la libertad de 
casarse á su arbitrio un ano antes, esto es, 
los varonesa los 24 y las hembras á los 22, 
todos cumplidos: á. falta de padre y madre 
tendrá la misma autoridad el abuelo paterno 
y el materno á falta de este; pero los meno- 
res adquirirán la libertad de casarse á su ar- 
bitrio dos abosantes qne los que tengan pa- 
dre, esto es, los varones A los 23 y las hembras 
á los 21 , todos cumplidos: á falta de los pa- 
dres y abuelos paterno y materno sucederán 
los tutores en la autoridad de resistir los ma- 
trimonios de los menores, y á falta de los tu-, 
tores el juez del domicilio,' todos sin obliga- 
ción de explicar la causa; pero en este caso 
adquirirán la libertad de casarse á su arbi- 
trio, los varones á los 22 anos y las hembras 
á los 20, todos cumplidos (1). 

Para los matrimonios de las personas que 

(i) . Ver hoy los arls. 1367 al 1373 dé la ley 
de Enjuiciamiento civil con las notas dél autor 
del Diccionario. 
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deben pedirme licencia, ó solicitarla de la 
Cámara, gobernador del Consejo, 6 sus res- 
pectivos jefes, es necesario que los menores 
según las edades señaladas, obtengan esta 
después de la de sus padres, abuelos ó tuto- 
res, solicitándola con la expresión de la cau- 
sa que estos han tenido para prestarle; y la 
misma licencia deberán obtener los que sean 
mayores de dichas edades, haciendo expre- 
sión, cuando la soliciten, de las circunstan- 
cias de la persona con quien intenten enla- 
zarse. 

Aunque los padres, madres, abuelos y tu- 
tores no tengan que dar razón á los meno- 
res de las edades señaladas de las causas que 
hayan tenido para negarse á consentir en los 
mátrimonos que intentasen , si fueren de la 
clase que deben solicitar mi real permiso, po- 
drán los interesados recurrir á mí, así como 
ála Cámara, Gobernador del Consejo y jefe? 
respectivos los que tengan esta obligación, 
para que por medio de Jos informes que tu- 
viere yo a bien tomar, ó la Cámara, Gober- 
nador del Consejo, ó'jefes creyesen conve- 
nientes en sus casos, se conceda ó niegue el 
permiso ó habilitación correspondiente, para 
que estos matrimonios puedan tener ó no 
efecto. En las demás clases del Estado ha de 
haber el mismo recurso á los presidentes de 
clianciüerias y audieucias, y al regente de la 
de Asturias, los cuales procederán en los 
mismos términos (i). 

Los vicarios eclesiásticos que autorizaren 
matrimonio, para el que no estuvieren habi- 
litados los contrayentes según los requisitos 
que van expresados, serán expatriados y 
ocupadas todas sus temporalidades, y en la 
misma pena de expatriación y en !a de 
confiscación de bienes incurrirán los con- 
trayentes. 

Én ningún Tribunal eclesiástico ni secular 
de mis dominios se admitirán demandas de 
esponsales, sino es que sean celebrados por 
personas habilitadas para contraer por sí 
mismas según los expresados requisitos, y 
prometidos por escritura pública; y en este 
caso se procederá en ellas, no como asuntos 
criminales ó mistos sino como puramente 
civiles. 

Los infantes y demás personas reales en 
ningún tiempo tendrán ni podrán adquirir 
la libertad de casarse á su arbitrio sin licencia 
mía ó de los Reves mis sucesores, que se Ies 
concederá ó negará, en los casos que ocurran. 


(i) Hoy en virtud de la’ ley de 20 de junio 
de 1862, no hay recurso contra la negativa del 
padre, madre etc., para contraer matrimonio el 
menor de edad,- 


con las leyes y condiciones que convengan á 
las circunstancias. 

Todos los matrimonios que á la publica- 
ción de esta mi real determinación no estu- 
vieren contraidos , se arreglarán á ella sin 
glosas, interpretaciones ni comentarios, y no 
á otra ley ni pragmática anterior.» 

Ley 20, tit. II , lib. X, Nov. Recop. 

Se manda observar la ley anterior..,.. 

«Con motivo de cierta representación de 
los Sexmeros, procuradores síndicos gene- 
rales de la tierra de Salamanca, acerca de 
la costumbre inmemorial en que están los 
párrocos de aquella diócesis, de celebrar les 
matrimonios, precedidas lat moniciones y 
demás que está prevenido, sin dar cuenta al 
Tribunal eclesiástico, á no resultar impedi- 
mento ó necesidad de dispensa; he resuelto 
que así en dicha diócesis como en cualquiera 
otra donde hubiere tal costumbre, se guarde 
y observe sin hacer novedad, pero con ar- 
reglo en todo á la pragmática de 28 de abril 
del año último; siendo responsables los res- 
pectivos párrocos de cualquiera contraven- 
ción, y entendiéndose con ellos las penas 
que por la citada pragmática se imponen á 
los vicarios eclesiásticos.» 

Ley de 23 febrero de 1823. 

finando es necesaria licencia del ordinario etc. 

«Las Cortes, después de haber observado 
todas las formalidades prescritas por la Cons- 
titución, han decretado lo siguiente: «Se ob- 
servará uniforme y puntualmente en toda 
la Monarquía española lo dispuesto en los 
capítulos 1 ,° y 7 0 de h sesión vigésima cuarta 
del Concilio de Trento sobre la reformación 
del matrimonio. En su virtud los párrocos 
procederán á la celebración de los matrimo- 
nios sin licencia del ordinario cuando sean 
feligreses propios ó naturales ó domiciliados 
en sus mismas diócesis, comprendidos los 
soldados licenciados que presenten la compe- 
tente certificación de libertad, expedida por 
su respectivo párroco castrense, y autorizada 
por los jefes de su Cuerpo, Pero exigirán 
precisamente dicha licencia cuando los con- 
trayentes sean extranjeros, vagos, de ajena 
diócesis, ó intervenga circunstancia especial 
en la que con arreglo á derecho se necesite 
la intervención del ordinario. Lo cual pre- 
sentan las Córtes á S. M. para que tenga á 
bien dar su sanción. Madrid 21 de junio 
de 1822. — Madrid 23 de febrero de 1823.— 
Publíquese como ley. 

Ley de 5-7 enero de 1 837. 

Por esta ley se restableció la anterior que 
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había quedado sin efecto por la anulación de 
los actos constitucionales decretada en l.° de 
octubre de 1823. 

R. O. de i.° diciembre de 1837. 

Lo que deben contener las actas ó partidas 
matrimoniales y modelo: se halla en Bauti- 
zados, tomo 2.% p. 649. 

R. O. de 10 marzo de 1841. 

No es necesaria la intervención de notarios. 

(Grac. y Just.) «Por decreto de las 
Córtes constituyentes dado en 5 de enero 
de 1837, se restableció la ley de 6 de marzo 
de 1823, que^prevenia se observase lo dis- 
puesto en los capítulos l.° y 7.° de la se- 
sión 24 del Concilio de Trento sobre la 
reformación de! matrimonio, procediendo 
en su virtud los párrocos á la celebración de 
ellos sin licencia del ordinario cuando fuese 
entre feligreses propios ó naturales ó domi- 
ciliados en sus mismas diócesis, comprendi- 
dos los soldados licenciados que presentasen 
la competente certificación de libertad expe- 
dida por su respectivo párroco castrense y 
autorizada por los jefes de su cuerpo, y exi- 
giendo precisamente aquella licencia cuando 
los contraventores fuesen extranjeros, vagos, 
de ajena diócesis , ó hubiese circunstancia 
especial en la que con arreglo á derecho se 
necesitará la intervención del ordinario. 

Publicado en 7 de enero de 1837 aquel de- 
creto, y circulado á las autoridades corres- 
pondientes, se suscitaron al tiempo de la 
ejecución por parte de los eclesiásticos algu- 
nas dudas sobre la intervención de los nota- 
rios eclesiásticos en las diligencias matrimo- 
niales. Para resolver con presencia de lo ma- 
nifestado en su razón por varios prelados 
y párrocos, se instruyó el oportuno expe- 
diente, del cual así como de la exposición de 
las causas que para prevenir la observancia 
de lo dispuesto* en el Concilio Tridentino se 
manifestaron en las Córtes al tiempo de dis- 
cutirse los referidos proyectos, se ha entera- 
do la regencia provisional del reino. 

Y convencida de que al adoptar aquella 
disposición se propusieron las Córtes facilitar 
la celebración de matrimonios, y disminuir 
los gastos que resultaban á los contrayentes 
así por la necesidad de licencia del ordinario 
como por la intervención de los notarios 
eclesiásticos, de que no hablan ni el Concilio 
ni las le^es, se ha servido resolver que no 
es necesaria la indicada intervención de los 
notarios en las diligencias para la celebra- 
ción del isiatrimonio, cuando no se trate de 
algunas que deban practicarse ante un juez 


en el ejercicio de la jurisdicción contenciosa 
ó voluntaria. 

Lo que de órden de la regencia provisio- 
nal de.l reino comunico á V. para su inteli- 
gencia y efectos oportunos á su cumplimien- 
to. — Dios etc. Madrid 10 de marzo de 1841. 
[CL. t. 27, p. 228.) 

Ley de 20 junio de 1862. . 

Sobre el consentimiento y consejo para contraer ma- 
trimonio. 

(Grac. y Just.) «Doña Isabel 11 etc., sa- 
bed: que Jas Córtes han decretado y Nos 
sancionado lo siguiente: 

Artículo l.° El li jo de familia que no ha 
cumplido veintitrés años, y la hija que no ha 
cumplido veinte, necesitan para casarse del 
consentimiento paterno. 

Art. 2-.* En el caso del artículo anterior, 
si falta el padre ó se halla impedido para 
prestar el consentimiento , corresponde ia 
misma facultad á la madre, y sucesivamente 
en iguales circunstancias al abuelo paterno y 
materno. 

Art. 3.° A falta de la madre y del abuelo 
paterno y materno, corresponde la facultad 
de prestar el consentimiento para contraer 
matrimonio ai curador testamentario y al 
juez de primera instancia sucesivamente. Se 
considerará inhábil al curador para prestar 
el consentimiento cuando el matrimonio pro- 
yectado io fuese con pariente suyo dentro del 
cuarto grado civil. Tanto el curador como el 
juez, procederán en unión con los parientes 
mas próximos, y cesará la necesidad de ob- 
tener su consentimiento si los que desean 
contraer matrimonio, cualquiera que sea su 
sexo, hau cumplido la edad de veinte años. 

Art.. 4.° La Junta de parientes de que 
habla el artícuio anterior se compondrá: 

1 . ° De los ascendientes del menor. 

2. ° De sus hermanos mayores de edad, 
y de los maridos de las hermanas de igual 
condición, viviendo estas. A faltas de ascen- 
dientes, hermanos y maridos de hermanas, 
ó cuando sean menos de tres, se completará 
la junta hasta el número de cuatro vocales 
con los parientes mas allegados, varones y 
mayores de edad, elegidos con igualdad en- 
tre las dos líneas, comenzando por la del pa- 
dre. En igualdad de grado serán preferidos 
los parientes de mas edad. El curador aun 
cuando sea pariente, no se computará en el 
numero de los que han de formar la junta. 

Art. 5.° La asistencia á la Junta de pa- 
rientes será obligatoria respecto de aquellos 
que residan cu el domicilio del huérfano ó 
en otro pueblo que no diste mas de seis le- 
guas del punto en que haya de celebrarse la 
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misma; y *u falta, cuando no tenga causa 
legítima, será castigada con una miilta que 
no excederá de diez duros. Los parientes que 
residaD fuera de dicho rádio, pero dentro de 
Ja Península é islas adyacentes, se¡rán tam- 
bién citados, aunque les podrá servir de jus- 
ta escusa la distancia. Eu todo ¿aso formará 
parte de la Junta el pariente de grado y con- 
dición preferentes , aunque no citado que 
espontáneamente concurra. 

Art. 6.° A falta de parientes, se comple- 
tará la junta con vecinos honrados, elegidos, 
siendo posible, entre los que hayan sido ami- 
gos de los padres del menor. 

■ Art. 7.° La reunión .se efectuará dentro 
de un término breve, que sé fijará en pro- 
porción á las distancias, y los llamados com- 
parecerán personalmente ó por apoderado 
especial, que no podrá representar mas que 
á uno solo . 

Art. 8.° La junta de parientes será con- 
vocada y presidida por el juez de primera 
instancia del domicilio del huérfano, cuando 
le toque por la ley prestar el consentimiento 
en los demás casos lo será por el juez de paz. 
Dichos jueces calificarán las escusas de los 
parientes, impondrán las multas de que ha- 
bla el art. 4.°, y elegirán los vecinos honra- 
dos llamados por el art. 6.° 

Art. 9.° Las reclamaciones relativas á la 
admisión, recusación ó exclusión de algún 
pariente se íesolverán en acto previo y sin 
apelación por la misma junta, en ausencia de 
las personas interesadas. Solo podrá solicitar 
la admisión el pariente que se crea en grado 
y condiciones de preferencia. Las recusacio- 
nes de los mismos se propondrán únicamen- 
te por el curador ó por el menor, y siempre 
con expresión dol motivo. Cuando de la re- 
solución de la junta resulte la necesidad de 
una nueva sesión, se fijará por el presidente 
el día en que deba celebrarse. 

Art. 10. El curador deberá asistir á la 
junta^'y podrá tomar parte en la deliberación 
de los parientes respecto á la ventaja ó in- 
convenientes del enlace proyectado; pero 
votará con separación, lo mismo que el juez 
de primera instancia en su caso. Cuando el 
voto del curador ó el del juez de primera ins- 
tancia no concuerdc ron el de la junta de pa- 
rientes, prevalecerá el voto favorable al ma- 
trimonio. Si resultare empate en la junta 
residida por el juez de primera instancia, 
irimirá este la discordia. En la presidida 
por el juez de paz dirimirá la discordia el 
pariente mas inmediato; y si hubiere dos en 
igual grado, ó cuando la junta se componga 
solo de vecinos, el de mayor edad. 

Árt. 11. Las deliberaciones de la junta 
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de parientes serán absolutamente secretas. 
El escribano y secretario del Juzgado inter- 
vendrán solo en las votaciones y extensión 
del acta, la Cual deberán firmar todos los 
concurrentes, y contendrá únicamente la 
constitución de ja .junta y las resoluciones y 
voto de la misma, y los del curador ó juez e¿ 
sus ca'sos respectivos. 

Art. 42. Los hijos naturales no necesitan 
para contraer matrimonio del consentimien- 
to de. los abuelos: tampoco de la interven- 
ción délos parientes cuando el curador ó el 
juez sean llamados á darles el permiso. 

Art. J3. Los demás hijos ¡legítimos solo 
tendrán obligación de impetrar el consenti- 
miento de la madre; á fulta.de ésta el del cu- 
rador si lo hubiese: y por ultimo, el del juez 
de primera instancia. En ningún caso se 
convocará á lós parientes. Los jefes de las 
casas de expósitos serán considerados para 
los efectos de esta ley como curadores de los 
hijos ilegítimos recogidos y educados en 
elias. 

Art. 14. Las personas autorizadas para 
prestar su'consentimiento, no necesitan ex- 
presar las razones en que se funden para 
rehusarlo, y contra su disenso no se dará re- 
curso alguno. 

Art. 15. . Lo.s hijos legítimos mayores de 
23 años, y las hijas mayores de 20, pedirán 
consejo, para contraer matrimonio á sus pa- 
dres ó abuelos por el órden prefijado en los 
artículos l.°y 2.° Si no fuere el consejo fa- 
vorable, no podrán casarse hasta después de 
trascurridos tres meses desde la fecha en 
que le pidieron. La petición del consejo se 
acreditará por declaración del que hubiere 
de prestarlo ante notario público ó eclesiásti- 
co, ó bien ante el juez de paz, previo reque- 
rimiento y en comparecencia persona!. Los 
hijos que contraviniesen á las disposiciones 
dei presente artículo incurrirán en Ja pena 
marcada en el art. 483 del Código penal, y el 
párroco que autorizare tal matrimonio en la 
de arrestó menor. 

Art. 16. Quedan derogadas todas Jas le- 
yes contrarias alas disposiciones contenidas 
en la presente. — Por tanto mandamos etc. 
En palacio á 20de junio de 1862.» ( Gac , 24 
junio.) 

R. O . de 16 diciembre de 1863. 

Las excusas del padre á dar el consejo proseen el 
efecto de la negativa. 

(Grac. v Jüst.) «Hé dadocueDtaá la rei- 
na de una exposición de D. Cayo Polo, na- 
tural de la Nava del Rey, manifestando que 
á pesar de hallarse en lá edad en que Ja ley 
solo requiere el consejo paterno para eon- 
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traer matrimonio, y de haberlo solicitado 
por dos distintas ocasiones en la forma que 
previene el art. 15 de la ley de 20 de jimio 
de 1862 ante el juez de paz de la Nava, de- 
jando trascurrir tres meses de la una á la 
otra, no se le considera por el párroco ni 
por el tribunal eclesiástico de esa diócesis 
con aptitud legal para celebrar el matrimo- 
nio, en atención á haberse excusado su pa- 
dre con evasivas de dar ó negar el consejo 
pedido. Comprobada la exactitud de estos 
hechos por el informe de V. S., techa 7 del 
corriente; y considerando que al determinar 
la ley que ios hijos tuvieran necesidad de pe- 
dir el consejo paterno en cualquier edad, 
obedeció á dos principios de alto interés mo- 
ral, á saber: primero, que los hijos no pue- 
dan jamás prescindir del respeto y dol'ererr- 
cia queá los mayores son debidos, abstenién- 
dose de contraer un compromiso tan solem- 
ne sin darles conocimiento de él y pedirles 
consejo: segundo, que en el caso de que el 
parecer del padre no sea favorable á los pro- 
yectos del hijo, deba trascurrir el plazo de 
tres meses antes de realizarlos para dar lu- 
gar á la reflexión é impedir que unos lazos 
tan sagrados sean la obra de tin momento de 
pasión ó acaloramiento: considerando que la 
interpretación dada por esa curia eclesiásti- 
ca destruiría el espíritu de la ley, pues deja- 
ría en mano de los padres un medio de elu- 
dir sus disposiciones y de poner unvetoper- 
pétuo al casamiento de los hijos lo cual tam- 
poco es conforme á su letra, limitada á exigir 
del hijo el acto deferente de pedir en forma 
el consejo, y acreditarlo debidamente: con- 
siderando que si la negativa del padre á dar 
el consejo, después de ser solemnemente re- 
querido, no tiene virtud mas que para dila- 
tar por tres meses la celebración del matri- 
monio, seria absurdo suponer que las evasivas 
para responder tuvieran mas fuerza que aque- 
lla, no siendo en rigor mas que una forma 
de la negativa; se ha servido S. M. resolver 
que D. Cayo Polo ha cumplido con lo dis- 
puesto en el árt. 15 de la ley de 20 de junio 
de 4862, y que en todos los casos análogos 
se entienda que la obligación del hijo á pedir 
el consejo paterno está cumplida con reque- 
rirlo y acreditarlo eu los términos que pre- 
viene dicho art. 15, sin que jamás las evasi- 
vas del padre puedan producir otro efecto 
que drde una negativa. — De real órden etc. 
Madrid 16 de diciembre de 1863. — Monáres. 
— Sr, Gobernador eclesiástico de Yalladolid.» 
(Gac. 30 diciembre.) 

R. 0. de 21 julio de 1865. 

Establece que los jaeces de paz pasen al 


domicilio de los que han de prestar el con- 
sentimiento ó consejo paterno, si estos están 
físicamente impedidos, y está inserta en Jus- 
ticia, t. 8.°,p. 804. 

R. O. de 6 junio de 1867. 

Modo do acreditar el consentimiento ó consejo para 
contraer matrimonio; papel sellado... 

(Hac.) «He dado cuenta ála reina del ex- 
pediente consultado por Y. I. á este Ministe- 
rio sobre la clase de papel sellado en que 
deben extenderse las aüigencias y testimo- 
nios de los consejas que según la ley de 20 
de jimio de 1862 han de prestar loá padres á 
sus hijos para contraer matrimonio. Entera- 
das. M., y conformándose con lo propuesto 
por Y. I., se ha dignado resolver. 

1. ° Cuando el consentimiento ó consejo 
favorable ó adverso de los padres y demás 
personas que deben prestarlo para la cele- 
bración del matrimonio, con arreglo á la 
ley, se dé en diligencias judiciales deberá 
usarse en ello del papel del sello de 60 cén- 
timos de escudo, con arreglo á lo dispuesto 
en el art. 27 del R. D. de 12 de setiembre 
de 486 i . 

2. ° Cuando se consigue dicho consenti- 
miento ó consejo en escritura pública, se 
usará en su copia del sello 5.° de precio 3 
escudos, 20 cents., á tenor del art. 9." del 
propio Real decreto. 

3. ° Cuando lo sea por medio de acta no- 
tarial, esta habrá de extenderse en papel del 
sello 9.°, ósea de 20 cents, de escudo, en 
armonía con lo mandado en el párrafo pri- 
mero, art. 13 del antes citado Real decreto, 
y por el art. 101 del reglamento general de 
30 de diciembre de 1802 para el cumplimien- 
to de la ley de 28 de mayo del citado año so- 
bre Ja constitución deí notariado; pero se 
empleará el sello 8.° de precio 40 céntimos 
de escudo en los testimonios que de las actas 
de que trata la regla anterior libren los no- 
tarios autorizantes de las mismas, como caso 
comprendido en la regla 1. a del artículo 12 
del R. D. de 12 de setiembre de 1861. De 
Real órden etc. Madrid 6 de junio de 1867. 

Barzanallana. — Sr. Director general de 
Rentas Estancadas y Loterías.» (Gac. 12 
julio.) 

Jar aprudencia. 

Como se entiende el impedimento cul- 
tus disparitas : validez del matrimonio 
entre católicos y protestantes , siendo nulo 
el posterior.— Aunque el siguiente fallo 
del vicario y juez eclesiástico de Madrid, 
no se ha publicado en la Gaceta sino 
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como dictado én rebeldía , con arreglo 
al art. 1190 de la Ley de ^ajuiciamien- 
to civil, nosotros le hemos recogido para 
el Diccionario como muy importante por 
la doctrina canónica que en él se consig- 
na, respecto á la validez del matrimonio 
de los católicos con los protestantes, y la 
consiguiente nulidad de otro posterior 
que celebre cualquiera de los cónyuges 
en vida de los dos. Hé aquí á la letra este 
fallo. 

«En la muy heróica villa y córte de Ma- 
drid, á 8 de abril de 1863 , el Sr. D. José de 
Lorenzo y Aragonés, presbítero, doctor en 
sagrados Cánones vicario , jaez eclesiás- 

tico ordinario de la misma y su partido con 
Real auxiliatoria, etc.: 

Vistos estos autos seguidos entre partes, 
de la una, como demandante, la Excelentí- 
sima señora doña Lucía Little de Gaminde, y 
en nombre, etc.; y de la otra el Excmo. se- 
ñor don Benito Alejo |de Gaminde, y por su 
rebeldía los estrados del Tribunal de esta Vi- 
caría eclesiástica, sobre que se declare vá- 
lido el matrimonio entre ambos señores con- 
traído , y en su virtod nulo y de ningún 
valor ni efecto el segundo que el mismo de- 
mandado contrajo después con doña Fran- 
cisca Schimpf: 

Resultando que D. Benito Alejo de Ga- 
minde y doña Lucía Liítle de Gaminde, cele- 
braron su «enlace matrimonial el dia 4 de 
enero de 1828 en !a parroquia de Santa Ma- 
ría Lambeth , perteneciente al culto oficial 
del Reino unido de Inglaterra, Irlanda y Es- 
cocia, ante el cura de la misma parroquia 
Charleston Lañe, y los testigos Jaime Long- 
man Gasoler y Juan Leager: 

Resultando que D. Benito Alejo de Gamin- 
de y doña Lucía Little de Gaminde , conta- 
taban al tiempo de contraer dicho matrimo- 
nio la edad de treinta y cuatro y veintitrés ■ 
años respectivamente, y que ambos se ha- ; 
liaban mozos solteros y libres: 

Resultando que D. Benito Alejo de Ga- I 
rnmde había sido bautizado, según el rito I 
católico, apostólico romano , en la anteigle- 
s a de Alonsótegui, diócesis de Calahorra, el 
día 18 de agosto de 1794, y que doña Lucía 
LittiB de Gaminde lo había sido según el rito 
anglicano, en la capilla protestante inglesa 

í e ¿T 1 ?? cerca de Devices , en el condado 
ae Wiltshire el dia 6 de mayo de 1805: 

Resultando que del referido matrimonio 
consumado nació uu hijo llamado D. Pedro 
Benito de Gaminde, el cual recibió el bau- 
tismo el día 5 de junio de 1837 en la parro- 


quia de Santa María T Lambeth , condado de 
Surrey, del dicho reino de Inglaterra: 

Resultando que D. Benito Alejo de Gamin- 
de , viviendo su primera mujer doña Lucía 
Little de Gaminde, contrajo nuevo matrimo- 
nio el dia 19 de abril de 1830 con doña Fran- 
cisca Schimpf, en la referida ciudad de Lón- 
dres, parroquia de San Jorge, ante el cura 
de ella G. P. Sandil, y los testigos D. Gre- 
gorio de Bayo, D. Aureliano de Boruete , y 
D. Telesforo de Trueba y Cosío , cuyo ma- 
trimonio fué posteriormente ratificado en las 
iglesias católicas de Sau Salvador de Navar- 
ra, en España; y Saint Severin de Burdeos, 
en Francia: 

Resultando que todos los anteriores ex- 
tremos constan evidentemente probados con 
las respectivas partidas que de una manera 
la mas legal y fidedigna obran en estos 
autos : 

Considerando que D. Benito Alejo de Ga- 
minde y doña Lucía Little de Gaminde, eran 
hábiles para casarse cuando contrajeron su 
matrimonio, y que entre ellos no existía im- 
pedimento alguno dirimente que le anulara: 

Considerando que si bien doña Lucía Lit- 
tle de Gaminde, profesaba la religión pro- 
testante anglicana cuando se casó con D. Be- 
nito Alejo de Gaminde , se hallaba sin em- 
bargo bautizada según el rito esencial de la 
verdadera Iglesia de Jesucristo , como apa- 
rece plenísimamente justificado desde el fó- 
lio 296 al 303, sin que tenga lugar la menor 
duda en contrario: 

Considerando que por el Santísimo Sacra- 
mento del bautismo rectamente administra- 
do, se hace verdadero cristiano e! que le re- 
cibe, y que aunque abrigue los mayores 
errores cootra la fé, no por eso se le puede 
imputar nunca después el impedimento di- 
rimente de la disparidad de cultos si llega á 
casarse con un cristiano ortodoxo: 

Considerando que tampoco puede tener 
lugar en el enunciado matrimonio el impe- 
dimento dirimente de clandestinidad , por 
haber sido celebrado en un país donde care- 
cen de fuerza obligatoria las disposiciones 
disciplinares del Santo Concilio ae Trento 
por no haberse promulgado en él: 

Considerando que el sagrado vínculo ma- 
trimonial existente entre O. Benito Alejo de 
Gaminde, y doña Lucia Little de Gaminde, 
es de todo punto incompatible con cualquie- 
ra otro matrimonio mientras no se disuelva 
por la muerte de alguno de los dos cónyuges. 

Considerando que la precedente doctrina 
se halla corroborada también con la muy 
respetable opinión del Emmo. Spmo. Señor 
Cardenal Wiseman, el cual en un docuraen- 
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to auténtico librado por S. .Erna, en West- 
mister, fecha 19 de octubre de 1861 , que 
original existe al fólio 334 de estos autos, 
exfresa terminantemente que no parece 
niDgun impedimento para que se declare vá- 
lido, aunque ilícito, el primer matrimonio 
de D. Benito Alejo de Gaminde con Duna 
Lucía Lidie’ de Gam inde, al paso que obsta 
al segundo del mismo con Doña Francisca 
Schimpf el impedimento de bigámen. 

Considerando que la rebeldía de D. Beni- 
to Alejo de Gaminde negándose á tomar par- 
te en este litigio testifica de su mala causa, 
y depone contra su conducta y decidido em- 
peño de permanecer separado de su primera 
consorte Doña Lucia Little de Gaminde para 
vivir unido á la segunda Doña Francisca 
Schimpf: 

Y considerando, en fin, cuanto el defensor 
de matrimonios y fiscal eclesiástico de este 
Tribunal lian expuesto en sus diferentes es- 
critos en cumplimiento del. alto deber que 
Ies incumbe, y de lo que tan sabiamente 
previenen las bulas pontificias y demás dis- 
posiciones que rigen en la materia. 

Fallamos que debíamos declarar y decla- 
ramos válido y subsistente, aunque ilícita- 
mente contraigo por ü. Benito Alejo de Ga- 
minde, el matrimonio de este con Dona Lu- 
cía Little de Gaminde, y en su consecuencia 
nulo y de ningún valor ni efecto el segundo 
celebrado con Doña Francisca Schimpf, el 
cual solo puede considerarse como un con- 
cubinato adulterino y criminal , contrario á 
las leyes eclesiásticas y civiles vigentes en 
España, y ofensivo á la moral pública y las 
buenas costumbres, especialmente desde que 
se acordó é intimó á los culpables D. Benito 
Alejo de Gaminde y Doña Francisca Schimpf 
su separación. Por lo tanto, y con arreglo á 
las prescripciones del derecho canónico, y 
en particular á lo que entre otros muchos 
disponen los capítulos I y II, tít. IV, lib, IV, 
de las decretales, procédase inmediatamente 
á la referida separación de D. Benito Alejo 
de Gaminde y de Doña Francisca Sehimpt, 
impetrando, si necesario fuese, el auxilio de 
la autoridad civil, prévio el correspondien- 
te exhorto al juez competente tan luego como 
esta nuestra sentencia cause ejecutoria. 

Se impone á D. Benito Alejo de Gaminde, 
por vía de expiación y de saludable peniten- 
cia, un mes de ejercicios espirituales en el 
convento de PP Jesuítas de Loyola, atendida 
la proximidad al punto de su residencia, ex- 
hortándole á que en este tiempo haga con- 
fesión general y reciba la Sagrada Eucaristía. 

Se condena al mismo D. Benito Alejo de 
Gaminde al pago de todas las costas y gas- 


tos de este proceso , sin perjuicio de pasarse 
también al Tribunal que convenga el tanto 
de criminalidad civil que contra el mismo 
Gaminde resulta á los efectos consiguientes. 

Y por último, se le declara obligado á 
restituirse á su primera , única y legítima 
esposa Doña Lucía Little de Gaminde, á cu- 
yo efecto deberá esta abjurar previamente sus 
errores para ratificar dicho matrimonio in 
facie ecclesicB , impetrando entre tanto la 
oportuna habilitación á fin de que puedan 
cohabitar licitamente y vivir unidos sin el 
menor peligro. 

Pues asi por esta nuestra sentencia defi- 
nitiva, que se publicará en lo periódicos ofi- 
ciales, Gaceta y Diarios de Avisos de Ma- 
drid y Boletín de esta provincia , según lo 
dispuesto en el art. 4 .4 90 de la ley de En- 
juiciamento civil, además de hacerlo en los 
estrados de este Tribunal y por edictos que 
se fijarán en los mismo, asi lo proveimos, 
acordamos y firmamos, de que el infrascrito 
notario da fé. — Dr. D. José de Lorenzo. — Ro- 
mualdo de Brea.» ( Gac . 20 abril.) 

Está conforme con la doctrina del an- 
terior fallo, la del eminente canonista 
Sr. Aguirre en su curso de disciplina 
eclesiástica. «Entiéndese, dice, por dis- 
paridad de culto no toda diferencia de 
religión, sino tan solo la que procede de 
estar, uno de los cónyuges bautizado y 
otro no:» y añade después, que así las 
disposiciones canónicas como ias -civiles, 
consideran válidos los matrimonios cele- 
brados entre católicos y hereges, si bien 
los prohíben para evitar la perversión del 
católico y por otras consideraciones que 
explican latamente los teólogos y cano- 
nistas. 

MATRIMONIO CIVIL. Toda la doctrina 
dei artículo anterior se refiere al matri- 
monio como sacramento, único que has- 
ta hoy se ha conocido en España. La ins- 
titución del matrimonio civil está ya 
planteada en principio desde la revolu- 
ción política de setiembre de 1868, y la 
Constitución de 1869 , ha venido ¿san- 
cionarla estableciendo la libertad de cul- 
tos. Al efecto el Ministro de Gracia y 
Justicia presentó á las Cortes Constitu- 
yentes en la sesión de 21 de mayo pre- 
sente ,año (1869) el proyecto de libro 
primero del Código civil donde se esta- 
blece el matrimonio civil; proyecto que 
no ha podido convertirse en ley por lo 
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avanzado de la estacion^pero quelo será 
Iüego que reanuden sus sesiones las Cor- 
tes Constituyentes. En dicho proyecto se 
establece que el matrimonio haya de ce- 
lebrarse precisamente delante del oficial 
del registro civil del domicilio de una de 
las partes, ó de su residencia , si llevase 
en ella mas de seis meses, en la forma 
que determinan sus disposiciones, que 
descienden á regular todo lo relativo á 
este asunto, á la publicidad de los pro- 
yectos matrimoniales, á los impedimen- 
tos, á los deberes y obligaciones de ma- 
rido y muger, á la naturaleza y efectos 
del divorcio, á la disolución del matri- 
monio y á su nulidad. 

El matrimonio será, como hoy, indiso- 
luble no siendo por muerte de uno de 
los dos cónyuges, y la nulidad no podrá 
decretarse sino en casos muy limitados. 

También será necesario el consenti- 
miento paterno ó de quien corresponda, 
si el contrayente no iuviere 21 anos, y 
sin este requisito, como dispone también 
la ley de 20 de junio de 1862, no puede 
de modo alguno procederse al matri- 
monio. Se exige igualmente el consejo 
que dispone dicha ley para los mayores 
de edad que quieran casarse, pero pu- 
diendo llevar á cabo el matrimonio en 
caso de negarse el consejo después de 
trascurridos tres meses desde que se 
pidiere. La diferencia de religión ya no 
será en adelante un impedimento para 
casarse si se aprueba el referido pro- 
yecto. Se fija la edad de 14 y 12 años 
respectivamente en "el hombre y la mu- 
jer para poder contraer matrimonio, y 
prohíbe pasarse á los que tienen hecho 
voto de castidad y á los que enumerar 
por incapacidad física ó moral : casos 
previstos en lo general, en la legislación 
que hoy rige. Otra innovación que se 
advierte en el mencionado proyecto, es 
el no reconocer esponsales de futuro, ó 
no poderse obligar judicialmente á que 
uno se case con la persona con quien 
tiene contraída promesa de matrimonio. 

Aquí debemos hacer constar que el 
proyecto no se opone á que el matri- 
monio civil se eleve á Sacramento. 
MATRIMONIOS DE EMPLEADOS PÚBLl- 
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eos. Necesitan obtener licencia para 
contraer matrimonio los empleados de 
Reai nombramiento para que sus fami- 
lias puedan tener derecho á las pensio- 
nes ae Monte- píos. Véase Jubilados ce- 
santes, etc. donde se insertan las dispo- 
siciones que lo previenen. 

MATRIMONIOS DE MILITARES. Licen- 
cia y requisitos, Los militares y todos 
los individuos que gozan del fuero de 
guerra necesitan, para contraer matrimo- 
nio, cumplir con los requisitos del con- 
sentimiento paterno, proclamas y demás 
que dejamos enunciados en el artículo 
Matrimonio, y obtener también el real 
permiso, sin el que además de ser priva- 
dos de su empleo, pierden todo derecho 
que pudieran tenersus familias á los be- 
neficios del Mónte-pío militar, de tal mo- 
do, que aun siendo reintegrados en el 
destino por efecto de real gracia de in- 
dulto, no por eso recobrará su familia el 
derecho á los beneficios del Monte. Así 
está ordenado por el capítulo X del re- 
glamento del referido Monte-pío y por 
las siguientes disposiciones: 

R. O. de 20 junio de 1831. 

(Guerra.) ......Ha venido S. M. eD con- 
ceder incorporación al Monte-pío militar á 
los auditores de guerra y á los fiscales de 
los Juzgados militares, y de estos los que 
gocen igual ó mayor sueldo que los fiscales 
de marina.» ( Publicada en l.° de enero de 
1856. CL< t. 67, p. 4.) 

R . O. de 9 mayo de 1833. 

Se dictan varia* disposiciones lobrs el modo de proce- 
der en los caios apurados de honor y de conciencia á 
la celebración de matrimonios de lo* militares. 

(Guerra. ) «Al secretario del Consejo Su- 
premo de la Guerra digo hoy lo que sigue: 
Los casos apurados de honor y de conciencia 
que en punto á matrimonios de militares sue- 
len ofrecerse con circunstancias urgentes y 
agravantes de prole habida ó presunta, y de 
peligro próximo de muerte de algunos de los 
contrayentes, que las mas veces no dan tiem- 
po á solicitar la real licencia en el órden es- 
tablecido, ni aun á pedirla como asunto re- 
servado por conducto del Patriarca Vicario 
general de los reales ejércitos, baD llamado 
la soberana atención de S. M., que desean- 
do evitar las consecuencias de mayor tras- 
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cendencia en tan grave materia y críticos 
momentos, cubrir el honor comprometido, y 
legitimar la inocente desgraciada prole dan- 
do tranquilidad á los que se hallan en el ar- 
tículo de la muerte; y con el fm de prevenir 
al propio tiempo por reglas de prudencia lo? 
abusos de la desmoralización; después de ha- 
ber oido S. M. á su Consejo Supremo de la 
Guerra, en vista.de lo que sobre, el particu- 
lar expuso ya antes de ahora el Patriarca vi- 
cario general de los reales ejércitos, ha teni- 
do á bien manglar que en lo sucesivo se ob- 
serve puntualmente lo que se establece en 
los artículos siguientes: 

Artículo 4.° Aunque no deba presumir- 
se de la religiosidad y honor de los oficiales 
del ejército que vivan en compañía de muje- 
res con quiénes estén comprometidos para 
casarse, si no obstante esto sucediese algona 
vez, y eD tal estado acaeciese la enfermedad 
será la primera diligencia indispensable la 
separación de la mujer de la casa del enfer- 
mo con el pretexto mas honesto que la pru- 
dencia arbitre, desatendiendo las razones 
que en contrario se aleguen , y sin cuya di- 
ligencia ninguna otra se practicará relativa 
al matrimonio. Lo mismo se efectuará cod el 
oficial si la mujer con quien tratase de ca- 
sarse fuese la enferma. 

Art. 2.° El oficial que así comprometido 
enfermare de peligro y tratase de remediar 
los daños con el cumplimiento de su obliga- 
ción, dará cuenta del estado en que se vea 
cod certiücacion del médico, al subdelegado 
castrense del territorio, con todas las cir- 
cunstancias que concurran en el caso , así 
por su parte como por la de la mujer com- 
prometida, y el subdelegado, si esto ocurrie- 
se en el pueblo de su residencia, pasará luego 
con su notario á la casa del oficial enfermo, y 
se extenderá por diligencia del expediente 
como reservado la misma relación del oficial 
que firmará si pudiese, y seguidamente prac- 
ticará la misma con la mujer comprometida, 
con aquella atención y cautela que merecie- 
ren los interesados y’ el asunto. Si sucediese 
el caso en otro pueblo distinto del de la re- 
sidencia del subdelegado, comisionará este 
al cura castrense ó a la persona eclesiástica 
mas de su satisfacción y confianza para la 
referida diligencia y demás que después se 
dirán. 

Art. 3.° Seguidamente el subdelegado 
dispondrá que otro médico de su confianza 
visite al enfermo, y certifique el estado y 
gravedad de su dolencia, á cuya diligencia, 
ae oficio, ninguno podrá excusarse; y estan- 
do conformes los dos facultativos, conferen- 
ciará con ellos si probablemente dará treguas 
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el mal para acudir á S. M. por el conducto 
del Patriarca para impetrar la Real licencia, 
y creyéndose que no dará estas treguas el 
mal, practicará el subdelegado las diligen- 
cias de libertad, soltería y carencia de todo 
■ impedimento por parte dél militar, pasando 
oficio al diocesano cara las mismas por la 
contrayente, si fuese de su jurisdicción, el 
cual tendrá también acción y derecho para 
tomar, si quisiese, otros informes sobre la 
gravedad de la emermedad; cuyas diligen- 
cias, constando á los dos jueces, quedarán 
terminadas á costa de los respectivos intere- 
sados y á punto de concederse la respectiva 
licencia por el ordinario y castrense, obtenida 
que préviameDíe sea la de que trata el ar- 
tículo siguiente en el caso que á continuación 
se expresa. 

Art. 4.° Continuando la enfermedad sin 
alivio, y administrado ya el Viático por dictá- 
men del médico, si este considerase al en- 
fermo como desahuciado, y sin esperanza de 
remedio, se avisará ai subdelegado, quien 
dispondrá que. vuelva á visitar al enfermo el 
facultativo que de oficio antes le vio, y es- 
tando los dos conformes en el desahucio, y 
en caso de discordia,, cortándola con su dic- 
tamen otro tercer facultativo, sieoDstase por 
certificación de dos la probabilidad del falle- 
cimiento del oficial ó de la contrayente, si 
esta fuese la enferma, se acudirá por el sub- 
delegado, ó personal ú oficialmente y con 
las diligencias originales a! oficia] de mayor 
graduación que hubiere en el pueblo ó punto 
mas inmediato de donde el caso ocurre, quien 
en vista de estar cumplido lo que esta ins- 
trucción previene, declarará estar concedida 
la Reai licencia para tal matrimonio, y libra- 
das seguidamente la de los jueces eclesiásti- 
cos se verificará aquel con la asistencia de 
los curas de los contrayentes, preparados 
estos pora recibir el Sacramento, y el sub- 
delegado dará cuenta de todo al Patriarca 
Vicario general por el mas próximo correo, 
así como en los sucesivos del fallecimiento 
ó de la mejoría del enfermo que casó en aquel 
estado. 

Art. 5.* Los oficiales que con tales [cir- 
cunstancias y en los términos expresados 
contrajesen matrimonio, no dejarán á sus 
mujeres ni hijos derecho alguno á viudedad, 
ni opcion al monte-pio, aun cuando sus cau- 
santes hubiesen tenido en su tiempo la gra- 
duación de ordenanza. 

Art, 6.° Y últimamente, es la soberana 
voluntad de S. M. que los capellanes y jefe» 
de los Cuerpos del ejército respecto de los 
oficiales que en ellos sirvan, y los capitanea 
generales y demis jefes militares, con reía- 
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cion ¿ los que de su respectiva autoridad 
dependan, velen con el celo que correspon- 
de y les está eocargado, el evitar el escán- 
dalo y mal ejemplo que tales compromisos 
públicos causan, y procuren cortarlos del 
modo mas conveniente para que no lleguen 
al punto crítico de que el peligro de la muerte 
les avise su estado y ooligacion. — De Real 
órden etc. Madrid 9 de mayo de 1833.— Cruz. 
(CL., t. I8,p. 111). 

i?. O , de 28 julio de 1848. 

(Guerra.) Se manda cumplir puntual- 
tualmente lo prevenido en el art. 18, capí- 
tulo X del reglamento del Monte-pío militar 
y que consiguientemente perderán sus em- 
pleos los oficiales cuando por haber compro- 
metido el honor de una mujer , se vean en la 
necesidad de contraer matrimonio. ( CL . to- 
mo 44, p. 246.) 

R. O. de 30 octubre de 1855. 

Licencias á jefes y oficiales. 

(Guerra.) «Atendiendo á las razones que 
de acuerdo con el parecer del Consejo de 
Ministros me ha expresado el de la Guerra, 
veDgo en decretar lo siguiente: 

Artículo l.° Queda prohibido á los jefes 
y oficiales del ejército solicitar real licencia 
para contraer matrimonio hasta tener la edad 
de 25 años. 

Art. 2.° Queda derogado el artículo 2.° 
cap. VIH del reglamento de Monte-pío mi- 
litar en la parte que concede opcion á los 
beneficios del mismo á los graduados de 
capitán, en la inteligencia, que esta disposi- 
ción se entiende solo con los que obtengan 
dicho grado desde la fecha de este Real de- 
creto, pero no con los que se hallan hoy en 
posesión de él. 

Art. 3.° Queda asimismo derogado el ar- 
tículo 9.°, cap. X del expresado reglamento 
y reales órdenes aclaratorias al mismo, de- 
biendo observarse, en lugar de lo que en 
aquellas disposiciones se consigna, las re- 
glas siguientes: 

Pnmera. Todo subalterno del ejército 
sea ó no graduado de capitán, al solicitar en 
lo sucesivo real licencia para casarse, ha de 
acreditar con documento original y feha- 
ciente el depósito prévio, hecho en su nom- 
bre ó en el de la persoua con quien ha de 
enlazarse, de la cantidad de 80.000 rs. vn. en 
metálico, ó su equivalente en papel del Es- 
tado, que se admitirá al precio que se cotice 
el día en que dicho depósito se verifique en 
la caja general de los del reino, la cual abo- 
nará los intereses de este capital, únicamen- 


te á la persona en cuyo nombre se hubiese 
impuesto. 

Segunda. Los subalternos que por estar 
en posesión del grado de capitán en el día 
déla fecha tienen derecho á viudedad, po- 
drán retirar el mencionado depósito al as- 
cender á capitanes efectivos, á cuyo fin lo 
solicitarán oportunamente, y se les devolve- 
rá, prévía Rea^ órden, que se pasará por el 
Ministerio de la Guerra ai de Hacienda, sin 
cuyo requisito no podrá levantarse ninguno 
de estos depósitos. 

Tercera. Las viudas de los oficiales que 
se oasen sin opcion á los beneficios de Mon- 
te pío, podrán retirar el depósito al falleci- 
miento de sus esposos; si estos quedasen 
viudos sin hijos, podrán asimismo retirarlo; 
pero si al morir la mujer quedasen hijos del 
matrimonio, el depósito continuará hasta el 
fallecimiento : el padre ó hasta tanto que los 
hijos lleguen á la mayor edad, ó perciban 
sueldo y las hijas tomen estado. 

Art. 4. g Para los casamientos llamados 
dr conciencia se aplicarán con todo rigor las 
disposiciones del art, i 8, cap. X del Regla- 
men'o y R. O. de 9 mayo de 1833. 

Art. 5.° Los sargentos no podrán casar- 
se ínterin pertenezca á esta clase, sin renun- 
ciar el derecho á ascender á oficiales, á me- 
nos que no acrediten las circunstancias que 
á estos se exigen para verificarlo. 

4 Art. 6.* Estas disposiciones tendrán cum- 
plido efecto desde la fecha de este Real de- 
creto, quedando en su fuerza y vigor el Re- 
glamento de l.° de enero de 1796, y reales 
disposiciones adicionales al mismo, en cuan- 
to no se opongan á lo que se previene en los 
anteriores artículos. 

Dado en Palacio á 30 deotubre de 1855.-T* 
Está rubricado de la Real mano. — El Minis- 
tro de la Guerra, Leopoldo O'DonnelI.» 

Lo traslado á Y. E., de órden de S. M. pa- 
ra su conocimiento y efectos consiguientes; 
en el concepto de que las instancias que en 
adelante promuevan los individuos de las ar- 
mas é institutos del ejército, solicitando li- 
cencia para contraer matrimonio, se dirigi- 
rán al Tribunal Supremo de Guerra y Mari- 
na, según antes estaba prevenido. — Diosetc- 
Madriu 31 de octubre de 1855. (CL. t. 66, 
pág. 287.) 

R. O. de 1 ,° enero de 1856. 

Mediante no haber sido publicada hasta 
esta fecha la R. O. de 20 de junio de 1831, 
se ordenó para que no sufrieran perjuicio los 
auditores de guerra y los fiscales militares 
. que hubiesen contraído matrimonio sin Real 
licencia, que en el término improrogable de 
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cuatro meses acudiesen á solicitar !a de Su ■ 
Majestad para obtener su incorporación ai 
Monte pío militar. {CL. t. 61, p. 3.) 

R. O. de 29 febrero de 1856. 

Empleados dol cuerpo político militar. 

(Guerra.) Por este se declara que la$ 
reglas del R, D. de 30 de octubre de 1855 no 
comprenden á los empleados del cuerpo po- 
lítico-militar, ni á los de las secciones-archi- 
vos de las capitanías- generales. (CL. t. 67, 
pág. 300.) 

R. O. de 30 abril de 1856. 

Ucencias para cabos, tambores y soldados. 

(Guerra.) «He dado cúenta á la Reina de 
una comunicación del director general de 
infantería, haciendo presente la necesidad de 
que las licencias para que ios individuos de 
tropa puedan contraer matrimonio se otor- 
guen por los directores generales de las ar- 
mas y no por los jefes de los cuerpos. Ente- 
rada S. M., y teniendo presente que en el 
R. D. de 30 de octubre último se determina 
en la regla 5. a del art. 3.° lo conveniente en 
la parte relativa á matrimonios de sargentos; 
se lia servido resolver, de conformidad con 
lo manifestado por el Tribunal Supremo de 
Guerra y Marina, en acordada de 13 de mar- 
zo último, que las licencias para los casa- 
mientos de las clases de cabos, tambores y 
soldados del ejército se concedan cual las d¿ 
los sargentos, por los respectivos directores 
é inspectores generales de las armas, los que 
procurarán que nunca sea su número exce- 
sivo; que para que los cabos puedan efec- 
tuarlo, sobre haber cumplido cuando menos 
seis años de servicio, con buena’ nota, re- 
nuncien al ascenso á- sargentos, ó acrediten 
en forma legal que ellos y sus prometidas 
tienen el dote de 10.000 rs. vn., que se de-’ 
positará en los términos que está prevenido 
para los de aquella clase, justificando ade- 
más que concurren en las contrayentes cir- 
cunstancias de moralidad y buena conducta 
y que sus padres ó parientes se obligan á te- 
nerlas en su compañía durante el tiempo de 
guerra: que los tambores y soldados so’o po- 
drán optar á aquella gracia después de cuín- . 
plido su primer empeño si se reenganchan 
al menos por seis años, en cuyo caso justifi- 
carán en la forma antes determidada para los 
Cabos el depósito de 0.090 rs. con mas la 
buena conducta de la interesada, y finalmen- 
te, que siempre y en todas circunstancias 
será irremisiblemente destinado al Fijo de 
Ceuta todo individuo de tropa que' por ha- 
llarse comprometido el honor de uña mujer, 


se vea precisado á contraer matrimonio, per- 
diendo sus empleos los sargentos y -cabos, y 
obligados todos á servir en dicho regimiento 
el tiempo que les falte extinguir de su empe- 
ño, con mas el recargo de dos años, quedan- 
do, sin embargo de esta disposición, subsis- 
tente para el cuerpo de Guardia civil, la re- 
gla 9. a de la circular del inspector de esta ar- 
ma- fecha 2 de agosto de 1850.— De Real ór- 
ele u etc, Madrid 30 de abril de 1856,» ( CL . 
t. 68, p. 198.) 

R. O. de 28 junio de 1856. 

Matrimonio de los sargentos. 

(Guerra.) « S. M se ha servido 

declarar que los sargentos del ejército, sean 
ó no graduados de oficiales, una vez renun- 
ciado el derecho de ascender, no están obli- 
gados á mas depósito que al de 10.000 rs. vn. 
en la caja del regimiento, como previene el 
art. 3, u de la R. O. de 10 de abril de 1819,' 
quedando facultados todos los individuos de 
tropa que obtengan- licencia para casarse á 
variar, si les conviniere, dicho depósito á la 
Caja general de los del Reino, á fin de que 
les produzca interés, sin que puedan retirar- 
le ínterin permanezcan en el servicio activo 
del ejército, y entendiéndose que todos los 
indicados individuos que'lleguen á contraer - 
matrimonio sin llenar las condiciones que el 
R. 1). de 30 de octubre próximo pasado exi- 
ge á los subalternos nunca podrán obtener 
empleo efectivo de tales. — De Real or- 
den etc. — Madrid 28 Jejunio de 1856.» (CL. 
■t. 68, p. 564.) 

R. O. de 28 febrero de 1857. 

("Guerra.) «Se manda que se entregue á 
■ios interesados el resguardu original del de- 
pósito que eu la Caja general dedos del Rei- 
no hagan los oficiales subalternos al solicitar 
Real licencia para contraer matrimonio.» 
((CL. 1. 11, p. 238.) 

R. O. de 51 marzo de 1857. 

(Guerra.) «La Reina me ordena recordar 
á Y. E. que cuando en casos extraordinarios 
conceda licencias de casamiento á oficiales 
subalternos del ejército, previas las diligen- 
cias de que trata la R. 0. de 9- de' mayo de 
1833, observe lo que determina la regla pri- 
mera del art. 3.° uel R, D. de 30 de octubre 
de 1855, sin perjuicio de que si la premura 
de las circunstancias no permitiese hacer 
real y efectivo' ei depósito' que en él se -dis- 
pone, se llene esta formalidad con una pro- 
testa de) interesado en debida forma, por la 
cual se comprometa en un periodo determi- 
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Hado á cumplir' con lo prevenido en la dis- 
posición eitada.— De Real órden etc. Madrid 
31 de marzo de 1857.» t. 71 , p.- 422). 

R, O. de 21 enero de 1860. 

«He dado cuenta á la Reina del expediente 
instruido á virtud de instancia promovida 
por doña María de . las Mercedes Earbonell, 
y'Carbonell, viuda presunta de D. Juan Gon- 
zález Muñoz, primer ayudante del escuadrón 
espedieionario de Castilla de ese ejército en 
solicitud de pensión de Monte-pio militar por 
muerte de este oficial.. 

Enterada S. M., y resultando que el cau- 
sante solicitó Real licencia para efectuar su 
casamiento con la recurrente en 17 de se- 
tiembre de 1852, cuya gracia se le otorgó 
con opcion á los beneficios en dicho Monte 
pío en R. O. de 11 de junio de 1853, cuyo 
matrimonio no pudo realizar con la doña Ma- 
ría de las Mercedes, de quien tuvo y recono- 
ció un hijo nombrado D. Enrique, nacido el 
2 del citado junio , porque murió en 31 de 
julio siguiente sin que se le hubiese comuni- 
cado la referida concesión ; y con presencia 
de lo manifestado por el Tribunal Supremo de 
Guerra y Marina en acordadas de 1 1 de no- 
viembre de 1858 y 22 de diciembre último, se 
ha servido conceder á doña María de las Mer- 
cedes Carbonell y Carbouell fe pensión anual 
de 120 ps., respectiva al empleo de teniente 
que se considera el que él causante desem- 
peñaba al morir en 31 de julio de 1853, abo-, 
nable desde el siguiente día en las cajas de la 
Habana, prévia justificación en esa capitanía 
general de que no ha tomado estado de ca- 
sada ni religiosa después de 1a muerte de 
González Muñoz. 

Ha dispuesto S. M. al propio tiempo; á fin 
de evitar la repetición de casos como el pre- 
sente, que tanto perjudican á los interesados 
á consecuencia de la detención en el curso 
de sus instancias, que en lo sucesivo se ob- 
serven en esta clase de expedientes las dis- 
posiciones siguientes: 

1. a Se fija el plazo para considerar verifi- 
cados civilmente ios matrimonios en el caso 
de que queda hecho mérito, ó sea cuando los 
oficiales interesados mueren antes de llevarlo 
á cabo , y teniendo solicitada la Real licen- 
cia prevenida como necesaria, el de dos me- 
ses , á contar desde el dfe que presenten la 
instancia para los que fallezcan en la Penín- 
sula é islas Baleares ; el dé cuatro para ios 
de las islas Canarias, Puerto-Rico y Cuba, y 
el de ocho meses para los de las islas Fili- 
pinas. 

2. a Que el jefe inmediato á quien para su 
Curso é informe se entregue la solicitud, cer- 


tifique, al márgen de esta y bajo su respon- 
sabilidad el dia que le sea presentada, consi- 
derándose este como el primer trámite nece- 
sario del expediente.— De Real órden etc- 
Madrid21 de enero de 1860.» (GL. t. 83, pá. 
gina 48.) . • . • 

R. 0. de 9 diciembre de 1862. 

Mandando observar el siguiente: 

Arancel de los. derechos que se devengarán 
en los ' Tribunales de las subdelegaeiones 
castrenses del reino por los espedientes 
matrimoniales que son de sü competencia, 
formado por el Mi R. Patriarca de las 
Indias, Vicario general de los ejércitos y 
armada , aprobado por S. M. la Reina en 
Real orden de esta fecha. 


— 1 I. II --■■■■■ 

i Eipe- 
\ dientes i 
■ malrimo-i 
niales. 

Rs. vn. 

Dis- 
pensa 
de amo- 
nesta- 
ciones. 

Rs. en. 

Clase.— 1. a Todos los al- 
tos funcionarios dol Es- 
tado que gozan por cual- 
quier concepto fuero de 
Guerra ó Marina, y dis- 
frutan un sueldo de 100 
á 120.000 rs., y. sus hijos 
ó hijas no emancipados, 
devengarán por derechos 
de su expediente matri- 
monial 

■ | 

■ 

600 

400 

Clase. — 2. a Los demás al- 
tos funcionarios del Es- 
tado de igual fuero que 
disfruten de 80 á lüü.uüO. 
reales. ... 

' 500 

350 

Clase. — 3. a Los funcioua- 
rios-y empleados del mis- 
mo que disfruten de 50 
á 80.000 rs 

400 

300 

Clase.— 4. a Los que. disfru- 
ten de 30 á 50.000 

300 

260 

Clase. — 5.* Losquegocen 
de 20 á 30.000. 

200 

220 

Clase. — 6. a Losquegocen 
de 15 á 20.000 .. 

150 

180 

Clase. — 7, a Los que goeeu 
de 10 á 15.000 

100 

160 

Clase. — 8. a Losquegocen 
de 5 á 10.000 

' 80 

120 

Clase.— 9. a Los que dis- 
fruten de 2 á 5.000. . ... 

60 

100' 

Q ase . _10. Los que dis- 
fruten de 0 á 2.ÓQQ. . , . 

. 30 

80 
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DESECHOS VOLUNTARIOS. 

Por constituirse el Tribunal en casa de los 
Contrayentes á explorar su voluntad, en cual- 
quiera de las clases, se devengarán 400 rs. 

NOTAS. — 1. a Cada persona de las dos 
que practicaren diligencias matrimoniales sa- 
tisfará los derechos que corresponden á su 
clase. 

2. a La dispensa de amonestaciones ó pro- 
clamas no se concederá sin justa causa pro- 
bada, conforme á lo terminantemente man- 
dado en el Santo Concilio de Trento, sin que 
la elevada clase de las personas pueda por 
sí sola estimarse por suíiciente. 

3. a Para la exacción de los derechos en 
los demás asuntos judiciales se atendrán las 
subdelegaciones castrenses á los aranceles 
modificados con arreglo al R. D. y resolu- 
ciones de S. M. de 22 de mayo de 1846 que 
rigen para todos ios Tribunales del Remo (1). 

4. a Los recibos que deben expedir los 
notarios mayores sin excusa ni pretesto al- 
uno á todos los interesados que satisfagan 
erechos del Tribunal, serán impresos, y lle- 
varán el sello de la subdelegaron qne ha de 
estampar el subdelegado mismo, á cuyo fia 
lo conservará en su poder bajo su mas es- 
trecha responsabilidad. Madrid 9 de diciem- 
bre de 1862.» ( CL . f. 88, p. 674.) 

R. O. de 18 marzo' de 1864. 

Sobre los matrimonios celebrados in articulo mortis< 

(Guerra.) «El Excmo. Sr. Ministro de 
la Guerra dice hoy al Sr. Patriarca general 
Castrense lo que sigue: He dado cuenta á la 
Reina del oficio de Y. E., fecha 17 de setiem- 
bre de 1862-, participando las diligencias que 
se han practicado para el matrimonio in ar- 
ticulo mortts del soldado del batallón pro- 
vincial de Requena, Ramón Granero y García, 
con motivo de haberse negado á conceder 
el permiso el jefe militar á quien corres- 
pondía. 

Enterada S. M., visto lo informado por el 
Director general de infantería en 21 de enero 
de 1863, y conformándose con lo expuesto 
por el Tribunal Supremo de Guerra y Mari- 
na en acordada de 29 de febiero próximo 
pasado, se ha servido disponer manifieste á 
V. E. no incurrió en falta el jefe del men- 
cionado batallón provincial con su proceder 
resolviendo al mismo tiempo que la Real ór- 
den de 9 de mayo de 1833, relativa á ma- 
trimonios de oficiales in articulo mortis , 

(1) Al publicarse esta disposición estaban 
a modificados los aranceles judiciales de 22 
e mayo de 1846 por R. D. do 28 abrii da 1860. 
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I sea extensiva á las clases de tropa, á fin de 
evitaren lo sucesivo casos como el de que 
se trata.— De Real órdcn, etc. Madrid 18 de 
marzo de 1864.— El Subsecretario.— Joaquin 
Joveilar.» {Gac. 9 abril.) 

R. O . de 10 agosto de 1865. 

Recomendando laeiacta observancia de las disposicio- 
nes referentes al matrimonio de los oficiales del 
ejército. 

(Guerra.) Excmo. Sr.: Ha Mamado la 
atención de la Reina el excesivo número. de 
oficiales de las distintas armas é institutos 
del ejército, que lian contraido matrimonio 
sin el competente Real permiso, contravi- 
niendo á lo preceptuado en el capítulo 10, ar- 
tículo l.° del reglamento del Monte-pio mi- 
litar, en el R. D. de 30 de octubre de 1855 
y en las Rs. Ords. do 4 de enero de 1826, 9 
de mayo de 1833 y 28 de julio de 1848. Y 
como el principal origen de tan multiplicado 
número de faltas, solo puede provenir de la 
lenidad é indiferencia con que asunto de tan 
alto interés para el ejército, es mirado por 
los jefes de los cuerpos y por las autoridades 
llamadas á vigilarlos, S. M. me encarga pre- 
venga á V E., que por todos los medios que 
le sugiera su celo en bien del servicio, vigile 
y haga observar á sus subordinados, el pun- 
tual cumplimiento de las reales disposiciones 
antes citadas, en la inteligencia de que se 
aplicará con todo rigor, y sin consideración 
de ninguna especie á los delincuentes las 
penas marcadas para estos delitos. De órden 
de S. M. etc. Madrid 10 de agosto de 1865. 
— 0‘Donnell. {CL. t. 94, p . 314.) 

R. O. de 3 febrero de 1866. 

Penas en que incurren los militares que se casan sin 
prévio real permiso. 

(Guerra ) «La Reina, á quien he dado 
cuenta nuevamente del expediente instruido 
á consecuencia de instancia promovida por 
el teniente del regimiento de infantería de 
Zamora, núm. 8, ü. Francisco Puente y 
Blanco, en solicitud de indulto por haber 
contraido matrimonio sin real -licencia con 
doña Benita Rodríguez y Corrales, sobre la 
cual recayó la R. O. de 31 de octubre de 1865 
negándole dicha gracia, se ha servido resol- 
ver, de conformidad con el parecer emitido 
por el Tribunal Supremo de Guerra y Mari- 
na en acordada de 25 do enero próximo pa- 
sado, que el oficial de que se trata sea priva- 
do de su empleo, según lo establecido en el 
articulo l.°, capítulo 10 del reglamento de 
Monte-pio militar, y en la Real orden circu- 
lar de 10 de agosto del referido año de 1865, 
puesto que, aaeiuás de la falta en que iucur- 
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rió de casarse sin prévio real permiso, co- 
metió la de no decir verdad suponiendo estar 
ya casado, cuando en 3 de febrero anterior 
pidió indulto, resultando que no verificó su 
matrimonio con la expresada doña Benita 
Rodríguez hasta el 23 de marzo siguiente en 
la República de Andorra; cuya disposición 
se publicará en la órden general del ejército, 
á fin de que sirva de aviso y contenga ¿ los 
oficiales que por inexperiencia ó por malicia 
tratan de casarse sin el necesario permiso, y 
conozcan las faltas en que incurren y el cas- 
tigo á que se exponen, el que les será apli- 
cado; haciéndose la misma extensiva á todos 
aquellos subalternos que hayan cometido 
igual falta desde l.° de setiembre y 4.° de 
octubre del citado año de 1865, para la Pe- 
nínsula y las Antillas respectivamente, y el 
1 de enero del presente año para las Islas 
Filipinas; reservándose S. M. resolver en ca- 
da caso particular lo que estime mas acerta- 
do con aquellos que hubieren incurrido en 
la falta de contraer matrimonio sin la real 
licencia durante el tiempo trascurrido desde 
que expiró el plazo del último Real decreto 
de indulio de 20 de diciembre de 1864 hasta 
las fechas antes expresadas.» — De órden de 
S. M. etc. Madrid 3 de febrero de 1866. — El 
subsecretario, Francisco deUztariz. (Gac. 24 
Ídem). 

R. O. de 12 abril de 1866. 

Daclarando que incurre en la pena de privación de 

empleo el militar que contrae matrimonio clan- 
destino. 

(Guerra.) «El Sr. Ministro de la Guerra 
dice hoy al capitán general de Aragón lo 
siguiente: 

«He dado cuenta i la reina de la comunica- 
ción de V. fi. de 12 de diciembre dei año 
último, acompañando el expediente relativo 
al matrimonio ilegal según derecho civil y 
militar, pero válido con arreglo á las dis- 
posiciones canónicas, verificado en 30 de oc- 
tubre anterior por D. Manuel Moreno y Rei- 
na, subteniente de! regimiento infantería de 
iberia, núm. 30, con doña Amalia Colme- 
nares. 

Enterada S.M., teniendo presente loman- 
do en las Rs. Ords. de i 9 de marzo de 1775, 
31 de octubre de 1781, 20 de febrero de 1800; 
art. 1 o, cap. X del reglamento del Monte- 
pío Militar, R. I), de 30 de octubre de 1855, 
y la recomendación expresixa y apercibi- 
miento terminante hecho eu la R. O. de 10 
de agosto de 1865, y considerando que el 
referido oficial, al verificar clandestinamente 
dicho matrimonio sin cumplir con ninguna 
de las prescripciones que exijen los reales 

. Tomo IX. 


49 

preceptos antes citados, incurrió por espon- 
tánea voluntad en las faltas que las mismas 
señalan, se ha servido aprobar, de confor- 
midad con lo informado por el Tribunal Su- 
premo de Guerra y Marina en acordada de 
31 de marzo próximo pasado, la pena de pri- 
vación del empleo de subteniente, que de 
acuerdo con el auditor ha impuesto V. E. al 
individuo de que se trata; debiendo por lo 
tanto recogérsele, para su cancelación, el 
real despacho del mencionado empleo que 
ha perdido, y publicarse la presente resolu- 
ción. en la órden general del ejército para 
que produzca el posible escarmiento.» De 
real órden etc.» Madrid 12 de abril de 1866. 
(Gac. 5 mayo.) 

R. D. de 13 agosto de 1866. 

Estableciendo los requisitos que han de oxigirseá los 
militares jefes, oficiales, sargentos, ote., para con- 
traer matrimonio. 

(Guerra.) «Conformándome con lo pro- 
puesto por mi Ministro déla Guerra, de acuer- 
do con el Consejo de Ministros, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1. a Queda prohibido á los jefes 
y oficiales del ejército solicitar real licencia 
para contraer matrimonio hasta la edad de 
25 años, según previenen las disposiciones 
vigentes. 

Art. 2.° Quedan derogadas las disposi- 
ciones anteriores en virtud de las cuales se 
exige á los oficiales subalternos del ejército, 
al solicitar real licencia para casarse, la jus- 
tificación de dotes ó previos depósitos, he- 
chos en su nombre ó en el de las contra- 
yentes. 

Art. 3.° Los depósitos que en consecuen- 
cia de las disposiciones vigentes basta el dia 
existan en la actualidad en la Caja general 
de los del Reino, en metálico ó en papel del 
Estado, serán devueltos desde luego á los 
interesados ó á sus familias, medíante recla- 
mación de los mismos y en virtud de real 
órden que al electo pasará el Ministerio de la 
Guerra al de Hacienda. 

Art. 4.° Los sargentos no podrán casarse 
durante el tiempo de su primer empeño en 
el servicio. 

Art. 5.° Respecto de los demás indivi- 
duos de tropa continuarán rigiendo las dis- 
posiciones vigentes, y en los casos de con - 
ciencia se aplicarán con rigor las estableci- 
das sobre el particular. 

Art. 6.° Se concede indulto á los jefes, 
oficiales é individuos de tropa del ejército y 
armada, corno igualmente á los empleados 
que Ies están asimilados, que sin Real p:r- 
ntiso ó el de sus jefes en los casos que les 
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compete, hubiesen contraido matrimonio con 
anterioridad á la fecha de este decreto, que- 
dando obligados ó impetrar dicha gracia den- 
tro del término de cuatro meses los que re- 
sidiesen en la Península, seis los de las An- 
tillas, y ocho los de Filipinas, y optando sus 
familias á los derechos pasivos que les cor- 
respondan , siempre que acrediten haberse 
reunido, tanto en ellas como en sus maridos 
al efectuar el matrimonio, todas las circuns- 
tancias que previenen los reglamentos y dis- 
posiciones vigentes. Podrán igualmente aco- 
gerse á los efectos de este indulto las fami- 
lias de los militares que hubiesen fallecido, 
prévia igual justificación de que reunían ios 
requisitos mencionados. 

Art. 7.° Las disposiciones de este Real 
decreto tendrán cumplido efecto desde la fe- 
cha del mismo, quedando por lo demás en 
su fuerza y vigor el reglamento de i° de 
enero de 1796, y demás reales disposiciones 
sobre el particular, en cuanto no se opon- 
gan á lo prevenido en los anteriores artícu- 
los. — Dado en Zaráuz á 1 3 de agosto de 1866. 
Está rubricado de la Real mano. — El Minis- 
tro de la Guerra, Ramón María Narvaez. — 
(Gac. 15 agosto.) 

R. O. de 25 enero de 1867. 

Dictando disposiciones sobra depositó da dotes por 
los sargentos para contraer matrimonio, y declaran- 
do sin efecto la renuncia do ascenso a oficiales, 

(Guerra.) «He dado cuenta á la Reina 
de la comunicación que V. E. dirigió á este 
Ministerio en 6 de setiembre proxii.no pasa- 
do,. en la que consulta acerca de las instan- 
cias promovidas por los sargentos del Cuerpo 
del digno cargo de V. E. José Moiron y Fer- 
nandez y José López Gtnés , solicitando 
que en virtud de lo dispuesto en el R. D, de 
13 de agosto último, se les devuelvan los 
1.000 escudos que en calidad de depósito 
entregaron en la Caja general de los del 
Reino al contraer matrimonio , y se les le- 
vante la renuncia que hicieron para obtener 
el ascenso á oficial; y S. M., considerando que 
estas dotes vienen justificadas desde muy 
antiguo con objeto de atender á los gastos 
extraordinarios del matrimonio, que no po- 
drían soportar con su corto sueldo en enfer- 
medades y marchas : considerando que por 
el citado Real decreto se releva á los oficia- 
les subalternos que solicitan licencia para 
casarse, el que hagan anteriormente el de- 
pósito que exigía el art. 5.° del de 31 de oc- 
tubre de 1855, no seria equitativo ni justo 
que los sargentos, al ascender á aquel em- 
pico, siguiesen con los que habían hecho al 
contraer matrimonio, ni tampoco que se les . 
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oblígase á renunciar el ascenso á oficial: ha 
tenido á bienS. M. disponer, de conformidad 
con lo informado por el Tribunal Supremo 
de Guerra y Marina en 22 de diciembre úl- 
timo: 

1. ° Que no se devuelvan á los sargentos 
las "lotes de 1.000 escudos , depositadas por 
los mismos al solicitar licencia para casarse. 

2. ° Que los referidos sargentos conti- 
nuarán acreditando Jas expresadas dotes , en 
metálico ó papel del Estado, al precio de co- 
tización del dia anterior á aquel en que ha- 
gan el depósito en la Caja general de los del 
Reino, ó en la del Cuerpo. 

3. ° Habiendo sido derogado el art. 5.° 
del R. D. 'de 1855 , por el 2.° del de 13 de 

¡ agosto último, queda por lo tanto sin efecto 
ía renuncia á ascender á oficiales, de los 
sargentos que hubiesen contraido matrimo- 
nio, devolviéndoseles al obtener el ascenso 
los depósitos que so hubiesen hecho. — De 
Real orden, etc. Madrid 25 de enero de 1867, 
[CL. t. 97, p. 154.) 

Decreto del Poder Ejecutivo de 19 abril 
de 1869. 

(Guerra.) Por esta se deroga el de 13 
de agosto de 1866, y obliga á los tenientes 
y alféreces que traten de casarse, á imponer 
un depósito en la cantidad suficiente á pro- 
ducir una renía anual de 600 escudos. Está 
inserto en el Apéndice II, p. 149. 

Tales son las disposiciones qne se han 
dictado relativamente á las formalidades 
que deben preceder para los matrimo- 
nios de los militares. 

Respecto de los milicianos provincia- 
les hay un artículo en la ley de 31 de 
! julio de 155 (el 33) que dice: «que los 
sargentos, cabos y soldados de la mili- 
cia provincial permanecerán solteros du- 
rante los cuatro primeros años de servi- 
cio; pero después de este término, lle- 
nando los requisitos necesarios , podrán 
contraer matrimonio con permiso del jefe 
del batallón, dando cuenta y remitiendo 
el expediente al director.» Hoy , sin em- 
bargo, creemos deba estarse á lo dis- 
puesto en la R. 0. de 30 abril de 4856. 

MATRIMONIOS DE GUARDIAS CIVILES. 

Las mismas disposiciones que rigen so- 
bre matrimonios de los militares en ge- 
neral, son aplicables á los individuos de 
la guardia civil. Siu embargo , atendido 

Jo dispuesto al final de la R. O. de 30 
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de abril de 1856 se declaró por otra de 
12 de febrero de 1857 que están tam- 
bién vigentes las demás disposiciones 
que contiene la circular de 2 de agosto 
de 1850 allí citada. Son las siguientes: 

1. ° En lo sucesivo no se dará licencia á 
ninguD guardia para casarse, sin que al pre- 
sentar la instancia no acompañe con un cer- 
tificado la buena conducta de los contrayen- 
tes, expedido por el Alcalde y cura del pue- 
blo de su naturaleza. 

2. ° Además de estos certificados, se to- 
marán informes verbales reservados sobre 
la conducta de la contrayente , en conse- 
cuencia de los cuales dará su opinión el co- 
mandante de la provincia que tendrá muy 
presente el jefe del tercio para conceder ó 
no la licencia al suplicante. 

3. ° Todo guardia para casarse ha de pre- 
sentar perteneciente á cualquiera de los con- 
trayentes un dote de 3.000 rs. en metálico 
ó 5.000 en fincas, sobre cuya certeza to- 
mará informes reservados el comandante de 
la provincia, asegurándolo además por me- 
dio de una escritura de fianza que la firma- 
rán ambos. 

4. u A todo guardia que solicite licencia 
para casarse le han de faltar mas de tres 
años para cumplir. Si les faltan menos de 
tres años no podrá obtenerla á menos que se 
reenganche por este tiempo. 

5. ° No se dará licencia para casarse á 
ningún guardia de los que están sirviendo 
como contingentes antes de cumplir el tiem- 
po de su primer empeño, sino se reengancha 
por tres ó mas después de cumplido aquel. 

6. ° A ningún individuo que tenga em- 
peños por su vestuario, caballo ú otros efec- 
tos, se le concederá licencia para casarse 
hasta que no esté desempeñado del todo y 
tenga completo el fondo prevenido que de- 
ben tener siempre completo. 

7. ° No se concederá familia del guar- 
dia para residir en la casa-cuartel, mas que 
á la madre de ambos contrayentes , mujer é 
hijos, pero de ninguna manera el resto de 
las familias. 

8. ° Las pretendientes para contraer ma- 
trimonio con los cabos habrán de acreditar 
un dote de 4.000 rs. en metálico ó 6.000 en 
fincas, y los tres años de reenganche arriba 
expresados para los guardias; sus informes 
se tomarán con mas cuidado. 

9. ° Cuando algún sargento, ya sea pri- 
mero ó segundo , solicitare licencia para ca- 
sarse, no se exigirá á la contrayente canti- 
dad alguna en dote, en atención á que estos 
por su mayor haber pueden subvenir á las 
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cargas del matrimonio ; 'pero deberán reen- 
gancharse al menos por seis años, y en lu- 
gar del certificado que se manda en el ar- 
: tículo l.° de esta circular de la conducta de 
los contrayentes con los guardias, y que se 
entenderá también para la de los cabos, de- 
berá ser una información judicial de la bue- 
na vida y costumbres de las contrayentes y 
sus padres con sargentos, y los informes de 
que trata el art. 2.° se han de practicar 
con mucha mas escrupulosidad. 

10. En lo sucesivo no se admitirá en el 
cuerpo de estado casado á ningún volunta- 
rio que no lo verifique para servir al menos 
por el tiempo de cuatro años; entre los infor- 
mes que se tomen para la admisión se toma- 
rán igualmente de la conducta de la mujer 
del aspirante. 

Toda mujer ó individuo de la familia de 
los guardias que vivan en la casa-cuartel y 
por su genio díscolo, falta de secreto en los 
actos de servicio de los individuos del cuer- 
po, como otra circunstancia que sea causa 
de disturbios, será expulsado de la casa- 
cuartel á juicio del comandante de la pro- 
vincia, sin que por esto se exima al guardia 
de residir en la casa-cuartel. 

Para lo sucesivo los guardias civiles harán 
sus solicitudes para casarse con arreglo al 
formulario adjunto. Al margen dará el co- 
mandante de la compañía su opinión, des- 
pués, de temarlos informes verbales arriba 
expresados, cursando al jefe del tercio si lo 
creyese conveniente, pedirá nuevos infor- 
mes reservados y decidirá sobre la licencia 
consultándome ios casos en que pudiera 
ocurrir duda. 

A los guardias que tengan mujeres de mala 
nota ó que produzcan escándalos en las ca- 
saS'Cuarteles se les dará su licencia sin op- 
ción, al cumplir el tiempo de su empeño. — 
Dios etc. Madrid 2 de agosto de 1850. (CL. 
t. 50, />. 687.) 

MATRIMONIOS DE PERSONAS DE LA REAL 

FAMILIA. Respecto del matrimonio del 
Rey y del inmediato sucesor, véase lo 
dispuesto en el art. 74, pár. 6.° de la 
Constitución vigente (Apéndice II, pá- 
gina 194) (1). En cuanto al de las demás 


(1) V. en Constitución, el art. 472 de la de 
1812. 48 de la de 1837, 47 de la de 1845 y 53 de 
la de 1856. 

(2) La ley 2.», tít. XV Partida 2. a estable- 
ció *que... el señorío del Reyno non lo oviese 
si non el fijo mayor, después de la muerte de 
su padre...., é que si fijo varón y non oviese, 
la fija mayor heredase el reyno, é si ei fijo ma- 


52 MATRIZ. —MAYOR AZGOS. . . 


personas de la Real familia, véase Infan- 
tes de España: Matrimonio. 

MATRIZ. V. Escritora pública, No- 
tario, Protocolo. 

MATRONA. V. Partera. 

MAYOR DE EDAD. El varón o la mu- 
jer que ha cumplido veinte y cinco años. 
El mayor de edad es capaz de todos los 
actos de la vida civil; sale por consi- 
guiente de la cúratela, puede comprar, 
vender, etc., según puede verse en los 
artículos contratos, (subdivisión conta- 
tos con los hijos de familia y contratos 
con menores de edad) Emancipación, me- 
nor de edad y demás que allí se citan. 

MAYORAZGOS Y OTRAS VINCULACIO- 
NES. Mayorazgo es una vinculación ci- ; 
vil y perpetua en que se sucedia por el 
orden de la fundación, ó en su defecto 
por el que establecen ia ley 2. a , tit. XV, 
Parí. II para la sucesión de la Corona, 
y la 5. a y 9. a , tít. XVII , lib. X de la 
Novísima Recopilación, aclaratorias de 
sus disposiciones. Cuando las fundacio- 
nes de los mayorazgos se arreglaban al ór- 
deneslablecido por dicha ley parala suce- 
sión de la Corona se llamaban regulares, 
y en los demás casos irregulares, depen- 
diendo en estos la sucesión de la volun- 
tad exclusiva del fundador, que se ha 
reputado como la ley en esta materia. 

E! orden de sucesión en los mayoraz- 
gos regulares, según las leyes citadas á 
que se ha amoldado el art. 50 de la Cons- 
titución de 1869, es el de primogenitura 
y representación , prefiriendo siempre 
la línea anterior á las posteriores; en la 
misma línea el grado mas próximo al 
mas remoto; én el mismo grado el varón 
á la hembra, y en el mismo sexo la per- 
sona de mas edad á la de menos (1). 

Entre los mayorazgos irregulares, tan 
caprichosos como podia serlo la volun- 
tad de los instituidores, se conocían 
principalmente las clases siguientes. De 
agnación verdadera á cuya sucesión 


yof muriese ante que heredase, si dejase fijo ó 
lija que oviese de su muger legítima, aquel d 
aquella le oviese é non otro ninguno... 

(1) Ver en el tomo 3.° los arts. 174 á ISO de 
la Const. de 484-2, el 51 de la de 1837, el 50 de 
la de 1845 y el 56 de la de 1856. 


eran solamente admitidos los varones de 
varones con exclusión de las hembras y 
de los varones que nacieren de ellas. De 
agnación fingida que solo se diferencia- 
ba de la anterior en que el primer lla- 
mamiento recaía en un extraño, ó en un 
cognado, ó en una hembra. De masculi- 
nidad en que solo se admitían varones, 
sin atender á si proceden de hembras. 
De femineidad en que al contrario solo 
se admitían hembras. De elección por- 
que se elegía sucesor por el poseedor en 
parientes del fundador ó con arreglo á 
las cláusulas de la fundación. De see.un - 
dogenüui a, el en que sucedia el segun- 
dogénito. Incompatible el que no podia 
poseerse á la vez que otro por una mis- 
ma persona. 

Los mayorazgos se fundaban princi- 
palmente en testamento, y á veces por 
contrato, y se probaban (v aun tendrá 
alguna vez lugar la prueba de su exis- 
tencia) con la escritura de su fundación, 
con la de la licencia del Rey en los pos- 
teriores á la Real cédula de 14 de mayo 
de 1789, por testigos deponiendo de! te- 
nor de dicha? escrituras, y aun por la po- 
sesión inmemorial de bienes con carác- 
ter de vinculados. 

Nuestro derecho actual ha puesto tér- 
mino á la existencia de las vinculaciones, 
y con razón: porque apenas se compren- 
de una institución mas repugnante á los 
principios de una sana política. «Gon- 
»ceder, decía el eminente Joyellanos, el 
«derecho de trasmitir su fortuna á una 
«serie infinita de poseedores; abandonar 
» las modificaciones de esta trasmisión á 
«una sola voluntad, no solo con inde- 
» pendencia de ios sucesores sino tam- 
»bien de las leyes; quitar para siempre 
»á la propiedad la comunicabilidad y la 
«trasmisibilidad, que son sus dotes mas 
«preciosas, librar ia conservación de las 
» familias sobre la dotación de un indi— 
«viduo en cada generación y á costa 
«de la pobreza de todos los demás, y 
»atr ! buir esta dotación á la casualidad 
«del nacimiento, prescindiendo del mé- 
»rito y la virtud, son cosas no solo re- 
spugnantes á los dictámenes de la razón 
*y á l° s sentimientos de la naturaleza, 
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"sino también á los principios del pacto 
“social y á las máximas generales de la 
"legislación y la política.» 

Pero si mirando solo al interés priva- 
do de las familias era tan odiosa esta 
institución y no tiene defensa á la luz 
de la razón y de la justicia, no la tiene 
mejor tampoco en el terreno de la con- 
veniencia pública y de los intereses del 
Estado, cuando era tan profundo el mal 
que se sentía, producido por la tenden- 
cia á acumular ó el furor de amortizar, 
cuando cada familia tenia su capellanía, 
ó su mayorazgo, ó aspiraba si no á te- 
nerle, y cuando apenas quedaba en cir- 
culación una exigua parte de la propie- 
dad territorial, habiendo eaido casi todo 
el suelo de España en poder de las ma- 
nos m ertas. 

A la sabiduría del Rey Carlos III y de 
sus Ministros no podía ocultarse la nece- 
sidad de serias medidas sobre tan impor- 
tante asunto, y dió en efecto este mo- 
narca pasos muy avanzados en el camino 
que preparó la mas saludable y radica! 
reforma que se ha hecho en nuestros 
tiempos Sus dos decretos de 25 de se- 
tiembre de 1770, mandando observar el 
auto acordado prohibitivo de hacer man- 
das á los confesores, sus deudos, igle 
sias y religiones porque la ambición hu- 
mana había llegado á corromper aun lo 
mas sagrado , y el de 28 de abril de 
1789, prohibiendo fundar mayorazgos 
sobre hienes raíces, ó cuya renta no lle- 
gare á 3.000 ducados, aunque se situa- 
ran sobre efectos de rédito lijo, como 
censos, juros, efectos de villa, acciones 
de banco ú otros semejantes, y en todo 
caso exigiendo precisamente la licencia 
ó autorización real, son dos notables do- 
cumentos á que la historia hará siempre 
la justicia que se merecen, por mas que 
como medidas de gobierno no bastasen 
ni con mucho para poner remedio al in- 
veterado y profundo cáncer de nuestro 
malestar social. Era pues necesario, co- 
mo hemos indicado en otro lu^ar estir- 
par de raíz ese cáncer sin pararse en pa- 
liativos, era necesario mirar al porvenir, 
era justo (que se abriesen las fuentes 
bario obstruidas del fomento y de la 
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prosperidad del país, y nuestros legisla- 
dores de 1820 y de la presente época 
constitucional han acometido esta noble 
empresa por medio de leyes que han lle- 
vado á feliz término la desamortización 
mas completa, y decretado de una mane- 
ra absoluta y sin excepción alguna la su- 
presión de todas las vinculaciones, que- 
dando así coronada la obra que inaugu- 
ró Carlos III y restituidos á la clase de 
absolutamente libres los bienes que las 
constituían, como vamos á ver: 

Lqy 12, tit. XVII, lib. X delaNov. Recop. 6 

R. D. de 28 de abril publicado por Cédula 

de 14 de mayo de 1789. 

Prohibición de fundar mayorazgos y perpetuar la 
enajenación de ¿bienes raíces. 

«Teniendo presentes los males que dima- 
nan de la facilidad que ha habido en vincu- 
lar toda clase de bienes, perpétuamente, abu- 
sando de Ja permisión de Jas leyes, y fomen- 
tando la ociosidad y soberbia de los poseedo- 
res de pequeños vínculos ó patronatos, y de 
sus hijos y parientes, y privando de muchos 
brazos al ejército, marina, agricultura, co- 
mercio, artes y oficios; he resuelto que des- 
de ahora en adelante no se puedan fundar 
mayorazgos, aunque sea por vía de agrega- 
ción ó de mejora de tercio y quinto, ó por 
los que no tengan herederos forzosos, ni 
proliibir perpétuamente la enajenación de 
bienes raíces ó estables por medios directos 
ó indirectos, sin preceder licencia mía ó de 
los reyes mis sucesores; la cual se concede- 
rá á consulta de la Cámara, precediendo co- 
nocimiento de si el mayorazgo ó mejora lle- 
ga ó excede como deberá ser á tres mil du- 
cados de renta; si la familia del fundador por 
su situación puede aspirar á esta distinción, 
para emplearse en la carrera militar ó políti- 
ca con utilidad del Estado, y sí el todo ó la 
mayor parte de los bienes consiste en raíces, 
lo que se deberá moderar disponiendo que 
las dotaciones perpétuas se hagan y sitúen 
principalmente sobre efectos de rédito fijo, 
como censos, juros, efectos de villa, acciones 
de banco ú otros semejantes, de modo que 
quede libre la circulación de bienes estables, 
para evitar su pérdida ó deterioración, y solo 
se permita lo contrario en alguna parte muy 
necesaria ó de mucha utilidad publica; de- 
clarando como declaró nulas y de ningún va- 
lor ni efecto las vinculaciones, mejoras y 
prohibiciones de enajenar, que en adelante 
se hicieren sin real facultad, v con derecho 
á los parientes inmediatos^ ael fundador ó 
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testador para reclamarlas y suceder libre- 
mente (1 y 2). 

Otras leyes recopiladas . 

Todo el tít. XVII, Jib. X de la Novísi- 
sima Recopilación está dedicado á los 
mayorazgos y otras vinculaciones de 
bienes. 

La 1. a (44 de Toro) estableció el modo de 
probar el mayorazgo por la escritura de fun- 
dación de él, con la de la licencia del Rey, 
por testigos que depongan del tenor de las 
dichas escrituras y por costumbre inmemo- 
rial en la forma que determina. 

La 2. a (42 de Toro) prohibió fundar ma- 
yorazgos sin que precediera licencia del Rey; 
pero debe entenderse, según lo ha declarado 
también el Tribunal Supremo (Sent. 23 ma- 
yo 1863) que esta prohibición se limitaba al 
caso en que por tener los fundadores here- 
deros forzosos se pudieran perjudicar sus le- 
gítimas, no habiendo sido absoluta la prohi- 
bición , sin el requisito de la Real licencia 
hasta la pragmática de 1789 ó ley 12 de este 
título. 

La 3. a declaró que las licencias para fun- 
dar mayorazgos no expiraban por muerte 
del Rey que las daba. 

La 4. a (44 de Toro) determinó los casos 
en que podían y no revocarse los mayoraz- 
gos hechos. 

La 5. a (40 de Toro) dispuso que «en la 
sucesión del mayorazgo, aunque el lujo ma- 
yor muera en vida del tenedor del mayoraz- 
go, ó de aquel á quien’ pertenesce, si el tal 
fijo mayor dejare fijo ó nieto ó descendiente 
legitimo , estos tales descendientes del fijo 
mayor por su órden prefieran al fijo segun- 
do del dicho tenedor de manera que 

(1) Entiéndase el derecho de los parientes 
para reclamar los bienes de las fundaciones 
nulas, en su caso y lugar según la legislación 
vigente en punto á sucesiones, pues habiendo 
institución de heredero universal, el dereeho 
será de los herederos, como que siempre que- 
dan en la masa hereditaria los legados y man- 
das que hayan caducado (Sentencias delS. T.de 
27 de setiembre de 1849, yT de af>rtídel864.-La 
amortización prohibida por esta ley era nula 
desde la muerte del testador, y en el mismo mo- 
mento nacía el derecho del heredero instituido 
á suceder libremente, adquiriendo la herencia 
sin grnvámen alguno, y pudiendo disponer de 
ella como bienes libres. (Senf. 22 de setiembre 
de 1865). 

(2) Por resolución del Consejo de 6 de no- 
viembre de 1830 se declaró aplicable lo dis- 

uesto en esta ley í las instituciones de here- 
ero hechas en Cataluña con el gravamen de 
vinculación y fideisomiso perpétuo. 


siempre el fijo y sus descendientes legítimos 
por su órden representen la persoga de sus 
padres salvo si otra cosa estuviere dis- 

puesta por el íiiDdador.x 

La 6. a (46 de Toro) estableció que el su- 
cesor en bienes del mayorazgo no sea obli- 
gado apagar cosa alguna por las mejoras he- 
chas en ellos. 

La 7. a (año 1534) estableció que no pu- 
dieran unirse por casamiento en uüa persona 
dos mayorazgos de mas de dos cuentos. 

La 8. a prescribió «que las hembras de me- 
jor línea y grado no se emienda estar exclu- 
sas de la sucesión de los mayorazgos , vín- 
culos, patronazgos , y aniversarios, antes se 
admitan á ella y se prefieran á los varones 
mas remotos..... si no fuere en caso que el 
fundador las excluyere clara y literal- 

mente. » 

La 9. a dispuso que en los mayorazgos se 
suceda por representación de los descen- 
dientes á los ascendientes, en todos los ca- 
sos, tiempos , líneas y personas en que los 
ascendientes hayan muerto antes de suceder 

en los tales mayorazgos sino es que el 

fundador hubiere dispuesto lo contrario.» 

La 10 y 1 1 dispusieron sobre las donacio- 
nes hechas por el Rey D. Enrique v casos 
de reversión. 

La 12 es la inserta textualmente, y la 13 
dispuso que en la anterior no se compren- 
díanlas vinculaciones precedentes ála misma. 

La 14 y 15 impusieron un 15 por 100 so- 
bre los bienes que se destinaren á vincula- 
ciones y las siguientes hasta la 20 facultaron 
á los poseedores de mayorazgos ? vínculos y 
patronatos de legos para enajenar los bienes 
de sus dotaciones, pudiendo comprarlos los 
mismos poseedores bajo las reglas que se 
dictaron. 

Ley 6. a , tit. XII, lib. I, Nov. Recop. (o real 
resolución de 20 de febrero de 1796). 

Por esta ley se declaró para evitar dudas 
que están conprendidas en la anteriormente 
insérta, ó Real cédula de 14 de mayo de 
1789, las capellanías y cualesquiera otras 
funciones perpetuas. — Y. Capellanías. 

Decreto de las Corles de 27 de setiembre 
de 1820. (Ley de 11 de octubre). 
Suprimiendo toda clase de vinculaciones (1). 

«Las Córtes,' después de haber observado 

(1) Según se ve en los arts. 4.°, 5.°, 9.°~ylÓ 
de la ley de 19 de agosto de 1841, la de 11 de 
octubre rigió y debió producir sus efectos en el 
primer período constitucional sin distinción ni 
exclusión de ningún pueblo, no desde que fué 
publicada en cada provincia, sino desde el 
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todas las formalidades prescritas por la Cons- 
titución, han decretado lo siguiente: 

Artículo I.° Quedan suprimidos todos 
los mayorazgos, fideicomisos, patronatos y 
cualquiera otra especie de vinculaciones de 
bienes ráices, muebles, somovientes, censos, 
juros, foros ó de cualquiera otra naturaleza, 
los cuales se restituyen desde ahora á lacla- 
se de absolutamente libres (1). 

Art. <2.° Los poseedores actuales de las 
vinculaciones suprimidas en el artículo an- 
terior, podrán desde luego disponer libre- 
mente coma propios de la mitad de Jos bie- 
nes en que aquellas consistieren; y después 
de su muerte pasífrála otra naitad al que de- 
bía suceder inmediatamente en el mayoraz-' 
go, si subsistiese, para que pueda también 
disponer de ella libremente como dueño. Es- 
ta mitad que se reserva al sucesor inmediato 
no será nunca responsable á las deudas con- 
traídas ó que se contraigan por el poseedor 
actual (2). 

Art. 3.* Para que pueda tener efecto lo 


mismo día 11 de octubre de 1820hasta el l.° del 
mismo mes de 1823 que anuid todos les actos 
del Gobierno constitucional. ( T . S. sentencias 
de 17 de julio de 1850, 10 setiembre de 1804.) 

(1} Las fundaciones meramente benéficas ó 
piadosas cuyos bienes no estaban destinados á 
determinadas familias no están comprendidas 
en esta ley, según lo ha resuelto el Tribunal 
Supremo de Justicia en sentencia de 10 de mar- 
zo de 1833; pues al suprimir toda especie dé 
vinculaciones, bajo cualquiera denominación 
que tuviesen, contrajo sus disposiciones á las 
que se habian establecido en favor y utilidad 
de los parientes de los fundadores ó de las fa- 
milias que los mismos designaron, según lo de - 
muestran los arts. 2 °, 4 °, S.° y otros. Funda- 
do el Gobierno en esta resolución y en otra de 
30 de junio de 1853, en las que se reconoce la 
existencia de fundaciones que no constituyen 
vínculo ni patronato familiar, sino un con jun- 
to 6 caudal de bienes amortizarlos para llenar 
con sus rendimientos un objeto peculiar, se 
dictaron algunas medidas por Real órden de 5 
de julio de 1861, á fin de evitar qne los intere- 
ses de la beneficencia, sufran el mas leve me- 
noscabo por inadvertencia d pordescuido de los 
que. tienen á su cargo la inspección, el protec- 
torado y defensa de aquellos intereses. 

(2) Entiéndase que este artículo no ha de- 
clarado legítimos á todos los actuales posee- 
dores (al tiempo de publicarse la ley): que res- 
petócomo no podia menos las acciones reales 
ó reivindicatorías correspondientes á un ter- 
cero, ó el derecho que otros tengan preferente 
al de dichos poseedores, y que el término de 
los cuatro meses de que habla el art 8.° solo 
se entiende para aquellos que á la fecha indi- 
cada tenían ya pleito pendiente, ( Sentencias del 
T. S. de 14 de diciembre de 1848 y 15 de junio 
de 1858.) ■ 


53 

dispuesto en el articulo precedente, siempre 
que ei poseedor actual quiera enajenar el 
todo ó parte de su mitad de bienes vincula- 
dos hasta ahora, se hará formal tasación y 
división de todos ellos con rigurosa igualdad, 
y con intervención del sucesor inmediato; y 
si este fuere desconocido, ó se hallare bajo 
la patria potestad del poseedor actual, inter- 
vendrá en su nombre el procurador síndico 
de! pueblo donde resida el poseedf r, sin exi- 
gir por esto derechos ni emolumento alguno. 
Si faltasen los requisitos expresados, será 
nulo el contrato de enajenación que se cele- 
bre (i). 

Art. 4.° En los fideicomisos familiares, 
cuyas rentas se distribuyen entre los parien- 
tes del fundador, aunque sean de líneas di- 
ferentes, se hará- desde luego la tasación y 
repartimiento de los bienes del fideicomiso 
entre los actuales perceptores de las rentas 
á proporción de lo que perciban, y con in- 
tervención de todos ellos; y cada uno en la 
parte de bienes que le toque podrá disponer 
libremente de la mitad, reservando la otra 
al sucesor inmediato para que haga lo mis- 
mo con entero arreglo á lo prescrito en el 
artículo 3.° (2). 

Arl. 5.° En los mayorazgos, fideicomi- 
sos ó patronatos electivos cuando la elección 
es absolutamente libre, podrán los poseedo- 
res actuales disponer desde luego corno due- 
ños del todo de los bienes; pero si la elec- 
ción debiese recaer precisamente entre per- 
souas de una familia ó comunidad, determi- 
nada dispondrán los poseedores desola la mi- 
tad, y reservarán la otra para que hagalo pro- 
pio el sucesor que sea elegido, haciéndose 
con intervención del procurador síndico la ta- 
sación y divison prescrita en el artículo 3.° 

Art, 6.° Así en el caso dedos dos prece- 
dentes artículos como el de! 2.°, se declara 
que en las provincias ó pueblos en que por 
fueros particulares se halla establecida la co- 
municación en plena propiedad de los bie- 
nes libres entre los cónyuges, quedan suje- 
tos á ella de la propia forma los bienes hasta 

(1) Sobre este artículo y el anterior véase 
la iey de 19-28 de junio de 1821 inserta á con- 
tinuación que los modifica. 

(2) Este artículo solo puede tener aplica- 
ción en los fideicomisos familiares cuyas ren- 
tas se distribuyen entre los parientes del fun- 
dador, y no cuando según !a fundación lo* 
patronos deben distribuir precisamente las ren- 
tas en un aniversario, memoria de misas, pre- 
bendas para estudiantes y dotes para. doncellas 
de las familias del linage del fundador, que 
reúnan las cualidades y circunstancias que por 
aquella se exigen. (T. S. teniendo de 17 de ee- 
tiembre de 1802.) 
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ahora vinculados, de que como libres puedan 
disponer los poseedores actuales, y que exis- 
tan bajo su dominio cuando fallezcan. 

Art.' 7.° Las cargas así temporales como 
perpétuas, á que estén obligados en general 
todos los bienes de la vinculación sin hipo- 
teca especial, se asignarán con igualdad pro- 
porcionada sobre las fincas que se repartan 
y dividan, conforme alo que queda proveni- 
do , si los interesados , de común acuerdo, 
no prefiriesen otro medio. 

Art. 8.° Lo dispuesto en los arts. 2.°, 
3 .° 4 .° v o.° no se entiende con respecto á 
los bienes basta ahora vinculados, acerca de 
los cuales pendan en la actualidad juicios de 
incorporación ó reversión á la nación, teuu- 
ta, administración, posesión, propiedad, in- 
compatibilidad, incapacidad de poseer, nuli- 
dad de la fundación ó cualquiera otro que 
ponga en duda el derecho de los poseedores 
actuales. Estos en tales casos ni los que les 
sucedan no podrán disponer de los bienes 
hasta que en última instancia se determinen 
á su favor en propiedad los juicios pendien- 
tes, los cuales deben arreglarse á las leyes 
dadas hasta este día, ó que se dieren en ade- 
lante. Pero se declara, para evitar dilaciones 
maliciosas, que si el que perdiese el pleito 
de posesión ó tenuta no entablase el de pro- 
piedad dentro de cuatro meses precisos, con- 
tados desde el dia en que se le notificó la 
sentencia , no tendrá después derecho para 
reclamar, y aquel en cuyo favor se hubiese 
declarado í a tenuta ó posesión será conside- 
rado como poseedor en propiedad, y podrá 
usar de las facultades concedidas por el ar- 
tículo 2.° 

Art. 9.° También se declara que las dis- 
posiciones precedentes no perjudican á las 
demandas de incorporación y reversión que 
en lo sucesivo deban instaurarse, aunque los 
bienes vinculados hasta ahora hayan pasado 
como libres á otros dueños. 

Art. tO. Entiéndase del mismo rnodo que 
lo que queda dispuesto es sio perjuicio de 
los alimentos ó pensiones, que los poseedo- 
res actuales deban pagar á sus madres, viu- 
das , hermanos, sucesor inmediato ú otras 
personas con arreglo á las fundaciones ó á 
convenios particulares, ó á determinaciones 
en justicia. Los bienes hasta ahora vincula- 
dos, aunque paáen como libres á otros due- 
ños quedan sujetos al pago de estos alimen- 
tos y. pensiones mientras vivan los que en el 
dia los perciben, ó mientras conserven el de- 
recho de percibirlos, excepto si los alimen- 
tistas son sucesores inmediatos, en cuyo caso 
dejarán de disfrutarlos luego que mueran los 
poseedoras actuales. Después cesarán las 


obligaciones que existan ahora de pagar ta- 
les pensiones y alimentos; pero se declara 
que si los poseedores actuales no invierten 
en los expresados alimentos y pensiones la 
sexta parte líquida de las rentas del mayo- 
razgo, están obligados á contribuir con lo 
que quepa en ella para dotar á sus hermanas 
y auxiliar á sus hermanos, con proporción á 
su número y necesidades; é igual obligación 
tendrán los "sucesores inmediatos por lo res- 
pectivo á la mitad de los bienes que se les 
reservan. 

Art. ti. La parte de renta de las vincu- 
laciones que los poseedores actuales tengan 
consignada legítimamente á sus mujeres 
para cuando queden viudas, se pagará á es- 
tas mientras deban percibirla , según la es- 
tipulación, satisfaciéndose la mitad á costa 
de los bienes libres que deje su marido, y la 
otra mitad por la que se reserva al sucesor 
inmediato. 

Art. 12. También se debe entender que 
las disposiciones precedentes no obstan para 
que en las provincias ó pueblos en que por 
fuero particular so suceden los cónyuges uno 
á otro en el usufructo de las vinculaciones 
por via de viudedad, lo ejecuten así los que 
en el dia se hallan casados, por lo relativo á 
los bienes de la vinculación que no hayan 
sido enajenados , cuando muera el cónyuge 
poseedor; pasando después al sucesor inme- 
diato la mitad íntegra que le corresponde, 
según queda prevenido. 

Art. 13. Los títulos, prerogativas de ho- 
nor, y cualesquiera otras preeminencias de 
esta clase que los poseedores actuales de 
vinculaciones disfrutan como anejas á ellas 
subsistirán en el mismo pié y seguirán el or- 
den de sucesión prescrito en las concesiones, 
escrituras de fundación ú otros documentos 
de su procedencia. Lo propio se entenderá 
por ahora con respecto á los derechos de 
presentar para piezas eclesiásticas ó para 
otros destinos, hasta que se determine otra 
cosa. Pero si los poseedores actuales disfru- 
tasen dos ó mas grandezas de España, ó tí- 
tulos de Castilla, y tuviesen mas de un hijo, 
podrán distribuir entre estos las expresadas 
dignidades , reservando la. principal para el 
sucesor inmediato (1). 

Art. 14. Nadie podrá en lo sucesivo, 
aunque sea por via de mejora dí por otro tí- 
tulo ni protesto , fundar mayorazgo, fideico- 

(1) p °r ley de 17 de junio "de 1855 se dis- 
puso que esta facultad de distribuir entre sus 
hijos Jas grandezas concedidas a los poseedores 
sea extensiva á los sucesores de aquellos, en 
Jos casos en que seles hubiesqn trasmitido «in 
realizar la distribución. 



MAYORAZGOS... 


87 


miso, patronato, capellanía, obra pia ni vin- 
culación alguna sobre ninguna clase de bie- 
nes ó derechos, ni prohibir directa ó indirec- 
tamente su enajenación. Tampoco podrá Dadie 
* vincular acciones sobre bancos ú otros fon- 
dos extranjeros. 

Art. 15. Las iglesias, monasterios con- 
ventos y cualesquiera comunidadfe eclesiás- 
ticas, así seculares como regulares, los hos- 
pitales, hospicios, casas de misericordia y de 
enseñanza, las cofradías, hermandades, en- 
comiendas y cualesquiera otros estableci- 
mientos permanentes, sean eclesiásticos ó 
laicales, conocidos con el nombre de manos 
muertas, no puedan desde ahora en adelante 
adquirir bienes algunos raíces ó inmuebles 
en provincia alguna de la Monarquía, ni por 
testamento, ni por donación , compra, per- 
muta, decomiso en los censos en íitéuticos, 
adjudicación en prenda pretoria, ó en pago 
de réditos vencidos, ni por otro título alguno 
sea lucrativo ú oneroso (1). 

Art. 16. Tampoco puedan en adelante 
las manos muertas imponer ni adquirir por 
titulo alguno capitales de censo de cualquie- 
ra clase impuestos sobre bienes raíces , ni 
mpongan ni adquieran tributos ni otra espe- 
cie de gravamen sobre los mismos bienes, 


(i) Cuando se lega á manos muertas el pro- 
ducto en venta de bienes inmuebles no les está 
prohibido adquirirlo, porque vendidos no se 
amortizan ni gravan ni se infringe este artícu- 
lo ni el 16 (Sentencia del T. S. de 23 febrero 
de 1857): pero será nulo el legado hasta de mo- 
neda corriente cuando se dispone su amortiza- 
ción para atender con su producto á los sufra- 
gios ú otro objeto á que se destinen, (id. de 26 
de junio de 1858.) 

Si bien la ley de 11 de octubre de 1820 pro- 
hibió á los establecimientos conocidos con el 
nombre de manos muertas la adquisición de 
bienes raices é inmuebles, ha sido modificada 
en sus arts. 14, 15 y 16 por la de desamortiza- 
ción de l.° de mayo de 1855, que en su art, 26 
autoriza expresamente á los establecimientos 
de beneficencia, para recibir ó adquirir bienes 
raices, aunque á condición de invertir el pro- 
ducto integro de la venta de los mismos en 
efectos públicos. (T. S. sentencias de 30 abril 
de 1866, 13 de igual mes de 1863 y 28 diciem- 
bre de 1861. 

Por la ley de 3 de mayo de 1827, publicada 
por R. D. del 5, se dispuso que no se exigiera 
el 25 por 100 de amortización de los capitales 
que por testamento ó de otra manera compe- 
tente se destinen para la dotación de escuelas 
ó de cualquiera ramo de instrucción pública; 
y que para evitar la amortización siempre per- 
judicial, de fincas rústicas, estos capitales se si- 
túen necesariamente sobre censos ú otra cual- 
quiera clase de efectos que devenguen rédi- 
to fijo. 


ya consista en la prestación de alguna canti- 
dad de dinero ó de cierta parte de frutos, 
ó de algún servicio á favor de la mano muer- 
ta, y ya en otras responsiones anuales. Lo 
cual presentan las Córtes á S. M. para que 
tenga á bien dar su sanción, — Madrid 27 de 
setiembre de 1820. ( Colección de decretos 
de las Córtes t. 6.°, p. 145.) (I). 

Decreto de las Córtes de 15 mayo de 1821. 

Sobro facultad do disponer del total de las vincula- 
ciones á falla de sucesor conocido. 

«El capitán de navio retirado D. Andrés 
Fernandez de Yiedma, vecino de Jaén, ocur- 
rió á las Córtes- pidiendo para disponer del 
total debí vinculaciones que posee, mediante 
á no tener sucesor conocido dentro del 
cuarto ni quinto grado : y eu atención á que 
si llegase á verificarse su fallecimiento antes 
de averiguarse quién hubiese de serlo en 
cada una de dichas vinculaciones, resultarían 
tantos pleitos cuanto es el número de estas: 
y eu vista de dicha exposición, se han ser- 
vido conceder al citado D. Andrés Fernan- 
dez de Yiedma el permiso que solicita, con 
la calidad de suplir la dificultad que presen- 
ta la prueba negativa de no tener sucesores 
legítimos, por medio de una información de 
testigos que aseguren quedar por muerte del 
dicho Yiedma reducidos sus bienes á la 
clase de mostrencos; fijándose edictos por el 
término de dos anos , de ocho en ocho me- 
ses, tanto en el pueblo de dicho poseedor, 
como en los lugares donde se hallen sitos los 
bienes amayorazgados, y en la capital del 
reino, con el fin de que se publiquen en la 
Gaceta ministerial y otros papeles públicos 
que el juez de primera instancia ante quien 
deba seguir esta causa gradúe por conve- 
nientes, y citándose y emplazándose á los 
que se juzguen con derecho á suceder para 
que comparezcan por sí ó por sus apodera- 
dos dentro del citado término, con apercibi- 
miento de que pasado este se procederá á la 
declaración de ser libras ios referidos bie- 
nes, y que el actual poseedor podrá dispsmer 
de ellos como mejor fuese su voluntad, se- 
gún se ha practicado y practica en las causas 
de mostrencos, vacantes y abintestato, cuya 
resolución quieren las Córtes sea general 
para todos los poseedores de vinculaciones 
que se hallen en iguales circunstancias. Y 


(i) Esta importantísima ley fué sancionada 
en 10 de octubre de 1820 y promulgada en 11 
de octubre, según aparece en la órden de las 
Córtes del mismo día, insería en el tomo VII 
de la Colección de decretos de las mismas, pá- 
gina 149. 
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de acuerdo de ]las mismas lo comunicamos 
á V. E. para noticia de S. M. y los efectos 
ulteriores. — Dios guarde á V. E. muchos años. 
Madrid 15 de mayo de 1821. 

Decreto de las Cortes de 19 mayo de 1821. 

Se declaró que el poseedor de un mayoraz* 
go estaba autorizado conforme al espíritu de 
la ley de 11 de octubre para enajenar una 
parte del mayorazgo inferior á su mitad, so- 
bre lo cual debe estarse á la ley que sigue: 

Ley de 19-28 de junio de 1821. 

Sobre enajenación de bienes vinculados. 

«Artículo l.° El poseedor actual de bie- 
nes que estuvieron vinculados podrá enaje- 
nar los que equivalgan á la mitad ó menos 
de su valor sin prévia tasación de todos ellos 
obteniendo el consentimiento del siguiente 
llamado en órden. Prestado el consentimien- 
to por el inmediato, no tendrá acción alguna 
cualquiera otro que pueda sucederle legal— 
mente, para reclamar lo hecho y ejecutado 
por virtud del couvenio de su predecesor. 

Art. 2.° Si el inmediato fuere descono- 
cido, ó se hallase bajo la pátria potestad del 
poseedor actual, deberá prestar el consenti- 
miento el síndico procurador del lugar don- 
de resida el poseedor, con arreglo al art. 3.° 
del decreto de 27 de setiembre , cuyo con- 
sentimiento prestarán igualmente por sus 
pupilos y menores los tutores y curadores, 
quienes para el valor de este acto y salvar 
su responsabilidad, cumplirán con las for- 
malidades prescritas por las leyes generales 
del Reino cuando se trata de un negocio de 
huérfanos y menores. 

Art. 3.° En el caso de que se opongan al 
consentimiento para la venta el siguiente lla- 
mado en órden y los tutores ó síndicos tra- 
tándose de la enajenación íntegra de la mi- 
tad de los bienes, se cumplirá con la tasa- 
ción general que prescribe la ley de 27 de 
setiembre; pero si solo se preteodiere ven- 
der una ó mas fincas* cuyo valor no alcance 
á la mitad, y hubiere igualmente oposición, 
podrá el poseedor recurrir á la autoridad lo- 
cal, y comprobado que en el valor de otra ú 
otras queda mas de la mitad que le es per- 
mitido enajenar, se autorice la venta por el 
Juez, y se proceda desde luego á ella (1). Lo 


(i) Cuando para vender bienes vinculados 
se practica en globo la tasación y división de 
todos los que componen varias vinculaciones 
poseídas por el vendedor, y gin citación del 
verdadero sucesor inmediato, estos defectos lle- 
van consigo el vicio de nulidad. (T. S. Sent. de 
30 diciembre de 1865.) 


cual presentan las Córtes á S. M. etc. Madrid 
19 de junio de 1821.— Publíquese corno ley. 
Palacio 28 de junio de 1821.» 

R. O. de 11 marzo de 1824. 

Restablecimiento de las vinculaciones. 

Dando por supuesta en este documento la 
nulidad deudos los actos del Gobierno cons- 
titucional á consecuencia de la declaración 
de l.° de octubre de 1823, (1) se repusie- 
ron los mayorazgos y vinculaciones al ser y 
estado que" tenian en 7 de marzo de 1820, 
mandando restituir inmediatamente á los 
poseedores los bienes que en virtud de las 
leyes ya insertas se les desmembraron por 
compras, donaciones, herencia, etc, etc. sin 
cuidarse mucho de asegurar la indemniza- 
ción que era de justicia ; pero las leyes pos- 
teriores han revalidado aquellas desmembra- 
ciones. 

Ley de 9 junio de 1835. 

Medidas reparadoras. 

El ciego espíritu político con que se dictó 
la anterior Real cédula , la notoria injusticia 
con que de una plumada se quisieron borrar 
los efectos de la ley desvinculadora, prescin- 
diendo de los pactos legítimos y de las rein- 
tegraciones debidas, hacia necesaria en 1835 
una medida reparadora de los agravios cau- 
sados á gran número de familias, y este fue 
el objeto de la ley de 6 de junio de dicho año 
por la que á la vez que se determinaba la 
manera de indemnizar á los compradores de 
bienes vinculados que habían sido desposeí- 
dos en virtud de dicha cédula, se declaraba 
la plena propiedad de los que seguían en po- 
sesión, y se dictaban otras disposiciones que 
en el dia son inútiles, pues salvo los contra- 
tos celebrados y ejecutorias dictadas con 
arreglo á dicha ley mientras estuvo vigente, 
debe estarse hoy á la de 19 de agosto de 
1841 mas justa y reparadora en sus disposi- 
ciones que la de 1835. 

R. D. de 30 agosto de 1836. 

Restableciendo las leyes de Jesvinculacion (2). 

(Grac, y Just.) «Deseando proporcionar 


(1) Los que desde 11 de octubre de 1820 
hasta el i.° del mismo mes de 1823, sucedie- 
ron en bienes que habían sido vinculados y fa- 
llecieron desde este último dia hasta el 30 de 
agosto de 1836, no trasmitieron por sucesión 
testada ni intestada, derecho de suceder en los 
bienes que á su fallecimiento tenían aquel ca- 
rácter. t Sentencia de 3 de abril de 1867, l.° de 
febrero de 1860 y 12 y 25 noviembre de 1861). 

(2) Muerto el poseedor de un vínculo antes 
del 30 de agosto, fecha de c»te decreto, pasó la 
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desde luego á la nación las grandes ventajas 
ue deben resultarle de la desamortización 
e toda clase de vinculaciones, he venido, _á 
nombre de mi augusta hija la Reina Doña 
Isabel II, en decretar lo que sigue: 

1. ° Se restablece en toda su fuerza y vi- 
gor el decreto de las Córtes de 27 de setiem- 
bre de 1820, publicado en las mismas como 
ley en 11 de octubre del mismo año, por el 

ue quedaron suprimidas las vinculaciones 
e toda especie , y restituidos á la clase de 
absolutamente libres los bienes de cualquie- 
ra naturaleza que las compongan. 

2. * Quedan asimismo restablecidas las 
aclaraciones relativas á la desvinculacion he- 
chas por las Córtes en 15 y 19 de mayo de 
1821 y en 19 de junio del mismo año. 

3. ° La ley restablecida por este de- 
creto principiará á regir desde la fecha del 
mismo. (1). 

4. ° Se reserva á las próximas Córtes de- 
terminar lo conveniente sobre las desmem- 
braciones que tuvieron los mayorazgos mien- 
tras estuvo vigente la ley de 27 de setiembre 
de 1820 por donaciones graciosas ó remune- 
ratorias, ó por cualquier otro título traslativo 
de dominio legítimamente adquirido (2) 

5. " Los convenios y transacciones cele- 
brados entre los interesados ¿ consecuencia 
de lo dispuesto en Ja ley de 9 de junio de 
1 835, tendrán cumplido efecto.» En Palacio 
á 30 de agosto de 183 6.»(CL. í. 21, p. 363.) 

Ley de 3-5 mayo de 1837. 

Amortización de capitales para instrucción pública. 

(Hac.) «Artículo!. 0 No se exigirá el 25 
por 100 de amortización de los capitales que 
por testamento ó de otra manera competen- 
te se destinen para la dotación de escuelas, 
ó de cualquiera ramo de instrucción pública. 

Art. 2.° Para evitar la amortización, 
siempre perjudicial, de fincas rústicas y ur- 
banas, estos capitales se situarán necesaria- 
mente sobre censos ú otra cualquiera clase 
de efectos que devenguen rédito fijo. — Por 
tanto mandamos etc. En Palacio á 3 de ma- 
yo de 1837.» [Circulada con R. D. del 5.] 


posesión de aquel por ministerio de la ley al 
inmediato [sucesor. (T. S. sent. de 6 de abril 
de 1851.) 

(1) Los que fallecieron el mismo dia 30 de 
agosto de 1836 tuvieron por consiguiente apti- 
tud legal para adquirir los derechos que á los 
actuales pcsejdores concede la ley de il de oc- 
tubre de 1820.) (T. S. sent. de 9 de mayo de 

1007 .) 

. (2) Véase la ley de 19 de agosto de 1841 aue 
sigue. * 


Ley de 19 agosto de 1841 . 

Dictando disposiciones parala aplicación de las nueras 
leyes desvinculado ras. 

(Ghac. y Just.) «Doña Isabel II etc. 

Artículo l.° «Las leyes y declaraciones 
de la anterior época constitucional sobre su- 
presión de mayorazgos y otras vinculaciones 
ue están válidamente en observancia desde 
e 30 de agosto de 1836 en que fueron res- 
tablecidas, continuarán en vigor solo en la 
Península é Islas adyacentes. 

Art. 2.* Es válido, y tendrá cumplido 
efecto todo lo que se hizo en virtud y confor- 
midad de dichas leyes y declaraciones desde 
que se expidieron hasta d.° de octubre de 
1823. Serán respetados, y se harán efectivos 
los derechos que en aquel período se adqui- 
rieron por lo establecido en las mismas del 
modo que se expresará en los artículos si- 
guientes. 

Art. 3.® Los bienes vinculados corres- 
pondientes á la mitad de que pudieron dis- 
poner los poseedores, y cuyo dominio trasfi- 
rieron á otros por cualquier título legítimo, 
ya oneroso, ya lucrativo, se devolverán a los 
que los adquirieron, ó á sus herederos en su 
caso, si la traslación se hizo con los requisi- 
tos y formalidades prevenidas en las citadas 
leyes, y declaraciones, y los adquircntes no 
han recibido ya su valor ó equivalencia. 

Art. 4.° Si los que á virtud de esta ley 
deben recobrar bienes amayorazgados que 
por título lucrativo adquirieron desde 1 i de 
octubre de 1820 hasta í.° del mismo mes 
dé 1823, ó entrar en posesión de ellos, hu- 
biesen recibido con posterioridad á este últi- 
mo dia algunas cantidades por vía de dote 
ú otra causa cualquiera con arreglo á las res- 
pectivas fundaciones, ó en virtud de pactos 
celebrados entre los poseedores anteriores y 
sus inmediatos, quedan obligados al abono 
de la mitad de la suma en que consistan, de- 
biendo recibirla en cuenta de lo que les cor- 
responda. 

Las pensiones alimenticias dadas al inme- 
diato sucesor y á los hermanos del poseedor 
en virtud de lafundacion, no están compren- 
didas en la disposición de este artículo. 

Art. 5.° Recobrarán su fuerza y se harán 
también efectivos los contratos que celebra- 
ron los referidos poseedores desde 11 de oc- 
tubre de 1820 hasta l.° de igual mes de 1823 
con respecto á la enajenación, hipoteca ú 
obligación de la mitad de los bienes de que 
podían disponer. 

Art. 6.° Se entregarán á les herederos 
testamentarios ó legítimos de ios mismos po- 
seedores y á los legatarios los bienes que res- 
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peetivamente les correspondieron de la men- 
cionada mitad, si dichos poseedores fallecie- 
ron antes del i.° de octubre de 1823 (I). 

Art. 7.° Las disposiciones de los artículos 
ue anteceden son aplicables á la otra mitad 
e los bienes vinculados reservada á los in- 
mediatos sucesores si adquirieron el derechu 
á disponer de ella por fallecimiento del ante- 
rior poseedor ocurrido antes dei 1 de octu- 
bre de 1823. 

Art. 8.° Los que en virtud de esta ley de- 
ben recobrar bienes de que fueron privados i 
por lo dispuesto en el Real decreto de 1 .“ de ’■ 
octubre de 1823 y cédula de 11 de marzo de 
1824, ó entrar en posesión de los que con 
arreglo á la ley de 1 1 de octubre de 1 820 les 
correspondieron, no tienen acción para re- 
clamar los frutos y rentas de los mismos bie- 
nes producidos desde 4.° de octubre de 1823 
hasta la publicación dé esta ley. 

Art. 9.° Los poseedores en 11 de octu- 
bre de 1820 que fallecieron desde l.° de oc- 
tubre de 1823 hasta 30 de agosto de 1836 
no trasfirieron derecho alguno para suceder 
en los bienes que se reputaban durante este 
ultimo período como vinculados. 

Art. 10. Los que desde 11 de .octubre 
de 1820 hasta el 1.“ del mismo mes de 1823 
sucedieron en 1 bienes que habían sido vincu- 
lados y fallecieron desde este último día bas- 
ta el 30 de agoslo de 1836 do trasmitieron 
por sucesión testada ni intestada derecho de 
suceder en los bienes que á su fallecimiento 
estaban considerados como vinculados. Esto 
no se entiende con los herederos de los que 
habían adquirida bienes vinculados por com- 
pra ó cualquier otro contrato, durante el ci- 


(1) Es terminante este artículo, como los 
demás de esta ley desde el i.° al 10, cuyo 
objeto fué determinar el modo cómo habían de 
hacerse efectivos los derechos adquiridos en 
virtud de las leyes desvinculadoras en el pe- 
ríodo desde elllde octubre de 1820 hasta el l.° 
de octubre de 1823. Así pues, los que adqui- 
rieron derechos en dicho periodo por institu- 
ción testamentaria ó abintestato, aunque con- 
sintieran después, en virtud del restableci- 
miento de las vinculaciones, en una adjudi- 
cación ó partición contraria ásus referidos de- 
rechos adquiridos, el restablecimiento en 1836 
de la ley de 11 de octubre de 1820 y la de 19 
de agosto de 1841 repusieron las cosas at esta- 
do que tenían ínterin estuvo en vigor la pri- 
mera, y todas las cuestiones que sobre este 
punto se susciten deben fallarse con arreglo 
al genuino sentido de dicha ley de 1820 y de 
la de 19 de agosto de 1841 y demas desvincu- 
ladoras. (T. S. sent. de 19 de nov. de 1864, 25 
noviembre de 1863.) 


lado período desde H de octubre de 1830 á 
1.® del mismo mes de 1823 (1) . 

Art. 1 1 Se deciarán válidas y subsisten- 
tes las enajenaciones de bienes vinculados 
que se hayan hecho desde l.° de octubre de 
1823 hasta 30 de agosto de 1836 cd virtud 
de facultad real y con las formalidades pres- 
critas por derecho. El producto de las ven- 
tas que no se haya empleado en mejora ó be- 
neficio de ia vinculación, se imputará al ven- 
dedor en la parte de esta que le corresponda 
como libre. 

Art. 12. Se exceptúan de lo dispuesto en 
el artículo anterior las enajenaciones de 
aquellos bienes que especifica y determina- 
damente pueden rscobrar otros interesados 
en virtud de esta ley. Si estos los hubiesen 
adquirido por título oneroso los recobrarán 
indemnizándose al comprador posterior de 
los otros bienes existentes en las vinculacio- 
nes; y si el título hubiese sido lucrativo los 
retendrán los que con facultad real los hayan 
adquirido, indemnizándose al que debiera 
recobrarlos de los demás bienes de las vin- 
culaciones. 

Art. 13. También se declaran válidas y 
subsistentes las adquisiciones que hayan he- 
cho las vinculaciones por permuta, subroga- 
ción ú otro titulo, y los bienes así adquiridos 
• se considerarán en el mismo caso que los de- 
más que las componían. 

Art. 14. Los contratos y transiciones 
que se hayan celebrado en consecuencia de 
la ley de 9 de junio de 1835, las ejecutorias 
dictadas en su virtud, y lo que se lmya prac- 
ticado en cumplimiento de la misma, se 
guardará y cumplirá en todos sus partes. 

Art. 15. Los poseedores de las fincas 
vinculadas y los dueños de las que deban en- 
tregarse en cumplimiento de esta ley, podrán 
i reclamarse mutuamente cou arreglo á dere- 
cho los desperfectos ó mejoras de las mis- 
mas desde l.° de octubre de 1823 hasta la 
promulgación de esta ley. 

Art. 16. Los viudos y viudas de poseedo- 
res de vínculos ó mayorazgos , sea la que 
quiera la época en que se hubiesen casado, 
j no tendrán derecho á otras consignaciones 
alimenticias que las que resulten de prome- 


tí) La disposición de este artículo se contrae 
evidentemente á la mitad reservahle para el 
inmediato sucesor (á la segunda mitad) por- 
que para tener lugar la sucesión en los bienes 
de que trata debia habeT habido antes un 
poseedor que hiciera suya la primera mitad de 
la vinculación, y porque respecto de esta ya 
tiene prescrito ío mismo en el artículo ante- 
rior. (T. S. sent. de l.° de febrero de 1860.) 
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sas y convenios celebrados con arreglo á de- 
recho en capitulaciones matrimoniales ó en 
otros instrumentos legalmente otorgados , y 
esto con la disminución que se expresará en 
el art. 18 (1). 

Art. 17. Los dichos poseedores, y. en su 
caso los sucesores inmediatos, aun tenien- 
do herederos forzosos , podrán consignar á 
sus mujeres ó maridos por escritura pública 
ó por testamento, y en concepto de viudedad 
hasta la cuarta parte de la renta de la mitad 
de los bienes cuya libre disposición han ad- 
quirido. 

Art. 18. Las consignaciones de viude- 
dad en virtud de facultad competente conce- 
dida desde l.° de octubre de 1823, y antes 
del 30 de agosto de 1836, tendrán su debido 
cumplimiento, siendo responsables á él los 
bienes que existían en las vinculaciones ai 
tiempo de concederse la facultad, menos los 
que deben entregarse á otros interesados en 
virtud de esta ley; pero cuando haya esta 
disminución se disminuirá proporeiondmente 
la cantidad consignada. 

Art 1 9. Lo mismo se entenderá con res- 
pecto á las consignaciones de alimentos que 
los actuales poseedores deben pagar á los 
sucesores inmediatos ú otras personas con 
arreglo á las fundaciones, pactos ó lados de 
los Tribunales. 

Art. 20. Quedan derogadas, en cuanto 
sean contrarias á esta ley, la de 9 de junio 
de 1835, y cualesquiera otras órdenes ó de- 
cretos. — Por tanto mandémosete. Madrid 19 
de agosto de 1841. — El Duque de la Victo- 
ria. — A D. José Alonso. ( CL . t. 27, p. 549.) 

R. O. de 16-22 marzo de 1844. 

Demandas de división de bienes do patronatos. 

(Grac. y Just.) «Por el Ministerio de la 
Gobernación de la Península se dijo con fe- 
cha 16 del actual á este de Gracia y Justicia 
lo siguiente: 

Exorno. Sr.: Con esta fecha dice el Sr. Mi- 
nistro de la Gobernación al jefe político de 
Sevilla, lo que copio. 

Conformándose la Reina con el parecer del 
Tribunal Supremo de Justicia, á quien esti- 
mó conveniente oir acerca de la consulta 


(1) Este artículo se refiere á consignaciones 
alimenticias hechas en contratos particulares 
y con arreglo al derecho común en favor de viu- 
dos ú viudas de poseedores de mayorazgos, y 
no al usufructo que el fuero de Aragón esta- 
blece en favor del cónyuge sobreviviente, el 
cual se halla garantido por el art. 12 de la ley 
de 11 de octubre de 18¿0. (T. S. sent. 12 ma- 
yo 1865. ) 
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elevada por ese gobierno político en 8 de 
abril de 1842, sobre los medios que habia 
adoptado para impedir que los jueces de pri- 
mera instancia continuasen las demandas 
para dividir los bienes de los patronatos que 
radican en esa provincia, se ha servido dis- 
poner que se faciliten á los expresados jue- 
ces, lejos de ponerles obstáculos, cuantos 
documentos pidieran á ese gobierno político 
relativos á las fundaciones de que se trata, de- 
clarando S. M. que pueden y deben admitir 
todas las demandas que sobre división y ad- 
ministración de los bienes de los mismos pa- 
tronatos promuevan los que se crean con de- 
recho á ellos, cuid mdo sin embargo de que 
sean oidos en el juicio los patronos ó admi- 
nistradores , igualmente que la Junta de be- 
neficencia, y principalmente los promotores 
fiscales. — Lo que de Real órden, etc. Madrid 
22 de marzo de 1844.» (CL. t. 32, p. 439.’) 

Ley de 17 junio de 1855. 
Distribución de grandezas entro los hijos iel poseedor, 

«Doña Isabel II etc. Artículo único. La 
facultad concedida por el art. 13 de Ja ley 
de H de octubre de 1820 á los poseedores 
actuales de las grandezas de España y títulos 
de Castilla para distribuirlos entre sus h : jos, 
se hace extensiva á los sucesores de aquellos 
jara igual objeto, en los casos en que se les 
íubiesen trasmitido sin realizar Ja distri- 
jucion. — Por tanto mandamos etc. Dado en 
Aranjuez á 17 de junio de 1855. (CL. t. 65, 
página 264 J 

Ley de 17 julio de 1857. 

Por esta ley se reformaron varios artículos 
de la Constitución de 1845 y «ntre ellos 
el 18, que á fin de perpetuar la dignidad de 
senador en sus familias, autorizaba á los 
grandes de España para constituir vincula- 
ciones sabré sus bienes en la forma y en Ja 
cantidad que se determinara por ana ley es- 
pecial.» j 

Esta ley especial no llegó á publicarse, an- 
tes por otra de 20 de anrit de 1861, fue dero- 
gada la de 17 de julio de 1857, cono puede 
verse en el artículo Constitución política. 

R. O. de 2 noviembre de 1|58. 

Sobre ejecutorias adjudioando bienes de obras pías. 

(Gob.) «Enterada la Reina de un expe- 
diente promovido por el Alcalde ] cura pár- 
roco de San Martin del pueblo de San Pedro 
Manrique, como patronos de la cb*a pia fun- 
dada por D. Martin Beltran, para (¡otar don- 
! celias de su linaje, en solicitud te que se 
I anule la ejecutoria dictada en 13 de enero 



62 mayorazgos... 


de 1848 por el juez de primera instancia de 
Agreda, adjudicando á favor de los mas pa- 
rientes del fundador yen concepto de libres, 
los bienes que la formaban, y teniendo en 
cuenta lo informado por el Consejo de Estado 
acerca de este asunto, S. M. lia tenido á 
bien resolver, que los expresados patronos 
acudan donde corresponda á hacer valer sus 
derechos. — De Real orden etc. Madrid 2 de 
noviembre de 1858. (Bol. of. de Soria de 15 
noviembre.) 

R. O. de 5 julio de 1861. 

Kundaciones comprendidas en la ley de dcívíDcn- 
lacion 

(Gob.) «Restablecida á virtud del Real 
decreto de 30 de agosto de 1836 la ley de 
desvinculacion de 11 de octubre de 1820, la 
inteligencia é interpretación dadas desde en- 
tonces á algunas de sus mas importantes dis- 
posiciones por los Tribunales encargados de 
aplicarlas, han carecidu, sin duda por efecto 
de las especiales condiciones de la misma 
ley, de la fijeza y homogeneidad que fueran 
de desear, según parece demostrar la varia é 
inconciliable jurisprudencia admitida en las 
dos principales épocas que á su desenvolvi- 
miento práctico pueden asignarse, domi- 
nando alternativamente en ellas distintos y 
aun opuestos principios, como base del cri- 
terio judicial. 

Hasta el año de 1855, y muy señalada- 
mente desde que se publicó la sentencia del 
Supremo Tribunal de Justicia de 7 de mayo 
de 1850. puede decirse que prevaleció la 
doctrina le que toda clase de vinculaciones 
sin excepción de ninguna, se hallaban com- 
prendidas en el art. l.° de la expresada ley 
y debían in consecuencia adjudicarse y dis- 
tribuirse os bienes que las constituían entre 
los parientes de los fundadores ó de los lla- 
mados per estos, con arreglo al citado ar- 
tículo y los sucesivos. 

Semejante jurisprudencia debía natural- 
mente producir, v produjo de hecho, el sen- 
sible resaltado de privar á fá beneficencia 
pública di no pocas fundaciones que, según 
la expresa y terminante voluntad de sus 
piadosos instituidores, pertenecían evidente- 
mente á íquella por haber sido creadas en 
beneficio 10 de ciertas y determinadas per- 
sonas ó familias, sino de las clases mas me- 
nesterosas ó mas dignas de protección, y que 
sin embargo forman hoy, bajo la salvaguar- 
dia inconrastable de la autoridad de la cosa 
juzgada, ti patrimonio de los particulares á 
quienes fieron adjudicados los bienes en que 
consistían sus dotaciones. Pero esta órden 
de cosas, en la esfera de la aplicación de la 


ley sufrió una alteración hondamente funda- 
mental á virtud de otra sentencia del men- 
cionado Tribunal Supremo de 30 de junio 
de 1855, cuya doctrina vino á confirmar y 
robustecer uua nueva decisión del mismo 
Tribunal de 10 de mam de 1858. En una y 
otra quedó consignado, con especial aplica- 
ción á instituciones de carácter benéfico que 
no hubieren sido establecidas en favor de de- 
terminadas personas ó familias, el principio 
de que en la ley de desvinculacion de 1 1 de 
octubre de 1820 se reconoce la existencia de 
fundaciones que no constituyen vínculo ni 
atronulo, sino un conjunto ó caudal de 
lenes amortizados para llenar con sus ren- 
dimientos un objeto peculiar, en cuyo caso 
previenen ambas sentencias que deben aque- 
llas ser declaradas subsistentes. 

Estas decisiones, que al parecer fijan defi- 
nitivamente la jurisprudencia aplicable á las 
fundaciones particulares de índole benéfica, 
no circunscritas á señaladas familias ó per- 
sonas, llamaron muy especialmente desde 
un principio la atención de S. M., cuyo lteal 
ánimo tanto se desvela, y tan solícito se 
muestra siempre por la conservación é in- 
tegridad del patrimonio de los pobres y de 
los desvalidos; y á lin de evitar en lo posible 
que tan sagrados intereses sufran el mas leve 
menoscabo por inadvertencia ó descuido de 
los funcionarios de la administración pública, 
á quienes mas inmediatamente están enco- 
mendados la inspección, protectorado y de- 
fensa de los bienes y derechos del ramo de 
beneficencia, se ha servido disponer: 

1. ° Que sin demora remita Y. S. á este 
Ministerio una nota ó relación circunstan- 
ciada de todas las fundaciones instituidas con 
destino á alguna atención de beneficencia 
que no tengan carácter familiar pasivo y 
acerca de las cuales penda litigio sobre per- 
tenencia ó adjudicación de los bienes que las 
constituyan, manifestando al propio tiempo 
que juez ó Tribunal conoce del asunto, cuál 
sea su estado, y si en él se encuentra legal— 
mente representada la beneficencia pública. 

2. ° Que si lo apremiante do los términos 
legales, atendido el período de sustanciaron 
de los litigios pendientes, no permitiera con- 
sultar á la superioridad con remisión de los 
datos y noticias que la anterior disposición 
expresa, adopte Y. S. las que sean indis- 
pensables para que se interpongan en tiempo 
y forma los recursos procedentes, con espe- 
cialidad los de apelación y casación en los 
respectivos casos, dando inmediatamente 
cuenta á este Ministerio con los antecedentes 
necesarios para formar un juicio completo. 

3. a Y por último que en el caso de no 
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haber en la actualidad litigio pendiente res- 
pecto á fundaciones de la mencionada índole, 
se tengan presentes para su puntual obser- 
vancia y cumplimiento en los que mas ade- 
lante se promovieren las dos precedentes 
disposiciones, en la parte que a cada caso 
especial fuese aplicable. — De Real órden lo 
.comunico á Y. S. páralos efectos expresados, 
debiendo Y. S. dar traslado de ella á los 
abogados de beneficencia de esa provincia. — 
Dios etc. Madrid 5 dejulio de 1861. ( CL . to- 
mo 86, p. 51.) 

Nos remitimos sobre fundaciones be- 
néficas á Beneficencia, Desamortiza- 
ción, Fundaciones piadosas, Obras pías 
y Patronatos. En Beneficencia, además 
de la ley y reglamento del ramo, deben 
consultarse las Reales órdenes de 25 de 
marzo y 28 de setiembre de 1846 acerca 
del protectorado del Gobierno , sobre 
cuyo particular nos remitimos también 
á Patronatos t Obras pías, donde se in- 
sertan las Rs. Ords. de 17 de enero de 
1841, 18 de setiembre de 1850, 20-24 de 
marzo de 1857 y 15 de octubre de 1862, 
que determinan la manera de sustituir á 
los patronos de memorias y obras pias, 
cuyas funciones hubiesen sido confiadas 
á cargos civiles ó eclesiásticos supri- 
midos. Allí hacemos también mérito de 
otros artículos que tienen relación con 
él, citando las disposiciones. 

Jurisprudencia. 

Aunque por notas á las leyes insertas 
hemos procurado indicar los puntos mas 
importantes resueltos por la jurispruden- 
cia del Tribunal Supremo de Justicia, 
parecénos conveniente , por la impor- 
tancia de la materia, concluir con un re- 
súmen de varias resoluciones. 

I. (El 30 de agosto de 1836.— La ley de 
11 de octubre de 1820 quedó restablecida y 
comenzó á regir desdo 30 de agosto de 1836 
según lo dispuesto en el art. 3.° del Real de- 
creto de la misma fecha, de manera que : e 
hicieron dueños de la mitad los que en aquel 
dia eran poseedores , trasmitiéndosela á sus 
herederos de igual modo los que murieron 
en el mismo dia. Cuando en aquel dia pendía 
pleito sobre la posesión debe entenderse 
poseedor aquel A cuyo favor se declaró el 
derecho por ejecutoria. (Sent. de 9 de mayo 
de 1867.) y 
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II. Acción reivindicatoría: Libertad de 
bienes : Aniversarios. — Para poder ejercitar 
útilmente la acción reivindicatoria de bienes 
que han formado la dotación de un vínculo, 
es esencial requisito acreditar la fundación. 

Los bienes se presumen libres, mientras 
no se justifique legalmente que están grava- 
dos y los términos á que el gravamen se ex- 
tiende. 

El reconocimiento de un aniversario no 
implica reconocimiento de mayorazgo. (Sen- 
tencia de 19 enero de 1866.) 

III. Poseedores. El art. 2.° de la ley 
de 11 de octubre de 1820 contiene solo una 
declaración genérica de derechos, que no 
exime al que los deduzca en juicio, de probar 
el que personalmente le asista, ya como 
poseedor, ya como inmediato sucesor , á la 
vinculación de cuyos bienes se trate. (Sen- 
tencia de 2 marzo de 1866.) 

IY. Carácter de un aniversario sin gra- 
vamen de bienes. — La obligación impuesta 
por el donante al donatario de celebrar un 
aniversario ó misas en cada año, verificado 
su fallecimiento , no es ni puede calificarse 
de fundación perpétua de las que sin real li- 
cencia no se podían instituir, cuando no 
determinó que quedaron amortizados ni gra- 
vados sus bienes. ( Sent . de 29 setiembre 
de 1865.) 

Y. Hijos legitimados. — Cuando el fun- 
dador de un vínculo no excluye de la suce- 
sión á los hijos legitimados por subsiguiente 
matrimonio, debe entenderse que fué su vo- 
luntad comprenderlos. (Sent. de 15 marzo 
de 1865.) — Y. Hijo: Legitimación. 

YI. Fideicomisos temporales. — Al decla- 
rar el art. l.° de la ley de M de octubre de 
1820 suprimidos todos los mayorazgos , fi- 
deicomisos y cualquiera otra especie de vin- 
culaciones , no se refirió á los fideicomisos 
temporales y enajenables, sino á los perpe- 
tuos que contuviesen la prohibición de ena- 
jenar. (Sent. de 22 abril de 1865 y 29 mayo 
de 1866.) 

YII. Id. No pueden considerarse per- 
pétuos, y si temporales, los que se limitan á 
determinadas generaciones, y mas si no se 
impuso prohibición de enajenar ni precedió 
Real licencia. (Sent. de 21 abril de 1866.) 

Y1I[. Legados etc. á manos muertas. — 
Ni en la ley de 11 de octubre de 1820, ni en 
o»a alguna, está prohibido que se haga un 
legado de cantidad anual y perpétuo á un es- 
tablecimiento de beneficencia, siempre que 
en la forma de dicho legado no se amorticen 
bienes directa ni indirectamente, ni se pro- 
híba su circulación. — Aun en la hipótesis de 
que para satisfacer dicho legado hubiese ne- 
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cesidad de gravar algunos bienes, los esta- ■ 
bleeimientos de beneficencia están autoriza- 
dos por ía ley de l.° de mayo de 1855, que 
modificó esencialmente Jos arts. 14, 15 y 16 
de la de 11 de octubre de 1820, para recibir 
ó adquirir bienes raíces, aunque á condición 
de invertir el producto íntegro de la venta 
de los mismos en efectos públicos. — La sen- 
tencia que declara nulo un legado de esta 
clase, infringe la ley 28, tít. IX, Part. 6 a y 
la jurisprudencia establecida por el T. S. de 
hallarse subsistentes las fundaciones de ca- 
rácter benéfico que no hubiesen sido estable- 
cidas en favor de determinadas personas ó 
familias. ( Sent . de 21 noviembre de 1865). 

IX. Bienes vinculados. — Restablecida la 
ley de 11 de octubre de 1820 por el R. D. de 
20 de agosto de 1836, quedaron desde esta 
fecha libres los bienes que antes fueron vin- 
culados, y sujetos á las prescripciones del 
derecho común, y por consiguiente, no pue- 
de ahora tener lugar el cumplimiento de con- 
diciones impuestas en la fundación de un vín- 
culo, incompatibles con el estado de libertad 
legal de dichos bienes. (Sent. de 10 febrero 
de 1865.) 

X. Mayorazgo regular. — En los víncu- 
los de sucesión regular, radicado el derecho 
de suceder en una hembra, cuando esta 
muere, le tiene su hija única con preferen- 
cia al hijo varón de su hermana menor. 
(Sent. de 24 febrero de 1865). 

XI. Ley de la fundación. — En la suce- 
sión de los mayorazgos, la ley suprema érala 
voluntad del fundador, cuyas disposiciones, 
siendo lícitas y posibles, debían $er cumpli- 
das religiosamente, por mas que se desviasen 
del órden establecido por las leyes del reino 
para-la sucesión de la Corona. (Sent. de 13 
marzo de 1865). 

XII. Para que tengan aplicación las leyes 
y doctrinas que tratan del modo de suceder 
en los mayorazgos regulares, debe acreditar- 
se en debida forma el entronque con el últi- 
mo poseedor y con el fundador. (Sent. de 30 
mayo de 1865). 

XIII. La ley en materia de vinculado - 
«es. — Para fijar el derecho de suceder en los 
vínculos se lia de atender ante todo á la vo- 
luntad del fundador, guardándose los llama- 
mientos y reglas que,haya establecidos, como 
lo declara la ley 5. a , tít. XVII, lib. X de la 
Novísima Recopilación, — La exclusión denlas 
hembras con arreglo á la ley 8. a , tit. XVII, 
libro X de la Nov. Recop., solo tiene lugar 
cuando el mayorazgo según los llamamientos 
es de agnación rigorosa, en absoluto ó has- 
ta donde dice el fundador. (Sení. de limar - 
%ode 1866). 


XIV. Derecho de representación. — En 
los vínculos y mayorazgos tiene lugar el de- 
recho de representación; pero no se extien- 
de en una linea á los ascendientes que no 
tienen llamamiento en la fundación y que ca- 
recerían por consiguiente del derecho de 
suceder, aunque viviesen al tiempo de la va- 
cante. — Para suceder en una vinculación 
no basta acreditar el parentesco con el posee- 
dor, que no fué fundador y que no fné 1 lama— 

: do personalmente á suceder. — No puede ne- 
garse la cualidad de poseedor para todos los 
efectos legales al que lo fué de hecho por es- 
pacio de mas de 40 años. (Sent. de 25 mayo 
de 1866). 

XV. Cualidad esencial de toda vincula- 
ción. — La cualidad esencial ó constitutiva de 
toda fundación vincular, consistía en la con- 
dición y gravamen impuestos á los posee- 
dores de conservar los bienes que formaban 
su dotación, y de restituirlos al siguiente lla- 
mado en órden. Los llamamientos hechos pa- 
ra suceder en las vinculaciones, cuando se 
concretaban á personas ó líneas determina- 
das, significaban el grado y límites de la pre- 
dilección del fundador, por lo que era doc- 
trina de jurisprudencia vincular, que el po- 
seedor de un mayorazgo en que se habían 
extinguido las líneas ó personas llamadas á 
suceder , podía disponer libremente de los 
bienes del mismo, por ser esta la voluntad 
presunta del fundador, supuesto que no 
existia la condición esencial de restituirlos. 
(Sent.'de 7 mayo de 1866.) 

XVI. Mayorazgos de segundo-genitura. 
— Eu los vínculos de segumlo-genitura, cuan- 
do el segundo-génito pierde esta cuali- 
dad por el fallecimiento de su hermano ma- 
yor, no puede pasar á sus hijos el derecho 
de sucesión. (Sent. de 15 febrero de 1865.) 

XVII. Mayorazgos de masculinidad. — 
Cuando por la fundación de un vínculo se 
llamó para suceder en é! ;í parientes varo- 

; nes, como condición indispensable para el 
fin con que había sido instituido , no deben 
suceder las hembras , sino el pariente varón 
que , al fallecimiento del último poseedor, 
estuviera en aptitud de cumplir el fin de la 
institución. (Sent. de 17 marzo de 1865.) 

XVIII, La ley 8. a , tít. XVII, lib. X de la 
Nov. Recop., no declaró que las hembras 
no podían suceder en los mayorazgos fun- 
dados antes que se promulgara, sino que se 
limitó á fijar, para los casos que áe allí en ade- 
lante ocurrieran, una regla cierta y segura 
que evitase las dudas y los pleitos que hasta 
entonces se habían promovido. (Sent. de 24 
marzo de 1865.) 

XIX, Mayorazgo electivo. Inmediato 
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sucesor.— El que disfrutando un vínculo en 
el año de 1822 eligió á su hijo por sucesor 
del mismo en virtud de la facultad conce- 
dida por la fundación , y le cedió la mitad 
del usufructo que produjeran los bienes, re- 
servándose la otra mitad, continuó 'siendo 
civilmente el. poseedor ; y habiendo vivido 
hasta ei año de 1842 , es incuestionable que 
el hijo era , al restablecimiento de la ley do 
11 de octubre de 1820, el inmediato suce- 
sor, á quien la misma reservó la mitad de los 
bienes, habiendo quedado en él restituidos á 
la condición de libres. (Sent, de 26 mayo 
de 1865.) 

XX. Cláusulas dudosas. — Las dudas que 
pueda ofrecer el sentido oscuro ó ambiguo 
de aiguna cláusula de fundación vincular, 
han de resolverse por las reglas legales de 
interpretación , dirigidas á conocer y fijar la 
verdadera voluntad del instituidor. (Senten- 
cia de 13 junio de 1865.) 

XXI. Vínculos irregulares. — La irregu- 

laridad en Jos vínculos no se presume, sino 
que debe constar expresa y terminantemen- 
te ; y por el contrario la presunción legal 
exisle siempre en favor de la regularidad. 
(Sent. de 13 junio de 1865.) ■ 

XX II. Mayorazgo de agnación. — La ley 
8. a , lít. XYI1, lib. X de la Nov. Eecop. no 
tuvo por objeto coartar ni contrariar la 
voluntad del fundador en cuanto á la exclu- 
sión de las hembras de la sucesión de los 
mayorazgos, ni en cuanto á la fundación de 
los llamados de agnación ó de mascuiinidad, 
sino ei de exigir, para que dicha exclusión 
seentendie.se establecida, que hubiese de ser 
clara y literal en la fundación misma, y que 
no se dedujera de presunciones, argumentos 
ó conjeturas, por precisas, claras y coinciden- 
te». que fuesen. (Sent. de 21 octubrede 1 865.) 

XX11L Llamamientos condicionales. — 
Cuando una fundación exige que los posee- 
dores hayan de pertenecer á estado ó ciase 
determinada, ó ejercer algún cargo ó mi- 
nisterio , todos los incapacitados para este 
están excluidos de la sucesión. La ley de 19 
de agosto de 4 H4 1 no es aplicable á Jas ca- 
pellanías laicales , sino únicamente á las 
colativas. (Sent. de 22 marzo de 1866.) 

XXIV. Interpretación de cláusulas du- 
dosas. — Es doctrina lega!, admitida por la 
jurisprudencia de los tribunales, que cuando 
baya duda ú oscuridad en la inteligencia de 
las cláusulas de la fundación de un víuculo 
irregular, deben ser interpretadas restricti- I 
vamente, ajustándose, en cuanto sea posi- 
ble, no solo á la voluntad del fundador, ley 
en la materia, sino tambian á las reglas que , 
rigen en la sucesión de los mayorazgos re- 
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guiares. La incompatibilidad , cuando se 
contrae á un vínculo determinado , no debe 
extenderse' á ningún otro. (Sent. de 12 mayo 
de 1866.) 

XXV. Mayorazgo de pura mascuiini- 
dad.— La ley 2.‘, tít. XV, Partida 2. a , que 
establece el modo de suceder en los víncu- 
los regulares y la doctrina establecida por el 
Tribuna! Supremo en sentencias de 14 de 
noviembre de 1846 y 26 de junio de 1852, 
son solo aplicables á las sucesiones de ór- 
den regular y no á las de pura mascuiini- 
dad como lo son las fundaciones para espec- 
iantes de beneficios eclesiásticos. — Para 
graduar la proximidad en grados de paren- 
tesco tratándose de fundaciones de pura mas- 
cuiinidad los hijos de las hembras, no pue- 
den representar á sus madres como exclui- 
das de la sucesión y ocupan consiguiente- 
mente un grado inferior. (Sent. de 15 abril 
de 1867.) 

XXVI. Obras pias familiares . — No pue- 
de reputarse infringido el art. l.°de la ley 
de 11 de octubre de 1820, por la sentencia 
que absuelve de la demanda, en que se re- 
clama la división de los bienes que forman 
la dotación de una obra pía , sin decidir 
nada sobre la amortización ó desamortiza- 
ción de los mismos. Cuando el fundador de 
una obra pía no nombra á su familia sino 
para señalar la preferencia en la percepción 
de ios bienes, admitiendo después á diferen- 
tes clases de la sociedad, no es aquella un 
fideicomiso familiar para que se distribuyan 
los bienes éntrela familia. (Sent. de 7 mayo 
de 1866.) 

XX Vil. Prohibiciones de enajenar .— La 
ley 12, tít. XVII, lib. X de la Nov. Recop., 
no solo dispuso que en adelante no se pu- 
dieran fundar' mayorazgos, sino que tam- 
poco se pudiera prohibir perpétuamente la 
enajenación de bienes raíces por medios 
directos ó indirectos , sin que precediese 
Real licencia, declarando en otro caso nulas 
y de ningún valor ni efecto las vinculaciones 
y prohibiciones de enajenar, y con derecho 
á los parientes inmediatos del testador ó fun- 
dador para reclamarlas y suceder libre-' 
mente. 

XXY1II. El impuesto sobre las fundacio- 
nes vinculares . — La ley 12, tít. XVII, lib. X, 
no fue derogada en todo ni en parte por la 18, 
tit. V, lib. 1 de la Nov. Recop., al establecer 
el impuesto del 15 por 100 de todos los bie- 
nes raíces y derechos reales que en adelante 
adquiriesen las manos muertas en todos Jos 
puntos del reino donde no existia la ley de 
amortización, porque este impuesto hacía 
relación á las adquisiciones permitidas , pero 
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no é las prohibidas por la expresada ley 12, , 
tanto menos, cuanto que eJ misino monarca 
que estableció aquel impuesto, declaró en el 
año siguiente comprendidas en la prohibición 
de la referida ley 12, no solamente las cape- 
llanías , sino cualesquiera otras fundaciones 
perpétuas como se vé en la 6.*, lít. Xll, li- 
bro I de la propia Recopilación, [Sent. de 1 1 
diciembre de 1865.) 

XXIX. Mercedes de títulos del reino — 
Las Reales cédulas de concesión de las mer- 
cedes de títulos del reino como recompensa 
y recuerdo perpétuo de emiuentes servicios 
a la patria, constituyen por si solas los dos 
primeros medios deMgnados porla ley 1. a , 
tít. XVU, lib. X de la Nov. Recp. (4? de To- 
ro) como prueba de todo mayorazgo, que son ¡ 
la escritura de institución y Ja real licencia, 
debiéndose considerar vinculados los bienes 
con que han solido dotarse por la real mu- 
nificencia tales mercedes. (Sent. de 9 febre- 
ro de 1866.) 

XXX. Prescripción. — La prescripción no 
es aplicable á Jos bienes que fueron vincula- 
dos mientras conservaron este carácter, se- 
gún doctrina constante de jurisprudencia. 
(Sent. de 23 mayo de 1803.) — Los bienes 
vinculados se hicieron susceptibles de pres- 
cripción desde que por la ley fueron decla- 
rados libres. (Sent. de 4 febrero de 1867 .) 
“’V. Prescripción. 

XXXI. Mitad reservable. — La sucesión 
en la mitad reservable de un vinculo se de- 
termina por los mismos principios que regu- 
lan la sucesión en el todo subsistiendo las 
vinculaciones; y por lo tanto no puede una 
misma persona ser conjuntamente poseedo- 
ra de la mitad reservable de dos vínculos in- 
compatibles, sino de una ú ot a á su elec- ' 
cioii. [Sent. de 24 mayo de 1865.) 

XXXII. Id. — La mitad de los bienes que 
constituían los mayorazgos y demás vincu- 
laciones suprimidas por la ley de i 1 de octu- 
bre de 1820, quedó reservada para el que 
debía, según la fundación suceder inmedia- 
tamente si tales vinculaciones subsistiesen. 
(Sent. de 17 marzo de 1865.) 

* XXXIU. Inmediato sucesor. División . — 
Al restablecerse la ley de 11 de octubre de 
1820 en 30 de agosto de 1836, el inmediato 
sucesor entonces á las vinculaciones nueva- 
mente suprimidas, ocupó por ministerio de 
la ley el misino lugar y tuvo los mismos de- 
rechos á la mitad integrable los mayor, .zgos, 
que cualquiera de sus antecesores tuviera en 
la época uesamortizadora de 1820 á 1823. Por 
consiguiente, eu el caso de haberse practi- 
cado durante dicho período la división de un ' 
vínculo con las solemnidades especiales de la 


ley, los bienes que se adjudicaron entonces 
ú la mitad reservable, corresponden íutegros 
al que adquirió y tenia Jos derechos de in- 
mediato sucesor el día 30 de agosto de 1836. 
(6’asac. citada de 31 marzo de 1865.) 

XXXIV. Como se entiende la mitad re- 
servable habiendo vanos mayorazgos. — El 
poseedor de varios mayorazgos, si bien está 
facultado por la ley de 1 1 de octubre do 1820, 
para disponer libremente de ia mitad de los 
bienes de los mismos, no Jo está en manera 
alguna para hacerlo de todos los pertene- 
cientes á uno de ellos, por mas que sean la 
mitad del total, puesto que esm obligado á 
reservar í alegra la mitad de cada uno al in- 
mediato sucesor. (Sent. de 9 de noviembre 
de 1865.) 

XXXV. Derechos del inmediato sucesor. 
— Al fallecimiento del último poseedor de un 
mayorazgo, pasa la mitad reservable de los 
humes del mismo al que debía suceder in- 
mediatamente; y este último, no solo tiene 
derecho á la propiedad de dichos bienes, sino 
también á tus frutos y l entas producidas y 
podido producir desde la muerte de dicho 
poseedor. \Casac. 9 noviembre de Í865.) 

XXXVI. Irresponsabilidad de los bienes 
déla mitad reservable.— La mitad reserva- 
ble que se adquiere como inmediato sucesor 
y no como heredero, no responde según el 
art. 2.° de ia ley de 11 de octubre de 1820 
de las deudas del antecesor. (Sent. de 1 abril 
de 1866.) 

XXXVII. Sucesor inmediato. — Cuando 
se da por supuesto que el último poseedor 
de un vínculo adquirió como de libre dispo- 
sición la mitad de ios bienes que le. consti- 
tuían, al restablecerse en 30 de agosto de 
1836 la ley de 11 de octubre de 1820, ha de 
buscarse para la adjudicación de ia mitad re- 
servable, al sucesor legítimo según la funda- 
ción en el momento del fallecimiento de aquel. 
(Casac de 13 marzo de 1865.) 

XXXV 111. Quien es el sucesor inmedia- 
to: validez de la división de vínculos hecha 
con su consentimiento. — El sucesor inme- 
diato á Jas vinculaciones suprimidas por la ley 
de 11 de octubre de 1820, y á quien debe 
pasar la mitad íntegra de los bienes de su 
dotación, es aquel que habiendo sobrevivido 
al poseedor, debería suceder si dichas vincu- 
laciones subsistiesen. 

Cualquiera otro que hubiera tenido el ca- 
rácter de sucesor inmediato durante ia vida 
de un poseedor, que vendió el todo ó parte 
de la mitad reservada, si murió antes que es- 
te y siu llegar por consiguiente á ser el ver- 
dadero sucesor, no pudo legitimar y dar 
subsistencia con su consentimiento á.una 
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enajenación hecha por quien no tenia fa- 
cultad alguna pura ello. 

La oturgaoa por las leyes á los poseedores 
de vinculaciones para enajenar la mitad ó 
menos de los bienes de su dotación, sin pré - 1 
vía tasación de todos ellos obteniendo el con- 
sentimiento del siguiente llamado en órden, 
tiene lugar, cuando el vínculo está sin divi- 
dir, pero no cuando se lia practicado la divi- 
sión y formado la hijuela correspondiente á 
la mitad reservable. 

Siendo válido, con arreglo al art. l.° de 
esla última disposición, todo lo que se hizo 
en virtud y conformidad de las leyes y de- 
claraciones que se expidieron hasta el d.° de 
octubre de 1623, válida también es y con 
efectos legales ia división hecha en aquella 
época de los bienes de un vínculo, si se ha 
practicado legalmente. (S ent. de i mago 
de 1866.)— Véusu también la doclriua con- 
tenida bajo losuúms. XXXIII y XL, 

XXXIX. Capellanías laicales . — Cuando 
en una capellanía laical debe sucederse por 
el nombramiento que hagan ios patronos, y 
este no se bu podido hacer á la muerte de! 
último poseedor por hallarse suprimidas las 
vinculaciones, debe pasar la miLad. reserva- 
ble al pariente mas próximo del fundador; y 
no es aplicable al caso la regla admitida para 
la sucesión de los mayorazgos regulares, de 
que la proximidad del paroutesco debe en* 
tenderse con relación ai último poseedor. 
(Sent. de 21 abril de 1865.) 

XL. Convenios con los- inmediatos su- 
cesores . — Deben respetarse los electos del 
convenio del inmediato sucesor de uu víu- 
culo, estando y pasando por lo conveni- 
do, en conformidad con la ley de lü de 
junio de 1621. Los términos de los con- 
tratos, según la ley i.% í.ÍL. i, lib. X de la 
Noy. liecop. y la doctrina admitida por la 
jurisprudencia de los Tribunales, suri una 
ley indeclinable para los otorgantes. (Sen- 
tencio de 22 febrero de 1867.) 

XLl. Prueba de que ciertos bienes son de 
una vinculación . — Deben reputarse como 
vinculados los bienes que, habiéndose com- 
prendido en una vinculación, han sido po- 
seídos durante tres generaciones , pasando 
de sucesor en sucesor, sin que se íiaya pues- 
to en duda dicha cualidad ni recluinádose 1 
cosa alguna por el que pudiera haberse creí 
do con derecho á ellos en otro concepto. — 
Cuando se han poseído unos Ineues como 
vine dados por espacio de ochenta y cuatro 
años sin haberse intentada oportuna ¡non le 
contra ninguno de sus poseedores recla- 
mación alguna , ha presento la acción de; 
petición de dichos bienes en concepto de 
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libres. (Sent. de 27 de'febrero de 1865.) 

XLII. .Pruebas de mayorazgos . — Al es- 
tablecer la ley 1. a , tit. XYU, lib. X de la No- 
vísima Recopilación los medios especiales 
de probar la fundación ó existencia de los 
mayorazgos, no exige la misma especialidad 
para justificar que determinados bienes cor- 
respondí n á una vinculación que no se lia 
puesto en duda; hecho que por consiguiente 
está sometido á los medios comunes de 
prueba. (Sent. de 7 marzo de 1866.) — La 
ley 41 de Toro no es taxativa de los medios 
de probar los mayorazgos. (Sent. de 4 junio 
de 1866.) 

Creemos haber comprendido en este 
artículo todas las disposiciones que so- 
bre desvincularon civil se han dictado 
desde la pragmática de 1789 y muy prin- 
cipalmente las modernas que han supri- 
mido toda clase de vinculaciones de bie- 
nes raíces, muebles , semovientes , cen- 
sos, juros, loros ó de cualquiera otra 
naturaleza restituyéndolos á la clase de 
absolutamente libres, y prohibido á las 
manos muertas la adquisición de bienes 
raíces ó inmuebles. Las notas que con- 
tienen varios importantes puntos resuel- 
tos por la jurisprudencia del Tribunal 
Supremo de Justicia contribuyen á la 
mas recta inteligencia, y nada tenemos 
que añadirá lo que decimos en las lineas 
de entrada , remitiéndonos á Capella- 
nías: Desam )rtizacion: Concordato: Le- 
gados Á MANOS MlMíUTAS, y PATRONATOS. 

MEO ANERÍA — V. S EllVmUiUBKE. 

MEDICAMENTOS. Las ordenanzas de 
farmacia denominan medicamentos «las 
sustancias simples ó compuestas prepara- 
das ya y dispuestas para su uso medici- 
nal inmediato.» Todos los medicamentos 
lian de ser expendidos por los farmacéu- 
ticos en sus boticas, exceptuando los de 
uso común en la medicina doméstica y 
los que suelen prescribir verbalrnente 
los médicos, cirujanos y veterinarios: los 
i demás no se pueden despachar en ellas 
sin la correspondiente recela, la que se- 
rá ratificada después de jieiiir explicacio- 
nes a I profesor que la expidió, en el caso 
i Je que se prescriba en ella un medica- 
mento heruLo en dosis extraordinaria. 
Ningún remedio secreto, especial, espe- 
cífico ó preservativo de composición ig- 
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oorada puede expenderse eon arreglo á 
la ley de Sanidad; ni introducirse ni ex- 
penderse ningún medicamento galénico 
ó compuesto del extranjero que no se 
halle nominalrneote consignado en el 
arancel. También está prohibido por las 
ordenanzas el anuncio de las ventas de 
medicamentosen otros periódicos que no 
sean los especiales de medicina, cirujia, 
farmacia y veterinaria. 

Están prohibidas las enmiendas, ras- 
paduras y abreviaturas en las recetas, 
que además no contendrán signos, sino 
palabras castellanas ó latinas en que se 
expresen con claridad el número, peso ó 
medida de los medicamentos. 

Cuando alguno poseyese el secreto de un 
medicamento útil y no quisiera publicar- 
lo sin reportar algún beneficio, puede re- 
cibir la debida recompensa si con la res- 
pectiva memoria de los experimentos he- 
chos para asegurarse de la utilidad del 
invento, nresenta la receta al Gobernador 
y se prueba la eficacia del remedio por los 
medios que previene la ley de Sanidad. 

Para la preparación y expendicion de 
los medicamentos en las boticas, hay 
una farmacopea y un petitorio y lanía 
oficiales que se mandó rigiesen por Real 
orden de 'i de enero de 1866 inserta en 
Farmacia, í. VI, p. 784. 

Las bebidas refrescantes y jarabes son 
de libre elaboración y venta; pero la con- 
fección de aguas minerales artificiales ha 
de llevarse á cabo bajo la direccion.de un 
farmacéutico, asi como ¡a venta de las 
mismas y de las naturales, ha deefoctuar- 
se en las oficinas de farmacia. 

Estas son las prescripciones mas prin- 
cipales que como de la competencia deja 
Administración pública contienen la ley 
deSanidad, inserta en Sanidad y lasorde- 
nanzas de farmacia que hemos insertado 
igualmente en el lomo 6.°, página 774. 

Las disposiciones que además de las 
antedichas se refieren al asunto de que 
tratamos, son las siguientes de las cuales 
exceptuando la R. 0. de 25 de enero de 
1866 que prohíbe la introducción de un 
remedio secreto procedente de la Habana, 
las demás se refieren á la importación de 
medicamentos extranjeros. 


R. O. de 5 febrero de 1861. ' 

Es sobre la introducion de medicamentos 
extranjeros, en la que á la vez que dispuso 
que no se permitiera la importación de un 
producto llamado Boonekan, como contra- 
rio al art. 84 de la ley de Sanidad, se mandó 
también como regla general, «que siempre 
que se presenten ai despacho en las aduanas 
del reino preparaciones farmacéuticas prohi- 
bidas por los reglamentos sanitarios , se 
acuerde su re-exportacion al extranjero con 
las garantías convenientes, quedando autori- 
zada Ja Dirección general de aduanas y aran- 
celes para concederla. 

R. O. de 12 julio de 1862. 

(Gob.) Se mandó dar conocimiento á los 
representantes españoles en el extranjero, 
delosarts. 17 y 18 de las ordenanzas de 
farmacia, lomo 6.", pág. 774, para que pon- 
! gan en el de los Gobiernos cerca de los que 
se hallen autorizados, las razones en que se 
fouda la no adquisición é introducción en 
España, de los remedios galénicos ó com- 
puestos, y la manera de llevarla á cabo. 

; R. O. de 12 abril de 1861, circulada por la 
Dirección en 25. 

Sobro requisitos para la introducción en España de 
medn amonios extranjeros. 

(Hac.) «En vista de lo manifestado por 
el Ministerio de la Gobernación del Reino á 
este de Hacienda, después de haber oido á la 
academia de medicina de esta córte, la Rema 
conformándose con lo propuesto por esa 
Dirección general, ha tenido á bien mandar: 
primero, que se publique en la Gacela el 
adjunto catálogo remitido por dicho Minis- 
terio, para que surta los efeclos expresados 
en la partida 689 del arancel;' segundo, que 
se prevenga á las aduanas del Reino no per- 
mitan la introducción del extranjero de otros 
i medicamentos quelos comprendidos en dicho 
catálogo, advirtiéndoles que á excepción del 
| ácido curbo-azótico, del cloroformo, cloruro 
potásico, ñores de zinc (óxido blanco de 
zinc) y sosa cáustica, los cuales por tener 
aplicación en las artes é industria están 
exentos de la inspección facultativa; todos 
los demás uo pueden introducirse sin este 
requisito prévio; y tercero, que se suprima 
la partida 510 del arancel adeudando por 
la 214 las pastas y pastillas gomosas comes- 
tibles. — De Real órden etc. Madrid 25 de 
abril de 1864. — Romualdo López Ballesteros. 
— Sr. Gobernador civil de » 
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Catálogo de los objetos naturales , drogas y productos qutmieos medicinales que según 
el art. 61 délas Ordenanzas de farmacia, pueden introducirse en el Reino y á que se 
refiere la Real orden de esta fecha (4). 


Abelmosco (simiente) 

Acacia (zumo inspi— 
sado). 

Aceite animal de Dip- 
pel. 

— de copaiba. 

— deCrotontiglio. 

— de ¡ligado de ba- 
calao. 

— de laurel. 

— de nuez mosca- 
da. 

— de ricino. 

— de tártagos. 

— em pireurn áti- 
co comun. 

— de C. de C. 

— de succino. 

Acetato de amoniaco 

líquido. 

— de cal. 

— de pdtasa. 

— de sosa. 

— de zinc. 

Acíbar. 

Acido benzóico. 

— carboaz ótico pu- 
ro. 

— cían liidríco ó prú- 

sico. 

— fosfórico. 

— hidroclórico al- 
coholizado. 

— láctico. 

— mecónico. 

— nítrico alcoholi- 
zado. 

— sulfúrico alcoho- 
lizado. 

— succínieo. 

— valeriánico. 

Aconitina. 

Acónito. 

Acoro verdadero 
(raíz de). 

Adarces (polvos de 
rio.) 

Adormideras. 

Agárico blanco. 

Agno casto (simiente) 

Agrimonia. 

Ajenjo. 


Alcali volátil concre- 
to. 

Alholvas. 

Alves (lefio). 
Aiquekenges. 

Ameos. 

Amigdalina. 

Amilcno. 

Amomo racemoso. 
Amoniaco (gomo re- 
sina). 

Anacardos (fruto). 
Angélica (raíz). 
Angucturas falsa y 
verdadera. 
Aristoloquia (raiz). 
Arnica montana, 
Arrayan. 

Arsimiato de potasa. 
Arseniato de sosa. 
Artanita. 

Artemisa, 

Asaro. 

Asafélida (gomo-re- 
sina.) 

Atropina y sus sales. 
Azafrán de Marte ape- 
ritivo. 

— de metales. 
Azufre dorado de an- 
timonio. 

Balaustrias. 

Bálsamo de copaiba. 

— de la Meca. 

— del Perú líquido. 

— de id. sólido ó to- 
lutano. 

Bardana. 

Bedelio (gomo-resina. 
Beleño. 

Belladona. 

Bérberos. 

Bicarbonato de potasa 

— de sosa. 

! Bistorta. 

Borraja. 

Brionia. 

Bruciuu y sus sales. 
Buglosa. 

Cefeina y sus sales. 
Calaguala. 

Calaminta montana. 


Cainca. 

Camedrios. 

Camepiteos. 

Canchalagua. 

Cannabina. 

Cantáridas. 

Cantaridina. 

Cañafístula.. 

Caraba (resina). 
Carbonato de magné- 
sia. 

Carcoma de algarrobo 

Cardamomos. 

Carioíilato. 

Carpobálsamo. 

Carragecu. 

Carralejas. 

Cascarilla (quina aro- 
mática.) 

Casia lignea. 

Castóreos. 

Catecú (zumo inspira- : 
do.) 

Cebada perlada. 

Ceb dilía. 

Cebolla albarraua. 
Cedoaria. 

Centaura, 

Cicuta. 

Cinconina y sus sales. 
Cinoglosa. 

Ci trato de hierro. 

— de quinina. 

— de magnésia. 

— de sosa. 
Cloroformo. 
Clorurofproto de car- 
bono.) 

— de hierro-per, 

— am oniacal de id . 

— de magnésia. 

— de potasio (sal fe- 
bril.* de Silvio). 

Cianuro de mercurio. 
Codeina. 

Cohombrillo amargo. 
Colchico. 

Colombio, 
Coloquíntidas. 
Colubrino (leño). 
Cominos de Marsella. 

— rústicos. 


Comina ó acutina. 
Contrayerba. 
Cornezuelo de cen- 
teno. 

Corteza de R. de gra- 
nado. 

— wenteranea. 
Crotontigliq (granos). 
Cubeblna. 

Cuerno de ciervo ra- 
surado ó calcina- 
do. 

Culantrillo. 

Daturina. 

Banco crético. 

Del fina v sus sales. 
Díctamo blanco. 

— crético. 

Digital purpúrea. 
Digilalina. ’ 

Eléboros. 

: Emetina. 

Enebro (fruto). 

Entila campana. 
Epítimo. 

Ergotina. 

Escamonea. 

Escilitiua. 

Escordio. 

Escorzonera. 

Esencia de ajenjo, 

— de bayas de ene- 
bro. 

— de cayeput. 

— de copaiba. 

— de cubebas. 

— de hinojo. 

— de laurel cerezo. 

— de manzanilla. 

— de orégano. 

— de sabina. 

— de saxafras. 

— de valeriana. 
Espica-céltica. 
Espicanardo. 

Espíritu de cuerno de 

ciervo. 

— de C. de C. suc- 
cinado. 

— de succino. 
Estramonio. 
Estrignina y sussales. 


íll Hay que tenerhoy en cuenta los nuevos aranceles de aduanas de 42 de julio de 4869 á 
que hacemos referencia al final de este artículo. 
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Esqucnaoto. 

Estafisagria. 

Eter a coi. i o. 

Eter clorhídrico clo- 
rado. 

Etiope marcial. 
Felaiulrio acuático. 
Flores de zinc. 
Folículos de sen de 
Palta. 

Folio índico. 

Fresa. 

Fucos vessículosus. 
Galanga. 

Galbnno (gomo-resi- 
na). 

Genciana. 

Gencianino. 

Gengibre. 

Gliccrina. 

Guayaco (leño). 
Guayaco (resina). 
Gulagnmba resina). 
Habas de San Ignacio 
Helécho macho. 
Hemodátiles. 
Hklroferi ociaoato de 
quinina. 

Hidrosulfato de sosa 
cristalizado. 
Hiedra terrestre. 
Hiedra (resina). 
Hierro reducido por 
el hidrógeno. 
Hígado de antimónio. 

— de azufre. 
Hipericon. 
Hipocístidos. • 
Hipofosüto de cal. 

— da potasa. 

— de sosa, 
Iodoformo. 

Ioduro de azufre. 

— de hierro. 

— de mercurio. 


R. 0. de 29 agosto de 1864. 

Permitiendo la entrada libre _ de los medicamentos 
extranjeros que traen los viajeros enfermos para su 
curación. 

(Gob.) El Sr. Ministro interino de la Go- 
bernación dice con esta fecha al de Hacienda 
lo qúe sigue: 

«Excmo. Sr.: Enterada la Reina de una 
comunicación de la Dirección general de 
Aduanas y Aranceles manifestando, con mo- 
tivo de consulta hecha á la misma por el 
Administrador de la Junquera, la convenien- 


Serpentaria 'Virginia— 
na . 

Sima ni lia (corteza). 
Sosa caustica pura. 
Subsulfato de mer- 
curio. 

Sulfato de magnesia. 

— de potasa. 

— de zinc. 

Salicina. 

Tacamaca. 

Tartrohorato de po- 
tasa. 

Tarlrato de potasa. 

— de id. y de anti- 
monio. 

— de id. y de hier- 
ro. 

— de sosa. 
Tamarindo (fruto). 
Tierra sellada. 

Tila. 

T( rbisco. 

Tomentila. 

Tucia. 

Tusílago. 

Turbit. (raíz). 

Urea. 

Valeriana. 

Valerianato de hier- 
ro. 

— de zinc. 
Veralrina y sus sa- 
les. 

Vinagre radical. 

Visco quercino. 

V horas enteras. 
Yezgos. 

Zarzaparrilla. 

Madrid 1 1 de abril 
de 1804. — Hay una 
rúbrica. — Es Copia. 
Ballesteros. ( Gac . 19 
mayo.) 


cia de adoptar lina resolución que facilite á 
los viajeros enfermos la introducción de los 
medicamentos que en pequeñas porciones 
traen para la curación de sus do’encias, y 
que por la legislación vigente no pueden 
despachar las aduanas del reino: consideran- 
do que no es prudente impedir á bs españo- 
les que van al extranjero en busca de su sa- 
lud que traigan consigo é introduzcan en el 
reino jos medicamentos que les hayan sido 
prescriptos por los facultativos, cuyo hecho 
constituiría por el excesivo rigor hasta inhu- 
manidad; y teniendo en cuenta asimismo que 
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íoduro de plomo. 
Ipecacuaua. 

Jalapa. 

Kíim (goma). 

KniiSO, 

Loan !.o de hierro. 
Lactucario. 

Laurel cerezo. 
Láudano (resina). 
Liquen islándico. 

Lo be lía. 

Lupulina. 

M a n á . 

Mandragora. 

Manilo. 

Manzanilla. 

Maro. 

Ma trica ría. 

Mecereon. 

Mechonean. 

Meco urna. 

Meliloto. 

Melisa. 

Menta. 

— piperita. 

Meo atam; íntico. 
Mercurial. 

Mercurio dulce subli- 
mado. 

— preparado por el 
vapor. 

— soluble de Hanne 

man. 

Miroholanos. 

Mirra (gomo-resina). 
Momia de Egipto. 

M cuesta. 

Morfina y sus sales. 

¡ Musgo de Córcega. 

Í Narcotina. 

Nefrítico (leño). 
Ninfea acuática. 

■ Nuez vómica. 

! Ocuge (resina). 

* Oesipo. 


Ojos de cangrejo. 

O pin 

Opopenaco. 

Oxido de hierro ne- 
gro. 

Oxidos de mercurio, 
i Da nimia. 

Paciencia. 

Pelitre. 

Peonía. 

Peregil de Macedo- 
nia. 

Piedra infernal. 
Piperino. 

Polígala amarga. 

— de Virginia. 
Polvos oe nlgaroht. 
Potasa caustica. 
Precipitado blanco. 
Pulmonaria. 

Pepsina. 

Quari;. amarga, 

Quina calisaya. 

— lo ja. 

Quinina y sus sales. 
Raba: harina. 

Rain no catártico. 
Rnpóntico. 

Ratania. 

Ricino (simiente). 
Rosas rubras. 
Ruibarbo (raíz). 
Sabina. 

Saga peno. 

Salmeo (flor y fruto). 
Sa! volátil de C. de C. 

— de succino. 
Salep. 

Sándalos , blanco y 
cetrino (leños). 
Sardónico. 

Santonina, 

Sarcocola. 

Sasafras (leño). 

Sen. 
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la prohibición de introducir medicamentos 
secretos y los galénicos ó de composición 
indefinida* dispuesta por las leyes debe en- 
tenderse solo respecio á los que se destinan 
á la pública expendieron y de ninguna mn T 
cera á ios que cada cual traiga consigo para 
la curación de sus propias dolencias, Su Ma~ 
gestad conformándose con io expuesto por 
el Consejo de Sanidad del Reino y Real Aca- 
demia de Medicina de esta córte se ha dig- 
nado disDoner: 

1. ° Serán de libre importación en Espa- 
ña desde esta fecha los medicamentos ex- 
tranjeros que conduzcan los viajeros para su 
exclusivo uso y cuya introducción prohíben 
las leyes. 

2. ° Dichos medicamentos serán siempre 
reconocidos eu las aduanas por el farmacéu- 
tico inspector de géneros medicinales. 

3. ° Este funcionario declarará si la can- 
tidad del medicamento presentado al despa- 
cho es la proporcionada al uso que de él 
pueda hacer un solo enfermo, cuya circuns- 
tancia es precisa para su introducción, 

4. ° Cuando la cantidad sea lan conside- 
rable que autorice á sospechar que no pue- 
de consumirse por un solo enfermo, no será 
despachada; volviéndola á sacar del reino ó 
inutilizando si lo prefiere el interesado la 
parte que el inspector facultativo considere 
excesiva, 

5. ° Los medicamentos que reúnan las 

expresadas condiciones para ser introduci- 
dos se considerarán como parte del equipa- 
je, y no se satisfará por ellos derecho algu- 
no.» — De Real órden etc. Madrid 29 de 
agosto de *864. — El Subsecretario, José El- 
duayen. — Sr. Gobernador de la provincia 
de (Gac. 9 setiembre.) 

fí. O. de 30 marzo- 12 abril de 1865. 

Mandando inutilizar píldoras y ungüento Hoilcway 
y que no se permita la introducción de otros. 

(Hac.) «Por el Ministerio de la Goberna- 
ción se lia comunicado al de Hacienda, con 
fecha 30 de marzo último, la Reai órden si- 
guiente: 

Excmo., Sr.: Con motivo de un expediente 
remitido á este Ministerio por el Goberna- 
dor de Navarra, dando cuenta de bal arse 
detenidos en la aduana de Pamplona 132 ca- 
jas de píldoras de Holloway y 186 botes de 
ungüento, cuyos géneros estaban para la 
venta, S. M. se ha dignado mandar se inu- 
tilicen los expresados medicamentos, y se 
recuerde á V. E. la necesidad que hay de 
que los administradores de las aduanas se 
valgan de los farmacéuticos inspectores 
siempre que al despacho se presente algún 
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medicamento, y de encargarles que no per- 
mitan la introducción de aquellos que no fi- 
guren en el arancel. — De Real órden lo digo 
á V. E. para su inteligencia y efectos opor- 
tunos.» Déla propia real órden etc. Madrid 
12 de abril de 1865. ( CL . t. 93, p. 740.) 

fi. O. de 8 junio de 1865. 

Resolviendo varias dudas sobre su introducción y 
pago de derechos. 

(Hac.) «He dado cuenta á la Reina del 
expediente instruido en esa Dirección gene- 
ra!, sobre las dudas que ocurrieron en la in- 
terpretación del catálogo de productos me- 
dicinales que pueden introducirse en el rei- 
no, circulado á las aduanas por R. O. de lí 
de abiil de 1864. 

Visto cuanto resulta del expediente: 

Visto lo resuelto por el Ministerio de la 
Gobernación por R. O. de 29 de abril próxi- 
mo pasado, de acuerdo con lo informado 
por la Real Academia de Medicina y Cirujía 
de Madrid: 

S, M.,de acuerdo con lo propuesto por 
V. I., ha tenido á bien mandar: 

1 . ° Todos los productos químicos tarifa- 
dos en el arancel son de permitida entrada 
en el reino, sin necesidad de sufrir el reco- 
nocimiento facultativo de que trata el artícu- 
lo 74 de las ordenanzas de aduanas. Los 
que consten en el catálogo circulado por Real 
órden de 1 1 abril del año último que tienen 
un uso exclusivamente medicinal, están su- 
jetos al expresado reconocimiento facultati- 
vo, á excepción del ácido carbo-azótico, clo- 
roformo, cloruro potásico, flores de zinc y 
sosa cáustica , por ser también aplicables á 
las artes é industrias. 

2. ° Los productos compuestos medicina- 
les que cita el catálogo y no tengan partida 
expresa adeudarán por la 589 , y los que 
constando en dicho documento son produc- 
tos inmediatos de vejetales como raíces, ta- 
llos, gomas, cortezas, etc., continuarán afo- 
rándose por la 590 del arancel. 

3. ° No se admitirá ningún producto 

compuesto, y cuyo uso sea exclusivamente 
medicinal que no esté enumerado en el ca- 
tálogo ó en el arancel sin que préviamente 
se autorice su admisión; pero si se presen- 
tasen al despacho drogas de aplicación in- 
dustrial , aunque también tengan uso en la 
medicina ó farmacia, se admitirán, prévio 
reconocimiento del inspector farmacéutico, 
adeudando como producto químico por el 
grupo que corresponda , y consultando á la 
Dirección general con remisión de muestra 
para la resolución definitiva. 

Y 4.° Por el Ministerio de la Goberna- 
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cion, al que deberá pasarse ima nota de los 
productos compuestos que no estén tarifa- 
dos y deban adeudar por la partida 589 el 
20 y 24 por -100 según bandera, se fijaran, 
oyendo á la Real academia de medicina, los 
valores que correspondan a los expresados 
productos para la exacción de derechos, su* 
pilándose entre tanto esta formalidad con los 
que manifiesten los interesados , siempre 
que las aduanas é inspector farmacéutico es- 
tén conformes, y sujetándose á los preceptos 
de la regla quinta de las que preceden al 
arancel.— Re Real órden. etc. Madrid 8 de 
junio de 18615.— Castro.— Sr. Director gene- 
ral de impuestos indirectos. ( Gac . 3 julio.) 

R. O. de 25 enero de 1866. 

Prohibiendo la venta del Bob depurativo de Gandul, 
y declarando que la ley de 3auiilad ha abolido toa 
privilegios anteriores. 

(Gob.) « Sanidad . — Sección 2.° — Nego- 
ciado 3.°— Enterada la Reina de una ins- 
tancia de D. Buenaventura Duran, solicitan- 
do se !e permita la libre introducción de doce 
cajas de Rob depurativo de Gandul, que 
procedentes de la Habana existen en la adua- 
na de esta capital, y teniendo en cuenta que 
dicho medicamento pertenece á la clase de 
los remedios secretos por ignorarse su com- 
posición, y que si dicho Sr. Duran tenia al- 
gún privilegio para expenderlo, debe consi- 
derarse caducado como todos con la publi- 
cación de la ley de sanidad, ba tenido á 
bien desestimar la instancia del interesado, 
y prohibir la venta del citado medicamento, 
como igualmente de todos los que reúnan 
sus condiciones, conforme á lo dispuesto en 
el art. 84 de la mencionada ley, y el 16 y 17 
de las ordenanzas de farmacia. —De Real ór- 
den , etc. Madrid 25 de enero Je 1866. — 
Posada Herrera.» ( Gac . 8 febrero.) 

R. D. de 27 febrero de 1866. 

Adicionando el catálogo do la R. O. de 11 de abril de 
1804 tobre requisitos para la introducción de me- 
dicamentos extranjeros. 

(Dta. gen. de Imp. indirectos.) «Por el 
Ministerio de Hacienda se ha comunicado á 
esta Dirección general con lecha 15 del cor- 
riente mes la Real orden siguiente: 

«limo. Sr.: Por el Ministerio de la Gober- 
nación se ha comunicado á este de Hacien- 
da en 27 de febrero último la Real órden que 
sigue. — Excnio. Sr. : El Sr. Ministro de la 
Gobernación dice con esta fecha al Gobér- 
dor de la provincia de Barcelona lo siguien- 
te: Enterada la Reina de una instancia pre- 
sentada por D. Juan Borrell , farmacéutico 
, de esa capital, solicitando la introducción de 
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los productos siguientes: azufre precipitado, 
herines mineral, antimonio diaforético la- 
vado, nitrato de barita , aceite de huevos, 
sulfuro de carbono y ni a lato de hierro, dete- 
nidos en esa aduana, se ha servido resolver, 
Je acuerdo con el dictamen del Consejo de 
sanidad, y en vista de los arts. 18 y 61 de 
las ordenanzas de farmacia, que previo el 
pago de los derechos que devenguen, se de- 
vuelvan al indicado Sr. Borrell los mencio- 
nados producios químicos, incluyéndolos en 
el catálogo adjunto á la Real órden de 11 de 
abril de 1864.— De la de S. M., etc. 

(Fué trasladada por el Ministerio de Ha- 
cienda á la Dirección en 15 de abril del mis- 
mo año, y por la Dirección á los administra- 
dores de aduanas en 25 del mismo.) 


En las bases que acompañan á la ley 
de presupuestos de l.° de julio de 1869, 
contenidas bajo la letra C para la refor- 
ma del arancel de aduanas, la 1. a dice 
que tocias las mercaderías son admitidas 
á comercio en los dominios españoles de 
la Península é islas adyacentes, sin mas 
excepción que los artículos cuya circu- 
lación prohíben las leyes penales, las de 
seguridad pública, y las relativas á efec- 
tos estancados. 

Publicado el arancel de aduanas por 
decreto de 12 de julio, establece la dispo- 
sición 18. a de las dictadas para su apli- 
cación, que no podrán introducirse en 
el reino entre oHros artículos que enu- 
mera. «7.° Preparaciones farmacéuticas 
ó remedios secretos , cuya composición no 
fuese posible descubrir, ó cuya fórmu- 
la no hubiese sido publicada» , y en el 
arancel, clase tercera, partidas 63 á 94, 
se encuentran las de adeudo de sustan- 
cias empleadas en la farmacia (drogas 
simples), y la de varios productos quí- 
micos farmacéuticos. Pueden, pues, con- 
sultarse todas las disposiciones citadas 
en el Apéndice lí á esta obra, págs. 229, 
264 y 268, á donde nos remitimos, así 
como á los artículos Droguería, Farma- 
cia, Herbolarios ó Yerberos, Hidrofobia, 
Limonadas gaseosas y Médicos y Sanidad. 

MEDICINA Y CIRUJÍA: MÉDICOS Y CIRU- 
JANOS. Uno de los cuidados mas im- 
portantes encomendados á la Adminis- 
tración es el de la salubridad pública, 
que debe esmerarse en adoptar las me- 
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didas convenientes, no solo para que 
la mortalidad no traspase los límites or- 
dinarios., sino para hacerla decrecer, 
aumentando la vitalidad todo lo posible 
por medio de una esmerada y sábia asis- 
tencia, y haciendo desaparecer la insalu- 
bi idad de los pueblos y habitaciones, y 
la probabidad de tomar alimentos no- 
civos y el contacto de las sustancias y 
miasmas que comunican óenjendran las 
enfermedades. 

Cinéndonos únicamente ahora á dos 
profesores de las ciencias médicas, pues- 
to qué lo demás corresponde á Abas- 
tos, Agüas, Albéltares, Epidemias, Epi- 
zootias, Hidrofobia, Higiene, Lazare- 
tos, Mataderos, Sanidad, etc., debe- 
mos decir que dichos facultativos se 
dividen por razón de los planes de 
estudios que se han sucedido desde 
1804, en médico-cirujanos, profesores 
de ciencias médicas, médicos puros y 
cirujanos. Estos últimos se subdividen 
en cirujanos de primera clase que son 
los llamados cirujano-médicos, ciruja- 
nos latinos, licenciados y doctores en 
cirujía médica; en cirujanos de segunda 
clase, en cuyo número entraban los 
llamados de colegio y los antiguos ro- 
mancistas; en cirujanos de tercera clase 
ó sean cirujanos sangradores, y en ciru- 
janos de cuarta clase que son todos los 
demás profesores puramente prácticos. 
También existen los prácticos del arte de 
curar del plan de 1843 y los médicos de 
segunda clase del R. D. de 10 diciembre 
de 1849, que estudiaron los principios 
elementales de la medicina y cirujía y 
destinaron algún tiempo á las prácticas 
de ellas, cuyas enseñanzas fueron aboli- 
das sucesivamente. Además se conocen 
con el nombre de ministrantes anteriores 
á la ley de 1837, y el de practicantes 
creados por esta, unos auxiliares subal- 
ternos que no siendo facultativos no es- 
taban comprendidos en las clases de 
cirujanos existentes, pero que sin em- 
bargo han invertido dos años de estudios 
teórico prácticos, se lian sujetado á un 
examen y han obtenido un titulo que 
les concede ciertos derechos ó funciones 
propias, aunque en limitada esfera. 


La precitada ley de 1857, vino á crear 
una clase de médicos llamada médico- 
cirujanos habilitados análoga á la de 
prácticos de 1843, y médicos de segunda 
de 1849, cuya clase vino á desapare- 
cer, salvo los derechos adquiridos, por 
el R. D. de 11 de setiembre de 1858; 
pero en virtud de igual disposición de 7 
noviembre de 1860 se creó otra casi idén- 
tica con el nombre de facultativos de 
segunda clase, que se ha suprimido 
igualmente en virtud del decreto del 
Gobierno Provisional, hoy ley, de 25 
octubre de 1868. Nosotros que hemos 
abogado por la institución de esta clase 
de facultativos en el Consultor de Ayun- 
tamientos de 1860, págs. 101 y 115, no 
podemos estar conformes con su aboli- 
ción y sentimos que se vuelva á dejar 
abandonada la asistencia facultativa en los 
pueblos pequeños á los que solo poseen el 
título de ministrantesó el de practicantes, 
puesto que las clases decirujanos, (aun- 
que tampoco estábamos enteramente con- 
formes que fueran estos los únicos facul- 
tativos de los pueblos decorto vecindario), 
van desapareciendo como no puede me- 
nos de suceder con el trascurso del tiem- 
po, no confiriéndose hace muchos años 
títulos de esta clase. Para nosotros cier- 
tas cuestiones, como la presente, no son 
de partido, y será una lástima, se prive á 
los pueblos de escaso vecindario de la 
clase de facultativos secundarios que tan 
necesarios son según lo ha hecho ver la 
experiencia. 

No creemos que al tratarse de crearla 
enseñanza libre, se quiera á la vez dejar 
en libertad el ejercicio de las profesiones 
médicas, porque en nuestra humilde 
opinión esto acarrearía inmensos perjui- 
cios á la salud pública, pues no dudamos 
que el charlatanismo ahuyentaría á los 
hombres de ciencia del honroso cargo 
de curar á sus semejantes. La Adminis- 
tración en este caso, como en otros, no 
puede desprenderse, sin grave riesgo de 
los intereses generales de la sociedad, de 
la facultad de exigir las garantías necesa- 
rias para que tan importantes funciones 

no lastimen los intereses de la mayoría de 
los ciudadanos, cuidando con el mayores- 
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mero que no falten facultativos para que 
estén atendidas todas las clases, lo mis- 
mo las ricas que las menos acomodadas, 
y las que viven en los grandes ceutros de 
población como las de las villas y aldeas. 

Ed vista de lo que dejamos manifesta- 
do y reconocida, como lo está la utilidad 
de la medicina y cirujia , no hay duda 
alguna, que para que preste sus saluda- 
bles efectos, es necesario, que los profe- 
sores posean la ciencia y la apliquen de- 
bidamente. Heaquíporqué la Adminis- 
tración está encargada de examinar á es- 
tos y proveerlos de los correspondientes 
títulos. La medicina que trata de los pa- 
decimientos internos y la cirujia de 
los externos constituyen hoy una sola 
facultad, no reconociendo la ley de 25 
de octubre de 1868, salvos los derechos 
adquiridos por las leyes anteriores, mas 
facultativos de la ciencia de curar, que 
los doctores y licenciados de ambas cien- 
cias, los cuales tienen de auxiliares á los 
practicantes restablecidos por la citada 
ley de 2o de octubre, según la orden de 
27 del propio mes, pero solo para admi- 
nistrar los medicamentos prescritos por 
los médicos, sin poder ellos propinar 
ningún remedio. 

Aun cuando se han dictado varias 
disposiciones para que los médicos y 
los cirujanos puros puedan hacerse mé- 
dico-cirujanos, todavía existen boy mu- 
chos individuos de les referidas clases, y 
también ministrantes y practicantes, á 
quienes se les lia concedido igual gracia, 
que no se han aprovechado de ella; pero 
no hay duda que van desapareciendo en 
virtud de dichas concesiones las clases 
de estos profesores, á medida que irá en 
aumento la de practicantes, por encon- 
trar acomodo en los pueblos y ser corta 
la carrera, lo que como hemos dicho, no 
favorece en nada á la salud pública. 

Las limitaciones establecidas para el 
ejercicio de las respectivas profesiones 
médicas, están en relación con los estu- 
dios y prácticas que tiene cada uno. Así 
es que los médico-cirujanos antiguos y 
los profesores de ciencias módicas mo- 
dernos, que tienen el grado por lómenos 
de licenciados , están facultados para 


asistir tanto en las afecciones internas 
como en las externas, en todas las po- 
blaciones y en todos los establecimientos 
y destinos sanitarios; los prácticos en el 
arle de curar del plan de 1843, los mé- 
dicos de segunda clase del arreglo de 
los estudios médicos de 30 de noviem- 
bre de 1849, los médicos-cirujanos ha- 
bilitados de la ley de 7 de setiembre de 
1857, y los facultativos de segunda clase 
de! R. D. de 7 de noviembre de 1866, 
están facultados sí para el ejercicio de 
ambas profesiones, pero solo en pobla- 
ciones en menos de o. 000 almas, las dos 
últimas clases no pudipndo estas ni las 
primeras desempeñar destinos del servi- 
cio sanitario marítimo ni ejercer las fun- 
ciones hoy encomendadas á los faculta- 
tivos forenses, á no ser en caso de no 
existir en el pueblo individuos de las 
superiores clases enunciadas; los médi- 
cos puros , solo pueden ejercer su pro- 
fesión ciñéndose únicamente á las en- 
fermedades internas, así como los me- 
ros cirujanos á las externas (l), y por 
último los ministrantes y practicantes es- 
tán obligados á ser únicamente los auxi- 
liares de unos y otros profesores, sin po- 
der recetar ni proponer plan curativo 
alguno. 

Por razón de la extensión de sus co- 
nocimientos, son preferidos siempre, ya 
para subdelegados, ya para facultativos 
titulares y de los ramos de sanidad ma- 
rítima, militar de la armada etc., los 
profesores de ambas ciencias á los de 
una sola, los cirujanos de primera clase 
á los de segunda, estos á los de tercera, 
y los de tercera á los de cuarta; y por 
razón del grado los doctores á los licen- 

(t) En el título para cirujanos sangradores, 
que contiene la Real cédula de 10 de diciem- 
bre de 1828, se prescribe que se limiten estos 
profesores á curar las enfermedades externas 
con medicamentos externos, y por medio de las 
operaciones necesarias, pudiendo solo usar de 
los medicamentos internos en los casos muy 
urgentes en que no haya profesor autorizado 
al efecto; y quedando con la precisa obligación 
de llamar á uno que lo esté para que infor- 
mándole de todo lo ocurrido disponga este el 
plan interno que le parezca conveniente, sin 
que por este se prive á aquellos de continuar 
el tratamiento déla afección externa en los tér- 
minos espresados. 
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ciarlos, y estos á los que solo tienen la 
habilitación para ejercer las profesiones. 

Todo el contenido de estos dos párra- 
fos está conforme con los diferentes pla- 
nes de estudios enumerados, con la le- 
gislación sobre facultativos titulares de 
los pueblos y délos ramos sanitarios, con 
los formularios de juramento y extensión 
de títulos de la Real cédula de 10 de di- 
ciembre de 1828, con la ley de sanidad 
y con los reglamentos de los subdele- 
gados. 

Debemos considerar como deberes in- 
herentes al ejercicio de las ciencias mé- 
dicas los siguientes, contenidos en la ci- 
tada Rer.1 cédula de 10 de diciembre de 
1828, como parte del juramento que te- 
nían que prestar aquellos: «usar bien y 
fielmente de su profesión; asistir de li- 
mosna á los pobres de solemnidad, y con 
el mismo. cuidado que á los ricos; des- 
preciar todos los riesgos y contagios 
cuando lo exija la salud pública; acon- 
sejar á los enfermos que estén en peli- 
gro de morir el arreglo de sus negocios 
espirituales y temporales; no aconsejar 
ni cooperar al aborto ni al infanticidio; 
administrar el agua de socorro á los pár- 
vulos siempre que sea menester, y guar 
dar secreto en los casos convenientes.» 
Además de estos deberes imponía á las 
matronas ó parteras el de «no hacer ma- 
niobras difíciles en los partos, sino lla- 
mar á algún profesor que las efectúo, 
cuando sean necesarias.» 

Las disposiciones que están hoy en 
vigor y no se hallan insertas en Benefi- 
cencia, Facultativos titulares, Instíuc- 
c#»n pública, Sanidad y demás artículos 
referentes á la materia, son los si- 
guientes: 

R. O. de i.° diciembre de 1862. 

Determinando loa estudio* qne han de hacer los ciru- 
janos de “2. a y 3.* ciase que aspiran á la licenciatu- 
ra en medicina. 

(Fom.) limo. Sr.: Determinados por la 
Real órden de 24 de mayo del año auterior 
ios estudios que con arreglo á ios programas 
vigentes debieran hacer los cirujanos de se- 
gunda y tercera clase, aspirantes á Ja licen- 
ciatura en medicina, elevaron diversas recla- 
maciones varios profesores de cirujia, alum- 
nos de aquella facultad, con el fin de que res- 
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pecto de ellos no tuviese aplicación la espre- 
snda medida. 

En su vista y de las aclaraciones dictadas 
Con posterioridad, la Reina, conformándose 
en un todo con el dictamen del Real Conse- 
jo de Instrucción pública, se ha dignado 
mandar lo siguiente: 

1. ° Los cirujanos de todas las clases, es- 
ccpto los de cuarta, podrán aspirar á los títu- 
los de bachiller, licenciado y doctor en me- 
dicina, siguiendo y probando en las faculta- 
des médicas los cursos que á continuación se 
expresan; debiendo, para ser admitidos á la 
matricula, presentar sus títulos respectivos 
y el de bachiller en artes, ó copias testimo- 
niadas de estos documentos. 

2. ° Los cirujanos de cuarta clase que ca- 
rezcan de estudios académicos no podrán as- 
pirar, en calidad de tales, á la licenciatura 
de la facultad. 

3. ° Los cirujanos de segunda clase pro- 
cedentes de los antiguos colegios de crujía 
médica podrán aspirar á la licenciatura en 
medicina, estudiando y probando: 

Ampliación de la física. 

Ampliación de la química. 

Ampliación do la historia natural. 

Patología médica. 

Clínica médica (primer curso.) 

Clínica médica (segundo curso. ) 

Higiene pública. 

Medicina legal y toxicología, 
podiendo hacer estos estudios en el espacio 
de dos años. 

4. ° Los cirujanos de segunda clase pro- 
cedentes de tercera que hayan hecho sus es- 
tudios con arreglo á las Reales órdenes an- 
teriores á la de 30 de abril de J85B, podrán 
aspirar á la licenciatura en medicina cursan- 
do y probando: 

Xmp.'iacion de la física. 

Ampliación de la química. 

Ampliación de la historia natural. 

Fisiología. 

Terapéutica y materia médica y arte de 
recetar. 

Patología médica. 

Preliminares clínicos y clínica médica (pri- 
mer curso.) 

Clínica médica (segundo curso.) 

Higiene pública. 

Medicina legal y toxicología, 
cuyos estudios podrán concluir en el espacio 
de dos años. 

5 ° Los cirujanos de segunda dase pro- 
cedentes de tercera que hayan hecho sus 
estudios con arreglo á la Real órden de 30 de 
abril de 1858, podrán aspirar á la licenciatu- 
ra en medicina cursando y probando: 
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Ampliación de la física. 

Ampliación de la química. 

Ampliado* de la historia natural. 

Terapéutica, materia médica y arte de re- 
cetar. 

Patología medica. 

Clínica médica (primer curso). 

Clínica médica (segundo curso.) 

Higiene pública. 

Medicina legal y toxicología. 

Estos profesores podrán también termi- 
nar sus estudios en dos años. 

6. ° Los cirujanos de segunda clase con 
cuatro años de estudios académicos, hechos 
con arreglo á las prescripciones que regían 
para los de prácticos en el arte de curar, 
podrán aspirar á la licenciatura en me- 
dicina estudiando y probando. 

Ampliación de la física. 

Ampliación de la química. 

Ampliación de la historia natural. 

Fisiología. 

Patología general con su clínica y anato- 
mía patológica. 

Patología médica. 

Obstetricia y patología especial de la mu- 
jer y de los niños. 

Un año solar de clínica médica. 

Higiene pública. 

Medicina legal y toxicología. 

Estos profesores deberán emplear tres 
años por fó menos en estos estudios. 

7. c Los cirujanos de tercera clase podrán 
aspirar al grado de licenciado en medicina, 
estudiando en cuatro años por lo menos las 
materias siguientes : ' 

Ampliación de la física. 

Ampliación de la química. 

Ampliación de la historia natural. 

Fisiología. 

Patología general con sn clínica y anato- 
mía patológica. 

Terapéutica, materia médica y arte de re- 
cetar. 

Patología médica. 

Obstetricia y patología especial de la mu- 
jer y de Jos niños. 

Clínica médica (primer curso.) 

Clínica médica (segundo curso.). 

Clínica de obstetricia. 

Higiene pública. 

Medicina legal y toxicología 

8. ° Los alumnos cirujanos no necesita- 
rán observar en sus estudios de perfección y 
de complemento las disposiciones prescritas 
en el art. 2.° del R. Ü. de 11 de setiembre 
de 1858. 

9. ° Los cirujanos de segunda clase aspi- 
rantes á la licenciatura en médicína, recibi- 


rán el grado de bachiller en esta facultad a\ 
terminar el penúltimo año de su carrera, y 
los de tercera clase al concluir el segundo 
de los cuatro que han de estudiar en las fa- 
cultades, siempre que tengan ganada y apro- 
bada la patología médica. 

10. Los cirujanos de segunda y tercera 
clase que á la publicación de esta orden se 
hallaren matriculados en las facultades de me- 
dicina para optar á la licenciatura de la facul- 
tad, continuarán y concluirán sus estudios 
con arreglo á las disposiciones bajo las cua- 
les ingresaron en las facultades, á saber: los 
que lo fueron antes de la R. O. de 24 de ma- 
ya de 1861, con arreglo á las Reales órdenes 
anteriores y disposiciones de la Dirección 
general de instrucción pública, y Jos que en- 
traron en la matrícula después de fa orden 
de 24 de mayo, con sujeción á lo dispuesto 
en ella y concesiones y modificaciones pos- 
teriores hechas á su favor. 

11. Los cirujanos que no hubiesen hecho 
los estudios de ampliación de fa física, de la 
química y de la historia natural ó alguno de 
ellos, y se licenciasen ó hubieren licenciado 
en medicina, no podrán ser admitidos á ma- 
trícula para recibir el grado de doctor sin 
cursar y probar previamente estas materias 
de las ciencias físicas y naturales. 

12. Y por último, queda suprimida la fa- 
cultad de pasar los cirujanos de tercera clase 
á la matrícula para aspirar á la segunda, cu- 
ya clase lo está ya por la legislación vigente. 
— De Real orden etc. Madrid l.° de diciem- 
bre de 1862. — Vega de Arrnijo — Sr. Direc- 
tor general de Instrucción pública. 

R. O. de 28 agosto de 1866. 

Declarando que están obligados á suministrar de ofi' 
ció ciertos estados los médicos y cirujanos. 

(Gob.) «Enterada la Reina de la exposi- 
ción elevada por el Ayuntamiento de la ciu- 
dad de Teruel, eu solicitud de que se aclare 
y deslinde si la clase médica devenga dere- 
chos cuando se emplea en servicios del Es- 
tado y bien déla sociedad: considerando por 
una parte que tanto el uno como Ja otra ne- 
cesitan de la cooperación del citado Cuerpo 
para su desarrollo orgánico; y por otra que 
siendo libre el ejercicio d$ la profesión , se- 
gún el art. 79 déla ley de 28 de noviembre 
de 1855; S. M. se ha dignado resolver este 
expediente dictando las dos disposiciones 
generales siguientes: 

l-.' a Que lodos los médicos y cirujanos, 
ya libres ó ya pertenezcan á la beneficencia 
municipal ó provincial, están obligados á su- 
ministrar, cuando el Gobierno lo crea nece- 
sario, todo lo relativo á estadísticas , estados 
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sanitarios y de vacunación , sin devengar 
por elio Dinguna ciase de honorarios. 

Y 2.* Que todas las demás clases de in- 
formes ó servicios no prescritos én la dispo- 
sición anterior no se les podrá exigirá los 
primeros, á no ser retribuyéndoles con la 
equidad conveniente sus trabajos. — Lo que 
de órden de S. M, se inserta en la Gaceta 
como resolución de este expediente y para 
que sirva de jurisprudencia en los casos aná- 
logos que puedan ocurrir en lo sucesivo. Ma- 
drid 2tS de agosto de 4866.— González Bra- 
bo.» (Crac. 8 setiembre.) 

R. D. del noviembre de 1866. 

Por este decreto, precedido de un preám- 
bulo bien meditado y de excelente doctrina, 
se crearon en consonancia con el art. 39 
de la ley de 1857, y daDdo nueva organiza- 
ción á ía facultad de medicina, facultativos 
de segunda clase, ( Gac . 9 noviembre.) 

R. D. de 18 febrero de 1867. 

Por esta disposición se acordaron medidas 
para que los cirujanos de cualquiera clase, 
entonces existentes, y los ministrantes y 
practicantes pudiesen aspirar al título de fa- 
cultativos de segunda cíase; y los doctores 
no académicos de ciencias médicas y licen- 
ciados en cirujía y medicina, etc., según el 
respectivo plan de estudios con que obtuvie- 
ron sustituios pudieran igualmente aspirar 
al de doctor académico. {Gac. 2 1 febrero.) 

R. O. de 17 abril de 1867. 

Declara que los facultativos del Cuerpo de Sanidad mi- 
litar eslán obligados cuaudo ejerzan en lo civil, á 
presentar sus títulos á los subdelegados de medici- 
na y á los Alcaldes. 

(Gob.J «El Sr. Ministre de la Goberna- 
ción dice con esta lecha al Gobernador de la 
provincia de Navarra lo siguiente: 

Remitida á informe de! Consejo de Sanidad 
del Reino la comunicación que Y. S. elevó 
á este Ministerio en 6 de febrero último, 
consultando sobre la conveniencia y utilidad 
que resultará a! servicio el hacer obligatorio 
á los facultativos del Cuerpo de sanidad mi- 
litar en activo, cuando ejerzan en lo civil, 
que presenten sustituios á los subdelegados 
de medicina y á Jos Alcaldes, para que estos 
dén el alta y baja mensual en consonancia 
con lo dispuesto en la Real órden de 21 de 
noviembre próximo pasado, publicada en la 
Gaceta de 30 del mismo, aquella corporación 
ha manifestado lo siguiente: 

«Excmo. Sr. : En sesión de ayer aprobó 
este Consejo el dicláinen de su primera sec- 
ción que. á continuación se expresa: 

La Sección ha examinado con toda deten- 


ción la consulta producida por el Goberna- 
dor de Pamplona, acerca de si deben los mé- 
dicos militares presentar los títulos á los 
subdelegados, y quedar sometidos al art. 77 
de la ley de sanidad de 28 noviembre de 
1855; y en vista de los antecedentes oportu- 
nos, y con presencia del informe del nego- 
ciado, cree de su deber exponer lo siguiente: 

La consulta á que este informe se reliere 
se contiene en estas dos extremos; 

1. ° Si á los médicos militares en activo 
que á la par ejercen la medicina en lo civil, 
se les pueda obligar á que presenten sus tí- 
tulos á ios subdelegados de sanidad. 

2. ° Si en casos excepcionales las autori- 
dades podrán disponer de dichos facultativos 
con arreglo al art. 77 de la ley orgánica de 
28 de noviembre de 1855. 

La Sección cree que el Consejo podría re- 
solver ambos extremos con el siguiente pro- 
yecto de informe : 

l.° La R. O. de 7 de diciembre de 1833 
se refiere al subsidio , haciendo extensiva 
esta contribución á los profesores militares 
que ejerzan la práctica civil : y con este ob- 
jeto principal previno también el art. 26 
del reglamento de subdelegados de 24 de 
julio de 1848 que tuviesen la obligación de 
presentar sus títulos á dichos funcionarios 
de Sanidad, lo cn&l fué reproducido por 
R. O. de 16 de setiembre de 1849. No era 
posible desconocer cuanto interesa á la Es- 
tadística médica, á la profesional y á la Ad- 
ministración civil saber cuáles profesores 
de la ciencia de curar la ejercen en los res- 
pectivos distritos. La R. Ó. de 19 de agosto 
de 1848 acudió á favorecer estos intereses 
y á obviar ciertos inconvenientes que re- 
sultaron de querer la autoridad sanitaria 
civil, en la provincia de Burgos , que los 
médicos militares presentasen á ios subdele- 
gados ¡os títulos y diplomas de sus grados 
facultativos, fundándose para ello en Ja re- 
gla 10 de la circular de la Junta suprema 
de Sanidad de 17 de junio de 1846; y en 
efecto, despees de o.da la sección de Guerra 
del Consejo Real, y de otros informes, se 
dignó S. M. resolver que los expresados fa- 
cultativos do eslán obligados á presentar 
sus títulos al subdelegado de medicina de 
Burgos, mediante á que para ingresar en el 
cuerpo se Ies exige la presentación del tí- 
tulo de doctor ó licenciado en medicina y ci- 
rujía , y que el mero hecho de usar uni- 
forme del cuerpo es una prueba pública de 
su aptitud b gal , siendo suficiente para cu- 
brir alguna formalidad que el mencionado 
jefe de Sanidad militar remita al subdelega- 
do civil una nota autorizada de todos los 
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profesores médicos castrenses existentes en 
Burgos. 

Ea la propia citada fecha, según en la 
misma Real órden se expresa , se previno lo 
conveniente al Ministro de la Gobernacmn 
del Reino para que dispusiere Jo necesario 
ai cumplimiento de esta soberana determina- 
ción. 

Aunque la referida Real órden facilite á 
los subdelegados el conocer la autorización 
para ejercer de los médicos militares; pudie- 
ran además, para otros efectos administra- 
tivos y tributarios, los que quieran ejercer 
Ja práctica civil porque sus destinos lo per- 
mitan, presentar á ios subdelegados respec- 
tivos una nota autorizada por su jefe facul- 
tativo inmediato que exprese su carácter 
profesional. 

No es posible desconocer la obligación de 
los médicos militares que asistan enfermos 
civiles de suministrar á las autoridades los 
datos que acerca de esta asistencia les pidan 
ni tampoco la de contribuir cou la cuota 
proporcional los que tengan destino prolon- 
gado en un punto con establecimiento mas 
ó menos productivo; así como, por lo efímero 
y poco lucrativo de su práctica, caería en la 
ridiculez toda exigencia á los médicos mili- 
tares que tienen destino de movilidad. 

2." Pero si los jefes y oficiales médicos 
pertenecientes al cuerpo de Sanidad militar, 
tienen un legítimo derecho á la prática civil 
con las condiciones arriba mencionadas , no 
es menos cierto que el art. 77 de la ley sa- 
nitaria, no les puede obligar á estar á dispo- 
sición de los Gobernadores en las determi- 
nadas localidades, como no sea con autori- 
zación expresa del jefe militar superior del 
que dependan, y esto para casos dados; por- 
que no ha sido posible que prescripción al- 
guna legítima exima de sus deberes a un 
militar, emancipándolo de la subordinación 
uebrantaudo la disciplina y auu la severidad 
e la ordenanza, y provocando la posibilidad 
de que los servicios militares queden des- 
atendidos por acudir á los civiles, ó que en 
momentos urgentes é inesperados, como lo 
son en general los del ramo de la Guerra el 
médico militar, jefe ú oficial pueda faltar á 
ellos impelido por una autoridad extraña, sea 
tan grave como se quiera el conflicto á que 
esta haya de acudir. Este mismo medico mi- 
litar ser*a severamente castigado si sin estar 
autorizado por su inmediato jefe acudiese á 
cualquier llamamiento que le ocupase un so- 
lo instante de los que le reclamara, aunque 
fuese inesperadamente , el cumplimiento de 
sus deberes. Por esto mismo los jefes mili- 
tares superiores, tienen que atenerse á cier- 


tos límites para permitir las comisiones que 
exijan las necesidades públicas, y de ello da 
testimonio Ja R. O. de 28 de enero del pre- 
sente año de que es adjunta copia. 

Eu atención á las razones expuestas, la 
sección es de dictamen de que el Consejo se 
puede servir consultar al Gobierno. 

1. ° Que es indudable que los subdelega- 
dos de Sanidad tienen derecho á conocer cua- 
les son los médicos mil tares que en la res- 
pectiva subdelegacion ejercen la profesión 
civil ó pueden ejercerla: que para esto últi- 
mo basta que por el conuuclo conveniente 
reclamen del jefe de Sanidad militar del dis- 
trito una nota autorizada de todos los médi- 
cos militares que están á sus órdenes, con 
expresión desús destinos; pero que los de 
esta clase, que por la naturaleza ó poca mo- 
vilidad de sus destinos, ó por otra causa, 
puedan y quieran dedicarse á la práctica ci- 
vil, deben presentar al subdelegado corres- 
pondiente una nota autorizada por su jefe 
facultativo en que se exprese su carácter 
profesional. 

2. “ Que para ser aplicable á los médi- 
cos militares el art. 77 de la ley sanitaria, y 
en los únicos casos de no haber profesores 
civiles, se necesitan el acuerdo y la órden 
expresa de Ja autoridad militar de la cual 
aquellos dependan , por ser está la única 
que puede dispensarles las faiLas en que por 
sus extraordinaria ocupación pudieran in- 
currir.» 

Y habiéndose dignado la Reina resolver de 
conformidad con lo consultado en el prein- 
serto dictamen, de su Real órden lo comu- 
nico ó V. S. para su inteligencia' y efectos 
consiguientes. 

De la propia Real órdeu, comunicada por 
el expresado Sr. Ministro, se publica esta re- 
solución para conocimiento de los Goberna- 
dores de las provincias, subdelegados de me- 
dicina de los distritos y demás autoridades y 
funcionarios á quienes alcanza su cumpli- 
miento. — Madrid 17 de abril de 1867.— El 
Subsecretario, Juan Valero y Soto.» ( Gaceta 
7 mayo.) 

R. O. de 28 agosto de 1867, 

Resotriando qua los cirujanos no pueden tener practi- 
cantes para sangrías y operaciones menores, si es- 
tos carecen del título correspondíanlo. 

(Gon.) Beneficencia y Sanidad , — «El 
Sr Ministro de la Gobernación dice con esta 
fecha al Gobernador de la provincia de Cas- 
tellón lo que sigue: 

«Remitido á iuforme del Real Consejo de 
Sanidad el expediente promovido por D. Se- 
bastian Villanía y Deconi, cirujano de la villa 
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de Vivér, en esa provincia , en solicitud de 
que se le permita tener uu practicante para 
sangrías y operaciones menores, aunque 
este carezca ao título facultativo, la citada 
corporación ha consullado Jo siguieute: 
»Excmo. Sr.: En sesión de ayer aprobó 
este Consejo el dictamen de su sección pri- 
mera que á coutiuuacion se inserta. 

Hecha cargo la Sección de la instancia ele- 
vada por D, Sebastian Villalba y Deconi, ci- 
rujano titular de la villa de Vivér, provincia 
de Castellón, solicitando que se le autorice 
para tener un mancebo que bajo sus órdenes 
ejerza la cirujía menor: 

Vista la legislación vigente de estudios y 
la relativa al ejercicio de las profesiones: 
Considerando que el cirujano Villalba se 
apoya en uu reglamento caducado | or el que 
se autorizaba en electo tener practicantes 
como medio de estudio practico para en su 
día facilitarles el examen de cirujanos de pa- 
santía: . 

; Considerando que las necesidades de la 
época, y sobre lodos los abusos y perjuicios 
que se ocasionaban en el tratamiento de ¡os 
enfermos, hizo necesaria la creaciou de prac- 
ticantes, previos los debidos estudios y exá- 
menes correspondientes: 

Considerando que los individuos de esta 
clase tienen tanto derecho á que se les am- 
pare en sus atribuciones como lo tiene el 
médico y el cirujano para si aquellos se ex- 
tralimitan da sus reducidas facultades: 
Considerando que de concederse Jo soli- 
citado equivaldría á autorizar una verdadera 
intrusión que rigorosamente no se diferencia 
ni por su gravedad ni por su naturaleza de 
las demás trasgresiones en la práctica médica: 
Y considerando que ni auu el mismo Go- 
bierno goza de atribuciones para autorizar el 
ejercicio de la ciencia á los que carecen de 
los requisitos señalados por las leyes: 

La Sección es de dictamen, conforme á la 
jurisprudencia establecida en casos análogos, 
que el Gobierno debe resolver el expediente 
aprobando la providencia del Gobernador de 
Castellón que denegó lo solicitado al ciruja- 
no D. Sebastia i Villalba. 

\ habiéndose dignado la Reina resolver de 
conformidad con lo manifestado en el prein- 
serto dictamen, de su Real orden io comuni- 
co á V. S. para su conocimiento y efectos 
consiguientes. De Real orden comunicada 
por el expresado Sr. Ministro, se publica 
esta resol uciou en la Gaceta, con objeto de 
que sirva á V. S. de jurisprudencia general 
en los casos análogos que puedan ocurrir. — 
Dios etc. Madrid 28 de agosto de 1867.» (Ga- 
ceta II setiembre.) 


Disposiciones de 1868. 

R. O. de 11 febrero de 1868. 

(Fom.) Dispuso que á los cirujanos que 
obtengan el título de facultativos de según-’ 
da clase se ¡os tengan un cuenta los dere- 
chos que satisficieron por el de cirujanos. 
Apéndice /, p. SO. 

Decreto de 21 octubre de 1868. 

Es el de libertad de enseñanza en la forma 
ue expresa, y por el que se deroga el Real 
ecreto de 7 de noviembre de 1866, sobre 
las facultades de Medicina y Farmacia. Apén- 
dice /, p. 433 

Decreto de 25 octubre de 1868. 

(Fom.) Es el de organización de los estu- 
dios en que se señalan Jas asignatuias y la 
manera de obtener los grados, podiendo 
presentarse á la licenciatura Jueuo que ha- 
yan probado en la forma que mas les convi- 
niere todas las asignaturas que para cada 
uno se exigen. Apéndice I,p. 450. 

Orden de Tt octubre de 1868. 

Dispone los medios de obtener los ciruja- 
nos los títulos do bachiller, licenciado y doc- 
tor en medicina con sujeción á Inordenado 
en la R O. de l. ,J de diciembre de 1862, en 
vez de la observancia del R. D. de 7 de no- 
viembre de 1866 derogado por decreto de 25 
ele octubre de 1868. Apéndice I. p. 471. 

Orden de 27 octubre de 1868. 

Mandando que se considere restablecida 
la enseñanza de practicantes en la forma que 
estableció el Real decreto de 21 de noviein- 
brede 1861. Apéndice 1 , p. 478. 

Orden de 28 de octubre de 1868. 

Determina lo conveniente, para que los 
que hayan cursado algún año de la carrera 
lie facultativos de segunda clase, suprimida 
por decreto de 1 1 de marzo anterior, pue- 
dan concluir la misma. Apéndice /, p. 481. 

Decreto de 28 diciembre de 1868. 

Dispone que la enseñanza de las clínicas 
en Madrid se vuelva á dar en las salas del 
Hospital general, devolviendo á este estable- 
cimiento los locales que para las de facultad 
se hubieran tomado. Apéndice I,p. 642. 

Disposiciones de 1869. 

Decreto de 0 febrero de 1869. 

Declara en el art. 2.° incorporadle el títu- 
lo académico, de médico obtenido en el ex- 
tranjero, mediante las formalidades que exi- 
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jen ]os siguientes y solo para el ejercicio de 
la profesión. Apéndice II, p. 70. 

Jurisprudencia que no está en faculta- 
• tivos titulares. 

Contratos con facultativos. Las cues* 
tiones sobre anulación de los contratos 
y separación de los facultativos son de 
índole esencialmente administrativa. No 
cabe sumisión de las partes en las cues- 
tiones de competencia entre las autori- 
dades judiciales y administrativas, ni la 
ejecutoria recaída en articulo sobre In- 
competencia es obstáculo para el reque- 
limiento de inhibición por el Goberna- 
dor, porque no queda con ella fenecido 
el pleito. 

Decisión de 30 de julio de 1866. 

Competencia entre el Gobernador de 
Cáceres y el Juez de primera instancia 
de Plasencia. A nombre de D. Ventura 
Villalobos y Salinar, cirujano titular de 
la de Oliva de Plasencia, se presentó en 
aquel Juzgado demanda ordinaria con- 
tra el Ayuntamiento del referido pueblo 
pidiendo el cumplimiento del contrato 
que con él tenia hecho como cirujano 
titular. El Ayuntamiento presentó la ex- 
cepción dilatoria de incompetencia, que 
fuó desestimada por el Juzgado, man- 
dándole contestará la demanda; y como 
acudió al Gcbernador de la provincia 
exponiendo el hecho, y pidiendo que le 
autorizara para litigar, ó decidiera si era 
cuestión administrativa, aquella autori- 
dad, de acuerdo con el Consejo provin- 
cia!, requirió de inhibición ai Juzgado 
fundándose en el artículo 7b de la ley de 
8 de enero de 1845, arts. 69, 70 y 71 
de la ley de sanidad de 28 de noviembre 
de 1855 y reglamento de 9 de noviem- 
bre de 186L 

Después de sustanciare! conflicto se 
declaró competente el Juez, apoyándose 
en que no se trataba de un contrato para 
servicio público, y en que se habia con- 
sentido y ejecutoriado la competencia del 
Juzgado; pero el Gobernador insistió en 
su requerimiento, de acuerdo con el 
Consejo provincial, resultando el pre- 
sente- conflicto que ha seguido sus trá- 


mites, y que se decide en los términos 

siguientes: 

«Visto el artículo 70 de la ley de 8 de ene- 
ro de 1845, que en su núm. 2.‘ declara pri- 
vativo de los Ayuntamientos admitir, bajo las 
condiciones prescritas en las leyes ó regla- 
mentos, los facultativos de medicina, cimpa 
farmacia y veterinaria, ios maestros de pri- 
meras letras y los de otras enseñanzas que 
se paguen délos fondos del común: 

Vistos los arts. 00, 70 y 71 de la ley de 
sanidad de 28 do noviembre de 1855, según 
los cuales los nombramientos de facultativos 
titulares que. hagan los pueblos serán apro- 
bados porla Diputación provincialcon audien- 
cia de la junta provincial de sanidad en caso 
de queja, y para anular las escrituras de los 
misinos facultativos lia de seguirse expe- 
diente que lidiará la Diputación provincial 
con apelación al tribunal eonteneioso-admi- 
nistrativo (boy Consejo de Estado): • 

Visto el reglamento de 9 de noviembre de 
1804, que en su arl. 20 establece que con- 
forme previene el art. 70 de la ley de sani- 
dad, ningún facullatido titular encargado de 
la asistencia de Jos pobres será separado de 
su destino sin causa justificada y previo ex- 
pediente eD que se le oiga, y también á la 
junta de sanidad y ai Consejo de la provincia; 
y los interesados tendrán en todo caso dere- 
cho de alzada al Gobierno, que resolverá 
oyendo previamente al Consejo de sanidad 
y al efe Estado si lo estimase conveniente: 

Considerando: 

f.° Que Jas cuestiones, de competencia 
entre las autoridades judiciales y adminis- 
trativas lo son de orden público, y no cabe 
en ellas sumisión de las partes ni tácita n ¡ex- 
presa, porque no puede alterarse el órden 
público establecido y la independencia de los 
poderes por la voluntad de los particulares 
interesados en un asunto. 

2. ° Queta ejecutoria reunida en elartícu- 
io sobre incompetencia del Juzgado no es 
obláculo para el requerimiento de inhibi- 
ción por parte del Gobernador, porque no 
queda con ella fenecido el pleito. 

3. ° Que el contrato celebrado por un 
pueblo con un facultativo titular tiene por 
objeto Ja satisfacción de una necesidad im- 
prescindible de Ja colectividad, cual es la 
asistencia facultativa de los vecinos: 

4. ° Que en tal concepto, y exigiendo la 
ley de sanidad y el reglamento de partidos 
médicos citados, para Ja anulación de aque- 
llos contratos y separación de los titulares, 
un expediente gubernativo con apelación en 
su caso al Consejo de Estado, es indudable 
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la índole esencialmente administrativa (leta- 
les contratos; 

Conformándome con lo consultado por el 
Consejo de Estado en pleno, vengo en deci- 
dir esta competencia á favor de la Adminis- 
tración. Dado en San Ildefonso á 30 de julio 
de 1866.» [Gac. 20 agosto.) 

Este artículo está en relación con el 
de Facultativos titulares, Instrucción 
pública y Sanidad, los cuales deben con- 
sultarse por hallarse en ellos las disposi- 
ciones que rigen respecto á estos profe- 
sores. Además, en el artículo Abogado, 
puede verse el R. D. de 20 de julio 
de 1837, restableciendo el de 8 de junio 
de 1823 sobre el libre ejercicio de las 
profesiones científicas; en Títulos profe- 
sionales el de 27 de mayo de 1855 sobre 
presentación de títulos para ejercer la 
profesión, y su recogida á la muerte de 
los profesores; y en Médicos y demás fa- 
cultativos forenses, hacemos mérito de 
las disposiciones que se han dictado para 
regularizar el servicio que prestan dichos 
rofesores en las causas criminales, pu- 
iendo consultarlas en el lugar citado, 
asi como en los de Médicos y demás fa- 
cultativos titulares de Beneficencia, 
Médicos directores de aguas minerales, 
Medicamentos, etc., por lo que á los 
mismos concierne en el ejercicio de las 
profesiones.— Véanse además Barberos, 
Beneficencia, Epidemias, Higiene. 

MÉDICOS Y DEMÁS FACULTATIVOS DE 
LOS CUERPOS DE SANIDAD MILITAR Y DE 
LA ARMADA. El personal facultativo del 
ramo de. Guerra consta de 380 profesores 
de medicina y 65 facultativos de farma- 
cia; y el do la Armada de 186 profesores 
de medicina y cirujía , sin que en el 
presupuesto de gastos de 4868-1869 de 
donde hemos tomado estos datos aparezca 
en el Cuerpo facultativo de la Armada 
profesores ni auxiliares de farmacia — 
Véase Sanidad militar. Sanidad de la 
Armada, donde se marean las atribucio- 
nes de los profesores tanto en los hos- 
pitales cuanto en los Cuerpos armados, 
colegios y academias; así como los re- 
quisitos necesarios para obtener dichas 
plazas y los ascensos en el Cuerpo. 

MÉDICOS DE LOS PUERTOS Y DE LOS 
LAZARETOS. Estos facultativos que son 
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los de la Sanidad marítima y están consi- 
derados como los demás funcionarios pú- 
blicos civiles, son nombrados por el Mi- 
nisterio de la Gobernación sin necesidad 
do hacer ejercicios de oposición y son 
removidos á voluntad del Ministro ó del 
Director general del ramo según la ca- 
tegoría del empleo. Nosotros preferiría- 
mos fueran titulares estos funcionarios, 
ganasen sus plazos por oposición y que 
fuesen inamovibles á no ser en el caso 
de motivo fundado y justificado por me- 
dio de expediente. Quisiéramos, pues, 
que se organizase un Cuerpo de estos 
facultativos, que pudiera llamarse Cuer- 
po facultativo del servicio sanitario marí- 
timo, bajo idénticas ó parecidas bases á 
las que rigen en los Cuerpos facultativos 
déla Sanidad militar, y de la Armada, El 
número de médicos de los Puertos y de 
lós Lazaretos está determinado por la 
ley de Sanidad en cuanto á los de los 
lazaretos sucios, y en cuanto á los demás 
por las disposiciones del Gobierno. Re- 
gularmente las leyes de presupuestos 
fijan cada año este personal facultativo. 
Las atribuciones de estos funcionarios 
están marcadas en la ley de Sanidad y 
demás disposiciones insertasen Sanidad. 

MÉDICOS Y DEMAS FACULTATIVOS FO- 
RENSES. Son facultativos forenses los 
que están asignados á los Juzgados y Tri- 
bunales para el reconocimiento de heri- 
dos y otras lesiones, para la asistencia de 
los que las padecen, y para practicar las 
autopsias y análisis científicos necesarios, 
á fin de apreciar la naturaleza de ciertas 
sustancias y la índole de ciertos pade- 
cimientos. Dispuesto por el art. 95 de la 
ley de Sanidad que se organizase el cuer- 
po de facultativos forenses, tuvo efecto la 
creación de este cuerpo por R. D. de 13 
de mayo de 1862, que con las demás dis- 
posiciones vigentes se insertará luego. 
Después se dictaron en 4 de setiembre 
del mismo las reglas oportunas para la 
provisión interina de las plazas no pre- 
tendidas, habiéndose señalado posterior- 
mente sueldo fijo álos facultativos foren- 
ses de Madrid. Un inconveniente gravísi- 
mo surgió luego y fue, el que en el pre- 
supuesto del Estado no había fondos su- 
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ficientes para pagar los gastos del perso- 
nal y material de este servicio, y hubo ne- 
cesidad por lo tanto de suspender los 
efectos del art. 29 del K. D. de 13 de 
mayo de 1862, que hacía al Estado res- 
ponsable del pago de derechos cuando la 
parte que debiera sufragarlos , fuese de- 
clarada insolvente; lo q\ie tuvo efecto 
con la publicación del R. D.de20 de. 
marzo de 1865, que declaró subsistentes 
las disposiciones que regian antes este 
asunto y acordó el modo de resarcir los 
derechos devengados. 

He aquí las disposiciones que están 
hoy vigentes, salva la modificación intro- 
ducida por el decreto citado de 20 de 
marzo de 1865. 

R. 0. de 21 junio de 1842. 

Obligación de los facultativos de medicina y cirujía 
de asistir á los reconocimientos judiciales. 

(Grac. y Just.) Enterado el regente del 
Reino *de la consulta de ese Tribunal, rela- 
tiva á ia queja producida por el juez de pri- 
mera instancia de esta capital' contra la aca- 
demia de medicina y cirujía de la misma, por 
la resistencia que oponen varios facultativos 
á asistir á los reconocimientos judiciales ¿i que 
son llamados, fundados en la orden circular 
de 31 de juiio del año próximo pasado que 
previene se satisfagan á estos ios honorarios 
én los casos del servicio que se les emplee, ó 
de lo contrario se valgan de los que disfru- 
tan sueldo del Erario, y teniendo presente lo 
que previenen las leyes del reino sobre el 
particular y la misma circular que en nadase 
opone á aquellas, como malamente supone la 
Junta citada, se ha servido disponer que ese 
Tribunal ó los jueces del territorio compelan 
á los facultativos á asistir á los referidos re- 
conocimientos, siempre que se les llame, sa- 
tisfaciéndoles los honorarios cuando por la 
imposición de costas hubiere fondos para ello; 
pero cuidando que para semejantes actos se 
empleen con preferencia á ios que disfrutan 
sueldo de la nación, si la urgencia ú otras 
circunstancias no hicieran preferibles a aque- 
llos. — De orden deS. A. etc. — Madrid 2 i de 
junio de 1842. — Zumalacárregui.—Sr . re- 
gente de la Audiencia de la Coruña. ( CL . to- 
mo 56, p. 456.) 

R. O. de 9 marzo de 1851 . 

Gomo se pagan los gastos materiales do operaciones y 
reconocimientos. 

(Grac. y Just.) Se dispuso que los gastos 
necesarios que se ocasionen en las causas 


criminales de oficio, para las operaciones y 
reconocimientos periciales y facultativos que 
i ocurren en ellas, ó para la práctica de otras 
: diligencias semejantes que se reclamen con 
la debida justificación , sean de abono por 
cuenta de! presupuesto del Ministerio que 
Cuidará oportunamente, de pedir crédito su- 
pletorio si la cantidad consignada no alcan- 
zase á cubrirlos gastos imprevistos á que se 
destina. (CL. t. 52, p. 340.) 

R. O. de 3 de marzo de 1852. 

Aclara la R. O. de 9 de marzo de 1 851. en el sentido 
de que no trata de los honorarios de los facultati- 
vos, sino de gastos materiales. 

(Grac. y Just.) «Enterada la Reina de 
las exposiciones dirigidas á este Ministerio 
por algunos facultativos de medicina, en las 
que, fundándose en la circular expedida por 
el mismo en 9 de marzo último pretenden 
el abono de honorarios devengados en ope- 
raciones y reconocimientos periciales ejecu- 
tados por los mismos en causas criminales 
seguidas de oficio, se ha servido declarar que 
ia citada circular se refiere única y exclusi- 
vamente á los gastos materiales que causan 
las operaciones, pero no en manera alguna 
á los honorarios ó derechos de los facultati- 
vos los cuales se satisfarán cuando se hagan 
efectivas las costas y gastos del juicio. — Ma- 
drid 3 de marzo de 4852. — González Rome- 
ro [CL, t. 55, p. 348.) 

R. O. de 4 de agosto de 4852. 

Reitera lo mandado por la do 21 do junio de 1842. 

(Grao, y Just.) «Enterada ia Reina de 
diferentes consultas dirigidas á este Minis- 
terio por los Gobernadores de las provincias 
con motivo de las reclamaciones presentadas 
por varios facultativos, pidiendo se les satis- 
fagan los honorarios que devengan eu los 
casos de medicina legal á que concurren por 
mandato de los Tribunales, S. M. oido el 
Consejo Real, y de conformidad con su dic- 
tamen se. ha servido mandar que las autori- 
dades |udieiales y. administrativas obliguen á 
los profesores de medicina y cirujía á prestar 
el servicio facultativo á que sean llamados 
en aquellos casos, satisfaciéndoles sus hono- 
rarios en la forma que determina ia R. O. de 
21 de junio de 4842.— San Ildefonso 4 de 
agosto de 4852. — Bertrán de Lis. (CL. t. 56, 
p. 456.) 

R. D. de 5 de abril de 4854. 

En el art. 24 de este decreto sobre arreglo 
de partidos médicos, se dijo que son deberes 
comunes al médico y al cirujano, que hacen 
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relación al tervicio del Gobierno 2.° 

prestar los servicios propios de su profesión 
en los casos médico -legales, siempre que las 
autoridades judiciales lo reclamen y en tanto 
que se acuerda lo mas conveniente, satisfa- 
ciéndoles sus honorarios en la forma que 
determina la R. O, de 21 de junio de 1842. 

También deben tenerse presentes las Rea- 
les órdenes de 10 de mayo y 28 de agosto de 
1855. Por la 1. a se mandó que los análisis 
que ocurran (no dice de que) en las cau- 
sas criminales se encarguen á los catedráti- 
cos de tuxicología de la Universidad central, 
y por la otra se designaron en la córte los 
facultativos que deben practicar los recono- 
cimientos que ocurran en los Juzgados de la 
misma. ^ 

Ley de 28 novi embiste 1855. 

Es ,1a de sanidad cuyos arts. 77, 78, 79 
93, 94 y 95 determinan los deberes de los 
facultativos respecto de este particular, man- 
dando sí que se les abonen los honorarios y 
derechos que por las leyes arancelarias se 
les señalen pero del presupuesto extraordi- 
nario de Gracia y Justicia , para lo que di- 
ce que se consignara en el mismo la canti- 
dad competente. — V. Sanidad. 

R, O. de 12 setiembre de 1860. 

Como so enciende la obligación de los facultativos ti- 
tulares, de asistir á los reconocimientos. 

Por esta Real orden de conformidad con el , 
dictamen de las secciones de Gobernación y 
Fomento, y de Estado y Gracia y Justicia del 
Consejo de Estado, se determina lo si- 
guente: 

1. ° «Que la obligación impuesta á los 
médicos titulares residentes en la cabeza de 
partido judicial, debe entenderse sin perjui- 
cio délas obligaciones anejas á su cargo de' 
titular, es decir que obteniendo su nombra- 
miento para la asistencia del vecindario, el 
cumplimiento de aquella solo podrá tener 
lugar en cuanto sea compatible con la asis- 
tencia pública. 

2. u Que no por esta circunstancia, cuan- 1 
do sea necesaria la cooperación del titular 
para el esclarecimiento de un delito, los al- 
caldes son árbitros para permitir ó no la sa- 
lida de los facultativos, sino que para impe- 
dirla deberán oficiar al juez á la mayor bre- ■ 
vedad posible, manifestándolas justas causas 
que se oponen á ella, acompañando también 
un certilicado del facultativo eo el cual ex- 
prese aquellas cou toda claridad, procedien- 
do ambos bajo su responsabilidad y con su- 
jeción á las prescripciones del Código penal. 

3. ° Que no siendo posible acceder á lo 
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pretendido por la autoridad judicial, los al- 
caldes deberán comunicar la órden oportu- 
na al cirujano titular, ó á otro de Jos facul- 
tativos residentes en la población para que 
acompañe en sus investigaciones al juz- 
. gado. 

Y 4.° Que en los demás casos; esto es, 
cuando las diligencias puedan tener lugar 
dentro del mismo pueblo, los titulares debe- 
rán cumplir cuanto por los jueces se les pre- 
venga, si fuere compatible con sus obliga- 
ciones, consultando en el caso contrario con 
el alcalde el cual así como en los demás, 
adoptará las medidas convenientes para que 
aquellos administren recta justicia procuran- 
do siempre no ponerla entorpecimientos ni 
turbar la armonía que debe existir entre los 
funcionarios de ambas líneas; trasladándose 
por último la resolución que se adopte sobre 
este expediente al Ministerio de Gracia y Jus- 
ticia para los efectos oportunos.» ( Boletín 
oficial de Soria de 12 oc'ubre de 1860.) 

R. O, de 14 setiembre de 1860. 

Dispuso sobre locales para las autopsias 
jurídicas, y sobre pago de gastos y la inter- 
vención que corresponde en ellas á los Mi- 
nisterios de Gobernación y Gracia y Justicia. 
Consúltese en Autopsias. 

R. O. %0 de julio de 1861. 

Establece reglas para la práctica de aulop- 
1 sias y embalsamientos etc. — Véase en Autop- 
sias. 

R. D . de 13 mayo de 1862. 

Organizando el servicio médico forense: obligaciones 
de los facultativos: j noces: alcaldes: causas crimina- 
les: juicios da faltas; análisis en casos de envenena- 
miento.... 

(Ghac. y Just.) En consideración á las 
razones expuestas por el Ministro de Gracia y 
Justicia acerca de la necesidad de organizar 
el servicio médico forense, de acuerdo con 
el Consejo de Ministros, 

Vengo en decretar lo siguiente; 

Artículo l.° Conforme lo dispuesto en el 
art. 95 de la ley de sanidad de28de noviem- 
bre de 1855 el .servicio médico forense que- 
dará organizado desde l.° de octubre próxi- 
mo venidero en los juzgados de primera ins- 
tancia. 

Art. 2.° Con el nombre de médico fo- 
rense habrá en cada juzgado de primera ins- 
tancia un facultativo encargado de auxiliar 
la administración de justicia en todos los 
casos y actuaciones en que sean necesarios 
ó convenientes la intervención y servicios 
de su profesión, tanto en la capital del par- 
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tido, como en cualquier pueblo ó punto de la 
demarcación judicial. 

Art. 3.* Para ser nombrado médico fo- 
rense se requiere: 

Ser español. 

Mayor de 25 años. 

Doctor ó licenciado en medicina y ci- 
rujía. 

Haber ejercido con buena nota su profe- 
sión por dos años á lo menos. 

Acreditar buena conducta moral y profe- 
sional. 

Art. 4.* No podrán ser médicos forenses 
los que se hallen inhabilitados para ejercer 
el cargo de jaez de paz, según lo estableci- 
do en los casos primero, segundo, tercero, 
sesto y sétimo del art. 5.° dej real decreto de 
22 de "octubre de 1855. 

Art. 5.* El médico forense residirá ne- 
cesariamente en ia capital del juzgado para 
que haya sido nombrado, y no podrá ausen- 
tarse de ella sin licencia del juez, del regen- 
te de la audiencia del territorio, y del Minis- 
tro de Gracia y Justicia en los respectivos 
casos. 

Art. 6.° El juez podrá conceder la li- 
cencia de que habla ei artículo anterior por 
ocho dias á lo mas, veinte el regente de la 
audiencia, y el Ministro de Gracia y Justicia 
por el tiempo que estime conveniente. 

Art. 7.° En las ausencias ó enfermeda- 
des del médico forense, le sustituirá otro 
profesor que desempeñe igual cargo en la 
misma población. 

En las poblaciones en que no haya mas de 
un juzgado, y por consiguiente un solo mé- 
dico forense, será sustituido por el profesor 
que el juez designe, con sujeción á las re- 
glas 1. a y 2.* del art. 16, dando en todo caso 
cuenta al regente de la audiencia del ter- 
ritorio. 

Art. 8.° Lo dispuesto en los dos párra- 
fos del artículo anterior será aplicable en 
caso de vacante, ó cuando por cualquier mo- 
tivo no pueda el médico forense desempeñar 
su cargo. 

Art. 9.’ El médico forense está obligado, 
en virtud de lo prevenido en el artículo 2 
á practicar todo acto ó diligencia propias de 
su profesión é instituto con el celo, esmero y 
prontitud que la naturaleza del caso exija y 
lo administración de justicia requiere. 

Art. 10. Cuando en algún caso, además 
de la intervención del médico forense, el 
juez estime necesaria la cooperación de uno 
ó mas facultativos de la misma clase, hará el 
oportuno nombramientor en ¡a forma que 
para las sustituciones previene el art. 7.° 

Lo establecido en este artículo tendrá tam- 


bién lugar en algún caso grave, en que el 
médico forense crea necesaria la cooperación 
y el juez lo estime así. 

Art. 11. Siempre que sea compatible con 
la buena administración de justicia, el juez 
podrá concede prudencialmente un término 
al médico forense para que preste sus decla- 
raciones, evacúe los informes y consultas, y 
redacte otros documentos que sean necesa- 
rios; permitiéndole asimismo designar las 
horas que tenga por mas oportunas para 
practicar las autopsias y exhumaciones de 
los cadáveres. 

Art, 12. Ed los casos de envenenamiento, 
heridas ú otra lesión cualquiera, quedará el 
médico forense: encargado de 1a asistencia 
facultativa d^jMciente, á no ser que este ó 
su familia prSrera la de uno ó mas profeso- 
res de su elección, en cuyo caso conservará 
aquel la inspección y vigilancia que le in- 
cumbe para llenar el correspondiente ser- 
vicio médico forense. 

Art. 13. Si el paciente ó su familia hicie- 
se la elección de profesor ó profesores de 
que habla el artículo anterior, y el médico 
forense no estuviese conforme con el trata- 
miento ó plan curativo empleado, se reuni- 
rán para ponerse de acuerdo, y si no lo con- 
siguiesen, dará parte de todo al juez de pri- 
mera instancia de que dependan á los efec- 
tos que en justicia procedan. 

Art.. 14 Las disposiciones délos arts. 12 
y 13 son aplicables cuando el paciente se 
halle ó ingrese en la cárcel, hospital ú otro 
establecimiento, y sea asistido por los facul- 
tativos de los mismos. 

Art. 15. En Jos pueblos que no sean ca- 
beza de partido judicial, los facultativos de- 
signados por los alcaldes estarán obligados á 
prestarlos servicios propios del médico fo- 
rense hasta tanto que este intervenga. 

Art. 16. Los alcaldes observarán en la 
designación de que habla el artículo anterior 
el siguiente orden de preferencia: 

1. ° El médico-cirujano titular, antepo- 
poniendo cuando haya mas de uno el de su- 
perior grado académico, y en igualdad de 
circunstancias el mas antiguo. 

2. ° Cuando no haya titular, se valdrán 
de cualquiera otro profesor, ateniéndose á la 
precedente regla respecto á ia categoría aca- 
démica y antigüedad. 

3. a Sino hubiere en la población licen- 
ciado en medicina y cirujía, recurrirán , se- 
gún el caso, á cualquier médico ó ciruja- 
no puros que en la misma se encuentren. 

4. ° Cuando no haya profesor de ningu- 
1 na de las clases indicadas, podrán los Alcal- 
J des valerse del que mejores condiciones re- 
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una entre las poblaciones inmediatas, inclu- 
sa la capital del partido; entendiéndose obli- 
gados dichos facultativos á prestar el servi- 
cio, á no ser que fuesen titulares , en cuyo 
caso será preciso obtener el permiso del Al- 
calde de que dependan. 

Art. 17. No podrán los Alcaldes obligar 
al médico é cirujano puros á prestar servicio 
alguno médico-forense que no corresponda 
á su respectiva profesión. 

Art,. 18. En los juicios verbales sobre 
faltas, y en los hechos que el Código penal 
califica de tales, en que sea necesaria la in- 
tervención de facultativo, prestará el servicio 
oportuno el médico forense del Juzgado cor- 
respondiente. 

En los pueblos que no sean capital de 
partido se valdrán los Alcaldes del profesor 
que designen, según lo establecido en ei ar- 
tículo 16. 

Art. 19. Cuaudo haya sospechas de en- 
venenamiento, y en los demás casos en que 
sea necesario el auxilio de un perito quími- 
co, podrá el juez recurrir á uno ó mas doc- 
tores ó licenciados en farmacia que tengan 
establecido laboratorio , ó cuenten con los 
medios suficientes y propios para practicar 
el correspondiente anáfisis. 

El médico forense, asista ó no al acto, su - 
ministrará al farmacéutico encargado del 
análisis , los datos ó noticias que este crea 
necesarios ó convenientes para llevarlo cabo. 

Art. 20, Si en el Juzgado no pudiera 
practicarse aquella operación por falta de 
profesores competentes ó por otro cualquier 
motivo se verificará en el punto mas inme- 
diato en que sea posible. En todo caso ex- 
presarán ios profesores el procedimiento em- 
pleado en el anáfisis. 

Art. 2t. Siempre que sea necesario re- 
petir el ensayo, ó que no se haya podido 
practicar de primera intención en los casos 
indicados en ios arts. t9 y 20, se hará el 
análisis por los catedráticos de lexicología y 
medicina legal y quinto año de farmacia en 
cu al qu: era de las Universidades en que se 
hallen establecidas aquellas enseñanzas, pre- 
firiendo siempre la Universidad mas próxima 
á la capital de la Audiencia del territorio res- 
pectivo. 

Art. 22. Para que tenga efecto lo dis- 
puesto en el artículo anterior , las sustancias 
ú objetos que hayan de analizarse conve- 
nientemente recogidas y colocadas por el 
médico forense, y precintadas y selladas por 
el Juzgado, se remitirán por conducto del re- 
gente de la Audiencia al rector de la Univer- 
sidad en que haya 'de verificarse el análisis. 

Art. 23. Practicada la operación por los 
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profesores referidos, eip«dirán estos certifi- 
cación ó informe de su resultado, y se dirigi- 
rá al Juzgado por el mismo conducto del 
regente de la Audiencia. 

Art. 24. En las poblaciones en que resi- 
dan mas de dos médicos forenses, por razón 
del número de Juzgados que en ellas haya, 
constituirán dichos facultativos un cuerno 
que desempeñará cualquier servicio médico 
forense qne los jueces y tribunales les enco- 
mienden. Un reglamento formado por los 
mismos profesores, y aprobado por el Minis- 
terio de Gracia y Justicia , ordenará el régi- 
men interior de aquellos cuerpos. 

Art. 25. Los jueces y Tribunales po- 
drán, siempre que lo estimen oportuno, oir 
el dictámen en asuntos médicos legales de 
las Reales Academias de medicina y cirujía 
ú otras corporaciones científicas legalmeñte 
establecidas. 

Art. 26. Los médicos forenses y demás 
profesores á que se refiere este decreto, que 
presten servicios con el carácter de auxilia- 
res de la administración de justicia, anotarán 
al pié de las diligencias ó escritos correspon- 
dientes los derechos que cada uno deven- 
gue, los que percibirán siempre con arreglo 
al adjunto arancel. 

Art. 27. Los derechos señalados en el 
arancel por los servicios que se presten en 
los casos de que hablan los arts. 21 y 24 son 
colectivos y se distribuirán entre los faculta- 
tivos por iguales partes. 

Art. 28. Los derechos que se devenguen 
en el caso establecido por el art. 18, serán 
la mitad de los señalados en el arancel al 
respectivo servicio. 

Art. 29. En todo caso en que la parte 
condenada al pago fuese insolvente , se sa- 
tisfarán por el Estado, con cargo al capítulo 
correspondiente del presupuesto del Minis- 
terio de Gracia y Justicia. Esto mismo ten- 
drá lugar cuando las costas y gastos del jui- 
cio se declaren de oficio. 

Art. 30. Para el abono de los indicados 
derechos se tendrá en cuenta lo dispuesto 
en la regla S2 de la ley provisional para la 
aplicación del Código penal y demás disposi- 
ciones que sean igualmente aplicables. 

Art. 31. Los médicos forenses serán 
nombrados por el Ministerio de Gracia y Jus- 
ticia. 

Art. 32. Los aspirantes á la plaza de mé- 
dico forense presentarán sus solicitudes di- 
rigidas á S. M., en el Juzgado respectivo 
acompañando los documentos que acredíten 
su aptitud legal y profesional y las circuns- 
tancias que les hagan ser preferidos á otros 
en el nombramiento. 
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Arí. 33. Instruido el oportuno expedien- 
te, el juez de primera instancia lo remitirá 
al Ministerio de Gracia y Justicia por conduc- 
to del regente de la Audiencia del territo- 
rio, informando al mismo tiempo uno y otro 
acerca de las circunstancias de los aspi- j 
rantes. i 

Art. 34. Los médicos forenses no podrán ! 
ser separados de sus cargos sino en virtud ] 
de expediente gubernativo" en que se oiga al J 
interesado. 


ARTÍCULO TRANSITORIO. 

No obstante lo dispuesto en el art. 32 po- 
drán ser confirmados los nombramientos ex- 
pedidos de Real orden á favor de los médicos 
forenses que en el dia actúan en los Juzga- 
dos de primera instancia y tenencias de Al- 
caldes de Madrid.— Dado en Aranjuez á 1 3 
de mayo de 1862. — Está rubricado de la 
Real mano. — El Ministro de Gracia y Justi- 
cia, Santiago Fernandez Negrete. 


Arancel de los derechos que devengan los médicos forenses y demás facultativos que ac- 
túan tomo auxiliares de la adminisirc cion de justicia. 


Por un reconocimiento 

Por una certificación. . . . . . ■ ■ . . ...... .. ++,+.... 

Por una declaración * ♦ ♦ . . 

Por un parte del estado de salud 

Por la primera ciira de heridas no penetrantes. 

Por ia primera cura de heridas penetrantes. ................ 

¡ Si no ocupa mas de una hoja de papel 


Por un informe ó consulta. 


Asistencia diaria . . , 


de la marca del sellado. . . 
i Si excede de la primera hoja, por cada 
f una que se añada. . . 

/Por una visita, si hubiese que- hacer 

C llfll ■ ■ J ■■ I 1 T í 1 I J, ■ 1 ■ . k B L ■ _ r ! m ! 

i Por una simple visita. 

' Por dos ó mas visitas al dia sin cura . 

Por cada junta , 

Por cada operación de las correspondientes á ciruja menor.. . 

Por cada operación mediana. . - ...... 

Por cada grande operación. ............ .... „ 

' Inspección esterior. ...... ♦ ♦ ..... „ 

t Inspección interior limitada á una. 6 

; Antes de las 48 1 dos cavidades 

horas i Inspección interior completa, ó sea de 

f las tres cavidades. 


Autopsias. 


V 


Exhumaciones 


Análisis., 


V En casos de envenenamiento ........ 

| Inspección esterior. 

V Inspección interior limitada á una ó 

Pasadas las 48 J dos cavidades ... T ... r . 

horas ^Inspección interior completa, ó sea de 

/ las tres cavidades. 

\En casos de envenenamiento. ..... 

Í Simple reconocimiento del cadáver ¿ 

esqueleto. ...... t 

Autopsia ó examen mas detenido. . . . 
Por cada análisis verificado en el juz- 
gado ó punto mas inmediato por uno 
6 mas doctores 6 licenciados en far- 

DI SCift. 
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¡ Porasisteiicia de ud médico forense al 

3CtO ■ i! ■ I ■ a i *■ j j 4 4 p '■ ■ ■ ■ PB--B+ + I . 

Por los análisis quo se verifiquen en 
las universidades, y el informe 6 

certificación correspondiente 

Si se invierte en la operación mas de un clia y no excede de diez, 

por cada día que se agregue al primero . „ 

Si se invierten mas de diez dias, por cada uno que se agregue al 
primero 

Por un informe ó consulta 
evacuado por los médi- 
cos forenses en cuerpo.. 


Si no ocupa mas de una hoja en papel! 

de la marca del sello \ 

Si excede de la primera hoja, por ca- 
4 da una que exceda rB h . ■ ■. 


Madrid . 

Poblaciones 
de mas de 
30.000 al- 
mas. . . . 

T3 

0 S‘O.2' 
~ a ® 2. 

5 0 
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NOTAS. 

1. a El importe de los reactivos emplea- 
dos en los análisis será satisfecho aparte. 

2. a Cuando se practicare la autopsia des- 
pués de las 48 horas de la defunción y no se 
hubieren facilitado al médico forense ios ne- 
cesarios desinfectantes, se abonarán 15 rea- 
les, sobre los derechos señalados en este 
arancel. 

3. a Los derechos consignados para cada 
servicio médico forense serán siempre de 
abono aunque se practique sucesivamente en 
un mismo acto. 

4. a Si los servicios se prestasen desde las 
diez de la noche n las seis de la mañana, se 
aumentarán los derechos correspondientes 
en una cuarta parte. 

5. a Cuando el médico forense tenga que 
salir de la capital del juzgado para desempe- 
ñar, el servicio, le serán abonados sobre los 
derechos 30 rs. por cada medio dia, y 40 por 
un dia entero. 

6. a El servicio médico forense no com- 
prendido en arancel se asimilará para su re- 
tribución á aquel con que tenga mas analo- 
gía.— Aprobado por S. M. etc. ( Gac . 17 de 
mayo.) 

R. O. de 19 mayo de 1862. 

Disposiciones para llevar á efecto el precedente Real 
decreto. 

«Para llevar á efecto lo dispuesto en el ar- 
tículo 31 del Real decreto de 13 del actual, 
relativo á la organización del servicio mé- 
dico forense en los Juzgados de primera ins- 
tancia, la Reina se ha servido mandar. 

Primero. Que las solicitudes documenta- 
das de que habla el art. 32 han de ser pre- 


sentadas en los Juzgados de primera instan- 
cia respectivos antes del dia 20 de junio de 
este ano, quedando sin curso las que lo sean 
desde esta fecha en adelante. 

Segundo. Que los jueces instruyan los 
expedientes á que se refiere el art. 33 de la 
citada disposición en el término mas breve 
posible, y los remitan con su informe al re- 
gente de la audiencia del territorio dentro de 
los treinta dias siguieutesála terminación del 
plazo lijado en el párrafo anterior. 

Tercero. Que los regentes los eleven á 
este Ministerio, antes del 4 0 de agosto próxi- 
mo venidero en la forma prevenida en el re- 
ferirlo art. 33. — De Real orden etc. Madrid 
19 de mayo de 1862. ( CL . í. 87, p. 558.) 

R. D. de 31 marzo de 1863. 

Dotación fija ds los médicos forenses de los juigados 
do Madrid. 

(Gkac. y Just.) «En vista de lo expuesto 
por ei Ministro de Gracia y Justicia, y de 
acuerdo con el Consejo de Ministros, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo l.° Los médicos forenses de los 
juzgados de primera instancia de Madrid dis- 
frutarán desde l.° de julio del presente año 
la dotación anual de 10.000 rs. sin que pue- 
dan percibir en el concepto de tales funcio- 
narios ninguna otra retribución. 

Art. 2.° Queda sin efecto , con relación 
á los médicos forenses ele ios juzgados de 
primera instancia de Madrid, lo dispuesto en 
el art. 29 de mí R, D. de 13 de .mayo úl- 
timo. 

Art. 3.* Los derechos que se devenguen 
en lo sucesivo por los médicos forenses de 
los juzgados de la córte con arreglo al aran- 
cel, seharán efectivos en los pleitos ó causas 
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de partes solventes en papel de multas, que 
se inutilizará uniéndolo á los autos, justifi- 
cando sin perjuicio su importe por semes- 
tres, en la forma que se previene por punto 
general por mi Real órden de esta fecha. Da- 
do en Palacio á 31 de marzo de 1863.» 
(Gac. 2 abril.) 

R. O. 31 marzo 1863. 

Disposiciones para llevar á efecto el abono por el 
Estado de los derechos de los médicos forenses, etc. 

(Grac. y Just.) Real órden de 31 de 
marzo. Para llevar á efecto lo prevenido en 
el artículo 29 del R D. de 13 de mayo últi- 
mo, la reina ha tenido á bien dictar las dis- 
posiciones siguientes: 

1. a En los meses de marzo y octubre de 
cada año se formará por íes regentes de Jas 
audiencias un expediente en averiguación 
del importe de los derechos devengados . 
hasta aquella fecha por cada uno de los mé- 
dicos forenses ú otro facultativo, que hubiere ¡ 
actuado como auxiliar de la administración 
de justicia en los asuntos civiles ó crimina- 
les á que se reliere el citado art, 29. 

2. a No se comprenderán en el expedien- 
te sino aquellos negocios terminados por 
ejecutoria, y en los cuales se hubiese hecho 
y aprobado la tasación de costas con arreglo 
a la ley, 

3. a En dicho expediente se hará cons- 
tar: primero, el número de causas crimina- 
les, negocios civiles ó juicios de faltas en que 
haya intervenido el médico forense, su sus- 
tituto ú otro cualquier facultativo llamado por 
el juez, conforme aloque disponen los artícu- 
los 10, 19 y siguientes del Real decreto ci- 
tado: segundo, la fecha en que dichos nego- 
cios se terminaron por ejecutoria: tercero)) la 
cantidad á que ascienden los derechos de- 
vengados en cada negocio con arreglo al 
arancel: cuarto, si la insolvencia de la parte 
condenada al pago es total ó parcial, ó si se 
han declarado de oficio las costas. 

4. a Los datos expresados en la disposi- 
ción anterior se consignarán por medio de 
certificaciones expedidas por los escribanos 
de cámara que hubiesen actuado en ios ne- 
gocios á que se refieran. Los Alcaldes y en 
su caso los jueces de primera instancia, faci- 
litarán al regente los datos relativos á los 
juicios de faltas. 

3. a Los tasadores de las audiencias, te- 
niendo presente lo prevenido en los arts. 27 
y 28 del citado real decreto, pondrán su 
conformidad- acerca de la exactitud de los 
derechos marcados; y hecho así, el ministe- 
rio fiscal emitirá su dictamen en cuanto á 
la exactitud de todos los datos consignados 


en el expediente, teniendo presente lo dis- 
puesto en el art. 30 del real decreto antes 
; mencionado. 

6. a Examinado y aprobado el expe- 
diente en sala de gobierno, previa la am- 
pliación que estime oportuna, se remitirá 
por el regente con el informe á la Ordena- 
ción general de pagos de este Ministerio, 
acompañando una nota de los derechos que 
deben abonarse por el Estado, en la que se 
expresen con la debida claridad los datos á 
que se refiere la disposición 3. a 

7. a Declarado procedente el abono, la 
expresada Ordenación general dispondrá la 
consignación de fondos á favor del regente, 
de la audiencia, el cual dará cuenta de ha- 
ber sido satisfechos en la proporción que la 
cantidad marcada en el presupuesto lo per- 
mita, y de quedar tomada nota en el negocio 
en que los derechos se hubieren devengado. 

8. a Para que el Estado pueda reintegrar- 
se en cualquier tiempo de los derechos que 
haya suplido por insolvencia de la parte con- 
denada al pago, los regentes de las audien- 
cias adoptarán las disposiciones oportunas á 
fin de averiguar cuando ha cesado aqulla to- 
tal ó parcialmente, cuidando, si esto llegase 
á suceder, el que se recauden y consignen 
en la respectiva Tesorería de provincia las 
sumas á que ascienda dicho reintegro, y po- 
niéndolo en conocimiento de este Ministerio 
y de su Ordenación de pagos . 

9. a Sin perjuicio de lo prevenido en la 
disposición 1 . % los regentes procederán des- 
de luego á la formación de ios expedientes 
que correspondan al semestre ya vencido, 
cuidando de que su instrucción y remesa á 
la Ordenación general de pagos de este Mi- 
nisterio tenga lugar en el próximo mes de 
abril. De real órden etc. Madrid 31 de marzo 
de 1863. — (Gac. 2 abril.) 

R. O. de 12 junio de 1863. 

Fijando los plazos que deben regir para proveer las va- 
cantes do médicos forenses y tramitación de sus ex- 
pedientes, 

(Grac y Just.) «A fin de evitar Ibs in- 
convenientes que ofrece la variedad de pla- 
zos que con motivo de la provisión parcial 
de las vacantes de plazas de médicos foren- 
ses se han señalado para la instrucion de los 
expedientes prevenidos por el art. 32 del Real 
decreto de 13 de mayo de 1862, y siendo 
oportuno establecerlos y fijarlos para lo su- 
cesivo de una manera definitiva, la reina se 
ha servido mandar que se observen las re- 
glas siguientes: 

1. a Que tan luego como se declare y pu- 
blique en la Gaceta la vacante de una ó mas 
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plazas de médico forense, los regentes de las 
audiencias dispongan su inmediato anuncio 
eñ los Boletines oficiales de las provincias 
del respectivo territorio, , 

2. a Que los aspirantes á cualquiera de 
ellas presenten sus solicitudes en el jugado 
de primera instancia en que ocurra, ó en el 
de su domicilio ó residencia, en la forma que 
que previene el citado art. 32 del referido 
Real decreto, y en el término de un* mes, d 
contar desde el dia en que se anuncia la va- 
cante en el Boletín oficial de la provincia á 
que corresponda el juzgado. 

3. * Que instruidos los expedientes por 
los jueces de primera instancia con arreglo 
al art. 33 del mismo decreto orgánico, los 
remitan con su informe á los regentes de las 
audiencias dentro de los 30 dias siguientes 
á la terminación del plazo fijado en la regla 
anterior, los cuales, informando á su vez, los 
elevarán á este Ministerio en todo el mes si- 
guiente; y en el caso de que para alguna de 
las vacantes anunciadas no se hubiere pre- 
sentado solicitud, lo participarán á esta su- 
perioridad. 

4. a Que los aspirantes que tengan expe- 
diente en esta Secretaría en virtud de soli- 
citud anterior se limiten á elevar otra ,á 
S. M. por conducto del juez de primera ins- 
tancia de su domicilio ó residencia, y dentro 
del término marcado para los dema's en la 
regla 2. a , en que expresen cuál ó cuáles de 
las vacantes desean ocupar. De Real ór- 
den, ect. Madrid Í2 de junio de 1863. — Mo- 
náres. — Sr. Regente de la audiencia de... 

( Gac . id junio.) 

R. D. de 20 mazo de 1865. . 

Suspendiendo los efectos del artículo 29 del de 13 de 
mayo de 1802 sobre el pago por cuenta del Estado 
de los derechos que deten gan. 

(Ghac. v Just.) Exposición á S. M. — Se- 
ñora: En la admistracion de justicia, venia 
revelándose hace tiempo una^ necesidad á 
que no podia ser ni fué nunca indiferente, 
pero sin que hasta el dia haya podido ser 
eficaz la atención de los Gobiernos. Esta ne- 
cesidad es la de organizar de un modo ade- 
cuado y seguro, y con todos los medios in- 
dispensables, el inexcusable ejercicio y auxi- 
lio de tas ciencias y artes de curar en las 
causas criminales. 

Y la dificultad, Señora, es fácil de com- 
prender, sin mas que considerar que para 
la perfección de este sistema de auxilios fa- 
cultativos es preciso, asegurar el concurso 
simultáneo y perentorio á veces, y siempre 
además fácil y eficaz, de la medicina, de la 
ctrujía, de la química y de la farmacia, no 


ya en las grandes capitales y en las cabezas 
de partido judicial, sino aun en las pequeñas 
y apartadas poblaciones, á donde quiera que, 
verificados ciertos crímenes, tiene que tras- 
ladarse la autoridad judicial con sus auxilia- 
res; dificultades que, con ser tales en sí, to- 
davía vienen agravadas y dominadas por otra 
superior, eual es la cuestión económica. 

No eran menester grandes esfuerzos para 
convencerse de esta última verdad; pero to- 
davía han venido hechos recientes á demos- 
trarla. 

Y ciertamente, sin abandonar la primitiva' 
idea, ni el encargo dado años hacía á una 
comisión facultativa'de organizar sobre bases 
sólidas y en toda la necesaria amplitud, el 
antedicho servicio: contrariado, pero mal 
reprimido el celo de anteriores Ministerios, 
se ensayó sobre el particular en 1862 una 
importante medida que por sus proporciones 
no podía ser sino provisional; y por R. D.. d& 
13 de mayo de aquel año se instituyó y or- 
ganizó en efecto, la clase oficial denominada, 
de médicos forenses. 

El propósito no pudo ser mas plausible, y 
los resultados por parte del celo profesio- 
nal y del buen servicio no lo han desmen- 
tido. 

Pero ellos han demostrado también que 
I la institución debe aún ser ampliada y me- 
jorada en sus medios, si ha de responder en 
un todo á sus fines: resultado final á que no 
es dado aspirar mientras no se supere por 
completo la dificultad económica. 

En este punto la comisión facultativa de 
que queda hecho mérito en sus últimos tra- 
bajos presentados , abriga la misma opinión 
que el Ministro que suscribe, y es que mien- 
tras la medicina legal , en el sentido de la 
presente exposición , con la debida amplia- 
ción de medios químicos y demás indispen- 
sables, no se establezca de modo que se 
baste á sí misma, sin pesar sobre el presu- 
puesto del Estado, no se habrá resuelto en 
este importantísimo servicio la última difi- 
cultad; lo cual, por otra parte, es ya un he- 
cho fuera de duaa. 

Y efectivamente, por el citado Real decre- 
to orgánico de 1862, se estableció que cuan- 
do por insolvencia de los procesados, ó por 
declararse de oficio las costas y gastos del 
juicio, no fuesen satisfechos los honorarios 
del profesor, lo sean por el Estado, promesa 
solemne, pero que necesitaba de la compe- 
tente sanción legislativa para ser eficaz; como i 
que se resolvia en un gravamen ánuo , y no 
poco considerable del presupuesto. 

Nació de ello el conflicto que era inevita- 
ble, y es que , mientras la laboriosa clase de 
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médicos forenses reclama la retribución que 
oficialmente se le ha prometido, los Gobier- 
nos no han podido ni pueden cumplirla, por 
no hallarse aun legalizado por completo este 
gasto en la ley de presupuestos. 

Y aquí es, "señora, donde aparece de lleno 
el conflicto y la verdadera dificultad de la 
cuestión. No descuidaron los Ministros ante- 
riores, y todo lo contrario, el llevarla al pre- 
supuesto: supusieron, sin embargo, que con 
aumentar hasta 600.000 rs. el artículo de 
gastos de justicia de este Ministerio, podría 
responderse á. la obligación que contraía el 
Ksta. o; y con todo apenas trascurrido el 
primer año de constituida la clase, los mé- 
dicos forenses, no podiendo ser satisfechos 
por el Gobierno, por no bastar para ello la 
antedicha cantidad autorizada, recurrieron á 
las Córtes reclamando por sus derechos de- 
vengados y no satisfechos hasta por valor de 
ocho millones de reales; y eso sin ser cono- 
cidas aun todas las liquidaciones del año ven- 
cido. 

Por esa proporción correspondería llevar 
hoy al nuevo presupuesto para 1865 á 1866 
la cifra de 26 millones de reales por servi- 
cios fenecidos; y además la de 12 millones 
por lo menos para el servicio corriente, é 
igual cantidad luego en los años sucesivos, 
sobre todo si el personal hubiera de organi- 
zarse, mas bien que sobre la base de dere- 
chos procesales á dotación fija. 

Y si es evidente que la situación del Te- 
soro no podría hoy ser agravada con este 
gasto, no lo es menos que el actual estado 
de cosas no puede continuar. No es decoro- 
samente sosteuible que una clase profesio- 
nal numerosa tenga solemnemente prometi- 
da su justa retribución; que parezca, por 
tanto, poder reclamarla con derecho; y que, 
sin embargo, los Gobiernos no puedan de 
modo alguno satisfacerla por no estar, como 
queda dicho, legitimado este gasto. 

Fundado, señora , en estas razones, que 
no es necesario sino insinuar . el Ministro 
que suscribe, al paso que se propone no le- 
vantar mano hasta organizar del modo mas 
eficaz posible el mencionado servicio, tiene 
la honra de someter á la Real aprobación 
de Y. M. el siguiente proyecto de decreto. 
Madrid 20 de marzo ^e 1865. — Señora: A 
L, R. P. de Y. M. — Lorenzo Arrazola. 

REAL DECRETO. 

Atendiendo á las razones expuestas por 
mi Ministro de de Gracia y Justicia, 

Vengo en decretar: 

Articulo l-° Se suspenden desde esta fe- 
cha los efectos del art. 29 del R. D. de 13 


de mayo de 1862 sobre organización del ser- 
vicio médico forense, restableciéndose las 
cosos en este punto y hasta el nuevo arreglo 
que convenga adoptar por medio de una ley, 
al ser y estado que tenían el día de su pu- 
blicación. 

Art. 2 .° El importe de los derechos de- 
vengados hasta la fecha por los médicos fo- 
renses y demás auxiliares facultativos de la 
administración de justicia, al tenor del men- 
cionado Real decreto, se incluirá sucesiva- 
mente en id presupuesto de gastos del Mi- 
nisterio de Gracia y Justicia, á medida que 
las necesidades del Tesoro !o permítan , y 
que las salas de Gobierno de las Audiencias 
territoriales aprueben y remitan al mismo 
ios expedientes y liquidaciones que se for- 
malicen al efecto, con arreglo álaR. O. cir- 
cular de 31 de marzo de 1863. 

Art. 3.° Los facultativos que de Real 
nombramiento prestan en la actualidad, y 
los que en lo sucesivo prestaren el servicio 
médico legal, serán atendidos preferente- 
mente para su colocación cuando se organi- 
ce definitivamente este servicio. 

Art. 4.° A pesar de lo dispuesto en el 
art. l.°de este Real decreto , queda en vi- 
gor lo establecido por el de 31 de marzo de 
1863 en cuanto á la dotación fija de los mé- 
dicos forenses de los Juzgados de primera 
instancia de esta córte, los cuales, organiza- 
dos convenientemente, además de sus car- 
gos personales constituirán un cuerpo, que 
en el círculo de su acción y posibilidad des- 
empeñará cualquier servicio médico legal' 
que los jueces y Tribunales del Reino le en- 
comienden. — Dado en Palacio á 20 de mar- 
zo d 1865. (Gao. 21 marzo.) 

fí. O. de 1 8 junio~5 julio de 1865. 

Sobre pagos de gastos de autopsia y enterramiento» 
de cadáveres ejecutados de órdeu judicial. 

Se halla inserta en d artículo Autopsias, 
tomo I , p. 531, con otras aclaratorias de 29 
de noviembre de 1866, en las cuales se vie- 
ne á disponer lo mismo que hemos visto en 
la de 21 de junio de 1842 , respecto - de los 
honorarios que devenguen los facultativos. 

Parécenos haber reunido en este ar- 
tículo todas las disposiciones que tienen 
relación con el servicio médico-forense; 
pero deben además consultarse los cita- 
dos en el fondo, como Autopsias, Sa- 
nidad, Facultativos titulares , Justi- 
cia, etc. 

MÉDICOS DIRECTORES DE ESTABLECI- 
MIENTOS DE AGUAS MINERALES. En el 
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artículo Baños y aguas minerales, to- 
mo 2.° p. 035 y siguientes hemos dedo 
á conocer á sus médicos-directores, é in- 
sertado la legislación sobre la materia 
hasta 11 de marzo de 1868. No nos toca 
abofa mas que indicar ías disposiciones 
que después se han dictado que son las 
siguientes. 

Rs. Ords. de 24 marzo de 4868. 

Se dispuso en una de ellas que remitieran 
los médicos directores de baños sus hojas de 
servicio en el término de treinta dias, y en 
la otra los plazos y memorias, que ordena 
el art. 38 del reglamento de 4 4 del propio 
mes. Apéndice I, p. 156. 

Decreto de 45 diciembre de 4868. 

Deja sin efecto los párrafos 2.°, 3.° v 4.° 
del art. 38 del reglamento vigente, declara 
interinos á los médicos-directores que no 
han obtenido sus plazas por oposición, y 
manda no sean comprendidos en el escala- 
fón sino los que ganaran estas plazas por 
oposición rigorosa ó suplementaria. Apén- 
dice I,p. §13 . 

■ 

Decreto de 30 diciembre de 4868. 

Por esta disposición que dejó sin efecto el 
reglamento de 44 de marzo del misino año, 
se ordenó que ima comisión compuesta de 1 
los sug-'tos que cita, examine los expedien- 
tes del personal facultativo dé Beneficencia, 
informando en el término de dos meses, 
dentro de cuyo plazo informarán y propon- 
drán los Gobernadores oyendo á las Diputa- 
ciones provinciales, á las Juntas de Sanidad, 
a las academias de medicina y cirujía, donde 
las haya y a los subdelegados, cnanto crean 
conveniente sobre provisión de plazas de fa- 
cultativos. Apéndice I, p. 643. 

Decreto de 15 marzo de 4,869. 

Evacuado el informe de la Junla creada 
por el decreto anterior en lo relativo al Cuer- 
po de médicos-directores de baños, se de- 
claran médicos propietarios á los que se 
designan, y se dispone lo conveniente para 
Ja provisión de estas plazas v el régimen in- 
terino de los establecimientos basta que se 
dicten las disposiciones convenientes en ar- 
monía con la ley orgánica de Sanidad cuva 
reforma ha de proponerse á lasCórtes. Aven- 
dice TI, p. 4 44. 

Orden de 30 abril de 4869. 

Reforma la regla 9.* del decreto anterior, 
en el sentido de suprimir el sueldo á los 
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médicos-directores en los establecimientos 
donde el número de bañistas exceda anual- 
mente de 500, y sustituye varias palabras en 
las papeletas de simple turno. Apéndice II, 
página 4 82. 

Orden de 42 julio* de 4869. 

Dispone que es libre la asistencia faculta- 
tiva de los bañistas y determina la manera 
de pasar las papeletas los profesores elegidos 
por aquellos al Director del establecimiento, 
á íin de percibir este sus honorarios y del 
estado que igualmente deben pasar á este 
para formar la estadística balnearia. Apén- 
dice II, p. 279. 

MÉDICOS Y DEMÁS FACULTATIVOS TI- 
TULARES DE BENEFICENCIA. Los profe- 
sores titulares de beneficencia se dividen 
en módicos, cirujanos y boticarios: en- 
cargados los primeros respectivamente 
de los casos de medicina ó cirujía en los 
establecimientos ó casas particulares, 
cuando la asistencia es á domicilio, y 
los últimos de regentar las boticas de los 
referidos asilos ó de suministrar las me- 
dicinas que necesitan los socorridos. Se- 
gún los establecimientos son generales, 
provinciales ó municipales, los facultati- 
vos perciben su sueldo del presupuesto 
del Estado, del provincial ó del munici- 
pal , así como los nombramientos se 
acuerdan por el Ministerio de la Gober- 
nación, donde radica el centro directivo 
del ramo, de la Diputación provincial ó 
de los Ayuntamientos. Todos los esta- 
blecimientos generales y provinciales, 
tienen el correspondiente personal fa- 
cultativo, cuyos individuos para poder 
ser nombrados, han de hacer la compe- 
tente oposición. Este saludable precepto 
fué iniciado por el art. 114 de la ley de 
23 de enero de 1822, que le acordó para 
los facultativos de los hospitales, cuyos 
ejercicios para la oposición, así como los 
ascensos, se regularizaron por las Rea- 
les órdenes de 21 de junio y 27 de octu- 
bre de 1848 y de 31 de octubre de 1853, 
insertas en Beneficencia. El requisito 
de ser aprobados en oposición los que 
hubieren de obtener destinos facultati- 
vos en los hospitales, se vino haciendo 
preciso para los demás establecimientos 
aunque necesitan menos personal, en 
virtud de sus especiales reglamentos, y 
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hoy se halla ya acmrdado definitivamente 
por el Gobierno desde la publicación 
del R. D. de 30 de junio de 1858, que 
fué modificado por el de 22 de julio de 
1864, reformado á su vez en cuanto al 
personal facultativo de la provincia de 
Madrid por el de 23 de junio de 1865,. 

Los facultativos de la beneficencia 
municipal, son por lo general los titula- 
res de los pueblos encargados de la asis- 
tencia á las familias pobres. 

Los facultativos titulares de la Bene- 
ficencia provincial, como ya hemos di- 
cho, son nombrados prévia la aprobación 
de sus ejercicios de oposición por las 
diputaciones provinciales, en virtud de 

10 dispuesto en el art. 14, párrafo 2.° de 
la ley orgánica provincial de 21 de octu- 
bre de 1868, así como los de beneficen- : 
cia municipal en concurso por los res- 
pectivos Ayuntamientos, previos los re- 
quisitos prevenidos en el Reglamento de 

11 de iharzo de 1868, inserto en el 
Apéndice I, pág. 71, y con arreglo al 
art. 49, párrafo 2.° de la ley orgánica 
municipal de 21 de octubre de 1868, 
que con ta provincial se halla inserta en 
dicho apéndice pág, 403 y siguientes. 
Kstos nombramientos también se hicieron 
antes por las respectivas municipalidades 
en virtud de la ley de Ayuntamientos de 
1845, pero los correspondientes á la be- 
neficencia provincial eran conferidos por 
el Ministerio de la Gobernación á pro- 
puesta de las Diputaciones, con arreglo 
al art. 47 de la ley de 25 de octubre de 
1863, y al art. 22 del R. D. de 22 de ju- 
lio de 1864. 

Todos los establecimientos de Benefi- 
cencia dependen también, principalmen- 
te los hospitales, del ramo de Sanidad, 
en cuanto atañe á los tribunales que han 
deexaminar á los aspirantes, y en cuan- 
to tienen relación con las enfermedades, 
cuando toman el carácter de epidémicas 
y contagiosas, y con la Estadística sani- 
tari; . 

A continuación se insertan las dispo- 
sieiones que hemos reservado expresa- 
mente para este artículo. 


R. O. de H mayo de 1853. 

Sobre promisión de plazas de facultativos. 

(Gob.) Con motivo de un expediente ins- 
truido en Granada sobre nombramiento de 
médico segundo de un hospital se mandó: 
«que en debido cumplimiento de la R. O. de 
21 de junio de 1848, y toda vez que ninguno 
de los aspirantes está en el caso previsto en 
la de 27 de octubre de! mismo año, regula- 
dora de los ascensos, se provea dicha plaza 
por rigorosa oposicioD, publicándose inme- 
diatamente los edictos convocándola. 

Es asimismo la voluntad de S. M. que se 
dé á esta soberana resolución la oportuna 
publicidad para que sirva de regla general 
en todas las vacantes que de plazas de fa- 
cultativos ocurran en los establecimientos de 
beneficencia de las capitales de provincia...» 

(i CL , t. 59, p. 24.) 

R. O. de 29 diciembre de 1854. 

Plazas de facultativos. 

(Gob.) <t La Reina se ha servido re- 

solver que se respeten todos los nombra- 
mientos de esta clase (los conferidos sm opo- 
sición) hechos antes de la Real órden de 21 
de junio de 1848, toda vez que los reconoce 
la de 27 de octubre del mismo año en su de- 
claración tercera; pero que las plazas que se 
hayan concedido con posterioridad á dicha 
fecha sin oposición pública, se declaren va- 
cantes, debiendo procederse nuevamente á 
su provisión con sujeción á las disposiciones 
de la ley.— De Real órden etc. Madrid 29 
de diciembre de 1854.» {CL. t. 63, p 394.) 

R. D. de 30 junio de 1858. 

(Gob\) Se aprobó por este decreto el si- 
guiente 

Reglamento para la provisión y órden de 
ascensos en las plazas facultativas de los 
establecimientos de beneficencia. 

Articulo l.° El servicio facultativo délos 
establecimientos generales y provinciales de 
beneficencia se hará por profesores de nú- 
mero y agregados. Todos los destinos cuya 
asignación anual llegue á 5.000 rs., sarán 
desempeñados por facultativos de número, y 
por facultativos agregados los de menos asig- 
nación. 

Art. 2, Q Los' facultativos, tanto numera- 
i ríos como agregados, obtendrán su nombra- 
miento por el Ministerio de la Gobernación. 
Los numerarios serán nombrados mediante 
rigorosa oposición y prévia propuesta en ter- 
na del tribunal de censura: las plazas de fa- 
cultativos agregados se darán sin oposición 
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prefiriendo siempre, en igualdad de circuns- 
tancias, á los doctores sobre los licenciados, 
á estos sobre los médicos de segunda clase, 
y á los últimos sobre los cirujanos de segun- 
da clase, cuando sea quirúrgico el destino 
que haya de proveerse. 

No pueden ios agregados ascender á nu- 
merarios sin prévia oposición, pero en igual- 
dad de circunstancias serán preferidos sobre 
los demás opositores. 

Art. 3.* Luego que en los establecimien- 
tos generales y provinciales de beneficencia 
resulte vacante una plaza de médico, ciruja- 
no ó farmacéutico se procederá á su provi- 
sión, observando las reglas siguientes; 

1. a El jefe administrativo del estableci- 
miento en que ocurra la vacante, lo comuni- 
cará de oficio á la junta general ó á la pro- 
vincial de quien dependa, acompañando los 
documentos que acrediten el suceso. 

2. a La Junta general directamente, y las 
provinciales por conducto de los respectivos 
gobernadores, trasmitirán inmediatamente la 
comunicación de que trata la regla prece- 
dente al Ministro de la Gobernación. La va- 
cante se anunciará en la Gaceta de Madrid y 
en el Boletín oficial de la provincia. 

3. a Cuando sea de número la plaza que 
ha de proveerse, seguirá al anuncio de la 
vacante el edicto convocatorio á las oposi- 
ciones, en el cual deberán expresarse clara- 
mente los ejercicios que en cada caso han de 
hacer, la duración de estos mismos ejerci- 
cios, la manera de graduar el mérito de cada 
opositor, la forma en que ha de disponerse y 
votarse la propuesta y todo lo demás que 
convenga para conseguir uu resultado im- 
parcial y justo. 

4. a El Ministro de la Gobernación á 

propuesta del Consejo de Sanidad, nombrará 
los jueces que han de constituir el tribunal 
de censura en las oposiciones que ocurran 
dentro del distrito universitario de Madrid. 
Cuando Estas hayan de verificarse en los de- 
mas distritos, hará igual nombramiento con- 
sultando previamente á las academias ó fa- 
cultades de medicina, al gobernador, á quien 
el Ministro autorizará oportunamente. 

5. a Las oposiciones se celebrarán en la 
capital del distrito universitario á que perte- 
nezca la población en que haya ocurrido la 
vacante. En Sevilla las correspondientes á 
las vacantes de Canarias, y en Barcelona las 
que se refieran á las de las Baleares. 

6. a Terminadas las oposiciones, el tribu- 
nal del distrito de Madrid, por conducto del 
Consejo de Sanidad, y los demás distritos por 
el de los respectivos gobernadores con pre- 
sencia del expediente, y sujetándose a lo 
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que en él ;aparezea, remitirán su propuesta 
al Ministro de la Gobernación, acompañando 
el expediente para la resolución definitiva. 

Art. 4.® Mientras se proveen las vacan- 
tes que ocurran en los establecimientos be- 
néficos generales y provinciales, se enco- 
mendará á los demás facultativos el servicio 
del que falta, ó en casos de muy urgente ne- 
cesidad podrá encargarse á facultativos inte- 
rinos, que nombrará el decano de la facul- 
tad correspondiente, prévia autorización de 
la junta y con conocimiento del jefe adminis- 
trativo local, dándose cuenta al Gobierno. 

Tales interinidades no dan derecho algu- 
no á los que las desempeñan, ni pueden pro- 
longarse mas tiempo que el preciso para lle- 
nar la vacante. 

Art. 5.° La Junta general y las Juntas 
provinciales de beneficencia propondrán á la 
superioridad la planta que baya de darse en 
cada población y para cada clase de estable- 
cimientos, al personal facultativo que el buen 
servicio reclame , así para los casos ordina- 
rios y estado hanitualde la enfermería, como 
para los extraordinarios, expresando los suel- 
dos correspondientes á cada plaza; y una vez 
aprobada la planta, procederá á formar, por 
órden rigoroso de antigüedad, un escalafón 
general de los médicos de número, otro de 
los cirujanos y otro de los farmacéuticos. 

Iguales escalafones se formarán de los fa- 
cultativos agregados. 

Cada establecimiento podrá tener no obs- 
tante para su buen régimen un escalafón pe- 
culiar. 

Art. 6.* Así los facultativos de número 
como los agregados tendrán derecho á as- 
cender por antigüedad rigorosa, pasando del 
grado inferior al superior" inmediato dei es- 
calafón correspondiente todos los que estu- 
vieren mas abajo del puesto en que la vacan- 
te resulta. Pero no porque asciendan en el 
escalafón general variarán de establecimien- 
to cuando se hallen destinados á enfermeda- 
des especiales, á las casas de maternidad, ni 
los de colegios ó asilos de la infancia. 

Art. 7.° A la cabeza del cuerpo faculta- 
tivo de los establecimientos generales y de 
los provinciales de cada población , habrá 
siempre que ei número lo permíta, un deca- 
no de medicina y otro de cirujía, nombrados 
á pluralidad de votos, por los facultativos en- 
tre los que ocupan los tres primeros puestos 
del respectivo escalafón. 

Art, 8.° Quedan confirmados en sus 
destinos los médicos, cirujanos y farmacéuti- 
cos de los hospitales y demás establecimien- 
tos de beneficencia generales y provinciales, 
que al publicarse este reglamento tengan 
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nombramiento en propiedad , expedido por 
el Ministerio de la Gobernación, la Junta ge- 
neral ó las provinciales. 

Art. 9.° Los facultativos supernumera- 
rios, interinos, provinciales, auxiliares ó con 
cualquiera otra denominación que hay aho- 
ra en los establecimientos de beneficencia, y 
los que desempeñan destinos cuyo- sueldo 
anual no llegue á 5.0U0 rs., serán conside- 
rados como agregados, y ocuparán en el es- 
calafón el puesto que, atendida la antigüe- 
dad de su nombramiento les corresponda, 
siempre que lo permita la nueva planta á 
queso reliere el art. 5.° 

Art. 10. Queda derogada toda disposi- 
ción contra lo mandado en este reglamento. 

La Junta general de beneíicencia y las pro- 
vinciales propondrán, sin la menor -tardanza 
lo conveniente para su ejecución. — Madrid 
30 de junio de 1851Í. {CL. t. 76, p. 429.) 

R. O. de 13 setiembre de 1858. 

Dispuso, que á los facultativos que in- 
gresen en ia clase de agregados en virtud del 
artículo l. u del reglamento de 30 de junio 
último y que acrediten haber obtenido sus 
plazas por. rigorosa oposición se les reconoz- 
ca el derecho de ascender primero que los 
demás de su clase, y que al ser incorporados 
á su tiempo en la do los de número uo se 
les exija nuevos ejercicios. 

ñ. u. de 13 febrero de 1859. 

Determina que los facultativos agregados 
que ganaren sus plazas por oposición con 
arreglo á las disposiciones que regían en 1a 
materia autes de ia publicación del regla- 
mento de 30 de junio de 1858, tienen dere- 
cho á ascender á plazas de facultativos de 
número. 

R. D. de 22 julio de 1864. 

Aprobando el reglamento para la provisión y orden de 
ascensos de las plazas du facu Ilativos da estableci- 
mientos generales y provinciales de beneficencia, 

(Gob.) Conformándome con lo propuesto . 
por mi Ministro de la Gobernación, y con el * 
lin de armonizar las prescripciones vigentes 
en el ramo de beneíicencia con la de ia ley 
de 25 de setiembre de 1863 para el gobierno 
y administración de las provincias, 

Vengo en aprobar el siguiente reglamento 
para ia provisión y orden de ascensos cíe las 
plazas de facultativos de establecimientos ge- 
nerales y provinciales de beneíicencia. 

Artículo l.° Sil servicio facultativo de ¡os 
establecimientos generales y provinciales de 
beneíicencia se liará por profesores de nú- 
mero y agregados. Serán profesores de nú- 


mero aquellos cuyo sueldo anual llegue á 
o. 000 rs., y agregados lo.s que disfruten me- 
nor asignación. 

Art. 2. u Los facultativos, tanto numera- 
rios como agregados, obtendrán su nombra- 
miento del Ministerio de ia Gobernación en, 
virtud de oposición ios primeros, mediante* 
concurso ios segundos y á propuesta de las 
Diputaciones, cuando las plazas que hayan 
de proveerse pertenezcan á establecimientos 
provinciales del ramo, con arreglo á lo pres- 
crito en el párrafo 5. ü (leí art. 55 de la ley de 
25 de setiembre último para el gobierno y 
administración de Jas provincias. 

Art. 3." Para aspirar á plazas de faculta- 
tivos de establecimientos, asi generales co- 
mo provinciales, se necesita: 

1. ü Ser español. 

2. “ Tener 25 anos de edad cumplidos. 

3. ° Ser doctor ó licenciado en medicina 
y cirujía, ó en farmacia. 

4. ° Acreditar buena conducta moral. 

Art. 4.° Con arreglo á lo prescrito en el 

art. 6.° del reglamento de 30 de junio para 
la provisión y orden de ascensos en las pla- 
zas faculta Uvas de los establecimientos de 
beneíicencia, así los profesores de número 
como ios agregados, tendrán derecho á as- 
cender dentro de sus respectivos escalafones 
por orden de rigorosa antigüedad. 

Aunque asciendan en el escalafón podrán 
continuar prestando sus servicios en el esta- 
biecimientoá que se hallen destinados. 

Art. 5. u Los facultativos agregados que 
hubiesen ganado sus plazas por oposición 
con arreglo á las disposiciones que regían en 
ia materia antes de publicarse el reglamento 
de 30 de junio de 1858, tendrán derecho á 
ascender ú plazas de facultativos de número, 
según lo prescrito en ia H. O. de 13 de febre- 
ro de 1859. 

Art. 6.° Loa facultativos que hubiesen 
ganado sus plazas por oposición, podrán ser 
separados de ellas previa la instrucción de 
un expediente gubernativo en que el intere- 
sado iiabrá de ser oido necesariamente, y 
consultada la sección de gobernación y to- 
mento del Consejo de Estado. 

Art. 7. u Cuando los establecimientos ten- 
gan botica propia, se nombrará para que la 
regenten farmacéuticos de número o agre- 
gados con sueldo lijo. En caso contrario) Jos 
establecimientos' se surtirán del número de 
boticas de la población que se lije por Ja res- 
pectiva junta de beneíicencia, y los regentes 
de las mismas se considerarán igualmente 
como farmacéuticos agregados, y serán nom- 
brados también por el Ministerio de la Gober- 
nación, mediante concurso y á propuesta de 
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las Diputaciones, con arreglo á lo determina- 
do en el art. 2.° 

Art. 8.° El personal facultativo de las ca- 
sas generales de beneficencia, como asimis- 
mo el de los establecimientos dependientes 
de cada junta provincial, figurarán respecti- 
vamente en una sola plantilla. 

Art. 9.° A la cabeza del Cuerpo faculta- 
tivo de los establecimientos generales del 
ramo, y de los de cada una de Jas provincias 
del Reino, habrá un decano de medicina y 
otro de cirujía. Estos decanos serán elegi- 
dos i pluralidad de votos por los mismos 
fa/cultativos entre los que ocupen ios tres 
primeros puestos del respectivo escalaíon. 
Cuando no exceda de tres el número de los 
individuos de cada clase, desempeñará el 
cargo de decano el profesor que tenga mas 
antigüedad en la carrera. 

Art. 10. La Junta general y las provin- 
ciales determinarán por qué facultativos y en 
qué forma habrá de prestarse el servicio en 
cada establecimiento; pero cuidando de que 
el trabajo quede equitativamente distribuido 
entre los profesores, y bien entendido que 
nunca deberá obligárseles á pasar de unos es- 
tablecimientos á otros sin fundado motivo. 

Art. II. Los facultativos, así numerarios 
como agregados, tendrán obligación de pres- 
tar en los establecimientos de beneficencia 
todos los servicios propios de su facultad, 
incluso el de guardias; pero por regla gene- 
ral se procurará que dicho servicio esté ex- 
clusivamente á cargo de los agregados, 
siempre que de estos haya el número sufi- 
ciente para desempeñarlo por si solos sin ex- 
cesivo trabajo y sujeción, Cuando sea preci- 
so confiar el servicio de guardias á los facul- 
tativos de número, se elegirán al efecto los 
que ocupen los últimos lugares de los esca- 
lafones respectivos. 

Art. 12. Los facultativos no podrán ob- 
tener licencias para ateuder al restableci- 
miento de su salud, ni para asuntos propios, 
sin la precisa condición que á sus expensas 
queden encargados de sustituirles otros po- 
sesores que no figuren en las plantillas res- 
pectivas, y sean dignos de desempeñar este 
cometido en concepto de las Juntas del ramo. 

Art. 13. De acuerdo con lo preceptuado 
por el art. 8.° del Reglamento de 30 dé junio 
de 1858, quedan confirmados en sus desti- 
nos los médicos, cirujanos y farmacéuticos 
de los establecimientos genérales y provin- 
ciales de beneficencia que al publicarse 
aqnellá disposición tuvieran nombramiento 
en propiedad expedido por el Ministerio de 
la Gobernación, la Junta general ó las pro- 
vinciales. 


Art. 14. Luego que en ios estableci- 
mientos generales y provinciales de benefi- 
cencia resulte vacante una plaza de médico, 
cirujano ó farmacéutico, se procederá á su 
provisión observando las reglas siguientes: 

1. a El jefe administrativo del estableci- 
miento en que ocurra la vacante la partici- 
pará de oficio á la Junta de que dependa, 
acompañando los documentos justificativos 
del caso. 

2. a La Junta general dará conocimiento 
de la vacante á la Dirección de beneficencia 
y sanidad, y las juntas provinciales á los Go- 
bernadores respectivos. 

3. “ Mieutras se provean las vacantes se 
encomendará á los demás facultativos el ser- 
vicio del que falte, ó en casos urgentes se 
nombrará un interino por la Junta general, 
si el establecimiento tuviese este carácter, 
y si fuese provincial, por el Gobernador á 
propuesta de la Diputación, cuando esta se 
halle reunida, ó de la Junta provincial de be- 
neficencia en case contrario. Tales interini- 
dades no darán derecho alguno á los que los 
desempeñen , ni podrán prolongarse mas 
tiempo que el preciso para proveer la va- 
cante. 

4. a Cuando haya facultativos con dere- 
cho á ascender según lo proscrito en los ar- 
tículos 4.° y 5.°, se, concederán los ascensos 
de escala por el Ministerio de la Gobernación, 
haciendo previamente las Diputaciones la 
oportuna propuesta, con sujeción á lo pre- 
ceptuado en los mismos artículos, cuando la 
vacante ocurra eu establecimientos provin- 
ciales . 

5. a Según pertenezca la plaza que haya 
de proveerse por oposición ó concurso á es- 
tablecimientos generales ó provinciales, se 
publicará por la Dirección del ramo en la 
Gaceta de Madrid. 6 por el Gobernador de 
laprovincia respectiva en oí Boletín oficial 
de la misma, el anuncio de la vacante, á íin 
de que acudan á solicitarla los profesores eu 
quienes concurran los requisitos necesarios 
al efecto dentro del plazo que en el misino 
anuncio se determine. 

6. a Los aspirantes presentarán sus soli- 
citudes en la Dirección general de beneficen- 
cia y sanidad, ó en el Gobierno de la provin- 
cia, según proceda. A estas solicitudes debe- 

i rán acompañar sus títulos y originales ó 
copia legalizada de ios mismos, una relación 
de sus méritos y servicios y los demás do- 
cumentos necesarios para acreditar en debi- 
da forma su derecho á ser admitidos a la 
oposición ó al concurso. 

7. a Guando sea de número la plaza que 
haya de proveerse, se publicará el edicto 
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convocando á las oposiciones, y en él se ex- 
presarán claramente e! sueldo asignado á la 
plaza, las circunstancias que habrán de con- 
currir en los opositores, el plazo que se con- 
ceda para presentar solicitudes, la depen- 
dencia ó autoridad á que deban ser dirigidas, 
la época y la población en que dicho acto 
deba verificarse, el numero y clase de los 
ejercicios de oposición y cualesquiera otros 
datos que se estime conveniente poner en 
conocimiento del público. 

8. * Según correspondan las plazas á es- 
tablecimientos generales ó provinciales, las 
oposiciones se veriíicarán en Madrid ó en la 
capital de la provincia en que ocurra la va- 
cante. 

9. * El Director general de benelicencia 
y sanidad , á propuesta del consejo de este 
último ramo, y los Gobernadores de provin- 
cia, consultando previamente á las Acade- 
mias ó facultades de medicina donde las ha- 
ya, nombrarán, según los casos, el Tribunal 
ae censura para las oposiciones. 

10. El Tribunal de censura se compon- 
drá de un presidente y del número do voca- 
les que se estime oportuno. Estos cargos se 

roveerán en doctores ó licenciados en me- ¡ 
icina y cirujía ó en farmacia. El mas jóven i 
de los jueces desempeñará las funciones de 
secretario. 

11. Dentro de los quince dias siguientes, 
á aquel en que termine al plazo concedido 
para presentar solicitudes, la Dirección ó el 
Gobernador remitirán al presidente de! Tri- 
nal dichas instancias con los documentos 
adjuntos á las mismas. 

12. En el mismo término de quince dias 
el presidente del Tribunal convocará á los jue- 
ces y los opositores para constituir el Tribu- 
nal ae censura, formar las listas de oposito- 
res según el órden de antigüedad de sus tí- 
tulos y'convenir en el modo de proceder en 
todos los actos de la oposición. 

13. El dia y hora en que haya de verifi- 
carse cada ejercicio se determinará por el 
presidente del Tribunal , y se anunciará 
por el secretario con veinticuatro horas de 
anticipación en la Gacela de Madrid, ó en el 
Boletín oficial de la provincia , según los 
casos. 

14. Si media hora después de la señala- 
da para cualquiera de los ejercicios no se 

resentare alguno de los opositores, sinine- 
iar impedimento físico de que deberá dar 
aviso con oportunidad al presidente del Tri- 
bunal, se entenderá que renuncia á tomar 
parte en el acto. Aun mediando tal impedi- 
mento, nuuca se retardarán los ejercicios por 
mas de ocho dias, pasados los cuales, que- , 


darán excluidos de las oposiciones si oposi- 
tor ú opositores enfermos. 

lo. Para la provisión de plazas de médi- 
cos, cirujanos y farmacéuticos, los ejercicios 
de oposición serán cuatro. Los ejercicios de 
oposición á plazas de médicos y cirujanos 
consistirán: el primero en responder á seis 
preguntas de la facultad , que sacará cada 
opositor por su propia mano de una urna 
donde el Tribunal habrá depositado prévia- 
meule las papeletas que las contengan, en 
la proporción de 10 por cada individuo de 
los que tomen parte en el acto. A cada una 
de estas preguntas responderán los oposito- 
res á medida que las vayan sacando , gra- 
duándose el tiempo de tal manera que no se 
I emplee menos de inedia hora en responderá 
todas. El segundo en escribir una disertación 
sobre un punto general de la facultad. Harán 
los opositores, esto trabajo en el espacio de 
cinco horas, hallándose en completa inco- 
municación y pudieudo consultar los libros 
que designen y sea posible facilitarles. Los 
jueces , á puerta cerrada y media hora an- 
tes de proceder á la reclusión de los oposi- 
tores, escribirán en papeletas tantos puntos 
generales cuantos sean aquellos, y á su pre- 
sencia los pondrán seguidamente en una ur- 
na. El opositor inas moderno en la profesión 
sacará una papeleta y sobre el punto que de- 
signe disertarán todos, á cuyo fin el secreta- 
rio del Tribunal dará copia rubricada de di- 
cha papeleta á cada uno de los opositores, 
conduciéndolos en seguida á la Sala en que 
hayan de quedar incomunicados, donde les 
facilitará recado de escribir y los libros que 
pidieren. Concluido el tiempo del encierro, 
recogerá las disertaciones firmadas y cerra- 
das por sus autores , y en seguida las entre- 
gará al presidente. En la sesión pública in- 
mediata y en las sucesivas si lo exigiere el 
número de opositores, leerán estos sus me- 
morias por el órden en que se hallen inscri- 
tos en la lista á que se refiere la regla 12. El 
tercero en exponer la historia completa de 
una enfermedad. A este íin se dividirán los 
opositores por medio de la suerte en trincas 
ó parejas, cuando su número no sea divisible 
por tres. Acto continuo pondrá el Tribunal 
reservadamente en una urna tres cédulas en 
que se designen otros tantos enfermos, y el 
actuante sacará en público una de ellas, y 
pasará en seguida á examinar, bailándose 
también presentes los jueces y los opositores, 
el enfermo que designe la papeleta, sin pro- 
longar el exámen mas de media hora. Pasa- 
do igual tiempo do incomunicación hará el 
actuante la historia de la enfermedad, expre- 
sando sus causas , diagnóstico, pronóstico y 
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método curativo, sin emplear en ello mas de 
una hora, ni tener á la vista escrito ó apun- 
tación alguna. Cada uno de los contrincantes 
opondrá luego las objeciones que guste por 
espacio de un cuarto de hora de ó media, si 
fuese uno solo. Si no hubiese mas que un 
opositor harán las objeciones los vocales del 
Tribunal. El cuarto en ejecutar sobre el ca- 
dáver la operación quirúrgica qué designe 
la suerte, explicando préviamente el oposi- 
tor el método y procedimiento operatorio 
quq se propone seguir y por qué le da la 
preferencia, las modificaciones que á su jui- 
cio debieran introducirse en él, los demas 
métodos y procedimientos que pudieran 
adoptar, los instrumentos que han estado y 
están mas en uso para practicar aquella ope* ¡ 
ración y cuanto le ocurra sobre anatomía 
propia de la región ú' órgano en que haya 
de operar. Para este ejercicio pondrán los 
jueces en una urna doble número de pape- 
letas que el de opositores en cada una de las 
cuales deberá constar el nombre de una ope- 
ración quirúrgica. Los ejercicios de oposi- 
ción á plazas de farmacéuticos consistirán: el 
primero en escribir una disertación sobre un 
punto general de la facultad con las mismas 
lormalidades que se preceptúan para el se- 
gundo ejercicio de las oposiciones á plazas 
de médicos y cirujanos. El segundo en re- 
conocer y clasificar en el espacio de dos ho- 
ras tres objetos de materia farmacéutica y 
tres plantas medicinales pertenecientes á fa- 
milias distintas, sin consultar para ello libro 
alguno. Los jueces inedia hora antes, elegi- 
rán y dispondrán los objetos y plantas sobre 
que ha de versar el ejercicio, proponiendo á 
cada uno su número y haciendo tantos lotes 
cuantos sean los opositores, inmediatamente 
después quedarán estos en completa inco- 
municación en salas donde solo tengan re- 
cado de escribir y los objetos que correspon- 
dan al lote que les haya cabido en suerte. 
En el espacio de dos horas determinarán y 
clasificarán dichos objetos, poniendo por es- 
crito, bajo su firma, ios nombres científicos 
y oficiales de los mismos; su procedencia; el 
lugar que ocupan en las clasificaciones ge- 
nerales; sus usos, virtudes y los medicamen- 
tos mas importantes en cuya preparación se 
emplean. Concluido el tiempo de la reclu- 
sión, recogerá el secretario los escritos de 
Jos opositores y los entregará al presidente 
para que se verifique en público su lectura. 
El tercero en elaborar un producto químico 
medicinal y otro farmacéutico. Practicarán 
este ejercicio los opositores en completa in- 
comunicación con los utensilios y aparatos 
que pidieren , y auxiliados, en lo puramente 
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mecánico, por un mozo que se pondrá á su 
disposición. Cada opositor expresará por es- 
crito y bajo su firma los métodos que haya 
seguido, el tiempo empleado en cada opera- 
ción, las cantidades de los simples, y los apa- 
ratos de qud haya hecho, uso, y la cantidad 
y calidad de losproductos obtenidos. El se- 
cretario recogerá estos escritos y los pro- 
ductos elaborados, y se los entregará al pre- 
sidente á fin de que los primeros se lean en 
sesión pública por los opositores, teniendo á 
la vista los segundos los vocales del Tribu- 
nal. El cuarto en analizar cualitativamente 
un producto químico medicinal adulterado. 
Los jueces elegirán préviamente el producto 
sobre que haya de versar el ensayo analíti- 
co, mezclarán con él la sustancia ó sustan- 
cias extrañas que han de constituir la adulte- 
ración, procurando que estas sean de las que 
se emplean con el mismo objeto en el co- 
mercio; darán una parte del producto adul- 
terado á cada opositor, quedando en seguida 
todos incomunicados en los laboratorios has- 
ta que terminen el análisis y pongan por es- 
crito bajo su firma el resultado de la investi- 
gación, limitándose ,á designar q) producto 
químico y la sustancia ó sustancias con que 
estaba mezclado. Luego los opositores en- 
tregarán sus escritos al secretario del Tribu- 
nal y este al presidente, para que en sesión 
pública sean leídos por sus autores. 

16. A. fin de qife el juicio comparativo 
del mérito de los opositores pueda ser mas 
exacto, se procurará que los ejercicios de 
todos versen sobre los mismos puntos ú ob- 
jetos en aquellos casos en que esto sea posi- 
ble. Aun en tales casos podrá el Tribunal di- 
vidir en dos tandas, 6 repartir por grupos en 
edificios diferentes á los opositores cuando 
por su excesivo número no hnbiese local 
bastante en uno solo para efectuar la inco- 
municación, haciendo que los ejercicios de 
cada uno de dichos grupos ó tandas versen 
sobre puntos distintos. 

17. El secretario del Tribunal redactará 
las actas de todos los ejercicios, consignando 
en ellas los puntos ú objetos sobre que ha- 
yan versado. 

18. Estas actas serán suscritas por todos 
los vocales del Tribunal. 

19. Los escritos presentados y leídos por 
los opositores seráD rubricados por el presi- 
dente y secretario, y quedarán unidos al ex- 
pediente de la oposición. 

20. Terminadas las oposiciones formará 
el tribunal en el preciso término de tres dias 
la propuesta correspondiente, procediendo 
de este modo: Se preguntará por el presi- 
dente sí há lugar ó no á hacer la propuesta, 

7 
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y los jueces decidirán ea votación secreta 
por medio de bolas blancas y negras. ^Si la 
resolución fuere afirmativa se procederá acto 
continuo á determinar cuál de dos oposi- 
tores ha de ser colocado en primer lugar, 
escribiendo cada juez el nombre de aquel 
que en su concepto deba ocuparle, en una 
papeleta que doblará é introducirá en la ur- 
na. E! presidente sacará y leerá todas ¡as 
papeletas, y el secretario contará y anotará 
los votos. En el caso de que ninguno de los 
opositores hubiere obtenido mayoría absolu- 
ta, se hará nueva votación entre los dos 
mas favorecidos, y si entonces salieran em- 
patados decidirá la suerte. Votado el c.mdi- 
d^to para el primer lugar procederá á la vo- 
tación del segundo en i; ual forma, y en se- j 
guida á Ja del tercero, si los opositores fue- 
ren tres ó mas. Cuando no haya mas que un 
opositor se votará únicamente si ha lugar ó 
no á proponerle para la vacante, y los jue- 
ces decidirán en votación secreta por medio 
de bolas. El juez que en las votaciones de los 
lugares de las propuestas quisiere abstenerse 
de votar, dejará en blanco la papeleta, pero 
no podrá excusarse de introducirla en la ur- 
na. Si en Ja votación de un lugar cualquiera 
resultare en blanco la mayoría de las pape- 
letas, se entenderá que no hay propuesta 
para el lugar que se haya votado y se pasará 
al siguiente. 

21. El presidente del tribunal remitirá 
á la Dirección general de beneficencia y sa- 
nidad, ó al Gobernador de la provincia se- 
gún los casos, la propuesta acordada por los 
jueces, acompañada de todo el expediente de 
la oposición. 

22. E! Gobernador remitirá á la Diputa- | 
cion el expediente de oposiciones á plazas de | 
establecimientos provinciales, á fin de que 
dicbacorporaeion, si en ello no encontrase 
inconveniente, haga suya la propuesta del 
tribunal de censura. 

23. Cuando la plaza que deba proveerse 
sea de facultativo agregado, la Diputación 
formará la correspondiente propuesta con 
vista de las instancias que se hayan presen- 
tado en tiempo hábil. 

24. Cumplidas estas formalidades , el 
Gobernador elevará á la Dirección general 
de beneficencia el expediente relativo á la 
oposición ó al concurso. 

25. La misma Dirección procederá desde 
luego á nombrar los facultativos agregados, 
y consultará el parecer del Consejo de Sa- 
nidad del reino, acerca de la legalidad con 
que se hayan verificado las oposiciones á 
plazas de. facultativos de número, y en vista 


de este informe se acordará la provisión de 
la vacante. 

26. La Junta encargada del estableci- 
miento á que corresponda la plaza vacante, 
adoptará oportunamente las disposiciones 
necesarias, á fin de que las oposiciones pue- 
dan verificarse en local á propósito. Si para 
la adquisición de este local se ofrecieran di- 
ficultades que por sino pueda vencer, acu- 
dirá al Ministerio de la Gobernación con el 
fio de que se obvien dichos inconvenientes 
si fuere posible. 

27. Los gastos que por cualquier con- 
cepto ocasionen las oposiciones, se pagarán 
con cargo al presupuesto del establecimien- 
to á que pertenezca la plaza vacante. 

Art. 45. Queda derogada toda disposi- 
ción que se oponga á lo mandado en este 
reglamento. — Dado en San Ildefonso á 22 de 
julio de 1864. — Está rubricado de la Real 
mano — Ei Ministro de la Gobernación, An- 
tonio Cánovas del Castillo.» ( Gao . 2 6 julio.) 

R . D. de 23 junio de 1865. 

Reformando para la beneficencia de Madrid el de 22 
de julio de 186-1. 

(Gob.) «En vista del expediente sobre 
reforma de varios artículos del reglamento 
para la provisión y órden de ascensos de los 
facultativos de beneficencia, promovido por 
la Diputación de esta provincia, y teniendo 
en cuenta la índole especial del servicio fa- 
cultativo en los asilos benéficos de esta cór- 
te, conformándome con lo expuesto por mi 
Ministro de la Gobernación, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Articulo I." El cuerpo facultativo de la 
beneficencia provincial de Madrid se com- 
pondrá de profesores de número y profeso- 
res de entrada. Serán profesores de número 
todos aquellos cuyo sueldo anual llegue á 
8.000 rs., y de entrada los que disfruten 
menos asignación. 

Art. 2.° El ingreso en dicho etierpo se- 
rá por la categoría de profesor de entrada, 
prévia oposición, en la forma que prescribe 
el reglamento de 22 de julio. del año últi- 
mo, y demás requisitos prevenidos en el 
mismo. 

Art,. 3.° Se reconoce á los actuales profe- 
sores agregados de la beneficencia provincial 
de Madrid el derecho á ascender sin previa 
oposición á las plazas de. número que resul- 
ten vacantes en dicho cuerpo, considerándo- 
seles desde luego como profesores de entra- 
da, y ocupando en la plantilla general que 
debe formarse el lugar que les corresponda 
por órden de antigüedad. 

Art. 4.° Los ayudantes mayores qu« 
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restan sus servicios en el hospital general 
e esta corte se considerarán como. auxiliares 
del cuerpo facultativo, y se concede á los ac- 
tuales el derecho de ocupar una vacante de 
cada tres que ocurran de profesores de en- 
trada, sin prévia oposición, siempre que lle- 
ven ocho años desempeñando el expresado 
cargo y reúnan además los requisitos preve- 
nidos en el reglamento antes citado. 

Árt. S.’ Queda vigente el referido regla- 
mento de 22 de julio de 1864 en lo que no 
se oponga á lo dispuesto en este Real de- 
creto, 

Dado en Palacio á 23 de junio de 1865. 
(Gac. 4 agosto .) 

Además de las disposiciones que deja- 
mos insertas ó citadas ténganse en cuen- 
ta cuantas se refieren á facultativos titu- 
lares en Sanidad, principalmente la ley 
de 28 de noviembre de 1855, arts. 64 al 
80 y el reglamento de 22 de enero de 
1862 y también el artículo Facultativos ¡ 

TITULARES DE LOS PUEBLOS. 

MEDIDA. Instrumento que sirve para 
determinar la extensión ó cantidad de 
alguna cosa Hay medidas de longitud ó 
lineales; de capacidad parg áridos; de ca- 
pacidad para líquidos; y ponderales que 
se denominan pesas ó pesos. Tratamos 
este asunto en Pesas y medidas. 

MEDIDOR DE TIERRAS— Véase Agri- 
mensor . 

MEJORAS DE TERCIO Y QUINTO. Me- 
jora es la porción de bienes que los as- 
dientes dejan á sus descendientes fuera 
de la legítima, dentro del tercio y quinto 
de todo su caudal. 

Puede hacerse la mejora asi por testa- 
mento como en contrato, y en todo caso 
es revocable hasta la muerte, salvo si he- 
cha por contrato entre vivos se hubiere 
entregado la posesión de las cosas, ó an- 
te escribano la escritura, ó si el contrato 
se haga por causa onerosa con otro ter- 
cero, como por via de casamiento; en 
cuyos casos no puede revocarse la tal 
mejora, á no haberse reservado el me- 
jorante la facultad de revocarla. ( Ley 17 
de Toro ó i .% tít. VI, lib . X de la No - 
visi.na Recop.) 

Conforme con la doctrina de esta ley 
ha declarado el Tribunal Supremo la 
casación de una sentencia de la Audien- 
cia de la Corufia, estableciendo que la 
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escritura en que el padre mejora al hijo 
por causa onerosa con otro tercero con- 
tiene un contrato bilateral de recíprocas 
obligaciones y derechos entre tos otor- 
gantes, y que verificado el fundamento 
do la mejora adquiere un derecho el hijo, 
y contrae el padre la obligación consi- 
guiente, trasmisible uno y otra á sus he- 
rederos. (Sent. de 11) diciembre £¿H862. 
— V. Donaciones de padres á hijos: Do- 
naciones POR- CAUSA DE MATRIMONIO: HE- 
REDAMIENTO: Legados: Particiones de he- 
rencias: Testamento: Sucesión testada. 

MEJORAS, GASTOS Y DETERIOROS EN 
COSA AJENA QUE SE POSEE. Mejora en 
el sentido que aquí decimos equivale á 
gastos, lo mismo que por deterioros de- 
bemos entender los menoscabos ó pér- 
didas que consisten en la privación de 
intereses, de utilidad, de provecho ó de 
lucro. 

La ley 44, tít. XXVIII, Part. 3. a dis- 
tingue tres clases de gastos: necesarios , 
útiles , y voluntarios. Son necesarios los 
que se hacen para la conservación de la 
cosa ó para impedir su deterioro. Son 
útiles los que aumentan el valor ó renta 
de la cosa sin embargo de no ser indis- 
pensable para su conservación. Y son 
voluntarios los que solo sirven para ador- 
no sin aumentar el valor ó renta. La ley 
de Partida llama á estos últimos delei- 
tosos. 

I. Todo poseedor de buena ó de mala 
fé, tiene derecho al abono de los gastos 
necesarios. «.Aquel que las despensas fi- 
riere, que sean menester de facerlas , di- 
ce la ley 14, titulo XXVIII, Partida 3. a 
las deve é las puede cobrar quier aya 
buena fe quier mala...; é maguer el se- 
ñor de la cosa ó de la heredad lo vencie- 
se della enjuicio , non ge la deve ante en- 
tregar fasta quel dé lo que despendió en 
esta razón.* (1). 

II. Al abono de losgastosútilessolo tie- 
ne derecho e! poseedor debuenafé, quien 

(1) Con arreglo á la ley 44, tít. XXVIII, 
Partida 3. a , el tenedor de una cosa que haya 
hecho en ella ímpensas útiles, no puede ser 
privado de su tenencia mientras no le sean ano- 
nadas; y se infringe dicha ley si se manda en- 
tregar la cosa litigiosa sin resolver sobre las 
mejoras. (Sent. de i4 tetiembre de 1866.) 
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podrá también retener las cosas mejora- 
das hasta que se le satisfaga lo que gas- 
tó, ó llevarse las mejoras si el propietario 
no se las abona y pueden separarse de la 
cosa mejorada (2). 

III. Por último los gastos volunta- 
rios ó de puro placer y ornato son abo- 
nables al poseedor debunafé, pudiendo 
en otro caso tomar y llevarse lo obrado. 
(Ley citada y otras del mismo título). 

Como al tratar las leyes 41 y 44, tí- 
tulo XXVIlí, Part. 5. a de las mejorasque 
deben abonarse al que con buena ié y 
justo título baya poseído una cosa por 
algún tiempo, previenen que vencido en 
el juieio de propiedad, podrá no obstan- 
te, retenerla en su poder hasta quo por 
el dueño se le indemnice del importe de 
aquellas, es consiguiente que la declara- 
ción de este derecho en favor del posee- 
dor, cuando se siga un pleito sobre ello, 
debe hacerse simultáneamente y en el 
mismo fallo en que se decide sobre la 
propiedad, sin reservar para otro juicio 
la reclamación de mejoras, pues hacién- 
dolo asi se infringen dichas leyes. ( Tri- 
bunal Supremo, sentencia de 29 de, di- 
ciembre de 1804 por la que se casó un 
fallo de la Audiencia de Valladohd.) 

Entre las expensas necesarias en las 
fincas rústicas se cuentan los gastos re- 
gulares y ordinarios del cultivo, porque 
sin ellos no habría frutos, y son de abo- 
no en todo caso, aunque se dude su 
cuantía ó legitimo importe, pues en este 
caso debe procederse con arreglo á lo 
prescrito en el art. 63 de la ley de En- 
juiciamiento civil. (T. S. senl. de 7 de 
marzo de 1867.) 

(2) Hay que atender para la aplicación de 
la doctrina de las leyes arriba citadas, no solo 
¿ la buena ó mala fé, slnoá la naturaleza de la 
posesión. Por ejemplo, el acreedorá quien por 
mandato judicial se le entrega una finca para 
que con los frutes se reintegre de su crédito, 
no puede variar la condición de aquella, ni 
destinarla á un uso diverso del que tenia al re- 
cibirla, ni hacer mas gastos quo los necesarios 
para su habitual producción, á diferencia del 
gestor de negocios ó del que creyendo que las 
cosas son suyas se entromete en las ajenas y 
obra á su arbitrio sin regla ni autorización al- 
guna, respecto del que rigen las leyes 42 y 4i, 
tít. XXVIII, Partida 3. a y 28, 29 y 33, tít. XII de 
la 5. a (T. S. Jflwi. de 7 marzo de 1867). 


ÍV. Deterioros. El poseedor de bue- 
na fé no responde de los deterioros si- 
quiera hayan ocurrido por hecho propio 
porque considerándose como verdadero 
propietario puede todo lo que éste , usar 
y abusar de la cosa, mientras no se pre- 
sente el verdadero dueño ó se le haga 
entender que él no lo es; pero induda- 
blemente responderá en cuanto por la 
pérdida de la cosa haya sentido algun 
beneficio, porque « ninguno non deve en- 
riquecer tortizeramente con daño de 
otros » según la regla 17, tít. XXXIV, 
Partida 7. a 

Respecto del poseedor de mala fé, es 
decir del mero detentador, debe respon- 
der hasta del caso fortuito. V. Adminis- 
trador, Frutos, Gastos en cosa agena, 
Gestión de negocios ágenos, Posesión. 

MEJORAS EN LOS BIENES DE LA SOCIE- 
DAD CONYUSAL. Se reputan bienes ga- 
nanciales todas las mejorasque durante 
el matrimonio se hacen en los bienes de 
cualquiera de los cónyuges; como si en 
un solar se hace una casa, si á esta se 
la aumenta un piso, ó se hace en ella 
otra obra que constituya mejora. Sobre 
este punto están terminantes las leyes 3 
y 9, tít. IV. lib. 11 1, del Fuero Real, se- 
gún las cuales las mejoras hechas en he- 
redades ó en edificios, como poniendo 
viñas, etc. corresponden al cónyuge due- 
ño de la heredad , edificio ó solar pero 
abonando al otro ó á sus herederos la 
mitad de la estimación de la mejora. 
Véase el artículo anterior, Frutos, Bie- 
nes de la sociedad conyugal. 

MEMORIA- Obra pía ó aniversario 
fundado con carácter de perpetuidad pa- 
ra conservar la memoria del fundador. 
V Patronatos, y sobre todo Vincüuagio- 
nes en donde se inserta la legislación so- 
bre esta importante materia. 

MEMORIA TESTAMENTARIA. Se llama 
así al documento, ya esté o no escrito 
en papel sellado, al que se remite el tes- 
tador como parte de su testamento. Fal- 
tando la mención especial de la memoria 
en el testamento y no constando su au- 
tenticidad por las señales y circunstan- 
cias designadas porei testador, la memo- 
nano tendrá validez. Aunque las leyes 
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guardan silencio sobre las memorias tes- 
tamentarias, la jurisprudencia constante 
y la nueva ley de Enjuiciamiento civii 
(arts. 1.398 á 1400} han reconocido su 
valor y eficacia cuando, como dejamos 
dicho, reúnen las cir unstancias desig- 
nadas por los testadores para acreditar su 
identidad. (T. S. sents. de 18 noviembre 
1805, 28 enero 1862, 19 octubre 1861, 
12 julio 1850 y otras.) 

MENDICIDAD. Si la extinción absolu- 
ta de la mendicidad no es realizable, no 
cabe duda en que puede disminuirse 
notablemente esta plaga de la humani- 
dad, tomando en cuenta las causas rea- 
les y ficticias que ia producen. De dos 
clases son, deciamos en El Consultor de 
Ayuntamientos, pág. 299 de la colección 
de 1859, los medios que una buena Ad- 
ministración puede emplear para com- 
batir la pobreza y sus consecuencias; 
unos preventivos y otros de socorro. 

Los- medios preventivos consisten ec 
crear buenas leyes administrativas y eco- 
nómicas, dentro de las cuales puedan 
marchar con desembarazo los intereses 
colectivos é individuales de la sociedad; 
en fundar institutos filantrópicos donde 
puedan depositar con confianza sus ahor- 
ros los menos acomodados; donde pue- 
dan encontrar los mismos sin fatiga, y 
por un módico interés, el dinero que 
necesiten en tiempo de carestía, de falla 
de trabajo ó de enfermedad mediante el 
empeño de una alhaja; en el estableci- 
miento de sociedades de socorros mu- 
tuos, bajo las garantías necesarias para 
que en - los casos citados y de inutilidad 
para trabajar puedan contar con una 
pensión para sostenerse los artesanos y 
jornaleros; en fomentar los pósitos ó en 
crear bancos agrícolas para que los la- 
bradores en pequeño puedan, en tales 
circunstancias, encontrar grano y dine- 
ro para llevar adelante su reducida la- 
bor; en proyectar, en fin , obras de uti- 
lidad pública para dar empleo á los bra- 
zos desocupados; á cuyo efecto los Ayun- 
tamientos previsores deberán tener im- 
petrada ó conseguida la autorización 
conveniente, y arbitrados los recursos 
para emprenderlos así que las circuns- 
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tancias lo reclamen; y los Gobernadores 
de provincia, y el Gobierno en su caso, 
poner también el mayor esmero para 
que los expedientes de esta clase no se 
paralicen con gran perjuicio de las cla- 
ses menesterosas, y acaso con peligro de 
que se altere el orden público, si no se 
atiende oportunamente á prevenir las 
causas. 

Otro de los medios para precaver los 
males de la indigencia , es vigilar sin 
tregua las casas de, juego y los estable- 
cimientos donde se venden bebidas es- 
pirituosas. En las casas de juego el hon- 
rado padre de familia y el inexperto jo- 
ven, suelen ser víctimas del engaño, 
déla mala fé, y allí, en un momento y 
se fia á la suerte la fortuna y el porve- 
nir de las familias. Y las tabernas y aguar- 
denterías suelen ser el albergue de la 
gente ociosa y criminal ; donde se gasta 
sin provecho el dinero y el tiempo, en 
donde se forman proyectos de delitos, 
donde se fomenta la afición á la vagan- 
cia y se cometen toda clase de excesos. 
Por eso es un estrecho deber de las au- 
toridades locales velar para que no se 
cometan este género de abusos en sus 
pueblos y distritos , y perseguirlos acti- 
vamente por medio de, medidas bien en- 
tendidas que quepan dentro de sus atri- 
buciones; y por eso deben impedir que 
estén abiertas las tabernas, cafés y otros 
establecimientos semejantes desde cierta 
hora de la noche. — V. Juegos prohi- 
bidos. 

Y ya que hablamos de los medios de 
prevenir la indigencia no será intempes- 
tivo que lamentemos aquí ¡os funestos 
resultados que produce la empleomanía , 
y los que son consiguientes con tantos y 
tantos cesantes como quedan sin pan á 
á cualquier cambio que se realiza en las 
regiones del poder. No nos cansaremos 
por lo mismo de inculcar la necesidad 
que hay de fijar la suerte de los emplea- 
dos civiles, asegurando en sus destinos 
á los que sean probos y entendidos, y 
asignándoles dotaciones que basten á la 
subsistencia de las familias. (V. Clases 
pasivas: Empleados, etc.) Hay entre nos- 
otros plétora de ellos, y sobre tan exce- 
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sivo número que una buena administra- 
ción debiera y pudiera disminuir con 
grandes ventajas, tenemos también mul- 
titud de nuevos pretendientes y otra 
multitud de cesantes que quieren y tra- 
bajan incansablemente por volver á su 
destino; y ¡todos ellos pierden la afición 
á otras tareas, que desahogadamente po- 
día proporcionarles pan para ellos y 
para sus hijos y utilidad y riqueza para 
el Estado! Lo peor es que ¡cuántos de 
estos pobres cesantes se convierten á 
poco tiempo de serlo en pobres vergon- 
zantes, en medio de su juventud y sien- 
do ágiles para otras productivas ocupa- 
ciones! Esto decíamos en 1859, y lo 
mismo repetimos hoy sobre tan impor- 
tante asunto que está en tanta relación 
con la beneficencia y con la buena poli- 
cía de seguridad pública. 

Los arts. 263 al 266 del Código penal, 
consideran como delito la mendicidad 
en ciertos casos, y á ellos nos remitimos 
así como á la nota en que exponemos 
nuestra opinión sobre este punto.— Véa- 
se Código penal, t. 3.°, p. 176. 

También nos remitimos á los artícu- 
los Cuestación, Gobiernos de provincia, 
Limosnas y Beneficencia, en donde ex- 
tensamente tratamos todo lo relativo á 
este importante raneo de ¡a Administra- 
ción pública. 

MENESTRAL. Oficial mecánico que 
gana la subsistencia con el trabajo de 
sus manos. — V. Artes y Oficios: Arren- 
damiento en donde se trata también del 
trabajo personal: Jornaleros: Fabricas 
é Industrias. 

MENOR DE EDAD. El que no ha cum- 
plido veinticinco años, ya sea varón , ya 
hembra. Los que no llegan á esta edad 
no gozan de los derechos civiles, pero 
tienen el beneficio de la restitución por 
entero, siempre que sufrieren perjuicio 
en sus intereses por su culpa ó la de su 
guardador; acción que podrán ejercitar 
hasta cumplir los veintinueve años, si 
bien con las modificaciones que estable- 
ce hoy la Ley hipotecaria de 8 de febre- 
ro de 1861 en sus arts. 36 y 41. — Véa- 
se Hipotecas. 

Los menores de edad , pero mayores 


de diez y ocho años, casándose pueden 
administrar sus bienes y los de su mu- 
jer, (Ley 7. a , til. II, lib. X, Nov. Recop.), 
pero no por eso pierden el privilegio de 
menores ni se entienden autorizados 
para venderé hipotecar sus bienes ni los 
de sus mujeres, ni para comparecer por 
sí en juicio, ni ejercer otros actos que 
los de administración. Este artículo está 
en relación muy inmediata con otros 
muchos del derecho, y deben consultar- 
se principalmente los siguientes. Bienes 
de menores: Contratos: Curador: Dis- 
pensas de ley : Matrimonio: Edad: Pa- 
ternidad: Patria potestad: Restitución 

IN ÍKTEGRCM, etC. 

La mas ó menos edad influye también 
en la agravación ó atenuación de las pe- 
nas, conforme á los arts. 8.°, 9.°, 16 y 
72 del Código penal. 

MENOR EDAD DEL REY. Trataba de ella 
y de la regencia el tít. Vlf de la Consti- 
tución de 1845 (arts. 56 á 63) que se ha- 
lla inserta en el tomo 3.°, p. 468. Igual- 
mente trata de la menor edad del Rey 
de la regencia y de la tutela el título V 
de la Constitución de 1809 hoy vigente 
y que está inserta en el Apéndice 2.° 
p. 148 y siguientes; pero en esta (art. 82) 
la mayoría de edad se fija ó los 18 años 
en vez de los 14 que señalaba aquella, y 
el nombramiento de la regencia (art. 83) 
es de la sola competencia de las Cortes, 
con otras variantes en favor del poder 
legislativo. 

MENOSCABOS. V. Mejoras y Dete- 
rioros. 

MERCADER, COMERCIANTE, NEGOCIAN- 
TE, CODIGO DE COMERCIO. Mercader y 
comerciante son dos palabras qne expre- 
san la idea del comercio, con la diferen- 
cia de que mercader se llama al que ven- 
de al por menor, ó sea al que mide porva- 
ras, pesa por menos de arroba y cuenta 
por bultos sueltos. Asi lo dice el art. 38 
del Código de comercio, según el cual y 
el 39, los mercaderes no están obligados 
á hacer el balance general sino cada tres 
años, ni asentar en el libro diario sus 
ventas individualmente siendo suficien- 
te que asienten cada dia el producto de 
las que en todo él hayan hecho al conta- 
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do 5 que pasen al libro de cuentas cor- 
rientes las que hagan al fiado. Respecto 
á la acepción legal de la palabra comer- 
ciante, hay que estar á la definición del 
artículo l.° del Código, y dentro.de ella, 
si se quiere, se comprenden los llamados 
negociantes ó que hacen el comercio al 
por mayor en almacenes y venden sus 
géneros por piezas, por cajones , por 
gruesas, por arrobas etc; y los banqueros 
ó comerciantes dedicados á ia^ operacio- ¡ 
nes de banca ó giro. 

La legislación mercantil se halla prin- ; 
ci pálmente contenida en el Código de co- 
mercio de 30 de mayo de 1829; pero 
hay otras muchas leyes especiales dicta- ¡ 
das con posterioridad que forman tam- 
bién parte del- derecho mercantil, tales ■ 
son las de bolsa, bancos y sociedades, etc. 
de que haremos mérito aunque estén in- 
sertas en sus respectivos lugares. Aquí, 
pues, por mas que no parezca el lugar 
inas o.portuno, vamos, á insertar el Códi- 
go de comercio no habiéndolo hecho en 
esta palabra ni en la de comerciante en 
la duda de si tendría pronto lugar la re- 
forma en proyecto. Hé aquí pues él 

CODIGO DE COMERCIO 

Decretado, sancionado y promulgado en 
30 de mayo de 1829. (1) . 

D. Fernando Vil, 

Por la gracia de Dios, Rey de Castilla, de 

(1) El decreto del Gobierno provisional de 
6 de Diciembre de 1868, á la vez que suprimió 
por completo la jurisdicción mercantil derogó, 
por sus aits. 12 y siguientes al 325 y todo el li- 
bro V del Código de Comercio, dando nueva 
redacción á los arts. del mismo, 16, 31, 40, 96, 
110, 112,114, 115, 174, 1044, 1139, 1140, 1141, 
1142, 1143, y 1144 Nosotros pues ponemos es- 
tos artículos tales como quedan reformados por 
dicho decreto indicándolos con un asterisco. 

Por el art. 25 del propio decreto se dispone 
que en todos los artículos en que el Código de 
Comercio se refiere á los intendentes ó se hace 
mención de los Tribunales de Comercio, ó jue- 
ces comisarios de quiebra, se sustituirán á la 
palabra Intendentes las de Gobernadores de 
provincia á las de Tribunal de Comercio las de 
jueces de 1 a instancia; á las d e jueces comisa- 
rios, la de comisarios; y á la frase prior del 
tribunal de Comercio, cuando se refiere á au- 
tos judiciales, la de juez. En los casos en que 
hacemos la sustitución ponemos de cursiva la 
palabra ó palabras sustituidas. 
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León, de Aragón, de las Dos Sicilias, de Je- 
rusalen, de Navarra, de Granada, de Tole- 
do, de Valen da,, de Galicia, de Mallorca, de 
Menorca, de Sevilla, de Cerdeña, de Córdo- 
ba, de Córcega, de Murcia, de Jaén, de los 
Algarbes, de Algeciras, de Gibraltar, do las 
Islas de Canana, de las Indias Orientales y 
Occidentales, Islas de Tierrafirm.e del mar 
Océano; Archiduque de Austria; duque de 
Borgoña, de Brabante y de Milán; conde de 
Abspurg, de Flandes, Tirol y Barcelona; Se- 
ñor de Vizcaya y de Molina etc. 

A los del mi Consejo, presidentes, regen- 
tes y oidores de mis Chancherías y Audien- 
cias, Alcaldes de mi Casa y Córte, y á tocios 
los corregidores, asistente, intendentes, Go- 
bernadores, Alcaldes mayores y ordinarios, 
y otros cualesquiera jueces y justicias de es- 
tos mis Reinos, tanto á los que ahora son, 
como á los que serán de ^quí adelante, y á 
todos mis vasallos presentes y venideros d e 
cualquiera clase , estado y condición que 
fueren: salud y gracia. Por cuanto hallándo- 
se reducida la Jurisprudencia mercantil de 
esta Monarquía á las ordenanzas particulares 
otorgadas á los Consulados para su organiza- 
ción y régimen interior, se carecía de leyes 
generales que determinasen las obligaciones 
y derechos que proceden de los actos de co- 
mercio, de lo cual resultaban grande confu- 
sión é incertidumbre, tanto para los mismos 
comerciantes y traficantes , como para los 
tribunales y jueces que habían de dirimir sus 
diferencias; y queriendo Yo poner termino á 
males de tanta gravedad é interés, y dar aj 
comercio un sistema de legislación uniforme 
completo y fundado sobre los principios inal- 
terables de la justicia y las reglas seguras de 
la conveniencia del mismo comercio, creé 
por mi soberana resolución de H de enero 
de 1828 una comisión especial compuesta 
de magistrados y jurisconsultos, y de perso- 
nas versadas en las prácticas y usos mercan’ 
tiles, para que meditasen, preparasen y me 
propusieran un proyecto de Código de Co- 
mercio: habiéndome presentado la Comisión 
sus trabajos, con vista de estos, y de la de- 
más instrucción preparatoria con que de mi 
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soberana órden se ha ilustrado y ¡perfeccio- 
nado una obra tan grave, ardua é importan- 
te, he venido en decretar, y decreto como 
ley universal para todos mis Reinos y seño- 
ríos en materias y asuntos mercantiles, el 
siguiente 

CÓDIGO DE COMERCIO. 
Libro primero. 

De lo* comerciantes y agente»! del comarc o. 


TITULO PRIMERO. 

DE LA APTITUD PARA EJERCER EL COMERCIO 

Y CALIFICACION LEGAL DE LOS COMER- 
CIANTES. 

Artículo l.° S§ reputan en derecho co- 
merciantes, los que teniendo capacidad le- 
gal para ejercer el comercio, se han inscrito 
en la matrícula de comerciantes, y tienen 
por ocupación habitual y ordinaria el tráfico 
mercantil, fundando en él su estado polí- 
tico. 

Art. 2,° Los que hagan accidentalmente 
alguna operación de comercio terrestre, no 
serán considerados comerciantes para el 
efecto de gozar de las prerogativas y benefi- 
cios que á estos están concedidos por razón 
de su profesión; sin perjuicio de quedar su- 
jetos en cuanto á las- controversias que ocur- 
ran sobre estas operaciones á las leyes y ju- 
risdicción del. comercio. 

Art. 3.° Toda persona que según las le- 
yes comunes tiene capacidad para contratar 
y obligarse, la tiene igualmente para ejercer 
el comercio. Las que con arreglo a las mis- 
mas leyes no quedan obligadas en sus pactos 
y contratos, son inhábiles para celebrar ac- 
tos comerciales, salvas las modificaciones 
que establecen los dos artículos siguientes. 

Art, 4 :° Se permite ejercer el comercio 
al hijo de familias mayor de veinte anos que 
acredite concurrir en él las circunstancias 
siguientes: 

{.* Que haya sido emancipado legal- 
mente. 

2. a Que tenga peculio propio. 

3. a Que haya sido habilitado Dara la ad- 
ministración de sus bienes en la forma pres- 
crita por las leyes comunes. 

4. a Que haga renuncia solemne y formal 
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del beneficio de la restitución, que concede 
la ley civil á los menores, obligándose con 
juramento á no reclamarlo eu los negocios 
mercantiles que haga. 

Art. 5.° También puede ejercer el co- 
mercio la mujer casada , mayor de veinte 
años, que tenga para ello autorización espre- 
sa de su marido, dada en escritura pública, 

6 bien estando separada legítimamente de su 
cohabitación. 

En ei primer caso están obligados á las re- 
sultas del fraileo los bienes 'dótales de la 
mercadera, y todos los derechos que ambos 
cónyuges tengan en la comunidad social; y 
en él segundo lo estarán solamente los bie- 
nes de que la mujer tuviere la propiedad, 
usufructo y administración cuando se dedicó 
al comercio, los dótales que se le restituyan 
por sentencia legal, y los que adquiera pos- 
teriormente. 

Art. 6-.° Tanto el menor de veinte y cin- 
co años, como la mujer casada, comercian- 
tes, pueden hipotecarlos bienes inmuebles 
de su pertenencia para seguridad de las obli- 
gaciones que contraigan como comercian- 
tes. 

Art. 7.° La mujer casada que haya sido 
autorizada por su marido para comerciar, 
no podrá gravar ni hipotecar los bienes in- 
muebles propios del marido, ni los que per- 
tenezcan en comun á ambos cónyuges, si 
en la escritura de autorización no se le dió 
espresamente e^ta facultad. 

Art. 8.° Se prohíbe el ejercicio de la pro- ■ 
fesion mercantil por incompatibilidad de es- 
tado á 

1 . ° Las corporaciones eclesiásticas. 

2. ° Los clérigos, aunque no tengan mas 
que la tonsura, mientras vistan el traje cle- 
rical, y gocen de fuero eclesiástico. 

3. ° Los magistrados civiles y jueces en el 
territorio donde ejercen su autoridad ó juris- 
dicción. 

4. ° Los empleados en la reacaudacion y 
administración de las rentas reales en los 
pueblos, partidos ó provincias adonde se es- 
tiende el ejercicio de sus funciones, á menos 
que no obtengan una autorización particu- 
lar Mía. 

Art. 9.° Tampoco pueden ejercerla por 
tacha legal 

L* Los infames que esten declarados ta- 
los por la ley ó por sentencia judicial ejecu- 
toriada. 

2,° Los quebrados que no hayan obteni- 
do rehabilitación. 

Art. 10. Los contratos mercantiles cele- 
brados por personas inhábiles para comer- 
ciar, cuya incapacidad fuese notoria por ra- 
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zon de la calidad ó empleo, serán nulos para 
to'dos los contrayentes. 

Pero si el contrayente inhábil ocultare su 
incapacidad al otro contrayente, y esta no 
fuese notoria, quedará obligado en su favor, 
sin adquirir derecho para compelerle en jui- 
cio al cumplimiento de las obligaciones que 
este contrajere. 

Art. H. Toda persona que se dedique al 
. comercio está obligada á inscribirse en la 
matrícula de comerciantes de la provincia, 
á cuyo fin hará una declaración por escrito 
ante la autoridad civil municipal de su domi- 
cilio, en que espresará su nombre y apellido, 
estado y naturaleza, su ánimo de emprender 
la profesión mercantil, y si la ha de ejercer 
por mayor ó por menor, ó bien de ambas 
maneras. Esta declaración llevará el visto 
bueno del síndico procurador del puo,blo, 
quien está obligado á ponerlo si en el inte- 
resado no concurre un motivo probado ó no- 
torio de incapacidad legal que le obste para 
ejercer el comercio, y en su vista se le ex- 
pedirá sin derechos por la autoridad civil el 
certificado de inscripción . 

Art, 12. La autoridad civil bajo su res- 
ponsabilidad remitirá un duplicado de la 
inscripción al Gobernador de la provincia, 
quien dispondrá que el nombre del inscrito 
se note en la matrícula general de comer- 
ciantes, que se llevará en todos los Gobiernos 
de provincia. 

Art. 13. Si el síndico rehusare poner el 
visto bueno en la declaración del interesado 
acudirá este al Ayuntamiento de su domici- 
lio, pidiendo el certificado de inscripción, y 
apoyando su solicitud con los documentos 
que puedan justificar su idoneidad. La deci- 
sión del Ayuntamiento, que deberá proveer- 
se en el término preciso de ocho dias conta- 
dos desde la presentación de la solicitud, se 
llevará á efecto desde luego, siendo favorable 
al interesado; y si le fuere contraria, podrá 
usar de su derecho ante el Gobernador en 
juicio de revisión. 

Art. 14. El Gobernador admitirá dicho 
recurso en cualquiera tiempo que se le pre- 
sente, llamando ante sí, por la via guberna- 
tiva, el expediente obrado ante el Ayunta- 
miento, y concederá al interesado un mes 
de término para que esfuerce y corrobore 
su pretensión con las exposiciones y docu- 
mentos que le convengan. Cumplido este 
término, ó en el caso de renunciarlo el inte- 
resado, al octavo día después que baga la 
renuncia, proveerá su fallo definitivo, con- 
firmando ó revocando el acuerdo del Ayun- 
tamiento. 

Art. 15. Esta decisión no causará estado 
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cuando la tacha, opuesta al que solicita ejer- 
cer el comercio, sea por su naturaleza tem- 
poral y extinguible, y le quedará abierto el 
juicio para reproducir su solicitud luego que 
cese el obstáculo. 

"Art. 16. La matrícula de comerciantes 
de cada provincia, se circulará anualmente á 
los Juzgados de primera instancia, y estos 
cuidarán de que se fije una copia auténtica 
en el átrio de sus salas para conocimiento 
del comercio , reservando la original en su 
Secretaría. 

Art. 17- El ejercicio habitual del comer- 
cio, se supone para los efectos legales cuan- 
do después de haberse inscrito la persona en 
la matrícula de comerciantes, anuncia al 
público por circulares, ó por los periódicos, 
ó por carteles, ó por rótulos permanentes ex- 
puestos en un lugar público, un estableci- 
miento que tiene por objeto cualquiera de 
las operaciones que en este Código se decla- 
ran como actos positivos de comercio, y á 
estos anuncios se sigue que la persona ins- 
crita se ocupa realmente en actos de esta 
misma especie. 

Art. 18. Los extranjeros qne hayan ob- 
tenido naturalización ó vecindad en España 
por los medios que están prescritos en el de- 
recho, podrán ejercer libremente el comer- 
cio con los mismos derechos y obligaciones 
que los naturales del reino. 

Art. 19. Los extranjeros que no hayan 
obtenido la naturalización, ni el domicilio le- 
gal, podrán ejercer el comercio en territo- 
rio español bajo las regias convenidas en los 
tratados vigentes con sus gobiernos respec- 
tivos, y en el caso de no estar estas deter- 
minadas, se les concederán las mismas fa- 
cultades y franquicias de que gocen los es- 
pañoles comerciantes en los estados de que 
ellos proceden. 

Art. 20. Todo extranjero que celebra ac- 
tos de comercio en territorio español, por 
el mismo hecho se sujeta en cuanto á ellos 
y sus resultas é incidencias á los tribunales 
españoles, los cuales conocerán de las cau- 
sas que sobrevengan, y las decidirán con ar- 
reglo al derecho común español y á las le- 
yes de este Código. 

TITULO II. 

DE LAS OBLIGACIONES COMUNES Á TODOS LOS 
QUE PROFESAN EL COMERCIO. 

Art. 21. Todos los que profesan el comer- 
cio contraen por el mismo hecho la obligación 
de someterse á los actos establecidos por la 
ley, como garantías contra el abuso que pue- 
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da. hacerse del crédito en las relaciones mer- 
cantiles. 

Estos actos consisten: 

1. °- En la inscripción en un registro so- . 
lernne de los documentos, cuyo tenor y au- i 
tenticidad deben hacerse notorios. 

2. ° En un órden uniforme y rigoroso de 
la cuenta y razón. 

3. ° En la conservación de la correspon- 
dencia que tenga relación con el giro del 
comerciante. 

SECC. I. — Del registro público del comercio. 

Art. 22. En cada capital de provincia se i 
establecerá un registro público y general de 
comercio que se dividirá en dos secciones. 

La primera será la matrícula general de 
comerciantes, en que se asentarán todas Jas 
inscripciones que se expidau á los que se 
dediquen al comercio, según lo que va dis- 
puesto en el art. 1 i . 

En la segunda se lomará razón por orden 
de números y fechas: 

1. ° De las cartas dótales y capitulaciones 
matrimoniales que se otorguen por los co- 
merciantes, ó tengan otorgadas al tiempo de 
dedicarse al comercio, así como de las es- 
crituras que se celebren en caso de restitu- 
ción de dote. 

2. ° De las escrituras en que se contrae 
sociedad mercantil, cualquiera que sea su 
o! (jeto y denominación. 

3. ° De los poderes que se otorguen por 
comerciantes á factores y dependientes su- 
yos para dirigir y administrar sus negocios 
mercantiles. 

Además se llevará un índice general por 
órden alfabético de pueblos y de nombres de 
todos los documentos de que se toma razón, 
expresándose al margen de cada artículo la 
referencia del número y página del registro 
donde consta (1). 

Art. 23. El secretario del Gobierno de 
cada provincia tendrá á su cargo ei registro 
general, y será responsable de la exactitud 
y legalidad de sus asientos. 

Art. 24. Los libros del registro estarán 
foliados, y todas sus hojas rubricadas por el 
que fuere Gobernador ele ¡a provincia en la 
época en que se abra cada nuevo registro. 

Art. 25. Todo comerciante está obligado 
á presentar en el registro general de su pro- 
vincia, para que se tome razón de ellos, las 
tres especies de documentos de que se hace 
mención en el art. 22. 

Con respacto á las escrituras de sociedad 


(1) Véanse las Rs. ords. de 12 de febrero 
de 1880 y 18 de abril de 1881. 
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será suficiente para este efecto un testimo- 
nio autorizado por el mismo escribano ante 
quien pasaron, que contenga las circunstan- 
cias que prescribe el art. 290. 

Art. 20. La presentación de dichos do- 
' cumentos se evacuará en los quince dias si- 
guientes á su otorgamiento, y con respecto á 
fas cartas dótales v. capitulaciones matrimo- 
niales que estuviesen otorgadas por perso- 
nas no comerciantes, que después se inscri- 
bieren para ejercer la profesión mercantil, 
se contarán los quince dias desde el en que 
se les libró por la autoridad correspondiente 
el certificado de la inscripción. 

Art. 27. Las escrituras dótales entre 
consortes que profesen el comercio, da que 
no se haya tomado razón en el registro ge- 
neral de la provincia, serán ineficaces para 
obtener la prefación del crédito dotal en 
concurrencia de otros acreedores de grado 
inferior. 

Art. 28. Las escrituras de sociedad de 
que no se tome razón en ei registro general 
del comercio, no producirán acción entre 
los otorgantes para demandar los derechos 
que en ellas les hubiesen sido reconocidos; 
sin que por esto dejen de ser eficaces en fa- 
vor de los terceros interesados que hayan 
contratado con la sociedad. 

Art. 29. Tampoco producirán acción en- 
tre el mandante y mandatario los poderes 
conferidos á los factores y mancebos de co- 
mercio para la administración de los nego- 
cios mercantiles de sus principales, si no se 
presentan para que se tome razón de ellos 
en el registro general; observándose .en 
cuanto á los efectos de las obligaciones con- 
traídas por los apoderados lo prescrito en el 
art. 177. 

Art, 30. Además de los efectos que en 
perjuicio de los derechos adquiridos por los 
documentos sujetos á la toma de razón, pro- 
duce la omisión de esta formalidad, incurri- 
rán los otorgantes mancomunadsmente en 
la multa de 5.000 rs. vn., que se les exigirá 
con aplicación al fisco , siempre que apare- 
ciere en juicio un documento de aquella cla- 
se con esta informalidad. 

*Art. 31. Copia del asiento que se haga 
en el registro general de todos los documen- 
tos de que se, toma razón en él, se dirigirá 
sin dilación á expensas de los interesados 
por el secretario del Gobierno déla provin- 
cia, á cuyo cargo está el registro, á los Juz- 
gados de primera instancia del domicilio de 
aquellos, para que la lije en el estrado ordi- 
nario de sus Audiencias, y se inserte en el 
registro particular que cada Juzgado deberá 
llevar de estos actos. 
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SEG. II .—De la contabilidad mercantil. 

Art. 32. Todo comerciante está obligado 
á llevar cuenta y razón de sus operaciones 
en tres libros á lo menos, que son: 

El libro diario. 

El libro mayor ó de cuentas corrientes. 

El libro de inventarios • 

Art. 33. En el libro diario se sentarán 
dia por dia, y segim el órden en que se va- 
yan haciendo , todas las operaciones que 
baga el comerciante en su tráfico, designan- 
do el carácter y circunstancias de cada ope- 
ración, y el resultado que produce á su car- 
go ó descargo : de modo que cada partida 
manifieste quién sea el acreedor y quién el 
deudor en la negociación á que se refiere. 

Art. 34. Las cuentas corrientes con ca la 
objeto ó persona en particular se abrirán 
por Debe y Ha de haber, en el libro mayor, 
y á cada cuenta se trasladarán por órden ri- 
goroso de fechas los asientos del diario. 

Art. 33. Tanto en el libro diario, como 
en una cuenta particular que al intento se 
abrirá en el mayor , se harán constar todas 
las partidas que el comerciante consuma 
en sus gastos domésticos, haciendo los asien- 
tos en las fechas en que las extraiga de su 
caja con este destino. 

Art. 38. El libro de inventarios empeza- 
rá con la descripción exacta del dinero, bie- 
nes muebles é inmuebles, créditos y otra 
cualquiera especie de valores que formen el 
capital del comerciante al tiempo de comen- 
zar su giro. 

Después formará cada comerciante anual- 
mente, y extenderá en el mismo libro el ba- 
lance general de su giro, comprendiendo en 
él todos sus bienes, créditos y acciones, así 
como también todas sus deudas y obligacio- 
nes pendientes en la fecha del balance, sin 
reserva ni omisión alguna, bajo la responsa- 
bilidad que se establece en el libro de quie- 
bras. 

Todos los inventarios y balances generales 
se firmarán por todos los interesados en el 
establecimiento de comercio á que corres- 
pondan, que se hallen presentes á su forma- 
ción. 

Art. 37. En los inventarios y balances 
generales de las sociedades mercantiles, será 
suficiente que se haga expresión de las per- 
tenencias y obligaciones comunes de la masa 
social , sin extenderse á las peculiares de 
eada socio en particular. 

Art. 38. Con respecto á los mercaderes 
ó comerciantes por menor, que se conside- 
ran ser aquellos que en la? cosas que se mi- 
den, venden por varas; en las que se pesan, L 
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por menos de arroba; y en las que se cuen- 
tan , por bultos sueltos, no se entiende la 
obligación de hacer el balance general sino 
cada tres años. 

Art. 39. Tampoco están obligados los 
comerciantes por menor á sentar en el libro 
diario sus ventas individualmente, sino que 
es suficiente que hagan cada dia el asiento del 
producto de las que en todo él hayan hecho 
al contado, y pasen al libro de cuentas cor- 
rientes las que hagan al fiado. 

*Art. 40. Los tres libros que se pres- 
criben de rigurosa necesidad en el órden de 
la contabilidad comercial, estarán encuader- 
nados, forrados y foliados, en cuya forma los 
presentará cada comerciante en el Juzgado 
de primera instancia del partido , ó en el de 
su domicilio en las poblaciones eu que hu- 
biere mas de una , para que en la primera 
hoja se ponga una nota en que se haga ex- 
presión del número de las que tenga el libro 
y de la fecha de la presentación de este fir- 
mada por el juez y un escribano de actuacio- 
nes, poniéndose en todas sus hojas el sello 
del Juzgado. No se exigirán derechos algu- 
nos por esta diligencia. 

Art. 41. En el órden de llevar los libros 
de contabilidad mercantil se prohíbe: 

d.° Alterar en los asientos el órden pro- 
gresivo de fechas y operaciones cod que de- 
ben hacerse según lo prescrito en el art. 33. 

2. ° Dejar blancos ni huecos, pues todas 
■ sus partidas se han de suceder unas á otras, 

sin que entre ellas quede lugar para hacer 
intercalaciones ni adiciones. 

3. ° Hacer interlineaciones, raspaduras 
ni imniendas, sino que todas las equivoca- 
ciones y omisiones que se cometan se han 
de salvar por medio de un nuevo asiento, 
hecho en la fecha en que se advierta la omi- 
sión, ó el error. 

4. ° Tachar asiento alguno. 

5. ° Mutilar alguna parte del libro , ó ar- 
rancar alguna hoja, y alterar la encuaderna- 
ción y foliación. 

Art. 42. Los libros mercantiles que ca- 
rezcan do alguna de las formalidades pres- 
critas en el art. 40, ó tengan alguno de los 
defectos y vicios notados en el antecedente, 
no tienen valor alguno en juicio con respec- 
. to al comerciante á quien pertenezcan, yse 
I estará en las diferencias que le ocurran con 
: otro comerciante, cuyos libros estén arregla- 
dos, y sin tacha, á lo que de estos resulte. 

Art. 43. Incurrirá además el comercian- 
te, cuyos libros, eu caso de una ocupación 
ó reconocimiento judicial, se halleD informa- 
les ó defectuosos, en una multa que do baja- 
i rá de mil reales, ni excederá de veinte mil. 
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Los jueces la graduarán prudencialmente, i 
atendidas todas las circunstancias que pue- 
dan agravar ó atenuar la falta en que haya 
incurrido el comerciante dueño de loslibros. 

Art. 44. La pena pecuniaria prescrita en 
la disposición que antecede, se entiende sin 
perjuicio de que en el caso de resultar que 
á consecuencia del defecto ó alteración he- 
cha en los libros, se ha suplantado en ellos 
alguna partida que en su totalida¿ ó en algu- 
na de sus circunstancias contenga falsedad, 
se proceda criminalmente contra el autor de 
la falsificación en el tribunal competente. 

Art. 45. El comerciante que omita en su 
contablidad alguno de los libros que se pres- 
cribe llevar por el artículo 32, ó que los 
oculte siempre que se le mande su exhibi- 
ción en ia forma y casos prevenidos por de- 
recho, incurrirá por cada libro que dejare de 
llevar en una multa que no bajará de 6.000 
reales, ni excederá de 30.000, y será juzgado 
en la controversia que diere lugar á la pro- 
videncia de exhibición y cualquiera otra que 
tenga pendiente ó le ocurra hasta tener sus 
libros en regla, por los asientos de los libros 
de su adversario, siempre que estos se en- 
cuentren arreglados, sin admitírsele prueba 
en contrario. 

Art. 46. Las formalidades prescritas en 
las leyes de este título, en razón de los libros 
que se declaran ser necesarios á los comer- 
ciantes en general, son aplicables á los de- 
más libros respectivos que cualquiera esta- 
blecimiento ó empresa particular tenga obli- 
gación de llevar con arreglo á sus estatutos y 
reglamentos. 

Art. 47. Si algún comerciante no tuviere 
la aptitud necesaria para llevar sus libros y 
firmar los documentos de su giro, nombrará 
indispensablemente y autorizará con poder 
suficiente la persona que se encargue de lle- 
var su contabilidad y firmar en su nombre. 
De este poder se ha de tomar razón en el 
registro general de comercio déla provincia, 
conforme á lo dispuesto en el art. 22. 

Art. 48. Los comerciantes podrán llevar 
además de los libros que se les prefijan como 
necesarios, todos los auxiliares que estimen 
conducentes para el mejor orden y claridad 
desús operaciones; pero pata que puedan 
aprovecharles en juicio han de reunir todos 
los requisitos que se prescriben con respec- 
to á los libros necesarios. 

Árt. 49. No se puede hacer pesquisa de j 
oficio por tribunal ni autoridad alguna, para 1 
inquirir si los comerciantes llevan ó no sus 
libros arreglados . 

Art. 50. Tampoco puede decretarse á 
instancia de parte la comunicación, entrega 
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ni recocimiento general de los libros de los 
comerciantes, sino en los juicios de sucesión 
universal , liquidación de compañía ó de 
quiebra. 

Art. 5í. Fuera délos tres casos prefija- 
dos en el artículo anterior, solo podrá pro- 
veerse á instancia de parte ó de oficio la exhi- 
bición de iosHibros'de los comerciantes, para 
lo cual será necesario que la persona á quien 
pertenezcan los libros tenga interés ó res- 
ponsabilidad en la causa de que proceda la 
exhibición. 

El reconocimiento de los libros exhibidos 
se liará á presencia del dueño de estos, ó de 
la persona que comisione al efecto, y secón- 
traerá á los artículos que tengao relación con 
la cuestión que se ventila, que serán tam- 
bién los únicos que puedan compulsarse en 
caso de haberse asi proveído. 

Art. 52. Si los libros se hallaren fuera de 
la residencia del tribunal que decretó su ex- 
hibición, se verificará esta en el lugar donde 
existan dichos libros, sin exigirse su trasla- 
ción al del juicio 

Art. 53. Los libros de comercio que ten- 
gan todas las formalidades que -van prescri- 
tas, y no presenten vicio alguno legal, serán 
admitidos como medios de prueba en las 
contestaciones judiciales que ocurran sobre 
asuntos mercantiles entre comerciantes. 

Sus asientos probarán contra los comer- 
ciantes á quienes pertenezcan los libros, sin 
admitírseles prueba en contrario; pero el 
adversario no pourá aceptar los asientos que' 
le sean favorables, y desechar los que le per- 
judiquen, sino que habiendo adoptado este 
medio de prueba, estará por las resultas 
combinadas que presentes todos los asientos 
relativos á la disputa. 

También harán prueba los libros de co- 
mercio en favor de sus dueños , cuando su 
adversario no presente asientos en contrario 
hechos en libros arreglados á derecho, ú 
otra prueba plena y concluyente. 

Finalmente cuando resulte prueba contra- 
dictoria de los libros de las partes que liti- 
gan, y unos y otros se hallen cod todas las 
formalidades necesarias, y sin vicio alguno, 
el tribunal prescindiiá de este medio de 
prueba, y procederá por los méritos de las 
demás probauzas que se presenten, cali- 
ficándolas según las reglas comunes del de- 
recho. 

f Art. 54. Los libros do comercio se lleva- 
rán en idioma español. Eí comerciante que 
los lleve en otro idioma, sea extraujero, 6 
dialecto especial de alguna provincia- del rei- 
no, incurrirá en una multa que no bajará de 
t .000 rs, ni excederá de 6.000; se hará á sus 
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espensas la traducción al idioma español de 
los asientos del libro que se manderecouocer 
y compulsar, y se le compelerá por los me- 
dios de derecho á que eu un término que se 
le señale transcriba en dicho idioma los libros 
que hubiere llevado en otro. 

Art. 55. ' Los comerciantes son responsa- 
bles de la conservación do los libros y pape- 
les de su giro, por todo el tiempo que este 
dure, y basta que se concluya la liquidación 
de todos sus negocios y dependencias mer- 
cantiles. 

Falleciendo el comerciante tienen s s he- 
rederos la misma obligaecion y resp nsabi- 
íidad hasta estar concluida la liquidación. 

SEC. Iif. —.Déla correspondencia. 

Art. 56. Los comerciantes están obliga-' 
dos á conservar en legajos y en buen órden 
todas las cartas que reciben con relación á 
sus negociaciones y giro, anotando á su dor- 
so la fecha en que las contestaron, ó si no 
dieron contestación. 

Art. 57. Es también obligación de los co- 
merciantes trasladar íntegramente y á la le- 
tra todas ias cartas que eiios escriban sobre 
su tráíico en un libro denominado copiador, 
que llevarán al efecto encuadernado y foliado. 

Art 58. Las cartas se pondrán en el 
copiador por el órden -de sus fechas y sin 
dejar huecos en blanco ni intermedios. Las 
erratas que puedan cometerse ai copiarlas 
se salvarán precisamente á continuación de 
la misma carta por nota escrita dentro de las 
márgenes del libro, y no fuera de ellas, y las 
postdatas ó adiciones que se hagan después 
que se hubieren registrado, se insertarán á 
continuación de la última carta copiada, con 
la conveniente referencia. 

Art. 59. Se prohíbe trasladar las cartas 
al copiador, por traducción , sino que se 
copiarán en el idioma en que se hayan escrito 
las originales. 

Art. GO. La falta del copiador de cartas, 
su informalidad, ó los defectos que en ellos 
se adviertan en cootraveneion de la ley, so 
corregirán con las penas pecuniarias que van 
prescritas para casos iguales con respecto á 
ios libros de contabilidad. 

Art. 61. Los Tribunales pueden decretar 
de oficio ó á instancia de parte legítima, que 
se presenten en el juicio Jas cartas que ten- 
gan relación con el asunto del litigio, asi 
como que se cstraiga del registro copia de las 
de igual cíase que se hayan escrito por los 
litigantes, designándose determinadamente 
de antemano las que hayan de copiarse por 
la parte que lo solicite. 
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TITULO III. 

Í)B LOS OFICIOS AUXILIARES DEL COMERCIO, 
Y SUS OBLIGACIONES RESPECTIVAS. 

Art. G2. Están sujetos á las leyes mer- 
cantiles en clase de agentes auxiiiaros del 
comercio, y con respecto á las operaciones 
que les corresponden en esta calidad: 

1 Los corredores. 

2. " Los comisionistas. 

3. ° Los factores. 

4. ° Los mancebos. 

5. ° Los porteadores. 

SECCION I. — De los correiores (1). 

Art. 63. El oficio de corredor es viril y 
público. Los que lo ejercen, y no otros, po- 
drán intervenir legítimamente eu ios tratos 
y negociaciones mercantiles para proponer- 
las, avenir á las partes, concertarlas, y cer- 
tificar la forma en que pasaron dichos con- 
tratos. 

Art,. 64. Las certificaciones de los cor- 
redores referentes al libro maestro de sus 
operaciones, y comprobadas en virtud do 
decreto judicial con los asientos de dicho 
libro, hacen prueba, siempre que en este no 
se halle defecto ni vicio alguno; pero los 
Tribunales admitirán prueba en contrario á 
petición de parte legítima. 

Art. 65. Los comerciantes pueden con- 
tratar directamente entre sí y sin interven- 
ción de corredor, y sus contratos serán váli- 
dos y eficaces, probándose en forma legal; 
pero no pueden valerse para que haga fun- 
ciones propias de este oficio, de! que no se 
halle en posesión y ejercicio de él por legítimo 
nombramiento, 

Art. 66. No por esto se entiende vedado 
á los comerciantes que traten los negocios 
por medio de sus dependientes asalariados, 
ó factores que tengan poder suyo. 

Tampoco se les prohíbe, que por oficio de 
amistad y benevolencia se ayuden mútua- 
1 mente en el progreso y conclusión de una 
negociación, interponiendo su mediación en- 
tre los que la tratan, siempre que no recíban 
por ello estipendio algu m, y que no estén 


(i) Aunque se han declarado completamente 
libres los oficios de agenlesde bolsa, corredores 
de comercio é intérpretes de navios; (decreto 
de 3) noviembre de i86 8), conservánse sin em- 
bargo ios colegios de estos oficios, siendo sus 
funciones derechos y deberes las que prescri- 
ben este Códigu y los artículos de dicho decreto 
i que nos remitimos . 
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notados en el concepto público como intrusos 
en las funciones propias de los corredores. 

Art. 67. Los comerciantes que acepten 
en sus contratos la intervención de persona 
intrusa en el oficio de corredor, pagarán una 
multa equivalente al 5 por 100 del valor de 
lo contratado; y el que se introdujo á ejercer 
la correduría ilegítimamente, será multado 
en el 10 por 100 de dicho valor; de cuya 
pena responderán mancomunadamente los 
interesados en el negocio, siempre que el 
intruso carezca de bienes suficientes sobre 
ue hacer efectiva la multa. Cuando el valor 
e lo contratado no sea fijo, se graduará, 
prévio un juicio instructivo, por el Tribunal 
que conozca de la causa. 

Art. 68. En el caso de reincidencia se 
agravará la pena impuesta en el artículo an- 
terior á los corredores intrusos con un año 
de destierro del pueblo donde delinquieron, 
y en el de segunda reincidencia se les des- 
terrará por diez años de la provincia, además 
de pagar la multa que va determinada. 

Art. 69. Los síndicos y adjuntos de los 
colegios de corredores no permitirán que 
entren en las bolsas de comercio las per- 
sonas que por notoriedad ejercen funciones 
de corredor sin autorización legítima, y cui- 
darán de dar la queja oportuna al Tribunal 
competente, para que proceda contra ellas 
según derecho (1). 

Art. 70. En cada plaza de comercio habrá 
un número fijo de corredores proporcionado 
á su población , tráfico y giro ? que se deter- 
minará por reglamentos particulares (2). 

Art. 71. Los corredores serán todos de 
nombramiento Real, que recaerá en las per- 
sonas que acrediten idoneidad competente 
según las leyes de este Código. 

Los Gobernadores , con audiencia del Juz- 
gado de primera instancia del territorio á 
que corresponda la vacante, y de la Junta de 
Gobierno de! colegio de corredores, formarán 
una terna para cada correduría que haya de 
proveerse, instruyendo el expediente con los 
documentos que acrediten la idoneidad de 
los propuestos, y elevándomelo original con 
su misma propuesta para que lo provea en 
quien sea de mi Soberano agrado . 


(!) V. — Bolsa de Comercio, tomo 2.° pá- 
gina 779; y también en el Apéndice I , pági- 
na 594, el Decreto de 30 de noviembre en cuanto 
á los agentes de bolsa. 

(2) V. en Corredores, la R. O. de 12 de 
mayo de 1847; pero creemos derogado este ar- 
tículo por el l.°y 12 del de 30 de noviembre 
de 1868, sin perjuicio de lo que dispone el 2.° 
respecto de los corredores no colegiados, y el 3.° 
y siguientes respecto de los del colegio. 
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Art. 72. Con respecto á los oficios de 
correduría que se hallan enajenados de la 
Corona y reducidos á propiedad particular, 
se conserva íntegro é ileso el derecho que 
pertenezca á los propietarios , según el títu- 
lo primordial de la concesión, que deberán 
producir en el Consejo de Hacienda para ob- 
tener su confirmación en los seis meses in- 
mediatos á la promulgación de esta ley. Pa- 
sado dicho término sin haberlo verificado, 

1 caducará el privilegio y no tendrá valor al- 
guno, revertiendo á mi Corona el derecho de 
libre nombramiento, 

Art. 73. Los propietarios de las corredu- 
rías que por el título de su adquisición tengan 
la facultad de arrendarlas, usarán de ella; 
pero los arriendos se liarán por la vida del 
arrendatario, y no por tiempo limitado. (í). 

Art. 74. Aun en el caso del artículo pre- 
cedente , quedan siempre obligados los que 
hayan de ejercer el oficio de corredor, ya 
sean propietarios , ó ya sean los cesionarios 
nombrados legítimamente por estos , á soli- 
citar y sacar en cada vacante un título per- 
sonal, que no se expedirá sino mediante que 
se haga constar la idoneidad correspondien- 
te con arreglo á las disposiciones de este Có- 
digo, y que el solicitante tiene derecho al 
oficio. 

Art. 75. Niuguno puede ser corredor que 
no sea natural de los reinos de España, y 
esté domiciliado en ellos: ha de ser también 
mayor de veinte y cinco años , y acreditar 
seis años de apreudizage en el comercio, 
hecho en el despacho de algún comerciau- 
le matriculado, ó de un corredor autori- 
zado, que tengan su residencia en plaza don- 
de baya un tribunal de comercio. 

Art. 76. No pueden ser carredores: 

\ ,° Los extrangeros, á menos que no ha* 
hayan obtenido la naturalización en la forma 
prescrita por las leyes. 

2. ° Los menores de veinte y cinco años, 
aun cuaudo hayan sido emancipados. 

3. ° Los eclesiásticos, los militares en 
servicio activo, y ios funcionarios públicos y 
empleados de nombramiento real, cualquie* 
ra que sea su clase y denominación. 

4. ° Los comerciantes quebrados que no 
hayan sido rehabilitados. 

5. ° Los que habiendo sido corredores 
hubiesen sido destituidos del oficio. 

Art. 77. Todo el que aspire á una plaza 
de corredor deberá acreditar su idoneidad, 
con arreglo á lo que prescriben los dos ar- 
tículos anteriores, ante el Gobernador de la 


(i) Véase en Corredores de Comercio, t°* 
mo 4.°, pág. 872, la R. O. de 25 de abril de 1865. 
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provincia; quien pidiendo el informe de la 
junta de Gobierno del colegio de corredores 
á que pertenece la plaza que aspira, lo ha- 
bilitara para hacer su solicitud, sino resulta 
taclia legal que le obste, y lo tendrá presen- 
te en las propuestas. 

Art. 78. El que haya sido provisto en 
una correduría, no entrará á ejercerla hasta 
que haya sido examinado y declarado apto y 
capaz para ello por la Junta del colegio de 
corredores á que corresponda su oficio. El 
examen recaerá sobre las nociones geuerales 
del comercio, y las que se refieran especial- 
mente á las operaciones mas frecuentes en 
la plaza en que ha de ejercerlo. En las pla- 
zas en donde no haya colegio de corredores, 
se hará el examen por tres corredores que 
nombre el Gobernador, diputando una perso- 
na de su confianza que lo presida. 

Art. 79. Todo corredor provisto v apro- 
bado prestará juramento en manos del Go- 
bernador de la provincia de ejercer bien y 
fielmente su oficio cumpliendo con exactitud 
y puntualidad todas las disposiciones legales 
que les conciernen, y se hará así constar 
por diligencia á continuación del título. 

Art. «0. Los corredores deben también 
afianzar el buen desempeño de su oficio con 
una fianza de cuarenta mil reales en metáli- 
co en las plazas do comercio de primera cía- 
se, de veinte y cinco mil en las de segunda 
y de doce mil en las de tercera. La designa- 
ción de estas clases se fiará por un regla- 
memo particular(l). 

Art. 81. Estas fianzas se consignarán 
por el provisto de la correduría, antes de ex- 
pedírsele el título, en la caja de depósitos de 
la provincia, y sobre ella se harán efectivas 
las penas pecuniarias que se impongan á los 
corredores por malaversacion en su oficio, 
debiendo reponer el interesado la cantidad 
que con este objeto se segregue de la lianza 
en los seis meses inmediatos á su extracción 
para que dicha fianza se conserve siempre 
íntegra; y de no hacerlo quedará suspenso 
de su oficio hasta que Jo verifique. 

Art. 82. Los corredores deben asegu- 
rarse ante todas cosas.de ia identidad de Jas 
personas entre quienes se tratan los nego- 
cios en que intervienen, y de su capacidad 
legal para celebrarlos. Si a sabiendas inter- 
vinieren eü un contrato hecho por persona 
que según la ley no podía hacerlo, respon- 
derán de los perjuicios que se sigan por efec- 


(1) Véase el árt. 7.° del decreto de 20 no- 
viembre de 1868, en el Apéndice I, v en su 
lugar de este articulo el R. D. de 9 de abril 

de i 851. 
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to directo é inmediato de la incapacidad del 
contratante. 

Art. 83. En la negociación de letras de 
cambio ú otro valor endosable son responsa- 
bles de la autenticidad de la firma del último 
ceden te. 

Art. ,84. Propondrán los negocios con 
exactitud* precisión y claridad, absteniéndo- 
se de hacer supuestos falsos que puedan in- 
ducir á error á los contratantes; y si por es- 
te medio indujeren á un comerciante á con- 
sentir en un contrato perjudicial, serán res- 
ponsables del daño que le hayan causado 
probándoseles que obraron en eilo con dolo. 

Art. 85. Se tendrán por supuestos falsos 
haber propuesto un objeto comercial bajo 
distinta calidad que la que se le atribuye por 
el uso general del comercio, y dar un a 'no- 
ticia falsa sobre el precio que tenga corrien- 
temente en la plaza la cosa sobre que versa 
la negociación. 

Art. 86. Guardarán un secreto rigoroso 
de todo lo que concierne á las negociaciones 
que se les encarguen, bajo la mas estrecha 
responsabilidad de los perjuicios que se si- 
guieren por no hacerlo así. 

Art. 87. Desempeñarán por sí mismos 
todas las operaciones de su oficio , sin con- 
fiarlas á dependientes; y si por alguna causa 
sobrevenida después que entraron á ejercer- 
lo se viesen imposibilitados de evacuar por 
sí mismos sus funciones, podrán valerse de 
un dependiente que á juicio de la junta de 
gobierno del colegio tenga Ja aptitud y mo- 
ralidad suficiente para auxiliarle, sin que por 
esto deje de recaer la responsabilidad de la 
gestión de dicho dependiente sobre el corre- 
dor en cuyo nombre interviniere. 

Art. 88. En las ventas hechas con su in- 
tervención tienen los corredores obligación 
de asistir á la entrega de los efectos vendidos, 
si los interesados lo exigiesen, ó alguno de 
ellos. 

Art. 89. En Jas negociaciones de letras, 
ú otros valores endosadles, cerré de su car- 
go recogerlos del cedente, y entregarlos al 
tomador, asi como recibir de este el precio, 
y llevarlo al cedente. 

Art. 90, Aunque por punto general los 
corredores no responden ni pueden consti- 
tuirse responsables de la solvabilidad de ios 
contratantes, son garantes en las negocia- 
ciones de letras y vaíores endosables en fa- 
vor del tomador dé la entrega material de 
la letra, ú otra especie de valor negociado, 
y en favor del cedente del precio que le cor- 
responde recibir por la letra ú otro valor ce- 
dido, á menos que no quede convenido en 
el contrato que ios interesados se hagan es- 
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tas entregas directamente, en cuyo caso 
queda también exonerado el corredor de la 
obligación que le impone el artículo prece- 
dente. 

Art. 91. Los corredores deben llevar un 
asiento formal, exacto y metódico de todas 
las operaciones en que intervienen, y desde 
luego que concluyen una negociación, la 
deben notar en un cuaderno rnauual foliado, 
espresandoen cada artículo los nombres y 
domicilios de los contratantes, la materia del 
contrato, y todos los pactos que en él se hi- 
cieren. 

Los artículos se pondrán por órden rigo- 
roso de fechas, en numeración progresiva 
desde uno en adelante, que concluirá al fin 
de cada año. 

Art. 92. En las ventas espresarán ¡a ca- 
lidad, cantidad y precio de la cosa vendida, 
el- lugar y época de la entrega, y la forma en 
que debe pagarse el precio. 

Art. 93. En las negociaciones de letras 
anotarán las fechas, términos, vencimientos, 
plazas sobre que estén giradas, los nombres 
del librador, endosantes y pagador; los del 
cedente y tomador, y el cambio convenido 
entre estos. 

Art. 94. En los seguros se espresarán , 
igualmente, con referencia á la póliza firmada 
por los aseguradores, los nombres de estos y 
el del asegurante, el objeto asegurado, su va- 
lor según el convenio arreglado entre las par- 
tes, el lugar donde se carga y descarga, y la 
descripción del buque en que se hace el tras- 
porte, que comprenderá su nombre, matrí- 
cula, pabellón, porte y nombre del capitán. 

Art. 95. Diariamente se trasladarán todos 
los artículos del cuaderno manual á un re- 
gistro, copiándolos literalmente sin enmien- 
das, abreviaturas ni interposiciones, guar- 
dando la misma numeración que Hevea en 
el manual. 

El registro tendrá las mismas formalida- 
des que se prescriben en el artículo 40. 

"Art. 96. En caso de muerte ó destitu- 
ción de un corredor colegiado, será de car- 
go y responsabilidad del síndico del Colegio 
recoger los registros del corredor muerto ó 
destituido, y entregarlos enel Archivo del 
Colegio de corredoresjparasuconservacion y 
custodia. 

Art. 97. Dentro de las veinte y cuatro 
horas siguientes á la conclusión de un con- 
trato, deben los corredores entregar á cada 
uno de los contratantes una minuta del 
asiento hecho en su registro sobre el nego- 
cio concluido. 

Esta minuta será referente al registro, y 
no al cuaderno manual; y todo corredor que 
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la librare antes de que obre en su registro 
el artículo, ó que difiera entregarla pasadas 
las citadas veinte y cuatro lloras, incurrirá 
por primera vez en fa mulla de dos mil rea- 
les, que será doble por ia segunda, y por la 
tercera perderá el oficio. 

Art. 98. En los negocios en que por con- 
venio de las partes ó por disposición de la 
ley haya de estenderse contrata escrita, tiene 
el corredor obligación de hallarse presente 
al firmarla todos los contratantes, y certifi- 
car al pié que se hizo con su intervención, 
recogiéndo un ejemplar que custodiará bajo 
su responsabilidad. 

Art. 99. Se prohíbe álos corredores to- 
da especie de negociación y tráfico directo 
ni indirecto en nombre propio, ni bajo el 
ajeno. 

Así que, no podrán hacer oporacion algu- 
na mercantil por cuenta propia. 

Ni tomar parte, acción ni interés en ella. 

Ni contraer sociedad de ninguna clase y 
denominación. 

Ni interesarse en los buques mercantes, y 
sus cargamentos. 

El corredor que contravenga á esta dispo- 
sición quedará privado de oficio, v perderá 
á beneficio dei Real Fisco todo el interés que 
haya puesto, y pueda redundarle en la em- 
presa ó negociación mercantil en que haya 
participado. 

Art. 100. También se les prohíbe encar- 
garse de hacer cobranzas y pagos por cuen- 
ta ajena, bajo la multa de mil reales por pri- 
mera vez, dos mil por la segunda, y priva- 
ción de oficio por la tercera. 

Art. 101. Asimismo se le prohíbe que 
puedansalir fiadores ni garantes de los con- 
tratos en que intervengan. En su consecuen- 
cia no podrán endosar letras, ni constituirse 
responsables del pago de ellas por una obli- 
gación separada, cualquiera que sea su for- 
ma y nombre, ni responder en las ventas al 
fiado, de que el comprador pagará á los pla- 
zos determinados. 

Art. 102. Todo garantía, aval y fianza 
dada por un corredor' sobre el contrato ó 
negociación que se hizo con su intervención 
es nula, y no producirá efecto alguno en jui- 
cio, perdiendo además su oficio el corredor 
que la haya dado. 

Art. 103. Tampoco pueden los corredo- 
res ser aseguradores, y salir responsables da 
riesgos dé especie alguna, ni de las contin- 
gencias que sobrevengan en el trasporte de 
mercaderías por mar ó por tierra, bajo la 
misma pena de perder su oficio. 

Art. 104, Se les prohíbe del mismo mo- 
do intervenir en contrato alguno ilícito y 
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reprobado por derecho, sea por la calidad de 
los contrayentes, por la naturaleza de las 
cosas sobre que versa el contrato, ó por la 
de los pactos con que se haga. 

Proponer letras ó valores de otra especie, 
y mercaderías procedentes de personas no 
conocidas en la plaza, sin que al menos pre- 
senten un comerciante que abone la identi- 
dad de la persona. 

Intervenir en contrato de venta de efec- 
tos ó negociaciones de letras pertenecientes 
á persona que haya suspendido sus pagos._ 

Los corredores que quebranten cualquie- 
ra de estas disposiciones, quedarán suspen- 
sos de su oficio por dos años la primera vez, 
seis por la segunda, y privados enteramente 
de él por la tercera; y además serán respon- 
sables de todos los daños y perjuicios que 
hayan ocasionado por su contravención, 
siempre que la parte principal no tenga bie- 
nes suficientes de que satisfacerlos. 

Art. 105. Asimismo no pueden los cor- 
redores salir al encuentro de los buques en 
las ba fijas y puertos, ni al de los carreteros 
y tragineros en las carreteras para solicitar 
que les .encarguen la venta de lo que con- 
ducen y trasportan, ni á proponerles precio 
por ello ; pero Lien podran pasar á los bu- 
ques luego que estén anclados y en libre 
plática, é ir á las posadas después que los 
tragineros hayan entrado en ellas con sus 
carros ó recuas . 

Art. 100. Tampoco pueden los corredo- 
res adquirir para sí las cosas cuya venta les 
baya sido encargada, ni las que se dieron á 
vender á otro corredor, aun cuando pretes- 
ten que compran unas ú otras para su con- 
sumo particular, bajo pena de confiscación 
de lo que compraren en fraude de esta dis- 
posición. 

Art. 107. Ningún corredor puede dar 
certificación sino de lo que conste de su re- 
gistro y con referencia al mismo; pero bien 
podrá declarar sobre lo que vió y entendió 
en cualquieia negocio, cuando se lo mande 
un tribunal competente, y no de otro modo. 

Art. 108. Las certificaciones que no sean 
relerentes al registro, serán de ningún va- 
lor en juicio, y los corredores que las ha- 
yan librado incurrirán en la multa de 
2.000 rs. vn. 

Art. 109. El corredor que diere una cer- 
tificación contra lo que resulta de su libro 
maestro, será castigado como oficial público 
falsario, con arreglo á las leyes penales. 

"Art. 110. Los corredores percibirán el 
derecho de corretaje sobre los contratos en \ 
que intervengan, arreglado al arancel de ^ 
cada plaza mercantil. En la que no la baya 

Tomo IX, 
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se formará el arancel por el Gobernador de 
la provincia, oyendo instructivamente á la 
Junta de comercio y á la del Colegio de cor- 
redores, y se elevará á la aprobación del Go- 
bierno. 

Art, i il . Los corredores do cada plaza, 
donde sean mas de diez, formarán una cor- 
poración, -que se denominará Colegio, y po- 
drán reumrse para tratar de la policía y buen 
gobierno de la misma corporación , y eva- 
cuar los informes que se exijan por las au- 
toridades competentes sobre objetos de su 
instituto , ó las cualidades de las personas 
que aspiren á ejercer estos oficios. 

"Art. 112. Las reuniones no se verifica- 
rán en ningún caso, por urgente que sea, 
sin prévia noticia y licencia por escrito del 
Gobernador de la provincia , quien presidirá 
la sesión por sí ó delegará Ja presidencia en 
su secretario, en uno de los individuos de la 
Junta de comercio, en el Alcalde ó tenientes 
de Alcalde de la población en que el Colegio 
se reúna, y no en otra persona. 

Al t. 113. Los colegios de corredores ten- 
drán una Junta de gobierno compuesta de 
nn síndico, que será presidente, y dos ad- 
juntos, si no pasan de diez el número de la 
corporación ; y escediendo de este número 
habrá dos adjuntos mas. 

"Art. 114. Los individuos de la Junta de 
gobierno serán nombrados en el primer do- 
mingo de enero de cada año, eDtre los indi- 
viduos de la corporación en junta celebrado 
en la forma dispuesta en el art, 1 1 2 por plu- 
ralidad absoluta de votos; dándose cuenta 
del resultado al Gobernador de la provin- 
cia, quien en los ocho dias siguientes apro- 
bará la elección si halla que se ha procedido 
en ella legal mente, oyendo y decidiendo en 
dicho término las quejas que se le den con- 
tra ella, y aprobada que sea, la comunicará 
al síndico cesante para que ponga en pose- 
sión á los nuevos electos. 

"Art. 115. Es de cargo del síndico y ad- 
juntos de corredores: 

1. ° Velar que en las casas de contrata- 
ción ó Bolsas de comercio se observen las 
leyes y reglamentos sobre el cambio y régi- 
men interior de aquellos establecimientos, y 
dar cuenta sin demora de cualquiera contra- 
vención que llegue á su noticia al Goberna- 
dor de la provincia. (1). 

2. ° Fijar , después de haber examinado 
las notas de todos los corredores de ía plaza, 
los precios de las cambios y mercaderías, y 
estender la nota general que se fijará en las 


(1) g.— B olsa de Comercio. 
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bolsas , enviando copia autorizada de eUa^al iuente hácia Jas personas con quienes eontra- 
Gobernador de ia provincia. le, eo ¡10 si el negocio fuese propio. 

ó.° Llevar un registro exacto de estas Arl. 119. Obrando el comisionista en 
mismas notas, para que los Tribunales y au- nombre propio, no tiene acción el comitente 
toridades puedan extraer del mismo registro contra las personas con quienes aquel con- 
los datos y noticias que convengan á la nue- trató en ios negocios que puso á su cargo, 
na administración de jusLicia. Li Gobarna- sin que preceda una cesión hecha á su favor 
dor de la provincia y ios jueces y Tribuna- por el mismo comisionista, 
les pueden también ordenar ia presentación Tampoco adquieren acción alguna contra 
de dicho registro, y examinarlo cuando lo el comitente los que trataren con su comi- 
crean así necesario. sionista por las obligaciones que este con- 

Tanibien pueden los particulares exigir del trajo, 
síndico y adjuntos las oerlilieacum es que con- Art. 120. El comisionista es iibre de 
vengan á su derecho, de Jo que resulte del 1 aceptar ó no aceptar ei encargo que se ie 
registro sobre precios de cambios y merca- hace por el comitente; pero en caso doreliu- 
derías, y aquellos se las librarán sin dilicui- sarlo Je ha de dar aviso en el correo mas 
tad alguna, exigiendo ios derechos que se próxi no al día en que recibió la comisión, y 
señalarán en ios aranceles. \ de no haberlo será responsable para con el 

4. ° Celar que ios corredores no contra- ■ comitente de ios daños y perjuicios que le 
vengan á ninguna de las disposiciones pro- hayan, sobrevenido por efecto directo de no 
hibitivas que van prescritas en los arts. 99, haberle dado el aviso 

100, 101, 102, 103, 104, 105 y 106 de este Art. 121. Aunque el comisionista reliu- 
Código, y eu caso que Jo bagan dar cuenta se ei encargo que se Je hace, no está dispen- 
inmediatamente por escrito al Gobernador sado de practicar Jas diligencias que sean de 
de ia provincia, bajo ja multa de 500 escu- indispensable necesidad para ia conservación 
dos en caso de hacerlo, y de separación de de ios efectos que el comitente ie haya remiíi- 
sus cargos. do, hasta que este provea de nuevo encarga* 

5. ° Evacuar los informes qua se Jes pt- do, y si uo lo hiciere después que baya reci- 

ñan por las autoridades y Tribunales de ia bido ei aviso del comisionista de haber rebu- 
íN'acion sobre las inculpaciones que se hagan sado ia comisión, acudirá este al Juzgado de 
á aígun individuo del Colegio, con integn- primera instancia en cuya' jurisdicción se 
dad, exactitud é imparcialidad. ¡ hallen existentes los efectos recibidos, el cual 

6. u llar su dictamen sobre las dil'eren- decretará desde luego su depósito en persona 

cius que puedan ocurrir entre corredores y de su confianza, y mandará vender Jos que 
comerciantes en razón de negociaciones ce sean suficientes para cubrir el importe de los 
cambio ó de mercaderías, siempre que lo exi- gastos suplidos por ei comisionista en el re- 
ja el Tribunal ó juez competente, y no en cibo y conservación de ios mismos efectos, 
otro caso. Art. 122. Igual diligencia debe practicar 

el comisionista cuando el valor presunto de 
SEGC.il. — De los comisionistas. : los efectos que se le han consignado no 

pueda cubrir Jos gastos que tenga que des- 
Art. H6. Toda persona hábil para co- embolsar por el trasporte y recibo de ellos, y 
tnerciar por su cuenta según las leyes de eí tribunal acordara en este caso desde Jue- 
este Código, puede también ejercer actos de go el depósito, mientras que en juicio ins- 
comercio por cuenta ajena. iruclivo, y oyendo a lus acreedores de di- 

Art. 117. Para desempeñar por cuenta dios gastos, y al apoderado del propietario 
de otro actos comerciales en calidad de co- de los efectos, si se presentare alguno, se 
misionista, no se necesita poder constituido provee su venia. 

en escritura solemne, sino que es suiiciente Art. 123. El comisionista que hubiere 
recibir ei encargo por escrito ó de palabra; pracLicado alguna gestión eu desempeño del 
pero cuando baya sido verbal, se ha de rali- encargo que le hizo el comitente, queda su- 
licar después por escrito, antes que ei negó* jeto a continuar en éi hasta su conclusión; 
cío haya llegado á su conclusión. entendiéndose aceptada tácitamente Ja co- 

Art. US. El comisionista, aunque trate misión que se le dió. 
por cuenta ajena, puede obrar en nombre Art. 124, Pero en aquellas comisiones 
propio. cuyo cumplimiento exija provisión de fondos 

De consiguiente no tiene obligación de ma- no está obligado el comisionista á ejecutarla, 
nilestar quien sea ia persona por cuya cuen- aun cuando la haya aceptado, mientras el 
tá contrata. Pero queda obligado directa- | comitente no se ia haga en cantidad sufiejeo- 
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te. y también podrá suspenderla cuando se 
Payan consumido los que tenia recibidos, 

Art. i ¿5. El comisionista que se hubiere 
conformado en anticipar los turnios necesa- 
rios para el desempeño de la comisión pues- 
ta á su cuidado bajo una forma determinaba 1 
de reintegro, esta obligado á observarla y á 
llenar la comisión sin poder alegar ef defec- 
to de provisión de fondos para uejar de des- 
empeñarla, a menos que sobrevenga un des- 
crédito notorio que pueda probarse por ac- 
tos positivos de derrota en el giro y tráñco 
del comitente. 

Art. 12ü. Cuando sin causa legal dejare 
el comisionista de cumplir una comisión 
aceptada ó empezada á evacuar, será res- 
ponsable ai comitente de todos los daños que 
por ello le sobrevengan. 

Art. 1 27. El comisionista debe sujetarse 
en el desempeño de su encargo, cualquiera 
que sea la naturaleza de este, á las instruc- 
ciones que baya recibido de su comitente; y 
haciéndolo así, queda esenio de toda respon- 
sabilidad en los acciüeo tes y resultados de to- 
da especie que sobrevengan en la operación. 

Art. 128. Sobre lo que uo haya sido 
previsto y prescrito expresamente por el co- 
mitente, debe consultarle ei comisionista, 
siempre que lo permitan la naturaleza dei 
negocio, y su estado; y cuando no sea posi- 
ble consultarle, y esperar nuevas instruccio- 
nes-, ó en el caso de que el comitente le ha- 
ya autorizado para curar á su arbitrio, hará 
aquello que dicte la prudencia, y sea mas 
conforme at uso general del comercio, pro- 
curando siempre la prosperidad de los inte- 
reses del comitente con igual celo que si fue- 
ra negocio propio. 

Art. 12á. l.uaudo por un accidente que 
el comitente no era probable que previese, 
crea el comisionista que uo debe ejecutar li- 
teralmente las instrucciones recibidas, y que 
haciéndolo cansaría un daño grave al cúna- 
teme, podra suspender el cumplan. ente de 
ellas, siempre que el daño sea evidente, y 
dando cuenta por el correo mas próximo al 
comitente de las causas que le hayan deter- 
minado a suspender sus órdenes; pero en 
ningún caso podra turar ei comisionista con- 
tra las disposición espresu del comitente. 

Art. 13U. lodos tus perjuicios que sobre- 
vengan al comitente en la negociación en- 
cargada al comisionista por haber este obra- 
do contra disposición expresa suya, deberán 
serle Tesaremos por el mismo comisionista. 

Igual resarcimiento debe este hacer siem- 
pre que proceda con dolo, ó incurra en al- 
guna falta de que sobrevenga daño en los in- 
tereses de su coi mte ule. 
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Al t. 131 . En cuanto á los fondos en me- 
tálico que tenga ei comisionista pertenecien- 
tes al comitente, será responsable de todo 
daño y estravío que en ellos sobrevengan, 
aunque sea por caso fortuito ó por efecto de 
violencia, á menos que no proceda pacto es- 
preso en contrario. 

i Art. 132. El comisionista que sin autori- 
zación expresa de su comitente concierte 
una negociación á precios y condiciones mas 
u nevosas que las que rijan corrientemente en 
la plaza a la época en que la hizo, queda 
responsable al comitente del perjuicio que 
por esta razón haya recibido, sm que le sir- 
va de escusa que al mismo tiempo hizo ne- 
gociaciones ae la misma especie por su 
cuenta propia á iguales condiciones. 

Art. 133. Es del cargo del comisionista 
cumplir con las obligaciones proscriptas por 
Jas leyes y reglamentos del Gobierno, en ra- 
zón de las negociaciones que se han puesto á 
su cargo, y si contraviniere á ellas, ó fuese 
omiso en su cumplimiento, será suya la res- 
ponsabilidad, y no del comitente, como en 
la contravención ú omisión no haya proce- 
dido con orden expresa de este. 

Art. 134. El comisionista debe comuni- 
car puntualmente á su comitente todas las 
ñutidas convenientes sobre las negociacio- 
nes que puso a su cuidado, para que este 
pueda con el conocimiento debido continuar, 
reformar ó inodiiicar sus órdenes, y en el 
caso de haber concluido una negociación, de- 
berá indefectiblemente darle aviso por el 
correo mas inmediato al día en que se cerró 
ei convenio; pues de no hacerlo con esta 
puntualidad, serán de su cargo todos los 
perjuicios que pueden resultar de cualquiera 
alteración y mudanza que el comitente pue- 
da acordar en el entretanto sobre Jas instruc- 
ciones que íe tema dadas para la negocia- 
ción. 

Art. 135. Todas las consecuencias per- 
, judiciales de un contrato hecho por un co- 
misionista contra las instrucciones de su co- 
mitente, o con abuso de sus facultades, se- 
rán de cuenta del mismo comisionista, sin 
perjuicio de que ei contrato surta Jos efectos 
I correspondientes con arreglo á derecho. 

En consecuencia de esta disposición, el 
comisionista que haga una enajenación por 
cuenta ajena a inferior precio dei que le es- 
taba mareado, abonara á su comitente el 
perjuicio que se Je haya seguido por la dife- 
rencia dei precio, subsistiendo nu obstante la 
j venta. 

| En cuanto al comisionista que encargado 
de hacer una compra se hubiere escullido 
l del precio que le estaba señalado por ei co« 
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nótente, queda á arbitrio de éste aceptar el 
contrato tal como se hizo, ó dejarlo por 
cuenta del comisionista, á menos que este 
no se conforme en percibir solamente el 
precio que le estaba designado , en cuyo ca- 
so no podrá el comitente desechar la compra 
que se hizo de su orden. 

Sí el exceso del comisionista estuviere en 
que la cosa comprada no fuese de la calidad 
que se le habia encomendado, no tiene obli- 
gación el comitente de hacerse cargo de 
ella. 

Art. 136. El comisionista debe desempe- 
ñar por sí los encargos que reciba, y no 
puede delegarlos sin previa noticia y conocí - 1 
miento del comitente, ó si de antemano es- : 
tuviere autorizado para esta delegación; pe- 
ro bien podrá bajo su responsabilidad em- 
plear sus dependientes en aquellas operacio- 
nes subalternas quo según la costumbre ge- 
neral del comercio se confian á estos. 

Art. 137. Todo comisionista tiene dere- 
cho á exigir de su comitente una retribución 
pecuniaria por el trabajo de habar evacuado 
su comisión. Cuando no haya intervenido 
entre el comisionista y el comitente un pac- 
to espreso que determine la cuota de esta 
retribución, se arreglará por el uso recibido 
generalmente en la plaza de comercio don-i 
de se cumplió la comisión. 

Art. 138. Está obligado además el comi- 
tente á satisfacer de contado al comisionista, 
no habiendo precedido pacto espreso que le 
conceda un plazo determinado, el importe 
de todos los gastos y desembolsos que haya 
hecho el comisionista para desempeñar la 
comisión, mediante cuenta detallada y justi- 
ficada, y si hubiere mediado alguna dilación 
entre el desembolso y reintegro, podrá el 
comisionista exigir que se le abone el interés 
legal de la cantidad que desembolsó, con tal 
que no haya sido moroso en rendir la cuenta. 

Art. 139. El comisionista por su parte 
está obligado á rendir al comitente desde 
luego que haya evacuado la comisión, cuen- 
ta detallada y justificada de las cantidades 
que percibió para ella, reintegrándole por 
los medios que este le prescriba el sobrante 
que resulte á su favor. En el caso de moro- 
sidad en su pago, queda responsable del in- 
terés legal de la cantidad retenida desde la 
fecha en que por la cuenta resulte deudor de 
el 'a. 

Art. 1 40 . Las cuentas que los comisionis- 
tas rindau á sus comitentes han ds concordar 
exactamente con los libros y asientos de es - 1 
tos. Todo comisionista á quien se pruebe 
quo una •cuenta do comisión no está confor- 
me con lu que resulto de sus libros, será 
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considerado reo de hurto, y juzgado como tal. 

Lo misino sucederá al comisionista que no 
obre con fidelidad en la rendición de su 
cuenta, alterando ios precios y pactos, bajo 
que se hizo la negociación á que esta se re- 
fiera, ó suponiendo ó exagerando cualquiera 
especie dolos gastos comprendidos en ella. 

Art. 141. El comisionista que habiendo 
recibido fondos para evacuar un encargo los 
distrajere para emplearlos en un negocio 
propio, abonará al comitente el interés legal 
del dinero desde el dia en que entraron en 
su poder dichos fondos, y todos los perjui- 
cios que le resulten por haber dejado de 
cumplir su encargo. 

Art. 1 42. Los riesgos que ocurran en la 
devolución de los fondos sobrantes en poder 
del comisionista después de haber desempe- 
ñado su encargo, son de cargo del comiten- 
te, á menos que en el modo de hacerla se 
hubiere separado el comisionista de las ór- 
denes é instrucciones que recibió del comi- 
tente. 

Art. 143. El comitente tiene facultad en 
cualquier estado del negocio de revocar, re- 
formar ó modificar la comisión; pero quedan 
á su cargo las resultas de todo lo que se 
haya practicado hasta entonces con arreglo 
á sus instrucciones. 

También debe abonar en este caso al co- 
misionista la retribución proporcional á las 
cantidades invertidas hasta aquel dia en la 
Comisión. 

Art. 144. En caso de fallecimiento del 
comisionista, ó de que por otra causa cual- 
quiera quede inhabilitado para desempeñar 
la comisión , se entiende esta revocada , y 
debe darse aviso al comerciante para que 
provea lo que entienda mas conveniente á 
sus intereses. 

Art. 145. Con respecto al comitente no 
se entiende revocada la comisión por su fa- 
llecimiento mientras los legítimos sucesores 
en sus bienes no hagan la revocación , sino 
que se trasmiten á estos todos les derechos 
y obligaciones que produjo la comisión con- 
ferida por su causante. 

Art.. 146. El comisionista que hubiere 
recibido efectos por cuenta ajena, sea porque 
los hubiese comprado para su comitente, ó 
porque este se Jos hubiese consignado para 
que los vendiera, ó para que los conservara 
en su poder ó ios remitiera á otro punto, es 
responsable de la conservación de los efec- 
tos en los términos que los recibió ; poro 
esta responsabilidad cesa cuando la destruc- 
ción ó menoscabo que sabrevenga en dichos 
electos proceda de caso fortuito inevitable. 

Art. 147. Tampoco es responsable el co- 
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misionista de que los efectos que obren en 
su poder se deterioren por el trascurso del 
tiempo, ó por otro vicio inherente tí la na- 
turaleza misma de los efectos. 

Art. 148. Cualquiera que sea la causa 
que produzca alguna alteración perjudicial 
en tos efectos que un comisionista tiene por 
cuenta de su comitente, debe hacerla cons- 
tar en forma legal sin pérdida de tiempo, y 
ponerla en noticia del propietario. , 

Arl. I tí). Las mismas diligencias debe 
practicar el comisionista siempre que al en- 
tregarse de los electos que le, hayan sido 
consignados notare que se hallan averiarlos, 
deteriorados y en distinto estado del que 
conste en las cartas de portesó fletamientos, 
ó de las instrucciones que le haya comuni- 
cado el propietario ; y no haciéndolo , podrá ¡ 
este exigir que el comisionista responda de I 
las mercaderías que recibió en los términos | 
en que se le anunció su remesa , y resulten ; 
de las cartas de portesó del conocimiento. 

Art. 150. Si por culpa del comisionista 
acrecieren ó se deterioraren los efectos aue Je 
estuvieren encargados, abonará a! propieta- 
rio el perjuicio que se le hubiere irrogado, 
graduándose el valor de las efectos por el 
precio justo que tuvieren en la plaza en el 
día 0:1 que sobrevino el daño. j 

Art. 151. Si ocurriere en los efectos en- j 
cargados aun comisionista alguna alteración j 
que hiciere urgente su venta para salvar la ' 
parle posible do su valor, y fuese tal la pre- j 
mura que no haya tiempo para dar aviso al í 
propietario, y aguardar sus órdenes, acudirá I 
el comisionista al Juzgado de primera ins~ i 
tancía. el cual autorizará la venta con las I 
solemnidades y precauciones que estime mas ! 
prudentes en beneficio del propietario. 

Art. 1 5*2 . El comisionista no puede alte- 
rar las marcas de los electos que hubiere 
comprado ó vendido por cuenta ajena, como 
el propietario no ¡o dé órden terminante 
para hacer lo contrario. 

Art. 153. Todas las economías y venta- 
jas que consiga el comisionista en jos con- 
tratos que haga por cuenta del comitente, J 
redundarán en provecho de este. ¡ 

Art. i 54. El comisionista que sin autori- 
zación de su comitente haga préstamos, an- 
ticipaciones ó ventas al liado, tema á su car- 
go todos los riesgos de la cobranza y reinte- 
gro de las cantidades prestadas, anticipadas 
ó fiadas, cuyo importe podrá el comitente 
exigir de contado: dejando á favor de! comi- 
sionista cualesquiera intereses, beneficio ó 
ventaja que redundaren dei crédito acorda- 
do por este, y desaprobado por él. 

Art. 155. Aun cuando el comisionista 
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esté autorizado para vender á plazos, no po- 
drá efectuarlo á personas de insolvabilidad 
conocida, ni exponer ¡os intereses de su co- 
mitente á un riesgo manifiesto y notorio. 

Art. 156. Siempre que el comisionista 
venda á plazos deberá expresar en las cuen- 
tas y avisos que dé al comitente los nombres 
de íos compradores, y no haciéndolo se en- 
enliende que las ventas fueron al contado. 

Igual manifestación hará el comisionista 
en toda clase de contratos que haga por 
cuenta ajena, siempre que los interesados lo 
ex i jan . 

Árt. 157. Lo dispuesto en el art. 154 no 
se entiende con los plazos de uso general 
que suelen darse en algunas plazas de co- 
mercio para pagar las ventas de todos ó cier- 
tos géneros, sino que el comisionista se ar- 
reglará á los usos adoptados sobre la mate- 
ria en la plaza donde, hace la venta, á menos 
que no haya recibido de su comitente órden 
expresa para lo contrario , en cuyo caso se 
conformará á lo que se le haya prescrito. 

Art. 158. Cuando el comisionista percibe 
sobre una venta, además de la comisión or- 
dinaria, otra llamada de garantía, correrán 
de su cuenta los riesgos de ia cobranza, que- 
dando en la obligación directa de satisfacer 
al comitente el producto de la venta á los 
mismos plazos pactados con el comprador. 

Art. 159. El comisionista que no verifi- 
care la cobranza de los caudales de su comi- 
tente á las épocas en que según el carácter 
y pactos de cada negociación son estos exi- 
gidles, se constituye responsable de las con- 
secuencias que en perjuicio de su comitente 
pueda producir su omisión, si no acredita 
que con la debida puntualidad usó de los me- 
dios legales para conseguir el pago. 

Art. 160. En las comisiones de letras de 
cambio ó pagarés endosables, se entiende 
siempre que el comisionista se constituye 
garante de las que adquiere ó negocia por 
cuenta ajena, como ponga en ellas su endo- 
so, y solo puede excusarse fundadamente á 
ponerlo , cuando preceda un pacto expreso 
entre el comitente y el comisionista exone- 
rándolo de dicha responsabilidad, en cuyo 
caso deberá girarse la letra ó extenderse el 
endoso á favor del comitente. 

Art. 161. Los comisionistas no pueden 
hacer la adquisición por sí, ni por medio de 
otra persona , de los efectos cuya enajena- 
ción les hava sido confiada, sin consenti- 
miento expreso del propietario. 

Art. 162. También es indispensable el 
consentimiento del comitente para que el 
comisionista pueda ejecutar una adquisición 
que le está encargada con efectos que obren 
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en su poder, bien sea que le pertenezcan á 
él mismo, ó que los tenga por cuenta ajena. 

Art. i 63. En los casos que previenen los 
ríos artículos precedentes , no tendrá. el co- 
misionista derecho á percibir la comisión or- 
dinaria de su encargo, sino que se arreglará 
á ia que haya de percibir por un pacto ex- 
preso; y si ño se hubiere hecho, y las partes 
no se aviniesen sobre este punto, se reduci- 
rá Ja comisión á la mitad de lo que importa- 
ría la ordinaria. 

Art. 164. Los comisionistas no pueden 
tener efectos do una mismaespecie pertene- 
cientes á distintos dueños bajo una misma 
marca, sin distinguirlos por una contramar- 
ca que evite confusión y designe la propiedad 
respectiva de cada comitente. 

Art. 165. Cuando bajo una misma nego- 
ciación se comprendan efectos de distintos 
comitentes; ó del mismo comisionista con los 
de algún comitente, debe hacerse la debida 
distinción en las facturas con indicación de 
las marcas y contramarcas que designen la 
procedencia de cada bulto, y anotarse en los 
libros en artículo separado lo respectivo á 
cada propietario. 

Art. 166. El comisionista que tenga 
créditos centra una misma persona proce- 
dentes de operaciones hechas por cuenta de 
distintos comitentes, ó bien por cuenta pro- 
pia y por la ajena, anotara' en todas las en- 
tregas que haga el deudor el nombre del in- 
teresado por cuya cuenta reciba cada una de 
ellas, y lo expresará igualmente en el docu- 
mento de descargo quedé al mismo deudor. 

Art. 167. Cuando en los recibos y en los 
libros se omita expresar la aplicación de la 
entrega hecha por e! deudor de distintas 
operaciones y propietarios, según se pres- 
cribe en el articulo precedente, se hará la 
aplicación á prorata de lo que importe cada 
crédito. 

Art. 168. Él comisionista encargado de 
una expedición de efectos que tuviere órden 
para asegurarlos, queda responsable, si no 
lo verificase, de los daños que á estos sobre- 
vengan, siempre que le estuviere hecha pro- 
visión de fondos para pagar el premio del se- 
guro, ó que dejase de dar aviso con tiempo 
al comitente de que no había podido cumplir 
su encargo según las instrucciones que se le 
habían comunicado. 

Si durante el riesgo quebrare el asegura- 
dor, queda constituido el comisionista en la 
obligación de renovar el seguro, si otra cosa 
no le estaba prevenida. 

Art. 169. Los efectos que se remiten en 
consignación de una plaza á otra, se entien- 
den especialmente obligados al pago de las 


anticipaciones que el consignatario hubiere 
hecho á cuenta de su valor y producto, y asi- 
mismo de los gas los de trasporte, recepción, 
conservación y uemás expendidos legítima- 
mente, v al derecho de comisión. 

Serán consecuencias de dicha obligación: 

1. ° Que ningún comisionista pueda ser 
desposeído de los efectos que recibió en con- 
signación, sin que previamente se le reem- 
bolse desús anticipaciones, gastos y derecho 
de comisión. 

2. ° Que sobre el producto de los mismos 
géneros sea pagado con preferencia á todos 
ios demás acreedores de! comitente, de lo 
que importen las precitadas anticipaciones, 
gastos y comisión. 

Art. 170. Para gozar de Ja preferencia 
que previene el artículo anteriores menester 
que les efectos estén en poder de! consigna- 
tario, ó que se hallen á su disposición en un 
depósito ó almacén público, ó que al menos 
se haya verificado la espedicion á la direc- 
ción del consignatario, y que este haya re- 
cibido un duplicado auténtico del conoci- 
miento ó carta de porte, firmado por el con- 
ductor ó comisionado encargado del tras- 
porte. 

Art. 171. Las anticipaciones que se ha- 
gan sobre géneros consignarlos por una per- 
sona residente en el mismo domicilio del co- 
misionista , se consideran como préstamos 
con prenda, y no van comprendidas en la dis- 
posion del art. 169 . 

Art. 172. En cuanto no se oponga á las 
disposiciones prescritas desde el art. 116 en 
adelante, ó no se encuentre determinado por 
ellas, se arreglarán los comitentes y los co- 
misionistas á las reglas generales del dere- 
cho común sobre el mandato. 

SECG. III. — De los factores y mancebos de 
comercio. 

Art. 173.. Ninguno puede ser factor de 
. comercio, si no tiene la capacidad necesaria 
' con arreglo á las leyes civiles para represen- 
tar á otro, y obligarse por él. 

‘Art. 174. Los factores deben tener un 
poder especial de la persona por cuya cuen- 
ta hagan el tráfico, del cual se tomará razón 
en el Registro general de comercio de la 
provincia y se fijará un extracto en los estra- 
dos del Juzgado de primera instancia del 
punto donde esté establecido el factor. 

Art. 175. Los factores constituidos con 
cláusulas generales se entienden autorizados 
para todos los actos que exige la dirección 
del establecimiento .-El ororiíetario uue se 
proponga reducir estas facultades, deberá 
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expresar en el poder las restricciones á que 
haya de sujetarse el factor. 

Art. 176. Los factores han de negociar 
y tratar á nombre de sus comitentes; y en 
todos los documentos que suscriban sobre 
negocios propios de estos, expresarán nue 
firman con poder de la persona 6 sociedad 
que representen. 

Alt. 177. Tratando los factores en los 
términos que oreviene el artículo preceden- 
te, recaen sobre los comitentes todas las 
obligaciones que contraen sus factores. Cual- 
quiera repetición que se intente para com- 
pelerles A su enmolimiento, se hará efectiva 
sobre les bienes del establecimiento, y no so- 
bre los que sean oropios del factor, á menos 
que no estén confundidos con aquellos en la 
misma localidad. 

Art. 178. Los contratos hechos por el 
factor de un establecimiento de comercio ó 
fabril que notoriamente pertenece á una 
persona 6 sociedad conocida, se entienden 
hechos por cuenta del propietario del esta- 
blecimiento, aun cuando el factor no lo ha- 
ya expresado al tiempo de celebrarlos, siem- 
pre que estos contratos recaigan sobre ob- 
jetos comprendidos en el giro y tráfico del 
establecimiento, 6 si aun cuando sean de otra 
naturaleza resulte que el factor obró con ór- 
den de su comitente, ó que este aprobó su 
gestión en términos espresos, ó por hechos 
positivos que induzcan presunción legal. 

Art. 179. Fuera de Jos casos prevenidos 
en el artículo anterior, todo contrato hecho 
por un factor en nombre propio lo deja obli- 
gado directamente bacía la persona con quien 
lo celebrare, sin perjuicio de que si la nego- 
ciación se hubiere hecho por cuenta de! 
comitente del factor, y !a otra parte contra- 
tante lo probase, tenga esta la opcion de 
dirigir su acción contra el factor ó contra su 
principal, pero no contra ambos. 

Art. 180. Los factores no pueden traficar 
por su cuenta particular, ni tomar interés 
bajo nombre propio ni ajeno en negociacio- 
nes del mismo género que las que hacen por 
cuenta de sus comitentes, á menos que estos 
les autoricen expresamente para ello, v eD 
el caso de hacerlo redundarán los beneficios 
que puedan traer dichas negociaciones en 
provecho de aquellos; sin ser de su cargo las 
pérdidas. 

Art. 181. No quedan exonerados los co- 
mitentes de las obligaciones que á su nom- 
bre contrajeren sus factores, aun cuando 
prueben que procedieron sin órden suya en 
una negociación determinada, siempre que 
el factor que la hizo estuviese autorizado 
para hacerla, según los términos del poder 


( Código de Com .) 119 

en cuya virtud obre, y corresponda aquella 
al giro del establecimiento que está bajo la 
dirección del factor. 

Art. 182. Tampoco pueden sustraerse los 
comitentes de cumplir das obligaciones que 
hicieren sus factores, á pretesto do que 
abusaron de su confianza y de las facultades 
que les estaban conferidas, ó de que consu- 
mieron en su provecho particular los efectos 
que adquirieron para sus principales. 

Art. 189. Las multas en que pueda in- 
currir el factor por contravenciones á las 
leyes fiscales ó reglamentos de administra- 
ción pública en las gestiones de su factoría, 
se harán efectivas desde luego sobre los 
bienes que administre, sin perjuicio del de- 
recho del propietario contra el factor por su 
culpabilidad en los hechos que dieren lugar 
á la pena pecuniaria. 

Art. 184. La personalidad de un factor 
para administrar el establecimiento de que 
está encargado, no se interrumpe por la 
muerte del 'propietario, mientras no se le 
revoquen los poderes; pero sí por la enaje- 
nación que aquel haga del establecimiento. 

Art. 185. Aunque se hayan revocado los 
poderes á un factor, ó haya este de cesar en 
sus funciones por haberse enajenado el es- 
tablecimiento que administraba, serán válidos 
los contratos que baya hecho después del 
otorgamiento de aquellos actos , hasta que 
llegaron á su noticia por un medio legítimo. 

Art. 186. Los factores observarán con 
respecto al establecimiento aue administran 
las mismas reglas de contabilidad que se han 
prescrito generalmente á los comerciantes. 

Art. 187. El gerente de un estableci- 
miento de comercio ó fabril por cuenta ajena, 
autorizado para administrarlo, dirigirlo y con- 
tratar sobre las cosas concernientes á él, 
con mas ó menos facultades, según haya 
tenido por conveniente e! propietario, tiene 
solamente el concepto legal de factor para 
las disposiciones que van prescritas en este 
título. 

Art. 1 88. Todos los demás oficios que los 
comerciantes acostumbran emplear con sala- 
rio fijo, como auxiliares de su giro y tráfico, 
carecen de la facultad de contratar y obli- 
garse por sus principales, á menos que no se 
las confieran estos expresamente para las 
operaciones que determinadamente Ies en- 
carguen; teniendo los que las reciban la ca- 
pacidad legal necesaria para contratar váli- 
damente. 

Art. 189. El comerciante que confiera a 
un mancebo de su casa el encargo exclusivo 
de una parte de su administración de comer- 
cio, como el giro de letras, la recaudación y 
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recibo de caudales bajo firma propia, ú otra 
semejante en que sea necesario que se sus- 
criban documentos que producen obligación 
y acción, le dará poder especia! para todas 
las operaciones que abrace dicho encargo, y 
este se registrará y anotará según va dis- 
puesto en el art. 174 coa respecto á los fac- 
tores. 

De consiguiente no será lícito á ios man- 
cebos de comercio girar, aceptar ni endosar 
letras, poner recibo en ellas, ni suscribir 
ningún otro documento de cargo ni de des- 
cargo sobre las operaciones de comercio de 
sus principales, sin que ai intento se hallen 
autorizados con poder suficiente. 

Art. 190. Si por medio de una circular 
dirigida á sus corresponsales diere un co- 
merciante á reconocer a' un mancebo de su 
casa, como autorizado para algunas opera- 
ciones de su tráfico, serán válidos y obliga- 
torios los contratos que este haga con las 
personas á quienes se comunicó la circular, 
siempre que estos sean relativos á la parte de 
administración confiada á dicho subalterno. 

Igual comunicación es necesaria para que 
la correspondencia de los comerciantes, fir- 
mada por sus mancebos, sea eficaz con res- 
pecto á las obligaciones que por ella se hayan 
contraido. 

Art. 19l. Las disposiciones de los ar- 
tículos 176, 177, 179, 181, 182, 183, 184 
y 165, se aplican igualmente á los mancebos 
de comercio que estén autorizados para regir 
una operación de comercio, ó alguna parte 
del giró y tráfico de su principal. 

Art. 192 Los mancebos encargados de 
vender por menor en un almacén público, 
se reputan autorizados para cobrar el pro- 
ducto de las ventas que hacen; y sus recibos 
son válidos, expidiéndolos á nombre de sus 
principales. 

Igual facultad tienen los mancebos que 
venden en los almacenes por mayor, siempre 
que las ventas sean ai contado, y el pago se 
verifique en el mismo almacén; pero cuando 
las cobranzas se hacen fuera de este, ó pro- 
ceden de ventas hechas á plazos, los recibos 
serán suscritos necesariamente por el prin- 
cipal, su factor ó legítimo apoderado consti- 
tuido para cobrar. 

Art. 193. Los asientos hechos por los 
mancebos de comercio encargados de la con- 
tabilidad en los libros y registros de sus prin- 
cipales, causan los misinos efectos, y les 
paran á estos perjuicio, como si hubieran 
sido hechos por ellos mismos. 

Art. 194. Cuando un comerciante en- 
carga á su mancebo ia recepción de las mer- 
caderías qué ha comprado, ó que por otro 
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título deben entrar en su poder, y este las 
recibe sin repugnancia ni reparo en su cali- 
dad v cantidad, se tiene por bien hecha la 
entrega á perjuicio del mismo principal, y no 
se admitirán sobre ella mas reclamaciones 
que las que podrían tener lugar si aquel en 
persona las hubiera recibido. 

Art. 195. Ni los factores ni los mancebos 
de comercio pueden delegar en oíros los en- 
cargos que recibieren de sus principales, sin 
noticia y consentimiento de estos; y caso de 
hacer esta delegación en otra forma, res- 
ponderán directamente de las gestiones de 
los sustitutos, y de las obligaciones contraí- 
das por estos. 

Art. 196. No estando determinado el 
plazo del empeño que contrajeren los facto- 
res y mancebos con sus principales, puede 
cualquiera de Jos contrayentes darlo por fe- 
necido, dando aviso á la otra parte de su re- 
solución con un mes de anticipación. 

El factor ó mancebo despedidos por su 
principal, tendrán derecho al salario que 
corresponda á dicha mesada; pero no podrán 
obligarle á que Jos conserve en su estable- 
cimiento, ni en el ejercicio sus funciones. 

Art. 197. Cuando el contrato entre el 
factor ó mancebo y su principal se hubiere 
hecho, fijando ei término que debían durar 
sus efectos, no pueden arbitrariamente las 
partes separarse de su cumplimiento; y sí 
lo hicieren, estará obligada la parte que lo 
haga á indemnizar á la otra de los perjuicios 
que por ello le sobrevengan. 

Art. 198. Se estima arbitraria la inobser- 
vancia del contrato entre el comerciante y 
su factor ó mancebo, siempre que no se fun- 
de en una injuria que haya hecho el uno á 
ia seguridad, al honor ó á ¡os intereses del 
otro. Esta calificación se hará prudencial- 
menfe por el tribunal ó juez competente, te- 
niendo en consideración el carácter de las 
relaciones que median entre el súbdito y el 
superior. 

Art. 199. Con respecto á los comercian- 
tes se declaran causas especiales para que 
puedan despedir á sus factores ó mancebos, 
no obstante cualquiera empeño contraído por 
tiempo determinado.: 

1" Todo acto de fraude y abuso de con- 
fianza eD las gestiones que estuvieren en- 
cargadas al factor. 

2. ü Si estos hicieren alguna negociación 
de comercio por cuenta propia, ó por la de 
otro que no sea su principal, sin conocimien- 
to y espreso permiso de este. 

Art. 200. Los factores y mancebos de co- 
mercio son responsables á sus principales de 
cualquiera, lesión que causen á sus intereses, 
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por haber procedido en el desempeño de sus 
funciones con malicia, negligencia culpable, 
ó iufmccíon de las órdenes é inducciones 
que aquellos les hubieren dado. 

Art. 201. Los accidentes imprevistos é 
inculpables que impidan álos factores y man- 
cebos asalariados desempeñar su servicio, no 
interrumpirán la adquisición del salario que 
les corresponda, como no haya pacto en 
contrario, y con tal que la inhabilitación no 
exceda de tres meses. 

Art. 202. * Si por efecto inmediato y di- 
recto del servicio que preste un mancebo de 
comercio esperimentarc algún gasto estraor- 
dinario ó pérdida, sobre cuya razón no se 
haya hecho pacto espreso entre él y su prin- 
cipal, será de cargo de éste indemnizarle del 
mismo gasto ó pérdida. 

SECC. IV — De los porteadores. 

Art. 203. La calidad de porteador de co- 
mercio se extiende no solo á los que se en- 
cargan de trasportar mercaderías por tierra, 
sino también á los que hacen el trasporte 
por ríos y canales navegables; pero no están 
comprendidos eu esta denominación los agen- 
tes del trasporte marítimo. 

Art. 204. Tanto el cargador de las mer- 
caderías como el porteador de ellas, pueden 
exigirse mutuamente que se estienda una 
car.a de porte en que se expresará: 

1. ° El nombre apellido y domicilio del 
cargador. 

2. ° El nombre, apellido y domicilio del 
porteador. 

3. ^ El nombre, apellido y domicilio de la 
persona á quien va dirigida Ja mercadería. 

4. ° La fecha en que se hace la expedi- 
ción. 

5. ° El lugar en donde ha'jde hacerse la 
entrega. 

6. ° La designación de las mercaderías en 
que se hará mención de su calidad genérica, 
de su peso, y de las marcas ó signos exterio- 
res de los bultos en que se contengan. 

7. ° El precio que se ha de dar por el 
porte, 

8. ° El plazo dentnfdel que se ha de ha- 
cer la entrega al consignatario. 

9. ® La indemnización que haya de abo- 
nar el porteador en caso de retardo , si 
sobre este punto ha mediado algún pacto. 

Art. 205. La carta de porte es el título 
legal del contrato hecho entre el cargador y 
el porteador, y por su contenido se decidirán 
las contestaciones que ocurran sobre su eje- 
cución y cumplimiento, sin admitirse mas ex- 
cepción en eoutrario que las de falsedad y 
error involuntario en su redacción. 
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Art. 206. En defecto de carta de porte 
se estará al resultado de las pruebas juridicas 
que haga cada parte eu apoyo de sus respec- 
tivas pretensiones, y el cargador estará ante 
todas cosas obligado á probar la entrega de 
la mercadería al porteador, en caso que este 
la segare. 

Art, 207. El porteador recogerá la caria 
de porte original, y el cargador puede exi- 
; girle un duplicado de ella, suscrito por el 
porteador, el cual le servirá de título para 
reclamar en caso necesario la entrega de los 
1 efectos dados al porteador en el plazo, y ba- 
jo las condiciones convenidas. 

! Cumplido el contrato por ambas partes, 
se canjearán ambos títulos , y en virtud de 
este canje se tendrán por canceladas sus res- 
pectivas obligaciones y acciones. 

En caso de que por extravío ú otra causa 
no pueda él consignatario devolver al por- 
teador en el acto de recibir los géneros el 
duplicado de la carta de portes, deberá dar- 
le un recibo de los electos entregados. 

Art. 208. Las mercaderías se trasportan 
á riesgo y ventura del propietario y no al 
del porteador, si expresamente no se ha con- 
venido lo contrario. 

En su consecuencia serán de cuenta del 
propietario todos los daños y menoscabos que 
sobrevengan á sus géneros, durante el tras- 
porte, por caso fortuito inevitable, por violen- 
cia insuperable , ó por la naturalezr y vicio 
propio de ios mismos géneros , quedando á 
cargo del porteador probar estas ocurrencias 
en forma legal y suficiente. 

Art. 209. Fuera de los casos previstos 
en el artículo anterior, el porteador está obli- 
gado á entregar los efectos cargados en el 
mismo estado en que resulte de la carta de 
portes haberlos recibido , sin desfalco, detri- 
mento ni menoscabo alguno; y no haciéndo- 
lo, pagará el valor que estos debieran tener 
en el punto donde debía hacerse la entrega 
' á la época en que correspondía ejecutarse. 

Art. 210. La estimación de los efectos 
que el porteador deba pagar en caso de pér- 
dida ó estravío, se hará con arreglo á la de- 
signación que se les hubiere dado eD la car- 
ta de porte ; sin admitirse al cargador prue- 
ba sobre que entre el género que en ella de- 
claró entregar, se contenían otros de mayor 
valor, ó dinero metálico. 

Art. 211 Las bestias , carruajes, barcos, 
aparejos y todos los demás instrumentos 
principales y accesorios del trasporte, están 
especialmente obligados eD favor del carga- 
dor, corno hipoteca de los efectos entrega- 
dos al porteador. 

Art. 212. Todas las averías que sobre- 
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vengan en las mercaderías durante su tras- 
porte, que r¡o procedan de alguna de las tres 
causas designadas en el art. 208, son de 
cargo del porteador. 

Art.. 213. Igualmente responde el por- 
teador de las averías que procedan de caso 
fortuito, ó de la naturaleza misma de los 
efectos que se trasportan , si so probare que 
ocurrieron por negligencia suya, ó porque 
hubiere dejado de tomar aquellas precau- 
ciones que el uso tiene adoptadas entre per- 
sonas diligentes. 

Art. 214. Cosa la responsabilidad del 
porteador en las averías cuando se cometa 
engaño en la carta do portes, suponiéndolas 
de distinta calidad genérica que la que ten- 
gan realmente. 

Art. 215, Si por efecto de las 'averías 
quedaren inútiles los géneros para su venta 
y consumo en los objetos propios de su uso, 
no estará obligado el consignatario á reci- 
birlos, y podrá dejarlos por cuenta del por- 
teador, exigiéndole su valor al precio corrien- 
te. en aquel dia. 

Cuando entre los géneros averiados se ha- 
llen algunas piezas en buen estado y sin de- 
fecto alguno, tendrá lugar la disposición an- 
terior enn respecto á tos deteriorados, y el 
consignatario recibirá los que estén ilesos, 
haciéndose esta segregación por piezas dis- 
tintas y sueltas, y sin que para ello se divida 
en partes un mismo objeto. 

Art. 216. Cuando el efecto de las averías 
sea solo una diminución en el valor del géne- 
ro, se reducirá la obligación del porteador á 
abonar lo que importe este menoscabo á 
juicio de peritos. 

Art. 217. La responsabilidad del portea- 
dor comienza desde el momeuto en que re- 
cibe las mercaderías por sí, ó por medio de 
persona destinada al efecto en el lugar que 
se le indicó para cargarlas. 

Art. 218. Si ocurrieren dudas y contes- 
taciones entre el consignatario y ei portea- 
dor sobre el estado en que se hallen las mer- 
caderías al tiempo de hacerse la entrega , se 
reconocerán por peritos nombrados amiga- 
blemente por las partes, ó en su defecto por 
la autoridad judicial, haciéndose constar por 
escrito las resultas; y si en su vista no que- 
daren conformes los interesados en sus di- 
ferencias, se procederá al depósito de las mer- 
caderías en almacén seguro, y aquellos usa- 
rán de su derecho como corresponda. 

Art. 219. , Dentro de las veinticuatro ho- 
ras siguientes a! recibo de las mercaderías, 
tendrá lugar la reclamación contra el portea- 
dor por daño 6 avería que se encontrare en 
ellas al abrir los bultos , con tal que no se 
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reconocieran en la parte exterior de estos las 
señales del daño ó avería que se reclame. 

Después de haber trascurrido el expresa- 
do término de veinticuatro horas , ó que se 
hubiesen pagado los portes, es inadmisible 
toda repetición contra el porteador sobre el 
estado en que haga la entrega de los géneros 
que condujo. 

Art. 220. El porteador es responsable de 
todas las resultas a que pueda dar lugar su 
omisión en cumplir con las formalidades 
prescritas por las leyes fiscales en todo el 
curso del viaje, y á su entrada en el punto 
á donde van destinadas. 

Pero si el porteador hubiere procedido en 
ello en virtud de órden formal del cargador 
ó consignatario de las mercaderías, quedará 
exento de aquella responsabilidad', sin per- 
juicio de las penas corporales ó pecuniarias 
en que ambos ¡hayan incurrido con arreglo 
á derecho. 

Art. 221. El porteador no tiene perso- 
| nalidnd para investigar e! título con que el ■ 
| consignatario recibe las mercaderías que 
¡ trasporte, v debe entregarlas sin demora ni 
l entorpecimiento alguno , por el solo hecho 
1 de estar designado en la carta de portes para 
recibirlas. De no hacerlo se constituye res- 
ponsable de todos los perjuicios que por la 
demora se causen al propietario. 

Art. 222. No hallándose en el domicilio 
indicado en la carta de portes el consigna- 
tario de los efectos que conduce el portea- 
dor, ó rehusando recibirlos, se proveerá su 
depósito por el juez local á disposición de! 
cargador ó remitente de ellos , sin perjuicio 
de tercero de mejor derecho. 

Art,. 223. El cargador puede variar la 
consignación de los efectos que entregó al 
porteador mientras estuvieren en camino, y 
este cumplirá sil órden con tal que al tiempo 
de prescribirle la variación de destino , le 
devuelva en el acto el duplicado de la carta 
de portes suscrita por el porteador. 

Art. 224. Si la variación de destino dis- 
puesta por el cargador exigiese que el por- 
teador varíe de ruta, ó pase mas adelante 
del punto designado en la carta de portes 
para la entrega, se fijará de cojnun acuerdo 
la alteración que haya de hacerse en el pre- 
cio de los portes, y en otra forma no tendrá 
mas obligación el porteador que la de hacer 
la entrega en el lugar prefijado en e! primer 
contrato. 

Art. 225. Cuando medie pacto expreso 
entre e! cargador y porteador sobre el cami- 
no por donde deba hacerse el trasporte, no 
podrá el porteador variar Ir. ruta, y en caso 
de hacerlo se constituye responsable á todos 
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los daños que por cualquiera causa sobreven- 
gan á los géneros que trasporta, además. de 
pagar la pena convencional que haya podido 
ponerse en el pacto. 

Si no hubiere intervenido dicho pacto, 
quedará á arbitrio del porteador elegir el ca- 
mino que mas le acomode, siempre que se 
dirija via recta al punto donde debe entre- 
gar los géneros. 

Art. 226. Estando prefijado el plazo para 
la entrega de las mercaderías, se habrá de 
verificar esta dentro de él, y en su defecto 
pagará el porteador la indemnización pacta- 
da en la carta de portes, sin que el cargador 
ni el consignatario tengan derecho á otra 
cosa. 

Mas cuando la tardanza exceda un doble 
del tiempo prefijado en la carta de portes, 
además de pagar la indemnización queda 
responsable el porteador de los perjuicios que 
hayan podido seguirse al propietario. 

Art, 227. No habiendo plazo nrefijado 
para la entrega de los efectos, tendrá el por- 
teador la obligación de conducirlos en el 
primer viaje que haga al punto donde debe 
entregarlos; y no haciéndolo , serán de su 
cargo los perjuicios que se ocasionen por la 
demora. 

Art. 228. Los efectos porteados están es- 
pecialmente obligados á la responsabilidad 
del precio del trasporte y de los gastos y de- 
rechos causados en su conducción. Este de- 
recho se trasmite sucesivamente de un por- 
teador á otro hasta el último que haga la 
entrega de los géneros, el cual reasume en 
sí las acciones de los que le han precedido 
en la conducción. 

Art. 229. Con el privilegio establecido 
en el artículo anterior en favor del porteador 
sobre los efectos que condujo, cuando pasen 
á tercer poseedor después de haber tras- 
currido tres días desde su entrega, ó si den- 
tro del mes siguiente á esta entrega no usa- 
re de su derecho. En ambos casos no tendrá 
otra calidad que la de un acreedor ordinario 
por acción personal contra el que recibió 
los efectos. 

Art. 290. Los consignatarios no pueden 
diferir e! pago de los portes de los géneros 
que recibieren después de trascurridas las 
veinticuatro horas siguientes á su entrega, 
v en caso do retardo, sin hacer reclamación 
alguna sobre desfalco ó avería en ellos, pue- 
de el porteador exigir la venta judicial délos 
géneros que condujo en cantidad suficiente 
para cubrir el precio de trasporte, y los gas- 
tos que haya suplido. 

Art. 231. El derecho de! porteador al 
pago de lo que se le deba por el trasporte y 


gastos de los efectos entregados al consigna- 
tario, no se interrumpe por la quiebra de 
este, siempre que lo reclame dentro del mes 
siguiente al dia de la entrega. 

Art. 232. I.as disposiciones contenidas 
desde el art. 204 en adelante , se entienden 
del mismo modo con los que aun cuando no 
hagan por sí mismos el trasporte de los efec- 
tos de comercio, contratan hacerlo por me- 
dio de otros, ya sea corno asentistas en una 
operación particular y determinada , ó ya 
como comisionistas de trasportes y conduc- 
ciones. 

En cualquiera’de ambos casos quedan sub- 
rogados on el lugar de los mismos portea- 
dores , tanto en cuanto á las obligaciones y 
responsabilidad de estos , como en cuanto á 
sus derechos. 

Art. 239. Los comisionistas de traspor- 
tes están obligados, fuera de las demás obli- 
gaciones impuestas por las leyes de este Có- 
digo á todos los que ejercen el comercio en 
comisión, á llevar un registro particular con 
las formalidades prescritas en el art. 40, en 
que se sentarán por órden progresivo de 
números y fechas todos los efectos de cuyo 
trasporte se encargan , con expresión de su 
calidad, personas que los carga, destino que 
llevan, nombres y apellidos, y domicilios del 
consignatario y del porteador, y precio del 
trasporte. 


Libro segundo. 


De los contratos del comercio en general, »us 
formas y efectos, 


TITULO PRIMERO. 


DISPOSICIONES PRELIMINARES SOBRE LA FOR- 
MACION DE LAS OBLIGACIONES DE COMERCIO. 

Art. 234. Los contratos ordinarios del co- 
mercio están sujetos á todas las reglas gene- 
rales que prescribe el derecho común sobre 
la capacidad de los contrayentes y demás re- 
quisitos que deben intervenir en la forma- 
ción de los contratos eD general , así como 
sobre las excepciones que impiden su eje- 
cución, y las causas que los rescinden é in- 
validan. 'bajo la modificación y restricciones 
que establecen las leyes especiales del co- 
mercio. 

Art. 235. Los comerciantes pueden con- 
tratar y obligarse : 

1. ° ' Por escritura pública. 

2. " Con intervención de corredor, esten- 
diéndose póliza escrita del contrato, ó refi- 
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riéndose á la fé y asientos de aquel oficial 
público. 

3.° Por contrata privada, escrita y fir- 
mada por los contratantes, ó algún testigo a 
su ruego y en su nombre. 

-i. 0 Por correspondencia epistolar. 

De cualquiera de estos modos que los co- 
merciantes contraten quedan obligados, y 
se les podré compeleren juicio al cumpli- 
miento de las obligaciones que contrajeron. 

Art. 236. Se esceptuan de la disposición 
precedente aquellos contratos sobre que se 
establecen determinadamente en este Código 
formas y solemnidades particulares, Jas cua- 
les se observarán puntualmente, so pena de 
declararse la nulidad uel contrato en caso 
de oposición de cualquiera de las partes, y 
de ser ineficaces é inadmisibles en juicio 
para intentar acción alguna. 

Art. 237. También pueden los comer- 
ciantes contratar de palabra, y serán válidos 
sns.contratos aunque no se hayan redactado 
por escrito, siempre que. el interés del con- 
trato no esceda de mil reales vellón, y aun 
en este caso no tendrá este fuerza ejecutiva 
en juicio, hasta que por confesión de los obli- 
gados, ó en otra forma legal, se pruebe la 
existencia del contrato, v los términos en que 
este se hizo. 

En las ferias y mercados se estenderá di- 
cha cantidad á la de tres mi! reales. 

Art. 238. Los contratos por mayor can- 
tidad que las que van designadas en el articu- 
lo precedente, se reducirán necesariamen- 
te á escritura pública ó privada, sin Jo cual 
no tendrá fuerza obligatoria civil. 

Art. 239. Las escrituras ó pólizas de los 
contratos celebrados en territorio español, 
se estenderán en el idioma vulgar del reino, 
y en otra forma no se fes dará curso en 
juicio. 

Art.. 340. Tampoco será eficaz ningún 
documento de contrato de comercio en que 
haya blanco algún o, raspadura ó enmienda 
que no esten salvadas por los contratantes 
bajo su firma. 

Art. 24 1 . Tratando las partes de viva voz 
un negocio, se entenderá perfecto el con- 
trato que de él resulte, y quedarán sujetas á 
su cumplimiento desde que convinieren en 
términos espresos y claros sobre la cosa que 
fuere objeto del contrato, y las prestaciones 
que respectivamente deba hacer cada con- 
tratante, determinando todas las circunstan- 
cias que deberán guardarse en el modo de 
cumplirlas. 

Art. 242, Cuando medie corredor en la 
negociación, se tendrá por concluido y per- 
fecto el contrato luego que las partes contra- 
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tant.es hayan aceptado positivamente y sin 
reserva alguna las propuestas del corredor, 
hasta cuyo caso tendrán la libertad de re- 
tractar y dejar ineficaces las instruciones da 
das á este. 

Art. 243. En las negociaciones que se 
traten por correspondencia se considerarán 
concluidos los contratos, y surtirán efecto 
obligatorio, desde que el que recibió la, pro- 
puesta espida la carta de contestación acep- 
tándola pura y simplemente, sin condición 
ni reserva, y hasta este punto está en liber- 
tad el proponente de retractar su propuesta, 
á menos que al hacerla no se hubiese com- 
prometido á esperar contestación, y á no 
disponer del objeto del contrato, sino des- 
pués de desechada su proposición, ó hasta 
que hubiere trascurrido un término deter- 
minado. 

Las aceptaciones condicionales no soú 
obligatorias hasta que el primer proponente 
dé aviso de haberse conformado con la con- 
dición. 

Art. 244. Para que el contrato de comer- 
cio produzca acción, es indispensable que 
verse sobre un objeto efectivo, real y deter- 
minado del comercio. 

Art. 245. Cuando en el contrato mercan- 
1 til se haya fijado penado indemnización con- 
tra el que no lo cumpliere, puede la parte 
: perjudicada exigir, ó bien el cumplimiento 
del contrato por los medios de derecho, ó 
bien la pena prescrita; pero usando de una 
de estas dos acciones, queda estinguida 
la otra. 

Art. 246. Las convenciones ilícitas no 
producen obligación ni acción, aunque re- 
caigan sobre operaciones mercantiles. 

Árt. 247 Los contratos de comercio se 
lian de ejecutar y cumplir de buena fé, se- 
gún los términos en que fueron hechos y re- 
dactados, sin tergiversar con interprelacio- 
c nes arbitrarias el sentido propio y genuino 
1 de las palabras dichas ó escritas, ni restrin- 
gir los efectos que naturalmente se deriven 
del modo en que los contratantes hubieren 
esplicado su voluntad, y contrajeren sus obli- 
gaciones. 

Art. 248. Estando bien manifiesta por 
los mismos términos del contrato ó por sus 
antecedentes y consiguientes la intención de 
los contratantes, se procederá á su eje- 
cución con arreglo á ella, sin admitirse opo- 
siciones fundadas en defectos accidentales de 
las voces y términos de que hubieren usado 
las partes, ni otra especie de sutilezas que 
no alteren la sustancia de la convención. 

Art. 249. Cuando haya necesidad de in- 
terpretar las cláusulas del contrato, y los 
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contratantes no resuelvan de común acuer- 
do la duda ocurrida, se tendrán por bases 
de su interpretación: 

1. a Las clausulas adveradas y consenti- 
das del mismo contrato que puedan esplicar 
las dudosas. 

2. a Los hechos de las partes subsiguien- 
tes al contrato que tengan relación con lo 
que se disputa. 

3. a El uso común y práctica observada 
generalmente en Jos casos de igual natu- 
raleza. 

4. a El juicio de personas prácticas en el 
ramo de comercio á que corresponda la ne- 
gociación que ocasiona la duda. 

Art. 25Ó. Omitiéndose en la redacción 
de un contrato cláusulas de absoluta nece- 
sidad para llevar á efecto lo contratado, se 
presume que las partes quisieron sujetarse á 
lo que en casos de igual especie se practicare 
en el punto donde el contrato debia recibir 
su ejecución, y en este sentido se procederá, 
si los interesados no se acomodaren á espii— 
car su voluntad de común acuerdo. 

Art. 231. Si hubiere divergencia entre 
los ejemplares de una misma contrata que 
presenten las partes para apoyar sus respec- 
tivas pretensiones, y el contrato se hubiere 
hecho con intervención de corredor, se 
esplicará la duda, ó se resolverá la con- 
tradicion por lo que resalte de los asien- 
tos hechos en los libros del corredor, siem- 
pre que estos se encuentren arreglados á de- 
1 recho. 

Art. 252. En caso de rigorosa duda, que 
no pueda resolverse por los medios indicados 
en el art. 249, se decidirá esta en favor del 
deudor. 

Art. 253. Toda estipulación hecha en 
moneda, peso ó medida que no sea corriente 
en el país donde deba ejecutarse, se reducirá 
por convenio de las partes, ó á juicio de pe- 
ritos en caso de discordancia, á las monedas, 
pesos y medidas que estén en uso donde se 
dé cumplimiento al contrato. 

Art. 254. Cuando en el contrato se hu- 
biere usado para designar la moneda, el peso 
ó la medida, de una voz genérica que con- 
venga á valores ó cantidades diferentes, se 
entenderá hecha la obligación en aquella 
especie de moneda, peso ó medida que esté 
en uso para los contratos de igual naturaleza. 

Art. 255. Siempre que tratándose de dis- 
tancia en los contratos se hable genérica- 
mente de leguas, ú horas, se entenderán las 
que estén en uso en el pais á que haga refe- 
rencia el contrato. 

Art. 256, En todos los cómputos de dias, 
meses y anos, se entenderán el dia de veinti- 
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cuatro horas, los meses según están designa- 
! dos en el calendario gregoriano, y el año de 
¡ trescientos sesenta y cinco dias. 

Art. 257. En las obligaciones mercan- 
¡ tiles contraidas á término fijo, que consistan 
j en número determinado de dias, no se cuenta 
I en caso alguno el de la fecha del contrato, si 
! no mediare pacto expreso para hacerlo; pero 
j sí el de la expiración del término. 

| Art. 258. Ninguna reclamación judicial 
: sobre la ejecución de obligaciones á término 
i es admisible hasta el dia después del venei- 
j miento. 

i Art. 259. No se reconocerán términos 
i de gracia, cortesia, ó que bajo cualquiera 
í otra denominación difieran el cumplimiento 
| de las obligaciones mercantiles, sino el que 
\ las partes hubieren prefijado en el contrato, 
I ó se apoye en una disposición terminante de 
derecho. 

Art. 260. Las obligaciones que no tienen 
término prefijado por las partes, son ex i gi bies 
á los diez dias despuus de contraídas, si solo 
producen acción ordinaria, y al dia inmedia- 
to si llevan aparejada ejecución (lj. 

Art. 261. Los efectos ele la morosidad en 
el cumplimiento de las obligaciones mercan- 
tiles no comienzan sino desde que el acreedor 
interpelare judicialmente al deudor, ó le in- 
timare la protesta de daños y perjuicios hecha 
contra él ante un juez, escribano ú otro ofi- 
cial público autorizado para recibirla. 

Art. 262. Las obligaciones mercantiles se 
prueban: 

1. ° Por escritura pública. 

2. ° Por certificación ó notas firmadas de 
los corredores que intervinieren en ellas. 

3. u Por contratos privados, 

4. ° Por las facturas y minutas de la ne- 
gociación, aceptadas por la parte contra quien 
se producen. 

5. ° Por la correspondencia. 

6. ° Por los libros de comercio que estén 
arreglados á derecho. 

7. ° Por la prueba testimonial. 

Las presunciones son también admisibles, 
calificándose según las reglas del derecho 
común el grado de prueba que les corres- 
ponda. 

Art. 263. Las obligaciones mercantiles 
se extinguen por los modos prescritos en el 
derecho común sobre los contratos en gene- 
ral, salvas las disposiciones especiales, que 
para casos determinados se dan en este 
Código. 


(1) Respecto á préstamos por tiempo inde- 
terminado, véanse los arts. 390 y 391. 
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TÍTULO 11. 

DE LAS COMPAÑÍAS MGHCANTILKS- (1). 

SECCION I .—De las diferentes especies de 

compañías, sus efectos respectivos , y for- 
malidades con que se fian de contraer. 

Art. 264. El contrato de compañía, por 
el cual dos ó mas personas se unen, poniendo 
en común sus bienes e industria, o alguna 
de estas cosas, con objeto de hacer algún lu- 
cro, es aplicable ¡í toda especie de operacio- 
nes de comercio bajo las disposiciones gene, 
rales del derecho común, con las modnica- 
ciones y restricciones que establecen las 
leyes del comercio. 

Art. 26o. Puede contraerse la compañía 
mercantil: 

i. u En nombre colectivo bajo pactos co- 
munes i todos los socios, que participen eu 
la proporción que hayan establecido, de los 
misinos derechos y obligaciones, y esta se 
conoce con el nombre de compañía regular 
colectiva. 

2 A Prestando una ó varias personas los 
fondos para estar á las resultas ue nis opera- 
ciones sociales, bajo la dirección exclusiva 
de otros socios que los manejen eu su nom- 
bre particular; esta se titula compañía en 
comandita. 

TA Creándose un fondo por acciones de- 
term¡:¡,. las para girarlo sobre uno ó muchos 
objetos, que den nombre á la empresa social, 
cuyo manejo se encargue á mandatarios ó 
administradores amovibles a voluntad de ios 
socios, y esta compañía es la que lleva ,ei 
nombre de anónima. 

Art. 266. La compañía colectiva ha de 
girar bajo el nombre de todos ó alguno de los 
socios, sin que en su razón ó lumia comer- 
cial pueda incluirse ei nombre de persona 
que no pertenezca de presente á la sociedad. 

Art. 267. Todos Jos que formen la so- 
ciedad mercantil colectiva, sean ó no admi- 
nistradores del caudal social, están obligados 
solidariamente a las resultas de lis opera- 
ciones que se hagan á nombre y por cuenta 
de Ja sociedad, bajo la iirma que esta tenga 
adoptada, y por persona autorizada para la 
gesiion y administración de sus negocios. 

Art. 266, Los socios que por cláusula 
expresa del contrato social esteu excluidos 
de contratar á nombre de la sociedad, y de 
usar de su tirina, no ia obligarán con sus 


(I) Véase el artículo Sociedades mercan- 
tiles. 
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. actos particulares, aunque tomen para ha- 
cerlo ei nombre de la compañía siempre que 
sus nombres no estén incluidos en la razón 
social; pero si lo estuvieren, soportará la so- 
ciedad las resultas de estos actos, salvo su 
derecho de indemnización contra los bienes 
particulares del socio que hubiere obrado sin 
autorización. 

Art.. 269. No tendrán representación de 
socios para efecto alguno del giro social los 
dependientes de comercio, á quienes por vía 
de remuneración de sus trabajos se les dé 
una parte en las ganancias, Ja cual adquiri- 
rán para sí sin retroacción en ningún caso, 
luego que la hayan percibido, á jas épocas 
pretijadas en sus ajustes, y no antes. 

Art. 270. En las compañías de comandita 
son también responsables solidariamente de 
los resultados de todas sus operaciones ei so- 
cio ó socios que tengan el manejo y direc- 
ción de la compañía, ó estén incluidos en el 
nombre ó razón comercial de ella. 

Art. 271. Los comanditarios no pueden 
incluir sus nombres en tarazón comercial de 
sociedad. 

Art. 272. Tampoco pueden los socios co- 
manditarios hacer acto alguno de adminis- 
tración de Jos intereses de Ja compañía, ni 
aun en calidad de apoderados de Jos socios 
gestores. 

Art. 273. La responsabilidad de Jos so- 
cios comanditarios en las obligaciones y pér- 
didas de la compañía, está limitada á ios ion- 
dos que pusieron ó se empeñaron á poner 
en la comandita , fuera del caso de contra- 
vención al art. 271, que los constituirá eu la 
misma reeponsabiiidad que tienen los socios 
gestores sobre todos los actos de la com- 
pañía. 

Art. 274, Las compañías colectivas pue- 
den recibir un socio comanditario, con res- 
pecto al cual regirán las disposiciones esta- 
blecidas sóbrelas sociedades en comandita, 
quedando sujetos los demás socios á las re- 
glas comunes délas sociedades colectivas. 

Art. 275. Podrá dividirse en aceioues el 
capital de las compañías eu comandita, y 
subdividirse las acciones en cupones; sin 
que por eso dejen de estar sujetas á las re- 
glas establecidas para esta especie de com- 
pañías. 

En caso de emitirse documentos de cré- 
dito, que representen estas acciones ó sus 
fracciones, se observará lo que se previene 
en el art. 281 . 

Art. 276. Las compañías anónimas na 
tienen razón sociai, ni se designan por ios 
nombres de sus socios, sino por el objeto ú 

objetos para que se hubiesen formado: su 
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establecimiento se ha de hacer- en la forma . 
(jue prescribe el art. 293. ■ 

Art. 277. Los administradores de las so- 
ciedades anónimas se nombrarán en la for- 
ma que prevengan sus reglamentos , y no 
son responsables personalmente , sino del 
buen desempeño de las Junciones que según 
estos mismos reglamentos estén á su cargo. 

Art. 278. Los somos no responden tam- 
poco de las obligaciones de la compañía anó- 
nima, sino hasta la cantidad del interés que 
tengan en ella. 

Art. 279. La masa social compuesta dei 
fondo capital y délos beneüeios acumulados 
á él, es solamente responsable eu las com- 
pañías anónimas de las obligaciones contraí- 
das en su manejo y administración por per- 
sona legítima, y bajo la forma prescrita en 
sus reglamentos. 

Art. 280. Las acciones de los socios en 
las compañías anónimas pueden represen- 
tarse para ia circulación en el comercio por 
cédulas de crédito reconocido , revestidas de 
las formalidades que los reglamentos esta- 
blezcan , y subdividirse en porciones de un 
valor igual. 

Art. 281. Estas cédulas no podrán emi- 
tirse por valores prometidos, sino por los 
que se hayan hedió efectivos en Ja caja so- 
cial antes de su emisión. Los consignatarios 
de las cédulas que se expidan, sin que cons- 
te de los libros de la compañía la entrega 
del valor que representan, responden de su 
importe á Jos fondos de 1a compañía y á to- 
dos los interesados en ella, 

Art. 282. Cuando no se emitan las cédu- 
las de crédito indicadas en el art. 280 para 
representar Jas acciones de las compañías 
anónimas, se establecerá la propiedad de 
ellas por su inscripción en ios libros de la 
compañía. 

La cesión de las acccioues inscritas en esta 
forma se hará por declaración, que se exten- 
derá á continuación de la inscripción, fir- 
mándola el cedeute ó su apoderado , y sin 
este requisito será ineücaz Ja cesión en cuan- 
to á la compañía. 

Art, 283, Los cedenles de las acciones 
inscritas en las compañías anónimas que no 
hayan completado Ja entrega total del im- 
porte de cada acción , quedan garantes del 
pago que deberán hacer los cesionarios, 
cuando la administración tenga derecho a 
exigirlo. 

Art. 284. Todo contrato de sociedad se 
lia de reducir á escritura pública, otorgada 
con las solemnidades de derecho. 

Art. 285. Si los que hubiesen proyecta- 
do reunirse en sociedad consignaren sus 


pactos en un documento privado, valdrá este 
al electo de obligarlos á Ja l'ormalizacion del 
contrato en la forma sobredicha, que se ha- 
brá de verificar indispensablemente antes 
que la sociedad dé principio a sus operacio- 
nes de comercio. 

La contravención de este artículo será su- 
ficiente excepción contra toda acción que 
intente ia sociedad por sus derechos, ó bien 
cualquiera de sus socios por los que respec- 
tivamente les competan ; y será de cargo de 
la sociedad ó del socio demandante acreditar 
que la sociedad se constituyó con las solem- 
nidades que van prescritas , siempre que el 
demandado lo exija. 

La compañía además incurrirá por dicha 
omisión en la multa de ÍO.UUÜ rs. vn. 

Art. ¿8(j. La escritura debe expresar ne- 
cesariamente 

Los nombres, apellidos y domicilio de los 
otorgantes. 

La razón social ó denominación de la com- 
pañía. 

Los socios que han de tener á su cargo la 
administración de la compañía , y usar de su 
firma. 

El capital que cada socio introduce eu di- 
nero efectivo, crédito ú electos, con espre- 
sion del valor qus se dé á estos, ó de las ba- 
ses sobre qpe ha de hacerse el avalúo. 

La parle que haya de corresponder eu 
beneüeios y pérdidas á cada socio capitalista, 
y á los de industria, silos hubiere de esta 
especie. 

La duración de la sociedad, que ha de ser 
necesariamente por un tiempo lijo, o para un 
O bjeto determinado. 

El ramo de comercio, fábrica o navegación 
sobre que lia de operar la compañía en el 
caso que esta se establezca limitadamente 
para una ó muelles especies de negocia- 
ciones. 

Las cantidades que se designen á cada so- 
cio anualmente para sus gastos particulares, 
y las compensaciones que eu caso de exceso 
hayan de recibir los demás. 

La sumisión á juicio de árbitros en caso 
de diferencias entre ios socios, expresándose 
el modo de nombrarlos. 

La forma en que se lia de dividir el haber 
social, disuelta que sea ia compañía. 

Todos los demás objetos sobre que los so- 
cios quisieren establecer pactos especiales. 

Art. 287. Los socios no pueden hacer 
pactos algunos reservados, sino que todos 
han de constar en ia escritura social. 

Art. 288. Los socios no pueden oponer 
contra el contenido de la escritura de socie- 
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dad documento alguno privado, ni la prueba 
testimonial. 

Art. 289. Cualquiera reforma ó amplia- 
ción que se haga sobre el contrato de socie- 
dad, deberá formalizarse coa las mi mas so- 
lemnidades prescriptas para celebrarlo. 

Art. 290. El asieuto que con arreglo á lo 
prevenido en los arts. 22 y 20 debe hacerse 
en el registro general de cada provincia, de 
las escrituras sociales, debe contener, sí las 
compañías fueren colectivas ó en comandita, 
las circunstancias siguientes: 

1. a La fecha de la escritura y el domici- 
lio del escribano ante quien se otorgó. 

2. a Los nombres, domicilios y profesio- 
nes de los socios que no sean comandita- 
rios. 

3. a La razón ó título comercial de la 
compañía. 

4. a Los nombres de los socios autoriza- 
dos para administrar la compañía y usar de 
su firma, 

5. a Las cantidades entregadas ó que se 
hubieren de entregar por acciones ó en co- 
mandita. 

6. a La duración de la sociedad. 

El testimonio que para el efecto de hacer 
el asiento se presente en la secretaria del 
Gobierna de provincia, quedará archivado 
en ella. 

Art. 291 Sí la compañía tuviere muchas 
casas de comercio situadas en diversos pun- 
tos, se cumplirán en todas ellas las formali- 
dades prescritas por los arts. 22 y 31 sobre 
el asiento en el registro de la provincia, y 
su publicación en el domicilio respectivo de 
cada establecimiento. 

Art. 292. Las escrituras adicionales que : 
hagan los socios para reformar, ampliar ó 
prorogar el contrato primitivo de compañía, 
así como las de su disolución antes del tiem- 
po que estaba prefijado, y cualquiera conve- 
nio ó decisión, que- produzca la separación 
de algún socio y la rescisión ó modificación 
del contrato de sociedad, están sujetas á las 
mismas formalidades de inscripción y publi- 
caciou determinadas en los arts. 22 y 31, ba- 
ja las penas prescritas en el art. 28. 

Si por estas escrituras no se hiciere nove- 
dad en alguna de las circunstancias preveni- 
das en el art. 286, será suficiente que así se 
exprese en el testimonio que se expida para 
el asiento de ellas en el registro. 

Art. 293. Es condición particular de las 
compañías anónimas que las escrituras de su 
establecimiento y todos los reglamentos que 
han de regir para su administración y mane- 
jo directivo, y económico, se han de sujetar 
al exá m en del /ttügado de primera instancia 
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del territorio en donde se establezca; y sin su 
aprobación no podrán llevarse á efecto. 

Art. 294. Cuando las comprimas anómi- 
mas hayan de gozar de algún privilegio que 
Yo les conceda para su fomento, se somete- 
rán sus reglamentos á mi Soberana apro- 
bación. 

Art. 295. En la inscripción y publicación 
de compañías anónimas se insertarán á la 
letra los reglamentos aprobados por la auto- 
ridad correspondiente para su régimen y go- 
bierno. 

Art. 296. Los acreedores particulares de 
un socio no pueden estraer de la masa social 
por virtud de sus créditos los fondos que en 
ella tenga su deudor, y solo les será permiti- 
do embargar la parte de intereses que pue- 
dan corresponder á este en la liquidación de 
la sociedad, para percibirla en el tiempo en 
que el deudor podría hacerlo 

Art. 297 En caso de quiebra de la so- 
ciedad no entrarán los acreedores particula- 
res de los socios en la masa de los de la com- 
pañía, sino que satisfechos que estos sean, 
usarán de su derecho contra el residuo que 
pueda corresponder al socio que sea su 
deudor. 

Esta disposición no priva á los acreedores 
que tengan un derecho privilegiado contra 
los bienes de su deudor, de deducirlo y ob- 
tener la preferencia que pueda competirles 
en concurrencia con la masa de acreedores 
de la sociedad, que persiga estos mismos bie- 
nes por la mancomunidad de las obligacio- 
nes sociales. 

Art. 298. En las sociedades en comandi- 
ta ó anónimas constituidas por acciones, so- 
lo puede tener lugar el embargo de que se 
habla en el art. 296 cuando la acción del 
deudor conste solamente por inscripción, y 
no se le haya emitido cédula de crédito que 
represente su interés en la sociedad. 

SECC. II. — De las obligaciones mutuas entre 
los socios, y modo de resolver sus diferencias . 

Art. 299. El régimen de las sociedades 
mercantiles se ajustará á los pactos conve- 
nidos en la escritura del contrato , y en 
cuanto por ella no se haya prescrito y deter- 
minado, á las disposiciones siguientes: 

Art. 300. No cumpliendo algún socio 
con poner en la masa común en el plazo 
convenido la porción de capital á que se hu- 
biere empeñado eu el contrato de sociedad, 
tiene la compañía opcion entre proceder eje- 
cutivamente contra sus bienes para hacer 
efectiva la porción de capital que haya deja- 
do de entregar, ó rescindir el contrato en 
cuanto al socio omiso, reteniendo los intere- 
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ses que tenga en la masa social en la forma 
que se establece en el art. 327. 

Art. 301. Guando el capital ó la parte de 
él que un socio haya de poner consista en 
efectos, se hará su valuación en la forma que 
esté prevenida en el contrato de sociedad, ó 
en defecto de pacto especial sobre ello, se 
hará por peritos que nombren ambas partes 
según los precios de la plaza, corriendo sus 
aumentos ó disminuciones ulteriores por 
cuenta de la compañía. 

Art. 302. Entregando un sócio á la com- 
pañía algunos créditos en descargo del ca- 
pital que debiere poner en ella, no se le abo- 
narán en cuenta hasta que se hayan cobra- 
do; y si no fuesen efectivos, después de he- 
cha ejecución en ios bienes del deudor; ó si 
ei socio no conviniere en hacerla, estará 
obligado á responder sin demora del impor- 
te de dichos créditos hasta cubrir la parte 
del capital de su empeño. 

Art. 303. Todo socio que por cualquie- 
ra causa retarde Ja entrega total de su capi- 
tal mas allá del término que se hubiere pre- 
fijado en el contrato de sociedad, ó en el 
caso de no haberse prefijado, desde luego 
que se estableció la caja, deberá abonar á la 
masa común el interés corriente del dinero 
qne hubiere dejado de entregar á su debido 
tiempo. 

Art. 304. Cuando en las compañías co- 
lectivas no se hubiere limitado por un pacto 
especial 3a administración de la compañía á 
algunos de los socios, inhibiendo de ella á los 
demás, tendrán todos la misma facultad de 
concurrir al manejo y régimen de los nego- 
cios comunes, y se pondrán de acuerdo los 
socios presentes para todo contrato ú obliga- 
ción que interese á ia sociedad. 

Ari. 305. Contra la voluntad de uno de 
los socios administradores, que expresamen- 
te Jo contradiga, no debe contraerse ningu- 
na obligación nueva; pero si esto no obstan- 
te llegare á contraerse , no se anulará por 
esta razón, y surtirá sus efectos, sin perjui- 
cio de que ei socio que ia contrajo responda 
á la masa social del perjuicio que de ello se 
le siga. 

Art, 306. Habiendo socios que especial- 
mente estén encargados déla administración, 
no podrán los que no tengan, esta autoriza- 
ción contradecir ni entorpecer las gestiones 
de aquellos, m impedir sus efectos. 

Art. 307.- Cuando la facultad privativa do 
administrar y de usar de la firma- de la com- 
pañía baya sido conferida en condición ex- 
presa del contrato social, no se puede privar 
de ella al que la obtuvo: pero si este usare 
mal de esta í'acultud, y de sus gestiones re- 

Tomo IX. 
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sultare perjuicio manifiesto á la masa común, 
podrán ios demás socios nombrarle un co- 
adininistrador que intervenga en todas las 
operaciones, ó promover la rescisión del 
contrato ante el tribunal competente. 

Art. 308. Todo socio, sea ó no adminis- 
trador , tiene derecho en las compañías co- 
lectivas de examinar el estado déla adminis- 
tración y contabilidad de ellas, y de hacer 
■ las reclamaciones que creyere convenientes 
al interés común , con arreglo á los pactos 
hechos en la escritura de sociedad, ó á las 
disposiciones generales de derecho. 

Art. 309. En las compañías en coman- 
dita y en las anónimas no pueden los socios 
comanditarios ni les accionistas hacer exi- 
men ni investigación alguna sobre la admi- 
nistración social, sino en las épocas y bajo la 
forma quo prescriban los contratos y regla- 
mentos de la compañía. 

Art. 310. En especie alguna de sociedad 
mercantil puede rehusarse á los socios el 
exárpen de todos los documentos compro- 
bantes de los balances que se formen, para 
manifestar ei estado de la administración 
social. 

En las sociedades establecidas por accio- 
nes podrá hacerse derogación á esta regla 
general por pacto establecido en el contrato 
de sociedad, ó por disposición de sus regla- 
mentos aprobados que determinen el modo 
particular de hacer este exámen, sujetando 
á su resultado la masa general de accio- 
nistas. 

Art. 311. Las negociaciones hechas por 
los socios en nombre propio y con sus fon- 
dos particulares, no se comunican á la com- 
pañía, ni la constituyen en responsabilidad 
alguDa, siendo de la clase de aquellas que 
los socios pueden hacer lícitamente por su 
cuenta particular. 

Art. 31 2. No pueden los socios aplicar 
ios fondos de la compañía, ni usar de la fir- 
ma social para negocios por cuenta propia; 
y en el caso de hacerlo, perderán en benefi- 
cio de la compañía la parte de ganancias que 
les pueda corresponder en ella, y podrá te- 
ner lugar la rescisión del contrato social en 
cuanto á ellos sin perjuicio del reintegro de 
ios fondos de que hubieren hecho uso, y de 
indemnizar además todos los perjuicios que 
á la sociedad se hayan seguido. 

Art. 313. En las sociedades colectivas 
que no tengan género de comercio determi- 
nado, no podrán sus individuos liacer opera- 
ciones por su cuenta, sin que preceda con- 
sentimiento de la sociedad, la cual no podra 
negarlo sin acreditar que de ello le resulta 
un perjuicio efectivo y manifiesto. 
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Los socios que contravengan á esta dispo- 
sición, aportarán al acervo común el benefi- 
cio que les resulte de estas operaciones, y 
sufrirán individualmente las pérdidas, si las 
hubiere. 

Art. 314. Cuando la sociedad tenga de- 
terminado en su contrato de erección el gé- 
nero de comercio en que haya de operar, 
cesa la disposición del artículo anterior, y 
podrán los socios hacer lícitamente por su 
cuenta toda operación mercantil que les aco- 
comode, con tal que no pertenezca á la es- 
pecie de negocios en que se ocupa la compa- 
ñía de que son miembros, y que no exista 
pacto especial que lo estorbe. 

Arl. 315. En la voz genérica de comer- 
cio que adoptan algunas sociedades para de- 
terminar el objeto de su erección, uo se en- 
tienden comprendidas las manufacturas, ni 
se entenderá con respecto á ellas las dispo- 
sición del art. 313. 

Art. 316, El socio industrial no puede 
ocuparse en negociación de especie alguna, 
á menos que la sociedad no se lo permita 
expresamente; y en caso de. verificarlo, que- 
dará á arbitrio de los socios capitalistas ex- 
cluirlo de la compañía, privándole de los be- 
neficios que le correspondiesen en ella, ó 
aprovecharse de los que haya granjeado en 
las negociaciones hechas en fraude de esta 
disposición. 

Art. 317. Ningtin socio puede segregar 
. ni distraer del acervo común ma’s cantidad 
que la que se hubiere designado á cada uno 
en las sociedades colectivas ó en comandita 
para sus gastos particulares; y si io hiciere, 
podrá ser compélalo á su reintegro, como si 
no hubiese completado la porción de capital 
que se le obligó á poner en la sociedad, ó en 
su defecto será lícito á los demás socios reti- 
rar una cantidad proporcional, según el in- 
terés que tengan en !a masa común. 

Art. 318. No habiéndose determinado en 
el contrato de sociedad Ja parte que cada so- 
cio deberá llevar en las ganancias, se dividi- 
rán estas á prorata de la porción de interés 
ue cada cual tenga en la compañía, entran- 
o en la distribución los socios industriales 
si los hubiere, en la clase del socio capitalis- 
ta, que tenga la parte mas módica. 

Art. 319, Las pérdidas se repartirán en 
la misma proporción entre los socios capita- 
listas, sin incluir en el repartimiento á Jos 
industriales, á menos que por pacto expreso 
se hubieren estos constituido partícipes en 
ellas. , ■ 

Art. 320. Cualquiera daño ocurrido en 
los ¡intereses de la .compañía por dolo, abuso 
dé facultades d negligencia grave de uno de 
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los socios, constituirá á su autor eu-la obli- 
gación de indemnizarlo, si los demás socios 
lo exigieren, con tal que no pueda deducir- 
se por acto alguno su aprobación ó ratifiea- 
¡ cion expresa ó virtual del hecho sobre que 
i se funde la reclamación. 

Art. 321. La compañía debe abonar á los 
socios los gastos que expendieren en evacuar 
los negocios de ella, é indemnizarles de los 
perjuicios que les sobrevinieren por ocasión 
inmediata y directa délos mismos negocios; 
pero no los que puedan haber recibido mien- 
tras se ocupaban en desempeñarlos, por cul- 
pa suya ó caso fortuito, ú otra causa inde- 
pendiente de aquellos. 

Art. 322. Ningún socio puede trasmitir 
á otra persona el interés que tenga en la so- 
ciedad, ni sustituirla en su lugar, para que 
desempeñe los oficios que á él le locaren en 
la administración social, sin que preceda 
tanto para lo uno como para lo otro el con- 
sentimiento de los socios. 

Art. 323. Toda diferencia entre los so- 
cios se decidirá por jueces árbitros, hayase 
ó no estipulado asi en el contrato de so- 
ciedad. 

Art. 324. Las partes interesadas los 
nombrarán en el término que se haya prefi- 
jado en la escritura, y en su defecto en el que 
íes señale el tribunal que conozca de las 
causas mercantiles en aquel territorio. No 
haciéndole! nombramiento dentro del término 
señalado, sin necesidad de próroga alguna, 
se hará ríe oficio por la autoridad judicial en 
las personas que á su juicio sean peritas é 
imparciales para entender en el negocio que 
se dispute. 

Art. 325. Los jueces árbitros procederán 
con arreglo á lo que se prescribe en el ar- 
tículo 1219 sobre el órden de enjuiciaren las 
causas de comercio (lj. 

SECC. III —Del término y liquidación de las 
compañías ie comercio. 

Art. 326. Puede rescindirse el contrato 
de compañía mercantil parcialmente. 

I/' Cuando un socio usa de los capitales 
comunes y de la firma social para negocios 
por cuenta propia. 

2. ° Introduciéndose á ejercer funciones 
administrativas de la compañía el socio á 
quien no compela hacerlas según los pactos 
del contrato de sociedad. 

3. ° Sí algún socio administrador come- 
tiere fraude en Ja administración ó contabi- 
lidad de la compañía. 

4. Q Deja ndo de poner en la caja común 

(1) Derogado este artículo por el 12 de! de- 
creto de 6 de diciembre de 1868. <■ 

• j i : ; s j 
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déla sociedad el capital que cada uno esti- 
puló en el contrato de sociedad, después de 
Líber sido requerido para verificarlo. 

5. » Ejecutando un socio por su cuenta 
operaciones de comercio que no le sean lí- 
citas con arreglo ;í las disposiciones de los 
artículos 312, 313, 314, 315 y 316. 

{).“ Ausentándose un socio que estuviere 
obligado á prestar oficios personales en la 
sociedad, si habiendo sido requerido para 
regresar y desempeñar sus deberes, no lo 
verificase, ó acreditare en su defecto una 
causa justa que le impidiese hacerlo tempo- 
ralmente. 

Art. 327. El efecto de la rescisión par- 
cial de la compañía es la ineficacia del con- 
trato con respecto al socio culpable, que se 
considerará excluido de ella, exigiéndole la 
parte de pérdida oue pueda correspondería, 
si la hubiere habido, y quedando autorizada 
la sociedad á retener, sin darle participación 
en las ganancias ni indemnización alguna, 
los intereses que puedan tocar á aquel en la 
masa social, hasta que estén evacuadas y li- 
quidadas todas las operaciones que se hallen 
pendientes al tiempo de. la rescisión. 

Además tendrán lugar en cada cascrparti- 
cniarlas disposiciones penales prescritas en 
sus respectivos lugares. 

Art. 328. Mientras no se haga el asien- 
to en el registro público dé la rescisión par- 
cial del contrato de sociedad, y se verifique 
sil publicación, según se prescribe en el ar- 
tículo 31, subsistirá la responsabilidad de! 
socio cesante mancomimadamente con la 
sociedad en todos los actos y obligaciones 
que se practiquen en nombre y por cuenta 
de esta. 

Art. 329. Las compañías mercantiles se 
disuelven totalmente por las causas si- 
guientes: 

1. a Cumplido el término prefijado en el. 
contrato de sociedad, ó acabada ía empresa ¡ 
que lué objeto especial de su formación. 

2. a Por la pérdida entera del capital so- 


, 3. a Por la muerte de uno de los socios, 
sino contiene la escritura social pacto ex- 
preso para que continúen en la sociedad los 
herederos del socio difunto, ó que esta sub- 
sista entre los socios sobrevivientes. 

Por la demencia ú otra causa que 
produzca la inhabilitación de un socio para 
administrar sus bienes. 

fo a Por la quiebra de la sociedad ó de 
Cualquiera de sus individuos. 

6 a Por la simple voluntad de uno de los 
socios, cuando la sociedad no tenga un niazo.- 
6 un objeto fijo. 


Art. 330. En las sociedades constituidas 
por acciones, solo' puede tener lugar su diso- 
lución por las causas espresudas en los pár- 
rafo l.“ y 2.° del artículo anterior. 

Art. 331. Las sociedades de comercio no 
se entienden prorogadas por la voluntad pre- 
sunta de los ‘socios después que hubiere' 
cumplido el término por el cual fueron con- 
traídas, y si los socios quisieren continuar 
en compañía, la renovarán por un nuevo 
contrato , sujeto á todas las formalidades 
prescritas para el establecimiento de las so- 
ciedades. 

Art. 332. Cuando al tenor de lo esta- 
blecido en el contrato de sociedad, no se 
disuelva esta por la muerte de uno de sus 
individuos, sino que continué entre los socios 
sobrevivientes, participarán los herederos del 
difunto, no solo de los resultados de las ope- 
raciones que estuvieren pendientes a) tiempo 
del fallecimiento de su causante, sino también 
de las que sean complementarias de aquellas 
como consecuencia inmediata y precisa de 
las mismas. 

Art. 333. La disolución de la sociedad 
ilimitada por la voluntad de uno de sus in- 
dividuos, no tiene iugar hasta que los demás 
socios la han aceptado, y estos podrán rehu- 
sarla siempre que aparezca mala fé en el 
socio que la proponga. 

Se entenderá que este obra con mala fé 
cuando á favor de la disolución de la socie- 
dad pretenda hacer un lucro particular que 
no tendría efecto, subsistiendo esta. 

Art. 334. El socio que por su voluntad 
se separe de la compañía, ó promueva su 
disolución, no puede impedir que se con- 
cluyan del modo mas conveniente á los in- 
tereses comunes las negociaciones pendien- 
tes; y hasta que esto se verifique no tendrá 
lugar la división de los bienes y efectos de la 
compañía. 

Art. 335. La disolución déla sociedad de 
comercio que proceda de cualquiera otra 
causa que no sea la espiración del término 
por el cual se contrajo, no surtirá efecto en 
perjuicio de tercero, hasta que se apote en 
el registro mercantil de la provincia, y se 
publique en los Tribunales donde tenga la 
sociedad su domicilio ú establecimiento fijo. 

Art. 336. Guando la escritura de socie- 
dad no haya establecido la forma que ha de 
observarse en la liquidación y división del 
haber social, se seguirán en ambas opera- 
ciones las regias que prescriben los artículos 
siguientes hasta el 355. 

Art. 337. Desde el momento en que la 
sociedad esté disuelta de derecho, cesará la 
representación de los socios administradores 
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para hacer nuevos contratos y obligaciones, 
y quedarán limitadas sus facultades en calidad 
de liquidadores á percibir los créditos de la 
sociedad, extinguir las obligaciones con- 
traídas de antemano, según vayan venciendo 
y realizar las operaciones que se hallen pen- 
dientes. 

Art. 338. No habiendo contradicción por 
parte de algún socio, continuarán encargados 
de Ja liquidación los que hubiereu tenido la 
administración del caudal social; pero si lo 
exigiere cualquiera' socio, se nombrarán á 
pluralidad de votos dos ó mas liquidadores 
de dentro ó fuera de la compañía, para lo 
cual se celebrará sin dilación junta de todos 
sus individuos, convocando á ella á los ausen- 
tes con tiempo suliciente para que puedan 
concurrir por sí ó por legitimo apoderado. 
j^Art. 333. Los socios administradores for- 
marán en los quince dias inmediatos á ia 
disolución de la sociedad el inventario y 
balance del caudal común, cuyo resultado 
pondrán en conocimiento de los socios. 

Si omitieren hacerlo se podrá establecer á 
instancia de cualquiera socio una interven - 
cion sobre la gestión de los administradores, 
á cuya costa harán ios interventores el ba- 
lance. 

Art. 340. fin el caso de nombrarse otros 
liquidadores que no sean ios socios que 
iludieren administrado la sociedad, se en- 
tregaran los nombrados del haber de esta 
por el inventario y balance que se hubiere 
formado, dando previamente íiaDzas idóneas 
en cantidad que cubra ei haber que se ponga 
á su disposición. 

Art, 341. Cualesquiera quesean los li- 
quidadores, estarán obligados á comunicar á 
cada socio mensuahnente un estado de la 
liquidación, bajo pena de destitución. 

Art. 342. Los liquidadores son responsa- 
bles á los socios de cualquiera perjuicio que 
resulte ai haber común por fraude ó negli- 
gencia grave de su parte en ei desempeño 
de su encargo, el cual no los autoriza para 
hacer transaciones m compromisos sobre los 
intereses sociales, como no se les hubiere dado 
expresamente esta facultad por los socios. 

Art. 343. Luego que ei estado de las 
negociaciones permita Ja división del haber 
social, según la cahlicacion que hagan ios 
liquidadores ó ia Junta de socios, que cual- 
quiera de ellos podrá exigir que se celebre 
para este efecto, se procederá á verilicarla, 
ejecutándose por ios mismos liquidadores 
dentro del término que ia Junta prelije. 

Art. 344. Hecha ia división se comuni- 
cará á los socios, quienes en ei término de 
quince dias. se conformarán con ella, ó ex- 
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pondrán ios agravios en que se estimen per- 
judicados. 

Art. 345. Estas reclamaciones se deci- 
dirán por jueces árbitros que nombrarán las 
partes en los ocho días siguientes á su pre- 
sentación, y en defecto de hacer este nom- 
bramiento, lo hará de oficio el Juzgado com- 
petente. 

Art. 346. En las liquidaciones de las 
sociedades de comercio en que tengan in- 
terés los menores, procederán sus tutores y 
curadores con plenitud de facultades, como 
si obraseu en negocios propios, y serán váli- 
dos é irrevocables , sin sujeción á beneíicio 
de restitución , lodos los actos que otorguen 
y consientan a nombre de sus pupilos, sin 
¡ perjuicio de ia responsabilidad que con- 
traigan con respecto ó sus menores por 
haber obrado con dolo ó negligencia culpable. 

Art. 347, Ningún socio puede exigir la 
entrega del haber que le toque en la división 
| de ia masa social, mientras no estén extm- 
i guidos todos ios créditos pasivos de compañía, 
o se deposite su importe, si la entrega no se 
pudiere verificar de contado. 

Art. 348. Los socios que después de ha- 
ber puesto ei capital á que se obligaron según 
la escritura de sociedad, hayan hecho prés- 
tamos al fondo común, deberán ser satis- 
fechos como acreedores de este, antes de 
hacerse ia distribución efectiva del haber 
líquido divisible. 

Art. 343. Los socios comanditarios re- 
tiraran, desde luego que se haga la liquida- 
ción, ei importe del capital que pusieron en 
ia sociedad, siempre que resulte por el ba- 
lance caudal suliciente, después de deducido 
dicho capitalfpara satisiacer las obligaciones 
de ia compañía. 

Art. 350. De las primeras distribuciones 
que se hagan á los socios se descontarán 
las cantidades que hayan percibido para sus 
gastos particulares , ó que bajo otro cual- 
quier sentido Jes hava anticipado ia com- 
pañía. 

Art. 351. Todo socio tiene derecho de 
promover la liquidación y división del cau- 
uai social, bajo las reglas que van estableci- 
das, y de exigir de ios liquidadores cuantas 
noticias puedan interesarles sobre ei estado 
de la liquidación , y de las operaciones pen- 
dientes de la sociedad. 

Art. 352. Los bienes particulares de los 
socios que no se incluyeron en la formación 
de la sociedad, no pueden ser ejecutados 
pura pago de las obligaciones que la socie- 
dad contrajo en común, sino después de ha- 
berse hecho excursión en el haber de esta. 

Art. 353. Los libros y papeles de la so- 
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ciedad se conservarán bajo la responsabili- 
dad de los liquidadores, hasta la total liqui- 
dación de ella y pago de todos los que bajo 
cualquier título sean interesados en su haber. 

SECC. IV . — De la sociedad accidental ó cuentas ! 
en participación. 

Art. 354. Pueden los comerciantes, sin 
establecer compañía formal bajo las re- 
las que van prescritas, interesarse los unos i 
en las operaciones de los otros, contri- 
buyendo para ellas con la parte de capital 
que convengan, y haciéndose partícipes de 
sus resultados prósperos ó adversos , bajo la 
proporción que determinen. 

Art. 355. Estas sociedades , conocidas 
con el nombre de cuentas en participación 
no están sujetas en su formación á ninguna 
solemnidad ; y pueden contraerse privada- 
mente por escrito ó de palabra , quedando 
sujeto el socio que intente cualquiera recla- 
mación á justificar el contrato con cualquier 
género de prueba de las que están recibidas 
en derecho para acreditar los contratos. 

Art. 356. En estas negociaciones no 
puede adoptarse una razón comercial común 
á todos los partícipes : ni usarse de mas eré* 
dito directo que el del comerciante que las 
hace y dirige en su nombre y bajo su res- 
ponsabilidad individual. 

Art. 357. Los íque contraten con e! co- 
merciante que lleve el nombre de la nego- 
ciación, solo tienen acción contra 'él y no 
contra los demás interesados'. 

Estos tampoco tienen personalidad contra 
el tercero que trató con el socio que dirige 
la operación, sin que este haga una cesión 
formal de sus derechos en íavor de alguno 
de los demás interesados. 

Art, 358. La liquidación de estas com- 
pañías accidentales se hará por el mismo so- 
cio. que hubiere dirigido la negociación, 
quien desde luego que esta se halle termi- 
nada debe rendir las cuentas de sus resulta- 
dos, manifestando á los interesados los do- 
cumentos de su comprobación. 

TITULO III. 

DE LAS COMPRAS Y V UNTAS MERCANTILES* 

SEGG. I .—-De ta calificación de las compras y 
ventas mercantiles. 

Art. 359. Pertenecen á la clase de mer- 
cantiles: 

Las compras que se hacen de cosas mue- 
bles como ánimo de adquirir sobre ellas al- 1 
gurí lucro revendiéndolas , bien sea en la I 
misma forma que se compraron, ó en otra di- 1 
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ferente, y las reventas de estas mismas cosas. 

Alt. 360. No se considerarán mercan- 
tiles: 

Las compras de bienes raíces y efectos ac- 
cesorios á estos, aunque sean muebles. 

Las de objetos destinados al consumo del 
comprador, ó de la persona por cuyo encar- 
go se haga la adquisición. 

Las ventas que hagan los labradores y ga- 
naderos de los frutos de sus cosechas y ga- 
nados. 

Las que hagan los propietarios y cualquier 
ra clase de personas de los frutos ó efectos 
que perciban por razón de renta, dotación, 
salario, emolumento, ú otro cualquiera título 
remuneratorio ó gratuito. 

Y finalmente la reventa que haga cual- 
quiera persona que do profese habitualmen- 
te el comercio del residuo de los acopios que 
hizo para su propio consumo. Siendo mayor 
cantidad la que estos tales ponen en venta 
que la que hayan consumido, se presume 
que obraron en la compra con ánimo de 
vender, y se reputarán mercantiles la com- 
pra y la venta. 

SECC. IT. — De los derechos y obligaciones que 

nacen de las compras y ven tas mercantiles. 

Art. 361. En todas las compras que se 
hacen de géneros que no se tienen á ja vis- 
ta , ni pueden clasificarse por una calidad 
determinada y conocida en el comercio, se 
presume la reserva en el comprador de exa- 
minarlos, y rescindir libremente el contrato, 
si los géneros no le convinieren. 

La misma facultad tendrá, si por condi- 
ción expresa se hubiere reservado ensayar el 
género contratado. 

" Art. 362. Guando la venta se hubiere 
hecho sobre muestras , ó determinando una 
calidad conocida en los usos del comercio, 
no puede el comprador rehusar el recibo de 
los géneros contratados, siempre que sean 
conformes á las mismas muestras, ó á la ca- 
lidad prefijada en el contrato. 

En caso de resistirse a recibirlos^por falta 
de esta conformidad, se reconocerán los gé- 
neros por peritos, quienes atendidos tos tér- 
minos del contrato, v confrontándolos con 
las muestras, si se hubieren tenido á la vista 
para su celebración, calificarán si los géne- 
i ros son ó no de recibo. 

En el primer caso se declarara consumada 
la venta, quedando desde luego los géneros 
por cuenta del comprador; y eo el segundo 
1 se rescindirá e! contrato, sin perjuicio de las 
I indemnizaciones á que tenga derecho el 
1 comprador por los pactos especiales que nu- 
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biere hecho con el vendedor, ó por disposi- 
ción de ia ley. 

Art. 363. Cuando el vendedor no entre- 
gare los efectos vendidos a! plazo que convi- 
no con el comprador, podrá este pedir la 
rescisión del contrato, ó exigir reparación de 
los perjuicios que se le sigan .por la tardanza 
aun cuando esta proceda de accidentes im- 
previstos. 

Art. 364. El comprador que haya con- 
tratado en conjunto una cantidad determina- 
da de géneros sin hacer distinción de parles 
ó lotes con designación de épocas distintas 
para su entrega, no puede ser obligado á 
recibir una porción bajo promesa de entre- 
garle posteriormente lo restante ; pero si 
conviniere espontáneamente en ello, queda 
irrevocable y consumada la venta en cuanto 
á los géneros que recibió, aun cuando el 
vendedor falte á entregar lo demás, quedán- 
dole su derecho á salvo contra este para 
compelerle á cumplir íntegramente el con- 
trato, ó indemnizarle de los perjuicios que se 
le irroguen por no hacerlo. 

Art. 365. Cuando la falta de entrega de 
los efectos vendidos proceda de que hubie- 
ren perecido, ó se hubieren deteriorado por 
accidentes imprevistos sin culpa del vende- 
dor, cesa toda responsabilidad de parte de 
este, y el contrato queda rescindido de de- 
recho. 

Si el comprador rehusare sin justa causa 
el recibo de los efectos que compró, tendrá 
también el vendedor la facultad de pedir la 
rescisión de la venta, ó de exigirle el precio 
poniendo fos.efectos á disposición de la auto- 
ridad judicial para que provea su depósito 
por cuenta y riesgo del comprador. 

El mismo depósito podrá solicitar el ven- 
dedor, siempre que haya por parte del com- 
prador demora en entregarse de los géneros 
contratados; y los gastos de la traslación ?] 
depósito y su conservación en él serán de 
cuenta del mismo comprador. 

Art. 366. Los daños y menoscabos que 
sobrevinieren en las cosas vendidas después 
de haberse concluido irrevocablemente la 
venta en forma legal, y de tenerlas el vende- 
dor á disposición del comprador hasta ha- 
cerle la entrega en el lugar y tiempo en que 
por las condiciones del contrato ó con arre- 
glo á derecho se debiere verificar, son de 
cuenta del comprador, á menos que hayan 
ocurrido por fraude ó negligencia del mismo 
vendedor. 

Art. 367. Corresponden al vendedor los 
daños que ocurran en las cosas vendidas y 
no entregadas al comprador, aunque pro- 
vengan de caso fortuito; 
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t . n Cuando la cosa vendida no sea un ob- 
jeto cierto y determinado con marcas y señales 
distintivas' de su identidad, que eviten su 
confusión con otras del mismo género. 

2. ° Cuando por pacto espreso del contra- 
to, por uso del comercio según la naturaleza 
de la cosa vendida, ó por disposición de la 
ley, competa al comprador la facultad de vi- 
sitarla y examinarla, y darse por contento de 
ella antes que se tenga por conclusa é irre- 
vocable la compra. 

3. ” Si los efectos vendidos se hubieren 
de entregar por número, peso ó medida. 

4. ° Si la venta se hubiere hecho á condi- 
ción de do hacer la entrega hasta un plazo 
determinado, ó hasta que la cosa estuviera 
en estado de entregarse con arreglo á las es- 
tipulaciones déla venta. 

Art. 368. Siempre que los efectos vendi- 
dos perezcan ó se deterioren á cargo del 
vendedor, según las disposiciones del ar- 
tículo precedente , devolverá al comprador 
la parte del precio que este le hubiere anti- 
cipado. 

Art. 369. El vendedor que después de 
hecha la veDta alterase la cosa vendida, ó la 
enajenase y entregase á otro sin haberse an- 
tes rescindido el contrato, entregará al com- 
prador en el acto de reclamarla otra equiva- 
lente en especie, calidad y cantidad, ó en su 
defecto le abonará todo el valor que á juicio 
de árbitros se considere al objeto vendido, 
con relación al uso que el comprador se pro- 
pusiera hacer de él, val lucro que le pudie- 
ra proporcionar, rebajándose e! precio de la 
venta, si no lo hubiere percibido. 

Art. 370. Después de recibidos por el 
comprador los géneros que le fueron vendi- 
dos, no será oído sobre vicio ó defecto en su 
calidad, ni sobre falta en la cantidad, siem- 
pre que al tiempo de recibirlos los hubiese 
examinado á su contento, y se le hubiesen 
entregado por número, peso ó medida; pero 
cuando los géneros se entregaren en fardos 
ó bajo cubiertas que impidan visitarlos y re- 
conocerlos, podrá el comprador en los ocho 
dias siguientes á su entrega reclamar cual- 
quiera perjuicio que haya sufrido, tanto por 
falta en la cantidad, como por vicio en la ca- 
lidad, acreditando en el primer caso que ¡os 
cabos están intactos, y en el segundo que 
las averias ó defectos que reclamare son de 
tal especie, que no han podido ocurrir en su 
almacén por caso fortuito, .ni causarse frau- 
dulentamente á los géneros sin que se co- 
nociera. 

El vendedor puede siempre exigir en el ac- 
to de la entrega que se haga el reconocimien- 
to íntegro en calidad y cantidad de los géne- 
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ros que el comprador reciba, y en este caso ] 
no habrá lugar á dicha reclamación después 
de entregados. : 

Art. 371. Las resultas de los vicios in- 
ternos de la cosa vendida que no pudieren 
apercibirse por el reconocimiento que se ha- 
ga al tiempo de la entrega, recaerán en el 
vendedor durante los seis meses siguientes á 
aquella, pasados los cuales queda libre de 
toda responsabilidad. 

Art. 372. Cuando los contratantes no hu- 
bieren estipulado plazo para la entrega de 
los géneros vendidos y el pago de su precio, 
estará obligado el vendedor á tener á dispo- 
sición del comprador los efectos que le ven- 
dió dentro de las veinte y cuatro horas si- 
guientes al contrato. 

El comprador gozará del término de diez 
dias para pagar el precio de los géneros; pe- 
ro no podrá exigir su entrega sin dar al ven- 
dedor el precio en el acto de hacérsela. 

Art. 373. Los gastos de la entrega de los 
géneros en las ventas de comercio hasta po- 
nerlos pesados y medidos h la disposición del 
comprador, son de cargo del vendedor. 

Los de su recibo y ostraccion fuera del lu- 
gar de Ja entrega son de cuenta del compra- 
dor, salvas en uno como en otro caso las es- 
tipulaciones hechas espresarnente por los 
contratantes. 

Art. 374. Desde que el vendedor pone la 
cosa vendida á disposición del comprador, y 
este se da por satisfecho de su calidad, tiene 
éste la obligaciou de pagar el precio al con- 
tado, ó al término estipulado; y el vendedor . 
se constituye depositario de los efectos que 
vendió, y queda obligado á su custodia y 
conservación bajo las leyes del depósito. 

Art. 375. La demora en el pago del pre- 
cio de la cosa comprada desde que deba este 
verificarse, según los términos del contrato, 
constituye al comprador en obligación de 
pagar el rédito legal de la cantidad que adeu- 
de al vendedor. 

Art. 376. Mientras los géneros vendidos 
esten en poder del vendedor, aunque sea por 
via de depósito, tiene este preferencia sobre 
ellos á cualquiera otro acreedor del compra- 
dor por el importe de su precio é intereses 
de la demora de su pago. 

Art. 377. Ningún vendedor puede rehu- 
sar al comprador una factura de los géneros 
que le haya vendido y entregado con el re- 
cibo á su pié del precio, ó de la parte de 
este que hubiere recibido. 

Art. 378. Las ventas mercantiles no se 
rescinden por lesión enorme ni enormísima, 
y solo tiene lugar la repetición de daños y 
perjuicios contra el contratante que proce- 
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| diere con dolo en el contrato ó en su cum- 
1 plimiento. 

Art. 379. Las cantidades que con el 
nombre de señal ó árras se suelen entregar 
en las ventas mercantiles, se entienden siem- 
pre como pagoá cuenta del precio en signo 
de ratificación del contrato, y no de condi- 
ción suspensiva para que los .contrayentes 
puedan retractarse de él, perdiendo lasarras. 

Cuando el vendedor y comprador conven- 
gan en que mediante la pérdida de estas les 
sea lícito dejar de cumplir lo contratado, lo 
espresaran así por condición especial del con- 
trato. 

Art. 380. En toda venta mercantil que- 
da obligado de eviccion el vendedor en fa- 
vor del comprador, aun cuando no se hu- 
biere espresado en el contrato, como no se 
baya pactado lo contrario. 

En virtud de esta obligación, si el compra- 
dor fuere inquietado sobre la propiedad y 
tenencia de la cosa vendida, el vendedor sa- 
neará la venta, defendiendo á su costa (a le- 
gitimidad de esta; y en caso de sucumbir, 
devolverá al comprador el precio recibido, y 
le abonará los gastos que haya espendido. 

También habrá lugar á la repetición de 
daños y perjuicios cuando se pruebe al ven- 
dedor que procedió con mala fé en la venta. 

Art. 381 . El comprador que no haga ci- 
tar de eviccion á su vendedor en el caso do 
movérsele pleito sobre las cosas que le ven- 
dió, pierde todos los efectos de aquella ga- 
rantía. 

SEGC. III. — De la venia de créditos no endo- 
s ables. 

Art. 382. Las ventas de créditos no en- 
dosables son ineficaces en cuanto al deudor 
hasta que 1c sean notificadas en forma, ó este 
las consienta extrajudicialmente, renovando 
su obligación en favor del cesionario. 

Art. 383. Cualquiera de ambas diligen- 
cias liga al deudor con el nuevo acreedor, y 
le impide que pague legalmente cantidad al- 
guna á otra persona que no sea este. 

1 ' Art. 384. En la venta de créditos no 
endosa bles solo responde el cedentedela 
legitimidad del crédito y de la personalidad 
con que hizo la cesión; pero no de la solva- 
bilidad del deudor, á menos que no se haya 
hecho estipulación espresa en contrario. _ 

Art. 385. Todo deudor de un crédito li- 
tigioso puede tantear la cesión de este por el 
nusmo precio y condiciones cod que esta se 
hizo dentro de un mes siguierte á la notifi- 
cación que se le haga de la cesión. 

Esta facultad no tiene lugar cuando la ce- 
sión recaiga en un coheredero ó comunero 
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la cosa, ó en un acreedor del cedente por 
Pago de su crédito. 

TITULO IV. 

DE LAS PERMUTAS. 

Art. 386. Las permutas mercantiles se 
califican y se rigen por las mismas reglas que 
van prescritas sobre las compras y ventas en 
cuanto estas sean aplicables a las circunstan- 
cias especiales de este género de contratos. 

TITULO V. 

DE LOS PRÉSTAMOS Y DE LOS RÉDITOS DE LAS 
COSAS PRESTADAS. 

Art. 387. Para que los préstamos se ten- 
gan por mercantiles es necesario: 

i.° Que versen entre personas califica- 
das de comerciautes, con arreglo al artícu- 
lo l .° de este Código, ó que al menos el 
deudor tenga esta calidad. 

3.° Que se contraigan en el concepto y 
con expresión de que las cosas prestadas se 
destinan á actos de comercio, y no para ne- 
cesidades ajenas de este. 

Faltando cualquiera de estas dos condi- 
ciones se considerarán como préstamos co- 
munes, y se regirán por las leyes comunes 
del reino. 

Art. 388. Los comerciantes que retar- 
den el pago de sus deudas después de cum- 
plidos los plazos estipulados con sus presta- 
dores, quedan obligados á pagar el rédito 
corriente que corresponda al importe de 
aquellos desde el dia en que conste en for- 
ma auténtica que fueron interpelados al pa- 
go, bien en virtud de providencia judicial, ó 
simplemente por requerimiento extrajudicial 
que les haga el acreedor por ante un escri- 
bono público ó Real. 

Art. 389. Consistiendo los préstamos en 
especies, se graduará su valor para hacer el 

a uto del rédito q.ue haya de satisfacer el 
>r en el caso de esta disposición, por los 
precios mercantiles, que en el dia en que 
venciere la obligación del préstamo tengan 
las especies prestadas en el lugar donde de- 
bia hacerse su devolución. 

Art. 390. Los préstamos hechos por 
tiempo indeterminado no pueden exigirse sin 
prevenir al deudor la restitución con trein- 
ta dias de anticipación. 

Art. 391. Cuando no resulte bien deter- 
minado entre las partes el plazo del présta- 
mo, lo fijará el Juzgado prudencialmente con 
arreglo á las circunstancias del prestador y 
prestamista, y á los términos en que se con- 
trató el préstamo. 
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Art,. 392. En los préstamos hechos en 
dinero por una cantidad determinada, cum- 
ple el deudor con devolver igual cantidad 
numérica con arreglo al valor nominal que 
tenga la moneda cuando se haga la devolu- 
ción. 

Pero si el préstamo se hubiere contraido 
sobre monedas específicamente determina- 
das con condición de devolverlo en otras de 
la misma especie, se cumplirá asi por el deu- 
dor, aun cuando sobrevenga alteración en el 
valor nominal de las monedas que recibió. 

Art. 393. Los réditos de los préstamos 
entre comerciantes se pactarán siempre en 
cantidades determinadas de dinero , aun 
cuando el préstamo consista en efectos ó gé- 
neros de comercio. 

Art.. 394. Los préstamos no causan obli- 
gación en el deudor de pagar réditos de las 
cosas prestadas, si expresamente no se pac- 
tan por escrito. 

Toda estipulación sobre réditos hecha ver- 
balmente, será ineficaz en juicio. 

Art. 395. Si el deudor pagare volunta- 
riamente réditos del préstamo sin haberlos 
estipulado, se tendrá este pago por remune- 
ración de gratitud, y no podrá pedirse su 
restitución, sino en cuanto hayan excedido la 
tasa legal. 

Art. 396. El pacto hecho sobre el pago 
de réditos del préstamo durante el plazo pre- 
fijado para que el deudor goce de la cosa 
prestada, se entiende prorogado después de 
trascurrido aquel por el tiempo que se de- 
more la devolución del capital. 

Art. 397. En los casos en que por dis- 
posición legal está obligado el deudor á pa- 
gar al acreedor réditos de los valores que 
tiene en su poder, serán estos réditos de un 
6 por 400 al año sobre la capitalidad de la 
deuda. 

Art. 398. El rédito convencional que los 
comerciantes establezcan en sus préstamos, 
no podrá esceder del mismo 6 por 100. 

Art. 399. La fijación del rédito, tanto le- 
gal como convencional, que se hace en los 
dos artículos precedentes, se entiende pro- 
visional, y queda sujeta á las reformas que 
se bagan por ley espresa, y no por costum- 
bre ni de otro modo alguno, con arreglo á 
las vicisitudes de las causas que influyen en 
el valor relativo de la moneda. 

Art. 400. Los descuentos de las letras de 
cambio, pagarés á la órdeD y demás valores 
de comercio endosables, no están sujetos á 
la tasa del 6 por i 00; y las partes los contra- 
tarán con entera libertad á precios conven- 
cionales. 

Art. 401, No se debe rédito de réditos 
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devengados en Jos préstamos mercantiles, ni 
en otra especie de deuda comercial, mientras 
que hecha liquidación de estos no se inclu- 
en en un nuevo contrato , como aumento 
e capital; ó que bien de común acuerdo, 6 
bien por una declaración judicial, se fija el 
saldo de cuentas, incluyendo en él los rédi- 
tos devengados hasta entonces; lo cual no 
podrá tener lugar, sino cuando las obligacio- 
nes de que procedan esténj vencidas, y sean 
exigibles de contado. 

v- Art. 402. Después de intentada la de- 
manda judicial contra el deudor por el capi- 
tal y réditos, no puede hacerse acumulación 
de ios que se vayan devengando para formar 
un aumento de capital que produzca ré- 
ditos. 

Art. 403. Siempre que un acreedor haya 
dado documento de recibo á su deudor por 
la totalidad del capital de la deuda, sin reser- 
varse expresamente Ja reclamación de rédi- 
tos, se tendrán estos por condonados. 

TITULO VI. 

DE LOS DEPÓSITOS MERCANTILES. 

Art. 404. El depósito no se califica mer- 
cantil, ni está sujeto á las reglas especiales 
de los de esta clase, si no reúne las circuns- 
tancias siguientes: 

1. a Que el depositante y el depositario 
tengan la calidad de comerciantes. 

2. a Que las cosas depositadas sean obje- 
tos del comercio. 

3. a Que se haga el depósito á consecuen- 
cia de. una operación mercantil. 

Art. 405. El depósito mercantil da dere- 
cho al depositario á exigir una retribución, 
cuya cuota será la que hayan convenido las 
partes, ó en su defecto la que teügan estable- 
cida los aranceles, ó el uso de cada plaza. 

Art. 406. El depósito se confiere y se 
acepta en los mismos términos que la comi- 
sión ordinaria del comercio. 

Art. 407. Las obligaciones respectivas 
del depositante y del depositario de efectos 
de comercio son las mismas que se prescri- 
ben con respecto á los comitentes y comisio- 
nistas en la sección segunda del título terce- 
ro, libro primero de este Código. 

Art. 408. El depositario de una cantidad 
de dinero no puede usar de ella, y si lo hi- 
ciere quedan á su cargo todos los perjuicios 
que ocurran en la cantidad depositada, y sa- 
tisfará al depositante el rédito legal de su im- 
porte. 

Art. 409. Si el depósito de dinero se 
constituyere con expresión de las monedas 
fine se entregan al depositario, correrán por 


cuenta del depositante los aumentos ó bajas 
que sobrevengan en su valor nominal. 

Art. 410. Consistiendo el depósito en 
documentos de crédito que devengan rédi- 
tos , estará á cargo del depositario su co- 
branza, así como también evacuar las dili- 
gencias que sean necesarias para conservar- 
les su valor y efectos legales. 

Art. 411 . Los depósitos que se hacen en 
los bancos públicos de comercio que tengan 
mi soberana autorización, se rigen por las 
disposiciones particulares de sus estatutos, 
aprobados por mí , y en cuanto en ellos no 
se halle especialmente determinado por las 
leyes de este Código. (1). 

TITULO VIL 

DE LOS AFIANZAMIENTOS MERCANTILES'. 

Art. 412. Para que un afianzamiento se 
considere mercantil, no es necesario que el 
fiador sea comerciante, siempre que lo sean 
los principales contrayentes, y que la fianza 
tenga por objeto asegurar el cumplimiento 
de un contrato mercantil. 

Art. 413. El afianzamiento mercantil se 
lia de contraer necesariamente por escrito, 
sin lo cual sera de ningún valor y efecto. 

Art. 414. Mediando pacto expreso entre 
el principal obligado y su fiador, puede este 
exigirle una retribución por la responsabili- 
dad que contrae en la fianza. 

Art. 415. Llevando retribución el fiador 
por haber prestado las fianzas, no puede re- 
clamar el beneficio de la ley común que au- 
toriza á los fiadores á exigir Ja relevación de 
las obligaciones fiduciarias , que habiéndose 
contraido sin tiempo determinado se prolon- 
gan indefinidamente. 

416. Las reglas de derecho común sobre 
los afianzamientos ordinarios, son aplicables 
á los mercantiles en cuanto no han sido mo- 
dificadas por las disposiciones de este Có- 
digo. 

TITULO VIII. 

DE LOS SEGUROS DE CONDUCCIONES 
TERRESTRES. 

Art.. 417. Pueden asegurarse los efectos 
que se trasportan por tierra, recibiendo de 
su cuenta el mismo conductor ó un tercero 
los daños que en ellos sobrevengan. 

Art. 418, El contrato de seguro terrestre 
debe reducirse á póliza escrita , que podrá 
ser solemne, otorgándose ante escribano o 


(i) V. el artículo Bangos. 
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corredor , ó privada entro Jos contratantes, 
eu cuyo segundo caso se formarán necesa- 
riamente ejemplares de un mismo tenor para 
el asegurador y el asegurado. 

Art. 4t9. Las pólizas privadas no son 
ejecutivas, sin que conste próvidamente la le- 
gitimidad de las firmas de los contratantes 
por reconocimiento judicial, ú otro modo 
de prueba legal. 

Art. 42 0 . Tanto en el caso de otorgarse 
solemnemente las pólizas de seguros terres- 
tres, como en el de hacerse en contrato pri- 
vado, contendrán Jas circunstancias si- 
guientes: 

1. a Los nombres y domicilios del asegu- 
rador, del asegurado v del conductor de los 
efectos. 

2. a Las calidades específicas de los efec- 
tos asegurados, con expresión del número 
de bultos y de las marcas que tuvieren, y el 
valor que se les considere en el seguro. 

3. a La porción de este mismo valor que 
se asegure, si el seguro no se extendiere á la 
totalidad. 

4. a El premio convenido por el seguro. 

5. a La designación del punto donde se 
reciban los géneros asegurados, y del en que 
se haya de hacer la entrega. 

6. a El camino que hayan de seguir los 
conductores. 

7. ' Los riesgos de que hayan de ser res- 
ponsables los aseguradores. 

8. a El plazo en que hayan de ser los 
riesgos de cuenta del asegurador, si el se- 
guro tuviere tiempo limitado, ó bien la ex- 
presión de que su responsabilidad dure has- 
ta verificarse la entrega de los efectos ase- 
gurados en el punto de su destino. 

9. a La fecha en que se celebre el con- 
trato. 

10. a E! tiempo, lugar y forma en que se 
hayan de pagar los premios del seguro , ó 
las sumas aseguradas en su caso. 

La forma de las pólizas será la misma aun 
cuando el mismo conductor de los efectos 
sea su asegurador. 

Art. 42 L El seguro no puede contraer- 
se sino en favor del legítimo dueño de los 
efectos que se aseguren , ó de persona que 
tenga un derecho sobre olios. 

Art. 422. El valor en que se estimen los 
efectos asegurados para el seguro, do ha de 
exceder del que tengan , según los precios 
corrientes, en el punto á donde fueren des- 
tinados y en cuanto exceda su avaluación de 
esta tasa, será ineficaz el seguro con res- 
pecto al asegurado. 

Art. 423. No haciéndose excepción en 
la póliza del seguro de algunos riesgos espe- 


cialmente determinados , se tendrán por 
comprendidos en el contrato todos los da- 
nos que ocurran en los efectos asegurados 
de cualquiera especie que sean. 

Art. 424. Acaeciendo en los efectos ase - 
gurados un daño que esté exceptuarlo del 
seguro, será de cargo de los aseguradores 
justificarlo en debida forma ante la autori- 
ridud judicial del pueblo mas inmediato al 
lugar en que acaeciere dicho daño,. dentro 
de las veinticuatro horas siguientes á su 
ocurrencia; y sin esta justificación no les 
será admitida la excepción que propongan 
para exonerarse de la responsabilidad de los 
efectos que aseguraron. 

Art. 425. Los aseguradores se subrogan 
en los derechos de los asegurados para re- 
petir de los conductores los daños que ha- 
yan padecido los efectos asegurados , de 
que ellos sean responsables, con arreglo á 
las disposiciones de la Sección 1Y, tít. IIÍ, 
libro I de este Código. 

TITULOS IX A XII. 

(Estos títulos , que comprenden desde el 
art. 426 al 582 inclusive, y tratan del contra- 
to y letras de cambio, de las libranzas, de los 
vales ó pagarés á la orden y de las cartas ór- 
denes de crédito con disposiciones genera- 
les sobre la pescripcion de los contratos 
mercantiles, se hallan insertos textualmente 
en Letras de cambio, tomo 8.° págs. 870 
á 880.) 

Libro tercero. 

Del comercio marítimo. 


TITULO PRIMERO. 

DE LAS NAVES. 

Art. 583. La propiedad de las naves 
mercantes puede recaer indistintamente en 
toda persona que por las leyes comunes del 
reino tenga capacidad para adquirir; pero la 
expedición de ellas aparejadas, equipadas y 
armadas, ha de girar necesariamente bajo el 
nombre y responsabilidad directa de un na- 
viero. 

Art. 584. Los extranjeros que no ten- 
gan carta de naturalización no pueden ad- 
quirir en todo ni en parte la propiedad de 
una nave española; y si recayere en ellos por 
título de sucesión, ú otro gratuito, la habrán 
de enajenar en el término preciso de treinta 
dias, bajo pena de confiscación. 
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Este término se contará desde el dia en 
que hubiere recaido en su favor la pro- 
piedad. 

Art. 585. Las naves se adquieren por 
los mismos modos prescritos en derecho pa- 
ra adquirir el dominio de las cosas comer- 
ciables. 

Art. 586. Toda traslación de dominio de 
una nave, cualquiera que séa el modo en 
que se haga, ha de constar por escritura 
pública. 

Art. 587. La posesión déla nave sin el 
título de adqnision no atribuye la propiedad 
al poseedor si no ha sido continua por espa- 
cio de treinta años. 

El capitán no puede adquirir la propiedad 
de la nave por prescricion. 

Art. 588. En la construcción délas na- 
ves serán libres los constructores de obrar 
en la forma que crean mas- conveniente para 
sus intereses; pero no podrán aparejarse sin 
que se haga constar por una visita de peritos 
nombrados por la autoridad competente, que 
se hallan en buen estado para la navegación. 

Art. 589. Sobre la matrícula de las na- 
ves construidas de nuevo ó adquiridas por 
cualquiera título legal, las solemnidades con 
que deben hacerse las escrituras, los requi- 
sitos que lian de cumplirse por parte de los 
propietarios antes de ponerlas en navega- 
ción, así como sobre su equipo, tripulación 
y armamento, se observarán las disposicio- 
nes de Ja ordenanza vigente de las matrícu- 
las de mar, ó cualquiera otra que se diere en 
lo sucesivo. 

Art. 590. Es lícita á los españoles la ad- 
quisición de buques de construcción extran- 
jera, y podrán navegar con ellos con los mis- 
mos derechos y franquicias que si siempre 
hubieran sido nacionales, con tal que no me- 
die en el contrato de su adquisición reserva 
fraudulenta á favor de extranjero alguno, so 
pena de confiscación de la nave si se faltase 
á esta condición, y que se observen además 
las formalidades que están dispuestas por la 
misma ordenanza de matrícula de mar. 

Art 591. El comercio de un puerto es- 
pañol á otro puerto del mismo Reino, se ha- 
rá exclusivamente en buques de la matrícu- 
la española, salvas las excepciones hechas 6 
que se hicieren en los tratados de comercio 
con las potencias extranjeras. 

Art. 392. Las naves pueden enajenarse 
libremente por sus propietarios, cuando les 
acomodare, no siendo á extranjeros que no 
estén naturalizados. 

Art. 593. Los capitanes ó maestres de 
las naves no están autorizados por razón de 
sus oficios á venderlas, y para hacerlo válida— 
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mente se les ha de, haber conferido al efecto 
poder especial y suficiente por jel propieta- 
rio; mas si estando la nave en viaje se inuti- 
lizare para la navegación, acudirá su capitán 
ó maestre, ante el juez ordinario del puerto 
donde hiciere su primera arribada: y el Tri- 
bunal constando en forma suficiente el daño 
de la nave, y que no puede ser rehabili- 
tada para continuar su viaje , decretará la 
venta en pública subasta , y con todas las 
solemnidades que se establecen en el art. 608. 

Art. 591. -En la venta de la nave, se en- 
tienden siempre comprendidos, aunque no 
se exprese, todos los aparejos pertenecientes 
á ella, que se hallen á la sazón bajo el do- 
minio del vendedor, ámenos que no se haga 
pacto expreso en contrario, 

Art. 595. Si se enajenare una nave que 
se hallase á la sazón en viaje , corresponde- 
rán al comprador íntegramente los fletes que 
devengue en el mismo viaje desde que reci- 
bió su último cargamento. 

Pero si al tiempo de hacerse la enajena- 
ción hubiera llegado la nave al puerto de su 
destino, pertenecerán los fletes al vendedor, 
sin perjuicio de que tanto en uno como en 
otro caso puedan los interesados hacer so- 
bre la materia las .convenciones que tengan 
á bien. 

Art. 596. Cuando las naves sean ejecu- 
tadas y vendidas judicialmente para pago de 
acreedores, tendrán privilegio de prelacion 
las obligaciones siguientes, por el orden con 
que se designan. 

1. a Los créditos de la Real Hacienda, si 
hubiere alguno contra la nave. 

2. a Las costas judiciales del procedimien - 
to de ejecución y venta de la nave. 

3. a Los derechos de pilotaje, toneladas, 
ancoraje y demás de puerto. 

4. a Los salarios de los depositarios y 
guardianes de la embarcación , y cualquiera 
otro gasto causado en su conservación des- 
de su entrada en el puerto hasta su venta. 

5. a El alquiler del almacén donde se ha- 
yan custodiado los aparejos y pertrechos de 
la nave. 

6. a Los empeños y sueldos que se deban 
al capitón y tripulación de la nave en su úl- 
timo viaje. 

7. a Las deudas inexcusables que en el 
último viaje haya contraído el capitán en uti- 
lidad de la nave, en cuya clase se compren- 
de el reembolso de los efectos de su carga- 
mento que hubiese vendido con el mismo 
objeto. 

8. a Lo que se deba por los materiales y 
mano de obra de la construcción de la nave, 
cuando no hubiere hecho viaje alguno; y si 
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hubiere navegado, la parte riel precio que 
aun no esté satisfecha á sn último vendedor, 
y las deudas que se hubieren contraído para 
repararla, aparejarla y aprovisionarla para el 
último viaje. 

9. ® Las cantidades tomadas á la gruesa 
sobre el casco, quilla, aparejos , pertrechos, 
armamento y apresto antes de la última sa- 
lida de la nave. 

10. El premio de los seguros hechos 
para el último viaje sobre el casco, quilla, 
aparejos, pertrechos, armamento y apresto 
de la nave. 

1 i . La indemnización que se deba á los 
cargadores por valor de los géneros carga- 
dos en la nave, que no se hubieren entrega- 
do á los consignatarios, y la indemnización 
que les corresponda por las averías de que 
sea responsable la nave. 

Art. 597. En caso de no ser suficiente el 
producto de la venta de la nave para pagar á 
todos los acreedores de un mismo grado , se 
dividirá entre estos á prorata del importe de 
sus respectivos créditos la cantidad que cor- 
responda á la masa de ellos, después de ha- 
ber quedado cubiortps por entero los de las 
clases preferentes, según el órden detallado, 

Art. 598. Para gozar de la preferencia 
que en su respectivo grado se marca á los 
créditos de que hace mención el art. 596, se 
han de justificar estos en la forma siguiente: 

Los créditos de la Real Hacienda, por cer- i 
lificaciones de los contadores de Rentas 
Reales. 

Las costas judiciales , por tasaciones he- 
chas con arreglo á derecho y aprobadas por 
el Tribunal competente. 

Los derechos de tonelada, anenrage y de- 
más de puerto, por certificaciones detalladas 
de los jefes respectivos de la recaudación de 
cada uno de ellos. 

Los salarios y gastos de conservación del 
buque y sus pertrechos, por decisión formal 
del Juzgado de primera instancia que hubie- 
re autorizado ó aprobado después dichos 
gastos. 

Los empeños y sueldos del capitán y tri- 
pulación , por liquidación que se haga en 
vista de los roles y de los libros de cuenta 
y razón de la nave aprobada por el capitán 
del puerto. 

Las deudas contraidas para cubrir las ur- 
gencias de la nave y su tripulación durante 
el último viaje, y las que resulten contra la 
nave por haberse vendido efectos del carga- 
mento,, se examinará^ y calificarán' per el 
Juzgado de primera instancia en juicio ins- 
tructivo y sumario, con vista de las justifica- 
ciones que presente el capitán, de lasnecesi- 
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dades que dieron lugar á contraer aquellas 
obligaciones. 

Los créditos procedentes de la construc- 
ción é venta del buque, por las escrituras 
otorgadas á su debido tiempo con las solem- 
nidades que prescribe la ordenanza de ma- 
trículas. 

Las provisiones para el apresto, aparejos 
y vituallas de la nave, por facturas de los pro- 
veedores, con el recibo á su pie del capitán 
y el visto bueno del naviero, con tal que se 
hoyan protocolado duplicados esactos de las 
mismas facturas en la escribanía de marina 
del puerto de donde proceda la nave antes 
de su salida, ó lo mas tarde en ios ocho dias 
siguientes é inmediatos á ella. 

Los préstamos- á Ja gruesa , por los con- 
tratos otorgados según derecho. 

Los premios de seguros, por las pólizas v 
certificaciones de los corredores que inter- 
vinieren en ellos. 

Y los créditos de los cargadores por de- 
fecto de entrega del cargamento 6 averias 
ocurridas en el, por sentencia judicial ó ar- 
bitral. 

Art. 599. Los acreedores por cualquiera 
de. los títulos mencionados en el artículo 596 
conservarán su derecdo expedito contra la 
nave, aun después de vendida esta, durante 
todo el tiempo que permanezca en el puerto 
donde se hizo la venta, y sesenta dias después 
que se hizo á la vela, despachada á nombre 
y por cuenta del nuevo propietario. 

Art. 600. Si la venta se hiciere en públi- 
ca subasta y con intervención de la autorida- 
judicia! bajo las formalidades prescritas en el 
artículo 608, se estingue toda responsabili- 
dad de la nave en favor de los acreedores 
desde el momento en que se otorgue la escri- 
tura de venta. 

Art. 601. Sise vendiere una nave estan- 
do en viaje, conservarán sus derechos ínte- 
gros contra ella los expresados acreedores, 
basta que la nave regrese al puerto donde 
esté matriculada, y seis meses después. 

Art. 602. Mientras dura la responsabili- 
dad de la nave por las obligaciones detalla- 
das en el art. 596, puede ser embargada á 
instancia de los acreedores que presenten 
s us títulos en debida forma en cualquier 
puerto donde se halle; y se procederá á.su 
venta judicialmente con audiencia y citación 
del capitán en caso de hallarse ausente el na- 
viero. 

Art. 603. Por cualquiera otra deuda que 
tenga el propietario de la nave, no puede ser 
esta detenida ni embargada sino en el puer- 
to de su matrícula, y el procedimiento se en- 
tenderá con el mismo propietario haciéndole 
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la primera citación al menos en el lugar de su 
domicilio. 

Art. 604. .Ninguna nave cargada y des- 
pachada para hacer viaje, puede ser embar- 
gada ni detenida por deudas de su propieta- 
rio, de cualquiera naturaleza que estas sean, 
sino por las que se hayan contraido para 
aprestar y aprovisionar Ja nave para aquel 
mismo viaje, y no anteriormente , y aun en 
este caso cesarán los electos del embargo si 
cualquiera interesado en la expedición diere 
lianza «suficiente de que la nave regresará al 
puerto en el tiempo prefijado en la patente, 
ó que si no lo verificase por cualquier acci- 
dente, aunque sea fortuito, satisfará la deu- 
da demandada en cuanto sea legítima. 

Art. 605. Las naves estranjeras surtas 
en los puertos españoles no pueden ser em- 
bargadas por deudas que no hayan sido con- 
traídas en territorio español, y en utilidad de 
las mismas naves. 

Art. 606. Por las deudas particulares de 
un copartícipe en la nave, no podrá ser esta 
detenida, embargada ni ejecutada en su tota- 
lidad, sino que el procedimiento se contrae- 
rá á ia porción que en ella tenga el deudor, y 
no causará estorbo á su navegación. 

Art. 607. Siempre que se haga embargo 
de una nave, se inventariarán detalladamen- 
te todos los aparejos y pertrechos de ella, 
caso de pertenecer al propietario de la misma 
nave. 

Art. 608. Ninguna nave puede rematar- 
se en venta judicial, sin que haya sido subas- 
tada públicamente por término de treinta 
dias, renovándose cada diez días ios carteles 
en que se anuncie la venta, y pregonándose ; 
por término de tres horas en cada uno de los 
dias primero, diez, veinte v treinta de ia su- 
basta. 

Los carteles se fijarán en les sitios acos- 
tumbrados para ios demás anuncios en el 
puerto donde se haga la venta, y en la capi- 
tal del departamento de marina á que aquel 
corresponda; y lauto en uno como en otro 
punto se fijará un cartel en ia entrada de la 
capitanía del puerto. 

La venta se anunciará también en todos 
los diarios que se pubíiqueu en la provincia, 
y se hará constar en.el expediente de subas- 
ta ei cumplimiento de esta, y las demás for- 
malidades prescritas. 

En el remate se procederá con las solem- 
nidades y en Ja iorma que está dispuesto por 
ei derecho común para las ventas judiciales. 

Art. 609. Las dudas ó cuestiones que 
puedan sobrevenir entre los copartícipes de 
una nave sobre las cosas de interés común, 
se resolverán por la mayoría, la cuai se cons- 
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tituye por' las partes de propiedad en la nave 
que formen rnas de la mit; d de su valor. 

La misma regla se observará para deter- 
minar la venta de la nave aun cuando la re- 
pugnen algunos de sus partícipes (f ). 

Art. 610. Los propietarios de la nave 
tendrán preferencia en el lletamento de ella 
á precio y condiciones iguales sobre los que 
no lo sean; y si concurriesen á reclamar este 
! derecho para un mismo viaje dos ó mas par- 
! tícipes, tendrá ia preferencia ei que tenga 
■ mas interés en la nave; y entre partícipes 
I que tengan igual interés en ella, se sorteará 
! el que haya de ser preferido. 

Art. 611. La preferencia qne se declara 
en el artículo anterior á ios partícipes de la 
nave, no les autorizará pera exigir que se 
j varíe ei destino que por disposición de la 
I mayoiía se haya prefijado para ei viaje. 

Art. 612. También gozarán los partícipes 
I del derecho de tanteo, sobre- ia venta que 
! alguno de ellos pretenda hacer de su porción 
j respectiva, proponiéndolo en el término pre- 
I císo de los tres dias siguientes á ia celebra- 
ción de la venta, y consignando en el acto el 
precio de ella. 

Art. 613. El vendedor puede precaverse 
contra el derecho de tanteo , iiaciendo saber 
la venta que tenga concertada á cada uno de 
sus copartícipes; y si dentro del mismo tér- 
mino de tres días no la tanteasen, no tendrán 
derecho á hacerlo después de celebrada. 

Art. 614. Cuando la nave necesite repa- 
ración, será suficiente que uno solo de los 
partícipes exija que se haga, para que todos 
estén obiigadus á proveer de fondos suficien- 
tes para que se verifique; y si alguno no lo 
hiciere en el término ue los quince días si- 
guientes al en que sea requerido judiciaimen- 
. te para ello, y todos ó algunos de ios demás 
ios supliese, tendrá derecho ei que haga este 
suplemento á que se le trasfiera el dominio 
dula parte que correspondía al que no hizo 
la provisión de fondos, abonándole por justi- 
precio el valor que á esta correspondiese an- 
tes de hacerse la reparación. 

El justiprecio se hará antes que se dé prin- 
cipio á la reparación por peritos nombrados 
por ambas partes, ó de ohcio por el juez, en 
el caso que alguna deje de verificarlo. 

Art. 615. Para tocios los efectos del dere- 
cho sobre que no se iiaya hecho modifica- 
ción ó restricción por las leyes de este Có- 
digo, seguirán las naves su condición de bie- 
nes muebles. 


Í (l) Habiendo empate en la resolución de 
la mayoría así constituida, deberá prevalecer 
la del mayor número de personas. 
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TITULO II. 

DS LAS PERSONAS ÜUE INTERVIENEN EN EL 
COMERCIO MARÍTIMO. 

SECCION L — De los navieros. 

Art. 616. No puede ser naviero el que 
no tenga la capacidad legal que exige el ejer- 
cicio del comercio. 

Art. 617. Todos los navieros se han de 
inscribir necesariamente en la matrícula de 
comercio de su provincia, y sin este requisito 
no se habilitarán sus naves para la nave- 
gación. 

Art. 618. Al naviero pertenece privativa- 
mente hacer todos los contratos respectivos 
á la nave, su administración, fletamiento y 
viajes, y ei capitán ó maestre de la nave 
deben arreglarse á las instrucciones y ór- 
denes que reciban del mismo , quedando 
responsables de cuanto hagan en contraven- 
ción de ellas. 

Art. 619. También corresponde al na- 
viero hacer el nombramiento y ajuste del 
capitán; pero si tuviere copartícipes en la 
propiedad de la nave, deberá hacerse dicho 
nombramiento por la mayoría de todos los 
partícipes. 

Art. 620. Pueden los navieros desem- 
peñar por sí mismos ios oficios de capitán ó 
maestre de sus naves, sin que lo estorbe la 
repugnancia de ningún copropietario, á me- 
nos que no sea matriculado, cuya cualidad le 
dará la preferencia. En caso de concurrir á 
solicitarlo dos copropietarios que sean ambos 
matriculados, se preferirá ai que tenga mas 
interés en el buque: y si ambos tuviesen 
igual porción en él, se sorteará el que haya 
de serlo. 

Art. 621. El naviero es responsable de 
las deudas y obligaciones que contrae el ca- 
pitán de su nave para repararla, habitarla y 
aprovisionarla; y no puede eludir esta res- 
ponsabilidad alegando que el capitán se es- 
cedió de sus facultades ú obró contra sus ór- 
denes é instrucciones, siempre que el acree- 
dor justifique que la cantidad que reclama se 
invirtió en beneficio de la nave. 

Art. 622. También recae sobre el navie 
ro la responsabilidad de las indemnizaciones 
en. favor de tercero. á que haya dado Jugar la 
conducta del capitán en la custodia -de los 
efectos que cargó en Ja nave; pero podrá 
salvarse de ella haciendo abandpDO dq la ma- 
ye, con todas sus pertenencias, y los fletes 
que haya devengado en , el viaje. 


Art. 629. No es responsable el naviero 
de ningún contrato que haga el capitán en 
su provecho particular, aunque se sirva de 
la nave para su cumplimiento. 

Ni de las obligaciones que haya contraido 
fuera de los límites de sus atribuciones sin 
una autorización especial . 

Ni de las que no se hayan formalizado con 
las solemnidades prescritas por las leyes, co- 
mo condiciones esenciales para su valida- 
ción. 

Art. 624. Tampoco tiene responsabilidad 
el naviero en los escesos que durante la na- 
vegación cometan ei capitán y tripulación; y 
solo habrá lugar por razón de ellos á pro- 
ceder contra las personas y bienes de los 
que resulten culpados. 

Art. 625. El naviero indemnizará al ca- 
pitán de todos los suplementos que haya he- 
cho en utilidad de la nave con fondos pro- 
pios ó ajenos, siempre que haya obrado con 
arreglo á sus instrucciones, ó en uso de las 
facultades que legítimamente le competen. 

Art. 626, Antes de hacerse el buque á la 
vela puede el naviero despedir á su arbitrio 
al capitán ó individuos de la tripulación, cu- 
yo ajuste no tenga tiempo ó viaje determina- 
do, pagáudoles los sueldos que tengan de- 
vengarlos, según sus contratos, y sin otra 
indemnización, como esta no se funde en un 
pacto espreso y determinado. 

Art. 627. Despidiéndose el capitán ú 
otro individuo de la tripulación durante el 
viajo, se les abonará su salario basta que re- 
gresen al puerto donde se hizo el ajuste, á 
menos que no hubiesen cometido delito que 
diera justa causa para despedirlos, ó los in- 
habilitara para desempeñar su servicio. 

Art. 623. Cuando ios ajustes de! capitán 
é individuos de la tripulación con el naviero 
tengan tiempo ó viaje determinado, no po- 
drán aquellos ser despedidos hasta el cum- 
plimiento de sus contratas, sino por causa de 
insubordinación en materia grave, hurto, 
embriaguez habitual, ó perjuicio causado al 
buque 6 su cargamento por dolo ó negligen- 
cia manifiesta ó probada. 

Art. 629. SieDdo copropietario del buque 
el capitán de la nave, no puede ser despedi- 
do sin que el naviero íe reintegre el valor 
de su porción social, que en defecto de con- 
venio de las partes se estimará por peritos 
nombrados por ellas mismas, ó de oficio, si 
no lo verificaren. 

_ Art. 630. Si el capitán copropietario, hu- 
biere obtenido el mando de la nave por pac- 
to social del acta de sociedad, no se le podrá 
privar de su cargo sin causa grave. 

■Art. 631. El naviero no podrá contratar 
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ni admitir mas carga de la que corresponda 
á la cavidad que esté detallada á su nave en 
la matrícula; y si lo hiciere, será responsa- 
ble de los perjuicios que se sigan á los car- 
gadores. 

Art. 632. Si un naviero contratare mas 
carga de lo que debe llevar su nave, atendi- 
da su cavidad, indemnizará á los cargadores 
á quienes deje <ie cumplir sus contratos, to- 
dos los perjuicios que por su falta de cum- 
plimiento les hayan sobrevenido. 

Art. 633. Todo contrato entre el naviero 
y el capitán caduca, en caso de venderse la 
nave, reservándose á este su derecho por la 
indemnización que le corresponda, según los 
pactos hechos con el naviero. 

La nave vendida queda obligada á la se- 
guridad del pago de esta indemnización , si 
después de haberse dirigido la repetición 
contra el vendedor , resultare este insol- 
vente. 

SECC. II . — De los capitanes. 

Art. 03 1. El capitán de la nave hade 
ser natural y vecino de los reinos de Espa- 
ña, y persona idónea para contratar y obli- 
garse. 

Los extranjeros no pueden serlo si do tie- 
nen carta de naturaleza , debiendo además 
prestar lianza equivalente á la mitad, cuan- 
do menos, del valor de la nave que capita- 
neen. 

Art. 635. En cuanto á la pericia que ha 
de tener el capitán en el arte de la navega- 
ción, su examen y demás requisitos nece- 
sarios para ejercer este cargo , se estará á lo 
que prescriben las ordenanzas de matrícula 
de gentes de mar. 

Art. 636. El naviero que se reserve ejer- 
cer la capitanía de su nave, y no tenga la 
patente de capitán con arreglo á dichas or- 
denanzas, se limitara á la administración 
económica de ella, valiéndose para cuanto 
diga orden á la navegación, de uu capitán 
aprobado y autorizado en Jos términos que 
aquellas previenen. 

Art. 637. ,EI capitán que sea natural de 
España estará ó no obligado á dar fianzas, 
según lo que sobre ello contrate con el na- 
viero; y si este le relevase de darlas no se 
le podrán exigir po,r otra persona. 

, Art* 638. El capitán es el jefe riela nave 
a quien debe obedecer toda la tripulación, 
observando y cumpliendo cuanto mandare 
para el servicio de ella. 

Art. 033. Toca al capitán proponer al 
naviero las personass del equipaje de la na- 
ve; y este tieue el derecho de elegir defini- 
tivamente Jos que hayan de tripularla;; pero 


no podrá obligar al capitán á recibir en su 
equipaje persona alguna que no sea de su 
contento y satisfacción, 

Art. 640. Con respecto á la facultad que 
compete al capitán para imponer penas cor- 
reccionales contra los que perturben el ór- 
den en la nave, cometan faltas de disciplina, 
ó-dejen de hacer el servicio que Ies competo, 
se observará le que previenen los reglamen- 
tos de la marina. 

Art. 641. No estando presentes el navie- 
ro ni el consignatario dé la nave, está auto- 
rizado el capitán para contratar por sí los 
los fietamentOR bajo las instrucciones que 
tenga recibidas, y procurando con la mayor 
solicitud y esmero el fomento y prosperidad 
de los intereses del naviero. 

Art. 642. El capitán lomará por sí las 
disposiciones convenientes para mantener la 
nave pertrechada , provista y municionada, 
comprando á este efecto lo que considere 
de absoluta necesidad, siempre que las cir- 
cunstancias no le permitan solicitar previa- 
mente las instrucciones del naviero. 

Art. 643. En casos urgentes, durante la 
navegación, puede el capitán disponer las 
reparaciones en la nave y en sus pertrechos, 
que sean absolutamente precisas, para que 
pueda continuar y acabar su viaje, con tal 
que si llegare á puerto donde haya consig- 
natario de la misma nave, obre con acuer- 
do de este. 

Fuera de este caso no tiene facultad para 
disponer por sí obras de reparación, ni otro 
gasto alguno para habilitar la nave, sin que 
el naviero consienta la obra y apruebe ei pre- 
supuesto de su costo. 

Art. 644. Cuando el capitán se halle sin 
fondos pertenecientes á la nave ó á sus pro- 
pietarios para costear las reparaciones, re- 
habilitación y aprovisionamiento que puedan 
necesilarse, en caso de arribada , acudirá á 
los corresponsales del naviero, si se encon- 
traren en el misino puerto: y en su defecto 
á los interesados en la carga, y si por nin- 
guno de estos medios pudiese procurarse l»>s 
fondos que necesitare, está autorizado para 
tomarlos á riesgo marítimo ú obligación á 
la gruesa sobre ei casco, quilla y aparejos, 
con previa licencia del Juzgado de primera 
instancia del puerto donde se baile, siendo 
territorio español; y en país extranjero del 
cónsul, sí lo hubiere, ó no habiéndolo, de la 
autoridad que conozca de los asuntos mer- 
cantiles. 

No surtiendo efecto este arbitrio , podrá 
echar ruano de la parte del cargamento que 
baste para cubrir Jas necesidades que sean 
de absoluta urgencia y perentoriedad, ven- 
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diéndola con la misma autorización judicial y 
en subasta pública. 

Art. 645. Estando ya la nave despacha- 
da para hacerse á la vela, no puede ser de- 
tenido por deudas el capitán , á menos que 
estas procedan de efectos suministrados para 
aquel mismo viaje, en cuyo caso se le admi- 
tirá también la fianza prevenida en el articu- 
lo 604. 

Esta disposición tendrá lugar con todos 
los demás individuos de la tripulación. 

Art. 646. Los capitanes tienen obligación 
de llevar asiento formal de todo lo concer- 
niente a la administración de la nave y ocur- 
rencias de la navegación en tres libros cn- 
cuadernadcs y foliados, cuyas fojas se ru- 
bricarán por el capitán del puerto de la ma- 
trícula de su barco. 

En el primero, que se titulará de carga- 
mentos, se anotará la entrada y salida de 
todas las mercaderías que se carguen en la 
nave , con expresión de las marcas y núme- 
ros de los bultos, nombres de cargadores 
y consignatarios, puertos de carga y de des- 
carga, y fletes que devengaren. 

En este mismo libro se sentarán también 
los nombres, procedencia y destino de todos 
los pasajeros que viajen en la nave. 

En el segundo , con el título de cuenta y 
razón, se llevará la de los intereses de la 
nave, anotando articulo por artículo io que 
reciba el capitán y lo que expenda por re- 
paraciones , aprestos , vituallas , salarios y 
demás gastos que se ocasionen de cualquie- 
ra clase que sean, sentándose en e! mismo 
libro los nombres, apellidos y domicilios de 
toda la tripulación, sus sueldos respectivos, 
cantidades que perciban por razón de ellos, 
y las consignaciones que dejen hechas para 
sus familias. 

k^'En el tercero, que se nombrará diario de 
navegación, se anotarán dia por dia todos ios 
acontecimientos del viaje y las resoluciones 
sobre la nave ó el cargamento que exijan 
el acuerdo de los oficiales de ella. 

Art. 647. Si durante la navegación mu- 
riese algún pasajero ó individuo del equipaje, 
pondrá el capitán en J>uena custodia todos 
los papeles y pertenencias del difunto , for- 
mando un inventario exacto de todo ello con 
asistencia de dos testigos, que serán algunos 
de los pasajeros, si los hubiere, ó en su de- 
fecto individuos de la tripulación. 

Art. 648. Antes de poner la nave á la 
carga se hará un reconocimiento prolijo de 
su estado por el capitán y oficiales de ella, y 
dos maestros de carpintería y calal’ateria, y 
hallándola segura para emprender 1* nave- 
gación á que se le destine, se estenderá por 


acuerdo en el libro de resoluciones; y en el 
caso contrario se suspenderá el viaje hasta 
que se hagan las reparaciones convenientes. 

Art. 649. En ningún caso desamparará 
el capitán Ja nave en la entrada y salida de 
los puertos y ríos. 

Estando en viaje, no pernoctará fuera de 
ella sino por ocupación grave que proceda 
de su oficio, y no de sus negocios propios. 

Art. 650. El capitán que llegue á un 
puerto estranjero, se presentará al cónsul 
español en las veinte y cuatro horas siguien- 
tes a haberle dado platica, y hará declara- 
ción ante el mismo del nombre, matrícula, 
procedencia y destino de su buque, de las 
mercaderías que componen su carga, y de 
las causas de su arribada, recogiendo certi- 
ficación que acredite haberlo así verificado, 
y la época de su arribo y de su partida. 

Art. 651 . Cuando un capitán tome puerto 
por arribada en territorio español, se presen- 
tará inmediatamente que salte en tierra al 
capitán del puerto, y declarará las causas de 
la arribada. La misma autoridad, hallándolas 
ciertas y suficientes, le dará certificación pa- 
ra guarda de su derecho. 

Art. 652. El capitán que habiendo nau- 
fragado su nave se salvare solo ó con parte 
de la tripulación, se presentará á la autoridad 
mas inmediata, y liará relación jurada del 
suceso. 

Esta se comprobará por las declaraciones 
que mediante juramento darán los individuos 
de la tripulación y pasajeros que se hubieren 
salvado, y el expediente original se entrega- 
rá ai mismo capitán para guarda de su de- 
recho. 

Si las declaraciones de la tripulación y pa- 
sajeros no se conformaren con la del capi- 
tán, no hará fó en juicio la de este, y en am- 
bos casos queda reservada á los interesados 
la prueba en contrarío. 

Art. 653. Guando se hubieren consumi- 
do las provisiones comunes de la nave antes 
de llegar á puerto, podrá el capitán, de 
i acuerdo cou los demas oficiales de esta, obli- 
gar á los que tengan víveres por su cuenta 
particular á que los entreguen para el con- 
sumo común de todos los que se hallen á bor- 
do, abonando su importe en el acto, ó á lo 
mas tarde en el primer puerto adonde arríbe. 

Art. 654. No puede el capit.an cargar en 
la nave mercadería alguna por su cuenta 
particular sin permiso del naviero, ni per- 
mitirá que lo haga sin el mismo consenti- 
miento individuo alguno de la tripulación. 

Art. 655 Tampoco puede el capitán ha- 
cer pacto alguno público ni secreto con 
los cargadores que ceda en beneficio partí- 
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•calar suyo, sino que todo cuanto produzca la 
nave bajo cualquier título que sea, ha de en- 
trar en el acervo común de los partícipes en ! 
los productos. 

Art. 656. El capitán que navegue á fie- 
te común ó al tercio no puede hacer de su 
propia cuenta negocio alguno separado; y si 
lo hiciere, pertenecerá la utilidad que resub 
le á los- demas interesados, y las pérdidas 
cederán en su perjuicio particular. 

Art. 657. El capitán que habiéndose con- 
certado para .un viaje dejare de cumplir su 
empeño, sea porque no emprenda el viaje, 
ó sea abandonando la nave durante él, ade- 
mas de indemnizar al naviero y cargadores 
todos los perjuicios que les sobrevengan por 
elfo, quedara inhábil perpetuamente para 
volver á capitanear nave alguna. 

Solo será escusabfi , si le sobreviniere al- 
gún impedimento físico ó moral que le impi- 
da cumplir su empeño. 

Art. 658. No es permitido al capitán ha- 
cerse sustituir por otra persona en el des- ¡ 
empeño de su encargo sin consentimiento 
del naviero; y si lo hiciere, queda responsa- 
ble de todas las gestiones del sustituto, y el ¡ 
naviero podrá deponer á este y al que lo 
nombró, exigiéndole las indemnizaciones á 
que se haya hecho responsable con arreglo 
al articulo anterior. 

Art. 659. Desde todo puerto donde el 
capitán cargue la nave, debe remitir al navie- 
ro un estado exacto de los efectos que ha 
cargado, nombres y domicilios de los carga- 
dores, fieles que devenguen y cantidades to- í 
inadas á la gruesa. En el caso de no encontrar 
medios de dar este aviso en el puerto donde 
reciba la carga, lo verificará en el primero 
adonde arribe en que haya facilidad para ello. 

Art. 660, También dará el capitán noticia 
puntual al naviero de su arribo al pinato de 
su destino, aprovechando el primer correo ú 
otra ocasión mas pronta, si la hubiere. 

Art. 661 . Cuando por cualquier acciden- 
te de msr perdiere el capitán toda esperanza I 
de poder salvar la nave, y se crea en el caso 
de abandonarla, oirá sobre ello á los demás 
oficiales de la nave, y se estará á lo que de- 
cida la mayoría, teniendo el capitán voto de 
calidad. 

Podiendo salvarse en el bote, procurará 
llevar consigo lo mas precioso del cargamen- 
to, recogiendo indispensablemente los libros 
de la nave, siempre que baya posibilidad de 
"hacerlo. Si los efectos salvados se perdieren 
antes de llegar á buen puerto, no se le hará 
cargo alguno por ellos, justificando en el pri- 
mero donde arribe que la pérdida procedió 
de caso fortuito inevitable. 

Tomo IX. 


Art. 662. No puede el capitán tomar di- 
nero á la gruesa ni hipotecar la nave para 
sus propias negociaciones. 

Siendo copartícipe en el casco y aparejos, 
puede empeñar su porción particular, siem- 
pre que no haya tomado antes gruesa algu- 
na sobre la totalidad de la nave, ni exista 
otro género de empeño ó hipoteca á cargo 
de esta. 

En la póliza del dinero que tomare el capi- 
tán copropietario en la forma sobredicha, fes- 
presará necesariamente cuales la porción de 
su propiedad sobre que funda ía hipoteca 
espresa. 

En caso de contravención á este articulo 
será de cargo privativo del capitán el pago 
del principal y costas, y podrá el naviero de- 
ponerlo de su empleo. ’ 

Art. 663. El capitán, luego que se haya 
fletado la nave, debe ponerla franca de qui- 
lla y costados, apta para navegar y recibir 
la carga en el término pactado con el fle- 
tador. 

Art. 664. Estando la nave fletada por en- 
tero , no puede el capitán recibir carga de 
otra persona sin anuencia expresa del fleta- 
dor; y si io hiciere, podrá éste obligarle á 
desembarcarla, y exigirle los perjuicios que 
se le hayan seguido. 

Art. 065. No permitirá el capitán que se 
ponga carga sobre la cubierta del buque sin 
que consientan en ello todos los cargadores, 
e! mismo naviero y los oficiales de 15 nave; 
y será bastante que cualquiera de estas par- 
tes lo resista, para que no se verifique, aun- 
que las demás lo consientan. 

Art. 66G. Las obligaciones impuestas á 
los navieros por los arts. 631 y 632, son ex- 
tensivas á los capitanes en las contratas que 
hagan sobre fletes. 

Art. 667. Es obligación del capitán man- 
tenerse en su nave con toda su tripulación 
mientras esta se esté cargando. 

Art. 668. Después de haberse fletado la 
nave para puerto determinado, no puede el 
capitán dejar de recibir la carga y hacer el 
viaje convenido, si no sobreviene peste, 
guerra ó extorsión en la misma nave, qué 
impidan legítimamente emprender la nave- 
gación. 

Art. 669. Cuando por violencia extrajere 
algún corsario efectos de la nave ó de su 
carga, ó el capitán se viere en la necesidad 
de entregárselos , formalizará su asiento en 
el libro, y justificará el hecho en el primer 
puerto adonde arribe. 

Es de cargo del capitán resistir la entre- 
ga, ó reducirla á io menos posible en canti- 
dad y calidad de los efectos que se le exijan 

10 
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por iodos los medios que permíta la pru- 
dencia. 

Art. 670. El capitán que corriere tem- 
poral, ó considere que hay daño ó avería en 
la carga, hará su pretexta en el primer puer- 
to adonde arribe dentro de las veinticuatro 
lloras siguientes á su arribo, y la ratificará 
dentro del mismo término luego que llegue 
al de su destino, procediendo en seguida á la 
justificación de los hechos, y hasta quedar 
evacuada r.o podrá abrir las escotillas. 

Art. 671. No puede el capitán tornar di- 
nero á la gruesa sobre el cargamento ; y en 
caso de hacerlo, será ineficaz el contrato con 
respecto á este. 

Art. 672. Luego que el capitán llegue al 
puerto de su destino , y obtenga los permi- 
sos necesarios de las oficinas de marina y 
Aduana Real, hará entrega de su cargamen- 
to á los respectivos consignatarios sin des- 
falco , bajo su responsabilidad personal y la 
del buque, sus aparejos y fletes. 

Art. 673. Las creces y aumentos que 
tenga la carga durante su estancia en la na- 
ve, pertenecen a! propietario. 

Árt. 674. Cuando por ausencia del con- 
signatario , 6 por no presentarse portador ¡ 
legítimo de los conocimientos á la orden, ig- 
norare el capitán á quien baya de hacer le- 
gítimamente la entrega del cargamento, lo 
pondrá á disposición del tribunal de comer- 
cio, ó eD defecto de haberlo, de la autoridad 
judicial lofiíil , para que provea lo conve- 
niente á su depósito, conservación y segu- 
ridad. 

Art. 675. El capitán llevará un asiento 
formal de los géneros que entrega con sus 
marcas y números, y expresión de la canti- 
dad, si se pesaren ó midieren, y lo trasladará 
al libro de cargamentos. 

Art. 676. El capitán es responsable ci- 
vilmente de todos la daños que sobrevengan 
á la nave y su cargamento por impericia ó 
descuido de su parte. 

Si estos daños procedieren de haber obra- 
do con dolo, además de aquella responsabi- 
lidad será procesado criminalmente y casti- 
gado con Jas penas prescritas en las leyes 
criminales. 

Art. 677. El capitán que haya sido con- 
denado por haber obrado con dolo en sus 
funciones, quedará inhabilitado para obte- 
tener cargo alguno en las naves. 

Art. 678. No se admitirá excepción al- 
guna en descargo de su responsabilidad al 
capitán que hubiere tomado derrota contra- 
ria á la que debía , ó variado de rumbo sin 
justa caúsá, á juicio de la junta de oficiales j 
(Je la nava, con asistencia de los cargadores ! 


ó sobrecargos que se hallaren á bordo* 

Art. 679, El capitán es responsable tara' 
bien civilmente de ¡as sustracciones y latro- 
cinios que se cometieren por la tripulación 
de la nave, salva su repetición contra los 
culpados. 

Asimismo lo es de las pérdidas , multas y 
confiscaciones que ocurran por conlraverir- 
ciones á las leyes y reglamentos de aduanas 
ó de policía de los puertos, y de los que se 
causen por las discordias que se susciten en 
el buque, ó por las faltas que cometa la tri- 
pulación en el servicio y defensa del mismo, 
f si no probare que usó con tiempo de toda la 
' extensión de su autoridad para prevenirlas, 
impedirlas y corregirlas. 

Art. 680. Serán también de cargo del 
capitán los perjuicios que resulten por la in- 
observancia de los arts. 642, 648, 649, 654, 
665 y 667 . 

Art. 681. La responsabilidad de! capilar, 
sobre el cargamento comienza desde que se 
le hace Ja entrega de él en la orilla del agua, 
ó en el muelle del puerto donde se carga has- 
ta que lo pone en la orilla ó muelle del puer- 
to da la descarga, si otra cosa no se hubiere 
pactado expresamente, ó sino hubiere que- 
dado de cuenta del cargador entregar la car- 
ga á bordo, ó recibirla del mismo modo. 

Art. 682. No tiene responsabilidad algu- 
na el capitán de los danos que sobrevienen 
al buque ni su cargamento por fuerza mayor 
insuperable ó caso fortuito qué no pudo evi- 
tarse. 

Art. 683. Ningún capitán puede entrar 
voluntariamente en puerto distinto del de su 
destino, sino en los casos y bajo las formali- 
dades que se previenen en ios artículos 958 
y 969. 

Si contraviniere á estos artículos, ó si la 
arribada procediere de culpa, negligencia ó 
impericia del capitán, será responsable délos 
gastes y perjuicios que en ella se causen al 
naviero y á ios cargadores. 

Art. 684. El capitán que tome difiero so- 
bre el casco y aparejos del buque, que em- 
peñe ó venda mercaderías ó provisiones, 
tuera de los casos y sin las formalidades que 
vaD prevenidas, y el que cometa fraude en 
sps cuentas, además de reembolsar la can- 
tidad defraudada, será castigado como reo 
i de hurto. 

Art. 685. Los capitanes cumplirán ade- 
más de las obligaciones prescritas en este 
Código, las que les estén impuestas por los 
reglamentos de marina y aduanas. 

Art. 686. Las obligaciones que el capi- 
tán contrae para atender á la reparación, 
habilitación y aprovisionamiento de la nave, 
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recaen sobre el naviero, y no le constituyen 
personalmente responsable ó su cumplimien- 
to, a menos que no comprometa espesa- 
mente su responsabilidad personal, ¡ó suscri- 
ba letra de cambio ó pagaré á su nombre. 

SEUC. III.— De los oficiales y equipaje de lo 
nave. 

Art. 687. Ninguno podrá ser piloto, con- 
tramaestre, ni oficial de nave mercante, bajo 
cualquiera denominación que sea, sin haber 
obtenido la habilitación y autorización que 
previenen las ordenanzas de matrículas de 
mar; y cualquiera contrato hecho por un 
naviero ó capitán para oficiales de mar con 
persona que carezca de dicha autorización, 
será nulo é ineficaz con respecto á ambas 
partes, 

Art. 688. Entre las personas que tengan 
la autorización conveniente para ejercer los 
oficios que designa el artículo precedente, 
elegirá el naviero la que sea de su agrado, 
sin que por autoridad alguna se le pueda 
obligar á que la elección recaiga en sugeto 
determinado, salvo lo que se ha prevenido 
en el artículo 639 con respecto á la inter- 
vención que debe tener el capitán de la na- 
ve en estos nombramientos. 

Art. 689. Por muerte, ausencia ó enfer- 
medad del capitán recae el mando y gobier- 
no de la nave en el piloto, mientras que el 
naviero, provee de persona que le reempla- 
ce, yá su consecuencia tendrá la misma res- 
ponsabilidad que el capitaa en el cumpli- 
miento délas obligaciones que á este corres- 
ponden. 

Art. 690. El piloto debe ir provisto de 
las Carlas de navegación é instrumentos ne- 
cesarios para el desempeño de su encargo, y 
responde de los accidentes á que dé lugar sil 
omisión en esta parte. 

Art. 691. Para mudar de rumbo ha de 
obrar el piloto con acuerdo del capitán; y si 
este se. opusiere á que tome el que convenga 
al buen viaje de la nave, le espondrá las ob- 
servaciones convenientes en presencia de los 
demás oficiales de mar; y en caso de insistir 
el capitán en su resolución, estenderá el pi- 
loto la conveniente prot.exla en el libro de 
navegación, sin dejar de obedecer al capitán, 
a cuyo perjuicio vendrán las resultas de- su 
mala disposición. 

Art. 692. Los pilotos llevarán particular- 
mente por sí un libro en que anotarán dia- 
riamente la altura del sol, la derrota, la dis- 
tancia, la longitud y la latitud en que juzga- 
ren hallarse; los encuentros que tuvieren de 
otras naves, y todas las particularidades úti- 
les que observen durante la navegación. 


Art. 693. Si por impericia y descuido del 
piloto varase ó naufragase la nave, respon- 
derá de todos los perjuicios que se causen á 
esta y al cargamento. 

Si el daño procediese de haber obrado con 
dolo, será procesado criminalmente, y cas- 
tigado según derecho; quedando inhabilitado 
para volver á ejercer las funciones de piloto 
en ningún otro buque. 

La responsabilidad particular del piloto no 
escluye la que tiene el capitán en los mismos 
casos, según el artículo 676. 

Aat. 694. Por imposibilidad ó inhabili- 
tación del capitán y del piloto, sucede el con- 
tramaestre en el mande y responsabilidad de 
la nave. . 

Art. 695. Es de cargo del contramaes- 
tre vigilar sobre la conservación de los apa- 
rejos de la nave, y proponer al capitán las 
reparaciones que crea necesarias. 

Art. '696. También corresponde, al con- 
tramaestre arreglar en buen órdeit el carga- 
mento, tener la nave espedita para las ma- 
niobras que exige la navegación, y mante- 
ner el órden, la disciplina y buen servicio en 
la tripulación, pidiendo al capitán las órde- 
nes é. instrucciones que sobre todo ello esti- 
me mas convenientes, y dándole, aviso pron- 
to y puntual de cualquiera ocurrencia en que 
sea necesaria ia intervención de su auto- 
ridad. 

Con arreglo á las mismas instrucciones 
detallará á cada marinero el trabajo que de- 
ba hacer á bordo, y vigilará sobre que lo 
desempeñe debidamente. 

Art. 697. Cuando se desarme la nave se 
encargará por inventario de todos sus apare- 
jos y pertrechos, cuidando de su conserva- 
ción y custodia, ámenos que por órden del 
naviero sea relevado de. este encargo. 

Art. 698. En punto á las calidades que 
deban concurrir en los que hayan de compo- 
ner los equipages de las naves mercantes, se 
observará lo que está dispuesto en las orde- 
nanzas de matrículas de gente de mar. 

Art. 699. Las contratas entre el capitán 
y el equipage deben todas eslenderse por es- 
crito en el libro de cuenta y razón de la nave, 
y firmarse por los que sepan hacerlo. Los 
que no sepan firmar podrán autorizar á otro 
que firme por ellos. 

Estando este libro con los requisitos pre- 
venidos en el art. 646, y no apareciendo in- 
dicio de alteración en sus partidas, hará en- 
tera íé sobre las diferencias que ocurran en- 
tre el capitán y el equipaje, en razón de Jas 
contratas contenidas en él [y de las cantida- 
des entregadas á cuenta de ellas. 

Cada individuo del equipaje podrá exigir 
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del capitán que le dé una nota firmada de su 
ñuño de la contrata estendida en e! libro. 

Art. 700. El hombre de mar contratado 
para el servicio de Ja nave no puede res- 
cindir su empeño ni dejar de cumplirlo, co- 
mo no le sobrevenga impedimento legítimo 
que lo estorbe. 

Art. 701. Si el hombre de mar que esté 
contratado para una nave se concertase para 
otra, será nulo el contrato, y el capitán ten- 
drá la opcion de obligarle á prestar el servi- 
cio que tenia pendiente, ó buscar á expensas 
del mismo quien le sustituya. 

Además perderá loa salarios que tuviere 
devengados en su primer empeño, á benefi- 
cio de la nave en donde lo tenia contraído, 
sin perjuicio de las penas correccionales á 
que pueda condenarle la autoridad militar de 
marina. 

El capitán que lo ajustó en segundo lugar 
incurrirá en la multa de mil reales siempre 
que hubiere sido sabedor de que el hombre 
de mar estaba empeñado en otra contrata. 

Art. 702, Para pasar un hombre de mar 1 
del servicio de una nave 'al de oirá, sin es- . 
torbo legitimo, obtendrá permiso por escri- 
to del capitán de la nave en que servia. 

Art. 703. No constando el tiempo deter- ! 
minado, por el cual se ajustó un hombre de 
mar, se entiende empeñado por el viaje de 
ida y vuelta hasta que la nqve regrese al 
puerto de su matrícula. 

Alt. 704. No puede ser despedido sin 
justa causa el hombre de mar durante el 
tiempo de su contrata. 

Serán justas causas para despedirle: 

La perpetración de cualquier delito que 
perturbe od órden en la nave, y!a reinciden- 
cia en faltas de insubordinación , disciplina ó 
cumplimiento del servicio que le correspon- 
da hacer. 

El hábito de la embriaguez. 

Cualquiera ocurrencia que inhabilite al 
hombre de mar para ejecutar el trabajo de 
que esté encargado. 

Art. 705. Si arbitrariamente rehusare el 
capitán llevar á su bordo al hombre de mar 
que tenga ajustado, le pagará su soldada, 
como si hiciera su servicio; y mediante esta 
indemnización no se le podrá obligar á lle- 
varlo, con tal que lo deje en tierra antes de 
emprender el viaje. 

Esta indemnización saldrá de la masa de 
fondos de la nave, si el capitán procediere 
por motivos prudentes y fundados en que se 
interese Ja seguridad y el servicio de aquella. 

No siendo asi, la indemnización será de 
cargo particular del capitán. 

Art. 700. Después que comience la na- 
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) vegacion , y durante esta hasta concluir el 
viaje, no puede abandonar el capitán en tier- 
ra ni en mar á hombre alguno de su equipa- 
je, á menos que como reo de algún delito 
no se proceda á su prisión y entrega en el 
primer puerto de su arribada, á la autoridad 
que corresponda , en los casos y forma que 
previenen las Ordenanzas de marina. 

Art. 707. Si después de ajustado el 
. equipaje se revocase el viaje de la nave por 
arbitrariedad del naviero ó por motivo de su 
interés particular, se abonará á todos los 
hombres de mar ajustados una mesada de su 
respectivo salario, por vía de indemnización, 
á parte de lo que les corresponda percibir 
con arreglo á sus contratas por el tiempo que 
lleven de servicio en la nave. 

En el caso de estar el equipaje ajustado á 
: una cantidad alzada por el viaje se graduará 
lo que corresponda á diqlia mesada y dietas 
proraleándolas en los dias que por aproxima- 
ción debería aquel durar. Este cálculo se 
hará por dos peritos nombrados por las par- 
tes, ó de oficio por el Tribunal si ellas no )o 
hicieren. 

Cuando el viaje que estaba proyectado se 
calculase da tan corla duración que no pasa- 
se de un mes, la indemnización., se reducirá 
al salario de quince días á cada individuo del 
equipaje. 

De la indemnización y dietas se desconta- 
rán lás anticipaciones queso hubieren hecho. 

Art. 708 Ocurriendo ¡a revocación del 
viaje después que la nave hubiere salido al 
mar, devengarán, los hombres de mar, ajus- 
tados ec una cantidad alzada por el viaje, to- 
do lo que les corespondería si este se hubiera 
concluido: y los que estén ajustados por me- 
ses percibirán el salario correspondiente al 
tiempo que hayan estado embarcados, y fi- 
que necesiten para lle b ar al puerto donde del 
bia terminarse el viaje. 

Será también de cargo del naviero y capi- 
tán proporcionar ai equipaje trasportes para 
el mismo puerto, ó bien para el de la expedi- 
ción de la nave, según mas les convenga. 

Art, 709. Cuando el naviero diere distinto 

destino á la nave del que estaba determina- 
do en los ajustes del equipaje, y los indivi- 
duos de esté rehusaren conformarse ó esta 
variación, no estará obligado á abonarles 
inas que las soldadas de los días trascurridos 
desde sus ajustes; pero si ellos se conforma- 
ren en hacer el viaje determinado nueva- 
mente por el naviero, y la mayor distancia u 
otras circunstancias dieren lugar á un au- 
mento de retribución, se regulará esta a'™" 
gablemente ó por árbitros en casos de dis- 
I cordia. 
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Art. HO. Las reglas prescritas en los 
tres artículos precedentes, se observarán 
también cuando la revocación ó variación 
del viaje traiga causa de los cargadores de 
la nave; quedando á salvo el derecho del na- 
viero para reclamar de estos la indemniza- 
ción que corresponda en justicia. 

Arla 71 i - Revocándose el viaje de la na- 
ve por justa causa independiente de Ja volun- 
tad deí naviero y cargadores, cesa el dere- 
cho del equipaje á indemnización alguna, y 
solamente podrá exigir los salarios devenga- 
dos hasta el dia en que se revoque el viaje, 
siempre que la nave esté todavía en el 
puerto. 

Art, 712. Son causas justas para Ja re- 
vocación del viaje. 

1. a La declaración de guerra ó interdic- 
ción de comercio con la potencia para cuyo 
territorio había do hacer viaje la nave. 

2. a El estado de bloqueo del puerto 

adonde iba destinada, ó peste que en el so- 
brevenga. 

3. a La prohibición de recibir en el mis- 
mo puerto los géneros cargados en la nave. 

í. a La detención ó embargo de la nave 
por orden dei Gobierno, ú otra cansa inde- 
pendiente de la voluntad del naviero. 

5. a Cualquiera descalabro en la nave qué 
la inhabilite' para la navegación. 

Art, 713. Ocurriendo después de co- 
menzado ei viaje alguno de los tres primeros 
casos qué se prefijan en el artículo prece- 
dente, serán pagados ios hombres de mar en 
e! puerto adonde el capitán crea mas conven 
niente arribar, en beneficio de la nave y su 
su cargamento, según al tiempo que hayan 
servido en ella, y quedarán rescindidos 'sus 
ajustes; pero si la nave hubiese de continuar 
navegando, pueden mutuamente exigirse el 
capitán y el equipaje el cumplimiento de 
aquellos por el tiempo pactado. 

En el caso cuarto se continuará pagando 
al equipaje la mitad de su haber, estando 
ajustados por meses; y si la detención ó em- 
bargo escediere de tres meses, quedará res- 
cindirlo su empeño, sin derecho á indemni- 
zación alguna. 

Los que este.n ajustados por el viaje deben 
cumplir sus contratas en los términos con- 
venidos hasta la conclusión de este. 

En el caso quinto no tiene el equipaje otro 
derecho, con respecto al naviero, que á los 
salarios devengados; pero si la inhabilitación 
del navio procediese de dolo del capitán ó 
del piloto, entrará en la responsabilidad del 
culpado la indemnización de los perjuicios 
que se hayan seguido al equipaje. 

Art. “14. Si por beneficio de la nave 6 
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del cargamento se estendiese el viaje á pun- 
tos mas distautes de los convenidos con el 
equipaje, percibirá este un aumento de sol- 
dada proporcional á sus ajustes. 

Si al contrario por las mismas razones de 
conveniencia del naviero ó de los cargadores 
se redujere al viaje á un puerto mas cercano, 
no se les podrá hacer por esta razón desfalco 
alguno en sus ajustes. 

Art. 715. Navegando el equipaje á la 
parte, no tiene derecho áotra indemnización 
por causa de revocación, demora ó mayor 
extensión del viaje, que á la parte proporcio- 
nal que le corresponda eu la que hagan al 
fondo común de la nave las personas que pue- 
dan ser respocsablesde aquellas ocurrencias. 

Art. 716. Perdida enteramente la nave 
por causa de apresamiento ó naufragio, no 
tiene derecho el equipaje á reclamar salario 
alguno, ni tampoco el naviero á exigir el 
reembolso de las anticipaciones que le hubie- 
re hecho. 

Si se salvare alguna parte de la nave, se 
harán efectivos sobre ella los salarios debidos 
al equipaje basta la cantidad que alcance su 
producid. Y si solo se hubiere salvado alguna 
parte del cargamento, tendrá el equipaje el 
mismo derecho sobre los fletes que deban 
percibierse por su trasporte. 

En ambos casos será comprendido el ca- 
pitán en la distribución por la parte propor- 
cional que corresponda á su salario. 

Árt. 717. Los marineros que naveguen 
á la parte no tendrán derecho alguno solare 
los restos de la nave que se salven, sino so- 
bre el flete de la parte del cargamento que 
haya podido salvarse. 

En caso de haber trabajado para recojer 
las reliquias de la nave naufragada, se Ies 
abonará sobre el valor de lo que hayan sal- 
vado una gratificación proporcionada á sus 
esfuerzos y al riesgo á que se espusicron pa- 
ra salvarlas. 

Art. 718. No cesa de devengar salario el 
hombre de mar que enfermare durante la 
navegación, á menos que no haya emanado 
la enfermedad de un hecho culpable. 

Eu cualquiera caso se sufragarán del fon- 
do común de la nave los gastos de asistencia 
y curación, quedando obligado el entermo al 
reintegro con sus salarios; y no siendo estos 
suficientes, con sus bienes. 

Art. 716. Cuando la dolencia proceda de 
herida recibida en el servicio ó defensa de la 
nave, será el hombre de mar asistido y cura- 
do á espensas de todos los aue interesen en 
el producto de esta, deduciéndose de los fle- 
tes ante todas cosas los gastos de la asisten- 
cia y curación. 
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Art. 720. Muriendo el hombre de mar 
durante- el viaje, se abonará á sus herederos 
el salario que corresponda al tiempo que ha- 
ya estado embarcado, si el ajuste estuviere 
hecho por mesadas. 

Si hubiere sido ajustado por el viaje, se 
considerará que ha ganado la mitad de su 
ajuste falleciendo en el viaje de ida, y la to- 
talidad si muriese en el de regreso. 

Cuando el hombre de mar haya ido á la 
parte, se abonará á sus herederos toda la que 
le corresponda si murió después de comen- 
zado el viaje; perojaquellos no tendrán dere- 
cho alguno si falleciere autes de comenzarse. 

Art. 72f. Cualquiera que sea el ajuste 
del hombre de mar, muerto en defensa de 
la nave, se le considerará vivo para deven- 
gar las salarios, y participar de las utilidades 
que correspondan á los demás de su clase, 
concluido que sea el viaje. 

Del mismo modo se considerará presente 
ara gozar de los misinos beneficios al boui- 
re de mar que fuere apresado en ocasión de 
defender la nave; pero siéndolo por descuido 
ú otro accidente que no tenga relación con 
el servicio de esta, percibirá solamente los 
salarios devengados hasta el dia de su apre- 
samiento. 

Art, 722. La nave, aparejos y fletes se- 
rán responsables de los salarios debidos á 
los homares de mar que sp ajustaren por me- 
sadas ó por viajes, 

SECC. 4. a — De los sobrecargos . 

Art. .723. Los sobrecargos ejercerán so- 
bre la nave y el cargamento la parte de ad- 
ministración económica que seles haya con- 
fiado expresa y determinadamente por sus 
comitentes, sin entrometerse en las atribu- 
ciones que soq privativas de los capitanes, 
para la dirección facultativa y mando de las 
naves. 

Art. 724. Las facultades y responsabili- 
dad del capitán cesan con la presencia del 
sobrecargo, en cuanto á Ja parte de adminis- 
tración legítimamente conferida á este, sub- 
sistiendo para todas las gestiones que son in- 
separables de sq autoridad y empleo. 

44- 725. RI sobrecargo debe llevar 
cuenta, y razón de todas sus operaciones en 
un libro foliadoy rubricado en la forma que 
previene el art. 646. 

Art. 726. Las disposiciones de los artícu- 
los de la sección tercera, título. segundo, li- 
bro primero, que determinan la capacidad, 
modo fiq contratar y responsabilidad de los 
factorqp, Se entienden del mismo modo con 
los sobrecargos. 

Art. 727, Se prohíbe á los sqbrecargos 


(Código de Com.) 

hacer negocio alguno por cuenta propia du- 
rante su viaje fuera de la pacotilla, que p 0 f 
pacto espreso con sus comitentes ó por cos- 
tumbre del puerto donde se despache la na- 
ve les sea permitida. 

Art. 728. En retorno de la pacotilla n 0 
podrá invertir sin autorización especial de 
los mismos comitentes inas cantidad que el 
producto que esta haya dado. 

SECC. V. — T)e los corredores intérpretes de 
navios. 

Art. 729. En todos los puertos de mar 
habilitados para el comercio extranjero , ha- 
brá el número de corredores intérpretes de 
uavíos que se juzgare necesario con propor- 
ción á la extensión de sus relaciones mer- 
cantiles. 

Para estos cargos serán preferidos los cor- 
redores ordinarios de la misma plaza, siem- 
pre que posean dos idiomas vivos de Euro- 
pa, cuyo conocimiento será de indispensable 
necesidad en todo el que haya de ser corre- 
dor intérprete de navio. 

Art. 730. Sobre el nombramiento, apti- 
tud y requisitos que han de cumplirlos cor- 
redores de navios para entrar en posesión 
de sus cargos, se observarán las disposicio- 
nes prescritas con respecto á los corredores 
ordinarios en la Sección primera, tít. II, li- 
bro I, con sola la restricción de reducirse á 
una mitad la cantidad designada para las 
fianzas de estos. 

Art. 731. Son atribuciones privativas de 
los corredores intérpretes de navios: 

i , a Intervenir en los contratos de fleta-, 
meatos que los capitanes ó los consignata- 
rios de los buques no hagan directamente 
con los fletadores. 

2. a Asistir á los capitanes y sobrecargos 
de naves extranjeras, y servirles de intér- 
pretes en las declaraciones , protestas y de- 
más diligencias que les ocurran en los Tri- 
bunales y oficinas públicas ; bien que aque- 
llos quedan en libertad de no valerse de 
corredor cuando puedan evacuar por sí 
mismos estas diligencias, ó les asistan en 
ellas sus consignatarios. 

3. a Traducir los documentos que los ex- 
presados capitanes y sobrecargos extranjeros 
hayan de presentar en las mismas oficinas, 
certifican! o estar hechas las traducciones 
bien y fie mente ; sin cuyo requisito no se» 
rán afituitidas. 

4. a Representar a los mismos en juicio, 
cuando ellos no comparezcan personalmen- 
te, ó por medio del naviero ó consignatario 
de la nave. 

Art. 732. Será obligación de los cor- 
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redores intérpretes llevar tres especies de 
asientos: 

j. n De los capitanes á quienes presten la 
asistencia que compete á su encargo, expre- 
sando el pabellón, nombre , calidad y porte 
del boque, y los puertos de su procedencia 
y destino. 

2. ° De los documentos que traduzcan 
copiando las traducciones á la letra en el re- 
gistro. 

3, ° De los contratos de fletamcntos en 
que intervengan, expresando en cada ar- 
tículo el nombre del buque, su pabellón, 
matrícula y porte, los nombres del capitán 
y del fletador, el destino para donde se haga 
el íletamento, el precio del flete y moneda 
en que haya de ser pagado, los efectos dei 
cargamento, las condiciones especiales pac- 
tadas entre el fletador y el capitán sobre es- 
tadías, y el plazo prefijado para comenzar y 
acabar de cargar ; refiriéndose sobre todo 
ello á la contrata original , firmada por las 
partes, de que el corredor deberá»con servar 
un ejemplar. 

Estas tres clases de asientos se llevarán 
en libros separados con las formalidades que 
previene el arf. 40. 

Art. 733. Se prohíbe á los corredores in- 
térpretes de navios comprar efectos algunos 
á bordo de las naves que vayan á visitar al 
puerto, para sí ni para otra persona. 

Art.. 734. También están sujetos á las 
prohibiciones prescritas en los arts, 99, 100, 
101, 103, 104, 106 y 107. 

Art. 735. En caso de muerte ó separa- 
& cion de un corredor intérprete se recogerán 
sus libros en la misma forma que con res- 
pecto á ios corredores ordinarios previene el 
art. 96. 

Art. 730. Eos derechos que correspon- 
den á los corredores de navios por sus fun- 
ciones, se arreglaran en cada puerto por un 
arancel particular, cuya aprobación Me re- 
servo, y entre tanto se seguirá la práctica 
que actualmente se observe. 


TITULO III. 


DE LOS CONTRATOS ESPECIALES DEL COMERCIO 

marítimo. 

SECG. l.~Del trasporte marítimo. 

§.I. 


Del íletamento y sus efectos. 

Art 737; En todo contrato de fletamento 
se liara expresa mención de cada Uüa de j 
circunstancias siguientes; 


1. a La clase, nombre y porte del buque. 

2. a Su pabellón y puerto de su matrícula. 

3. a El nombre , apellido y domicilio del 
capitán. 

4/ El nombre , apellido y domicilio del 
naviero, si este fuere quien contratare el fle- 
tamento. 

5. a El nombre , apellido y domicilio del , 
fletador; y obrando este por comisión, el de 
la persona de cuya cuenta hace el contrato. 

6. a El puerto de carga y el de descarga. 

7. a Lo cabida, número de toneladas ó 
cantidad de peso ó medida que se obliguen 
respectivamente á cargar y recibir. 

8. a El flete que se haya de pagar arre- 
glado bien por una cantidad alzada por el 
viaje, ó por un tanto al mes, ó por las cavi- 
dades que se hubieren de ocupar, ó por el 
peso ó la medida de los efectos en que con- 
sista el cargamento. 

9. a El tanto que se haya de dar al capi- 
tán por capa. 

10. Los dias convenidos para la carga y 
la descarga. 

11. Las estadías y sobreestadas que pa- 
sados aquellos habrán de contarse, y lo que 
se haya de pagar por cada una de ellas. 

Además se comprenderán en el contrato 
todos ios pactos especiales en que se con- 
vengan las partes. 

Art. 738. Para que los contratos de fle- 
tamento sean obligatorios en juicio, han de 
estar redactados por escrito en una póliza 
de fletamento , de que cada una de las partes 
contratantes debo recoger un ejemplar fir- 
mado por todas ellas. 

Cuando alguna no sepa firmar lo harán á 
su nombre dos testigos. 

Art. 739. Si se llegare á recibir el car- 
gamento, no obstante que no se hubiese so- 
lemnizado en la forma debida el contrato de 
fletbmento, se entenderá este celebrado con 
arreglo á lo que resulte del conocimiento, 
cuyo documento será el único titulo por 
donde se fijarán los derechos y obligaciones 
del naviero, del capitán y del fletador en ór- 
den á la carga. 

Art. 740. Las p lizas de fletamento ha- 
rán plena fé en juicio, siempre que se haya 
hecho el contrato con intervención del cor- 
redor ; certificando este la autenticidad de 
las firmas de las partes contratantes y que 
se pusieron á su presencia. 

Art. 741 . Si resultare discordancia entre 
las pólizas de fletamento que produjeren las 
partes, se estará á la que concuerde con la 
que el corredor debe reservar en su re- 
gistro. 

Art. 742. También harán fó las pólizas 
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de fletamento, aunque no haya intervenido 
corredor en e! contrato, siempre que los 
contratantes reconozcan ser suyas las firmas 
puestas en ellas. 

Art. 743. No habiendo intervenido cor- 
redor en el fletamento, ni reconociéndose 
por los contratantes la autenticidad de sus 
firmas , se juzgarán las dudas que ocurran 
en la ejecución del contrato, según los mé- 
ritos de Jas pruebas que cada litigante pro- 
duzca en apoyo de su pretensión. 

Art, 744. Si no constare de lo póliza del 
fletamento el plazo en que deba evacuarse 
la carga y descarga de la nave, regirá el que 
esté en uso en el puerto donde respectiva- 
mente se baga cada una de aquellas opera- 
ciones. 

Art. 745. Pasado el plazo para la carga 
ó la descarga , y no habiendo cláusula ex- 
presa que fije la indemnización de la demo- 
ra, tendrá derecho el capitán á exigir las es- 
tadías y sobreestadías que hayan trascurrido 
sin cargar ni descargar; y cumplido que sea 
el término de las sobreestadas, si la dilación 
estuviere en no ponerle Ja carga al costado, 
pcdrá rescindir el fletamento, exigiendo la 
mitad del flete pactado; y si consistiese en 
no recibirle la carga, acudirá al tribunal de 
comercio de la plaza; y en el caso de no ha- 
■ berlo, al juez Real ordinario para que pro- 
videncie el depósito. 

Art. 746. Si hubiere engaño ó error en 
la cabida designada al buque, tendrá opcion 
el fletador á rescindir el fletamento, ó á que 
se le haga reducción en el fíete convenido 
en proporción de la carga que la nave deje 
de recibir, y el fletante ie indemnizará ade- 
más de los perjuicios que se le hubieren 
ocasionado. 

Art. 747. No se reputará que ha habido 
error ni engaño para aplicar la disposición 
precedente , cuando la diferencia entre la 
cabida del buque manifestada al fletador y 
y su verdadero porte no exceda de una quin- 
cuagésima parte, ni tampoco cuando el por- 
. le manifestado sea el mismo que constare de 
la matrícula del buque, aunque nunca podrá 
ser obligado el fletador á pagar mas flete que 
el que corresponda al porte efectivo de la 
nave. 

Art. 748. También podrá el fletador res- 
cindir el contrato cuando se le hubiere ocu- 
tado el verdadero pabellón de la nave; y si 
resultas de este engaño sobreviniese confisca- 
ción , aumento de derechos ú otro perjui- 
cio á su cargamento , estará obligado el fle- 
tante á indemnizarlo. 

Art. 749. Vendiéndose la nave después 

que estuviese fletada, podrá el nuevo pro- 
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pictnrio cargarla por su cuenta, si el fletador 
no hubiere comenzado á cargarla antes de 
hacerse la venta, quedando á cargo del ven- 
dedor indemnizarle de todos los perjuicios 
que se le sigan por no haberse cumplido el 
fletamento contratado. 

No cargándola por su cuenta el nuevo 
propietario , se llevará á efecto el contrato 
pendiente, podiendo reclamar contra el ven- 
dedor el perjuicio que de ello pueda irro- 
gársele, si esteno le instruyó del fletamento 
pendiente a! tiempo de concertar la venta. 

Una vez que se haya comenzado á cargar 
I la nave por cuenta del fletador, se cumplirá 
en todas sus parles el fletamento que tenia 
hecho el vendedor , sin perjuicio de la in- 
demnización á que haya lugar contra este y 
en favor del comprador. 

Art. 750. Aun cuando el capitán se baya 
excedido de sus facultades , contratando un 
fletamento en contravención á las órdenes 
que le hubiese dado el naviero, se llevará 
este á efecto en los términos pactados, salvo 
el derecho del naviero contra el capitán, por 
el perjuicio que reciba por el abuso que hizo 
este de sus funciones. 

Art. 751. No siendo suficiente el porte 
de la nave para cumplir los contratos de fle- 
tamento celebrados con distintos cargado- 
res, se dará la preferencia al que ya tenga 
introducida la carga en la nave, y Jos demás 
obtendrán el lugar que les corresponda, se- 
gún el orden de fechas de sus contratas. 

No habiendo prioridad en las fechas, car- 
garán á prorota de las cantidades de peso ó 
extensión que cada uno tenga marcadas eu 
su contrata , quedando obligado el fletante 
en ambos casos á indemnizar á los fletadores 
de los perjuicios que. recíban por la falta de 
cumplimiento de aquellas. 

Art. 752. Estando la nave fletada por 
entero, puede el fletador obligar al capitán á 
que se haga á la vela desde que tenga reci- 
bida la carga á bordo, siendo el tiempo favo- 
rable y no ocuriendo caso de fuerza insupe- 
rable que lo impida. 

Art. 753. En los fletameutos parciales 
no podrá rehusar el capitán emprender su 
viaje ocho dias después que tenga á bordo 
las tres cuartas partes de! cargamento que 
corresponda al porte de la nave. 

Art. 754. Después que el fletante haya 
recibido una parte de su carga, no podrá 
eximirse de continuar cargando por cuenta 
del mismo propietario, ó de otros cargado- 
res, á precio y condiciones iguales ó propor- 
cionadas á las que concertó con respecto á 
la carga que tenga recibida, sino las encon- 
trare mas ventajosas; y no queriendo conve- 
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nir en ello, le podrá obligar el cargador á 
que se haga á la vela con la carga que tenga 
á bordo. 

Art. 755. El capitán que después de ha* 
ber tomado alguna parte de carga no hallare 
con que completar las tres quintas partes de 
la que corresponda al porte de su nave, pue- 
de subrogar para el trasporte otra nave vi- 
sitada y declarada apta para el mismo viaje, 
corriendo, de su cuenta Jos gastos que se 
causen en la traslación de Ja carga , y el au- 
mento que pueda haber en el precio del 
flete. 

Sí no tuviere proporción para hacer esta 
subrogación, emprenderá su viaje dentro del 
plazo que tenga contratado; y en el caso de 
no haber hecho pacto expreso sobre ello; 
treinta dias después de haber empezado á 
cargar. 

Art. 756. Los perjuicios que sobreven- 
gan al fletador por retardo voluntario de par- 
te del capitán en emprenderse e.l viaje des- 
pués que hubiera debido hacerse la nave' á 
Ja vela, según las reglas que van prescritas, 
serán de cargo del fletante, cualquiera que 
sean las causas de que procedan siempre que 
se le hubiese requerido judicialmente á salir 
del mar en el tiempo que debía hacerlo. 

Art. 757. Ni en el caso de haberse fleta- 
do la nave. por entero, ni siempre que en 
fleluinentos parciales se hayan reunido los 
tres quintos-de la carga correspondiente á su 
porte , puede el fletante subrogar otra nave 
de la que se designó en la contrata de fleta- 
mentó, á menos que no consientan en filo 
torios los cargadores y de hacerlo sin este 
requisito, se constituye responsable de todos 
los daños que sobrevengan al cargamento du- 
rante el viaje. 

Art. 758. El que hubiere fletado una Da- 
ve por entero, puede ceder su derecho á 
otro para que la cargue en todo ó en parte, 
sm que el capitán pueda impedirlo. 

. el Adámenlo se hubiere hecho por can- 
tidad fija, podrá asimismo el fletador subfle- 
tar de su cuenta á los precios que halle mas 
ventajosos, manteniéndose íntegra su res- 
ponsabilidad hácia el fletante, y no causando 
alteración en las condiciones con que se hizo 
el fletamento. ; 

Art. 759. El fletador que no completare 
Ja totalidad de la carga que pactó embarcar, 
pagara el flete de lo que deje de cargar, á 
menos que el capitán no hubiese tomado 
otra carga para completar la correspondiente 
a su buque. 

Art. 760. Introduciendo el fletador en 
la nave mas carga que la que tuviere decía- 
raua y contratada, pagará el aumento de fie- I 
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te que corresponda al exceso, con arreglo á 
su contrata, y si el capitán no pudiese colo- 
car este aumento de carga bajo de escotilla y 
en buena estiva, sin faltar á los demás con- 
tratos que tenga celebrados, lo descargará á 
expensas del propietario. 

Art. 76 i- El capitán podrá echar en 
tierra antes de salir del puerto las mercade- 
rías introducidas en su nave clandestinamen- 
te y sin su consentimiento, ó bien portearlas 
exigiendo el flete al precio mas alto que ha- 
ya cargado en aquel viaje 
! “ Art. 762. Todo perjuicio de confiscación 
embargo ó detención que sobrevenga á la 
nave, por haber el fletador, introducido én 
ella distintos efectos de los que manifestó al 
fletante recaerá sobre el mismo fletador, su 
cargamento y demás bienes. 

Si estos perjuicios fueren extensivos ;í la 
carga de los demás cofletadores, será igual- 
mente de cuenta de 1 , fletador que cometió 
aquel engaño indemnizarles íntegramente de 
ellos. 

Art. 763. Conviniendo á sabiendas el 
fletante en recibir á su bordo mercaderías de 
ilícito comercio, se constituye responsable 
mancomunadarnente con el dueño de ellas 
de todos los 'perjuicios que se originen á los 
demás cargadores; y no podrá exigir de 
aquel indemnización alguna por el daño que 
resulte á la nave, aun cuando se hubiere 
pactado. 

Art. 764. Si el fletador abandonare el 
fletamento sin haber cargado cosa alguna, 
pagará la mitad del flete convenido, y ci fle- 
tante quedará libre y quito de todas las obli- 
gaciones que contrajo en el fletamento. 

Art. 765. En los fletnmentos á carga ge- 
neral puede cualquiera de los cargadores 
descargar las mercaderías cargadas, pagando 
medio flete, el gasto de desestívar y restivnr 
y cualquiera daño que se origine por su cau- 
sa álos demás cargadores. Estos tendrán fa- 
cultad do oponerse á la descarga, haciéndose 
cargo de los efectos que se pretendan des- 
cargar, y abonando su importe al precio de 
la factura de consignación. 

Art. 766. Fletado nu buque para recibir 
su carga en otro puerto, se presentará el ca- 
pitán al consignatario designado en sncon- 
trata; y si este no le diere la carga, dará avi- 
so al fletador, cuyas instrucciones esperará 
corriendo entretanto las estadías convenidas 
ó las que sean de uso en el puerto si no se 
hizo pacto expreso sobre ellas. 

No recibiendo el capitán contestación en 
el término regular, hará diligencia para con- 
tratar flete; y si no do hallare después que 
hayan corrido las estadías y sobreestadas, 
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formalizará su protesta, y regresara al puer- 
to donde contrató su fletamento. 

El fletador le pagará su flete por entero, 
descontando el que hayan devengado las 
mercaderías que se hubieren cargado por 
cuenta de un tercero. 

Art. 767. La disposición del artículo an- 
terior es aplicable ai buque que fletado de 
ida y vuelta, no sea habilitado con la carga 
de retorno. 

Art. 768. Si antes de hacerse la nave ú 
la vela sobreviniere una declaración de guer- 
ra entre la nación a cuyo pabellón pertenez- 
ca, y otra cualquiera potencia marítima, ó 
cesaren las relaciones de comercio con e! 
país designado en la contrata de fletamento 
para el viaje de la nave, quedarán por el 
mismo hecho rescindidos los fletamientos, y 
extinguidas todas las acciones d que pudie- 
ran dar lugar. 

Hallándose cargada la nave, se descargará 
á costa del fletador, y este abonará también 
los gastos y salarios causados por el equipaje 
desde que se comenzó á cargar la nave. 

Art. 769. Guando por cerramiento del 
puertu ú otro accidente de fuerza insupe- 
rable se interrumpa la salida del buque, sub- 
sistirá el fletamento, sin qne haya derecho 
á reclamar perjuicios por una ni otra parte. 
Los gastos de manutención y sueldos del 
equipaje serán considerados avería común, 

Art. 770. En el caso del artículo antece- 
dente queda al arbitrio del cargador descar- 
gar y volver á cargar á su tiempo sus mer- 
caderías, pagando estadías si retárdasela re- 
carga después de haber cesado la causa que 
entorpecía el viaje. 

Art. 771. Si después de haber salido al 
nave al mar arribare al puerto de su salida 
por tiempo contrario ó riesgo de piratas ó 
enemigos, y los cargadores conviniesen en 
su total descarga, no podrá rehusarla el fle- 
tante, pagándole el flete por entero del viaje 
de ida. 

Si el fletamento estuviere ajustado por 
meses, se pagará el importe de una mesada 
libre, siendo el viaje á un puerto del mismo 
mar, y dos si estuviese en mar distinto. 

De un puerto á otro de la península é islas 
adyacentes nunca se pagará mas que una 
mesada. 

Art. 772. Ocurriendo en viaje la decla- 
ración de guerra, cerramiento de puerto ó 
interdicción de relaciones comerciales, se- 
guirá el capitanías instrucciones que de ante- 
mano haya recibido del fletador; y sea que 
arribe al puerto que paro este caso estuviere 
designado, ó sea que vuelva al de su salida, 
percibirá solo el flete de ida, aun cuando la 


nave estuviese contratada por viaje de ida y 
vuelta. 

Art. 773. Faltando al capitán instruccio- 
nes del fletador, y sobreviniendo declara- 
ción de guerra, seguirá su viaje al puerto de 
su destino , como este no sea de la misma 
potencia con quien se hayan roto las hostili- 
dades, en cuyo caso se dirigirá al puerto 
: neutral y seguro qne se encuentre mas cer- 
cano y aguardará órdenes del cargador, su- 
fragándose los gastos y salarios devengados 
en la detención como avería común. 

Art. 774. Haciéndose la descarga en el 
puerto de arribada, se devengará el flete por 
viaje de ida entero , si estuviese á mas de la 
mitad de distancia entre el de la expedición 
y el de la consignación. Siendo la distancia 
menor, solo se devengará la mitad del flete, 

Art. 775. Los gastos que se ocasionen 
en descargar y volver á cargar las mercade- 
rías en cualquier puerto de arribada, serán 
de cuenta de los cargadores, cuando se haya 
obrado por disposición suya, ó con autoriza- 
ción del Tribunal que hubiese estimado con- 
veniente aquella operación para evitar daño 
y avería en la conservación de los efectos. 

Art.. 776. No se debe indemnización al 
fletador cuando la nave haga arribada para 
una reparación urgente y necesaria en el 
casco ó en sus aparejos y pertrechos; y si en 
este caso prefiriesen los cargadores descar- 
gar sus efectos, pagarán el flete por entero, 
como si la nave hubiese llegado á su desti- 
no, no excediendo la dilación de treinta dias; 
y pasando de este plazo, solo pagarán el flete 
proporcional á la distancia que la nave haya 
trasportado el cargamento. 

Art. 777. Quedando la nave inservible, 
estará obligado el capitán á fletar otra á su 
costa, que reciba la carga, y la portee á su 
destino, acompañándola hasta hacer la en- 
trega de ella. 

Si absolutamente no se encontrase en los 
puertos que estén á treinta leguas de distan- 
cia otra nave para fletarla, se depositará la 
carga por cuenta de los. propietarios en el 
puerto de la arribada, regulándose el flete de 
la. nave que quedó inservible en razón de la 
distancia que la porteó , y no podrá exigirse 
indemnización alguna. 

Art. 778. Si por malicia ó indolencia de- 
jase el capit.au de proporcionar embarcación 
que trasporte el cargamento en el caso que 
previene el artículo anterior, podrán buscar- 
la y fletarla los cargadores á expensas del 
anterior fletante, después de haber hecho 
dos interpelaciones judiciales al capitán; y 
este no podrá rehusar la ratificación del 
contrato hecho por los cargadores , que se 
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llevará á efecto de su cuenta y bajo su res- 
ponsabilidad. 

Art. 779. Justificando los cargadores que 
el buque que quedó inservible no estaba en 
estado de navegar cuando recibió Ja carga, 
no podrán exigirseles los fletes, y el fletante 
responderá de todos los daños y perjuicios. 

Esta justificación será admisible y eficaz 
no obstante la visita ó fondeo de la nave en 
que se hubiese calificado su aptitud para em- 
prender el viaje. 

Art. 780. Si por bloqueo ú otra causa que 
interrumpa las relaciones de comercio no 
pudiere arribar la nave al puerto de su des- 
tino, y las instrucciones del cargador no hu- 
biesen prevenido este caso, arribará el capi- 
tán al puerto hábil mas próximo, donde si se 
encontrare persona cometida para recibir el 
cargamento, se lo entregará; y en su defecto 
aguardará las instrucciones del' cargador, ó 
bien del consignatario á quien iba dirigido, 
y obrará según ellas, soportándose los gastos 
que este retardo ocasione como a vería comun, 
y percibiendo el flete de i-da por entero. 

Art. 781. Trascurrido un término sufi- 
ciente á juicio del Juzgado de primera ins- 
tancia de la plaza adonde se hizo la arri- 
bada, para que el cargador ó consignatario 
nombrasen en ella persona que recibiese el 
cargamento, se decretará su depósito por el 
mismo Juzgado, pagándose ti fíele con el 
producto de la porción del mismo carga- 
mento, que se venderá en cantidad suficiente 
para cubrirlo. 

Art. 782. Fletada la nave por meses ó 
por dias, se devengarán los fletes desde 
el dia en que se ponga á la carga, á menos, 
que no haya estipulación expresa en con- 
trario. 

Art. 783. En los fletamentos hechos por 
un tiempo determinado, comenzará á correr 
fel flete desde el mismo dia, salvas siempre 
las condiciones que hayan acordado las 
partes. 

Art. 78 4. Cuando los fletes se ajusten por 
peso, se liará el pago por peso bruto, inclu- 
yendo los envoltorios, barricas ó cualquiera 
especie de vaso en que vaya contenida la car- 
ga, si otra cosa no se hubiere pactado expre- 
samente. 

Art. 785. Devengan flete las mercaderías 
que el capitán haya vendido en caso de ur- 
gencia para subvenir á los gastos de carena, 
aparejamiento y otras necesidades imprescin- 
dibles del buque. 

Art. /86. El flete de las mercaderías ar- 
rojadas al mar para salvarse de un riesgo, so 
considerará avería común, abonándose’ su 
importe al fletante. 
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Art. 787. No se debe flete por las mer- 
caderías que se hubieren perdido por nau- 
fragio ó varamiento, ni de las que fueron 
presa de piratas ó de enemigos. 

Si se hubiere percibido adelantado el flete, 
se devolverá, á menos que no se hubiese es- 
tipulado lo contrario. 

Art. 788. Rescatándose el buque ó su 
carga, ó salvándose los efectos del naufragio, 
se pagará el flete que corresponda á la dis- 
tancia que e) buque porteó la carga; y si re- 
parado este la llevase hasta el puerto de su 
destino, se abonará el flete por entero, sin 
perjuicio de lo que corresponda decidirse 
sobre la avería. 

Art. 789. Devengan el flete íntegro, se- 
; gun lo pactado en el fletamento, las merca- 
I cadenas que sufran deterioro ó diminución 
, por caso fortuito, por vicio propio de la co- 
i sa, ó por mala calidad y condición de los en- 
vases. 

Art. 790. No puede ser obligado el fle- 
tante á recibir en pago de fletes los efectos 
del cargamento, estén ó no averiados; pero 
bien podrán abandonarle los cargadores por 
¡ el flete los líquidos, cuyas vasijas hayan per- 
; dido mas de la mitad de su contenido. 

Art 791. Teniendo un aumento natural 
¡ en su peso ó medida las mercaderías carga- 
l gadasen la nave, se pagará por el propietario 
el flete correspondiente á este esceso. 

Art. 792. El fletador que voluntariamen- 
te y fuera de los casos de fuerza insuperable, 
de que se ha hecho mención en el art. 771, 
hiciere descargar sus efectos antes de llegar 
a! puerto de su destino, pagará el flete por 
entero, y abonará los gastos de ia arribada 
que se hizo ásu instancia para la descarga. 

Art. 793. Se debe el flete desde el mo- 
mento en que se han descargado y puesto á 
disposición del consignatario las merca- 
derías. 

Art. 794. No se puede retener á bordo el 
cargamento á pretesto de recelo sobre falla 
de pago de los fletes; pero habiendo justos 
motivos para aquella desconfianza podrá el 
Juzgado, a instancia del capitán autorizar 
la intervención de los efectos que se descar- 
guen hasta que se hayan pagado los fletes. 

Art. 795. Fuera de los casos esceptuados 
en las disposiciones precedentes, no está obli- 
gado el fletante á soportar diminución alguna 
en los fletes devengados con arreglo á la 
contrata de fletamento. 

Art. 796. La capa debe satisfacerse en la 
misma proporción que los fletes, rigiendo en 
cuanto á ella todas las alteraciones y modifi- 
caciones á que están sujetos estos. 

Art. 797. El cargamento está especial- 
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mente obligado á la seguridad del pago de \ 
los fletes devengados en su trasporte. 

Arl. 798. Hasta cumplido un mes de ha- 
ber recibido el consignatario la carga, con- 
serva el fletante e! derecho de exigir que se 
venda judicialmente la parte de ella que sea 
necesaria para cubrir los fletes; lo cual se 
verificará también aun cuando el consigna 
tario se constituya en quiebra. Pasado aquel- 
término, los fletes se considerarán en la cla- 
se de un crédito ordinario, sin preferencia 
alguna. Las mercaderías que hubieren pasa- 
do á tercer poseedor despees de trascurri- 
dos los ocho Jiassiguient.es á su recibo, de- 
jan de estar sujetas á esta responsabilidad. 

§. n. 

Del conocimiento, 

Art. 799. El cargador y el capitán de la 
nave que recibe la carga, no pueden rehusar 
entregarse mutuamente como título de sus 
respectivas obligaciones y derechos un cono- 
cimiento, en que se espresará: 

1. ° El nombre, matrícula v porte de! 
buque. 

2. ° El del capitán y el pueblo de su do- 
micilio. 

3. ° E! puerto de la carga y el de la des- , 
carga. 

4 ( ’ Eos nombres del cargador y del con- 
signatario. 

5. ° La calidad, cantidad, número de bul- 
tos y marcas de las mercaderías , 

6. ° El flete y la capa contratadas. 

Puede omitirse la designación del consig- 
natario, y ponerse á la orden. 

Art. 800. El cargador firmará un cono- 
cimiento que entregará al capitán. 

El capitán firmará tantos cuantos exija el 
cargador. 

Todos los conocimientos, ya sea el que de- 
be firmar el cargador corno los queso exijan 
al capitán, serán de un mismo tenor, lleva- 
rán igual fecha, y espresarán el número de 
los que se han firmado. 

Art. 801. Hallándose discordancia entre > 
los conocimientos de un mismo cargamento, 
se estará al contesto del que presente e,l ca- 
pitán, estando todo escrito en su totalidad, 
ó al menos en la parte que no sea letra im- 
presa, de mano del cargador ó de! dependien- 
te prepuesto para las espediciones de su trá- 
fico, sin enmienda ni raspadura, y por el que 
produzca el cargador, si estuviere firmado 
de mauo del mismo capitán. 

Si los dos conocimientos discordes tuvie- 
sen respectivamente este requisito, se estará 
i lo que prueben las partes. 
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Art, 802. Los conocimientos á la órden 
se pueden ceder por endoso, y negociarse. 

Eu virtud del endoso se trasíieren á las 
persona en cuyo favor se hace, todos los de- 
rechos y acciones del endosante sobre el car- 
gamento. 

Art. 803. El portador legítimo de un co- 
nocimiento á la orden debe presentarlo al ca- 
pitán del buque antes de darse principio á la 
descarga, para que se le entreguen directa- 
mente las mercaderías; y omitiendo hacerlo 
serán de su cuenta los gastos que se causen 
en almacenarlas, y la comisión de medio por 
ciento, á que tendrá derecho el depositario 
de ellas. 

Art. 804. Sea que el conocimiento esté 
dado á la orden, ó que se haya estendijo en 
favor de persona determinada, no puede va- 
riarse el destino de las mercaderías sin que 
el cargador devuelva al capitán todos los co- 
nocimientos que este firmó; y si el capitán 
consintiere en ello, quedará responsable del 
cargamento al portador legítimo de los co- 
nocimientos. 

Art. 805. Si por causa de estravío no 
pudiere hacerse la devolución prevenida en 
el artículo anterior, se afianzará á satisfac- 
ción del capitán el valor del cargamento; y 
sin este requisito no se le. podrá obligar á 
suscribir nuevos conocimientos para distinta 
consignación. 

Art. 806. Falleciendo el capitán de una 
Dave, ó cesando en su oficio por cualquier 
otro accidente antes de haberse hecho á la 
vela, exigirán ios cargadores de su sucesor 
que revalide los conocimientos suscritos por 
el que recibió la carga, sin lo cual no res- 
ponderá aquel sino de lo que se justifique 
por el cargador que existia en la nave cuan- 
do entró á ejercer su empleo. Los gastos 
que puedan ocurrir en el reconocimiento de 
la carga embarcada, serán dé cuenta del na- 
viero, sin perjuicio de que lo repita del ca- 
pitán cesante, si dejó de serlo por culpa que 
hubiere dado lugar á su remoción. 

Art. 807. Los conocimientos, cuya firma 
sea reconocida legítima por el mismo que los 
suscribió, tienen fuerza ejecutiva en juicio. 

Art. 808. No se admitirá á los capitanes 
la escepcion de que firmaron los conocimien- 
tos confidencialmente y bajo promesa de que 
se les entregaría la carga designada en ellos; 

Art. 809. Todas las demandas'entre car- 
gador y capitán se han de apoyar necesaria- 
mente en el conocimiento de ía carga entre- 
gada á este, sin cuya presentación no se les 
dará curso. 

Art,. 810. En virtud del conocimiento 
del cargamento se tienen por cancelados los 
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recibos provisionales de fecha anterior, que 
se hubieren dado por el capitón ó sus subal- 
ternos, de las entregas parciales que se les 
hubiesen icio haciendo del cargamento. 

Art. 811. Al hacer ia entrega del carga- 
mento, se devolverán al capitán los conoci- 
mientos que firmó, ó al menos uno de sus 
ejemplares en que se pondrá el recibo de lo 
que hubiere entregado. El consignatario que 
fuere moroso en dar este documento, res- 
ponderá al capitán ele los perjuicios que se le 
sigan por la dilación. 

SEGG. II. — contrato á la gruesa ó présta- 
mo á riesgo marítimo* 


Art. 812. Los contratos á la gruesa pue- 
den celebrarse: 

Por instrumento público con las solemni- 
dades de derecho. 

Por póliza firmada por Jas partes con in- 
tervención de corredor. ' 

Por documento privado entre los contra- 
yentes. 

Los contratos á la gruesa que consten por 
instrumento público traen aparejada ejecu-. 
ciou. 

Ei mismo efecto producirán cuando ha- 
biéndose celebrado con intervención de cor- 
redor se compruebe la póliza del demandan- 
te por el registro del corredor que intervino 
en el contrato, siempre que este se encuen- 
tre con todas las formalidades que previene 
el art. 95. 


Celebrándose privadamente entre los con- 
tratantes no será ejecutivo el contrato, sin 
que conste de la autenticidad de las firmas 
por reconocimiento judicial de los mismos 
que las pusieron, ó en otra forma suficiente. 

Los préstamos á la gruesa contraíaos de 
palabra sou ineficaces en juicio, y no se ad- 
mitirá en su razón demanda ni prueba al- 
guna. 4 

Art. 813. Para que las escrituras y póli- 
zas de los contratos á la gruesa obten gat 
preferencia en perjuicio de tercero, se lia di 
tomar razón de ellas en el registro de hipo- 
tecas del partido dentro de los ocho dias si- 
guientes al de su fecha, sin cuyo requisito u( 
producirán efecto sino entre ios que las sus- 
cribieron . 

Coa respecto á ios que se hagan en par 
extranjero , será suficiente la observancit 
exacta de las formalidades prevenidas en e 
art. 944. 

Art. 814. En la redacción del conlratí 
a la gruesa se liara espresion de 

l. u La clase, nombre y matrícula de 
buque. 
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2. ° El nombre, apellido y domicilio del 
capitán. 

3. ° Los nombres, apellidos y domicilios 
del dador y de! tomador del préstamo. 

4. ° El capital del préstamo y el premio 
convenido. 

5. ° El plazo del reembolso. 

6. ° Los efectos hipotecados. 

7. ° El viaje por el cual se corra el riesgo. 

Art. 815. Las pólizas de los contratos á 

la gruesa pueden celebrarse y negociarse 
por endosos estando esl.cn didas á la órden; 
y en fuerza del endoso se trasmiten á los ce- 
sionarios todos los derechos y riesgos del 
dador del préstamo. 

Art. 816. Puede hacerse el préstamo á 
la gruesa no solamente en moneda metálica 
sino también en efectos propios para el ser- 
vicio y consumo de la nave, así como para 
el comercio, arreglándose en este caso por 
convenio de las partes un valor fijo. 

Art. 817. Los préstamos á la gruesa pue- 
den constituirse conjunta ó separadamente 
sobre 

El casco y quilla del buque. 

Las velas'y aparejos. 

El armamento y vituallas. 

Las mercaderías cargadas. 

Art. 818. Si se constituye el préstamo á 
la gruesa sobre el casco y quilla del bu- 
que, se entienden hipotecados al capital y 
premios, el buque, las velas, aparejos, arma- 
mento, provisiones y los fletes que ganare en 
el viaje. 

Si sobre la carga en general, se compren- 
den en la hipoteca- todas las mercaderías 
y efectos que la componen. 

Y si pobre un objeto particular y determi- 
nado del buque ó de la carga, solo este y no 
lo restante será hipoteca del préstamo. 

Art. 819. No puede tomarse dinero á Ja 
gruesa sobre los íletes no devengados de la 
nave, ni sobre las ganancias que se esperen 
del cargamento; y el prestador que lo baga 
no tendrá mas derecho que al reembolso de 
capital sin premio alguno. 

Art. 820. Después de realizados los do- 
tes, asi estos, como las ganancias que se ha- 
yan sacado del cargamento, podrán ser eje- 
cutados para pago de los préstamos á la grue- 
sa en esta forma: tos fletes por el que se hizo 
sobre el casco y quilla de la nave, y los be- 
neficios de la carga por el que se dio sobre 
ella. 

Art. 821. Tampoco puede hacerse prés- 
tamo á Ja gruesa al equipaje de ia nave so- 
breasas salarios. 

Árt. 822. No podrá tomarse á la gruesa 
sobre al cuerpo y quilla de ia nave mas cau- 
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tidad que Jas tres cuartas partes de su valor. 

Sobre las mercaderías cargadas podrá to- 
marse todo el importe del valor que tengan 
en el puerto donde empezaron á correr el 
riesgo, y no mayor cantidad. 

Art. 823. Las cantidades en que exce- 
diere el préstamo á Ja gruesa de Jas propor- 
ciones establecidas en el artículo anterior, 
se devolverán al prestador con el rédito cor- 
respondiente al tiempo en que haya estado 
en desembolso de ellas. Y si se probaré que 
el tomador usó de medios fraudulentos para 
dar un valor exajerado á los objetos deJ prés- 
tamo, pagará también el premio convenido 
en este que corresponda á las cantidades 
devueltas. 

Art. 824. Cuando e] que tomó un prés- 
tamo á Ja gruesa para cargar el buque no 
pudiere emplear en la carga toda la canti- 
dad prestada, restituirá el sobral. te al pres- 
tador antes de Ja expedición de la nave. 

Lo mismo hará con los efectos que hu- 
biere tomado en préstamo á la gruesa, si no 
hubiere podido cargarlos. 

Art. 825. 1 Y 0 quedarán obligados el bu- 

que, sus aparejos, armamento, ni vituallas a! 
préstamo á la gruesa que tome el capitán en 
Ja plaza donde residan el naviero ó sus con- 
signatarios, sin que estos intervengan en el 
contrato ó lo aprueben por escrito; y ia obli- 
gación del capitau solo será eíicaz con res- 
pecto á ia nave por Ja parte de propiedad que 
tenga en ella. 

Art. 826. Fuera de la plaza donde resi- 
dan el naviero ó el consignatario del buque 
usará el capitán, si necesitare tomar un 
préstamo á la gruesa , de Ja facultad que le 
está declarada en el art. 644 , probando Ja 
urgencia, y con prévia autorización judicial, 
en ia forma que en él está prevenida. 

Art. 827. Es nulo el contrato á la grue- 
sa que se celebre sobre efectos que estuvie- 
sen corriendo riesgo al tiempo de su cele- 
bración. 

Art. 828. Cuando los efectos sobre que 
se toma dinero á ia gruesa no llegan á poner- 
se en riesgo, queda sin efecto el contrato. 

Art. 826. Las cantidades tomadas á la 
gruesa para el último viaje del buqué, se pa- 
garán, con preferencia á los préstamos de 
los viajes anteriores, aun cuando estos últi— 
timos se hubiesen prorogado por un pacto 
expreso. 

Art. 830. Los préstamos hechos durante 
el viaje serán preferidos á los que se hicie- 
ron antes de ia expedición de la nave, gra- 
duándose entre ellos la preferencia en el caso 
de ser muchos por el orden contrario al de 
Aus fechas. 
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Art. 831. Las acciones del prestador á la 
gruesa se extinguen enteramente con Ja 
pérdida absoluta de los efectos sobre que se 
hizo el préstamo, acaeciendo esta en el tiem- 
po y lugar convenidos para correr el riesgo, 

. y procediendo de causa que no sea de las 
exceptuadas , bien por pacto especial entre 
los contrayentes, ó bieD por disposición 
legal. 

I)e cargo del tomador será probar la pér- 
dida, y en los préstamos sobre ei cargamen- 
to justificar asimismo que los efectos decla- 
rados al prestador como objetos del présta- 
mo existían realmente en la nave embarca- 
cados de su cuenta , y que corrieron los 
riesgos. 

Art. 832. No se. extinguirá la acción del 
prestador aun cuando se pierdan las cosas 
obligadas al pago del préstamo , si el daño 
ocurrido en ellas procediere de alguna de las 
causas siguientes: 

\ . a Por vicio propio de la misma cosa. 

2. a Por dolo ó culpa del tomador. 

3. a Por baraterías del capitán ó del equi- 
paje (t). 

4. a Cargándose las mercaderías en bu- 
que diferente del que se designó en el con- 
trato , á «íenos que por acontecimiento de 
fuerza insuperable hubiese sido indispensa- 
ble trasladar la carga de un buque á otro. 

En cualquiera de estos casos tiene dere- 
cho el prestador á la gruesa al reintegro de 
su capital y réditos, no habiéndose* pactad'o 
expresamente lo contrario. 

Art. 833. Tampoco recae en perjuicio 
del prestador el daño que sobrevenga en el 
buque por emplearse en el contrabando. 

Art. 834. Los prestadores ó la gruesa so- 
portarán á prorata de su interés respectivo 
las averías comunes que ucurran en las co- 
sas sobre que se hizo -el préstamo. 

En las averías simples á delecto de con- 
venio expreso de* los contratantes, contri- 
buirá también por su interés respectivo el 
prestador á la gruesa, no perteneciendo á 
las especies de riesgos exceptuados eu el 
1 art. 832. 

Art. 835. Si no se hubiere determinado 
con especialidad la época en que el presta- 
dor haya de correr el riesgo, se entenderá 
que comienza en cuanto di buque y sus 
agregados, desde el momento en que se hizo 


(1) Llámase baratería marítimael daño que 
pueda provenir á la nave ó su cargamento de 
un hecho ú omisión del capitán ó tripulación, 
ya por malicia 6 dolo, impericia <5 negligencia. 
Ver entre otros los arts, 642, 648, 649, 664, 665, 
676, 679, 680, 683 y el 862. 
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á la vela hasta que ancló y quedó fondeado 
en el puerto de su destino! 

En cuanto á las mercaderías correrá el nes- 
go desde que se carguen en la playa del puer- 
to donde se hace h expedición, hasta que 
se descarguen en el puerto de la consigna- 
ción. 

Art. 836. Acaeciendo naufragio. percibi- 
rá el prestador á la gruesa la cantidad que 
produzcan los efectos salvados sobre que se 
constituyó el préstamo, deduciéndose los 
gastos causados para ponerlos á salvo. 

Art. 837. Sí con ei prestador á la gruesa 
concurriere en caso de naufragio un asegu- 
rador de los mismos objetos sobre que es- 
tuviere constituido el préstamo , dividirán 
entre sí el producto de los qne se hubieren 
salvado, á prorata de su interés respectivo, 
siempre que la cantidad asegurada cupiera 
en el valor de los objetos después de dedu- 
cido el importe dtd préstamo. 

No siendo así percibirá solamente el ase- 
gurador la parte proporcional que corres- 
ponda al resto del valor de las cosas asegu- 
radas, hecha antes la expresada deducción. 

Art. 838. Dándose üador en el contrato 
á la gruesa, se le tendrá por obligado man- 
comuDadamente con el tomador, si en la 
lianza no se puso restricción en contrario. 

Cumplido el tiempo que se lijó para la fian- 
za, queda extinguida la obligación del fia- 
dor, como no se renueve por un segundo 
contrato. 

Art. 839. Si hubiere demora en la rein- 
tegración del capital prestado, y de sus pre- 
mios, tendrá derecho el prestador al rédito 
mercantil que corresponda al capital, sin in- 
clusión de los premios. 

SECC. III. — De los seguros marítimos. 

§- I- 

Forma de este conffato. 

Art. 840. El contrato de seguro ha de 
constar de escritura pública ó privada para 
que sea eficaz en juicio. 

Las formas dderentes de su celebración, y 
los efectos respectivos de cada una , son las 
mismas que con respecto al contrato á la 
gruesa se han prescrito en el art. 812. 

Art. 841. De cualquiera manera que se 
extienda el contrato de seguro debe conte- 
ner todas las circ instancias siguientes: 

1. a La fecha, con expresión de la hora 
en que se Urina. 

2. a Los nombres apellidos y domicilios 
del asjgurador y ei asegurado. 

3. a Si el asegurado hace asegurar efec- 


( Código de Com,) 159 

tos propios, ó si obra en comisión por cuen- 
ta de otro. 

4. * El nombre, y domicilio del propieta- 
rio de las cosas que se aseguran en el caso 
de hacerse el seguro por comisión. 

5. a El nombre, porte, pabellón, matrícu- 
la, armamento y tripulación de la nave en 
que se hace el trasporte de las cosas asegu- 
radas. 

6. a El nombre, apellido y domicilio de) 
capitán. 

7. a El puerto ó rada en que las merca- 
derías han sido ó deben ser cargadas. 

8. a El puerto de donde el navio ha de- 
bido ó debe partir. 

9. a Los puertos ó radas en que debe car- 
gar ó descargar, ó por cualquier otro moti- 
vo hacer escalas. 

¡ 10. La naturaleza, calidad y valor de los 

! objetos asegurados. 

1 1 . Las marcas y números de los fardos, 
■ si las tuviesen. 

12. Los tiempos en que deben empezar 
y concluir los riesgos. 

13. La cantidad asegurada. 

14. El premio convenido por el seguro, 
y el lugar, tiempo y modo de su pago. 

15. La cantidad del premio que corres- 
ponda al viaje de ida y al de vuelta, si ei se- 
guro se hubiere hecho por viaje redondo. 

16. La obligación del aseguradora pa- 
gar el daño que sobrevenga en los efectos 
asegurados. 

17. E! plazo, lugar y forma en que baya 
de hacerse su pago. 

18. La sumisión de los contratantes al 
juicio de árbitros en caso de contestación, si 
hubieren convenido en ella, y cualquiera otra 
condición lícita que hubieren pactado en el 
contrato. 

Art. 842. Los agentes consulares espa- 
ñoles podrán autorizar los contratos de se- 
guros que se celebren en las plazas de co- 
mercio de su respectiva residencia, siempre 
que alguno de los contratantes sea español; 
y las pólizas que autoricen tendrán igual 
fuerza que si se hubieran hecho con inter- 
vención de corredor en España. 

Art. 843. Cuando sean muchos los ase- 
guradores, y no suscriban todos la póliza en 
acto continuo, expresará cada uno antes de 
su firma la fecha en que la pone. 

Art. 844. Una misma póliza puede com- 
prender diferentes seguros y premios. 

Art. 845. Pueden asegurarse en una 
misma póliza la nave y el cargamento; pero 
se han de distinguir las cantidades asegura- 
das sobre cada uno de ambos objetos, sin lo 
cual será ineficaz el seguro. 
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Art. 846. En los seguros de las merca- 
derías puede omitirse la designación especí- 
fica de ellas y del buque donde se hayan de 
trasportar, cuando no consten estas circuns- 
tancias; pero en caso de desgracia se ha de 
probar por el asegurado, además de la pér- 
dida del buque y su salida del puerto de la 
carga , el embarque por cuenta del mismo 
asegurado de los electos perdidos y su ver- 
dadero valor. 

Art. 847. Extendiéndose la obligación 
del asegurador no solo en favor de la perso- 
na á cuyo nombre se hace el seguro , sino 
también á suórden, será endosablela póliza, 

§. II. 

Cosas que pueden ser aseguradas, y evalora- 
ción de ellas. 

Art. 848. Pueden ser objeto del seguro 
marítimo: 

El casco y quilla de la nave. 

Las velas y aparejos. 

El armamento. 

Las vituallas ó víveres. 

Las cantidades dadas á la gruesa. 

La libertad de los navegantes ó pasajeros, 
Y todos los efectos comerciales sujetos al 
riesgo de la navegación, cuyo valor pueda 
reducirse á una cantidad determinada. 

Art. 849. El seguro puede hacerse so- 
bre el todo ó parte de los expresados objetos 
junta ó separadamente; en tiempo de paz ó 
de guerra; antes de empezar el viaje ó pen- 
diente este; por el viaje de ida y vuelta, ó 
bien por uno de ambos; y por todo el tiempo 
del viaje, ó por un plazo limitado. 

Art. 850. Expresándose genéricamente 
que se asegtira ia nave, se entienden com- 
prendidas en el seguro todas las pertenen- 
cias anejas á ella, pero no su cargamento, 
aun cuando pertenezca al mismo naviero, 
como no se haga expresa menciun de la car- 
ga en el contrato. 

Art. 851. En los seguros de la libertad 
de los navegantes se expresará: 

1. ° El nombre, naturaleza, domicilio, 
edad y señas la persona asegurada. 

2. ° El nombre y matrícula del navio en 
que se embarca. 

3. ° El nombre de su capitán. 

4. ° El puerto de su salida. 

5. ® El de su destino. 

S.’ La cantidad convenida para el resca- 
te, y los gastos del regreso á España. 

7. “ El nombre y domicilio de la persona 
que se ha de encargar de negociar el res- 
cate. 

8. ° El término en que este ha de hacer- 
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se, y la indemnización que deba retribuirse 
en caso de no verificarse. 

Art. 852. El asegurador puede hacer 
reasegurar por otros los efectos que él hu- 
biere asegurado por mas ó ménos premio 
que el que hubiere pactado , y el asegurado 
puede también hacer asegurar el costo del 
seguro y el riesgo que pueda haber en la co- 
branza de los primeros aseguradores. 

Art. 853. En ias cosas que hagan ase- 
gurar el capitán ó el cargador que se embar- 
que con sus propios efectos, se habrá de de- 
jar siempre un diez por ciento á su riesgo, y 
solo podrá tener lugar el seguro por los nue- 
ve décimos de su justo valor, 

■ Art. 854. No podrán asegurarse sobre las 
naves mas de las cuatro quintas partes de su 
valor, descontados los préstamos tomados á 
la gruesa sobre ellas. 

Art. 855. El valor de las mercaderías 
aseguradas debe fijarse según el que tengan 
en la plaza donde se cargan. 

Art. 856. La suscricion de la póliza in- 
duce presunción legal de que los asegurado- 
res reconocieron justa la evaluación hecha 
en ella. 

Pero si hubiere habido fraude por parte 
del asegurado en la evaluación de los efectos 
del seguro, serán admitidos los aseguradores 
á probarlo por el reconocimiento y justipre- 
cio de ellos, ó por las facturas ú otros medios 
legales de prueba; y resultando acreditado el 
fraude, se reducirá la responsabilidad ai legí- 
timo valor que tengan los efectos. 

Art. 857. Cuando por error, y no por 
dolo del asegurado, se hubiere dado una es- 
timación exajerada á los efectos del seguro, 
se reducirá este á la cantidad de su -legítimo 
valor por convenio de las partes ó juicio ar- 
bitral en su defecto; y con arreglo á la que 
resulte se fijarán las prestaciones del asegu- 
rado y de los aseguradores, abonándose ade- 
más á estos nfcdio por ciento sobre la canti- 
dad que resultare de exceso. 

Esta reclamación no podrá tener lugar ni 
por parte de los aseguradores , ni por la de 
los asegurados después que se hubiere teni- 
do noticia del paradero y suerte de la nave. 

Art. 858. Las valuaciones hechas en mo- 
neda extranjera se convertirán en el equiva- 
lente de moneda del reino, conforme el cur- 
so que tuviere en el día en que se firmó la 
póliza. 

Art. 859. No fijándose el valor de las co- 
sas aseguradas al tiempo de celebrarse el 
contrato, se arreglará por las facturas de 
consignación, ó en su defecto por el juicio de 
los corredores , quienes tomarán por base 
para esta regulación el precio que valiesen 
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en el puerto donde fueron cargadas , agre- 
gando los derechos y gastos causados hasta 
ponerlas á bordo. 

Art. 860. Recayendo el seguro sobre los 
retornos de un país donde no se haga el co- 
mercio sino por permutas, y no habiéndose 
fijado en Ja póliza el valor de las cosas ase- 
guradas, se arreglará por el .que tenían los 
efectos permutados en el puerto de su expe- 
dición, añadiendo todos los gastos poste- 
riores. 

§■ ÍIÍ. 

Obligaciones entre el asegurador y el ase- 
gurado. 

Art. 861. Corren por cuenta y riesgo 
del asegurador todas las pérdidas y daños que 
sobrevengan á las cosas aseguradas por va- 
ramiento ó empeño de la nave con rotura ó 
sin ella, por tempestad, nauJragio, abordaje 
casual, cambio forzado de ruta, de viaje, ó 
de buque; por echazón, fuego, apresamiento 
saqueo, declaración de guerra, embargo por 
orden del Gobierno, retención por orden de 
potencia extranjera, represalias, y general- 
mente por todos los accidentes y riesgos 
de mar. 

Los contratantes podrán estipular las ex- 
cepciones que tengan por conveniente, ha- 
ciendo necesariamente mención de ellas en la 
póliza, sin cuyo requisito no surtirán efecto. 

Art. 862. No son de cuenta de los ase- 
guradores ¡os danos que sobrevengan por al- 
guna de las causas siguientes: 

Cambio voluntario de ruta, de viaje ó de 
buque sin consentimiento de los asegura- 
dores. 

Separación espontánea de un convoy, ha- 
biendo estipulación de ir en conserva con él. 

Prolongación de viaje á un puerto mas 
remoto del que se designó en el seguro. 

Disposiciones arbitrarias , y contrarias á la 
póliza del fletarnento, ó al conocimiento de 
i° s , navieros, cargadores y fletadores, v ba~ * 
terías del capitán ó del equipaje, no habien- I 
do pacto expreso en contrario. 

Mermas, desperdicios y pérdidas que pro- 
cedieren del vicio propio délas cosas asegu- 
jadas, como no se hubieren comprendido en 
la póliza por cláusula especial. 

Art. 8b3. Fu cualquiera Je ¡os casos de 
que trata el artículo precedente ganarán los 
aseguradores el premio, siempre, que los ob- i 
jetos asegurados hubieren empezado á cor- 
rer el riesgo. 

Art, 864. ^No responden los asegurado- 
res de los daños que sobrevengan á la nave 
por no llevar en regla los documentos que 

Tomo IX. 


prescriben las ordenanzas marítimas; pero 
sí de la trascendencia que pueda leDer esta 
falta en el cargamento que vaya asegurado. 

Art. 865. Los aseguradores no están obli- 
gados á sufragar los gastos de pilolaje y re- 
molque, ni los derechos impuesLos sobre la 
nave 6 su cargamento, 

Art. 866. Asegurándose la carga de ida 
y vuelta, y no trayendo la nave retorno; ó 
trayendo menos de las dos terceras parles de 
su carga, recibirán solamente los asegurado- 
res las dos terceras partes del premio cor- 
respondiente á la vuelta, á no ser que se ha- 
ya estipulado lo contrario. 

Art. 867. Habiéndose asegurado el car- 
gamento del buque por partidas separadas y 
distintos aseguradores, sin expresarse deter- 
minadamente los objetos correspondientes á 
cada seguro, se satisfarán por todos los ase- 
guradores á prorata las pérdidas que ocurran 
en el cargamento, ó cualquiera porción 
de él. 

Art. 868. Designándose en el seguro di- 
ferentes embarcaciones para cargar las cosas 
aseguradas, será árbitro el asegurado de dis- 
tribuirlas entre estas según le acomode, ó 
reducirlas á una sola, sin que por esta causa 
haya alteración en la responsabilidad de ios 
aseguradores. 

Art. 869. Contratado el seguro de un 
cargamento con designación de buque y ex- 
presión particular de Ja cantidad asegurada 
sobre cada uno de ellos, si el cargamento se 
redujere á menor número de buques que los 
designados, se reducirá la responsabilidad 
de los aseguradores á las cantidades asegura- 
das sobre los buques que reunieron Ja car- 
ga, y no serán de su cargo las pérdidas que 
ocurran en los demás; pero tampoco tendrán 
derecho en este caso á los premios de las 
cantidades aseguradas sobre los demás bu- 
ques, cuyos contratos se tendrán por nulos, 
abonándose á los aseguradores un medio por 
ciento sobrg su importe. 

Art. 870. Trasladándose el cargamento 
á otra nave después de comenzado el viaje 
por haberse inutilizado la designada en Ja 
póliza, correrán los riesgos por cuenta de los 
aseguradores, aun cuando sea de distinto 
porte. y pabellón la nave en que se. trasbordó 
el cargamento, 

Si la inhabilitación de la nave ocurriere 
antes de salir del puerto de la expedición, 
tendrán los aseguradores la opcion de conti- 
nuar ó no en el seguro, abonando ¡as averías 
que hayan ocurrido. 

Art. 87t. No fijándose en la póliza el 
tiempo en que hayan de correr los riesgos 
por cuenta de los aseguradores, se observa- 

11 



162 


MERCADER... ( Código de Com.) 


rú io dispuesto en el artículo 835 para con 
los prestadores á riesgo marítimo. 

Art. 872. Cuando se prefije en la póliza 
un tiempo limitado para el seguro, concluirá 
la responsabilidad de los aseguradores, tras- 
currido que sea el plazo, aun cuando estén 
pendientes los riesgos de las cosas asegura- 
das, sobre cuyas resultas podrá el asegurado 
celebrar nuevos contratos. 

Art. 873. La demora involuntaria de la 
nave en el puerto de su salida no cede en 
perjuicio del asegurado, y se entenderá pro- ' 
rogado el plazo designado en la póliza para ¡ 
los efectos del seguro por todo el tiempo que 
se prolongue aquella. 

Art. 874. No se puede exigir reducción 
del premio del seguro, aun cuando la nave i 
termine su viaje ó sé alige el cargamento en í 
puerto mas inmediato del designado en el j 
contrato. 

Art. 875. La variación que se haga en el 
rumbo ó viaje de la nave por accidente de 
fuerza insuperable para salvar la misma na- 
ve ó su cargamento, no exonera álos asegu- 
radores de su responsabilidad. 

Art. 876. Las escalas que se hagan por 
necesidad para la conservación de la nave y 
su cargamento, se entienden comprendidas 
en el seguro, aunque no se hayan expresado 
en el contrato, si determinadamente no so 
excluyeron. 

Art. 877. El asegurado tiene obligación 
de comunicar a les aseguradores todas las 
noticias que reciba sobre los daños ó pérdi- 
das que ocurran en las cosas aseguradas. 

Art. 878. El capitán que hiciere asegu- 
rar los efectos cargados de su cuenta ó en 
comisión, justificará eu caso de desgracia á 
los aseguradores la compra de aquellos, por 
las facturas de los vendedores, y su embar- 
que y conducción en la nave, por certifica- 
ción del cónsul español, ó autoridad civil, 
donde no lo hubiere, del puerto donde cargó, 
y por los documentos de expedición y iiani- 
litacion de su aduana. 

Esta obligación será extensiva á todo ase- 
gurado que navegue con sus propias merca- 
derías. 

Art. 879. Si se hubiere estipulado que el 
premio del seguro se aumentaría en caso de 
•sobrevenir guerra, y no se hubiere lijado la 
cuota de este aumento, se hará su regulación 
por peritos nombrados por las partes, habida 
consideración á los riesgos ocurridos, y á los 
pactos de la póliza del seguro. 

Art. 880. La restitución gratuita de la 
nave ó Su cargamento hecha por los apresa- 
dores al capitán de ella, cede en beneficio de 
los propietarios respectivos, sin obligación 


de parte de los aseguradores á pagar las can- 
tidades que aseguraron. 

Art. 881. Cuando en la póliza no se ha- 
ya prefijado la época en que el asegurador 
deba verificar el pago de las cosas asegura- 
das, ó los daños que seaD de su cuenta, es- 
tará obligado á verificarlo en los diez dias 
siguientes á la reclamación legítima del ase- 
gurado. 

Art. 882. Toda reclamación procedente 
del contrato del seguro debe ir acompañada 
de los documentes que justifiquen: 

El viaje de Ja nave. 

El embarque de los efectos asegurados. 

El contrato del seguro. 

La pérdida de las cosas aseguradas. 

Estos documentos se comunicarán en ca- 
so de controversia judicial á los asegurado- 
res, para que en su vista resuelvan hacer el 
pago del seguro ó hagan su oposición. 

Art. 883. Los aseguradores podrán con- 
tradecir los hechos en que apoye su deman- 
da el asegurado, y se les admitirá prueba en 
contrario, sin perjuicio del pago de la can- 
tidad asegurada, el que deberá verificarse 
sin demora, siempre que sea ejecutiva la 
póliza del seguro, y se presten por el deman- 
dante fianzas suficientes que respondan en 
su caso de la restitución de la cantidad per- 
cibida. 

Art. 884. Pagando el asegurador la can- 
tidad asegurada, se subroga en el lugar del 
asegurado para todos los derechos y acciones 
que le competan sobre los que por dolo ó 
culpa causaron la pérdida de los efectos que 
aseguró. 

§. iv. 

De los casos en que se anula , rescinde ó mo- 
difica el contrato de seguro. 

Art. 885, Será nulo el seguro que se con- 
traiga sobre 

El flete del cargamento existente á bordo. 

Las ganancias calculadas y no realizadas 
sobre el mismo cargamento. 

Los sueldos de la tripulación. 

Las cantidades tomadas á la gruesa. 

Los premios de los préstamos hechos á la 
gruesa. 

La vida de los pasajeros ó de los indivi- 
duos dei equipaje. 

Los géneros de ilícito comercio. 

Art. 886. Si el asegurador fuere declara- 
do en quiebra, pendiente el riesgo de las 
cosas aseguradas, podrá el asegurado exigirle 
fianzas; y no dándosele bien por el mismo 
quebrado ó por los administradores de su 
quiebra en el término dé los tres dias sígnien- 
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tes al requerimiento que se les haga para 
darlas, se rescindirá el contrato. 

El asegurador tiene el mismo derecho 
sobre el asegurado cuando no haya recibido 
elpremio del seguro. 

Art. 887. Siempre que por el conoci- 
miento de las cosas aseguradas se^iallare 
que el asegurado cometió falsedad á sabien- 
das en cualquiera de las cláusulas de la 
póliza, se tendrá por nulo el seguro, obser- 
vándose en cuanto á Ja inexactitud de la 
evaluación de las mercaderías lo prescrito en 
el art. 856. 

Art. 888. Igualmente es nulo el seguro 
cuando se justifique que el dueño de las 
cosas aseguradas pertenece á nación ene- 
miga, ó que recae sobre nave ocupada habi- 
tualmente. en el contrabando, y que el da- 
ño que Je sobrevino fue efecto de haberlo 
hecho. 

Art. 889. Dejando de verificarse el viaje 
antes de hacerse la nave á la vela, ó varián- 
dose para distinto punto, será nulo el seguro, 
aun cuando esto suceda por culpa ó arbitra- 
riedad del asegurado.- 

Art. 890. También se anula el seguro 
hecho sobre un buque que después de fir- 
mada la póliza permanezca un año sin em- 
prender el viaje. 

En ei caso de esta disposición y de los tres 
artículos anteriores tendrá derecho el ase- 
gurador al abono del medio por ciento sobre 
la cantidad asegurada. 

Art. 891 . Si se hubieren hecho sin fraude 
diferentes contratos de seguros sobre un 
mismo cargamento, subsistirá únicamente el 
primero, con tal que cubra todo su valor. 
Los aseguradores de los contratos posteriores 
quedarán quitos de sus obligaciones, y per- 
cibirán un medio por ciento de la cantidad 
asegurada. 

No cubriéndose por el primer contrato el 
valor íntegro déla carga, recaerá la res- 
ponsabilidad del excedente sobre los asegu- 
radores que contrataron posteriormente, si- 
guiéndose el órden de sus fechas. 

Art. 892. El asegurado no se exonerará 
de pagar todos los premios de los diferentes 
seguros, que hubiere contratado, si no in- 
timare á los aseguradores postergados la in- 
validación de sus contratos antes que la nave 
y el cargamento hayan llegado al puerto de 
su destino. 

Art. 893. Será nulo todo seguro que se 
baga en fecha posterior al arribo de las cosas 
aseguradas al puerto de su consignación, 
igualmente que al dia en que se hubieren 
perdido, siempre que pueda presumirse legal- 
mente que la parte interesada en ei acaeci- 
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miento tenia noticia de él antes de celebrar 
el contrato. 

Art. 894. Tiene lugar aquella presun- 
ción, sin perjuicio de otras pruebas, cuando 
hayan trascurrido, desde que aconteciere el 
arribo ó pérdida hasta la lecha del contrato, 

: tantas horas cuantas leguas legales de medida 
española haya por el camino mas corto, desde 
el sitio en que se verificó el arribo ó la 
pérdida hasta el lugar donde se contrató el 
seguro. 

Art. 895. Conteniendo la póliza del se- 
! guro la cláusula de que se hace sobre buenas 
ó malas noticias, no se admitirá la presun- 
ción de que habla el artículo anterior, y 
subsistirá el seguro como no se pruebe plena- • 
mente que el asegurado sabia la pérdida de 
la nave, ó el asegurador su arribo antes de 
firmar el contiato. 

Art. 896. El asegurador que haga el se- 
guro con conocimiento del salvamento de 
las cosas aseguradas, perderá el derecho al 
premio del seguro, y será multado eu la 
quinta parte de la cantidad que hubiere ase- 
gurado. 

Estando el fraude de parte del asegurado 
no le aprovechará el seguro, y además pa- 
gará ai asegurador el premio convenido en 
el contrato, y se le multará en la quinta 
parte de lo que aseguró. 

El uno como el otro estarán también suje- 
tos á las penas á que haya lugar, según las 
disposiciones de ¡as leyes criminales sobre 
las estafas. 

Art. 897. Siendo muchos los asegura- 
dores en un seguro que se hubiere hecho 
con fraude, y hallándose entre ellos algunos 
que lo hayan contratado de buena fé, perci- 
birán sus premios por entero del asegurador 
fraudulento, sin que nada tenga que satis- 
facerles el asegurado. 

Art. 898. El comisionado que hiciere 
asegurar por cuenta de otro con conocimiento 
de que las cosas aseguradas estaban perdidas 
tendrá igual responsabilidad que si hubiera 
hecho ef seguro por cuenta propia. 

Arl. 899. Si el comisionado estuviere 
inocente del fraude del propietario, recaerán 
sobre este las penas, quedando siempre á su 
cargo abonar á los aseguradores c! premio 
convenido. 

§• V. 

Abandono de las cesas aseguradas. 

Art. 900. El asegurado puede eu los casos 
determinados expresamente por la ley hacer 
abandono de las cosas aseguradas, dejándo- 
las por cuenta de los aseguradores, y exi- 
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giendo de eslos.las cantidades que asegura- 
ron sobre ellas. 

jArt. 901. El abandono tiene lugar en los 
casos de 

Apresamiento. 

Naufragio. 

Rotura ó varamiento de la nave que la in- 
habilite para navegar. 

Embargo ó detención por orden del Go- 
bierno propio ó extranjero. 

Pérdida total de las cosas aseguradas. 

Deterioración de las mismas que disminu- 
ya su valor en las tres cuartas partes á lo 
menos de su totalidad. 

Todos los demás daños se reputan averías, 
y se soportaran por quien corresponda se- 
gún los términos en que se haya contratado 
el seguro. 

Art. 902. La acción de abandono no com- 
pete sino por pérdidas ocurridas después de 
comenzado el viaje. 

Art. 903. El abandono no puede ser parcial 
ni condicional, sino que han de compren- 
derse en él todos ios electos asegurados. 

Art. 904. No será admisible el abandono 
sino se hace saber á los aseguradores dentro 
de los seis meses siguientes á la fecha en que 
se recibió la noticia de la pérdida acaecida 
en los puertos y costas de Europa, y en los 
de Asia y Africa que están en el Mediterrá- 
neo. Este término sertLde un año para las 
pérdidas que sucedan en las Islas Azores, de 
Madera, islas y costas occidentales de Africa, 
y orientales dé América, y será de dos suce- 
diendo en cualquiera otra parte del mundo 
mas lejana. 

Art, 906. Con respecto á ios casos de 
apresamiento, correrán los términos prefija- 
dos en el artículo anterior desde que se re- 
cibió la noticia de haber sido conducida la 
nave á cualquiera de los puentes situados en 
alguna de las costas mencionadas. 

Art. 906. Tendrásepor recibida la noti- 
cia para la prescricion de loa plazos que se 
han prefijado, desde que se haga notoria 
entre los comerciantes de la residencia del 
asegurado, ó se le pruebe por cualquier mo- 
do legal que le dieron aviso del suceso el ca- 
pitán, el consignatario, ó cualquier otro cor- 
responsal suyo. 

Art. 907. .Queda al arbitrio del asegura- 
do renunciar el trascurso de estos plazos y 
hacer el abandono, ó exigir las cantidades 
aseguradas desde que pudo hacer constar la 
pérdida de los efectos que hizo asegurar. 

Art. 908. Después que haya trascurrido 
un año sin recibirse noticias de la nave eu 
los viajes ordinarios, ó dos en ios largos, po- 
drá el asegurado hacer el abandono y pedirá 
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los aseguradores el pago de los efectos com- 
rendidos en el seguro, sin necesidad de pro- 
ar su pérdida. 

Este derecho debe ejercerse eu los mismos 
plazos prefijados enei artículo 904. 

Art. 909. Se reputan viajes largos para 
la aplié&cion del articulo precedente toáoslos 
que. no sean pura cualquiera de los puertos 
de Europa: para los de Asia y Africa en el 
Mediterráneo; ó para los de América situa- 
dos mas acá de los rios de la Plata y San Lo- 
renzo, y las islas intermedias entre las cos- 
tas de España y los países marcados en esta 
designación. 

Art. 910. No obstará que el seguro se 
liaya hecho por tiempo limitado para que 
jueda hacerse el abandono, cuando en Jos 
hazos determinados en el artículo 908 no se 
i u hiere recibido noticia de la nave, salva la 
prueba que puedan hacer los aseguradores 
de que la pérdida ocurrió después de haber 
espirado su responsabilidad. 

Art. 911. Al tiempo de hacer el asegura- 
do el abandono, debe declarar todos las se- 
guros contratados sobre Jos efectos abando- 
nados, asi corno los préstamos tomarlos á 
la gruesa sobre ellos, y hasta que baya hecho 
esta declaración no empezará a correr el pla- 
zo en que deba ser reintegrado del valor de 
los efectos. 

Art. 912. Si cometiere el asegurado frau- 
de en la declaración que prescribe el artícu- 
lo precedente, perderá todos ios derechos 
que le compelían por el seguro, sin dejar de 
ser responsable á pagar los préstamos que 
hubiese tomado sóbreles efectos asegurados, 
no obstante su pérdida, 

Art. 913. Admitido el abandono, ó de- 
clarándose válido en juicio, se trasíiere al 
asegurador el dominio de las cosas abando- 
nadas, correspondiéndole las mejoras ó per- 
juicios que eu ellas sobrevengan desde el 
momento en que se propuso el abandono. 

Art. 914. El regreso de la nave después 
de admitido el abandono, no exonera á los 
aseguradores del pago délos efectos abando- 
nados. 

Art. 915. Se comprende en el abandono 
de la nave el flete do las mercaderías que 
se salven, aun cuando se haya pagado con 
anticipación, y se considerará corno perte- 
nencia de los aseguradores bajo la reserva 
del derecho que compete á ios prestadores 
á la gruesa, al equipaje por sus sueldos, y al 
acreedor que hubiere hecho anticipaciones 
para habilitar la nave ó para cualesquiera 
gastos causados en el último viaje. 

Art. 916. El abandono de las cosas ase- 
guradas no puede hacerse sino por el mis- 
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mo propietario, por el comisionado que hizo 
el seguro, ó por otra persona especialmente 
autorizada por el mismo propietario. 

Art. 917. En caso de apresamiento de la 
nave, pueden el asegurado y el capit.au en 
su ausencia proceder por sí al rescate de las 
cosas comprendidas en el seguro, sin con- 
currencia del asegurador, ni esperar instruc- 
ciones suyas, cuando no haya tiempo para 
exigirlas, quedando en la obligación de ha- 
cerle notificar el convenio hecho desde lue- 
go que haya ocasión para verificarlo. 

Art. 918. El asegurador podrá aceptar ó 
renunciar el convenio celebrado por el ca- 
pitán ó el asegurado , intimando á este su 
resolución en las veinticuatro horas siguien- 
tes Á la notificación del convenio. 

Aceptándolo entregará en el acto la canti- 
dad concertada por el rescate, y continua- 
rán de su cuenta los riesgos ulteriores del 
viaje, conforme á los- pactos de la póliza del 
seguro. 

1 Desaprobando el convenio ejecutará el 
pago de la cantidad asegurada, y no conser- 
vará derecho alguno sobre los electos res- 
catados. 

Si no manifestare su resolución en el tér- 
mino prefijado, se entenderá que ha renun- 
ciado al convenio. 

Art. 919. Cuando por efecto de haberse 
represado la nave se reintegrase el asegura- 
do en la propiedad de sus efectos, se ten- 
drán por avería todos los perjuicios y gas- 
tos causados por su pérdida, y será de cuen- 
ta del asegurador satisfacerlos. 

Art. 920. Si á consecuencia de la re- 
presa pasaren los efectos asegurados á la po- 
sesión de un tercero , podrá el asegurado 
usar del derecho de abandono. 

Art. 921. En los casos de naufragio y 
apresamiento tiene obligación el asegurado 
de hacer las diligencias que permitan las cir- 
cunstancias para salvar ó recobrar los efec- 
tos perdidos, sin perjuicio del abandono que 
le competa hacer á su tiempo.» 

Los gastos legítimos hechos en el reco- 
bro , serán de cuenta de los aseguradores 
hasta Ja concurrencia del valor de los efec- 
tos que se salven, sobre los cuales se harán 
efectivos por los trámites de derecho en de- 
fecto de pago. 

Art. 922. No se admitirá el abandono 
por causa de inhabilitación para navegar 
siempre que el daño ocurrido en la nave fuere 
tal que se la pueda rehabilitar para su viaje. 

Art. 923. Verificándose la rehabilitación 
responderán solamente los aseguradores de 
l°s_ gastos ocasionados por el encalle ú otro 
daño que la nave hubiere recibido. 
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Art, 924. Quedando absolutamente in- 
habilitado el buque para la navegación, se 
practicarán por los interesados en el carga- 
mento que se hallen presentes, ó en ausen- 
cia de ellos por el capitán, todas las diligen- 
cias posibles para conducir el cargamento al 
puerto de su destino. 

Art. 925. Correrán de cuenta del asegu- 
rador los riesgos del trasbordo y los del nue- 
vo viaje hasta que se alijen los efectos en el 
lugar designado en la póliza del seguro. 

Art. 926. Asimismo son responsables los 
aseguradores de las averías, gastos de des- 
carga, almacenaje, reembarque excedente 
de flete, y todos los demás gastos causados 
para trasbordar el cargamento. 

Art. 927 Si no se hubiere encontrado 
nave para trasportar hasta su destino los 
efectos asegurados, podrá el propietario ha- 
cer el abandono. 

Art. 928. Los aseguradores tienen para 
evacuar el trasbordo y conducción de los 
efectos el término de seis meses, si la inha- 
bilitación de la nave hubiere ocurrido en los 
mares que circundan la Europa desde el es- 
trecho del Sumt hasta el Bósforo, y un año 
si se hubiere verificado en lugar mas apar- 
tado, contándose estos plazos desde el dia 
en que se les hubiere intimado por el ase- 
gurado el acaecimiento. 

Art.. 929. En caso de interrumpirse el 
viaje del buque por embargo ó detención 
forzada , lo comunicará el asegurado á los 
aseguradores luego que llegue á su noticia, 
y no podrá usar de la acción de abandono 
hasta que hayan trascurrido los mismos pla- 
zos prefijados en el artículo anterior. 

Los asegurados están obligados á prestar 
á los aseguradores los auxilios que estén en 
su mano para conseguir que se alce el em- 
bargo , y deberán hacer por sí mismos las 
gestiones convenientes á este fin, en caso 
de que por hallarse los aseguradores en país 
remoto no puedan obrar desde luego de co- 
mún acuerdo. 

TITULO IV. 

DE LOS RIESGOS Y DAÑOS DEL COMERCIO 
MARÍTIMO. 

SECC. \. — De las awriat. 

Art. 930. Son averías en acepción legal: 

i Todo gasto extraordinario y eventual 
que sobreviene durante el viaje de la nave 
para la conservación de esta, de su carga- 
mento ó de ambas cosas juntamente. 

2.° Los daños que sufriere la embarca- 
ción desde que se haga á la vela en el puer- 
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to do su expedición, hasta que quede ancla- 
da en el de su destino; y los que reciba su 
cargamento desde que se cargue hasta que 
se descargue en el puerto donde fuere con- 
signado. 

Art. 931. La responsabilidad de dichos 
gastos y daños se decide por reglas distin- 
tas, seguu el carácter que tengan las ave- 
rías, de ordinarias, simples ó particulares, y 
gruesas ó comunes. 

Art. 932, Los gastos que ocurren en la 
navegación, conocidos con el nombre de 
menudos, pertenecen á la clase de averías 
ordinarias, las cuales son de cuenta del na- 
viero fletante, y deben satisfacerse por e! ca- 
pitón, abonándosele la indemnización que 
se hubiere pactado en la póliza de fletamen- 
to ó en los conocimientos. 

Si no se hubiere pactado indemnización 
especial y determinada por estas averías , se 
entienden comprendidas en el precio de los 
fletes, y no tendrá derecho el naviero á re- 
clamar cantidad alguna por ellas. 

. Art. 933. Se consideran gastos menudos 
ó de avería ordinaria comprendidos en la 
disposición del artículo anterior: 

t.° Los pilotajes de costas y puertos. 

2. ° Los gastos do lanchas y remolques. 

3. ° El derecho de bolisa, de piloto mayor, 
anclaje, visita y demás llamados de puerto. 

4. ° Los fletes de gabarras y descarga 
hasta poner las mercaderías en él muelle, y 
cualquiera otro gasto conmn á la navegación 
que no sea de los extraordinarios y even- 
tuales . 

Art. 934. Los gastos y daños que se 
comprenden bajo el nombré de averías sim- 
ples ó particulares, se soportarán por el pro- 
pietario de la cosa que ocasionó el gasto ó 
recibió el daño 

Art. 935. Pertenecen á la clase de ave- 
rías simples ó particulares: 

t.* Los daños que sobrevienen al carga- 
mento desde su embarque hasta su descarga 
por vicio propio de las cosas, por accidente 
de mar, ó por efecto de fuerza insuperable, 
y los gastos hechos para evitarlos y re- 
pararlos. 

9 .° El daño que sobrevenga en el casco 
del buque, sus aparejos, arreos y pertrechos 
por cualquiera de las mismas tres causas in- 
dicadas, y los gastos que se causaren para 
salvar estos efectos ó reponerlos. 

3. ° Los sueldos y alimentos de la tri- 
pulación de la nave" que fuere detenida ó | 
embargada por órden legítima ó fuerza in- i 
superable, si el fletamento estuviere contra- ¡ 
tado por un tanto el viaje . 

4. ° Los gastos que hiciere la nave para 1 
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arribar á un puerto con ol fin de reparar su 
casco ó arreos, ó para aprovisionarse. 

5. ° El menos valor que hayan producido 
los géneros vendidos por el cápi'an en una 
arribada forzada para pago de alimentos y 
salvarse la tripulación, ó para cubrir cual- 
quiera otra da las necesidades que ocurran 
en el buque. 

6. ° El sustento y salarios de la tripulación 
mientras la nave está en cuarentena. 

7. ° El daño que reciban el buque ó el 
cargamento por el choque ó amarramiento 
con otro, siendo este casual ó inevitable. 
Cuando alguno de los capitanes sea culpable 
de este accidente, será de su cargo satisfacer 
todo el daño que hubiere ocasionado. 

8. ° Cualquiera perjuicio que resulte al 
cargamento por descuido, faltas ó baraterías 
del capitán ó de la tripulación, sin perjuicio 
del derecho del propietario a la indemniza- 
ción competente contra el capitán, la nave 
y el flete. 

Se clasificarán además como averías sim- 
ples ó particulares todos los gastos y per- 
juicios causados en la nave ó en su carga- 
mento, que no hayan redundado en bene- 
ficio y utilidad común de todos los interesa- 
dos en el mismo buque y su carga. 

Art. 936. Averías gruesas ó comunes son 
generalmente todos los daños y gastos que 
se causan deliberadamente para salvar el 
buque, su cargamento ó algunos efectos de 
este de un riesgo conocido y efectivo. 

Salva la? aplicación de esta regla general 
en los casos que ocurran, se declaran espe- 
cialmente correspondientes á esta clase de 
averías: 

1. ° Los efectos ó dinero que se en- 
treguen por via de composición para rescatar 
la nave y su cargamento que hubieren caido 
en poder de enemigos ó de piratas. 

2. ° Las cosas que se arrogeu al mar para 
aligerar la nave, ya pertenezcan al carga- 
mento ó al buque y su tripulación, y el daño 
que de esta operación resulte á las que se 
conserven en la nave, 

3. ° Los mástiles que de propósito se rom- 
pan é inutilicen. 

4. ° Los cables que se corten y las án- 
coras que se abandonen para salvar el buque 
en caso de tempestad ó de riesgo de ene- 
migos. 

5. ° Los gastos de alijo ó trasbordo de 
una parte del cargamento para aligerar el 
buque y ponerlo en estado de tomar puerto 
ó rada, con el fin de salvarlo de riesgo de 
mar ó de enemigos, y el perjuicio que de 
ello resulte á los efectos alijados ó trasbor- 
dados. 
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6. ° El daño que se cause á algunos efec- 
tos del cargamento de resultas de haber 
hecho de propósito alguna abertura en el 
buque para desaguarlo y preservarlo de zo- 
zobrar. 

7. ° Los gastos que se hagan para poner 
á flote una nave que de propósito se hubiere 
hecho encallar con objeto de salvarla de los 
mismos riesgos. 

8. ° El daño causado á la nave que fuere 
necesario abrir, romper ó agujerear de pro- 
pósito para extraer y salvar los efectos de su 
cargamento. 

9 . ° La curación de los individuos de la 
tripulación que hayan sido heridos ó estro- 
peados defendiendo la nave., y los alimentos 
de estos mientras estén dolientes por estas 
causas. 

10. Los salarios que devengue cualquiera 
individuo de la tripulación que estuviere de- 
tenido en rehenes por enemigos ó piratas, y 
ios gastos necesarios que cause en su prisión 
hasta restituirse al buque ó á su domicilio, 
si no pudiere incorporarse en él. 

11. El salario y sustento de la tripulación 
del buque, cuyo fletamento estuviere ajus- 
tado por meses durante el tiempo que per- 
maneciere embargado ó detenido por órden 
ó fuerza insuperable, ó para reparar los daños 
á que deliberadamente se hubiere expuesto 
para provecho común de todos los intere- 
sados. 

12. El menoscabo que resultare en el 
valor de los géneros que en una arribada 
forzosa baya sido necesario vender á precios 
bajos para reparar el buque del daño recibido 
por cualquier accidente que pertenezca á la 
clase de averías gruesas. 

Art. 937. Al importe de las averías 
gruesas ó comunes contribuyen todos los 
interesados en la nave y cargamento exis- 
tente en ella, al tiempo de correrse el riesgo 
de que proceda la avería. 

Art. 938. El capitán no puede resolver 
por si solo los danos y gastos que pertenecen 
a la clase de averías comunes, siu consultar 
a los oficiales de la nave y los cargadores que 
se hallen presentes ó a sus sobrecargos Si 
estos se opusieren á las medidas que el ca- 
pitán con su segundo, si lo tuviere, y el 
piloto , hallaren necesarias para salvar la 
nave, podrá el capitán procederá ejecutarlas 
bajo su responsabilidad, no obstante la con- 
tradicción, quedando á salvo el derecho de 
los perjudicados para deducirlo á su tiempo 
en el Tribunal competente contra al capitán 
que en estos casos hubiese procedido con 
dolo, ignorancia ó descuido. 

Art. 939. Cuando hallándose presentes 
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los cargadores' no sean consultados para la 
resolución que previene el artículo prece- 
dente, quedarán exonerados de contribuir á 
la avería común, recayendo sobre el capitán 
la parte que á estos correspondería satisfacer, 
á menos que por Ja urgencia del caso hu- 
biere faltado al capitán tiempo y ocasión para 
esplorar la voluntad de los cargadores antes 
de tomar por sí disposición alguna. 

Art. 940. La resolución adoptada para 
sufragar Jos daños 6 gastos de las averias 
comunes se extenderá en ePlibro de la nave, 
con expresión de las razones que la motiva- 
ron, de los votos que se hubieren dado en 
contrario, y los fundamentos que hubieren 
expuesto los votantes. Esta acta se firmará 
por toáoslos concurrentes que sepan hacer- 
lo, y se extenderá antes de procederse á la 
ejecución de lo resuelto, si hubiere tiempo 
para ello; y en el caso de no haberlo, en el 
primer momento en que pueda verificarse. 

El capitán entregará copia de la delibera- 
ción á la autoridad judicial en negocios de 
comercio del primer puerto donde arribe, 
afirmando bajo juramento que los hechos 
contenidos en ella son ciertos. 

Art 941. Cuando se haya de arrojar al 
mar alguna parte de! cargamento, se comen- 
zará por las cosas mas pesadas y de menos 
valor; y en las de igual clase serán arrojadas 
primero las que se hallen en el primer puen- 
te, siguiendo el órden que determine el 
capitán con acuerdo de los oficiales de la 
nave. 

Existiendo alguna parte del cargamento 
sobre el combés de la nave, será esta lo pri- 
mero que se arroje al mar. 

Art. 942. A con f inunción del acia que 
contenga la deliberación de arrojar al mar la 
oarte del cargamento que se haya graduado 
necesaria, se~ anotarán cuáles han sido los 
efectos arrojados; y si algunos de los conser- 
vados hubieren recibido daño por conse- 
cuencia directa de la echazón, se hará tam- 
bién mención de ellos. 

Art 943. Si la nave se perdiere, no obs- 
tante la echazón de una parte de su carga- 
mento, cesa la obligación de contribuir a! 
importe de la avería gruesa;^ y los daños y 
pérdidas ocurridas se estimarán corno averías 
simples ó particulares á cargo de los intere- 
sados en los efectos que las hubieren su- 
frido. 

Art. 944. Cuando después de haberse 
salvado la nave del riesgo que dió lugar á la 
avería gruesa, pereciere por otro accidente 
ocurrido en el progreso de su viaje, subsis- 
tirá la obligación de contribuir á la avería 
común los efectos salvados del primer riesgo 
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ue se hubieren conservado después de per- 
ida Ja nave, según el valor que les corres- 
ponda atendido su estado, y con deducción de 
ios gastos hechos para salvarlos. 

Art. 945. La justificación de Jas pérdi- 
das y gastos que constituyan la averia co- 
mún, se hará en el puerto de la descarga á 
solicitud del capitán, y con citación y audien- 
cia instructiva de lodos lo^ interesados pre- 
sentes ó de sus consignatarios. 

Art. 946. El reconocimiento y liquida- 
ción de la avería y su importe se verificará i 
por peritos, que á propuesta de los interesa- 
dos ó sus representantes, ó bien de oficio, 
si estos no lo hiciesen, nombrará el Juzgado 
de primera instancia de! puerto de la des- 
carga, haciéndose esta en territorio español. | 

SÍ se hiciere en país extranjero competerá ! 
este nombramiento al cónsul español, y en ¡ 
defecto de haberlo á la autoridad judicial que ¡ 
conozca de los negocios mercantiles. 

Art. 947. Los peritos aceptarán el nom- 1 
brámiento, y prestarán juramento de desem- 
peñar fiel y 'legalmente su encargo. 

Art. 948. Las mercaderías perdidas se 
estimarán según el precio que tendrían cor- 
rientemente en el lugar de la descarga, con 
tal que consten de los conocimientos sus es- 
pecies y calidad respectiva. 

No siendo así se estará á lo que resulte de 
la factura de compra librada en el puerto de 
la expedición, agregando al importe de esta 
los gastos y fletes causados posteriormente. 

Los palos cortados, velas, cables y demás 
aparejos que se inutilizaron para salvar la 
nave, se apreciarán por el valor que tuvie- 
sen al tiempo de la averia, según su estado 
de servicio. 

Art. 949. Para que los efectos del car- 
gamento perdidos ó deteriorados tengan lu- 
gar en el cómputo de la avería cotnuu, es 
indispensable circunstancia que so traspor- 
ten con los debidos conocimienos: de lo con- 
trario será su pérdida o desmejora de cuen- 
ta de los interesados, sin que por esta razón 
dejen de contribuir en el caso de salvarse, 
como todo lo demás del cargamento. 

Art, 950. Tampoco se computarán en la 
avería común los efectos cargados sobre el 
combés de la nave que se arrojen ó dañen, 
no obstante que estarán también sujetos a la 
contribución de la avería. si se salvasen. 

El fletante y el capitán responderán de los 
perjuicios de la echazón á los cargadores de 
los efectos arrojados, si su colocación en el 
combés se hubiere, hecho arbitrariamente y 
sin consentimiento de estos, 

Art. 951. Las mercaderías arrojadas al 
mar que fueseD recobradas después, no en- 
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tran tampoco en el cómputode la avería co- 
mún, sino en la parte que se regule haber 
desmerecido, y lo que importen los gastos 
hechos para recobrarlas: y si antes de ha- 
cerse el recobro se hubieren incluido en la 
masa común de la avería, dándose su impor- 
te á los propietarios, deberán estos devolver 
lo percibido, reteniendo solamente lo que 
les corresponda por razón de la desmejora 
y gastos. 

Art. 952. En caso de perderse los efec- 
tos del cargamento, que para aligerar el bu- 
que por causa de tempestad, ó para facilitar 
su entrada en un puerto ó rada, se trasbor- 
dase á barcas ó lanchas, se comprenderá su 
valor en la masa que ha de contribuir á la 
avería común con arreglo á Jo dispuesto en 
el artículo 939. 

Art. 953. La cantidad, á que según la 
regulación de los peritos ascienda la avería 
gruesa, so repartirá proporcionalmente en- 
tre todos ios contribuyentes por la persona 
que nombre al intento eí Juzgado que conoz- 
ca de la liquidación de la avería. 

Art. 954. Para fijar la proporción en que 
se debe hacer el repartimiento, se graduará 
el valor de la parle del cargamento salvada 
del riesgo, y el que corresponda á la nave, 

Art. 955. Los efectos del cargamento se 
estimarán por el precio que teDga en el puer- 
to de la descarga. 

Las mercaderías perdidas entrarán á con- 
tribuir por el misino valor que se les haya 
considerado en la regulación de la avería. 

El buque con sus aparejos se apreciará 
igualmente según el estado en que se bailen. 

Tanto el justiprecio de la nave, como el de 
los efectos de su cargamento, se ejecutará 
por peritos nombrados en la forma que pre- 
viene el artículo 946. 

Art. 956. Se tendrá por valor accesorio 
de la nave para la contribución de la avería 
el importe de los fletes devergados en el 
viaje, con descuento de los salarios del capi- 
tán y la tripulación. 

Art. 957. Para el justiprecio de las mer- 
caderías salvadas se estará á la inspección 
material de ellas, y no á lo que resulte de 
los conocimientos , á menos que las partes 
se conformen en referirse á estos. - 

Art. 958. No contribuyen á la averia 
gruesa las municiones de guerra y de boca 
de la nave, ni las ropas y vestidos de uso del 
capitán , oficiales y equipaje que hubieren 
ya servido. 

Art. 959.- Se exceptúan también de la 
contribución á la avería común las ropasy 
vestidos del mismo género pertenecientes á 
los cargadores, sobrecargos y pasajeros que 
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se hallen á bordo de la nave, en cuanto no 
exceda el valor de ios efectos de esta es- 
pecie que á cada uno corresponda de! que 
se dé ú los de igual clase que el capitán sal- 
ve de ia contribución. 

Art. 90O. Los efectos arrojados no con- 
tribuyen a) pago de las averías comunes que 
ocurran á Jas mercaderías salvadas eu ries- 
go diferente y posterior. 

Art. 9G1. El repartimiento de la avería 
gruesa no será ejecutivo hasta que lo aprue- 
be el , Juzgado que conozca de su liquidación, 
y este procederá para darla con audiencia 
instructiva de los interesados presentes ó sus 
legítimos representantes. 

Art. 962. El capitán debe hacer efectivo 
el repartimiento, y es responsable á los due- 
ños de las cosas averiadas de la morosidad ó 
negligencia que tenga en ello. 

Art. 963. Si los contribuyentes no satis- 
ficieren las cuotas respectivas dentro de ter- 
cero dia después de aprobado el reparti- 
miento, se procederá á solicitud del capilau 
contra los efectos salvados hasta hacerlas 
efectivas sobre sus productos. 

Art. 964. El capitán podrá diferir la en- , 
trega de los efectos salvados hasta haberse 
pagado la contribución , si el interesado eu 
recibirlos no diere fianza de su valor. 

Art. 965. Para que sea admisible la de- 
manda de averías, es necesario que el im- 
porte de esta sea superior á la centésima 
parte del valor común de la nave y su car- 
gamento. 

Art. 966. Las disposiciones de este títu- 
lo no obstarán para que las partes hagan los 
convenios especiales que tengan á bien so- 
bre la responsabilidad, liquidación y pago de 
las averías, en cuyo caso se observarán es- 
tos puntualmente, aun cuando se aparten de 
las reglas que van establecidas. 

Art. 967. Si para cortar un incendio en 
algún puerto ó rada se mandase echar á pi- 
que algún buque , corno medida necesaria 
oara salvar los demás, se considerará esta 
)érdida como avería común , á que contri- 
miran los demás buques salvados. 

SRCC. II . — De las arribadas forzosas. 

Art. 968. Serán justas causas de arriba- 
da á distinto punto del prefijado para el viaje 
de la nave: 

1. a La falta de víveres. 

2. a El temor fundado de enemigos y dí- 

raias. J p 

3. a Cualquiera accidente en el buque que 
lo inhabilite para continuar la navegación. 

Art. 969. Ocurriendo cualquiera de es- 
tos motivos que obligue á la arribada, se 
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examinará y. calificará en junta de los oficia- 
les de la nave, ejecutándose lo que se re- 
suelva por la pluralidad de votos, de que se 
liará expresa é individual mención en el acta 
que se extenderá en el registro correspon- 
diente, firmándola todos io£ que sepan ha- 
cerlo. 

El capitán tendrá voto de calidad; y los 
interesados en el cargamento que oe hallen 
presentes, asistirán también a la junta sin 
voto en ella, y solo'para instruirse de la dis- 
cusión y hacer las reclamaciones y protestas 
convenientes á sus intereses, que se inserta- 
rán también literalmente en la misma acLa. 

Art. 970. . Los gastos déla arribada for- 
zosa serán siempre do cuenta del naviero ó 
fletante 

Art. 971 . No tendrán el naviero ni el ca- 
pitán responsabilidad alguna de los perjuicios 
que puedan seguirse á los cargadores de re- 
sultas de la arribada, como esta sea legítima; 
pero sí la tendrán maíremnunadamente siem- 
pre que no lo sea. 

Art. 972. Tendráscpor legítima toda ar- 
ribada forzosa que no proceda de dolo, ne- 
gligencia é imprevisión culpable del naviero 
ó del capilan. 

Art. 973. No se consi erará legítima la 
arribada en los casos siguientes: 

f. 0 Procediendo l^i falta de víveres de no 
haberse hecho e! aprovisionamiento necesa- 
rio para el viaje, según uso y costumbre de 
la navegación, ó de que se hubiesen perdido 
y corrompido por mala colocación ó descui- 
do en su buena custodia y conservación. 

2. ° Si el riesgo de enemigos ó piratas no 
hubiese sido bien conocido, manifiesto y fun- 
dado en hechos positivos y justificables. 

3. ° Cuando el descalabro que la nave hu- 
biere padecido tenga origen de no haberla 
reparado, pertrechado, equipado y dispuesto 
competentemente para el viaje que iba á em- 
prender. 

4. ° Siempre que el descalabro provenga, 
de alguna disposicon desacertada del capitán, 
ó de no haber tomado las que convenían 
para evitarlo. 

Art. 974. Solo se procederá á la descar- 
ga en el puerto de arribada cuando sea de in- 
dispensable necesidad hacerla para practi- 
car las reparaciones que el buque necesite, 
ó para evitar daño y avería en el cargamento. 

Eu ambos casos debe preceder á la des- 
carga la autorización del tribunal ó autori- 
dad que conozca délos asuntos mercantiles. 

En puerto extranjero , donde baya cónsul 
español, será de su cargo dar esta autoriza- 
ción. 

Art. 975. El capitán tiene á su cargo la 
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custodia del cargamento que se desembargue 
y responde de su conservación , fuera de Jos 
accidentes de fuerza insuperable. 

Art. 976. Reconociéndose en ei puerto 
de Ja arribada que alguna parle del carga- 
mento ha padecido avería , hará el capitán 
su declaración á Ja autoridad que conozca 
de los negocios de comercio , dentro de las 
veinticuatro horas , y se conformará á las 
disposiciones que dé sobre los géneros ave- 
riados el cargador ó cualquiera representan- 
te de este que se halle presente. 

Art. 977. No hallándose en el puerto 
el cargador ni persona que lo represente, se 
reconocerán los géneros por peritos nombra- 
dos por el Juez de primen instancia ó el 
agente consular en su caso, los cuales declara- 
rán la especie dedaño que hubieren encontra- 
do en los efectos reconocidos. Jos medios de 
repararlo, ó de evitar al menos su aumento ó 
propagación, y si podrá ser ó no convenien- 
te su reembarque y conducción al puerto 
donde estuvieren consignados. 

En vista de la declaración de Jos peritos, 
proveerá el Juzgado lo que estime, mas útil 
á los intereses del cargador , y el capitán 
pondrá en ejecución lo decretado, quedando 
responsable de cualquiera infracción ó abuso 
que se cometa. 

Art. 978. Se podrá, vender con inter- 
vención judicial y en pública subasta la par- 
te de los efectos averiados que sea necesaria 
para cubrirlos gastos que exija la conserva- 
ción de los restantes, en caso que el capitán 
no pudiere suplirlos de la caja del buque, ni 
hallare quien los prestase á la gruesa. 

Tanto el capitán como cualquiera otro que 
haga la anticipación, tendrá derecho a 1 rédi- 
to legal de la cantidad que anticipe, y á su 
reintegro sobre el producto de los mismos 
géneros con preferencia á los demás acree- 
dores de cualquier clase que sean sus cré- 
ditos. 

Art. 979. No pudiendo conservarse los 
géneros averiados sin riesgo de perderse, ni 
permitiendo su estado que se dé lugar áque 
el cargador ó su consignatario den por sí lar- 
disposiciones que mas les conviniesen , se 
procederá á venderlos con las mismas so- 
lemnidades prescritas en el artículo anterior, 
depositándose su importe, deducidos los gas- 
tos y fletes, á disposición de los cargadores. 

Art. 980. Cesando el motivo que obligó 
á la arribada forzosa, no podrá el capitán di- 
ferirla continuación de su viaje, y será res- 
onsable de los perjuicios qué ocasione por 
ilación voluntaria. 

Art. 981. Si la arribada se hubiere he- 
cho por temor de enemigos 6 piratas, se de- 


liberará la salida de la nave en junta de ofi- 
ciales, con asistencia délos interesados en el 
cargamento que se hallen presentes, en los 
mismos términos que para acordar las arri- 
badas previene el art. 969. 

SEC. III. — T)e los naufragios. 

Art. 982. Encallando ó naufragando la 
nave, sus dueños, y los interesados en el car- 
gamento sufrirán individualmente las pér- 
didas y desmejoras que ocurran en sus res- 
pectivas propiedades , perteneciéndoles los 
restos de ellas que puedan salvarse. 

Art. 983. Cuando el naufragio proceda 
de malicia , descuido ó ignorancia del capi- 
tán ó su piloto, podrán los navieros y carga- 
dores usar del derecho de indemnización 
que pueda competirles, en virtud de lo que 
se dispone en los artículos 676 y 693. 

Art. 984. Probando los cargadores que 
el naufragio ha procedido de que el buque 
no se hallaba suficientemente reparado y per- 
trechado para navegar, cuando se emprendió 
el viaje, será de cargo del naviero la indem- 
nización de los perjuicios causados al carga- 
mento de resultas del naufragio. 

Art. 985. Los efectos salvados del nau- 
fragio están obligados especialmente á los 
gastos expendidos para salvarlos , cuyo im- 
porte satisfarán sus dueños antes de hacerse- 
! les Ja entrega de ellos , ó se deducirá con 
preferencia á cualquiera otra obligación del 
producto de su venta. 

Art. 986. Naufragando una nave que ya 
en convoy- ó en conserva de este, se reparti- 
rá la parte de su cargamento y de pertrechos 
que haya podido salvarse entre los demás 
buques’ habiendo cavidad en ellos para re- 
cibirlos, y en proporción á la que cada una 
tenga expedita. Si algún capitán lo rehusare 
sin justa causa , el capitán náufrago protes- 
tará contra él ante dos oficiales de mar los 
daños y perjuicios que de ello se sigan, y en 
el primer puerto ratificará la protesta dentro 
délas veinticuatro horas , incluyéndola en 
el expediente justificativo que debe promo- 
ver, según lo dispuesto en el art. 652. 

Art. 987. Cuando no sea posible tras- 
bordar á los buques de auxilio todo el carga- 
mento naufragado, se salvarán con preferen- 
cia los efectos de mas valor y menos volu- 
men, sobre cuya elección procederá el capi- 
tán con acuerdo de los oficiales de la nave. 

Art. 988. El capitán que^ reeogió las 
j efectos naufragados, continuara su rumbo, 
conduciéndolos al puerto donde iba destina- 
da su nave , en el cual se depositarán con 
[ autorización judicial por cuenta délos legíti- 
' moa interesados «n ellos. 
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En el caso que sin variar de rumbo , y si- 
guiendo ei mismo viaje, se puedan descargar 
los efectos en el puerto á que iban consigna- 
dos, podrá el capitán arribar á este, siempre 
que consientan en ello los cargadores ó so- 
brecargos que se hallen presentes, los pasa- 
jeros y los oficiales de la nave, y que no ha- 
ya riesgo manifiesto de accidente de mar ó 
Ai enemigos; pero no podrá verificarlo con- 
tra la deliberación de aquellos, ni en tiempo 
de guerra, ó cuando el puerto sea de entrada 
peligrosa. 

Art. 989. Todos los gastos de la arriba- 
da que se hagan con el fin indicado en el ar- 
tículo antecedente, serán de cuenta de los 
dueños de los efectos naufragados, además 
de pagar los fletes correspondientes, que en 
defecto de convenio entre las partes se regu 
Jarán á juicio de árbitros en el puerto de la 
descarga, teniendo en consideración la dis- 
tancia que haya porteado los efectos el buque 
que los recogió, la dilación qué sufrió, las 
dificultades que tuvo que vencer para reco- 
gerlos, y los riesgos que en ello corrió. 

Art. 990. Cuando no se puedan conser- 
var los efectos recogidos por hallarse averia- 
dos, ó cuando en el término de un año no 
se puedan descubrir sus legítimos dueños 
para darles aviso de su existencia, procederá 
el tribunal, á cuya órden se depositaron , á 
venderlos en pública subasta, depositando su 
producto, deducidos ios gastos, para entre- 
garlo a quien corresponda. 

Art. 991. También se podrá vender, aun 
fuera de los casos que prescribe el artículo 
anterior, y cod las mismas formalidades, la 
parte de los efectos salvados que sea necesa- 
ria para satisfacer los fletes y gastos á que 
tenga derecho el espitan que los recogió, si 
no conviniese en anticiparlos el capitán náu- 
frago ó algún corresponsal de los cargadores 
ó consignatarios. 

Cualquiera que haga la anticipación goza- 
ra del mismo derecho de hipoteca que se es- 
tablece en el art. 975. 

TITULO V. 

DE LA PRESCRIPCION . EN LAS OBLIGACIONES 

PECULIARES DEL COMERCIO MARÍTIMO. 

Art. 992. La acción para repetir el valor 
de los efeclos suministrados para construir. 
repara 1 * y pertrechar las naves, se prescribe 
por cinco años contados desde que se hizo su 
entrega. 

Art. 993. La que procede de vituallas 
destinadas a! aprovisionamiento de la nave ó 
de alimentos suministrados á los marineros 
de órden del capiian, prescribirá al año de su 
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-entrega, siempre que dentro de él haya es- 
tado fondeada la nave por el espacio de 
quince dias, cuando menos, en el puerto 
donde se contrajo la deuda. No sucediendo 
así, conservará el acreedor su acción, aun 
después de trascurrido el año, basta que 
fondee la nave en dicho puerto, y quince dias 
mas. 

Dentro de igual término y con la misma 
restricción prescribe la acción de los artesa- 
nos que hicieron obras en la nave, 

Art . 994. La acción de los oficiales y tri- 
pulación por -el pago de sus salarios y gajes, 
prescribe al año después de conchudo el via- 
jo en que los devengaron. 

Art, 995. La del cobro de fletes y de la 
contribución de averías comunes prescribe 
cumplidos seis meses después de entregados' 
los efectos que los adeudaron. 

Art.. 996. La acción sobre entrega del 
cargamento ó por daños causados en él, un 
.año después del arribo de la nave. 

Art. 997. Prescribe por cinco años con- 
tados desde la fecha del contrato la acción 
que provenga del préstamo á la gruesa y de la 
póliza de seguros. 

Art. 998. Se extingue la acción contra el 
capitán conductor del cargamento y contra 
los aseguradores por el daño que aquel hu- 
biese recibido, sien las veinticuatro ho- 
ras siguientes á su entregano se hiciere la 
debida protesta en forma auténtica, notifi- 
cándose al capitán en los tres dias siguientes 
en persona ó por cédula. 

Art. 999. También se extingue toda ac- 
ción contra el fletador por pago de averías ó 
de gastos de arribada que pe?en sobre el car- 
gamento, siempre que el capitán percibiere 
los fletes de los efectos que hubiese entrega- 
do sin haber formalizado su protesta dentro 
del término que prefija el artículo prece- 
dente. 

Art. 1000. Cesarán los efectos de unas y 
otras protestas, teniéndose por no hechas, si 
no se intentare la competente demanda ju- 
dicial contra las personas en cuyo perjuicio 
se hicieren antes de cumplir los dos meses 
siguientes á sus fechas. 

Libro cuarto. 

De las quiebra* 


TITULO !. 

DEIj ESTADO DE QUIEBRA, Y SUS DIFERENTES 
ESPECIES. 

Art. 1001. Se considera 'en estado de 
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quiebra á todo comerciante que sobresee en 
el pago corriente de sus obligaciones. 

Art. 1002. Se distinguen para los efectos 
legales cinco clases de quiebras: 

1. a Suspensión de pagos. 

2. a Insolvencia fortuita. 

3. a Insolvencia culpable. 

4. a Insolvencia fraudulenta, 

5. a Alzamiento. 

Art. 1003. Entiéndese' quebrado de pri- 
mera clase el comerciante que manifestando 
bienes suficientes para cubrir todas sus deu- 
das, suspende temporalmente los pagos, y 
pide á sus acreedores un plazo en que pueda 
realizar sus mercaderías ó créditos para sa- 
tisfacerles. 

Art. 1004. Es quiebra de segunda clase 
la del comerciante á quien sobrevienen in- 
fortunios casuales é inevitables en el órden 
regular y prudente de una buena adminis- 
tración mercantil, que reducen su capital al 
punto de no poder satisfacer el todo ó parte 
de sus deudas. 

Art. 1005. Se reputan quebrados de ter- 
cera clase los que se hallen en alguno de ¡os 
casos siguientes : 

l.° Cuando los gastos domésticos y per- 
sonales del quebrado hubieren sido escesivos 
y descompasados con relación á su haber lí- 
quido, atendidas las circunstancias de su 
rango y familia. 

2 0 Si hubiere hecho pérdidas en cual- 
quiera especie dé juego que excedan de lo 
que por vía de recreo aventura en entrete- 
nimientos de esta clase un padre de familia 
arreglado. 

3. ° Si las pérdidas le hubieren sobreve- 
nido de apuestas cuantiosas, de compras y 
ventas simuladas ú otras operaciones de 
agiotaje, cuyo éxito dependa absolutamente 
del azar. 

4. ° Si hubiese revendido tí pérdida, ó 
por menos precio del corriente, efectos com- 
prados al fiado en los seis meses precedentes 
á la declaración de la quiebra, que todavía 
estuviese debiendo. 

5. ° Si constare que en el período tras- 
currido desde el último inventario hasta la 
declaración de quiebra, hubo época en que 
el quebrado estuviese en débito por sus obli 
gaviones directas de una cantidad doble del 
haber líquido que le resultaba según el mis- 
mo inventario. {Ver art. 44o Cód. penal.) 

Art. 1006. Serán también tratados en 
el juicio como quebrados de tercera clase, 
salvas las escepciones que propongan y 
prueben para destruir este concepto, v de- 
mostrar la inculpabilidad de la quiebra. 

i° Los que no hubiesen llevado los li- 
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bros de contabilidad en la forma y con todos 
los requisitos que se prescriben en la sec- 
ción 2. a , tít. 11, libro I, de éste Código, aun- 
que de sus defectos y omisiones no haya re- 
sultado perjuicio á tercero. 

2. ° Los que no hubiesen hecho su mani- 
festacion de quiebra en el término y forma 
que se prescriben en el art. 1017, tít. 11, de 
este libro. 

3. ° Los que habiéndose ausentado al 

tiempo de la declaración de la quiebra ó du- 
rante el progreso del juicio, dejaren de pre~ 
sentarse personalmente en ios casos que la 
ley impone esta obligación, á menos de te- 
ner impedimento legítimo para hacerlo. 

Art. 1007. Pertenecen á la cuarta clase 
los quebrados en quienes concurran algunas 
délas circunstancias siguientes: 

1. a Si en el balance, memorias, libros ú 
otros documentos relativos á so giro y ne- 
gociaciones, incluyese el quebrado gastos, 
pérdidas ó deudas supuestas. 

2. a Si no hubiese llevado libros, ó si ha- 
biéndolos llevado, los ocultare ó introdujere 
en ellos partidas que no se hubiesen sentado 
en el lugar y tiempo oportuno. 

3. a Si de propósito rasgase, borrase ó 
alterase en otra cualquiera manera el conte- 
nido de los libros. 

4. a Si de su contabilidad comercial no- 
resultare la salida ó existencia del activo ríe 
su último inventario y del dinero, valores, 
muebles y efectos de cualquiera especie que 
sean, que constare ó se justificare haber en- 
trado posteriormente en poder del que- 
brado. 

5. a Si hubiese ocultado en el balance al- 
guna cantidad de dinero, créditos, géneros 
ú otra especie de bienes ó derechos. 

6. a Si hubiese consumido y aplicado para 
sus negocios propios fondos ó efectos ajenos 
que le estuviesen encomendados en depósito, 
administración ó comisión. 

7. a Si sin autorización del propietario 

hubiere negociado letras de cuenta ajena que 
obrasen en su poder para su cobranza, re- 
misión ú otro uso distinto del de la negocia- 
ción, y no le hubiese hecho remesa de su 
producto. 

8. a Si bailándose comisionado para la 
venta de algunos géneros ó para negociar 
créditos ó valores de comercio , hubiese 
ocultado la enajenación al propietario por 
cualquiera espacio de tiempo. 

9. a Si supusiere enajenaciones simuladas 
de cualquiera clase que estas sean. 

10. a Si hubiese otorga-do, consentido, 
firmado ó reconocido deudas supuestas, pre- 
sumiéndose tales, salva la prueba en contra- 
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río, todas las que no tengan causa de deber 
ó valor determinado. 

11. a Si hubiese comprado bienes inmue- 
bles, efectos ó créditos en nombre de terce- 
ra persona. 

12. a Si en perjuicio de los acreedores 
hubiese anticipado pagos que no eran exigí- 
bles sino eu época posterior á Ja declaración 
de la quiebra. 

13. a Si después del último balance hu- 
biese negociado el quebrado letras de su pro- 
pio giro á cargo de persona en cuyo poder 
no tuviera fondos, ni crédito abierto sobre 
ella, ó autorización para hacerlo. 

14. a Si después de haber hecho la decla- 
ración de quiebra hubiese percibido y aplica- 
do á sus usos personales, dinero, efectos ó 
créditos de la masa, o por cualquiera medio 
hubiese distraído dé esta alguna de sus per- 
tenencias. 

Art.. 1008. Se presume de derecho quie- 
bra fraudulenta ó de cuarta clase, sin perjui- 
cio de las excepciones que se prueben en 
contrario, en el comerciante de cuyos libros 
no pueda deducirse en razoD de su informa- 
lidad cual sea su verdaderasituacion activa y 
pasiva, é igualmente en el que gozando de 
salvo-conducto no sé presente ante el tribu- 
nal que conoce de la- quiebra, siempre que 
por este se le mande veriíicario, 

Art. 1009. Las quiebras de los corredo- 
res se reputan siempre fraudulentas, sin ad- 
mitirse excepción en contrario al corredor 
quebrado, á quien se justifique que hizo por 
su cuenta en nombre propio ó ajeno alguna 
operación de tráfico ó giro, ó que se consti- 
tuyó garante de las operaciones en que in- 
tervino corno corredor, aun cuando no pro- 
ceda de estos hechos el motivo de la quiebra. 

Art. 1010. Sou cómplices de las quiebras 
fraudulentas: 

l.° Los que habiéndose confabulado con 
el quebrado para snponer créditos contra él, 
ó aumentar el valor de los que efectivamen- 
te tengan sobre sus bienes, sostengan esta 
suposición en el juicio de examen y califica- 
ción de los créditos, ó en cualquiera junta de 
los acreedores de la quiebra. 

2 0 Los que de acuerdo con el misino 
quebrado alterasen la naturaleza ó fecha del 
crédito para anteponerse en la graduación con 
perjuicio de otros acreedores, aun cuando 
esto se verificase antes de hacerse la decla- 
ración de quiebra. 

3. ° Lo? quede ánimo deliberado hubie- 

sen auxiliado al quebrado para ocultar ó sus- 
traer, después que cesó en sus pagos, algu- 
na parte de sus bienes ó créditos. ° 

4. ° Los que siendo tenedores de alguna 
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pertenencia del quebrado al tiempo de ha- 
cerse notoria la declaración de quiebra por 
el tribunal que de ella conozca, la entrega- 
sen á este y no á los administradores legíti- 
mo.; de la masa, á menos que siendo de rei- 
no ó provincia diferente de la del domicilio 
del quebrado, prueben que en el pueblo de 
su residencia no se tenia noticia de la 
quiebra. 

Esta excepción no será admisible con res- 
pecto á los que habiten la misma provincia 
que el quebrado, 

5. “ Todos los que negaren á los adminis- 
tradores de la quiebra Ja existencia do los 
efectos que obrasen en su poder pertene- 
cientes al quebrado. 

6. ° Los que después de publicada Ja de- 
claración de la quiebra admitiesen endosos 
del quebrado. 

7. ° Los acreedores legítimos que hicie- 
sen conciertos privados y secretos con el 
quebrado, en perjuicio y fraude de la masa. 

8. ° Los corredores que interviniesen en 
operación alguna de tráfico ó giro que hi- 
ciere el que estuviese declarado en quiebra. 

Art. fot 1. Los cómplices de los quebra- 
dos fraudulentos serán condenados civilmen- 
te, y sin perjuicio de las penas en que in- 
curran cor» arreglo á las leyes criminales. 

l.° A perder cualquiera derecho que 
tengan en la masa de Ja quiebra en que sean 
declarados eóm pl ices . 

2. 4 A reintegrar á la misma masa los 
bienes, derechos y acciones sobre cuya sus- 
tracción hubiese recaído su complicidad. 

3.° A la pena del doble tanto de la sus- 
tracción, aun cuando no se llegara á verifi- 
car, aplicada por mitad a) fisco y á la masa 
de la quiebra. 

Art. 1042. Las disposiciones de los ar- 
tículos 1010 y 101 i sobre los hechos que 
constituyen complicidad en las quiebras frau- 
■ dnientas y responsabilidad que de ella re- 
sulta, son aplicables á los cómplices de los 
alzados, quedando sujetos además á las pe- 
nas que prescriban las leyes criminales con- 
tra los que á sabiendas auxilien la sustrac- 
ción de bienes del alzado. 

Art. 1013. Los que simplemente y sin 
cometer fraude alguno en perjuicio de Jos 
acreedores del alzado le facilitasen medios 
de evasión, no son cómplices fiel alzamiento 
ni contraen la responsabilidad civil; pero sí 
incurrirán en las penas impuestas por el de- 
recho común á los que favorecen á sabien- 
das la luga de los criminales. 

Art. 1014. El que no tenga la calidad de 
comerciante no puede constituirse ni ser de- 
clarado en quiebra. 
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Art. 1045. Todo procedimiento solire 
uiebra se ha dé fundar en obligaciones y 
eudas contraídas en el comercio, cuyo pago 
se haya cesado ó suspendido , sin perjuicio 
de acumularse á él las deudas que en otro 
concepto tenga el quebrado. 

TITULO II. 

DE LA DECLARACION DE QUIEBRA. 

Art. 1016. La declaración formal del es- 
tado de quiebra se hace p;>r providencia ju- 
dicial á solicitud del mismo quebrado ó a 
instancia de acreedor legítimo, cuyo derecho 
proceda de obligaciones mercantiles. 

Art. 1 Oi 7. Esobiigacion de todo comer- 
ciante que se encuentre en estado de quie- 
bra, ponerlo en conocimiento dei tribunal ó 
juez de comercio de su domicilio, dentro de 
ios tres dias siguientes al en que hubiere 
cesado en el pago corriente de sus obliga- 
ciones, entregando al efecto en la escribanía 
del mismo tribunal una exposición en que 
se manifieste en quiebra, y designe su habi- 
tación y todos los escritorios , almacenes y 
otros cualesquiera establecimientos de su 
comercio. 

Art. 1018. Con la exposición cu que se 
manifieste en quiebra acompañará el que- 
brado : 

1. ° El balance general de sus negocios. 

2. ° Una memoria ó relación que expre- 
se las causas directas é inmediatas de su 
quiebra. 

Art. 1019. En el balance general hará 
el quebrado la descripción valorada de todas 
sus pertenencias en bienes, muebles é in- 
muebles , efectos y géneros de comercio, 
créditos y derechos de cualquiera especie 
que sean, así como igualmente de todas sus 
deudas y obligaciones pendientes. 

Art. 1020. Con la relación de las causas 
de la quiebra podrá el quebrado acompañar 
todos los documentos de comprobación que 
tenga por conveniente. 

Art. 1021. Tanto la exposición de quie- 
bra como el balance y la relación preveni- 
das en el art. 1018, llevarán la firma del 
quebrado ó de persona autorizada bajo su 
responsabilidad para firmar estos documen- 
tos, con poder especial de que se acompa- 
ñará copia fehaciente, sin cuyo requisito no 
se les dará curso. . . . 

Arl. 1022. Cuando la quiebra sea de una 
compañía en que haya sócios colectivos , se 
expresará en la exposición el nombre y do- 
micilio de cada uno de ellos; firmándola, así 
como también los demás documentos que 
deban acompañarla, todos los sócios que re- 
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salan en el pueblo al tiempo de hacerse la 
declaración de quiebra. 

Art. 1023. El escribano que reciba la 
manifestación de quiebra, pondrá á su pié 
certificación del dia y hora de su presen- 
tación, librando en el acto al portador, si lo 
pidiere, un testimonio de esta diligencia. 

Art. 1024. En la primera audiencia de- 
clarara el tribunal de comercio el estado de 
quiebra , fijando en la misma providencia, 
con calidad de por ahora y sin perjuicio de 
tercero , la época á que deban relrolraerse 
los efectos de la declaración por el dia que 
resultare haber cesado el quebrado en el pa- 
go corriente de sus obligaciones. 

Art. 102o. Para providenciarse la decla- 
ración de quiebra á instancia de acreedor 
legítimo, sin .que preceda Ja manifestación 
e.xponlánea dei quebrado , es indispensable 
que conste previamente en debida forma ia 
cesación de pagos dei deudor por haberse 
denegado generalmente á satisfacer sus obli- 
gaciones vencidas, ó bien por su fuga ú ocul- 
tación, acompañada uel cerramiento de sus 
escritorios y almacenes, sin haber dejado 
persona que en su representación dirija sus 
dependencias, y dé evasión á sus obliga- 
ciones. 

Art. 1026. No será suficiente para de- 
clarar en quiebra á un comerciante á instan- 
cia de sus acreedores, que haya ejecuciones 
pendientes contra sus bienes , mientras, él 
manifieste ó se le hallen bienes disponibles 
sobre que trabarlas. 

Art. 1027. En el caso de fuga notoria de 
un comerciante con Jas circunstancias que 
prefija el art. 1025, procederá de oficio ia 
jurisdicción de comercio á la ocupación de 
ios establecimientos del fugado, y prescribirá 
las medidas que exija su conservación, entre 
tanto que los acreedores usan de su derecho 
sobre la declaración de quiebra. 

Art. 1028. El comerciante á quien se 
declare en estado de quiebra sin que haya 
precedido su manifestación, será admitido á 
pedirla reposición de dicha declaración den- 
tro de los ocho dias siguientes á su publica- 
ción, sin perjuicio de llevarse á efecto pro- 
visionalmente las providencias acordadas so- 
bre la persona y bienes del quebrado. 

Art, 1029. Para que recaiga la reposi- 
ción del auto de declaración de quiebra, ha 
de probar el quebrado la falsedad ó insufi- 
ciencia legal de los hechos que se dieron por 
fundamento de ella, y que se halla corriente 
en sus pagos. 

Art. 1030. El artículo de reposición se 
sustanciará con audiencia del acreedor que 
promovió la quiebra,, y de cualquier otro 
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acreedor del quebrado que se oponga á su 
solicitud. 

Art. 1031 . La sustanciacion de dicho ar- 
tículo no podrá esceder de veinte días, deD- 
tro de los cuales se recibirán por vía de jus- 
tificación las pruebas que se hagan por am- 
bas partes, y á su vencimiento se resolverá 
segun los méritos de lo obrado, admitiéndo- 
se solamente en el efecto devolutivo las 
apelaciones que se interpongan cié la provi- 
dencia que se dé. 

Art, 103?. La reposición podrá también 
proveerse antes de vencer el espresado tér- 
mino de veinte dias, si el acreedor que pro- 
movió la quiebra conviene en ella, ó si por 
parle de él ó de otro acreedor legítimo no se 
luciere contradicción en los ocho dias si- 
guientes á la notificación del traslado que se 
confiera de la instancia del quebrado. 

Art, 1033. La reclamación del quebrado 
contra el auto de declaración de quiebra no 
impedirá ni suspenderá la ejecución de las 
providencias prevenidas en el tít, IV de este 
libro basta que conste Ja revocación de aquel . 

Art. 1034. Revocada la declaración de 
quiebra por el auto de reposición, se tiene 
por no hecha, y no produce efecto alguno 
legal. El comerciante contra quien se dio, 
podrá usar de su derecho en indemnización 
dé danos y perjuicios, si se hubiese precedi- 
do en ella con dolo, falsedad ó injusticia ma- 
nifiesta. 

TÍTULO III. 

DE LOS EFECTOS Y RETROACCION DE LA DE- 
CLARACION DE QUIEBRA. 

Art. 1035. El quebrado queda de dere- 
cho separado é inhibido de la administración 
de todos sus bienes desde que se constituye 
en estado de quiebra. 

Art. 1036. Todo acto de dominio y ad- 
ministración que haga el quebrado sobre 
cualquiera especie y porción de sus bienes 
después de la declaración de quiebra, y ios 
que haya hecho posteriormente á la época á 
que retrotraigan los efectos de dicha declara- 
ción, son nulos. 

Art. 1037. En las disposiciones de los 
dos artículos precedentes se comprenden los 
bienes que por cualquiera título adquiera el 
quebrado basta finalizarse la quiebra por el 
pago de ios acreedores ó por convenio con los 
mismos. 

Art. 1038. Las cantidades que el que- 
brado haya satisfecho en dinero, efectos ó 
valores de crédito en los quince días prece- 
dentes á la declaración de quiebra por deu- 
das y obligaciones directas, cuyo veneiraien* 
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to fuese posterior á esta, se devolverán á la 
masa por los que las percibieron. 

Art. 1039. Se reputan fraudulentos, y 
quedarán ineficaces de derecho con respec- 
to á los acreedores del quebrado, los con- 
tratos celebrados por este en ios treinta dias 
precedentes á su quiebra que sean de las es- 
pecies siguientes: 

1. a Todas las. enajenaciones de bienes 
inmuebles hechas á título gratuito. 

2. a Las constituciones dótales hechas de 
bienes propios ásus hijos. 

3. a Las cesioues y traspasos de bienes 
inmuebles hechos en pago de deudas, no 
vencidas al tiempo de declararse la quiebra. 

4. a Las hipotecas convencionales esta- 
blecidas sobre obligaciones de fecha anterior 
que no tuviesen esta calidad, ó sobre présta- 
mos de dinero ó mercaderías, cuya entrega 
no se verificase de presente al tiempo de 
otorgarse Ja obligación ante el escribano y 
testigos que intervíeron en ella. 

Art. 1 040. También se comprenden en las 
disposiciones del artículo auterior ias dona- 
ciones entre vivos que no tengan el carácter 
de remuneratorias, otorgadas después del 
úitimo balance, si de este resultaba ser in- 
ferior el pasivo del quebrado á su activo. 

Art. 1041. Podrán anularse á instancia 
de los acreedores, mediante la prueba de 
haberse obrado en fraude de sus derechos: 

1. * Las enajenaciones á título oneroso de 
bienes raíces hechas en el mes precedente á 
¡a declaración de quiebra. 

2. ° Las constituciones dótales ó recono- 
cimientos de capitales hechos por un cón- 
yuge comerciante en favor del otro cónyuge 
en ios seis meses precedentes á la quiebra, 
sobre bienes que no fueren inmuebles de 
abolengo, ó los hubiere adquirido y poseido 
de antemano el cónyuge, en cuyo favor se 
haga el reconocimiento de dote ó de capital. 

3. ° Toda confesión de recibo de dinero 
ó de efectos á título de préstamo que hecha 
seis meses antes de la quiebra en escritura 
pública no se acreditare por la fé de entrega 
del escribano; ó habiéndose hecho por do- 
cumento privado, no constare uniforme- 
mente de Jos libros de ios contrayentes. 

4. u Todos ios contratos, obligaciones y 
operaciones mercantiles del quebrado que 
no sean anteriores de mas de diez días á la 
declaración de ia quiebra. 

Art. 1042. Todo contrato hecho por el 
quebrado en Jos cuatro anos anteriores á la 
quiebra, en que se pruebe cualquiera espe- 
cie de suposición ó simulación hecha en frau- 
de de sus acreedores, se podrá revocar á 
instancia de estos. 
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Art. 1043. En virtud de la declaración 
de quiébrase liencn por vencidas todas las 
deudas pendientes del quebrado bajo des- 
cuento del rédito mercantil por la anticipa- 
ción del pago, si este llegase á veriíicarse an- 
tes del tiempo prefijado en la obligación. 

TITULO IV. 

DE LAS DISPOSICIONES CONSIGUIENTES A. LA 
DECLARACION DE QUIEBRA (\). 

Art. 1044. En el acto de hacerse por 
el tribunal la declaración de quiebra, se pro- 
veerán también las disposiciones siguientes: 

*1 , a El nombramiento de comisario de la 
quiebra en un comerciante matriculado si le 
hubiere. 

_ 2.* El arresto del quebrado en su casa, 
si diere en el acto fianza de cárcel segura ; y 
en delecto de darla, en la cárcel. 

3. a La ocupación judicial de todas las 
pertenencias del quebrado y de los libros, 
papeles y documentos de su giro. 

4. a El nombramiento de depositario en 
persona de la confianza del tribunal , á cuyo 
cargo se pondrá la conservación de todos 
los bienes ocupados al deudor hasta que se 
nombren los síndicos. 

5. a La publicación de la quiebra por 
edictos en el pueblo del domicilio del que- 
brado y demás donde tenga establecimien- 
tos mercantiles, y sn inserción en el periódico 
de biplaza ó de la provincia, si lo hubiere. 

6. a La detención de la correspondencia 
del quebrado para los fines yen los términos 
que se expresan en el art. i 058. 

7. a La convocación de los acreedores del 
quebrado ala primera Junta general. 

Art. 1045. Corresponde al comisario de 
la quiebra: 

1. ° Autorizar todos los actos de ocupa- 
ción de los bienes y papeles relativos al giro 
y tráfico del quebrado. 

2. ° Dar las providencias interinas que 
sean urgentes para tener en seguridad y 
buena conservación los bienes de - la masa, 
mientras que dándose cuenta al tribunal re- 
suelve lo conveniente. 

3. ” Presidir las juntas de los acreedores 
del quebrado que se acuerden por el tri- 
bunal. 

4. a Hacer el exámen de todos los libros, 
documentos y papeles concernientes al trá- 
fico dei quebrado para dar los informes que 
ei tribunal le exija. 

(1) . Ténganse presentes' los arts. 443 al 484 
del Código penal (tomo lli ,pág. 193) que cas- 
tigan el alzamiento, la quiebra é insolvencia 
en los casos que dicen. 
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5. ° Inspeccionar todas las operaciones 

det depositario y de los síndicos de la q UlG> 
bra; celar el buen manejo y administración 
de sus pertenencias ; activar las diligencias- 
relativas á Ut liquidación y calificación de los 
créditos, y dar cuenta al tribunal de los aba. 
sos que advierta sobre todo ello. 

6. ° Las demás funciones que especial- 
mente se le designan en las disposiciones de 
este Código. 

Art. 1046. La ocupación de los bienes v 
papeles del comercio del quebrado tendrá 
efecto en la forma siguiente: 

1. ° Tocios los almacenes y depósitos de 
mercaderías y efectos del quebrado queda- 
rán cerrados bajo dos llaves, de las cuales 
tendrá una el comisario, y la otra se entre- 
gará al depositario. 

2. ° Igual diligencia se practicará en el 

escritorio ó despacho del quebrado, hacién- 
dose constar en el acto por diligencia el nú- 
mero, clases y estado délos libros de comer- 
cio que se encuentren , y poniéndose en 
cada uno de ellos á continuación de la últi- 
ma partida una nota de las hojas escritas que 
tenga, la cual se firmará por el juez y el es- 
cribano. Si los libros no tuvieren las formali- 
dades prescritas por este Código, se rubrica- 
rán también por aquellos todas sus fojas. 

El quebrado ú otra persona en su nombre 
y con poder suyo podrá asistir á estas dili- 
gencias; y si lo solicitare se le dará una ter- 
cera llave, y firmará y rubricará en este 
caso los libros con el juez y el escribano. 

3. ° En el mismo acto de la ocupación 
del escritorio se formará inventario del di- 
nero, letras , pagarés y demás documentos 
de crédito, pertenecientes á la masa; y se 
pondrán en un arca con dos llaves , tomán- 
dose las precauciones convenientes para su 
seguridad y buena custodia. 

4. ° Los bienes muebles del quebrado 
que no se bullen en almacenes en que pue- 
dan ponerse sobrellaves, y los semovientes, 
se entregarán al depositario bajo inventario, 
dejándole al mismo, quebrado la parte de 
ajuar y ropas de uso diario, que el comisa? 10 
estime prudentemente que le son necesarias- 

5. ° Los bienes raíces se pondrán bajo la 
administración interina del depositario, quien 
recaudará sus frutos y productos, y dara las 
disposiciones convenientes para evitar cual- 
quiera mala versación. 

6. ‘ Con respecto á los bienes que se ba- 
ilen fuera del pueblo dél domicilio del que- 
brado, se practicarán iguales diligencias 
los pueblos donde se encuentren.;, despa- 
chindóse á este fin los oficios conveniente 
á sus respectivos jueces. 
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Si los tenedores de estos bienes fueren 
personas abonadas y de notoria responsabili- 
dad, atendido su valor, se constituirá en 
ellos el depósito, excusándose los gastos de 
la traslación á poder de otros sugetos. 

Art. 1047. Cuando la quiebra sea de una 
sociedad colectiva, se extenderá la ocupación 
de bienes en los términos que prescribe e! 
artículo anterior á todos los socios que en el 
contrato de sociedad resulten responsables á 
las resultas de sus negociaciones. 

Art. 1048. El comisario con asistencia 
del depositario podrá examinar á su volun- 
tad lodos los libros y papeles de la quiebra, 
sin extraerlos del escritoiio, para tomar las 
instrucciones y apuntes que necesite para el 
desempeño de las atribuciones que le cor- 
responden. 

El quebrado podrá asistir por sí ó por su 
apoderado á esta diligencia, para cuyo fin se 
le citará préviamente con señalamiento de 
día y hora. 

Art. 1049. El nombramiento de deposi- 
tario recaerá en un comerciante de notor.o 
abono y buen crédito, sea ó no acreedor á 
la quiebra, el cual antes de dar principio á 
sus funciones prestará juramento de ejercer 
bien y fielmente su encargo. 

Art. lOoO. Las letras, pagarés ó cual- 
quiera otro documento de crédito vencido, 
se cobrarán por el depositario; y las que fue- 
ren pagaderas en domicilio diferente, se re- 
mitirán por el mismo para su cobro á perso- 
na abonada con previa autorización del co- 
misario. 

Art.. 4051 . Será de cargo y responsabili- 
dad'dei depositario practicar las diligencias 
necesarias con ¡as letras que deban presen- 
tarse á la aceptación, ó protestarse por falta 
de esta ó de pago. 

Art. 1055. Para practicar oportunamen- 
te las diligencias prevenidas en los dos ar- 
tículos precedentes, se extraerán del arca de 
depósito con la debida anticipación los docu- 
mentes de crédito que hayan de presentarse 
al pago ó á la aceptación. 

Art. i 053. Todas las cantidades que se re- 
cauden pertenecientes á la quiebra, serán 
puestas en el arca del depósito de dinero y 
valores de la misma. 

Art. 1054. Los endosos, recibos y cual- 
quiera otro documento de obligación ó de 
descargo que formalice el depositario de la 
quiebra, lian de estar autorizados con el 
viste bueno del comisario. ' 

Art. 1055. El depositario no podrá hace- 
ventas de los efectos de la quiebra, corno no 
sea de aquellos que no pueden conservarse 
siu que se deterioren ó corrompan. 

Tomo IX. 
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Tampoco podrá hacer otros gastos que los 
que absolutamente sean indispensables para 
la custodia y conservación de ios efectos que 
tengm en depósito. 

Tanto para lo uno como para lo otro ha de 
de obrar con permiso del comisario . 

Art. 1056. El depositario de la quiebra 
tendrá derecho á una dieta que prudencial- 
muDte señalará el tribunal, guardando con- 
sideración á la entidad de los bienes que 
compongan el depósito, sin qnc pueda exce- 
der de sesenta reales diarios. Además se le 
abocará un medio por ciento sobre las canti- 
dades que recaude, y el importe de ios gas- 
tos necesarios que baga en el desempeño de 
su encargo. 

Art. 1057. En los mismos edictos en 
que se haga notoria la quiebra, se incluirá la 
prohibición de que nadie haga pagos ni en- 
tregas de efectos al quebrado, sino al deposi- 
tario nombrado, bajo Ja peüa de no quedar 
descargados en virtud de dichos pagos ni en- 
tregas de las obligaciones que tengan pen- 
dientes eu favor de la masa. 

Asimismo se prevendrá á todas las perso- 
nas en cuyo poder existan pertenencias del 
quebrado, que hagan manifestación de ellas 
por. notas que entregarán al comisario, pena 
de ser tenidos por ocultadores de bienes y 
cómplices en la quiebra. 

Ultimamente se anunciará el dia y hora 
para la primera Junta general de acreedores, 
convocándolos a su asistencia, bajo aperci- 
bimiento de pararles el perjuicio que haya 
lugar. 

Árt. 105S. La correspondencia del que- 
brado se pondrá en poder del comisario, 
quien la abrirá a presencia de aquel ó de su 
apoderado, entregando al depositario las car- 
tas que tengan relación con fas dependencias 
de la quiebra y ai quebrado las que sean de 
otros asuntos. 

Después de hecho el nombramiento de 
síndicos serán estes los que reciban la cor- 
respondencia, llamando siempre ai quebrado 
ó á su apoderado para abrir fas cartas que 
vayan dirigidas al mismo, y entregarle Jas que 
no pertenezcan á ios intereses de Ja masa. 

Art. 1059. No resultando méritos del 
examen que baga el comisario del balance 
y memoria presentados por el quebrado, y 
del estado de sus libros y dependencias para 
graduar la quiebra de culpable, podrá el Juz- 
gado mandar, á solicitud del mismo que- 
brado y previo informe motivado del comisa - 
ríe, que se le expida salvo conducto, ó se Je 
alce el arresto, si lo estuviere sufriendo, bajo 
caución j oratoria de presentarse siempre que 
fuese llamado. 
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Art. 1060. Si el quebrado no hubiere 
presentado al manifestarse en quiebra el ba- 
lance general de sus negocios , seguu se 
previene en el art. 1018, ó cuando se hubie- 
re liecno la declaración de quiebra á instan- 
cia de sus cci eedores, se le mandará que lo 
forme en el término mas breve que se consi- 
dere suficiente, el cual no podrá exceder de 
diez dias, poniéndole de manifiesto ai efecto 
en presencia del comisario los libros y pape- 
les de Ja quiebra que necesitare, sin extraer- 
los del escritorio. 

Art. 10GÍ. En el caso de que por ausen- 
cia, incapacidad ó negligencia del quebrado, 
no se formare por este el balance general de 
sus negocios, se nombrará inmediatamente 
por el Juzgado un comerciante esperto que 
lo forme con señalamiento de un termino 
breve y perentorio, que no podrá ser mayor 
de quince dias, y para ello se le facilitarán 
los libros y papeles del quebrado á presencia 
del comisario y en el mismo escritorio. 

Art. 1062. El día pora la celebración de la 
primera junta de acreedores se fijará con i 
respecto al tiempo que sea absolutamente pre- ¡ 
ciso para que los acreedores que se bailen 
en el reino reciban la noticia de la quiebra 
y puedan nombrar personas que los repre- 
senten en la junta. En ningún caso podrá 
diferirse la celebración de esta mas de trein- j 
ta dias desde que se hizo la declaración judi- | 
cial de quiebra. i 

Art. 1063. El comisario cuidará de for- 
mar en Jos tres dias siguientes á la declara- 
ción de quiebra el estado de los acreedores 
del quebrado por lo que resulte del balance, | 
y los convocará á la Junta general por cir- : 
cular expedida al efecto, que se repartirá á I 
domicilio en cuanto á los acreedores que re- 1 
sidan en la misma población; y á los ausentes j 
se dirigirá por el primer correo, anotándose 
una y otra diligencia en el expediente. 

Si el quebrado no hubiere presentado el 
balance, se formará la lista de los acreedores 
que deben convocarse individualmente por 
lo que resulte del libro mayor; y en el caso 
de no haberlo, por Jos demás libros y pape- 
les del quebrado y las noticias que dieren 
este ó 'sus dependientes. 

Art. 1064. Eos acreedores que sin cons- 
tar que lo sean por el balance y libros del 
quebrado presenten al comisario documen- 
tos que prueben créditos líquidos contra 
aquel, serán admitidos á la junta¿ haciendo 
su gestión antes de la celebración de esta, 
bajo la - Responsabilidad que previene el ar- 
tículo 4010 en el caso de suposición fraudu- 
lenta dé créditos. 

Art. 106i. B1 quebrado no alzado será 


citado para esta primera Junta de acreedores 
y las demás que re celebren en el pro reso 
del procedimiento, para que si le conviniere 
concurra á ellas por sí, estando en libertad 
ó por medio de apoderado. . * 

Art. 1066. ¡No será admitida en la luni a 
persona alguna en representación ajena si 
no se llalla autorizada con poder bastante 
que estará obligada á presentar en el acto ai 
comisario. 

Tampoco podrán llevar los apoderados nías 
que una sola representación. 

Art. 1067. Constituida la junta en el 
día y lugar señalados para su celebración, se 
dará conocimiento á los acreedores del ba- 
lance y memoria presentados por el quebra- 
do, haciéndose en el acto por el co misario 
de oficio, ó á instancia de cualquiera de los 
concurrentes, todas las comprobaciones que 
crean convenientes con las libros y docu- 
mentos de la quiebra que se tendrán á la 
vista. 

El depositario presentará también á la 
Junta un informe circunstanciado sobre el 
estado de las dependencias de Ja quiebra, y 
el juicio que puede formarse sobre sus re- 
sultados. Asimismo formará y presentará 
una nota de las recaudaciones y gastos hechos 
hasta aquel dia. 

Si el quebrado ó su apoderado hicieren 
proposiciones en esta junta sobre el pago de 
los acreedores, se procederá con arreglo á 
las disposición .3 de Jos arts. 1153, 1154 
y 1155. En el caso de no hacerlas, ó de que 
de ella no resulte convenio entre el mismo 
quebrado y sus aereedf res, se pasará en 
seguida al nombramiento de síndicos de la 
quiebra. 

TITULO V. 

DEL NOMBRAMIENTO DE SÍNDICOS, Y SUS FUN- 
CIONES. 

Art. 1068. El número de los síndicos 
se lijará de antemano por el Tribunal de co- 
mercio á propuesta del comisario , segun la 
extensión do negocios que tenga la quiebra, 
y no podrá exceder de tres. 

Art. 1 060 Ei nombramiento de cada sín- 
dico se liará á mayoría de votos por los 
acreedores que concurran á la junta ge- 
neral. 

La mayoría se constituye por la mitad y 
uno mas de! número de votantes^ que re- 
presenten las tres quinta.s partes del total de 
créditos que compongan entre todos. 

Art. 1070. Puede recaer el nombra- 
miento de síndico en cualquiera acreedor dei 
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quebrado que lo sea por su propio derecho, 
y no en representación ajena, y que tenga 
además las cualidades de ser comerciante 
matriculado, corriente en su giro, mayor de 
de 25 años, y con residencia habitual en el 
pueblo. 

Ei nombramiento de síndicos se ha de 
hacer en persona determinada, y rio colecti- 
vamente en sociedad alguna de comercio. 

Art. 1071. Aceptándolos síndicos nom- 
brados este encargo, jurarán antes de entrar 
en ejercicio desempeñarlo bien y fielmente 
con arreglo á las leyes. 

Art. 107.2. A todos los acreedores no 
concurrentes á Ja junta en que se hubiere 
hecho el nombramiento de síndico, se hará 
este saber por circular que expedirá el co- 
misario . 

Art. 1073. Son atribuciones de los sín- 
dicos: 

1 La administración de todos los bienes 
y pertenencias de la quiebra á uso de buen 
comerciante. 

2. ° La recaudación y cobranza de todos 
los créditos de Ja masa y el pago de los gas- 
tos de administración de sus bienes, que 
sean de absoluta necesidad para su conser- 
vación y beneficio. 

3. ° E! cotejo y rectificación del balance 
general hecho anteriormente del estado del 
quebrado, formando el que deberá regir 
como resultado exacto de la verdadera situa- 
ción de los negocios y dependencias de la 
quiebra. 

4 0 El exámen de fos documentos justifi- 
cativos de todos ios acreedores de la quiebra 
para extender sobre cada uno de ellos e! in- 
forme que deban presentar en la Junta de 
acreedores. 

5.° La detensa de todos los derechos de 
la quiebra, y el ejercicio de las acciones y 
excepciones que la competan. 

C.“ Promover la convocación y celebra- 
ción de las juntas de acreedores en los casos 
y P ara objetos que se determinan en este 
Código, y por los motivos extraordinarios 
que se consideren, suficientes. 

7. Procurar la venta de los bienes de la 
quiebra cuando esta deba ejecutarse con 
sujeción á las formalidades de derecho. 

Art. 1074. El nombramiento de los sín- 
dicos se ratificará por los acreedores recono- 
cidos en la Junta de calificación de créditos, 
o bien se hará un nuevo nombramiento si no 
so acordare su confirmación. 

Art. 1075. A solicitud fundada y justifi- 
cada de cualquier acreedor, ó eu virtud de 
informe del comisorio sobre abusos de los 
síndicos en el desempeño de sus funciones. 
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podrá el Juzgado decretar su separación, y 
que la Junta de acreedores haga nuevo nom- 
bramiento. 

También podrá este tener lugar siempre 
que la misma junta estime conveniente acor- 
darlo, aunque no se exprese motivo alguno 
para remover los anteriores. 

Art. 1076. El síndico cuyo crédito no 
fuese reconocido como legítimo por la Junta 
de acreedores en la sesión celebrada para 
calificarlos, ó que por cualquiera motivo 
dedujese alguna acción contra Ja masa, que- 
da fie derecho separado de la sindicatura. 

Art. 1077. Los síndicos son responsa- 
bles á la masa de cuantos daños y perjuicios 
le causen por abusos en el desempeño de sus 
funciones, 6 por falta del cuidado y diligen- 
cia que usa un comerciante solícito en el 
manejo de sus negocios. 

Art. 1078. El ejercicio de la sindicatura 
de una quiebra da derecho á los que la sir- 
ven á una retribución de medio por ciento 
sobre todas las cobranzas que hagan de cré- 
ditos y derechos de la quiebra, de dos por 
ciento en los productos de las ventas de mer- 
caderías pertenecientes á ella, y de uno por 
ciento en las ventas y adjudicaciones de 
bienes inmuebles ó pertenencias de cual- 
quiera otro género que no sean del giro y 
negocio del quebrado. 

TITULO Ví. 

DE LA. ADM1N1STB ACION DE LA tJUlEBRX. . 

Art. 1079. Nombrados que sean los sín- 
dicos y puestos en ejercicio de sus funciones 
procederán al inventario formal y general de 
todos los bienes, efectos, libros, documentos 
y papeles de la quiebra, que autorizará con 
su asistencia el comisario. 

Los bienes y efectos que estén en manos 
de consignatarios, ó que por cualquiera otra 
razón se hallen en pueblo distinto de donde 
esté radicada la quiebra, se comprenderán 
en el inventario por lo que resulte del balan- 
ce, libros y papeles del quebrado, con las 
notas que correspondan según las contes- 
taciones que se hayan recibido de sus tene- 
dores ó depositarios. 

Art. 108U. El quebrado será citado para 
la formación del inventario, y podrá asistir á 
ella por sí ó por medio de apoderado. 

Art. 1C81. Formalizado el inventarióse 
hará la entrega á los síndicos de todos ios 
bienes, efectos y papeles comprendidos en él 
bajo de recibo, expidiéndose por el comisario 
los oficios convenientes para que se pongan 
á disposición de los mismos síndicos los bie- 
nes y efectos que se hallen en otros pueblos. 
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Art. 1082. El depositario de la quiebra 
rendirá cuenta formal y justificada de su 
gestión á los síndicos en ios tres días siguien- 
tes a!, nombramiento de estos, y con su au- 
diencia, y el informe del comisario, provee- 
rá el Juzgado lo que corresponda sobre su 
aprobación ó la reparación de los cargos que 
resulten al depositario. 

Art. 1983. Fuera de los gastos de con- 
servación y beneficio de los efectos y bienes 
de la quiebra, no podrá hacerse otro alguno 
de ninguna especie, sino en virtud de provi- 
dencia judicial. 

Art, 1084. Los síndicos, atendida la na- 
turaleza de Jos efectos mercantiles de la 
quiebra, y consultando la mayor ventaja po- 
sible á los intereses de esta, propondrán al 
comt'son'o la venia que convenga hacer de 
ellos en los tiempos oportunos, y el juez de- 
terminar^ lo conveniente, lijando el míni- 
mum de los precios á que podrán verificar- 
se, sobre Jos que no podrá hacerse alteración 
sin causa fundada á juicio del mismo comi- 
sario . 

Art. 1085. En la venta de los efectos de 
comercio pertenecientes á la quiebra, inter- 
vendrá necesariamente un corredor, y don- 
de no lo haya, se ejecutará en subasta pü- 1 
blica, anunciándose con tres diasá lo menos 
de anticipación por edictos y avisos, que se 
publicarán en el periódico, si lo hubiere en 
el pueblo. 

Art. 1086. Para la regulación de los pre- 
cios á que se hayan de vender los efectos 
mercantiles de ia quiebra, atenderá el comi- 
sario á su coste, según las facturas de com- 
pras y los gastos ocasionados posteriormen- 
te, procurando los aumentos que permita el 
precio corriente de géneros de igual especie 
y calidad en Jas mismas plazas de comercio. 

Si hubiere de hacerse rebaja en el precio 
de su costa, inclusos los gastos, para la ena- 
jenación de aquellos electos, se habrá de ve- 
rificar necesariamente la venta eu subasta 
pública. 

Art. 1,087. Los síndicos promoverán el 
justiprecio de los bienes muebles del quebra- 
do que no sean efectos de comercio y ei de 
los raíces, para lo cual se nombrarán peritos 
por su parte, v, por la del quebrado, ó por el 
comisario en defecto de hacerlo este. En ca- 
so de discordia se hará por el Juzgado el 
nombramiento de tercer perito. 

Art. 1088, La venta de los bienes raíces 
y la de Jos muebles, á excepción de los del 
comercio del quebrado, se harán en pública 
subasta con todas las solemnidades de dere- 
cho, y en otra forma serán de ningún valor. 
Ari* 104». No pueden loe síndicos com— 
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prar para sí ni para otra persona bienes de 
ia quiebra de cualquiera especie que sean; y 
si lo hicieren eu su nombre ó bajo el de nú 
gurí otro, se confiscarán á beneficio do la 
misma quiebra lo* efectos que hubieren ad- 
quirido de ella, quedando obligados á satisfa- 
cer su precio, si no lo hubiesen hecho. 

Art. IODO. Las demandas civiles contra 
el quebrado que se hallaren pendientes al 
tiempo de hacerse la declaración de quiebra, 
y las que posteriormente se intenten contra 
sus bienes, se seguirán y sustanciarán con 
los síndicos. 

Art. 1091. También continuarán los sín- 
dicos las acciones civiles que el quebrado 
hubiere deducido en juicio antes de caer en 
quiebra, y promoverán las demandas ejecu- 
tivas que correspondan contra ¡os deudores 
de ella; pero no podrán intentar ningún otra 
género de procedimiento judicial por nego- 
cios ó intereses de la quiebra, sin previo co- 
nocimiento y autorización del comisario. 

Art. 1092. El quebrado suministrará á 
los síndicos cuantas noticias y conocimientos 
le reclamaren y él tuviere concernientes á 
las operaciones' de la quiebra; y estando eü 
■ libertad le podrán emplear los mismos sín- 
! dicos en los trabajos de administración y li- 
quidación bajo su dependencia y responsabi- 
lidad. 

Art. 1093. Tiene derecho el quebrado á 
exigir de los síndicos por conducto del co- 
misario las noticias que puedan convenirle 
sobre el estado de las dependencias de ia 
quiebra, y de hacerles .por el mismo medio 
las observaciones que crea oportunas para 
el arreglo y mejora de ia administración, y 
parala liquidación de los créenlos activos v 
pasivos de- la misma quiebra. 

Art. 109í. No permitirá el comisario 
que los síndicos retengan en su poder los 
fondos en efectivo, pertenecientes á la quie- 
bra, sído que les obligará á hacer entrega 
semanalmente en el arcare depósito de to- 
do lo que hayan recaudado, dejándoles solo 
ia cantidad que el mismo juez estime solí- 
dente para atender á ios gastos corrientes 
de administración. 

Art. 1095. Los síndicos presentarán 
mensuaimente un estado exacto de la admi- 
nistración de la quiebra, que el comisario 
pasará con su informe al Juzgado para las 
pruvi. leticias que haya lugar eu benelició de 
os interesados en la quiebra. 

Todos los acreedores que lo soliciten po- 
drán obtener á sus expensas copias de los 
estados que presenten los síndicos, v expo- 
ner en su vista cuanto crean conveniente a 
Jos intereses de la masa. 
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Art. 1096. A instancia de los síndicos, y 
con prévio informe del comisario, podrá el 
Juzgado acordar la traslación de los caudales 
existentes en el arca de la quiebra á cual- 
quiera banco público con mi soberaua auto- 
rización. 

Art. 1097. Los síndicos cuidarán bajo su 
responsabilidad que se practiquen todas las 
formalidades que correspondan para la con- 
servación de los derechos de la quiebra en 
Jas letras de cambio, escrituras públicas, 
efectos de crédito, y cualquiera otro docu- 
mento de la pertenencia de aquella. 

Art 1098. Todo quebrado que baya 
cumplido las disposiciones de los arts. 1017 
y 1018 recibirá una asignación alimenticia. 
Su cuota será' graduada por el Juzgado, 
oyendo el informe de! comisario , con rela- 
ción á la clase del quebrado, al numero de 
personas que compongan su familia, al ha- 
ber que resulte del balance genera!, y á los 
caracteres que se presenten para la califica- 
ción de la quiebra. 

Si los síndicos tuvieren por excesiva la 
asignación bocha a! quebrado , podrán hacer 
ai Juzgado las reclamaciones que estimen 
convenientes á los intereses de la masa. 

Art. 1099. Los alzados no podrán pedir 
en tiempo alguno socorros alimenticios, y las 
asignaciones hechas á los quebrados fraudu- 
lentos cesarán de derecho desde que sean 
calificados en este concepto. 

TITULO VII. 

DEL EXAMEN Y RECONOCIMIENTO DE LOS 
CRÉDITOS CONTRA LA QUIEBRA. 

Art. 1100. El examen y reconocimiento 
de ios créditos contra la quiebra, se liará en 
junta general de acreedores con vista de los 
documentos originales de crédito , y de los 
libros y papeles del quebrado. 

Art. 1101. El juez que conozca en la 
quiebra (ijará, luego que estén nombrados 
los síndicos con relación á la extensión de 
los negocios y dependencias de esta, y á las 
distancias á que se encuentren respectiva- 
mente los acreedores , el término dentro del 
cual deberán estos presentar á los mismos 
síndicos los títulos justificativos de sus cré- 
ditos, sin que pueda exceder de sesenta dias 

En la misma providencia se designará 
también el dia en que hava de celebrarse la 
junta de examen y reconocimiento de cré- 
ditos, que será el duodécimo después de 
vencido el plazo prefijado para la presenta- 
ción de documentos. 

Los síndicos cuidarán de circular á todo 
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los acreedores esta disposición , que ademá 
se hará notoria por edictos , y se insertará 
en el periódico , si lo hubiere en la misma 
plaza ó en la provincia. 

Art. 1102. Los acreedores están obliga- 
dos á entregar á los síndicos los documen- 
tos justificativos de sus créditos dentro del 
término prefijado, acompañando copias lite- 
rales de ellos, para que cotejadas por los sín- 
dicos, y hallándolas conformes, pongan á su 
pié uua nota firmada de quedar Jos origina- 
les en su poder, y en esta forma las devuelvan 
á los interesados para guarda de su derecho. 

Art. 1103. Los síndicos, á medida que 
reciban los documentos de los acreedores, 
harán su cotejo con los libros y papeles de 
la quiebra, y extenderán su informe indivi- 
dual sobre cada crédito con arreglo á lo que 
resulte de dicho cotejo, y las demás noticias 
que llegaren á su conocimiento. 

Art. 1104. En Jos ocho dias siguientes 
al vencimiento del plazo para la presenta- 
ción de los títulos de los acreedores, forma- 
rán los síndicos un estado general de los eré. 
ditos á cargo de la quiebra , que se hayan 
presentado á comprobación, con la oportuna 
referencia en cada artículo por órden de nú- 
meros de los documentos presentados por 
su respectivo interesado, y lo pasarán al co- 
misario, dando copia al quebrado ó á su 
apo lerado para su inteligencia. 

El comisario cerrará el estado de créditos, 
y á consecuencia de esta diligencia serán 
considerados en mora para los efectos que 
prescribe el art. lili los acreedores que 
comparezcan posteriormente. 

Art. 1105. Reunidos los acreedores en 
■ el dia señalado para la junta de examen y re- 
conocimiento de créditos, se hará la lectura 
del estado general de estos, de los documen- 
tos respectivos de comprobación, y del in- 
forme de los síndicos sobre cada uno de 
ellos. 

Todos los acreedores concurrentes, ye! 
quebrado por sí ó por medio de apoderado, 
podrán hacer sobre cada partida las obser- 
vaciones que estimen oportunas. 

El interesado en el crédito, ó quien le 
represente, satisfará en la forma que pueda 
convenirle, y se resolverá por mayoría de 
votos sobre el reconocimiento ó exclusión 
de cada crédito, regulándose aquella según 
se ha establecido en el art. 1069. 

El acuerdo de la junta deja salvo el dere- 
cho de todos y cada uno de Jos acreedores á 
la quiebra; el del interesado en el crédito 
controvertido y el del quebrado, para que si 
se sintieren agraviados usen de él en justi- 
scia como les convenga, quedando entre tan 
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to privado de voz activa en la quiebra el diendo el reconocimiento de la legitimidad 
acreedor cuyo crédito no sea reconocido. de sus créditos que se liará judicialmente á í 
Art. H06. Encaso de reclamación por espeusas de los mismos acreedores morosos 
cualquiera acreedor contra el acuerdo de la' con citación y audiencia de los síndicos 
junta en que se declare reconocido un eré- Art, d 1 í 2 . Si cuando se preséntenlos 
dito serán de su cargo los gastos del proce- acreedores morosos á reclamar sus derechos 
dímiento, á menos que judicialmente se de- estuviere ya repartirlo todo el haber de ¡a 
clare excluido el crédito, en cuyo caso le quiebra, no serán oidos, 
serán abonados íntegramente por la masa, 

mediante su cuenta justificada. TITULO VIII. 

Art. H07. Pasados treinta dias después 

de la celebración de la junta, no se admitirá de la graduación y pago de los acree- 
instancia alguna contra lo que en ella se dokes. 

hubiere deliberado, ni antes de espirar este 

término podrá hacerlo un acreedor contra Art. 1113. Las mercaderías, efectos v 
la resolución que faere conforme á su voto, cualquiera otra especie de bienes que exis- 
Art. 1108. Al acreedor cuyo crédito sea tari en la masa de la quiebra, sin haberse 
excluido, se Je devolverán sus títulos para trasferido su propiedad al quebrado por un 
los usos que le convengan. titulo legal ó irrevocable, se considerarán de. 

Los síndicos sostendrán, por cuenta de la dominio ajeno, y se pondrán á disposición 
masa , la deliberación de la junta, caso que de sus legítimos dueños, precediendo la 
sea impugnada en juicio. ¡ prueba y el reconocimiento dj su derecho 

Art. 1109. Los acreedores á quienes en la Junta de acreedores , ó por sentencia 
sean reconocidos sus créditos, recogerán que haya causado ejecutoria, 
también sus títulos , con una nota al pié que Art. 1 114. Se declaran especialmente 
así lo exprese, detallando la cantidad reco- j pertenecer á la clase de acreedores de do- 
nocida. minio con respecto á las quiebras de los co- 

Esta nota se firmará por los síndicos, y el 1 mermantes: 
comisario pondrá en ella el V.°B.° l.° Los bienes dótales que se conserva- 

Art. 1110. Los acreedores residentes en ¡ ren en poder del. marido de los que la mujer 
los países que están mas acá del Rliin y de hubiere aportado al matrimonio, constando 
los Alpes, y los de las Islas Británicas, goza- su recibo por escritura pública , de que se 
rán del término de sesenta dias para pre- haya tomado razón en Informa prevenida en 
sentar sus documentos, aun cuando sea mas el art. 22. 

corto el que se prefije para los acreedores 2.° Los bienes parafernales que la mujer 
del reino. hubiere adquirido por título de herencia, 

Los que residan en países que estén mas legado ó donación , ya se hayan conservado 
allá de aquellos límites tendrán para dicha en la fortna que los recibió ó ya se hayan 
operación el plazo de cíen dias. subrogado é invertido en otros, con tal que 

Los de los países de Ultramar de este lado se haya cumplido la misma formalidad en las 
de los cabos de Buena Esperanza y de Hor- escrituras por donde conste su adquisición, 
nos, gozarán el plazo de ocho meses, el cual 3.° Cualquiera especie de bienes y efec- 
será doble para los que residan del otro lado ¡ tos que se hubieren dado al quebrado en de- 
de dichos cabos. pósito, administración, arrendamiento, alqui- 

Para el examen de los títulos de los aeree- 1er ó usufruto. 
dores que gocen plazo mas largo que el de- 4.° Las mercaderías que tuviera el que- 
signado para la celebración de la junta, se brado en su noder por comisión de compra 
celebrarán después de esta las que fueren | venta, tránsito ó entrega, 
necesarias, sin que esta dilación pare perjui- ¡ .5.* Las letras de cambio ó pagarés que 

cío ó sus derechos. j se hubieren remitido ai quebrado para su 

Art, HH. Los acreedores que no hu-a cobranza sin endoso ó expresión de valor, 
hieren presentado los documentos justificad» [ que de trasladara su propiedad, y las que 
vos de sus créditos en plazos que se han hubiese adquirido por cuenta de otro, libra- 
prescrito perderán el privilegio que tengan, das ó endosadas directamente en favor del - 
y quedarán reducidos á la cíase de acreedo- comitente. 

res comunes para percibir las porciones que 6.° Los caudales remitidos a! quebrado 
les correspondan .bajo esta caliuad en los di— fuera de cuenta corriente para entregarlos a 
videndos que estuvieren aun por hacerse, persona determinada en nombre y por cuen- 
quando intentaren sq reclamación, prece- ta del comitente, é para satisfacer obligado- 
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nescuyo cumplimiento estuviese designado 
al domicilio del quebrado. 

7. ° Las cantidades que se estuvieren de- 
biendo al qu"brado por ventas que hubiese 
hecho decienta ajena, y las letras ó paga- 
rés de la misma procedencia que obren en 
su poder aunque no estén extendidas en fa- 
rol del dueño de las mercaderías vendidas, 
siempre que se pruebe que la obligación pro- 
cede de ellas, y que existían en poder del 
quebrado por cuenta del propietario para ha- 
cerla efectiva y remitirle ios fondos á su 
tiempo, lo cual 'se presumirá de derecho, si 
no estuviese pasarla la ■ partida en cuenta 
corriente entre ambos. 

8. " Los géneros vendidos al quebrado á 
pagar de contado, cuyo precio ó parte de 
él no hubiese satisfecho ínterin subsistían 
embalados en los almacenes del quebrado, ó 
en los términos en que se hizo la entrega, y 
en estado de distinguirse específicamente por 
las marcas y números de los fardos ó bultos. 

9. ° Las mercaderías que el quebrado 
hubiere comprado ai liado, mientras no se 
le hubiese hecho la entrega material fie ellas 
en sus almacenes, ó en eí paraje convenido 
para hacerla, 6 que despees de cargadas de 
orden y ñor cuenta y riesgo d«l comprador 
se le hubiesen remitido las cartas de porte 
ó los conocimientos. 

En los casos de este párrafo y del prece- 
dente pueden los síndicos retener los géne- 
ros comprados, ó reclamarlos parala masa, 
pagando su precio al vendedor. 

Art. tlt5. Del producto de los demás 
bienes de la quiebra, hecha que sea la deduc- 
ción de las pertenencias de los acreedores con 
titulo de dominio, serán pagados con prefe- 
rencia los acreedores privilegiados con hipo- 
teca legal ó convencional, graduándose el 
lugar de su prelacion respectiva por el de la 
fecha de cada privilegio, sin perjuicio de lo 
dispuesto en cuanto á las naves por e] arlicu- 
lo 596 de este Código, y de lo que previenen 
las leyes comunes sobre los créditos alimen- 
ticios y refaccionarios que no procedan de 
operaciones mercantiles. 

Art. titO. En la clase de acreedores hi- 
potecarios entrarán en su lugar y grado la 
mujer del quebrado por los bienes dótales 
consumidos ó enajenados a] tiempo de ¡a 
quiebra, y las arras prometidas en -la escri- 
tura do tal, que no excedan de la tasa legal. 

Art. iH7. En el caso de segunda quie- 
bra, durante ei mismo matrimonio, no tiene 
derecho In mujer de! quebrarlo á reclamar 
nuevamente con prelacion ni sin ella la can- 
tidad estraid.i en s.¡ favor de ia masa de la 
primera quiebra por razón de dote consuini- 
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¡ do ó por arras; pero será acreedora de do- 
minio á los bienes inmuebles ó imposiciones 
sobre estes en que se hubiere invertido aque- 
lla cantidad, siempre que la adquisición se 
haya hecho en nombre propio, y que la es- 
critura de compra ó imposición se baya ins- 
crito á su debido tiempo en el registro de do- 
cumentos fiel comercio. 

Art. tt l8. Los acreedores con prenda 
entrarán en la clase de hipotecarios en el ¡li- 
gar que les corresponda según la fecha de 
su contrato, devolviendo á ¡a masadas pren- 
das que tuvieren en su poder. 

Art-. M19. Cuando hubiere dos 6 mas 
hipotecas sobre una misma finca, contraídas 
en un solo acto d en una propia fecha se di- 
vidirá proporcionahnente e! valor ó el pro- 
ducto de la hipoteca entre los acreedores que 
la hayan adquirirlo. 

Art. 1120. Cuando los acreedores hipo- 
tecarios no queden cubiertos de sus crédi- 
tos con los bienes que les estuvieren respec- 
tivamente hipotecados, serán considerados 
en cuanto al excedente como acreedores 
escriturarios. 

Art. l i?l. Después de los acreedores hi- 
potecarios siguen en el Orden de prelacion 
los que lo sean por escritura pública por el 
orden de sus fechas. 

Art. 1122. Cubiertos que sean los dere- 
chos de las tres clases precedentes, se dis- 
tribuirá el haber restante de la quiebra suel- 
do á libra sin distinción de fechas entre los 
acreedores por letras de cambio, pagarés de 
comercio ó comunes, libranzas, simples re- 
cibos, cuentas coi rientes ú otro cualquiera 
título á que no se haya declarado prefe- 
rencia. 

Art. 1123. Para el reintegro y pago res- 
pectivo de los acreedores según el orden 
prescrito en este título, procederán los sín- 
dicos, celebrada que sea la Junta de examen 
y reconocimiento de los créditos deducidos 
contra la quiebra, á la clasificación de los 
que hayan sido reconocidos y aprobados, di- 
vidiéndolos en cuatro estados. 

En el primero se comprenderán los aeree- 
flores con acción de dominio. 

En el segundo Jos hipotecarios por la ley 
ó por contrato según el orden de su prela- 
eion, 

En el tercero los escriturarios. 

En el cuarto los comunes. 

Estos estarlos se entregarán al comisario, 
quien después de haberlos examinado, y ha- 
llándolos conformes con lo acordado en la 
Jnnfn de reconocimiento de créditos, Jos pa- 
sará inmediatamente al tribunal que conoce 
de la quiebra, 
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Art. U24. Con respecto ó los acreedores 
de dominio se decretará desde luego la en- 
trega de ias cantidades, efectos ó bienes de 
su pertenencia, expidiéndose por el Juzgado 
los mandamientos, oficios y libranzas consi- 
guientes para que se verifique, y en su vir- 
tud se tendrá por extinguida su representa- 
ción en la quiebra. 

Art. 11 '25. Para el examen y aprobación 
de los demás estados de la graduación de 
créditos , se convocará Junta general de 
acreedores de 2 a , 3. a y 4. a clase, cuyos de- 
rechos estén reconocidos. 

Esta convocación se hará por cédulas que 
ios síndicos dirigirán á los acreedores que se 
hallen presentes en el pueblo, y á los apode- 
rados de los ausentes que tengan acreditada 
su personalidad. Además se publicará por 
edictos y por medio del periódico, si Jo hu- 
biere en el pueblo. 

Art. 1126. El término de la convocación 
será á lo mas de tres dias, y todo el que tras- 
curra entre la Junta de examen de créditos 
y la de su graduación, no podrá exceder de 
quince. 

Art. 1127. Abierta la sesión de la junta 
se leerán íntegramente los estados de gra- 
duación, oyéndose las reclamaciones que ha- 
gan los acreedores presentes ó los legítimos 
apoderados de los ausentes, á las cuales sa- 
tisfarán los síndicos; y sí con las contestacio- 
nes de estos no se aquietaren los reclaman- 
tes, deliberará la junta sobre el agravio que 
cada uno de ellos hubiere deducido, bajo las 
bases establecidas en el art, 1069. 

La resolución de la junta podrá ser im- 
pugnada en justicia por los interesados á 
quienes pare perjuicio, continuándose no 
obstante las diligencias ulteriores de la li- 
quidación de la quiebra, salvas las resultas 
de las demandas que se intenten. 

Art. 1128. Cerrada la Junta de gradua- 
ción de créditos no se admitirá impugnación 
alguna contra los estados de clasificación y 
órdeu de pi elación propuestos por los síndi- 
cos, y estarán obligados á pasar por su tenor 
todos les acreedores presentes en la junta 
que no los impugnaron, ó que se aquietaron 
en sus reclamaciones, así como también los 
que no concurrieron á ella. 

Art. 1129. Envista del acta de la Junta 
de graduación se procederá al repartimiento 
de todos los fondos disponibles de la quiebra 
por el órden de clases y pr elación que de 
aquella resulte. 

Art. 1 1 30. ^ Las cantidades que pudieren 
corréspondér á los acreedores que tengan 
demanda pendiente contra la masa por agra- 
vio en el reconocimiento 6 en la graduación ' 
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de sus créditos, se incluirán en el estado de 
distribución de las que se repartan, conser- 
vándolas depositadas en el arca de la quie- 
bra, basta la decisión del pleito que cause 
ejecutoria. 

Art. 1131. A los acreedores que tenien- 
do sus créditos reconocidos y graduados por 
los acuerdos de Ja junta se íes hubiere lio- 
cho impugnación judicial por un acreedor 
particular, se les entregarán sin embargo de 
esta las cantidades que les correspondan, 
prestando fianza idónea á satisfacción de los 
síndicos, de cuya responsabilidad serán las 
resultas de su insuficiencia. 

Art. 1C32 El comisario de la quiebra 
dará mensualmente noticia ai Juzgado que 
conozca de ella las cantidades recaudadas, y 
del total de los fondos existentes en el depó- 
sito, para que este disponga un nuevo repar- 
timiento, c! cual no podrá dejar de hacerse 
siempre que la existencia cubra un cinco por 
ciento de los créditos que estén aun pen- 
dientes. 

Cada acreedor individualmente podrá ha- 
cer las instancias convenientes para que así 
se verifique, y á este efecto no se le n< garán 
por el comisario las noticias que pida sobre 
el estado de la recaudación y existencias del 
depósito, 

Art. 1133. Ningún acreedor podrá per- 
cibir cantidad alguna á cuenta de su crédito 
sin presentar el título constitutivo de este, 
sobre ei cual se extenderá la nota del pago 
que se le haga, firmándola en el acto el 
acreedor ó su legítimo apoderado con los sín- 
dicos, y dando además un recibo por separa- 
do á favor de estos. 

Art. 1134. Concluida que sea la liquida- 
ción de la quiebra, rendirán los síndicos su 
cuenta, para cuyo examen convocará ti Juz- 
gado junta general de los acreedores que 
conserven interés y voz en la quiebra. En 
ella con asistencia del quebrado se deliberará 
sobre su aprobación, oyendo antes, si se es- 
timase necesario, el informe de una comisión 
que haga e! reconocimiento y comprobación 
de la cuenta; y hallando motivos de reparo 
sobre ella, se deducirán estos en forma ante 
los jueces' de la quiebra. 

Ño obstante la aprobación de la junta po- 
drá el quebrado ó cualquiera acreedor im- 
pugnar en juicio, á sus expensas y bajo su 
responsabilidad individual, las cuentas de los 
síndicos, haciéndolo en el término de ocho 
días. Por su trascurso sin haberse intentado 
reclamación alguna, quedará firme é irrevo- 
cable la resolución de la junta. 

Art, 1 135. Cuando los síndicos ó' alguno 
de ellos cese en este encargo antes de con- 
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cluirse la liquidación de la quiebra, rendira'n 
igualmente sus Gueotas en un término breve, 
que no podrá exceder de quince dias, y se 
examinarán en la primera Junta de acreedo- 
res que se celebre con previo informe de los 
nuevos síndicos. 

Art. 1136. Los acreedores que no sean 
satisfechos íntegramente de sus derechos 
contra el quebrado con lo que perciban del 
haber de la quiebra hasta el término de Ja 
liquidación de esta, conservarán acción por 
lo que se les reste debiendo sobre los bienes 
que ulteriormente pueda adquirir el que- 
brado. 

TITULO IX, 

DE LA CALIFICACION DE LA QUIEBRA. 

Art. 1137. En todo procedimiento de 
quiebra se hará la calificación de la clase á 
que corresponda en un expediente separarlo, 
que se sustanciará instructivamente con 
audiencia de los síndicos y del mismo que- 
brado. 

Art. 1138. Para hacer la calificación de 
la quiebra se tendrá presente: 

1. ° La conducta de! quebrado en el cum- 
plimiento de las obligaciones que se le im- 
ponen en los arts. 1017 y 1018. 

2. ° El resultado de los balances que se 
formen de la situación mercantil del que- 
brado. 

3. ° El estado en que se encuentren los 
libros de su comercio. 

4. ° La relación que está á cargo del que- 
brarlo presentar sobre las caucas inmediatas 
y directas que ocasionaron la quiebra, y lo 
que resulte de los libros, documentos y pa- 
peles de esta sobre su verdadero origen. 

5. ° Los méritos que ofrezcan las recla- 
maciones que en el progreso del procedi- 
miento se bagan contra el quebrado y sus 
bienes. 

Art. 1139. El comisario prepararáel jui- 
cio de calificación con el informe que dará 
el Tribunal después de hecha la ocupación de 
los bienes y papeles de la quiebra en razón, 
de los capítulos designados en el artículo 
precedente, fundándolo en los documentos 
existentes en lo obrado hasta entonces. 

Log síndicos por su parte dentro de íos 
quince dias siguientes á su nombramiento 
presentarán al Tribunal una exposición cir- 
cunstanciada sobre los caracteres que mani- 
fieste la quiebra, fijando determinadamente 
la clase en que crean que debe ser califi- 
cada. (i). 


(1) Este segundo párrafo del ai-t. H3f) era 
antes el art. H40. 
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*Art. 1140. El informe del comisario y 
la exposición de los síndicos se pasarán ál 
promotor fiscal del Juzgado, para que si en- 
contrare algún delito ó falta promueva su 
castigo con arreglo á las leyes. 

"Art, 1141. Elinformé y exposición re- 
feridos y la censura del promotor fiscal, se 
comunicarán al quebrado, el cual podrá im- 
pugnar la calificación propuesta según con- 
venga á su derecho. 

*Art. ti 42, En el caso de oposición po- 
drán así los síndicos y el promotor fiscal 
como el quebrado usar de los medios legales 
de prueba para acreditar los hechos que res- 
pectivamente hayan alegado. El término para 
hacer esta prueba no excederá de cuarenta 
dias. 

"Art. 1143. En vista de Jo alegado y pro- 
bado por parte de los síndicos y eí promotor 
fiscal y dei quebrado, el juez hará la califica- 
ción definitiva de la quiebra cuando la con- 
sidere de primera ó segunda clase con ar- 
reglo á los arts. 1003 y 1004 y mandará 
poner en libertad al quebrado en el caso de 
hallarse todavía detenido. El quebrado, los 
síndicos y el promotor fiscal podrán inter- 
poner apelación de la providencia, y se les 
admitirá en ambos efectos, ejecutándose no 
obstante en cuanto á la libertad de! quebrado, 
si en ella se hubiere decretado. 

"Art. 1144. Cuando sustanciado el ex- 
pediente de calificación resultasen méritos 
para calificar la quiebra de tercera, cuarta ó 
quinta clase, se procederá d la formación de 
causa criminal, cuya cabeza será la pieza de 
autos relativa á la calificación . No obstará 
esto á que sigan las demás actuaciones de la 
quiebra. 

Art. 1145. Si en la primera Junta gene- 
ral de acreedores hubiere convenio entre 
estos y el quebrado, cuyos pactos rio pro- 
duzcan quita en las deudas del mismo, se 
sobreseerá sin otra diligencia en el expediente 
de calificación de la quiebra. 

Pero si por las condiciones del convenio 
hubieren remitido los acreedores alguna par- 
te de sus créditos, se continuará de oficio el 
expediente hasta la resolución que corres- 
ponda en justicia. 

Art. 1146. El quebrado que haya sido 
calificado en primera ó segunda clase, y el 
de tercera que baya cumplido su corrección, 
podrá ocuparse en operaciones de comercio 
por cuenta ajena y bajo Ja responsabilidad 
de su comitente, «finando para sí el salario, 
emolumentos ó parte de lucro que se le den 
por estos servicios, sin perjuicio del derecho 
de los acreedores á los bienes que el que- 
brado adquiera para sí propio por este ú otro 
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medio, en el cafo de sor insuficientes los de 
la masa para su completo pago. 

Los quebrados que se encuentren en el 
caso de esta disposición, cesarán en la per- 
cepción de los socorros alimenticios que Ies 
estén asignados en et procedimiento de la 
quiebra. 

TITULO X. 

DEL CONVELIO ENTRE EOS ACREEDORES Y EL 
QUEBRADO. 

Art. 4147. Desde la prmera Junta ge- 
neral de acreedores en adelante puede el 
quebrarlo en cualquiera estado del proce- 
dimiento de quiebra, hacerles las proposi- 
ciones de convenio que á bien tenga sobre el 
pago de sus deudas. 

Art. H4-S. No gozarán de la facultad 
declarada en el artículo precedente: 

1. ° Los alzados. 

2. ° Los quebrados fraudulentos desde 
que los jueces de comercióse inhiban en este 
concepto del conocimiento de la calificación 
de la quiebra, remitiendo el expediente á Ja 
jurisdicción Real. 

3. ° Los que habiendo obtenido salvo-con- 
duclo para sus personas se hubieren fugado, 
y no se presentaren cuando fueren llama- 
dos por el Juzgado ó por el comisario de la 
quiebra. 

Art. 1149. Teda proposición formal de 
convenio lia de ser hecha y deliberada en 
Junta de acreedores, y no fuera de ella, ni 
en reuniones privadas. 

Art. 1130. El comisario deferirá á cual- 
quiera convocación de junta extraordinaria 
que pida el quebrado para tratar de conve- 
nio, prestándose alguna persona por el á pa- 
gar los gastos. 

Art. 1151. Ningún acreedor puedo hacer 
un convenio particular con el quebrado; y sí 
lo hiciere será nulo, y perderá los derecho? 
de cualquiera especie que tenga en la quie- 
bra; y el quebrado sera por este solo hecho 
ca lificado de culpable. 

Art. 1152. Siempre que en una junta de 
acreedores se baya de tratar de alguna pro- 
posición del quebrado relativa á convenio, 
so lia de dar préviamente por ei comisario 
á jos acreedores concurrentes exacta no- 
ticia del estado de la administración de la 
quiebra, y de lo que conste del expediente 
de calificación hasta aquella fecha, leyéndose 
además e! último balance que obre en el 
procedimiento. 

Alt. 1153. Las proposiciones del que- 
brado discutirán y pondrán á votación, 
formando resolución el voto de un DÚmero 
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de acreedores que compongan la mitad y 
uno mas de Jos concurrentes , siempre q u '¡ 
su inlerés cu la quiebra cubra lastres q u j n l 
tas partes del total pasivo del quebrado. 

Art. 1154. La mujer del quebrado no 
tiene voz en las deliberaciones relativas ni 
convenio. 

Art. 1 i 55. Los acreedores do la quiebra 
con_ título de dominio, y los hipotecarios 
pueden abstenerse de tomar parte eu h re- 
solución de la jun ta sobre el convenio; v |¡a- 
ciéndolo así no les pararán estas perjuicio 
en sus respectivos derechos. 

Si por el contrario prefiriesen conservar 
voz y voto sobre el convenio que el quebra- 
do baya prepuesto, serán comprendidos en 
las esperas ó quitas que la junta acuerde, m 
perjuicio del lugar y grado que corresponda 
al título de su crédito. 

Art. 1156. Ei convenio entre el quebra- 
do y los acreedores se firmará cu la misma 
junta en que se haga, bajo pena de nulidad y 
responsabilidad de! escribano que la autori- 
• /are, y se remitirá dentro de las veinticua- 
tro horas siguientes á la aprobación del Juz- 
1 gado que conozca de la quiebra. 

! Art/ 1157. La aprobación del convenio 
j no puede decretarse hasta después de tras- 
i curridos los ocho dias siguientes á sil cele- 
bración, dentro de los cuates, así los acree- 
dores disidentes como los que no concurrie- 
ren ;í la junta, podrán oponerse á la aproba- 
ción por alguna de las cuatro causas siguien- 
tes, y no por otro algún motivo. 

1. a Defecto en las formas prescritas para 
la convocación, celebración y deliberación 
de Ja junta. 

2. a Colusión por parte del deudor acep- 
tada por algún acreedor de los concurrentes 
á la junta para votar en favor del convenio. 

3. J Falta de personalidad legítima en al- 
guno de los que hubieren concurrido con su 
voto á formar la mayoría. 

4. a Exageración Iraudulenta de crédito 
para constituir el interés que deben tener 
.en la quiebra los que acuerden la resolución. 

Art. 1 15S. Si se hiciere oposición al pon* 
veniopor algún acreedor, se sustanciará con 
audiencia del quebrado y de los síndicos, si 
estuvieren en ejercicio , en el termino pe- 
rentorio é improrogable de treinta dias, los 
cuales serán comunes á las partes para ale- 
gar y probar lo que les convenga , y á su 
vencimiento se decidirá por el Juzgado se- 
gún corresponda ; admitiéndose solo en el 
efecto devolutivo las apelaciones que se in- 
terpongan do esla providencia. , 

Art. ' \ ] 59. No haciéndose oposición 
convenio en tiempo hábil, deferirá el Juzgo- 
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do á su aprobacioD, á menos que resalte con- 
travención manifiesta á las formas de su ce- 
lebración, d que el quebrado se halle en 
cualquiera de ios casos que previene el ar- 
tículo 1 1 48. 

Art. H(!0. Aprobado el convenio será 
obligatorio para todos los acreedores; y loe 
síndicos, ó el depositario en su caso, proce- 
derán á hacer la entrega al aliebrado por 
ante el comisario de todos los bienes, elec- 
tos, libros y papeles , rindiéndole la cuenta 
de su administración en los quince días si- 
guientes. 

En caso de contestacii n sobre las cuentas 
de los síndicos, usarán las partes de sil de- 
recho ante el Juzgado de la quiebra. 

Art. 1101. Si el convenio se hiciere an- 
tes de haberse resuello definitivamente el 
expediente de calificación de quiebra, y los 
síndicos hubieron pedido que se declarase 
de cuarta ó quinta clase, suspenderá el Juz- 
gado dar providencia sobre aprobación hasta 
las resultas del expediente de calificación en 
el Juzgado de primera instancia'; y si este se 
resolviere eu los términos prescritos en el 
art. 1114, quedará de derecho nulo el con- 
venio. 

Art. 1162. No habiendo pacto expreso 
en contrario entre ios acreedores y el que- j 
brado, queda este sujeto en el manejo de los 
negocios de comercio á la mlervencion de 
uno de los acreedores, á elección do la jun- 
ta, basta que haya cumplido íntegramente 
los pactos del convenio, y se le fijará la cuo- 
ta mensual de que entre tanto podrá dispo- 
ner para sus gastos domésticos. 

Art, 11 63. Las funciones del interventor 
sé reducirán á llevar cuenta y razón de las 
en Iradas y salidas de la ca ja de! quebrado, 
de la cual tendrá una sobrellave. Será tam- 
bién de su cargo impedir que el intervenido 
extraiga del fondo de su comercio para sus 
gastos particulares mayor cantidad que la 
que le esté asignada, ni distraiga fondos algu- 
nos pora objetos extraños de su tráfico y gi- 
ro; pero no podrá mezclarse en el órden y 
dirección de los negocios de! mismo interve- 
nido, -robre lo cual procederá este del modo 
que estime mas conveniente. 

Art. 1164. El quebrado repuesto que 
frustre los efeclos de la intervención dispo- 
niendo de alguna parte de sus fondos ó gé- 
neros sin noticia del interventor, será por el 
mismo hecho declarado fraudulento er¡ caso : 
de nueva quiebra, tratándosele en este con- 
cepto desde que cese en el pago de sus obli- 
gaciones. 

Art. 1165. En virtud del convenio que- 
dan extinguidas las acciones de los acreedo- 
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res por la parte.de sus créditos de que se 
baya hecho remisión al quebrado, aun cuan- 
do este venga á mejor fortuna, ó le quedo 
algún sobrante de loa bienes de la quiebra, á 
menos que no se hubiese hecho pacto espre- 
so en contrario. 

Art. 1166. En caso de queja fundada del 
interventor sobre abusos del quebrado re- 
puesto eu el manejo de sus fendos, decreta- 
rá el tribunal la presentación de sus libros 
de comercio; yen su vista acordará las pro- 
videncias que halle oportunas para mantener 
el orden en la administración mercantil del 
intervenido, y evitar toda mala versación. 

Art. 1167. La retribución del interven- 
tor será de cuenta del quebrado repuesto, y 
consistirá en un dos y medio por mil de los 
fondos cuya entrada intervenga. 

TITULO XI. 

DR LA REIIÁBJL1TACON. 

Art. 1168. La rehabilitación del quebra- 
do corresponde al Juzgado que hubiere cono- 
cido déla quiebra. 

Art. 1169. Hasta la conclusión definitiva 
del expediente de calificación de quiebra no 
es admisible la demanda del quebrado para 
su rehabilitación. 

Art. 1 170. Los alzados y los quebrados 
calificados de fraudulentos no pueden ser 
rehabilitados , 

Art. 1171. Los quebrados culpables pue- 
den ser rehabilitados, acreditando el pago 
íntegro de todas la deudas liquidadas en el 
procedimiento de quiebra, y el cumplimien- 
to de la pena correccional que se les hubiere 
impuesto. 

Art. 1172. A los quebrados de primera 
y segunda clase será suficiente para que ob- 
tengan la rehabilitación, que justifiquen el 
cumplimiento íntegro de! convenio aprobado 
que hubieren hecho con sus acreedores. Si 
no hubiere mediado convenio estarán obli- 
gados á probar que con el haber déla quie- 
bra, ó por entregas posteriores, si este no 
hubiere sido suficiente, quedaron satisfechas 
todas las obligaciones reconocidas en el pro- 
cedimiento de quiebra. 

Art. 1173. A la solicitud do rehabilita- 
ción acompañarán los cartas de pago ó reci- 
bos originales por donde conste el reintegro 
de los acreedores. 

El Juzgado encargará al comisario, que 
haciendo el examen délos documentos pre- 
sentados por el quebrado, y de todos los an- 
tecedentes del procedimiento de quiebra, in- 
forme si procede la rehabilitación con arreglo 
á las disposiciones de los arts. 1171 y 1172 
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en sus casos respectivos. No habiendo reparo 
justo decretará la rehabilitación , ó en el caso 
contrario la denegará, si el quebrarlo por su 
clase fuese inhábil para obtenerla, ó la sus- 
penderá si solo tallare algún requisito sub- 
sanable. 

Art. 1174. Por la rehabilitación del que- 
brado cesan todas las interdicciones legales 
que prodúcela declaración de quiebra. 

Art. 1 .'75. Los comerciantes que obtu- 
vieren reposición del decreto de declaración 
de quiebra, en la forma que previenen los 
artículos 1028 al 1032, no necesitan de re- 
habilitación. 

TITULO XII. 

DE LA CESION DE BIENES. 

Art. 1 17(1. Las cesiones de bienes de los 
comerciantes se entienden siempre quiebras, 
y se regirán enteramente por las leyes de 
este libro. 

Exceptúense solo las disposiciones relati- 
vas al convenio y a la rehabilitación, que no 
tendrán lugar eu los comerciantes que hagan 
cesión de bienes. 

Art. 1177. La inmunidad eu cuanto á la 
persona que por el derecho común se con- 
cede á los que hacen cesión de bienes, no 
licué lugar, siendo estos comerciantes, sino 
eti el caso de ser declarados inculpables eu 
e! expediente de calificación de quiebra. 

Libro Quinto. 

De la administración de justicia en los nego- 
cios de comercio. 

(Este libro dividido en cuatro títulos dedi- 
cados á los tribunales y jueces en las causas 
de comercio, á su organización, competencia 
y órden de los procedimientos, fué comple- 
tamente derogado por el decreto del Gobier- 
no provisional de 6 de diciembre de 1868, 
eu razón á que por el mismo quedó supri- 
mida la juris ficción de comercio, cesando sus 
tribunales y pasando el conocimiento de los' 
asuntos mercantiles á la jurisdicción ordina- 
ria (1) que debe arreglarsus procedimientos 
á las prescripciones de la Ley de Enjuicia- 
miento civil, sativo en los juicios de quiebra y 
de apremio, pues en todo lo demás se derogó 
también la Ley de Enjuiciamiento mercantil.) 

Por tanto ordeno y mando á todos mis Con- 
sejos, Chancillerías y Audiencias, y demás 
Tribunales , jueces, autoridades y personas 
de estos rnis reinos y señoríos, que guarden, 

M) V. Jurisdicción de comercio, tomo YIU, 
página, 581, 


cumplan y ejecuten, y cada cual haga guar- 
dar, cumplir y ejecutar todas las disposicio- 
nes de este Código, teniéndolo como lev v 
estatuto firme y perpetuo, general para toda 
la Monarquía, sin contravenir á ella en ma- 
nera alguna; y derogo todas las leyes, de- 
cretos, órdenes y reglamentos que regían 
hasta el di a en las materias y asuntos de co- 
mercio, y especialmente todas las ordenan- 
zas particulares de los Consulados del reino 
queriendo que se tengan para desde hoy en 
adelante por derogadas y revocadas , y q ue 
no produzcan efecto alguno en juicio dí fue. 
ra de él, y que sulo se observe y cumpla 
cuanto en este Código va prescrito y decre- 
tado : que así es mi soberana voluntad, á 
cuyo fin he mandado despachar la presente, 
cédula, que va firmada de mi Real mano, 
sellada con mi seilo secreto, y refrendada de 
mi infrascrito secretario do Estado y del Des- 
pacho universal de Hacienda, que la comu- 
nicará á quien corresponda y dispondrá 
cuanto convenga á su cumplimiento. Dada 
en Aranjuez á 30 de mayo de 1 829. — Firma- 
do de ia Real mano de S. M. — Yo el Rey.— 
Luis López Ballesteros. 

Nota importante. 

Según el art. 1(1. del decreto del Gobierno 
Provisional de 0 de diciembre de 1868 (hoy 
ley) «las actuaciones judiciales á que se re- 
fieren los arts. 121, 122, 148, 149, 151, 
208, 230,o93,fi44 , 669 , 670,674, 679, 
7 45 , 781 , 79 4 , 940 , 94 5 , 946 , 947 , 948, 
974, 976, 977, 9S6, 988, 990 y cualesquie- 
ra otros que tengan por objeto hacer cons- 
tar hechos que puedan interesar á los que 
promuevan informaciones sobre ellos en 
negocios de comercio, se practicarán en los 
Juzgados de primera instancia.» Y añade el 
art. 17 que puedan practicarse en los Juzga- 
dos de paz de los pueblos que no sean cabe- 
zas de partido concurriendo las circunstan- 
cias que allí se expresan. D' ben observarse 
en todo caso las seis reglas que establece el 
art. 18 que con el 17 y 16 están llamados por 
el párr. 2/ del 28 á formar un Ululo adicio- 
nal de la segunda parte de ia Ley de Enjui- 
ciamiento civil (Y. Procedimientos civiles), 
que es la que ha de regir en Jos pleitos de 
comercio por haberse derogado la de Enjui- 
ciamiento mercantil de 24 de julio de 1830, 
según luego veremos. 
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Después de publicado el Código de 
comercio son muchas las disposiciones 
dictadas sobre varios asuntos que son 
objeto del mismo. Hó aquí algunas, y al 
, final del artículo haremos mérito de otras 
muchas que se hallan insertas en otros 
de esta obra. 

Lev de enjuiciamiento mercantil sobre los 
negocios y causas de comercio, decretada, 
sancionada y promulgada en i 4 de ju- 
lio de 1830. 

Esta ley como ya dejamos indicado ha 
sido derogada por el decreto del Gobier- 
no provisional de tí de diciembre de 
18G8 (hoy ley), debiendo arreglarse los 
procedimientos en los pleitos y negocios 
¡ de comercio á la de Enjuiciamiento ci- 
vil, quedando por consiguiente supri- 
midas en dichos pleit; s la terce¡ a ins- 
tancia y los recursos de nulidad y de 
injusticia notoria, y establecido el de ca- 
sación en ios casos y en la forma que or- 
dena la referida Ley de Enjuiciamiento 
civil. Quedan sin embargo subsistentes 
el título V, que trata del orden de pro- 
ceder en las quiebras , y el VIH « del pro - 
cedi.niento de apremio ,» cuyos dos títu- 
los serán adicionales de la primera parte 
de la Ley de Enjuiciamiento civil, se- 
gún se determina en el art. 28 det cita- 
do decreto, y con las reformas que se 
hacen en algunas de sus disposiciones. 
En el Apéndice 1 , p. 581 f 590 se halla 
el citado decreto de 6 de diciembre de 
1868, y en Procedimientos civiles in- 
sertamos la Ley de Enjuiciamiento civil 
con las reformas y adiciones estableci- 
das por el mismo decreto Téngase tam* 
bien presente la Nota importante de L 
página 88. 

R. O. de 30 mayo de 1S3G. 

(Gob.) Se declaró que la formación y 
teneduría del registro público y general del 
comercio corresponde á las Secretarias de 
los Gobiernos civiles. 
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Ofrecióse esta duda con motivo de 
hablar los arls. 23* 2í y otros de secre- 
tarios de las Intendencias, etc., pero 
con arreglo al decreto de 15 de diciembre j 
de 18(58, se ha sustituido á la palabra 
Intendente !a de Gobernador , y la de 
Gobierno de provincia a la de Inten- 
dencia. 

R. O. da 29 octubre de 1838. 

Quo haya solo una matricula general de comer- 
ciantes. 

(Marina y Comercio ) «Habiendo dado 
cuenta á S. M. la Reina Gobernadora de lina 
exposición del Jefe político de Cádiz, relativa 
á los perjuicios que se siguen á muchos co- 
merciantes de que no tenga cumplido efecto 
el art. 1 i del Código de comercio , que pre- 
viene se inscriban en una matrícula cuantas 
personas se dediquen á la profesión mercan- 
til; S. Al. se ha dignado mandar, conforman-' 
duse con lo propuesto por aquel Jefe políti- 
co, y con los informes de diferentes corpo- 
raciones acerca de ios medios, de evitar aque- 
llos perjuicios, que para impedir en lo suce- 
sivo Jos efugios á que puede dar lugar la ■ 
existencia de las dos matrículas conocidas ' 
con los nombres de antigua y moderna, se , 
forme de ambas una sola, en la que precisa- 
mente hayan de Inscribirse cuantos ejerzan 
la profesión del comercio; y que de la forma- 
ción de esta matrícula general se encarguen 
las Juntas de comercio, por ser las corpora- 
ciones que con mas acierto y prontitud pue- 
den concluir tan interesante trabajo.» (C. L. 
tomo 24, p. 579.) 

R. O. de i julio de 1839. 

Es obligatoria la inscripción en la matricula de co- 
merciantes... 

(Marina.) «Enterada la Reina Goberna- 
dora de! oficio de V. S. , fecha 9 de marzo 
último, manifestando lo que lia expuesto esta 
Junta de comercio sobre los perjuicios que 
causa al mismo el no llevarse á electo la Real 
urden de 29 de octubre anterior, relativa á la 
formación de la matrícula general de comer- 
cio. antes ile la provincia, y conformándose 
S. M. con el parecer de la Junta del almi- 
rantazgo, se lia servido resolver que se obli- 
gue á todas 1 is personas que se dediouen 
al comercio, á inscribirse en in citada 'ma- 
trícula, con arreglo á los arls. 1. w y tí del 
Código de comercio, haciendo entender a 
ios contraventores que en el hecho quedan 
privados de ejercer el comercio con sus go- 
ces y prerogativas, y suje tos á las resultas y 
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1 consecuencias de la trasgresíon de la ley. — 
Lo digo á V. S., etc.» (Col. del Castellano , 
í.7,p. 4B.) 

R. O. de 16 marzo de 1846. 

Se manda formar la matricula general de comercio 
siendo obligatoria la inscripción. 

(Marina.) ...S. M. se ha servido man- 

■ dar que las Juntas de comercio en las pro- 
vincias donde Jas haya, y en donde no los 
Jefes políticos á quienes los intendentes de- 

. berán pasar una razón de los comprendidos 
j en cada una de las clases de comerciantes 
para el .pago de la contribución de comer- 
se), procedan á formar la matrícula general 
de comercio, y que los que no se inscriban 
en ella queden privados de ejercer tan hon- 
rosa profesión, de sus goces y prerogativas; 
quedando sujetos además á las eonsecuen- 
' cías del sumario que se les forme como tras- 

■ grosores de la ley. — De Real orden, etc. 
(CL. t. 36, p. 470.) 

R. O. de 28 noviembre de 1847. 

(Com. Lnst. y O. P.) Para el uso de la 
facultad que concede d Jos corredores el ar- 
tículo 87 del Código de Comercio, se dictan 
por esta Real orden como reglas generales 
las siguientes: 

1. a «Los corredores que por hallarse 
imposibilitados de ejercer por sí mismos sus 
funciones, pretendan usar de la facultad 
prescrita en el art. 87 del Código de Comer- 
cio, habrán de acreditar ante el Jefe político 
de la provincia la causa de su ¡nipos bilidad, 
á fin de que constando esta en debida forma 
se les autorice para valerse de un dependien- 
te que les sustituya bajo su responsabilidad. 

2. * Acordada esta autorización, el Jefe 
político oirá á la Junta de gobierno de! Co- 
legio de corredores de plaza sobre la aptitud 
y moralidad del dependiente que el corre- 
dor le proponga para sustituirle. 

3 a Siendo favorable al propuesto el in- 
forme de la Junta, y no encontrando el Jefe 
político inconveniente alguno bajo otro con- 
cepto para que- pueda desempeñar el oficio 
de corredor, acordará su aprobación, exi- 
giéndole eo calidad de sustituto el jurameii- 
l prevenido en el art, 79 del Código, y se 
le dará á reconocer en la plaza para que, á 
nombre del corredor propielario, pueda in- 
tervenir legítimamente en las negociaciones 
mercantiles.» (CL. t. 39, p. 184.) 

Ley de 28 enero de 1848. 

Esta ley que estableció las formalidades 
para la constitución de compañías mercanti- 
les por acciones se halla insería con otrui 
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disposiciones en Sociedades mercantiles. , 
Consúltese, sin embargo, el decreto do 28 de 
octubre de 1868, derogatorio de esta ley. 

R. O. de 12 (obrero de 1850. 

Modo de inscribir las escrituras dótales en el registro 
de comercio cd cumplimiento de los arls. l 2 l 2 y 26 
del código: Cuestiones sobre el valor legal de estos 
actos. 

(Com. Inst. r O. P.) «Vista una instan- 
cia de D. Antonio Cluappino, vecino y del 
comercio de Valencia, en queja de una pro- 
videncia del Jefe político de la misma ciudad 
en que determinaba que la inscripción de la 
escritura dotal de su esposa en el registro de ; 
comercio de la provincia no produjese efec- 
tos legales sino desde el día 1 1 de mayo: 
Vistos los arts. 22 y 26 dei Código de comer- 
cio, señalando el primero los documentos 
que deben inscribirse en el registro de la 
provincia, y el segundo el término .dentro 
del que deben presentarse á la inscripción. 
Considerando que según resulta del expe- 
diente, D. Antonio Cbiappino, cumplió con 
estas disposiciones presentando en tiempo 
hábil la carta dotal de su esposa para que 
fuese inscrita en el registro de la provincia. 
Considerando que la providencia del Jefe po- 
lítico prejuzga basta cierto pimío los efectos 
legales de un contrato civil elevado á escri- 
tura pública, lo que es propio y peculiar de 
los Tribunales de justicia. Considerando que 
las atribuciones de la administración activa 
que en aquel acto ejercía el Jefe político es- 
tán limitadas á prevenir ó hacer imposibles 
los fraudes que pudieran cometer la codicia 
ó la mola le en daño de acreedores legítimos. 
Considerando que esto se consigue llevando 
con escrupulosidad el registro de la provin- 
cia, anotando las fechas de los documentos y 
del dia en que se verifica la inscripción; la 
Reina se ha servido resolver y declarar, oido 
ei Consejo Real: Primero: que se suprima la 
nota mandada pouer por el Jefe político de 
Valencia en la inscripción de la escritura do- 
tai de la mujer de D. Antonio Cbiappino. Se- 
gundo: que todos los registros de igual natu- 
raleza se hagan expresando ún. carneóte las 
fechas de las cartas dótales de los certifica- 
dos de inscripción en las matriculas de co- 
mercio, y del dia en que se verifiquen los 
expresados registros. Tercero y último: que 
las cuestiones acerca del valor legal de estos 
actos no corresponden por su naturaleza a 
la competencia administrativa.— De Real ór- 
deu lo digo á V. S. para su conocimiento; y 
á fin de que en casos semejantes se arregle j 
V. S. á oslas disposiciones. — Dios guarde etc. 
—Madrid 12 de febrero de 1850. — Seijas.— 
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Sr. Gobernador de la provincia de... (CL, to . 
mo 49, p. 267.) 

R. fí. de 9 abril de 1851. 

Determina las fianzas que lian de prestar los corredo- 
ras de comercio (1). 

(Com. Inst. y O. P.) Artículo l.° ^sí 
los corredores de Real nombramiento como 
¡os que son dueños ó arrendatarios del oficio 
de tales, no podrán entrar á ejercerle ni 
continuar en sus funciones sin prestar antes 
la lianza que previene el art. 80 del Código 
de comercio. 

Esta fianza podrá constituirse, á voluntad 
de los interesados, en metálico ó su equiva- 
lente en popel de Ja Deuda consolidada que 
gane interés, al precio que señale la cotiza- 
ción de la Rolsa dei último dia de diciembre 
que publique la Gaceta. 

Los réditos del pape! seráD percibidos por 
los interesados, á cuyo efecto al vencimiento 
de cada semestre se cortarán los cupones 
correspondientes para que puedan cobrar su 
importe. 

Art. 2.° La fianza será de 40.000 rs. en 
las plazas de Madrid, Barcelona, Valencia, 
Málaga, Sevilla, Cádiz, Coruña, Santander, y 
Bilbao; de 25.000 en Tarragona, Alicante", 
Palma de Mallorca, San Sebastian y Vallado- 
lid, y de 12.000 en todas las demás plazas 
del reino. 

Art. 3.* Las fianzas se constituirán con 
intervención de los Gobernadores de las 
provincias y de las Juntas de gobierno de los 
Colegios de corredores, donde los hubiere, 
en el Banco español de San Fernando, ó en 
sus representantes en las diferentes plazas 
del reino, expidiendo las respectivas cartas 
de pago para seguridad de los interesados. 

Art. 4.* Los Gobernadores de las pro- 
vincias cuidarán de que las fianzas se con- 
serven siempre íntegras, exigiendo el mas 
exacto cumplimiento del art. 81 del Código 
de comercio. 

En las plazas donde hubiere Colegio de 
corredores serán responsables de la integri- 
dad de la fianza los individuos que compon- 
gan la Junta de gobierno. 

Art, 5 0 Cuando por fallecimiento de un 
corredor 6 por cesación en su oficio baya 
quedevolver.su fianza, se anunciará la devo- 
lución por medio de edicto, que se lijará en 
la Bolsa, Casa-lonja, Tribunal ó Junta de co- 
mercio ó en un paraje público por término 
de 30 dias, á (in de que se puedan hacer las 
reclamaciones oportunas. 


(i) Véase el art. 7.° del decreto de 30 de 
noviembre de 1868, en el Apénd. I, p. 594. 
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Art. 6.' A fin do que por im parte las 
fian ZAS constituidas on‘ papel representen ia 
cantidad correspondiente con arreglo al ar- 
tículo 2. u , y de que por otra parte no se im- 
ponga á Ijs corredores mayor gravamen 
que el que la ley exige al principio de cada 
año, se arreglarán las fianzas por el precio 
que haya tenido el papel en la Bolsa el día 
último de diciembre anterior, y en conse- 
cuencia los corredores lamentaran el papel 
necesario hasta completar la cantidad de la 
fianza ó retirar el sobi ante. 

Las fianzas constituidas en la actualidad se 
arreglarán por los precios que el papel haya 
tenido en la Bolsa el último < lia de diciembre. 
—Dado en Palacio a 9 de abril de 1851. 
(CL. t. 52, p. o2J.) 

R. O. de 15 abril de 1S51. 

Sobro tomado razón tío las carias «lolalos y capitula- 
ciones malmiioolalüs do los couiorcianlos oo ol ro- 
gislr ) ¡iu Ulico. 

(Cosí. In’st. y O. P.) « .. La Reina, oi'lo 

el Consejo Real, so ha servido disponer, que 
á fin de contribuir á que tenga el debido 
cumplimiento lo dispuesto orí el art. 20 del 
Código de comercio acerca de la presenta- 
ción en tiempo hábil de los documentos que 
se hallan sujetos á la torna de razón en el 
registro público de la provincia, se imponga 
á los escribanos Ja obligación de advertir en 
el contexto de las escrituras que otorguen la 
obligación prescrita en los arts. 22, 2o, 26, 
27, 28, 29 y 39 del Código mercantil, a la 
manera que lo hacen con respecto á la lo- 
ma de razón en las Contadurías de hipote- 
cas; y en cuanto á las cartas de dote otorga- 
das por personas no comerciantes que des- 
pués abracen esta profesión, la indicada ad- 
vertencia deberá hacerse en ei mismo certi- 
ficado de inscripción, puesto que desde su 
fecha se cuentan los quince dias para cum- 
plir con la referida formalidad. 

Todo lo que de Real orden participo á 
V. S, para s i conocimiento y efectos consi- 
guientes; en la inteligencia de que con igual 
fecha se traslada esta disposición al Ministe- 
rio de (inicia y Justicia para que por su par- 
te la comunique y encargue su cumplimiento 
a loses riba nos de los Juzgados. — Dios "nar- 
do etc. Madrid 15 de abril de 1851.— Fermín 
Arteta.— Sr. Gobernador de la provincia de... 
(CL. t. 52, p. 5i4.) 

R. O. de 15 mayo de 1851. 

Es sobre rúbrica de los libros de comer- 
ciantes. Está en Gobeknadokíís de provincia. 

Tomo IX. 
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Hoy reformado el art. 49 del Código de co- 
mercio no ofrece dificultad su inteligencia. 

R. O. de 10 octubre de 1862. 

Formación do la matricula de comerciaDles... 

(Fou.) «...S. M. la Reina se ha servido 
disponer: 

1. ° Que se proceda á la formación en 
esa provincia de una matrícula de comer- 
ciantes, exacta y arreglada á lo que previe- 
nen los artículos 11 y 22 del Código de co- 
mercio, rectificando en su consecuencia la 
existente. 

2. ° Que á fin de que la operación se efec- 
túe con todo el celo no menos que con la 
inteligencia que es indispensable, se encar- 
gue .le practicarla la sección de comercio de 
la Junta de Agricultura, Industria y Comer- 
cio de esa provincia, asociándose á ella, si el 
numero de sus individuos ordinarios no se 
hallare completo, los que se necesiten de 1a 
sección de industria de la misma junta. 

3. ° Que 13 expresada sección proceda á 
dicha rectificación tan luego como las ofici- 
nas de Hacienda ultimen el catastro del sub- 
sidio industrial y de comercio correspon- 
diente al año próximo, considerando, al efec- 
tuarla, como sujeLos á inscripción las perso- 
nas cuya condición de comerciantes, con ar- 
reglo al art. 1,° del Código de comercio, te- 
niendo en cuenta blindóle y extensión de ¡as 
operaciones que realicen, no ofrezca duda. 

4. ° Que revisada que sea la matrícula 
por ese Gobierno y subsanadas las omisiones 
que note, se publique por e! mismo en la ca- 
pital y poblaciones donde se hallen avecin- 
dados ios inscritos, señalando un término 
proporcionado para que aquellos que se 
crean indebidamente calificados de comer- 
ciantes ó -excluirlos, puedan reclamar ante 
Y. S., que decidirá dichas recl.imac ones, 
previa consulta del Consejo provincial, acor- 
dando la inclu.si >n ó exclusión de las perso- 
nas que las hubieren deducido. 

5. “ Que ultimarla que sea la matrícula 
en la forma que queda prevenido, se publi- 
que de nuevo y remita un ejemplar i los Al- 
caldes de las poblaciones expresadas en el 
párrafo 4.°, vá ia Dirección de Agricultura 
Industria y Comercio de este Ministerio. 

6. ° Que cada dos años proceda la sección 
de comercio ríe la Junta provincial á rectifi- 
car Ja matrícula en la forma y época que 
quedan expresadas en e! párrafo 3.°, conti- 
nuándose la operación en los términos que 
previenen los párrafos 4.° y 5.“ 

7. ° Que en los intervalos que medien 
entre una y otra rectificación cuide Y. S. de 

13 
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que se inscriban en la matrícula, todos los 
que de nuevo se dediquen ó la profesión 
mercantil, conminando á ¡os que no cumplan 
con este deber con las multas y correcciones 
que caben dentro de la facultad coercitiva 

3 ue las leyes le han confiado, sin perjuicio 
e someter á la acción de los tribunales á los 
que incurran en responsabilidad criminal. 

Al dictar S. M. estas disposiciones, ha te- 1 
tenido por conveniente declarar que no por 
ellas se determina la declaración de comer- 
ciante á favor de las personas comprendidas 
en la matrícula hasta el punto de coartar la 
libre acción de los tribunales para juzgar de 
su propia competencia en los casos especia- 
les que á ellos se sometaD, ni para apreciar el 
fuero personal de los que se presenten corno 
demandantes ó demandados; sino que tienen 
por principal, aunque importante objeto, el 
cumplimiento de la prescripción preventiva 
del Código mercantil en lo relativo al esta- ' 
blecimiento del registro de comercio é ins- 
cripción de los comerciantes en la matrícula 
del mismo, la cual constituye solo una pre- 
sunción juris que los expresados tribunales 
apreciarán según su caso, y contra la cual 
podrán admitirse en juicio las pruebas que 
sean procedentes.— De Real orden etc.— 
Granada 10 de octubre de 1862.» (CL.t. 88, 
p. 462.) 

Decreto de 28 octubre de 1868. 
Sociedades anóuimas. 

Por este decreto, inserto en el Apéndice /, 
pág, 478, se deroga !a ley de Sociedades 
anónimas de 28 de enero de 1848, el re- 
glamento para su ejecución de 17 de febrero 
del mismo año y todas las órdenes y decre- 
tos expedidos para la aplicación y explicación 
de la ley , sometiéndose dichas sociedades á 
las prescripciones del Código do comercio. 

Decreto de 30 noviembre de 1868. 

Declarando libres, sin perjuicio de los co- 
legios, los oficios de agentes do Bolsa, cor- 
redores de comercio ó intérpretes de navios. 
(Apénd. I. p. 594.) 

Ley de presupuestos de i. 0 julio de 1869. 
Derecho$¡de aduanas, 

Esta ley, inserta en el Apéndice II, p. 220 
establece en su art. 9.° la reforma de los de- 
rechos de arancel de Aduanas según las ba- 
ses establecidas en la letra C .— Estas bases, y 
el decreto de 12 de julio aprobando los nue- 
vos aranceles que siguen desde 1 ,° de agosto 


consúltense en el apéndice citado, págs. 229 
y 260 á 277. 

Jurisprudencia. 

Son muy pocos y de escasa importan- 
cia tos puntos de materia mercantil que 
ha resuello la jurisprudencia, y he aquí 
los principales, á parte de los que pue- 
den consultarse en Abanderamiento: Ca- 
minos de hierro: Letras de cambio: So- 
ciedades, ETC. 

I. Calificación de comerciante : Matrí- 
cula. — No es fundada la calificación de co- 
merciante con arregio á los arts. 1,°, líy 
L7 del Código, respecto del que no resulta 
inscrito en la matrícula de comercio, ni que 
haya pagado contribución como tal, ni que 
tuviera por ocupación habitual y ominaría 
el tráfico mercan til, ni que haya fundado en 
éi su estado político, y esto aunque se haya 
ocupado cu hacer operaciones de crédito. 

( T . S. Sent. de 26 mayo de 1857 y 25 enero 
de 1858.) 

II. Compras mercantiles. — Con arreglo al 
art. 359 del Código es compra mercantil 
la de aceite que se invierte en fabricar ja- 
bón para la venta. — (Sent. de 5 agosto de 
1857.) 

Uí. Sociedades mercantiles. — Corres- 
ponden á la clase de sociedades mercantiles 
aquellas que tienen por objeto operaciones 
de comercio, y lo es por tanto Ja de esta- 
blecimiento y explotación de un café, puesto 
que con arreglo al art. 359 son mercantiles 
las ventas y reventas que en él se hacen. 
(Sent. de 24 marzo de 1858.) 

IV. Calificación de compra mercantil.— 
Las controversias que ocurran sobre com- 
. peas mercantiles de que trata el art, 359 del 
Código, están sujetas á las leyes de comer- 
. cío, aunque el que las hace no teDga la cua- 
lidad de comerciante para ¡os efectos del ar- 
tículo 1014 sobre declaración en quiebra. 
(Sent. ele 28 febrero de 1859.) 

. V. Gerente de sociedad anónima. — Se- 
gún el art.. 165 del Código el gerente ó admi- 
nistrador de una sociedad anónima, tiene el 
concepto de mandatario. Con arreglo al ar- 
tículo 175 los poderes generales otorgados 
al gerente de una sociedad anónima, no le 
autorizan para otros actos que los que exija 
la dirección del establecimiento, entre los 
cuales no puede considerarse comprendido 
el de tomar préstamos, tratándose de un 
establecimiento de fabricación y expendi- 
cion. El gerente de un establecimiento fabril 
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no puede tener otro concepto legai que el , 
de un factor, y en este sentido ie son apli- ; 
cables los arts. 174, i'75, rt i , io-i, 1S2 y 
187 del Código de comercio. ( Sent . de 2 
abril de 4 862. ) 

VI. Declaración de quiebra.- — Cualquie- 
ra que sea la fecha en que se ejecutoríe di- 
cha declaración, se refiere siempre ni dia de 
la suspensión de pagos. (Sent. de 19 jumo 
de 1*63.) 

VII. Contrato de seguros.— La póliza oe 

seguros, es la ley á la que deben sujetar ei j 
asegurador y asegurado, todas las cues!:o- ¡ 
nes nacidas de tal contrato. (Sent. de abril \ 
de 1804.) I 

VIH. Síndicos de un concurso . — Las de- | 
mandas que se intenten contra los bienes de 
una quiebra se sustanciarán con los síndicos ' 
de la misma. Tienen estos la representación 
legal y el deber de cumplir las obligaciones 
legítimamente contraídas en tiempo hábil por 
el concursado. (Sent. de 1 i abril de 1864.) 

IX. Quiebra: calificación : convenios , — í 
Ei éxito de los convenios entre el quebrado j 
v sus acreedores cuando la quiebra no está j 
calificada, depende del resultado definitivo 
del expediente separado de calificación , ex- 
cepto el caso consignado en el art. 1 145 del 
Código de comercio. — Debe suspenderse la 
aprobación de tales convenios cuando los 
síndicos de la quiebra hubiesen solicitado 
que se declare esta fraudulenta, quedando 
nulos de derecho, si así se resolviese sin 
necesidad de oposición alguna por parte de 
los acreedores. — El expediente de califica- 
ción de la quiebra debe seguirse con audien- 
cia de los síndicos. — No existe contradicción 
entre lo establecido en el art. 1161 del Có- 
digo de comercio y en el 200 de la Ley de 
Enjuiciamiento mercantil, porque sus pres- 
cripciones se refieren á casos y fines com- 
pletamente distintos. (Senü. de 18 marzo 
de 1865.) 

X. Compañía mercantil : Facultades de 
los socios. El socio de una compañía mer- i 
cantil encargado de dirigir una negociación 
de ella no puede dar poderes para este efec- 
to, constituyendo eo su lugar á otra persona 
sin que preceda el consentimiento de todos 
(os socios, conforme al art. 322 del Código. 
(Sent. de 30 mayo de 1863.) 

XI. El Código de comercio es general 
para toda la monarquía y derogatorio de 
todas las leyes anteriores en esta materia.— 
El Código de comercio fu é promulgado como 
ley universal para todo el Reino, en materias 
y asuntos mercantiles, con el alto lin de 
uniformar la legislación en esta parte, por 
un sistema completo y fundada sobre los 


principios inalterables de la justicia, derogan- 
do todas las leyes, decretos, órdenes, regla- 
mentos v ordenanzas particulares como se 
expresa y manda en la Real cédula de su 
publicación. (Sents. de 2 abril de 1865 y 26 
mayo de 1866.) 

XII. En Cataluña el derecho supletorio 
de la legislación mercantil es el común ó 
de Castilla. — Declarándose en el art. 234 del 
Código que los contratos ordinarios de co- 
mercio están sujetos á todas las reglas ge- 
nerales que prescribe el oerecno común, sin 
otra modificación ni restricciones que las 
consignadas en aquel, se evidencia que son 
inaplicables hs leyes romanas, que si bien 
forman el derecho supletorio de la legislación 
fura! de Cataluña no están admitidas ni cons- 
tituyen el. gen .‘ral ó común de España, y de 
otro modo vendría á destruirse la uniformidad 
ya establecida en el mencionado Código. (Sen- 
tencia de 26 mayo de 1866.) 

XIII. Graduación de créditos: Pagarés 
reconocidos sobre que ha recaído sentencia 
de remate. — Atendido lo dispuesto en el ar- 
tículo 1123 del Código de Comercio los cré- 
ditos que proceden de pagarés y que no son 
por tanto escriturarios , no variar de natu- 
raleza para el efecto de su graduación en el 
juicio de quiebra, aunque hayan sido recono- 
cidos y recaído sentencia de remate en un 
juicio ejecutivo seguido sobre su pago. (Sen- 
tencia de 22 setiembre de 1866). 

XIV. Acumulación en el juicio de quie- 
bra.— Pava. que el juicio universal de quiebra 
atraiga así los procedimientos ejecutivos con- 
tra el quebrado, es necesario que estos ha- 
yan sido promovidos ó que se hallen pen- 
dientes, después de haberse proveído el auto 
de declaración de quiebra. (Decís, de 14 ju- 
nio de 1866). 

XV. Negociaciones de las compañías 

anónimas. — Estas no pueden extenderse á 
otras negociaciones que las de su objeto se- 
gún lo determinado en sus estatutos y regla- 
mentos, s’ü que pueda prevalecer contra 
esta doctrina legal el acuerdo de una junta 
general de accionistas cualquiera que sea su 
número y la representación de acciones que 
reúna. (R. D.-S. de 29 de diciembre absol- 
viendo á la Administración de la demanda 
propuesta por I). Juan Illas y otros , y con- 
firmando, con vista del art. 16 de la ley de 
28 de enero de UÍ48 y reglamento de 17 de 
febrero siguiente , uñ Real decreto por el 
que se dispuso al reintegro de los fondos so- 
ciales etc.) . . . 

XVI. Carácter legal de los comisionis- 
tas. — La toma de razón exigida por el Códi- 
go de comercio (arts. 174, 22, núm. 3.° y 29) 
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se refiere á los poderes de los dependientes . 
no á los comisionistas, listos tiene,» derecho 
á retribución según el art. 137 de dicho Có- í 
digo no siendo aplicable por tanto la doctri- : 
na del ilereclio civil sobre el mandato. (Sen- 
tencia de 15 ene» o de 1807). — Y. Letua dk 
cambio. 

XVII. Contrato mercantil: interpreta- 
ción. — Lo pactado y convenido, es la su- 
prema ley eu los contratos , y para su inter- 
pretación y recta inteligencia, cuando sobre 
esta se suscita alguna duda, mas- que á las 
palabras en su rigurosa acepción , se ha de 
atenderá su espíritu, deduciéndosela verda- 
dera inteucion de los contratantes por la ila- 
ción y enlace que entre sí guardan las cláu- 
sulas, por las que de estas hayan sido con- 
sentidas y por jos hechos mismos de las par- 
tes subsiguientes al contrato, cuando tengan 
relación con lo que se disputa, según dispo- 
ne el art. 249 del Código de Comercio. ( Sen- 
tencias de 26 mayo de 1800 y 2* marzo de 
1867.) 

XV III. Contrato de seguros. — No pueden 
considerarse infringidas ni alteradas en su in - 
terpretacion las cláusulas de un contrato de 
seguros sobre incendios, cuando su inser- 
ción es tan clara que no admite duda de nin- 
gún género. Si el seguro es de un puente de 
madera alquitranado, no puede decirse que 
se acumulan ó introducen materias inflama- 
bles contra la condición del contrato , alqui- 
tranándole de nuevo cuando lo exija su con- 
servación. (Senl. de 6 mayo de 1867.) 

XIX. Quiebra: Junta de acreedores . — - 
Una de las disposiciones consiguientes á la 
declaración lórmal de quiebra es la convo- 
cación de los acreedores á Ja primera junta 
general según se ordena en los arts. 1044 
y 1062 del Código de comercio, y en ta! con- 
cepto es consecuencia legítima que en el 
caso de que aquella se deje sin efecto por 
sentencia ejecutoria se haya de celebrar de 
nuevo, sin que obste el lapso del término 
marcado en el 1062; porque es un principio 
inconcuso de derecho que los actos dejados 
sin efecto ó declarados nulos se consi leran 
bajo el punto de vista legal como si no se 
hubieran realizado. — El art. 1019 del mismo 
Código se refiere al comerciante que se ma- 
nifiesta en quiebra y no es aplicable al caso 
en que esta declarada á instancia de algún 
acreedor. ( Sent . 22 junio de 1867.) 

XX. Contrato mercantil: interpretación. 
—Deben los contratos mercantiles ejecutar- 
se y cumplirse de buena fé, según los térmi- 
nos eu que fueron hechos y redactados y la 
Intención bien manifiesta de los contratan- j 
tes, «onforme á tos arts. 247 y 248 del Có- t 


digo de comercio. {Sent. de 9 octubre de 

1867.) 

Sumario del Có ti i jo de comercio (I). 

Abandono de cosas aseguradas. (Y. Segu- 
ros ni intimes.) 

Abordaje: lo que es, responsabilidad, etc.; 
676, 682, 861, 862, 884,934)' 935. 

Acciones de compañía ; 265, 275, 280 á 283 
y 293. Véase en el tumo I, pág. IGl los ar- 
tículos Acciones ük compañía; de son eda- 
des: DE BANC iS, 

Acciones: relalivas á las obligaciones del co- 
mercio marítimo f prtscripcion);992 á tüOG. 

Acciones : del portador de letra de cam- 
bio; recambio y resaca; 534 á 557 y 580 
á 53 2. 

Aceptación: de letra; 455 á 4G5. (Y. Letra 
de cambio.) 

Acreedores : su derecho á pedir declaración 
de quiebra conlra el deudor, ele.; 1 025, 
á 1027, 1030). 

Acreedores: (graduación y pago de); 1113 á 
1136. — Convenio entre acreedores y el 
quebrado; 1147 ¡i 11 1¡7. 

Acta de navegación-, 584, 590 á 592. 

Aíianzaniithtus mercantiles: 412 á 410, 
340, 838. 

Alimentos: al comerciante quebrado; 1093 
y l 1 '99. 

Arribada forzosa: lo que es; sus efectos, etc.; 
968 á 9M. 

A s eg u radar . — ( V . Seguros . ) 

Aval : y sus efectos; 475 á 478. 

Averia: lo que es; averia simple, gruesa ó 
común, ele.; 930 á 967 . 

Balances mercantiles: cuando son necesa- 
rios. etc.; 36 á 33, 339, 1018, 1060 y 
1 00 1 . 

Baratería: 042, 648, 049, 604, 005, 076, 
0;9, 680. 083, 832 v 802. 

Bienes : Responsabilidad de lósele mujer ca- 
sada y menor de edad, ele.; 5, 0,7 y 1014. 

Bolsa: Véanselos arts. (¡9 y 115, y Bolsa de 
co.MEimio en el tomo II, pág. 779 _ 

Cabotaje: (Y. esta voz eu el tomo 11, pági- 
na 806.) 

Capitán de nave: requisitos, sus funciones, 
obligaciones y responsabilidad, etc; 034 
á 686, 699, 705, 706. 


(I) Los artículos que se citan en ost a suma- 
rio son lodos del Código de comercio. L<>s ca- 
sos de jurisprudencia los indican os d<- "Sto 

modo «ja»'...* y á continuación el número que 
corresponde. 
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Capitán: de puerto; Coi (1)546 y 651. (Véa- 
se Puertos. ) 

Car fiador: Llamee así la persona que en- 
carda al porteador el trasporte de los ce- 
reros ó mercancías — Ver los nrfs. ‘204 y 
siguientes 065,754,770,775, 776, 778 a 
700, 924, 938, 969. 985 y 934. 

Carla- orden: de crédito; 572 ó 579: de na- 
vegación; 960: de portes; 204 á 206: do- 
tal; 22. 

Cesión de bienes : Lo que es y sus efectos; 
1176 V 1 177. 

Comerciantes: aptitud para ejercer el co- 
mercio y calificación lepa!; l.° á 20. — 
Ofili g;tc : one« comunes, regí-tro, confabili- ] 
dad, correspondencia; 21 ú 61. — Jurispru- 
dencia I. 

Comercio marítimo : naves, navieros, capi- 
tanes, etc.; contratos de comercio maríti- 
mo; riesgos v daños; prescripción de obli- 
gaciones; 583 á 1000. 

Comisionistas : 62, 116 á 172. — Jor. XVI. 

Compañía mercantil, en general; ‘264 á 
358.— Jur. III, XV, XVI. 

— Anéminn; 265, párr. 3.°, 276 a' 284, 293, 
29 t, 295, 298, 309, 310 y 330: Jor. V. 

— En comandita: 265, párr. 2.°, 270 á 275, 
298, 309. 

— Colecliva: 263, párr. l.°á 269, 274, 284 
á 290, 299 á 325, y 326 á 353. 

— Accidental ó de cuentas en participación: 
351 á 358. 

Compra s; y ventas mercantiles; 359 A 385. 
— Jurisprudencia II. IV. 

Concurso de acreedores: 'V, Quiebra), v el 
nv'smo artículo Concurso en el tomo III, 
pa'íí. 306.) 

Conocimiento : Llámase así en el comercio 
marítimo ni r smiardo que contiene la in- 
dicación de tas mercancías que el carga- 
dor lia entregado a' bordo déla nave para su 
trasporte. (Ver art.s. 799 á 8t t.) 

— de firma ; díee-e así déla seguridad que 
se da al que lia de pagar una letra de cam- 
bio de que e] portador que la presenta al 
cobro ron su ir mn >>s persona legítima. 

Consignatario: Llámase así ni comerciante 
á quien va Consignado el carca ni en lo de 
una nave ó parte del mismo. (Verlos artí- 
Culns507,215, 218, 319, 030, 672 v 811.) 

Cónsules-, españoles en el extra n ¡ero- 650 v 
842. (V. Cónsules, t. IV. p. 483.) 

Contabilidad: mercantil; libros que deben 


(t) Capitán de puerto es la autoridad que 
tiene á su cargo la policía, gobierno y direc- 
ción de un puerto, y toma nota de las embar- 
caciones que en ¿[entran y salen, provee ásus 
peticiones, etc. 
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llevar los comerciantes; cuentas; inventa- 
rios y balances, etc.; 32 á 55. 

Contramaestre: SU cargo, etc.; 687, 688, 
694 á 697. 

Controlo á la gruesa ó préstamo á riesgo 
mn rí I ¡mn; 81 2' á 839.— Seguros marítimos; 
840 a 929. 

Contratos mercantiles: disposiciones sobre 
personalidad de menores, comisionistas, 
factores, mancebos, etc; 5, 6, 10, 65,135, 
153, 156, 178, 179, 185,190, 197,198, 
y 205. — Disposiciones preliminares sobre la 
formación délas obligaciones mercantiles; 
234 á 264.— Jur. XVII, XVIII y XX.— 
Compañías mercantiles; 264 á 358. — Com- 
pras y ventas; 359 á 385. — Permutas; 
336.— Préstamo y sus réditos; 387 á 403. 
— Depósitos; 404 á 411. — Afianzamien- 
tos; 412 á 41 tí. — Seguros de conduc- 
ciones terrestres; 417 á 435. — Letras de 
cambio, libranzas, pagarés y cartas ór- 
denes; 426 á 579 —Disposiciones genera- 
les sobre prescripción de contratos mer- 
cantiles; 580 á 582. 

Contratos: de comercio marítimo; trasporte 
marítimo ó fleta mentó; 737 á 811. 

Corredores ; 62 á 115. 

Corredor: s intérpretes de navios; sus requi- 
sitos, atribuciones, obligaciones, etc.; 729 
á 736. 

Correspondencia mercantil; 56 á 61. 
i Créditos no endosables (venta de); 382 
I á 385. 

Cuentas en par tipacion: (sociedad acctden* 
la!); 354 á 358. 

Dt pósitos mercantiles: 404 á 411. (Y. Con- 
tratos.) 

Descuento : En el comercio se llama des- 
cuento el tanto por ciento que se deduce 
ó cobra por realizar antes de su venci- 
miento una letra do cambio ó pagaré á la 
órden. El descuento no está sujeto á tasa, 
art. 400. (V. Interés del dinero.) 

Embargo: 296, 298, 497 y 498; marítimo, 
71 1 á 713, 769 y 935; de nave, 602 á 607; 
provisional, 364 á 379. 

Enajenaciones en fraude de acreedores; 1039 
á 1042. 

Endoso v sus efectos; 434, 465 á 474, 490 á 
492, 509, 534 á 540 y otros. 

Equipaje: En el comercio marítimo, se dá 
este nombre á la gente de mar que á las 
órdenes del capitán de la nave compone la 
tripulación; 639, 098 á 722. 

fricción; 380 y 381 . 

Extranjeros ; 18 á 20, 584 y 634. Ver esta 
misma voz en ei tomo VI, p. 758. 

Factores de comercio; 62 y 173 á 202. 

Fianza mercantil. (V. Afianzamientos.) 



198 MERCADER... 

Fletamento ; Lo que es; requisitos de este 
contrato, efectos efe; 737 á 798, conoci- 
miento y efectos; 799 á 8t t . 

Gerente : carácter de este cargo y facultades; 
107. — Jur. Y. 

Gobernador de ja provincia; 12. 14, 24,71, 
77, 78, 1 10, 112, 114, 115, 1190 á 1192, 
1206 y 1207. 

Graduación de créditos. (V. Quiebra.) 

Herederos ; obligaciony responsabilidad de los 
de comerciantes, derechos etc.; 55, 145 y 
332; délos de hombres de mar, 720 y 721. 

Hombres de mar . (Y. Equipajes.) 

Interés. (Y. Rédito, Descuento, y e! artículo 
especial Interés del dinero.) 

Intérpretes de navio. (V. Corredores.) 

Leyes mercantiles: El Código es ley universal 
en toda España, y el derecho común es 
supletorio. — Jur. XI, XIL 

Letras de cambio; 426 á 582. V. Letra de 
cambio en el tomo VIH. 

Libranzas ; 558 á 571. (V. Letras de cambio.) 

Libros de comercio: diario, copiador, ma- 
yor, de inventarios; sus requisitos etc; 32 
á 61 .—Prescribe el Código otros libros á 
los capitanes de nave, 646, 691 y 699; á 
los corredores, 91 á 96; A los intérpretes 
de navio, 732; á los comisionistas, 233; á 
los pilotos. 692, á los sobrecargos, 725. 

Mancebos de comercio ; 62, 19t á 202. 

Matrícula de comercio; 11 á 17 y 617. 

Mercader; 38 y 39. 

Mujer casada, 5. 6, 7, 1114, 1116, 1117 y 
U§4. 

Naufragio: lo que es, responsabilidad en su 
caso, efectos etc.; 982 á 991. 

Naves: su propiedad y posesión: construc- 
ciones: matrículas: enajenaciones: comer- 
cio etc.; 583 á 615. 

iVacíeros: requisitos para serlo, sus funcio- 
nes, responsabilidad etc.; 61C á 633. 

Obligaciones. (V. Contra'os.) 

Pagares á la órden; 558 ¡í 571. 

Permutas; 386 (V. Contratos.) 

Pilotos; requisitos . funcione* obligaciones, 
responsabilidad etc. 687, 688, 694 á 697. 

Pólizas de comercio; 235, 239 y 251; de se- 
guros terrestres , 41 8 á 423 ; de seguros 
marítimos 443 á 447; de fletamentos, 740 
á 745; de contratos á la gruesa, 812 
á 815. 

Porteadores de comercio; 62 y 203 á 233. 

Prescripción de acciones; 992 á i 000 y de 
contratos , 580 á 582; de documentos de 
giro, 557, 569 y 579. (Y. Acciones.) 

Préstamo á la gruesa 6 á riesgo marítimo; 
812 á 839. 

Préstamos mercantiles; 387 á 403. (V.Con* 
tratos.) 
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Protestos; 5 1 1 ¡í 525. 

Quiebras. Lo que es el estado de quiebra y 
sus diferentes clases: 1001 á 1015.- — T)ñ. 
duración de quiebra, 1 01 C á 1034. — Efec- 
tos y retroacción de la declaración de 

. quiebra, 1035á 1043.— Disposiciones con- 
siguientes á la declaración ae quiebra; 
1044 á 1067. — Nombramiento de síndicos 
y sus funciones; 1068 á 10711. — Adminis- 
tración de la quiebra; 1079 á 1099. — Exa- 
men y reconocimiento délos créditos con- 
tra la quiebra; 1100 á 1 112. — Graduación 
y pago de los acreedores; 11 13 á 1 136. — 
Calificación de la quiebra; 1137 á 1 1 46. — 
Convenio entre los acreedores y el que- 
brado; 1147 á 1167. — Rehabilitación del 
quebrado: 1168 á 1175. — Cesión debienes; 
1 176 v 1177.— Jur. YI, VIH, IX, XIII, XIV 
y XIX”. 

Recambio y resaca; 549 á 557 en Letra de 
cambio. 

Réditos. Dase esto nombre al interés que se 
cobra por una cantidad efectiva que se 
presta; ó cuyo pago debido se retarda. Ha- 
blan uel rédito que debe abonarse en casos 
dados los arts. 138 á 141, 303. 375, 376, 
388 á 403, 408, 465, 548, 556, 578, 823, 
839, 839, 979 y 991. 

Registro público de comercio; 2.2 á 31. 

Rescisión de contrato mercantil. Habla el 
Código de varios casos en que procede; 
307, 312, 326 á 328, 361, 362, 365, 378, 
700, 713, 746 á 748 y 886. 

Riesgos y daños del comercio marítimo: ave- 
ría , arribada forzosa, naufragio; 930 á 
991. 

Seguros de condiciones terrestres: 417 á 425. 
- Juris. VII, XVIII. 

Seguros marítimos; forma de este contrato; 
810 á 817.— Cosas que pueden ser asegu- 
radas y su valoración; 848 á 860. —Obli- 
gaciones entre el asegurador y el asegu- 
rado; 861 á 884. — Casos en que. se anula, 
rescinde ó modifica el contrato de seguro; 
885 á 899- — Abandono de las cosas ase- 
guradas; 900 ,1 930. — Jnrisp. Vlf, XVIII. 

Síndicos. Su nombramiento, funciones etc.; 
1068 á 1078, 1079 y sigs.— Jnrisp. VIH. 

Sobrecargos; sus funciones, deberes, prohi- 
biciones etc.; 723 á 728. 

Sociedad (V. Compañía); consúltese el artí- 
culo especial Sociedades mercantiles. 

Tanteo. Casos en que goza el deudor del 
tanteo en crédito litigioso; 3S5, 612 y 613. 

Términos. No se reconoce término alguno de 
gracia, ni cortesía, 259; en las letras de 
cambio; 439 á 447, 479 ¡í 493 y 580. 

Tripulación. (V. Equipaje.) 

Vales mercantiles; 558 á 57Í. 
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Yahemo&dichó en Código decomercio, mereio, y se mandó, según hemos visto 
tomo III, pág. IÍ2, que la jurisprudencia tener como ley y estatuto firme y perpé- 
mercantil de España se hallaba reducida tu o para toda la monarquía, con dero- 
antes de la publiracion del Código de ¡ gacion de todas las leyes, decretes, ór- 
1 829, á las ordenanzas particulares otor- i denes y reglamentos que regían enton- 
gadas á los Consulados, careciéndose de ' 
leyes generales que determinasen las 
obligaciones y derechos que nacen de 
los actos mercantiles. 

Ha tenido el comercio grandísima im- 
portancia en España, importancia que 
recuerda la que tuvieron Medina del 
Campo, Burgos, y Segovia y tantas otras j 


cesen materias y asuntos ae comercio, 
y de todas las ordenanzas particulares 
de los Consulados del reino, que se quiso 
no tuvieran en lo sucesivo valor ni fuer- 
za alguna. 

Este Código crue formuló el Sr. Sainz 
Andino, secretario de la Comisión nom- 
brada para este delicado trabajo, fuétan 
ciudades opulentas entonces y em pobre- : perfectamente recibido, que en concep- 


cidas hoy, como recuerda la queá la vez 
tenian nuestras ricas y envidiadas manu- 
facturas. Este comercio que era acaso 
el mas rico y floreciente del mundo, tuvo 
necesidad de ir formando sus buenas 
prácticas, usos y costumbres, que luego j 
recibieron la sanción del tiempo y de 
nuestros monarcas, constituyendo asilas 
famosas ordenanzas de los Consulados de 
Burgos, de Barcelona, de Bilbao y de 
otras plazas meftantiles (1). 

En 1829 se publicó el Código de Co- 


tí) Rodeada España de mares y puertos 
que facilitan sus relaciones mercantiles , po- 
seedora en e) Occéanode las mas ricas Antillas, 
y en el mar del Asia del Golfo Filipino tan 
célebre por sus admirables producciones, abier- 
tas en algunas partes y próximas á abrirse en 
otras las mas cordiales relaciones con los Es- 
tados de nuestro antiguo continente americano, 
y teniendo en el interior, gracias á nuestro 
clima y á la feracidad de nuestro suelo pro- 
ductos tan abundantes como exquisitos, varia- 
dos y apetecidos en todos los mercados del 
mundo, ha sido necesaria la funesta influencia 
de una Administración poco ilustrada y pa- 
triótica para producir el abatimiento en que se 
halla nuestro comercio tan próspero como en- 
vidiado en otras épocas por naciones que han 
sabido aprovecharse de nuestras desgracias, 
(Circular del Ministro de Marina y Comercio 
de 24 de octubre de 1 i38, invitando á las Juntas 
d que informasen sobre el estado de nuestro 
comercio , causas de su decadencia y medios de 
de superarlas). Muchas son las causas de la 
decadencia de nuestro comercio, pero la qua 
mas directamente influyó fué la expulsión de 
los judíos. — V. Jumos: Industma. 

«España tiene la gloria de que sus costum- 
bres y usos mercantiles hayan sido no solo 
aplaudidos sino adoptados en gran parte por 
varios Estados europeos (Exposición de don 
Pedro Sama de Andino al Ministerio de Ha- 


to de un eminente jurisconsulto francés 
merecía el honor de ser lomado como 
modelo de las naciones que carecian de 
legislación mercantil ó que no la tenian 
perfecta, y de ser invocado ante sus tri- 
bunales como una excelente autoridad 
doctrinaria. 

Sin embargo no pasó mucho tiempo 
sin que se pensase en su reforma. Por 
Real decreto de 24 de octubre de 1838 se 
nombró una Comisión encargada de la 
formación de un proyecto de ley que 
contuviera las alteraciones, aclaraciones 
y modificaciones que exigieran el cam- 
bio de las instituciones políticas y que 
la experiencia habia acreditado ser ne- 
cesarias para el buen despacho de los 
negocios. Por otro de 8 de agosto de 
1855 se creó otra Comisión con el mis- 
mo objeto, en el supuesto de que se de- 
jaba sentir urgentemente la necesidad de 
la reforma. Ni los trabajos de una y otra 
comisión, ni los de la general de Códi- 
gos, han dado hasta hoy resultado, y el 
Código de 1829 sigue rigiendo sin otras 
alteraciones que las que se hicieron por 


cienda sobre la necesidad del Código de Co- 
mercio). «España tenia, mucho antes que la 
Francia tuviese las ordenanzas de 1673 y 1681, 
una jurisprudencia comercial muy extensa; 
porque desde el siglo XV se habia autorizado 
por medio de Cédulas Reales, el establecimiento 
de las contrataciones de Burgos, Sevilla, Bilbao, 
San Sebastian y otras, cuyos reglamento* eran 
unos verdaderos Códigos de comercio. La Or- 
denanza de Bilbao que »e publicó en 1737 y 
que luego se revisó en 4819, habia obtenido 
una especie de superioridad y casi de univer- 
salidad. (Mr. Pardeuut.) 
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el decreto de 6 de diciembre de 1 868 (1 ) 
y por algunas otras leyes y disposicio- 
nes (fue mas ó menos directamente tie- 
nen relación con las del mismo Código. 

Hé aquí pues las disposiciones que 
pueden consultarse en otros artículos de 
esta obra. 

En Abanderamiento , la ley de 28 de 
octubre de 1837; las Rs. Ords. de 21 de 
noviembre de 1846 ; 3 de agosto de 
1817; 7 enero, 27 marzo y i mayo de 
1818, 18 agosto de 1853, 31 del mismo 
mes de 1856, 22 octubre de 1857, 20 de 
julio de 1865 y otras leyes y doctrinas 
de jurisprudencia sobre abanderamien- 
to de naves. 

En Abastos todas las leyes y disposi- 
ciones sobre libertad en el tráfico , co- 
mercio y venta de los objetos de comer, 
beber, arder y policía de los merca- 
dos, etc. 

En Bancos las leyes de 4 de mayo de 
1849, 15 de diciembre de 1851 y 28 de 
enero de 1850, con los estatutos del de 
España de 0 de mayo de dicho año, can 
el Regí, de 11 de noviembre de 1858 
para sus sucursales, y con otras dispo- 
siciones. 

En Bolsa de comercio, el R. D. de 
10 de setiembre ordenando su creación, 
otras disposiciones sobre operaciones á 
plazo y fuera de la hora etc.; el decreto 
orgánico de 8 de febrero de 1854, el 
reglamento de 1! de marzo del mis- 
mo año, y el de 9 de setiembre refor- 
mando algunos artículos del orgánico y 
definiendo los efectos públicos. En el 
Apéndice II, pág. 13, se baila inserto el 
decreto de 12 de enero de 1869, decía-! 
rando libre la creación de Bolsas de co- 
mercio, en la forma que establece. 

En Cambio el R. D. de 18 febrero de 
1847 sobre el tipo de los de España con 
el extranjero. 

En Código penal los arts. 443 á 449, 
sobre quiebra é insolvencia punibles. 

En Cumeiicio y Comercio de Buhone- 
ría, las Rs. Ords. de 12 de abril de 1843 
y 23 de julio de 1850. 



(t) Véanse la nota de la página 103, y la 

importante de la pág. 188. 


(' Código de Com.) 

En Contribución industrial las dis- 
posiciones que rigen este impuesto y la 
jurisprudencia establecida. 

En Corredores de comercio, las Rea- 
les órdenes de 12 de mayo de 1847, 
.17 de julio y 20 diciembre de 1849, 
6 do mayo de 1842 y 25 de abril de 1805; 
sin olvidarse del decreto de 30 de no- 
viembre de 1868 , inserto en la pag. 594 
del Apéndice 1, fio r el que se declaran 
completamente libros tos oficios de agen- 
te de bolsa y corredor de comercio. 

En Gobernadores, Gobierno y Admi- 
nistración DE CAS PROVINCIAS, el C3p. III 
de la Inst. de 30 de noviembre de 1833, 
ó sean los párrs. XIX á XXII; el cap. V 
de. la de 2G de enero de 1 850, arts. G5 á 
69, y los párrs. XV y XVI de laCirc. de 

28 <Íe junio de 1859. 

En Granos y Harinas, los Rs. Ds. de 

29 de «mero de 1834, 29 del mismo mes, 

■ de 1835, l.° abril y 27 junio de I8G5, 

| 22 agosto, 25 y 29 de octubrcde 1867. 

Y consúltense además Agricultura, 
i Industria y Comercio: Libertad de co- 
; murcio: Moneda: Papel sellado: Puer- 
tos bu mar: Renta de Aduanas: Socieda- 

j DES MERCANTILES, etc. 

! MERCEDES EN RlQUEÑAS . — V. Donacio- 

j nes: ¡Mercedes y privilegios reales: Se- 
! ÑORi'iis y Cargas de Juncia. En este úl- 
timo artículo deben consultarse princi- 
palmente los o;isos de jurisprudencia nú- 
mero XIII al XXIV, en que se declara- 
ron caducadas algunas como proceden- 
tes de adquisiciones á título gracioso; 
en virtud de las leves que se citan. 

MERCADOS Y FERIAS- V. Ferias r 
Mercados : Abastos . Granos: Harinas: 
Letra de cambio, etc. 

MESEGUERIA. Guarda de mieses. Re- 
partimiento que se hacia en algunos 
pueblos para pagar al guarda, y el taDlo 
que correspondía á cada vecino. 

MESTA. La congregación ó herman- 
dad de pastores y dueños de ganados, 
cuyo objeto era atenderá la conserva- 
ción y folíenlo de este importante ramo 
de la riqueza. Están antigua la Mesta 
que ya en 1273 en un privilegio despa- 
chado á su favor por el Rey D. Alonso 
el Sabio, la denomina así. «Al Concejo de 
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In Mestn de los pastores del mío Reino» 
reconociéndose en él que ya 'entonces 
tenia susordcnanzas llamadas avenencias, 
AU-aldes, individuos de Ij hermandad y 
entrenadores que compeliesen á los con- 
tumaces. D. Alfonso XI despachó otro 
privilegio á su favor lomando bajo de su 
protección y en su guarda, encomienda 
y defendimiento todos los ganados que 
fuesen de su cabaña, dando así nombre 
á la Cabaña general de ganadería. Tras 
estos privilegios vinieron otros sucesiva- 
mente, encaminados todos á proteger es- 
te ramo de riqueza, otorgándole gracias 
sobre el precio de los pastos, y posesión 
de ellos, con prohibición de cerrar y 
acotar las heredades y para que se con- 
servasen francas y expeditas las cañadas, 
pasos, tráns’tos y abrevaderos etc., y 
eximiendo á los conductores de ganados 
de muchas gaveias, y facultándoles para 
cortar leña?, palos, cortezas para su uso 
y alimentos de. los ganados, y concedién- 
doles muchos otros privilegios. 

La Mestr tuvo su forma de gobierno 
tradicionario, celebrando dos concejos 
cada año, en que se juntaban todos los 
pastores para tratar y conferir sobre la 
buena gobernación y fomento de la cria 
y conservación del ganado; y en ellos 
se nombraban los empleados y oficiales 
necesarios á dicho lin y sus jueces pri- 
vativos que se denominaban Alcaldes de 
cuadrilla, Alcaldes de alzadas, Alcaldes 
de apelaciones y Alcaldes entregadores. 

Tor \\. 0. de 10 de febrero de 1835, 
se suprimieron los Juzgados y Tribuna- 
les privativos de la Mesta, y se mandó 
que el conocimiento de lo contencioso 
pasara á los Juzgados ordinarios con 
apelación á las Audiencias. Por otras de 
31 de enero, U de mayo, 15 de julio y 
3 de octubre de 1836, se ordenó que el 
Concejo de la Mesta se denominase Aso- 
ciación general de ganaderos , y se en- 
cargaron á los Alcaldes constitucionales 
de las funciones que correspondían á los 
déla Mesta, previniéndoles que las des- 
empeñarán con arreglo á las leyes, Y por 
último, en 31 de marzo de 1854 se pu- 
blicó el reglamento para la organización 
y régimen de dicha asociación. 
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Estas disposiciones y sus aclaratorias, 
como las referentes á la estadística del 
ramo que redactan las dependencias de 
la asociación forman la legislación mo- 
derna, que con lo poco vigente de la an- 
tigua indicamos en este articulo, al que 
liPinos traído cuanto se reíiere á la Aso- 
ciación general v a Ganadería , debiendo 
advertir que la legislación mas intere- 
sante que se inserta en otros artículos 
que tienen relación con este general, 
aparece en el siguiente resúmen que de- 
tallamos por los artículos donde se en- 
cuentra. 

En el artículo Gobernadores deben con- 
sultarse el arl. tí." de la Instrucción para tos 
subdelegados de Fomento de 30 de noviem- 
bre de 1833, el 50 al 5tí de la mandada ob- 
servar á los Gobernadores de provincia por 
R. O. de 2tí de enero de 1850, que contie- 
nen excelentes máximas sobre el ramo de 
ganadería, y el 8.° de ia circular de 28 de 
junio de 1859; disposiciones que se bailan 
insertas en el lomo VI, págs. 822, 852 y 806. 

En Acotamientos pueden consultarse las 
siguientes : 

Ley de 8 junio de i 813, restablecida por 
R, L). de tí de setiembre de 1836. Declaró 
cerradas y acotadas ias dehesas, heredades 
y demás tierras de cualquier clase pertene- 
cientes á dominio particular (l. I, p. 110.) 

O. de 16 noviembre de 1833. Dispo- 
ne que todo hacendado puede introducir en 
tierras de su propiedad, en todo tiempo, sus 
ganados ó los ajenos (t. I, p. 108.) 

fí. O. de 30 noviembre de 1833. Es so- 
bre la nueva división territorial , cuyo ar- 
tículo 5.° manda que no perjudique á los 
derechos existentes de mancomunidad en 
pastos , riegos y otros aprovechamientos (to- 
mo I, p. d 08.) 

fí. Ó. de 29 marzo de 1834. Reencarga 
y amplía lo dispuesto en la R. O. de 16 de 
noviembre de 1833 (t. I, p. 108.) 

fí. O. de \ l 2 setiembre de 1834. Aclaran- 
do el sentido de la de 16 de noviembre de 
1833 (t. I, p. 109.) 

fí. O. de 11 febrero de tS3tí. Ampara á 
ios propietarios de terrenos en la libre dis- 
posición de sus rastrojeras, pastos, etc. (to- 
mo I, p. H0.) 

fí. O . de 17 moyo de 1838. Dictando 
disposiciones sobre el uso y mancomunidad 
de pastos púbbcos, aclaratorias de Ja ley de 8 
de junio de 1813 (t. I,p. 112.) 

fí. O. de 8 enero de 1841. Declarando 
que el uso y mancomunidad de pastos pú- 
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blicos no se entiende con los de propiedad 
particular (t. I, p. 112.) 

fí. O. de 6 diciembre de 1841. Declara 
que con arreglo á la ley está abolido el pri- 
vilegio de los ganaderos de yeguas para lle- 
varlas á pastar á las dehesas ajenas y pro- 
piedades particulares (t. I, p. 113.) 

R. O. de 30 mayo de 1842. Que no pue- 
dan disponer los Ayuntamientos de los pas- 
tos de propiedad particular ( t. I, p 113.) 

R. O. de 29 enero de 1844. Que se res- 
peten los derechos de la ganadería sobre 
uso de pastos, a brevaderos, sueltas y libre 
tránsito (t. I, p. 113.) 

R.O. de 13 noviembre de 18 14. Es so- 
bre libre uso de cañadas y demás servidum- 
bres pecuari as (t. I, p. 1 14.) 

R . O. de 13 febrero de 1852. Declara, 
Como la R. O, de 6 de diciembre de 1841, 
que está abolido el privilegio de los ganade- 
ros de yeguas de aprovecharse de los pastos 
ajenos, (t. I, p. 116.) 

R.O. de 15 diciembre de 1853. Prohibe 
las llamadas derrotas on los cercados, apenas 
se han levantados los frutos (t. I, p. 116.) 

R. O. de 18 enero de 1854. Encarga el 
cumplimiento de las Rs. Ords de 6 de di- 
ciembre de 1841, y de 13 de febrero de 1852 
<t. I, p. 117.) 

R. 0. de 26 enero de 1854, Declara que 
están comprendidos en la ley de 8 de junio 
de 1813 los terrenos de propios repartidos 
entre vecinos (t. I, p. 117.) 

R. O. de 16 agosto de 1854. Declara lo 
que la de 6 de diciembre de 1841, y 13 de 
febrero de 1852; y que con arreglo á la ley 
la propiedad está exenta de toda servidum- 
bre de pastos, no estando í lindada en título 
especial (t. I, p. 118.) 

R. O. de 28 febrero de 1855. Encarga la 
protección á los labradores para impedir las 
rastrojeras (t. I, p 118.) 

En Cañadas pueden consultarse las que 
siguen. 

R. O. de 20 marzo de 1851. Sobre con- 
servación de veredas , caminos de ganados, 
abrevaderos, etc. (t. II, p. 1055.) 

R. O. de 33 diciembre de 1853. Sobre 
variación de la dirección de un cordel (to- 
mo II, p. 1056.) 

Instrucción de 9 noviembre , de 1858. 
Para el deslinde y amojonamiento de vías y 
servidumbres pecuarias (t. II, p. 1056.) 

En Abrevaderos (t. I, p. 71) deben 
verse las disposiciones que en él se insertan 
sobre el libre uso de los á que tienen dere- 
cho los ganados. , ' T 

En Cabaña Real de Carretería (tomo II, 
página 805) puede verse el decreto de las 


Córtes de 25 setiembre ó ley de 16 octubre 
de 1820, prescribiendo varias reglas para 
que no se impida á los ganados el paso por 
las cañadas, cordeles y caminos, y las servi- 
dumbres y pastos que habían disfrutado hasta 
entonces, eximiéndoles de los impuestos que 
antes cobraban varios particulares y corpora- 
ciones, pero no de los respectivos á barcas 
ó pontones. 

En Caminos vecinales, pueden consul- 
tarse las siguientes disposiciones que se 
t refieren al paso de los ganados por dichas 
vías á saber: reglamento de 7 abril de 1848 
arts. 187 á 191 (t. II, p. 838); Real órden 
de 25 setiembre id. (t. II, p. 861). 

En Caminos ordinarios ó Carreteras, de- 
! ben verse igualmente con dicho motivo las 
ordenanzas de 14 setiembre de 1842, ar- 
tículos 11, 19, 20 y 23 (t. II, págs. 875 
y 876); reglamento de 19 enero de 1867, 
artículos 2.°, 10, 11, 18, 19, 22,25, 26 y 32 
(tomo II, p, 929 y siguientes). 

En Caminos de hierro, pueden verse, con 
respecto también al paso de los ganados por 
ellos, la ley de 14 noviembre de 1855, ar- 
tículos l.° y 2.* (t. II, p. 949); reglamento 
de 8 julio de 1859, arts. 4.°, 6 °, 8.°, 102, 
106, 120 y 1 3 (t. II, págs 962 y siguien- 
tes); y Real instrucción de 8 marzo de 1861, 
arts. '95, 96 y 104 (t. 11, p. 987 á 989). 

En Contribución territorial, (t. IV, pá- 
gina 553 y siguientes): por la que corres- 
ponde á ía ganadería, R. D. de 23 mayo 
de 1845, arts. 7 y 23; Inst. de 6 diciembre 
de id., art. 21; circ. 26 enero de 1846; re- 
glamento de Estadística 18 diciembre id., ar- 
tículos 32 al 39, 50, 120 á 1 30 y ; "22; Reales 
órdenes de 20 enero y 24 diciembre de 1852; 
de 9 mayo y 9 junio de 1853, y Circ. de 6 
marzo de 1860. 

En Contribución industrial, con el mismo 
motivo deben consultarse la tarifa de tras- 
portes (t. IV, p. 766); la de tratantes y ne- 
gociantes, porteadores y arrieros (id., pá- 
gina 777); y las exenciones 4. a y 5. a de la 
tabla de las mismas (id., p. 779.) 

En CONTRIBUCION SOBRE CARRUAJES Y CA- 
BALLERIAS (t. ÍV, p. 847), la legislación que 
contiene sobre imposición y exacción de este 
impuesto. 

En Epizootias (t. VI, págs. 613), deben 
consultarse las disposiciones para prevenir 
y curar las enfermedades contagiosas de los 
ganados. 

Eu Estadística pecuaria (t. VI, p. 736), 
aparece el resultado del recuento de gana- 
dos hecho en 1865 con consideraciones acer- 
ca del mismo. 

En Montes, pueden consultarse especial- 
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mente: las ordenanzas de 1834, secciones VI 
v VII del lítalo II, sobre disfrute de bellotera 
y montanera, y sobre pastos y yerbas res- 
pectivamente; título V, art. 161 sobre de- 
tención de animales que causen daño en los 
montes; título VI, art. 191 á 193 y 197 que 
tratan de las penas por daños causados por 
los ganados; la R. O. de 20 noviembre de 
1841, cuyo art. 5.° previene á los Ayunta- 
mientos, impidan la entrada de ganados en 
los sitios nuevamente plantados y sembrados 
de árboles; el reglamento de 24 marzo de 
1846, arts. H, 17, 30, 41, 47 al SI sobre 
vigilancia y denuncia de infracciones por 
disfrute de pastos; la R. O. de 10 noviembre 
de 1852 que prohíbe la entrada de ganados 
en montes que por causa de incendio hayan 
de repoblarse; la de 12 julio de 1858 cuyo 
artículo 6.° recomienda unaexquisita vigi- 
lancia en las estancias y pasos de los pastores 
con objeto de evitar los incendios; la de 8 de 
setiembre de 1861 que trata de expedientes 
de pastos y bellota etc. 

Tales son las disposiciones mas prin- 
cipales insertas en otros artículos que 
tienen relación con el presente, sobre el 
cual nos resta conocer las siguientes: 

Leyes de la Novísima Recopilación. 

El título XXVII, libro Vil, trata «del 
Concejo de la M esta; jurisdicción de su 
presidente , Alcaldes mayores y subdele- 
gados. .» Contiene once leyes encamina- 
das á dispensar protección á la ganade- 
ría. A saber: 

ley l.“ Dispúsola incorporación de todas 
las cabanas particulares de ganados á la 
cabaña Real. 

Ley 2.* Es una ordenanza con siete ca- 
pítulos, que contienen las providencias dadas 
en distintos tiempos desde D. Carlos I, y re- 
glas que debía observar el Consejo de la 
Mesta en las juntas anuales de sus her- 
manos . 

Ley 3. a Es otra ordenanza de 1640, con 
siete capítulos relativos á las facultades y 
obligaciones del Consejo y hermanos de la 
Mesta. 

Ley 4. a Es otra ordenanza sobre elección 
y facultades de los Alcaldes de cuadrilla del 
Consejo de la Mesta y sobre la posesión de 
pastos y su tasa. 

Ley 5. a Es una difusa ordenanza con 32 
capítulos en que se recopilan las anteriores 
y se establecen reglas sobre nombramiento 
de Alcaldes mayores entregadores de la 
Mesta, modo de usar de sus oficios y de pro- 


ceder en las causas y casos tocantes á su 
conocimiento, todo teniendo en cuenta que 
el principal instituto de los dichos Alcaldes 
mayores entregadores era la defensa y am- 
paro de los ganados de la cabaña Real, la 
conservación de las cañadas, el castigo de 
los rompimientos é intrusiones etc., etc. 

Ley 6. a Manda observar la anterior y la 
condición 104 de las cuevas del quinto gé- 
nero de millones sobre audiencia de los Al- 
caldes. 

Ley 7. a Prohibió la entrada de ganados 
en viñas y olivares en cualquier tiempo del 
año aun después de cogido el fruto. 

Ley 8. a Se prescribían reglas que debían 
observar los Alcaldes mayores entregadores 
de la Mesta y cañadas en las residencias que 
tomen. 

Ley 9. a Se redujeron á dos los Alcaldes 
mayores entregadores que hasta entonces 
fueron cuatro. 

Ley 10. Dispone que á los ganaderos, 
moradores y habitantes en las sierras y no 
á otros algunos, aun teniendo necesidad, se 
les atienda para el acomodo de sus ganados 
en los sobrantes de las dehesas de propios, 
apropiados ó equivalentes á ellos, entendién- 
dose por sobrantes los que se hubieren de 
arrendar después de acomodados los vecinos 
de los pueblos y no los comuneros. 

Ley ti. Es una Real cédula de 29 de 
agosto del 796, por la cual se subrogan en los 
corregidores y Alcaldes mayores del Reino, 
en concepto de subdelegados del presidente 
del lioorado Consejo de la Mesta las funciones, 
jurisdicción y facultades que antes ejercían 
los Alcaldes mayores entregadores de mestas 
y cañadas, en los términos que expresa la 
instrucción que la acompaña. Esta instruc- 
ción tiene 43 capítulos, Dró á los corregido- 
res el carácter de subdelegados subalternos 
del presidente de la Mesta. Establecía en ca- 
da Subdelegacion un procurador fiscal, cuyo 
cargo desempeñaría un ganadero de 500 ca- 
bezas. Dispuso el reconocimiento y apeo 
anual de todas las dehesas y pastos públicos 
del Reino mandado ya en Real pragmática de 
1633, y el de los pases, cañadas, cordeles, 
descansaderos y abrevaderos , castigando 
á los que rompan y ocupen cañadas, toman- 
do las providencias convenientes sobre las 
dudas y contiendas suscitadas etc, etc. 

R. O. de 22 junio de 1827. 

Providencia» en favor de U ganadería. 

(Hac.) La mayor parte de las disposicio- 
nes de esta Reaj órden están derogadas 
como contrarias á la libertad de industria, ó 
4 las leyes arancelarias, El art. l.° ordenó 
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que se guardasen n In cabaña Real sus privi- 
legios. Kl 2.° que liada so exipic.se por razón 
do mullas y penas de ordenanza á los pana- 
dos, debiendo solo indemnizar los danos que 
ocasionasen. 1:1 3 ° y 4.° son relativos ¡d re- 
conocimiento de cañadas, El 5.° al 8. c pro- 
hibían la extracción de moruecos como un 
medio de proteger el fomento de esta indus- 
tria El 9. ü , 10 y i i limitaban el número de 
Cabezas de panado macho en vena, en pro- 
porción de i iO cabezas por cada i .000 ove- 
jas, disponiendo que se- castrasen los sobran- 
tes bajo conminaciones y multas; y á evitar 
jas contravenciones conducían las disposicio- 
nes de los artículos siguientes basla el $5 
Los nrts. 20 al 28 establecieron en Madrid 
una Junta gratuita de ganaderos bajo I;, Real 
protección, presidida por el presidente del 
honrado Concejo déla Musía. ( CL . t . 12, pá- 
gina \ 57.) 

/í . O. de 20 enero de 1834. 

Sementales. exUacekn ele. 

(Fom.) ... «S. M. la Reina Gobernadora 
se ha dignado mandar, oido el Consejo de 
Gobierno y el de Ministros: 

\.° Los panaderos quedan completamen- 
te libres para adoptar las medidas que les 
dicte su interés et.> la reserva de sementales, 
derogándose el art 9.° de ía R. O. do 22 do 
junio de 1827, y las anteriores y posteriores 
que tengan el misino objeto de coartar la li- 
bre disposición de ios dueños de las ca- 
bañas. 

, 2." Se permite la extracción de los meri- 
nos con el derecho de 40 rs. porcada macho 
y 20 per cada oveja. 

3.° La sociedad económica de Madrid 
nombrará una comisión que redacte una 
cartilla breve y sencilla, en que con aplica- 
ción a! suelo y clima de España se reúnan las 
observaciones y conocimientos adquiridos 
por «algunos ganaderos del pais, y los adelan- 
tos hechos en el extranjero sobre la mejora 
de las razas, el refinamiento de las lanas y 
demás operaciones prácticas de la industria 
pecuaria, ínterin se publican leyes instas so- 
bre arriendos, que preparen la formación de 
un código rural — De órdeti de S. M. etc. — 
Madrid 20 de enero de ld34.» ( CL . t. 19, 
pág. 25.) 

/L O. de 14 mayo de 1836. 

Denominación y concepto que en lo sucesivo ha d3 te- 
ner el anli(.'uo Concijr de la ¡tiesta 

(Gob.) He dado cuenta á S. M. la Reina 
Gobernadora de la exposición de V. S. de 22 
de marzo último, en que acusando el recibo 
de la Ft. O. de él de enero último, por la 
cual se previno que el honrado Coqcejo de ia 


Mosto se denominase en adelante Asociación 
■ general de gamolcr os, mariíiasla que la co- 
i misión permanente de la misma está persna- 
i dida «le que la rúenle del Gobierno rio puede 
ser que continúe el antiguo régimen y legis- 
! lacinn de. la ganadería si a mas novedad que 
; la expresada mudanza de nombre y la segre- 
j pación de las (“unciones judiciales’ de la pre- 
I sidencia, y pide que S. .\í. se digne declarar 
¡ sus intenciones para presentar con arreglo ,í 
odas las bases en que se ha de fundar In re- 
forma que este ramo exige. Enterada S. M., y 
conformándose con lo informado anterior- 
mente por el Consejo Real, halenidn á bien re- 
solver diga ;í V. S., como de su Real orden lo 
ejecuto que la idea de agremiar toda la ga- 
nadería seria tan anti-econóniica como la de 
agremiar cualquier otro ramo de industria: 
que además fuera tan injusto ti sujetar á todos 
los ganaderos á ins regias que pudiesen esta- 
blecer los directores ó juntas gubernativas 
de una univer. al asociación, como lo fuera 
el sujetar á semejantes reglas á todos los 
agricultores, á todos ios comerciantes ó par- 
ticularmente á tales ó cuales fabricaciones ó 
tráficos especiales: que los medios mas di- 
rectos de hacer progresarlosdiferent.es ra- 
mos de industria son e: saber y aplicación 
constante de los que á ellas se dedican, v la 
libertad plena de hacer sus artefactos y gran- 
jerias, tal cual alcancen con su propia ins- 
trucción y experiencia: que ia verdadera 
protección que puede prestarles el Gobierno, 
es amparar esta libertad y de ender sus per- 
sonas y los productos de su trabajo contra 
' todo ataque, aunque se encubra con el in- 
¡ sidioso pretexto de quererles enseñar y di- 
rigir para que obtengan mayores ganancias; 
y finalmente, que si algunos, pocos ó ma- 
chos, quieren reunirse, sen para inslrnir.se 
recíprocamente, sen para hacer especulacio- 
nes en grande, pueden hacerlo sin otra de- 
! pendencia del Gobierno que la que toda 
asociación debe tener de la inspección de la 
autoridad, y sujetándose á las formalidades 
que en el caso de manejar fondos ajenos 
prese: ibe el Código no comercio. — Madrid 
i í de mnvnde 1836.» ( Colec.de ElCaslélla- 
no, t. 3.°, prcl., p. 125.) 

R. O. de 15 julio de 1836. 

« 

; Que se rija la asociación de ganaderos con las leyes 
vigentes. 

(Gob.) Para evitar dudas por la interpre- 
tación que se pudiera dar á la Rc-a! órden 
anterior, S. M. resolvió en esto focha: 

¡ «l.° Que basta la formación de las leyes 

que deroguen ó reformen las que acUialmeü- 
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te rigen eu el expresado' ramo, sigan estas en 
observancia. , , 

2.° Que la presidencia de la Asociación 
general de ganaderos continúe ejerciendo las 
airibin iones gubernativas y administrativas 
que las mismas leves señalan ol presidente 
del antiguo Concejo de la Mesta, como lo lia 
verificado hasta ahora. 

V 3. Que igualmente sigan desempeñan- 
do los demás funcionarios del ramo sus res- 
pectivos encargos, y que los Gobernadores ! 
civiles y demás autoridades cooperen al cuín- j 
plómenlo de estas disposiciones. — Do Real 
órden etc. Madrid 15 de julio de 1836.» (Co- 
lecaon legislativa, l. 21, p. 211.) 

fi. O. de 23 setiembre de 1336. 

Trata de los derechos de !a ganadería y 
ordena se respeten los concernientes al libre 
uso que tienen sobrj sus cañadas , cordeles 1 
y servidumbres. — V. C a baña real de car- 
retería (t. II, p. 805J donde se halle inserta 
esta disposición. 

R. O. deo noviembre de 1836. 

Queso enearyuen los Alcaldes y Ayuntamientos de las 
fuiii'.iouos cometidas á Ls Alcaldes de Mesta. 

(Gob.) «Conformándose S. M la Reina 
Gobernadora con lo propuesto por Y. S. eu 
oficio de 13 de setiembre próximo pasado, ha 
tenido á bien resolver que los Alcaldes ordi- 
narios y Ayuntamientos constitucionales se 
encarguen de las {unciones que estaban co- 
metidas á los Alcaldes de Mesta, y las des- 
empeñen con arreglo á la Constitución y á 
las leyes y reglamentos vigentes del ramode 
ganadería.— Lo que de Rea! órden ele. Ma- 
drid 5 ile noviembre de 1836.» [Col. de El 
Castellano, tomo /, j>. 5, nov.) 

R. O. de 5 junio de 1837. 

Pid iiímJo dalos sobro pechos y tributos. 

(G b.) «En 9 de mayo del año próximo 
pasado se pulió á los Gobernadores civiles, 
de órden de S. M. , una relación circuns- 
tanciada de las exacciones, pechos v tribu- 
tos que con diferentes nombres se" exigen 
en sus respectivas provincias á los dueños de 
ganados trashumamos , riberiegos y estan- 
tes, por corporaciones y particulares, con 
expresión del origen , de los títulos en que 
se apoyan, de sus productos, y del objeto á 
q ie estos se ap ¡can. S M. se proponía, con 
*a reunión de aquellos dalos providenciar lo 
,1,as equitativo v benelicioso á |, ( i,, 

pecuaria; pero como hasta el presente solo 
se liayau recibido ai la Secretaria óci des- 
pacho de mi cargo diez y seis informes de los 


cuarenta y nueve que debían esperarse, 
S. M. se ha dignado restlver que inmedia- 
tamente , y sin que sea preciso nuevo re- 
cuerdo, remita V. I las noticias que por la 
citada Real órden se pedían. — Dios etc. Ma- 
drid 5 de junio de 1837.» (CL. t. 22. p. 31 1 .) 

R. O . de 24 febrero de 1839. 

(Gon.) Se reduce á encargar en térmi- 
nos generales ei puntual cumplimiento de 
tas leyes y órdenes dirigidas al formulo de 
Ja ganadería trashumante. [CL. I. 25, pá- 
gina 130.) 

R. O. de i junio de 1340. 

Que continúe satisfaciendo los derechos de sus lanas. 

(Hac.) «Habiendo solicitado se exima á 
ia ganadería lina tras luí Liante di I impuesto 
que se le exige en arroba de lana; «se ha 
dignado S. M. advertir, que suprimido en 
virtud de R. D. de 22 de junio de 1<S27 el 
derecho de 2 rs. en arroba de lana lina, y 
de 60 al millar que satisfacían los dueños de 
ganados trashumantes, como igualmente el 
de exportación al extranjero; se mandó por 
otra R. O. de 8 de enero de 1832 que este 
articulo pagare en sus ventas igual dere- 
cho que Lilaila ordinaria, que es H 2 por 100 
según lo señalado en los reglamentos de 14 y 
20 de diciembre de 17< V 5; y que si á la socie- 
dad ile ganaderos se le eximiera ahora de 
este corto derecho, seria lo mismo que con- 
cederle un privilegio exclusivo en perjuicio 
ile los demás contribuyentes que lo satisfa- 
cen por la Luía ordinaria; y po r último, que 
aunque la solicitud de que se traía fuese fun- 
dada, uo es dudo alterar las contribuciones 
restablecidas eu virtud dei decreto de Jas 
Cortes de 24 de noviembre de 1830: por 
lodo lo cual se lia dignado asimismo S. M 
deseslimar ia expresada solicitud, mandando 
en consecuencia que la sociedad estái en e! 
caso de continuar satisfaciendo los derechos 
establecidos por las lanas de sus cabañas. — 
De Real orden ele. Madrid 4 junio de 1840.» 
[CL. t. 26, p. 206.) 

Inst. de 22 abril de 1641. 

Es la de los procuradores de la asociación 
y no está inserta en la Colección legislativa. 

Circ. de 1." febrero de 1846. 

Tienen voto cu las juntas los qoe reúnan los requisi- 
tos que se liijmsan. 

(Aso ., gen. dk ganaderos.) «Consiguien- 
te á los principios de ius actuales institu- 
ciones políticas de ia monarquía y á la 
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igualdad de derechos que para todas las 
clases de gauaderos establecen las leves de 
8 de junio y 4 de agosto de 1813 y 25 de 
setiembre de 1820 reproducidas por los Rea- 
les decretos de 6 y 23 setiembre de 1836; 
la Asociación general de ganaderos del 
Reino, en acuerdo de las juntas ds otoño 
(aprobado provisionalmente por la R. O. de 
27 de mayo de 1837) , declaró que eu ade- 
lante deben tener voto lodos los ganaderos 
que reúnan los requisitos legales, sin distin- 
ción de serranos, ni riberiegos, y ser convo- 
cados unos y otros á las juntas generales de 
la propia asociación en los términos y para 
los objetos que disponen las ie^es del ramo, 
mediante que seguo otra R. O. de 15 de ju- 
lio de 1836, reproducida por R. D. de 27 de 
junio de 1839, siguen en observancia hasta 
que por otros se deroguen ó reformen. 

Por tanto la comisión permanente de !a 
asociación ha acordado anunciar que el día 25 
de abril próximo lian de einoezar las juntas 
generales del presente año, reuniéndose en 
esta Corte en la casa propia de la asociación, 
calle de Maiqoez (antes de las Huertas), nú- 
mero 30, á las que podrán asistir los gana- 
deros criadores que gusten, con tal que des- 
de un año antes hayan tenido y tengaD por 
lo menos 150 cabezas de ganado lanar ó ca- 
brío, ó 25 vacas, ó 1 8 yeguas de su propie- 
dad, lo que deberán acreditar con certifica- 
ción del Ayuntamiento del pueblo donde 
hayan pagado las contribuciones correspon- 
dientes á dichos ganados en el año anterior, 
presentándola antes del indicado día 25 de 
abril en la Secretaría de la asociacioo. Los 
individuos que consten matriculados en las 
cuadrillas de ganaderos de sierras y tierras 
llanas, con el número de ganados referido, no 
necesitan presentar otro documento. 

Del mismo modo podrán reunirse varios 
ganaderos de una ciudad, villa, lugar, i par- 
tido para elegir un personeroó apoderado 
con los expresados requisitos legales, que 
presentando la mencionada certificación y ei 
poder ó credencial de sus comitentes asista 
en su nombre á las citadas juntas, y en ellas 
proponga y acuerde con los demás vocales 
necesarios y voluntarios cuanto considere 
conducente á la conservación y prosperidad 
de la ganadería, ' 

Los ganaderos que se hallen constituidos ■ 
en algún empleo ó cargo público del servicio 
del Estado que les impida la asistencia , po- 
drán por me lio de sus encargados enterarse 
de cuanto ocurra en las enunciadas juntas 
generales y exponer lo que conceptúen con- 
veniente. — Dios etc. Madrid l.° de lebrero 
de 1846.» (CL í. 36, p. 183.) 


Ciro, de 28 agosto de 1846. 

Procuradores fiscales: reglas para el ejercicio de sus 
funciones. 

(PRESID. GEN. DE LA AsOC. GEN.) «Por di- 
j feredes Reales órdenes, y mas expresamen- 
te por la de 13 de octubre de 1844, se en- 
carga á los Jefes políticos de las provincias 
cuiden de que se observen y cumplan todas 
las disposiciones para el libre uso de las cn- 
I nadas y demás servidumbres pecuarias; el 
pasto de las tierras comunes y las demás 
concesiones y protección dispensadas á la 
ganaderil por las leyes y Redes resolucio- 
nes; y que impidan por todos medios que las 
autoridades locales ni otra persona pongan 
obstáculo de ninguna especie , para e! goce 
de los derechos declarados; amparando á los 
ganaderos con arreglo á las leyes, y eonee- 
diéndoles todos los auxilios y protección ne- 
cesaria. En su consecuencia, por acuerdo de 
esta presidencia y de las Jimias generales de 
ganaderos celebradas en abril último, se lia 
establecido en rada provincia un procurador 
fiscal principal de ganadería y cañadas , que 
con arreglo á las leyes 5. a y M, tít, XXVII, 
lib. Vil de la Nov. Recop., cele el cumpli- 
miento de las indicadas leves é instrucciones 
de la materia, y gestione lo conveniente cer- 
ca de la autoridad del Sr. Jefe político, co- 
mo subrogado en las atribuciones de los 
antiguos entregadores y subdelegados ríe 
mestas y cañadas; sin perjuicio deque conti- 
núen los procuradores fiscales en los parti- 
dos y puutos por donde crucen las principa- 
les cañadas, para que como sustitutos y auxi- 
liares del principal de Ja provincia, puedan 
sin gran molestia vigilar de cerca la conser- 
vación y libre uso de las servidumbres pecua- 
rias y derechos de la ganadería. Y entre 
tanto que se revisa y reforma la instrucción 
de 22 de abril de 1841, para que los procu- 
radores fiscales de provincia y partidos pue- 
dan fácilmente desempeñar su encargo, he 
creído oportuno acordar las variaciones con- 
tenidas en los artículos siguientes: 

1. ° Cade procurador fiscal hará una vez 
al año el reconocimiento de los pastos co- 
munes y servidumbres pecuarias ae su par- 
tido ó distrito, conforme al capítulo V de la 
ley 11 citada: se informará de cualquier ex- 
ceso que se haya cometido , y recibirá las 
anejas que en todo tiempo le den los gana- 
deros por los agravios que se les causen en 
el mismo distrito ó en otro. cualquiera punto 
de la provincia. 

2. * Habiéndose declarado porR. O. ae 
23 de junio último á consulta del Consejo 
Real, que para estos negocios están excluí 
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dos los procedimientos de los jueces de pri- 
mera instancia, no se entablarán ya ante es- 
tos nuevas denuncias, sino ante el Alcalde ó 
autoridad local correspondiente, quien to- 
mando los informes oportunos ó recibiendo 
justificación sumaria del hecho , cuando lo 
requiera su importancia , deberá proveer de 
remedio al exceso por medio de las medidas 
de policía rural y penas correccionales que 
las leyes señalan, hasta donde alcancen sus 
fíi exilíe d.0 s « 

3. ° Cuando no bastan estas gestiones pa- 
ra corregir la contravención denunciada, ó 
cuando esta proceda de Ja misma autoridad 
local, el procurador fiscal de partido dirigirá 
sus reclamaciones al señor Jefe político de la 
provincia, por medio del procurador fiscal 
principal de la misma. 

4. ° Respecto de los agravios que se hu- 
bieren causado á los ganados en su marcha 
por fuera del partido, y fueren noticiados por 
sus dueños ó pastores al procurador fiscal, 
al tránsito por la residencia de este, cuidará 
de reunir los comprobantes posibles y hacer 
que se justifiquen con información sumaria 
aute el Alcalde de cualquier pueblo: bastan- 
do para ello (á falta de otros testigos) quede- ! 
pongan dos pastores, y ia parte querellante 
declare con juramento habérsele hecho el tal 
agravio, según lo establece el capítulo XXI 
de la ley 5. a , tít. XXVII, lib. VII de laNovísi- 
raa Recopilación (pág. 9 á 47 de la colección 
impresa en 1828). En seguida remitirá estas 
noticias y documentos al procurador fiscal 
del distrito á que corresponda el término 
municipal donde baya ocurrido la contraven- 
ción, para que proceda como disponen los 
artículos anteriores. 

5. “ El procurador fiscal principal de la 
provincia podrá visitar cuando io etime 
oportuno, cualquiera de kts cañadas, corde- 
les, descansaderos, abrevaderos y otras ser- 
vidumbres pecuarias , y pastos comunes de 
la provincia; y recibirá las quejas que se le 
den ya por los procuradores fiscales de par- 
tido y de cuadrilla, ya por ganaderos parti- 
culares, acerca de cualquier infracción de 
las leyes protectoras de ia ganadería. 

6. ° Cuando por estos ú otros medios lle- 
gue á su noticia alguna contravención ó agra- 
vio, acudirá al señor Jefe político solicitando 
que mande practicar las diligencias necesa- 
rias para su comprobación, con intervención 
del procurador fiscal del partido ó distrito 
respectivo, si no se presentase ya la queja 
bastante justificada; y en vista de todo pedi- 
rá lo que corresponda en cada caso según 
las leyes, para el remedio y corrección del 
«xceso cometido por los Alcaides, Ayunta- 
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mientos, agentes administrativos ú otras per- 
sonas, y para lo demás que previene la cita- 
da R. O. de 13 de octubre de 1844. 

7. ° La parte de multas y restituciones, 
que según leyes é instrucciones corresponde 
á los procuradores fiscales en r todas las con- 
denaciones que se impusieren* por las indica- 
das contravenciones y agravios, pertenecerá 
exclusivamente al de la provincia ó al del 
partido , que por sí solo haya promovido y 
seguido la denuncia hasta su decisión; pero si 
uno la promoviese y otro la continuase, par- 
tirán por mitad el importe de dichos emolu- 
mentos, según está dispuesto por acuerdo de 
la Junta general de 9 de octubre de 1836. 

8. * Las dos partes de multas que asimis- 
mo pertenecen al Erario público y á la Aso- 
ciación general de ganaderos , las percibirá 
el procurador fiscal sustituto del distrito ó 
partido respectivo, cuando fueren impuestas 
por un Alcalde; y las pasará con relación de 
su origen é importe al procurador fiscal 
principal de la provincia. 

9. " Cuando la multa fuere impuesta por 
el señor Jefe político, el procurador fiscal de 
la provincia cuidará de recaudar dichas par- 
tes para el Erario y Asociación; y junto su 
importe con las de todos los partidos, lo re- 
mitirá al administrador general de la asocia- 
ción en los dos primeros meses del año por 
lo correspondiente al anterior, como dispo- 
nen el capítulo 41 de la ley 11 precipitada y 
Rs. Ords. de H de febrero de 1837 y 23 de 
abril de 1839 , acompañando la relación y 
cuenta general de los caudales de una y otra 
procedencia, con expresión de las condena- 
ciones pendientes de cobro. 

10. Los procuradores fiscales de partido 
concluirán la recaudación de las condenacio- 
nes que se hayan impuesto por los subdele- 
gados de mesta y jueces de primera instan- 
cia; y las remitirán directamente al adminis- 
trador general de la asociación en la forma 
acostumbrada. 

Lo que participo áV. parasuinteligencia y 
cumplimiento en la parte que le toca, advir- 
tiendo que por ahora está habilitado para 
procurador fiscal principal de esa provincia 
1). F.... — Dios etc. Madrid 28 de agosto de 
1846. {CL. t. 38, p. 237.) 

Circ. de 1 julio de 1851. 

Estadística déla ganadería: modelo. 

(Presid. de la Asoc. gen.) «Conforme á 
las leyes y á los actuales reglamentos del ra- 
mo de ganadería, cada Alcalde constitucional 
ha de formar en el verano la estadísca de los 
ganaderos y ganados de todas especies, que 
1 haya en su distrito municipal, y coopera á 
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la redacción de la estadística general de la 
provincia; y para que en su ejecución no se 
ofrezcan dudas ni embarazo, por las modiíi- 
caciones que lia introducido en las antiguas 
instrucciones la circular de í.° de abril del 
presente año, lia creído esta presidencia opor- 
tuno advertir lo siguiente: 

\ La estadística de les ganaderos y ga- 
nados se extenderá en seis pliegos separa- 
dos. El primero para los estantes. Segundo: 
para lraslerminanl.es del vecindario. Terce- 
ro: para anotar los trasterminantes foraste- 
ros. Cuarto: para los mercliaui gos. Quinto: 
para los trashumantes del vecindario. Sexto: 
para anotar los trashumantes forasteros. 

2. ° A seguida del nombre del ganadero 
se expresarán en sus respectivas columnas 
los números de reses que posea, de las es- 
pecies de lanar fino, lanar ordinario, cabrio, 
yeguar, vacuno y de cerda; con exacta con- 
formidad á lo que haya cada uno declarado y 
conste en el padrón ó catastro de la riqueza 
del término municipal para la contribución 
de ganadería, por lo tocante al año cor- 
riente. 

3. ° En las notas de los pliegos tercero y 
sexto (que son el registro de los ganados fo- 
rasteros!, además del nombre se escribirá el 
domicilio del dueño del ganado, y el punto 
donde este inverna; y lo mismo se hará con 
sus aparceros, si los tuviese: lodo conforme 
á la relación individual que da sus respecti- 
vos rebaños lia de exigirse del ganadero, ó 
de su mayoral, rabadan ó encargado, y en la 
que ha de manifestar bajo su responsabili- 
dad, que son el todo ó parte de i o que tiene 
declarado en su domicilio para el padrón de 
riqueza. En la misma relación y en renglón 
separado se dará razón del número y gana- 
dos de los pastores, bajo una sola partida. 

4. * Aunque esenu ámenle y para los 
efectos legales de la contribución, de la pro- 
tección real, y de ¡os derechos de 'os ganados 
en sus marchas, son de una misma cíase los 
t ráster: i i nan tes y !"S trashumantes, sin mas 
diferencia, que hacer sus viajes menos ó mas 
largos; dentro ó fuera de los límites de una 
provincia: con vi me para otros usos de b ien 
gobierno interior y fomeuto de esla indus- 
tria, no equivocar unos nombres con otros; 
y al electo se tendrá presente la explicación 
oficial que de ellos hace el art. 1 3 de la citada 
circular de f. fl de abril. 

5. ° No se resgistrará en la estadística el 
ganado domado y destinado exclusivamente 
á la labor, á la carretel ía y á usos domésticos; 
pero sí las caballerías hateras, y las yeguas y 
vacas de vientre por razón desús crias, aun 
que también hagan- aquellos servicios. Tam- 


poco se incluirán los cerdos que los vecinos 
crien en sus casas para su gasto, sino tan 
solo las manadas que sean objeto de indus- 
tria especial: y se Leñará presente, que al- 
gunas de esta especie son trashumantes, por 
pastar parle del año en una provincia, y par- 
te en otra; en cuyo caso lian de registrase en 
loo pliegos quinto y sexto. 

6.° Se formará un cuaderno de estadísti- 
ca do ganadería, cosiendo todos los indica- 
dos pliegos originales y se conservará con 
esmero para dar las noticias que se pidan por 
esta presidencia ó por otras autoridades su- 
periores, y para los demás usos correspon- 
dientes al buen gobierno y fomento del mis- 
ino ramo: y especialmente lian de expedirse 
con referencia á su rebultado las certifica- 
ciones que necesiten los ganaderos, para te- 
ner voto en las juntas generales, para obte- 
ner licencia gratuita de armas, para sacarla 
sal en la fariña concedida ó que concediere el 
(hibierno, y para solicitar préstamos de los 
fondos de la asociación general. 

l.° Conforme al art.. t í- de la menciona- 
da circular de l.° do, abril último, el Alcalde 
dirigirá por mano de persona segura al pro- 
curador fiscal principal de ganadería y caña- 
das de la provincia, la relación de los gana- 
deros y ganados trashumantes de su vecin- 
dario, ósea una copia literal del pliego quinto 
Je la estadística, y además las relaciones ori- 
ginales de los trashumantes forasteros con 
el V.° B.° del Alcalde después de anotar su 
contenido en el pliego sexto. 

8. ° L)e los cuatro primeros pliegos no se 
ha de sacar copia (á no :n indar se expresa- 
mente), y únicamente se ha de formar cada 
año un resúmen, arreglado al adjunto mode- 
lo y firmado por el Alcalde, el procurador 
síndico de ganadería y el secretario de la 
Junta de ganaderos ó el de Ayuntamiento; 
cuyo resumen se remitirá igualmente al pro* 
c irador fiscal priricina! de! ramo, para re- 
dactar el general de la provincia, como le 
está encargado. 

9. ° Jara el pago del escribiente del pro* 
curador fiscal principal, aportarán ios gana- 
deros un rea! por cada millar de cabeza^ me- 
nores, computando las veguas por ocho las 
vacc-is por seis y los cerdos por dos; y lo de 
cada término municipal deberán satisf cer 
entre todos dos reales de vellón al ineios, 
aunque no lleguen á completar dos mil ca- 
bezas m -mores. 

10. El portador de las relaciones y resu* 

men de ganados entregará ni mismo tiempo 
al procurar fiscal principal la cuota de re- 
muneración para su escribiente; y. recogerá 
recibo de uno y otro. 
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H, En caso de ocultación ó demora en la i 
extensión y remesa de los indicados docu- I 
mentos, incurrirán los causantes en las mul- 
tas de ordenanza, y se procederá á su costa 
á cubrir la falta, con arregioálas instrucciones 


de 5 de diciembre de 1829, de 10 de mayo de 
1831 y de 20 de junio de 1837; cuya obser- 
vancia está confirmada por las Rs. Ords. de 
15 de julio y 3 de octubre de 1836, — Lo que 
participo, etc. Madrid l.° de julio de 1851. 


(Año de 1S5 ). 


PROVINCIA DE 


Ayuntamiento de 


Resiímen de los qanadcros y ganados estantes y trasterminantes, con distinción de especies , 
que hay en el término municipal de esta ciudad (villa ó ayuntamiento) en el verano de «iti 
ochocientos 
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Así resulta del cuaderno de estadística de ganadería formado con arreglo á los regla- 
mentos déla materia; y computados los ganados mayores según instrucción, equivale el 
total á veintitrés mil setecientos ochenta y ocho cabezas menores, advirtiendo que de los 
ganaderos trashumantes se han remitido relaciones nominales por separado al señor procu- 
rador fiscal principal de ganadería de la provincia (ó bien se dirá: advirtiecdo que no hay 
ganado trashumante). Villa de tal á de de 185 

El Alcalde, El Procurador síndico de ganadería , El Secretario, 

F. de T, F. de T. F. de T. 

(Bol. of. de Zamora.) 


R. O. de TI enero de 1853. 

No pueden las ordenanzas limitar el número de cabe- 
zas de cada rebaño. 

(Fom.) «Visto el expediente promovido 
acerca de la suspensión que la autoridad de 
V. S. ha dictado de un acuerdo tomado por 
el Ayuntamiento de Boadilla de RioseCo en 
esa provincia, prohibiendo que se apacenta- 

Tomo IX. 


sen los ganados lanares en término de común 
aprovechamiento en menor número que el 
de 1 50 cabezas : 

Vistas las fundadas observaciones que so- 
bre el particular hace el Consejo de adminis- 
tración de esa provincia: 

Considerando que la formación obliga- 
toria de rebaños de cierto número de re- 
ses, por agregación de las que en meDor por- 
ción tengan diferentes dueños, es contraria 

44 
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;il derecho de propiedad y á la libertad de la 
industria asegurados por las leyes : 

Considerando asimismo que es opuesto d 
los buenos principios económicos que pro- 
penden á la mayor división de la industria 
pecuaria, y á que se amalgame con la propia- 
mente agrícola, de modo que cada labrador 
tenga y apacenté la cantidad de ganado* que 
necesite para sus tierras : * 

Considerando que es gravoso y vejatorio 
además, porque priva á los dueños de menor 
número de reses de la proporción de cuidar- 
las por sí mismos ó por individuos de sus 
familias, ó por sus criados domésticos, alter- 
nando esta ocupación con otras tareas, al 
paso que los ooiiga á encomendarlas á un 
sugelo extraño que acaso no merezca su 
conlianza, y que per malicia, desidia, y aun 
por la dilicultad de dirigir un solo hombre 
un rebaño de cerca de 20U cabezas, pueda 
comprometer al dueño en daños y responsa- 
bilidades que no pueda evitar: 

Considerando tmalmente que la segunda 
parte del acuerdo del citado Ayuntamiento, 
sobre no ser bastante clara y dar por tanto 
márgen á contiendas y arbitrariedades, es 
injusta, porque priva á los ganados lanares 
de cierta parte de los pastos públicos y co- 
munes, que únicamente deben guardarse 
para el ganado mayor en los tiempos desig- 
nados al electo por ordenanzas y costumbres 
antiguas, como sucede generalmente en todos 
los pueblos; pero sin que se deban extender 
semejantes prohibiciones a otras épocas y 
lugaies; S. M. la Heina (Q. D. G.), de 
acuerdo con lo informado por la Asociación 
general de ganaderos del Reino, á quien lia 
oído sobre el particular, se lia servido apro- 
bar la expresada suspensión del citado acuer- 
do del Ayuntamiento de Boadilla de Rioseco, 
declarando que no puede de ninguna mane- 
ra autorizarse el bando que dicha corpora- 
ción publicó, por ser en un todo contrario á 
leyes. 

Y á fin de que esta resolución sirva de 
norma en casos análogos, es la voluntad de 
S. M. que se inserte en la Gaceta y Qoletin 
oficial de este Ministerio para el general co- 
nocimiento. — De Real orden, etc. Madrid 27 
de enero de 1853.» ( CL . í. 58, pág. 93.) 

R. D. de 31 marzo de 1854. 

Aprobando el reglamento para la organización y ré- 
gimen de la Asociación. 

(Fom.) «Ea vista de lo que me ha ex- 
puesto mi Ministro deFomenlo,de conformi- 
dad con io consultado por el Real Consejo de 

Agricultura, Industria y Comercio, vengo en 
aprobar el adjunto reglamento que parala or- 


ganización y régimen de la Asociación gene- 
ral de ganaderos ha presentado el presidente 
de la misma asociación.— Dado en Palazo á 
31 de marzo de 1854.» {CL. t. 61, p. 394.) 

Reglamento que se cita en el real decre- 
to ANTERIOR. 


TÍTULO PRIMERO. 

DE LA ASOCIACION. 

CAP. I. — Del objeto de la Asociación. 

Artícnio 1 . ü La Asociación general de ga- 
nadores del Reino, cuyo origen viene de ve- 
nerable antigüedad, es el conjunto ó reunión 
de los mismos ganaderos, con el objeto de 
procurar la conservación, fomento y mejora 
úe los ganados de todas especies, y para el 
régimen, protección y fomento de los intere- 
ses colectivos de la ganadería. 

Art. 2. ü Igualmente es objeto de esta 
institución el conservar y delender los de- 
rechos de los ganaderos y las servidumbres 
públicas que interesan á los mismos, procu- 
rando el cumplimiento de las leyes y regla- 
mentos de administración pública dictados 
para la protección de la ganadería, y para 
su régimen y orden interior ó sea la policía 
pecuaria. 

Art. 3.° Todos los ganados lanares, ye- 
guares, vacunos, cabríos y de cerda forman 
la Cabaña española, que autes se llamaba 
Cabaña Real, y se hallan hoy bajo la vigilan- 
cia superior de la Administración, en virtud 
del ínteres colectivo de esta parte de la ri- 
queza general. 

Art. 4. y Son ganados estantes los que se 
mantienen todo el año tn un solo término 
municipal: trasterinmantes los que por tem- 
poradas van apastar á distintos términos mu- 
nicipales , pero á corla distancia , y por lo 
general sin salir de una provincia; y trashu- 
mantes los que pastan de verano en una pro- 
vincia, y de invierno en otra. 

CAP. II. — De los individuos de la asocia- 
ción. 

Art. 5.° Se entiende por ganadero el 
dueño de ganados de una ó varias de las es- 
pecies mencionadas en el art. 3.°, cualquie- 
ra que sea el número de cabezas que posea, 
y el sistema estante ó trashumante de su pas- 
toría. 

6.° Todo ganadero tiene derecho á con- 
tinuar disfrutando de los beneficios de la 
asociación general sin preferencia ni privile- 
gio. Pero los ganaderos que utilicen los be- 
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pefir.ins de la misma asociación, están obli- , 
cados á contribuir á los gastos de ia misma 
si no bastaren á ello sus fondos ordinarios. 

CAP. III . — De las divisiones de la asocia- 
ción. 

Art. 7.° Los ganaderos del reino para 
su representación en las juntas generales, se 
consideran distribuidos en cuatro cuadriLas 
principales. Cada una se compone delospér- 
tenecientes á un departamento de sierras, y 
otro de tierras llanas ó meridionales; y cada 
departamento comprende las provincias que 
á continuación se expresan: 

PRIMERA CUADRILLA: DE SORIA Y CÓRBOBA. 


Departamento 
de Soria. 


Departamento 
de Córdoba. 


Soria. 

Logroño. 

Burgos. 


SEGUNDA CUADRILLA: 

Departamento 
de Cuenca. 


Cuenca. 

Guadalajara, 

Teruel. 


Córdoba. 

Sevilla. 

Cádiz. 

Málaga. 

DE CUENCA y TOLEDO. 

Departamento 
de Toledo. 

Toledo. 

Ciudad-Real. 

Albacete. 

Valencia. 

Castellón. 


TERCERA CUADRILLA: DE SEGOVTA Y GRANADA. 


Departamento 
de Segovia. 

Segovia. 

Madrid, 

Avila. 


Departamento 
de Granada, 

Granada. 

Almería. 

Jaén. 

Murcia. 

Alicante. 


CUARTA CUADRILLA: DE LEON Y BADAJOZ. 


Departamento 
de León. 


Departamento 
de Badajoz. 


León. 

Palencia. 

Valladolid. 

Zamora. 

Salamanca. 


Badajoz. 

Cáceres. 

HueJva. 


El presidente señalará la cuadrilla y de- 
partamento á que haya de corresponder ca- 
da uüa de las provincias á que de nuevo se 
extienda la asociación. 

Art. 8.° Los dueños de los ganados que 
se apacientan por el verano ó todo el año *en 


cada provincia, se consideran como una cua- 
drilla subalterna de ganaderos para el nom- 
bramiento de personeros que los represen- 
ten en las juntas generales. 

CAP. IV . — Del presidente, comisiones, fun- 
cionarios y dependientes de la asocia- 
ción. 

Art. 9.° La Asociación de ganaderos tie- 
ne un presidente nombrado por el rey, en 
virtud de propuesta en terna por la Junta 
general. » 

Art. 40. La asociación celebra juntas 
generales ordinarias una vez al año , y las 
extraordinarias que la necesidad exija. 

Art. 14. La asociación tiene una comi- 
sión permanente en Madrid; y esta , otras 
auxiliares en las provincias. 

Art. 12. Uno de los individuos de la eo- 
mision permanente tiene el título y carác- 
ter síndico de la asociación , siendo” elegido 
por la misma. 

Art. 13. Los empleados de la asociación 
dotados de sus londos para el servicio central 
del ramo de ganadería, son un abogado con- 
sultor, un secretario, un contador, un archi- 
vero, un tesorero, oficiales y escr bientes de 
las oficinas, y un conserje-portero. 

Art. 44. El consultor, el secrietario, el 
contador, el archivero, ei tesorero y los dos 
oficiales mas antiguos de la Secretaría, á 
mas de desempeñar las obligaciones que á 
sus destinos se señalan por las ordenanzas y 
demás disposiciones del ramo de ganadería 
y por este reglamento, se reunirán en junta 
siempre que el presidente lo disponga, para 
evacuar los informes y demás trabajos que 
se Ies encarguen. Esta reunión se denomina 
Junta de empleados. 

Art. lo. En cada provincia hay un visi- 
tador principal de ganadería y cañadas, y 
otros auxiliares, y sustitutos en los partidos 
y distritos. Además de estos funcionarios 
permanentes envia la presidencia visitadores 
extraordinarios de cañadas, para los puntos 
y travesías que estima convenientes en una ó 
mas provincias, y visitadores auxiliares para 
la recaudación. 

Art. 16. Los empleados de Ja asociación 
y los visitadores principales Jos nombra la 
junta general á mayoría absoluta de votos 
secretos: no reuniendo esta ningún candida- 
to en el primer escrutinio, se repetirá la vo- 
tación entre los dos que tengan mayor nú- 
mero de votos; y si todavía hubiera empate, 
decidirá la suerte, observándose uo método 
análogo a) que se establecerá en el art. 17 
para ía propuesta de presidente. Cuando ba- 
ya que encargar la recaudación de los dere- 
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dios de asociación á visitadores auxiliares, 

' los designará el tesorero bajo su responsabi- 
lidad, y serán aprobados por el presidente. 
Este nombra y autoriza a los visitadores ex- 
traordinarios de cañadas. 

TITULO II. 

DEL PRESIDENTE. 

CAP. I. — De la elección y atribuciones del 
presidente. 

i 

Art. 47. La citación para proponer pre- 
sidente se hará con un día de anticipación. 
En la elección votarán solo los vocales de la 
junta general que se hallen admitidos al 
tiempo de hacerse el anuncio. La votación se 
hará por escrutinio secreto , designando si- 
multáneamente cada vocal tres candidatos. 
Si en el primer escrutinio no resultaren tres 
con mayoría absoluta de votos, se repetirá la 
votación entre los que tengan mayor núme- 
ro, tomando dos por cada uno de los que 
falten para completar Jos tros que han de 
proponerse: en caso de que haya otro ó inas 
candidatos con tantos votos como el número 
mas bajo, la suerte decidirá cuál lia de en- 
trar á completar el número doble para el se- 
gundo escrutinio. Lo mismo se verificará 
cuando resultare empate para alguuo ó algu- 
nos lugares de la terna. 

Art. 18. Son atribuciones del presidente: 

4. a Convocar la junta general ordinaria 
para el dia y lugar señalados, y las extraordi- 
narias que juzgue necesarias, ó cuando así 
lo prevenga el Gobierno. 

2. a Con-vocar y presidir con voto las jun- 
tas generales de la asociación, la de aparta- 
dos y la comisión permanente, que no pue- 
den reunirse sin su asistencia, ó la de Ja per- 
sona en quien delegare sus facultades, ó que, 
en su caso, designe el Gobierno. 

3. a Ejecutar los acuerdos que la junta 
general y la comisión permanente adopten 
con arreglo á sus atribuciones. 

4. a Recibir y firmar la correspondencia 
de una y otra corporación. 

5. a Hacer efectiva la cobranza de los fon- 
dos que corresponden á la asociación, y dis- 
poner su inversión, expidiendo los libramien- 
tos necesarios, todo con arreglo á los presu- 
puestos aprobados. 

6. a Residenciar é inspeccionar á los ga- 
naderos y á ios emuleados en todas las de- 
pendencias del ramo, y corregir las faltas 
que cometieren. 

7. a Nombrar interinamente todos los 
empleados y dependientes de la asociación, 


dando cuenta de las vacantes á la junta ge- 
neral para la elección en propiedad. 

8. a Pedir lus informes que estime opor- 
tunos á la comisión permanente, á las auxi- 
liares de las provincias y á los empleados y 
dependientes de la asociación. 

9. * Promover el apeo de los pastos pú- 
blicos del Reino, procurando se ejecute con 
claridad, y hacer que las oficinas de la aso- 
ciación faciliten las noticias y datos necesa- 
rios para las visitas de las servidumbres pe- 
cuarias, reposición de los daños y usurpacio- 
nes causados, y corrección de los excesos 
cometidos. Del reconocimiento y declaración 
de estas mismas servidumbres deben remi- 
tírsele relaciones anuales. 

40, Resolver por parte de la asociación 
las dudas que ocurran sobre las operaciones 
á que se refiere el articulo anterior, de 
acuerdo con la junta general, ó por sí solo 
oyendo á la comisión permanente. 

Art. 19. Cuando lo considere convenien- 
te. y cuando así lo acuerden las juntas ge- 
nerales, nombra visitadores de cañadas, álos 
que da las instrucciones oportunas. 

Art. 20. Corresponde á la administra- 
ción pública, por el Ministerio de Fomento, 
la suprema inspección y jurisdicción sobre 
las cañadas Reales, cordeles y caminos pas- 
toriles, con sus descansaderos, abrevaderos 
y demás servidumbres públicas de la gana- 
dería, á cuya conservación y libre uso atien- 
de como á los demás caminos públicos y ser- 
vidumbres generales del Estado, con arreglo 
á las leyes orgánicas de la Administración y 
á los reglamentos generales de los mismos y 
á la organizacien especial con que se órele- . 
na el ramo en el presente, 

Art. 21. El presidente de la asociación, 
como delegado del Gobierno, vigila y recla- 
ma lo conveniente á fin de que las expresa- 
das cañadas y servidumbres ó ellas anejas se 
conserven libres y expeditas, á fin de que á 
los ganaderos á su paso por las mismas no 
se les exijan cantidades indebidas, ni se les 
infiera ningún agravio, y para que se cum- 
plan y ejecuten las leyes y reglamentos que 
conciernen á la ganadería. 

Art. 22. Para conseguir estos objetos , y 
llenar las demás atribuciones de su comí" 
sion, se dirige al Gobierno de S. M., á los je- 
fes y oficinas superiores de la Administra- 
ción pública, á los Gobernadores de las pro- 
vincias y á las demás autoridades para que 
le presten la cooperación necesaria. 

Art. 23. Son obligaciones deJ presi- 
dente; 

4. a Procurar el fomento de la ganadería 
del Reino, tomando al efecto las disposicío- 
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nes convenientes, y elevando, en su caso, al 
Gobierno las propuestas correspondientes, ó 
haciéndolas á las juntas generales del ramo, 
ó á quien considere oportuno. 

2. a Cuidar del cumplimiento y ejecución 
de cuanto se halla dispuesto para la protec- 
ción y fomento de la ganadería en leyes, 
Reales órdenes y disposiciones superiores. 

3. a Ejercer todas las atribuciones que 
las mismas le señalan como jefe superior del 
ramo. 

Art. 24. En casos urgentes de acuerdo 
con la comisión permanente, el presidente 
dispondrá se promuevan ó continúen los li- 
tigios que convenga para la defensa de los 
derechos ó intereses comunes de la asocia- 
craeion, non, brando los agentes procurado- 
res que en ellos hayan de intervenir y otor- 
gándoles ios poderes en forma, todo sin per- 
juicio de lo que acuerde la junta general, á 
la que se dará cuenta en su primera re- 
union. 

Art 25. Para los casos de enfermedad, 
ausencia ú otro legítimo impedimento, dele- 
ga el presidente sus facultades «en el vocal 
mas autiguo de la comisión permanente. 

TITULO III. 

DE LAS JUNTAS GENERALES. 

CAP. I . — De la reunión de las juntas 
generales. 

Art. 26. La junta general de ganaderos 
se reúne todos los anos en la capital det Rei- 
no el día 25 de abril , y celebra las sesiones 
que son necesarias para el despacho de los 
negocios que ocurran. 

Art. 27. Cuando el Gobierno lo dispon- 
ga, ó cuando el presidente, de acuerdo con 
la comisión permanente, lo considere nece- 
sario, se reunirá ¡a junta general extraordi- 
naria el dia que al efecto se señale. 

CAP. 11 .— De los vocales y asistentes á las 
juntas generales. 

Art. 28. La junta general de la asocia- 
ción consta á lo menos de cuarenta vo- 
cales. 

Art. 20. Componen la junta general. 

1 ü El presidente de la asociación. 

2. ° Los vocales de. la comisión perma- 
nente. 

3. ° Los personeros de las cuadrillas pro- 
vinciales de ganaderos, nombrándose uno 
al menos por cada provincia. 

4. ° Un vocal mas por cada una de aque- 


llas provincias en que veranean ganados 
trashumantes, y que se consideran necesa- 
rios para completarlos cuarenta. 

5.° Finalmente, los demás ganaderos 
que quieran asistir como vocales voluntarios 
con tal que tengan los requisitos de orde- 
nanza, que se expresarán mas adelante. 

Art. 30. El abogado consultor, el secre- 
tario, el contador, el archivero y el tesorero 
asistirán á las juntas generales con voz y sin 
voto. 

Art. 31. Los ganaderos que se hallen 
constituidos en algon empleo ó cargo públi- 
co del servicio de la Real Persona ó del Es- 
tado, que les impida asistir por sí á las jimtas 
generales, pueden enviar apoderados á que 
se enteren de cuanto ocurra, y expongan lo 
que conceptúen conveniente. 

Art. 32. Todos los vocales de las juntas 
generales, así necesarios como voluntarios, 
tienen igual voz y voto sin que entre ellos 
haya ninguna diferencia. 

Art. 33. Los vocales do las juntas gene- 
rales tomarán asiento sin preferencia, á ex- 
cepción de uno de cada cuadrilla principal, 
designado por el presidente, los cuales ocu- 
parán Jos asientos inmediatos á los lados de 
este, á saber: el de Soria á la derecha, el de 
Cuenca á la izquierda, el de Segovia en se- 
guida del primero, y el de León al lado del 
segundo. Los individuos de la comisión per- 
manente se sentarán al costado derecho de 
la presidencia : el secretario y el contador 
ocuparán sus asientos al costado derecho de 
la mesa, y los demás empleados al costado 
izquierdo. 

Art. 34. Los ganaderos que se presen- 
ten después de tres dias de hallarse reunida 
la junta general, solo tendrán voz, y no 
voto en ella. 

CAP. III . — De las cualidades que han de 

tener los ganaderos para concurrir á las 

juntas generales . 

Art. 35. Para ser elegido vocal necesa- 
rio, ó asistir como voluntario á las juntas 
generales, se necesita ser dueño, con un año 
de anticipación, de 150 cabezas de ganado 
lanar ó cabrío, ó de 25 de vacuno, ó de 18 
de caballar, ó de 75 de cerda, lo cual ha de 
resultar de los datos estadísticos que se ha- 
llen en las oficinas de la asociación, y en su 
defecto lo han de justificar los interesados 
con certificación del Alcalde del pueblo don- 
de tengan empadronados los ganados, 6 en 
cuyo término pasten de verano. 

Art. 36. Además han de estar solventes 
en el pago de los derechos de la asociación. 
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CAP. IV. — De la elec-cion de los vocales 
necesarios. 

Art,. 37. Los personeros vocales necesa- 
rios y sus suplentes, serán nombrados por 
las comisiones auxiliares de ganaderos de las 
respectivas provincias, á las que podrán 
agregarse el número de ganaderos que se 
señale en la instrucción que dará la presi- 
dencia con acuerdo de la comisión perma- 
nente, estableciendo ías reglas que hayan 
de observarse en las mismas elecciones. 

Art. 38. Los ganaderos de cada provin- 
cia abonarán á sus personeros por indemni- 
zación de gastos de viaje y estancia en la 
Corte treinta reales por cada dia que ocupen 
en el desempeño de su encargo, regulándo- 
se los dias de ida y vuelta al respecto de 
ocho leguas, según Ja distancia que haya 
desde la Corte á la residencia del personero. 
Cesan los honorarios que por razón de sala- 
ries de los oficios menores del antiguo Conce- 
jo de la Mestase distribuían á los personeros 
de los fondos comunes de la asociación. 

Art. 39. Los individuos de una comisión 
auxiliar que dejen de nombrar los personeros 
ue le correspondan, pagarán maneomuna- 
amente 300 rs. vn. á ios fondos de la aso- 
ciación , en indemnización de los perjuicios 
que puedan originarse á la misma por la 
falta de dichos vocales necesarios. Igual 
cantidad deberá satisfacer el ganadero que, 
nombrado vocal necesario, no asista á las 
juntas generales desde el primer dia de su 
reunión, ó que teniendo justa causa que le 
' impida ó escuse, no lo avise oportunamente 
al presidente de la respectiva comisión 
auxiliar. 

Art. 40. Son causas que escusan de la 
asistencia á las juntas: 

1. a Tener mas de sesenta años de edad. 

2 . a Padecer enfermedad ú otro impedi- 
mento físico. 

3. a No haber pasado cuatro años desde la 
vez anterior que asistió á la junta general 
como vocal necesario. 

4. a Hallarse sirviendo el destino de Al- 
calde ú otro cargo público que Je impida 
ausentarse del pueblo. 

Art.. 41 . Cuando el presidente de la co- 
misión auxiliar de una provincia reciba avi- 
so del personero déla misma escusándose de 
asistir á las juntas generales por causas le- 
gítimas, dispondrá que lo haga el suplente 
.con Ja credencial dada al principal, ó expi- 
diéndole ©tra nueva; y si también el segundo 
se escusare legítimamente, con acuerdo de 
los vocales residentes de la misma comisión 
qqe se hallen, en la capital, nombrará otro 


ganadero de los que apacientan sus rebaños 
en la provincia, para que concurra á las jun- 
tas generales como vocal necesario. 

CAP. V . — De la admisión de los vocales en 
las juntas. 

Art. 42. El presidente de la asociación 
con presencia de las actas electorales de las 
comisiones auxiliares que le remitirán sus 
presidentes oportunamente, dispondrá que 
se enmienden los defectos que en las elec- 
ciones hayan podido cometerse, y que los ex- 
pedientes se instruyan completamente, para 
dar cuenta de ellos á las juntas generales. 

Arl. 43. En la primera sesión de las jun- 
tas se dará cuenta de las actas y de las cre- 
denciales de los personeros, que pasarán á 
una comisión de cuatro individuos nombra- 
dos, uno por cada cuadrilla principal, la que 
con asistencia del abogado consultor infor- 
mará en la siguiente sesión; y si no pudiere 
hacerlo de todas las actas, lo hará de aquellas 
que ofrezcan menores dificultades. 

La junta general resolverá lo que estime 
justo, y su ^cuerdo se ejecutará sin ulterior 
recurso. 

Art. 44. La misma comisión examinará 
y dará su dictamen sobre los documentos 
que presenten los vocales voluntarios, y la 
junta acordará en la forma expresada en el 
artículo anterior. 

Art. 45. Las actas y documentos perte- 
necientes álos cuatro individuos de la comi- 
sión serán examinados por otra comisión, 
compuesta de igual número de individuos. El 
dictamen de esta comisión será el primero 
que se discuta. 

CAP. Vi . — De la celebración de las se- 
siones. 

Art. 46. Luego que haya admitidos cua- 
renta vocales, el presidente declarará cons- 
tituida definitivamente la junta general. 

Art. 47. El presiden te abrirá las sesiones 
de la junta general con la lectura de una me- 
moria, en que dé cuenta del estado en que 
se halle la ganadería del reino, y de cuanto 
se haya hecho desde las juntas anteriores 
para su conservación y fomento, y en el cum- 
plimiento de las leyes y reglamento , y para 
llevar á efecto los acuerdo? de la misma jun- 
ta anterior. 

Art. 48. Todos los dias de juntas gene- 
rales, antes de empezarse la sesión, se cele- 
brará misa en el oratorio de la sala de juntas 

S or un eclesiástico que designe el presi- 
ente. 

Art. 49. Los vocales de la junta general 
luego que esta se halle constituida prestarán 
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juramento en manos del presidente de des- 
empeñar bien su encargo, guardar las leyes 
y nombrar para los oficios y cargos de la 
asociación á las personas que consideren 
mas aptas. 

Art. 50. Constituida la junta general, se 
procederá al nombramiento de diez y seis in- 
dividuos, que tomarán el nombre de aparta- 
dos, y el de cuatro contadores, según de an- 
tiguo se practica. Para hacer esta, elección 
se dividirán las cuatro cuadrillas principales, 
y cada una nombrará cuatro apartados y un 
contador. Las cuadrillas así divididas serán 
presididas; la de Soria por el presidente de 
la asociación , y las otras tres por los tres 
individuos de las mismas que asistan á la pre- 
sidencia. 

Art. 5i. Los diez y seis apartados com- 
pondrán la comisión general para informar 
sobre todos los negocios que se la remitan 
por la junta general, sin perjuicio de que 
esta nombre comisiones especiales para asun- 
tos determinados. 

Las comisiones especiales serán nombra- 
das por el mismo método que los apartados. 

Art. 52. Constituida la junta general se 
leerá para su aprobación el acta del día an- 
terior. En las sesiones se dará cuenta en 
primer Jugar de las órdenes y comunica- 
ciones del Gobierno y de la Presidencia. En 
seguida se despacharán los dictámenes délas 
comisiones, los demás negocios que ocurran, 
las proposiciones de los vocales , y por últi- 
mo, las solicitudes é instancias que se diri- 
jan á la ¡unta general. 

Art.. 53. Dada cuenta de un negocio, se 
abrirá disensión sobre él, hablando alternati- 
vamente y por su orden los vocales que pi- 
dan la palabra en pró y en contra. 

Cuando la junta considere un negocio 
grave, se diferirá su discusión por veinticua- 
tro horas, quedando el expediente en la Se- 
cretaría para que todos los vocales puedan 
enterarse de su resultado. 

Art. 54. La junta acordará cuándo el 
asunto está , suficientemente discutido, y se 
procederá á la votación, levantándose los 
que aprueben , y quedándose sentados los 
que re prueben. 

Siempre que lo disponga el presidente, ó: 
lo pidan tres vocales, será la votación nomi- 
na], votando cada vocal desde su asiento. 

Art. 55. Todo vocal de la junta general 
puede salvar su voto, cuando no sea confor- 
me al de la mayoría, y presentarlo por es- 
crito en la siguiente sesión: estos votos que- 
darán unidos al acta, sin que pueda abrirse 
sobre ellos nueva discusión. 

Art. 56. A todos los dictámenes de co- 
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misión ó negocios que se. discutan, podrán 
los vocales presentar adiciones y enmiendas. 

La junta las tomará ó no en consideración, 
y en el primer caso, acordará si se han de 
discutir juntas ó separadas, antes ó después 
del negocio principal. 

Art. 57. También decidirá la junta cómo 
baya de verificarse la discusión , cuando á 
mas del dictamen de una comisión ó de la 
junta de apartados, haya uno ó mas votos 
particulares. 

Art. 58. El presidente abrirá y cerrará 
las sesiones; dirigirá las discusiones; conce- 
derá ó negará la palabra á los vocales, y po- 
drá llamar al órden, á la cuestión, y basta 
retirar la palabra al que se halle hablando, 
cuando diere motivo justo para ello. 

Art. 59. También corresponde al presi- 
dente señalar los negocios que se han de po- 
ner á discusión, á menos que la junta en al- 
gún caso particular lo acoi daré. 

Art. 60. Los vocales de las juntas gene- 
rales pueden presentar por escrito las pro- 
posiciones que estimen conducentes, y la 
junta las admitirá, enmendará, aprobará ó 
desechará, prévio informe de Ja comisión de 
apartados, ó de otra especial, ó sin informe 
alguno, según Jo estime conducente. 

Art. 61, Lo mismo se observará con las 
reclamaciones, propuestas y solicitudes que 
se presenten á la junta genera! por indivi- 
duas que no sean de su seno. Jas que deberán 
presentarse por escrito, no admitiéndose en 
otra forma. 

Art. 62. El acta de la última sesión se 
revisará por la comisión permanente para 
ver si está conforme con lo acordado, y se 
leerá y aprobará en la primera junta general 
del año siguiente. 

CAP. VIL — De las atribuciones de las jun- 
tas generales. 

Art. 63. Corresponde á las juntas gene- 
rales: 

l.° Proponer á S. M. el presidente de ¡a 
asociación. 

2° Nombrarlos vocales de la comisión 
permanente. 

3. ’ > Elegir abogado consultor, secretario, 
contador, archivero, tesorero, oficiales y es- 
cribientes de las oficinas, conserje-portero y 
demás empleados de su dependencia. 

4. ° Nombrar los visitadores principales 
de ganadería y cañadas de las provincias, y 
confirmar á sus sustitutos eD los partidos. 

5. ° Acordar, cuando lo creaD necesario, 
el nombramiento de visitadores extraordina- 
rios de cañadas, cuya elección hará el presi- 
dente. 
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6. ' Fijar el presupuesto de gastos de la 
asociación para el año siguiente. 

7. * Examinar y aprobar las cuentas del 
año anterior. 

8. ° Evacuar los informes que les pida el 
Gobierno de S. M., el presidente de la aso- 
ciación y Jas autoridades superiores de la Ad- 
ministración pública, y dirigir al mismo Go- 
bierno, presidente y autoridades las propues- 
tas, solicitudes y reclamaciones que consi- 
deren necesarias para la prosperidad de la 
ganadería. 

9. ‘ Deliberar sobre si se han de instar, 
abandonar ó transigir los pleitos y recursos 
relativos al sostenimiento de los derechos ó 
intereses comunes de la ganadería, á cuyo 
fin se les dará cuenta de todo lo que tenga 
relación con esta importante parte de su ad- 
ministración, así como del estado de los liti- 
gios pendientes. 

10. Acordar cuanto consideren condu- 
cente al fomento, policía y régimen de la ga- 
nadería del Reino, y proveer al Gobier- 
no y administración interior del estableci- 
miento. 

CAP. VIII , — De los apartados y demás co- 
misiones. 

Art, 64. En las juntas de apartados y de 
las comisiones se observarán para la discu- 
sión de los negocios las mismas reglas que se 
señalan para la general, en. cuanto puedan 
ser aplicadas. 

Art. 65. Los informes de la junta de 
apartados y demás comisiones se acordarán 
por mayoría absoluta de votos. Si en algún 
negocio do .hubiere conformidad, cada frac- 
ciou ó individuo formulará su vote; y dada 
cuenta en junta general, esta determinará 
lo que estime justo. 

TITULO IV. 

DE LA COMISION PERMANENTE Y DEL SÍNDICO 
DE LA ASOCIACION. 

CAP. I . — De la comisión permanente. 

Art. 66. La comisión permanente se com- 
pondrá del presidente de Ja asociación y 
quince vocales ganaderos elegidos por la aso- 
ciación en junta general. La comisión per- 
manente será auxiliada por los empleados de 
la asociación, asistiendo á sus sesiones los 
que lo hacen á las juntas generales y con el 
propio carácter. 

Art. 67. Son atribuciones de la comisioD 
permanente: 

i." Promover ante el Gobierno, las auto- 
ridades y el presidente de la asociación los 


1 asuntos que considere de interés general 
para la ganadería. 

2.° Desempeñar los encargos que las jun- 
tas generales y el presidente le cometan. 

Art. 68. La comisión permanente, para 
desempeñar sus atribuciones, se dividirá en 
las secciones que considere necesarias. 

Art. 69. En la discusión y deliberación 
de los negocios, observará la comisión per- 
manente las reglas señaladas para las jimias 
generales en cuanto le sean aplicables. Se 
llevarán actas de sus reuniones, 

Art. 70. La comisión permanente se re- 
unirá por lo menos una vez al mes, y las 
demás que se juzgue convenientes. 

CAP, II. — Del sindico de la asociación. 

Art. 71. Corresponde al síndico de la aso- 
ciación vigilar y reclamar al presidente y las 
juntas acerca del cumplimiento de las leyes, 
órdenes y reglamentos del ramo y en especial 
del presente, y excitar el celo de la presi- 
dencia, comisión permanente y empleados, 
para que todos procuren el fomento y pros- 
peridad de la ganadería. 

TITULO V. 

DE LOS EMPLEADOS Y DEPENDENCIAS DE LA 
ASOCIACION. 

CAP. I. — Del abogado consultor. 

Art. 72. Las obligaciones y atribuciones 
del abogado consultor son, á saber: 

1. a Dar dictamen en todas las cuestiones 
de derecho, 

2. a Darlo también, bajo su responsabili- 
dad, sobre la formalidad, legitimidad y sufi- 
ciencia do las fianzas que presenten los em- 
pleados de la asociación, que están obligados 
á darlas. 

3. a Evacuar los informes que le pidan, y 

redactar las representaciones, consultas y 
demás escritos que le encarguen el presi- 
dente, la junta general y la comisión per- 
manente. ' _ 

4. a Defender como abogado á la asocia- 
ción en todos ios pleitos y negocios conten- 
ciosos que la misma tenga en Jos Juzgados y 
Tribunales déla Corte, sin percibir derechos 
cuando estos los haya de pagar la asociación. 

5. a Ilustrar á la comisión permanente 
sobre los asuntos contenciosos que hayan de 
promoverse ó seguirse fuera de la Corté, y 
redactar las instrucciones que ia misma acuer- 
de para los agentes procuradores. 

6. a Llevar un registro de lodos los pleitos 
que dentro y fuera de la Corte se sigan á 
nombre de la asociación, y dar cuenta de su 
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estado á las juntas generales todos los años, j 
y a i presidente y la comisión permanente, I 
siempre que Jos mismos se la reclamen, ó él 
lo considere conveniente. 

7. a Asistir á las sesiones de las juntas 
generales, las de apartados y comisión per- 
manente para ilustrarlas en los negocios 
propios de sus atribuciones, y en aquellos 
sobre que le pidieren dictamen. 

CAP. II —Del secretario. 

Art. 73. Corresponde al secretario de la 
asociación: 

1. ° Desempeñar todos los negocios pro- 
píos de sti destino, con el presidente, con la 
junta general, con la de aparta- os y con la 
comisión permanente, siendo el único secre- 
tario de estas corporaciones. 

2. ° Extender Ins actas, y certificar los 
acuerdos de las juntas generales, la de apar- 
tados y comisión permanente, llevando libros 
separados para esta y aquellas. 

3. ° Extender y firmar igualmente los li- 
bramientos que expida el presidente, para 
que el tesorero pague los gastos de la aso- 
ciación. 


3. ’ Llevar los libros necesarios para re- 
gistrar con separación los ingresos y salidas 
de los fondos de la asociación. 

Estos libros estarán rubricados por el 
presidente. 

4. ° Examinar, y hallándolas conformes, 
conservar las declaraciones que el tesorero 
debe dar de haber tomado á su satisfacción 
las fianzas de los visitadores encargados de 
recaudar los valores de la asociación. 

5. ° Cuidar de que los mismos visitado- 
res verifiquen la cobranza de los derechos 
de la asociación, sin invertir mas días en eila 
que los absolutamente necesarios, según las 
circunstancias de cada provincia; de que 
los fondos que recauden, ingresen en Teso- 
rería; de que presenten sus cuentas en e! 
tiempo señalado, y cumplan con todas las 
demás obligaciones q^e les impone el regla- 
mento particular de 15 de marzo de 1852. 

6. ° Vigilar para que los fondos de la aso- 
ciación ingresen en el urca; para que así el 
tesorero como los demás funcionarios llenen 
los deberes que en esta parte les están im- 
puestos, y se evite toda malversaron, ha- 
ciendo sobre ello las excitaciones y reela- 


4. ° Asistir á los arqueos y extender las 
actas de ellos que deben existir dentro del 
arca. 

5. " Cuidar bajo su responsabilidad délos 
expedientes y papeles de la Secretaría, así 
como de que todos sus empleados desempe- 
ñen con exactitud sus destinos. 

6. ° Dividir con la aprobación del presi- 
dente los negociados de la Secretaría, enco- 
mendando á cada uno de los oficiales y es- 
cribientes los que hayan de despachar." 

1.° Desempeñar todas las demás atribu- 
ciones y obligaciones subsistentes de las 
que á los secretarios de acuerdos y de la 
Presidencia imponen las ordenanzas, los re- 
glamentos generales de la administración y 
los particulares del ramo. 

Art. 74. Además de desempeñar las 
obligaciones de su destino, el secretario debe 
gestionar cuando el presidente se lo ordene 
en todos los Ministerios y oficinas de la Cor- 
te, para el pronto y buen despacho de los 
negocios pertenecientes á la asociación. 

CAP. III. — Del contador y del archivero. 


Art. 75. Corresponde al contador: 
l.° Llevar la cuenta y razón de los fon- 
dos de la asociación, interviniendo sus in- 
gresos; para lo cual tomará razón de los 
caudales que recibe el tesorero, y de Jos 
que tengan entrada en el arca. 


2-° Tomar razón de los libramientos que 
expida el presidente. 


mociones oportunas al presidente, siempre 
que sea necesario. 

7. ° Presentar todos los años á las juntas 
generales un estado de los caudales que haya 
en arcas y en poder del tesorero, y otro de 
las cantidades que por todos conceptos se 
adeudan á la asociación, así como de las que 
esta sea en deber. 

8. u Reclamar en tiempo oportuno las 
cuentas del tesorero, de los visitadores y de 
todi s los demás que deban darlas; exami- 
narlas, y hacer que se satisfagan los reparos 
que les pongan, y extender su censura en 
cada una de ellas, quedando concluido este 
trabajo en el mes de febrero todos los años. 

9. ° Formar para el mes de marzo los 
presupuestos de ingresos y gastos de la aso- 
ciación en el año siguiente. 

10. Evacuar todos los informes que se le 
pidan por la presidencia, junta general y co- 
misión permanente, asistiendo á sus sesiones 
para ilustrarlas en los negocios que tengan 
relación con sus atribuciones, y con el mis- 
mo objeto lo hará á las reuuionee que cele- 
bren los contadores nombrados en las jun- 
tas generales. 

11. Desempeñar todos los demás traba- 
jos que le encomiendan las ordenanzas, re- 
glamentos y acuerdos de la presidencia, jun- 
ta general y comisión permanente. 

Art. 76. ' Toca al archivero: 

l.° Custodiar en buen órden todos ios 
papeles, libros y documentos del archivo, 
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2. " Recibir Jos documentos que deben 
ingresar en el archivo, anotándolo en los re- 
gistros é índices generales que por ramos 
debe llevar. 

3. ° Facilitar al presidente, junta general 
y comisión permanente, así como á íos fun- 
cionarios del ramo, cuantas noticias y do- 
cumentos necesiten para el desempeño de 
los negocios de interés de la ganadería. 

Cuando salgan documentos del archivo, 
recogerá recibo para su resguardo, y cuida- 
ra de que sean devueltos á la misma oficina. 

4. ' Formar índices por materias y razo- 
nados, y desempeñar cualquier deber propio 
de sü destino, que se le encargue. 

CAP. IV . — Del tesorero. 

Art. 77. El tesorero nombrado por la 
asociación, antes de principiar á desempe- 
ñar su cargo, dará fianzas legas, llanas y 
abonadas basta en la cantidad y forma que 
se señale en el acuerdo de su nombramiento. 

Estas fianzas deben ser designadas en jun- 
ta general, y aprobadas por la comisión per- 
manente. 

Art. 78. Son obligaciones del tesorero: 

1. a Llevar un libro de caja rubricado en 
todas sus hojas por el presidente, para anotar 
Jas entradas y salidas de caudales, cou dis- 
tinción y claridad. 

2. a Recibir de los visitadores y encarga- 
dos de la recaudación de los derechos y fon- 
dos de la asociación las correspondientes 
fianzas á satisfacción del mismo tesorero, y 
bajo su responsabilidad; y cuando no la teñ- 
an dada los visitadores principales, propon- 

rá al presidente visitadores auxiliares para 

verificar dicha recaudación. 

3. a Cuidar de que unos ú otros visitado- 
res verifiquen la cobranza en la forma esta- 
blecida por el reglamento particular de 1 5 de 
marzo de 1852, y de que cumplan con todas 
las disposiciones del propio reglamento, el 
que también observara por su parte. 

4. * Hacer bajo su responsabilidad todas 
las gestiones y reclamaciones que sean ne- 
cesarias para la cobranza de los valores y 
fondos de ¡a asociación. 

5. a Introducir en el arca de la asociación 
todos los fondos que recaude, no pudiendo 
conservar en su poder mas que hasta 20,000 
reales vellón, para atender a los gastos con- 
cernientes al establecimiento. 

6. " Reclamar se saquen de la misma ar- 
ca, y se le entreguen los caudales necesa- 
rios para cubrir los gastos de la asociación 
cuando no basten los que tenga en su poder. 

Art. 79. El arca de la asociación tendrá 


tres llaves, que conservarán una el presiden- 
te, otra el contador y otra el tesorero, y 
nunca podrá abrirse, sin asistencia de los 
tres ó sus representantes autorizados por es- 
crito. 

En el caso de que la junta general así lo 
acuerde, podrán situarse los fondos en el 
Banco español de San Fernando ó en la Caja 
de depósitos, á disposición del presidente, 
que los consignará y librará sobre ellos con 
los requisitos expresados. 

Art. 80. Dentro del arca habrá un libro 
para extender las actas del arqueo y anotar 
los caudales que ingresen y se extraigan. 
Estas actas serán firmadas por los tres cla- 
veros y el secretario, tomando ñola de ellos 
el contador y el tesorero para hacerlo cons- 
tar en sus respectivas oficinas. 

Art. 8t. El tesorero no pagará cantidad 
alguna sin el competente libramiento del 
presidente, intervenido por la Contaduría y 
arreglado al presupuesto aprobado. Cuando 
no lo estuviere, lo hará así presente por es- 
crito al presidente, exponiendo las razones 
que le impiden darle cumplimiento; pero si 
el presidente le manda pagar la cantidad li- 
brada, lo verificará así, conservando la órden 
para salvar su responsabilidad , y dando 
cuenta razonada á la primera junta general 
que se celebre. 

Art. 82. En todas las cartas de pago y 
recibos que otorgue de las cantidades que 
reciba, expresará que de ellas se ha de to- 
mar razón en Contaduría, so pena de nuli- 
dad. No recibirá suma ninguna sin firmar 
antes el cargaréme oportuno, que se conser- 
vará en la misma Contaduría. 

Art. 83. En el mes de enero todos los 
anos rendirá el tesorero la cuenta del ante- 
rior, satisfaciendo los reparos que á la misma 
ponga la Contaduría. 

CAP. V . — Del conserje-portero. 

Art. 84. A cargo de un conserje estará 
el local donde se celebren las juntas y se 
hallen las oficinas de la asociación. Conser- 
vará en su poder, y bajo su responsabilidad, 
todos ios muebles, alhajas y efectos destina- 
dos á aquel objeto; cuidará del servicio inte- 
rior y limpieza del mismo local y sus depen- 
dencias. 

Art. 85. Desempeñará las funciones de 
portero durante las sesiones de las juntas ge- 
nerales y comisión permanente, y todo el 
año, cerca del presidente y oficinas de la 
asociación, cumpliendo los encargos que se 
le hagan. 
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TITULO VI. 

DB LAS DEPENDENCIAS DE LA ASOCIACION EN 

las provincias. 

CAPITULO I. 

Art. 86. Las comisiones auxiliares de las 
provincias se compondrán del número de 
ganaderos residentes y correspondientes que 
a cada una señale la comisión permanente, 
la que los nombrará á propuesta de las 
mismas. 

Art. 87. Son individuos natos do las co- 
misiones auxiliares los visitadores principales 
de ganadería y cañadas, cada uno en su res- 
pectiva provincia. 

Art. 88. Las comisiones auxiliares ten- 
drán un presidente, un vice-presidente y 
un secretario de entre sus individuos, que á 
propuesta de las mismas, nombrarán el pre- 
sidente y ' omisión permanente. 

Art. 89. Los gastos de correo y escrito- 
rio de las comisiones auxiliares se pagarán 
de los fondos de la asociación, y á este fin 
los secretarios remitirán todos los años en el 
mes de junio cuenta documentada de dichos 
gastos á la Contaduría. 

Art. 90. Son atribuciones de las comi- 
siones auxiliares. 

1. a Evacuar los informes que les pidan, 
y los demás encargos concernientes al ramo 
que les hagan el presidente y la comisión 
permanente. 

2. a Verificar asimismo los que les come- 
tan los Gobernadores, Diputaciones y Conse- 
jos provinciales , comisarios regios y juntas 
de agricultura, delegados del ramo déla cria 
cahajlar y demás autoridades provinciales. 

3. ‘ Dar su dictámen en los expedientes 
sobre acotamientos de terrenos donde haya 
mancomunidad de pastos. 

4. * Nombrar un individuo de su seno 
para vocal de la Junta de agricultura de la 
provincia. 

5. * Elegir el personero ó personeros pa- 
ra que asistan á las juntas generales déla 
asociación , como vocales necesarios en re- 
presentación de los ganaderos de la provin- ¡ 
cia, conforme al art. 37. 

6. a Vigilar el exacto cumplimiento de 
las leyes, reglamentos, y órdenes superiores, 
protectoras de la ganadería, excitando el ce- 
lo de los visitadores principales para que pi- 
dan su observancia, y haciendo directamen- 
te las reclamaciones que crean necesarias 
con el mismo fin , á la presidencia y comi- 
sión permanente. 

I* Procurar por cuantos medios les sean 
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posibles la mejora y fomento de la ganadería, 
proponiendo lo que consideren conveniente 
á la presidencia y comisión permanente. 

CAP. II . — De los visitadores principales de 
provincia. 

Art. 91 . En cada provincia habrá un vi- 
sitador principal de ganadería y cañadas, 
elegidos por las juntas generales, y autoriza- 
do por la presidencia. 

Art. 92. Los cargos y atribuciones de 
los visitadores principales de ganadería son: 

1. ° Formar la estadística anual de los 
ganaderos y ganados de la provincia con- 
forme á las instrucciones que les dé la pre- 
sidencia. 

2. ° Vigilar y procurar el cumplimiento 
de las leyes y disposiciones superiores dicta- 
das para el régimen, conservación y protec- 
ción de la ganadería de todas especies, y 
particularmente das relativas á la conserva- 
ción y libre uso de los pastos comunes, de 
las cañadas, cordeles, veredas, coladas, pa- 
sos y vías pastoriles , conocidas con otros 
nombres en cada país; de los descansaderos 
majadas, abrevaderos y demás servidumbres 
pecuarias legítimamente constituidas sobre 
terrenos públicos ó particulares parauso co- 
mún, haciendo por sí mismos, y en caso de 
impedimento, por medio de sus auxiliares y 
sustitutos, la visita anual de los expresados 
objetos, y remitiendo á la Presidencia docu- 
mentos que demuestren el cumplimiento de 
esta obligación y el resultado de sus ges- 
tiones. 

3. ° Dar protección y ayuda á los gana- 
deros para la conservación y defensa de sus 
derechos, particularmente al tiempo de la 
trasliumacion y viajes de los ganados procu- 
rando no se les impida el uso y aprovecha- 
miento de los pastos y demás que les corres- 
ponden, que no se les causen vejaciones, 
ni se les hagan exacciones indebidas. 

4. * Hacer las reclamaciones oportunas 
ante el Gobernador, el Consejo y demás au- 
toridades de la *provincia , para que tenga 
efecto lo prevenido en los dos párrafos ante- 
riores , dando parte á la Presidencia cuando 
sus solicitudes no sean atendidas. 

5. a Proponer á la Presidencia, junta ge- 
neral y comisión permanente cuanto consi- 
deren útil y conveniente para el fomento de 
la ganadería. 

6. ° Entenderse con sus auxiliares y sus- 
titutos de los partidos, darles instrucciones 
para el mejor desempeño de su encargo, 
prestándoles cooperación en todos los casos 
y señaladamente cuando por no haber sido 
atendidas sus reclamaciones por las autori- 
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dades locales sea necesario elevarlas á las 
provinciales. 

7. ° Recaudar los fondos y derechos de 
la asociación en su provincia, previa la com- 
petente lianza. 

8. ° Desempeñar todas las demás obliga- 
ciones que á ios antiguos procuradores-fis- 
cales del ramo estaban encargadas por las 
ordenanzas y reglamentos de ganadería. 

CAP. III . — De los visitadores de partido. 

Art. 93. Los visitadores de partido son 
sustitutos del principal de !a provincia , en 
los partidos judiciales y distritos convenien- 
tes. A propuesta de aquellos son nombrados 
por la presidencia con conocimiento de las 
juntas generales. 

Art. 94. Los visitadores de partido ejer- 
cen cerca de las autoridades locales de to- , 
dos y cada uno de los pueblos de sus rlistri- ¡ 
tos, las mismas atribuciones que en el' capí- 
tulo anterior se señalan á los principales de 
provincia. 

Art. 93. Obrarán además con arreglo n 
las instrucciones que se les comuniquen por 
la presidencia y los visitadores principales, á 
los que darán cuenta de todo Jo que ocurra, 
particularmente cuando sus reclamaciones 
no sean atendidas por las autoridades lo- 
cales. 

CAP. IV . — De los visitadores de cañadas. 

Art. 96. El presidente de la asociación, por 
sí ó en virtud de acuerdo de las juntas gene- 
rales, nombra ios ganaderos qué estime con- 
venientes, para que visiten los pastos comu- 
nes, cañadas y demás objetos de interés co- 
lectivo de la ganadería, y los demás que 
conciernen á la asociación. 

Art. 97. La obligación de estos visitado- 
res extraordinarios será examinar el estado 
en que se hallen los citados términos, recla- 
mar contra las intrusiones y usurpaciones 
que en ellos se hayan hecho, así como so- 
bra las exacciones indebidas y demás veja- 
ciones que se hagan á los ganaderos y gana- 
dos, principalmente al tiempo de la trashu- 
macion, y desempeñar los demás encargos 
que les cometa la Presidencia. 

Art. 98, Los visitadores extraordinarios 
. se arreglarán en un todo á las instrucciones 
de la Presidencia, dando parte á la misma de 
cuanto hagan y ocurra. 

Art. 99. La gratificación que haya de 
darse á los visitadores extraordinarios la se- 
ñalará la Presidencia, de acuerdo con la co- 
misión permanente. 

■ Art. 100. Todos los años se dará cuenta 
á las juntas generales de los visitadores nom- 


brados, y de lo que cada uno baya oractira- 
cio en el desempeño de su comisión'. 

CAP. Y . — De los comisionados para la 
recaudación. 

Art. 101. La recaudación do los dere- 
chf s i fqndps iIg la asotiacion estará en 
coda provincia á cargo del visitador princi- 
pal de ganadería y cañadas, que la verifica- 
rá por sí y por medio de sus comisionados ó 
auxiliares, luego que haya daño fianza ; y 
cuando faite este requisito, el presidente á 
propuesta del tesorero, nombrará los visita- 
dores auxiliares que se consideren necesa- 
rios para hacer la recaudación , y promover 
ai mismo tiempo los objetos condados á los 
visitadores principales. 

Art. 102. Los visitadores principales, y 
en su cano los auxiliares, darán fianza , une 
lijará la comisión permanente , y recibirá el 
tesorero á su satisfacción, y bajo" su respon- 
sabilidad El mismo tesorero dará cuenta á la 
presidencia de haber recibido la fianza del 
modo expresado. 

Art,. 103. Dada la fianza por los visitado- 
res. se les expedirá el correspondiente recu- 
dimiento por la comisión permanente , y el 
despacho anxiliatorio de la Presidencia (que 
lia de presentarse al Gobernador de la pro- 
vincia respectiva, para que le autorice en la 
forma acostumbrada, y los demás documen- 
tos necesarios para verificar la recaudación. 

Art. 104. Los visitadores cobrarán las 
sumas que se señalen en sus respectivos re- 
cudimientos y demás documeutos que les 
sean expedidos. 

Art. 105. Los visitadores percibirán los 
honorarios que les estén señalados, procu- 
rando el contador y el tesorero que todos 
se reduzcan á un tanto por 100 de las canti- 
dades que recauden, y que mientras algunos 
continúen cobrando dietas, no pasen estas 
de las prefijadas y autorizadas por las juntas 
generales. 

Art. 106. Los visitadores observarán 
rigurosamente todo lo que está dispuesto por 
el reglamento especial de recaudación de 
15 de marzo de 1852, el cual también será 
guardado por las demás oficinas y depen- 
dencias de la asociación,' siu perjuicio de ser 
revisado para ponerlo de acuerdo con el re- 
glamento. 

CAP. YI .- — De las juntas locales de ganade- 
ros y de los síndicos de ganadería. 

Art. 107. Los ganaderos de cada uno de 
los pueblos dé! reino se reunirán en junta, 
bajo la presidencia de su Alcalde ó de un pre- 
sidente especial, ganadero, donde así sea la 
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costumbre, pero siempre con conocimiento 
de la autoridad local. 

Art. 108. Será objeto de las juntas loca- 
les de ganadería: 

1. Q Tratar de los negocios de particular 
interés del ramo en la localidad. , 

2. ° La presentación, reconocimiento, 
restitución y aplicación de las reses extra- 
viudss» 

3. ® Elegir procurador síndico local de 

ganadería. ,, , . 

4. ° Acordar la que convenga a la deiensa 
de sus derechos comunes, fomento de la ga- 
nadería y observancia de Jas leyes y regla- 
mentos de policía pecuaria. 

Art. 10!L Los ganaderos de dos ó inas 
pueblos que tengan entre sí mancomunidad 
de pastos ú otros derechos é intereses co- 
munes, también podrán reunirse bajo la pre- 
sidencia de uno de los Alcaides de los mis- 
» mos pueblos ó del presidente especial de 
ganaderos, según lo dicho en el artículo an- 
terior, para acordar lo que convenga ú sus 
intereses comunes, debiendo asistir al me- 
nos el procurador síndico de ganadería de 
cada pueblo comunero, ú otro comisiona- 
do de sus ganaderos. 

Art. 110. Los síndicos locales de gana- 
dería desempeñarán dentro de su término 
municipal respectivo las funciones que te- 
nían los procuradores íiscaies de cuadrilla, 
y son á saber: 

1. ° Celar y promover ante el Alcalde y 
demás autoridades competentes la obser- 
vancia de las leyes de policía pecuaria, la 
conservación y arreglarlo disfrute de los pas- 
tos públicos, abrevaderos y majadas, y la de- 
fensa de los derechos é intereses comunes 
de los ganaderos de su respectiva localidad. 

2. ° Entenderse con los visitadores de 

ganadería y cañadas de los partidos. 

3. ° Dar á estos funcionarios conocimien- 
to de cuantos negocios afecten á los intere- 
ses generales de la ganadería. 

4. ° Finalmente, desempeñarán las de- 
más atribuciones y obligaciones que les se- 
ñalen las órdenes é instrucciones del ramo, 

Art. 111, Las juntas locales y procura- 
dores síndicos de ganadería cumplirán con 
lo dispuesto en la circular de la presidencia 
de l .° de abril de 1851 . 

TÍTULO VII. 

DE LOS FONDOS, PRESUPUESTOS Y CUENTAS 
DE LA ASOCIACION. 

CAP. 1. — De los fondos. 

Art. 112. Son fondos de la asociación 
general de ganaderos: 


1. ° El producto de las fincas de su pro- 
piedad. 

2. ° El valor de las reses de todas espe- 
cies mostrencas ó extraviadas no reclamadas 
por sus dueños. 

3. ° La parte que les está asignada en las 
penas impuestas á los ganaderos por infrac- 
ciones de la mismas leyes y disposiciones de 
policía pecuaria. 

4. ° La que las leyes recopiladas señalan 
al antiguo Consejo de Mesía, que se ha re- 
fundido en la actual asociación, en Jas con- 
denaciones por roturaciones y daños causa- 
dos en las cañadas, pastos públicos y servi- 
dumbres pecuarias, por exacciones y agra- 
vios hechos á los ganados y sus conductores. 
En estas condenas tienen' también señalada 
su parte Jos visitadores de ganadería y ca-, 
fiadas. 

5. ° Los censos, intereses de dÍDero ó 
cualquiera otro crédito que corresponda á la 
asociación. 

Art. 113. También forman parte de los 
valores de la asociación los repartimientos 
que las juntas generales acuerden hacer á 
los ganaderos, con aprobación superior, 
pues sin ella no se hará ninguno. 

Art. 114. De la parte de, las reses mos- 
trencas y [tenas por infracciones de lasleyes 
de policía pecuaria, se llevará cuenta sepa- 
rado, dándose conocimiento á las juntas ge- 
nerales. 

CAP. II. — De los presupuestos. 

Art. 115. Todos los años en los prime- 
ros meses formará e! contador la reiacio-n de 
ingresos y presupuesto de gastos para el año 
siguien le. 

Art 116. En la relación de ingresos se 
comprenderán los productos que deben dar 
los f m dos y derechos de la asociación en el 
año actual. 

Art. 1 17. En el presupuesto de gastos se 
comprenderán: 

1. ° Los destinados al fomento y mejora 
de. la ganadería, según los acuerdos de Jas 
juntas generales. 

2. ° Los de pleitos. 

3. ° Los de contribuciones, censos y re- 
paros de las (incas. 

4. ° Los sueldos de lodos los empleados 
y dependientes de ia asociación. 

5. ° Las gratificaciones acordadas á ios 
visitadores extraordinarios de cañadas. 

tj.“ Los gastos de material, correo, im- 
presiones v escritorio de ia Presidencia, ora- 
torio, sala de juntas, oficinas, comisiones 
auxiliares, visitadores principales y demás 
dependencias. 
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7.° Los demás que se hallen prevenidos 
por las juntas generales ú órdenes superiores. 

Art. 4 48. También se pondrá en el pre- 
supuesto una partida para gastos imprevis- 
tos, eventuales y extraordinarios, de la que 
dispondrá el presidente, dando cuenta razo- 
nada á las juntas generales de los objetos y 
servicios á que Ja haya destinado. 

Art. 119. Cuando haya fondos sobrantes 
de años anteriores, formarán la primera par- 
tida de la relación de ingresos. Cuando re- 
sulte déficit, se propondrá el medio de cu- 
brirlo. En el mes de marzo presentará el con- 
tador los presupuestos al presidente, quien 
con las observaciones que juzgue conve- 
niente, los pasará á la comisión permanente 
que los examinará, haciendo en ellos todas 
las correcciones que considere necesarias, 

Art. 120. Cuando se halle constituida la 
junta general, se dara cuenta de la relación 
de ingresos y presupuesto de gastos, que 
pasarán á los contadores para que los exa- 
minen al mismo tiempo que lo hagau de las 
cuentas, dando dictamen sobre ellos. 

Art. 424. Las juntas generales, con co- 
nocimiento de la relación de ingresos, apro- 
barán el presupuesto de gastos en los tér- 
minos que tengan por conveniente. 

CAP. III . — De las cuentas . 

Art. 122. La Contaduría cuidará de que 
el tesorero, los visitadores y las demás per- 
sonas que manejan fondos de la asociación, ó 
hacen gastos, rindan sus cuentas documen- 
tadas en Jas épocas que á cada uno le están 
señaladas. 

Si alguno dejare de cumplir con esta obli- 
gación, el contador lo manifestará al presi- 
dente para que le haga llenarla. 

Art, 123. Conforme vayan llegando á la 
Contaduría las cuentas á que se refiere el ar- 
tículo anterior, serán examinadas, poniendo 
á cada una los reparos que merezcan, de los 
que se pasará copia á los interesados, seña- 
lándoles el plazo dentro del cual hayan de 
satisfacerlos; y así lo cumplirán, siendo á 
ello apremiados por la presidencia, caso ne- 
cesario. 

Art. 424. Para fin de febrero se hallarán 
reunidas en Contaduría todas las cuentas 
correspondientes al año anterior; exami- 
nadas por esta oficina, satisfechos los reparos 
que la misma haya puesto, extendida su cen- 
sura y hecha la liquidación definitiva, de 
modo que el contador la presentará al presi- 
dente antes de 4 .° de marzo. 

A la cuenta acompañará un estado forma- 
do por la Contaduría, en el que aparezca el 
resultado de las mismas por el óruen de los 


capítulos de la relación de valores y presu- 
puesto de gastos, expresando en cada uno 
las cantidades que han ingresado, y se han 
gastado de inas ó menos, de las señaladas en 
aquellos documentos. 

Art. 125. El presidente pasará las cuen- 
tas á la comisión permanente, que las exa- 
minará, disponiendo sean contestados por 
quien corresponda los reparos que le ocurran 
y extendiendo en seguida su censura. 

Art. 126. El primer dia en que funcione 
la junta general, va definitivamente consti- 
tuida, se hará lectura de las cuentas, y pasa- 
rán á los cuatro contadores nombrados por 
las cuadrillas, para que auxiliados del de la 
corporación, dén su díctámen sobre ellas. 

Art. 127. Dada cuenta á la junta ge- 
neral, la misma acordará lo que estime 
justo. 

Aprobadas las cuentas, volverán con todos 
los documentos á la Contaduría, para que 
lleve á efecto lo acordado por la junta, se 
cancelen las fianzas que corresponda, se 
realice la cobranza de los alcances que re- 
sulten, y se cumplan las demás disposiciones 
sobre este ramo. 

TITULO VIII. 

DISPOSICIONES GENERALES. 

CAPITULO UNICO. 

Art. 428. Ei presidente, de acuerdo con 
la comisión permanente, y oyendo á la junta 
de empleados, si lo creyere conveniente, 
dará a cada una de las oficinas y dependen- 
cias de la asociación un reglamento parti- 
cular, conforme con las disposiciones de este 
general, con cuyas prevenciones se pondrán 
en armonía los que ya rigen en algunas de 
las mismas oficinas y dependencias. * 

Art. 129. Quedan derogados los acuer- 
dos de la Presidencia y de las juntas gene- 
rales, en todo lo que se oponga á lo dis- 
puesto en el presente reglamento. — Madrid 
34 de marzo de 4854. — Aprobado por S. M.» 
{CL. t. 64, p. 394). 

R . O. de 2 4 marzo de 4855. 

Que io oxpida á los visitadores el despacho auxilia- 
torio para cobrar los fóculos,.. 

(Fom.) «"Vista la comunicación que ha 
- dirigido á este Ministerio el presidente de la 
Asociación general de ganaderos, quejándo- 
se de que en algunas provincias se ha dene- 
gado á los visitadores auxiliares de ganade- 
ría la autorización que necesitan para cobrar 
los fondos pertenecientes á dicha corpo- 
ración- 
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Visto el reglamento de la misma; y aten- 
diendo á que las cantidades con que contri- 
buyen sus asociados, no son impuestos ni 
cargas públicas, sino meros arbitrios para 
cubrir los gastos comunes, proporcionándo- 
se con ellos el goce de muchos beneficios; 
la Reina se ha servido disponer que en lo 
sucesivo se libre á los expresados visitadores 
el despacho auxiiiatorio para ejercer sus fun- 
ciones en favor del ramo con arreglo a re- 
glamento. — De R. O. etc. Madrid 24 de 
marzo de 1855.» ( CL . t. 64, p. 383) V. Ca- 
ñadas: Ganadería: Mesta; Pastos, etc. 

Circ. de 5 julio de 1^. 

Atas sobre estadística,.... 

(Presid. de la Asoc. gen.) «Siendo lle- 
gada la época de formar la estadística anual 
de ganadería conforme al reglamento orgá- 
nico aprobado por R. D. de di de marzo de 
1854, y á la instrucción de l.° de julio de 
1851; espera esta presidencia se sirva Y. S. 
recordar á los Alcaldes constitucionales de 
esa provincia la obligación de iiacer exten- 
der las listas de ganaderos y ganados de 
todas especies que haya actualmente en sus 
términos muuicipaíes, en unión con el pro- 
curador sindico de ganadería y el secretario; 
por ser este importante servicio ia base prin- 
cipal de Ja buena administración del ramo. 

Por el pronto, en el término donde estén 
veraneando ganados trashumantes (que son 
los que lian invernado i'uera de esa provin- 
cia) deberá el Alcaide presentar en todo ei 
corriente mes de julio al visitador de gana- 
dería de su respectivo partido ó distrito la 
lista nominal de sus dueños y numero de ca- 
bezas de cada uno de ios de su vecindario 
extendida conforme ai modelo especial que 
para esta ciase se le circuló con la citada 
instrucción de 1851, y firmada por el Alcal- 
de síndico de ganadería y secretario : tam- 
bién presentará las relaciones originales de 
ios trashumantes forasteros, que debe exi- 
gir de sus mayorales ó encargados, poniendo 
en ellas el mismo Alcalde su visto bueno. 
La entrega de estos datos con ios marave- 
dís que según el art. 9.° de la menciona- 
da instrucción deben aprontar los ganade- 
ros para el gasto de escribiente, la liarán los 
Alcaides por persona segura bajo recibo, á 
los dichos visitadores de partido (de que 
acompaña lista), para que estos los dirijan 
al principal de ia provincia. 

Si algún Alcalde no hubiese dado todavía 
el resumen de ganados estantes, trastermi- 
nantes y merchaniegos existentes en el ve- 
rano de 1854 lo presentará inmediatamente 
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á tenor del modelo general al visitador del 
partido; y este cuidará de completar los que 
faitee, pasando ó enviando á recogerlos á 
costa de los morosos, con arreglo á las ins- 
trucciones y Reales órdenes de la materia. 
Los resúmenes del presente año so exten- 
derán y presentarán mas adelante, cuando 
se pidan.» (Bol. of. de León.) 

Circ. de 4 febrero de 1862. 

Que no sufran vejaciones los pastores al conducir los 
ganados ni se les exija gratificaciones 6 conlemas 
por los empleados de caminos. 

(Direc. gen. de Agricultura, Industria 
y Comercio.) En vista de las quejas dadas 
contra los peones camineros y guardas rura- 
les de algunos distritos por el presidente de 
la Asociación general de ganaderos, referen- 
tes á las vejaciones que suelen ocasionar á 
los mayorales y pastores ai tiempo de con- 
ducir los rebaños en sus largos viajes de oto- 
ño y primavera, ora con el pretexto muchas 
veces infundado de que pisan las reses las 
cunetas de las carreteras, ora por la senci- 
lla sospecha de que pueden penetrar en los 
terrenos colindantes á las vías pastoriles, 
cuyos motivos dau márgen al punible abuso 
de exigir gratificaciones ó contentas , esta 
Dirección general, de acuerdo con la de 
Obras públicas, ha dispuesto encargar á Y. S. 

1. ° Que prevenga á Jos guardas rurales 
por conducto de los Alcaldes y á los peones 
camineros por el de los Ingenieros jefes de 
distrito., que Íes queda terminantemente pro- 
hibido, bajo la perdida de destino y forma- 
ción de causa seguu proceda, el exigir y 
percibir contenta ó gratificación alguna, de 
cualquier clase y nombre que sea, de los 
mayorales ó pastores y por punto general de 
todo ganadero ó conductor de ganados. 

2. u Que lejos de causarles vejaciones, 
tanto unos como otros presten á estos gra- 
tuitamentes ayuda y protección para evitar 
en lo posible que las reses penetren en los 
mencionados parajes, y que los conductores 
incurran involuntariamente en Jas penas 
marcadas por el Código; todo á reserva de 
que así los daños como los verdaderos ó 
intencionados abusos que se cometan por 
parte de los conductores de ganados, se de- 
nuncien ante quien corresponda. — Lo que 
comunico á V. S. para ios efectos indicados 
y á fin también de que tenga la convenien- 
te publicidad en ei Boletín oficial de esa 
provincia. Dios guarde á Y. S. muchos anos. 
Madrid 4 de febrero de 1862. — El Direc- 
tor general, José Juaquin Mateos. — Sr. Go- 
bernador de laprovmcia.de... (CL. t. 87, 
pdg. 159). 
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R. O. de 20 mayo de 1865. 

(Presid. del C. de M.) Se ordenó se hi- 
ciera uu recuento de ganados en l.° de se- 
tiembre siguiente (1), y se dictan las bases 
para llevarlo á efecto. (Gac. de 23 mayo.) 

Inst. de 23 mayo de 1865. 

Es Ja que contiene en 59 artículos las re- 
glas y formalidades para llevar á efecto el 
Real decreto anterior (Gao. 26 mayo.) 

Decreto de 4 marzo de 1869. 

Por este decreto se fijó en 12 rs. el precio 
de sal para los ganados, en cuya cantidad es- 
tán inclusos 2 rs. para la misturacion del ar- 
tículo. (Apéndice II, p. 1 0 í . )(2). 

Decreto de 28 mayo de 1809. 

Establece la Junta Superior de Agricultu- 
ra, Industria y Comercio y las provinciales, 
declarando vocales natos de la primera aí 
presidente de la Asociación general de ga- 
naderos y de las segundas á los respectivos 
visitadores de ganadería, y como atribuciones 
de una y otras el fomento de ¡a ganadería y 
la formación de la estadística pecuaria. ( Apén- 
dice JI, p. 167.) 

Ley del presup . de ingresos de l.° de julio 
de 1 69. 

Por el art. 3.° se suprime el impuesto so- 
bre co bal lerías y carruajes, que refundirá el 
Gobierno según el 4-.° en la contribución in- 
dustrial; por el 9.° se manda reformar bajo 
las bases quo establece en el Apéndice., le- 
tra C , el arancel de aduanas; y por el 15 que 
en la próxima legislatura presente el Go- 
bierno una tarifa fundada en el valor 3e las 
cabezas de ganado para sujetar á ella toda la 
riqueza pecuaria. {Apéndice II. págs. 221 
y 222.) 

Aranceles de 12 julio de 1869. 

En la clase décima del de importación fija 
los derechos que ha de satisfacer cada ca- 
beza de ganado en esta forma : caballos cas- 


(1) Por disposición posterior se prorogó al 
24 del mismo el empadronamiento de ganados. 

(2) El precio á que antes se expendía la sal 
misturada para los ganados era de 19 rs. quin- 
tal hasta i 0 de julio de 1868, desde cuya fecha 
fué el de 20 rs. basta l.° de abril de este año en 
virtud del citado deer;tu; y quedará libre la 
venta de sal desde l.° de enero del año in- 
mediato en virtud de la ley de 14-16 junio del 
presente año (1869), pudiendo entonces surtirse 
los ganaderos del Articulo á precios mas có- 
modos. 


trados que pasen de la marca, 40 escudos; 
los demás olaUos y todas las yeguas, 6 es- 
cudos; el mular, 6 escudos; el asnal , 1 es- 
cudo; el vacuno, 2 escudos; el lanar y ca- 
brio, 200 milésimas de escudo y el de cerda 
un escudo. La exportación sigue libre de de- 
rechos. {Apead. II, p. 272 y 273.) 

Ya dejamos expuesta nuestra opinión 
sobre la Mesta y privilegios de la gana- 
dería en los artículos Acotamiento: 
Agricultura: Baldíos: Cabaña real: Ca- 
ñadas y Ganadería, y al objeto de esta 
obra nos basta con remitirnos á las indi- 
cacicnesq&eallí anticipamos. Era la Mes- 
ta, en concepto del eminente Jovellanos, 
una institución ruinosa para el país; 
cuya sola existencia envolvía una ofensa 
de la razón y de las leyes; que, ostentan- 
do su poder, traia esclavizada á la agri- 
cultura, sin ser dueña de seguir el mo- 
vimiento natural y progresivo de su 
prosperidad y fomento, y cuyos odiosos 
privilegios tantos perjuicios causaban al 
país, dando motivo a frecuentes y repe- 
tidas quejas y á enérgicas reclamaciones 
que no dieron resultado. El Gobierno, 
á mediados de! sigio X VIH, llegó al fin 
á inclinarse á tomar alguna medida re- 
paradora, y nombró al efecto una comi- 
sión que estudiase la conveniencia de la 
conservación ó supresión de la Mesta, y 
las modificaciones que en el primer caso 
convendría introducir en la legislación; 
pero la comisión nada hizo. Jovellanos 
entre tanto redactó su sabio informe so- 
bre !a ley agraria y vine a! fin la época 
de la reparación y de la justicia en que 
la Mesta desapareció con sus desatenta- 
dos privilegios, subsistiendo sdo una 
Asociación general de ganaderos, que 
por mas que traiga su origen do vene- 
rable antigüedad, según se dice en su 
reglamento, no puede en nuestro con- 
cepto responder hoy al objeto para que 
ha sido establecida por el R. D.'de 31 de 
marzo de 1854. 

La Asociación de ganaderos depende 
del Ministerio de Fomento como una 
de sus dependencias generales (tit* H» 
arts. 20 y 21), y en cierta manera como 
una sección especial de la Dirección ge- 
neral de Agricultura, Industria y Co- 
mercio. Gomo autoridades auxiliares Lie- 
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nela asociación en las provincias á los 
Gobernadores y Secciones de Fomento, 
y corno agentes directos á los visitadores 
provinciales y de partidista lasj untas 
auxiliares, á los visitadores de cañadas y 
á los comisionados para la recaudación 
en los pueblos, á las juntas locales y los 
síndicos, y como autoridades auxiliares 
á los Alcaldes. 

Con la nueva legislación que queda in- 
serta tiene la ganadería, la protección ne- 
cesaria sin privilegios que perjudiquen á 
la agricultura con la que debe marchar 
de acuerdo. La ganadería, además, ha 
mejorado con la abolición de tantas tra- 
bas como se oponían al tráfico, compra y 
venta de ganados, y aun podrán, tal vez 
sin inconvenientes, desaparecer otras 
como la prohibición de introducir car- 
nes muertas en las grandes poblaciones, 
vender la de oveja y reses cabrias, y la 
de matar corderos, cabritos y cerdos 
durante ciertos y determinados meses 
de! año. En este sentido , sabemos , que 
lia evacuado un informe la Asociación 
de ganaderos, diciendo con razón que 
estas reformas, conformes con lo que se 
practica en las ciudades mas populosas y 
civilizadas del mundo, serian do gran- 
dísima utilidad para la clase ganadera, y 
podrían reportar pingües beneficios á las 
Corporaciones municipales y á ios ha- 
bitantes en general de las capitales mas 
populosas. 

Véanse, además de los artículos que 
dejamos yá enumerados, los de Abastos: 
Agricultura: Abrevadero: Aguas; Ga- 
nadería; Epizootias: Mataderos: Para- 
das: Pastos: Sanidad: Servidumbres. 

METRO. Ea unidad fundamental del 
nuevo sistema de pesos y medidas, igual 
en longitud á la diez millonésima parte 
del arco del meridiano que va del polo 
Morte al Ecuador. — V. Pesas y me- 
didas. 

MILICIA NACIONAL. Una institución 
popular creada por la Constitución polí- 
tica dedaño 1812 y la de 18157 para con- 
servar el < rden y tranquilidad de los 
pueblos. Según la ordenanza de 1822, 
cada pueblo tenia su Mil icia local que se 
componía de todos los varones residen- 
To&to IX. 


tes en el mismo comprendidos en la 
edad de 18 á 50 años. El alistamiento se 
hacia por los Ayuntamientos. Los oficia- 
les se nombraban por los mismos nacio- 
nales reunidos en junta ante los Ayunta- 
mientos, por quien se expedían los cor- 
respondientes títulos; los jefes eran nom- 
brados en la misma forma por los oficia- 
les; y los sargentos y cabos por los jefes 
y oficiales que asimismo recibían su tí- 
tulo por ¡os Ayuntamientos. Cuandoba- 
( ia servicio de armas fuera de ia locali - 
dad gozaba de sueldo, raciones y aloja- 
miento como las tropas del ejército. 

Esta institución, que tantos y tan se- 
ñalados servicios ha prestado á la causa 
liberal, como son entre otros los que tu- 
vieron lugar el 7 de julio de 1822 en 
Madrid; en los sitios de Bilbao, defensas 
de Zaragoza, Cenicero, etc., durante la 
guerra civil de los siete años, y durante 
ios sucesos del 7 de octubre de 1841 en 
Madrid, ha sufrido varias alternativas. 
A la vuelto de Fernando VII, en cuyo 
provecho fué principalmente creada por 
ia nación, (en 1814) fue disuelta; volvió 
á aparecer en 1820 logrando una orga- 
nización mas perfecta en virtud de la 
ordenanza de 29 de junio de 1822; la 
reacción de 1823 la reemplazó con los 
voluntarios realistas; reapareció de nue- 
vo en virtud deR. O de 19 de febrero de 
1834 bajo el nombre de Milicia urbana, 
que se convirtió por el R. 1). de 28 de 
diciembre de 1835 en Guardia Nacio- 
nal, recobrando su primitivo nombre de 
Milicia Nacional y su antigua organiza- 
ción con arreglo á la ordenanza de 1822 
en agosto de 1836; á consecuencia de 
ios sucesos de 1843 que derrocaron el 
Gobierno del Regente, fué desarmada á 
protesto de reorganización afines de ju- 
lio y principios de agosto de aquel año, 
y mandada suspender la reorganización 
por R. 0. de 2o noviembre del mismo, 
continuaron en este estado las cosas has- 
ta que por la revolución de 1854 se vol- 
vió á establecer la Milicia ciudadana bajo 
e! pié que antes tenia, viniendo á ser 
otra vez disuelta por R. D. de 15 agosto 
de 1850. 


Mucho se ha dicho en pro y en contra 
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de esta milicia popular, principal meute 
con motivo de su organización casi mi- 
litar y su alistamiento obligatorio den- 
tro de las clases que comprendían los 
reglamentos. Lo cierto es, que cuando 
muchos creian que con el alzamiento na- 
cional de setiembre del año último que 
tan radicales reformas en sentido liberal 
ha aportado á la gobernación del Esta- 
do, reaparecería la milicia ciudadana 
bajo la organización y pié que tenia en 
julio de 1856, hemos visto establecida 
casi espontáneamente otra institución, 
la de los Voluntarios de la libertad, cu- 
yo alistamiento no es obligatorio como 
su nombre indica, y cuya disciplina é 
instrucción no adolecen de la rigidez 
militar, cosas ambas que se notaban, 
como hemos dicho antes, en la Milicia 
nacional antigua, y sin las cuales hemos 
visto que los Voluntarios de hoy han 
prestado y están prestando servicios im- 
portantes á la causa de la libertad y dei 
orden. Sin embargo, nosotros creemos 
que con idéntica organización ó si se 
quiere con otra aún menos rígida debie- 
ra obligarse á todo ciudadano honrado, 
en la forma que se practica en Inglaterra, 
á sostener la tranquilidad y el orden 
dentro de su respectivo distrito, sujetan- 
do á los jóvenes á una disciplina mas 
severa, pero de ningún modo la militar, 
con el fin de poder prestar auxilio en 
casos dados á las autoridades aun fuera 
de los distritos de su residencia. 

Habiendo desaparecido la institución 
de la Milicia nacional tal como estaba 
organizada en julio de 1856, no ha que- 
dado á los que sirvieron en sus lilas mas 
prerogativas que el abono de tiempo y 
los distintivos que aparecen en las ór- 
denes que insertaremos. 

Con respecto á los Voluntarios de la 
libertad, ó Milicianos nacionales moder- 
nos, que están inmediatamente subor- 
dinados á las autoridades locales, de po- 
cas disposiciones podemos hacer mérito 
y las dos que luego extractaremos, de¡ 
Apéndice 1 donde se hallan insertas, son 
del gobierno provisional y fueron dicta- 
das para poner en armonía los diferentes 
sistemas que al efecto de esta institución 


establecieron las Juntas revoluciona- 
rias. 

Disposiciones referentes á 1* antigua Milicia 
Nacional. 

Art, 1 42 de la ordenanza da 22 junio 
de 1822. 

«Cuando la Milicia local se emplee contra 
enemigos interiores ó exteriores, se les 
abonará todo el tiempo del mismo modo 
que al ejército permanente.» 

Disposición 19 de la ley de pre$upues[o$ 
de 26 mayo de 1835. 

«A los empleados que quedaron privados 
de sus destinos á virtud del R. D. de 1." de 
octubre de 1823, y han sido rehabilitados 
por el de 30 de diciembre de 1834 y por la 
amnistía concedida en 1832 y sus declara- 
ciones, se les abonará por entero, tanto pa- 
ra la cíase de cesantes como para la de jubi- 
lados el tiempo trascurrido entre ambas 
épocas.» 

R. D. de 24 mayo de 1841. 

Por este decreto se concedió á todos los 
milicianos nacionales que abandonaron sus 
bogares en el año de 1823, se incorporaron 
al ejército constitucional ó se trasladaron á 
las plazas de armas, ciudades y pueblos de- 
fendibles sosteniendo en ellos hasta el fin 
con las armas en la mano la causa de la li- 
bertad contra las tropas francesas ó rebel- 
des, un distintivo conforme al diseño apro- 
bado. 

R. O. de 10 abril de 1855. 
Instrucciones para el abono del tiempo de servicio, 

(Guerra.) «He dado cuenta á la Reina 
del expediente instruido en este Ministerio 
con motivo de una comunicación del ante- 
cesor de V. E., fecha 21 de mayo de 1^53, 
proponiendo que á los individuos proceden- 
tes de la Milicia nacional y de cuerpos fran- 
cos que hayan ingresado en el ejófeito se les 
conceda para sus ventajas en la carrera mi- 
litar el abono de tiempo servido en aque- 
llos institutos desde 1820 á 1823, y durante, 
la guerra civil terminada en 1840. Enterada 
S. M. de las razones en que se apoya la 
consulta, así como también de lo informa- 
do por el Tribunal Supremo de Guerra y Ma- 
rina, en acordada de 30 de setiembre úl- 
timo: 

Considerando que por el art. 142 de la 
ordenanza de la Milicia nacional de 29 de 
junio de 1 822, vigente en el día, se declara 
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aué es de abono' para la fuerza de este ins- 
tituto del mismo mcdo que para el ejército 
permanente el tiempo que estuviese em- 
pleada contra enemigos interiores ó exte- 
riores: 

Considerando que por R. O. de 28 de 
agosto de 1847, expedida por el Ministerio 
de Hacienda, se hizo extensiva á los Milicia- 
nos nacionales de la anterior época consti- 
tucional que hubiesen ingresado en las car- 
reras civiles antes de l, ü de junio de 1837, 
la segunda parte dé la disposición 19 de las 
generales de la ley de presupuestos de 2fi de 
mayo de 1835, en virtud de la cual se abo- 
na por entero, tanto para la clase de cesan- 
tes como para la de jubilados, á los emplea- 
dos que quedaron privados de sus destinos 
por el R. D. de l.° de octubre de 1823, y 
tueron rehabilitados á consecuencia del de 
30 de diciembre de 1834 ó de la amnistía de 
1832 y sus aclaraciones, el tiempo trascur- 
rido entre ambas épocas: 

Considerando que por otra R. O. de 20 
de mayo de 1848, dada por este Ministerio, 
se aplicaron los beneíicios de la de 28 de 
agosto de 1847 á los empleados político-mi- 
litares: 

Considerando que los servicios prestados 
por la Milicia nacional en el caso á que se 
refiere el art.,142 de la precitada ordenanza 
son puramente militares, en cuya virtud no 
es justo que los individuos procedentes de 
ella disfruten por estos servicios menores 
ventajas eu el ejército que en las carreras 
civiles: 

Y considerando, por último, que si razo- 
nes de equidad aconsejan la concesión del 
referido abono de tiempo á la Milicia nacio- 
nal, otras no menos atendibles existen para 
que se otorgue la misma gracia á los cuer- 
pos francos, cuyo servicio es de ordinario 
nías activo; S. M., conforme con lo opinado 
por dicho Tribunal Supremo de Guerra y 
Marina, ha tenido á bien resolver: 

Que ú los individuos de la Milicia na-’ 
cional y de cuerpos francos de la época de 
1820 á 1323, que posteriormente lian ingre- 
sado en la carrera militar, se les abone el 
tiempo sencillo y doble servido en dicha épo- 
ca, en los mismos términos que se acredita a 
los del ejército. 

2.° Que se les abone igualmente el tiem- 
po que por haber servido en la Milicia ó en 
los cuerpos francos hubiesen tenido que per- 
manecer emigrados, íiasta el día en que ha- 
yan regresado á su patria, si el regreso tuvo 
lugar antes de 31 de diciembre de 1832; y en 
caso contrario hasta esta sola fecha, en la 
que por consecuencia de la amnistía de 15 


de octubre del mismo año pudieron haberse 
encontrado de vuelta en su país, 

3. ° Que para acreditar este abono de 
tiempo á los que fueron milicianos naciona- 
les, se les exija indispensablemente la pre- 
sentación de copia del Real despacho ó de 
cualquiera de los diplomas que debieron ha- 
ber obtenido en virtud de los Reales decre- 
tos de 23 de junio y 14 de julio de 1836, del 
de las Cortes de 14 de marzo de 1837 y de 
los de la Regencia provisional del Reino de 
15 de febrero y 12 de mayo de 1841. 

4. ° Que antes de ser acreditado en la ho- 
ja de servicios de cada uno el tiempo á que 
secontraen los dos primeros artículos deben 
ios interesados justificar documentadamente 
sus servicios, si no los hubiesen justificado 
ante los directores 6 inspectores generales 
de las armas ó institutos del ejército los que 
actualmente sirven en el mismo; y ante los 
capitanes generales de los distritos los que 
se encuentren retirados 6 hayan pasado á 
otros desliaos; pero en la inteligencia de que 
las hojas de servicio que se formen á los de 
las dos últimas clases han de ser aprobadas 
por dichos directores é inspectores, según lo 
dispone la R. O. de 11 de noviembre de 
1841, siempre que antes hayan servido en el 
ejército, pues de lo contrario aprobarán sus 
hojas ios capitanes generales, después de la 
rigorosa inspección que tanto ellos como los 
directores é inspectores deben hacer de los 
documentos que á cada uno corresponda 
examinar, á fin de evitar que después del 
tiempo trascurrido se conceda, con perjuicio 
de los intereses del Estado, una ventaja áque 
no haya legítimo derecho. 

5. ° Que se acredite el abono del tiempo 
sencillo á milicianos nacionales que, resi- 
diendo durante laguerra civil de 1833 á 4 840 
en puntos constantemente bloqueados ó inco- 
municados, se mantuvieron con las armas en 
la mano y contribuyeron á su defensa á la 
par que ías tropas del ejército. 

6. “ Que se acredite igualmente á los mis- 
mas milicianos el abono del tiempo doble, 
siempre que reúnan las circunstancias que 
prefija el arl. l.° del R. D. de 20 de octubre 
de 1835, en Jos propios términos que se con- 
cedió á los de SaD Sebastian por R. 0. de 27 
de abril de 1838. 

Y 7. ü Que los individuos á quienes com- 
prenden los dos artículos anteriores deben 
justificar sus servicios, si aun no los hubie- 
sen justificado, bien por certificaciones expe- 
didas por el jefe de estado mayor y visadas 
por el capitán general del distrito en que tu- 
vieron lugar, las cuales serán libradas con 
presencia de los antecedentes y noticias que 
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existan en los archivos de las Capitanías ge- 
nerales y en los de los Gobiernos militares de 
las plazas; ó bien en easu de que no hubiere 
antecedentes para expedir tales documentos, 
por otros medios suplelorios que, garantizan- 
do la autenticidad de los servicios, puedan 
merecer Ja aprobación de los mismos capita 
nes generales. — De Real órden etc. Madrid 
10 de abril de 1855. (CL. t. 64, p. 410.) 

R. O. de 28 mayo de 1859. 

(Guerra.) Para los efectos de la Real ór- 
den de 10 de abril de 1855 sobre abono de 
tiempo de campaña á los milicianos naciona- 
les movilizados y cuerpos francos, se conce- 
dió el plazo de dos meses eu la Península 
contados desde el dia de la publicación de 
esta Real orden en Ja Gaceta', y otros dos 
meses en Ultramar desde su publicación en 
aquellos dominios. ( Gac . 5 junio.) 

R. O. de 20 enero de 1861. 

En los mismos términos que la Real órden 
de 28 de mayo de 1859 se concedió nueva 
próroga de otros dos meses, y ternr nados 
«no se dará curso á ninguna instancia sean 
cuales fueren las razones que aleguen los in- 
teresados.» (Gac. 18 febrero.) 

R. O. de 23 febrero de 1861. 

Varias reglas para el abono del tiempo. 

{Guerra.) Exorno. Sr.: El Sr. Ministro 
de la Guerra dice con esta fecha al Capitán 
general de Castilla la Nueva lo que sigue: 

«He dado cuenta á la Reina de la comuni- 
cación que el antecesor de V. E. dirigió á 
este Ministerio en 15 de setiembie de 1859, 
eu que para la aplicación de la R. O. de 5 de 
agosto del mismo año relativa á abono de 
tiempo de la Milicia nacional movilizada, con- 
sultaba: 

1. y Si la Milicia nacional de este distrito, 
y especialmente la de Madrid, lia de consi- 
derarse toda movilizada en la época de 1820 
á 1823, de 7 de marzo del primer año has- 
ta L° de octubre del último ó solo el tiempo 
que estuvieron fuera de las plazas ó pueblos 
en columnas de operaciones, é invirtieron 
en la ida á Cádiz y permanencia en dicha 
plaza; y si ha de seguir exigiéndose indis- 
pensablemente para este aboco copia del 
Real despacho ó diploma que se citan en 
elart. 3.° dclaR. O. de 10 de abril de 1855. 

2. ° Si Ja Milicia nacional de Madrid se ha 
de considerar toda movilizada, como pre- 
tenden los interesados, apoyando su derecho 
eu las Reales órdenes de 6 de octubre y 11 de 
noviembre de 1836 expedidas por el Minis- 
terio de la Gobernación, aunque no eonsían 


comunicadas por el de la Guerra ni publica- 
das en el tomo de Reales decretos respec- 
tivos, y en su consecuencia con derecho al 
tiempo sencillo desde la primera de dichas 
fecha s hasta 31 de agoslo de 184U que ter- 
minó la guerra. 

3. ” Si á los Milicianos nacionales del dis- 
trito que voluntariamente y sin mando de 
ninguna especie se unieron á las columnas 
de operaciones y continuaron con ellas, se 
les ba de acreditar todo el tiempo que estu- 
vieron eu esta situación. 

4. ° Si las fuerzas que movilizaron las 
autoridades civiles y Diputaciones prov. ri- 
ciales, sin intervención de ¡as ce Guerra, lian 
de considerarse con ig.ial derecho que las 
anteriores. 

5. ° Si los Milicianos nacionales de los 
pueblos de las provincias de Toledo, Cuenca 
y Ciudad-Real que durante la guerra civil se 
hallaron, si no eu el constante bloqueo é in- 
comunicación que marca el art. 5. ü de la 
precitada órden de lude abril de 1855, estu- 
vieron no obstante acosados y acometidos 
por las facciones con bastante Irecuencia y 
contribuyeron á su defensa, lian de ser con- 
siderados como movilizados, y con derecho 
por consiguiente al abono del tiempo sencillo 
y doble de los que permanecieron en dicha 
situación y reunieron las circunstancias del 
decreto de 20 de octubre de 183o y aclara- 
ciones posteriores. 

6. ° Qué documentos lian de ser los admi- 
sibles para juslilicar esta clase de servicios, 
puesto que la calilicacion de medios suple- 
torios que establece el art. 7.° de la ya repe- 
tida orden de 10 de abril ofrece tal amplitud, 
que cualquiera que sea su clase está en el 
lleno de aquella. 

7. ° Si los individuos de la Milicia nacional 
de Madrid que obtuvieron la calilicacion de 
movilizados por la junta nombrada al efecto 
á consecuencia de la R. D. de 29 de octubre 
de 1842, y cuyos nombres se publicaron en 
las Gacetas de los meses de febrero de 1843 
y siguientes, aun cuando no llegaron á ad- 
quirir el diploma de Ja cruz de movilización, 
y ios que lo obtuvieron expedido por el Mi- 
nisterio de la Guerra, lian de considerarse 
movilizados de hecho, por cuánto tiempo y 
con derecho á qué abono. 

8. ° Si el documento para acreditar el 
tiempo á los que legítimamente tengan dere- 
cho á él lia de ser hoja de servicios precisa- 
mente, ó certificación competentemente au- 
torizada, puesto que el primero en el ramo 
de Guerra solo se forma desde la clase de 
sargento primero en adelante, 

Y 9.° Si el plazo de dos meses señalado 
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por la R. O. de 28 de mayo de 1859, publi- 
cada en la Gacela de 5 de junio y que ter- 
minó en 5 de agosto, para estas reclama- 
ciones se considera nmpliido por la disposi- 
ción de esta último fecha, que da lugar á esta 
consulta y por cuánto tiempo. 

Enterarla S. M., y conforme con el parecer 
del Tribunal de Guerra y Marina, se ha 
dignado resolver: 

Primero. Que los Milicianos nacionales 
que lo fueron el año 1820 al 1823 no tienen 
derecho á la declaración de movilizados sino 
el tiempo que dentro de aquella época estu- 
vieron fuera de sus hogares incorporados á 
columnas móviles, plazos de guerra, ciudades 
ó pueblos defendibles, sosteniendo con las 
armas la causa de la libertad; pues la defensa 
que pudieron hacer en ?,us pueblos era obli- 
gación precisa que les imponían les arts. 68 
y 77 de la Ordenanza de la Milicia nacional 
de 29 de junio de 1822, restablecida por 
R. 0. de 21 de agosto de 1836, sin derecho 
á ninguna ventaja, puesto que el artículo 141 
déla misma Ordenanza no concedía otra que 
la de descontarse del tiempo que debían de 
servir en e! ejército, á aquellos a' quienes to- 
case tal suerte, la cuarta parte del que per- 
tenecieron á la Milicia con honradez, activi- 
dad y celo. Que los documentos q> e presen- 
ten para justificar estos servicios, bien sean 
certificaciones de particulares ó información 
de testigos estén corroborados con algún otro 
de carácter oficial sacados de los archivos dé- 
los Ayuntamientos ú oficinas civiles ó milita- 
res del Estado, que aunque no suministren 
marcados detalles, garanticen á lo menos ¡a 
certeza de esa misma prueba, de una mane- 
ra que merezca la aprobación del capitán ge- 
neral, quien no acreditará servicio alguno 
por moras justificaciones ó certificaciones de 
cualquier clare de personas si no.se presen- 
ta ese flato oficial que á su juicio preste la 
garantía indicada, salva siempre la {acuitad 
que el Gobierno se reserva de examinar esas 
mismas pruebas en los casos en que se for- 
me expediente y lo juzgue necesario, ó que 
las examinen las corporaciones á quienes ten- 
ga por conveniente pedir in r orme 

Segundo Que las Rs. Ords. de 6 deoc- 
tubre y t í de noviembre de 1836 expedidas 
por el Ministerio de la Gobernación, no dan 

~ loní! 0 / naci °na , w de Madrid en los 
anos de 1 833 á 1840 derecho á que por el 
ramo de Guerra se les considere movilizados 

JE™ ' rt n s ? fe , ctos de I» R- O. de 5 de agosto 
de l8o°, toda vez que esa movilización no 
se ha hecho con los requisitos prevenidos ni 

deelh S hnÍ r; ! f 0 | d0 SUS ho " a . rfiS > ™ después 

ae ella han hecho mas servicio que ei que 


f les imponían los arts. 68 y 77 de la Ordenan» 
I za, ni estuvieron bajo las órdenes de la auto- 
ridad militar mas que los que diariamente 
daban el servicio de la plaza, ni pudieron es- 
terlo por cuanto de las expresadas Reales 
órdenes no se dió conocimiento á este Mi- 
nisterio, y por coi siguiente no estuvo la 
Milicia nacional de Madrid durante el perío- 
do de la guerra sujeta á las penas señaladas 
en la Ordenanza del ejército, cómo en otro 
caso lo hubiera estado en cumplimiento de 
lo dispuesto en el art. 137 de la Milicia na- 
cional; pero no queriendo S. M. privar délos 
beneficios á que se hayan hecho acreedores 
los que abandonaron sus hogares por defen- 
der los derechos del trono y las institucio- 
nes, y queriendo dar una nueva prueba de 
lo grato que le es el recuerdo de tales ser- 
vicios, es sil soberana voluntad que á los que 
se hallen en este caso se les haga la declara- 
ción de movilizados todo ei tiempo que estu- 
vieron fuera de ellos incorporados á las co- 
lumnas de operaciones ó puntos defendibles, 
justificándolo en la forma prescrita. 

Tercero. Que siempre que justifiquen del 
modo prevenido su incorporaciou á las fuer- 
zas móviles, aunque lo hayan hecho volunta- 
riamente y sin mandato, que se les abone 
todo el tiempo que permanecieron en ella, 
ó en plazas ó en pueblos defendibles fuera 
de sus hogares, siempre que contribuyeran 
con las armas al sostenimiento de aquellos. 

Cuarto. Que se comprenda en el caso 
anterior á aquellos á quienes las autoridades 
civiles, sin intervención de las militares ins- 
cribieron en las fuerzas que por sí movili- 
zaron. 

Quinto. Que determinado ya en el ar- 
tículo 5.° de la R. O. de 10 de abril de 1855 
el caso en que han de hallarse los Milicianos 
nacionales para que se íes abone el tiempo 
sencillo, no há lugar á que obtengan tal decla- 
ración los pertenecientes á las provincias de 
Toledo, Cuenca y Ciudad-Real, toda vez que 
sus pueblos no estuvieron duran teda guerra 
constantemente bloqueados ó incomunicados; 
pero si se les hará aquellos que saliendo fue- 
ra del término de los suyos respectivos, pres- 
taron servicios militares incorporados á las 
columnas de operaciones los días que en tal 
situación se mantuvieron. 

Sexto. Que la clase de documentos que 
á falta de diplomas han de servir para pro- 
bar los servicios quedan ya deíiuidos en la 
solución del primer punto consultado. 

Sétimo. Que estando determinado en la 
solución del segundo punto consultado los 
únicos casos en que debe declararse por 
guerra la movilización, ningún derecho tie- 
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nen !os que fueron clasificados por la junta 1 
sobre los que no la obtuvieron. 

Octavo. Que no formándose en el ejér- 
cito hoja deservicios inas que desde sargento 
primero en adelante, y teniendo estas unas 
subdivisiones inútiles para los nacionales, se 
expida por los capitanes generales en susti- 
tución de las hojas una certificación expre- 
sando en ella detalladamente los que se acre- 
ditan dobles y sencillos, así como la fecha en 
que deban empezar y concluir, la cual obra- 
rá ante la Junta de clases pasivas los mismos 
efectos que las hojas de servicios, puesto que 
en nada varía la esencia. 

Y noveno. Que la Real órden de 20 de 
enero último en que S. M. se ha dignado 
prorogar por dos meses el término para la 
presentación de solicitudes, es comprensiva 
únicamente á los que después de servir en 
la Milicia nacional han tenido entrada en el 
ejército, en donde se Ies ha formado su hoja 
con los abonos correspondientes; y que á 
los que pasaron á las carreras civiles se Jes 
expidan por los capitanes generales , en 
cualquier tiempo que la pidan, una certifi- 
cación que los acredite para que de ella ha* 
an el uso que ¡es convenga.— De Real or- 
en etc. Madrid 23 de febrero de 1861. 
(OL. t. 85 p. 195.) 

V. Empleados públicos, Jubilaciones.,,., 

Disposiciones referentes á los Volunta- 
rios de la Libertad. 

Decreto de 17 noviembre de 1868. 

Por este decreto se determinó la organi- 
zación de los Voluntarios de la Libertad en 
todas las capitales de provincia y poblaciones 
de mas de 10.000 habitantes, bajo las bases 
que aparecen en la misma. Está inserto 
en el Apéndice I , p. 529 y siguientes. 

Decreto de 24 novtembrede 1868. 

Se ordena la rectificación del alistamiento 
en la forma que aparece en el Apéndice I, 
pag. 554. 

MILICIAS PROVINCIALES. —V, Quintas. 

MILITARES- Nos remitimos á los ar- 
tículos Aforados de Guerra t Marina: 
Autoridad militar : . Ejército : F uero : 
Jurisdicción militar: Matrimonios de 
militares: Quintas : Retirados, Servi- 
cio militar, etc., etc. 

MILITARES. ("Deudas de) Sobre el 
modo de hacer efectivos los créditos 
eontra militares por ia vía gubernativa 
deben tenerse presentes las siguientes 
disposiciones: 


R. O. de 23 julio de 1855. 

Se establecen las reglas para proceder gubernati- 
vamente por deudas de militares. 

(Guerra.) «Excmo. Sr. : Habiendo lla- 
mado la atención de S. M. la Reina el des- 
igual método que emplean las diferentes 
autoridades militares cuando llega ia necesi- 
dad de proceder en casos de deudas contraí- 
das por oficiales del ejército, y deseando es- 
tablecer reglas fijas y uniformes que con re- 
gularidad decidan tales cuestiones, tuvo á 
bien oir el parecer del Tribunal Supremo 
de Guerra y Marina, y conforme con su dic- 
tamen se ha servido mandar: 

1. ° Que cuando haya avenencia entre el 
deudor y el acreedor, y la calidad de la deu- 
da no requiera la imposición de algún cas- 
tigo al que la contrajo, se proceda guberna- 
tivamente por el coronel del Cuerpo ó Direc- 
ción del arma, disponiendo lo conveniente 
para el reintegro. 

2. ° Que siempre que las deudas se ha- 
yan contraido con subordinados, los corone- 
les ó directores de las armas ordenen su 
pago á la mayer brevedad, y si por ia grave- 
dad del caso hubiese que aplicar alguna cor- 
recion, entonces el coronel podrá imponer 
hasta quince dias de arresto, y hasta dos 
meses el director ó inspector, mas si el 
deudor mereciese mayor castigo en razón de 
la calidad de la deuda, se instruya la corres- 
pondiente sumaria; dando conocimiento al 
capitán general respectivo; y concluida que 
sea se pase al Tribunal Supremo de Guerra 
y Marina para los efectos prevenidos en el 
art. 3.° de la Real cédula de 12 de febrero 
de 1816. 

Y 3.° Que en todos los demás casos, los 
derechos ele los acreedores y acciones.de 
los deudores, se entablen exclusivamente, 
prosigan y ventilen con arreglo á derecho en 
los Juzgados de las Capitanías generales, ó 
en su caso en los privativos de los cuerpos 
que tienen fuero especial, dándose conoci- 
miento de las providencias definitivas que se 
dicten á los directores de las armas.-— De 
Real órden etc. Madrid 23 de julio de 1855. 
(CL. t. 65, p. 498.) 

R. O. de 23 octubre de 1865. 

Quo lo* descuentos quo se hagan á los activos y,.P a " 

sivos por procidencia gubernativa, se arreglen ¿ I® 

prevenido en la Ley do Enjuiciamiento civil. 

(Guerra.) «Enterada la Reina de la co- 
municación de V. E. , fecha 17 de noviem- 
bre último, en que consulta á este Ministerio 
la manera en que deberán hacerse los des- 
cuentos de su haijer al coronel retirado en 
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esa Plaza Don Fermín Alvarez Olmedo,' 
hasta satisfacer una deuda que tiene recono- 
cida; se ha dignado S;. M. resolver, de con- 
formidad con lo expuesto por el Consejo de 
Kstado en pleno, en acordada de 4 del actual, 
que los descuentos que se hagan al citado 
jefe y á los demás individuos de las clases ac- 
tivas y pasivas del ejército, cuando tengan por 
objeto hacer efectivo el pago de deudas reco- 
nocidas antela autoridad militar y mandadas 
satisfacer en virtud de providencia guber- 
nativa deberán verificarse en la forma esta- '■ 
blecida en el art. 952 de la Ley de Enjui- 
ciamiento civil, toda vez que cesaron las 
causas que motivaron la Real órden anterior 
de 10demayodel850.i' — Re la de S. M., etc. ' 
Madrid 23 de octubre de 1865.) { CL . to- 
mo 94, p. 713). 

R. O. de 12 noviembre de 1866. 

Que se cumpla la R. 0. de 5 de abril último. 

(Guerra.) «En atención á que no es so- 
lo el número de las deudas contraidas por 
los jefes y oficiales el que redunda en des- 
doro del honroso uniforme que visten y des- 
prestigio de la clase á que pertenecen, sino 
también, y mucho mas principalmente, las 
circunstancias eon que se hayan contraido, 
y las personas que aparezcan como acreedo- 
res, cuyos particulares pueden llegar á ser 
de tal modo agravantes de la falta, que ha- 
gan merecedor en algún caso al que las co- 
meta de que se le considere indigno de con- 
tinuar sirviendo en el ejército, la Reina ha 
tenido á bien mandar que se haga entender 
á V. E. que las reglas y prescripciones apro- 
badas en la Real orden circular de 5 de 
abril de este año (1) deben cumplirse cuando 
no haya ninguna circunstancia que dé á las 
deudas el carácter de un delito mas grave; 
pues en este caso debe V. E. prescindir de 
si se comete por primera vez, ó si se rein- 
cide en el, y dar cuenta para que en vista 
de lo que V. E. manifieste pueda S. M. de- 
terminar que se instruya el expediente para 
su resolución.— De Rea! órden etc. (CL. to- 
mo 96, página 863.) 

R. O. de di febrero de 1867. 

Manera do hacer las reclamaciones de deudas contra 

individuos que sirven en los ejércitos do Ultramar. 

(Guerra ) En vista de lo manifestado 
por el Capitán general de Filipinas acerca 
del retraso que experimentan en aquella isla 
los efectos de las disposiciones dictadas para 
las reclamaciones de deudas, contra indivi- 


Ci) No hemos encontrado la Real órden de 
o de abril que se cita. 
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dúos del ejército por consecuencia de falta 
de antecedentes sobre sus circunstancias y 
de conocimiento de otras, que en algunos 
casos ha sido anterior y oficialmente recla- 
madas, la Reina ha tenido á bien resolver se 
recomiende que las reclamaciones de deudas 
contra individuos que sirven en los ejércitos 
de Ultramar, se hagan por conducto de los 
directores generales de su arma en la Pe- 
nínsula, los cuales las remitirán á los capi- 
tanes generales de aquellos dominios, con el 
informe de los antecedentes del deudor y de 
las circunstancias de la deuda, que fuesen 
indispensables para la. aplicación de las Rea- 
les órdenes de 5 de abril y 12 de noviembre 
de 1866, dando, sin embargo, inmediata- 
mente curso á la reclamación para los efec- 
tos de la de 23 de julio de 1855, y mas pron- 
ta satisfacción délos acreedores, cuando no 
fuera dable reunir desde luego los expresa- 
dos antecedentes, aunque á reserva de re- 
mitirlos á la mayor brevedad, sino consta- 
sen ya sus consecuencias en la hoja de ser- 
vicios y de hechos de su baja en la Penín- 
sula, á cuyos documentos habrá de hacerse 
necesariamente referencia.— De Real órden 
etc.— Madrid H de febrero de 1867.—' Va- 
lencia.— Señor. — (CL. t. 97, p. 245.) 

Consideramos importante el conoci- 
miento de las anteriores Reales órdenes. 
Si la reclamación lia de hacerse judi- 
cialmente debe estarse á lo dispuesto en 
la Ley de Enjuiciamiento civil, teniendo 
en cuenta que hoy no subsiste ei fuero. 
— V. Jurisdicción militar: Jurisdicción 
de marina: Jurisdicción ordinaria: Pro- 
cedimientos civiles. 

MILITARES. (Licencias temporales.) 
Según los arts. l.°, 2.°y 3.*, tít. XXX, 
tratado 2.° délas Ordenanzas militares, 
los capitanes generales ó comandantes 
generales tienen facultad de conceder li- 
cencia por término de un mes, para den- 
tro de la provincia de su mando, á los 
oficiales que por medio de sus respecti - 
vos coroneles ó jefes de que dependan la 
pidieren, sin poder prorogar este per- 
miso: los gobernadores de plazas en que 
no resida capitán general ó comandan- 
te general, solo pueden concederla por 
1 ocho dias con limitación á ocho leguas 
i en contorno si alcanzase á ellas su dis— 

; trito, y en los demás casos se requiere 
Real licencia. Sobre lo que es objeto de 
I estos artículos se han dictado hasta el 
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día muchas disposiciones, de las que 
consideramos mas importantes las si- 
guientes: 

R. 0. de 6 marzo de 4 8 15.— Dispone que 
Jos oficiales que obtengan licencia temporal 
pueden llevar sus asistentes á quienes se la 
dará el coronel por todo el tierrípo que 
aquellos deban usarla. (Col. de Vallecillo , 
t. I, p. 875.) 

R. 0. de 20 agosto de 1828. Autorizó á 
los Capitanes generales para conceder li- 
cencia para dentro de su distrito por el tiem- 
po que exijan sus necesidades á los oficiales 
de las clases de ilimitadus ó indefinidos. 
(Id., p. 876.) 

R. 0. de 30 febrero de 1829. Resolvió 
que los Capitanes generales concedan pasa- 
porte á los jefes y oficiales retirados sin 
sueldo, para que libremente y sin necesidad 
de Real licencia puedan trasladarse a los 
puntos que mas les convenga. 

R. 0. de 27 febrero do 1832. Facultad 
los Capitanes generales de las provincias 
para que no teniendo motivo fundado que lo 
impida, concedan los correspondientes pa- 
saportes á los jefes y oficiales retirados con 
sueldo para que puedan salir á donde les 
convenga. 

R. 0. de 13 diciembre de 1835. Se mandó 
circular nuevamente Ja Real orden anterior, 
«á fin de que en observancia de lo que en 
ella se previene usen ios Capitanes genera- 
les de la facultad que les autoriza para la 
concesión de licencias temporales a los ofi- 
ciales retirados cou-sueldo ó s : n él, no sien- 
do para el extranjero ni para la Corte. 

R. 0. de 26 Enero de 1858. Limitación de 
licencias: medio sueldo , ele. ...... Deseando 

S. M. que de un modo claro y terminan- 
te se lijen de una ve/ las reglas que de- 
berán observarse en lo sucesivo para las di- 
ferentes clases de licencias temporales que 
soliciten los jefes y oficiales del ejército; ha 
tenido á bien disponer: 

4.° Las solicitudes de licencias tempora- 
les se limitarán en la Península á un térmi- 
no que no exceda de cuatro meses, bien 
sean por enfermedad ó por asuntos particu- 
lares. 

2. ° El sueldo que los interesados disfru- 
tarán en el primer caso será el de su em- 
pleo, siempre que justifiquen plena y debi- 
damente sus dolencias; y en el segundo se 
entenderán con goce de medio sueldo. 

3. " Las prórogas que por cualquiera de 
los motivos expresados soliciten jr se juz- 
guen necesarias, tampoco excederán de dos 
meses; señalándose la mitad del sueldo á las 


primeras, cuando justifiquen la existencia 
de los males que padezcan, y ninguno á las 
segundas. 

4. “ Cuando á las instancias de próroga 
por enfermos no se acompañe el requisito 
mencionado, no gozarán de sueldo ios que 
la obtengan; pero sí los que habiendo pedido 
licencia por asuntos particulares se vieren 
imposibilitados al terminarla de incorporar- 
se por enfermedad, tendrá opcion á próro- 
ga con medio sueldo, previa justificación que 
así lo acredite. 

5. ° En el caso extremo de que se con- 
ceda segunda próroga, será siempre sin 
sueldo. 

6. ° y último. E! tiempo rna r ximo para las 
licencias al extranjero y ó Ultramar será de 
un año, y de medio las prórogas.— De Real 
orden etc. (CL. t. 75, p. 447 ) 

R. 0. de 14 abril de 4363. Licencias y 
prórogas por los Capitanes generales á jefes 
y oficiales ; id, coroneles... — Se dispone que 
exceptuando los coroDéies de regimiento y 
tenientes coroneles con mando de cuerpo, 
todos los demás jefes y oficiales de las diver- 
sas armas ó institutos militares y político- 
militares que deseen obtene 1 ' para asuntos 
propios, y con sujeción á lo prevenido en la 
R. O. de 26 de enero de 1858, licencias que 
no excedan de cuatro meses ó prórogas por 
dos, las soliciten de los Capitanes generales 
de los distritos en q.ie se hallen destinados, 
debiendo acompañar á las instancias las cor- 
respondientes hojas de méritos y el informe 
de los jefes respectivos-, con cuyos antece- 
dentes, y según lo que permitan ias necesi- 
dades def servicio, se concederán por diclios 
Capitanes generales las expresadas licencias 
ó prórogas, dando en la misma fecha de las 
concesiones conocimiento de ellas á los di- 
rectores generales de Administración mili- 
tar y del arma respectiva, así como á ios Ca- 
pitanes generales de los distritos en que ha- 
yan de disfrutarse dichas licencias, y pasan- 
do á este Ministerio, en 5 de cada mes, re- 
lación de las expedidas en el mes anterior... 
y «que «odas las licencias de los coroneles y 
tenientes coroueles con mando de cuerpo, 
las que los demás jefes y oficiales pidan por 
hallarse enfermos, y las solicitadas para ej 
extranjero ó Ultramar, continúen conce- 
diéndose de Reai orden en la firma que ac- 
tualmente se verifica. — De orden de S.M. lo 
digo etc. Madrid 44 de abril de 4863.— Con- 
cha. — ( Gar, . 27 abril.) 

R. 0. de 10 junio de 1 863. En las licencias 
solo se goce medio sueldo. — «La Reina lia te- 
nido á bien disponer que las licencias que se 
concedan por los Capitanes generales en uso 
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de la facultad que les dá el art. 1 del titu- 
lo XXX de las Ordenanzas generales del ejer- 
cito así como las concesiones que se con lie 
ran’por los directores 6 inspectores genera- 
les de las armas é institutos de ejército, se 
eDfienda que son desde esta fecha cen soto 
el goce de medio sueldo, siempre que en el 
trascurso de ellas medie una revista admi- 
min ¡sicativa.» 

R. 0 de 13 a ¡pisto de 1863. Traslaciones 
de residencia de los retirados. «La Reina 
se ha servido autorizar á los Capitanes gene- 
rales de Jos distritos para la concesión de las 
traslaciones de residencia que soliciten los 
jefes y oficiales é individuos de tropa retira- 
dos, en los suyos respectivos, dando el opor- 
tuno conocimiento al Capilar) general del 
distrito á que corresponda el punto para dun- 
do fuere concedida la traslación y, remitien- 
do á este Ministerio (de la Guerra) en 1." de 
cada mes relación nominal de las otorgadas 
en todo el anterior.» ( CL . t 90, p. 212.) 

R. 0. de 12 majo (te 1864. Ampliándolo 
dispuesto en la R. O. de ‘27 de febrero de 
1832 se dispone que los Capitanes genera- 
les de provincia «faciliten á los retirados que 
lo soliciten, disfruten 6 no sueldo, pasaporte 
con ei que por el término de un año puedan 
viajar libremente por la Península é Islas ad- 
yacentts, reservándose el Gobierno única- 
mente otorgar el permiso para verificarlo por 
el extranjero.» 

R, 0. de 18 febrero de 1867. Encargando 
el cumplimiento de las disposiciones sobre 
concesión de licencias. — «(Guerra.) — Ida 
Reina bate-nido á bien disponer se recuerde 
á X. E. que la autoridad de los Capitanes ge- 
nerales para conceder licencias á los jefes y 
oficiales que sirvan activamente en los cuer- 
pos que se encuentran á sus órdenes, se lia- 
ba determinada por el art. 1.°, del tít. XXX 
del tratado segundo de las ordenanzas del 
ejército, con arreglo al cual ni puede ser por 
mas tiempo de un mes, ni para rnavor distan- 
cia que la comprendida en el territorio de su 
mando; y si bien puede aumentarse la dura- 
ción de las licencias que disfrutan los jefes v 
ofic-ales de reemplazo, en virtud de Ío dis- 
puesto para los ilimitados é indefinidos en la 
R. O. de 20 de agosto de 182S, no por ellos se 
hallan facultados para concederlas para nin- 
gún punto que dependa de otro Capitán gene- 
ral sino cuando pertenezca el interesado á la 
clase de retirados, a quienes puede! conce- 
der traslaciones de residencia y licencias se- 
gún se les autorizó por Rs. OrcJs. d e 13 de 
aaosto de 1863, ‘27 de febrero de 1832 y 
12 de mayo de 186 4, dando conocimiento 
con oportunidad á este Ministerio, según está 
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prevenido. Es por lo tonto la voluntad de 
S. M. que se atenga extrictamente V. E. á lo 
que se halla dispuesto en las citadas Reales 
disposiciones y demás vigentes acerca del 
asunto, absteniéndose de dar pasaporte á 
ningún militaren activo servicio, ya se en- 
cuentre empleado ó en situación de reem- 
plazo, para fuera de la demarcación de su 
distrito, sino cuando baya obtenido la Real 
licencia indispensable, en cuyo caso al pro- 
pio tiempo de expedirles el correspondiente 
pasaporte, dará noticiti á la autoridad mili- 
tar del punto á donde deban dirigirse, ex- 
presando la aulorizacion en virtud de la 
cual lo haya verificado — He Real órden etc. 
Madrid 18 de febrero de 1867. — Valencia. — • 
Señor..... (CL. I. 97, p. 295.) 

Tales son las disposiciones que basta 
fin de !8(>7 se han dictado sobre licen- 
cias temporales á los jefes y oficiales del 
ejército. Otra órden se circuló con fe- 
cha di) noviembre de 18(58, abreviando 
los trámites de los expedientes de dichas 
licencias y dando mas ensanr.be á las 
atribuciones de las autoridad^ s militares 
en este punto, y se halla inserta en el 
Apéndice I, pág. 591. 

MILLA. Medida de camines: espacio 
de mil pasos. En la marina se entiende 
por milla b tercera parle de una legua 
marina., de 6.650 varas castellanas, ó sea 
la vigésima parte de la extensión lineal 
de un grado de meridiano terrestre. 

MILLONES (Servicio de). Impuesto 
sobre el consumo del vino, vinagre, 
aceite, carnes, hielo, jabón, pasas, velas 
de sebo, ele. que se concedió porel Rei- 
no en tiempo de Felipe II para ocurrirá 
los gastos de la Corona, Se llamó de mi- 
llones, porque la concesión se hacia de 
determinado número de millones alzada- 
mente, y solo por cierto número de 
años, aunque después en el reinado de 
Felipe IV se perpetuó, elevándole á la 
vez la tarifa. Sus rendimientos ascen- 
dían en esta época á mas de 120 millones 
de reales. Todavía poco después se au- 
mento mas la tarifa , se añadió á esta 
renta el ramo denominado del viento 
consistente en un tanto por ciento sobre 
los frutos de la agricultura, fábricas y 
oficios del Reino y de algunos importa- 
dos de América. Las Cortes de Cádiz 
abolieron este impuesto que volvió á res- 
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tablecerse en 1823, subsistiendo hasta el 
establecimiento del sistema tributario de 
la ley de 23 de mayo de 1845 que le re- 
fundió (art. 7.°) en lá contribución de 
consumos (1). — V. Contribuciones: Con- 
tribución de consumos: Alcabala. 

NINAS. La riqueza mineral de Espa- 
ña es inmensa; la minería ó industria 
minera debe tener por lo mismo grande 
importancia, y ser mirada con interés 
por el legislador, como que puede con- 
siderarse basta cierto punto como la ba- 
se de las demás industrias, y es la que 
produce mayor número de materias pri- 
meras para la construcción, decoración 
y fabricación de todo género de objetos, 
cuyo uso crece y se multiplica de día en 
dia á la par con los progresos de la civi- 
lización (2). 

Según los datos que nos facilita el 
Anuario estadístico de España corres- 
pondiente á 1859 y 1860, publicado por 
la Comisión de Estadística general del 
Reino, se cuentan en España abundan- 
tes minas de los mas preciosos metales. 
Hay en explotación: de alcohol 37; ar- 
gentíferas 2.332; de antimonio!; deán- 
trácita 1 ; de asfalto 19; auríferas 6; de 
azogue 2; de azufre i; de alumbre 3; de 
calamina 156; de carbón 527; de cobal- 
to 5; de cobre 270; de cinabrio 26; de 
estaño 23; de lignito 48; de mangane- 
so 9; de nikel 5; de pirita de hierro 72; 
de pirita arsénica! i; de petróleo 1; do 
plomo 744; desal-gemma 22; de hidroelo- 
rato de sosa 13; de sulfato de sosa 57; de 


(1) Martínez de la Mata en sus discursos 
compilados por el eminente Campomanes con- 
sidera el medio de tributar impuesto sobre los 
alimentos como el mas proporcionado que se 
puede hallar, porque cada uno rinde según las 
fuerzas que tiene. Y dice.; por nota á esta doctri- 
na, Campomanes, que ói creia también como 
el político Martínez de la Mata, proporcionada 
la contribución de millones, y que el remedio 
único que convenía poner era abolir la alcaba- 
la 6 imponer sobre las tierras y rentas su equi- 
valente. La alcabala, dice, tieno verdadera opo- 
sición á la circulación interior del comercio y 
al establecimiento de las artes y manufacturas. 
(Campomanes, Apéndice á la educación popu- 
lar, Part. íA, p. 80.) 

(2) Art. 62 de la instrucción de zo de enero 

de 1860. 


topacios 1; de turba 01, de zinc 31; to- 
das en número de 4.447. y pagando con 
arreglo á la ley el derecho de superficie; 
á cuya cifra supera con mucho la de las 
minas registradas que todavía no deven- 
gaban el cánon ó derecho de superficie, 
las cuales ascendían, según los mismos 
datos oficiales, á 7.602, en cuyo núme- 
ro figuran principalmente 928 de carbón; 
2.692 argentíferas; 658 de cobre; 75 de 
estaño; 172 de hierro; 2 747 desplomo, 
y 8 de arsénico. 

En el artículo Estadística industrial, 
tomo VI, p. 726, manifestamos las mi- 
nas productivas é improductivas que 
existían en 1863, con el producto bruto 
y beneficiado que rindieron, así como el 
número de operario» que ocuparon y 
contribución que pagaron los empre- 
sarios. 

El ramo de minas se rige hoy por la 
ley de 6 de julio de 1859, que modifica- 
ron la de 4 de marzo de 1868 y el de- 
creto de 29 de diciembre del mismo. 
Se rige también por el reglamento de 24 
de junio de igual año, en lo que no se 
oponga al decreto anterior. En cuanto 
á la administración y recaudación de los 
impuestos que corresponden por este con- 
| cepto, rigen la instrucción de 24 de oc- 
tubre de 4859 y la R. O. de 5 de julio de 
4868, cuyas disposiciones con las demás 
dictadas para su ejecución insertamos 
textuales con un extracto de los mas 
principales que las han precedido. 

Leyes de la Novísima Recopilación. 

Tratan de las minas los títulos XVIII, XIX 
y XX del lib. IX. 

El tít. XVIII trata de las minas de oro, 
plata y demás metales, conteniendo su ley 
4. a las ordenanzas que debían observarse en 
la investigación, registro, labor y beneficio 
de las minas asignando la parte correspon- 
diente al Rey. 

El tít. XIX que trata de las minas y pozos 
, de sal, prohíbe labrar sal en las salinas y po- 
zos, sino la que se hiciere por cuenta del 
! Rey, y también introducir la de otros reír- 
nos. — V. Contrabando: Sal. 

El tít. XX se limita á Jas minas de carbón 
de piedra y adopta medidas para su fomento 
y beneficio, considerándolas ya de grande 
importancia, y eso que su uso entonces era 
mucho mas limitado. 
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Disposiciones posteriores hasta la ley de 6 
ju li o de i 859. 

Las Córtesde 1811 y 1820 do pudieron 
olvidar este importante ramo de la riqueza. 
En 26 de enero de 1811 y 25 de octubre de 
1820 dictaron medidas para su fomento. En 
22 de junio de 1821 decretaron y sancionó 
el Rey en 12 de febrero de 1822, que todo 
español ó extranjero pudiese explotar y be- 
neficiar lamina de todo metal que descubrie- 
ra con los requisitos que expresaba. Habien- 
do quedado .sin efecto en 1824 esta impor- 
tante ley, y no desconociendo el Gobierno 
cuanto importaba extender y favorecer la in- 
dustria minera, publicó en 4 de julio de 1825 
un decreto dictando reglas para la explota- 
ción y laboreo de minas, modo de adquirir 
su dominio, impuestos a que quedaban suje- 
tas etc. para cuya ejecución se dió en 8 de 
diciembre del mismo año una instrucción. 
En 11 de abril de 1849 se sancionó otra 
nueva ley de minas que con su reglamento 
de 31 de julio del mismo año y varias Reales 
órdenes aclaratorias lia regido hasta la publi- 
cación de la ley de 6 de julio de 1859 que ha 
derogado de una manera expresa la legisla- 
ción anterior á la promulgación de la misma. 
Hé aquí, pues, la ley vigente como se publi- 
có en 1849, con indicación délos artículos 
reformados por la de 4 de iiarzode 1868 (1). 

Ley de 6 julio de 1859. 

Minería: Sustancias que son objeto de la ley, etc . 

(Fom.) «Doña Isabel II, etc., sabed: que 
las Córtes han .decretado y Nos sancionado 
lo siguiente (2): 

CAPITULO I. 

De los objetos de la minería. 

Artículo l.° Son objeto especial del ra- 
mo de minería todas las sustancias inorgá- 
nicas, metalíferas, combustibles, salinas, fos- 


fatos calizos, cuando se presenten en filones 
que exijan operaciones mineras, y las pie- 
dras preciosas que en la superficie ó en el 
interior de la tierra se presten á explota- 
ción. (Reí.) (1). 

Art, 2.° La propiedad de las sustancias 
designadas en el articulo anterior corres- 
ponden al Estado, y nadie podrá disponer de 
ellas sin concesión' del Gobierno. (Reí’,) (2). 

Art. 3.' Las producciones rpínerales, si- 
líceas y calcáreas, las arenas, las tierras ar- 
cillosas, magnesianas y ferruginosas, las 
margas y las demás sustancias de esta clase 
que tengan aplicación á la construcción, á 
la agricultura ó á las artes, continuarán como 
hasta aquí siendo de aprovechamiento común 
cuando se hallen en terreno del Estado ó de 
los pueblos, y de explotacionparticular cuan- 
do el terreno sea de propiedad privada. 

Las sustancias comprendidas en este artí- 
culo no quedan sujetas á las formalidades ni 
cargas de la presente ley; pero estarán bajo 
la vigilancia de la Administración en lo re- 
lativo á la policía y seguridad de las labores. 

Art. 4.° No se consentirá la explotación 
de las sustancias especificadas en el artículo 
anterior sin permiso especial del dueño, 
cuando el terreno fuere de propiedad priva- 
da. Pero en caso de destinarse á la vasijería 
de alfar, fabricación de loza ó porcelana, de 
ladrillos refractarios, cristal ó vidrio, ú otro 
ramo de industria fabril, podrá el Gcbierno 
conceder autorización para explotarlas á 
cualquiera que la solicitare, prévio expe- 
diente instruido por el Gobernador de la 
provincia con audiencia del dueño del ter- 
reno, y mediante informe de un ingeniero 
de minas y del Consejo provincial. 

Si el dueño del terreno se obliga á hacer 
la explotación por sí, empezándola dentro 
del plazo que se le fijare por el Gobierno, 
que no bajará de tres meses, tendrá la pre- 
ferencia sobre los extraños. (Ref.) (3). 


(1) Recomendamos al lectoría doctrina con- 
tenida en el cap. IV de la instrucción para los 

^deWados de fomento de 30 de noviembre 
de 1833 (tomo VI, p. 828) y el capitulo también 
1 V parr. 6 i de la de 26 de enero de 1850 para 
ei fomento de los intereses morales, intelectua- 
les y materiales del país, en el mismo tomo 
pag. 854. 

(2) Por la ley de 4 de marzo de 1868 se re- 
formaron los arls. i.°, 2 ». 4 " 5 o 14 17 

S*. 24, 35 á 29, 41, 46, 47,’so. 52 ’ 53 58 
U4, 65 68. 73, 74, 80, 84 á 89 y 93 de esta ley 
i,n tóelos estos ponemos esta indicación (Ref i 
que quiere decir reformado; y puede verse ía 
rmorma en el Apéndice I, págs. 275 á 280 En 
Pl mismo Apéndice se encuentra también in- 


serto el decreto de 29 de diciembre del mismo 
año 1868 en que se bace una nueva clasifica- 
ción de las sustancias minerales, y se dictan 
reglas sobre investigación, concesiones, explo- 
tación y caducidad de las minas, derechos y 
deberes de los mineros etc. 

(1) Sustancialmente dice lo mismo el artí- 
culo, según queda reformado por la ley de 4 
de marzo de 1868, pero está mas clara y per- 
fecta su redacción. 

(2) En el nuevo artículo se añade *otorga- 
da en su nombre por los Gobernadores de las 
provincias. 

(3) Por el nuevo artículo la autorización la 
conceden los Gobernadores. Esta es la diferen- 
cia sustancial. 
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Art. 5.° Obtenida que fuere por un ex- 
traño Ja autorización del Gobierno para ex- 
plotar alguna de las sustancias de que tra- 
tan los dos artículos anteriores, indemnizará 
ai dueño de la linca del valor del terreno que 
hubiere de ocuparle y una quinta parle mas, 
y también pagará en su caso el menoscabo 
o demérito que el predio experimente, y 
prestará fianza para responder de los ulte- 
riores daños y perjuicios que pudiere ocasio 
narle en lo sucesivo. Hasta después de ha- 
ber llenado estos requisitos no podrá em- 
prender sus trabajos. La autorizad >n cadu- 
cará cuando el concesionario dejare tras- 
currir un año sin explotarlas expresadas sus- 
tancias. (Ref.) (5). 

Art. 6." Las arenas auríferas y las es- 
tanníferas, ú otras producciones minerales 
de los ríos y placeres serán de libre aprove- 
chamiento sin necesidad de autorización ni 
licencia. Unicamente cuando el beneficio se 
hiciere en establecimientos fijos, se forma- 
rán pertenencias mineras, según el párrafo 
3.° del art. 13. 

Art. 7.° Las tierras ferruginosas, como 
ocre y almagres, serán igualmente de libre 
aprovechamiento. Si la metalurgia del hierro 
las reclamare corn > primeras materias, po- 
drán constituir pertenencias mineras al tenor 
del párrafo 2.° del art. 10. 

CAP. II .— De las calicatas. 

, Art. S.° Todo español ó extranjero pue- ' 
de hacer libremente labores someras para 
descubrir los minerales d que trata el ar- 
ticulo l.° en cualesquiera terrenos que no 
estuvieren dedicados á cultivo, ya pertenez- 
can al Estado ó á los pueblos, ya sean de 
propiedad particular. Estas labores denomi- 
nadas calicatas, no podrán exceder de una 
escavaemn de dos metros lineales en cuadro 


quiera fincas de regadío, el dueño es quien 
únicamente puede conceder licencia para 
calicatas, sin ulterior recurso ni apelación. 

El que solicitare licencia para calicatas, 
tanto según este artículo como según ei an- 
terior, lo pondrá en conocimiento del Alcal- 
de dentro de cuya jurisdicción se intente 
calicatar, para los efectos oportunos en su 
día . 

Art. H. Siempre que el dueño del ter- 
reno lo exigiere, tendrá el explorador la 
obligación de constituir previamente fianza 
para indemnización del deterioro que con la 
calicata pudiese producir, según convenio 
ó tasación, y además quedara sujeto al abo- 
no de los daños y perjuicios que ulterior- 
mente ocasionase en la finca. 

Cuando la licencia para calicatas hubiese 
sido concedida por d Gobernador, serán ú 
satisfacción de este la fianza ó depósito para 
indemnizaciones. 

Art. 12. No pueden abrirse calicatas ni 
otras labores mineras á menor distancia de 
40 metros de un edificio, camino de hierro, 
carretero, canal, fuente, abrevadero ú otra 
servidumbre pública, y 1.400 de los puntos 
fortificados; á menos que en este último caso 
se obtenga licencia de la autoridad militar, 
yen los demás del Gobierno si se trata de 
servicios ó servidumbres públicas, ó del 
■ dueño cuando saitrate de edificios de pro- 
piedad particular. (Ref.) (6). 

CAP. III. — ■ Da las pertenencias de minas 

Art. 13. La pertenencia común de una 
lírina es un sólido de base rectangular de 300 
metros de largo por 200 de ancho, horizon- 
talmente medidos al rumbo que designe el 
interesado, y de profundidad vertical indefi- 
nida. Su cara superior ó parte superficial 
permanece sieDdo propiedad del dueño del 


y un metro de profundidad. 

Art. 9.° En terrenos de secano que con- 
tengan arbolado ó viñedo ó estén dedicados 
á pastos ó labor, será necesaria la licencia 
del dueño ó de quien le represente antes de 
poderse abrir calicatas. En el caso de ne- 
garse la licencia, ó si trascurren dos meses 
sin otorgarse, podrá el que la hubiere soli- 
citado acudir al Gobernador, el cual la con- 
cederá ó negará, después de oir á los intere- 
sados y al Consejo provincial, y si lo juzga 
oportuno, ó si lo pido alguna de las parles, 
á un ingeniero de minas. 

Art. 10. En jardines, huertas y cuales- 


terreno. 

En las minas de hierro, carbón de piedra, 
antracita, lignito, turba, as'alto,' arcillas vi- 
turninosas ó carbonosas, sulfato de sosa y sal 
gemma, tendrá cada pertenencia 500 me- 
tros de ¡ado sobre 300. 

En las arenas auríferas ó estanníferas y 
demás de que trata el art. 6.° comprenderá 
la pertenencia 60.000 metros cuadrados ó 
superficiales, como las del párrafo i .° del ar- 
tículo presente, y podrá estar formada bien 
por un rectángulo, bien por un cuadrado, ó 
bien por una serie ó reunión de cuadrados 
¡ de 20 metros al menos de Jado cada uno, 


(S) La reforma se reduce á suprimir las pa- j (6) Se ha sustituido á las palabras «del Go- 
labras >del Gobierno» puesto que la autoriza- , bienio < las «del Gobernador • Esta es toda la 
cion la conceden ya los Gobernadores. i reforma. 
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adaptados entre sí según conveDga al re- 
gistrador; pero sin dejar claros ó espacios 

intermedios. 

Art. 14. Cuando entre dos pertenencias 
resultare una faja y entre tres ó mas un 
espacio tranco eu que pueda demarcarse un 
rectángulo, cuya superficie horizontal no 
sea menor de los dos tercios de una perte- 
nencia de su propia clase, y cuyo lado ma- 
yor no exceda de 300 metros en pertenen- 
cias arregladas al párrafo i del artículo 
anterior y de 500 en las del párrafo 2. 0 de 1 
mismo, se formará una pertenencia incom- 
pleta y se adjudicará á quien la solici- 
tare. 

Art. 15. Cuando el espacio que mediare 
entre dos ó mas pertenencias no pudnsedar 
lugar á la colocación de una pertenencia in- 
completa, según el artículo anterior, se con- 
siderará corno demasía, la cual se adjudicará 
al dueño de la mina mas antigua de las co- 
lindantes, y por su renuncia expresa á los 
que le sigan en el orden de prioridad. 

„ La demasía no podrá extenderse, cual- 
quiera que sea su ligura, á mayor superficie 
que ios dos tercios de una pertenencia 
completa de su clase; si sobrase terreno, se 
constituirán dos ó mas demasías. A ningu- 
na mina podrá adjudicarse mas que una de- 
masía: cuando las hubiese en mayor núme- 
ro, se liará su adjudicación sucesivamente 
por órden de prioridad á las minas colin- 
dantes. 

Art. 16. Los particulares y empresas po- 
drán obtener el número de pertenencias que 
estimen convenientes, siempre que no se 
pidan en una solicitud mas de dos por una 
persona, cuatro por una compartía, y el doble 
respectivamente en las minas comprendidas 
en el párr. 2,°, art. 13. 

También podrán constituir á su voluntad 
grandes grupos ó cotos mineros, sin per- 
juicio de la división de las respectivas de- 
marcaciones. 

Art. 17. El permiso para investigación, 
según el art. 25, podrá comprender la ex- 
teusion Insta de dos pertenencias completas 
según su clase, siempre que hubiese terreno 
franco al presentarse la solicitud. Pueden 
solicitarse dos 5 mas investigaciones con- 
tiguas si hubiese terreno franco (Ref.) (7.) 

Art. 18. Es imlivisiole la extensiou com- 
prendida eu una sola pertenencia; pero en el 


(7) La reforma de este artículo ti^ne por 
objeto establecer que el permiso pora la ¡uves 
tijjac.un pueda comprender el mismo número 
«e pertenencias que expresa el articulo an- 


cnso de que la concesión sea de dos ó mas 
pertenencias, podían estas separarse me- 
dianil; aprobación del Gobierno fReí. 8). 

Art. 19. Todo individuo ó compañía pue- 
de libremente adquirir por compra ó por 
olro medio legal cualquier número de per- 
tenencias ¡limeras, antes é después de ex- 
pedido el Real título de propiedad. Pero las 
compañías adquirentes no tendrán en cada 
caso mas derechos que sus causantes, ni 
podrán pretender, como tales compañías, 
aumento de pertenencias, á no exislir terreno 
franco (Ref.) (9.) 

CAPITULO IV. 

De la pclicion de pertenencias mineras . 

Art. 20. Para llegar á conseguir la pro- 
palad de una ó mas pertenencias mineras, 
puede procedei se por uno de dos medios: la 
investigación, ó el registro. Lo mismo en la 
investigación que en el registro, la prioridad 
do la solicitud confiere derecho preferente 
a la concesión y propiedad. La solicitud de 
investigación ó registro puede enlabiarse sin 
consentimiento ni conocimiento del dueño 
del terreno; pero no se dará principio á las 
labores sino con los requisitos y condiciones 
que en ios arts. 9.°, 10, 11 y 12 se estable- 
cen para las calicatas. 

Si los dueños de jardines, huertas y fincas 
de regadío, por las que convenga dirigir las 
labores principiadas, niegan el permiso para 
ejecutarlas, el Gobernador podrá concederlo 
con las formalidades prevenidas en los ar- 
tículos 25 y 26, luego que haya mineral 
descubierto. 

Art. 21. El que con calicata ó sin ella se 
proponga explorar y reconocer el terreno 
emprendiendo labores mas extensas é im- 
portantes que las de las calicatas, como son 
las de pozo, socavón, zanja ó desmonte, pre- 
sentará su solicitud por escrito al Gober- 
nador de la provincia, pidiendo permiso para 
investigación en terreno franco. 

El que con calicata ó sin ella prefiera 
registrar una ó mas pertenencias en terreno 
franco, presentará al Gobernador por escrito 
sn solicitud de registro; expresando si se 
baila ó no descubierto el mineral cuya ex- 
plotación se propone. 

Tanto el investigador como el registrador 
acompañarán ai propio tiempo I designación 
de la pertenencia ó pertenencias; y dentro 


(8) Según la reforma, la aprobación es del 

Gobernador. , 

(9) Según la reforma donde dicefiéoí Ululo 
debe decir titula. 
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de veinte dias tendrán obligación de presen- 
tar al Gobernador el plano dei terreno que 
solicitan, ó bien certificación del Alcalde res- 
pectivo, acreditando tener amojonado de una 
manera perceptible todo ei espacio compren- 
dido en su investigación ó registro. 

El investigador, sea ¿udividuo ó sea com- 
pañía podrá designar, según el art. 17, basta 1 
dos pertenencias por cada investigación, si- 
hubiere terreno tranco (Rei.) (10). 

Art. 22. £1 Gobernador decretará acto 
continuo la admisión de una ú otra solicitud 
salvo mejor derecho. 

Se numerarán las solicitudes y se anotará 
el dia y hora de su presentación en libros 
talonarios, separados para investigación y 
registro, donde firmará cada interesado, al 
cual se le entregará sm levantar mano el 
resguardo suficiente, autorizado por el jefe 
dei negociado de minas con expresión del 
número de órden que hubiese tocado á su 
solicitud. 

Art. 23. El Gobernador mandará que 
dentro del tercer dia se publique la inves- 
tigación ó el registro con sus designaciones 
en la tabla de anuncios y en ei Boletín oficial, 
y que se remitan al Alcalde del pueblo para 
la fijación de edictos. 

Art. 24. Oentro de los sesenta dias des- 
pués de la publicación de la investigación ó 
registro presentarán al Gobernador sus opo- 
siciones los que se consideraren con derecho 
al todo ó parte del terreno solicitado, ó los 
dueño de la finca que tuvieren que reclamar; 
pasado este plazo no serán admitidas. El Go- 
bernador dará inmediatamente vista de las 
oposiciones al investigador ó registrador, 
quien contestará en término de diez días; 
luego informará dentro de veinte dias el Con- 1 
sejo provincial, y todo ello se unirá ai ex- 
pediente respectivo (Ref.) (11.) 

Art. 25. El permiso para investigación 
lo concede el Gobernador. 

Al efecto dispondrá que un ingeniero de 
minas examine, compruebe y en su caso rec- 
tifique la designación, y en vista de su in- 
forme y con apreciación de Jas oposiciones 
si las hubiere, decidirá el Gobernador dentro 
de los cinco meses de presentada la solicitud 
del investigador. 

Art. 26. De la resolución del Goberna- 


(10) En la reforma se suprime todo el últi- 
mo párrafo y el segundo período del tercero 
desde donde dice «y dentro de veinte dias.* 

(11) Por el nuevo articulo se amplia la ins- 
trucción dei expediente oyéndose al ingeniero 
en los casos necesarios y determinando mas la 
tramitación y recursos. 


dor concediendo ó negando el permiso para 
investigación, puede recurrirse ante el Mi- 
nisterio, debiendo interponerse el recurso 
dentro de los treinta dias de notificada la re- 
solución del Gobernador, por el que se con- 
sidere agraviado, sea ei solicitante, sea algu- 
no de los oponentes. 

Sí no se hubiese interpuesto recurso, el 
permiso del Gobernador será definitivo. 

Art. 27. El permiso para investigación 
es por el tiempo que determine el regla- 
mento. 

Antes de obtener el permiso puede el in- 
vestigador hacer la misma labor legal que 
en el artículo siguiente se señala ai registra- 
dor. Después del permiso continuará sus 
explotaciones con las condiciones del ar- 
ticulo 50. 

Art. 28. El registrador habilitará en el 
término de cuatro meses desde la presenta- 
ción de su registro la labor legal de diez me- 
tros, sea en profundidad por pozo, sea en 
longitud por socavón, desmonte ó zanja. 

Iodo registrador puede aspirar á conver- 
tir en investigación su registro, antes ó des- 
pués de haber concluido Ja labor legal. Ei 
Gobernador concederá el permiso según el 
articulo 25. 

CAPITULO V. 

S>e las demarcaciones y concesiones depro- 
\ piedad. 

Art. 29. iNo se liará ninguna demarca- 
ción sin que aparezca descubierto algún mi- 
neral de los comprendidos en ios arts. l. ü , 
ti. u y 7.°, á juicio dei ingeniero; y si para 
practicarla conviene ó ios interesados incluir 
lincas de las expresadas en el art. 10, prece- 
derá permiso dei Gobernador á falta del con- 
sentimiento dei dueño. 

Art. 30. Dentro de los cuatro meses 
después de la presentación y admisión de 
un registro, pedirá el registrador Ja demar- 
cación de su pertenencia ó pertenencias, 
acompañando muestras dei mineral que hu- 
biere hallado, salvo el caso de registro por 
caducidad. 

El investigador que eD cualquier tiempo 
hallare mineral «unciente, según el artículo 
anterior, acompañará igualmente muestra y 
solicitara la demarcación. 

Art. 31. El Gobernador dispondrá en 
seguida que por un ingeniero se practiquen 
los reconocimientos, y en su caso las demar- 
caciones, por el órden que el reglamento 
determine. 

Ei ingeniero evacuará estas diligencias 
dentro del plazo de cuatro meses, que po- 
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drá el Gobernador prorogar hasta seis, si 
ocurriesen impedimentos graves, los cuales 
se consignarán por diligencia en el expe- 

Se notificará previamente al registrador ó 
investigador la época del reconocimiento y 
demarcación de sus pertenencias , que sera 
fija y perentoria dentro de límites que no po- 
drán exceder de ocho dias, bajo la les- 
poosabilidad del ingeniero comisionado. Los 
dueños de las minas colindantes serán igual- 
mente notificados, y además se anunciarán 
préviamente • las demarciones en el Boletín 
oficial. 

Art. 32. Si del renocimiento resultare 
hallarse habilitada la labor legal, haber ter- 
reno franco y estar descubierto el mineral, 
según el art. 29, procederá el ingeniero acto 
continuo á demarcar la pertenencia ó perte- 
nencias conforme á ladesignacion ^'recogiendo 
muestras del mineral, y fijando Jos puntos en 
que han de colocarse los hitos ó mojones, 
que serán firmes , duraderos y bien percep- 
tibles. 

Si el ingeniero hallare defectuosa ó mal 
hecha la designación por inexactitud en las 
medidas, ó por superposición á alguna parte 
de pertenencias ajenas que tuvieren mejor 
derecho, la rectificará al demarcar, de 
acuerdo con el interesado, siempre que hu- 
biere terreno franco. 

Art. 33. Los ingenieros se valdrán del 
norte magnético para designar los rumbos; 
pero siempre que sea posible determinarán 
la posición de la boca-mina de la labor legal 
con respecto á objetos fijos y perceptibles 
del terreno, anotando sus distancias, y obli- 1 
garán á los mineros á conservar constante- 
mente en lo sucesivo en el mejor estado sus 
mojoneras. 

Art. 34. Cuando del reconocimiento de 
un registro • para demarcación resultare no. 
haber mineral descubierto, según el art. 29, 
el Gobernador declarará anulado ó fenecido 
el registro y franco el terreno, á menos que 
el registrador hubiere antes acudido ó acu- 
diere dentro de los ocho dias después del 
reconocimiento solicitando permiso para in- 
vestigación en el mismo sitio! En tal caso 
se procederá al tenor de los arts. 25 y 28. 

Art. 35. Las pertenencias completas, 
las incompletas, las demasías, los grupos ó 
cotos mineros, las galerías generales, los 
terreros y los escoriales se demarcarán se- 
gún sus condiciones respectivas, con ar- 
reglo á los arts. 13, U, 15, 16, 17, 

eI investigador que hubiere designado 
dos pertenencias según el art. 17 y párrafo 


4.° del 21 puede pedir la demarcación de 
ambas ó bieu de una sola, en la disposición 
que mejor le conviniere dentro de la de- 
signación. El terreno sobrante quedará fran- 
co. (Ref.)(12). 

Art. 36. Dentro de los treinta dias des- 
pués de la demarcación, remitirá el Gober- 
nador el expediente acompañado de las opo- 
siciones, si las hubiere, y con su informe 
motivado al Ministro de Fomento para la 
real resolución. 

Cuando hubiere mediado oposición, oirá 
el Ministerio al Consejo de Estado en sección 
de Fomento, y antes á la Junta superior fa- 
cultativa de minas si hubiere dudas sobre 
puntos puramente periciales. (Ref.) (13). 

Art. 37. Al concesionario se le expedi- 
rá un Rea! título de propiedad. En él se ex- 
presarán las condiciones generales de ley y 
reglamento, y en su caso las especiales re- ' 
queridas por la conveniencia pública, en ra- 
zón de la naturaleza del mineral ó de las cir- \ 
cunstancias de la empresa. \ 

Si fuere resistida alguna de las condicio- i 
ríes impuestas, no podrá hacerse concesión í 
de aquella pertenencia ó pertenencias á otra I 
empresa ó personas sino con las mismas 
condiciones, á no renunciar voluntariamen- [ 
te y por escrito su derecho preferente Ja pri- t 
tuitiva concesionaria. (Ref.)(f4). 

Art. 38. Así que el Gobernador reciba } 
del Ministerio el Real título de propiedad, dis- j 
pondrá su inmediata entrega al interesado, / 
y comisionará al Alcalde respectivo para que 
en el término preciso de dos meses ponga / 
en posesión de la pertenencia ó pertenencias 1 
al ya dueño de ellas por ante escribano ó ¡ 
secretario de Ayuntamiento. (Ref.) (15). \ 

Art. 39. Las concesiones de pertenen- i 
cias de minas son por tiempo ilimitado, j 
mientras los mineros cumplan las condicio- 1 
oes de esta ley y las especíales que contu- 
viere el Real título de propiedad. (Ref.) (16). 

CAPITULO VI. 

De las galerías generales de investigaciones , 
desagüe y trasporte. 

Art. 40. El que intente la apertura de 


(12) Se modifica, para armonizarle con otro» 
artículos reformados. 

(13) Según la reforma dicta providencia ei 
Gobernador, etc. 

(14) iModiíicadosolo para armonizarle con lo 
dispuesto en el anterior. 

(15) Modificado en cuanto ya no expide el 
Ministerio el título de propiedad. 

(16) igual con la reforma, sin ma» que apa- 
recer suprimida la palabra Real. 
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un socavón ó galería en terreno franco, 
puede, si le conviniere, solicitar la concesión 
de un grupo ó coto minero con las condicio- 
nes del art. 10. Si esto no fuere posible por 
deber atravesar la galería terrenos ocupados 
en todo ó en porte por minas concedidas ó 
registradas ó en investigación, el empresa- 
rio habrá de celebrar conciertos y estipula- 
ciones previas con los interesados. 

Art. 41. El empresario presentará su 
solicitud al Gobernador de la provincia con 
los planos de la obra proyectada, firmados 
por un ingeniero de mina. , y copia autori- 
zada de los conciertos celebrados con los 
mineros, á !a sazón interesados en el torre— 
no en obviados de cuestiones ulteriores y 
para el arreglo de recíprocos disfrutes. 

El Gobernador, hechas las publicaciones 
correspondientes según el art 23, remitirá 
el expediente instruido al Ministerio para la 
Real resolución (Ref.) (17). 

Art. 42. Al empresario de una galería 
general podrá concedérsele ia reserva de un 
número determinado de pertenencias por él 
señaladas, de entre las libres ó Iraucas, so- 
bre el terreno de sus labores ó en su proxi- 
midad al alcance prudencial de sus desagües. 
Estas pertenencias las hará objeto de inves- 
tigación ó registro conforme a los términos 
de la presente ley, á medida'que sus traba- 
jos subterráneos avancen hasta rebasarlas 
con facultad para desechar Jas que viere no 
convenirle. 

Art 43. Los trabajos de las galerías ge' 
nerales seguirán la línea ó lineas señaladas 
en la concesión; si en algún caso conviniere 
al empresario variar de dirección, lo solici- 
tará y podrá alcanzarlo previo el oportuno 
expediente. 

Art. 44. Toda. pertenencia minera está 
obligada á permitir el paso á una galería ge- 
neral. También tiene ia obligación de res- 
petar la fortificación de la galería abstenién- 
dose de arrancar minerales en términos de 
que queden sus paredes con menos de dos 
metros de espesor, á no ser que las forti- 
fique en toda regla y á sus propias ex- 
pensas. 

El precio de los servicios del desagüe, ven- 
tilación y extracción prestados por el em- 
presario del socaven, ó galería al minero, 
cualesquiera quesean los medios que emplee 
al efecto, se arreglará por convenios mutuos, 
y á falta de avenencia por tasación de peritos 


(17) Adicionado y modificado desde el pár- 
rafo segundo, pues que el Gobernador obra per 

sf, sin remitirá la resolución del Gobierno el 
expediente etc. 


• nombrados por ambas partes, v tercero en 
! discordia nombrado por el Gobernador, el 
I cual resolverá con aj recfacton de las cir- 
' consta. ¡cías de cada caso en vista' del dicta— 

■ men pericial. 

Por su parte el empresario de la galería 
general no podrá arrancar mas mineral que 
el que encuentre extríclnmente en su labor 
de perforación, y será cargo suyo el extraerlo: 
Y s ' 1° bebiere bailado debajo de pertenencia 
demarcada, so dividirá por mitad su produelo 
entre el empresario de la galería y el dueño 
ó demarcador de la mina. Esta regla regirá 
¡ cuando las exlipulaciones particulares no 
hubiesen abrazado y resuelto todos ios pun- 
tos Cuestionables entre las partes interesadas. 

CAPITULO ATI. 

De la concesión de terreros y escoriales. 

Art. 45. Son objeto de concesión los 
terreros procedentes de minas y los esco- 
riales de oficinas de beneficio, con tal que 
unas y otras estén abandonadas. 

Art. 4G. La solicitud se dirigirá al Gober- 
nador, acompañada de la designación y de 
un plano firmado por un ingeniero de minas. 

La labor legal consistirá en tres pozos ó 
( zanjas en diferentes puntos del manchón, 
í con Jas dimensiones necesarias para poner 
de manifiesto la naturaleza y circunstancias 
de! escorial ó terrero. 

El Gobernador remitirá el expediente ins- 
truirlo al Ministerio, con las oposiciones, si las 
hubiere, para Ja Real resolución (Ref.) (18). 

Art. 47. Las designaciones y demarca- 
ciones en escoriales y terreros serán en 
figura poligonal rectilínea, según sofr iere el 
peticionario; pero su extensión superficial no 
excederá del doble de lina pertenencia, según 
el párrafo 2.° del art. 13, ó sean 300.000 me- 
tros cuadrados, para uha persona ó com- 
pañía. 

La tramitación de estos expedientes y la 
posesión en terreros ,y escoriales, se verifi- 
carán en los términos establecidos para los 
registros de pertenencias de minas (Ref.) (19). 

Art. 48. Cuando en la pertenencia de- 
marcada de un escoríalo terrero se solicitare 
por un extraño labrar uua mina, tendrá a 
preferencia el dueño del escorial 6 terrer , 
si le conviniere, manifestándolo asi en el er- 
mino de treinta dias después de la do i — 
cacion. 

(18) Suprimido en la reforma todo el tercer 

I % r t9) f0 'En la reforma después de la paUbra 

expedientes se añade «lo expedición de los t 

E J. i . _ i. _• 7 „ 
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* CAPITULO VIII. ' 

Condiciones generales de la minería. 

Art. 49. Los dueños de minas y los in- 
vestigadores las laborearán según las pres- 
cripciones del arte, y cumplirán las disposi- 
ciones de seguridad y policía que señalare el 
reglamento. . 

Las faltas se penarán con multas, que no 
excederán de 1.000 rs., ni de 2.000 en caso ' 
de reincidencia: si además hubiere delito, j 
será castigado con arreglo á las leyes co- 
muñes. 

Cuando los mineros encontraren en sus 
labrados otro ú otros minerales beneficiables 
distintos del que fué objeto de su concesión 
ó exploraciones, lo pondrán en conocimiento 
del Gobernador de la provincia, como dato 
para la Estadística minera. 

Art. 50. Desde la toma de posesión de 
las pertenencias mineras, escoriales y ter- 
reros en virtud de Real titulo, y de la con- 
cesión de investigaciones por ef Gobernador 
ó por el Ministerio, se establecerán en unos 
y en otros parajes labores formales, que por 
lo menos ban de sostenerse ciento ochenta 
y tres dias al año. 

Para que se consideren pobladas ó en 
actividad las minas, escoriales, terreros é in- 
vestigaciones, han de tener cuatro operarios 
por razón de cada pertenencia durante la 
mitad del año (Ref.) (20). 

Art. 51. En los socavones y galerías ge- 
nerales se exige, desde la toma de posesión, 
igual tiempo de labores que el señalado en 
el artículo anterior. Su pueble ordinario será 
cuando meros el de una pertenencia minera; 
sin perjuicio de mayor número de trabaja- 
dores, si así se hubiese establecido en las 
condiciones de la concesión. 

Art. 52. Para el pueble no es indispen- 
sable que estén los trabajadores distribuidos 
en todas las pertenencias, sino que acudirán 
a donde en cada caso mas conviniese á los 
intereses de la empresa. 

En el cómputo del pueble se tomará en 

re 6 (Ref ^ (2i[ Za rílftCaD ‘ ca <í ue se emplea- 

Art. 53 Corno comprobación de haber 
estado poblada una concesión minera, se- 
ñalara el reglamento ta labor mínima que 


J 20) , Oprimidas por la reforma las palabra 
tn virtud de Real titulo, y o por el MinisterU 
( u } , , y adicionado, determinando el de 
reeho de los dueños de cotos mineros y de le 

tsr e ;r esli8icio ° os de mas de ,j ° s 

Tomo IX. 


anualmente debe resultar hecha en ella, se- 
gún sus condiciones y circunstancias. 

Cuando se demuestre la dificultad de be- 
neficiar y utilizar ios productos de una mina, 
escorial ó terrero, podrá, después de oida la 
Junta superior consultiva del ramo, reducir- 
se por Real órden el pueble á la mitad del 
correspondiente, según el art. 50, por el 
término máximo de dos años. (Ref.) (22). 

Art. 54. Durante la tramitación de los 
expedientes podrán los registradores adelan- 
tar las labores de minería á su voluntad; mas 
si se presentare oposición, se suspenderá 
toda clase de trabajos, á no prestarse fianza 
suficiente á juicio del Gobernador. 

Art. 55 Todo minero accederá á facili- 
tar la ventilación de las minas colindantes; 
permitirá bajo indemnización si hubiere Ju- 
gar, el paso subterráneo al agua de las mis- 
mas minas con dirección al desagüe gene- 
ral; y consentirá por la superficie de sus per- 
tenencias el tránsito necesario para el ser- 
vicio de las ajenas. 

Indemnizará por convenio privado ó por 
tasación de peritos, con sujeción á las leyes 
comunes, los daños y perjuicios que ocasio- 
nare á otras minas ya por acumulación de 
aguas en sus labores, si requerido no las 
achicase en el plazo de reglamento, ya de 
otro modo cualquiera de que resultase me- 
noscabo á intereses ajenos dentro ó fuera de 
las minas, y en operaciones anteriores, si- 
multáneas y posteriores á la extracción de 
minerales ó zafra. 

Si en estos casos ó en los de indemniza- 
ción al dueño del terreno fuese legalícente 
declarada su insolvencia, será reputado da- 
ñador voluntario para todos los efectos le- 
gales. 

Art. 56. Los mineros podrán obtener el 
libre y pleno disfrute del todo ó parte de la 
superficie de sus pertenencias para almace- 
nes, talleres, lavaderos, oficinas de benefi- 
cio, depósitos de escombros ó escorias, ca- 
rinaos y otros usos análogos, todo dentro de 
las extrictas necesidades de su industria. Si 
al efecto no se concertasen particularmente 
con los dueños de los terrenos sobre la ex- 
tensión que prelendan ocupar y su precio, 
solicitarán del Gobernador de la provincia la 
inmediata aplicación de la ley de expropia- 
ción forzosa, que en estos casos procede, y 
tendrá efecto dentro de Jos dos meses, me- 
diante las indemnizaciones que quedan es- 
tablecidas en el art. 5.° 

Si los caminos hubiesen de extenderse^ ó 
abrirse fuera de las pertenencias se sujetarán 


(22) Adicionado, y corregida la redacción, 

i6 
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á las disposiciones generales de la materia. 

Art. 57. Los mineros pueden disponer 
libremente como de cualquiera otra propie- 
dad, de cuantos derechos se les aseguran 
por Ja presente ley. Se exceptúan los pro- 
ductos minerales estancados, sobro cuyos 
artículos se observarán las órdenes especia- 
les que rigieren en la materia. 

Art. 58. Para disponer de los minerales 
es preciso que el minero haya obtenido el 
Real título de propiedad de sus pertenencias. 

Sin embargo, cuando las rmuas hubieren 
sido demarcadas sin aposición, podrán los 
Gobernadores conceder autorización para la 
venta de mineral, dando cuenta ai Ministerio 
y declarando al interesado sujeto á las dis- 
posiciones de Jos arts. 81, 8?., 83 v 84. 
(Ref.) (23). 

Art. 59. Los escoriales y terreros con- 
tenidos en pertenencias de minas sou pro- 
piedad de ios dueños de estos, si antes de 
su registro no hubieren sido concedidos ó 
registrados por otros. 

Los dueños de las minas, socavones y ga- 
lerías generales tienen el aprovechamiento 
délas aguas halladas en sus labrados, mien- 
tras conserven la propiedad de las respecti- 
vas posesiones. Mas si voluntaria ó involun- 
tariamente cortasen ó desviasen cualesquie- 
ra aguas en curso para abastecimiento de 
alguna población ó para riego, se repondrán 
las aguas en su antigua corriente, con repa 
ración de daños y perjuicios, y con respon- 
sabilidad civil y en su caso crimina!. 

Art. 60. Los mineros serán considera- 
dos como vecinos de los pueblos en cuyos 
términos estén situadas sus minas en cnanto 
al uso délas aguas, montes, dehesas, pastos 
y demás aprovechamientos comunes en io 
relativo á su industria, sometiéndose ála ob- 
servancia de las ordenanzas municipales res- 
pectivas. 

Art. 61. Los registradores de pertenen- 
cias completas ó incompletas, demasías, es- 
coriales y terreros y los peticionarios de 
permiso para investigación, depositarán en 
el Gobierno de provincia el importe de ios 
derechos que en el reglamento se estable- 
cieren para cubrir los gasto oíiciales. También 
satisfarán en su dia los derechos de expedi- 
ción de títulos de propiedad. 

Art. 62. Todo el que hubiere abierto 
una calicata y la abandonare , está obligado 
á rellenarla, pudiendo.ser compelido por ei 
Alcalde del pueblo ó por el dueño del ter- 
reno. 


(23) En la reforma se suprime la palabra 
Jfcai y todo el párrafo segundo. 


Ef registrador ó el investigador que de- 
sistieren de su empresa, lo participarán al 
Gobernador con la anticipación de quince 
dias, cerrando sus pozos, bajo una umita 
que no pasara de 1 .000 rs. 

El propietario de minas que quiera re ti— 

■■ rarse de su laboreo y abandonarlas cerrará 
< s,3á pozos y ¡o pondrá en conocimiento del 
í Gobernador con la anticipación de un mes 
bajo una mulla que no pasará de 1 .000 rs. ’ 

El Gobernador dispondrá que un ingenie- 
ro rea nuzca las labores, de cuyo desisti- 
miento ó abandono le haya sido dado cono- 
cimiento, para que certifique del estado re- 
gular de su fortificación y de hallarse sufi- 
cientemente cercados los pozos. 

Arl. 63. Hasta que el registrador, inves- 
tigador ó dueño de mina, escorial ó terrero 
participen al Gobernador su desistimiento ó. 
abandono, permanecerán sujetos á las. pres- 
cripciones y cargas de la presente ley. 

CAPITULO IX. 

De la cancelación di expedientes , caducidad 

de concesiones , y trámites de nueva ad- 
judicación. 

Art. 64. Los expedientes de minas, es- 
coriales y terreros quedarán sin curso y fe- 
necidos : 

t. u Cuando prévio requerimiento se fal- 
lare á cualquiera de los requisitos estableci- 
dos en la presente ley pura los registrado- 
res, á saber: 

Consignar la cantidad que designe el re- 
glamento para cubrir gastos oficiales y satis- 
facer los de expedición de Ulules de pro- 
piedad. 

Acompañar ai registro la designación. 

Acudir con e! plano del terreno ó con cer- 
tificación de haberío amojonado, según los 
arts. 21 y 46. 

Habilitar la labor legal. 

Solicitar la demarcación dentro del plazo 
señalado. 

Y cuando apremiado al pago del canon fijo 
resultare insolvente. 

En ios expedientes de permiso para inves- 
tigación se procederá de un modo análogo, 
con Ja diferencia de no ser obligatoria Ja la- 
bor legal; pero si lo será Ja petición de de- 
marcación en cuanto se descubriere mine- 
ral, según los arts. l.°, 6.°, 7 o v 30. 

2.° Cuando alguno de los registradores 
de pertenencias ó demasías, de terreros ó 
escoriales, ó solicitante de permiso para in- 
vestigación , acudiere al Gobernador por es- 
crito desistiendo de su propósito. 

En cualquiera de estos casos declarara el 
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Gobernador por los trámites de reglamento, 
fenecido ó cancelado el expediente* y franco 
y registradle el terreno de las pertenencias 
de minas, terreros ó escoriales. (Ref.) (24). 
Art. 65. Caduca y se pierde la propiedad 
las pertenencias de minas, terreros ó es- 
[7 coria les: 

i 1 0 Cuando no se cumplen las condicio- 
/ nes de la concesión consignadas en el Real 
título de propiedad, con arreglo á esta ley y 
reglamento para su ejecución. 

2.° Cuando por mala dirección ó ejecu- 
ción amenazan ruina las labores, siempre 
que requerido el dueño no las fortifique en 
el término que se le señalase , y según las 
instrucciones del ingeniero aprobadas por el 
Gcberuador. 

3 0 Cuando faltándose al pago del canon 
fijo que se señala en el art. 80, y perseguido 
el deudor por la vía de apremio resultase in- 
solvente. 

4.° Par abandono, no guardándoselas 
reglas establecidas en los arts. 50, 51,52 
y 53. 


\ 


V Y 5.° Por renuncia voluntaria, hacién- 
dose dejación de la pertenencia ó pertenen- 
cias en Ja forma establecida en el art. 62. 

Los que hubieren obtenido permiso para 
investigación no podrán ser desposeídos sino 
por alguna de las causas que en este ar- 
tículo se especifican, y con las mismas for- 
malidades, trámites y derecho á recurrir que 
se expresan en el art. 68. (Ref.) (25). 

Alt. 66. En los casos primero y cuarto 
del artículo anterior, serán excepciones ad- 
misibles la guerra, el hambre y la peste en 
el radio de 60 kilómetros, el incendio, la 
inundación, el terremoto y el temporal que 
impida el laboreo, y siempre la fuerza mavor 
comprobada en debida forma. 


Art. 67. De las resoluciones del Gober- 
nador decretando de oficio sin curso y fene- 
cidos los expedientes enVainitacion, según 
el art. 6í, podrán los Interesados reclamar 
al Ministerio, al tenor del art. 88, dentro de 
los treinta dias posteriores á la notificación. 

- Si q perjuicio de llevarse al dio la publica- 

ción o anuncio de los expedientes fenecidos, 
naran los Gobernadores insertar cada se- 


(24) Por la reforma se suprimen en el pái 
rafo primero las palabras cuando previo r ( 
querim lento y se adicionan despi/es al"im 
Palabras dando otra Ie , lardón. La", alabra & 
b'erno s. suMitUYí too la de Goleador 
Uo) Se suprime en la reforma la mlatr 
fíeal, se a fiera algo la redacción y se adiciona 
Jos párrafos imporlanles. para pue rueda 

om U 1 r a ea d ,1 p 1 dad las empresas que hubiese 
empleado capitales de consideración etc. 


mostré en el Boletín oficial la lista de Jas 
pertenencias de minas, terreros y escoriales 
declaradas, por- cualquier causa legal, re- 
gístrubles én aquel trascurso de tiempo. 

Art. G8. En los casos del art. 65 decre- 
tarán los Gobernadores la caducidad, previo 
el expediente instructivo, ya de oficio, ya á 
instancia de parte por medio de registro. 

Estos registros sobre minas que hubiesen 
sido labradas en Jo antiguo, ó que hubiesen 
obtenido Real título de propiedad en los 
tiempos modernos, se reducirán á la peti- 
ción de formación de expediente , para que 
en cualquiera de los dos casos de declarar- 
se la caducidad, ó de estar ya declarada, se 
adjudique la mina al peticionario. Este acom- 
pañará al registro la designación; y luego de 
declararse la caducidad ó aparecer anterior- 
mente declarada, solicitará la demarcación, 
sin estar sujeto á la ejecución de la labor 
legal. 

El concesionario que por consecuencia de 
tales registros, ó por el procedimiento de 
oficio se considerase lastimado en sus dere- 
chos por la declaración de caducidad podrá 
recurrir por la via contenciosa ante el Con- 
sejo provincial, en el término de treinta dias 
despees de la notificación. Del íallo del Con- 
sejo provincial podrá interponerse apelación 
ante el Consejo de Estado. En estos juicios 
podrá el registrador mostrarse parte como 
coadyuvante de la Administración. 

Ejecutoriada la caducidad de una conce- 
sión de mina, terrero ó escorial, ó permiso 
para investigación i, ó pronuciado el feneci- 
miento de un expediente de registro, se de- 
clararán por el Gobernador libremente re- 
gistrables estos terrenos, anunciándose al 
público. En el caso de declaración de cadu- 
cidad por consecuencia de un registro, ten- 
drá el registrador la preferencia para la de- 
marcación y sucesiva posesión. 

Si ejecutoriada la caducidad de una con- 
cesión de mina, terrero ó escorial, ó permi- 
so para investigación, ó pronunciado e! fe- 
necimiento do un expediente de registro, se 
hallase registrado ó concedido de investiga- 
ción el terreno délas inmediaciones, de mo- 
do que no tenga cabida una pertenencia 
completa, reaparecerá la mina primitiva con 
sus anteriores dimensiones; y si estas no fue- 
sen conocidas ó no alcanzase á darles cabida 
el terreno franco, quedará sin efecto la nue- 
va solicitud , y aquel espacio entrará en el 
orden común délas demasías. (Reí.) (26). 

(26) Por la reforma se suprime la palabra 
Real del párrafo segundo, se modifica algo la 

redacción del tercero y queda suprimido el úl- 
timo. 
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Art. 69. Si declarada una caducidad con- 
viniese al nuevo registrador utilizar los edi- 
ficios de la pertenencia ó pertenencias ca- 
ducadas, <5 servirse de Jas maquinas que hu- 
biere en ellas, tendrá derecho á la expropia- ! 
cion forzozosa con arreglo á la ley. 

Art. 70. Eulas pertenencias abandonadas 
por espacio de diez años sin registrarse ni 
laborearse nuevamente, ios terrenos que fue- 
ron ocupados para atenciones y servidum- 
bres mineras , y los solares de edificios ya 
inservibles para su primitivo objeto, reverti- 
rán llanamente al dueño de la linca. 

CAPITULO X. 

De las ofictnas de beneficios de minerales. 

Art. 71. Todo beneficiador de minerales 
en establecimientos lijos disfrutará de los 
derechos, tendrá las obligaciones y estará 
sujeto alas indemnizaciones de que trata el 
cap. YI11 de esta ley, siempre que lo en el 
dispuesto sea aplicable ála fabricación. 

Art.. 72. Cuando el fabricante no se avi- 
niere con el dueño del terreno donde inten- 
te plantear su oficina de beneficio, acudirá 
ai Gobernador para que, instruido el expe- 
diente prescrito por Ja ley de expropiación 
forzosa recaiga la declaración de si es ó no 
de pública utilidad el establecimiento. De ia 
declaración del Gobernador podrá reclamar- 
se por el dueño del terreno ó por el indus- 
trial ante el Ministerio , y la resolución de 
este será definitiva é inapelable. 

Art. 73- Cuando hayan de establecerse 
altos hornos ó forjas catalanas , ú otra cual- 
quiera oficina de beneficio que requiera 
combustible vejetal ó salto de aguas, es ne- 
cesario la autorización dei Ministerio, prévio 
expediente instruido por el Gobernador, con 
audiencia de ios interesados, de un ingenie- ¡ 
ro de minas del distrito, y especialmente del 
ingeniero delegado ó comisionado de mon- 
tes, del Alcalde del pueblo de cuyo término 
baya de sacarse el combustible, y del Con- 
sejo provincial. 

El Gobernador no podrá dilatar por mas 
de seis meses el término para instruir y re- 
mitir al Ministerio el expediente. (Ref.) (27). 

Art. 74. En lodo lo que sea relativo á 
las oficinas de beneficio de minerales, y no 
se halle determinado en este capítulo, regi- 
rán las reglas de derecho común aplicables 
á los demás establecimientos industriales, y 


(27) La reforma de este artículo consiste 
en habe.r sustituido la palabra Gobernador á 
la de Gobierno. 


se observarán los reglamentos y órdenes de 
sanidad y policía. (Reí.) (28.) 

CAPITULO XI. 

De las minas que se reserva el Estado. 

Art. 75. Quedan reservadas al Estado 
las minas siguientes : 

Las de abogue de Almadén y Almade- 
nejos. 

Las de cobre de Riotinto, 

Las de plomo de Linares y Falset. 

Las de azufre de Hellín y Benamaurel. 

Las de grafito ó lápiz-plomo que radican 
en el partido judicial de Marbella. 

Las de hierro que en Asturias y Navarra 
están destinadas al surtido necesario de 
las fábricas nacionales de armas y muni- 
ciones. 

Las de carbón, situadas en losconcejosde 
Morcin y Riosa, en la provincia de Oviedo, 
acotadas para el servicio del establecimiento 
de Trubia. 

Y las dé sal que en la actualidad benefi- 
cia en diferentes puntos del reino 

Art. 76. Conservarán estas minas la 
misma extensión de terreno que tienen en 
el dia; y por el Ministerio de Fomento, pré- 
vio expediente y con audiencia de autorida- 
des á quienes se crea oportuno consultar, 
se señalará la de aquellas cuyos límites no 
estén aun fijados de una manera precisa y 
conocida. 

Art. 77. Dentro del perímetro de las 
minas reservadas al Estado, nadie podrá 
abrir calicatas, ni hacer exploraciones, sino 
por orden y cuenta dei Gobierno. 

Tampoco podrán hacerse concesiones de 
pertenencias de minas ó escoriales dentro 
de los mismo linderos. 

Se exceptúan ios minerales que no sean 
objeto de explotación del Gobierno, con 
tal que las laboréis se establezcan á la dis- 
tancia de 600 metros, por lo menos, de 
.las minas y oficinas del Estado en acti- 
vidad. 

Art. 78. Los terrenos y escoriales pro- 
cedentes de minas ó fábricas reservadas al 
Estado: no podrán ser beneficiados por los 
particulares, cualquiera que sea la distan- 
cia á que se halle de la mina ú oficina de 
que provenga. 

Art. 79. No podrá el Gobierno enajenar 

(28) En la reforma se adicionó este artículo 
concluyendo con la declaración de que los due- 
ños de los hornos de beneficio son responsa- 
bles de los daños y deterioros causados en ar- 
bolado y siembra por los humos, gases y subli- 
maciones procedentes de dichos hornos. 
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ni adquirir miDas ni escoriales sin estar 

autorizado por una ley especial. 

CAPITULO XII. 

¡)e las contribuciones del ramo de minas. 

Art. 80. Por cada pertenencia minera 
de las dimensiones señaladas eD el párrafo 
l.° del art. 13 se satisfará anualmente el cá- 
non fijo de 300 rs. 

Las pertenencias del párrafo 2,° del mis- 
ino artículo, aunque de mayor extensión 
que las demás, solo pagarán 200 rs. 

Los escoriales y terreros satisfarán de ca- 
non anual 400 rs. por cada 40.000 metros 
de superficie. 

Las pertenencias incompletas y las dema- 
sías pagarán en proporción de la superfi- 
cie respectiva. 

Los permisos para investigación pagarán 
200 rs. al año, sean de una 6 dos perte- 
nencias. 

En las galerías generales se pagará el cá- 
non correspondiente á las pertenencias mi- 
neras que les estuvieren reservadas por la 
Real concesión desde el día en que sean re- 
gistradas ó puestas en investigación, según 
el art. 42. 

El cánon empezará á devengarse respec- 
tivamente desde la fecha de la demarcación 
de pertenencias y de la concesión del per- 
miso para investigaciones. (Ref.) (29). 

Art 81. Las pertenencias actualmente 
concedidas, las incompletas y demasías, y 
las pendientes de tramitación disfrutarán 
del beneficio de esta lev aplicándoseles el 
cánon según el art. 80 coala reba|a corres- 
pondiente en razón de la menor superficie 
que teDgan respecto de las nuevas perte- 
nencias, aquí establecidas, pero también 
alcanzará á los expedientes en tramita- 
ción la carga del pago del cánon desde el 
día en que las presentes disposiciones sean 
obligatorias. 

Art. 82. Las pertenencias de minerales 
de hierro continuarán exentas, como hasta 
aquí, de cánon anual por el tiempo de 20 
anos, contados desde la publicación de la 
presente ley. 

Art. 83. Todos los minerales y metales 
de cualquiera clase que sean, pueden expor- 
tarse al extranjero; pero pagarán á su salida 
del reino los derechos que establezca la lev 
de aranceles. 


(29) Toda modificación de este articulo se 
reduce á rebajar á 10 escudos al año por per- 
enencia los permisos para investigación. 
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En la misma ley se fijarán los derechos 
que deban satisfacer á su importación el 
carbón de piedra y los demás productos mi- 
nerales extranjeros. 

Art. 84. Se pagará además el 3 por 100 
de los productos totales sin deducción de 
costos de ninguna clase. 

Se exceptúan del pago de este impuesto 
del 3 por 100 por espacio de veinte años 
contados desde la publicación de esta ley, 
los combustibles fósiles, la mena de hierro, 
la calamina, la blenda y sus productos, hier- 
ro, cok y zinc. (Ref.) (30). 

Art.. 85. Las industrias minera y meta- 
lúrgica no podrán ser recargadas con con- 
tribución alguna ni con otro impuesto, fuera 
de los aquí expresados. 

Tampoco se exigirá derecho ni impuesto 
de ninguna otra clase á la circulación y ex- 
pendicion de los minerales en el interior del 
reino, ni al trasporte de cabotaje; pero se- 
rán decomisados cuando fuesen conducidos 
sin la guía que acredite su procedencia. 
(Ref.) (31). 

CAPITULO XIII. 

De la autoridad y jurisdicción en minería. 

Art,. 8(5. Todos los expedientes que se 
instruyan para obtener concesiones en mi- 
nería, son puramente gubernativos. 

Se resuelven en definitiva por Reales ór- 
denes que expide el Ministerio de Fomen- 
to. (Ref.) (32). 

Art. 87. Los Gobernadores oirán á los 
Consejos provinciales en todos los casos que 
dispone la presente ley, y siempre que lo 
creyesen oportuno, uniendo á los expedien- 
tes los informes de aquellas corporaciones. 

El Ministerio oirá a! Consejo de Estado 
sobre los asuntos de minería cuando lo es- 
timare conveniente y siempre que los ex- 
pedientes instruidos para concesión de pro- 
piedad contuvieren oposición; cuidando de 
que los negocios consultados, sí pueden lle- 
gar á ser contenciosos sa informen solamen- 
te por la sección de Fomento del mismo 
Consejo (Ref.) (33). 

Art. 88. De toda disposición ó medida 
adoptada por los Gobernadores en minería, 


(30) Este articulo está muy modificado. 

(31) En la reforma se hace diferencia en- 
tre las industrias minera y metalúrgica. 

(32) Aquí la reforma establece que los ex- 
pedientes se sustancien y terminen por los 
Gobernadores. 

(33) En la reforma queda suprimido todo 
el párrafo segundo. 
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puede representarse gubernativamente al 
Minister;o por la parte que se considere per** 
judicada; pero la representación lia de diri- 
girse por conducto del Gobernador respecti- 
vo, quien la acompañará con su informe 

Se exceptúan las providencias de declara- 
ción de caducidad según el art. 68, en las 
cuales procede el recurso por la vía conten- 
cioso-administrativa ante el Consejo provin- 
cial, con apelación al Consejo de Estado por 
parte del antiguo concesionario. 

Tanto el recurso como la apelación han 
de interponerse en el termino de treinta 
dias. (Ref.) (34.) 

ArL 89. Acerca de ¡as Reales órdenes en 
minería cabe recurso por la via contencioso- 
administrativa para ante el Conseio de Es- ¡ 
tado: 

1 . ° Contra las r* soluciones por las cua- [ 
les se confirme ó se desestime el permiso ó 1 
negativa para la investigación. 

2. ° Contra las dictadas concediendo ó 
negando la autorización para abrir socavo- 
nes ó galerías generales. 

3. * Contra las resoluciones finales con- 
cediendo ó negando la propiedad de mi- 
nas, escoriales, terreros y galerías genera- 
les. (Ref.) (35.) 

Art, 90. Eos recursos por la via conten- 
ciosa de que habla el artículo anterior, po- 
drán ser enlabiados, tanto por los interesa- 
dos en las resoluciones contra las cuales les 
queda señalado el remedio de la via conten- 
ciosa, como por cualesquiera otros que en 
tiempo hábil hubiesen presentado sus opo- 
siciones á ios Gobernadores para que según 
los arts. 36 y 46 las unieran á los respecti- 
vos expedientes. 

Art. 91. El término para entablar el re- 
curso ante el Consejo de Estado es el de 
treinta dias. 

Art. 92, Todo el que promoviere expe- 
diente de minería ó de metalurgia tendrá un 
apoderado en la capital de la respectiva pro r 
vincia. En lalta del interesado principal y 
de su apoderado, la publicación de una pro- 
videncia en el Boletín oficial producirá los 
mismos efectos legales que la notificación 
personal. 


(34) Por la reforma se manda dar recibo al 
interesado que represente al Gobierno contra 
las disposiciones de los Gobernadores, y se adi- 
ciona an párrafo ordenando que el Ministerio 
oirá a las Juntas facultativa de minerías y al 
Consejo de Estado ele. cuando lo estimare con- 
veniente. 

(35) Se modifica ampliando á otros casos el 
recurso de que trata este artículo. 


Art. 93. Corresponde al Consejo de Es- 
tado el conocimiento por ia via contenciosa 
de las cuestiones que se promuevan entre 
la Administración y los concesionarios sobre 
la inteligencia y cumplimiento de las con- 
diciones establecidas en la concesión 
(Ref.) (36.) 

Art. 94. Conocerán los tribunales ordi- 
narios de todas las cuesl iones que sobre Jas 
minas, escoriales, terreros, socavones ó ga- 
lenas y oficinas ele beneficios se promovie- 
ren entre partas sobre propiedad, participa- 
ción y deudas, así como de los delitos co- 
munes que se cometieren en los mismos es- 
tablecimientos y sus dependencias. 

La intervención de los tribunales ordina- 
rios no entorpecerá la tramitación adminis- 
trativa de ios expedientes, dí ia marclia de 
las labores. En las demandas contra estable- 
cimientos mineros por deudas, podrá decre- 
tarse el embargo de todo ó parte de los pro- 
ductos, y también, según los casos, la eje- 
cución y venta de los mismos establecimien- 
tos; pero sin que el procedimiento judicial 
infiera perjuicio al laboreo, fortificación, 
desagüe y ventilación de las minas demanda- 
das, ni de las colindantes. El Gobernador de 
la provincia ejercerá su vigilancia en el mis- 
mo sentido. 

Art. 95. Los tribunales competentes pa- 
ra entender en las cansas de fraude contra 
los intereses de 3a Hacienda pública, lo se- 
rán igualmente para conocer de las de de- 
fraudación en el pago de impuestos de minas 
y en las de circulación de minerales y meta- 
les sin la correspondiente guia. 

CAPITULO XIV. 

Del Cuerpo de ingenieros de minas (3"?). 

Art. 96. El cuerpo de ingenieros de mi- 
nas continuará encargado de la dirección fa- 
cultaliva de los establecimientos mineros re- 
servados al Estado, y de las comisiones cien- 
tíficas propias de su profesión , con las de- 
mas atribuciones y obligaciones que le cor- 
responden por esta ley y les señalen ios re- 
glamentos. 

Un cuerpo subalterno los auxiliará en las 
operaciones materiales. 

La Junta superior facultativa de minasin- 
formnrá al Ministerio siempre que fuere con- 
sultada sobre los expedientes del ramo, y so- 
bre cuanto pueda contribuir á promover y. 
perfeccionar la industria minera. 

(36) Lo que aquí se ordena respecto del 
Consejo de Estado, entiéndase por la reforma 
¡ de los Consejos provinciales. 

I (37) Véase el artículo Ingenieros di mina». 
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disposiciones generales. 

1. a Toda explotación de carbón de pie- 
dra ó de antracita será dirigida por ingenie- 
ro ó facultativo autorizado que cuide del buen 
órden y seguridad de las labores: en las de- 
más minas y establecimientos mineros po- 
drán los dueños valerse de los facultativos ó 
peritos que mas les convinieren. 

Se exceptúan de una y otra obligación los 
aprovechamientos de carbón de piedra ó de 
antracita en pequeña escala para usos lo- 
cales. 

2. a En todas las minas y establecimien- 
tos mineros ejercerá ei Gobierno, por medio 
del Cuerpo de ingenieros, la vigilancia ó ins- 
pección necesarias ni cumplimiento de esta 
ley, con sujeccion á los reglamentos. 

3. a Las concesiones y autorizaciones 

otorgadas conforme rd R. D. de 1825 y ley 
de 1849 con las aclaraciones posteriores, 
subsistirán en su actual estado, siempre que 
se cumplan exactamente las condiciones con 
que lueron expedidas; entrando desde luego 
en el goce de todas las ventajas que esta lev 
les proporciona , con tal que, sea sin perjui- 
cio de tercero. 

4. a Los minas de hierro qué por conce- 
siones onerosas pertenezcan á particulares 
y las que hasta aquí hayan sido de libre 
aprovechamiento y se hallan en labores, con- 
tinuarán en el mismo estado, sin que puedan 
ser objeto de investigaciones ni registros al 
tenor de esta ley. 

5. a Todos los plazos que se fijan en la 
presente ley empezarán á contarse desde el 
«lia siguiente al de la notificación adminis- 
trativa, ó al de la citación ó aviso en los Bo- 
lt. linea oficiales, ó al de la inserción en los 
mismos de las resoluciones de la autoridad, 
según se especificará en el reglamento. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS. 

1. a Los individuos 6 empresas que hayan 
obtenido la propiedad de pertenencias mine- 
ras con arreglo á la anterior legislación, po- 
drán acumular mayor número de pertenen- 
cias contiguas en terreno franco, solicitándo- 
las según lo prevenido en e! art. tO, 

2. a Los expedientes que se hallaren pen- 
dientes al publicarse esta ley, se terminarán 
por los trámites que en ella se establecen 
como mas breves y expeditos, á menos que 
los interesados declaren por escrito á los 
respectivos Gobernadores, que prefieren la 
tramitación anterior, dentro de los sesenta 
dias de la publicación de la presente ley. 


DISPOSICION FINAL. 

Quedan derogadas todas las leyes, instruc- 
ciones y reglamentos de minería anteriores 
á la promulgación de esta ley. 

El Gobierno publicará á la mayor breve- 
dad los reglamentos necesarios para su cum- 
plimento y exacla ejecución. 

Por tanto mandamos etc. — Dado en Pa- 
lacio á 6 de julio de 1859.»' ( CL . í. 81, pá- 
gina 60.) 

Repetimos, que además de la refor- 
ma de la ley inserta, hecha por la de 4 
de moyo de 1868 á que se refieren las 
notas de los artículos reformados, de- 
ben también tenerse presentes los pres- 
cripciones del decreto de 29 de diciem- 
bre del mismo año (Apéndice I, p. 646) 
que tan importantes modificaciones ho- 
ce en la ¡ey. 

R. D. de 5 octubre de 1859. 

Reglamento para la ejecueiou do la ley. 

Por este decreto se aprobó el Reglamento 
de igual fecha que alterado después fué re- 
fundido en el de 24 junio de 1868, que está 
inserto en el Apéndice I de dicho año, pá- 
gina 280. 

Ley de 6 julio de 1859. 

Sobro formación do sociedidos minera». 

(Fom ) «Doña Isabel lí etc. 

Artículo l.° Para la investigación mine- 
ra, así como para la explotación de las mi- 
nas, escoriales y terreros, prdrán formarse 
sociedades colectivas, comanditarias y anó- 
nimas, con arreglo á lo prescrito en el Có- 
digo de comercio y demás leyes que rigie- 
ren en la materia. 

Art. 2.° Podrá constituirse también para 
los mismos obj tos la sociedad especial mi- 
nera cou sujeción á las reglas que esta ley 
establece. 

Ait, 3.° La sociedad especial minera se 
distinguirá: 

Primero. En no necesitar que su capital 
sea determinado. 

Segundo. En que será determinado el 
DÚmero de acciones, y estas representarán 
partes iguales en los gastos, ganancias, cré- 
ditos y pérdidas. 

Art, 4.° No se formará sociedad especial 
minera para la explotación de una ó mas 
minas, escoriales ó terreros síd que prévia- 
mente se haya obtenido del Gobierno el res- 
pectivo título de propiedad. 
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Art. 5.° Tampoco podrá formarse socie- 
dad especial minera para la investigación de 
minerales sin que se haya obtenido anti- 
cipadamente del Gobernador ó del Go- 
bierno en su caso, el permiso para in- 
vestigar. 

Art. 6.° Cuando una sociedad especial 
minera se halle constituida Jegalmente po- 
drá solicitar la adquisición de otras ruinas 
con arreglo á la ley ; pero no podrá ampliar 
la emisión del número de acciones basta 
que haya obtenido los títulos de propiedad 
y alcanzado el correspondiente permiso para 
ia ampliación. 

Art. 7.° La constitución de las socieda- 
des especiales mineras se verificará siempre 
por medio de escritura pública, en la que, 
además de copiarse íntegro el título de 
propiedad de las minas ó el permiso para la 
investigación, se insertarán los nombres, 
apellidos y vecindad de los otorgantes, y 
se determinarán explícitamente el domici- 
lio social, el número y división de las accio- 
nes, la duración de los cargos directivos y 
administrativos, las garantías que deban 
prestar los mandatarios,, los derechos y obli- 
gaciones de los socios, la necesidad de que 
se celebre junta general una vez por lo me- 
nos en cada año para leer una memoria his- 
torial de su administración, y presentar el 
inventario de efectos y el balance de cauda- 
les; y últimamente, constará en la escritura 
la manera de establecer un fondo propor- 
cional (le reserva desde que empiecen á ob- 
tenerse beneficios. 

Art. 8.° Para que las sociedades espe- 
ciales mineras puedan tenerse por lcgalmen- 
te constituidas y entrar en el ejercicio de 
sus funciones, es condición indispensable 
que el Gobernador de la provincia en que 
hayan de residir apruebe la escritura de 
constitución. Al efecto le será presentada 
por el promovedor ó promovedores de la 
sociedad la escritura en forma, acompañada 
de una copia simple firmada por todos los 
otorgantes, para que esta última quede en 
la Secretaría del Gobierno unida al expe- 
diente. 

El Gobernador oirá al Consejo provincia!, 
y dentro de los cuarenta dias de la presen- 
tación de la solicitud dará su aprobación, 
que se publicará en los periódicos oficiales. 

Art. 9.° Si el Gobernador negase su apro- 
bado u, ó dejase trascurrir cuarenta dias 
sin resolver, podrá representarse al Ministe- 
rio de Fomento, el cual, oyendo al Consejo 
de Estado, resolverá definitivamente. 

Art. 10. Cuando después de la investi- 
ga cion hubiese la sociedad minera obtenido 


el Real título de propiedad de sus minas, p 0 - 
drá convertirse de investigadora en explota- 
dora, con aprobación de] Gobernador. 

Arl. 1 1 . Toda sociedad especial minera 
tendrá su reglamento impreso, donde se 
contengan las estipulaciones de la escritura 
de constitución y las disposiciones concer- 
nientes á sn administración y buen régimen. 
Los cargos de la administración serán elec- 
tivos, con responsabilidad do su gestión á la 
junta general de accionistas, sin perjuicio 
de !o que en caso pudiese haber lugar en el 
órden civil ó penal. 

Art. 12. Toda sociedad especial minera 
imprimirá anualmente un resúmen de sus 
cuentas de caudales. Llevará un libro de ac- 
tas déla junta general, otro de las de la di- 
rectiva, otro de caja, otro de contaduría, 
otro de correspondencia, y otro de trasfe- 
rencia de acciones, todos foliados yen papel 
ble neo sin necesidad del sello. 

Art. 13. En las sociedades especiales 
mineras las acciones serán precisamente 
nominativas expresándose en las láminas el 
número de acciones de Ja sociedad, el objeto 
de la empresa, !a fecha de la escritura de su 
constitución, la de la autorización del Go- 
bernador y ia del Real título de propiedad 
de Jas minas, ó del permiso para investiga- 
ción en su caso. También se anotarán anual- 
mente en cada acción los repartos activos y 
pasivos que le hubiesen cabido en el año. 

Art. 14. Para aumentar el número de 
acciones de una sociedad especial minera, se 
requiere el consentimiento de las tres cuar- 
tas partes de los accionistas, á menos que en 
la escritura social se hubiesen establecido 
mayores requisitos y precauciones. También 
es necesaria ia aprobación del Gobernador. 
En tales casos se hará una refundición ge- 
neral de acciones para que en cada lámina 
aparezca el número de acciones de que en 
adelante hubiese de constar la sociedad. 

Art,. 15. Las acciones podrán trasmitir- 
se libremente; pero la sociedad no recono- 
cerá las írasferencias sin que en cada caso 
se haya tomado razón en su libro por el con- 
tador de la sociedad, y puesto la correspon- 
diente anotación en la lámina de acción res- 
pectiva, y sin que haya intervenido y garan- 
tido la operación un corredor autorizado. Si 
la sociedad se hallase constituida donde no 
hubiese corredor, se harán las írasferencias 
ante escribano. 

Art. 16. Los corredores, y los escriba- 
nos en su caso, serán responsables civil y 
criminalmente si autorizasen la trasferencia 
de acciones correspondientes á sociedades 
que no tengan existencia legal. 
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Art. 17. Los corredores y escribanos ob- 
servarán en las írasferencias de acciones las ¡ 
formalidades establecidas en el Código para ; 
las negociaciones de letras ú otros valores 
endosables, entregando á cada uno de los . 
contratantes, según el artículo 97 y dentro ! 
de las veinticuatro horas, una minuta del ! 
asiento hecho en su registro sobre la trasfe- 
rencia respectiva. 

Art. 18. Los corredores remitirán todos ¡ 
los dias al Boletín oficial del punto de su 
residencia, ó publicarán en hojas sueltas, de- 1 
bidamente autorizadas, la cotización de los 
precios de las acciones trasferidas. Donde no 
baya corredores no será necesario que las 
cotizaciones se publiquen sino una vez al 
mes cuando menos. 

Art. 19. Sobre lis acciones de las socie- 
dades especiales mineras no podrán hacerse 
operaciones á plazos. 

Art. 20. Se exceptúan de la intervención 
de corredor ó escribano aquella trasferen- 
cias que se acordaren por providencia ju- 
cíal. 

Art. 2Í, Todo tenedor de acción está 
obligado á satisfacer lo que lo correspondie- 
re en los repartos pasivos, según lo hubiese 
autorizado la junta general. El que se nega- 
re ó atrasare en el pago será requerido tres 
veces por escrito por la junta directiva, con 
quince dias de intervalo, anunciándose los 
requerimientos en el Boletín oficial de la 
provincia; y si despees de estas formalida- 
des dejase de cumplir su compromiso, se 
declarará por la junta directiva la caducidad 
de su_ acción ó acciones, cou pérdida de sus 
anteriores desembolsos y de todo derecho 
ulterior. El accionista estará obligado á los 
pagos que le hubieren correspondido hasta 
el día del primer requerimiento, y á los gas- 
tos de los anuncios. Todo accionista puede 
renunciar su acción ó acciones en favor de 
la sociedad siempre que estuviese solvente 
para con ella el dia de la renuncia. 

Art.. 22. En cuanto á su régimen admi- 
nistrativo y á la exacta observancia de lo 
preceptuado en esta ley, las. sociedades espe- 
ciales mineras estarán bajo la inspección 
del Gobernador de la provincia y déla auto- 
ridad loca! que delegue. Para la corrección 
ü6 las faltas podra si Gobernador imponer 
mullas dentro de sus facultades administra- 
tivas. 

Art. 23. Para las fábricas de beneficio 
de minerales no podrán formarse sociedades 
especiales mineras. 

/ Art. 24. Las sociedades mineras que en 
la actualidad existan y tengan ya el título de 
\ propiedad de sus pertenencias adoptarán, en 


el término de seis meses, la forma de colec- 
tivas , comanditarias , anónimas ó especiales 
mineras, con arreglo á esta y á las demás le- 
yes vigentes. Las que no tuvieren aun el tí- 
tulo de propiedad de sus pertenencias, po- 
drán disponer además del plazo antedicho, 
de todo el tiempo que trascurra hasta un mes 
después de la obtención del título. Como úni- 
ca excepción á lo aquí dispuesto, conserva- 
rán las sociedades mineras actualmente exis- 
tentes el número y clase deaccionescon que 
se hallaren constituidas en respeto á con- 
tratos celebrados y compromisos contraí- 
dos (1). 

Art. 2$. Las sociedades que dejasen tras- 
currir respectivamente los plazos señalados 
en el artículo anterior sin ajustarse á las 
condiciones de la presente ley, así como 
los que no llegasen á obtener título de pro- 
piedad de las pertenencias que hubiesen so- 
licitado, se declaran disueltas, caducando 
sus derechos y revertiendo al Estado las per- 
tenencias de ¡as primeras. — Por tanto man- 
damos etc. — Dado en Palacio á 6 de julio de 
1859.» ( CL , t. 81, p. 56.) 

R. O. de 22 noviembre de 1859. 

Instrucción para el impuesto de minas. 

Se aprobó por esta Real órden una ins- 
truccion para llevar á efecto la ley de ruinas 
en la parte relativa á la recaudación; pero 
publicadas después otras bases para la exac- 
i cion del impuesto, por la ley de presupues- 
tos de 29 de junio de 1867, se dictaren en 
sustitución de las disposiciones establecidas 
por esta Real órden, otras nuevas con la de 5 
de julio de 1867 que se hallan insertas en 
Contribución sobre la industria minera, to- 
mo IV, p. 856. 

R. D. de i 1 enero de 1860, 

Inspección: Sociedades extranjeras. 

(Fom.) Se prorogó por cuatro meses el 
término señalado en el art. 24 de la ley, y 
se encargó á los Gobernadores que ejercie- 
ran la inspección que les encomiendan Jas 
leyes mercantiles y señaladamente el artícu- 
lo 22 de la inserta. Su art. 4.° dice: «Las so- 
: ciedades extranjeras que posean minas en 
España no se hallan comprendidas en la re- 


tí) Guando por las faltas que se expresan 
en el art. 24 de la ley de sociedades mineras se 
declaran estas disueltas y caducadas sus con- 
cesiones, con arreglo á lo prescrito en el 25 de 
la propia ley, no hay otra regla respecto del 
curso que corresponde á las partes que la esla- 
i ¿leeidaen los arts. GS y 88 de la ley de minas, 
’ (R. O. de 27 de abril de 1864.) 



250 


MINAS. 


¡ fcrida ley de sociedades mineras; pero están 
I obligadas á tener un apoderado en ia pro- 
vincia ó provincias donde radiquen sus per- 
tenencias, para todos Jos eíectoa que proce- 
dan con arreglo á la ley vigente de minas 
\ v reglamento dictado para su ejecución » 
\ (CL. t. 83, p. 30.) 

R. O. de 18 abril de 18(30. 

Sobro antiguos expedientes de denuncios 
«limo. Sr,.- La legislación de minas de 
1849 no permitía qno se confundiesen y con- 
siderasen como lino solo los expedientes de 
denuncio y registro. El expediente de de- 
nuncio no tenia mas objeto que caducar una 
concesión, y cono uia con la declaración de 
caducidad: el registro que después se hiciera 
del mismo terreno, va por el denunciante 
en virtud de la preíacicn que le concedía la 
ley durante treinta días, ya por otro cual- 
quiera pasado este plazo, era un expediente 
nuevo y distinto que tenia por objeto obtener 
una concesión minera. Es evidente, por lo 
tanto, que ni el denunciador podía ser con- 
siderado en el caso de un registrador, ni el 
expediente de denuncio ser confundido con 
el que después pudiera incoarse de registro 
para los efectos de la disposición segunda de 
las transitorias de la nueva ley de 6 <le julio 
de 1859, publicada en 9 le octubre del propio 
ano. En m virtud, y atendida la consulta 
elevada á este Ministerio por el Gobernador 
de la provincia de Almería, ia Reina se lia 
servirlo acordar que los interesados en ex- 
pedientes de denuncio que se hallasen pen- 
dientes al publicarse la nueva ley de minas, 
no liar, podido hacerla elección que les con- 
cede la segunda disposición transitoria de la 
misma, mas que con relación á sus expe- 
dientes de denuncio, y que los registros que 
hayan hecho después de declarada ¡a cadu- 
cidad, deben sujetarse á los trámites y con- 
diciones de la nueva ley, como expedientes 
nuevos incoados cuando la misma tslaha ya 
en vigor. — De Real óiden etc. Madrid 18 de 
abril de 1860, » {CL, t. 83, p. 330.) 

* /?. O. de 14 febrero de 1862. 

Cuestiones sobre superposiciones y rectificación de 
límite de pertenencias mineras. 

(Fou.) «Con esta fecha digo al Gober- 
nador de Almería lo siguiente: 

«En el párrafo final del art. 87 del regla- 
mento-para la ejecución de la ley vigente de 
minas se dispone que las cuestiones promo- 
vidas acerca de superposiciones y rectifica- 
ción de limites en las pertenencias y labores 
mineras, sean de la exclusiva competencia 
de la Administración. . La verdadera inteligen- 


cia de esta disposición del reglamento con- 
siste en que, correspondiendo á la Adminis- 
tración las cuestiones de superposiciones y 
rectificación de límites de las pertenencias v 
labores mineras, compete á la misma enten- 
der en cuanto concierne á saber y lijar la 
situación do una mina, así en la superficie 
corno en el interior, á fin de que cada con- 
cesionario sepa cuál es su terreno explotable 
y se circunscriba á los límites de su propia 
concesión, De este principio se sigue eviden- 
temente. que las reclamaciones sobre in- 
trusión de unas en otras minas solo pueden 
ser objeto de expediente administrativo, en 
cuanto por ellas se aspire á que se fije la 
extensión y límite de cada mina y se conozca 
si lia habido intrusiones, acordándose lo opor- 
tuno para evitarlas y hacer que cada mina 
se concrete á su terreno; pero son de la ex- 
clusiva competencia de los Tribunales de 
justicia desde el momento en que, aclarada 
y fijada la parte administrativa, se pretenda 
indemnización de daños por razón de las 
intrusiones y abono de los minerales indebi- 
damente extraídos. De este modo quedan 
perfectamente deslindadas las atribuciones 
administrativas y las judiciales, señalándose 
á cada cual las que le son propias. La Admi- 
nistración, en efecto, limita su acción y su 
interés á la fijación del terreno explotable 
que concede, porque con esto tiene lo sufi- 
ciente, así para resudar las concesiones mi- 
neras que ha hecho, como para saber el 
límite que puede señalar á las sucesivas que 
otorgue; mas si una vez aclarada y orillada 
la cuestión de deslinde, así superficial como 
interior, los interesados licnen que reclamar 
minerales indebidamente extraídos é indem- 
nización de daños, estas cuestiones son ya 
del exclusivo interés de las partes, y por lo 
mismo de la competencia de los Tribunales, 
con tanto mas motivo, cintilo que en se- 
mejantes cuestiones lo mismo puede haber 
acción civil que acción criminal , según la 
causa 6 el móvil que haya originado las in- 
trusiones y el aprovecharía mío de minerales 
ajenos. 

Contra esta doctrina no puede objetarse 
que exista jurisprudencia eñ contrario por 
efecto de la decisión contenida en el Real 
decreto de 16 de enero 'de 1861, Se decidió 
efectivamente á favor de la Administración 
la competencia suscitada entre ese Gobierno 
de provincia y el Juzgado de Cnnjnysr; poro 
versando el expediente que la promovió sobre 
las quejas de unos mineros contra oíros, por 
suponer que se había invadido el terreno de 
unas minas con las labores de otras, nada se 
resolvió en oposición con los principios antes 
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expuestos; pues que so'o se trataba de hacer 
deslindes interiores de la competencia de la 
Administración, y no liabia aun llegado el 
caso de poderse ejercí lar las acciones que 
competen á Jos Tribunales. Envista de todo, 
y teniendo en cuenta el resultado que ofrece 
el expediente instruido en ese Gobierno de 
provincia, á instancia del interesado en la 
mina Virgen de la Parra, sobre intrusión 
en e! terreno do la misma con las labores de 
las colindantes Virgen del mar y San Miguel, 
Ja Reina se ha servido disponer que dicho 
interesado se limite á gestionar ante la Admi- 
nistración lo que es de la incumbencia de 
esta con arreglo a los principios que se dejan 
sentados, si es que cree que aun no está 
completa en este punto la instrucción del 
expediente, debiendo acudir a! Tribunal or- 
dinario que competa en todo lo que tenga 
relación con el abono de minerales extraídos 
é indemnización de daños y perjuicios según 
se acordó ya por R. O. de 29 de noviembre 
de 1860.» — Lo que de Real orden etc. — 
Dios etc. Madrid 14 de febrero de 1832. (Ga- 
ceta del í 6.) 

R. O. de 28 enero de 1803. 

Se dictaron varias regdas para obtener la 
mayor uniformidad posible en la práctica de 
las diligencias periciales que tienen lugar en 
los expedientes de minas. Son sus disposi- 
ciones las mismas de la R . O de 25 de febrero 
que insertamos sin mas diferencia que ha- 
berse aumentado en ella una regla, la 5. a , y 
haberse alterado la numeración de las que 
siguen. ( CL . t. 09, p. 09.) 

fí. O. de 9 febrero de 1863. 

Sustandacicn de expedientes: plazos etc. 

(Fom.) Se censura la falta de exactitud 
en la observancia de las prescripciones lega- 
les y principalmente de las que señalan pla- 
zos para la práctica de diligencias, y se en- 
carga á los Gobernadores «que hagan á los 
empleados de las secciones de Fomento las 
oportunas y convenientes prevenciones, á 
(in de que teniendo un conocimiento exacto 
de la legislación que rige en la materia, pro- 
curen ajustarse en todo á sus preceptos; y 
cuiden de que en la suslnnciacion de los ex- 
pedientes se llenen todas las nrescripciones 
que la misma legislación establece, y que er 
Otras ocasiones liar sido recomendadas por 
este Ministerio. » (Gao. 12 febrero.) 

R. D. de 23 febrero de 1863. 

(Foxr.) Por esta disposición fué aprobado 
el reglamento de la misma fecha, modifican- 
do el de 5 de octubre de 1859. No le inser- 


tamos, porque está refundido y alterado por 
el ya citado de 24 de junio de 1868, boy vi- 
gente, salvas las variaciones introducida, 
por el decreto de 29 de diciembre de 1868. 

R. 0. de 25 febrero de 1863. 

Diligencias periciales en los expedientes do minas: re- 
glas para uniformarla práctica. 

(Fom.) Teniendo en cuenta lo que se dis- 
pone en el art. 51 del reglamento reformado 
jtara la ejecución de la ley de minas de 6 de 
jubo de 1859, y con el fin do que exista la 
mayor uniformidad posible en la práctica de 
las diligencias periciales que tienen lugar en 
los expedientes del ramo, la Reina, en vista 
do lo propuesto por la Junta facultativa de 
minería, y nido el Consejo de Estado, se ha 
servido dictar las reglas siguientes: 

1. a El perímetro de las pertenencias de 
minas quese demarquen se representará siem- 
pre en los planos con lineas negras; las vi- 
suales con trazos de línea y puntos del mis- 
mo color, y la distancia del punto de partida 
al mojon auxiliar con una série de puntos. 

2. a En todo plano de demarcación se se- 
ñalarán también las pertenencias de las mi- 
nas demarcadas que sean colndantes, las 
que solo tengan un punto de contacto y las 
próximas, representándolas con trazos deli- 
nea del misino color que las anteriores, y 
poniendo el nombre de ellas y el número de 
su expediente inmediato al sitio en que se fije 
la Inca-mina punto de partida. 

3. a También se marcarán con el mismo 
color las boca-minas ó puntos de partida de 
b s registros, fijando con toda exactitud su 
situación respecto de la mina que se demar- 
que, y anotando al lado de aquellas su nom- 
bre y e! número de su expediente. 

4 * Para las pertenencias de escoriales y 
terreros se empleará la tinta de carmín bajo 
el principio establecido, á saber: con líneas 
continuas la pertenencia que se demarque, 
y con trazos de finen las colindantes, las que 
solo tengan un punta de contacto y las próxi- 
mas ya demarcadas, empicándose siempre el 
color negro para las minas, el carmín para 
los escoriales y terreros, y el minio para las 
investigaciones y galerías generales Estas 
mismas diferencias de color se emplearán 
para expresar los nombres y los números de 
sus expedientes. 

Las líneas que en los escoriales y terreros 
marquen la triangulación para el cálculo de 
la superficie se representarán con una série 
de puntos. 

5. a Debiendo extenderse cada plano con 
arreglo á la escala que le corresponda, según 

j lo que se dispone en el art. 51 del reglamen- 
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to reformado, las minas colindantes ó próxi- 
mas que sea necesario señalar quedarán su- 
jetas á la escala que corresponda á la perte- 
nencia que se demarque, aun cuando sean 
de clase diferente; de suerte que, exten- 
diéndose cada plano bajo nna misma escala, 
se regulará esta por la que esté señalada á la 
mina demarcada, objeto principal del mismo 
plano. 

6. a En todos los planos se representará 
la topografía del terreno, debiendo verificar- 
se aun con mas precisión, tratándose de pla- 
nos de deslinde y de aquellos que se levan- 
ten para resolver cuestiones. 

Los rios, arroyos-, cañadas y canales de 
navegación ó riego se representarán con tin- 
ta azul. 

7. “ Deben considerarse como minas 
próximas todas aquellas en que la distancia 
entre sus lados y los de la mina que demar- 
que sea menor de 200 metros, Además de 
representarse en los planos de demarcación 
de una mina las inmediatas con sus boca-mi- 
nas ó puntos de partida, se hará igualmente 
de los puntos de partida de los registros sin 
demarcar que disten menos de 300 metros 
del perímetro de las pertenencias que se de- 
marquen. 

También se representará el perímetro de 
las investigaciones inmediatas, el de las que 
tengan un punto de contacto y el de las co- 
lindantes con el color que las corresponde, 
ya se hallen demarcadas con arreglo á la le- 
gislación de 1849, ya tan solo designadas 
conforme á la ley vigente. 

8. a Los planos se orientarán de modo 
que la línea N. S. sea paralela al lado mayor 
del papel, siempre que sea posible, y se se- 
ñalará el limbo de la brújula con que se hu- 
biere operado, fijando los grados en los cua- 
tro puntos cardinales. 

9. a La extensión ordinaria de los planos 
de demarcación será por regla general la 
misma que tiene el pliego del papel sellado. 

En la primera cara ó plana del pliego se 
escribirá el nombre de la mina ó escorial que 
se demarque, el número de su expediente y 
el objeto del plano. Este ocupará la segunda 
cara; en la tercera se pondrá la explicación, 
y en la cuarta las observaciones facultativas 
que correspondan en cada caso, guardándo- 
se el hueco suficiente en el doblez del pliego 
para que pueda coserse en el expediente. 

Podrá emplearse papel de mayor exten- 
sión^ juicio de los ingeuieros, cuando lo 
exijan el número y clase de las pertenencias 
que se han de representar en los planos. En 
este caso el plano y la explicación podran 
extenderse en pliegos separados; pero se uni- 


rán al expediente en igual forma que los de 
dimensiones ordinarias para que puedan exa- 
minarse al mismo tiempo. 

10. Se escribirán siempre encima de las 
visuales que determinen la situación del pun- 
to de partida los nombres de aquellos á dou- 
de se dirigen: los rumbos se escribirán de- 
bajo. 

Cuando el punto de partida no pueda rela- 
cionarse mas que con un solo punto fijo, se 
medirá la distancia entre ambos y se estam- 
para en la parle superior de la visual. 

H. En toda explicación de plano, des- 
pués de expresarse la dirección y longitud de 
las visuales de referencia y de las líneas de 
demarcación, se especificará si el punto de 
partida se tomó desde el centro, ó de cuál 
de sus áDgulos cuando la labor ' consistiese 
en un pozo ; Si fuese una zanja ó socavón, se 
especificará asimismo si se situó en el centro 
de su entrada ó en cual de sus costados. 

12. Cuando el punto de partida fuere un 
pozo, se representará por un rectángulo, un 
cuadrado ó un círculo, según sea la figura 
de su boca: si fuere una zanja ó socavón, por 
dos líneas paralelas, cerrando el estremo del 
último con un arco y señalando la boca con 
otro. 

13. Cualquiera que sea la forma de la la- 
bor legal, se expresarán circunstanciadamen- 
te su longitud, latitud y profundidad. 

14. En los escoriales y terreros se toma- 
rá por punto de partida uña de las estacas de 
su contorno. 

15. Cuando una pertenencia se amplíe á 
mayores dimensiones se representará la anti- 
gua demarcación con trazos de línea; Jo mis- 
mo se observará cuando una demarcación 
ocupe el terreno de una ó mas pertenencias 
que se hubieren declarado caducadas. 

16. Para la mejor inteligencia de las re- 
glas precedentes, los ingenieros se atendrán 
¿1 modelo de plano y explicación que se 
acompaña con el núm. i.°, del que se hace 
el siguiente análisis para mayor claridad, _ 

En este modelo de plano de demarcación 
de la mina que se titula San Gil, compuesta 
de una sola pertenencia, se supone dividida 
la brújula en 360°, contados del N. hacia la 
izquierda. 

De primera á segunda estaca linda con ter* 
reno franco. 

De segunda á tercera id. 

De tercera á cuarta con la mina San 

Blas. . 

De cuarta á quinta con la mina Maza, en 
una longitud de 100 metros, y con el regis- 
tro China en 200. 

De quinta á primera con terreno tranco. 
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Ellado mayor de la investigación Serafina 
pedida y designada según la ley vigente de 
1859 tiene un punto de contacto con la per- 
tenencia de San Gil en el segundo mojon 
N. O. de esta. . . 

El quinto mojon (S. O.) es común á la Fi- 
cta v é San Gil, 

La mina próxima Perdón dista por el N. 
20 metros. 

La boca-mina del registro China dista por 
el S. 45 metros. 

La de la investigación San Rafael, que 
está sin demarcar y fué solicitada con arre- 
glo á la ley de 1849, dista al O. E. 262 me- 
tros del primer mojon. 

17. Con igual objeto se acompaña con el 
número 2/ un modelo para la extensión de 
las actas de demarcación. — De Real or- 
dénete. Madrid 25 ds febrero de 1863.— 
Luxán. — Sr. Director general de Agricultura, 
Industria y Comercio. ( CL.t . 89, p. 188.) 

R. O. de 17 marzo de 1863. 

No son objeto de la ley de minería los manantia- 
les (1). 

(Fom.) Se declara que es inadmisible la 
demanda contenciosa contra la Real órden 
dictada con arreglo al art. 2.°, párrafos 2." y 
3.° del reglamento de minas, acerca de la 
naturaleza de una sustancia. 

Hó aquí el caso: 

«En 7 de setiembre de 1858 Mariano Gil 
y Hoyo, de quien es cesionario D. José Vi- 
lano, presentó solicitud de registro en el 
Gobierno de la provincia de Teruel, para 
adquirir una mina de dos pertenencias de 
carbonato de cal con señales de magnesia, 
en el punto llamado las Hombrías, en terre- 
no común, y la puso por nombre La Espe- 
cifica. 

El Gobernador decretó la admisión; mas 
como el interesado manifestase en 26 de ju- 
lio de 1860 que deseaba se le diese la trami- 
tación marcada por la nueva ley y reglamen- 
to, hizo desde luego la designación. 

En 13 de agosto D. José Norella y Fran- 
cisco Jiménez expresaron que en dicho si- 
tio existía un caudal considerable de aguas 
minero medicinales, que el Avuntamiento 
, e . s c oncedió en 1859 para explotarlas, ha- 
biendo obtenido la aprobación del Goberna- 
uor, y pidieron se declarase no haber lugar 


jaco ^ 0r e * decreto de 29 de diciembre de 
' ti ° com P renf Jen en la 3. a sección como ob- 
jeto de concesión minera las sales disueltas en 
e agua, así como toda clase de agua# subter- 
ráneas. 


253 

al registro, ó en otro caso fuese sin perjui- 
cio de los exponentes. 

En 16 ele octubre pretendió Yilana la de- 
marcación; y estimada que fué, la ejecutó el 
ingeniero en 12 de diciembre, diciendo que 
había en el sitio de la escavacion un manan- 
tial de agua que conten ia carbonato y sulfa- 
to de cal, y cloruro y sulfato de magnesia, 
hallándose en construcción y á punto de 
terminarse un gran edificio destinado al be- 
neficio y aprovechamiento de las menciona- 
das sustancias minerales y á muy corta dis- 
tancia del terreno registrado. 

Remitido el expediente á la Dirección ge- 
neral de Agricultura, Industria y Comercio, 
dispuso esta que informase el ingeniero jefe 
del distrito, quien fué de parecer que podia 
ser objeto de concesión; mas la Junta supe- 
rior facultativa de minería opinó que no po- 
día admitirse dicho registro en atención á 
que ni las sustancias que el aguacoDtenía 
estaban bajo el dominio de la ley de minería, 
según los arts. 3.° de la ley y 16 del regla- 
mento de 1849, ni existían tampoco en can- 
tidad suficiente para que pudieran consti- 
tuir una explotación, puesto que en este ca- 
so casi todas las aguas potables deberían 
considerarse sujetas á la ley de minas, te- 
niendo también en cuenta la Real órden de 
16 de noviembre de 1861 sobre registros de 
sustancias salinas en disolución. 

En vista de estos antecedentes se expi- 
dió la R. O. de 6 de junio de 1862, que dice 
así: 

Visto el expediente de la titulada mina La 
Específica, y teniendo en cuenta que no es 
objeto de la ley de minas el agua mineral 
que por la misma se trataba de beneficiar, 
la Reina, de acuerdo con lo informado por 
la Junta facultativa, se ha servido declarar 
nulo dicho expediente.» 

Contra la anterior Real órden se pre- 
sentó demanda contenciosa á nombre de 
D. José Vilana con solicitud de que se 
modificase, fundándola en el art. 56 de 
la ley de 17 de agosto de 1860 (V. Con- 
sejo de Estado), en el caso 3. u art. 89 de 
la ley de minería de 6 de julio de 1859, 
en el 86 del reglamento para sil ejecu- 
ción, y en el 34 de la anterior ley de 
minas de 1849; pero el Consejo Je Es- 
tado consideró meramente gubernativa 
la cuestión é inadmisible la demanda 
con vista del art. 2. ü , párrafos 2.° y 3.° 
del citado reglamento, y asi se estimó 
por R. 0. de 17 de marzo de 1863 que 
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se mandó insertar en la Gaceta ( Gac . 27 
marzo.) 

En el reglamento reformado, ya se 
expresa que se consideran definitivas las 
resoluciones del Gobierno , conforme 
con la jurisprudencia de la anterior de- 
cisión. 

ti . O de i4 mayo de 1804. 

IDecIarai do que contra las providencias de caducidad 
P de concusiuües mineras, solo procede ta via cuo- 
1 leuciosa. 

(Fou.) ((He dado cuanta á la Runa da! 
expediente de la mina Santa Emercnciana; 
sita etc., del cual resulta que el Gober- 

nador la declaró caducada por decreto de 2 
de mayo do 1 8(i3 á causa de no haberse pre- 
sentado el interesado á tomar posesión de 
dicha mina dentro del plazo señalado en el 
art. 38 de la ley; habiéndose apelado de esta 
providencia en tiempo oportuno por la via 
administrativa, conforme á lo dispuesto en ei 
párrafo 1 del nrt. 88 de la misma. E,i su 
virtud, y considerando que contra las pro- 
videncias que dicten los Gobernadores decla- 
rando la caducidad de ¡as concesiones mine- 
ras por la falta de cumplimiento al requisito 
de la toma de posesión prevenido en el ar- 
tículo 38 de Ja ley, no procede otro recurso 
que el de la via contenciosa establecido^ en 
el art. 68 y párrafo 2.° del 88, la Reina, oída 
la sección de Gobernación y Fomento del 
Consejo de Estado, se ha servido declarar 
que no procede, en este caso el recurso por 
la via gubernativa, devolviéndose el expe- 
diente al Gobernador para que el interesado 
use de su derecho, si viere convenirle, ante 
el Consejo provincial con apelación al de Es- 
tado. —Madrid 14 de mayo de 1864. — Uiioa. 
[Gac. i 1 } id.) ' 

¡l. D. de l.° febrero de 1865. 

Contiene este decreto e! reglamento del 
Cuerpo de ingenieros de minas, y se halla 
inserto en el tomo Vil, p. 376. 

R. O. de M febrero de 1865. 

Aclarando los aris. 14 y de la ley viuente. 

(Fom.) Siendo muy diversa la interpre- 
tación que se dá-en los Gobiernos de pro- 
vincia y por los interesados en los expe- 
dientes de minas á los arts. 14 y 68 de la 
ley vigente- sobre demarcación de pertenen- 
cias incompletas y reaparición de minas 
antiguas con sus anteriores dimensiones 
cuando no es posible demarcar una perte- 
nencia completa, y teniendo en cuenta ¡o 
resuelto en varios expedientes y lo informa - 1 


do acerca de los mismos por la receiou de 
Gobernación y Fomento del Consejo de Es- 
tado, S. M. la Reina lia tenido á bien de- 
clarar para que sirva de regla general en 
lodos lus casos: 

1. ° Que. siempre que entre minas de- 
marcadas ó en investigación haya terreno 
Iranco para colocar una pertenencia com- 
pleta, no se demarqué incúmplela, pues de- 
he prelerirse, según la ley, la completa á la 
incompleta, por ser la primera la unidad de 
concesión. 

2. ° Que en los espacios que no resulten 
completamente cefrados por minas ó inves- 
tigaciones no se demarque pertenencia in- 
completa, si para ello hay necesidad de to- 
mar hiera de este espacio terreno libre que 
impida después la colocación de otras per- 
tenencias completas, y que en este caso el 
espacio intermedio se considere como de- 
masía. 

3. u Que aunque en un espacio franco li- 
mitado por otras concesiones ó permisos de 
investigación haya superficie bastante para 
colocar dos pertenencias incompletas con- 
tiguas ó una completa, se demarque siem- 
pre de esta última clase, quedando el terre- 
no sobrante como demasía. 

' 4.° Que si el terreno franco, aunque de 
mayor superficie de una pertenencia com- 
pleta, no tuviese la longitud de 300 á 500 
metros que respectivamente exige ei art. 14 
de la ley según la clase de pertenencias, se 
pueden demarcar dos incompletas conti- 
guas, de manera que cada una mida una su- 
perficie por lo menos de 40.000 á 100.000 
metros cuadrados, y menos de 60.000 á 

150.000 metros cuadrados según los casos. 

5.° Que los espacios francos intermedios 

que no midan un área al meaos de 40 000 á 

100.000 metros cuadrados, según los casos, 
ó que si exceden no reúnan las circunstan- 
cias que expi esa el art, 14 de la ley, se con- 
sideren como demasías. 

C.° Que cuando entre pertenencias de- 
marcadas exisla una faja de terreno franco, 
cuyo ancho sea menor de 200 á 300 metros, 
según la clase de pertenencias, se puedan 
demarcar pertenencias incompletas conti- 
guas. 

7. 0 Si entre pertenencias demarcadas 
hay minas antiguas, cuya caducidad, aban- 
dono ó renuncia consta ya declarada y eje- 
cutoriada, tales terrenos se consideraran co- 
rno pertenencias incompletas ó como dema- 
sías, según lo dispuesto en los párrafos an- 
teriores. 

8.‘ Y finalmente, que solo en el caso en 
que á consecuencia de un registro se pida 
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la prévia declaración de caducidad cuando 
no esté va declarada, y después de ejecuto- 
riada declare e¡ Gobernador libremente re- 
parable aquel terreno, puede tener lugar, 
al tenor del arl. (>8 de la ley, la reaparición 
de Ja pertenencia primitiva en iuvor del de- 
nunciante, como gracia esencial queje con- 
cede ia ley en premio de su denuedo — L)e : 
Real orden etc. Madrid 17 febrero de 1S05. 1 
— ( Gac . ¿O id.) 

fí. O. de 26 abril de 1805. 

Derechos que devengan los notaros, escribanos y se- 
cretarios d e AyuiilaaiionUs, en las diligencias de 
posesión de pertenencias mineras. 

(Fom.J Con el íin de que exista la debi- 
da uniformidad respecto a los derechos que 
pueden exigirse á las partes en las diligen- 
cias de posesión de las minas, y para evitar 
exacciones ilegales y todo motivo de queja, 
la Reina, teniendo en cuenta las prescrip- 
ciones de la ley, y de acuerdo con lo pro- 
puesto por la sección de Gobernación y Fo- 
mento del Consejo de Estado, se lia servido 
resolver: 

1. ° Que los Alcaldes no devengan nin- 
guna clase de derecho en las diligencias de 
posesión de las minas. 

2. ° Que cuando no haya notario ó escri- 
bano podrán autorizarse estas diligencias 
por los secretarios de Ayuntamiento, quie- 
nes, lo mismo que aquellos, no devengarán 
otros derechos que los señalados en los aran- 
celes judiciales modificados con arreglo al 
Real decreto de 28 de abril de lílOO.-De Real 
órden, etc. Madrid 26 de abril de 1865.— 
Orovio. [Gac. 7 mayo.} 


cia de Cuenca, con la labor de sondeo que 
en él ha establecido: vistos los informes de 
la Junta superior facultativa de minería y del 
ingeniero jefe del ramo de la provincia de 
Guadalajara, conviniendo estimular lodo lo 
posible á las empresas dedicadas á la inves- 
tigación del carbón mineral para que adop- 
ten la labor de sondeo poco practicada hasta 
ahora en los reconocimientos de límites, 
extensión y condiciones de los depósitos 
car oo ni fe ros, como medio menos costoso que 
el que al efecto se emplea ordinariamente, 
lo cual ha de redundaren beneficio de la in- 
dustria minera; y considerando, por último, 
la analogía que respecto al pueble exigido 
cu el arl 51 de la ley vigente existe entre 
estos i econncimienlns y los practicados por 
¡ medio de galerías generales tle investiga- 
¡ cion, la Rema se ha Servido disponer que 
| se considere como poblado el coto objeto de 
| esta pretensión con el sondeo que en él eje- 
| cuín dicha sociedad en el punto denominu- 
t do Cañada del Peral, ó con el que pueda 
¡ efectuar en otro del mismo coto; debiendo 
el ingeniero jefe señalar cada seis meses el 
avance mínimo que haya de ejecutarse en ia 
perforación durante dicha época. Es tam- 
bién la voluntad de S M. que la presente 
resolución sirva de regla general en todos 
los casos que ocurran de investigación de 
capas, combustibles ú otros criaderos análo- 
logos, siempre que se adopte el trabajo de 
| sondeo comí- pueble de las pertenencias y 
cotos do investigación. — De Reai órden etc. 
Madrid 2 de de agosto de 1865. — Vega de 
| Arntijo. — Sr. Director general de Agricultu- 
I ra, Industria y Comercio. {Gacela í) id.) 


Ley de 18 julio de 1865. 
Modificando el arl. 84 de la de G de julio do 1859. 

(Fom.) «Artículo único. El art. 84 de 
la oe 6 de julio de 1859 se subroga con el 
siguiente: «Ademas de ios impuestos indi- 
cados en el art. i¡3, los productos minera- 
les en crudo pagarán el 3 por 100, y ios 
metales el 2 por 100 sobre su valor en el 
punto productor respectivo.» 

Está de nuevo reformado por la lev de 4 
de marzo de 1868. 3 


R- O. de 2 agosto de 1865. 

Investigación de capas combustibles ó criaderos 
carbou mineral. 

(Fom.) limo. Sr. : Instruido expedier 
4 instancia de la sociedad minera titula 
Carbuncra de Cuenca para que se consiri! 
como poblado el coto de ¡uvest.gacma q 
posee en jurisdicción de Henarejos, prov 


/í. O. de i i diciembre de 1Í1G5. 

Aclarando varios artículos de la ley de 1859 en cuan- 
to á sociedades. 

(Fom.) « .... La sección es de parecer 
que procede desestimar el recurso de don 
Domingo 1.a fuente y lUiiz, representado por 
D. Pedro de la Hura, confirmándose el de- 
creto del Gobernador, y declarando por pun- 
to general: 

1 . ° Que lo dispuesto en los arls. l.°, 2.°, 
24 y 25 de Ja ley de G de julio de 1859 no 
se opone á la existencia de sociedades de 

! derecho civil ó de carácter privado que se 
" propongan la explotación de una ó varias 
¡ pertenencias mineras, aunque sin Opción á 
i los beneficios otorgados ó que se otorguen á 
las sociedades mineras. 

2, ° Que los plazos señalados por el ar- 
tículo 24 de la misma ley para adoptar las 
sociedades mineras una de las formas esta- 
blecidas en los arts. I.°y2.°, únicamente 
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se refieren á las sociedades enconces exis- 
tentes. 1 

3.° Que en armonía con lo expuesto en 
la conclusión primera se prohíba á las so- 
ciedades que no se hallen constituidas bajo 
la forma de cólectivas, comanditarias, anó- 
nimas ó especiales mineras, representar con 
el carácter de sociedades de esta clase ni 
ejercer acto alguno de los que están reser- 
vados á las mismas por el Código de Comer- 
cio^ la ley de 28 de enero de 1848 y la de 6 
de julio de 1859 anteriormente citada.» 

Y habiendo tenido á bien la Reina resol- 
ver de conformidad con lo propuesto en el 
preinserto dictamen y mandar que esta dis- 
posición sirva de regla general en casos de 
igual naturaleza, se lo participo á Y. I. de 
su Real órden para su inteligencia y efectos 
consiguientes. — Dios guarde etc.' Madrid 
H de diciembre de 1865. — YegadeArmi- 
jo, f Gac. 22 id.) 

R. O. de 28 abril de 1866. 

Declarando no admisible una demanda por no hallar- 
se en los casos de la ley, 

(Fom.) En vista de la ley de minas de 6 
de julio de 1859 y del reglamento de 25 de 
febrero de 1863, se resuelve, á consulta de 
la sección de la contencioso del Consejo de 
Estado, que no es admisible la demanda pre- 
sentada contra una Real órden confirmato- 
ria del decreto del Gobernador de Murcia en 
que se declaró nulo el registro de la mina 
nombrada Segunda Caridad. 

«Considerando que si cabe recurso con- 
tencioso-administrativo contra las Reales 
órdenes en materia de minería es en los 
únicos casos en que expresamente se halla 
determinado por la ley y reglamento: 
Considerando que la demanda propuesta á 
nombre de D. Alfonso López Soler contra la 
R. O. de 49 de agosto de 1865, en que se 
declaró nulo su registro, no se encuentra en- 
tre los taxativamente señalados en las cita- 
das disposiciones.» {Gac . 7 mayo.) 

R. O. de 17 mayo de 1866. 

Denegando la via contencioso-admnistrativa por in- 
terponerse fuera de los treinta días que concede el 
art, 91 déla ley 

(Fom.) . Se deciará con vista del art. 91 
de la ley de minas de 6 de junio de 1859, y 
del art. 12, capítulo adicional al reglamento 
del Consejo de Estado de 19 de octubre de 
1860 que no procede la admisión de una de- 
manda interpuesta ante el Consejo de Estado 
contra una R. O. de l.° de mayo de 1865. 
por la que se declaró no haber lugar á dejar 
sin efecto otra de 14 de setiembre de 1863 


que anuló el expediente de la mina Pepita 
mandando seguir el de la titulada Justicia-. ’ 

«Considerando que la demanda propuesta 
contra Ja expresada R. 0. de l.° de may > de 
1865, si se mira como reclamación contra ia 
concesión definitiva de una propiedad mine- 
ra, es inadmisible como extemporánea, pues- 
to que el interesado se instruyó de aquella 
Real resolución, basta la en que presentó el 
actual recurso, han trascurrido con exceso 
los treinta dias que concede para interponer- 
le el citado art, 91: 

Considerando que es además inadmisible 
en cualquier otro sentido, porque conte- 
niendo en rigor la expresada R. O. de 1." de 
mayo de 1865 una ratificación délo dispues- 
to cu la anterior de 1 4 de setiembre de 1863, 
cualquiera impugnación que se admitiese 
respecto á la última, su fecha no podría me- 
nos de comprender á la primera que es ya 
firme é irrevocable hasta en la via conten- 
ciosa, á consecuencia de la declaración de 
improcedencia que de este recurso intentado 
en tcnces por el interesado hizo la R. 0. de 
18 de junio de 1864, revocable con arreglo 
al art 12 también citadc.» {Gac. 27 mayo.) 

Ley de 29 de junio de 1867. 

Es la de presupuestos con las bases para 
la exacción del impuesto de minas. Se halla 
en Contribución... tomo IY, p. 856. 

R. O. de 5 de julio de 1867. 

Fijando el impuesto sobre la industria mi- 
nera y metalúrgica y dictando reglas para su 
. administración y recaudación. Se halla in- 
serta eu CONTRIBUCION SOBRE LA INDUSTRIA 

minera, tomo IY, p. 856. 

Disposiciones de 186S. 

Ley de 4 marzo de 1868. Reforma varios 
artículos de la ley de 6 de julio de 1859, y 
se halla en el Apéndice 1, pág. 274. 

R. D. de 24 junio de 1868. Aprueba el 
reglamento para la ejecución de la ley ante- 
rior, inserto en el Apéndice I, p. 280. 

R. O. de 21 agosto de 1868. Pone en ar- 
monía en lo relativo al impuesto lo que dis- 
ponen las leyes de 4 de marzo y de 29 ma- 
yo del mismo año véase Apéndice I,p. 355. 

R. O. de 27 agosto de 1868. Es sobre 
cuando han de principiar el pago del im- 
puesto las pertenencias reservadas, en la ga- 
lería de investigación. Está en e) Apéndice l 
pág. 360. 

Decreto de 29 diciembre de 1 868. Aprue- 
ba las bases para ¡a nueva legislación de mi- 
nas. Yéase Apéndice í, p • 646, 



MINAS. 


á57 


Disposiciones de 1869. 

0. de 'i marzo de 1869. (Fom.) Es so- 
bre tramitación de expedientes para obte- 
ner comisiones mineras conforme ai regla- 
mento de 24 de junio de 1868. Véase en 
(Apéndice II , p. 117.) 

O. de 3 marzo de 1869. (Hac.). Declara 

que los minerales de blenda y de calamina 
están exentos á su exportación del dere- 
cho del 3 por lüü desde que se publicó la 
ley de 4 de marzo de 1868. (Apéndice II, 
página 117.) 

O. de 8 marzo de 1869. (Fom.) Seña- 
la las consignaciones en metálico para las 
concesiones mineras según el reglamento 
de 24 junio de 1868. (Apéndice II, pági- 
na 117.) 

D. de 10 marzo de 1869. (Fom.) Se 
saca á pública subasta el arriendo de las mi- 
nas de Linares. (Apéndice II, p. 114.) 

O. de 10 marzo de 1869. (Fom,) Es so- 
bre que se consignen los derechos que mar- 
ca el art. 66 del reglamento de 24 de jimio 
de 1868 á cada concesión minera, y que los 
títulos de pertenencia se sellen en la Fábri- 
ca del Sello, y se revistan en su caso de 
las formalidades con arreglo al decreto de 
29 de diciembre de 1868, y que se exija 
el canon fijado en el art. 19 del mismo. 
(Apéndice II, p. 1 18.) 

O. de 18 mayo de 1S69. (Fom.) Es 
sobre la forma de tramitar los expedientes 
de minas cuando lleguen al estado de de- 
marcación y se otorgue la concesión con 
arreglo á las bases que contiene el refe- 
rido decreto de 29 de diciembre de 1868. 
(Apéndice II, p. 166.) 

O. de i .° julio de 1869. (Hac.) Acla- 
ra que el derecho que debe exigirse por los 
minerales y metales que se exporten desde 
la fecha de esta orden, será el 3 por 100 del 
valor de los primeros, y el 2 por 100 del de 
los segundos, etc. ( Apéndice II, p. 237.) 

Jurisprudencia. 


I-. . Caducidad', Abandono de minas. La 

propiedad de las pertenencias mineras ca- 
duca y se pierde con el abandono de estas 
por el cual se entiende el no laboreo que 
anualmente exige como mínimum la ley de 
s rm r,< «o ¿o 65 y 70, ley 


miDas. (Arts. 50, 51 , 52, 53 


10 febrero 
de ídem.) 


de 1866 ( R . D.-S. de 13 abrí 


Hoy debe estarse á lo que dispone el 
art. 23 del decreto de 29 de diciembre 
de 1868, por lo que dejamos de hacer 
mérito de otras decisiones sobre casos de 

Tomo IX. 


caducidad. Hay que tener también en 
cuenta el art. 30 del mismo decreto. 

II. Abandono: denuncio. — Con vista de 
los arts. 22 y 24 de la ley de 1 1 de abril de 
1849 y de la R. O. de 11 r de diciembre de 
1855, 'es procedente la declaración dei de- 
nuncio de una miua, cuando desde que se 
expide el título de propiedad han trascurri- 
do mas de seis meses sin dar principio á 
los trabajos, ó cuando empezados no se tiene 
poblada por cuatro meses consecutivos ú 
ocho interrumpidos. (Tí. D.-S. de 20 de di- 
ciembre de 1866, absolviendo á la Adminis- 
tración de la demanda interpuesta á nombre 
de ¡a Sociedad minera Union de Diógenes.) 

III. Pueble de coios mineros ele. — De- 
cretada por el Gobernador de Oviedo la ca- 
ducidad del coto minero llamado Valle de 
Turón ; y presentada demanda ante el Con- 
sejo provincial pretendiendo que se revocase 
dicho decreto y se amparase al demandante 
en la posesión, se absolvió de la demanda á 
la Administración con vista de los arts. 50, 
65 y 6f> de la ley de 6 de julio de 1859, del 
párr, 5.° del art. 42 y art, 70 del reglamen- 
to de 5 de febrero de 1863, por hallarse jus- 
tificado el abandono del coto minero, me- 
diante que los trabajos ejecutados no alcan- 
zan á cubrir el pueble legal; siendo aplica- 
bles a los expedientes de grupos ó cotos mi- 
neros las reglas, condiciones y garantías es- 
tablecidas para ios de investigación y regis- 
tro. (R. D.-S. de 7 de febrero de 1867.) Véa- 
se el núm. X. 

IV. Términos: dias feriados , — En el tér- 
mino de treinta dias que señala el art. 68 de 
la ley de 6 de julio de 1849, par t la via con- 
tenciosa contra las providencias de caduci- 
dad, se computan todos inclusos Jos feriados, 
pues el art. 269 del reglamento de lo con- 
tencioso, solo es aplicable á los términos que 
el mismo señala en sus diferentes disposicio- 
nes. (R. D.-S. de 21 de mayo de 1866.) 

La doclnna anterior se consigna en 
falio por el que se confirma el del Con- 
sejo provincia! de Teruel que declaró 
inadmisible un recurso por la via con- 
tenciosa , interpuesto treinta y un dias 
, después de notificada la providencia de 
caducidad. (Gac. 19 julio.) 

V. Recursos contra la declaración de ca- 
ducidad. — Contra las providencias declaran- 
do la caducidad de una mina, procede el re- 
curso contencioso al Consejo provincial y no 
al Ministerio. (R. D.-S. de 17 de octubre de 
1861.) 

VI. Recursos: términos. — No procede el 

i 7 
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recurso contencioso en expedientes de minas 
mas que en ios casos taxativamente señalados 
en el art. 89 de Ja ley, y cuando proceda de- 
be interponerse dentro de los 30 dias desde 
la notilicacion de la. Real orden reclamada. 
{Decís, de 6 abril de 1864, inserta en la Ga- 
ceta del 16.) 

VIL Citación. — Sin ella no corren térmi- 
nos. — La falta de citación y notilicacion álos 
partícipes de una mina en su persona ó por 
medio de su representante legal, cuando se 
trata de decretar su caducidad' no puede 
perjudicarles, pues dicha falta hace que no 
pueda correr contra ellos término alguno, 
(R. D.-S. de 28 de abril de 1861.) 

VIH. Calicatas. — Necesidad de la licencia 
del dueño... — Con arreglo al art. 10 de la 
ley de 6 de julio de 1859, negada por el due- 
ño de una huerta ó ¡ardin ó cualquiera linca 
de regadío la licencia para calicata; , procede 
la nulidad del registro , porque la falta de 
consentimiento del propietario no se suple 
por el permiso del Gobernador. [R. D.-S . de 
2 de febrero de 1807, absolviendo á la Admi- 
nistración de la demanda sobre aprobación 
del expediente de una mina y declarando sin 
efecto el de otra.) 

IX. Mas sobre calicatas sin licencia del 
dueño : procede interdicto..' — Es acto de 
despojo y procede el interdicto cuando se 
procede á hacer escavaciones en terrenos de 
propiedad particular sin la licencia del dueño 
prevenida en el art. 9.“ de la ley. La auto- 
ridad judicial no se exlralirnita en este caso 
circunscribiéndose á dispersar á ia propie- 
dad privada la protección que ha puesto ex- 
clusivamente á su cargo la ley, y en la for- 
ma de interdicto de recobrar contra una vio- 
lación tan patente de dicha propiedad como ! 
la de hacer calicatas en un terreno .sujeto á ' 
la misma sin la previa licencia de su dueño. 

( Dec . de i i julio de 1863. ) 

X. Caducidad : pueble de las minas .-. — 
Procede la declaración dé caducidad según 
el art. 24, caso 3. u de ia ley de 11 de abril 
de 1849, cuando no se tiene poblada por es- 
pacio de cuatro meses continuos ú ocho in- 
terrumpidos durante un año; requiriéodose 
conforme al art. 22. para considerarse pobla- 
da que concurran á sus labores constantes ó 
interrumpidas cuatro trabajadores al menos; 

( R . D. ~S.de 22 julio de 1855, 21 junio de 
4866 y otros.) 

-i 'XI . Caducidad por faltd'de labores. - Es 
procedente la declaración de caducidad de 
una mina cuando contra ¡o dispuesto en los 
arts. 50 y 65 de Ja ley de 6 de julio de 1859 
no se hacen en ella las labores formales que 
requieren, ó se hacen con posterioridad a 


haber sido denunciada, (ñ. D.-S. de 30 de 
mayo de 1867 en pleito sobre caducidad dé- 
la mina San Rosendo y otras.) 

XII. Demarcación: necesidad de terreno 
■ franco. — Si al ir á verificar la demarcación 
' de una mina no hubiere terreno franco para 

ello se suspenderá la operación y se dará 
parte al Gobernador civil, el cual” declarará 
nulo el expediente. (R. D.-S. de 5 febrero 
de 1865.) 

XIII. Pozos de ventilación: requisito 
preciso del consentimiento del dueño de la 
finca ... — La providencia de un Gobernador 
permitiendo abrir un pozo de ventilación de 
mina en una linca de propiedad privada sin 
conformidad del dueño, y sin que preceda 
una expropiación formal, no puede estimar- 
se dictada en uso de sus atribuciones legíti- 
mas, y consiguientemente no obsta ai inter- 
dicto. Arls. 55 y 56 de la ley. {Decís, de 24 
abril de 1866.) Véase también el núra. IX. 

Hoy está mas claro este asunto, con 
arreglo al art. 27 del decreto de 29 de 
diciembre de 1868, 

XIV. Registros por denuncio . — En los 
por denuncio es innecesaria, según la legis- 
lación vigente, la ejecución de Ja labor legal 
y la comprobación de Ja existencia de mine- 
ral, porque todo ello debe suponerse acredi- 
tado para la concesión de la mina antigua.» 
(Sent. de 20 abrí l de 1866.) 

XV. Con arreglo al art. -89 párrafo 3.° de 
ia ley de minas únicamente cabe recurso por 
la via contencioso-admiiiistraliva en materia 
de minería, contra las resoluciones finales 
en que se conceda ó se niegue la propiedad 
de la^ minas contra las disposiciones de 
mero trámite, aunque con ellas se perju- 
dique. el derecho que crea tener un tercero 
(R. O. de 30 de junio de 1866.)' 

Por otra Real orden de la misma fecha 
se declara que no puede admitirse la de- 
manda presentada en el Consejo de Esta- 
do á nombre de D. José Ortega y Feria 
contra una Real orden que. desestimó la 
oposición hecha al expediente de udb 
mina con vista del art. 91 de la ley, y 
del 86 del reglamento vigente: 

■ «Considerando que notificado el interesa- 
do en la presente demanda de la Real órden 
contra que recurre el día 21 de jumo de 
1865, no presentó el recurso contencioso en 
este Consejo basta el dia 22 de julio siguien- 
te, fecha en que ya estaba cumplido el plazo 
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de los treinta dias que señala el citado ar- 
tículo 91 de la ley.» (Gac. i 1 julio.) 

XVI. Terrenos que no pueden concederse 
como demasía: ídem como pertenencia.— No 
puede concederse como demasía el terreno 
comprendido entre varias minas cuando 
aquel terreno es suficientemente extenso 
para formar una pertenencia completa, y 
vico-versa, no puede concederse como per- 
tenencia completa y sí como demasía el 
terreno cerrado entre rmuas cuando no 
tienen la extensión que marca la ley. (Ar- 
tículos 13, 14 y 68 de la ley.) ( R . D.~S de 1 3 
y 18 de abril de \ 866.) 

XVII. Derechos de superficie . — Los dere- 
chos de superíicie en muías según la legis- 
lación de 1825, son exigí liles desde el acto 
de la demarcación, y por la del 49, desde la 
adquisición, del título de propiedad. Las 
anualidades que se deben á la Hacienda pú- 
blica por razón de pertenencias de minan, 
son imprescriplibles. (R. D.-S. de 25 febrero 
de 1864 . ) 

XVIII, Daños y perjuicios: responsa- 
bilidad de los mineros . — Obligados los mi- 
neros á indemnizar daños y menoscabos que 
de cualquiera modo resulten á intereses 
3jenos, proviniendo de actos voluntarios, no 
vale la excepción de que no existe dolo ni 
culpa y sí casti fortuito, porque, aunque el 
hombre puede hacer en lo suyo lo que 
quisiere, débelo facer de manera que non 
faga daño nin tuerto á otro. (T. S. Sent. de 9 
abril de 1866.) 

Esta doctrina se consignó declarando 
no haber lugar al recurso de casación en 
en un pleito sobre indemnización de 
perjuicios causados en una dehesa por 
los humos de las teleras de calcinación 
del mineral, y por el inficionamiento que 
ocasionaban los desagües de las minas 
en un arroyo donde se abrevaba el ga- 
nado, Hoy es precepto del artículo 74 
reformado. 

XIX. Obligación de los accionistas. . .— 
La obligación de los accionistas con relación 
á la sociedad, es la de pagar los repartos 
pasivos que les correspondan mientras con- 
serven sus acciones; sin perjuicio del dere- 
cho de renunciarlas á favor de i a misma 
siempre que estuvieran solventes con ella en 
el dia de la renuncia, en conformidad al ar- 
tículo 21 de la ley de 6 de julio de 1359. 
(Sent. de 3 de abril de i 367.) 


Sumario del artículo Minas (1). 

Abandono de minas: (V. Caducidad.) — De 
calicatas; art. 62 L.— De registro ó inves- 
tigación; 62 L. (V. Pertenencias.) 

Abrevaderos y otras servidumbres públicas: 
Distancia mínima de las calicatas; 12 L. — 
18, 19 y 27 R. ■■■■' 

Acciones de minas. (V. sociedades mineras.) 

Actas de demarcación ; BO y 53 R, 

Administradores económicos: Expiden Jas 
guías para la exportación de minerales y 
metales etc. (Ver en tomo IV, p. 857 la 
It. O. de 5 julio de 1*857.) 

Aguas (Saltos de): para oficinas de benefi- 
cio; 73 L.— Sobre aprovechamiento de 
las halladas en las minas; 59 L. y 28, Ba- 
ses. — Sóbrese paso, ó desagüe, y dnñosque 
causan, etc ; 55 L. — Sobre perjuicios á 
fuentes públicas; 59 L. — -Subterráneas; 
4.° y 9.” Bases. 

Apoderados para seguir expedientes de mi- 
nas; 92 L. — 40 R. 

Apremios para el pago de impuestos do 
•minas; (R. O. de 5 julio de 1867, ar- 
tículo 16 á 21.) 

Aprovechamientos vecinales: Se Conceden á 
los mineros; 60 L. 

Arbolado y viñedo (Terrenos de): Requisi- 
tos para hacer en ellos calicatas, etc.; 
9. L —14, 16 R. 

Arcillas vil uminosas: Extensión de las per- 
tenencias; 13 L . 

Arenas comunes: (V. Sustancias terrosas.) 

.drenas auríferas y estanníferas: son de li- 
bre aprovechamiento; cuando no; 6.° y 
13 L.— 9 R.— 3.° y 8.° Bases. 

Asfalto: Extensión de las pertenencias, etc. 
13 L. — 4 0 y 9.° Bases. 

Autoridad en minería: (V. Jurisdicción.) 

Azogue: Minas de Almadén y Almadene- 
jos; 73 L. 

Beneficiador: Beneficios: (V. Oficinas de.) 

Caducidad de pertenencias de minas: Tiene 
lugar por no cumplir las condiciones, por 
nuda dirección, por insolvencia de ios im- 


(1) Les números cuando no les precede le- 
tra ni abreviatura alguna indican los artículos 
de la ley, si van seguidos de la L.; y artículos 
del reglamento si ¡levan la II. etc. — «Jnst.» in- 
dica la instrucción de 22 de noviembre de 1859. 
Cuando al número se añade Bases entiéndase 
que es la referencia al decreto de 29 de di- 
ciembre de 1868 que aprueba las bases genera- 
les para la nueva legislación de minas. 
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puestos, por abandono, por renuncia; 65 
á 70 L. y demás que allí se citan; 88 id. — 
77 á 79 y 83 R.— 23, Bases.— Petición de 
minas caducadas; 68 L. — 79 R. — De ex- 
pedientes: Casos en que tiene lugar; 64 y 
67 L. — 75 y sig. R. — De autorización pa- 
ra explotar sustancias terrosas; b.° L.— 
8.° R. 

Calcáreas: (Sustancias); 3 o L. 

Calicatas: Lo que son, quién puede hacer- 
las, en qué terrenos, con qué formalida- 
des, su profundidad, etc ; 8 á 1 2 y 77 L.— 
H á 19 R. — 10, Bases. — fin labores mas 
extensas hay que estar á lo prevenido en 
el art. 21 L. — Obligaciones del que las 
abaudoua; 62 L. 

Caminos : Distancia mínima de las calicatas; 
12 L., 18 y 19 R. — Idem para el servicio 
de minas; 56 L. 

Canales : (Y. Caminos.) 

Canon que pagan las pertenencias mineras; 
80 L.— 19, Bases. 

Carbón de piedra: Extensión de sus perte- 
nencias; 13 L. (V. Combustibles.) 

■Certificaciones de expedientes etc.: Solo 
pueden expedirlas los Gobernadores; dis- 
posición general 5.*R. 

Combustibles: (Sustancias']; l.°L. — Paraofi- 
cínas de beneficio; 73 L. 

Comiso: Sobre su declaración en minerales 
y metales; 78, 79, 83 y 85 Inst. 

Concesiones de pertenencias: (Y. Demarca- 
ciones: Pertenencias.) 

Condiciones generales do la minería; 49 á 
65 L.— 66 á 74 R. 

Contribuciones: del ramo de minas; 80 á 
85 L. — 81 y 82 R. — Inst. 22nov. de 1859; 
R. O. de 5 julio de 1867, y Bases. 

Contenciosos (Asuntos); 68 y 88 á 95 L. v 

' 83 á 88 R. 

Cotos mineros ; 16 L. — 23, 42 y 73 R. 

Cristal ó vidrio: Sobre aprovechamiento de 
produciones para su fabricación; 4 .° L. — 
3.° R. 

Dañador voluntario : Cuándo es reputado 
tal el minero; 55 L. 

Daños y perjuicios en minas; 55 L. — 26 Ba- 
ses. (V. Aguas: Indemnizaciones.) 

Demarcaciones mineras: sus requisitos etc.; 
29 al 39 L — 43 á 57 R. — 17 Bases. 

Demasía: Lo que es, su adjudicación, etc.; 
15 L.; 20 á 22 R.; 13, Bases. 

Denuncios: Ya no se conocen; R.'O. de 18 
de abril de 1860. 

Derechos en minería: sobre su adquisición 
y enajenación; 19 y 37 L.— Disposición 
general 13 R,~ • 42 d 29, Bases (Y. Prio- 
ridad.), 

Derogación general de todas las leyes, ms- 


trncion y reglamento de minas anterio- 
res; disp. final L. — 32 Bases. 

' Desagüe (V. Aguas: Galerías.) 

Diligencias: Todas las de los expedientes de 
minas son gratuitas etc.; disp. 3. a ge- 
neral R. 

Edificios: Distancia mínima de las calicatas; 
cómo se cuenta, efe.; 12 L. — 18 y 19 R. 

Escoriales: (Y. Terreros y Escoriales.) ■ 

Expedientes de minas: Petición de perte- 
nencias; 20 á 28 L. — De registro 'de mi- 
nas abandonadas; 68 L. — Para explotar 
producciones minerales de naturaleza ter- 
rosa; 3.° al 5.° L.~ 3.° al 8.° R.— De ex- 
propiación para oficinas de beneficio; 

72 L. — De concesiones de- saltos de agua 
y combustible para las mismas oficinas 

73 L. — Para la declaración de comiso; 
80 Inst. — Formalidades y orden en los ex- 
pedientes de minas; 23 á 26 L. — 38 R.; 
disposiciones 6. a , 7. a y 8. a id. — Los ex- 
pedientes de minas son puramente guber- 
nativos, 86 L. 

Estado: Es dueño del subsuelo, y propie- 
tario de las minas; 2.° L,— (Yéase 
Minas, Propiedad.) 

Exploraciones de terrenos: Cuando se haga 
■en labores mas extensas que las de cali- 
cata, se requiere permiso del Goberna- 
dor, etc.; 21 L. (Y, Calicatas: Investiga- 
ción.) 

Expropiación : (Y. Oficinas.) 

Faltas en minería: Su pena, etc.; 49 L. 

Fosfatos calizos: Cuando son objeto espe- 
cial del ramo de minería; 1 L. 

Fuentes: Distancia mínima de las calicatas: 
12 L. — 18 y 19 R. (Y. Aguas.) 

Galerías generales de investigación, desagüe 
y trasporte; 40 á 44 L. — 58 á 63 R, — 18 y 
25 Bases. 

Grupos de minas: (V. Cotos.) 

Guias y tornaguías: Son necesarias parala 
exportación de minerales, etc; 85 L.— 4.% 
5.°, 28 y otros, R. O. de 5 julio de 1867. 

Hierro: (Minas de) l.°y 13 L. — 4.° y 9.° 
Bases. 

Impuestos de minas: Inst. de 22 de noy. de 
1859, sobre su recaudación y administra- 
ción.- — R. O. de 5 julio de 1867. — (Yéase 
Contribuciones.) 

Indemnizaciones Y. (Propiedad.) 

Industrias minera y metalúrgica: Exen- 
tas de ios impuestos comunes. (Y. Con- 
tribuciones.) ... 

Ingenieros de minas: Encargados de la di- 
rección facultativa etc.; 96 L. — deben 

■ ajustarse estrictamente á la ley y regla- 
mento etc.; 53, 55 y 89 R. 

Investigación: Solo puede comprender cada 
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solicitud la extensión de dos pertenencias; 
17 L.; ÍOá 14 Bases. --Es uno de losmedios 
para llegar á obtener la propiedad de per- 
tenencias; 20 L.— Solicitudes, planos, etc,; 
21 á 28 L.; 28 R.— Término^ del permiso 
para investigar; 25 á 27 L.; 30 R. — (Véa- 
se Caducidad: Galería: Pertenencias: Per- 
misos: Registro.) 

Jardines, huertas y fincas de regadío: Solo 
su dueño concede licencia para calica- 
tas, etc.; 10 L, — 14 y 16 R. — El Gober- 
nador y en su caso el Ministro de Fomen- 
to, pueden concederle para continuar la- 
bores; 20 L.' — 27 R. 

Juicios, — (V-. Caducidad: Contenciosos : Ju- 
risdicción: Recursos.) 

Jurisdicción en minería ; 85 a 95 L. — 83 á 
88 R. — (V. Recursos.) 

Labores de minas: Deben hacerse en forma, 
cuándo, y las que exige la ley; 28, 49 y si- 
guientes L. — 36,40, 66 á 70 R. — 22 Bases. 

Ladrillos refractarios : Sobre aprovecha- 
miento de sustancias para su fabricación; 
4.°L.— 3,°R. 

Leyes, decretos, reglamentos é instrucciones 
sobre el ramo de minería: Se compren- 
den en este artículos siguientes, — Ley de 
minas de 6 de julio de 1859, pág. 235.— 
Reglamento para la ejecución de la ley, 
Apéndice I, p. 280. — Ley sobre sociedades 
mineras de 6 de julio de 1859, pág. 247.— 
Varías Reales órdenes etc. 

Libros talonarios de investigación y regis- 
tro; 22 L. — 32 R.— De. visitas de minas; 
67 y 69 R. 

Loza ó porcelana , cristal ó vidrio: Sobre 
aprovechamiento de sustancias para su 
fabricación; 4.° L.— 3 R. 

Margas : (V. sustancias terrosas.) 

Mi ñus abandonadas. — Pueden ser objeto de 
nueva adjudicación, etc.; 65 y 68 L. — 
79 Reglamento. 

Minas: (Y. Leyes y reglamentos de...) 

Minas del Estado : Cuáles son; no puede el 
Gobierno por sí enajenarlas, ni adquirir 
otras; 75 á 79 L. 

Minería (Objetos de la) : t.° a 7 L. — 1.° á 
10 R. — 1 0 á 9 Bases. 

Modelos de solicitud para explotar sustancias 
de naturaleza terrosa; Apéndice I, p. 302. 
— De solicitud de registro; id. p. 302. — 
De libro de registro; id. p. 303.— De título 
de propiedad; id. 304.— De solicitud de 
galería general; id. p. 304. 

Multas: Por disponer indebidamente de pro- 
ductos de minas, 37, R. O. 5 julio de 1867. 

Nombre: Debe darse á la mina ’ ó labor que 
se pretenda; 33 R. 

Notificaciones administrativas : 31 y 92 L. 
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—40 y 59 R.~ Disposición general 5.* L. 
— Disposición general 2. a R. ■ 

Ocres y almagres: son de libre aprovecha- 
miento; 7 L. 

Oficinas de beneficio de minerales: Cargas y 
derechos de los beneficiadores ; 71 L. — 
80 R. — Expedientes de expropiación para 
plantearlas; 72 L.— 26 y 27, Bases. — Con- 
cesión de aguas y combustible para idein; 
73 L. — Regla general; 74 L. 

Oro (V . Arenas auríferas.) 

Papel sellado: En los expedientes gubernati- 
vos; Disposición general 4.‘ R.— De rein- 
tegro etc. por cada pertenencia, 55 R. — 
Idem para el título; 55 R. — (V. el articulo 
especial Papel sellado.) 

Pastos (terrenos de): Requisitos para hacer 
en ellos calicatas etc.; 9 L. — 14 y 16 R. 

Permisos para investigación : 17, 25 á 28, 
61 y párrafo último del 65 L.— 36 R — 
Canon anual por cada permiso; R, O. de 
5 julio de 1867,^1. l.° (V. Investigación: 
Caducidad, etc.) 

Pertenencias de minas: Lo que es pertenen- 
cia común , según cada cíase de minera- 
les; 13 L. — 11,12 á 14 Bases. — Incomple- 
tas; 14 L. — 13, Bases. — Demasías de per- 
tenencias; 15 L. — 20 á 22 R. — 13 Bases. 
— Número de pertenencias que puede ob- 
tenerse por concesión y por compra, etc.; 
16 á 19 L.— 20 á 26 R.— 12 y 15 Bases. 
Son enajenables, etc., etc,; 19 y 57 L.— 
21 Bases. — Las concesiones son por tiem- 
po ilimitado; 39 L.— 19 Bases. — Revier- 
ten á su dueño los terrenos de las aban- 
donadas; 70 L. — Petición de las pertenen- 
cias, ó medios de obtener su propiedad; 
20 a 28 L. — 27 á 42 R. — Idem de minas 
anteriormente labradas ó caducadas^ 68 L. 
— 79 R. — Ampliación de las pertenencias 
concedidas con arreglo á la legislación nn- 
rerior; Disposición general 10 R.— Canon 
anual de las concesiones; 80 L. — 19 Ba- 
ses,— (V. Calicatas: Exploración: Investi- 
gación: Demarcación: Registros.) 

Petición de pertenencias: (V. Pertenencias.) 

Piedras silíceas, pizarras, areniscas, ca- 
lizas etc. (Y. Sustancias terrosas.) 

Piedras preciosas; Son objeto especial del 
ramo de minería, y cuándo; l.° L. — 
1 0 R. 

Pla?io$ de terrenos solicitados para investi- 
gación y registro: 21 L. — 28 R. 

Plomos argentíferos: Impuesto etc.; R. O. de 
5 julio de 1867. 

Posesión de pertenencias: Se da en comisión 
por los Alcaldes; 38 L. 

Pozos: Obligación de rellenar los de calicata!, 
y minas que se abandonan; 62 L. 
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Prioridad de derecho á minas : 20 L. — 15 v 
27 R.— 16 Bases. 

Producciones minerales. (V, Sustancias): de 
electos estancados; 57 L. — 71 R 

Propiedad: La de las minas corresponde ai 
Estado; 2.°-L. — 1.°, 4.° y 9 Bases(l),— 
Las sustancias de naturaleza terrosa etc., 
no pueden explotarse sin permiso del dueño 
del terreno etc,; 4.° L.— 7 y 8 Bases,— Es 
preferido esto en su caso; 4.° L, — 4.° R. 
— 8 Bases. — Excepción á favor de ¡a vasi- 
jería de alfar y otras fabricaciones; 4.° L. — 
Indemnizaciones á los dueños de los ter- 
renos; 5, 11, 55, 56 y 70 L. — 5.°, 6.°, 7.°, 
16, 17, 27 R.— 8.° Bases,— (Y. Calicatas: 
Jardines etc. Investigación: Pertenencias: 
Registro: Terrenos cultivados.) 

Pueble de minas: (V. Labores.) 

Puntos fortificados: Distancia mínima de 
las calicatas; 12 L. — .18 y 19 R. 

Real titulo: Se expide al concesionario etc.; 
37 y 38 L.— Su fórmula etc.; 57 R. y mo- 
delo núm. 4. — No se puede sin él disponer 
de minerales ; 58 L. 

Recursos en materia, de minas: Son por re- 
gla general gubernativos para ante el Go- 
bierno; 86, 87 y 88 L. — Disp. general; 11 
R — Término para interponerlos: 88 L. — 
Cuándo procede la via contencioso-adrm- 
nistrativa; 88 á 93 1..— 83 á 88 R.— Cuándo 
conocen los Tribunales ordinarios; 94 v 
-95 L. 

Registro de minas: Es uno de ¡os medios 
para obtener la propiedad de pertenencias; 
2D L. — Solicitudes para id. etc.; 20 á 24 
y 61 L. — Labores que debe hacer el re- 
gistrador y dentro de qué término etc.; 
28 L.— Puede convertirse el registró en 
investigación; 28 y 34- L. 

Renuncia ó desistimiento de minas; obliga- 
ciones del propietario; 62 L.— - (V. Aban-, 
dono. Caducidad.) 

Sal : Minas de que se reserva el Estado; 
75 L. — Extensión de las pertenencias dé- 
las minas de sal gemma; 13 L. 

Servidumbres públicas : (V. Abrevaderos) 
— Id. de las pertenencias de minas; 44 y 
55 L. 

Socabon: (Y. Galería.)' 

Sociedades mineras : Ley de 6 de julio de 
1859. — Pueden formarse sociedades co- 

. lectivas, comanditarias y anónimas para 
la investigación minera; l.°!ey de socieda- 
des.— Sobre formación de la sociedad espe- 


(1) Recóméndamosánuestroslectoregelbien 

escrito preámbulo del decreto de 29 de diciem- 
bre de 1868, inserto como sabemos, en el Apén- 
dice I, pág. 646. 


l cial minera, sus diferencias de las otras, 
requisitos, aprobación de escrituras, regla- 
mento impreso, cargos de administración, 
cuentas, libros, acciones y su enajenación, 
régimen administrativo etc.; 2. D y sigs. ley 
de sociedades. — No pueden formarse socie- 
dades especiales para las fábricas de bene- 
ficio; 23 ley de sociedades. — Antiguas; 
sobre su reorganización; 24 ley do socie- 
dades. — Sobre solicitud de pertenencias 
por sociedades proyectadas; 23 R. — Sobre 
adquisición por compra ó por registro etc. 
de nuevas pertenencias por sociedades; 19 
L— 26 R. 

Solicitudes de investigación y registro: 20 , 

21 y siguientes a! 27 L— 27. 28, 29 y si- 
guientes, 42,58, 73, 74 y 75 R.— Contra 
las providencias de los Gobernadores etc. 
disposición general; 11 R. — Debe darse 
recibo á los interesados de las que pre- 
senten; disp. gen.; 12 R. — (V. Modelos.) 

Suelo y subsuelo: lo que comprenden, pro- 
piedad etc., Bases art. 5.° y 6.° 

Sustancias minerales que son objeto especial 
del rarnc de minería: 1,° L, — 1.° R. — 1,° 
á 9 Bases. 

Sustancias terrosas de naturaleza terrosa, ó 
que no son objeto especial del ramo de 
minería; requisitos para su aprovecha- 
miento ote.; 3.°, 4.° y 5." L. — 3.® al 8.° R. 
— 2.° y 7.° Bases. 

Sustancias mistas: 2.° R.— 20 Bases. 

Términos ó plazos : Cómo se cuentan etc.; 
disp. gen. 5. a L.— 1 , a y 13 R. 

Terrenos cultivados: Requisitos para hacer 
en ellos calicatas etc.; 9 L. — 14 y 16 R. — 
(Y. Calicatas. Pertenencias. Propiedad.) 

Terreros y escoriales: (Concesión de) 45 á 
48 y 59 L.— 64 y 65 R. 

Tierras: sobre aprovechamiento de las arci- 
llosas; 3.° L— 2.° y 7.° Bases.— Id. de las 
magnesianas;¡3.° L. — 3.° y 8 Bases,— Idem _ 
de las ferruginosas; 3.° y 7.* L. — 3.* y 8.® 
Bases . 

Titulo de propiedad. (V, Real título.) 

Tribunales ordinarios: Cuestiones mineras 
de que conocen; 94 L,— 87 R. 

Vasigeria de alfar etc.: Sobre aprovecha- 
miento de sustancias dedicadas á esta in- 
dustria; 4.° L. — 3.’ R, 

Vecindad. (Y. Aprovechamientos.) 

Visitas de los ingenieros: 20, 60 y disp. 9. 
general R. — Párrafo 3.° del art. 18 regla- 
mento del Cuerpo. 

Yeso. (Y. Sustancias terrosas.) 

Conveniente creemos también dar 

una idea aunque ligera de las minas 

que posee e) Estado, y del cálculo de 
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sus productos, deducidos Jas gastos de r de gastos ó ingresos de 1868-1869. 
explotación, con arreglo á los datos que i Todo ello está contenido en el si- 
nos suministra el presupuesto general guíente cuadro : 


Designación do 
Jas minas. 

Minerales que 
contienen . 

Producto anual 
en bruto. 

Gastos. 

Liquido producto 
en escudos. 

Almadén 

Azogue 

. 2.634.593 

733.695 

1.900.898 

Riotinto 

Cobre y hier,. 

822.000 

670.944 

151.056 

Linares . . . . 

Plomo. 

447.990 

241.266 

206.694 

Falset ...... 

Plomo 

» 

1.241 

» 

Marbella ..... ... 

Grafito 

» 

1.251 

» 



3.904.553 

1.648.397 

2.256.156 


Desde luego es de deducir, que el Es- 1 
tado, suponiendo que los ingresos estén 
bien calculados y que los rendimientos 
sean los naturales en cada año, solo se ! 
encuentra beneficiado por el ramo de mi- 
nas en los 2.256.136 escudos de produc- '■ 
to liquido anual; pero que si el cálculo 
basa principalmente en las existencias 
que resultaron en el año anterior, el 
rendimiento es mucho menor, y tanto 
mas cuanto las existencias hayan ido 
acumulándose en muchos años. Tam- 
bién se deduce desde luego que las mi- 
nas de Falset y Marbella, solo producen 
gastos para el presupuesto de que se tra- 
ía, y que siguiendo de este modo en los 
años sucesivos urge su enajenación. 

Además de las minas expresadas y de 
las que utiliza el Ministerio de la Guer- 
ra para proveerse del hierro, carbón, ¡ 
mineral, azufre v salitre para la fabrica- 
non de armas y pólvora, como son las 
de azufre de Hellin y Benamauret, al- 
gunas de hierro en Asturias y Navarra, 
v las de carbón de piedra de Morein y 
Riosa en la provincia de Oviedo para 
el servicio de la fabrica de Trubia, p - 
see el Estado, sin que sepamos le pro- 
duzcan beneficio, las de salitre y azufre 
de Manresa, Ruidera, Alcázar, Temble- 
que y Yillafeliche, que con las suprimi- 
das fábricas de pólvora y refinamiento 
de dichos minerales anejos á aquellas, 
juntamente pudieran enajenarse en be- 
neficio del Tesoro que no recibe utili- 
dad por los minerales, y costea el soste- 
nimiento de las fábricas por valor de 
8.889 escudos. 


' Estas deben enajenarse desde luego 
también* y el Tesoro además del valor 
de las ventas, percibirá el impuesto mi- 
nero y las cuotas que como industria- 
les correspondan á los compradores, con 
mas el importe de los gastos de conser- 
vación que ahora sufraga. 

Mucho se ha discutido sobre la con- 
veniencia ó inconveniencia de enajenar 
todas las minas que monopoliza el Esta- 
do, y podemos decir que la opinión se 
va inclinando por la afirmativa. Tanto 
es así, que á excepción de tres salinas, 
las demás que posee el Estado, saldrán 
muy pronto á pública subasta en virtud 
de la ley de 14-16 de junio del presente 
año. Si cuando la Nación se ha deci- 
dido á vender estos establecimientos que 
que dan una sustancia indispensable 
i para condimentar los alimentos, sus - 
tancia que no producen muchas provin- 
cias, y cuyo criadero está á gran distan- 
cia de algunas (lo que puede originar 
. algún conflicto durante los malos tem- 
: porales, las guerras ó las epidemias) , no 
hay duda que con mas razón debe acor- 
darse la venta de las demás minas. 

La ley de presupuestos de 29 de ju- 
nio de 1867 (art. 14), autorizó a! Go- 
bierno para arrendar en pública subasta 
las minas de Linares y Riotinto, y cree- 
mos que ya está rematado el arriendo 
de la primera. Estos ensayos darán ali- 
ciente para efectuar la compra de la 
misma, así como la de las demás, lo que 
ahora es difícil por lo costoso del precio, 

V carencia de datos para conocer el re- 
sultado de la explotación. 
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MINISTERIOS. MINISTROS DE LA CO- 
RONA' Hemos dicho ya en oirá parte 
que el poder ejecutivo y administrativo 
reside en el rey (4); pero que no admi- 
nistra por sí mismo, pues el ejercicio de 
su autoridad está sujeto á cieatas formas, 
teniendo á su inmediación delegados de 
su confianza, sin cuyo concurso nada 
puede hacer. Estos delegados son los 
ministros que nombrados libremente por 
el rey y con facultad de separarlos con 
la misma libertad, son á la vez que sus 
consejeros, los órganos ó conductos le- 
gítimos por donde se expresa su volun- 
tad (2), y como tales los jefes superiores 
de todos ios ramos asignados á sus res- 
pectivos departamentos, correspondiéa- 
doles en este concepto la autoridad y 
atribuciones propias de aquel cargo (3), 
para lo que como distintivo de su auto- 
ridad usan bastón con puño y borlas de 
oro (4). 

Los ministros se han conocido hasta 
nuestros dias con Ja denominación de 
secretarios del despacho, porque no eran 
sino simples secretarios de S. M., hasta 
el establecimiento del sistema constitu- 
cional. Habla de ellos el título VI, lib. iil 
de la Nov. Rec., donde vemos que en 
el reinado de Felipe V, para remediar 
el atraso de los negocios, se crearon has- 
tia cuatro Secretarias, según hemos ya 
indicado en el artículo Administración 
pública. 

Con arreglo á la Constitución de 1812, 
los Ministerios eran siete, con los nom- 
bres de Estado; Gobernación del Reino 
para la Península é islas adyacentes: 
Gobernación del Reino para Ultramar; 
Gracia y Justicia; Hacienda; Guerra y 
Marina. Redujéronse á cinco en 1814; 
en 1820 se restablecieron en la misma 
forma que en 1812, y abolida la Consti-' 
lucion volvieron á suprimirse aquellos 


(1) En Administración pública, lomo I, pá- ■ 
gina i 64 hablando del Rey y tus Ministros. Y 

en Leí tomo VIII, pág. 887, hablando del 

Poder ejecutivo. 

(2) Constitución de 1845, art. 45. párrafo 10 
y artículo 64; y Constitución de 4869, art. 68 

87 

(3) R. D. de 8 de junio de 1850. 

) V. Bastón na autoridad. 


por decretos de 27 de mayo de 1 823 y 31 
de diciembre de 1824. En nuestros dias, 
desde el año 1834, las alteracionos han 
sido muy frecuentes, creándose en 1832 
el Ministerio de Fomento, que después 
se le llamó del Interior; y luego en 1835 
de la Gobernación de! Reino, En 28 de 
enero de 1847 se creó el de Comercio, 
Instrucción v Obras públicas, que en 20 
de octubre de 1851 se le denominó de 
Fomento con cuyo nombre continúa. En 
23 de junio de 1803, se creó también el 
de Ultramar. El número de los Ministros 
es pues hoy de ocho, que se denominan 
de Estado , Gracia y justicia, Goberna- 
ción, Fomento, Hacienda, Guerra, Mari- 
na y Ultramar, conlándonse además la 
Presidencia, con atribuciones propias, 
aunque suele ser cometida á cualquiera 
de los otros Ministros. A la misma Presi- 
dencia, que tiene su planta especial, está 
agregada la Junta general de Estadística, 
que hoy está á cargo del Ministro de la 
Guerra como su actual presidente. 

Todos los ministros, aunque jefes de 
sus respectivos departamentos , forman 
reunidos el Consejo de S. M. que se lla- 
ma Consejo de Ministros, en donde se 
delibera sobre los asuntos mas graves y 
se acuerdan los nombramientos de con- 
sejeros de Estado, embajadores y minis- 
tros plenipotenciarios, Gobernadores de 
provincia y de otros cargos para los que 
se exije este requisito (1). 

El establecimiento de las Subsecre- 
tarías de los Ministerios tuvo por obje- 
to facilitar el despacho de los negocios y 
descargará los Ministros de ciertos asun- 
tos, para que puedan ocuparse en los 
mas graves y asistir á las sesiones. Se 
han dictado respecto á las atribuciones 
de los subsecretarios, algunas disposi- 
ciones especiales por los respectivos Mi- 
nisterios, pero las generales están con- 
signadas en los cinco primeros artículos 
del siguiente. 


(1) No hablamos aquí de cesantías de los 
Ministros, pero véase en Jdbilados, la disposi- 
ción 22 de la ley de 26 de mayo dé 1835, y las 
leyes de 25 de abril de 1856 y 10 d*l mismo 
mes de 1858, etc. 
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ñ. D. de 17 junio de 1834. 

Establecimiento de las Subsecretarías de ¡os Ministe- 
rios: sus funciones. 

(Hac.) «Siendo conveniente que se dé 
una nueva planta á las Secretarías del despa- 
cho, que sin ser gravosa al Real erario pro- 
porcione una clasificación mas metódica de j 
los negocios y facilite sil pronta expedición ! 
descargando á los Ministros de los asuntos 
de leve cuantía, ó que se reducen á meros 
trámites de instrucción de los expedientes, á 
fin de que puedan dedicarse á hacer en los 
diversos ramos de la Administración las im- 
portantes reformas que se estén planteando, 
y asistir á las sesiones de las Córtes genera- 
les del Reino con la frecuencia que el servi- 
cio del Estado reclame; he venido en decre- 
tar en nombre de ini augusta hija, y oido el 
dictamen de mi Consejo de Gobierno y del 
de Ministros lo siguiente. 

Artículo l.° Se establecerá en cada una 
délas Secretarias del despacho un subsecre- 
tario de nombramiento Real, á propuesta del 
respectivo secretario de Estado y á sus ór- 
denes inmediatas. 

Art. 2.° Dicho subsecretario firmará de 
órden del Ministro todas las comunicaciones 
preparatorias, relativas á la instrucción de 
los expedientes hasta que estos se hallen en 
estado de resolución. 

Art. 3.° Toda resolución definitiva' irá 
rubricada por el respectivo secretario del 
despacho, así como deberá este poner su fir- 
ma entera siempre que Yo ponga mi Real 
nombre ó mi rúbrica. 

Art, 4.° La comunicación principal de 
todas las resoluciones definitivas la firmará 
e! Ministro, y el subsecretario todos los tras- 
lados de ella. 

Art. 5.* En estos traslados se copiará 
testualmenle la comunicación principal, in- 
cluso ia fecha y la firma del Ministro, al pié 
de la cual firmará el subsecretario poniendo 
por ante-firma. — El Subsecretario de Guerra, 
de Hacienda etc., según el Ministerio á que 
corresponda.» 

Otro decreto de K de julio del mismo 
año declaró á los subsecretarios por el 
hecho de su nombramiento «secretarios 
de la Reina con ejercicio de decretos, y 
el uso de un uniforme particular con ar- 
reglo á modelo » 

Sobre los ramos que corresponden á 

cada Ministerio, daremos una ligera idea 
«n los artículos sucesivos. 

Debemos sin embargo anticipar que es 
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deplorable sobremanera la frecuencia 
con que se hacen las reorganizaciones en 
el personal de los Ministerios y depen- 
dencias generales y provinciales, á pre- 
testo unas veces de economías y otras de 
ajustarse á los planes de los nuevos Mi- 
nistros. En todas ellas el servicio públi- 
co se resiente, porque nombrándose 
siempre hombres nuevos para ocupar los 
destinos, por buenas dotes que reúnan 
para desempeñarlos, necesitan mucho 
tiempo para ponerse al corriente de los 
negociados. Si los nuevamente nombra- 
dos son ineptos, los perjuicios son incal- 
culables. Todo ello hace que los expe- 
dientes se estanquen,- y que haya nece- 
sidad de que, después de haberse entor- 
pecido el servicio, se aumente el perso- 
nal nuevamente, y acaso con perjuicio 
del presupuesto, si los arreglos consis- 
tieron en suprimir plazas subalternas 
para aumentar alguna je las de mayor 
sueldo. Del propio modo debemos consi- 
derar la disminución del personal, cuan- 
do las necesidades de la Administración 
no lo requiere, porque también en este 
caso se detiene el curso de los expedien- 
tes y de las operaciones de contabilidad, 
y cuando se quiere luego darles impulso 
no hay mas remedio que aumentar el 
número de empleados. Por estas consi- 
deraciones somos de parecer, de que los 
arreglos generales que se hagan en las 
oficinas deben ser bien meditados, y de 
que, para que asi sea, estas medidas de- 
ben ser autorizadas por leyes; y también 
de que, para quitar todo pretesto á las 
recomendaciones, principa! medio por 
desgracia para obtener hoy los destinos, 
se haga la ley de empleados en que se 
co signe que solo el ascenso, los cesan- 
tes y los que ganen las plazas por oposi- 
ción sean ¡os únicos que ocupen los em- 
pleos vacantes 

Presidencia del Consejo de Ministros. 

La planta de la Secretaría de la Presiden- 
cia es la siguiente, según el decreto de 26 de 
junio de 1869, inserto en el Apéndices, 
p. 217. 

Un secretario jefe de Administración, or- 
denador de pagos, con el suelda de 4.000 es- 
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cudos ; un oficial primero interventor con 
3.000; uno id. segundo con 2.000; un auxi- 
liar con 1.200; tres escribientes con 600 ca- 
da uno; asignación para gastos 4.000. 

Además de esta oficina, existe agregada á 
la Presidencia la Dirección general de Esta- 
dística con su Junta general de las que de- 
penden las oficinas respectivas provinciales 
como ya hemos dicho en el artículo Estadís- 
tica. La organización de esta dependencia 
general, así como sus atribuciones, se en- 
cuentra en el artículo Estadística, tomoYÍ, 
p. 665 y siguientes. 

Noticia cronológica de los Presidentes 
del Consejo de Ministros desde 1833. 

NOMBRES FECHA 

de los' Presidentes y Ministerio á de sus nombra- 
su cargo (d). raientos. 

D. Francisco de Zea Ber- 

mudez. (Est.) l.° Oct. 1833 

D. Francisco Martínez déla 

Rosa. (Est.) 15 En. 1834 

Conde de Toreno. (Hac. ) . . 7 Jun. 1835 
D. Juan Alvarez Mendiza- 

bal. (Hac.) 14 Set. 1835 

D. Javier Isturiz. (Est.) 15 May. 1836 

D. José M. Calatrava (E.;t.) 15 Ag. 1836 
D. Eusebio Bardaji. (Est.).. 18 Ag.- 1837 
Conde de Ofalia. (Est.). .. . 16 Dic. 1837 

Duque de Frias. (Est.) 7 Set. 1838 

D. Evaristo Perez de Cas- 
tro. (Est.) 9 Dic. 1838 

D. Isidro Alaix, (Guer.)... 9 Dic. 1838 

D. Antonio González.. (Gra- 
cia y Justicia). . 20 Jui. 1840 

D. Valentín Ferraz. (Guer.) 12 Ag. 1840 
D. Modesto Cortázar. (Gra- 
cia y Justicia) 29 Ag. 1840 

D. Baídomero Espartero. . . 11 Set. 1840 
D. Antonio González. (Est) 21 May. 1841 


Marqués de Rodil. (Guer.).. 17 Juñ. 1842 
D. IJoaquin María López. 

(G.yJ.) 9 May. 1843 

D. Alvaro Gómez Becerra. 

(G. y J ) 19 May. 1843 

D. Joaquín María López. 

(G.yJ.) 20 Jul. 1843 

D. SalustianoOlózaga(Est-) 20 Nov. 1843 
D. Luis González Bravo. 


(Est.). ... l.° Dic. 1843 


(i) Entre paréntesis, indicamos abreviada- 
mente el Ministerio que cada presidente tuvo 
i su cargo. 


28 En. 1847 


1847 

1847 

1847 

1849 

1849 

1850 
1852 


14 Ab. 1853 
19 Set. 1853 


D. Ramón María Narvaez. 

(Guer.). . . v , - 3 May. 1844 

Marqués de Miraflores. (Es- 
tado) 12 Feb. 1846 

D. Ramón María Narvaez.. 

(Guerra.) 16 Mar. 1846 

D. Javier Isturiz. (Est.).. 4 Ab. 1846 

Marqués de Casa-Irujo. (Es- 
tado.) 

D. Joaquín Francisco Pa- 
checo. (Est. ) 28 Mar. 

D. Florencio García Goye- 

na. (G. y J.) 12 Set. 

Duque de Valencia. (Est.). 4 Oct. 

Conde de Cleonard. (Guer.). 19 Oct. 

El Duque de Valencia 20 Oct. 

D. Juan Bravo Murillo.. 

(Hac.) 10 En. 

D. Federico Roncali (Est.) 14 Dic. 

D. Francisco de Lersundi. 

(Guer.) 

D. Luis José Sartorius. (Go- 
bernación.)., 

D. Fernando Fernandez de 
Córdoba. (Guer.),,..., 17 Jul. 1854 
D. Angel de Saavedra, Du- 
que de Rivas. (Mar.)... 18 Jul. 1854 
D. Baídomero Espartero, 

Duque de la Victoria (1). 19 Jul. 1854 
D. Leopoldo 0‘DonelI, Con- 
de de Lucarna. (Guer.).. 14 Jul. 1856 
D, Ramón María Narvaez, 

Duque de Valencia. .... 12 Oct. 

D. Francisco Armero y Pe- 
ñaranda. (Guer.)... 15 Oct. 

D. Javier Isturiz. (Est.)... 14 En. 

D. Leopoldo O^onell — 

(Guer. ) (2) 30 Jun. 

Marqués de Miraflores, (Es- 
tado.) 2 Mar. 

D Lorenzo Arrazola. (Est.) 17 En. 

D. Alejandro Mon .. . l.° Mar. 1864 

D. Ramón María Narvaez. 16 Set. 1864 
D Leopoldo 0‘Donell... 

(Guer.) 21 Jun. 

D. Ramón María Narvaez, 

(Guer.) 10 Jul. 

D. Luis González Bravo. 

(Gob.) 23 Ab. 

D. José Gutierez de la Con- 
cha. (Guer.) - 19 Set. 

D. Francisco Serrano Du- 

que de la Torre. 3 Oct. 

D. Juan Prim. (Guer.) 


18 Jim. 


1856 

1857 

1858 

1858 

1863 

1864 


1865 

1866 

1868 

1868 

1868 

1869 


(1) Confirmado en 28 de noviembre id. id, 

(2) Confirmado en 17 enero »8bd. 
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MINISTERIO DE ESTADO. Este Minis- 
terio se viene denominando «primera 
Secretaría de Estado.» Consta actual- 
mente, además del Ministro y del sub- 
secretario, de un oficia! primero jefe de 
Administración de primera clase, de dos 
oficiales primeros jefes id. de segunda 
clase, de tres id. segundos de id. de ter- 
cera clase, de uno id. tercero id. de 
cuarta clase, de un jefe de Negociado de 
primera clase, de trece auxiliares de las 
clases de jefe de Negociado de segunda 
clase abajo, y el número de agregados 
sin sueldo: todos con la categoría di- 

9 o- 

plomática correspondiente. 

Tiene á su cargo: lá correspondencia 
con las Cortes extranjeras; el nombra-' 
miento de ministros para ellas y demás 
agentes diplomáticos; los tratados con 
otros Estados; las representaciones y 
queias de los que no son súbditos espa- 
ñoles, ó de ministros y príncipes extran- 
jeros en materias pertenecientes á Es-^ 
tado ó regalías; la correspondencia con 
las personas de la Real familia; las con- 
cesiones de grandeza de España , sus 
honores y habilitación ó declaración de 
sus clases; lo perteneciente á la insigne 
orden del Toison; á la de Carlos III y á 
la Real americana de Isabel la Católica; 
la agencia general de Preces, el Tribu- 
nal de la Rota, la Secretaría de la inter- 
pretación de lenguas y el refrendo de 
pasaportes extranjeros (1). 

Por el conducto de este Ministerio se 
hace constar á las potencias extranjeras 
la marcha política del Gobierno, con 
respecto á las mismas y á ¡os asuntos del 
pais cuando han ocurrido en él radica- 
les cambios que pudieran afectar á aque- 
llas de alguna manera. También es este 
Ministerio el encargado de producir las 
quejas contra los Gobiernos ó súbditos 
de naciones extrañas. La manera , de 
de manifestar á las potencias extranje- 
ras dichas intenciones ó quejas, es co- 
munmente por medio de circulares á los 
diversos agentes diplomáticos, encarga- 


dos de representar una nación en las 
Cortes de otros paises, á fin de que ba- 
gan sabedores de su contenido á los res- 
pectivos Ministros del ramo. 

_ He aquí las mas recientes que se han 
dirigido á nuestros agentes diplomáticos, 
así como las disposiciones que se refie- 
ren al arreglo del personal. 

Despacho Gire, de 4 marzo de 1867. 

(Estado.) Este documento es el dirigido á 
nuestros representantes en extranjero , en el 
cual quejándose el Gobierno de los insultos, 
calumnias y dicterios que. estampan algunos 
periódicos extranjeros contra nuestra patria, 
sus mas altas y venerandas instituciones, y 
recientemente contra la señora que ocupaba 
el trono y su Real familia, encarga á los re- 
presentantes manifiesten pública, oficial y 
y confidencialmente las razones que asistían 
al Gobierno, para no contestar los periódicos 
nacionales á tan punibles ofensas, ni de acu- 
dir con tal motivo' á Jos tribunales nara de- 
mandacqusticiu, (Gac. del 6 marzo.) 

Ciro, de 9 octubre de 1868. 

(Estado.) Es la notable circular dirigi- 
da á los agentes de España en el extranjero, 
explicando -las causas, el carácter y las aspi- 
raciones de la revolución que el pais acababa 
de llevar á feliz término, y está inserta en el 
Apéndice 1, p. 389. 

Decreto de l.° julio de 1869. 

(Estado.) Es el de la reorganización de 
las dependencias del Ministerio y de los Cuer- 
pos diplomático y consular, y está inserto 
en el Apéndice lí , p. 280. 

Circ. de 28 julio de 1869, 

(Estado.) Manifiesta á losagenl.es en el 
extranjero las intenciones de! Gobierno del 
Regente con respecto á su marcha política, 
teniendo en cuenta el estado del pais. ( Ga- 
ceta 1 .“ agosto.) 

A fin de dar á conocer los hombres 
que han desempeñado e! Ministerio do 
Estado, á continuación se inserta la lis- 
ta de los que han desempeñado tan im- 
portante puesto desde 17 de mayo do 
1754 hasta la fecha. 


(1) Ley 7.*, tíi. VII, lib. 111. Y 12, tít. VI’ 
Nov. Recop.; R. I). de 15 de mayo de 1815; 
R. 0. de 18 de diciembre de 1841. R. D. de 7 de 
junio de 1837, etc 


Ministros de Estado desde 1754. 

MINISTROS, 


Pecha de su nom- 
bramiento. 


D. Ricardo Wall. 


17 May. 1754 
11 Ag. 1759 
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El Conde Grimatdi, , U Oct. 1763 

El Conde de Florida Blanca, ™ 

Conde de Aranda 28 Feb, 1792 

D. Manuel Godoy 15 Nov. 1792 

D. Francisco Saavedra. . . . I 2 g »"• 

D. Mariano Luis de Urquijo 13 Ag. 1798 

(13 Di'c. 1800 

I). Pedro Cevallos <19 Mar. 1808 

(13 Oct. 180(8 

D. Eusebio Bardají 2 Jun. 1808 

D. Martín Garay. . , , 3 En, 1809 

D. Francisco Saavedra. .. . 2 Nov. 1809 

D. Eusebio Bardají 

D. José García León y Pi- 

zarro 6 Feb. 1812 

D. Ignacio de la Pezuela.. 12 May. 1812 
El Marqués de Casa-Irujo. 23 Jun. 1812 
D. Pedro Gómez Labrador. 27 Set. 1812 
D. Antonio Cano Manuel. , 11 Jul. 1813 


D. Juan O-Donojú 10 Oct. 1813 

D. Fernando Laserna 17 Oct. 1813 

D. José Luyando 2 Dio? 1813 

El Duque de San Carlos. . . 4 May. 1813 

D. Pedro Cevallos 15 Nov. 1814 

D. José García León y Pi~ 

zarro 30 Oct. 1816 

El Marqués de Casa-Irujo. 14 Set. 1818 
D. Manuel González Salmón 12 Jun. 1819 
Duque de San Fernando. . . 12 Set. 1819 
D. Evaristo Perez de Castro 18 Mar. 1820 

D. Juan Javat 18 Mar. 1820 

D. Joaquín Anduaga 2 Mar. 1821 

D. Eusebio Bardají 5 Mar. 1821 

D. Francisco de Paula Es- 
cudero 23 Ab. 1821 

D. Ramón López Pelegrin. 8 En. 1822 
El Marqués de Sta. Cruz.. 22 En. 1822 
D. Francisco Martínez de la 

Rosa... 28 Feb. 1822 

D. Santiago Usoz 7 Jul. 1822 

D. Nicolás María Garelli. . . 11 Jul. ■ 1822 

D. Santiago Usoz... 23 Jul. 1822 

D. Evaristo San Miguel... 5 Ag, 1822 
D. Alvaro Florez Estrada. 2 Mar. 1823 

D. Manuel Vadiílp 23 Ab. 1823 

D. José María Pando 13 May. 1823 


I 20 Mar. 1810 
i 27 May. 1810 


D. José Luyando . 

D. José Vargas.-. 

D. Víctor Saez 

D. Luis María Salazar. . .. 


4 Set. 1823 
27 May. 1823 
27 May. 1823 
7 Ag. 1823 
29 Ag. 1823 


Marqués de Casa-Irujo. ... 2 Dic. 

n a " a nr i- 125 Dic. 

Conde de Omluu ■« + * - 9 * p ■ ■ | ^ q 

D. Francisco Cea Bermudez. 11 Jul- 
D. Luis María Salazar 11 Jul. 


1823 

1823 

1824 

1824 

1824 


El Duque del infantado. ... 25 Oct. 

D. Manuel González Salmón, í? 

(lo Oct. 

D. Francisco Tadeo Calo- 

marde 8 En. 

El Conde déla Alcudia. ... 20 En. 

D. JoséCafranga. 1.° Oct. 

D. Francisco Cea Bermudez. l.° Oct. 
D, Francisco Martínez de la 
Rosa 15 Ene. 

Conde de Toreno. 

D. Miguel Ricardo de Alava. 14 Set. 

D. Julián Villalva H Set. 

D. Juan Alvarez Mendizabal. 17 Set.. 

Conde de Almodóvar 28 Abr. 

D, Javier Isturiz 15 May. 

D. José María Calátrava. . . 14 Ag. 
El conde de Almodóvar. . . 10 Mar. 

D. Eusebio Bardají 18 Ag. 

El conde de Ofalia 16 Dic. 

Duque de Frías. . . 7 Set. 

D. Evaristo Perez de Castro. 9 Dic. 

D. Mauricio Cárlos de Onis. je,® 


D. José del Castillo y Ayensa. 18 Jul. 
D, Juan Antoine y Zayas. . 29 A g. 

D. Vicente Sancho H Set. 

D. Joaquín María Ferrer.. 3 Oct. 
D. Antonio González...... 21 May. 

Conde de Almodóvar 17 Jun. 

D. Manuel Maria Aguilar. . 9 May. 

D. Joaquín Frías. ........ 9 May. 

D. Olegario de los Cuetos. . 19 May. 

D, Joaquín Frias 25 Jul. 

D. Salustiano Olózaga. ... 20 Nov. 
D. Luis González Bravo. . . l.° Dic. 

Marqués de Viluma ... 3 May. 

D. Alejandro Mon 3 May. 

D. Ramón María Marvaez . . 1 .° Jul. 
D. Francisco Martínez de la 

Rosa 21 Ag. 

Marqués de Miraflores 12 Feb. 

D. Ramón María Narvaez. . 16 Mar. 

D. Javier Isturiz., 4 Abr. 

Duque de Sotomayor 28 En. 

D. Joaquín Francisco Pa- 
checo 28 Mar. 

D. Antonio Caballero i.° Set. 

D. Modesto Cortázar 12 Set. 

Duque de Valencia . 4 Oct. 

Duque de Sotomayor ...... 23 Oct. 

El Marqués de Pidal. 29 Jul. 

El Conde de Colombí 19 Oct. 


D. Manuel, Beltran de Lis.. 14 En. 
El Marqués de Miraflores. . 23 May 
D. Manuel Beltran de Lis. . 7 Ag. 

D. Federico Roncali - 14 Dic. 


1825 

1826 
1830 

1832 

1832 

1832 

1833 

1834 

1835 
1835 
1835 
1835 

1835 

1836 
1836 

1836 

1837 
1837 ' 

1837 

1838 
1838 
1838 
1840 
1840 
1840 
1840 

1840 

1841 
1042 
1843 
1843 
1843 
1843 
1843 

1843 

1844 
1844 
1844 

1844 

1846 

1846 

1846 

1847 

1847 

1847 

1847 

1847 

1847 

1848 

1849 
1849 
1851 

1851 

1852 
1852 
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D. Luis López de la Torre 

Ayllon (i). , 14 Ab. 1853 

D. Francisco de Lersun di. . 14 Áb. 1853 
D. Angel Calderón de la 

Barca.. . * 21 Jun. 1853 

D. Luis Mayans 18 Jul. 1854 

D. Joaquín Francisco Pa- 
checo 30 Jul. 1854 

D. Cláudio Antón de Luzu- 

riaga 29 i\ov. 1854 

D. Juan de Zabala, conde de 

Paredes.,.. 6 Jun. 1855 

D. Nicorredes Pastor Díaz. 14 Jul. 1856 

D. Pedro José Pidal 12 Oct, 1856 

D. Leopoldo Augusto del 

Cueto, interino 15 Oct. 1857 

D. Francisco Martínez de ia 

Rosa * 25 Oct. 1857 

D. Javier de Is tu riz. ..... ♦ 14 En. 1858 

D. Leopoldo 0‘Donell, con- 
de de Lucena, interino. . 30 Jun. 1858 
D. Saturnino Calderón Co- 

llantes.. 2 Jul. 1858 

D. Francisco Serrano y Do-, 
minguez, duque de .la 

Torre 17 En. 1863 

D. Mauuel de Pando,, mar- 
qués de Miradores. < . , , . 2 Mar, 1863 

D. Lorenzo Arrazoia. ..... 17 En. 1864 

D. Joaquín Francisco Pa- 
checo , ♦ . 1.’ Mar. 1864 

D. Alejandro Llórente 16 Set. 1864 

D. Antonio Benavides 10 Dic. 1864 

D, Lorenzo Arrazoia.. ►, . 8 Jun. 1865 

D. Manuel Berinudez de 

Castro .. , ...... , 21 Jun. 1865 

D. Lorenzo de Arrazoia. .. . 10 Jul. 1866 

D. Eusebio Calonje 13 Jul. 1866 

D. Joaquín Roncali, interino. 23 Ab. 1868 
El mismo en propiedad (2) . 15 Jul. 1868 
D. Juan Alvarez Lorenzana, 

(Gob. Prov. 8 Oct. 1868 

El mismo confirmado para 
igual cargo del Poder Eje- 
cutivo. ...x ........... . 25 Feb. 1869 

U. Manuel Silvela. , 18 Jun. 1869 

MINISTERIO DE FOMENTO. En este de- 
partamento no se conoce hasta hoy la 
plaza de subsecretario. Consta, además 
del Ministro, de dos directores generales 
que lo son, uno de Obras públicas, Agri- 
cultura, Industria y Comercio, y otro 
de Instrucción pública, de un ordenador 


(t) No tomó posesión, 

(2) Cesó en 19 de setiembre y se encargó del 
Ministerio el subsecretario. 


general de pagos, un depositario y del 
competente número de oficiales de Se- 
cretaría, jefes de los negociados, y de 
escribientes y porteros. 

Este Ministerio fue creádo con el nom- 
bre de Secretaría de Estado y del des- 
pacho de Comercio, Instrucción y Obras 
públicas por R, D. de 28 de enero de 
1847, incorporándose en él para plan- 
tearlo la Dirección de Instrucción pú- 
blica y las Secciones de Agricultura, 
Obras públicas y Comercio que existían 
en las Secretarias de Gobernación y Ma- 
rina. Sus reorganizaciones y atribuciones 
se determinan por las siguientes dis- 
posiciones, 

R. D. de 5 febrero de 1847. 

Atribuciones de esto Miaisterio; 

(Pres. del C. de M.) «Artículo 1.* El 
Ministerio de Comercio, Instrucción y Obras 
públicas, creado por R. I). de 28 de enero 
último, abrazará como objeto especial de sus 
atribuciones los ramos siguientes: 

comercio. 

Organización y personal de las Juntas de 
Comercio y nombramiento de sus emplea- 
dos. — Organización y personal de los tri- 
bunales del ramo con sus empleados y de- 
pendencias --Organización y personal de la 
administración é inversión de los fondos que 
recaudan las Juntas de Comercio. — Los ne- 
gocios relativos al aumento ó reducción de 
derechos de importación ó exportación y al 
recargo ó supresión de arbitrios, cuyas de- 
cisiones en último resultado corresponden 
al Ministerio de Hacienda. — Los incidentes 
sobre mejora y fomento de cabotaje. — La 
concesión de ferias y mercados. — El arreglo 
de pesos y medidas. — Los expedientes gu- 
bernativos sobre el cumplimiento dol Código 
de Comercio y las de enjuiciamiento del ra- 
mo. — Las casas-lonjas ó bolsas de comer- 
cio. — Las consultas del Ministerio de Estado 
sobre tratados de comercio é incideucias del 
ramo con las demás naciones. 

INSTRUCCION PÚBLICA. 

Universidades.— Institutos de segunda en- 
señanza. — Colegios de humanidades.— Co- 
legios de sordo-mudos. — Colegios de ciegos. 
— Instrucción primaria. — \ eterinaria. --Aca- 
demias y demás sociedades literarias y cien- 
tílicas .—Escuelas de bellas artes.— Biblio- 
tecas, — Archivos. — Museos, — Conservatorio 
de música y declamación de María Cristina, 
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— Conservatorio de artes y escuelas indus- 
triales. — Propiedad literaria. — Premios á sá- 
bios, literatos y artistas, — Comisión de monu- 
mentos históricos y artísticos. 

OBRAS PÚBLICAS. 

Carreteras y ferro-carriles , canales de 
navegación y de riego, acequias, obras pú- 
blicas y privadas de los ríos navegables y 
flotables, y policía de los caminos. — Desagüe 
de las lagunas y formación de pantanos —Las 
obras de mar y todas las accesorias de los 
puertos, su limpia y conservación, fosos, 
boyas y valizas. — La Junta consultiva de estos 
ramos, el Cuerpo de ingenieros y su escuela 
especial. — Portazgos, pontazgos, barcajes, 
aranceles y tarifas de peaje y trasporte de 
toda via pública: administración y arriendo 
de sus productos. — Concesiones y contratas 
de estos ramos.— La construcción de las lí- 
neas telegráficas.— Los monumentos y edifi- 
cios costeados por el Estado. 

AGRICULTURA. 

La protección y fomento de los diversos 
• ramos de la agricultura.— Los' proyectos de 
ley para- su mejora y desarrollo. — La en- 
señanza y perfección de los procedimientos 
agrícolas.— La introducción de nuevos y 
útiles cultivos. — El establecimiento de es- 
cuelas especiales del ramo.— La destrucción 
de las plagas del campo.— Premios y recorn- 
pensasálos cultivadores.— Usos y aprovecha- 
mientos de las producciones agrícolas. 

Art. 2.° Los Jefes políticos, universi- 
dades y demás corporaciones y autoridades 
ijuepara el despacho de los negocios relativos 
a estos diversos ramos de la administración 
pública dependiaD hasta ahora del Ministerio 
de la Gobernación de la Península, subor- 
dinados en lo sucesivo al nuevamente creado 
de Comercio, Instrucción y Obras públicas, 
serán otras tantas dependencias suyas en 
todo lo que tenga relación con el objeto de 
sus funciones; y en tal concepto le dirigirán 
la correspondencia oficial, los expedientes y 
despachos relativos á los ramos aquí designa- 
dos. — Dado en Palacio a 5 de febrero de 
1847.» (OL. t. 40, p. 186.; 

R. O. de 11 agosto de 1847. 

Otros negociados de este Ministerio. 

(Gob.) Se ha servido disponer laReina 

se pasen al Ministerio de Comercio, Instruc- 
ción y Obras públicas como ramos cuyo des- 
pacho le corresponde naturalmente los que 
siguen: — 1.° Privilegios de invención é in- 
troducción. — 2.° Establecimientos industria- 
]q8.— 3*° Policía rural. — 4.° Ganado lanar.— 


5.° Cria caballar. — 6.° Acotamientos.»— De 
Realórden etc. {CL. t. 41, p. 507. j 

R, D. de 12 setiembre de 1847. 

Archivo del. Ministerio de Fomento. 

«Artículo l.° Se creará inmediatamente 
el Archivo genera! del Ministerio de Comer- 
cio, Instrucción y Obras públicas. 

Árt. 2. a Formarán la base del misino 
cuantos papeles obran en el de la Goberna- 
ción del Reino, que por el deslinde de ambos 
Ministerios pertenecen en el día al primero. 

Art.. 3.° Todos los antecedentes y docu- 
mentos procedentes de la extinguida Direc- 
ción genera! de caminos, y los que boy se 
hallan clasificándose de ios diferentes ramos 
de Instrucción pública, así como el Archivo 
de la Inquisición, pasarán oportunamente al 
general de que se trata. 

Art. 4.° Habrá un archivero con el goce 
del sueldo de 24.000 rs. anuales, un oficial 
primero con 16.000, otro segundo con el 
de 14.000, otro tercero con él de 12.000, 
otro cuarto con el de 10.000, otro quinto 
con el de 8.000, dotándose además el Archivo 
general con el número de escribientes y por- 
teros que el Ministerio del ramo considere 
absolutamente necesarios. 

Árt. 5.° El Ministro de Comercio, Ins- 
trucción y Obras públicas presentará á la 
aprobación de las Cortes el presupuesto del 
Archivo general del mismo . — Dado en Palacio 
á 12 de setiembre de 1847.» (CL. t. 42, pá- 
gina 108.) 

R. D.de 20 setiembre de 1851. 

Nueva denominación: negociados. 

(Pres. del C. de M.) Artículo l.° El 
Ministerio de Comercio, Instrucción y Obras 
públicas, se denominará Ministerio de Fo- 
mento. 

Art. 2.° El negociado de caminos veci- 
nales, el de- construcción de torres telegrá- 
ficas y cualquiera otro relativo á la ejecu- 
ción de obras públicas, pasarán al Ministerio 
de Fomento. 

Art. 3.° Los negociados de escuelas es- 
peciales de ingenieros de caminos, cañales 
y puertos, de escuelas especiales de inge- 
nieros de minas, de escuelas ó academias de 
arquitectura, de comercio y de institutos y 
escuelas industriales , subsistirán en el Mi- 
nisterio de Fomento. 

Art. 4.° Los negocios de instrucción pú- 
blica con sus incidencias y conexiones, do 
especificadas en el artículo anterior, pasaran 
al Ministerio de Gracia y Justicia. », 

La disposición de este último, artículo que- 
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dó sin efecto por R. D. de 17 de junio de ¡ 
1855 según veremos. ( CL . t. 54, p. 341.) 

R. D. de 17 diciembre de 1851. ' 

Corresponde á Fomento el servicio de puertos. 

Se mandó que la administración y servi- 
cio de los puertos de la Península é islas 
adyacentes, su limpia, conservación y obras 
de los mismos pertenece al Gobiernoy cor- 
rerá á cargo del Ministerio de Fomento. — 
V. Puertos. 

R. D. de 17 junio de 1855. 

Negociados do instrucción pública, 

(Pres. del C. de M.) «Artículo único. 
Los negociados de instrucción pública, con 
sus incidencias y conexiones, pasarán al Mi- 
nisterio de Fomento. Pasarán también en su 
consecuencia la Dirección y Consejo de ins- 
trucción pública con sus dependencias en lo 
persona] y material. —Dado en Aranjuez etc. 
(CL. t, 65, p. 2t¡2.) 

R. O. de 4 noviembre de 1853. 

Se da mas latitud á las facultades de los direcloros. 

(Fom.) Artículo i.° Los directores ge- 
nerales de Obras públicas , de Instrucción 
pública, y de Agricultura, Industria y Co- 
mercio, ejercerán en los asuntos de sus Di- 
recciones respectivas las atribuciones que 
conceden á los subsecretarios de los demás 
Ministerios las disposiciones vigentes. 

Art. 2. u El reglamento interior de la Se- 
cretaría determinará el límite de las facul- 
tades que otorga á los directores generales 
el artículo anterior. — Dado en Palacio á 4 de 
noviembre de 1863. — Está rubricado de la 
Real mano. — El Ministro de Fomento, Ma- 
nuel Alonso Martínez.» (Gac. 7 id.) 

R. O. de 30 noviembre de 1863. 

Direcciones de Fomento: Negociado de asuntos ge- 
nerales , 

(Fom.) «Por el reglamento íijando las 
atribuciones de los directores y demás em- 
[. Hados de este Ministerio, á consecuencia 
de lo prevenido en el R. D. de 4 del corrien- 
te, se crea un Negociado de asuntos gene- 
rales que tenga á su cargo el personal del 
Ministerio, el de las Secciones de Fomento, y 
entre otros servicios el del Boletín oficial , y 
disponiéndose además que se baile afecto a 
una de las Direcciones generales, la Reina, 
ha tenido á bien mandar que lo esté á la de 
instrucción pública, cuyo director general 
reúne en virtud del referido reglamento to- 
das tas atribuciones que por los expresados 
conceptos ha tenido iiasta la fecha el Nego- 
ciado central , que se denominara en lo su- 
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i cesivó de Asuntos generales.—- De Real ór- 
den lo digo etc. Madrid 30 de noviembre de 
1863. — Alonso Martínez.» {Gac. 2 di- 
ciembre.) 

R. O. de 23 junio de 1864. 

Dicta reglas para regularizar las operaciones de rentas 
públicas, etc. 

(Fom.) «Para regularizar las operaciones 
de ia cuenta de remas públicas que en vir- 
tud dei art. 39 de la ley de 20 de febrero de 
1850 está obligada á llevar la contabilidad 
central de este Ministerio , es necesario co- 
nocer con exactitud ios productos que por 
los diversos ramos que administran las Di- 
recciones generales dei mismo deben ingre- 
sar en el Tesoro público. En la actualidad se 
justifican los ingresos de portazgos y los que 
tienen lugar en concepto de eventuales; pero 
deja de hacerse lo mismo con los proceden- 
tes de lincas, moptes y plantíos , y publica- 
ciones oficiales de ios cuales solo se tiene co- 
nocimiento por las relaciones mensuales de 
valores contraídos, que las Secciones de Fo- 
mento remiten á la Ordenación general de 
pagos, en cumplimiento de ia instrucción 
aprobada por R. O. de 16 de diciembre de 
1859, motivo por el cual la comprobación 
entre las cantidades que se devengan y los 
acuerdos administrativos que las originan, 
no puede efectuarse como debiera. Para evi- 
tar semejante irregularidad, y con objeto de 
que en lo sucesivo la cuenta de rentas pú- 
blicas de este Ministerio, no carezca de ios 
antecedentes necesarios para conocer per- 
fectamente todas las causas que influyen en 
ei aumento ó disminución de los ingresos 
que ia constituyen , S. M. , la Reina , de 
acuerdo con lo propuesto por esa Ordena- 
ción general , se ha servido resolver lo si- 
guiente: 

1. ° Las Direcciones generales darán á la 
Ordenación de pagos conocimiento de todas 
las órdenes, disposiciones y contratos que 
reconozcan algún derecho en favor del Te- 
soro público por recursos eventuales , pro- 
ductos diversos, Canales y navegación llu- 
vial, para que pueda comprenderlos en 
cuenta, y sirvan de comprobante á lasque 
rinden las Secciones de Fomento. 

2. u Darán igualmente conocimiento des- 
de l.° de setiembre próximo del inventario 
valorado de las lincas de su cargo, con in- 
dicación de las personas que las administren 
y de los que las llevan en arriendo, expre- 
sando et precio de este y acompañando co- 
pias autorizadas ue los contratos y órdenes 
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que hayan aprobado ei uso á que estén des- 
tinadas. 

3. ® Lo harán en la misma fecha del in- 
ventario por provincias de los montes y 
plantíos, cuja administración corre á cargo 
del Ministerio de Fomento, expresando sus 
nombres, términos jurisdiccionales, confines, 
superficies, especies, valor en tasación y 
aprovechamiento de que son susceptibles, 

4. ° Ai principio de cada ejercicio econó- 
mico darán á conocer ¡as cantidades con que 
contribuyan las provincias para el sosteni- 
miento de institutos, escuelas especiales, ar- 
chivos y bibliotecas, construcción de carre- 
teras y puertos, así como las que satisfacen 
las compañías mercantiles y de ferro-carriles 
por los gastos de delegación é inspección. 

5 Q Los administradores de cada una de 
las publicaciones oíiciales del Ministerio ex- 
tenderán mensualmenle una relación por 
provincias, que comprenda los productos de 
las suscriciones pedidas y renovadas y el nú- 
mero de ejemplares vendidos, con expresión 
de las personas responsables del pago, para 
que en su vista pueda formarse el cargo en 
las cuentas individuales. 

6. ° Las Secciones de Fomento, en fin de 
cada mes darán también relaciones duplica- 
das de los valores contraídos y de los recau- 
dados por el indicado concepto. La Ordena- 
ción pasará un ejemplar de ellas á cada uno 
de los administradores para que , examinán- 
dola y anotando en cuenta los ingresos rea- 
lizados, se la devuelvan con su conformidad 
ó censura. 

7. ° En fin de cada ejercicio formarán los 
administradores de publicaciones oficiales la 
Cuenta general de ingresos y gastos, la cual 
después de aprobada por las Direcciones á 
que corresponda, se remitirá á la Ordena- 
ción. Como comprobante de la misma, acom- 
pañarán una nota qué exprese la existencia 
de los ejemplares procedentes del ejercicio 
anterior, de los recibidos en el corriente, de 
los distribuidos de oficio, de los vendidos y 
de los que queden.— De Real órden etc. Ma- 
drid 23 de junio de 1864. — IJIloa. — Sr. Or- 
denador general de pagos de este Ministe- 
rio.» (Gac. 24 junio.) 

R.O.deii agosto de 1864. 

Nueva planta de la Secretaria. 

(Fom-) Por esta disposición se arregló la 
planta de la Secretaría del Ministerio bajo 
las bases y categorías establecidas por el 
R. D. de 18 junio de i 862. Según ella había 
tres directores generales, ud ordenador ge- 
neral de pagos, un oficial mayor, cinco ofi- 
ciales primeros, siete-segundos, ocho tercer 


ros, y seseDta y ocho auxiliares con diferen- 
tes sueldos. [Gao. 15 agosto). 

R. D. de \ 4 julio de 1865. 

Aprobando el reglamento interior dni de Fomento. 

(Fom.) «En atención á Jas razones ex- 
puestas por el Ministro de Fomento, 

Vengo en aprobar el reglamento dictado 
con esta fecha para el régimen interior de 
dicho Ministerio, quedando derogada cual- 
quiera disposición que no se ajuste á sus 
prescripciones. — Dado en San Ildefonso á 14 
de julio de 1865. (Gac. del 15.) 

/?. D. de iS julio de 1866. 

Reformando la planta del Ministerio. 

(Fom.) Quedó reducida por este decreto 
la planta del Ministerio á tres directores ge- 
nerales, un ordenador general de pagos, tres 
oficiales primeros, seis' ,d. segundos, seis 
idem terceros y sesenta y seis auxiliares. 
(Gao. 20 julio). 

Decreto de 13 octubre de 1868. 

Noova plantilla del Ministerio. 

(Fom.) Por este decreto se redujeron 
á dos los directores generales, á dos los ofi- 
ciales primeros, á cuatro los segundos, á 
cinco los terceros y á cuarenta y cuatro los 
auxiliares, fijando el número de escribientes 
en 35, dejando el abogado consultor, el de- 
positario y también el ordenador de pagos 
con catorce oíiciales y diez y siete escribien- 
tes. (CL. t. 100, p. 508).' 

Los que han desempeñado este Ministerio, 
así conjo el de Comercio, Instrucción y Obras 
públicas que fué sustituido por el Fomento, 
aparecen en la siguiente nota cronológica. 

Ministros de Comercio, Instrucción y 
Obras públicas. 

NOMBRES FECHAS 

de los Ministros. nombramientos. 


D. Mariano Roca de To- 

gores ..... 29 En. 1847 

D. Nicomedes Pastor Diaz. . 28 Mar. 1847 
D. Antonio Ros de Olan'o,. 1.® Set. 1847 
D. Luis José Sartorius.. .. . 3 Nov. 1847 

D. Juan Bravo Murillo.... 10 Nov. 1847 
D. Manuel Seijas Lozano.. 31 Ag. 1849 

D. Trinidad Balboa 19 Oct. 1849 

D. Manuel Seijas Lozano.. 20 Oct. 1849 
D. Saturnino Calderón Co- 
liantes. ... .- 29 Nov. 18-50 

D. Santiago Fernandez Ne- 

grete. i* En. 1851 

D. Fermín Arteta, > ■■ ■ 5 Abr. 1851 
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Ministros de Fomento. 


NOMBRES ■ FECHAS 

da los Ministros de sus nombra- 

mientos. 

D. Mariano Migue] de Rei- 
no, so 20 Oct. 1851 

D. Manuel Beltran de Lis.'. 15 Nbv. 1852 

D. Rafael Aróstegui, conde 

de Mirasol 14 Dic. 1852 

D. Antonio Benavides, inte- 
rino 19 Feb. 1853 

D. Pablo Govantes, interino. 14 Abr. 1853 

D. Cláudio Moyano Sarna- 

niego ‘ 21 jun. 1S53 

D. Agustín Esteban Coilan- 


D. Miguel de Roda 18 JliI. 1854 

D. Francisco Lujan 30 Jul. 1854 

D. Manuel Alonso Martínez 6 Jun. 1855 
D. Francisco de Luxan. ... 15 En. 1856 

D. Manuel José Collado 14 Jul. 1856 

D. Cláudio Movano,. 12 Oct. 1856 


1). Eugenio de Oclioa, inte- 
rino-. . r . 15 Oct. 1857 

D. Pedro Salaverría. . .-í . , * 25 Oct. 1857 
D. Joaquín Ignacio Meneos, 
conde de Guenduiain. . . 15 En. 4858 
D. Rafael de Bustos y Casti- 
lla, marqués de Corvera. 30 Jun 1858 
D. José Posada Herrera, in- 


terino 21 Nov. 1861 

D. Antonio de Aguilar y Cor- 
rea, marqués de 3a Vega 

deArmijo 18 Dic. 1861 

D. Francisco de Luxan 17 En. 1863 

D. Manuel Moreno López. . 3 Mar. 1863 

D. Manuel Alonso Martínez. 4 Ag. 1863 
D. Cláudio Moyano y Sarna- 


niego 17 En. 1864 

D. Augusto Ulloa, ........ i Mar. 1864 

D. Antonio Alcalá Galiano. . 16 Set. 1864 

D. Manuel Orovio 16 Abr. 1865 

D. Antonio Aguiiar y Cor- 
rea, marqués de la Vega 
deArmijo..,,...*..... 21 Jun. 1865 

D. Manuel de Orovio 10 Jul. 1866 

I>. Severo Catalina * 23 Abr. 1868 

D. Manuel Ruiz Zorrilla (Go- 
bierno provisional).- ... . 8 Oct. 1868 

D. José de Echegaray 13 Jul. 1869 

MINISTERIO DE GRACIA Y JUSTICIA. 

La organización de este Ministerio en 
cuanto á su personal es hoy la siguien- 
te; El Ministro; un subsecretario, con 
el sueldo anual de 5.000 escudos; dos 
jefes de Sección con el de 4.000 cada 

Tomo IX. 


uno; nueve oficiales, dos primeros, cin- 
co segundos y dos terceros, con los suel- 
dos respectivos de 3,500, 3,000 y 2,600; 
2o auxiliares, dos primeros, cuatro se- 
gundos, seis terceros, tres cuartos, cin- 
co quintos y cinco sextos, cgd los de 
2,40¡i, 2.000, 1.600, 1.400, 1.200 y 
1.000 también respectivamente: todos 
estos funcionarios han de ser letrados 
así como los ocho aspirantes sin sueldo. 
Además consta de un auxiliar jefe de 
negociado encargado de la Cancillería, 
del persona! del Archivo y Ordenación 
general de pago, de 14 escribientes y el 
número de porteros que antes existia. 

A este Ministerio le corresponden 
principalmente todos los asuntos relati- 
vos á la administración de justicia y al 
orden eclesiástico, así como los nombra- 
mientos para las plazas déla magistratu- 
ra y judicatura, y. para arzobispados, 
obispados, prebendas y beneficios ecle- 
siásticos; jos negocios del Real patronato 
con las contestaciones de jurisdicción 
eclesiástica, lo respectivo á puntos de 
religión, de reforma y de disciplina ecle- 
siástica y la- conservación de las regalías 
de la Corona; los seminarios conciliares; 
los establecimientos de casas de comuni- 
dades religiosas; las mercedes de títulos 
de Castilla; el vicariato general castren- 
se en sus altas relaciones eclesiásticas; 
la Motaría mayor de remos y todo lo 
relativo al sistema hipotecario ó al Re- 
gistro de ia propiedad y al Notariado. 

Las disposiciones mas importantes y 
que deben ocupar un lugar en este ar- 
tículo son las siguientes: 

R. O. de li diciembre de 1853. 


OelermiDaodo el conducto por donde deben dirigirse 
las solicitudes que so hagan al Ministerio. 

(Grao, y Just.) limo. Sr.: Deseando laRei- 
ia desterrar la abusiva y perniciosa costumbre 
ie presentar los particulares directamente sus 
solicitudes eu este Ministerio luera del con- 
tacto regular y debido, se lia servido resol- 
ver que en lo sucesivo uo se dé curso en 
a Secretaría del Despacho, bajo la respon- 
sabilidad de V. í. y la de los demás fuñáo- 
snos de la misma, según previene su Re- 
dámenlo interior, á ninguna exposición 0 
'eclamacion que no haya sido dirigida, no 
¡olo con simple oficio misivo del superior, 

1 8 
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jefe ó autoridad correspondiente, sído in- 
formada además por este, coa reíerencia de 
ios antecedentes si Jos tuviese el asunto, y 
su dictamen sobre el particular, en la forma 
que para cada clase de negocios le esté 
prevenida. 

Y á íin de fijar cual debe ser la dirección 
ó conducto legitimo de cada exposición, se- 
gún el asunto de que trate y Ja persona que 
la baga, sin lo cual no podrá dársele curso 
en Secretaria, es la voluntad de S. AL se 
tengan presentes en esta lasreglas que sigu en : 

1. a Las exposiciones cuyo objeto sea un 
negocio eclesiástico, y todas las que bagan 
las personas, corporaciones y establecimien- 
tos del mismo órden, deben ser informadas 
previamente y remitidas á este Ministerio 
por los respectivos ordinarios o prelados 
diocesanos. 

2. a Las solicitudes relativas á destinos y 
asuntos de la administración de justicia, de- 
ben presentarse eu las respectivas Audien- 
cias, cuyos Regentes las remitirán informa- 
das cual corresponda y proceda á este Mi- 
nisterio. 

3. a Las relativas á destinos y asuntos del 
ministerio fiscal, se presentaran á los Fisca- 
les de S. M. en las Audiencias del territo- 
rio, quienes por conducto del Tribunal Su- 
premo, ó como mejor procediere en los 
diferentes casos, las dirigirán informadas al ! 
Ministerio. 

4. a Las exposiciones que tengan por ob- 
jeto destinos ó asuntos de instrucción públi- 
ca serán cursadas por ios jefes respectivos, 
y deberán venir informadas según sus ciases, 
a saber : las relativas á asuntos ó destinos de 
Instrucción superior, por ei rector de la 
Universidad del distrito literario respectivo. 
Las que se refieran á la Instrucción secun- 
daria, por el director del instituto ó dei r es- 
pectivo establecimiento de segunda enseñan- 
za, que deberá hacerlo por conducto del 
rector de ia Universidad del distrito. Y las 
relativas á la instrucción primaria, por el 
Gobernador de la provincia, como presi- 
dente nato dé la Comisión superior as este 
ramo, excepto las que se refieran á fas es- 
cuelas normales, que vendrán también por 
conducto del rector de Ja Universidad res- 
pectiva. 

5. a Las solicitudes pidiendo indulto ó re- 
baja de las penas impuestas por ios Tribu- 
nales de justicia vendrán por conducto del 
regente de la Audiencia dei territorio res- 
pectivo; y por ei de los jefes de ios estable- 
cimientos penales, si el penado estuviere 
sufriendo ya en ellos su condena. 

Unicamente se exceptuarán de estas re- 


gias, y tendrán curso en las Secretarías, las 
reclamaciones cuyo exclusivo objeto sea 
exponer á S. M. algún agravio ó queja di- 
recta contra ia persona, autoridad, jefe 6 
superior por cuyo conducto debiera en otro 
caso dirigirse el reclamante; y también 
aquellas exposiciones que Y. 1. creyere in- 
dispensable cursar, determinándolo asi ex- 
presamente y en las mismas por escrito 
cuando concurran circunstancias especiad- 
simas y apremiantes, y de ello no resulten 
inconvenientes ai servicio. 

De Real orden ia digo á V. I. para su inte- 
ligeeia y puntual cumplimiento por parte de 
la Secretaria del Despacho, queriendo S. M. 
que se publique esta disposic.on en ia Gaceta 
oüeial para conocimiento de los superiores, 
jeíés y autoridades de todos los ramus de- 
pendientes dei Ministerio de mi cargo y de 
los particulares que tengan que dirigir al 
mismo sus instancias. — Dios, etc. — Madrid 
11 de diciembre de 1 tí53. — Gerona. — 
Sr. Subsecretario dei Ministerio de Gracia y 
Justicia. (CL. t. 60, p. 439). 

/{. D. de 8 diciembre de 1865. 

Nueva planta y arreglo del personal de la Secreta- 
ria dei Minisiitno de tirada y Justicia. 

(Grac. y Just.) Por este decreto que 
quedó derogado por los siguientes, se lijó 
la planta además del subsecretario en dos 
jefes de sección, un oficial primero, otro 
segundo, tres terceros, dos cuartos y dos 
quintos; en 15 auxiliares, un archivero y 
ocho oíiciales de archivo y ei número de 
escribientes, porteros y mozos necesarios. 

( Gac , i 2 id.) 

li. D. de 3 agosto de 1866. 

Dando nueva organización á la- Secretaria: Supresión 
de la Dirección del Hcijistru de Drupiedud y de 
las Secciones de CsladiUica judicial y Colección 
lerjisluiiva : \rebivo del Ministerio, ele. 

(Grac. y Just.) «Atendiendo á las ra-, 
Zv.nes que me ha expuesto el Ministro de 
Gracia y Justicia, de acuerdo con el pare- 
cer de mi Gonsejo de Ministros, y usaudode 
■ la autorización que concede ul Gobierno el 
párrafo tercero, art. 1 de la ley de 30 de 
junio último, 

Vengo eu decretar lo siguiente : 

Articulo L° La Dirección geneial del 
Registro de la Propiedad y las secciones de 
estadística judicial y de la Colección legisla- 
tiva quedan refundidas en la Secretaría del 
Ministerio de Gracia y Justicia, formando 
parte de la misma; (i). __ 

(1) V- Colección Legislativa, t. 111, p. 224, 
Hipotecas, t. Vil, p 129, y Justicia, t. Viil, 
pág. 688. 
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Art. 3.° Para el despacho de los asan- ¡ 
tos de la Secretaría se formarán por ahora 
10 negociados: tres de asuntos eclesiásti- 
cos; cuatro de .civiles; uno del Registro de 
la propiedad; otro del Notariado y el otro de 
estadística judicial. Cada uno de estos ne- 
gociados estará ai cargo de un jete de ad- 
ministración, que lo sea de sección ú oli- 
ciai de Secretaría, con los auxiliares cor- 
respondientes. 

Art. 4, ,J Dos oficiales de la suprimida 
Dirección del registro se encargarán por 
ahora de los negociados del registro de la pro- 
piedad y del notariado, con los siete auxi- 
liares procedentes de aquella, que obtuvie- 
ron sus plazas por oposición. Podrá redu- 
cirse el número de estos Juego que quede 
terminado el arreglo de los distritos no- 
tariales. 

Art. 5.° Las facultades que, según la 
Ley hipotecaria y el reglamento general para 
su ejecución, corresponden al director del 
registro de la propiedad serán ejercidas 
por el subsecretario del Ministerio de Gra- 
cia y Justicia. 

Art. 6.° Para el servicio de la propia 
Secretaría habrá 14 escribientes: cuatro 
con el sueldo de i . 000 escudos; cinco con 
el de 800; tres con el de 600, y dos con el 
de 500. 

Art. 7.° Para porteros, mozos y demás 
dependientes de la Secretaría se fija por 
ahora Ja cantidad de 14.300 escudos. 

Art. 9.° La planta de la Ordenación ge- 
neral de pagos del propio Ministerio se com- 
pondrá: 

De un ordenador general jefe de adminis- 
tración, con el sueldo do 4.000 escudos. 

De 17 oficiales de la Ordenación, con la 
categoría respectiva de jefes de negociado y 
oficiales: uuu primero, que será á la vez in- 
terventor, con el sueldo de 2.400 escudos; i 
dos segundos con el de 2.000; dos terceros 
con eí de 1,600; dos cuartos con el de 1.400; 
tres quintos con el de 1.200; tres sextos con 
el ele 1.000, y cuatro sétimos con el de 800. 

A de 10 escribientes: dos con el sueldo de 
600 escudos; cuatro con el de 500, y otros 
cuatro con el de 400. 

Tendrá también los porteros y mozos ne~ \ 
cesarlos para cuyo pago se destinan 2.200 j 
escudos. 

Dado en San Ildefonso á 3 do agosto de 
1866. — Está rubricado etc. — F.l ministro de J 
Gracia y Justicia, Lorenzo Arrazola. (Gacel i ; 
6 agosto.) 

Los demás artículos de este decreto están 
totalmente derogados. 


R. D. de- 15 noviembre de 1867. 

(Gkac. y Jmx.) Reforma la planta de la' 
Secretaría y dependencias del Ministerio, ha- 
biendo quedado sin efecto por disposiciones 
posteriores. (Gac. 18 noviembre.) 

Decreto 4 julio de 1869. 

Se da nueva organización al per*onai de laSecreUría> 
introduciendo en éi algunas economías. 

(Gkac. y Jusin) Por este decreto quedó 
retundida la Cancillería en la Secretaría del 
Ministerio, aumentándose al efeclomn auxiliar 
con 2.000 escudos anuales y cuaLro escribien- 
tes; se suprimió ia plaza de ordenador de pa- 
gos, que corre ya a cargo de uno de los ofi- 
ciales primeros de Secretaría, y se compuso 
la planta del Archivo, de un archivero^cou 
2.600 escudos, cuatro oficiales con 1.600, 
otro con 1.400, otro con 1,200 y otro con 
800, y de un escribiente con 400; estas mo- 
dificaciones subsisten actualmente. (Gac. 5 
julio. J 

Decreto de 29 julio de 1869. 

(Crac, y Just.) Por esta disposición in- 
sertaen el Apéndice 11, p. 284 se dió la nueva 
organización que hoy tienen ia Secretaría y 
dependencias de este Ministerio, y que apare- 
ce en extracto en el primer párrafo de este 
artículo, conservándola planta del Archivo y 
Ordenación de pagos en la forma que se ex- 
presa en ei decreto anterior y la parte no 
derogada dei R. D. de 3 agosto de 1866, io 
mismo que lo respectivo á escribientes y 
porteros. 

Ministros de Gracia y Justicia. 

La lista cronológica de los Ministros 
de Gracia y Justicia que ha habido en 
España desde el reinado de Carlos 111, es- 
tá inserta en el articulo Justicia, t, VUi, 
pág. 

MINISTERIO DE LA ÜÜ8ERNAC1ÜN- Es- 
te Ministerio tiene a su cargo todos los 
negocios propios del gobierno y admi- 
nistración civil del Estado, así genera- 
les como locales. Consta dei Ministro, 
del subsecretario y de tres directores, á 
saber: de Administración local; de Esta- 
blecimientos benéficos, sanitarios y pe- 
nitenciarios; y de Comunicaciones o sea 
de correos y telégrafos. Hay además un 
jefe de contabilidad que lo es de ia Or- 
denación de pagos, el numero de oficia- 
les primeros, segundos, terceros y cuar- 
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tes necesarios para el despacho de los 
negocios, y cierto número de auxiliares. 
El subsecretario y los directores genéra- 
los tienen la categoría y sueldo corres- 
pondiente á jefes superiores de la admi- 
nistración civil, y el tratamiento de Se- 
ñoría liustrísima. Los jefes de sección 
son jefes de administración de primera 
clase con el tratamiento de Señoril. Los 
oficiales de Secretaría jefes de negocia- 
do, son jefes de administración también 
con tratamiento de Señoría. 

Hé aquí las mas importantes disposi- 
ciones que se han dictado desde i 854 
sobre organización de las dependencias 
del Ministerio y atribuciones de los em- 
pleados. 

R. D. de 9 agosto de 1854. 

(Gob.) Es el de la organización del Minis- 
terio, cuya planta fué restablecida por de- 
creto del Gobierno provisional de 17 octubre 
de 1868, en donde se indica. 

R. D. de 11 junio de 1856 (1). 

Atribuciones del subsecretario, de los directores y 
oficiales, etc, 

, «Art. o." El subsecretario, como tai y 
como jefe superior de la Subsecretaría, ten- 
drá á su cargo: 

1. ° El órden interior, la distribución de 
negocios, la dirección geueral del trabajo y 
la presidencia de todos los actos en ausencia 
del Ministro. 

2. “ La dirección de todos los asuntos 
pertenecientes á la sección de Ultramar, 
creada á consecuencia del R. D, de 30 de 
mayo último. 

3. ° Los negocios reservados en mate- 
ria de órden público y seguridad personal. 

4. ° La inspección de las Direcciones ge- 
nerales. 

5. ° La firma de Real órden comunicada 
de toda comunicación oficial procedente de 
resoluciones propias de los directores gene- 
rales, siempre que se dirijan á funcionarios 
de superior categoría, 

6. ” La íirma también de Real órden co- 
municada de todos los traslados de Reales 
órdenes. 

7. ° La autorización con su firma de to- 
das las copias y documentos justificativos 


(1) Los artículos que no se insertan están 
derogados por disposiciones posteriores. 


que no necesitaren precisamente la del Mi- 
nistro. 

8.° La redacción de todos ios Reales de- 
cretos, Reales órdenes, instrucciones ó re- 
glamentos generales ó particulares que no 
fueren sobre asuntos peculiares de otra Di- 
rección, salva la autoridad del Ministro para 
confiársela á quien estime oportuno. 

b.° La Superintendencia del personal su- 
balterno y del material del Ministerio. 

10. Todo lo que como á director gene- 
ral de administración política de Ja Penínsu- 
la y Ultramar é inspector general del perso- 
nal le corresponde, según el artículo si- 
guiente. 

Art. 6.° Corresponde á los directores 
generales: 

1. ® Toda resolución de instrucción y 
trámite, claramente prevista en las leyes", 
reglamentos y disposiciones generales ó'es- 
peciales del ramo. 

2. ° Dictar las instrucciones necesarias 
para Ja pronta y cabal ejecución de los re- 
glamentos y Reales órdenes. 

3. ° Corresponder bajo su íirma y ea los 
negocios de su resolución con todos sus in- 
feriores en el ramo, así como con las auto- 
ridades y funcionarios públicos de igual ó 
inferior categoría. 

4. ° Ordenar en su dirección y ramo el 
trabajo como mas convenga al bien del ser- 
vicio, conformándose con las órdenes é ins- 
trucciones del Ministro. 

5. ° Proponer á este los empleados de 
sus respectivas Direcciones y nombrar los de 
su dependencia, cuyo sueldo no exceda de 
5.000 rs. 

6. ° Examinar y anotar, después de Jos 
oficiales de Secretaría, todos los expedientes 
de resolución de S. M., y redactar sus de- 
cretos, así como Jas Reales órdenes de gra- 
ve importancia y los reglamentos é instruc- 
ciones de su ramo, conformándose á lo que 
les previniere el Ministro y salva la autori- 
dad de este. 

7. ° Informar al Ministro, siempre que se 
lo ordenare, sobre cualquier punto de la ad- 
ro nistracion, y proponerle cuanto en ella 
crean conveniente al bien del Estado. 

8. ° Desempeñar las comisiones y encar- 
gos que el Ministro les confie. 

D.° Inspeccionar y dirigir los trabajos v 
conducta de todos los empleados de su Di- 
rección y ramo, amonestándolos, repren- 
diéndolos ó castigándolos correccioualrnente 
y aun suspendiéndolos de empico y sueldo 
en ios términos que previenen ó previnieren 
las leyes, ordenanzas, reglamentos y dispo- 
siciones de! Gobierno, 
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10. Dirigir siempre é inspeccionar, cuan- 
do el Ministro se lo ordenare, los estableci- 
mientos de su dependencia, dictando las 
medidas urgentes en el acto, y proponiendo 
á la superioridad las demás reformas ó pro- 
videncias que el bien del servicio recla- 
mare, 

11. Examinar y aprobar, oyendo ala 
Ordenación general de pagos, Jos presu- 
puestos y cuentas de sus respectivas de- 
pendencias, con arreglo á las leves, regla - 
mentos y disposiciones del Gobierno. 

12. Presidir los remates y subastas de 
sus respectivos ramos, siempre que no lo 
hiciere el Ministro ó el subsecretario de Real 
orden. 

Art. 7.” Los directores generales presi- 
didos por el Ministro, y en su ausencia por 
el subsecretario, se constituirán en junta 
consultiva, siempre que por su jefe sean 
convocados, para informarle verbalmente ó 
por escrito en ¡os negocios en que aquel lo 
tuviere por conveniente. 

El parecer de h junta se consignará 
siempre en el expediente de su razón. 

Art. 8.° El ordenador general do pagos, 
como jefe de su dependencia, tendrá en ella 
y relajamente á ios objetos de su institu- 
to, las mismas atribuciones que los directo- 
res generales en sus Direcciones. 

Art. 14. Los oficiales de Dirección tie- 
nen á su cargo la preparación de todos los 
expedientes que no se reserven á los oficia- 
les de Secretaría. Estos anotarán, como que- 
da dispuesto, les negocios de resolución de 
S. M.; ylos oficiales de Dirección los que de- 
ban resolverlos directores respectivos.» ( CL. 
t. 68, p. 413). 

R. O. de 12 junto de 1856. 

Por esta Real orden se arregló la distribu- 
ción de trabajos en la Secretaría del Ministe- 
rio, pero hoy rige la heclia en octubre de 
1869, por consecuencia de lo dispuesto en el 
art. 4.° del R. D. de 5 de setiembre de 1860, 
como veremos á continuación de este. 

R. D. de 5 setiembre de 1860. 

Creación de las secciones de órden público y de cons- 
trucciones civiles. 

Artículo l.° Se suprímela Dirección ge- 
neral de Gobierno en el Ministerio de la Go- 
bernación, y la plaza de oficial segundo que 
se creó por R. D. de 21 de agosto de 1859. 

Art. 2.° La Dirección general de admi- 
. nistracion local no entenderá en lo sucesivo 
mas que en los negocios de las provincias y 
de los pueblos que actualmente le están en- 


comendados ó puedan encomendársele mas 
adelante. 

Art.. 3.° Se crean dos secciones en el Mi- 
nisterio de la Gobernación con los nombres 
de de «Sección de órden público» y «sección 
de construcciones civiles.» Los jefes de es- 
tas secciones disfrutarán el sueldo de 40.000 
reales, y tendrá la categoría de jefes de ad- 
ministración de primera clase, 

Art. 4.° Un nuevo reglamento , fundado 
en los principios expuestos en el preámbulo 
de este decreto, establecerá las atribuciones 
de los directores generales como tales y co- 
mo jefe de sección, y la de los jefes de las 
nuevas secciones. — Dado en Palacio á 5 de 
setiembre de 1860. (CL. t. 84, p. 213.) 

La distribución de negociados hecha en 
octubre de 1860 es como sigue: 

SUBSECRETARIA. 

Negociado. 1,°— Despacho del Sr. Minis- 
tro con S. M. — Firma de los Sres. Ministro 
y Subsecretario. — Personal y material del 
Ministerio, de los Gobiernos de provincia y 
'Consejos provinciales. — Nombramiento do 
Alcaldes-corregidores. — Atribuciones de los 
Gobiernos de provincia. — Visitas de los Go- 
bernadores. — Cuestiones de preferencia en 
funciones públicas. — Gobierno interior de la 
Secretaría. — Apertura, registro, cierre y 
distribución de la correspondencia. 

Negociado 2.° — Elecciones en todos sus 
grados de Ayuntamientos, Diputaciones pro- 
vinciales y á Córtes con todas sus inciden- 
cias,— Nombramiento de senadores. — Cor- 
respondencias con los Cuerpos colegisla— 
dores. 

Negociado 3.° — Recurso? conten cioso-ad- 
ministrativos. — Competencias. — Autoriza- 
ciones para procesar á los empleados y de- 
más agentes de la Administración. — División 
territorial y municipal. — Estado de la po- 
blación. 

Negociado 4.°— Asuntos indeterminados. 
— Recursos de menores para contraer ma- 
trimonios. — Recompensas ¿indemnizaciones 
por servicios hechos á la nación. — Empresas 
de colonización. — Sociedades de seguros mu- 
tuos. — Asuntos relativos á los heridos en ju- 
lio de 1854. — Milicia nacional (incidencias). 
—Secuestros. 

SECCION DE ÓRDEN PÚBLICO. 

hegociado l Vigilancia pública.— Or- 
den púbiieo y negocios reservados que le 
conciernen. — Reuniones publicas. — Gastos 
reservados. — Comunicaciones telegráficas. 
— Pasaportes. — Naturalización de extranje- 
ros— Guardia civil; su personal, material y 
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servicio en la parte correspondiente á este 
Ministerio.— Policía de los carruajes destina- 
dos á la conduce. on de viajeros.- — Personal 
y material de vigilancia. — Emigrados, refu- 
giados políticos, pasajeros españoles al ex- 
tranjero y Ultramar. 

Negociado 2.' — Cuestiones relativas al li- 
bre ejercicio de la imprenta.— Examen, pu- 
blicación y recomendación de periódicos y 
libros oficiales, científicos, artísticos ó litera- 
rios. — Personal de fiscales de imprenta y de 
novelas. — Imprenta nacional: personal y ma- 
terial déla misma. — Teatros y demás espec- 
táculos públicos. — Censura de las obras dra- 
máticas. — Personal de ia misma.— Teatro 
Real. — Personal y material del mismo. 

Negociado 3.° — Quintas, reemplazo de! 
ejército con todo lo relativo á este objeto. 

Negociado 4.° — Milicias provinciales. 

SECCION DE CONSTRUCCIONES CIVILES. 

Negociado I.° — Presupuestos de obras, 
subastas y sus incidencias. — Junta consulti- 
va de policía urbana y edificios públicos, su 
personal y material. — Arquitectos délas ofi- 
cinas centrales, provinciales y de distrito" 
su personal y material. — Arquitectos muni- 
cipales. — Expedientes sobre declaración. de 
utilidad pública y expropiación forzosa. — 
Ordenanzas generales de construcción. 

Negociado 2.* Presupuestos y proyec- 
tos de edificios y demás obras del Ministerio 
de la Gobernación y de Jas corporaciones de- 
pendientes del mismo. — Construcción y eje- 
cución de estas obras, — Exámen de los pre- 
supuestos y proyectos de las obras locales. 
— Pliegos de condiciones facultativas y eco- 
nómicas. — Cuestiones de ornato y seguri- 
dad pública á que puedan dar lugar las 
construcciones.— Pianos de poblaciones y 
alineación de calles y sus incidencias. 

DIRECCION GENERAL DE ADMINISTRACION. 

Negociado 4.°- — Propios, bienes del co- 
mún con sus incidencias, perdón ó morato- 
rias por deudas á los mismos. — Baldíos, su 
aprovechamiento, roturación, desliude y 
enajenación en ¡a parte que corresponde á 
este Ministerio.— Indemnizaciones á favor 
y en contra de unos y otros bienes. — Poli- 
cía urbana y rural, y contratos y subastas de 
servicios municipales. 

Negocwdq 2.°-- Arbitrios destinados á cu- 
brir los presupuestos provinciales y munici- 
pales. — Espedientes por incidencias de con- 
tribuciones.— Alojamientos, bagajes y sumi- 
nistros. 

Negociado 3.°— Presupuestos provincia- 
les y Si\s incidencias. — Subastas de servicios 


provinciales, excepto las relativas á bagajes* 
— Reclamaciones por deudas á favor y en 
contra de Jos fondos provinciales. — Deposi- 
tarías de fondos provinciales. — boletines 
oficiales , — Empréstitos para carreteras pro- 
vinciales. 

Negociado 4.° — Presupuestos municipa- 
les.— Pensiones , viudedades y jubilaciones 
á empleados, dependientes de los Ayunta- 
mientos. — Reclamaciones pordeudas á favor 
yen contra de los fondos municipales.— Em- 
préstitos municipales. 

Negociado 5." — Exámen de cuentas de 
fondos provinciales, con todas sus inciden- 
cias hasta su fenecimiento. — Idem, ídem de 
fas municipales que deben venir á la apro- 
bación del Gobierno, — •Correspondencia acer- 
ca de las cuentas atrasadas con el tribunal 
de las del reino. — Expedientes sobre desfal- 
cos y reintegros á los fondos provinciales y 
municipales.— Estadística de los presupues- 
tas y cuentas provinciales y municipales. — 
Personal de la comisión de cuentas de la 
dirección y de los Gobiernes de provincia. 

Negociado 6.°— Pósitos y sus incidencias. 

DIRECCION GENERAL DE BENEFICENCIA Y SA- 
NIDAD. 

Negociado 4.° — Casas de dementes. — 
Idem de sordos -mu dos y ciegos. — ídem de 
decrépitos é impedidos. — Hospitales,— Hos- 
picios y casas de misericordia. — Casas de 
maternidad y expósitos. — Idem de huérfa- 
nos y desamparados. — Casas de socorro, — 
Hospitalidad domiciliaria y transeúntes. — 
Patronatos, memorias y obras pías. , 

• Negociado 2.° — Persona! de las juntas ge- 
neral, provinciales y municipales. — Perso- 
nal délas Secretarías de las mismas. — Idem 
de todos los establecimientos del ramo. — 
Abogados de beneficencia. — Obras.— Clasi- 
ficación de los establecimientos.— Agrega- 
ciou y segregación de rentas. — Conversión 
y enajenación del papel de ia Deuda pública. 
— Enseñanza relacionada con la beneficen- 
cia. — Colegios de educaudas. — Montes píos. 
— Cajas de ahorros. — Sociedades de socorros 
mútuos. — Junta y asociaciones para promo- 
ver el bienestar délas clases pobres. — Auxi- 
lios á españoles y extranjeros menesterosos 
dentro y fuera del reino. — Traslación á Es- 
paña de expósitos y dementes. — Calamida- 
des públicas. . 

Negociado 3.°— Sanidad terrestre.— Epi- 
demias y epizootias. — Higiene pública y po- 
licía sanitaria — Ejercicio de las profesiones 
del arte de curar. — Subdelegaciones.— Aca- 
demias de medicina y cirugía. — Inspeciopes 
de géneros medicinales, — Vacuna. Baños 
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minerales. — Cruces de epidemias y de be- 
neficencia. — Indiferente. — Personal de to- 
dos los establecimientos y juntas de sani- 
dad, — Material de los mismos. — Consejo y 
juntas de sanidad. — Sanidad marítima. — La- 
zaretos y cuarentenas. — Tarifas de derechos 
sanitarios. — Lev y reglamento de sanidad. 
— Cementerios. 

Negociado 4.° — Estadística general de be- 
neficencia y sanidad. — Movinvento de po- 
blación. — Nacimientos, matrimonios y de- 
funciones. — Estado sanitario de las provin- 
cias. — Movimiento de enfermos en los hos- 
pitales y establecimientos de todas clases. — 
Nomenclátor de subdelegaciones, partidos y 
personal de las ciencias médicas. — Memorias 
de baños y aguas minerales. — Estadística 
especial de pauperismo, de los sordo-mudos 
y de los ciegos. — Incidencias de la estadís- 
tica general de! ramo. 

DIRECCION GENERAL DE ESTABLECIMIENTOS 
PENALES. 

Negociado l.° — Asuntos generales de la 
Dirección.' — Cárceles. — Depósitos municipa- 
les. — Establecimientos correccionales. — 
Edificios de todos estos establecimientos. — 
Persona] délos mismos. — Su organización y 
reglamentos. — Régimen interior, económi- 
co, disciplinario, moral, y religioso. — Labo- 
res en que se puedan ocupar los presos. — 
Inspección de los mismos establecimientos. 
— Estadística carcelaria. 

Negociado 2.° — Prestios.— Casas de cor- 
rección para mujeres. — Personal de estos 
establecimientos.- — Edificios de los mismos. 
— Su organización y reglamentos. — Régi- 
men interior, disciplinario, moral y religio- 
so. — Cumplimiento de las penas. — Premios 
y rebajas. — Alzamiento de retención. — Pe- . 
nados que habiendo cumplido su condena 
quedan sujetos á la vigilancia de la autori- 
dad. — Aplicación de los presidiarios á las 
obras públicas.- — Estadsíliea de los presidios 
de ambos sexos. 

Negociado 3.° — Régimen económico de 
Ims presidios. — Presupuestos generales, par- 
ticulares y mensuales de gastos é ingresos. 
—Manutención délos presidiarios. — Vestua- 
rio de los mismos. — Enfermerías.— Talleres.' 
t — Subastas y contratos. — Reglamento para 
estos objetos. — Traslación de penados. — Ca- 
denas. — Exámen de las cuentas de produc- ■ 
tos, fabricación, y del fondo de ahorros de ; 
los penados. — Cuenta é intervención de! de- ¡ 
pósito general de efectos y de! almacén de 
ventas.— Estadística fabril de los penados y 
su comparación con la industria libre. 


LA GOB. 

DIRECCION GENERAL DE CORREOS. 

Sección 1 . a — Negociado i .° — Postas. — 
Inspección y visitas.— Ajuste y liquidación 
deservicios. — Itinerarios y su cumplimiento. 
— Extraordinarios (viajes), jornadas. —In- 
demnizaciones. — Ferro-carriles. 

Negociado 2.° — Contratas y subastas de 
conducciones. — Servicios y conducciones 
marítimas.— Creación de estafetas y carte- 
rías.— Correo diario con todas sus inciden- 
cias. 

Negociado 3.° — Tarifas. — Efectos, ense- 
res y.edificiosde las Administraciones. — Con- 
signaciones de las mismas. 

Negociado 4.” — Convenios de correos con 
otras naciones. — Servicios mistos con el 
extranjero.— Correspondencia con los mis- 
mos. — Reclamaciones del exterior. 

Negociado o.°— Presupuestos. — Fianzas. 
— Alcances de empleados,— Impresiones.— 
Cuentas de rentas públicas. 

Negociado 6.° — Geógrafo de !a Dirección. 

Sección 2. a — Negociado I ° — Construcción 
de baíijas y maletas. — Id. de sellos. — Sillas- 
correos. — Indiferente. 

Negociado 2.° — Abonopor corresponden- 
cia en todos conceptos. — Cartas sobrantes y 
periódicos,— Examen decuentas de interven- 
ción reciproca. — Carias por falta de direc- 
ción . 

Negociado 3.°— Exa'men de vayas con to- 
das sus incidencias. — Certíficadosy sus recla- 
maciones. — Valores asegurados. 

Negociado 4.° — Correspondencia oficial 
—Causas de oficio y pobres.— Franqueo y 
sellus de oficio. — Licencia para correr la 
posta. — Asientos de las sillas-correos. 

Negociado 5.’ — -Registro. — Copiador de 
órdenes. — Cierre. 

Sección 3. a — Señores inspectores.— Ins- 
pección. — Informes y estadística del ramo. 

ORDENACION GENERAL DE PAGOS. 

Intervención. — Intervención general.— 
Redacción de los presupuestos generales del 
Estado.— Asuntos generales. 

Negociado l /‘—Teneduría de libros.— 
Distribución de fondos. — Redacción de las 
cuentas de gastos públicos y de presupues- 
tos — Remesas de ios libramientos. 

Negociado 2.° — Secretaría del despacho 
—Consejo de Estado.— Milicia nacional (in- 
cidencias).— Guardia civil.— Teatro Real.— 
Policía sanitaria. — Beneficencia. — Junta 
consultiva de policía urbana y edificios pú- 
blico.— Fiscalía de imprenta.— Imprenta na- 
cional. 
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Negociado 3.° — Personal y material de los 
Gobiernos de provincia. 

Negociado 4.°— Personal y material de 
vigilancia. 

Negociado 5.° — Presidios, casas de correc- 
ción y cárceles. 

Negociado 6.°— Personal y material de 
telégrafos. 

Negociado 7.°— Personal de las adminis- 
traciones y estafetas de correos. 

Negociado 8.° — Gastos ordinarios y ex- 
traordinarios de correos.— Conducciones ge- 
nerales, trasversales y marítimas. 

Negociado 9.° — Liquidaciones parciales y 
generales de haberes desde 1828 á 1851.— 
Reparos de cuentas. 

Negociado 10. — Registro y cierre. 

dirbocion general de telégrafos. 

Esta Dirección tenia una planta especial y 
sus individuos pertenecen al cuerpo de telé- 
grafos. Su organización es completamente 
distinta á la de las otras (1). 

Tales son tos asuntos que correspon- 
den a! Ministerio de la Gobernación , y 
su distribución en los distintos nego- 
ciados. 

Las atribuciones del subsecretario, 
directores, jefes de Sección y oficiales 
de Dirección ó Secretaría, se determi- 
nan por el R. D. de 1 1 de junio de 1856, 
y el de 5 de setiembre de 1860, que 
quedan insertos. 

/?. D. de 6 febrero de 1864. 

Determinando la competencia de los Ministros de Go- 
bernación y Fomento on lo relativo al trasporte de 
ja correspondencia pública por los ferro-carriles. 

(Pres. del C. de M.) «Vistas las contes- 
taciones que han mediado entre el Ministerio 
de la Gobernación y el de Fomento' sobre á ' 
cuál de los dos compete conocer de las du- 
das que suscite la obligación impuesta á las 
empresas de ferro-carriles de trasportar la 
correspondencia pública , y el señalamiento 
de las liaras de salida, marcha y detencio- 
nes de los trenes- correos: 

Conformándome con lo consultado por el 
Consejo de Estado en pleDo , y de acuerdo 
con el parecer del Consejo de Ministros, 
Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo l.° Corresponde al Ministerio 
de Ja Gobernación la declaración de los de- 


(1) ^Aunque han sido refundidas esta Direc- 
cion y la de correos en la de Comunicaciones, 
deben observarse lo» reglamentos que acerca 
de ellas están vigentes. 


rechos reconocidos ó que se reconozcan en 
lo sucesivo á favor de] ramo de correos en 
las levos y disposiciones generales de ferro- 
carriles y en las especiales de cada nueva 
concesión. 

Art, 2.° Corresponde asimismo al expre- 
sado Ministerio organizar los trenes-cor- 
reos, fijando las horas de salida , su marcha 
y detenciones, según las necesidades del ser- 
servicio á que principalmente se destinan. 

Art. 3.° Si la organización dada á los 
trenes correos ofreciere dificultades faculta- 
tivas para su planteamiento, se zanjarán po- 
niéndose de acuerdo los Ministerios de la Go- 
bernación y Fomento. ' 

Art. 4. u Al Ministerio de Fomento cor- 
responde hacer que las empresas de ferro- 
carriles cumplan los itinerarios que se fijen 
para ios trenes-correos, con todo el lleno de 
atribuciones que le competen en los demás 
trenes ordinarios. — Dado en Palacio á 6 de 
febrero de 1864. — Está rubricado de la Real 
mano. El Presidente del Consejo de Minis- 
tros, Lorenzo Arrazola » (Gac. 8 id.) 

R. D. de 23 julio de 1866. 

Reformaba la planta de la Secretaría, y 
fué derogado por disposiciones posteriores. 
(Gac. 25 julio.) 

Disposiciones de 1868. 

R. D. de 20 julio de 1868. 

Reorganización do ia planta del Ministerio. 

(Gob.) Por este decreto solo quedaban 
tres directores generales á saber: de Política, 
de Administración, de Correos y telégrafos y 
fué suprimida la Ordenación general de pa- 
gos, etc. { Apéndice /, p. 325.) 

R. O. de 20 julio de 1868. 

(Gob.) Aprobando la instrucción de con- 
tabilidad de Gobernación , que deroga la de 
13 de abril de 1858. ( Apéndice I, p. 328.) 

Dec. del Gob. prov. de 17 octubre de 1868. 

Nueva planta del Ministerio. 

(Gob.) Por este decreto se deroga el de 
20 de julio último y se restablece la planta 
dada á la Secretaría en 9 de agosto de 1854 
en esta forma: un subsecretario (1), tres di- 
rectores generales, un ordenador de pagos, 
cuatro oficiales primeros , cuatro id. segun- 
dos, cuatro id. terceros, cuatro id. cuartos, 
cuarenta y tres auxiliares de cinco catego- 
rías y veintiún escribientes, además del ar- 


(i) Por decreto de 10 del propio me» fué 
restablecida esta plaza. 
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chivero con un oficial primero, otro segun- 
do y dos terceros. [CL. í. iOO, p. 326.) 

Decreto de 24 marzo de 1869. 

Por esta disposición se refundieron en la 
Dirección general de Comunicaciones las de 
Correos y Telégrafos. (Gac. 25 marzo.) 

Decreto de i. 0 julio cíe 1869. 

Por esta disposición quedó organizado este 
Ministerio en la forma que en extracto apa- 
rece en la entrada de este artículo cuyo por- 
menor está inserto en el Apéndice f/, p. 247. 

Los sugetos que ocuparon desde 13 de ju- 
lio de 1812, en que se creó este Ministerio, 
tan importante puesto fueron por órden cro- 
nológico los que se expresan en el siguiente 
estado. 

Ministros de la Gobernación desde 1812, 

FECHAS 

NOMBRES de sus 

de tos Ministros. nombramientos 


D. José García León y Pi- 

zarro , 13 Jid. 1842 

D. Pedro Gómez Labrador.. 14 En. 1813 
D. Juan Alvares Guerra. .. , 30 Mar. 1813 
D. Pedro Macanaz, . . , 4 May. 1814 

D. José García de la Torre. . 10 Mar. 1820 

D. José María Parga 22 Mar. 1820 

D. Agustín Argüelles. . ♦. 3 Abr. 1820 

D. Antonio Porcel 3 Abr, 1820 

D. Joaquín Baeza 2 Mar. 1821 

D. Rarncn Feliú. , . . . 5 Mar. 1821 

D. Mateo V'aldemoros 21 Mar. 1821 

D. Ramón Feliú. 4 May. 1821 

D. Vicente Cano Manuel. . , 8 En, 1822 

D. Francisco Javier Pinilla.. 11 En. 1822 

D. José María Moscoso 28 Feb. 1822 

D. Joaquín Fondevilla. , , . , 7 Jul. 1822 

D. Diego Clemencia 8 Jul. 1822 

D. José María Calatrava ... . 10 Jul. 1822 
D. José Fernandez Gaseo. . 5 Ag. 1822 

D. Antonio Diaz del Moral.. 2 Mar. 1823 

D: José María Calatrava 20 Abr. 1823 

D. Manuel García Herreros. 12 May. 1823 

D. Vicente Sancho 18 May. 1823 

D, Salvador Manzano Jul ' 1823 

D. José Aznarez 27 May. 1823 

D. Victoriano Encina y Pie- 
dra Oct. 1832 

El Conde de Ofelia 28 Oct. 1832 

D. Francisco Javier Burgos. 29 Oct. 1833 
D. José María Moscoso. .. . 17 Abr. 1834 
D. ¡Nicolás María Garellí. . . 17 Abr. 1834 

D. Diego Medrano 19 Feb. 1835 

t». Juan Al vare/ Guerra... 13 Jun. 1835 


D. Manuel de Riva Herrera! 
D. Angel Vallejo.. ......... 

D. Ramón Gil de la Cuadra. 
D. Martin de los Heros ... 
El Duque de Rivas. ..... . 

D. Ramón Gil de la Cuadra. 
D. Joaquín María López. .. 
D. Agustín Armendariz.. . . 

D. Pío ‘Pita Pizarro-, 

D. Pedro Antonio Acuña.. 
D. Diego Antonio González 

Alonso ... ...... 

D. Manuel Vadillo. ....... 

D. Rafael Pérez . ......... 

D. Francisco Javier Ulloa. . 
El Marqués de Someruelos. 
El Marqués de Valgornera.. 
D. Francisco Agustín Sil- 

vela 

D. Antonio Hompanera.. . . 

D. Lorenzo Arrazola 

D. Juan Carramolino 

D. Lorenzo Arrazola. ..... 

D. Saturnino Calderón Co- 

liantes 

D. Agustín Armendariz 

D. .Ramón Santilian 

D. Vicente Sancho. . 

D. José María Secades 

D. Francisco Cabello ! 

D. Fermin Artela, T ....... 

D. Manuel Cortina 

D. Facundo Infante..,,.. 
D. Mariano Torres Solanot.. 

D. Fermin Caballero 

D. Pedro Gómez de la Serna 
D. Fermín Caballero. * .. , 
D. Jacinto Félix Domenech. 
El Marqués de Peñaflorida. 

D. Pedro José Pidal 

D. Javier Isturiz 

Marqués de Miradores 

D. Javier Búrgos 

D. Juan Felipe Martínez. . . 

D. Pedro José Pidal 

\ D. Manuel Seijas Lozano.. 

] D. Antonio Benavides . . . . 
D. Patricio de la Escosura. 

D. Luis José Sartorius 

D. Trinidad Balboa 

D. Luis José Sartorius.... 

D. Fermin Arteta. ....... 

D. Manuel Btdtran de Lis. 

D. Melchor Ordoñez 

D. Cristóbal Bordiú 

D. Alejandro Llórente 

D. Antonio Benavides 

D. Pedro Egaña 
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28 Ag. 1835 

28 Ag. 1835 

14 Set. 1835 
16 Set. 1835 

15 May. 1836 
14 Ag. 1836 

11 Set. 1836 

23 En. 1837 

27 Mar. 4837 
9 Jul. 1837 

13 Ag. 1837 
18 Ag. 1837 
i. u Oct. 1837 
26 Nov. 1837 

16 Dio. 1837 

7 Set. 1838 

6 Dic. 1838 
9 Dic. 1838 

10 Mav. 1839 

18 May. 1839 
21 Oct. 1839 

16 Nov. 1839 

8 Abr. 1840 
20 Jul. 1840 
20 Jul. 1840 

19 Ag. 1840 

12 Ag. 1840 

11 Sel. 1840 

29 Ag. 1840 
3 Oct. 1840 

21^May. 1841 
17'Jun. 1842 

9 May. 1843 
19 May. 1843 

24 Jul. 1843 
24 Nov. 1843 

5 Dic. 1843 

3 May. 1844 

13 Feb. 1846 

12 Feb. 1846 
16 Mar. 1846 

4 Ab. 1846 
12 Ab. 1846 

28 En. 1847 
28 Mar. 1847 
l. 1 ’ Set. 1847 

4 Oct. 1847 

19 Oct. 1849 

20 Oct. 1849 

14 En. 1851 

5 Ab. 1851 

7 Ag. 1852 

15 Nov. 1852 

14 Dic. 1852 
10 En. 1853 
14 Ab. 1853 
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D. Luis José Sartorios. . .. 19 Set, 1853 
D. Antonio de los Ríos y 

Rosas i 8 Jul . 1854 

D. Francisco Santa Cruz.. 30 Jul. 1854 

D. .lidian Haelves 6 Jim. 1855 

D. Patricio de la Escosura. 15 En. 1856 
D, Antonio de los Ríos y 

Rosas 14 Jul. 1856 

D. Cándido Nocedal 12 Oct. -1856 

D.' Francisco Armero y Pe- 
ñaranda, interino.!,... 15 Oct, 1857 
D. Manuel Bermurlez de 

Castro 25 Oct 1857 

D. Ventura Diaz ....... . 14 En. 1858 

D. José Fernandez de la 

Hoz, interino.... 5 May. 1^58 

D. José Posada Herrera. . . 14 May. 1858 
D. Antonio Aguilar y Cor- 
rea, Marqués de la Vega 

de Armijo 17 En. 1863 

D. Florencio Rodríguez 

Vaamonde 2 Mar. 1863 

D. Antonio Benavides . . - - 17 En. 1864 
D. Antonio Cánovas del 

Castillo l.°Mar. 1864 

D. Luis González Brabo. . . 16 Set. 1864 
D. José Posada Herrera .. . 21 Jun. 1865 
D. Luis González Bravo. . . 10 Jul. 1866 
D. Práxedes Mateo Sagas- 

ta (Gob. Prov.) 8 Oct, 1868 

El mismo confirmado para 
igual cargo en el Poder 
Ejecutivo ... 25 Feb. 1869 

MINISTERIO DE LA GUERRA. La Se- 
cretaria déla Guerra constituye una cor- 
poración político-militar, con ascensos 
determinados. Consta su personal: del 
subsecretario, de la clase de mariscal de 
campoóbrigadier; dos oficiales primeros, 
de la de brigadieres; cuatro oficiales se- 
gundos, de la de coroneles, y cuatro ter- 
ceros de la de tenientes coroneles. Hay 
además cierto número de auxiliares de 
la clase de subalternos y capitanes del 
ejército y oficiales de administración 
militar, y los escribientes necesarios. 

Son de la competencia del Ministerio 
de la Guerra todos los asuntos militares, 
la conservación, aumento ó disminución 
del ejército, su armamento, manuten- 
ción y equipos, cuarteles, alojamientos, 
artillería, ingenieros, sus escuelas espe- 
ciales y la de administración militar, 
concesión de empleos, grados, honores 
y condecoraciones militares, nombra- 
miento de capitanes generales de los dis- 


LA GUERRA. 

trilos, segundos cabos, etc., y para las 
plazas que le corresponden en el Tribu- 
nal Supremo de Guerra y Marina, para 
auditores de Guerra, fiscales de los Juz- 
gados de este ramo y demás auxiliares 
de los mismos; lo pertenciente al ramo 
de sanidad militar, y las mercedes de 
los hábitos de las órdenes militares, pero 
dirigiéndose al Ministerio de. Gracia y 
Justicia para que comunique los nom- 
bramientos al Tribunal de las órdenes. 

Como sucede en los demás Ministerios, 
á la Secretaria de La Guerra afluye para 
la ulterior resolución ó para tener cono- 
cimiento de ello todo lo concerniente á 
este importante ramo de la Administra- 
ción pública; y para la fácil marcha de 
los negocios hay distribuidas por ramos, 
los centros que se detallan, con el per- 
sonal correspondiente. 

El Consejo Supremo de Guerra y Ma- 
rina. 

La Dirección de Estado mayor con su 
academia y personal de archivos. 

La de infantería con su colegio. 

La de artillería con su personal facul- 
tativo, su academia, museos, parques y 
fábricas de armas, atalajes, pólvora y 
proyectiles. 

La de ingenieros con su escuela y per- 
sonal facultativo. 

La de caballería con su academia, es- 
cuelas de herradores y veterinaria, re- 
1 monta y cria caballar. 

; La de sanidad militar con su material 
correspondiente para e! servicio de hos- 
pitales, etc. 

La de administración militar con el 
material necesario para hacer fácil el tras- 
porte de los efectos militares y demás aten- 
ciones del servicio anejas á este cuerpo. 

E! Vicariato general castrense para 
atender al servicio religioso de los cuer- 
pos del ejército. 

Y las Direcciones generales de. la guar- 
dia civil y carabineros para las atencio- 
nes de estos institutos en la parte refe- 
rente á la disciplina, subsistencias, arma- 
mento y equipo. 

De estos centros dependen los dife- 
rentes cuerpos que hemos enumerado en 
Ejército, así como los capitanes gene- 
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rales de distrito y demás jefes del ramo. 

Hé aquí las recientes disposiciones so- 
bre organización de la Secretaría del Mi- 
nisterio. 

R. D. de H junto de 1863. 

Organización ite !a Secretaría. 

(Guerra.) Organizando la Secretaría de 
la guerra, bajo la base de que no se conce- 
dan ascensos en la carrera militar sin vacan- 
tes que los motiven, y aplicando á los jefes y 
oficiales empleados en aquella las prescrip- 
ciones reglamentarias de sus respectivas ar- 
mas en todo lo concerniente á los referidos 
ascensos ( Gac . 18;un?'o.) 

R. D. de 8 marzo de 1864. 

Dando nueva organización á la Secretaría. 

(Guerra.) Según la nneva organización 
que se dá á la Secretaría del Ministerio déla 
Guerrí por este decreto que reforma el de 
17 de junio de 1863, supersonal hade cons- 
tar de un subsecretario, de cuatro oficiales 
primeros de la clase de brigadieres, y de 
ocho segundos de la de coroneles; tres de 
cuyas plazas corresponden á jefes de armas 
é institutos especiales del ejército. (Gac. 10 
marzo.) 

Decreto de 12 abril de 1869. 

Por este decreto inserto en el Apéndice II, 
pág. 18?, se organizó de nuevo el persona 
de la Secretaría del Ministeiio, en ía forma 
abreviada que aparece á la entrada de este 
artículo con respecto ai subsecretario y ofi- 
ciales, siendo los auxiliares en DÚmero de 
veintitrés, á saber: uno primero de la clase 
de comandantes, seis segundos y seis terce- 
ros deja de capitanes, y seis cuartos y cua- 
tro quintos de la de tenientes. Fija en cua- 
renta el DÚmero de escribientes, en ocho el 
de porteros y en siete el de los mozos de 
oficio. Y ppr último, ordena continúe el ar- 
chivo servido en la forma en que se encuen- 
tra, pero debiendo recaer en lo sucesivo el 
empleo de archivero en un comandante y los 
de oficiales l.°, 2,°y 3.° en oficiales de igua- 
les denominaciones de! cuerpo, y conservar 
los actuales empleados los derechos que tie- 
nen adquiridos. 

Decreto de 16 abril de 1869. 

Se suprimió el Tribunal Supremo de Guer- 
ra y Marina, creando en su lugar un Consejo 
Supremo de Guerra en la forma que apare- 
ce eu el Apéndice 11, p. 144 y siguientes, 
quedando incorporado al Almirantazgo la ju- 
risdicción de Marina. 

A continuación estampamos la lista délos , 


Ministros que han desempeñado el de la 
Guerra desde 21 de junio de 1759 basta 
la fecha con la designación déla de sus 
nombramientos. 


NOMBRES 
de los Ministros. 


FECHAS 
de sus 

nombramientos. 


D. Ricardo Valí 21 Jun. 

Marqués de Esquiladle. ... 8 Oct. 

D. Juan Antonio Muniain. . 3 Ab. 

El Conde de Rida. . . Feb. 

D. Miguel Muzquiz. ...... Jul. 

D. Pedro Cereña ‘21 En. 

D. Gerónimo Caballero 15 Dic. 

Conde de Campo Atange. . . 25 Ab. 
O. Miguel José de Azanza. . 1 1 Dic. 
D. Juan Manuel Al varez. . . 21 Oct. 

D. Antonio Cornel 4 Set. 

D. José Antonio Caballero. May. 

D, Francisco Gil de Eemus. 2 Jul. 

D. Pedro Ceballos 7 Ag. 

D. Antonio Olaguer FeJiú 25 Nov. 

D. Gonzalo Oíarri! 8 Ab. 

D. Antonio Cornel 13 Oct. 

D. Antonio Escaño..... . . 15 Oct. 

D. Francisco Eguía 3 Feb. 

D. Ensebio Bnrdají 20 May. 

D. José Heredia . 9 Oct. 

D. José Carvajal . 6 Feb. 

D. Francisco Javier Abadía. 23 Jul. 

D. Juan 0‘Donojún* j^jj ^ ' 

D. Luis Beltran .......... 23 Ab. 

D. Tomás Moreno*. 14 En. 

Marqués de Campo Sagrado. 4 May. 

D. Manuel Freiro. ... 16 May. 

Duque do San Carlos 16 May. 

D. Francisco Eguía 30 May. 

D. Francisco Ballesteros. . . 25 Mar. 

1). Pedro Bailin 12 Ag. 

Marqués de Campo Sagrado. 28 Oct. 
D. Luis María Salazar. ... 23 Oct. 

D. Francisco Eguía 19 Jul. 

D. José María Alós 13 Jun. 

D. Antonio Remon Zarco 

del Valle, interino 20 Mar. 

Marqués de las Amarillas. . 16 Mar. 

D. Juan Javat 18 Ag. 

D. Antonio Remon Zarco 

del Valle 8 Nov. 

D. Cayetano Valdés 23 Set. 

D. Ignacio Balanza! ....... 2 Mar . 

D. Tomás Moreno. * 4 Mar. 

D. Diego Contador. . 23 Ag. 

D. Ignacio Balanza! 4 Set. 

])’ Francisco de Paula Es- 
cudero - - ■ '23 Ag. 


1759 

1763 

1766 

1772 

1780 

1785 

1788 

1790 

1795 

1796 
1799 
1801 
1805 
1 805 

1807 

1808 
1808 
1808 
1810 
1810 
1810 
1812 
1812 
1813 
1813 

1813 

1814 
1814 
1814 
1814 

1814 

1815 
1815 
1815 
1815 
1817 

1819 

1820 
1820 
1820 . 

1820 

1820 

1821 

1821 

1821 

1821 

1821 
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D. Estanislao Sánchez Sal- 
vador. . r r - 

D. Francisco de Paula Es- 
cudero i. ■ J I 1 ■" r 

O , José Castellar . r r r . - , 

I). José Cienfuegos 

1). Luis Balanzat. 

13. Lerommo Lobo*. . , 

D. Felipe Sierra Pambley. . 
D. Miguel López Baños. . . . 
D. José María Torrijos. . . . 
1). Pedro de la Barcena. . . . 
I). Mariano Zürraquin. .... 
D. Estanislao Sánchez Sal- 
vador 

D. Manuel de la Puente. . . 

D. José San Juan 

D. Bartolomé Vasallo 

D. José de la Cruz 

D. José Avmeric 

D. Luis María Saiazar 

Marqués de Zambrano. .... 
D. Juan Antonio Monet. . . . 
D, Francisco Javier Ulíoa., 

D. José de la Cruz 

D. Javier Ulloa, interino... . 
D. Antonio Remon Zarco 

del Valle 

D. Manuel Llander 

I), Francisco Martínez de la 

Rosa 

D. Gerónimo Valdés 

D. Francisco Martínez de la 

Rosa 

3, Valentín Ferraz.. 

Marqués de los Amarillas. . 
Duque de Caslroterreño . . . 
D. Mariano Quirós ........ 

Conde de Almodovar 

D. Juan Alvarez Mendizabal 

Marqués de Rodil 

D. Antonio Seoane. 

D. Manuel Soria. ........ 

D. Sauliago Me*dez Vigo. . 
ü. Andrés -García Camba. . . 
Marqués de Rodil. ...... 

D. Francisco Rodz. Vera.. 
El Conde de Almodovar. . 

D. Facundo Infante 

D. Baldomero Espartero., 
D. Pedro Chacón. ....... 

D. Baldomero Espartero. . . 
D. Evaristo San Miguel,. . . 

D. Ignacio Balanzat. 

D. Francisco Ramonet. . . . 
D. Baldomero Espartero.. . 
Barón del Solar 

D. José Carratalá. 

D. Manuel Latre 


M1NÍST 

. DE 

9 

Set. 

1821 

8 

En. 

1822 

9 

En. 

1822 

24 

En. 

1822 

28 

Feb. 

1822 

6 

Jul. 

1822 

7 

Jul. 

1822 

10 

Jul. 

1822 

2 

Mar. 

1823- 

21 

Ab. 

1823 

12 

May. 

1823 

12 

Mav. 

1823 

21 

JuL 

1823 

27 

May. 

1823 

29 

Ag. 

1823 

2 

Dic. 

1823 

26 

Ag- 

1824 

13 

Jun. 

1825 

27 

Jun. 

1825 

l.° 

Oct. 

1832 

d.° 

Oct. 

1832 

14 

Dic. 

1832 

14 

Dic. 

1832 

16 

'Nov. 

1833 

3 

Nov. 

1834 

3 

Nov. 

1834 

17 

Feb. 

1835 

17 

Feb. 

18.35 

8 

Ab. 

1835 

13 

Jun. 

1835 

28 

Ag. 

4833 

14 

Set. 

1835 

29 

Set. 

1835 

29 

Set. 

1835 

28 

Ab. 

1836 

15 

May. 

1836 

12 

Jun. 

1836 

12 

Jun. 

1836 

15 

Ag. 

1836 

21 

Ag. 

1836 

26 

Nov. 

1838 

27 

Feb. 

1837 

21 

Mar. 

1837 

29 

Jul. 

1837 

29 

Jul. 

1837 

18 

Ag. 

1837 

21 

Ag. 

1837 

1 .' 

Oct. 

1837 

4 

Oct. 

1837 

8 

Dic. 

1837 

8 

Dic. 

1837 

17 

En. 

1833 

19 

Mar. 

1838 


LA GUERRA. 

D. Manuel de Cañas 19 Mar. 1838 

El Conde de Ofalia 20 May. 1838 

D. Juan Antonio Aldama. . 26 Ag. 1838 
D. Isidoro Alaix. ....... , 9 Oct. 1838 

D. Valentín Ferraz 9 Oct.. 1838 

D. Francisco Hubcrt...., 11 Oct.. 1838 

.Duque de Frias 31 Oct. 1838 

D. Francisco Narvaez..., 1*7 Nov. 1839 
D. Fernando Norzagar.ay . . 8 Ab. 1840 

Conde de Cleonard . . . , 3 . 14 Ab. 1840 
D. Fernando Norzagaray., 27 Ab. 1840 
D. Manuel Varela,....’.* 18 Jal. 1840 

D. Valentín Ferraz 18 Jul. 1840 

D. Francisco Javier Azpiroz 28 Ag. 1840 


D. Facundo Infante...... 11 Set. 1840 

D. Pedro Chacón.... 3 Oct. 1840 

D. Evaristo San Migue!... 21 May. 1841 

Marqués de Rodil.. 17 Jun. 1842 

D, Francisco Serrano 9 May. 1843 

D. Isidoro Hoyos 19 May. 1843 

D. Agustín Nogueras..... 24 May.* 1843 
D. Francisco Serrano...., 24 Jul, 1843 

D. Antonio Gallego 1.* Dic. 1843 

D. Manuel Mazarredo 5 Dic. 1843 


IL Ramón María Narvaez. . 3 May. 1844 

I). Federico Roncali 11 Feb. 1846 

D. Ramón María Narvaez. . 16 Mar. 1846 
D. Francisco Armero.... 4 Ab. 1846 

D. Laureano Sanz 12 Ab. 1846 

D. Félix María Messina. .. . 28 En. 1847 

D. Manuel Pavía ♦ 28 En. 1847 

D. Marcelino Oraá. 15 Feb. 1847 

D. Manuel Mazarredo 28 Mar. 1847 

D. Fernando de Córdoba . . l.° Set. 1847 

Duque de Valencia 3 Nov. 1847 

D. Francisco de Paula Fi- 

gueras 24 Dic. 1847 

El Conde de Cleonard. . . co 19 Oct. 1849 
D. Francisco de Paula Fi- 

gueras 20 Oct. 1849 

El Conde de Mirasol 14 Eu. 1851 

D. Francisco de Lersundi.. 6 Feb. 1851 
D. Joaquín de Ezpeleta. .. . 16 En. 1852 

D. Juan de Lara. ........ 13 Jun. 1852 

D. Cayetano de Urbina. ... 27 Nov. 1852 


D. Juan de Lara 14 Dic. 1852 

D. Francisco de Lersundi.. 14 Ab. 1853 

D, Anselmo Blaser. 19 Set. 1853 

D. Fernando Fernandez de 

Córdoba 17 Jul. 1854 

D. Evaristo San Miguel, in- 
terino 20 Jul. 1854 

D. Leopoldo O^Donnell, 

Conde de Lucena 30 Jul. 1854 

D. Antonio Urbistondo.. . ; 12 Oct. 1856 
D. Francisco de Paula Fo- 


gueras.. - 16 Dic. 1856 

D. Francisco Armero y Pe- 
ñaranda .. . ^ . ■■■■ 15 Oct. 1857 



MINIST. DE 

D. Fermín Ezpeleta. .... . 14 En. 1858 

D. Leopoldo CPDonnell, 

Conde de Lueena 30 Jim, 1858 

D. José de la Concha 2 Mar. 186-3 

D. Francisco Lersundi ... . 17 En. 1864 
D. José Marchessi y Olea- 

ga l.° Mar. 1864 

1). Fernando Fernandez de 

Córdoba...,,,. 16 Set. 1864 

D. Felipe Rivero. , .,1 30 Mar. 1865 

D. Leopoldo 0‘Donnell, 

Duque de Tetuan 21 Juu. 1865 

D. Ramón María Narvaez.. 10 Jul. 1866 

D. Francisco Parreño y Lo- 
bato de la Calle, encar- 
gado 18 Ab. 1868 

D. Rafael Mayalde 23 Ab. 1868 

D. José Gutiérrez de la Con- 
cha, Marqués de la Ha- 
bana 18 Set. 1868 

D. Juan Prim, Marqués de 
los Castillejos. (Gobierno 

provisional) 8 Oct. 1868 

El mismo, confirmado para 
igual cargo en el Podqr 
Ejecutivo 25 Feb. 1869 

MINISTERIO DE HACIENDA. En el ar- 
tículo Hacienda publica, t. Vil, p. i, 
hemos expuesto cuanto atañe á este vas- 
to é importantísimo Ministerio. y sus de- 
pendencias generales y provinciales. 

Habiendo ocurrido importantes refor- 
mas en la organización de las oficinas 
generales y de provincia, creernos del 
caso manifestar que en virtud de ellas 
han sido refundidas en una la Dirección 
general de Aduanas y la de Rentas Es- 
tancadas y Loterías, bajo la denomina- 
ción de Dirección general de Rentas; se 
ha suprimido la Asesoría del Ministerio, 
creándose en su lugar una sección de 
letrados en la Secretaría del Ministerio, 
y por último se han refundido en una 
sola oficina bajo el nombre de Adminis- 
tración económica las Administraciones, 
Contadurías y Tesorerías de H. P. de 
las provincias á cargo de administrado- 
res que tienen bajo su dependencia al 
jefe de intervención , jefe de caja y 
á los demás de sección con el número 
de oficiales y demás personal necesario. 
También debemos consignar aquí, que 
habiendo variado las bases para la exac- 
ción del impuesto de capitación, se ha 
dirigido por el Ministro del ramo la 


HACIENDA. 285 

oportuna circular para su distribución 
y recaudación. 

Las personas, pocas competentes, é 
incompetentes las mas, que han dirigi- 
do la Hacienda española desde 1759 son 
las que aparecen en la siguiente lista. 

Ministros de Hacienda. 

NOMBRES FECHAS 

de los Ministros. A 6 su . 3 

nerabrammntos. 


Marqués de Esquiladle 

D. Miguel Muzquiz, ...... 

D. Pedro López Lerena . . . 
D. Diego Gardoqui. ...... 

D. Pedro Vareta (1). 

Marqués de las Hormazas. . 

D. Francisco Saavedra 

D. Miguel Cayetano Soler.. 

D. Miguel Azanza 

D. Francisco Saavedra. . . . 
Marqués de las Hormazas . . 
D. Nicolás María Sierra. . . 
D. Esteban Varea 
D. José Campan y ...... 

D. José Canga- Arguelles. . 
D. Eusebio Bardají. ...... 

D. Antonio Romanillos. . . . 

D. José Vázquez Figueroa. 

D. Luis María Salazar 

D. 'Cristóbal Góngora 

D. Tomás Gonz. Carvajal. 
D. Julián Fernz. Navarrete. 
D. Manuel López Ataujo.. . 

D. Luis María Salazar 

D. Cristóbal Góngora 

D. Juan Perez Villamil 
D. Felipe González Vallejo. 
D, Franciscode Paula Luna. 

D. José Ibarra 

D. Manuel López Araujo. . 

D. Martin Garay 

D. José Imaz. 

D. Antonio Salmón... ... . 

D. José Canga- Argüelles . 

1). Luis Sorela. 

D. Juan Angel Caamaño . . . 

D. Antonio Barata .... 

D. Angel Vallejo. 



Dic. 

1759 

6 

Mar. 

1766 

l.° 

Feb. 

1785 

16 

Ag. 

1791 

21 

Oc. 

17S6 

27 

Jun. 

1797 

9 

Nov. 

1797 

4 

Ag. 

1798 

28 

Mar. 

1808 

13 

Oct. 

1808 

2 

Nov. 

1809 

2 

Jun. 

1810 

10 

Nov. 

1810 

13 

Nov. 

1810 

14 

En. 

1811 

7 

Ag. 

1811 

6 

Feb. 

1812 

22 

Ab. 

1812 

23 

Jun. 

1812 

l.° 

Oc. 

1812 

30 

Mar. 

1813 

24 

Ag. 

1813 

24 

Ag. 

1813 

4 

May. 

1814 

31 

May. 

1814 

23 

Set. 

1814 

2 

Feb. 

1815 

21 

Ab. 

1815 

10 

Dic. 

1815 

27 

En. 

1816 

23 

Dic. 

1816 

•14 

Set. 

1818 

3 

Nov. 

1819 

22 ■ 

Mar. 

1820 

~2 

Mar. 

1821 

2 

Mar. 

1821 

4 

Mar. 

1821 

31 

Oc. 

1821 


i) liste celoso Ministro es el autor de la 
moria de que hablamos en el artículo Ju- 
) 3; el que se atrevió a decir al Rey D Car o» 
que era conveniente y necesario abrir lab 
ertas de España á la nación hebrea, sin cuya 
.dida nuestro comercio y nuestra indusnia 
más por otros medios llegaran a equilibrar* 
snn p.i p.vtr aniero 
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D. José Imaz r . , 

D. Luis Sorela ....... 

D. Luis López Ballesteros. . 
I>. Felipe Sierra Pambley.. 

X). Antonio Martínez 

D. Mariano Egea 

D. Lorenzo Calvo Rozas.. 
D. Juan Antonio Vandola . . 
D. JjanBautistaHerrero (i y 
D. Luis López Ballesteros.’. 
D. Victoriano Encina y 

Peidra ", 

1). Luis María Salazar. . . , 

D. Antonio Martínez, 

D. Javier Burgos * 

I). José Arenalde 

D. José lmaz. 

El Conde de Toreno. 

D. Juan AlvarezMeudizabal 
D. José Ventura Aguirre 

Solarte 

R. Mariano Egea 

U. Félix I>‘Olaberriague y 
Blanco. ...... 

D. Joaquín María Ferrer. . 

E. Mariano Egea 

D. Juan AlvarezMeudizabal 

ü. Pío Pita Pizarro, 

i). José Muría Perez. ..... 

D. Antonio María Seijas. . . 
D. Alejandro Mon. ...... 

Marques ae Montevírgea. . 

D. Pío Pita Pizarro 

D. José Férraz 

D. Domingo Jiménez 

D. José Ferraz 

D. José Primo de Rivera. . 

D. José San Midan 

D. Ramón Santillan 

D. José Ferraz 

D. José María Secades.... 
D. Agustín Fernz. Gamboa. 
D. Joaquín María Ferrer.. 
D. Pedro Surra y Rull .... 
D. Antonio María del Valle, 

interino. 

D. Ramón María Calatrava. 
D. Mateo Miguel Ayliqn. . . 
D. Juan AlvarezMendizabal 
D. Mateo Miguel Afilón. . . 

D. Manuel Cantero 

D. José Diaz Serraíde 

t). José García Carrasco. . . 

D. Alejandro Mon . . . 

D. Manuel María Sierra. . . 
D. José Peña y Aguayo. . . 
D. Francisco de P. Orlando. 
D. Manuel María Sierra . . . 
D. Alejandro Mon.*.***.. 


MINIS1 

de 

8 

En. 

1822 

H 

En. 

1822 

22 

En. 

1822 

28 

Feb. 

1822 

5 

Ag. 

1822 

0 

Ag. 

1822 

2 

Mar. 

1823 

7 

May. 

1823 

27 

May. 

1823 

2 

Dic. 

1823 

1/ 

1 Oct. 

1832 

15 

OCL. 

í 832 

25 

Mar. 

1833 

3 

Ln. 

1834 

15 

En. 

1834 

7 

Feb, 

1834 

18 

Jun, 

1834 

13 

Jun. 

1835 

15 

May. 

1836 

17 

May. 

1830 

25 

May. 

1830 

14 

Ag* 

1836 

17 

■Ag. 

1836 

14 

Set. 

1836 

18 

Ag. 

14137 

1 .” 

Oct. 

1837 

7 

Oct. 

1837 

9 

Dic. 

1837 

7 

Set. 

1638 

6 

Dic. 

i 833 

10 

May. 

1839 

12 

Msy. 

1839 

19 

Ag. 

1839 

20 

Ag. 

1839 

3 

Set. 

1839 

8 

Ab. 

1840 

20 

Jul. 

1840 

19 

Ag. 

1840 

3 

Oct. 

1840 

10 

Oct. 

1840 

21 

May. 

1841 

26 

May. 

1841 

17 

Jun. 

1842 

9 

May. 

1843 

19 

May. 

1843 

24 

Jul. 

1843 

24 

Nov. 

1843 

5 

Dic. 

1843 

12 

Dic. 

1843 

5 

May. 

1844 

12 

Feb. 

1840 

15 

Feb; 

1846 

14L 

Mar. 

1840 

4 

Abv 

1840 

f2 

Ab. 

1840 


hacienda. 

¡ D. Ramón Santillan.. 28 En. 184; 

D. José Salamanca. , . + + + . 28 Mar. 1847 
D. Francisco de P. Orlando. 4 Oct. 1847 
D. Manuel Bertrán de Lis.. 24 Dic. 1847 
D. Francisco de P. Orlando. 15 Jul. 1848 

D. Alejandro Mon 11 Ag. 1848 

D. Juan Bravo Murillo... 19 Ag. 1849 

D. Vicente Arinesto 19 Oct. 1849 

D. Juan Bravo Murillo... 20 Oct. 1849 
D. Manuel Seijas Lozano. . 29 Nov. 1850 

D. Juan Bravo Murillo 14 En. 1851 

D. Gabriel Aristizabai Reutt 14 Dic. 1852 


D. Alejandro Llórente.... 10 En, 1853 
D. Manuel Berimuiez de 

Lastro 14 Ab. 1853 

D. Luis María Pastor 21 Juu. 1853 

D. Jacinto Félix Domenecb. 19 Set. 1853 

D. Manuel Cantero 18 Jul. 1854 

D. José Mauuel Collado 30 Jul. 1854 

D. Juan Sevillano, duque de 

Sevillano.* ...... 28 Dic. 1854 

D. Pascual Madoz. . . . , . . „ 21 En. 1855 

D. Juan Bruil ■ 6 Jun. 1855 

D. Francisco ^anta Cruz. . . 7 Feb. 1850 

D. Manuel Cantero ...... . 14 Jul. 1850 

D. Pedro SaiaverOa * . 20 Set. 1850 

D. Manuel García Barzana- 

llana 12 Oct. 1850 

D. Victorio Fernandez Las- 

coiLi, interino 15 Oct. 1857 

D. Alejandro Mon 25 Oct. 1857 

D. José Sánchez Ocaña. . . . 14 En. 1858 

D. Pedro Saiaverría 30 Juu. 1858 

D. José de Sierra 2 Mar. 1803 

D. Manuel Moreno López.. 4 Ag. 1863 
D, Viclorio Fernaudez Las- 

coiti 13 Oct. 1863 

D. Juan Bautista Trúpita. . . 17 En. 1804 
D. Pedro Saiaverría. ...... l.° Mar. 1804 

D. Manuel García Barzana- 

líaua ; 10 Set. 1804 

D. Alejandro de Castro 20 Feb. 1865 

D. Manuel Alonso Martínez. 21 Jun. 1805 
D. Antonio Cánovas dei Cas- 
tillo, interino,.... .. 28 May< 1866 
D. Manuel García Barzana- 

Uana 10 Jul. 1800 

D. José Sánchez Ocaña.... 10 Feb. 1808 
D. Manuel Orovio (1): .... . 23 Abr. 1868 
D. Laureano Figuerola (Go- 
bierno Provisional) (2).. 8 Oct. 4808 

D. Constantino Ardauaz. . . 13 Jul. 1809 


(1) Cesó en 19 de setiembre y se encargó del 
Ministerio el subsecretario. 

(2j Continuó al instalarse la Regencia en 18 
' de junio de 1869. 



MINÍST. DE MARINA. 
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MINISTERIO DE MARIHA. Ea actual 

organización de este Ministerio es la es- 
tablecida por decreto de 4 de marzo del 
presente año 1869, al crear el Almiran- 
tazgo, por el que se suprimió la antigua 
organización que antes tenia, y se modi- 
ficó su jurisdicción especial, cuyo tribu- 
nal superior era también el de Guerra. 
Hé aquí la planta que hoy rige en virtud 
de dicho decreto (hoy ley por la dé 20 
de junio de 1869): la Secretaria parti- 
cular del Ministro desempeñada por un 
jefe de negociado do la ciase de capita- 
nes de fragata; el Almirantazgo com- 
puesto del Ministro, presidente, y de 
cuatro comisarios, tres de la clase de 
almirantes, y el 4.° diputado á Cortes; 
y el Tribunal de marina compuesto de 
un presidente, un vice-presidente, cua- 
tro ministros y un fiscal militares, un 
fiscal togado y un secretario. Para el 
despacho de los negocios el Almirantaz- 
go tiene á sus órdeues las siguientes ofi- 
cinas: la Secretaria y las secciones del 
personal, de arsenales, armamentos y ex- 
pediciones, de marinería, de construc- 
ciones, de artillería, de tropas de mari- 
na, de contabilidad; de sanidad, y de 
hidrografía y establecimientos cientí- 
ficos. 

Entiende este Ministerio en todo io 
concerniente á arsenales y astilleros de 
la armada, construcción de bajeles, ar- 
mamentos y expediciones, servicio de 
guarda-costas, matriculas de gente de j 
mar, pesca, naufragios, presas, y en to- 
do lo demás relativo á la jurisdicción de 
Marina, en el nombramiento de genera- 
les de departamento, comandantes de 
tercios navales, de arsenales y capitanes 
de puerto; en lo que se refiere al colegio 
naval militar, á la escuela de condesta- 
bles, al Observatorio astronómico de San 
Fernando, al depósito hidrográfico y ai 
cuerpo de capellanes déla armada: iodo 
con arreglo a) expresado decreto y dispo- 
siciones vigentes. Teniendo en cuenta el 
Gobierno las alteraciones que bu sufrido 
ol sistema de contabilidad, de ia armada 
oavafi con motivo de la ley general de 
29 de febrero de 1860, estableció en [ 
aquella las modificaciones convenientes ¡ 
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que se contienen en un extenso regla- 
mento aprobado por R. D. de^ de enero 
de 1858, é inserto en la Colección legis- 
lativa tomo 75 pág. 7. Este ha sido mo- 
dificado por el de 19 de julio de 1869 de 
que hacemos mérito en el Apéndice 11. 

pág. 281. 

R. D. de 4 diciembre de 1867. 

Es el de organización de las dependencias 
generales del Ministerio de Marina y de apro- 
bación del reglamento para su ejecución. Am- 
bas disposiciones quedaron derogadas poste- 
riormente como se verá, ( Gac . 16 diciem- 
bre.) 

Decreto de 4 marzo de 1869. 

Es el de la creación del Almirantazgo, con 
cuyo motivo se organizó el Ministerio de ia 
manera abreviada que aparece en el párrafo 
de entrada de esLe artículo y detallada en el 
Apéndice 11, pág. 48 y siguientes. 

Los individuos que han desempeñado el. 
Ministerio de Marina desde 1754 son los si- 
guientes. 

Ministros de Marina. 

NOMBRES FECHAS 

de los Ministros. nombramientos. 


D. Julián de Arriaga 

El Marqués González Cas- 
lejon .... ............. 

D. Antonio Yaidés y Bazan. 
D. Pedro Varóla y Ulloa. . . 

D. Juan Lángara 

D. Antonio Lornel — 

El Marqués Caballero. 

D. Domingo Guardailana. . . 
D. Francisco Gil do Lemus. 

D. Antonio Escaño 

Marqués de las Hormazas. . 
L). Gabriel Ciscar ..... . , « . 

1). Nicolás María Sierra 

Ü. José Vázquez Figucroa.. 

D. Francisco üsor.o 

D. Luis María Salazar. .... 
D. José Vázquez Figueroa.. 
D. Baltasar Hidalgo Cis- 
neros. . 

D. Francisco Eguía 

El mismo, . . 

ü, José María Alón ... . . . . ► 
D. Luis María Salazar. .... 

D. Juan Juvat. - 

D, Diego de la Vega. . .... 

D. Francisco de Paula Es- 
cudero 



JuL 

1754 


Mar. 

1776 


Abr. 

1783 

21 

Nov. 

1795 

21 

Oct. 

1766 

22 

Oct. 

1799 

3 

May. 

1801 

3 

Abr. 

1803 

6 

Feb. 

1805 


Oct. 

1808 


En. 

1810 

3 

Feb 

1810 

2 

Jal. 

1810 

23 

JUD. 

1811 

18 

Abr. 

1813 

4 

May. 

L814 

27 

Eu. 

1816 

14 

Set. 

1818 

14 

Set. 

1818 

4 

May. 

1819 

13 

Jun. 

1819 

9 

Mar. 

1820 

6 

Abr. 

1820 

2 

Mar. 

1821 

4 

Mar. 

1821 
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I). .Francisco Osorio 

D. Jacinto Romarate. . - 

D. Dionisio Capaz, 

D.Fran cisco de Paul a Osorio . 18 May. 1823 

D. Luis María Salazar 27 May. 1823 

D. Angel Labórela. l.° Oct. 1832 

D. Francisco Javier Ulloa. . l.° Oct. 1832 

D. José ele la Cruz. 25 Mar. ¡833 

D. Antonio Remon Zarco Jel 

Valle 17 Noy. 1833 

D. José Vázquez Figueroa. . 15 En. 1831 
D. Miguel Ricardo de Alava. 13 Jun. 1835 
Marqués de las Amarillas. . . 13 Jun. 1835 

D. José Sartorio 28 Ag. 1835 

D. Juan AlvarezMendizabal. 14 Seb. 1835 

D. José María Chacón 2 May. 1836 

D. Antonio Alcalá Galiano. . 15 May. 1836 

D. Miguel Moreno 18 Ag. 1836 

D. Andrés García Camba ... 18. Ag. 1836 
D. Ramón Gil de la Cuadra. 11 Set. 1836 
D. Juan Alvaraz Mendiza- 


bal . , . . 16 Dic. 1S3C 

D. Evaristo San Miguel... 18 Ag. 1837 
D. Francisco Javier Ulloa, . l.° Oct. 1837 
D. Manuel Cañas. , 16 Dic. 1837 

D. Juan Antonio Aldama.. 7 Set. 1838 

D. Antonio Ponzoa. 9 Oct. 1838 

D. José Chacón . 6 Dic. 1838 

D. Isidro Alajx, 6 Dic. 1838 

D, Casimiro Vígodet . . . 10 May. 1839 

D. Isidro Alais. h , 10 Mav. 1839 

D. José Primo de Rivera. . 12 Jub, 1839 

D. Isidro Alais 21 Oct. 1839 

D, Francisco Narvaez 30 Oct. 1839 

D. Manuel Montes de Oca. . t6 Noy. 1839 

D, Juan de Dios Sotelo 8 Ab. 1840 

D. Francisco Armero. ... . 18 Jal. 1840 

D. Dionisio Capaz 11 Set.. 1840 

D. Joáquin Frías 3 Oct. 1840 

D, Andrés García Camba. . 21 May. 1841 
D. Evaristo San Miguel. .. . 26 May. 1842 

D. Dionisio Capaz 17 Jun. 1842 

D. Joaquin Frias 9 May. 1843 

D. Olegario de los Cuetos. . 19 May. 1843 

D. Joaquin Frias 24 Jul. 1843 

D. Filiberto Portillo 5 Dic. 1843 

D. Francisco Armero 3 May. 1844 

D. Ramón María Narvaez. . 3 May. 1844 

D. Juan Bautista Topete.. . 12 Feb. 1846 

D. Juan de Ja Pezuela 16 Mar. 1846 

D, Francisco Armero 4 Ab. 1846 

D. José Baldasano ... 28 En. 1847 

D. Alejandro Olivan...... 15 Feb. 1847 

D. Juan de Dios Sotelo 28 Mar. 1847 

D. Fernando Fernandez de 

Córdoba 4 Oct. 1847 

D. Manuel Beltran de Lis. . 24 Oct. 1847 
D. Mariano Roca de To- 


24 Dic, .18,4.7 


D. José Rastillos y Barreda. 19 OcU 1849 
D. Mariano Roca de To- 

gores 20 Oct.- 1849 

D. José Bustillos y Barreda. 14 En. 1851 
' D. Francisco Armero y Pe- 
ñaranda _ 2 Jun. 1851 

D. Casimiro Vigodet 3 May. 1852 

D. Joaquín Ezpeleta 13 Juu. 185*2 

D. Rafael Aristegui, Conde 

de Mirasol ". 14 Dic. ÍS52 

D. Antonio Dora! 14 Ab. 1853 

D. Mariano Roca de Togo- 
res, Marqués de Molíns. . 19 Set. 1853 
D. Angel de Saavedra, Du- 

quedeRivas v 48 Jai. 1854 

D. José Allende Salazar .. . 30 Jul. 1854 

D. Antonio Santa Cruz 8 Dic. 1854 

D. Pedro Bavarri 14 jul. 1856 

D. Francisco de Lersundi. . 12 Oct. 1856 
D. Juan Salomón, interino. 15 Oct. 1857 

D. José María Bustillo 25 Oct. 1857 

D. José María de Quesada. . 14 En. 1858 
ü. Fermín Ezpeleta , in- 
terino 14 En. 1858 

D. Leopoldo 0‘Donnell, 

Conde de Lueena , in- 
terino 25 Nov. 1858 

D. José Mac-Crohon 27 Nov. 1858 

D. Juan de Zabala, Marqués 
de Sierra-Bullones. .... . 9 jul. 1860 

D. LeopoldoO‘Donncll, Du- 
que de Tetuan, interino. 17 En. 1863 
D. José María de Bustillo (1). 17 En. 4863 

D. Augusto Ulloa....- 9 Feb. 1863 

! D. Francisco de Mala y Alós. 3 Mar. 1863 
D. Joaquin Gutiérrez de 

Rubaleaba 17 En. 1864 

D. José Pareja l.° Mar. 1864 

D. Francisco Armero y Pe- 
ñaranda 16 Set. 1864 

D. Juan de Zabala, Marqués 
de Sierra Bullones.* ... 21 Jun. 1865. 

D. Eusebio Catonje. 10 Jul. 1866 

D. Joaquin Gutiérrez de 

Rubaleaba 13 Jul. 1866 

D. Martin Belda 

D. Carlos Marfori, interino. M Feb. 1868 

P. Severo Catalina 13 Feb. 1868 

D. Martin Belda 23 Ab. 1868 

D. José Gutiérrez de la Con-; 

cha, interino 19 Set. 1868 

D. Antonio Estrada y Gon- 
zález Guiral 21 Set. 1868 

D. Juan Bautista Topete, 

(Gobierno Provisional). .. 8 Oct. 1868 

MINISTERIO DE ULTRAMAR- Hasta el 
20 de mayo de 1863, los asuntos de Ul- 
tramar que antes radicaron en otros 
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Ministerios, principalmente en el de Ma- 
rina , pendían en la Presidencia del 
Consejo de Ministros, que tenia con 
este fin agregada una dirección general 
con el mismo titulo. En aquella fecha 
fue creado el Ministerio de que tratamos, 
dándole una organización adecuada á 
la variedad de asuntos que le corres- 
ponden. Los negocios de este departa- 
mento están divididos en cuatro impor- 
tantes secciones, á saber: de Hacienda; 
de Gobierno, Administración y Fomen- 
to; de Gracia y Justicia y asuntos ecle- 
siásticos, y de Contabilidad. Los respec- 
tivos á los ramos de Guerra y Marina, 
se rigen por estos Ministerios. 

La planta de este Ministerio es la que 
aparece en el decreto de9 agosto de 1869, 
y con respecto á los Archivos y plazas 
de escribientes y porteros la contenida 
en el presupuesto del ramo aprobado 
por las Cortes Constituyentes. 

Las disposiciones que rigen sobre 
organización de las oficinas peninsulares 
son las siguientes : 

¿L D. de 20 mayo de 1863. 

Creación del Ministerio; Sus atribuciones, 

(Presid. del C. de M.) «Conformándo- 
me con )o propuesto por mi Consejo de 
Ministros, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo l.° Se crea un nuevo Ministe- 
rio con la denominación de Ministerio de 
Ultramar. 

Art. 2/ Será de las atribuciones de 
este Ministerio el despacho de todos los 
asuntos de las provincias de Ultramar, á ex- 
cepción de los que corresponden álos de Es- 
tado, Guerra y Marina, que continuarán por 
ahora dependiendo de Jos mismos, 

Art. 3C La organización del Ministerio 
de Ultramar será objeto de un Real decreto 
especia!. 

Art. 4.° Se aplican á los gastos de este 
Ministerio los créditos consignados en la 
ley de presupuestos para la Dirección de 
Ultramar, la cual queda suprimida. — Dado en 
Aranjuez á 20 de mayo de 1863. {Gace- 
ta 21.) 

R. I), de 23 junio de 1863. 

Distribución de los negocios eD cuatro secciones: 
sueldos: provisión de vacantes. 

(Ultramar.} «En atención ú las razones 

Tomo IX. 


que me ha expuesto el Ministro de Ultra- 
mar, de acuerdo con el Consejo de Mi- 
nistros, 

Vengo en decretar lo siguiente : 

Articulo 1.® Los negocios del Ministe- 
rio ele Ultramar se distribuirán en cuatro 
secciones, que se denominarán de Goberna- 
ción y Fomento, Gracia y Justicia, Ilacien-. 
da y Contabilidad : á esta última irá aneja 
la Ordenación de pagos. 

(Los arts. 2.°, 3. u y 4.° están derogadas 
por disposiciones posteriores.) 

Art. 5.° Podrá babor además en el Mi- 
nisterio de Ultramar un número de aspi- 
rantes sin sueldo, que se lijará de Real 
órden. 

Art, 6.° Queda suprimida la clase de 
agregados. 

Art. 7.“ El personal del Ministerio se 
distribuirá entre las secciones, con arreglo 
á las necesidades del servicio. 

Art. 8.° De cada tres vacantes que ocur- 
ran se proveerán necesariamente una por 
escala comprendiendo á los aspirantes; otra 
se destinará á empleados de las provincias 
de Ultramar, y la tercera será de libre pro- 
visión dentro de las reglas que se lijarán 
para este caso. Las plazas de jefes de sec- 
ción se proveerán siempre libremente. 

Art. y.° El Ministro podrá delegar en el 
subsecretario Jas atribuciones que juzgue 
conveniente para el jironto despacho de los 
negocios. 

Art. 10, Un reglamento interior deter- 
minará las atribuciones y los deberes de los 
empleados en la Secretaría del Ministerio de 
Ultramar. 

Art. 1 i . Las disposiciones del presente 
decreto no empezarán á producir sus efec- 
tos jiasla el i. 0 de julio próximo venide- 
ro. — Dado en Palacio á 23 de junio de 1863. 
Gac. del 25.) 

/?. D. de 30 jumo de 1865. 

Por este decreto se dio nueva organiza- 
ción á la Secretaría del Ministerio de Ultra- 
mar que se compondrá de un subsecretario 
y tres directores generales; dividiéndose pa- 
ira el despacho-de los negocios en cuatro Di- 
recciones con la denominación de Dirección 
de Gobierno . — Dirección de Administra- 
ción y Fomento. — Dirección de negocios 
eclesiásticos y Gracia y Justicia, y Direc- 
ción de Hacienda. {Gac. '¿julio.) 

R. D. de l.° agosto de 1866. 

Por esta disposiciones da nueva forma á 
la planta del Ministerio, pero lia quedado de- 

19 
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rogado por el decreto del Gobierno Provi- 
sional de 14 de octubre de 1868. (Gac. 3 
agosto.) 

Decreto del Gobierno Provisional de 14 
octubre de 1 8C8. 

Por este Decreto se dió la organización 
que actualmente tiene la Secretaría del Mi- 
nisterio y que aparece en el párrafo de en- 
trada de este artículo. (CL. t. 100, p. 320.) 

Orden de 12 diciembre de 1808. 

Se suprime la plaza de delineante del Mi- 
nisterio. [CL. t. 100, p. 916.) 

Orden de 21 diciembre de 1868. 

Se suprime igualmente el auxiliar de te- 
légrafos. [CL. t. 100, p. 987.) 

Decreto de 30 junio de 1869. 

Se dió nueva organización á la Secreta- 
ría del Ministerio, compuesta del Ministro; 
el subsecretario; tres jefes de sección con el 
sueldo de anual 4.000 rs. cada uno; dos ofi- 
ciales primeros con el de 3.500; dos id., se- 
gundos con el de 3.000; cuatro id. terceros 
con el de 2.600; dos auxiliares primeros, dos 
idem segundos, cuatro id. terceros, seis ídem 
cuartos, seis id. quintos y ocho id. sextos, 
con los de 2.0)0, 1.600, 1.400, i. 200, 1.000 
y 800 respectivamente; y el número de as- 
pirantes sin sueldo existentes, y consignan- 
do 10.000 escudos para escribientes y 9.000 
para porteros, ordenanzas y mozos de oficio. 
(Gac. de 16 julio.) 

Decreto de 9 agosto de 1869. 

Sufrió otro arreglo este Ministerio en la 
forma siguiente: El M¡uistro;cl subsecretario; 
un oficial mayor con 4.000 escudos anuales; 
tres oficiales primeros coa el de 3.500 cada 
uno; tres id. segundos con el de 3.000; cua- 
tro id. terceros con ei 2.600; dos auxiliares 
primeros, dos id. segundos, cuatro id, ter- 
ceros, cinco id. cuartos, seis id. quintos, y 
siete id. sextos, con los sueldos respectivos 
de 2.000, 1.600, 1,400, 1.200, 1.000 y 800 
escudos anuales, y ei número de aspirantes 
existentes; quedaudo en su anterior organi- 
zación el Archivo del Ministerio y el de In- 
dias de Sevilla, y conservando el número de 
escribientes y porteros que consta en el pre- 
supuesto vigente. (V. Apéndice 11, p. 208.) 

V. Emplfados públicos, Jubilados, 
Ultramar, etc. 

Hé aquí el número de Ministros que 
se han sucedido desde la creación de 


este Ministerio con la fecha de sus nom- 
bramientos. 

Ministros de Ultramar. 


NOMBRES FECIIAS 

de los Ministros. ,^ e su . s , 

nombramientos. 

D. José de la Concha, inte- 
rino ' 2(1 May. 1863 

D. Francisco Permanyer., 6 Ag. 1863 
D. José de Ja Concha, inte- 
rino 29 Nov. 1863 

D. Alejandro de Castro. . . , 17 En . 1864 
D. Diego López Ballesteros. L* Mar. 1864 
D. Manuel de Seijas Lozano. 16 Set. 1864 
D. Antonio Cánovas del Cas- 
tillo 21 Jim. 1865 

1). Alejandro de Castro.. . . 10 Jul. 18 66 

D. Carlos Marfori 9 Jim. 1367 

D. Tomás Rodríguez Rubí. 15 Jim. 1S68 


D. Ade'ardo López de Aya- 
la (Gobierno Provisional). 8 Oct. 1869 
D. Juan Bautista Topete, in- 
terino 21 May. 1869 

1). Manuel Becerra 13 Jul! 1869 

MINUTARIO. El cuadernillo do papel 
común en que el escribano pone abre- 
viadamente los contratos ó escrituras 
que se otorgan ante él, y de donde se pa- 
san al protocolo. — V. Notariado. 

MISIONEROS DE ASIA Ó DE ULTRAMAR. 

Los sacerdotes congregados de varias 
órdenes religiosas destinados á predicar 
el Evangelio en las provincias de Asia 
para la conversión y reducción de in- 
fieles. Por ei art. 2.° de la ley de 29 de 
julio de 1837 (véase Monasterios) se ex- 
ceptuaron de la supresión general de los 
monasterios y conventos los colegios de 
misioneros para las provincias de Asia 
establecidos en Valladolid, Ocaña y Mon- 
teagudo ; pero estos colegios se han 
aumentado después por consecuencia de 
lo dispuesto en e! art. 29 de) Concordato 
de 1851. 

Constan en el dia las misiones para 
Ultramar de las provincias siguientes; 
de Agustinos calzados; Agustinos re co ■ 
fetos; Orden de predicadores: Francis- 
cos descalzos; y Jesuilas. 

La provincia de! Dulce nombre de Je- 
sús de Agustinos calzados se compone 
de 162 iedividuosen Filipinas, y loCen 
España, distribuidos en tres conventos 
en las Islas, que son el de Manila, Gua- 
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dalupe y Zebú, y dos colegios en España 
el de Vaüadolid, y el de Santa María de 
la Viz, cerca de Osma, fundado cinco 
años hace. 

La provincia de San Nicolás de To- 
lentino de Agustinos descalzos, consta, 
de 143 religiosos en e! convento de Ma- 
nila, y de 166 en España, repartidos en 
los colegios de Monteagudo y Marcilla; 
este último fundado en 1865. 

La provincia titulada del Santísimo 
Rosario, de religiosos predicadores de 
Santo Domingo de Guzman, se compone 
de 341 individuos en las Islas, en los 
conventos de Manila, Colegio-Universi- 
dad de Santo Tomás, colegio de San 
Juan de Letran y Beaterío de Santa Ca- 
talina; y de 197 en España en los Cole- 
gios de Ocaña y Curias. 

La provincia de San Gregorio el Mag- 
no, de Franciscos descalzos de la misión 
de Asia, consta de i 73 individuos en 
Filipinas, y 113 en España en los cole- 
gios de Pastrana, Consuegra y Hospicio 
del Puerto de Santa María. 

En el artículo Monasterios insertamos 
las disposiciones dictadas sobre supre- 
sión de todas las comunidades ó congre- 
gaciones de religiosos de ambos sexos. 

MITRA Ornamento que usan los 
obispos y algunos abades cuando ofician 
pontillealrnente. La dignidad del Obis- 
po. Sobre provisión de mitras, d i gn ida- 
des y prebendas, véase el artículo Con- 
cordatos. 

MOHATRA. Especie de usura; fraude 
que cometen los mercaderes con los la- 
bradores ú otras personas necesitadas, 
las cuales se obligan por una cantidad 
mucho mayor de lo que vale lo que re- 
ciben. — V. Usura. 

MOJON- S eñai que se pone para di- 
vidir los términos, lindes y caminos. La 
alteración de mojones ó señales destina- 
das á lijar los límites de los pueblos ó 
preuios, constituye el delito de usurpa- 
ción, penado en el art. 442 del Código 
penal.— V. Amojonamiento: Deslinde. 

MüUNQ Máquina compuesta de rue- 
das á las cuales dá movimiento algún 

agente exterior, por cuyo medio se mue- 
ve rápidamente una piedra redonda co- 
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locada sobre otra, de modo que entre 
las dos muelen á roducen á polvo el tri- 
go ú otra materia ó cosa. Nos remitimos 
al artículo Ariefacto, y á los de Aguas, 
Cauces para molinos, Fábricas, Indus- 
tria, Obras en los ríos, etc. 

En Contribución territorial véase el 
art. 34 del R. I). de23 de mayo de 1845, 
la circular de 27 de enero de 1846, la 
R. 0. de 26 de octubre de 1847 y la de 
20 agosto de 1840, págs. ¿59, 583, 626 
y 652 del tomo IV.fEn Contribucon in- 
dustrial también deben consultarse las 
disposiciones que á los mismos se refie- 
ren, por medio del índice alfabético del 
mismo articulo en la tabla analítica. 

Igualmente en Actos administrativos 
puede verse la doctrina consignada en 
sentencia del Consejo Real de 5 de julio 
de 1858 (tomo I, pág. 151). 

MONARQUÍA. Forma de gobierno en 
que manda uno solo con arreglo á las 
leyes. E! origen de la monarquía, ha 
dicho un filósofo, existe en la familia; el 
padre la simboliza, el padre que es un 
verdadero monarca reinando sobre su 
descendencia reunida en torno suyo al 
suave calor del hogar doméstico. La mo- 
narquía es susceptible de distintas formas 
y caracteres. Puede ser absoluta ó des- 
pótica, en cuyo caso su base es la fuerza; 
y puede ser constitucional ó democrática 
ya por su origen popular, ya porque el 
poder deí monarca esté moderado por el 
de otros Cuerpos ó asambleas con quienes 
comparte la Gobernación del Estado con 
arreglo á las leyes fundamentales. En este 
sentido una monarquía democrática pue- 
de apenas diferenciarse esencialmente de 
í la forma de gobierno llamada república, 
! con todas las ventajas de esta y sin sus 
grandes inconvenientes. 

La monarquía en España personifica 
la unidad del Estado, ó de la nación, de 
cuya soberanía emanan todos los poderes. 
Asi lo establece el art. 32 de la Consti- 
tución de 1869, añadiendo el art. 33 que 
«la forma de Gobierno de la nación es- 
pañola es ia monarquía.» — V. Consti- 
tución: Lev: Legislador: Poder legisla- 
tivo: Cortes ; Rey, etc. 

MONASTERIO. La casa ó convento 
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donde viven en comunidad loi monjes; 
Casa de religiosos ó religiosas. (1). 

El origen de los monasterios, dicen 
algunos escritores, es tan antiguo como 
el cristianismo, pues en los primitivos 
tiempos cuando la persecución de los 
cristianos, era constante, estos huyendo 
de las grandes poblaciones se ocultaron 
en las cavernas y en los montes y sitios 
despoblados, haciendo una vida solitaria 
y penitente; pero la opiniun mas general 
es de que las comunidades de hombres 
tuvieron su origen en la hermandad que 
estableció San Antonio, á quien como 
superior le llamaron abad en Egipto 
hacia el año de 280, y las de mujeres á 
una hermana del mismo San Antonio 
poco tiempo después. 

Convertido Constantino al cristianis- 
mo, se establecieron públicamente mo- 
nasterios en Oriente , de donde pasó 
luego el pensamiento á Occidente esta- 
bleciéndose en Francia, Italia, España 
y otros puntos, donde íué tal la libertad 
de su institución y reglas particulares, 
que fuó preciso que la autoridad de los 
pontífices prohibiera fundar otros con- 
ventos con distintas reglas de las ya exis- 
tentes. 

En un principio la libertad de fundar 
conventos era absoluta y bastaba la au- 
torización del Pontífice, pero á poco 
tiempo se creyó necesaria la interven- 
ción "de la autoridad temporal, y en Es- 
paña ya se hace mención de esta prero- 
gativa en el tít. Xü de la partida 1. a 

El gobierno temporal y espiritual per- 
teneció desde su origen á los obispos, en 
cuya diócesis radicaban los monasterios, 
pero fueron tantas las exenciones, que 
allí establecieron que apenas quedaron 
aquellos con jurisdicción sobre algunos. 

Su instituto en general era la práctica 


(i) Observa Casiano que el convento se di- 
ferencia del monasterio, en que monasterio 
puede decirse de la habitación de un solo reli- 
gioso, en lugar de que convento solo puede en- 
tenderse cuando muchos religiosos habitan 
juntos y vivenen comunidad. Sin embargo, en 
el uso vulgar, por la palabra monasterio se 
entendían las grandes comunidades tales como 
las abadías. (Diccionario de Derecho Canónico 
del Abate Andrés.) 


de la virtud y la penitencia; pero tal fué 
la codicia de algunos monacales, que no 
contentos con la gran masa de riqueza 
que poseían, se alzaron con las mas altas 
dignidades y empleos, mezclándose en la 
sociedad como las demás particulares. La 
relajación de su instituto, el abaso y las 
malas prácticas de algunos dieron motivo 
á las leyes del tít. XXVI, lib. I, de la No- 
vísima Recopilación, y después se hicieron 
incompatibles con la sociedad moderna, 
por lo que se ha decretado la supresión 
de todas las comunidades religiosas de 
ambos sexos. Hó aquí en resumen las 
leyes recopiladas, y ias dictadas sobre 
supresión de conventos. 

Leyes del tít. XXI , lib. 1, Nov. Ilecop. 

Ley 1. a (Carlos II, años 1677, 1678 y 
1691 ). Tuvo por objeto esta ley eu sus dis- 
tintos artículos reformar y reprimir la re- 
lajación que se lamentaba en el estado re- 
ligioso, mandando entre otras cosas, detener 
la mano en dar licencias para íundar nuevos 
conventos, y el Consejo eu admitirlas y con- 
sultarlas, debiendo hacerlo en pleno y con- 
curriendo todos ó ai menos dos terceras par- 
tes de votos por ser asunto grave; y también 
tornando otras medidas para reconocer el 
estado de las religiones, los conventos y pro- 
vincias, su número y sus rentas para hacer 
la reforma conveniente. 

Ley 2. a (Carlos III, año 1775). Dispuso 
que el Consejo no permitiera desmembra- 
ciones ni erecciones de provincias, sin pre- 
ceder exánien de su necesidad y utilidad y la 

llpprjpiQ Kpq I 

Ley 3. a (Carlos III, año 1767). «Habién- 
dome conformado con el parecer de los de 
mi Consejo Rea) estimulado de .gravísi- 

mas causas relativas á la obligación en que 
me hallo constituido de mantener en subor- 
dinación, tranquilidad y justicia mis pueblos, 
y otras urgentes, justas y necesarias que re- 
servo en mi Real ánimo..... he venido en 
mandar extrañar de todos mis dominios de 
España é Indias, é Islas Filipinas y demás 
adyacentes á los regulares de la Compañía, 
así sacerdotes, como coadjutores ó legos que 
hayan hecho la primera profesión y á los 
novicios que quisieren seguirles, .y que se 
ocupen todas las temporalidades 

Ley 4. a (Cários III, año 1773). Se manda 
observar el Breve de su Santidad de 21 de 
julio de 1773 en que se extingue perpétua- 
meiite la Orden Je regulares llamada Ja Gom* 
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pañia de Jesús, «entendiéndose todo sin per- 
juicio de mi Reai pragmática de 2 de abril 
de 1767.» 

Otras varias leyes de la Novísima Re- 
copilación tratan también de los reli- 
giosos (el tít. XXVII,' lib. I), y de los 
cuestores de las órdenes y demandantes 
(el tít. XXVltí), en las cuales se dictaban 
disposiciones para evitar la relajación de 
la disciplina etc. 

Decreto de l.° octubre de i 820. 

Supresión de monacales y reforma de regulares. 

Por este decreto de las Córtes se supri- 
mieron todos los monasterios de las órdenes 
monacales, los de canónigos reglares de San 
Benito, de la congregación claustral Tar- 
raconense y Cesaraugustana , los de San 
Agustín y los Premostratenses; los conven- 
tos y colegios de las Ordenes militares de 
Santiago, Calatrava, Alcántara y Montesa, los 
de la de San Juan de Jerusalen y de Betlenis- 
tas y todos los demás de hospitalarios de igual 
clase. A los demás regulares se íes sujetó á 
los ordinarios. Se prohibió fundar conventos 
y profesar á ningún novicio. Se permitió la 
secularización á todo religioso. Sé acordó la 
reunión á otros de ios conventos que no 
llegasen á veinte, y se tomaron otras medidas 
para atender á los exclaustrados etc. ( Decre- 
tos de las Córtes, t. P7, p. 4 55.) 

/?. D. de 4 julio de 4835.- 

Suprimiendo la órden do la Compañía de Jesús. 

(Grac. y Just.’) «Conviniendo para la 
prosperidad y bien del Estado (fue se resta- 
blezca en su fuerza y vigor la prágmática i 
sanción de 2 de abril de 1767 , que forma la 
ley 3. a , tít. XXVt, lib, í, de la Nov. Reo. en 
cuanto por ella tuvo á bien mi augusto bis- 
abuelo Sr. D. Carlos III suprimir en toda la 
monarquía la órden conocida con el nombre 
de Compañía de Jesús, ocupando sus tempo- 
ralidades; oido e! Consejo de Gobierno y ol de 
Ministros, he venido en mandar eu nombre 
de mi excelsa hija la Reina doña Isabel II, 
lo que sigue: 

1 . “ Se suprime perpetuamente en todo el 
territorio de la monarquía la Compañía de 
Jesús, que se mandó restablecer por R. D. de 
29 de mayo de 1815, quedando este por con- 
siguiente revocado y anulado como lo ha- 
bía sido ya por las Córtes en 1820. 

2. ” [.os individuos déla Compañía no po- 
drán volver á reunirse en cuerpo ni comuni- 
dad bajo ningún pretexto, debiendo fijar su 
residencia en los pueblos que elijan de la Pe- 
nínsula con aprobación del Gobierno;, donde 
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vivirán los que estén ordenados in sacris en 
i clases de clérigos seculares, sujetos á los res- 
1 peclivos ordinarios, sin usar el traje de sure- 
! ferida órden, ni tener relación ni dependen- 
cia alguna de los superiores de la compañía 
: que existan fuera de España; y los que no 
j estuvieren ordenados in sacris en clase de 
! seglares, sujetos á las justicias ordinarias.» 
[CL. t. 20, p. 280.) 

En los' arts. 3.° y siguientes ordena- 
ron la ocupación de sus temporalidades 
y aplicaron sus bienes á la extinción de 
la Deuda nacional. 

II. D. de 25 julio de 1835. 

(Grac. y Just.) Se suprimieron por este 
decreto los monasterios y conventos de reli- 
giosos que no tenían doce individuos profe- 
sos, exceptuando de esta regla las casas de 
clérigos regulares de las escuelas pías y los 
colegios de misioneros para las provincias de 
Asia. 

R. D. de \ 1 octubre de 1835. 

Por este decreto se suprimieron ya todos 
los monasterios de órdenes monacales , los 
de canónicos seglares de San Benito ylos'de 
San Agustín y otros, por considerar, se dice 
que no era bastante el remedio que se aplicó 
por el R. D. de 25de julio, cuán desapropor- 
cionado era el número de casas monásticas 
que quedaba, cuán inútiles é innecesarias la 
mayor parte de ellas para la asistencia espi- 
ritual de los fieles, cuán grande el perjuicio 
que a! reino se seguía de la amortización de 
sus fincas, y cuanta la conveniencia pública 
de poner esta en circulación para aumentar 
]os recursos del Estado y abrir nuevas fuen- 
tes de riqueza. 

R. D. de 8 marzo de 183U. 

Supresión délos monasterios y conventos... 

(Grac. y Just.) Por este decreto se su- 
primieron ya «todos los monasterios, conven- 
tos, colegios , congregaciones y demás casas 
de comunidad, ó de instituto religioso de va- 
rones, inclusas las de clérigos regulares, y las 
de las cuatro órdenes militares y San Juan de 
Jerusalen, existentes en la Península, islas 
adyacentes y posesiones de España en Africa, 
con la única excepción de los colegios de mi- 
sioneros para las provincias de Asia , de Va- 
lladolid, Ocaña y Monteagudo, y de las casas 
de clérigos de las Escuelas pías y los conven- 
tos hospitalarios de San Juan de Dios, reser- 
vándose el Gobierno fijar la residenciado los 
misioneros, escolapios, y hospitalarios del 
modo que juzgue mas oportuno para llenar 
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Jos diferentes objetos de su instituto.» Se dic- 
taron á la vez otras disposiciones para llevar 
á efecto ia supresión que el Gobierno consi- 
deraba como una necesidad reclamada por 
razones de alta conveniencia para el Estado, 
pero omitimos su inserción y la del Regla- 
mento de 24 del mismo mes, porque á este 
Real decreto suce lió bien pronto otra medi- 
da legislativa mas radica] todavía. Es la 

Ley de 22-29 julio de 1837. 

Extinción general do los conventos do arabo» soxos: 
excepciones; colegius de los Santos Lugares. 

(Grac. y Just.) «Doña Isabe! II etc. y en 
su nombre doña María Cristina de Borbon. 
Rema regente y Gobernadora del Reino, etc, 
sabed que las Córtes lian decretado lo si- 
guientes 

Artículo 1. a Quedan extinguidos en la 
Península, islas adyacentes y posesiones de 
España en Africa, todos los monasterios, 
conventos, colegios, congregaciones y de- 
más casas de religiosos de ambos sexos. 

Art. 2, & Se exceptúan de lo dispuesto en 
el artículo anterior los colegios de misione- 
ros para las provincias de Asia, establecidos 
en Valladolid, Ocaña y Monteagudo, los cua- 
les subsistirán con la denominación de Cole- 
gios de la misión de Asia. El Gobierno fijará 
el número de individuos que deben componer 
cada colegio, según lo exijan las circunstan- 
cias, y arreglará todo lo correspondiente á 
su buen régimen, y lo relativo ú la admisión 
de novicios. 

Art. 3.° Se autoriza al Gobierno para 
que provisionalmente, y donde lo juzgue ne- 
cesario, mientras se provee por otros medios 
á la enseñanza, conserve algunas casas de 
escolapios; pero estas casas no se conside- 
ran ya como comunidades religiosas, sino 
como establecimientos de instrucción públi- 
ca, dependientes de! Gobierno que les dará 
reglamentos para su régimen interior, y con 
sujeción, en cuanto á la enseñanza, á los pla- 
nes generales que rigen ó rigieren en ade- 
lante. 

Art. 4.° Se autoriza igualmente al Go- . 
bierno para que conserve donde y mientras 
sean necesarias, algunas casas de las anti- 
guos conventos hospitalarios como estable- 
cimientos civiles de hospitalidad , y bajo los 
reglamentos que les dé el mismo Gobierno. 

Art. 5.° Se le autoriza también para que 
pueda conservar bajo su dependencia in- 
mediata y como simples establecimientos ci- 
viles hospitalarios algunas casas de las her- 
manas de caridad de San Vicente, de Paul, 
donde las considere necesarias, y con cali- 
dad de por ahora, mientras se adoptan los 


medios convenientes de suplir su falta, ri- 
giéndose en tanto por los reglamentos que 
se les den, 

i Art. C.° Se autoriza por último al Go- 
bierno para que en ios mismos términos 
pueda conservar algunas casas de beatas de- 
| dicadas á la Siospif n li.lnd y enseñanza. 

Art. 7.° El Gobierno adoptará las dispo- 
siciones convenientes para la conservación 
y arreglo de los conventos y colegios de ios 
Santos Lugares de Je rosal en y sus depen- 
dencias. 

Art. S.° El Gobierno dará cuenta á las 
Górtes del uso que hiciere de la autorización 
que se le concede en los cinco artículos pre- 
cedentes. 

Art. 9.° Sin embargo de le prevenido en 
e! art. t.° las religiosas profesas que quieran 
1 perseverar en el género de vida que lian 
abrazado, podrán continuar en ella bajo el 
régimen de las preladas que elijan,- y suje- 
tas á los ordinarios diocesanos. 

Art. 10. Las Juntas creadas por el Real 
decreto de f! de marzo del año próximo pa- 
sado en las cabezas de todas las diócesis y 
en la Corte, continuarán con el encargo de 
reducir el número de conventos do religio- 
sas al que crean conveniente para contener 
con comodidad á las que quieran perma- 
necer en ellos, procurando en cuanto sea 
■posible, distribuir las de los que se cierren 
, entre Jos demás de la misma orden que sub- 
sistan y arreglándose á las bases siguientes: 

1. a No se conservará abierto ningún 
convento ó monasterio que tenga menos 
de 12 religiosas profesas, ni se volverán á 
abrir los que estén ya cerrados, aunque an- 
tes de cerrarse tuviesen aquel número. 

2. a No subsistirá en una misma pobla- 
ción mas de un solo convento de la misma 

I órden. 

3. a Si por circunstancias especiales cre- 
yesen las Juntas diocesanas que es útil ó 
necesario conservar en una población dos 
conventos de una misma órden, lo harán 
presente al Gobierno, que queda autorizado 
para resolver sobre ello lo que convenga. 

Art. I i , Los novicios y novicias, excep- 
to los de los colegios de ia misión de Asia, 
no podrán ya continuar en los conventos; y 
el Gobierno cuidará de que así se verifique. 

Art. 12. Las religiosas que permanez- 
can en las casas ó conventos que quedan 
abiertos, tienen la facultad de solicitar su 
exclaustración eD cualquier tiempo, acudien- 
do para ello al Jefe político ó Alcalde consti- 
tucional, los que la concederán y dispondrán 
sin ningún género de retraso, poniéndolo en 
noticia de la Junta diocesana y del ordinario. 
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Art. 13. Las religiosas exclaustradas ya, 
y las que se exclaustraren en adelante no 
podrán volver á la vida común. 

Art. 14. Se prohíbe á las personas de 
ambos sexos el uso público del hábito re- 
ligioso. 

Art. 15. Los regulares exclaustrados or- 
denados m sacris quedan en la clase de 
eclesiásticos seculares bajo la autoridad de 
los respectivos ordinarios. 

Art. 16. Los que no hubiesen recibido 
órdenes. mayores, gozarán de les mismos de- 
rechos y estarán sujetos á las mismas obli- 
gaciones que los demás españoles. 

Art. 17. En los monasterios y conventos 
extinguidos que tenían anéjala cura de almas, 
se conservarán abiertas las iglesias, siempre 
que el Gobierno lo juzgue conveniente, oyen- 
do á la autoridad eclesiástica y á la Diputa- 
ción provincial, y se proveerá á la dotación 
de los ministros por los medios acostum- 
brados. 

Art. 18. Los beneficios seculares, uni- 
dos á los monasterios y conventos extingui- 
dos, se restituyen á la provisión real y ordi- 
naria; pero sus actuales poseedores conti- 
nuarán en e! ejercicio y disfrute ! e ellos y 
en el pago de las pensiones con que se ba- 
ilen gravados. 

Art. tí). Las Juntas distribuirán en los 
pueblos de sus respectivas diócesis los ex- 
claustrados ordenados m sacris que disfru- 
ten la pensión que íes señala esta ley y los 
prelados diocesanos los asignarán á las par- 
roquias. Se exceptúan de estas disposiciones 
los que no hayan terminado su carrera lite- 
raria y quieran continuarla en lasuniversida- 
des, seminarios y demás colegios aprobados. 

Art. 20. Tn jos los bienes raíces, rentas, 
derechos y acciones de todas las casas de co- 
munidad de ambos sexos, inclusas las que 
que quedan abiertas se aplican á la caja de 
amortización para la extinción de la denda , 
pública, quedando sujetos á las cargas de 
justicia que tengan sobre sí. Los muebles de 
las casas que continúen abiertas, quedarán 
en ellas para su uso, formándose el corres- 
pondiente inventario. 

Art. 21. Se exceptúan de Indisposición 
contenida en e! artículo anterior los bienes, 
rentas, derechos y acciones pertenecientes 
á los colegios de misión para las provincias 
de A-sia, á la obra pía de ios Santos lugares 
de Jerusalen, y los que se hallen especial- 
mente dedicados á objetos de hospitalidad, 
beneficencia é instrucción pública , como 
también la parte de los correspondientes al 
monasterio del Escorial que resulte pertene- 
cer al Real patrimonio. 


Art. 22. Los ordinarios, prévía aproba- 
ción del Gobierno, podrán destinar á parro- 
quias las iglesias de los conventos suprimi- 
dos que sean necesarias. 

Art. 23. Del mismo modo podrán dispo- 
ner en favor de las parroquias pobres de sus 
diócesis de los vasos sagrados, ornamentos 
y demás objetos pertenecientes al culto, ex- 
cepto aquellos que por su rareza ó mérito 
artístico convenga conservar cuidadosamen- 
te, y los que por su considerable valor no 
corresponderían á la pobreza de las iglesias. 

Art. 24. El Gobierno podrá destinar pa- 
ra establecimientos de utilidad pública los 
conventos suprimidos que se consideren á 
propósito. 

Art. 25. Asimismo aplicará los archivos, 
cuadros, libros y demás objetos pertene- 
cientes á ciencias y artes y las bibliotecas 
provinciales, museos , academias y demás 
establecimientos de instrucción pública. 

Art. 26. Los religiosos de ambos sexos 
que se exclaustraren, podrán llevar consigo 
los muebles, ropas y libros de su uso parti- 
cular. 

Art. 27. (Este artículo y los siguientes 
hasta el 34, tratan de las pensiones de los 
exclaustrados y se hallan en Jubilaciones.) 

Art. 35. Las mismas Juntas formarán 
inmediatamente un cálculo aproximado de 
lo que conceptúen necesario para el cuito 
en las iglesias de las casas religiosas que 
queden abiertas y lo someterán á la aproba- 
ción del Gobierno, sin perjuicio de que 
mientras se obtenga esta, se pague por el 
Tesoro público y por duodécimas partes al 
tiempo de satisfacer las mensualidades de las 
pensiones. También acordarán las Juntas los 
reparos indispensables en los edificios, de 
acuerdo con los jefes de la Hacienda públi- 
ca; por la cual se satisfará su importe. 

Art. 36. Por cada casa de religiosas que 
subsistan se abonarán 2.200 reales anuales 
para médico, cirujano y botica. 

Art. 37. El Gobierno recomendará efi- 
cazmente á los prelados diocesanos y demás 
patronos y electores que atiendan los mé- 
ritos de los exclaustrados para su coloca- 
ción, siempre que obtengan de los Jefes po- 
líticos un atestado de su buena conducta po- 
lítica y lo merezcan además por su morali- 
dad y aptitud. 

Art. 38. Gozarán de la testamentifac- 
cion, de la capacidad para adquirir entre vi- 
vos ó ex testamento ó abinfestato, y de los 
demás derechos civiles que corresponden 
los eclesiásticos seculares, los religiosos se- 
cularizados y exclaustrados de ambos sexos, 
desde que salieron de los conventos, y las 
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monjas que continúen en ios que queden 
abiertos desde el 8 de marzo de d 838 (i). 

Art. 39. Las Juntas diocesanas y demás 
autoridades é individuos á quienes toque in- 
tervenir en ia ejecución de io prevenido en 
esta ley, procederán en cuanto no se opon- 
ga á ella, conforme al reglamento de 24 de 
marzo de 1836 y á los que forme el Gobier- 
no en lo sucesivo.»*— Palacio de Jas Córtes 
22 de julio de 1837. (Siguen las firmas.) — 
Por tanto mandamos, etc" — En Palacio á 29 
de julio do 1837. (CL. t. 32, p. 92.) 

R. O. de 13 diciembre de 1840. 

(Gob.) Por esta Real, órden se previno al 
corregidor político de Guipúzcoa que inme- 
diatamente procediera á cerrar todos los mo- 
nasterios, conventos, colegios, congregacio- 
nes y demás casas de comunidad ó instituto 
religioso de varones existentes en la provin- 
cia, prohibiendo que shs individuos vivan 
en comunidad y usen traje religioso, llevan- 
do á efecto no solo el decreto de 4 de julio 
de 1835, sino la ley de 29 de julio de 1837, 
pues que los fueros solo debían respetarse 
en lo que no se oponga á la unidad consti- 
tucional. [CL. t, 26, p. 462.) 

Concordato de 1.7 octubre 1851. 

Se halla inserto el Concordato en el to- 
mo III, pág. 283, y las únicas disposiciones 
que en él existen sobre casas y congrega- 
ciones religiosas, son los arts. 29, 30 y 35 
que deben consultarse, así como la si- 
guiente 

R. O. de 24 diciembre de 1851. 

Sobre si el Concordato ha derogado la ley de 29 de ju- 
lio de 1837 respecto á exclaustración de religiosas. 

Se halla inserta esta Real órden en el to- 
mo III, p. 289, artículo Concordatos. 

R. D. de 3 mayo de 1854. 

Comunidad de religiosos en el Escorial. 

(Grac. y Jüst.) «Artículo l.° Con el 
objeto especial y único de atender al mejor 
cuidado y conservación del Keal monasterio 
del San Lorenzo del Escorial, á lo dispuesto 
y ordenado por su fundador y cumplimiento 
de cargas piadosas, confiado todo al presen- 


il) Sobre la inteligencia de este articulo, 
consúltense las Reales órdenes de 19 de se- 
tiembre y 18 de octubre de 1867, así como los 
decretos de 25 de julio y 15 octubre de 1868, 
y los casos de jurisprudencia de este articulo. 
También debe tenerse en cuenta el decreto de 
18 del citado octubre de 1868 sobre extinción 
de todos los monasterios y conventos. 


te á la Administración de mi Real casa y pa- 
trimonio, se establecerá en aquel una comu- 
nidad de religiosos regida y gobernada por 
la regla de la órden de San' Gerónimo, pero 
con sujeción al ordinario ó á mi pro-cape- 
lian mayor, y con las demás modificaciones 
que sean necesarias y se acuerden entre 
mi Gobierno y la autoridad eclesiástica en 
armonía con el último Concordato. 

Art. 2.° Para atender á los expresados 
objetos y á la subsistencia de la comunidad 
sin gravamen alguno de los pueblos, cedo y 
consigno, á contar desde la fecha de la pu- 
blicación del presente decreto en adelante, 
el usufructo del producto líquido de la por- 
ción de bienes que, habiendo sido de la 
pertenencia de! mismo monasterio, fueron 
revertidos L mi Real casa y Patrimonio y 
hoy continúan administrados como de mi 
propiedad particular. 

Art,. 3/ Me reservo adoptar para en 
adelante las disposiciones convenientes tan- 
to respecto á la administración de dichos 
bienes, como á la vigilancia que deba ejer- 
cerse en la aplicación é inversión de sus 
productos. 

Art, 4.° Mi Ministro de Gracia y Justi- 
cia dispondrá, oyendo al ordinario diocesano 
y al intendente de mi Real casa en lo que 
respectivamente les competa, lo que fuere 
necesario para la ejecución de este decreto. 
— Dado en Palacio a 3 de mayo de 1854. 
(CL. t. 62, p. H.) 

R. D. ds H setiembre de 1854. 

Derogación del de 3 de mayo. 

(Grao, y Just.) Tomando S. M. en con- 
sideración una razonada exposición del Con- 
sejo de Ministros en que hizo presente que 
el establecimiento de la comunidad de mon- 
jes Gerónimos en el monasterio de San Lo- 
renzo acordado por el Real decreto de 3 de 
mayo era contrario á la ley de 22-29 de julio 
de 1837 y al Concordato mismo que ni literal 
ni virtuaimente daba entrado á monjes, de- 
rogó el citado decreto de 3 de mayo, y de- 
claró disuelta y extinguida la referida comu- 
nidad. (CL. t. 63, p. 57'. 

R. O. deH mayo de 1855. 

(Grac. y Just.) Se prohibió la admisión 
de novicias en todos los monasterios y- con- 
ventos mientras no se dispusiese otra cosa.- 
(CL. I. 65, p. 22.) 

R , O. de 31 julio de 1855. 

(Grac. y Just.) Por esta R. O; se dispu- 
so la supresión de los conventos que no tu- 
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viesen en aquella fecha el número ríe doce I 
religiosas profesas marcado por las disposi- ¡ 
dones canónicas y civiles para formar comu- ! 
nidad, y que sucesivamente se fueran supri- 
miendo* cuando careciesen de dicho número. 
(CL. t, 65, p. 56 -i .) 

Otras Reales órdenes se dictaron en el 
mismo año con el propio fin y simple- 
mente recomendatorias del cumplimien- 
to de la anterior. 

R. O. de 6 junto de 1858. 

Cape! lañes y sacristanes de conventos. 

(Grac. y Just.) En vista de las reiteradas 
reclamaciones de algunos RR. Prelados en 
solicitud de que se les dejen expeditas sus 
facultades ordinarias para hacer los nombra- 
mientos de capellanes y sacristanes de los 
conventos de religiosas; y conformándose 
con el parecer de la sección de Estado y 
Gracia y Justicia del Consejo Real, se ha dig- 
nado S. M. la Reina resolver: 

1 . ° Que en lo sucesivo se verifiquen por 
los RR. Prelados los referidos nombramien- 
tos de capellanes y sacristanes de los con- 
ventos de religiosas, debiendo procurar que 
dichos cargos sean desempeñados por ex- 
claustrados con pensión del Estado. Y solo 
en el caso de que les sea absolutamente im- 
posible hallar individuos de dicha clase en 
las diócesis respectivas, con la aptitud y cir- 
cunstancias necesarias para su desempeño, 
podrán hacer los nombramientos de capella- 
nes en presbíteros del clero secular y en le- 
gos los de sacristanes. 

2. ° Las dotaciones que respectivamente 
han de disfrutar, y que los RR. Prelados 
designarán en los nombrami otos, serán: 
las de 6 rs. diarios para los capellanes que 
residan en capital de provincia; 5 los de ca- 
pital de Juzgado, y 4 en los demás pueblos. 

Y para los sacristanes las de 3 rs. diarios los 
que residen en capital de provincia, y 2 en 
los demás puntos. 

3. ° Los RR. Prelados darán cuenta á 
este Ministerio de todos los nombramientos 
que verifiquen, haciéndola debida expresión . 
de las circunstancias que concurran en cada 
caso. 

4. ° Quedan derogadas todas las disposi- 
ciones que se opongan á lo prevenido por 
esta circular.— Da Real orden etc. Madrid 6 
de junio de 1858. {CL. t. 76, p. 321.) 

R. O. de \ í julio de 1862. 

(Grac. y Just.) Se resuelve, «que una 
vez hecha por los RR. Prelados la cesión de 
los bieues de las religiosas de sus diócesis 
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I pueden los mismos solicitar por conducto de 
j este Ministerio que las inscripciones expedi- 
i das á favor de las monjas se gubdividan por 
¡a Dirección general de la Deuda pública en 
tantas cuantos sean los conventos entre 
quienes hayan de distribuirse, conforme á lo 
determinado en el art. 13 del Real decreto 
de 21 de agosto de 1860, y á fin de que ten- 
ga cumplimiento el art. 12 del convenio de 
4 de abril del mismo año. {CL. t. 88, p. 308.) 

/i . O. de 19 setiembre de 1867. 

Adquisiciones y traslaciones de dominio por religiosas 
profesas. 

(Grac. y Just.) Tuvo por objeto esta 
Real órden dictar reglas para determinar y 
fijar la práctica de los registradores de la 
propiedad on lo relativo á inscripción de con- 
tratos de enajenación de inmuebles otorga- 
dos porreligiosas, y se asienta como induda- 
ble que e! Concordato de 1851 derogó la ley 
de 29 de julio de 1837. Se halla inserta en 
Hipotecas, t. VII, p. 266. 

R. O. de 18 octubre de 1867. 

Escrituras otorgadas por superioras do convontos sin 
licencia del diocesano. 1 se declaró que I 03 registra- 
dores no deben inscribirlas, (i) 

(Grao, y Just.) «Visto el expediente ins- 
truido á consecuencia del recurso guberna- 
nativo formalizado por D. Pablo Esteve para 
que el registrador de la propiedad de Villa- 
! franca del Panadés inscriba una escritura 
otorgada en 30 de julio de 1 866 por la pre- 
sidenta y superiora del convento de Carme- 
litas Calzadas de dicha villa, los consortes el 
referido D. Pablo Esteve y doña Antonia Mar- 
tí y Cnrbó, y D. José Pujador , por la cual 
convinieron mútnnmenteen en que un censo 
de 443 libras barcelonesas de capital que 
Pujador pagaba á aquel convento y se halla- 
ba impuesto sobre una viña, se subrogara en 
una casa de la propiedad de dichos con- 
sortes. 

Considerando que la expresada subroga- 
ción comprende los dos actos de redimir el 
censo impuesto sobre la viña y de imponer 
otro igual sobre la casa; actos que solo pue- 
de ejecutar quien tuviere el dominio y libre 
disposición del censo: 

Considerando que si bien en virtud de lo 
convenido co:i la Santa Sede en el último 
Concordato y convenio adicional al mismo 
lian sido devueltos á la Iglesia los bienes no 


(i) Esta Real orden debió insertarse en el 
articulo Hipotecas como la de 19 de setiembre 
dal mismo año, y suplimos ía omisión colocán- 
dola en este artículo. 
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vendidos de los que fueron desamortizados, 
no resulta en este expediente que el censo 
de que se trata haya sido entregado en debi- 
da forma ai convento de monjas ya citado j 
para que pueda disponer libremente del I 
misino: 

Considerando que aun en el caso de ha- 
berse realizado dicha entrega, necesitaría 
siempre la superiora de la comunidad de la 
licencia del diocesano para celebrar el con- 
tato de subrogación , lo cual no resulta ha- 
berse verificado: 

Y considerando por ello quo no ha tenido 
la referida superiora capacidad legal para ce- 
lebrar el contrato de que se trata; 

La Reina, de acuerdo con lo informad», 
por la Sala de gobierno del Supremo Tribu- 
nal de Justicia y lo propuesto por Y. I., se 
ha servido resolver que la expresada escri- 
tura no debe inscribirse en el registo de la 
propiedad, v que esta resolución sirva do re- 
gla general para los casos análogos. — De 
Real orden etc. Madrid 18 de octubre de 
1867, — Roncali.» ( Gac . 19 octubre.) ■ 

R. D. de 25 julio de 1868. 

Mas sobre actos de dominio ejercidos por religiosas ¡ 
y conventos, 

Por este decreto se declararon válidos y i 
subsistentes los actos de dominio ejercidos | 
individualmente por las religiosas profesas i 
desde la ley de 29 de julio de 1837 hasta la ¡ 
fecha con otras disposiciones sobre adquisi- [ 
ciones por las comunidades religiosas. (Se j 
halla inserto en el Apénd. I, p. 334.) j 

Decreto de 15 octubre de 1868. i 


ja el interés público su conservación. ( Apén- 
dice I , p. 539). 

Acabamos de ver que el Gobierno 
Provisional por decreto de 18 de octubre 
de 1868, declaró extinguidos todos los 
monasterios, conventos y demás casas 
(le religiosos de ambos sexos fundados 
desde 29 de julio da 1837. El Concor- 
dato de 1851 había autorizado estas fun- 
daciones, y el número total de los con- 
ventos da religiosos que existían en la 
Península é islas adyacentes en fin de 
1867 eran 62, á saber treinta y cuatro 
de Escuelas pías, seis de San Vicente do 
Paul, siete de San Felipe INeri, dos de 
Agustinos Calzados, dos de Agustinos 
recoletos, dos d9 Predicadores, tres de 
Franciscos Descalzos, cinco de la compa- 
ñía de Jesús y uno de la Congregación 
de sacerdotes misioneros de San Alfon- 
so Ligorio; reuniendo entre todas estas 
casas 1.506 religiosos profesos con mas 
los cursantes, legos y novicios. El nú- 
mero de casas de religiosas era infinito, 
y reunían según datos oficiales 14.725 
monjas en 1867. (Guia del Estado ecle- 
siástico.) 


Jurisprudencia. 

El Tribunal Supremo de Justicia ha 
establecido en varios fallos la siguiente 
doctrina: 


Mas sobre lo mismo. 

Se deroga el decreto de 25 de julio que ' 
autorizó á las comunidades religiosas para, 
adquirir y poseer bieDes contra lo dispuesto 
en las leyes, y se restablece en su fuerza y 
vigor el árt. 38 de la ley de 29 de julio de 
1837. (Apénd. I, p. 388.) 

Decreto de 18 octubre de 1868, 

Extinción de todos los conventos fundados desde la lev 
de 1837. 

Este decreto por el que quedan extingui- 
dos todos los monasterios, conventos y de- 
más casas de religiosos de ambos sexos fun- 
dados desde 29 de julio de 1837 se halla in- ¡ 
serto en el Apénd. /, p. 389. 

Circular de 18 noviembre de 1868. 

I 

Se recomendó la mayor prudencia, para j 
que no se demuelan los edificios que fueron | 
conventos, cuando por cualquier motivo exi- I 


I. Derechos civiles de las religiosas se- 
cularizadas.— Las monjas secularizadas es- 
tán rehabilitadas en el goce de los derechos 
civiles en virtud de la ley de 29 de julio de 
1837. 

II. Sobre lo mismo , ó sea sobre los ar- 
tículos 30, 35 y 41 del Concordato : «Los ar- 
tículos 30, 35 y 41 del Concordato promul- 
gado en 17 de octubre de 18S1, no introdu- 
cen novedad alguna relativa á la capacidad 
de adquirir los regulares como individuos, 
porque limitándose los citados artículos á 
consignar la manera en que el Gobierno ha 
de atender á la subsistencia de Jas comuni- 
dades religiosas, al modo de adquirir corno 
tales comunidades y á sancionar el respeto á 
la propiedad que adquieran, nú derogan el 38 
de la ley de 29 de julio de 1837 que conce- 
dió á los regulares el derecho de sucesión 
en los bienes hereditarios. (Sent. de 4 octu- 
bre. del 1860.) 

III. incapacidad de los religiosos pro fe- 
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sos para adquirir . — «Según la legislación 
vigente antes de la supresión de las comu- 
nidades religiosas , los individuos profesos 
que á las mismas pertenecían estaban inca- 
pacitados para suceder á sus parientes intes- 
tados. Esta incapacidad no se. relajó hasta 
la promulgación de los Rs. Ds. de 20 de ju- 
nio de 1822 y 25 de enero de i 837 , en ios 
cuales se estableció á la vez corno punto de 
partida para que los regulares exclaustrados 
pudieran ejercitar sus nuevos derechos, la 
fecha de sti secularización; previniéndose 
además que su habilitación no tendría fuerza 
retroactiva ni se extendería por consiguien- 
te á las hereocias y legítimas adquiridas por 
otros parientes antes de la citada época : Y 
es por tanto nula la sentencia en que se de- 
clara, contra las leyes citadas, que corres- 
ponde legítima al que en 1834 era religioso 
profeso, habiendo fallecido entonces su pa- 
dre. ( Sent . . de 25 abril de 1863.) 

IV. Cuestionándose sobre sucesión ahin- 
testato de una religiosa profesa . se declaró 
por la sentencia de la Audiencia no haber 
lugar mandando que quedasen á disposición 
del diocesano todos los bienes relictos por 
aquella para que pudiera dárseles la inver- 
sión á que se hallaban destinados. Interpú- 
sose recurso ue casación y el Tribunal Su- 
premo declara no haber lugar á é! estable- 
ciendo en udo de sus considerandos la si- 
guiente doctrina: «que cualquiera que fuera 
la disciplina, vigente hoy en España, respec- 
to á la facultad de adquirir bienes , admi- 
nistrarlos y disponer de ellos de las relígio- 
giosas profesas, ya se atienda á los decretos 
del Santo Concilio de Trente, ya á las dispo- 
siciones de la ley de 29 de julio de 1837 ó ya 
á lo concordado con la Santa Sede en 17 de 
marzo de 1851, es lo cierto que la principal 
cuestión que se ha ventilado en estos autos, 
es la de si al fallecimiento de la monja Sor 
Cándida de San Agustín quedaron algunos 
de su pertenencia, y en los que , en el su- 
puesto de que pudiera haberlos adquirido 
para sí, debieran suceder sus parientes abin- 
testato. (Sent. de 28 junio de 1806.) 

Consúltenseademás en Concordato los 
arts. 20, 30 y 3o del 17 de octubre de 
1851, Jas Rs. Ords. de 14 y 24 de di- 
ciembre del mismo año, y los arts. 6 o , 

12 y 13 del Convenio de 1860. - En Cul- 
to y Clero, el R. I) de f* de octubre y 
la R O. de 10 de diciembre de 1853.— 
En Desamortización, los Reales decre- 
tos, y leyes etc. de 19 de febrero de 1 83G, 

13 de mayo 8 y 9 de diciembre de 1851, * 
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y otras. — En Jubilaciones y otras pen- 
siones de clases pasivas, las Rs. Ords. de 
7 de julio de 1858, 10 dé febrero de. 
1850, 18 de diciembre de 1852 y de- 
creto de 22 de octubre de 1868. — 
Véanse también Legados á manos muer- 
tas: Religiosos: Sucesiones, testa- 

mentaria é intestada: Misioneros de 
Asia, etc. 

MOHEDA . La moneda es una mercan- 
cía, generalmente de ero, plata ó cobre 
acuñado, con el busto del Soberano y 
el escudo nacional, que sin estar desti- 
nada á ningún consumo sirve como me- 
dida de todos los valores para facilitar 
Ins cambios. Su acuñación es una pre- 
rogativa de la soberanía. El ari. 73 de 
la Constitución do 1869 dice, que cor- 
responde al Rey «cuidar de la acuña- 
ción de la moneda, en la que se pondrá 
su busto y nombre (1).» Este privilegio, 
este monopolio queeri la fabricación de 
moneda se reservan los Gobiernos de 
todos los pueblos y que ejercieron ya en 
lo antiguo por razón del señorío, tiene 
boy principalmente por objeto garantir 
la lev de la moneda para que su valor 
representativo esté en armonía con el 
intrínseco ó natural, descansando en el 
Gobierno la pública confianza, y evitan- 
do ó dificultando á la vez ]as falsifica- 
ciones, las cuales, dice muy acertada- 
mente un ilustrado escritor jurídico, 
sobre comprometer las fortunas parti- 
culares atacan en sus garantías mas in- 
violables el crédito del Estado. 

La fabricación ó acuñación de la mo- 
neda en España se viene verificando 
bajo el sistema decimal con sujeción á 
las reglas establecidas por el R. D. de lo 
de abril de 1848, alteradas ó modificadas 
por los de 19 agosto de 1853, de 3 de fe- 
brero de 1854, 31 de de enero de 1861, 
19 de agosto de 1863, que. daremos 
en extracto y principalmente por la lev 
de 26 de junio de 1864, que adoptó para 
el peso los gramos en vez de granos de 
nuestro antiguo sistema, y como uni- 
dad monetaria el escudo en vez del real y 


(ll Lo mismo expresa el art. 45 de la de 
1845. 
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últimamente, por el decreto del y octubre 
de 1868 y disposiciones para su ejecución 
de que se establece como unidad mone- 
taria la peseta , se rebaja el peso de las 
monedas asimilándolas al sistema fran- 
cés, y se aumentan y alteran el número 
de ellas. 

Estas disposiciones con otras relati- 
vas á la ley, talla y permiso de nuestras 
monedas son las siguientes : 

Ley de i.° diciembre de i 836. 

(Hacienda.) Doña Isabel II, etc. «La 
moneda se acuñará con Jos mismos tipos, ta~ ' 
maños y contornos que se hace en la actua- 
lidad, poniendo en el anverso Isabel II por 
por la gracia de Dios y la Constitución : 
en el reverso Reina de las Jispañas, y en 
el canto de las de 20 reales Ley, Patria, 
Rey, conservando las estrías eñ las mone- 
das menudas.» Palacio, etc. {CD. lomo 21, 
pag . 553.) 

R. D. de 15 abril de 1848. 

(Hac.) Por este decreto se estableció 
como unidad monetaria el real, moneda 
efectiva de plata, á la talla de 175 en el mar- ¡ 
co, se rijo la iey en Jas monedas de oro y ¡ 
plata en 900 milésimas de fino, se desig- ¡ 
naron las clases de moneda con su peso, 
talla, permiso valor etc. , y so mandó eme 
las de oro y plata se acuñasen en virola cer- 
rada, á excepción del duro y medio duro que 
continuarían con la abierta, conservando la 
levenda de Ley. Patria y Rey. oue la nosi- \ 
cion del busto del Rey y los emblemas fue- ; 
ran diferentes de cada clase de moneda, y ■ 
que el descuento que únicamente se hiciera - 
en los casas de moneda, fuese el 1 por 100 ' 
en el oro y dos en la plata, etc. ( CL . t. 48 , ' 
pág. 473.) ► 

R. D. de 19 agosto de 1853. 

(Hac.) Se mandó suspender Ja acuñación 
de las monedas de cobre de medio real, de 
doble décima y acuñar otras del peso cor- 
respondiente que valgan un cuartillo ó sea 
veinticinco céntimos de real, cuidando en 
lo sucesivo de que toda moneda de cobre á 
contar desde l.° de enero de 1854, lleve i 
la efigie del Rey eu el anverso y en el re- j 
verso el escudo de armas, además de las j 
accesorias y leyendas que se aprueben^ y [ 
otras particularidades respecto á la acuña- i 
cion, etc. {CL. t. 59, p. 203.) j 

/{. O. de l.° febrero de 1854. 

(Hac.) Fija los precios que han de regir 


para la compra de los metales en las fábri- 
cas, señalando el de 3.018 por marco de 
oro fino, y el de 194 por el de plata. (CL 
L 61, p. 148.) ' ‘ 

R. D. de 3 febrero de 1854. 

(Hac.) Se dispuso la acuñación del do- 
blón de Isabel ó centén, de! peso de. 4(18 
granos y talla 27‘43 céntimos en cada mar- 
co, y se fija el peso del duro en 520 granos, 
y I a talla de 8,86 céntimos en cada marco, 
(CL. tomo 61, p. 153.) 

R. D. de 31 enero de 1861. 

Acuñación do monedas de 40 y ‘20 rs. 

(Hac) «Artículo 1 .° Se acuñarán en lo 
sucesivo monedas de oro de 40 y 20 rs.de 
valor, cuyo peso y talla serán exactamente 
proporcionales y de ley igual al doblon ó 
moneda de 100 rs. que actualmente se fa- 
brica, conforme al R. D. de 3 febrero 
de 1854. 

Art. 2.® El peso y talla de estas mone- 
das, con rigorosa proporción al centén, será 
el siguiente, las de 40 rs. pesarán 67 gra- 
nos, 20 céntimos, v Jas de 20 rs, 33. granos, 
60 céntimos: Ja talla de las de 40 rs. será de 
68, 565 milésimos pieza por marco de Cas- 
tilla, y las de 20 rs. de 137, 15 céntimos 
pieza por el mismo marco. La ley será de 
900 milésimas de fino establecida para el do- 
blon ó centén, con el mismo permiso de 
dos milésimas de mas ó de menos. 

Art. 3.° El permiso del peso, para que 
el Gobierno apruebe ó desapruebe las ren- 
diciones de estas monedas, será el de diez- 
granos por marco, que es ei que rige ac- 
tualmente para los centenes. El permiso para 
su admisión por el público será de tres 
quintos de grano en las monedas de 40 rea- 
les, y de un tercio de grano en las de 20 
reales. 

Art. 4.° El diámetro de estas monedas 
se fijará por el Ministro de Hacienda, ha- 
ciéndolo conocer al público oportunamen- 
te.» — Dado en Palacio á 31 de enero de 
1861. [CL. t. 85, p. 127.) 

R. O. de 7 febrero de 1861. 

(Hac.) Se dispuso «que los diámetros de 
las nuevas monedas de oro de 40 y 20 reales 
de valor, creadas por el R. D. de 31 de 
enero próximo pasado fuesen de 18 milíme- 
tros el de la 1. a y de 15 y cinco diez milíme- 
tros el de la 2. a » (CL. t. 85, pág. 156.) 

’7?. D. cíe 19 agosto de 1863. 

Acuñación do la moneda de oro: nuevo reverso. 

(Hac.) Art. l.° La moneda de centén se 
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acuñará en lo sucesivo con el nuevo reverso 
aprobado por raí en esta fecha, y la leyenda 
al canto de Rey, Patria, Ley, establecida por 
la ley de 1 .° de diciembre de 1836, en vez de 
verificarlo con virola cerrada y acanalada 
conforme al art, 6.° del R. D. de 15 de abril 
de (848. 

Art. 2.° Para las monedas de oro de 40 
y 20 rs. de valor se adoptará el mismo re- 
verso reducido, con las modificaciones que 
fueren menester; pero estas monedas segui- 
rán acuñándose con la misma clase de viro- 
la que hasta aquí. 

Art. 3.° £1 Ministro de Hacienda dictará 
las medidas necesarias para que se convier- 
tan ai nuevo cuño las monedas de oro que 
existen en circulación, empezando ia recogi- 
da por los cenlénes anteriores al año de 1854, 
y para que una parte de 1a nueva labor se 
ejecute en monedas de 40 y 20 rs., á fin de 
remediar la escasez de moneda gruesa de 
plata que eu el Reino se experimenta en la 
actualidad. 

Art. 4.° Esta reforma se llevará á efecto 
según lo permitan las atenciones del Tesoro 
público y la cuantía de los créditos destina- 
dos eu el presupuesto ordinario para los gas- 
tos de refundición de moneda defectuosa.— 
Dado en San lldefenso á 19 de agosto de 
1863. — Está rubricado de la Real mano. — 
El Ministro de Hacienda interino, Manuel 
Alonso Martínez, (G’ac. de 10 octubre.) 

Ley de 26 junio de 1864. 

Modificando la unidad monetaria y dictando disposi- 
ciones sobre ol valor de ias monedas y su acuña- 
ción. 


PLATA. 


Duro 

Escudo, ...... 

Peseta 

Media peseta. . 
Real . 


m t- i ■ -r É 4 b a 


2 

1 

0,400 

0,200 

0,100 


25,960 

12,980 

5,192 

2,596 

1,298 


BRONCE. 

Medio real. 

Cuartillo , . .4 + ,,. # . + . , * 

Décima... , + + 

Media décima 


0,050 

0,025 

0,010 

0,005 


12,500 

6.250 
2,500 

1.250 


Art. 3.° Las monedas de oro de diez, 
cuatro y dos escudos serán lo mismo que las 
de plata de dos escudos de 900 milésimas de 
ley. Las de plata de 0,40-0,20-0,10 de es- 
cudo tendrán Ja ley de 810 milésimas. Las 
de bronce se compondrán de 95 partes de 
cobre, cuatro de estaño y una de zinc. 

Ei permiso de ley en mas ó en menos, 
será de dos milésimas en el oro y tres en la 
plata, y en la moneda de bronce de 1 por 
100 de cobre, y medio por ¡00 de cada uno 
de los demás metales 

Art. 4 . 4 El permiso de peso , en mas ó 
en menos, para la aprobación de las labores 
de las casas de moneda por cada kilogramo 
de moneda sará el siguiente: 

Gramos. 


ORO. 


Doblou de Isabel,. «.j 

Idem, de cuatro escudos. r / 2,170 

Idem de dos escudos , . . , . + + ) 


(Hac.) Doña Isabel II, etc. 

Artículo 1 .° En todos los dominios espa- 
ñoles será la unidad monetaria el escudo, mo- 
neda efectiva de plata, peso de 12 gramos 
980 miligramos á la ley de 900 milésimas de 
fino. 

Art. 2.° Se acuñarán las monedas de 
oro, plata y bronce, cuya denominación, va- 
lor y peso será el siguiente: 


r..AMKMsrr: < 


DENOMINACION, 

1 

1 

1 

Valor en 
escudos. 

I 

Puso á la 
ley mo- 
netaria. 

Gramos. 

ORO. 



Doblon de Isabel 

10 

1 8,387 

Idem de cuatro escudos. . . 

4 

3,354 

Idem de dos escudos.- ..... ¡ 

2 

i;677 


PLATA. 


Duro. i. i r ■ 4 4- . , ■ r. 

Escudo. 4 + 4 . 44 ., 1 , ■ . * ++r 4 . 4 ..« 

P ese Itl .4J.LI.444 4 4 . 4 4 +4 

Media peseta ... 

Real 4444,. + + + , + ,. 44, + t 



2,821 

4,991 

9,962 


BRONCE. 

Medio real+ . , + . + , . 

Cuartillo. - I 

Décima I j 5 

Media décima. - ’ 

Art. 5.° Con respecto á los particulares 
y á fin de admitir ó rehusar legalmente las 
monedas, el permiso será: 

Gramos. 

oro. — — 

Doblon de Isabel. + . , ► . 0,049 

Dobloa de cuatro escudos . . . . . 0,029 

Doblon de dos escudos 0,016 





302 MONEDA. 


PLATA. 


Ouro ■■>■■■■■ 

Esr.nHn t . 

■ _ _ j j ■ ■ ri 

0,149 

Peseta. 

Media peseta, . 

t PP d-a.i P i 

J + BXBilLÜI 

L " 'I 0,074 

>r4 + rri4 iBl. 

. fl IUQ 

Art. 6.° El orden de contabilidad para 
las oficinas del Estado y documentos públi- 
blicosserá el siguiente: 

Doblón de Isabel. 

Escudos, 

i 

j Reates. Decimas. 

t vale 

1 

1 

10 

100 j 1.000 


1 vale. 

10 ] 4 0 


i | 1 vale; 10 

i ‘ 

Los doblones de cuatro y dos escudos; los 
duros, pesetas y medias pesetas; el medio 
real, el cuartillo y las medias décimas serán 
monedas auxiliares. 

ArL. 7.° Todas las monedas llevarán el 
busto y nombre del Monarca, y la leyenda 
de «Por la gracia de Dios y la Constitución.» 

Las monedas de oro de diez escudos y las 
de plata de dos y un escudo se acuñarán 
con virola abierta, con el lerna de «Ley, Pa- 
tria y Rey:» para Jas demás monedas se em- 
pleará virola cerrada, debiendo ser acanala- 
da para Jas de plata y lisa para Jas de bronce. 

Las demás condiciones de la estampa y 
el diámetro se lijarán por medio de un Real 
decreto refrendado por el Ministro de Ha- 
cienda, cuidando de que las reales efigies y 
demás emblemas sean diferentes en cada 
clase de moneda. 

Art. 8.° Se acuñarán en moneda de oro 
de diez, cuatro y dos escudos, y de plata de 
dos y un escudos las pastas que presenten 
de su cuenta los particulares sin exigirles 
descuento ni reteuida alguna por gastos de 
la fabricación siempre que aquellas reúnan 
la ductibiiidad y demás condiciones necesa- 
rias, y puedan alearse á la ley monetaria sin 
necesidad de incorporar oro ni pl ta fina, 

Las gastos de afinación y apartado en las 
pastas cuya amonedación exija tales mani- 
pulaciones, los satisfarán los particulares 
con arreglo a un tipo uniforme y en armo- 
nía con el costo de dichas operaciones, si 
poseyendo los medios necesarios las Casas 
de Moneda del reino el Gobierno conceptua- 
se conveniente autorizarlo. 

Art. 9.° Las monedas de plata y bronce . 
inferiores al escudo, se acuñarán exclusiva- j 
mente por cuenta del Estado, y no se entre - 1 


garán por las Cajas pública ni tendrán curBo 
forzoso entre, particulares entre cantidad que 
exceda de iO escudos en las do plata y de 
dos escudos en las de bronce. Esto, no obs- 
tante, en los pagos que se verifiquen por 
ventas, tributos y demás operaciones con el 
Tesoro público, se admitirán dichos mone- 
das en la proporción de 10 y 5 por 100 res- 
pectivamente cuando el importe del pago 
exceda de los límites designados para su ad- 
misión forzosa. 

Art. 10. La proporción en que deban 
acuñarse las diferentes clases de moneda se 
fijará por el Ministro de Hacienda según las 
necesidades de la circulación. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS. 

1A Las monedas de oro, plata y cobre 
circulantes que difieran de los nuevos tipos 
serán refundidas á medida que ingresen en 
las arcas del Tesoro y lo permitan las obli- 
gaciones de este, para cuyo objeto se com- 
prenderán en ios presupuestos anuales has- 
ta terminar la refundición las cantidades ne- 
cesarias. 

2. a La exención de derechos de que tra- 
ta el art. 8.° empezará á regir desde l.° de 
julio de 1805. 

Por tanto: mandarnos etc. Palacio á 26 de 
junio de 1864. — Yo la reina. — El Ministro 
de Hacienda, Pedro Salaverria. (Gao. 28 id.) 

R. Q. de 19 junio de 1865. 

Mandando que las fracciones de escudo se expresen 
por milésimas. 

(Hac.) Se resuelve por esta Real, en vis- 
ta de lo dispuesto por la ley de 26 de junio 
de 1864 «que ias fracciones de escudo se 
«aprecien y expresen por milésimas en lo- 
»dos lo» documentos de la contabilidad del 
«Estado, siguiendo el precedente ostableci- 
»do en los presupuestos sometidos á la deli- 
beración de las Córtes.» 

El objeto de esta acertada resolución 
como se dice en ella misma, es evitar 
los perjuicios que se irrogarían de divi- 
dir el escudo en céntimos para todas Jas 
operaciones de contabilidad, porque el 
céntimo de escudo (diez milésimas de 
escudo) tiene valor considerable para 
despreciar por sistema sus fracciones, 

l nst . de 22 setiembre de 1865. 

Esta instrucción tuvo por objeto recoger y 
retener en ias arcas del Tesoro la moneda 
de cobre antigua ó de maravedís circulante, 
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con destino á la refundición y sustitución 
por la de bronce decimal creada por la ley 
de 26 de junio de i 864. (Gac. 9 octubre de 
1865.) 

Nuevo sistema monetario. 

El decreto de 19 de octubre de 1868 
vino á establecer un nuevo sistema mo- 
netario. Está inserto en el Apéndice I, 
pág. 1195, y por eso no debemos repetir- 
le aquí. Según él, la unidad monetaria 
en todos los dominios españoles será la 
peseta , moneda efectiva equivalente á 
100 céntimos. Habrá monedas de oro, 
de plata y de bronce. Las de oro serán 
de 100 pesetas, de 50, de 20, de 10 y de 
5. Las de plata serán de 5 pesetas, de 2, 
de 1. de 50 céntimos de peseta y de 20 
céntimos de peseta, y las de bronce se- 
rán de 10 céntimos de peseta, de 5 cén- 
timos, de 2 céntimos y de 1 céntimo. 

El peso, ley, permisos y diámetro de 
unas y otras monedas se determinan 
bien expresamente en dicho decreto y 
se cambian los signos y leyendas. Hasta 
hoy solo se han acuñado monedas de es- 
te sistema de (ios pesetas y de una, aun- 
que bien pronto se acuñarán también de 
las demás clases. 

En el corriente año de 1869 ha sido 
necesario dictar disposiciones acerca del 
uso, admisión en pago y compensación 
de las nuevas monedas relativamente á 
las antiguas, debiendo ser obligatoria su 
denominación según orden de 23 de 
marzo, en todas las transacciones desde 
l.° de enero de 1871, y acomodarse á 
ellas los presupuestos y tarifas del servi- 
cio deí Estado. Con esta orden (Apéndi- 
ce II, p. 124) se publican once tablas 
que sirven para la reducción de las 
monedas antiguas de todas clases á pe- 
setas del nuevo sistema y více-versa, ta- 
blas que en la mejor forma hemos pu- 
blicado en el lugar citado y que consi- 
deramos de ia mayor utiii iad. 

El uso de la moheda es antiquísimo, 
y en el Génesis se hace menc.on de ella. 
La forma y la materia de la moneda es 
lo que lia variado según los tiempos y 
según los paises. En liorna en los pri- 
meros años do su fundación, eran de 
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¡ madera, de cuero y de otras materia 
i semejantes; y no se conocieron las de 
cobre hasta Tulio Hostilio , su tercer 
Rey, unos 650 años antes de Jesucristo. 
Tres siglos después, ó sea hácia el año 
485 de la fundación de Roma, y 269 an- 
tes de Cristo, empezaron ya á acuñarse 
de plata en el territorio da aquella gran 
república; y todavía se conservan mu- 
chas de tan antiguos tiempos y en el 
mejor estado, así de oro como de plata 
y cobre, halladas en las ruinas ae la 
poblaciones romanas, en Clunia, en Ter- 
mes, Osma, Tarragona, Mérida, Carta- 
ya, ia Itálica, etc., etc. 

El querer determinar las clases y el 
valor de las monedas antiguas de España 
es punto menos que imposible atendida 
la confusión que reina, en tan oscuro 
caos. Hasta el reinado de Alfonso el 
Sabio no se pueden encontrar noticias 
exactas acerca del sistema monetario. 
Este legislador fué el primero que no- 
tando el desorden que había en las mo- 
nedas romanas y en las peculiares del 
país, realizó en 1253 y en 1284 un pro- 
yecto en que arreglaba dicho sistema, y 
tomando el maravedí antiguo de oro 
que era una sexta parte de una onza de 
este meta), como tipo para los valores, 
mandó fabricar ei maravedí de plata con 
mezcla de cobre y el maravedí blanco 
conocido con el nombre de noven, equi- 
valentes el l.° á 13 rs. 11 í¡8 mrs. de 
la moneda actual; el 2. u á 5 rs. y 10 
mrs.; y el 3.° á un real y 1 1 1|8 mara- 
vedís. 

Mandóse después labrar reales y me- 
dios reales y cuartos de real de plata á 
la ley de 11 dineros y cuatro granos ó 
á la talla de 66 rs. el marco, y sucesiva- 
mente se fueron adoptando otras medi- 
das sobre acuñación y valor de la mone- 
da que pueden consultarse en el título 
XVlí, iib. IX de la ÍSov. Lee., y con vista 
de lodo desciende un escritor á lijar el 
verdadero valor del maravedí moderno 
y de las distintas épocas, diciendo que 
«constante el marco en su ley de 11 di- 
neros y cuatro granos, su valor nacido 
de las alteraciones que sufrieron los ma- 
ravedís fué el siguiente: 
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Valor del marco. Mrg. 

Eo tiempo de Alfonso el Sabio. . 130 

— de Alfonso IX (1312). . 123 

— de Enrique II (1369). . 200 

— de Juan I (1379). , . 250 

— de Enrique III (1390). 300 

— de Juan II (1407). . 1,000 

— de Enrique IY (1454). 2.250 

— de Jos Reyes Católicos 

(1474) 2.210 

— de Fernando YII (4808) 5.440 

Inalterable el marco en su ley, ana- j 
de, para averiguar el valor equivalente 
á los maravedises en tiempo de Juan I 
partiremos de la base de componerse el 
marco de 250 mrs. : repartiendo los 
5.440 que dan los 160 rs. valor actual 
del marco entre 250 mrs., valor de aque- 
lla época tendremos 21 mrs. y %. De 
aquí se inferirá que maravedí y medio 
del tiempo de Juan í valen próxima- 
mente un real de plata ó dos de vellón.» 

Y por tan sencilla operación aritmé- 
tica se sabe fácilmente el valor del ma- 
ravedí en las distintas épocas sañaladas, 
lo cual sobre ser curioso suele ser nece- 
sario para la capitalización de juros, etc. 

Estado de equivalencia exacta entre el es- 
cudo español de 1 0 rs. y las unidades mo- 
netarias de los principales países, y tam- 
bién entre el franco francés y las últimas. 

Su correspondencia en 


Unidades monetarias. 

Esos. Mils. 

Frs. Cénts. 

El escudo de España. . 

1,000 

2,70 

El franco 

0.380 

i, 00 

La libra esterlina (cam- 



bio ordinario) 

9,500 

25,00 

La lira 

7,380 

4,00 

El florín nuevo de Aus- 



tria 

0,950 

2,50 

— florín de Baviera. . 

0,813 

■',14 

— florín de Badén . . . 

0,805 

2,12 


(1) La unidad de peso usada en las casas de 
moneda de España es el morco de Castilla, 
que es la mitad exacta de la libra y tiene 8 
onzas ; cada onza 8 ochavas', cada ochava 6 
tomines, y cada tomín 12 granos 

Según las tablas publicadas en 9 de diciem- 
bre de 1852 por la comisión de pesas y medi- 
da (véase esta palabra) el marco de Castilla 
equivale á 0,k460,093. El marco por lo tanto 
es igual á 0,k2,300,465 : el gramo á granos del 
mareo 20,030,732 ; el kilógraino á 4 mara- 
vedís 346,947. 


— thaler. 

1,425 

3,75 

— rixdaler 

2,151 

5,66 

— rublo de Rusia. . . . 

1,569 

4,13 

— florín polaco de 30 



copeles 

0,477 

1,26 

—escudo romano. . . 

2,044 

5,38 

—mil reís de Portugal 



y el Brasil 

: , 4 28 

5,60 

■ — marco de banco 



(moneda imaginaria) 

0,710 

1,87 

La bolsa turca de 500 



piastras , - 

41,800 

110,00 

La piastra turca.. .... 

0,083 

0,22 

El dracma de Grecia. . 

0,331 

0,89 

La piastra de Marruecos 

1,995 

5.25 

El dollurs de los Esta- 



dos-Unidos 

2,014 

5,44 

El peso fuerte de Amé- 



riCft. ■ j ■ a . a J 4 J , r . 

2,000 

5.40 


Hemos puesto en el estado anterior la 
equivalencia délas unidades monetarias 
de los demás Estados que se citan á cau- 
sa de que la peseta que ha de acuñarse 
en virtud del decreto de 29 de diciem- 
bre 1868 y que ha de ser desde 1871 
nuestra unidad monetaria está asimilada 
al franco. 

Los países en que se usan las referi- 
das unidades monetarias son los siguien- 
tes: el franco, en Bélgica, Francia, Ita- 
lia (por ser igual su valor á la lira), Per- 
sia para sus transacciones con Europa, 
San Marino y Suiza; la libra esterlina, 
en el Reino unido de la Gran Bretaña y 
sus posesiones, y en otros como unidad 
de la Deuda pública por consecuencia de 
empréstitos realizados en Inglaterra; el 
florín nuevo de Austria, en todos ios es- 
tados que constituyen dicho imperio y 
en el Montenegro; el florín de Baviera, 
en este reino, Francfort, Hesse-IIambur- 
go, Nassau, Sajonia Coburgo, Sajonia 
Meeningen y Wurtembert; el florín de 
Badén, en Badén y Paises Bajos; el tha- 
ler* en Prusia, parte de Sajonia Cobur- 
go y demás estados no mencionados de 
de Alemania; el rixdaler , en Dinamar- 
ca, -Suecia y Noruega; el rublo , en el 
imperio ruso; el escudo romano en los 
Estados Pontiíicios; mil reís, en Portu- 
gal y sus posesiones y en el Brasil; el 
marco de banco, en Hamburgo y Lubeck; 
la bolsa turca, en Turquía, Egipto y va- 
tios estados turcos de Asia; la piastra 
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turca , en Moldavia, Valaquia y todos los 
estados de Turquía; la piastra de Mar- 
ruecos , en todos los estados de Berbería; 
el dollar, en los Estados-Unidos, en al- 
gunos casos en el Perú, en las islas 
Sanwich y San Salvador; y los pesos 
fuertes en España y sus colonias y en las 
repúblicas Hispano-Americanas. 

En cuanto á la exportación de la mo- 
neda, y de la plata y oro eü pasta, se de- 
claró permitida por R. O. de 2 de no- 
viembre de 1819. Respecto de la mone- 
da de cobre, véase Galdürilua (1). 

MONEDA EXTRANJERA- Las monedas 
extranjeras cuya circulación no esté ex- 
presamente autorizada por alguna dispo- 
sición legislativa solo son admisibles co- 
mo pasta por su valor intrínseco ó con- 
vencional Asi se ha declarado también 
expresamente respecto de tes monedas 
de las repúblicas americanas, por Rea.l 
orden de 20 de febrero de 1851. La ex- 
portación de la plata y oro amonedado ó 
en pasta es libre según la R. Ü. de 2 de 
noviembre de 1849. De las monedas de 
Inglaterra, Francia y Portugal tratare- 
mos separadamente en los artículos si- 
guiefites. 

MONEDA FRANCESA. Las monedas 
francesas de plata circulan libremente en 
España como se dispuso por R. 0. de 
20 de agosto de 1818, en ia forma si- 
guiente: 

La pieza de 6 libras 
tornesas , llamada 
Luis, su valor le- 
gal 22 rs. 

La de 5 francos (napo- 
león 19 


(1) Según los aranceles- de aduanas publi- 
cados por decreto de 12 de julio de 1869, de 
acuerdo con la ley de presupuestos de i.» del 
mismo mes, la moneda no adeuda derecho al- 
guno de aduanas á su importación en la Penín- 
sula & islas Baleares , ni tampoco á su exporta- 
ción. El arancel de exportación solo compren- 
de cinco artículos cjue son el corcho, los trapos 
viejos de lino, algodón y cáñamo, las galenas, 
los plomos y los litargirios argentíferos —Ver 
Apéndice II, págs. 229 y 260. 

Tomo IX. 


La de 2 francos. 1 . . , . 7 20 mrs, 

La de 1 franco 3 27 

La de medio franco.. . i 30 

La de cuarto de fran- 
co. h r K r . > i i , ■ r r . ■ ^ 32 

Además circulan con los mismos va- 
lores legales que las francesas, las mo- 
nedas acuñadas en algunos Estados de 
Italia durante el imperio de Napoleón, y 
las de Cerdeña desde 1817 y de Bélgica 
desde 1833, ó sea las fabricadas con ar- 
reglo á su nuevo sistema monetario, que 
es el mismo que rige en Francia desde 
el año de 1795 

Respecto á la moneda de oro francesa 
cuya circulación estaba autorizada según 
la citada R. O. de 20 de agosto de 1818, 
se prohibió por R. D. de 7 de enero de 
1851, admitiéndose solo como pasta por 
su valor intrínseco y convencional, y 
pudiendo exportarse libremente y sin 
pago de ninguna clase de derechos. 

MONEDA INGLESA. Por R. O. de 25 
de octubre de 1835, se mandó que ínte- 
rin con acuerdo de las Cortes se deter- 
minaba sobre el particular circulasen las 
monedas de oro y plata inglesas por el 
valor siguiente: 

De oro.-— Un soberano 92 rs. 12 ma- 
ravedís: medio soberano 46,0. — De 
plata: una corona 22 rs.: media corona 
11: un shelin 4,14: medio shelin 2,7. 

Pero por R. D. de 17 junio de 1852 
se prohibió su circulación, ordenando 
que solo se admitiese como pasta por su 
valor intrínseco ó convencional, y que 
pudiese exportarse libremente y sin pa- 
go de ninguna clase de derechos. 

MONEDA PORTUGUESA. Para facilitar 
el conocimiento del valor y correspon- 
dencia de las monedas portuguesas, que 
ha hecho tan necesario el movimiento 
mercantil y el aumento y desarrollo que 
ha tenido nuestro comercio con Portu- 
gal, se dispuso por el Gobierno que el 
ensayador y marcador general analizara 
y fijase el valor intrínseco y comparativo 
de dichas monedas lo que verificado, se 
publicó por R. O. de 24 de mayo de 1 85o 
el siguiente 
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ESTADO del peso, ley, valor intrínseco y valor comparativo de monedas portuguesas re- 
lativamente á las españolas, con arreglo al precio señalado por la tarifa vigente al 
marco de plata fina. 


J 


LEY 

1 

i 

i 

VALOR INTRÍNSECO. ¡, VALOR COMPARATIVO, j 

| NOMBRES 

| de las monedas 

PESO. 

Decimal, 

i 

Moneda cor- 
neóte. 

Decimales. 

? 

Moneda cor- 1 
fien te. j 

1 portuguesas. 

Granos. 

j 

(áranos* | 


Ceñís. 

Rs 

Mr s. 

Rs. 

Cénls 

1 1 ■ 
lis. Mrs 

Cruzado novo. . 

14,633 

0,903' 

H 

12 

11 

4 

— 

11 

44 

1 i , lo 

Corona 

12,500 

0,917 

9 

65 

9 

22 

9 

79 

9 ¡ 27 

Toston 

2,300 

0,903 1 1 

76 

1 

28 

1 

79 

1 ! 27 1 

Medio toston. . 

1,480 

0,903 

! 

; i 
i 

12 

1 

4 

1 

18 

1 6 


Madrid i.° de mayo de 1855. [CL. t. 65 ,p, 126.} 


MONJA' ( Monialis .) Es la religiosa de 
cualquiera de las órdenes aprobadas por 
la Iglesia. Los conventos de monjas es- 
tán comprendido? en la supresión ge- 
neral ordenada por la ley de 29 de ju- 
lio de 1838, y por el decreto de 18 de 
octubre de 18(38, en los términos que 
establecen. — V. Monasterios. Según la 
guia del Estado eclesiástico, habia en 
España en fin de 1867, 14.725 monjas 
en clausura . 

MONOPOLIO- Tráfico abusivo y odio- 
so por el cual una compañía ó un par- 
ticular en virtud de coligación ó fraude 
venden exclusivamente ciertas merca- 
derías: convenio hecho entre los merca- 
deres de vender á un determinado pre- 
cio los géneros: concierto para nu llevar 
provisiones á alguna población, ó para 
impedir que se lleven, ó para apoderar- 
se del surtido con objeto de imponer la 
ley en el precio; ó entre industriales o 
menestrales, etc. para no dar sus obras 
ó trabajos sino á determinado precio; ó 
entre los postores en alguna almoneda ó 
subasta pública para que no suba de 
cierta cantidad: ó cualquiera otra con- 
federación semejante en perjuicio de la 
libertad de concurrencia en los merca- 
dos, en el tráfico, en el trabajo, ele 
Nuestro Código penal considera los 
monopolios como atentados contra la 
propiedad, y les castiga en los arts. 4(30 
$1 463, denominándolos maquinaciones 


para alterar el precio de las cosas. Nos 
remitimos por lo tanto al tomo Iíl, pá- 
gina 11)4, y á lo que sobre el mismo 
asunto dejamos dicho en Abastos. 

En Hacienda se entiende por mono- 
polio á favor uel Estado el estanco de 
ciertos artículos ó de ciertos servicios, 
como ios correos, la acuñación de mo- 
neda, la venta de salitre, pólvora, sal y 
tabaco. 

MONTANERA. Encinar ó dehesa en 
que se echa el ganado de cerda á pastar 
la bellota : ó sea el pasto de bellota 
que el ganado de cerda tiene en fas de- 
hesas ó encinares.— V. Montes. 

MONTADO, Tributo que se exigia 
antiguamente de los ganados que pasa- 
ban de un punto á otro del reino para 
cuyo pago habia puentes y otros parajes 
señalados. Fué abolido en 1758 como 
muy perjudicial á la ganadería. 

MONTE-PIÚ MLITAR. El mas anti- 
guo de los monte-píos es el militar, es- 
tablecido en 20 de abril de 1761. Ade- 
más de los descuentos que pesaban no 
solo sobre las clases que tenian opcion 
á las pensiones, sino sobre todos los mi- 
litare, aunque en ningún caso pudie- 
sen disfrutar de su beneficio, se aplica- 
roa á este monte pío lag herencias de 
los militares, y demás individuos que 
gozan de él y mueren abintestato sin 
tener parientes. 

Por R. D. de 23 de' febrero de 1857, 


MONTE PIOS.— MONTES. . . 


se mandó cesar el descuento que se ha- . 
cía para monte-pio á ios militares de 
todos los ramos y clases de mar y tierra, 
debiendo cobrar desde entonces del 
Tesoro público su respectiva pensión de 
viudedad ú orfandad las viudas y huér* 
fanos de militares que tengan derecho á 
ella, según el reglamento y Reales órde- 
nes aclaratorias que continúan vigen- 
tes (R. 0. de 3 marzo de 1857), resol-, 
viéndose por el Ministerio de la Guerra 
como hasta aquí las solicitudes de los ¡ 
interesados, conforme la práctica esta- ¡ 
blecida para el señalamiento de estos j 
derechos. Los documentos que deben 
presentarse para solicitar las pensiones 
se expresan en las Rs. Ords. de lü de 
marzo de 18a7 y 8 de mayo del mismo 
año. — V. Job’ lados: Cesantes, etc. y 
Retirados de Guerra y Marina. 

MONTE-PIOS. Fondos, cajas ó depó- 
sitos dé dinero formados ordinariamen- 
te con autorización del Gobierno y pre- 
via la aprobación de sus estatutos, eon 
los descuentos que se hacían á los indi- 
viduos de algún cuerpo ó ciase, ó por 
contribución de ios mismos, para pen- 
sionar á sus viudas ó huérfanos, ó faci- 
litarles auxilio en su vejez y enfermeda- 
des. Fueron creados en distintas épocas, 
siendo su objeto evitar lo mísera situa- 
ción á que quedaban reducidas, ordina- 
riamente, las familias de los servidores 
del Estado cuando estos fallecían, indi- 
camos en breve el origen de los monte- 
píos y su estado actual en Jubilados, Ce- 
santes, etc ; en cuyo artículo hemos in- 
sertado ¡as órdenes vigentes en la mate- 
ria y hecho la clasificación de todos los 
monte píos. Ver también Monte-pío mi- 
litar. 

MONTERIAS. So llaman así las bati- 
das que se hacen en los pueblos para el 
esterrninio de los animales dañinos. 

Hé aquí una disposición que se ha pu- 
blicado recientemente sobre el parti- 
cular. 

B. O. de 2a octubre de 1860. 

(Gob.) Ha llegado á noticia de este Mi- 
nisterio que eu algunas comarcas de esa pro- 
vincia, se han propagado los animales fero- 
ces en términos de que invaden las poblacio 
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oes rurales, poniendo algunas veces en pe- 
ligro Inexistencia de sus habitantes. Entera- 
da la Reina y considerando: 

1. ° Que es obligación de la autoridad dic- 
tar cuantas disposiciones sean conducentes 
para librar de todo riesgo álas personas, in- 
curriendo en responsabilidad si no lo hi- 
ciese. 

2. ° Que conviene promover Ja extin- 
ción de todos los animales dañinos en ese 
pais por todos los medios legales, para evi- 
tar las desgracias que en abundancia puede 
ocasionar. 

Y 3.° Que, aunque están prohibidas las 
batidas comunales, no se opone la ley á que 
puedan reunirse para perseguir á aqueiiós 
las personas que lo estimen conveniente, po- 
niéndose de acuerdo con los propietarios del 
pais, mas que nadie interesados en ia des- 
aparición de Jas fieras; se ha servido man- 
dar S. M. que Y. S. procure que se den á 
los matadores de animales dañinos las re- 
compensas establecidas en el título IV de la 
ley de 3 de marzo de 1834; que prumueva, 
allí donde fuere necesario, la formación de 
cuadrillas con especial objeto de dedicarse á 
la persecución de dichos animales, excitando 
á los propietarios por conducto de los Alcal- 
des á que cooperen á este objeto, y adoptan- 
do las precauciones necesanas para que no 
se causen daños en las propiedades; que no 
permita V. S. que estas cuadrillas reciban 
mas premio ni subvención de los fondos co- 
munales que las que les correspondan por 
los animales muertos que presenten, ni que 
para componerlas se líame á los vecinos por 
adra ó en el concepto de servicio vecinal. — 
De Real orden etc. — Madrid 25 de octubre 
ae 1860. — Posada Herrera. — Señor Gober- 
nador de las provincias de Oviedo y Santan- 
der (Boletín oficial de la Ooruña de 5 abril 
de 1864). 

V. Animales dañinos y Caza y pesca 
(tomos lylli), donde están contenidas 
las demás disposiciones que rigen la ma- 
teria. 

MONTES. MONTES PÚBLICOS. En la 

acepción legal son montes los terrenos 
cubiertos de árboles á propósito para la 
construcción naval ó civil , carboneo, 
combustible y demás necesidades comu- 
nes. Habla de su importancia el ar- 
tículo 12 de la notable instrucción del 
Sr. Burgos de 80 de noviembre de 
183-3 (1), publicada pocos días antes que 


(i) Tomo VI, P¿g. 824. 
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as ordenanzas hoy ¡vigentes; y la pon- 
dera también con mucha justicia otro 
notable documento oficial que lleva la 
firma del Sr. Cortina (1), y cuyos prin- 
cipales períodos vamos á trascribir aqui 
textualmente, porque en ellos se reseña 
además la historia de la reforma de su 

legislación . 

«Las naciones, dice, mas adelantadas 
en el sistema administrativo han reco- 
nocido la importancia de ocuparse en el 
cuidado de aquellos terrenos cubiertos 
de árboles, arbustos ó matorrales, que 
no son de puro ornato ó de especial cul- 
tivo agrario; en la conservación y fo- 
mento de los montes. Sus productos son 
una necesidad para los usos de la vida 
por sus muchas aplicaciones á la mine- 
ría, á ias fábricas, á la construcción 
naval y civil, á la cria de ganados y al 
orden doméstico. Ejercen además uno 
influencia benéfica eu la temperatura, en 
el aumento de las aguas superficiales, y 
por consiguiente en la vejetacion, salu- 
bridad del país y basta en el carácter de 
los habitantes: tan poderoso agente no 
podia menos de excitar ei interés de Go- 
biernos ilustrados. 

España que por su clima y topografía 
no es de los países menos abundantes 
en estas producciones apreciables, pudo 
descuidar el ramo de montes en siglos 
poco felices, cuando la naturaleza, aban- 
donada á sí misma, producía mas de lo 
que demandaba una población escasa y 
da pocas necesidades ; pero vino un 
tiempo en que no pudo ya prescindirse 
de mirar por el porvenir de la marina, 
de las industrias y de la salud pública. 
Creyóse que nada mas benefi ioso para 
los montes que el tomarlos el Gobierno 
bajo su protección exclusiva; mas esta 
tutela forzada y violenta, en vez de pro- 
ducir el objeto deseado, atacó la pro- 
piedad particular que aparecía proteger, 
y (lió margen á infinitos gastos, á par- 
cialidades y abusos de mil géneros; tal 
fué el efecto de ¡as oidenanzas famosas 
de 1748. 

Las Cortes de 1812 abolieron tan des- 


acertada y repugnante legislación, dejan- 
do al interés de los particulares pro- 
pietarios el cuidado y manejo de sus 
bosques, y extinguiendo la Conservadu- 
ría, Subdelegaciones y Juzgados de mon- 
tes, con sus guardas y celadores. Sea que 
las vicisitudes que experimentó la na- 
ción en aquella época y en las sucesivas 
no permitieron obtener las ventajas del 
nuevo arreglo; sea que libres los pueblos 
de las vejaciones que los habían opri- 
mido, dieron en el extremo opuesto de 
apoderarse y disfrutar caprichosamente 
de los montes públicos y aun de los par- 
ticulares; es un hecho lamentable que 
crecieron las talas y descuajes, y que se 
hizo sentir nuevamente la necesidad de 
medidas que atajasen tanto daño. 

En 1833 se dieron las ordenanzas 
actuales de montes mas arregladas en 
verdad á ios adelantamientos de la épo- 
ca y á los principios de una administra- 
ción discreta; pero no muy de acuerdo 
con los dogmas constitucionales que la 
nación ha adoptado después. Así es que 
en 183G volvió á ponerse en vigor e! de- 
creto de las Cortes de 1812, que mal 
interpretado dió ocasión á nuevos des- 
trozos. Nació el mal del equivocado y á 
veces malicioso concepto de que por 
aquel decreto cesaba la intervención del 
Gobierno en toda clase de montes, in- 
clusos los baldíos y realengos, que á la 
sombra de este error sufrieron rozas y 
cortas difíciles de reparar y de gran per- 
juicio para el Estado. 

No tardó en conocerse la trascenden- 
cia de semejante abandono y las conse- 
cuencias graves de dejarlo continuar; y 
á fin de que así no sucediese, se dictó 
la H. O. de 31 de mayo de 1837, crean- 
do una Dirección general y los emplea- 
dos necesarios para la administración y 
cuidado de los montes nacionales. En- 
cargóse á dicha oficina la averiguación y 
deslinde de los montes que pertenecian 
al Estado, sin cuya base ni era posible 
saber la riqueza é importancia de esta 
clase de fincas, ni la manera mas con- 
veniente en que el Gobierno debía ejer- 
cer en ella su vigilancia. 

Suscitáronse algunas dudas ¿obre ¿a 


(1) R. O, fio 2i febrero <.U- ttíil 
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calificación de los que eran montes na- 
cionales , y para aclararlas se expidió la 
R. 0. de 24 de febrero de 1838, en la 
cual se designó los que debían enten- 
derse montes del Estado, y cómo había 
de procederse en la averiguación y amo- 
jonamiento de los que hubiese de esta 
pertenencia. Todavía fue necesario que 
en R. O. de l.° de marzo de 1839 se 
prefijasen regias para proceder á la ca- 
lificación y deslinde, y que se señalasen 
los medios de cubrir los gastos de estas 
operaciones. 

A pesar de tan repetidos mandatos, 
poco, muy poco se ha adelantado en 
apurar cuáles y cuántos sean los mon- 
tes de la nación , base esencial para el 
arreglo fiel ramo; las circunstancias de 
la guerra, felizmente terminada, han im- 
pedido que se emprendan los trabajos 
en varias provincias, y que se terminen 
con buen éxito los que en otras se habían 
comenzado. Sin este primer paso es im- 
posible que tengamos una idea cabal de 
la riqueza que el Estado tiene en montes, 
dónde y cómo se halla, cuánta es su 
extensión, qué especies de árboles y 
plantas los constituyen, cuánto es el 
valor de sus productos actuales, ni qué 
esperanzas podrán concebirse de su con- 
servación y fomento. 

Un adelanto debemos, sin embargo, á 
la legislación moderna sobre montes, y 
es que ha señalado, y distinguido con 
bastante claridad las tres clases en que 
deben dividirse, y los principios gene- 
rales de administración que á cada una 
conviene aplicar. 

1. a Montes de dominio particular, 
cuyos dueños han quedado en libertad 
completa de manejarlos, como cualquie- 
ra otra de sus fincas (1). 

2. a Montes comunes propios de los 
pueblos, y de establecimientos públicos 
á cargo de los Ayuntamientos y Diputa- 
ciones provinciales, con la suprema ins- 
pección del Gobierno que establece la 
R. 0. de 23 de diciembre de 1838 (2). 

(1) Hoy roas que se han suprimido las guías 
como veremos. 

(2) Sujetos á la ley de desamortización ó 
exceptuados de ella, como puede verse en Des- 
amortización y en este artículo. 
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Y 3. a Montes baldíos y realengos, 
propiedad del Estado, cuya administra- 
ción exclusiva corresponde al Gobierno. 

• ' i ¿ r ■ i ■ i t • ■ + ■ - • • ■ i • 

Eos cálculos de nuestros mejores 
agrónomos, las noticias dispersas por 
nuestros archivos, y la comparación de 
lo que se lia experimentado en naciones 
vecinas, dan á los bosques públicos un 
interés que frecuentemente se descono- 
ce, y hacen lamentar que tengamos casi 
abandonada una r'queza inmensa, capaz 
de producir grandes auxilios al Tesoro, 
y de asegurar un lisonjero porvenir á 
las generaciones inmediatas, que se ve- 
rán privadas de un necesario elemento 
si no acudimos á la conservación y re- 
paración de los montes. La Francia, 
que antes de la revolución apenas saca- 
ba provecho de sus bosques por un des- 
cuido semejante al que nosotros deplo- 
ramos, tiene hoy un capital de cerca 
de 3.000 millones de reales en montes de 
Estado, que producen gruesas sumas al 
' Erario, que son depósito seguro de ricas 
maderas y abundante combustible, y es- 
peranza cierta de que no faltará un ele- 
mento tan preciso para los usos de la vi- 
da. España no tendrá que envidiar en 
esta línea á los países extranjeros, si sabe 
aprovechar el clima y circunstancias de 
su suelo, tan favorable á la cria de los 
grandes árboles, por su vigorosa vejeta- 
don...» 

Esto decía en 1841, el Sr. D. Manuel 
Cortina, que á la sazón era Ministro de 
la Gobernación, en el preámbulo de un;i 
Real orden, y en efecto tan impor- 
tante es como se pondera la riqueza fo- 
resta!. 

Veamos, pues, las disposiciones que 
rigen para su conservación y fomento 
y tas especiales dictadas sobre desamor- 
tización. 

R. D. de 22 diciembre de 1833. 

Contiene tas ordenanzas generales de montes. 

(Fom.) «De muy antiguo se vió que iban 
destruyéndose los arbolados; y en la creen- 
cia de que este daño procedía de falta de pre- 
1 cauciones para su conservación, se multi- 



310 MONTES, 

pilcaron estas tanto que llegaron á sofocar 
ta industria que estaban destinadas á favo- 
recer. Entre tanto el mal crecía como cre- 
cen todos cuando no se atina cori e! reme- 
dio, y siendo urgente proporcionarlo eficaz, 
impedir la ruina completa de los montes, y 
facilitar su replantacion progresiva, mandó 
mi augusto esposo (Q. E. E. G.) que una 
Junta compuesta de personas de su confian- 
za, reuniendo las consultas y proyectos for- 
mados en diferentes tiempos para mejorar 
estos intereses , y tomando por guia los 
principios de justicia, y e! respeto debido á 
la propiedad, propusiese los medios que juz- 
gase mas á propósito para que el interés in- 
dividual concurriese con la autoridad públi- 
ca al logro de sus benéficas intenciones. Y 
visto lo que dicha Junta me ba propuesto, y 
oido el dictamen del Consejo de Gobierno y 
del de Ministro*, be venido en decretar en 
nombre de mi amada hija la reina doña Isa- 
bel II las siguientes 

ORDENANZAS GENERALES DE MONTES. 


TITULO I. 

DISPOSICIONES GENERALES. 

Articulo l.° Bajo la denominación 'do 
Montes, para los efectos de estas Ordenanzas 
se comprenden todos bs terrenos cubiertos 
de árboles á propósito para la construcción 
naval ó civil, carboneo, combuslible y demás 
necesidades comunes, ya sean montes altos, 
bajos, bosques, sotos, plantíos oí matorrales 
de toda especie distinta de ios olivares, fru- 
tales ó semejantes plantaciones de especial 
fruto ó cultivo agrario. 

2.° La autoridad á quien con el nombre 
de Dirección general de Montes he venido en 
encargar od cumplimiento de estas Ordenan- 
zas, tendrá por objeto final en el ejercicio de 
sus funciones el restablecer á los respecti- 
vos dueños de montes en el pleno goce de 
los legítimos derechos de su propiedad, pro- 
mover la aclaración y fijación de estos de- 
rechos donde se hallen confusos ú oscureci- 
dos, y concurrir á solicitar en favor de los 
mismos derechos, y del aumento y mayores 
productos de este ramo de riqueza pública, 
la acción tutelar que las leves y mi Gobierno 
' jercen eu defensa de todo dominio. 

Cesan por consiguiente desde la publica- 
ción de estas Ordenanzas todas las jurisdic- 
ciones privativas ó privilegiadas que bajo 
cualquier título ó denominación han enten- 
dido mas ó menos directamente en la admi- 
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nístrncion, gobierno ó conocimiento de cau- 
sas de montes, reasumiéndose todo por los 
Juzgados y Tribunales reales, ó por la Direc- 
ción general en el modo y término que aquí 
se prescriben. 

3. ° Todo dueño particular de montes 
podrá cerrar ó cercar los de su pertenencia, 
siempre que los tuviere deslindados y amojo- 
nados, ó provocar el deslinde y amojona- 
miento de los que aun no estuvieren; y una 
vez cerrados ó cercados, podrá variar el 
destino y cultivo ríe sus terrenos, y hacer de 
ellos y de sus producciones el usó que mas 
le conviniere 

4. ° Quedan depodientes de la adminis- 
tración y gobierno de la Dirección general 

¡ los montes realengos, baldíos, y demás que 
no tengan dueño conocido. La Dirección se 
liará cargo de todos ellos, y tomando por de 
pronto las medidas que le parecieren mas 
necesarias y útiles, formará y me propondrá 
el reglamento ó reglamentos que, obtenida 
mi Real aprobación , hayan de regir en 
adelante. 

Así en la formación de este reglamento 
como en las medidas provisionales que to- 
mare, tendrá muy presentes bs derechos 
de los dueños de montes confinantes, y se- 
parará las funciones puramente administra- 
tivas de las de conservación y gobierno que 
la misma Dirección ejerce en los otros mon- 
tes que se le encomiendan. 

5. ° Quedan también dependientes de la 
guarnición y conservación de la Dirección 
general, y con sujeción al régimen prescrito 
en estas Ordenanzas: i .° Jos montes de pro- 
pios ó comunes de los pueblos: 2.° los per- 
tenecientes á hospicios, hospitales, univer- 
sidades ú otros establecimientos públicos de- 
pendientes de mi Real protección y gobierno: 
y 3.° aquellos en que ia Real Hacienda, los 
pueblos, ó los establecimientos públicosten- 
gan condominio ó comunidad de disfrute ó 
usos Con otro cualquiera propietario. 

6. ° Todo dueño de montes, y la Direc- 
ción general en los que se ponen bajo su ad- 
ministración ó régimen, que tuviere algún 
monte pro-indiviso con otro propietario, po- 
drá pedir su partición y á ella se procederá 
por tanto el juez del territorio del monte, 
siempre que no baya podido verificarse por 
avenencia ó convenio de las partes, 6 por la 
vía gubernativa que se señalará para i° s ca “ 
sos en que la partición haya de ser de men- 
tes dependientes ó en administración, o en 
régimen de la Dirección general. ' 

7. ° Si la indivisión do consisto en pro- 
porciones de! terreno, sino en la promiscui- 
dad de usos, aprovechamientos ó serviduin- 
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bres, podrá el dueño del suelo yen sus res- 
pectivos casos la Dirección, proponer y soli- 
citar igualmente el rescate de todas ó cual- 
quiera de estas cargas, bien cediendo una 
parle del monte, si el uso ó carga.consist.iere 
en leñas ó maderas, bien por otro cualquier 
medio de indemnización, si la carga consis- 
tiere en yerbas, pastos, ú otros aprovecha- 
mientos semejantes. 

8.° Ni á las particiones de los terrenos, 
ni á los rescates de que hablan los dos artí- 
culos precedentes, será obstáculo la calidad 
de vinculación, 6 de pertenencia á manos 
muertas que obren de parte de aquel á quien 
se propone la partición ó rescate. Mas esto 
deberá hacer la aplicación ó inversión de lo 
que así le cupiere con la auto'izacion supe- 
rior, y con la intervención de quien fuere 
necesario, según su respectiva fundación ó 
estatuto. 

9° Los dueños de montes sujetos á vin- 
culación, podrán, de acuerdo con su inme- 
diato sucesor, pedir mi Real licencia para 
hacerlo, por la Secretaría del despacho del 
Fomento general del reino. Este acuerdo, 
debe acompañar desde luego á la petición, y 
expresarse en él las razones de convenien- 
cia que motiva la enajenación, y la inversión 
que han determinado dará su producto, bien 
sea en me|ora de otras (incas del mayorazgo, 
ó bien en adquisiciones nuevas. 

Sin embargo no se permitirá la enajena- 
ción de parques ó sotos contiguos á los pa- 
ineles ó casas principales de vinculaciones, 
sin incluir eu su venta los edificios mismos: 
v tales enajenaciones se solicitarán por la 
Real cámara en la forma ordinaria para las 
ventas de cuolesquíer oíros bienes de mayo- 
razgo. 

10. En los montes an que está separado 
el dominio útil del directo, podrá el dueño 
útil ofrecer al directo, el rescate de todo ó 
da una parte de! canon c.nn que le contribu- 
ya; y la redención se liará, bien por precios 
ó permutas convencionales, bien ñor cesión 
de alguna parte del terreno para que se con- 
soliden en cada porción ambos dominios, 
bien por equitativo á precio del valor de! 
canon, á razón de veinticinco de capital por 
cada uno de renta. 

ff. Se prohíbe para en adelante sujetar 
ningún monte ú vinculación; como también 
su enajenación , sea por causa onerosa ó 
lucrativa, á manos muertas, corporaciones 
ó establecimientos públicos de ningún gé- 
nero. Si por donación é testamento se les 
dieren ó legaren montes, se venderán estos 
en provecho del donatario ó legatario, á 
cuya disposición se pondrá su importe. Los 
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Ayuntamientos de los pueblos en cuyo terri- 
torio se hallen tales montes, y los comisa- 
rios ó empleados de la Dirección general, 
cuidarán de la observancia de esta disposi- 
ción, si no hubiese pariente <5 interesado 
particular que la promoviere. 

12. Cesan desde la publicación de estas 
ordenanzas todos los derechos de apropia- 
ción, visita, marca, tanteo ó preferencia que 
hasía aquí fiao ejercido la Marina real ó cua- 
lesquier otros establecimientos del Estado. 
Eos jefes de estos establecimientos á qu^se 
bailaren especialmente afectos algunos mon- 
tes, se concertarán para lo que necesitaren 
sacar de ellos, ya con los dueños particula- 
res en ios que á estos pertenezcan, ó ya con 
la Dirección en los que van puestos á su 
cuidado, acerca de la entidad del pedido, 
su precio, modo y términos de ejecutarlo. 

TITULO If. 

DK LOS MONTES PUESTOS BAJO LA CUARDA 

Y RÉGIMEN DE LA DIRECCION GENERAL. 

SECCION I. 

Su administración y dependencia de la Di- 
rección general. 

13. La administración de los montes de 
propios y comunes de los pueblos que esté 
actualmente en manos de sus Ayuntamientos 
respectivos, continuará al cuidado de estos; 
y sus productos se aplicarán á beneficio de 
íns mismos propios ó vecindarios á que hoy 
deben pertenecer. Lo mismo se hará con la 
administración y productos de los que se 
deslindaren y declararen sucesivamente de 
su respectiva pertenencia: todo con sujeción 
por ahora á las resoluciones provisionales que 
lomare la Dirección general, y á los regla- 
mentos locales que se formarán con mi Real 
aprobación. 

14. Los montes de establecimientos pú- 
blicos seguirán administrándose por los en- 
cargados de estos establecimientos con de- 
pendencia de la Dirección general en cuan- 
to tenga relación con la observancia de las 
presentes Ordenanzas. 

15. En los montes que se administren 
por la Dirección general, ó que estén bajo 
su guarda y régimen , no podrá hacerse 
enajenación, permuta, partición ni rescate, 
sino por medio de la Dirección, la cual pe- 
dirá para ello mi Real aprobación. 

16. Tampoco se procederá sin mi Real 
permiso, á consulta de la Dirección, á nin- 
gún rompimiento 6 variación esencial de 
cultivo, ni á convert.r en monte ó arbola- 
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do terreno alguno hoy raso y destinado á 
pastos. 

17. Ef Ayuntamiento en los montes de 
propios v comunes, la Junta ó jefe de ad- 
ministración de los establecimientos públi- 
cos, y los administradores de realengos 
que creyesen útil hacer algo de lo espii- 
cado en los dos artículos precedentes en- 
viarán sus propuestas fundadas y docu- 
mentadas convenientemente al director ge- 
neral, para que proceda á la demás ins- 
trucciones necesarias para someterlas á mi 
Real aprobación. 

18. El Ayuntamiento ó jefes de adminis- 
tración que por sí solos procedieren á se- 
mejantes actos, incurrirán eri una multa 
no menor de mil reales, ni mayor de quin- 
ce mil, y serán condenados al resarci- 
miento de los daños y perjuicios que re- 
sultaren. : y lo que hubieren hecho se de- 
clarará nulo. 

19. Todo monte de propios, del común 
ó de establecimientos públicos que ni tenga 
arbolados, ni parezca apto para criarlos, se 
entregará desde luego por Ja Dirección á 
los Ayuntamientos ó jefes de administración 
de dichos establecimientos para que los in- 
corporen á las otras fincas de su pertenen- 
cia respectiva, sin sujeción en adelante á la 
Dirección general de montes. 

Si tales terrenos fuesen de los adminis- 
trados como realengos , ó que no tienen 
dueño conocido, la Dirección general me 
consultará su enajenación, ó loque entien- 
da ser mas útil al Estado . 

20. Los deslindes y. amojonamientos 
que, bien á instancia de cualquiera de 
los interesados, bien por disposición de 
la . Dirección general hubieren de hacerse 
de montes confinantes , linderos por todas 
partes con pertenencias de realengos, de 

ropios, comimes ó establecimientos pú- 

licos , se ejecutarán por el comisario es- 
pecial de la Dirección, asistido de un perito 
agrimensor de la misma, y con intervención 
del administrador ó apoderado de cada cual 
de los interesados, y del perito agrimensor 
que cada uno' de estos quisiere nombrar; 
coucluidas las diligencias se remitirán á la 
Dirección general, donde se oirán informati- 
vamente, si hubiere algunas reclamaciones, 
y lo que definitivamente se resolviese se so- 
meterá á mi Real aprobación (1). 

2L Si los montes que han de deslindar- 
se tuviesen por linderos ó límites propieda- 

(1) Sobra deslindes consúltese el R. D. de 
i.° de abril de 1845, y el R. D de 15 de marzo 
de 1860 con la disposiciones que allí se citan. 
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des del dominio particular, la Dirección ha- 
| rá citar con dos meses de anticipación á to- 
' dos los colindantes, á saber; los conocidos 
, en sus personas, ó. en las de sus guardas, 
i administradores ó arrendadores, y á los de- 
I más por edictos puestos en cada pueblo de 
los de la comarca, y en el principal del par- 
tido ó provincia, señalando el dia en que se 
principiará la operación con presencia ó no 
de los avisados. También se insertará el avi- 
j so en el Boletín oficial que se publique en 
j la capital de la provincia, 
i Practicada la diligencia del deslinde, se 
pondrá un testimonio íntegro de ella en la 
Comisaría de montes de! distrito, y se dará 
5 á cada interesado extracto de la parte que le 
corresponda, si lo pidiere. La íntegra, esta- 
! rá de manifiesto en la Comisaría para eual- 
; quiera de los interesados que la solicitare; y 
! a continuación se darán nuevos avisos para 
la inteligencia de los interesados, señalando 
el dia en que se practicará el amojonamien- 
to, que deberá ser un mes después de la ci- 
tación. Si dentro de este tiempo no hubiese 
reclamaciones contra la operación del des- 
linde, se procederá á la del amojonamiento, 
asistan 6 no á ella los interesados. 

Ambas operaciones se harán ante el juez 
Real del pueblo en cuyo término esté sito el 
monte, ¡5 si este tocase á varios términos 
ante el juez de letras mas inmediato de la 
comarca. 

22. En caso de haber reclamaciones por 
parte ó contra propietarios particulares, la 
Dirección procurará terminarlas por via de 
conciliación ó transacción, de cuyo resulla- 

¡ do se pedirá mi Real aprobación. Pero si no 
pudiese ser así, se sustanciarán las deman- 
, das por el juez de letras del territorio, con 
apelación á la Chancillería ó Audiencia cor- 
respondiente, de cuyo fallo se prohíbe toda 
nueva apelación, revista ó recurso ordinario 
y extraordinario. 

23. Concluido todo deslinde ó amojona- 
miento, se levantará an plano exacto de ter- 
reno deslindado, de que se sacará una copia 
para la Dirección general y las demás que 
pidieren los interesados. Él original con las 
diligencias se archivará en la Comisaría de 
montes del distrito. 

Si la demarcación de límites se hiciese 
con solo mojones sueltos, los gastos de esta 
operación se repartirán proporcionalmente 
entre todos los interesados. El que quiera, 
después cerrar sus lindes con cerca, seto ó 
zanja, lo ejecutará tomando dentro del ter - 
reno de su pertenencia el que para ello ne- 
' cesitare. 

' 24. Para las referidas operaciones no se 
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admitirán otras pruebas que los títulos au- ¡ 
ténticos de propiedad, ó la posesión no in- 
terrumpida por mas de treinta año.*!. De to- 
da pretensión que se funde en pruebas me- 
nos ciaras y manifiestas, se reservará al in- 
teresado su derecho para otro juicio mas so- 
lemne que le conviniese intentar. 

25. Así en las resoluciones de que habla 
el art. SO, como en las conciliaciones ó tran- 
sacciones de que se hace mención en el ar- 
tículo 22, la Dirección procederá en los ca- 
sos de grave y fundada duda inclinando su 
dictamen á lávor del dominio particular en 
concurrencia con pertenencias de realengo, 
de comunes ó propios de los pueblos y de 
establecimientos públicos; en favor de los 
propios en concurso con los comunes, de 
estos con los baldíos ó realengos; y a favor 
de los establecimientos de instrucción pú- 
blica y de beneficencia en duda con realen- 
gos, baldíos, comunes y de propios. 

26. En los parajes donde fuese mayor en 
extensión y calidad el grupo de montes de 
administración de realengos, ó en donde se 
hallen enclavados ó interpolados montes de 
esta y otras pertenencias se arreglará por la 
Dirección general el número de guardas que 
se considere necesario para la mejor custo- 
dia y defensa del todo, y á presentación de 
cada interesado, con proporción á la cabida 
de sus montes. El administrador de realen- 
gos tendrá solo derecho á la exclusiva f in- 
dada de cualquiera de los presentados, y el 
nombramiento se liará por el comisario de 
la Dirección general que hubiere en el dis- 
trito. 

Todos los guardas formarán una partida 
á las órdenes de un guarda mayor, para cu- 
ya plaza presentará cada interesado un can- 
didato, entre los cuales elegirá el comisario 
del distrito pidiendo la aprobación del di- 
rector general, por quien se le despachará 
el título. 

El salario de todos los guardas y los de- 
más gastos de custodia y conservación de es- 
tos montes se proratearán también entre los 
mismos interesados en razón de ¡a extensión 
de sus pertenencias. 

Sin perjuicio de esto, los dueños respecti- 
vos de estos montes y sus administradores 
debeián concurrir con su celo á su mejor 
guarda y conservación, dando parte ó queja 
de lo que observaren al comisario del distri- 
to para su mas pronto remedio. 

'■ 11 . En los pueblos donde los montos de 
propios y comunes tengan bastante exten- 
siim, y que por su localidad no estén estos 
en el caso del artículo precedente, podrán 
los Ayuntamientos encargar los cuidados d« 
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su administración á una junta compuesta de 
uno de sus regidores, que elegirán auual- 
tnente luego que tomen posesión sus nuevos 
capitulares, y de dos vecinos con residencia 
fija, y arraigados en aquella comarca, y que 
hayan sido individuos de la misma corpora- 
ción. Estos dos vocales lo serán por cuatro 
años, y podrá ser reelecto el que reuniere 
los dos tercios de votos del Ayuntamiento. 

Si este prefiriese que la administración es- 
té en mano de una persona sola, elegirá por 
administrador ai vecino del pueblo, luera de 
sus capitulares, que reúna las circunstan- 
cias exigidas para vocal de la junta. El nom- 
brado durará tres años, y podrá ser reelegi- 
do si reúne los dos tercios de votos del 
Ayuntamiento. 

Así la junta como el administrador elegido 
será remunerado del fondo particular de ios 
montes que administra , y responderá de su 
administración al Ayuntamiento, y este á la 
Dirección general, en cuanto tenga relación 
con la observancia de estas Ordenanzas. 

28 El número de guardas necesarios pa- 
ra estos montes se determinará en sus regla- 
mentos especiales, y su nombramiento per- 
tenecerá al comisario del distrito, á propues- 
ta del mismo Ayuntamiento, si no hubiese 
motivos fundados de exclusiva. Para la plaza 
de guarda mayor propondrá el Ayuntamien- 
to tres sugetos al comisario del distrito, quien 
elegirá entre ellos al que crea mas digno de 
proponerse á ¡a aprobación del director 
general. 

Si el Ayuntamiento lo creyese oportuno, 
podrán unir á las funciones de estos- guardas 
las de los guardas de campo de los predios 
contiguos á sus montes. 

23. ' El destino de guarda mayor de mon- 
tes de propios y comunes de los pueblos re- 
caerá siempre en persona que reunalas mis- 
mas calidades que para vocal de !a junta ad- 
ministrativa. Durará en el empleo cinco años 
y podrá ser reelegido si no hiciere oposición 
fundada el comisario principal del distrito. 
En el caso de oposición, si el Ayuntamien- 
to insistiere en su propuesta, se resolverá la 
duda por el director general. 

30 El guarda mayor será considerado 
como miembro honorario del Ayuntamiento, 
y podrá asistir á las sesiones en que se trata- 
ren asuntos de montes; mas no tendrá voto 
en ellas, y sí solo promoverá los intereses de 
Jos montes de que cuida, proponiendo lo que 
entienda merecer la atención del Ayunta- 
miento, ó ilustrándolo en la materia, 

3t. No podrá ser propuesto para guarda 
mayor, ni para administrador ó miembro de 
juntas administrativas , ningún abastecedor 
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de carnes ó traficante en. ganados, ó cava 
granjeria ó principal subsistencia sea la de 
ganadero; ni podrá el que fuere elegido de- 
dicarse á esía clase de ocupaciones, ni tener 
otro empleo público ó municipal mientras 
fuere tal guarda mayor ó vocal de la junta. 

32 . Sí en los casos en que se permite al 
comisario del distrito la exclusiva de guardas 
presentados por los Ayuntamientos insistiese 
el presentante en el abono del propuesto, se 
consultará la duda al director general, con 
remisión de los oficios que de parle á parte 
hayan mediado. 

33. El Ayuntamiento podrá suspender <Ie j 
sus funciones por dias que no excedan de un . 
mes á los guardas de su presentación, dando 
cuenta inmediatamente al comisario del par- 
tido; mas no podrá extender á mas tiempo 
la suspensión, ni removerlos. Si hallase rnn- [ 
ti vo para uno ú otro expondrá su queja fun- [ 
dada al comisario, el cual proveerá lo que f 
entienda ser justo y equitativo. El guarda j 
mayor ño podrá ser suspenso sino por el co- \ 
misario de! distrito, el cual dará cuenta in- 
mediatamente al director general ; ni podrá 
ser removido sino por causas bien acredita- 
das, y juzgadas suficientes por la Dirección 
general. 

34. En todo lo demás los Ayuntamientos 
y los jefes de administración de ios estable- 
cimientos públicos velarán sobre la conser- 
vación, mejoras y prosperidad de sus mon- 
tes, y sobre el cumplimiento de las presen- 
tes ordenanzas, y del reglamento ó regla- j 
mentes especiales que se establecieren. Pro- j 
pondrán cuanto les ocurriere de mas bene- 
ficioso al mismo objeto, al comisario princi- 
pal del distrito, ó bien directamente al direc- 
tor general. En todas sus dudas ú ocurren- 
cias ordinarias se entenderán con el comisa- 
rio del distrito. 

35. Dentro del mes de enero de cada 
año remitirá ei Ayuntamiento al comisario 
del distrito un informe y estado puntual de 
la situación de sus montes, expresivo de las 
mejoras ó deterioros que se observen en 
ellos, y las causas que hayan motivado lo uno 
ó lo otro. Manifestarán las cortas ó ventas ae 
cualquier especie que se hayan hecho en el 
año anterior, sus productos, las porciones 
que en leña ú otros aprovechamientos se 
han aplica :o á los usos y beneficios de sus 
vecinos, el número y cuantía de las denun- 
cias por delito ó contravención de ordenan- 
za que se hayan puesto y fallado, y las que 
quedan pendientes de sustanciado!) . 

Este 'informe deberá ser hecho por el 
Ayuntamiento cesante, y presentado al en- ! 
trante, para que este lo remita con su visto " 


bueno ó con observaciones, si algunas le 
ocurrieren, al comisario del distrito. 

36. El Ayuntamiento cesante que no 
cumpliere con ¡a presentación de dicho in- 
forme y estado, quedará responsable de los 
deterioros padecidos en su tiempo por des- 
cuidos ó faifas de buena administración que 
no hubiese procurarlo corregir, ó de que no 
hubiese dado parte al comisario de,! distrito, 
ó que no hubiere notarlo en su informe. Pe- 
ro si llenase este deber cesará toda la res- 
ponsabilidad personal por ei dicho tiempo de 
su encargo municipal, quedándole solo la 
general que todo el pueblo debe tener en el 
caso de que por continuación de mala admi- 
nistración de sus Ayuntamientos, ó por csce- 
sos de su vecindario que no se hayan logra- 
do reprimir, resulte un deterioro conocido 
de sus montes de propios y comunes: en 
cuyo caso, bien averiguado, la Dirección ge- 
neral me propondrá las medidas que enten- 
diere ser mas conducentes para contener 
estos males. 

37. Las juntas ó jefes de Administración 
de establecimientos públicos darán anual- 
mente al comisario del distrito igual informe 
y estado de la situación de los montes de su 
pertenencia, con las observaciones que su 
celo les dictare para noticia de la Dirección 
general, ó que merezcan mi soberana reso- 
lución . 

SECCION II. 

Conservación y beneficio. 

38. En los montes dependientes del cui- 
dado de la Dirección general queda prohibi- 
da toda corta ó venta ordinaria y extraordi- 
naria en mayor ó menor cuantía, sin prévio 
permiso de la Dirección general, hasta que 
se prescriba lo que convenga á sus localida- 
des en los reglamentos parciales de cada una 
de ellas. En caso de urgencia, bastará la li- 
cencia del director genera!; y si tal fuese la 
necesidad que hubiere notable daño en la 
demora, podrá conceder su permiso el comi- 
sario del distrito, dando cuenta de ello in- 
mediatamente a! director general. 

39. En los reglamentos locales se seña- 

larán los montes ó partes de monte que de- 
ban destinarse para tal ó cual especie de ar- 
bolado; la distribución en cuarteles para Fas 
cortas periódicas; las épocas de estas cortas, 
y si deben hacerse por cuarteles, ó por en- 
tresaca ó clareo. . 

40. Ni en las licencias que diere la Direc- 
ción general, ni en los reglamentos que se 
formaren, se permitirá la corta de fallares o 
arbolados que no tengan a lo menos vein- 
ticinco años de edad, á no ser en los mon- 
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tos en que domine el castaño, e! fresno, y 
álamo blanco ó cl:opos, ó que estén sitos en 
tierra de ínfima calidad. 

41. Si fuera de las cortas periódicas ya 
ordenadas ó reglamentadas creyesen los 
Ayuntamientos ó los administradores de di- 
chos montes que conviene hacer alguna 
corta extraordinaria, harán su propuesta al 
comisario del distrito, el cual, tomados los 
informes necesarios, la consultará á la Di- 
rección general, par í obtener por medio de 
esta mi Real permiso. 

42. El Ayuntamiento ó administrador 
que hiciere por si solo, ó-autorizase hacer 
corta ó venta sin estas circunstancias, incur- 
rirá en multa que no podrá ser menor de 
1.000 rs. vn., ni exceder de 1 5.000: y 
se le condenará además al resarcimiento de 
los daños y perjuicios que resultaren. Las ven- 
tas ó contratos hechos se declararán nulos. 

43. En toda corta de arbolados se reser- 
varán diez y seis reza 1 vos ó árboles escogi- 
dos de los que ya tengan laedad señalada en 
cada fanega de tierra de á quinientos seten- 
ta y seis estadales cuadrados. 

Los árboles así escogidos no se cortarán 
sino con permiso expreso de la Dirección, 
quien no lo dará sino cuando se les vea en 
decadencia, ó que no pueden ya tener ma- 
yores medros. 

44. Al hacer las ventas de cortas de 
montes se reservará aquella porción de le- 
ñas ó maderas de construcción que los pue- 
blo- ó establecimientos públicos, cuyos sean 
los Montes, hayan manifestado necesitar pa- 
ra sus propios usos. 

l.o que así se reservare no podrá desti- 
narse á otro objeto, ni volverse á vender ó 
permutar sino con permiso de la Dirección 
general. 

El Ayuntamiento ó Administrador que hu- 
biese hecho ó tenido parte en tales ventas 
ó permutas, será castigado con una multa 
igual a! valor de lo vendido ó permutado; y 
condenado á la restitución al fondo á que 
pertenezca el monte, de las mismas leñas ó 
maderas ó su valor. Estas ventas ó permutas 
se declararán nulas. 

45. Las cortas en montes comunales 
destinadas á repartirse en leña entredós ha- 
bitantes, no se verificarán sino bajo la ins- 
pección del comisionado ó agrimensor de la 
comarca, ni se permitirá hacer por ellos 
mismos juntos ó separados sino que el ad- 
ministrador ó junta de! monte nombrará 
ur¡o de ellos que por el precio alzado mas 
be no, tirio so haga la corta entera: hecha la 
cual, se procederá á la distribución según 
estuviere reglamentada ó acordada. 
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El precio del destajo y de otro cualquier 
gasto de la corta será á cargo de los' partíci- 
pes en el repartimiento. 

Los Alcaldes, capitulares ó empleados que 
otra cosa hicieren ó permitieren, serán cas- 
tigados con vina multa de ciento sesenta 
reales vellón, y responsables del daño que 
i estillare. 

46. A falta de reglamentos, títulos ó usos 
en contrario, reconocidos por la Dirección, 
el repartimiento de leñas para quemar se 
hará por número de vecinos; y los árboles 
destinados para edificios ú otras obras se 
apreciarán por peritos y se pagará su valor 
á la Administración de los demás productos 
del monte. 

47. En cuanto á los montes de árboles 
resinosos, cuyas cortas deben hacerse por 
entresaca ó clareo, se señalará en sus re- 
glamentos especiales la edad y grueso q le 
deben tener lo? árboles para poderlos cor- 
tar; así corno los medios de sacar provecho 
de sus resinas por sangrías ó destilación. 

Igualmente se ordenará en los mismos 
reglamentos el modo y forma de aprovechar 
los productos del corcho, y las cascas ó cor- 
tezas para curtidos. 

Donde no hubiere todavía tales reglamen- 
tos propondrán a! comisario .del distrito, los 
Ayuntamientos ó los administradores de es- 
tablecimientos públicos, lo que mas conven- 
ga en el caso dado, y oido sobre ello el dic- 
tamen de los peritos adjuntos á la Comisaría 
del distrito, consultará el comisario lo mas 
conveniente á la Dirección general. 

48. De todos los reglamentos que se hi- 
cieren se remitirá una copia certificada á la 
Comisaria del distrito para que esta pueda 
cuidar de su observancia. 

49. Los comisarios principales enviarán 
todos los años á la Dirección general los es- 
tados de cortas que deben ejecutarse en su 
distrito durante el año, según los reglamen- 
tos dados, ó según las costumbres locales 
donde no haya reglamento. En su vista la 
Dirección hará las prevenciones que tenga 
por mas conducentes, y las enviará al comí- 
sario para que las incluya en éí cuaderno ó 
pape! de condiciones que debe formar para 
cada subasta. 

50 Cuando se haya de conceder permi- 
so para cualquiera corta extraordinaria se 
tendrá presente la situación, la edad, la con- 
sistencia y calidad de los árboles en que lia 
de verificarse, v en la concesión se especifi- 
cará el modo dé hacerla, sea por entresaca 
ó clareo, sea por cuartel ó porción de mon- 
tes, ó sea por número de árboles; señalando 
asimismo el número y calidad de los que 
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deban reservarse, -y las demás prevenciones 
que se consideren necesarias. 

51. Recibidas por el comisario las órde- 
nes sobre las cortas de su distrito, dispon- 
drá que el comisionado y agrimensor de la 
comarca procedan á señalar los árboles que 
deben cortarse ó reservarse, y á medir los 
terrenos donde ha de verificarse la corta, 
encargando especialmente al comisionado 
que promueva y vigile la mas pronta y exac- 
ta ejecución de estas y de las demás opera- 
ciones de corta y venta hasta su conclusión. 

52. Los medidores no podrán, so pena 
de privación de oficio y responsabilidad de 
daños y perjuicios, dar mas de una vara de 
ancho á las sendas ó carriles que sea abso- 
lutamente necesario ab ir para la medición 
de los terrenos. Las leñas, maderas ó despo- 
jos provenientes de esta operación entrarán 
en parte de lo que ha de venderse, ó se ven- 
derán separadamente como otros cuales- 
quiera despojos de los montes. 

53. En los parajes destinados á corta ser- 
virán de coto los árboles mas notables que 
se hallaren en los ángulos y en líneas late- 
rales; y dondeno hubiere árboles á propósito, 
se fijarán estacas describiendo el sitio de su 
colocación por los principales árboles que 
baya en su inmediación. El medidor cuidará 
de hacer servir de coto algunos de los árboles 
que ya sirvió al mismo efecto en la corta 
anterior. 

54. A todos los árboles que sirvan de 
mojones angulares les pondrá el medidor la 
marca de su oficio al pié del tronco, y lo mas 
cerca de tierra que sea posible, estampándola 
á derecha é izquierda de la línea de medi- 
ción. A los otros que sirven como de pared 
lineal los marcará por el lado que mira al 
terreno en que va á hacerse la corta. 

El medidor hará además una hendidura á 
la altura de una vara encima de su marca 
destinada á recibir la marca Real que ha de 
poner el comisionado de la Sección. 

55. Los medidores levantarán planos y 
describirán lo que hayan medido con des- 
tino á cortarse, indicando todas las circuns- 
tancias necesarias para que se puedan re- 
conocer los lindes ele las cortas al tiempo de 
hacerse la verificación de, ellas; y entregarán 
un duplicado de estos trabajos al comisionado 
para inspeccionar las cortas. 

56. La elección de los árboles que hayan 
de reservarse se hará por el comisionado con 
asistencia del guarda mayor del monte y del 
guarda, ó uno de los guardas de aquel cuar- 
tel particular, y todo se pondrá por dili- 
gencia. 

57. Los árboles destinados á servir de 
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mojones angulares ó de línea, y los otros 
árboles que se hayan de reservar, se mar- 
carán con la marca Real á la altura y del 
modo que el comisario del distrito prevendrá 
a! comisionado de la corta. 

58. Si algunos de los árboles reservados 
no fuesen bastante fuertes para sufrir la 
marca Real, se Ies marcará del modo mas 
sencillo que discurriere el comisionado, ex- 
presándolo este en su diligencia. 

59. En las cortas qne hubieren de ha- 
cerse no por trozos de montes, sino por pies 
de árboles, se pondrá la marca Real en los 
que hayan de cortarse, así en su raigal como 
en el cuerpo de cada uno. 

60. Las diligencias de elección de árboles 
y de marca Real explicarán el número y las 
especies de los ai boles reservados con dis- 
tinción de si son modernos ó antiguos, si son 
mojones angulares ó de línea. 

61 . A todas estas diligencias podrá asistir 
el administrador ó miembro de Junta admi- 
nistrativa del monte ó montes destinados á 
la corta; sin que por su no asistencia se de- 
moren las diligencias. 

62. Todas estas diligencias firmadas por 
el agrimensor y el comisionado, se pasarán 
al comisario del distrito dentro de ocho dias; 
y al mismo Lempo, pero separadamente, se 
íe dará hecho el aprecio y estimación que se 
calculare del valor mtal de la corta. 

SECCION III. 

Ventas. 

63. No se podrá hacer venta ordinaria ó 
extraordinaria en los montes de la Dirección 
general sino en subasta pública anunciada 
con un mes de anticipación. Hecha de otra 
manera se tendrá por clandestina y se de- 
clarará nula. Los comisarios que la hubiesen 
mandado y el comisionado, ú otros agentes 
de ella serán castigados mancomunadamente 
con una multa de 3.000 rs. vn. á lo menos, 
y de Í5.000 á lo mas, y el comprador sufrirá 
una multa igual al valor de lo vendido. 

64. Los edictos expresarán el sitio, dia y 
hora en que se ha de celebrar la subasta, el 
sugeto que la presidirá, el paraje, naturaleza 
y extensión de las cortas, el número, clase y 
calidad de los árboles reservados. Su redac- 
ción se hará por el comisario del distrito, y 
se fijarán en la capital de la provincia y par- 
tido, en el paraje donde ha de hacerse la 
venta y en ios pueblos comarcanos. El cor- 
regidor, juez ó autoridad, asi de la capital de 
la provincia ó partido, como de estos otros 
pueblos á quién se dirija el comisario del 
distrito de montes para la fijación de edictos, 
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no podrá negarse á ejecutada, y dará el cer- 
tificado correspondiente del acto de la lija— 
cion. El comisario se valdrá además de los 
diarios ó de cualquier otro medio que baya 
para dar la mayor publicidad posible á estos 
anuncios. De cuanto así se ejecutare se hará 
mención en las diligencias de subasta. 

^65. También será nula toda venta aunque 
sea en subasta pública, á que no bayan pre- 
cedido tales edictos, ó que se hiciere en otro 
paraje, ó en día distinto del señalado en los 
anuncios, ó en el que de nuevo se señalare, 
en caso de suspenderse Ja venta. Los comi- 
sarios ó comisionados que íal tasen á eslas 
formalidades serán condenados mancomuna- 
damente á una multa de 1.500 á 10.000 rea- 
les vellón; ó igual multa sufrirá el rematante, 
si se le juslilica complicidad. 

66. La subasta se liará en el pueblo prin- 
cipal de la comarca del distrito donde esté 
sito el monte, ó en el que la Dirección gene- 
rai señalare, atendidas algunas circunstan- 
cias que ia persuadan á preferir otro de la 
comarca. El presidente será nombrado por 
el director general á propuesta del comisa- 
rio del distrito entre los Alcaldes ó Regidores 
actuales, 6 que lo bayan sido en el pueblo 
donde se hiciere ia subasta. El escribano ac- 
tuario lo será el que sirviere la Secretaría de 
aquel Ayuutamieuto. 

Ei comisionado de la sección asistirá á 
todas las diligencias como celador dei cum- 
plimiento de las ordenanzas; y como parte 
interesada podrá asistir el administrador ó 
un individuo de Ja Junta administrativa del 
monte que se cortare, á cuyo íin será citado. 

67. Todas las dudas ó disputas que ocur- 
ran durante las operaciones de ia subasta, 
ya sobre la validez de las posturas, ya sobre 
ei abono de ios postores y sus fiadores, se 
decidirán en ei acto por ei que presida ia su- 
basta, y solo se otorgará una primera apela- 
ción en el efecto devolutivo ai que ia in- 
tente. 

68. No podrán tomar parte en las ventas 
ni por sí, m por interpósitas personas, di- 
recta ó indirectamente, ni como principales, 
ni como socios, ni como fiadores: i. ú ios co- 
misarios de distrito ú otros empleados supe- 
riores de la Dirección en cualquier parte del 
reino donde lo sean; y los que presidan las 
subastas ó deben asistir de oficio á ellas en 
la extensión del territorio donde ejercen sus 
funciones. El que contraviniere á esta pro- 
dición será castigado con ia duodécima par- 
te ai meaos ó la cuarta cuandu mas dei pre- 
cio del remate. Podrán además ser castigados 
según la gravedad de su culpa, y aun decla- 
rados incapaces de obtener empleo ninguno 
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público. 2.° Los parientes por consanguini- 
dad ó afinidad en línea directa, los herma- 
nos y cuñados de los comisarios del distrito, 
ó del comisionado de la comarca bajo Jas 
mismas penas. 3.° Los Alcalde ó jueces y los 
escribanos del Juzgado ó del Ayuntamiento 
de la situación del monte, ni los encargados 
de su administración, so pena de pagar los 
daños y perjuicios que resultaren. Los rema- 
tes hechos así se declararán nulos. 

69. Toda coligación secreta ó manejo 
clandestino entre los traficantes en lefias ó 
maderas ú otros cualesquiera, con el fin de 
perjudicar ia venta, turbar el acto de la su- 
basta, ó conseguir ia adjudicación á menos 
precio, se castigará con prisión de quince 
días á tres meses, y una multa desde tres- 
cientos á diez mil reales vellón con mas los 
daños y perjuicios, si los hubiere. Igual pena 
se impondrá á los que por medio he dádivas 
ó promesas hayan apartado á los otros Imi- 
tadores. Y si ei remate hubiese quedado á 
favor de los culpados, se declarará nulo. 

70. El que se presentare á la subasta en 
nombre de otro, hará la declaración del ver- 
dadero postor inmediatamente después de la 
adjudicación, y antes de darse por concluido 
e) acto de la subasta. Finalizado este, no será 
admitida tai declaración. 

7í. Quince dias antes del señalado para 
la venta, ei comisario del distrito hará poner 
en ia Escribanía de la subasta el papel de 
condiciones que debe haber formado, aña- 
diendo á las que se le hubiesen dictado por 
la Dirección geueral aquellas que mas con- 
vinieren á las circunstancias de ia subasta, y 
■ una copia de las diligencias de medición, 
elección de árboles reservados, y marca 
puesta á ios que se han de cortar; todo Yisa- 
| do por el presidente de la subasta. 

72. Para las ventas extraordinarias se 
liará mención así en ios edictos, como en las 
diligencias de subasta, de la Real úrden en 
virtud de la cual se van á ejecutar. 

73. Al abrirse la subasta el comisionado 
de la comarca hará saber al presidente de la 
subasta el precio en que se ha estimado ia 
corta, y no se encenderá ia candela basta 
que baya postura por este precio, á no ser 
que habiendo posturas aproximadas áé), pida 
ei comisionado que se encienda Ja candela. 

74. El comisionado dei distrito iiará la 
tasación de las costas de Ja subasta, que de- 
ben pagarse de contado por ei rematante; y 
el total de ellas se anunciará antes de abrirse 
ia licitación por aviso puesto en la sala don- 
de esta debe verificarse. 

75. Si la corta se hubiese de hacer por 
entresaca de árboles, ia Dirección general 
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podrá disponer que se veriíique la corta y 
el labrado de. lo cortado por su cuenta, ajus- 
tando estas operaciones á destajo: y una vez 
hecho el labrado, se sacarán á subástalas 
pilas ó lotes que hubieren resultado; ponién- 
dose por condición que el rematante pagará 
los gastos déla corta y labrado; cu jo importe 
se pondrá de maniliesto. 

70. Si no hubiese posturas suíicientes, 
se suspenderá la subasta , señalando el 
presidente á petición del comisionado por 
ia Dirección, otro dia para continuarla. 

77. El director general podrá también 
autorizar la suspensión de la venta deján- 
jándola para el año siguiente; y si le pare- 
ciere que convendrá que la corta se haga 
por cuenta de la Dirección, me lo consul- 
tará con expresión de las ventajas que en 
ello se propone, y del modo con que pieusa 
ejecutarlo. 

Las diligencias de remate se firmarán en 
el acto por el presidente, escribano, comi- 
sionado de la Dirección, y por el rematante 
ó su apoderado. Si este no firmase por 
ausencia, ó por no querer o no poder, se 
pondrá por diligencia. 

78. Una vez concluida la subasta, si el 
rematante no da las lianzas señaladas en el 
pliego de condiciones dentro del término 
que en él se prescriba, se declarará perdi- 
do su derecho y so celebrará nueva subasta 
á su costa; siendo de su cargo el pago de 
la diferencia en menos precio que acaso re- 
sultare bajo apremio personal : sin tener de- 
recho al exceso de precio en que pueda 
rematarse. 

79. Toda persona capaz de contratar y 
de notorio abono, será admitida hasta las 
doce del dia siguiente del remate á mejorar 
la postura, no siendo por menos de Ja quin- 
ta parte del precio en que se remató. El 
rematante y los nuevos postores podrán 
mejorar esta segunda postura dentro de las 
otras veinticuatro horas siguientes, quedan- 
do el remate por el que mas hubiere ofre- 
cido antes de sonar las doce de este nia. 
Estas pujas se harán ante el escribano ac- 
tuario de la subasta, y dentro de ios dias 
expresados, so pena de nulidad. El escribano 
deberá extender inmediatamente estas pos- 
turas en su protocolo de subasta, expresan- 
do la hora y dia en que se hicieren, y te- 
niéndolas de manifiesto al primer rematante 
y á los nuevos postores; todo bajo pena de 
mil redes vellón de mulla, sin perjuicio de 
mayores penas si se le probare colusión. 

80. Toda disputa sobre la validez de es- 
tas segundas pujas se decidirá por el juez do 
letras que conozca de los- asuntos de mon- 


tes de aquella comarca. E! que se sintiere 
agraviado de este fallo, podrá apelar á l a 
Choncillería ó Audiencia territorial; pero la 
apelación no se admitirá sino en el efecto 
devolutivo, y su sentencia recaerá solo so- 
bre la indemnización de daños y perjuicios 
á que hubiere lugar, dado caso "que se re- 
vocase el fallo primero. 

81. Aquel por quien quedare la corta 
ó venta deberá señalar persona domiciliada 
dentro de la jurisdicción donde se hubiere 
celebrado la subasta, si él nu tuviere allí su 
domicilio, á’tin de que se entiendan con 
ella todas las diligencias sucesivas. De no 
hacerlo así se teDdráu por válidas las noti- 
ficaciones ó citaciones que se le hiciesen en 
la Escribanía del Juzgado mismo de la su- 
basta. 

82. El cumplimiento de las condiciones 
del remate es ejecutivo aun con apremio 
personal contra ei rematante, sus socios v 
fiadores. También se procederá contra es- 
tos del mismo modo y mancomunadamente 
para e! pago de danos y perjuicios, res- 
tituciones ó multas en que incurriere el re- 
matante. 

SECCION IV. 

Be la operación de la corta y sus consecuencias . 

83. Hecha la adjudicación, no se podrá 
hacer variación en la situación y calidad de 
ío que debe cortarse, ni añadirse ó quitarse 
árbol ni porción de monte, bajo ningún pre- 
texte; so pena contra el rematante de una 
mulla del triple valórele lo que se Je hubie- 
se añadido, y sin perjuicio de restitución de 
lo así tomado ó de su precio. Si lo cortado 
con infracción de lo que aquí se previene 
fuese de mejor calidad, ó de mas edad que 
lo adjudicado en el remate, pagará la multa 
que se señala por cualquier corta contra 
ordenanza, y una cantidad doble por vía de 
danos y perjuicios. Los empleados que per- 
mitan ó toleren tal exceso, incurrirán en las 
penas de malversación ó concusión á que se 
lucieren acreedores. 

84. Aquellos por quienes quede el re- 
mate no podrán empezar las operaciones de 
corta sin preceder el permiso por escrito del 
comisionado de Ja comarca. Si lo hiciesen 
de otro modo, serán castigados como delin- 
cuentes por lo que hubiesen cortado. El 
comisionado dará este permiso inmediata- 
mente que el rematante le presente el testi- 
monio de adjudicación. 

<85. Si dentro del término preciso é im- 
prorogabíe de un mes , y antes do pedir el 
permiso de cortar, quisiere ei rematante que 
se reconozca ei terreno de la corta y el con - 
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liguo hasta doscientas varas de su límite, 
para hacer constar los tocones ó árboles que 
se encuentran cortados contra ordenanzas^ 
podrá pedir que se ejecute con su asistencia, 
ó de la persona que al efecto nombrare; y 
así se hará por el comisionado de ia comarca 
y el guarda de aquel cuartel , sin costas para 
el rematante. Lo que resulte se pondrá por 
diligencia firmada por los tres; y el comisio- 
nado marcará los troncos que se hallaren en 
tal estado. 

86. El rematante pondrá por su cuenta 
un factor ó guarda de veDta, á satisfacción 
del comisionado en la Dirección el cual pres- 
tará juramento ante el juez ordinario del 
pueblo. 

87. Este guarda ó factor podrá hacer de- 
nuncias, y formalizarlas diligencias suma- 
rias Contra cualquier dañador del terreno de 
su corta y hasta las doscientas varas de su 
límite, observando las formalidades prescri- 
tas á ios guardas de la Dirección. Sus suma- 
rias liarán lé, salva prueba en contrario. 

88. Eí rematante tendrá una marca cu- 
ya forma señalará el comisario del distrito, 
para marcar los árboles ó maderas prove- 
nientes de su compra; y dentro de diez días 
después del permiso de cortar, depositará 
dos ejemplares de- esta marca, uno en maoo 
del comisionado de Ja Dirección, y otro en 
la Escribanía del distrito; so pena si no lo hi- 
ciere, de 300 rs. vn. de multa. Ni él ni sus 
socios podrán usar de otra marca, m marcar 
otros árboles ó maderas que los provenien- 
tes de su compra; so pena de 1,500 reales 
vellón de multa. 

89. No podrá el rematante tocar los árbo- 
les marcados por ia administración como re- 
servados, ni se le admitirán en compensa- 
ción otros árboles no marcados que dejase en 
pié de los que él podía cortar. 

90. No podrá el rematante hacer corta 
ni sacar los productos de ella antes de salir 
ni despees de ponerse el sol, so pena de 
500 rs. vu. de multa. 

91. A no estar prevenida otra cosa ex- 
presamente en las diligencias de subasta; uo 
podrá el rematante descortezar ios árboles 
antes de cortarlos, bajo pena de 100 á 1 .500 
reales vellón de multa, con mas el resarci- 
miento de daños y perjuicios. 

9¿. Toda contravención á las condicio- 
nes ó cláusulas puestas en el pliego corres- 
pondiente acerca del modo de hacer la cor- 
ta y desembarazar ó limpiar el terreno, será 
castigada con una multa desde 160 á 1.5UÜ 
reales velluu además de los danos y periui- 
cios. 

93. El comisionado de la comarca seña- 
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lará por escrito ó los rematantes el sitio ó si- 
tios donde podrán hacerse los hoyos ú hor- 
nos para carboneo, y las chozas ó talleres 
para sus operaciones hasta la saca. El que 
tos colocase en otro lugar será castigado con 
inulta de 100 rs. vn. 

94: La saca ó arrastre de los árboles ó 
maderas se hará por los caminos ó carriles 
señalados en el pliego de condiciones, bajo la 
pena á loscontruveutores de 150 á 300 rea- 
les vellón, y de resarcimiento de daños y 
perjuicios. 

95. La corta y la saca de sus productos 
se harán dentro de los términos señalados en 
el pliego de condiciones, salvo si los rema- 
tantes obtienen alguna próroga de Ja Direc- 
ción general, sopeña de 1.500 rs. vn. de 
multa y resarcimiento de daños y perjuicios; 
y para asegurar este pago se embargarán los 
árboles ó maderas que no se hubiesen sacado 
todavía. No se concederá tal permiso si el 
comprador no se somete á pagar una indem- 
nización por el gasto ó daño que resulte de 
la tardanza. 

96. Todo lo que el comprador dejase de 
hacer de lo que estuviese prevenido en el 
pliego de condiciones en cuanto á limpiar y 
reponer el terreno de su corta al estado con- 
veniente, se ejecutará por el comisionado de 
la Dirección, prévia autorización del comisa- 
rio del distrito, á cuya aprobación se sujetará 
Ja cuenta de los gastos que se ocasionaren; 
cuyo pago será exigidle del rematante con 
todo apremio. 

97. Ni el rematante ni sus factores ú 
operarios podrán encender fuego si no en sus 
chozas ó talleres, so pena de una multa desde 
40 á 300 rs. vu., y la reparación del daño ó 
perjuicio que resultare. 

98. No podrán los rematantes mezclar 
eu las ventas que hicieren de lo á ellos ad- 
judicado otros árboles, leña o maderas que 
no sean las provenientes de la corta que re- 

1 mataron, so pena de una multa desde 300 á 
3.000 rs. vn. 

99. Si durante las operaciones de la 
corta y limpia hubiere denuncias de delitos ó 
contravenciones relativas á estas mismas 
operaciones, podrá dárseles curso desde 
luego, sin aguardar á la verüicacion total de 
la corta. Pero sino hubiese recaído senten- 
cia, el comisionado de la Dirección podrá 
justificar de nuevo las denuncias ai tiempo 
<le la verilicaeiou lotal, 

100. Desde la fecha dei permiso para 
cortar basta que se^ dé td nescarg" com- 
pleto do buena corla á los rematantes, serán 
estos responsables de todo delito ó daño que 
se cometiere en el monte en la compreu- 
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síod de su corta, y á 500 varas alrededor, si 
sus factores ó guardas de venta no los de- 
nunciasen ó avisasen por escrito dentro de 
cuatro días al comisionado de la Dirección, 

tOi. Los rematantes y sus. fiadores son 
responsables con apremio persona! al pago 
de multas, restituciones y resarcimientos de 
daños que mereciesen los delitos y contra- 
venciones cometidas dentro de la demarca- 
ción de su corta y á 200 varas en contorno 
de olla por sus factores, guardas, de venta, 
obreros, carboneros, conductores y demás 
empleados por ellos en las operaciones de 
corta y saca. 

SECCION V. 

Ue la verificación de las operaciones de corta 
y recuento de árboles. 

102. Dentro de los dos meses inmediatos 
a! dia señalado para dejar expedito el monte 
subastado, se procederá á la remedición del 
terreno de la corta y a! recuento de Jos ár- 
boles mandados reservar. Pasados los dos 
meses, el rematante podrá hacer saber, to- 
mando recibo del oíieio con que lo hiciere 
al comisionado déla comarca, que está pron- 
to á concurrir á estos actos; y si por parte 
del comisionado no se procediese á ello den- 
tro de un mes, se tendrá al rematante por 
descargado de toda responsabilidad. 

103. La remedición del terreno para co- 
nocer si e! rematante ha salido de los lími- 
tes que se le señalaron, debe hacerse por 
otro agrimensor que éi que hizo la primera; 
pero asistiendo este ó á lo menos constando 
que se le ha citado. 

104. El comisionado de la Dirección con 
asistencia del guarda de aquella porción de 
monte, hará el recuento de los árboles, que 
se mandaron reservar. 

305. Para ambas operaciones se citará 
al administrador ó Junta administrativa del 
monte con diez dias de anticipación, hacién- 
dole saber cuando deban ejecutarse. Una 
vez citado, se practicarán las diligencias 
aunque no asista. 

106. El adjudicatario déla corta podrá 
si quiere, hacer asistir á estas operaciones 
un agrimensor de su confianza. 

107. Concluidas las diligencias de re- 
medición y recuento, se dará dentro del 
término de un mes por el comisario del dis- 
trito al adjudicatario de la corta, su papel 
de descargo de toda responsabilidad por 
ella, si no resultase nada que reclamar con- 
tra él. 

108. Si en e] cotejo de la primera me- 
dida y de la remedición resultase equivoca- 


da la primera en mas de la vigésima parte 
del terreno, será responsable el primer me- 
didor del daño y perjuicio que resulte de su 
error pericial. 

SECCION VI. 

De la bellotera y montanera. 

109. Las mismas formalidades prescritas 
para las subastas de las cortas se observa- 
rán para las ventas de la bellotera y mon- 
tanera, sin otra diferencia que la de que pa- 
ra estas subastas, solo se fijarán los edictos 
en el pueblo donde reside el comisario del 
distrito y en los comarcanos al monte. 

110. El comisario del distrito hará re- 
conocer todos los años por los comisiona- 
dos de comarca los cuarteles de monte en 
que puede hacerse la bellotera ó montanera 
sin dañar á los arbolados; y según lo que 
resultare del reconocimiento, arreglará los 
anuncios de la venta. 

til. Los guardas tomarán nota puntual 
del número, calidad y grueso de los árboles 
caídos ó rotos por los vientos, tempestades 
ó cualquier otro accidente, que se encon- 
traren en dicho cuartel ó cuarteles, y le re- 
mitirán al comisario del distrito, el cual dis- 
pondrá que inmediatamente se marquen es- 
tos árboles por el comisionado de la comar- 
ca; y dará sus disposiciones para venderlos 
con todas ias demas leñas ó maderas muer- 
tas ú otros despojos del monte. 

112. No incluirá en estas ventas sin ex- 
presa autorización de la Dirección general, 
¡os árboles que se mantengan en pié, aun- 
que estén maltratados ó en estado de pe- 
recer. 

113. Los rematantes de la bellotera ó 
i montanera no podrán introducir en ei mon- 
¡ te mayor número de cerdos que el señalado 

en las condiciones de subasta, bajo pena de 
una multa doble de la que se establece para 
el que introduce ganado contra ordenanza. 

114. Marcarán á fuego sus puercos, so 
pena de 10 reales vellón por cada uno que 
no esté marcado, depositando el hierro de 
su marca en mano del comisionado déla Di- 
rección, so pena de 160 reates vellón de 

i multa. 

115. ' Todo puerco que se encuentre fue- 
ra del coto señalado, en el remate ó fuera de 
los caminos que conduzcan á él, dará moti- 
vo á las penas de contravención ordinaria 
de ordenanza ; y en caso de reincidencia, 
además de pagar el rematante la doble mul- 
ta, sufrirá el pastor de cinco á quince dias 
cIg CtírCf 1 ] 

116. Se prohíbe á los rematantes el lia- 
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cer caer, recoger \ llevarse bellotas y cuales- 
quiera otros frutos, semillas ó productos del 
monte, so pena de una multa doble de la im- 
puesta á esta clase de contraventores en ca- 
sos ordinarios. 

SECCION VII. 

Pastos, yerbas y otros usos ó aprovecha- 
mientos, 

{ 17. Los pastos y yerbas arrendables ó 
vendibles dentro de íes montes encargados 
á la Dirección general, se arrendarán ó ven- 
derán en subasta en la forma y con las pre- 
cauciones señaladas para la bellotera y mon- 
tanera. 

H8. Del mismo modo se procederá en. 
las ventas de leñas ó maderas muertas, ú 
otros cualesquier productos ó despojos del ¡ 
monte que no tengan ya una aplicación de- 
terminada precedentemente. 

i 4 9. La Dirección general hará cesar to- 
do uso , aprovechamiento ó servidumbre 
que sea contrario á las leyes generales, ú 
ordenanzas hasta aquí existentes, ó que no 
se acredite por títulos claros y no disputa- 
dos, ó por una posesión no interrumpida de 
treinta años á esta parte. 

120. Los usos, aprovechamientos ó ser- 
vidumbres que hubieren de mantenerse se 
arreglarán en el modo de disfrutarlos de 
suerte que no resulte daño á los arbolados, 
ni mengua en los demás provechos del mon- 
te correspondientes á sus dueños, Los re- 
glamentos que sobre esto dispusiere la Di- ' 
reccion general se someterán á mi Real 
aprobación. 

121 . La Dirección procederá igualmente 
á hacer con los que hubiesen justificado sus 
derechos á usos ó aprovechamientos, los 
rescates ó concordias que fueren conducen- 
tes ai objeto de dejar independientes los de- 
rechos y disfrutes consiguientes de la pro- 
piedad, sujetando sus couvenios y determi- 
naciones á mi Real aprobación. 

122. Las concesiones á titulo gratuito 
que estuviesen hechas á favor de un esta- ! 
blecimisuto ó fabrica industrial, cesarán des- ' 
de luego si constare que por mas de dos 
años se hallan interrumpidos los trabajos de 
la fábrica ó manufactura á que se hizo ia con- 
cesión; en las que lo fueron por causa one- 
rosa, se examinarán las condiciones de sus 
contratos por si hubiese lugar á alguna in- 
demnización ai cesar su goce. 

123. En adelante no se harán concesio- 
nes ni euajenaemues de usos ó aprovecha- 
mientos de montes á perpetuidad, ni tampo- 
co temporalmente, smo por expresa Realre- 

Tgmo IX. 


(Ordzas.) 321 

solución á consulta de la Dirección general. 

124. Los vecindarios que legitimen, co- 
mo vá dicho, el uso de leñas ó maderas, no 
podrán entrar á cortar ni sacarlas sin prece- 
der la designación hecha por el comisario 
del distrito del paraje donde ha de hacerse la 
corta, de su extensión y límites, de los ár- 
boles que deben reservarse ; todo conforme 
á la medición, elección de árboles y demás 
operaciones á que debe atenderse en las 
otras cortas ordinarias ó extraordinarias; é 
igualmente se conformarán con las disposi- 
ciones que el mismo comisario tomará acer- 
ca del modo de cortar, sacar y arrastrar las 
lenas ó maderas ya cortadas, y ai recuento y 
veriücacion de la limpieza y reposición del 
terreno en su debido estado. 

125. No .se abrirán á pasto ni á monta- 
nera sino aquellos montes ó partes de mon- 
te en que sus arbolados no peligren por la 
entrada de ganados, 

126: Él comisario del distrito lijará tam- 
bién el número de cabezas de ganado que 
podrán entrar al pasto y montanera, y el 
tiempo por el cual estará abierto el pasto. 
La temporada de bellotera y montanera no 
podrá pasar de tres meses. 

127. Los Ayuntamientos de ios pueblos, 
cuyos vecinos tuvieren derecho al aprove- 
chamiento de pastos, enviarán al comi- 
sario del distrito, tres meses antes de ia tem- 
porada correspondiente á cada especie de 
pasto, un estado de las cabezas que poseen, 
con la distinción conveniente de las que son 
particulares de cada vecino, y las que, ó sir- 
ven para eí abasto del pueblo ó se ceden á 
aquellos que hacen tráíico ó granjeria de ga- 
nado. Este estado irá ya visado ó informado 
por el comisionado de la sección de montes; 
y en su vista tomara el comisario las dispo- 
siciones de que habla el articulo precedeufe. 

128. Ningún usuario puede gozar del 
: pasto, bellotera o montanera, sino para las 
: cabezas del ganado de su uso propio; so pena 
I de una multa doble de la que se impone en 

los casos de contravención ordinaria de ia 
ordenanza. Los ganados de tráíico solo en- 
trarán, en casos de sobrantes de pastos, des- 
pués de satisfechos los usos particulares de 
ios vecinos y el de so abasto; y pagando los 
precios que se estipularen á bouelicio del 
común de vecinos ó de sus propios, según 
estuviese reglamentado ú ordenado. 

129 El comisionado de la comarca del 
distrito señalará los caminos por donde los 
gauados deberán entrar y salir ai pasto. V si 
estos caminos atraviesan parajes dei monte 
en que por lo tierno ó caiidau de ios plantíos 
ó árboles puedan temerse danos se harán á 
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expensas comunes de los usuarios y de la 
administración del monte los setos, vallados 
ó foso3 necesarios para impedir la entrada de 
los ganados. 

130. El rebaño ó piara de cada pueblo ó 
aldea deberá ser conducido por uno ó mas 
pastores comunes nombrarlos por el Ayunta- 
miento, y presentados al comisionado de la 
comarca de aquellos montes. No podrán los 
habitantes de los pueblos usuarios conducir 
por otro guarda sus ganados, bajo la pena de 
seis reales de multa por cada cabeza. 

131. Los cerdos ó ganados de cada pue- 
blo ó aldea usuaria, compondrán una piara 
ó rebano particular, sin mezclarlos con los 
ganados de otro pueblo ó aldea, bajo la pena 
do una multa de 10 á 32 reales contra el 
pastor, y de cinco a diez dias de cárcel eu 
caso de reincidencia. 

132. Los pueblos ó aldeas serán responr 
sables de las multas que recayeren contra 
dichos pastores, así por los delitos y contra- 
venciones de que se acaba de hacer mención, 
como por cualesquiera otros delitos de mon- 
tes que cometieren durar te su servicio y 
dentro de ios límites del pasto. 

133. Los cerdos y ganados tendrán una 
marca especial y distinta en cada pueblo ó 
aldea usuaria. Por cada cerdo ó cabeza de 
ganado sin marca, se pagará una multa de 
10 reales vellón. Ei hierro de que cada 
cual usare pijra la marca, se depositará en 
¡nano del comisionado de la comarca de 
montes, mientras dure el uso del pasto, y 
un ejemplar de la marca se entregará en la 
Escríbanla del Juzgado Real dentro de cuya 
jurisdicción esté el monte. El usuario que 
faltare á este depósito incurrirá en la mulla 
de 160 reales ve-don. 

134. Los usuarios colgarán cencerrillos 
ó esquilas del cuello de los animales que 
hacen guia en el ganado lanar admitido á 
pastar, bajo pena de 20 reales de mulla 
por cada vez que se encuentren sin esta 
precaución. 

135. Cuando se encuentren los cerdos ó 
ganados de los usuarios fuera de los cuarteles 
designados para la montanera, ó fuera de los 
caminos señalados para ir á ellos, pagará el 
pastor UDa multa de 10 á 100 reales. Eu 
caso de reincidencia podrá ser condenado en 
cinco á quince dias de cárcel. 

136. Si los usuarios introducen á pastar 
mayor número de ganados, ó en montanera 
mayor número de cerdos que el que se 
hubiese lijado por la comisión, se aplicará 
por cada res excedente doble multa de la 
señalada por cada cabeza cogida en contra- 
vención ordinaria. 
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_ 137. Fuera de las épocas y circunstan- 
cias que van explicadas se prohíbe á todo 
usuario sin que obste cualquiera título ó 
posesión en contrario, el llevare hacer llevar 
cabras, ovejas ó carneros á los montes ó 
terrenos dependientes de ellos; bajo pena 
contra ios dueños de una multa doble de la 
de contravención ordinaria, y de cincuenta 
reales á los pastores. En caso de reinciden- 
cia será condenado oí pastor, además de la 
multa, eu cinco á quince dias de cárcel. Los 
que alegasen algún derecho en contrario lo 
expondrán á la Dirección general, á cuya 
consulta resolveré lo que luere mas con- 
veniente. 

138. Los que no tengan roas derecho de 
uso que el de coger Ja leña ó madera muerta, 
seca y caída por el suelo, no podrán emplear 
para este uso gandíos ó instrumentos de 

i hierro do especie alguna, bajo pena de ocho 
reales de muíta. 

139. Se prohíbe á los usuarios que ven- 
dan ó cambien las leñas ó maderas que se 

. les repartieren ó las apliquen á otro destino 
que aquel para que se les concedió el dere- 
, ello de uso. Si fuesen leñas las que vendiesen 
ó cambiasen en contravención de lo dicho, 
incurrirán en una multa de 30 á 300 reales. 
Si fueren maderas de construcción ú otra 
cualquiera que no seapara quemar, la multa 
será doble del valor de las maderas y no 
podrá bajar de lt>0 reales. 

140. No se hará entrega alguna de ma- 
, deras de construcción si el usuario no pre- 
1 senta un ceitilicado del maestro ó alarife en- 
cargado de la obra, que acredite la uecesi- 

i dad y lo que es menester. Este certificado se 
entregará con tres meses de anticipación á 
la corta al comisionado local de la comarca, 
quien informándose de la verdad lo pasará a! 
comisario del distrito á fin de que este re- 
i uniendo todas las peticiones, envíe un estado 
de las cortas ordinarias que deben hacerme 
en su distrito, y para que al hacer las subas- 
tas do las cortas se expliquen las euln'gas 
que hay que hacer de tales maderas á los 
usuarios. 

141. En caso de urgencia de la obra 
podrá el comisario del distrito conceder la 
liceneia de cortar lo mas preciso, dando 
dentado ello á la Dirección. 

142. La. corta y labrado délos árboles 
destinados á construcciones será á expensas 

de) usuario; y el ramaje y despojos se vende- 
rán como los demás desperdicios del monte, 
á beneficio de su respectivo dueño. 

143. Las maderas de construcción debe- 
rán emplearse dentro del plazo de dos años, 
si no se obtiene próroga de) comisario del 
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distrito. Pasado este término podrá disponer i 
ei administrador del monte, á beneíicío de , 
su principal, de los árboles no empleados. 

\ 44. Las prohibiciones hechas á los re- 
matantes de las otras cortas de no dejar caer 
ni llevarse las bellotas ú otros frutos ó semi- 
llas de los árboles, son extensivas á cua- 
lesquiera usuarios y bajo las mismas penas. 

TÍTULO 111. 

POLICIA COMUN Á TODOS LOS MONTES DEL 
REINO. 

145. Toda extracción, sin la autorización 
del dueño, de piedras, arena, tierra, árbo- 
les, matas, juncos, yerbas, hojas verdes ó 
secas, estiércoies ó abonos que haya en el 
terreno de los montes, las bellotas ú otros 
(rulos silvestres ó semillas de arbolados, será 
castigada con las multas siguientes. Por car- 
retada, de 30 á 120 rs. vu. por cabullería de 
tiro. Por cada carga mayor de 15 á 50 rea- 
les. Por cada carga menor, de 10 á 40 rs., y 
por cada carga de hombre, de 6 á 20 reales 
vellón. 

140. En caso de haber en estos terrenos 
algunos materiales convenientes para carm- 
nos úotra obra de semejante pública nece- 
sidad, podrá el ingeniero ó empresario decir 
Cuales sean, pero no se podrán sacar ni to- 
mar sin previo ajuste con el dueño ó admi- 
nistrador del monte, y pago de la indemni- 
zación que fuere justa. 

14 1. Cualquiera que se hallase dentro de 
los montes, fuera de los caminos ó veredas 
ordinarias, con imadas de peto, bacilas, 
sierras ú otros utensilios do arranque ó cor- 
ta, será condenado á una multa de 20 rea- 
les vellón y confiscación de los instru- 
mentos. 

44 s . Los dueños de ios carruajes, ani- 
males de tiro ó carga ó de montar que se 
hallaren en ios bosques fuera de los cami- 
nos ó carriles ordinarios, serán condenados 
por cada carruaje á una multa de 40 rs. en 


vecbamiento en un monte no acudiesen, 
siendo avisados á ayudar á apagar el incendio 
serán castigados con la privación por un año 
á lo menos, y cinco á lo mas, de los usos ó 
aprovechamientos que en ei monte tu- 
vieren. 

151. Los propietarios colindantes no po- 
drán cortar las ramas ó las raíces de los ár- 
boles que estén en ias lindes del monte, 
aunque las extiendan dentro de su propiedad, 
si ei árbol tiene ya mas de treinta años. 
Aunque el árbol tenga menos edad no podrá 
tampoco hacerse á menos de diez varas del 
tronco, sin la autorización competente, bajo 
la multa ordinaria de toda corta en contra- 
vención de ordenanza. 

TITULO IV. 

POLICIA PARTICULAR DB LOS MONTES DE- 
PENDIENTES DE LA DIRECCION. 

r 

152. La autorización para sacar ios pro- 
ductos del suelo en los montes realengos, de- 
berá darse por la Dirección general á pro- 
puesta del administrador de ellos: en ios de 
propios y comunes por ios Ayuntamientos, 
y en los de establecimientos públicos por 
sus principales administradores respectivos, 
dando cuenta unos y otros á la Dirección 
general. 

153. En los ajustes y convenios que pre- 
cedan, intervendrán los comisionados de Ja 
Dirección para señalar, asistidos del perito 
agrimensor, los límites del terreno donde se 
fia de hacer ia saca, tos árboles que será 
menester quitar para hacerla, los caminos 
de trasporte de ¡os materiales, y las demás 
condiciones útiles para no dañar á los ar- 
bolados hasta dejar el terreno en buen 
estado. 

154. No podrá establecerse ningún hor- 
no de cal, yeso, ladrillos ó tejas, ni tempo- 
ralmente m á perpetuidad, á menor distan- 
cia de mil varas de los lindes dei monte, ni 
menos dentro de éi sin mi Real licencia á 


los montes de mas edad de diez años, y de propuesta de la Dirección general; bajóla 
io en los de menos edad; por cada caballe- multa de 300 á 1 .500 reales ‘vellón y ia de- 
rla suelta á las multas establecidas para los l tnoliciun de lo que se hubiere construido, 
que se introducen á pastar; lodo además del i 55. Tampoco se podrá, sin igual licen- 
resarciinieuto de daños y perjuicios. cia, construir bajo mugen preleslo ninguna 

149. Se prohíbe llevar ó encender fue- choza, barraca ó cobertizo, dentro ni á Ja 

go, así dentro del monte como en el espacio , distancia de mil varas dei linde dei bosque; 
alrededor hasta doscientas varas de sus iiu- so pena de una mulla de füO reales ve- 
des; so pena de una umita desde 60 á 300 llon y su demolición inmediatamente, 
reales vellón con resarcimiento de daños y 156. No se podrá construir edificio ni 
perjuicios si resultase incendio, y sin perjut- casa de labor, sin igual previa licencia, á la 
cío de las penas de incendiario público si se distancia de quinientas varas de un montes 
probase delito. cuya cabida sea mayor de veinticinco mil 

150. Los que teniendo algún uso ó apro- varas cuadradas, so pena de demolición. Si 
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alguno pidiere la licencia tomará recibo del 
comisario del distrito, por quien la enviase á 
la Dirección, expresivo del Jia en que pre- 
senta la solicitud, y si pasasen seis me- 
ses sin negársela ; podrá proceder á la 
construcción del edificio ó casa que in- 
tentaba. 

157. Los edificios ó casas de labor exis- 
tentes ya en el dia, podrán permanecer, re- 
pararse, reedificarse ó mejorarse sin nece- 
sidad de nueva licencia. Los actuales dueños 
de estos edificios presentarán dentro de seis 
meses de la fecha de estas ordenanzas -sus 
títulos de propiedad ó posesión á ia Direc- 
ción general para que se tome razón de 
ellos. 

158. Los habitantes de casas de labor ó 
edificios ya existentes, ó que se permitan 
construir dentro dei rádio prohibido, no 
podrán tener allí ningún taller de labrar 
maderas, ni almacén para el comercio de 
ellas sin mi Real permiso, á consulla de la 
Dirección general de montes; so pena de 
160 reales de multa, y la confiscación de 
las maderas. Y si ios que hubiesen obtenido 
este permiso, diesen, lugar á ser castiga- 
dos por cualquier oíro delito de montes, 
se les podrá recoger la licencia. 

159. Ni dentro del monte ni á dos mil 
varas de él podrá establecerse, sin igual per- 
miso mió, ninguna sierra de maderas, bajo 
la .pena desde 160 á 1.500 reales vellón 
y su demolicionó destrucción inmediata. 

160. Están exceptuados de las cuatro 
disposiciones precedentes las casas ó arte- 
factos que forman parte, y estén en el re- 
cinto del vecindario del pueblo inmediato, 
aunque no .se hallen fuera de las distancias 
señaladas. 

161. Todas las casas, talleres y demás 
que se hubiesen permitido establecer den- 
tro de los límites referidos en ios artículos 
precedentes, estarán sujetos á las visitas de 
los comisionados y guardas de. montes; los 
cuales podrán hacer en ellos todo género de 
registros ó pesquisas, con tal que esto se eje- 
cute, presentándose á Jo menos dos dé ellos 
juntos, ó acompañado el guarda del Al- 
calde ó ile dos testigos vecinos del mismo 
pueblo. 

162. En las sierras de madera que estén 
permitidas dentro de los precitados limi- 
tes, no podrá recibirse árbol, tronco ó plan- 
tón, sin que lo baya reconocido antes el 
guarda de aquel cuartel de monte y le haya 
puesto su marca. 

A este fin los dueños ue las. sierras, siem- 
pre que hayan de llevar á ellas ó á los al- 
macenes de su dependencia tales objetos, 
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presentarán al comisionado de la comarca 
una declaración expresiva de los que sean y 
de su procedencia. Estas declaraciones se 
harán por duplicado recogiendo una con el 
visto bueno del comisionado el dueño de la 
sierra, y la otra servirá para que el mismo 
comisionado ó el guarda del término ponga 
su marca; Jo cual debe hacerse deutro de 
cinco dias contados desde la fecha de la pre- 
sentación de la declaración. 

El dueño de la sierra que contraviniere á 
esta disposición incurrirá en una multa des- 
de 160 á 1.500 reales vellón. La reinciden- 
cia será castigada con doble multa, y podrá 
dar lugar á condenarle á que cierre su taller. 

TITULO V. 

PROCESOS POlt DELITOS Y CONTRAVENCIONES 
DE ORDENANZA. 

163. Los comisionados de comarca, los 
agrimensores y los guardas de la Dirección 
general de montes son ios encargados de 
denunciar y perseguir á los delincuentes ó 
contraventores de estas ordenanzas en los 
montes que están á su cuidado; ios comisio- 
nados ó agrimensores en toda la extensión 
del territorio á que están asignados; y los 
guardas en la circunscripción del Juzgado 
donde prestaron su juramento. 

El administrador ó Junta administrativa 
del monte podrá avisar ¡í dichos encargados 
de ios delitos ó contravenciones que ob- 
servaren en los montes que administran é 
intervenir como parle civil en la prosecución 
dei proceso: y si el delito de que les viene el 
daño fuese cometido, ó pareciere cómplice 
el comisionado ó el agrimensor, darán el ad- 
ministrador o Junta su queja al juez, el cual 
nombrará un promotor fiscal que siga la 
causa. 

164. Los guardas podrán detener los 
animales encontrados en fragante contra- 
vención, 'y los instrumentos, carruajes y ar- 
reos de caballerías de los delincuentes, y 
ponerlos en secuestro: podrán seguir en bus- 
ca de los objetos que hayan sacado los de- 
lincuentes basta encontrarlos y embargarlos; 
pero- no podrán introducirse en las casas, 
edificios ó cercados contiguos á ellas sin ir 
acompañados del Alcalde ó de un regidor, ó 
de un dependiente de policía, á cuya diligen - 
cia no podran estos negarse siendo requeri- 
dos y firmarán ia diligencia de pesquisa o 
embargo que presenciaren. Si se negaren a 
ello lo pondrá el guarda por diligencia, y da- 
rá cuenta aJ comisionado de la Dirección para 
qué reclame contra el que negó su auxilio el 
resarcimiento dei daño que hubiere resulta- 
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do ó podido resultar. Los objetos embarga- 
dos se entregarán al depositario de penas de 
cámara. 

165. Los guardas detendrán y conduci- 
rán ante e! Alcalde ó juez mas' inmediato 
toda persona desconocida que hubiesen co- 
gido eu fragante contravención ó delito de 
ordenanza. 

166. Los comisionados y guardas de la 
Dirección de montes tienen derecho para 
implorar el auxilio de la autoridad y fuerza 
pública en el ejercicio de estas funciones, y 
en la pesquisa y embargo de las maderas ó 
leñas cortadas, vendidas ó compradas con- 
tra ordenanza. 

167. Los guardas extenderán por sí mis- 
mos las diligencias al paso que las practica- 
ren; las firmarán y presentarán, afirmándose 
en su contenido ante el Alcalde ó Juez, aun- 
que no sen de letras, del pueblo de su resi- 
dencia, ó del paraje en que se cometió el de- 
lito, ó en que se han practicado las diligen- 
cias para justificarlo: todo bajo pena de nu- 
lidad. Sin embargo, si por un impedimento 
cualquiera las diligencias no estuviesen es- 
critas por mano del guarda, el Alcalde '6 juez 
ante quien las presente deberá leérselas para 
que se afirme en su contenido, expresándose 
así en el acto: todo bajo igual pena de nuli- 
dad. Si el juez ó Alcalde ante quien se pre- 
sentare el guarda para hacer su afirmación 
en las diligencias hechas, ó sea el acto for- 
mal de su denuncia, se. negare á admitirla, 
dará cuenta inmediatamente al comisionado 
déla Dirección para que haga la reclamación 
conducente. 

168. No obstante, si estas diligencias su- 
marias se practicaren por los empleados mis- 
mos de la Dirección, sea por sí solos, ó con 
la asistencia de otro guarda, no estarán sa- 
letas á nueva afirmación ante el juez ó Al- 
calde. 

169. En el caso de resultar de las dili- 
gencias, que se han embargado algunos ob- 
jetos, extenderá el empleado ó guarda que lo 
hubiese ejecutado una copia certificada del 
embargo hecho, y la pondrá dentro de las 
veinticuatro horas en la Escribanía de! Juz- 
gado para poderla comunicar á los que re- 
clamasen los efectos embargados. 

170. El Alcalde ó juez ante quien so hu- 
biese formalizado la denuncia podrá alzar 
provisionalmente el embargo bajo fianza su- 
ficiente, y exigiendo los gastos que se hu- 
biesen hecho. El Alcalde decidirá sobre si 
es ó no suficiente la fianza que se ofrezca; y 
hecho lo pondrán inmediatamente en noti- 
cia del comisionado de la Dirección. 

171. Si dentro de cinco dias de hecho el 
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embargo no se reclamasen las caballerías 
embargadas, ó no se diese fianza suficiente, 
el Alcalde ó juez procederá á la venta de 
ellas por subasta en el mercado mas inme- 
diato. El gasto que ocasionare el embargo y 
Ja manutención de los animales se abonará 
por el depositario de penas de cámara, y á 
petición de este se hará la subasta, cuidan- 
do el mismo de hacerla publicar con veinti- 
cuatro horas de anticipación. 

172. El Alcalde ó juez tasará los gastos 
ocurridos hasta verificar la venta, los cuales 
se pagarán ante todas cosas, y el resto que- 
dara eu poder del depositario hasta que re- 
caiga sentencia sobre la denuncia. Si la re- 
clamación de lo embargado no se hiciese 
sino después de la venta, no podrá su dueño 
pedir la restitución de los gastos hechos, y 
sí solo la del sobrante del precio en caso dé 
que la sentencia mandase su restitución. 

173. Si la contravención fuese tal que 
entre la pena y el resarcimiento de daño no 
excediese de cuarenta y cinco reales vellón, 
la determinará el juez ante quien se hizo la 
denuncia, sumaria y verbalmente. Si fuere 
de mayor cuantía no podrá seguirla si no 
fuere juez de letras, y en tal caso pasará 
aquel las diligencias aí juez de esta calidad 
que estuviere designado para aquella co- 
marca de distrito. 

Esta designación la hará la Dirección ge- 
neral proponiéndome para cada comarca de 
distrito el Juzgado de letras que haya de 
conocer de las causas de montes en aquella 
particular Sección, así en el caso de que 
haya mas de uno dentro del término, como 
en el de que por no haber ninguno hubiese 
que acudir á uno de los inmediatos. 

174. Puestas por cabeza de proceso estas 
diligencias, el juez hará citar al denunciado 
por cédula que expresará lo que contra él 
resulta, y señalará el día y hora en que deba 
presentarse en su Audiencia para ver y de- 
terminar la causa. 

Se citará á esta Audiencia al comisionado 
ó agrimensor de la Dirección, y a! adminis- 
trador del monte que se mostrare parte civil. 

175. El juez podrá valerse para esta y 
cualquiera citación que dispusiere, del guarda 
ríe la Dirección que hizo la denuncia, su- 
pliendo con él 'en estos juicios las funciones 
de otro ministro del Juzgado, y señalándole 
en tal caso la retribución que merezcan estas 
diligencias. 

176. Si el comisionado ó agrimensor de 
la Dirección asistieren á la Audiencia para 
sostener como oficio fiscal la denuncia , y 
pedir lo que crean justo contra los delin- 
cuentes, se les dará asiento de distinción 
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cerca del juez, y podrán añadir á la prueba 
que resulte de las diligencias sumarias las de 
testigos ú otras que juzguen oportunas. 

07. Si las diligencias de sumaria hechas 
en la forma que \a prescrita estuviesen fir- 
madas por dos empleados de la Dirección, ó 
por un empleado y un guarda, ó por dos 
guardas, harán plena fé sóbrelos hechos que 
forman el cuerpo del delito ó contravención: 
y sea cualquiera la condena ¡í que hubiese 
jugar. Por consiguiente no se admitirá prueba 
en contrario de tales hechos, á menos que 
no haya una causa legal de recusación contra i 
alguno de los firmantes. 

Si las diligencias de sumaria estu- 
viesen lonnadas y firmadas por uno solo de 
los referidos, harán también prueba bastante 
en los delitos ó contravenciones que entre 
multa y resarcimiento de daños no exceda 
la pena de 360 reales vellón. 

179. Las diligencias sumarias que no se 
hallen en el caso de los dos artículos an- 
teriores admitirán cualesquier pruebas lega- 
les en contrario. Los testigos serán exami- 
nados , y las pruebas presentadas en la 
Audiencia pública señalada por el juez. 

80. Si de resultas de esta audiencia ci 
juez creyese necesaria la práctica de algunas 
diligencias, ordenarálo que entendiere justo, 
señalando el mas breve término posible para 
ello, y para la nueva audiencia que deberá 
ser definitiva. La sentencia que entonces 
pronuncie deberá ser fundada en hecho y en 
derecho. 

181. Estas sentencias serán apelables así 
por el que fuese condenado en ellas, como 
por el comisionado de Ja Dirección, y por el 
administrador de! monte que se hubiese pre- 
sentado como parte civil sobre las restitu- 
ciones ó resarcimiento de daños. La defensa 
de la acción criminal seguida por el empleado 
de la Dirección se liará por el oficio fiscal 
del tribunal de apelaciou. 

182. Las apelaciones en estas causas se 
harán para la Sala del crimen de la Chan- 
cillería ó Audiencia territorial, la cual si se 
hallare á mas de diez leguas de distancia del 
Juzgado que conoció en primera instancia, 
podrá delegar su jurisdicción á uno de los 
jueces de letras de aquelia comarca, para 
que asociándose con dos letrados de conocida 
probidad, y nombrando un promotor fiscal, 
determinen la apelación. Entiéndese esto, 
salvo si otra cosa se dispusiese hecho que 
sea el arreglo de los tribunales del reino. 

Í83. Los derechos del juez y del escri- 
bano de primera instancia, y los de los jue- i 
ces y promotor fiscal de la segunda en el ! 
caso de delegación, se pagarán del fondo de 
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penas de cámara con arreglo a! arancel que 
rija en aquel paraje para cyalesquier otros 
juicios criminales. En la primera instancia 
no se cargarán estas costas ni aun al conde- 
nado; pero en la segunda se cargarán al ape- 
lante, si fuere vencido. 

184. Las acciones por delitos y contra- 
venciones de montes se prescriben por tres 
meses, contados desde el dia de la primera 
diligencia sumaria, cuando en ella se nom- 
braron los contraventores. Si no se expresó 
entonces quienes fuesen estos, el término de 
la prescripción será de seis meses. Entién- 
dese esto sin perjuicio de lo que queda or- 
denado en su lugar respecto de los rematan- 
tes y destajistas de cortas. 

La prescripción no es aplicable á los deli- 
tos, contravenciones ó malversaciones de los 
empleados ó guardas de la Dirección, ó sus 
cómplices. 

185. En los delitos y contravenciones 
sobre asuntos de montes" cesa todo fuero, 
pero deberá estarse en cnanto á la sustancia 
y modo á lo prevenido acerca de los fraudes 
contra la Real Hacienda respecto de ecle- 
siásticos, militares, dependientes de casa 
Real y demás, por ahora, ínterin se sancio- 
na un nuevo Código criminal y de actua- 
ción. 

TITULO VI. 

PENAS. 

186. La corta ó arranque de árboles de 
ocho y media pulgadas de circunferencia en 
adelante dará lugar á las penas proporcio- 
nales siguientes. Divídense para esto los ár- 

: boles en dos clases, atendida su calidad. La 
j primera comprende los robles, encinas, ba- 
yas, olmos, fresnos, alerces, castaños, noga- 
les, pinos, pinavetos y otros semejantes. La 
segunda comprende los alisos, tilos, álamos 
blancos, sáuces y demás no señalados en la 
primera clase. Si los árboles río esta tienen 
ocho y media pulgadas de circunferencia, la 
multa será de seis reales vellón y se aumen- 
tará á razón de dos reales por pulgada. Si 
los árboles son de Ja segunda clase, la multa 
será de cuatro reales vellón por Jos de ocho 
y media pulgadas, y se aumentará un. rea] 
por pulgada. La circunferencia se medirá á 
tres cuartas de vara del- suelo. 

1 87. Si se han llevado los árboles ó los 
han labrado, se medirá la circunferencia por 
el tocón que baya quedado; y si este fuere 
arrancado, se calculará la circunferencia en 
un quinto mas de lo que resulte midiendo las 
cuatro caras de lo labrado; y si ni existe el ár- 
bol ni el tocon, el Juzgado estimará su grue- 
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so por indicios ó luces que dieren las dili- 
gencias de denuncia. 

188. El que descepare, descortezare ó 
mutilare árboles de modo que los inutiliza- 
re, será castigado como si los hubiere cor- 
lado por su pié. 

189. El que se llevase furtivamente ár- 
boles caídos ó que fueron detenidos por cor- 
tados en contravención á la ordenanza, in- 
currirá en igual pena y restitución que si 
los hubiere cortado por su pié. 

1 90. En todos los casos de robo de ma- 
deras, leñas ú otros productos de los mon- 
tes, se hará condenación , además de las 
multas, á Ja restitución de los objetos sus- 
traídos ó su valor, y la indemnización de 
daños y perjuicios á que hubiese lugar. Las 
sierras, hachas, barretas ú otros instrumen- 
tos que lievasen consigo los dañadores y sus 
cómplices, serán confiscados. 

191. Los dueños de animales cogidos de 
üia en contravención, serán condenados á 
una multa de tres reales por un cerdo, de 
cuatro por cabeza lanar, de diez por cabeza 
caballar, asnal ó mular, de catorce por cada 
cabra, y de 16 porcada res vacuna; se do- 
blarán las mullas si el monte tuviese menos 
de diez años; y se atenderá siempre al re- 
sarcimiento de daños y perjuicios. 

192. En caso de reincidencia serán do- 
bles las multas. Se entiende que hay reinci- 
dencia siempre que dentro del año anterior 
haya sufrido el contraventor un juicio por 
delito ó contravención á lo mandado en estas 
ordenanzas. 

193. También se doblarán las multas, si 
el delito se lia cometido de noche, ó si los 
delincuentes se lian servido de sierra ú otro 
artificio que no cause ruido para cortar los 
árboles. 

194 En todo caso que haya lugar á re- 
sarcimiento de daños, la estimación de es- 
tos no podrá ser menor que la multa que se 
impusiere. 

195. Las restituciones y el resarcimien- 
to de daños pertenecen a los dueños del 
monte: las multas y confiscaciones al fondo 
de penas de cámara. 

196. En caso de declararse nulas por 
fraude ó colusión las ventas ó remates he- 
chos, el comprador ó rematante será con- 
denado, ademas de las multas prescritas y la 
indemnización de daños, á restituir las ma- 
deras ya beneficiadas, ó á pagar su valor al 
precio de la subasta ó venta. 

197. Los maridos, padres, madres y tu- 
tores serán responsables, no á las multas, 
pero sí á las restituciones, daños y perjuicios 
y gastos por los delitos ó contravenciones 
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que cometan sus mujeres, hijos menores de 
edad, y pupilos que viven en su compañía, ó 
por sus obreros, carreteros ú otros criados 
suyos; quedándoles salvas las repeticiones 
que se crean con derecho á hacer contra 
las personas de los dañadores. Todo ello á 
menos de probar que habían hecho de su 
parte cuanto el mas diligente pudiera hacer 
para impedir el delito. 

198. Las penas que van señaladas en 
ciertos casos contra los empleados depen- 
dientes ó comisionados de la Dirección gene- 
ral, son independientes de las que estos mis- 
mos merecieren por malversación , colusión 
ó abuso de autoridad. También son indepen- 
dientes de las que merezcan los acusados de 
soborno para con los mismos empleados, 

1 cuyo delito así como cualquier otrono espe- 
: chicado fen estas ordenanzas , se castigará 
! según las leyes comunes. 

TITULO VII. 

EJECUCION DE LAS SENTENCIAS. 

199. Las sentencias se notificarán ó en 
persona ó por cédula á las partes, dentro de 

| los tres días siguientes á su pronunciamien- 
! to, y desde el dia de la notificación correrá 
el término de la apelación ó de la reclama- 
ción del que hubiese sido condenado en re- 
beldía. 

200. La recaudación de las multas y 
confiscaciones se hará por los depositarios 
de penas de cámara, á cuyo fin dispondrá el 
juez que so les hagan saber las sentencias 
que contengan tales condenaciones. El co- 
misionado de la Dirección y el administra- 
dor del monte dañado cuidarán de la exac- 
ción de las restituciones, gastos, daños y 
perjuicios que hayan de pagar ios delin- 
cuentes en los montes que están á cargo de 
la Dirección general. 

ÍMM. Toda sentencia condenatoria lleva 
consigo aparejada ejecución con apremio 
personal, y este apremio podrá llevarse á 
efecto á los cinco dias de expedido el man- 
damiento de pago. 

202. Aquellos que dieren lugar al apre- 
mio personal, serán puestos en la cárcel 
hasta que hayan pagado la suma á que fue- 
ren condenados ó dieren fiador a satisfacción 
de los ejecutantes, ó si se disputare sobre el 
abono de la fianza á juicio del juez de lo. 
causa . 

203. Sin embargo, los condenados que 
justificasen su absoluta insolvencia , podrán 

! ser puestos en libertad después de quince 
dias de cárcel, si la multa y demás con- 
'■ donaciones no exceden de 60 reales ve- 
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Hon: ó después de un mes, si las condenas 
pasasen de esta suma, sin llegar á 200 
reales; y después de dos meses sea cual- 
quiera la suma de las condenas. En caso de 
reincidencia la prisión será de doble tiempo. 

204. La prisión por apremio á estos pa- 
gos no se confundirá nimca con la que se 
impusiere por pena. 

205. Lo qne se recaudare por restitucio- 
nes ó indemnización de daños y perjuicios 
entrará por de pronto en mano del comisio- 
nado de la Dirección, quien entregará in- 
mediatamente lo que corresponda á los inte- 
resados recogiendo sus recinos. 

206. El comisionado de la Dirección lle- 
vará un registro puntual de todas las denun- 
cias y juicios consiguientes á ellas, que ocur- 
rieren en su comarca, y en el mes de di- 
ciembre de cada año enviará un estado pun- 
tual de ellas al comisario del distrito con ex- 
presión de las sentencias dadas y ejecutadas 
y del estado de las que estuvieren toda- 
vía pendientes. 

TITULO VIII 

APLICACIONES DE LOS TRES TÍTULOS ANTE- 
RIORES Á LOS MONTES DE DOMINIO PAR- 
TICULAR. 

207. Los dueños de montes no encarga- 
dos á la Dirección general, si los tuviesen 
contiguos á estos, podrán, si quieren, poner- 
los bajo la defensa y custodia del comisio- 
nado y de los guardas de la Dirección en 
la respectiva comarca de distrito, contribu- 
yendo á proratu de la extensión de sus mon- 
tes á los gastos comunes de la defensa y 
guarda. ■ 

La admisión del que así 'lo pretendiere 
y el arreglo de su cuota de contribución, se 
hará por la Dirección general á propuesta 
bien informada del comisario principal del 
distrito. * 

208. Las denuncias y causas en los mon- 
tes que se pusieron en este caso, se seguirán 
hasta la ejecución de las sentencias, del mis- 
mo modo que las de. los encomendados á la 
Dirección general. 

209. Los dueños particulares de montes 
que no estuvieren bajo la guarda y defensa 
de la Dirección general , podrán poner los 
guardas que quisieren en sus montes; mas 
no podrán estos guardas proceder a las de- 
tenciones, embargos, y denuucias en la for- 
ma explicada en los artículos 162 y siguien- 
tes de estas ordenanzas, si no hubiesen sido 
presentados al Juzgado real del territorio, y 
hubiesen prestado ante 61 el juramento cor- 
respondiente. 
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Las denuncias de los así juramentados ha- 
rán fe mientras no hubiese prueba en con- 
trario. Pero ellos y sus principales serán res- 
ponsables d<- los gastos , daños y perjuicios 
que resultaren al denunciado si se declarase 
infundada la denuncia. 

210. Las denuncias ó quejas dejos due- 
ños particulares de mentes que no estuvie- 
sen admitidos bajo la guarda y defensa de la 
Dirección general contra los dañadores . se 
seguirán ante los jueces y en Ja forma esta- 
blecida para los demás delitos y daños de 
campo de la jurisdicción donde están sitos 
aquellos, 

21 1 . Los jueces de estas causas las falla- 
rán en cuanto á las penas y aplicación y 
exacción de ellas , con arreglo á lo dispuesto 
por estas ordenanzas. 

TITULO IX. 

DISPOSICIONES EXCEPCIONALES. 

212. Se mantienen exceptuados de las 
reglas generales de estas ordenanzas: 

1. ° Los bosques de mis Reales sitios ú 
otros incluidos en mi Real patrimonio, los 
cuales se regirán bajo las reglas y jurisdic- 
ción que tengo establecidas ó estableciere 
acerca de ellos. 

2. ° Los que por pertenecer á los infantes 
y miembros de mi Real familia se rigieren 
por reglas y jurisdicción particular por mí 
establecidas. 

3. ° Los montes de mis dominios de Ul- 
tramar inclusas las islas Canarias y Baleares, 
sobre los cuales proveeré á su tiempo lo mas 
conveniente. 

4. ° Los de las tres provincias exentas, 
Vizcaya, Alava y Guipúzcoa continuarán ri- 
giéndose por sus ordenanzas particulares 
que están aprobadas por Real autoridad, pe- 
ro en cuanto necesitaren de mi Real protec- 
ción, sea para el mejor cumplimiento de sus 
Ordenanzas sea para variar ó modificar algu- 
na de ellas, encaminarán sus solicitudes por 
la Dirección general de montes. 

213. En los montes en que el Estado, 
los pueblos ó los establecimientos públicos 
tienen condominio con otros particulares, 
podrán estos proponer á la Dirección las cor- 
tas, beneficios ó ventas que crean oportunas 
en el monte común: serán citados y podrán 
asistir á todas las operaciones de corta y 
venta, y demás importantes al mayor prove- 
cho del monte. 

Los gastos de deslindes, amojonamientos, 
guarda, medición y demás se proratearan 
también entre los condóminos , así como se 
repartirán las restituciones, resarcimientos 
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de daños y los producto, 1 ? de cualquier géne- 
ro que tuviere el monte. 

También podrán presentar al comisario 
del distrito para guardas del monte, hasta 
el número proporcional á su parte de pro- 
piedad. ' 

214. Los árboles que sirven de paseo ú. 
ornato en las ciudades ó pueblos principales 
del reino, quedarán al cuidado inmediato de 
la autoridad encargada de la policía urbana, 
arreglándose esta en sus bandos en la parte 
penal á lo que queda dispuesto en estas or- 
denanzas en favor délos plantíos de cultivo 
especial. 

TITULO X, 

DISPOSICIONES PARA LA EJECUCION DE ESTAS 
ORDENANZAS. 

215. Para llevará efecto lo hasta aquí 
ordenado, he venido en nombrar por otro 
decreto de este dia un director general de 
montes, el cual solicitará y recibirá mis Rea- 
les órdenes por el Ministerio de Fomento ge- 
neral del reino. 

216. También he venido en nombrar dos 
empleados superiores dependientes en toda 
la parte ejecutiva del director general , con 
cuyo acuerdo procederá el director en todos 
los casos que pidan propuesta ó consulta á 
mi Real persona. 

217. Estos empleados son un agrónomo 
inspector general de montes, y un contador 
general de los fondos que por cnalesquier 
título maneje, ó en que tenga intervención 
la Dirección general. 

Un reglamento particular, que propondrá 
desde luego el director general al Ministe- 
rio de Fomento, señalará las fundones or- 
dinarias de cada uno de estos empleados su- 
periores. 

Podrán estos mismos ser enviados en co- 
misión extraordinaria á cualquier parte del 
reino para la mejor y mas pronta ejecución y 
cumplimiento de lo dispuesto en estas orde- 
nanzas : sobre lo cual acordará el director 
general lo mas conveniente con el Minis- 
tro ds Fomento, para que este solicite mis 
Reales órdenes necesarias. 

218. Los objetos que deben tratarse y 
deliberarse en la Junta de dirección, son los 
siguientes : 

1. ° Formación y distribución de distri- 
tos de montos de todo el reino, y variaciones 
ó modificaciones que en adelante exigieren 
las circunstancias. 

2. ° Presupuestos anuales de emplea- 
dos y gastos de la Dirección, así en Ma- 
drid como en todos los distritos de montes 
del reino. 
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3. ° Reglamentos ú'ordenanzas especia- 
les de administración ó beneficio de los 
diversos montes dependientes de la Dirección 
general. 

4. " Particiones de montes que están 

pro-indiviso con diversos dueños; permutas, 
transacciones y rescates de usos y aprove- 
chamientos de ios montes. 

5. ° Estados anuales de cortas ordina- 
rias, y permisos de cortas extraordina- 
rias. 

6. ° Exámon de las reclamaciones que 
hubiere por defectos de medidas en las cor- 
tas, ó sobre operaciones de deslindes y amo- 
jonamientos que no hayan de decidirse por 
la vía judicial. 

7. ° Licencias para edificios ó talleres en 
la proximidad de los montes. 

8. 4 instrucciones y resolución de du- 
das sobre las materias de estas ordenanzas. 

9.° Cualquier variación en empleados ó 
dependencias del servicio que ocasione 
aumento de gasto mayor de dos mil reales 
anuales. 

219. La Dirección general de montes 
reservará en la costa una faja de quince le- 
guas a" contar desde la lengua del agua ha- 
cia el interior, regulándolas por ¡as de los 
caminos en línea recta, con las cortas dife- 
rencias que exija la situación de los pueblos 
y de los montes, y cualesquiera otras cir- 
cunstancias; y dentro de este espacio todas 
Jas tierras baldías realengas y que no tengan 
dueño conocido que sean á propósito, se des- 
tinarán exclusivamente al cultivo de árboles 
aplicables por sus figuras y dimensiones á la 
construcción naval. 

220 En el pueblo mas centra! de cada 
distrito de montes habrá un comisario prin- 
cipal de mí Real nombramiento, á propuesta 
de la Dirección, sugeto de conocida instruc- 
ción en materias agrarias, y si puede ser 
natural ó antiguo vecino y propietario en 
aquella provincia. 

224, A cada Comisaría se adscribirá un 
geómetra agrimensor inteligente en el le- 
vantamiento de planos, , elegidos entre 
los que ya tengan Real título de agrimen- 
sores. 

El comisario le pedirá y él Jebera dar 
cuantos informes verbales y por escrito 
haya menester para el mas acertado des- 
empeño de sus funciones ; y si creyese ne- 
cesario que vnva en comisión á cualquiera 
de los montes de su distrito lo propondrá al 
director general expresando la retribución 
particular que baya convenido con él mismo 

por el desempeño de su comisión. 

Podrán adscribirse además con título de 
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sup jroumerarios , y sin asignación, en el 
presupuesto de empleados, otro agrimensor 
y otro perito agrónomo en quienes podrán 
recaer las comisiones extraordinarias que 
necesitare la Comisaría. Todos estos peritos 
residirán habilualmeente en el pueblo de 
la Comisaría, y los que gozan asignación no 
podrán ausentarse sin permiso del comi- 
sario. 

Eu las vacantes propondrá el comisario 
Jos tres sugetos que considere mas aptos a! 
director general, y la Junta elegirá el que 
tuviere por mas conveniente. 

222. Cada distrito de montes se subdivi- 
dirá en comarcas, y en cada una de estas 
habrá un comisionado local , con residencia 
lija en el paraje, que se le señalare, depen- 
diente en todo de la Comisaría del distrito; 
deberá ser sugeto inteligente y práctico 
eu materia de montes, y si pudiese ser j 
natural ó autiguo habitante de aquella co- 
marca. 

Habrá también un agrimensor adjunto 
que además de las operaciones propias de 
su pericia, suplirá las funciones de comisio- 
nado en todo caso de impedimento de este, 
y en las denuncias que por su parte se pro* 
movieren. 

Podrá nombrarse también un agrimensor 
supernumerario en cada comarca, sin asig- ¡ 
nación fija; pero apto para desempeñar los 
encargos de su pericia que se le encomen- 
daren por el comisario del distrito. 

Las vacantes de estos empleados se pro- 
veerán- del mismo modo que las de Jos pe- 
ritos adscriptos á la Comisaria del distrito. 

223. El juez de letras que ó por ser 
único en la comarca, ó por la designación de 
que habla el art. 173, ha de conocer allí de 
ias causas y negocios contenciosos relativos 
á estas ordenanzas que ocurrieren, disfrutará 
una moderada asignación sobre los fondos 
de la Dirección, en remuneración do sus 
ocupaciones de oficio en este ramo; lo mismo 
se liará con el escribano del Juzgado que 
habitualmente actúe en estos negocios. 

224. E¡ guarda mayor y todos los guar- 
das de la comarca presentarán sus despachos 
de nombramiento, y prestarán el juramento 
correspondiente ante el Juzgado de letras de 
la misma, y del certificado ó testimonio de 
haberlo hecho así presentarán un duplicado 
en la Escribanía del juez ordinario del pueblo 
á que corresponda su cuartel, si este juez 
fuese diverso del de letras ante quien ha 
prestado su juramento. 

Ninguno puede ser nombrado guarda que 
no sepa leer, escribir y contar. 

225. El comisionado y agrimensor harán 
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igual presentación de sus nombramientos en 
el mismo Juzgado para que se tome nota de 
ellos en su Escribanía. 

226. La Dirección general me presen- 
tará por el Ministerio de Fomento un .regla- 
mento ó instrucción que determine mas 
específicamente las atribuciones respectivas 
de todos estos empleados inferiores, así como 
las relaciones y recíproca inteligencia de 
unos con otros, á fin de que resude, bien 
hecho y sin ningún entorpecimiento el ser- 
vicio público á que se destinan. 

227. Las autoridades que conocieron 
hasta aquí en el ramo de montes con el 
título de jueces conservadores, comisarios 
de marina, subdelegados, superintendentes, 
y cualquier otro que por consecuencia de lo 
dispuesto eu estas ordenanzas , deben cesar 
en cnanto tienen relación con ti ramo de 
montes, tendrán á disposición del director 
general, y le remitirán cuando se los pidiere, 
los expedientes económicos ó gubernativos 
que estuvieren instruidos ó incoados. Los 
procesos ó causas judiciales que estén pen- 
dientes, se retendrán en las Subdelegaciones 
ó Juzgados donde pendieren hasta que se 
les requiera ó exhorte á su remisión, sea 
por el director general, sea por los otros 
Juzgados ó Tribunales Reales, ante quienes 
cualquiera de las partes interesadas enlabiare 
ó renovare su instancia. 

228. El director general se pondrá de 
acuerdo con los subdelegados provinciales 
de Fomento para que en uso de sus fun- 
ciones auxilien el mejor y mas expedito 
cumplimiento de estas ordenanzas; y los 
subdelegados por su parte propondrán á la 
Dirección cuanto les ocurra en beneficio de 
los montes de la respectiva provincia. 

229. Los Ayuntamientos, Juntas de pro- 
pios ú otra cualquiera autoridad ó empleado 
que administre hoy los montes encargados 
a la Dirección general, tendrán ¿disposición 
de esta extractos testimoniados de todas las 
escrituras y titules de pertenencia, los libros 
de registro ó asiento, los mapas, planos y 
demás concerniente á los montes que admi- 
nistran , ó en cuya administración inter- 
vienen. 

230. Los secretarios de ias Conserva- 
durías de montes y todos los empleados 
dentro y fuera de Madrid en este ramo, que 
bajo cualquier denominación gocen sueldo 
fijo como tales empleados por Real nombra- 
miento ó en virtud de mis Reales órdenes, 
pasarán con sus respectivas dependencias á 
la disposición de la Junta de la Dirección de 
montes, con cuyo acuerdo el director gene- 
ral me propondrá acerca de las obligaciones. 
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sueldos y colocación ó cesación de cada uno 
de ellos, lo que entendiere ser mas conve- 
niente á mi Real servicio. Entre tanto no 
podrá ninguno negarse á las ocupaciones que 
se le dieren en este ramo, á no hacer renun- 
cia absoluta de su actual sueldo y empleo. 

Fuera de los empleados hoy existentes, 
no e podrá elegir ó proponer ninguno 
nuevo si no fuere perito agrónomo ó agri- 
mensor, de cuyos conocimientos necesitare 
Ja Dirección general. 

231. Eos fondos y existencias de todo 
género que en cualquier mano hubiere pro- 
cedentes de montes encargados á la Dirección 
ó que estén devengados ó se devengaren de 
las asignaciones que sobre propios ú otros 
ramos ó arbitrios estaban aplicados para el 
servicio y sueldos de las Conservadurías, 
Comisarías de marina, Real negociado y otras 
cualesquiera Subdelegaciones ú oficinas ó 
empleados en el ramo de montes, se pondrán 
á la disposición del director general, quien 
se hará cargo de todo por medio del con- 
tador general. 

La Dirección me propondrá inmediata- 
mente el reglamento interior que habrá de 
obser varse para la exacta recaudación y bue- 
na cuenta y razón de lus fondos que ingre- 
saren en Jas cajas ó depósitos de su depen- 
dencia. 

23?. En todo el mes de enero del año 
próximo formará la Dirección y me presen- 
tará el Ministro de Fomento el presupuesto 
general de gastos de la Dirección, así en Ma- 
drid como en las provincias en el año si ■ 
guíente, con el cálculo aproximado de las 
cuotas que á este fin habrán de reservarse en 
las ventas de cortas ú otros productos de los 
montes que se ponen bajo su guarda y cui- 
dado; y sucesivamente todos los años forma- 
rá igual presupuesto para el año siguiente, 
presentándolo á mi Real a probación. 

Entre tanto, si con ios fondos existentes 
en el ramo de montes no hubiese lo bastante 
para gastos de los sueldos y de sus comisio- 
nes y primeros trabajos, se proveerá á lodo 
de los fondos de propios, ú otros de los ra- 
mos que corren á cargo del Ministerio de 
Fomento; con calidad riel reintegro de ios 
fondos de montes por sus ingresos en el pri- 
mer presupuesto. 

233. La Dirección mantendrá por de 
pronto el estado de posesión en que los pro- 
pios y comunes de los pueblos, y los estable- 
cimientos públicos se haitareu,así en cuanto 
a la extensión y límites desús montes, como 
en cuanto á los usos, aprovechamientos y 
servidumbres á que estuvieren afectos. Pero 
tomará provisionalmente todas las providen- 


cias y medidas que fueren oportunas para 
adquirir pleno conocimiento de todo, y dis- 
tinguir los legítimos derechos délas usurpa- 
ciones, los buenos usos útiles al mayor nú- 
mero de pobladores, délos abusos introduci- 
dos, ya por la invasión ciega y desordenada 
de los muchos, ya por el monopolio mas ó 
menos aparente ó disfrazado de los pocos, 
en la propiedad común. 

234. Tomados estos conocimientos, la 
Dirección hará que se proceda á los deslin- 
des y demarcación de cada ima de las di- 
dersas pertenencias de montes que se ponen 
á su cuidado, en los términos que van pres- 
critos en los arts. 6.°, 7.°, 8, u y 10 de estas 
ordenanzas, hasta conseguir el amojona- 
miento y demarcación de todos ellos, y po- 
seer pianos exactos de sus respectivas cir- 
cunscripciones. 

335. A! mismo tiempo la Dirección ge- 
neral examinará las ordenanzas y reglamen- 
tos particulares que hoy rigen en los montes 
que se le encomiendan, para revisarlas y re- 
formarlas, y acomodar á las circunstancias 
locales respectivas las disposiciones de estas 
ordenanzas, de modo que ni haya contradic- 
ción con ellas, ni queden pretestos para de- 
jar de ejecutarse. En donde, no hubiere tales 
ordenanzas especiales, Ja Dirección formará 
los reglamentos convenientes. 

Todo reglamento nuevo ó reformado se 
someterá á mi Real aprobación por el Minis- 
terio de Fomento. 

23ti, Quedan abrogadas todas las orde- 
nanzas, leyes, decretos ó instrucciones exis- 
tentes en materia de montes. 

Lss dudas que ocurrieren sobre inteligen- 
cia ó aplicación de cualquier artículo de es- 
as ordenanzas, ó sobre cualquier puuto no 
previsto en ellas, se me consultará por medio 
de la Dirección general. — Tendréislo enten- 
dido, etc. En palacio á 22 de diciembre de 
1833. — A D. Javier de Búrgos.» ( CL . i. 18, 
/>. 394.) 

/?. O. de ¿9 enero de lí!34. 

Se aprobó una instrucción de la Dirección 
general para que ínterin se ponía en planta 
la nueva ordenanza se respetase el derecho 
de propiedad con arreglo al artículo 3 0 de 
la misma, no consintiéndose que los depen- 
dientes del ramo turbasen á los propietarios 
reconocidos como tales el libre uso y ejerci- 
cio desús funciones dominicales en ¡os mon- 
tes de su pertenencia. 

H. O. d.c 29 viarzo de 1834. 

Se halla en Acotamiento así como otra de 




12 de setiembre del mismo año, tomo I, pá- 
gina i 08. 

/?. O. de 24 agosto de 1834. 

Trata de ¡a manera y forma en que se han 
de enajenar los montes de propios. — Véase 
Propios. 

R. O. de 3 marzo de 1835. 

Resuelve algunasdudas sobre la enajena- 
ción de que trata el decreto anterior. — Véase 
Tropios. ¡ 

R. D. de 2 abril de 1835. 

Estableciendo laadministradon económica y faculta- 
tiva del ramo do montes. Jurisdicción .. 

(Interior.) « He venido en decretar 

lo siguiente: 

1 ,° El territoriüíque comprende cada Go- 
bierno civil formará un distrito de montes, 
v este se subdividirá en tantas comarcas cuan- 
tos sean los partidos judiciales de su com- 
prensión. 

4.° En cada comarca el juez del partido 
será el que conozca en las causas por daños 
y excesos en los montes, conforme á lo pres- 
crito en las ordenanzas del ramo; y en los 
partidos á que den nombre las grandes po- 
blaciones, donde haya dos ó mas jueces de : 
primera instancia, la Dirección encomenda- 
rá el conocimiento de los asuntos de montes j 
ai que tuviese por conveniente, quedando I 
igualmente autorizada para elegir el escrí- 1 
bario que haya de intervenir en el negocia- i 
do de cada comarca.» 

Los arts, 2,°, 3.°, 5.° y 6.° disponíanlo- i 
bre nombramiento de empleados interinos y i 
sobre cumplimiento de instrucciones, (Co~ \ 
leedor. Legislativa, t. 20, p. 147.) 

R. O. de 14 julio de 1836. 

(Gob.) Dispuso sobre remuneraciones á 
los empleados de montes, concediéndoles un 
tanto por ciento sobre sus productos. Este 
medio se creyó que sería el mas seguro pa- 
ra promover el fomento de este ramo, pero 
va veremos que fuó necesario abandonarlo 
sustituyéndole con los sueldos. 

Ley de 24 noviembre de 18o6. 

Por esta ley se restablece el siguiente 

Decreto de 14 enero de 1812. 

Acotamiento de montes de dominio particular, anula- j 

cion de las ordenanzas en lo que á ellos concierne, j 

«Las Córtes generales y extraordinarias, ¡ 
con el justo fin de redimir los montes y j 
plantíos del dominio particular de Ja opre- 1 


sion y servidumbre en que por un espíritu 
de mal entendida protección los han tenido 
hasta ahora las leyes y ordenanzas, tan con- 
trarias al derecho de propiedad , como 
opuestas á la libre acción del interés indivi- 
dual, imposibilitado por ellas de fomentar 
esta preciosa parte de la agricultura: y fo- 
seando que al mismo tiempo que los propie- 
tarias entreu en el goce de sus legítimos de- 
rechos, se eviten á todos los españoles las 
vejaciones y perjuicios que han sufrido por 
los Juzgados particulares de este ramo y los 
abusos de sus dependientes, decretan: 

1. " Se derogan y anulan en todas sus 
partes todas las leyes y ordenanzas fiemen- 
íes y plantíos en cuanto conciernan á los de 
dominio particular; yen su consecuencia los 
dueños quedan en plena y absoluta libertad 
de hacer en ellos lo que mas les acomode, 
sin sujeción alguna á las reglas y prevencio- 
nes contenidas en dichas leyes y orde- 
nanzas. 

2. ° Los dueños tendrán igual libertad ‘ 
para cortar sus árboles, y vender sus made- 
ras á quien quisieren; y ni el Estado, ni 
cuerpo alguno, ni persona particular podrá 
alegar para estas compras privilegio de pre- 
ferencia ó tauteo ú otros semejantes, los 
cuales quedan también derogados, debiendo 
hacerse los contratos por convenciones en- 
teramente libres entre las partes. 

3. " Los terrenos destinados á plantíos 
cuyo suelo y arbolado sean de dominio par- 
1 ¡ciliar, se declaran cerradosy acotados per- 
pétuamente; y sus dueños podrán cercarlos 
á aprovechar como quieran los finios y pro- 
ducciones, dejando libre e! paso de caminos 
reales y de travesías ó servidumbres, caña- 
das y abrevaderos, como también el disfru- 
te de caza y pesca. 

4. ° Queda desde ahora extinguida la 
Conservaduría genera! de montos, v todaslas 
Subdelegaciones y Juzgados particulares del 
mismo ramo, así én las provincias marítimas 
como en las demás, con todos los visitadores 
y sus tenientes, auditores, promotores Aséa- 
les, escribanos, guardas, celadores, y final- 
mente todos los dependientes y subalternos 
de las mismas Subdelegaciones y Juzgados, 
cualquiera que sea su denominación. 

Las denuncias que se ofrézcanse pondrán 
ante las justicias de los pueblos respectivos, 

■y en apelación entenderán las Audiencias ter- 
ritoriales, como de los demás asuntos con- 
tenciosos; pero los jueces, que determinen 
las denuncias no continuarán recibiendo la 
parte que hasta ahora han recibido en las con- 
donaciones, la cual se aplicará al fisco.» Lo 
tendrá entendido el Consejo de Regencia etc. 
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— Dado en Cádiz á 14 de enero de 1812. 
( Dec . de las Cortes, t. 2 ..°, p. 53). 

R. D. de 31 mayo de 1837. 

Organizando la administrados de los montos nacio- 
nales. 

«Artículo l.° Los montes, plantíos, rea- 
lengos y de dueño no conocido como perte- 
necientes á la nación en general, son admi- 
nistrados por el Gobierno. 

Art. 2.° lista Administración será regida 
por una oficina general establecida, en la 
Corte con ei título de «Dirección general de 
montes nacionales,» dependiente del Minis- 
terio de la Gobernación de la Península. ' 

Art. 3.° En las provincias estará á cargo 
de los Jefes políticos; en los partidos al del 
Alcalde primero constitucional, ó de la per- 
sona que nombre el Jefe político; y en cada 
puebloal del Alcalde primero constitucional. 
Cuando el Alcalde primero constitucional 
del pueblo cabeza de partido, sea el encar- 
gado ce los montes nacionales del mismo 
se considerará también en el propio especial 
encargo que tienen los demás Alcaldes en 
sus respectivas jurisdicciones. 

Art. 4,° Para ¡a guarda y conservación 
de los montes, baldíos y realengos situados 
en el término de cada pueblo, se nombrarán 
por ei Jete político los celadores necesarios 
con aprobación Jola Dirección general. 

Art. 8.° Esta y sus dependientes en el 
ramo se encargarán desde luego ríe los mon- 
tes que notoriamente pertenezcan á la na- 
ción y dedicarán ante todo su cuidado á ave- 
riguar y deslindar con toda claridad los que 
deben pertenecer á la indicada clase, toman- 
do posesión de ellos. 

Art. 6.° En tanto que no se promulgue 
la nueva ley y publiquen fas ordenanzas que 
han de regir este importante ramo, la Direc- 
ción dará sus instrucciones, conformes á la 
ordenanza de 1835 en todo cuanto no se 
oponga á las leyes y decretos vigentes, y 
propondrá al Gobierno todas las reformas 
que crea convenientes.» 

(Siguen otros varios artículos sobre liqui- 
daciones de cuentas de atrasos al ramo de 
montes.) (CL. i . 22, p. 285.) 

Ley de 13 setiembre de 1837. 

Es sobre caza en montes particulares, y 
se llalla en Caza v pesca, 1 . 111 , p. 8 6. 

/í. O . de 24 setiembre de 1837. 

Encargó á Jos Jefes políticos y Alcaldes 
constitucionales la remisión de estados para 
formar el censo general de los montes del 
reino. 


fí. O. de 24 febrero de 1838. 

Cuáles dclion considerarse montes del l'stadi». 

(Gon.) «Siendo indispensable para la 
conservación y fomento de los montes na- 
cionales, que los Jefes políticos de las pro- 
vincias miren con todo interés este ramo, 
atendiendo á la necesidad de averiguar con 
exactitud donde existen los montes y de qué 
calidad son: y no pudiendo adoptarse otra 
: base para elfo sino la de que Lodos los que 
administraba la marina pertenecen al Esta- 
do, como igualmente los que disfrutaba el 
común de los pueblos, mientras que estos 
no presenten documentos justificativos de su 
propiedad, S. M. la Reina Gobernadora se ha 
servido resolver: 

1 Que 16s Jefes políticos procedan des- 
de luego á designar los montes que se hallan 
¡ en aquellos casos, respetando siempre el de- 
; recho de propiedad. 

2. u Que se informen con escrupulosidad 
Je la legítima extensión de los montes lla- 
mados de propios en razón á que los pue- 
blos por efecto de las pasadas circunstancias 
han solido apropiarse muchos de los de rea- 
lengo, cuyos deslindes podrán verificarse 
valiéndose de los documentos correspondien- 
tes á las extinguidas Contadurías de propios 
de que resultará cuáles sean de los pueblos 
por cesión, compra, posesión inmemorial ú 
otro título que legitime la propiedad. 

3. ° Que cuiden dichos Jefes políticos de 
remitir todas estas noticias y datos á Ja Di- 
rección general de montes devolviendo á la 
misma los estados que les dirigió en el año 
próximo pasado, después de llenarlos según 
las divisiones y casillas que en ellos se mar- 
can, á fin de que en seguida la Dirección dé 
cuenta circunstanciada de Lodo á este Minis- 
terio.— De Real orden etc— Madrid 24 de 
febrero de 1838. (CL. t. 24, p. 93.) 

R . O. de 23 diciembre de 1838. 

Que no se permitan descuajes y rompimientos, ni cor- 
tas etc. 

(Gob.) « Ha tenido á bien mandar 

S. M. se prevenga á las Diputaciones provin- 
ciales y Ayuntamientos que ínterin se con- 
sigue llevar á efecto las disposiciones acor- 
dadas para la formación de una nueva ley 
sobre la materia, no permitan descuajes, 
rompimientos ni aun cortas extraordinarias 
y de importancia en ios montes y plantíos 
de propios y comunes de los pueblos, ni en 
los pertenecientes á establecimientos públi- 
cos que tengan á su cargo, sin que preceda 
Real resolución en vista del expediente que 
. deberá instruirse en cada caso y remitirse í 
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este Miuisterio por el conducto correspon- 
diente; recomendando al mismo tiempo á las 
expresadas corporaciones que con el celo 
que les es propio procuren la conservación 
v aumento de dichos montes, según previe- 
ne la ley de 3 de febrero de 1823 (1), y con 
sujeción á las ordenanzas de 22 de diciem- 
bre de 1833, que son las que deben consi- 
derarse vigentes en su parte reglamentaria, 
mientras, otra cosa no se determine y en 
cuanto no se halle expresamente derogado 
por otra ley posterior..') — Dios etc. Madrid 23 
de diciembre de 1838. 

R. O. de t 0 marzo de 1839. 

Se dictaron algunas disposiciones para que 
por los Jefes políticos se procediese á verifi- 
car el deslinde de los montes cid Estado, en- 
cargándoles que lo hicieran con el debido 
celo y actividad y removiendo los obstáculos 
que se presentasen. 

Deben tenerse presentes sobre deslin- 
des los arts. 2U, 21, 213, párrafo G.° del 
218 y 234 de las ordenanzas, la R, 0. de 
11 de febrero de 1841, la instiuceion 
de l.° de abril de 184(1, la R. O. de 9 
de noviembre de 1847, lio de marzo 
de 18(10, y ios arts. 17 y seguientes del 
Reglamento de 17 de mayo ele 1803. 

//. O. de 12 octubre de 1839. 

(Gou.) Se encarga «á los Jefes políticos 
que observen cuidadosamente lo que pre- 
viene la ordenanza de montes de 22 de di- 
ciembre de 1833 y otras Reales órdenes pos- 
teriores considerándose como subdele- 
gados del ramo » 

Gire, de 12 noviembre de •1839. 

Sobro propiedad do los montea disfi otados como co- 
mún os, oto. 

«Mandándose terminantemente en la Real 
orden de 24 de febrero del año último que 
se declaren como pertenecientes al Estado 
los montes que disfrutaba el comuu de los 
pueblos, mientras esLos no presenten docu- 
mentos justificativos de su propiedad, se ha- 
lla V. S. en el caso imprescindible de dispo- 
ner, pues la Dirección no puede dispensarle 
de veriiicarlo, que sé los presenten, como 
también los reglamentos de propios, las ano- 
taciones de los libros de catastro y cuantos 
datos y noticias puedan proporcionarse, y 
en su defecto una justificación en forma dé 


(i) En su art 23 que encargó á les Ayun- 
tamientos procuraran con lodo esmero la con- 
servación y repoblación de ios montes. 
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la posesión inmemorial ; y de hacer en su 
consecuencia la correspondiente declara- 
ción.» 

F. O. de 20 diciembre de 1840, 

Súbio montes secuestrados. 

(Mac.) Declara esta Real orden «que. los 
montes de particulares mientras permanez. 
can en secuestros, tienen el carácter de 
montes del Estado, y que como tales gocen 
como ellos do los fueros y condiciones que 
en tal concepto les corresponden por la or- 
denanza vigente, con particularidad en todo 
io relativo á denuncias y penas contra los 
dañadores.» ( C . del Castellano , t. de 1840, 
p. 5G4.) 

II. O. de 1 1 febrero de 184!. 

Noticias sobre montes tic 1 listarlo, ' deslinde; aclaración 
do derechos. 

I’or esta órtlen de la Regencia dirigida al 
director general de montes, se le dice que 
afeni mdoscá los principios que en ella se 
exponen, cumpla sin levantar mano con las 
disposiciones siguientes: 

«1. a Que remita una noticia de ios mon- 
tes que indisputablemente pertenecen ai Es- 
tado, ya porque se halle en posesión de 
ellos, ya porque sin contradicción le corres- 
pondan conforme á la R, O. de 24 de febre- 
ro de 1838. 

2. a Que sin perjuicio de expresar en di- 
cha noticia la que se tenga de la situación, 
cabida, calidad y productos en leña, madera, 
carbón, bellota, pastos, etc., se proceda 
desde luego al deslinde y amojonamiento de 
dichos montes, y á recoger datos exactos de 
su extensión, límites, valor capital y pro- 
ductos, levantándose píanos- especiales do 
todos ellos con lo demás que conduzca á for- 
mar una estadística completa de estas pro- 
piedades de la nación. 

3. a Que además se proceda á aclarar la 
propiedad de los montes de dudosa perte- 
nencia, señalando á los pueblos un término 
para la presentación de sus títulos ó prue- 
bas, y los que se declaren nacionales entra- 
rá u en el catálogo de los primeros, practi- 
cándose respecto de ellos Jas mismas dili- 
gencias, 

4. a Que para ¡as operaciones de deslinde 
y descripción de los montes reconocidos co- 
mo del Estado y para la aclaración de los 
dudosos, proponga la Dirección dentro de 
un breve término los medios que estime más 
eficaces, adecuados y económicos, así res- 
pecto de los procedimientos y personas que 
hayan de entender en ellos, como respecto 
de fondos. 
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5. a Que cuíde muy particularmente de 
que se observen las ordenanzas' de montes 
de 1833 en todo cuanto no se opoagan á las 
leyes y disposiciones posteriores. 

6. a Que cele igualmente de que en los 
montes de propios, comunes y de estableci- 
mientos públicos no se hagan cortas extra- 
ordinarias, descuajes ni rompimientos sin 
que se instruyan los expedientes oportunos, 
y jos resuelva el Gobierno conforme á ia Real 
órdeu de 23 de diciembre de 1838. 

7. a -Que al mismo tiempo proponga un 
plan económico y sencillo para la mas acer- 
tada administración, custodia y fomento de 
los montes nacionaíes, teniendo presentes 
los trabajos reunidos en el expediente gene- 
ral, que al efecto se remite á esa Dirección. 

Y 8. a Que proponga igualmente* un pro- 
yecto de ley arreglado á los principios con- 
signados en esta órdeu, y á las necesidades 
actuales del ramo de montes, para que exa- 
minado por el Gobierno pueda presentarse á 
las próximas Cortes. — Lo digo á V. S. etc. — 
Madrid 11 de febrero de 1841.» (CL. t. 27, 

p. 120.) 

/?, 0. de 31 marzo de 1 84 1 

Modo do instruir ¡os cxpcJieoloii para la reducción á 
cultivo de ios montos do propios 

(Gob.) «Habiendo llamado la atención de 
la Regencia provisional del reino los il udios 
expedientes que á. instancia de los Ayunta- 
mientos se promueven en solicitud de per- 
miso para reducir á cultivo ios montes de 
propios, sin venir instruidos cual corres- 
ponde, para la conveniente resolución de! 
Gobierno; ha tenido á bien ordenar que en 
lo sucesivo se haga constaren todos los ex- 
pedientes de esla naturaleza que le deben 
ser remitidos según lo previene la R. O. de 
23 de diciembre de 1838: 

i* r Si hay en el pueblo otros montes 
además del que se intente roturar. 

2. " La extensión de cada uno de ellos. 

3. ° Si el que ha de roturarse ó descua- 
jarse está en llano ó en ladera de modo que 
pueda temerse que, faltando el arbolado, las 
aguas se lleven la tierra. 

4. ° Si en el caso de no haber otros mon- 
tes hay terreno á propósito para el plantío 
de árboles, de forma que pueda ser reem- 
plazado el que se pretenda reducir á cul- 
tivo. 

Y 5.“ Que por regla general deberá oir- 
se el dictamen de los ganaderos. — Lo que de 
orden, etc. Madrid 31 de marzo de 1841. 
(Gol. of. del ramo, p. 73.) 


/{. O. de 6 noviembre de 1841. 

Medidas para reprimir descuajes, rompimientos y 
r-orias en los montes. 

(G^b.) «Repetidas y frecuentes avisos 
que oficial y extrajudicialmente llegan al 
Gobierno de destrozos, talas y quemas en los 
montes, así baldíos y realengos, como de 
propios y comunes, dan á entender que falta 
en muchas partes la vigilancia ó el poder 
necesario para impedirlo, y que al mismo 
tiempo no se observa con escrupulosidad 
por algunos Ayuntamientos lo prevenido en 
la Real orden de 23 de diciembre de. 1838 
para que no se llagan descuajes, rompimien- 
tos ni aun cortas extraordinarias y de im- 
portancia sin que preceda resolución supe- 
rior; y estojo prueban los pocos expedien- 
tes que de esta clase se promueven compa- 
rativamente con el gran consumo de com- 
bustible y madera. Puede también que 
dando cierta latitud á la letra de dicha ór~ 
den uo se consideren de importancia cortas 
tai vez de miles de árboles. Preciso es po- 
ner un coto á tales escasos, que continua- 
dos dejarán á la vuelta de pocos años á los 
pueblos sin el preciso combustible y sin la 
madera para edificar sus moradas, á la ma- 
rina falta de los materiales necesarios para 
la construcción y arboladura, y sobre todo á 
la nación entera reducida á páramos exten- 
sos sin abrigo para los hombres y ganados, 
sin sustento estos, retiradas las aguas que 
fecundan la tierra y alterada la calidad y 
temperatura del aire en perjuicio de la salud 
pública. Tal es el espantoso cuadro que 
presenta Ja destrucción de los montes que 
progresivamente va en aumento y se hace 
preciso reprimir. Siniestras interpretaciones 
dadas á las leyes en favor de los intereses 
particulares y del roorneuto, hacen que se 
desatiendan ¡os generales y subsiguientes. 
El Regente del reino no puede mirar con in- 
diferencia esta calamidad que afecta á las 
presentes y á las futuras generaciones; y 
entre tanto que se fije y arregle definitiva- 
mente este importante ramo por una ley 
cuyo proyecto debe presentarse á las Cortes 
en Ja próxima legislatura, ha tenido á bien 
ordenar se cumplan sin escusa las siguien- 
tes disposiciones que la urgencia del caso 
exige : 

1. a No podrán hacerse por ningún pre- 
texto .descuajes, rompimientos ni corla al- 
guna en los 'montes de propios y comunes 
ni en los demás qir: estén ai cuidado de los 
Ayuntamientos sin que preceda la instruc- 
ción de expediente en debida forma, el cual 
se pasará a la Diputación provincial, remi- 
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tiéndolo esta con su informe por conducto 
del Jefe político i la Dirección general de 
montes, la que, con su dictamen, lo envia- 
rá al Gobierno para la resolución conve- 
niente. , 

2. ’ Los Jefes políticos y Diputaciones 

provinciales se valdrán de peritos de toda 
su satisfacción, si no la tuviesen en ios de 
los puebles respectivos, para cerciorarse de 
si la corta ó descuaje que se intenta no 
es perjudicial y sí beneficiosa al monte, y si 
ios árboles que han de cortarse están en la 
sa7.on conveniente, cuidando Ja observancia 
de cuanto en este particular previenen las 
ordenanzas de 1833. 

3. a A íin de que la dilación de estas di- 
ligencias no cause perjuicio á los pueblos, 
instruirán estos el expediente con la antici- 
pación necesaria y la Diputación procurará 
despacharlos con toda urgencia y lo misino 
la Dirección. 

4. ‘ Los Jefes políticos estarán á la mira 
para que no se hagan cortas algunas sin que 
precedan estas formalidades bajo ia mas se- 
vera responsabilidad que por su parte im- 
pondrán á los Ayuntamientos que contravi- 
nieren en lo mas mínimo. 

5. a Debiendo estos cumplir con lo que 
previene el art. 23 de la ley de 3 de febrero 
de 1823, cuidarán de que no se téngala me- 
nor condescendencia ni tolerancia con los 
dañadores de los montes, debiendo respon- 
der de los daños que se causen en ellos y 
cuyos agresores no hubiesen sido denuncia- 
dos por los guardas y celadores que al efecto 
deben tener en número suficiente y de toda 
su confianza. 

6. a Todos los meses pasarán los Alcaldes 
constitucionales á los Jefes políticos notas 
circunstanciadas délas denuncias que se ha- 
yan hecho en su término, expresivas del da- 
ño causado, á fiu de que estos puedan cer- 
ciorarse de si es mayor ó menor de lo que 
se .significa. , 

7. a A este efecto se valdrán los Jefes po- 
líticos de personas de toda su confianza en 
Jos pueblos, para que les den oportunos avi- 
sos de las infracciones que hubiesen podido 
cometerse contra lo dispuesto en esta órden, 
recorriendo ellos mismos cuando fes fuere 
posible, los sitios en que tuviesen sospechas 
de haberse hecho talas ó quemas. 

8. ' Los Jefes políticos, un fin, usarán de 
cuantos medios estén á su alcance para un - 
pedir estos daños, auxiliando á las autorida- 
des municipales, si estas creyesen preciso ¡ 
reclamar su protección, para contener exce- 
sos de este género que no se creyesen con 
fuerza suficiente para reprimir.— Todo io que 


comunico á V. S. etc.— Madrid 6 de noviem- 
bre fie 4841 .» (CL. i. 27 , p. 772.) 

R O. de 20 noviembre de 4841. 

I)is[K.siciüni!s para la conservación y repoblación de 
los montes. 

(Güb.) «La circular expedida en 0 de es- 
te mes lia tenido por objeto atajar en cuanto 
por ahora es posible el destrozo que se está 
causando en los montes; pero preciso es 
también atender á remediar Jos daños oca- 
sionados por las talas y quemas repetidas, 
cuidando déla repoblación de aquellos. El 
artículo 23 de la ley de 2 de febrero de 4823 
encarga á los Ayuntamientos la vigilancia y 
cuidado de los montes del comuu, procu- 
rando con todo esmero su conservación y 
repoblación, y con la mas exacta observancia 
de las leyes y ordenanzas que rijan en lama- 
tena. Varias han sido las expedidas desde los 
Reyes Católicos hasta Cários 111. Las leyes l. d 
2.*, 11 y 47 del tít. XXIV, dan bien á cono- 
cer que los diferentes monarcas de aquella 
época consideraron la importancia de este 
ramo y trataron de evitar su decadencia; pe- 
ro la Real ordenanza de 7 de diciembre de 
4748, ley 14, tít. XXIV, que tiene por objeto 
el aumento y conservación de ios montes y 
plautíf. s, y lá Real cédula de 49 de abril de 
47G2, ley 47 del propio tí'uio contienen ya 
reglas muy sabias y detenidas tocante el 
modo y forma de repoblar los montes por 
■ carga vecinal. Anuladas después estas leyes 
por el decreto de las Córtes de 14 de enero 
de 4812 restablecido en 23 de noviembre de 
183b, en cuanto concierne al dominio parti- 
cular, lia podido entenderse que io están 
respecto á los montes de propios y comunes 
y como por otra parte sn ejecución estaba 
cometida á autoridades y funcionarios que no 
' existen según las instituciones vigentes y las 
disposiciones que contienen están enlazadas 
con otras extrañas y aun opuestas á las leyes 
posteriores, lia resultado un conflicto, cuyas 
consecuencias han producido el descuido y 
abandono de todo lo respectivo á renovación 
de Jos arbolados y conservación de los exis- 
tentes. S. A. el Regente del reino que no 
puede mirar con. indiferencia las calamida- 
des que deben seguirse de desatender tan 
importante objeto, se ha servido mandar que 
en tanto se forma una ley definitiva sobre 
montes y plantíos, se obsérvelo siguiente: 

4 .° Los Jefes políticos y Diputaciones pro- 
vinciales encargarán inmediatamente á los 
Ayuntamientos que nombren cada uno per- 
sonas espertas que reconociendo los montes 
y dehesas de propios y comunes, vean las 
plantaciones que convendrá y podrán hacer- 
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se, qué número de árboles y de qué clase 
según los terrenos, ya sea por estacas , por 
acodos ó por siembra. 

2. ° Que en vista de las noticias que es- 
tos comuniquen hagan las mismas corporacio- 
nes municipales ei repartimiento, señalando 
el número de árboles que conceptúe podrá 
plantar cada vecino en este año, con arreglo 
á sus facultades , ó la cantidad de bellotas, 
castañas, piñones, etc. que podrá sembrar, 
cuyos frutos han de estar en buena sazón. 

3. ° Que estos plantíos deben hacerse 
cada año empezando desde el presente en 
los dos meses y dias comprendidos entre el 
15 de diciembre hasta fines de febrero, re- 
mitiendo en todo marzo á la Diputación pro- 
vincial testimonio en que se exprese el nú- 
mero de árboles plantados ó sembrados, for- 
mándose después de todos estos testimonios 
una relación general que se pasará al Go- 
bierno para su conocimiento. 

4. ° Para verificar estos plantíos harán 
preparar ios Ayuntamientos los pedazos de 
montes ó terrenos que se destinen á este 
objeto, y qué en los dias que ei mismo de- 
signe acudan los vecinos por si ó por perso- 
nas encargadas por ellos á plantar ó sembrar 
los árboles que se les haya señalado á pre- 
sencia de un concejal y un esperto , obligán- , 
doles, en caso de no concurrir, á plantar du- 
plo número de árboles que los que les hu- 
Dieren locado. 

5. ‘ Que los Ayuntamientos dén las dis- 
posiciones necesarias para que en los sitios 
nuevamente plantados ó sembrados no en- 
tren ganados de ninguna clase durante tos 
seis años que se consideran precisos para la 
cria de dichos árboles , observándose lo 
mismo en los plantíos que eu la actualidad 
se bailan en estado de tallares. 

6. ü Que cuiden también dichas corpora- 
ciones municipales que en los tiempos opor- 
tunos se poden, limpien y rocen los árboles 
conla diligencia y esmero convenientes, pero 
sin limpiar ni rozar la tierra donde se hicieren 
los nuevos plantíos. 

7. ° Con respecto á los montes y terrenos 
baldíos que notoriamente pertenezcan al Es- 
tado, mandarán los Jefes políticos á los cela- 
dores ó guardas que reconozcan los terrenos 
y manifiesten qué plantíos deberán hacerse 
y si convendrá se verifique de arraigo ó for- 
mando almácigas ó viveros para trasplantarlo 
después; y en vista de ios datos que recojan 
dispondrán lo conveniente para que pueda 
tener efecto sucesivamente la plantación en 
cada año por los medios que hallen ade- 
cuados en términos que vayau repoblándose 
los montes, así como las orillas de los rios y 
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grandes arroyos y aun los linderos de ios 
caminos ó carreteras generales. — Todo lo 
que digo á V. S. etc. Madrid 20 de noviem- 
bre de 1841.» ( CL . í. 27, p. 813.) ' 

R. O- de 23 julio de 1842, 

Sobre apeos, deslindes y amojonamiento* da los 
inouLes»‘ 

(Gob.) Se dictan las disposiciones conve- 
nientes para que se practiquen con arregio á 
las Ordenanzas, y que cuando intervengan 
los jueces eu los de los montes particulares 
colindantes con ios de la nación , citen al 
empleado de montes que corresponda é 
instruyan estos juicios con audiencia é in- 
tervención del ministerio fiscal en represen- 
tación del Estado, (Col. of . del ramo, pá- 
gina 79.) 

R. D. de ü agosto de 1842. 

Se suprimió la Dirección general de mon- 
tes, pasando ios negocios en que entendía al 
Ministerio de la Gobernación. (Hoy á Fo- 
mento.) (CL. t. 29 ,p. 154.) 

R. O. dciS de diciembre de 1842, circulada 
por Gobernación én 7 feb. de 1843. 

Despajo de las carreteras. 

(Gob.) Se recomendó á los Jefes políticos 
la conveniencia de rozar y despejar Jos mon- 
tes en la distancia de 30 varas por ambos la- 
dos de las carreteras generales, á íin de im- 
pedir el que en las malezas se abriguen mal- 
hechores, instruyendo en los casos necesa- 
rios ios expedientes de expropiación. (Col. 
of. del ramo, p. 82.) 

R. O. de 4 abril de 1844. 

Sobre conservación y mejora de los monte?; atribución 
de ios Ayuntamientos. 

(Fom.) «En vista de las repetidas expo- 
siciones dirigidas por los Jefes políticos y di- 
ferentes Diputaciones provinciales, acerca 
de la urgente necesidad de proveer por todos 
los medios posibles á la conservación y 
mejora de los montes, cuya decadencia cada 
día mayor, acarrea lautos perjuicios á los 
pueblos; y á fin de evitar ios que se seguirían 
del abuso y mala Ínter prefación de la facul- 
tad concedida á los Ayuntamientos por el 
art, 62 de la ley vigente de 14 de julio 
de 1840 (1) para acordarlas cortas, podas y 
demás aprovechamientos de Jos montes y 
bosques del común, S. M. ha tenido á bien 


(1) igual á la disposición del párr. 6.', ar- 
ticulo 81 de la de 8 de enero de 1845 y á la del 
párr. 7.° del art. 5i de la vigente de 21 de oc- 
tubre de 1868. 


22 
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mandar, que hasta tanto que se determine 
lo mas conveniente en las nuevas ordenanzas 
que se formarán para el servicio de este 
ramo, se observen las disposiciones si- 
guientes: 

1. a Los Ayuntamientos de ios puebles 
antes de acordar la corta, poda, beneficio y 
uso de maderas y leñas, ó cualquiera otro 
aprovechamiento de ios montes y bosques 
del común, remitirán al Jefe político, para su 
conocimiento, una copia autorizada del ex- 
pediente en que conste el objeto y necesidad 
de la corta ó benelicio y la diligencia de re- 
conocimiento por peritos agrónomos, de la 
que resulte plenamente probado que el es- 
tado de los montes lo permite sin el mas 
pequeño perjuicio. 

2. a Los Jefes políticos dentro del término 
de un mes después de recibida la comunica- 
ción documentada del Ayuntamiento, deter- 
minarán lo que mas convenga si la corta 
fuere perjudicial ó contraria á lo dispuesto 
por las ordenanzas y demás disposiciones 
vigentes, ó pedirán a las autoridades de los 
pueblos todas las noticias necesarias para la 
mas completa ilustración del asunto. 

3. a Trascurrido el término de un mes, 
si el Ayuntamiento no hubiese recibido or- 
den alguna contraria á la corla ó aprove- 
chamiento proyectado, podra acordarle con 
arreglo al expresado art. 62 de Ja ley, sin 
perjuicio de que ei Jefe político haga uso en 
rodo tiempo que lo creyere conveniente de 
las facultades que en el mismo se le conce- 
den respecto de los acuerdos tomados por ios 
Ayuntamientos en la materia de que se trata. 

4. “ Los Ayuntamientos serán inmedia- 
tamente responsables del cumplimiento de 
estas disposiciones, así como también de to- 
dos los daños y perjuicios que se ocasionaren 
en los montes de ios pueblos por Ja inobser- 
vancia de Jo prevenido en las ordenanzas y 
demás disposiciones vigentes para laccnser- 
vacion, buen uso y fomento de los montes y 
arbolados. 

5. a Respecto délos pertenecientes al Es- 
tado, regirán en un lodo las ordenanzas de 
montes de 1833, y demás disposiciones que 
do hayan sido expresamente derogadas. 

Por último, es la voluntad de S. M, que al 
comunicar á los Ayuntamientos esta deter- 
minación, les haga V. S. las mas severas 
prevenciones para su cumplimiento, vigi- 
lándole con el mayor rigor y haciendo elec- 
tiva la responsabilidad délas autoridades y de 
toda especie de personas en cualquier con- 
travención á lo mandado, — De Real or- 
den, etc. Madrid 4 de abril de 1844. ( CL . ío- . 
mo 32 ,pág. 461.) 


R. O. de 4 abril de 1844. 

(Gob.) Previene d los Ayuntamientos no 
practiquen ningún aprovechamiento en los 
montes sin haber obtenido la autorización 
necesaria, previo expediente instruido en la 
forma que expresa, (Col. of. del ramo, pá- 
gina 88 }. 

Ley ae 23 mayo de 1845. 

Es la del establecimiento de la contribu- 
ción territorial, cuyo art. 4.°, en su párra- 
fo 1 .% exime de dicha contribución por 30 
años ios pantanos ó lagunas desecados que 
se destinen á plantación de olivos y arbola- 
do de construcción; y en el 4.° establece 
igual exención á favor de los demás terrenos 
que se destinan de nuevo á dichas planta- 
I ciones (K. t. 555.) 

R. D. de 6 julio de 1845. 

ürgaoizaudo la administración de los montes. 

(Gob, ) «En vista de io que -me ha hecho 
presente mi secretario del Estado y del Des- 
pacho de ia Gobernación de Ja Península 
acerca de ia urgente necesidad de arreglar 
el servicio del ramo de montes para proveer 
á la conservación y tomento de esta rique- 
za (1), lie venido en decretar lo siguiente. 

Artículo l.° Los Jefes políticos son los 
encai gados en sus respectivas provincias de 
la administración de ios montes realengos, 
baldíos de dueño no conocido y demás per- 
tenecientes al Estado, y del buen régimen, 
conservación y benelicio de ios de propios, 
comunes y establecimientos públicos. 

Art. 2. ü Para ei mejor desempeño de es- 
te servicio habrá en cada provincia uno ó 
mas comisarios de montes, ei número de 
peritos agrónomos que se crea necesario, y 
ios guardas indispensables á ia custodia y 
conservación de los bosques, ■ 

Art. 3.° Las obligaciones de estos diver- 
sos empleados y el lugar que ácadauno cor- 
responde en la administración del ramo, se 
determinarán por un reglamento especial. 

Art. 4.° Los comisarios de montes ten- 
drán 12.000 rs. de sueldo, (LOOiflos peritos 
agrimensores y 2.500 los guardas. 

Art. o.° En general y por ahora solo lia* 


(i) En el preámbulo se pinta el estadolas-r 
tunoso de ius motiles, enumerando como causa 
la falla de empleados encargados de su con- 
servación y la de agentes interme dios entre los 
Jefes políticos y los pueblos. 
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brá un comisario y un perito agróuomo para 
cada provincia; pero en aquellas donde la 
, extensión é importancia de los montes lo 
exigieren, se podrán nombrar basta dos ó 
tres. 

Art. 6.° Tan lo para determinar el nú- 
mero de estos empleados, como para el me- 
jor servicio del ramo, los Jefes políticos, 
oyendo á las Diputaciones provmciales, si lo 
conceptuasen conveniente, procederán des- 
de luego á dividir en distritos de montes sus 
respectivas provincias. Estos distritos debe- 
rán ser los puramente necesarios, y se lija- 
rán teniendo en cuenta la situación é impor- 
tancia de los montes y las circunstancias es- 
peciales de las localidades. 

■ Art. 7.° En Jas provincias donde haya 
solo montes de propios y comunes, ó donde 
los del Estado sean de reducida extensión y 
rendimiento, el sueldo de estos empleados 
se satisfará en todo ó en parle por los fon- 
dos provinciales en la forma que se deter- 
mine. 

Art, 8.° Los guardas necesarios para la 
custodia de ios montes de propios y comu- 
nes serán nombrados por los Alcaldes á pro- 
puesta en terna de los Ayuntamientos, y su 
dotación se satisfará por ios fondos munici- 
pales. 

Art. 9.° Si un Ayuntamiento por la es- 
casez de sus recursos ó el corto producto de 
sus montes no pudiese por si solo atender á 
su conservación, se asociará a los inmedia- 
tos donde haya montes, y entre todos dola- 
rán los guardas que necesilen para la cus- 
todia común de estas propiedades. 

Art. 10. A la mayor brevedad posible, 
los Jeles políticos propondrán en terna al Mi- 
nisterio ue la Gobernación los sugelos que 
crea mas á propósito para los destinos de co- 
misarios y pontos agrónomos, cuidando de 
que unos y otros posean los conocimientos 
po. iblesen el rumo de montes, y que lós 
peritos agrónomos hayan obtenido además 
el correspondiente titulo de agrimensor. 

ArL. 1 i . Los guardas de montes serán 
nombrados por los jefes políticos, ios cuales 
en igualdad de circunstancias preferirán á 
los licenciados del ejército. — Luido en Bar- 
celona á ti de julio de 1843.» (VL. t. 35, 
p. 14, j 

R. D. de 24 marzo de 1846, 

Reglamento para los empleados do montes: obliga- 
ciones: comisarios: puntos; guardas etc. 

(Gqb.) «S. M. se ha servido- aprobar el 
siguiente 


¡ Reglamento para los empleados en el 

HAMO DE MONTES Y PLANTÍOS. " 


TÍTULO l 

DISPOSICIONES COMUNES Á TODOS LOS 
EMPLEADOS. 

Artículo l.° Alos comisarios, peritos 
agrónomos y guarda-montes corresponden 
en común Jas atribuciones siguientes: 

1. a Cuidar particularmente de la conser- 
vación y mejora de montes, tanto del Esta- 
do como de los propios y comunes, y d.e los 
establecimientos públicos. 

2/ Vigilar la exacta observancia tíe las 
ordenanzas, Reales órdenes y disposiciones 
vigentes que determinan ' ei servicio del 
ramo. 

3. a Perseguir iegaimente á sus contra- 
ventores cuando fuesen cogidos in fraganli, 
procurando su captura. 

4. a Denunciar bajo su firma al Jefe polí- 
tico, á los Alcaldes, y en su caso á Jos jueces 
de primera instancia del territorio donde 
radicaren los montes, ios daños en ellos oca- 
sionados y sus causantes. 

5. a Procurar su pronta reparación y el 
castigo de los del. ncuenl.es. 

6. “ Poner en conocimiento del Jefe polí- 
tico cualquiera innovación que hubieren 
advertido en los lindes, cultivo y aprove- 
chamiento de los montes conliados á su cui- 
dado, y sugerirle cuautas ideas crean opor- 
tunas páru la conservación y uiejura de es- 
tas propiedades. 

7. “ Promover cada uno según su posi- 
ción y atribuciones, los deslindes y amojona- 
mientos de ios montes, y averiguar por to- 
dos los medios posibles ¡os que pertenecen 
ai Eslado. 

8. a Custodiar respectivamente los pla- 
nos, títulos ú otros documentos que existan 
en su poder, así como ios efectos de cual- 
quiera especie de que se ¡n depositarios en 
calidad de empleados del ramo, haciendo de 
todos olios formal entrega por inventario á 
los que les sucedan eu sus deslióos. 

Art. 2.° No podrán estos empleados, so 
pena de destitución, tratar eu maderas ni 
ejercer ciase alguna de industria en que ba- 
jan de emplearse como materia principal ios 
productos y despojos de lus montes. 

Art. 3.” Tampoco podran ejercer su des- 
tino en jos distritos donde hagan su provi- 
sión de maderas y leñas Como propietarios 
ó como arrendatarios de herrerías, tundicio- 
nes bornes, fábricas de vidrio y demás es- 
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tablecimientos fabriles ó industriales para 
cuyo sostenimiento se necesite el combus- 
tible vegetal. 

Art. 4. ü Tampoco podrán recibir de los 
Ayuntamientos y. establecimientos públicos 
ningún género de retribución ni sobresuel- 
do, aun por vía de agasajo. 

Art. 5.“ Todos los empleados del ramo 
de montes quedan sujetos A la ordenanza 
del ramo y A la autoridad del Jefe político, 
que podrá en casos graves suspenderlos de 
sus lunciones, dando cuenta al Gobierno 
para que si há lugar proceda á su reempla- 
zo deínutivo, ó A decretar la formación de 
causa con los requisitos especificados en el 
art. 4." de la ley de 2 de abril de 1845. 

TITULO II. 

DE LOS COMISARIOS. 

Art. 6.° Los comisarios de montes, bajo 
las inmediatas órdenes del Jefe político, vigi- 
larán y dirigirán el servicio del ramo en 
toda lo extensión de su distrito, y trasmiti- 
rán directamente á sus inmediatos subalter- 
nos las órdenes é instrucciones del Gobier- 
no, las de la autoridad adminislaliva de la 
provincia y las suyas particulares. 

Art. 7.° Cuando las necesidades del ser- 
vicio exijan la cooperación de otras autori- 
dades, la solicitaran del Jefe político, que A 
su vez la reclamará de las superiores, y la 
prescribirá á las inferiores. 

Art. 8.° Los Jefes políticos fijarán la re- 
sidencia de los comisarios en los puntos que 
gradúen mas A propósito para vigilar y re- 
correr los montes y ocurrir prontamente, 
cuando Ja necesidad lo exija, con los auxilios 
necesarios á su custodia y buena conser- 
vación. 

Art. 9.° Cuando el buen servicio del 
ramo lo exija, y en casos urgentes, los co- 
misarios podrán suspender de sus funciones 
á los peritos agrónomos y á los guarda- 
montes sus subordinados; pero en este caso 
darán inmediatamente parte al Jefe político, 
manifestando las razones que produjeron su 
resolución, todo bajo su responsabilidad. 

Art. 10. En l.°de noviembre de cada 
año dirigirán al Ministerio de la Goberna- 
ción por conducto del Jefe político los esta- 
dos de las cortas ordinarias y extraordina- 
rias que deban verificarse en los montes del 
Estado correspondientes á su distrito para 
los aprovechamientos vecinales de los pue- 
blos , según los usos y derechos ya esta- 
blecidos. . 

Art. 11. Reconocerán por sí ó por medio 
dé sus subalternos los montes en que 


han de verificarse las adjudicaciones de la 
bellota, yerbas, pastos y demás aprove- 
chamientos que puedan realizarse sin per- 
juicio de la repoblación y buen estado de 
los bosques. 

Art. 12. Estas adjudicaciones de los 
productos de los montes del Estado, ya 
aprobadas y autorizadas por el Jefe políti- 
co, ó en su caso por el Gobierno, según 
fuere mayor ó menor su importancia, se 
harán efectivas por los comisarios , así 
como también las de las maderas y leñas 
de árboles cortados subrepticiamente ó 
descepados por cualquier incidente, v cuyo 
aprovechamiento so hubiese concedido con 
arreglo A lo prescrito en las ordenanzas. 

Art. 13. Los terrenos de montes donde 
han de verificarse las cortas de leñas de 
que por uso y derecho se aprovechan los 
vecindarios, serán designados por los comi- 
sarios, y lo mismo los árboles que deban 
reservarse. 

Art. 14. Las disposiciones que adopta- 
ren, tanto para cortar y extraer las maderas 
destinadas al aprovechamiento común, como 
para el recuento, limpia y reposición del 
arbolado, se llevarán A efecto por los Alcal- 
des de los pueblos interesados, los cuales 
podrán reclamar contra ellos al Jefe políti- 
co si las creyesen perjudiciales ó contrarias 
A los derechos del común, y A lo prescrito 
por las leyes y órdenes del ramo. 

Art. iñ. En los ajustes y convenios que 
precedan al aprovechamiento de los montes 
comunes y de los establecimientos públicos, 
se oirá al comisario para señalar con acierto 
los límites del terreno donde se han de ve- 
rificar las sacas, los árboles que deban cortar- 
se, los caminos de trasporte y las demás 
condiciones necesarias para no perjudicar al 
arbolado. 

Art. 16. Guando en virtud de contrata ó 
por una resolución administrativa se veri- 
ficase la consignación á determinadas per- 
sonas de las corlas de maderas y leñas, ó de 
cualesquiera otros despojos de los montes 
del Estado, no podrán efectuar este apro- 
vechamiento sin haber obtenido antes la ór- 
dsn por escrito de los comisarios para la 
designación y la entrega de los expresados 
productos. 

Art. 17. En enero de cada año presen- 
tarán al Jefe político un informe razonado 
sobre las circunstancias particulares de los 
bosques que se hallan en disposición de 
abrirse al pasto y bellotera, indicando el nú- 
mero de ganados que podrán admitirse en 
en ellos y las épocas en que deben empezar 
y terminar estos aprovechamientos, 
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Art. 18. Antes de fijarse dia para la 
.apertura de Jos pastos, el ganadero deberá 
entregar a! comisario la marca especial de 
sus ganados, y este expedirle certificado de 
su entrega. 

Los comisarios custodiarán igualmente la 
marca real con que los peritos agrónomos y 
guardas de los montes han de señalar las 
maderas de construcción y los árboles re- 
servados para el Estado, así como los que 
liayau de servir para la demarcación de los 
límites interiores de los cuarteles y la de los 
generales de los montes. 

Art. 19. Al fin de cada trimestre pre- 
sentarán al Jefe político una nota de los jui- 
cios entablados y de las sentencias obtenidas 
á instancia de la administración de montes, 
con un breve sumario del estado en que se 
encuentren las denuncias y pesquisas inten- 
tadas, y sobre las cuales no hubiese recaído 
todavía resolución definitiva. 

Art. 20. Además de las obligaciones ex- 
presadas incumben á los comisarios las si- 
guientes: 

1. a Procurar la aclaración y fijación de 
los derechos del Estado y de los propios y 
comunes, ó de los establecimientos públicos 
á sus respectivos montes, promoviendo y 
poniendo en claro las usurpaciones que ha- 
yan trasladado la posesión de unos ú otros á 
extraño dominio. 

2. a Proceder desde luego al deslinde y 
amojonamiento de dichos montes, con suje- 
ción á las disposiciones adoptadas al intento 
y practicando las oportunas diligencias para 
que bajo su inspección verifiquen estas ope- 
raciones, los peritos agrónomos y guardas 
de montes, según el reglamento que por se- 
parado publicará e! Gobierno. 

3. a Desempeñar los trabajos estadísticos 
relativos al ramo. 

4. a Procurar y dirigir la partición de los 
montes del Estado, de los propios y comu- 
nes que se bailan pro indiviso con otros de 
dominio particular, torio con arreglo á los 
convenios celebrados por los interesados y 
la aprobación de la autoridad superior. 

5. a Solicitar el rescate de las cargas que 
gravitar, sobre estas propiedades, cuando su 
indivisión consista en la promiscuidad de 
usos, aprovechamientos ó servidumbres. 

Art. 21. En las épocas oportunas pro- 
pondrán los comisarios al Jefe político los 
rompimientos y variaciones de cultivo que 
crean convenientes en los montes del Esta- 
do, disponiendo lo necesario para la ejecu- 
ción de estas operaciones cuando el Gobier- 
no las hubiese aprobado. 

Art., 22. Del mismo modo procederán si 


han de convertirse en ■ terrenos de monto v 
arbolado los destinados á pastos y cereales.' 1 

Art. 23. Darán su dietámcn sobre los 
convenios que los Ayuntamientos verifiquen 
para el aprovechamiento y usufructo de sus 
montes. 

Art. 24. A cargo de los comisarios que- 
da también la formación del pliego de con- 
diciones para la venta en pública subasta de 
los productos de los montes del Estado; pero 
someterán este documento al exámen y 
aprobación del Jefe político, que señalará el 
término para la celebración de! remate, y 
le dará la oportuna publicidad en la capital 
de la provincia y „en la cabeza de partido ju- 
dicial ó que correspondan los montes, anun- 
ciándole con la debida anticipación por me- 
dio del Boletín oficial. 

Art. 25. Es igualmente obligación de los 
comisarios asistir á las subastas de los’ ren- 
dimientos de los montes del Estado, autori- 
zarlas con su firma y hacer la tasación de 
su costo. 

Art. 26. Cuando los Ayuntamientos ó es- 
tablecimientos públicos subasten los pro- 
ductos de sus respectivos montes, para rea- 
lizar la licitación y formar el pliego de con- 
diciones, consultarán á los comisarios, los 
cuales procurarán ilustrar su juicio con su 
dictamen. 

Art. 27. O por sí mismos, ó por medio 
de sus subalternos, los comisarios inspeccio- 
narán las podas y cortas ordinarias y ex- 
traordinarias de los montes de propios y co- 
munes y de los establecimientos públicos, 
sus limpias y entresacas, extracción de sus 
rendimientos, el reparto vecinal de las leñas 
y el señalamiento de cuarteles para el pasto, 
bellotera y montanera; todo en las épocas de- 
terminadas por la ordenanza y conforme á 
sus disposiciones. De cualquier abuso que en 
estas diversas operaciones advirtieren darán 
parte inmediatamente al Jefe político, pro- 
testando en el acto contra ellas. 

Art. 28. Cuando los Ayuntamientos ó es- 
tablecimientos públicos intentasen una cor- 
ta extraordinaria, un nuevo plantío, e! des- 
cepo de un monte, la variación de su culti- 
vo, ola enajenación, venta ó permuta de es- 
ta clase de propiedades, oirán el dictámen 
de los comisarios, cuyo informe hará parte 
del expediento instruido para obtener del 
Gobierno la competente autorización . 

TITULO III. 

DE LOS PERITOS AGRÓNOMOS. 

Art. 29. Los peritos agrónomos recono- 
cerán por sus jefes inmediatos á los comisa- 
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ríos; ejecutarán sus órdenes, y ! os auxilia- 
rán en todas las operaciones que tienen por 
objeto la custodia, conservación y mejora de 
los montes, ed deslinde de sus términos y el 
aprovechamiento de su? productos. 

Art. 30. L es darán parle de los resulta- 
dos de sus trabajos; Ies propondrán cuanto 
crean necesario al mejor servicio de! ramo; 
y procurando que las ordenanzas tengan 
cumplido efecto, vigilarán de cerca el servi- 
cio que á sus órdenes deben prestar los 
guardas de los montes. 

Art. 31. Por disposición de los comisa- 
rios, y conforme á sus instrucciones verifi- 
carán los peritos agrónomas: 

1. ° Todas las operaciones de. agrimen- 
sura necesarias para las cortas ordinarias y 
extraordinarias. 

2. ° La división en cuarteles de los mon- 
tes y dehesas. 

3. ° La demarcación geométrica de sus 
linderos, fijando su extensión y periferia. 

4. ° El amojonamiento y colocación do 
los términos en los puntos correspondientes. 

5. ° El levantamiento de los planos de los 
terrenos deslindados ó de otros cualesquie- 
ra- que el Gobierno les encargare. 

6. ° Todos los trabajes facultativos que 
exija la Administración para asegurarse de 
la identidad de sus fincas y del aprovecha- 
miento de sus productos. 

7'. 4 Las tasaciones de tierras y las de ár- 
boles, bellotas, yerbas, malezas, leñas y de- 
más producios del suelo. 

8.° El señalamiento de los sitios para los 
hoyos de carbón, y los que deban ocupar las 
chozas ó talleres destinados al beneficio de 
los montes. 

9. 1 Lp ejecución de las podas, cortas, i 
entresacas y demás operaciones periciales 
que confien á su cuidado los comisarios. 

10. El examen y demarcación de los 
montes y dehesas que han de abrirse al 
pasto, y ¡a designación de los caminos para 
Ja extracción dedos productos de los montes. 

En lodas estas operaciones procederán los 
peritos agrónomos como encargados de la 
parte facultativa y según las instrucciones 
que reciban de los comisarios. 

Art. 32. De las contravenciones de la 
ordenanza que noten en el curso de sus 
operaciones darán inmediatamente conoci- 
miento á los comisarios, practicando desde 
luego las diligencias oportunas paracompro. 
barias. 

Art. 33. Del mismo modo procederán á 
la averiguación de las alteraciones delimites 
de los montes' ó de cualquiera otro delito 
cometido contra la demarcación de sus tér- 


minos, pasando estos procedimientos á los 
comisarios para que produzcan los efectos 
convenientes. 

TITULO IV. 

DE I.OS GUARDAS DE LOS MONTES. 

Art. 34. Tanto los guardas de ios mon- 
tes del Estado, como Jos de los perlenecien- 
> tes á los propios, comunes y estabíecimien- 
: tos públicos, quedan sometidos á las crde- 
\ rían zas de montes do 1833. 

Art. 35. Les incumbo la custodia y vigi- 
lancia inmediata de los montes, y preservar- 
los de todo dañe,’ procurando su buena con- 
servación . 

Art. 36, Para el desempeño riel servicio 
á que están destinados y seguridad de su 
persona, se les permite ef uso de una ca- 
rabina. 

Art. 37. Residirán en la misma vecindad 
; de ios montes corliados á su custodia, y el 
lugar de su residencia será determinado por 
les comisarios. 

Art, 38. Siempre que bs sea posible visi- 
tarán é inspeccionarán diariamente los cuar- 
: teles de montes sometidos al régimen de las 
ordenanzas y confiados á su guarda, no se- 
parándose de sus términos sino en virtud 
de la orden expresa de sus superiores, ó 
cuando la perentoriedad é importancia del 
servicio lo exigiere. 

Art. 39. Auxiliarán á los peritos agróno- 
mos en sus operaciones, siempre que recla- 
men su asistencia, y les suministrarán cuan- 
tos datos les exigieren relativamente al es- 
tado de los montes, á sus linderos, veredas y 
rendimientos. 

Art. 40. En los frecuentes reconoci- 
mientos que deben practicar de los montes 
y dehesas, tomarán nota puntual del número 
calidad y grueso de los árboles que por cual- 
quier incidente hubiesen sido arrancados pa- 
sándola inmediatamente al perito agrónomo, 
V adoptando desde luego las medidas opor- 
tunas para custodiarlos. 

Art. 41 . Evitarán que fuera de las épo- 
cas determinadas por la ley lleven los gana- 
deros sus ganados á los montes y dehesas; y 
cuando estos terrenos se abran al pasto ó 
bellotera por us^ y costumbre de los pueblos 
ó por convenio dé los propietarios, cuidarán 
de üue los árboles y plantíos no sean perju- 
dicados. 

Art. 42. Se opondrán á que los rematan- 
tes de maderas, leñas, semillas ú otro cual- 
quier producto de los montes procedan á su 
exacción sin que les hayaii presentado antes 
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la correspondiente autorización, del comi- 
sario del distrito. 

Art. 43. En los reconocimientos que se 
hicieren de las maderas que el Estado se re- 
serve, y siempre que el comisario ó el peri- 
to agrónomo lo ordenare, marcarán los ár- 
boles elegirlos con la marca real,' conforme á 
las instrucciones para semejantes casos es- 
tablecidas en las ordenanzas. 

Art. 44. Embargarán los instrumentos 
de corta y poda y las azadas de pelo con que 
fueren hallados los que transitan por los 
montes fuera de veredas y caminos ordina- 
rios, dando parte ni comisario riel distrito y 
Alcalde del pueblo á que correspondan di- 
chos montes, y poniendo entre tanto en de- 
pósito estos utensilios. 

Art 45. Exigirán las multas prevenidas 
en la ordenanza á los dueños de carruajes y 
de animales de carga, sdla. y tiro, que, sepa- 
rándose de los caminos de tránsito general, 
se hallasen fuera de vereda dentro de los 
montes. De estas multas y de ias infraccio- 
nes que dieron lugar áelia.s, pasarán la cor- 
respondiente nota” en el término de veinti- 
cuatro horas a! comisario del distrito, si los 
montes fuesen de! Estado, ó al Alcalde del 
pueblo si correspondiesen á los propios y co- 
munes; pero en todo caso entregarán su im- 
porte á quien corresponde. 

Art, 46. No permitirán encender fuego 
en los montes ni á la distancia de 200 varas 
de sus límites. 

Art. 47. Detendrán los ganados que cau- 
sen daño en los monteé, dando parte inme- 
diatamente al comisario ó al Alcalde, según 
correspondan los terrenos donde se encon- 
traron, ó al Estado, ó á los comunes y pro- 
pios de los pueblos. 

Art. 48. Indagarán igualmente el para- 
dero de las leñas ó maderas extraídas furti- 
vamente de los montes , procediendo á su 
embargo cuando fueren halladas; pero no 
podrán introducirse en los edificios y cerca- 
dos contiguos á ellos , á no haber obtenido 
antes la competente autorización, ó ir acom- 
pañados del Alcalde ó del regidor que haga 
sus veces. 

Art. 49. Las personas aprehendidas ín 
fraganti contravención ó delito .le los marca- 
dos en la ordenanza , serán conducidas por 
los guardas ante el Alcalde dol pueblo en 
cuyo término se hubiere cometido el exceso 
para que si e.1 daño ocasionado fuere de me- 
nor cuantía imponga á los dañadores la pena 
que corresponda , ó en otro caso , después 
de instruidas las primeras diligencias, ¡as 
pase al Juzgado de primera instancia del 
partido. Se considerarán como dañes de me- 


nor cuantía aquellos en que el resarcimien- 
to de perjuicios y la pena pecuniaria que se 
impusiere, no exceda de la' cantidad que por 
via de multa pueden aplicar gubernativa- 
mente ¡os Alcaldes con arreglo al art. 7o de 
la ley vigente de Ayuntamientos. 

Art.. 50. En casos de esta naturaleza, ó 
en i tros cualesquiera en que el servicio del 
ramo de montes lo exigiere, los guardas tie- 
nen derecho a reclamar el auxilio de Ja au- 
toridad civil y de la fuerza pública, que no 
podrá negárseles. 

Art. 51 . Según fuesen de mayor ó menor 
cuantía los daños ocasionados en los montes 
los guardas los denunciarán á los Alcaldes 6 
á los jueces do primera instancia, así como 
también las contravenciones de la ordenan- 
za, y en uno y en otro caso formarán las di- 
ligencias sumarias para su averiguación, ex- 
tendiendo estas á medida que las vayan prac- 
ticando. 

Art. 52. AI presentarlas firmadas á la au- 
toridad competente del distrito á que corres- 
pondan los montes, se afirmarán en su de- 
nuncia y en el contenido de las diligencias 
que hubiesen extendido; y si por cualquier 
impedimento’ no estuviesen escritas de su 
mano, habrán de ratificarse en ellas á pre- 
sencia del Alcalde ó del juez á quienes acu- 
dieren, los cuales lo expresarán así en el 
mismo acto. 

Art. 53. Esta afirmación no será necesa- 
ria cuando las diligencias sumarias se hu- 
biesen practicado por Jos comisarios' y peri- 
tos agrónomos ó con la asistencia de otro 
guarda. 

Art. 54. Dado caso de que el Alcalde ó 
el juez se negasen á la admisión de estas di- 
ligencias sumarias, los guardas que se las 
presentaren darán parte inmediatamente a! 
comisario a quien corresponde hacer Jas re- 
clamaciones convenientes. 

Art. 55. Si de las diligencias practicadas 
por los guardas resultasen efectos embarga- 
dos, depositarán en el término de veinticua- 
tro horas una copia certificada de estos en 
la Escribanía del Juzgado para que pueda co- 
municarse á los interesados. 

Art. 56. Llevarán además un registro 
foliado y rubricado porel Jefe político, donde 
so anotarán: 

1. ° Las diligencias de denuncia que hu- 
biesen practicado, según el órden de sus 
fechas y con la firma al pié de cada una. 

2. ° ? Las comisiones y citaciones de que 

hayan sido encargados. , 

3. ° La man a y recuento de los arboles 
derribados ó de intento, ó por incidencia. 

4. ° El resultado de los reconocimientos 


MONTES... 


344 

ordinarios y extraordinarios de los montes 
que custodian. 

Art. 57. Al margen de las diligencias de 
denuncia anotarán el folio del libro del re- 
gistro donde se hallarán trascritas. — Dado 
en Palacio á 24 de marzo de -1846. [CL. to- 
mo 36. p. 522.) 

R. D. de l.° abril de 1846 (publicado por 

/?. O. del 7.) 

Aproljacdo !a instrucción para el deslinde y amojo- 
namienio de los mentes públicos. 

(Gob.) «Por R. R. de t.° del actual, 

S. M. se ha servido aprobar la siguiente ins- 
trucción para proceder al deslinde y amojo- 
namiento de los montes del Estado," de pro- 
pios y comunes de los pueblos y de los esta- 
blecimientos públicos. 

Artículo l.° El deslinde de los montes 
del Estado y de los que confinan con ellos 
en todo ó en parte, ya pertenezcan á los 
propios y comunes, ya á las corporaciones y 
establecimientos públicos, ó ya á los parti- 
culares, corresponde á los Jefes políticos, 
como encargados de la administración civil 
en sus respectivas provincias. 

Art. 2.° Tan pronto como reciban esta 
instrucción dictarán las disposiciones nece- 
sarias para proceder á los deslindes, con- 
fiando su ejecución á los comisarios y peri- 
tos agrónomos de los distritos de montes, 
según lo dispuesto en el art. 20 dehR. D. de 
24 de marzo último, y auxiliándolos eficaz- 
mente con todo el lleno de su autoridad y 
por cuantos medios las leyes les conceden. 

Art. 3.° Antes de proceder al apeo los 
comisarios reunirán todos los datos y ante- 
cedentes relativos á los montes que han de 
deslindarse, y que comprueben su exten- 
sión y sus límites y los derechos del Estado 
á estas propiedades. 

Art. 4.° Al efecto consultarán los des- 
lindes hasta ahora verificados: y el Gobierno 
les facilitará cuantas noticias resultaren de 
los documentos del ramo de montes existen- 
tes en los archivos del Ministerio de Marina, 
de la suprimida Dirección general de mon- 
tes, de la antigua Contaduría de propios, de 
los Ayuntamientos y del Ministerio de la Go- 
bernación de la Península. Tomarán además 
los informes oportunos en las mismas loca- 
lidades, oyendo si lo creyesen conveniente, 
á los antiguos empleados del ramo en sus 
diversas conservadurías y dependencias. 

Art. 5.® . Reunidos.y examinados deteni- 
damente estos materiales, por los comisarios 
presentarán á los Jefes políticos una memo- 
ria sobre el derecho del Estado, á los mon- 
tes que van i deslindarse, las razobes en 


que se funda y las que deben tenerse pre- 
sentes para verificar el apeo acertadamente. 

Art. 6.° Una vez enterados ios Jefes po- 
líticos de los trabajos preparatorios de los 
comisarios, anunciarán al público con dos 
meses de anticipación, y por medio del Bo- 
letín oficial y de edictos fijados en los pue- 
blos donde radiquen los montes, el dia en 
que deben empezar sus deslindes. Citarán 
además particularmente, y con la misma an- 
telación, á cada uno de los propietarios co- 
lindantes interesados en esta operación. Si 
no pudiesen ser citados en sus personas, se 
extenderá por diligencia, y se hará igual 
emplazamiento v notificación ásus respecti- 
vos administradores , colonos ó parientes 
mas inmediatos. 

Art. -7.° En el término de los dos meses 
prefijados en el anuncio, las partes intere- 
sadas presentarán á los Jefes políticos las 
peticiones, documentos y pruebas' que esti- 
men convenientes á la defensa de sus dere- 
chos; en la inteligencia de que trascurrido 
este plazo no serán oidos. 

Art. 8.° El día prefijado en los anuncios, 
el comisario, asistido del perito agrónomo, 
dará principio á los deslindes, concurran ó 
no los propietarios colindantes ya citados de 
antemano, sin que su falta de asistencia de- 
tenga ni invalide el acto. 

Art. 9.° Para la operación de los apeos, 
deslindes y amojonamientos no se admitirán 
otras pruebas que los títulos auténticos de 
propiedad, la prescripción, y aquellos docu- 
mentos que con todas las formalidades legales 
comprueben el derecho de los interesados. 

Art. 10. La posesión adquirida contra lo 
prevenido en las ordenanzas de montes de 
1833 y después de su publicación, así como 
también la que se obtuvo de uDa autoridad 
incompetente ó sin citación de la adminis- 
trativa, ó desoyendo sus protestas y recla- 
maciones, no será atendida para la fijación 
de los límites. 

Art. il. Tampoco se dará valor alguno 
á los asertos y declaraciones de las personas 
conexionadas con los propietarios colindan- 
tes, y á los que tengan un interés conocido 
en que* los montes sujetos al deslinde se 
declaren de los comunes, de los propios, de 
los establecimientos públicos y corporaciones 
ó de los particulares 

Art. 12. El comisario procurará termi- 
nar, por avenencia y conciliación de las 
partes interesadas, cualquiera diferencia á 
que dieren lugar las operaciones del deslin- 
de. Cuando no pueda conseguirlo, lo pondrá 
todo en conocimiento del Jefe político,. para 
que este resuelva gubernativamente en el. 
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asunto; y dado caso de que los interesados 
todavía no se convengan con su fallo, podrán 
usar de su derecho los Consejos provinciales 
cod arreglo á la disposición 7. a del art. 8.° de 
]a ley de 2 de abril de 1845, quedándoles 
según la misma reservadas para otra clase 
de juicios las cuestiones de propiedad. 

Árt. 13. Respecto á las cuestiones de 
propiedad que se susciten en los deslindes, 
podrán acudir las partes interesadas ante los 
jueces de primera instancia á cuya jurisdic- 
ción pertenezcan les montes; pero no antes 
que se halle concluido y resuelto el expe- 
diente gubernativo sobre su pertenencia, 
deslinde y amojonamiento. 

Art. i 4. Durante la operacioD del apeo, 
y mientras que. se declare en juicio contra- 
dictorio el derecho de propiedad, se man- 
tendrán los poseedores de los montes en el 
goce y aprovechamiento de sus productos; 
pero dando la correspondiente fianza, de 
conservar estas propiedades en el ser y es- 
tado que entonces tenian, y respondiendo de 
todos los daños y deterioros en ellos ocasio- 
nados, de tal manera que hayan de entre- 
garse al que resulte propietario como exis- 
tían cuando se anunciaron al público sus 
deslindes. 

Art. 15. Según el orden misino con que 
sucesivamente so practiquen Tas operaciones 
del deslinde, el comisario redactará las dili- 
gencias sumarias comprendiendo en ellas 
separadamente otros tantos artículos como 
sean los propietarios colindantes; de manera 
que en cada uno de ellos conste la designa- 
ción de los límites de sus respectivas pro- 
piedades. 

Art, 16. Estos artículos serán firmados 
por el comisario y el propietario colindante; 
y si este no pudiese ó rehusase prestar su 
firma, se expresará así en las diligencias, sin 
que por eso se interrumpan ni invaliden. 

Art. 17. Las propuestas, y aun las sim- 
ples observaciones de unas y otras partes, 
cuando discordasen en la fijación de los lí- 
mites, constarán circunstanciadamente de 
las diligencias practicadas por el comisario. 

Art. 18. En ellas se hará referencig de 
las alteraciones verilicadas en las líneas que 
determinan actualmente el perímetro de los 
montes, y de las razones que las hiciesen 
necesarias, aun cuando no haya disidencia 
entre las partes interesadas y se proceda con 
su acuerdo. 

Art, 19. La fijación de los límites se em- 
pezará por el punto mas avanzado de! perí- 
metro del monte que se encuentre hacia la 
parte del Norte, desde donde seguirá la línea 
divisoria al Este, tirando después al Sur y 


terminando en el Oeste; de manera que 
quede siempre á la derecha la parte del 
monte que ha de deslindarse, 

Art, 20. En cada punto de intersección 
de las líneas que forman en su encuentro 
ángulos entrantes y salientes sobre el con- 
torno misino del monte, se fijarán piquetes 
que le demarquen con precisión, y cada uno 
de ellos será designado con un número. De 
Ja série de' números que resulte de esta de- 
marcación se hará mérito en las diligencias 
del deslinde. 

Art. 21. Terminado el apeo, los peri- 
tos agrónomos levantarán los planos de los 
terrenos deslindados correspondientes al Es- 
tado, y unidos á las diligencias originales de 
deslinde se remitirán á mi Real aprobación, 
con cuyo requisito se devolverán á los Jefes 
políticos para que los archiven y dirijan una 
copia testimoniada al Ministerio de la Go- 
bernación de la Península. 

Art. 22- A ios interesados que lo exi- 
gieren, se les dará copia testimoniada de 
aquella parte del deslinde correspondiente á 
los montes de su propiedad. 

Art. 23. ün mes después de verificados 
los deslindes con fijación de dia y citación 
de los interesados, y en los mismos térmi- 
nos que se ha procedido conforme á lo pre- 
venido en el art, 4 8, el comisario y el peri- 
to agrónomo darán principio al amojona- 
miento de los montes. 

Art, 24. Si para determinar los límites 
ya acordados se empleasen mojones de ma- 
dera ó de piedra, el costo de esta operación 
se satisfará por ios propietarios colindantes 
en proporción de los términos demarcados á 
sus respectivos montes. 

Art. 25. líos que quieran después ro- 
dear sus propiedades con cerca, seto ó zan- 
ja á lo largo de los límites demarcados , lo 
podra'n verificar dentro de su propio terre- 
no, sin ocupar el de las propiedades colin- 
dantes. — Dado en Palacio á l.° de abril de 
i 846 , ( CL . t. 37, p. 92.) 

R. O. de 18 abril de 1846. 

Sobre nombramiento de gnardas do ios montes del 
Estado, propios, etc. 

Extracto. — Se Drevino á los Jefes políticos 
t.° que oyendo el dictamen de ios comisa- 
rios propusieran el número de guardas que 
considerasen necesarios para Ja custodia de 
los montes del Estado en las provincias don- 
da los hay, para que aprobado que fuese di- 
cho número y su distribución, proceder á su 
nombramiento y pago de haberes con arre- 
glo á lo dispuesto en el R. D. de 6 de julio 
de 1845. 2.° Que oyendo á los mismos co- 
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misarios y Ayuntamientos determinasen 
también el número de guardas suficiente pa- 
ra los montes de propios v comunes de los 
pueblos, ;í fin de que inmediatamente fuesen 
nombrados por los Alcaldes en los términos 
prescritos en el mismo Real decreto. (CL. 
t. 37, p. 124.) 

R. O. de 4 mayo de 1846. 

Funcionfts de los comisarios, ote, 

(Gob.) «Con arreglo á !o prevenido en 
los Rs. Ds, de 6 de julio de! año anterior, 
2 ’í de marzo y 1 de abril de! actual, corres- 
ponde á los comisarios y peritos agrónomos 
de montes desempeñar ¡as funciones de que 
han estado encargados basta aquí los comi- 
sarios de deslindes, visitadores, administra- 
dores y demás iqg^viduos que con cualquie- 
ra otra denominación y carácter han pres- 
tado esta especie de servicios en los del Es- 
tado y de los pueblos-, y en su consecuencia 
S. M. se lia servido disponer que lodos estos 
funcionarios cesen en el desempeño do sus 
encargos luego que ¡os comisarios v.peritos 
agrónomos hayan tomado posesión de sus 
destinos, haciéndose cargo estos últimos de 
cuantos expedientes , documentos y objetos 
obren en poder de los primeros, como per- 
tenecientes al servicio que han desempeña- 
do »— De Real orden, etc. — Madrid 4 de 

mayo de 1846. (CL. t, 37, p. 233.) 

R. O. de 18 mayo de 1846. 

NombraroioEto de guardas de montes comunes de 
varios pueblos. 

(Gob.) Habiendo hecho presente el jefe 
político de Cáeeres al Gobierno «la conve- 
niencia de que Jos guardas de montes que 
pertenecen en comunidad á varios pueblos... 
fueran nombrados por los Jefes políticos por 
no ser aplicable á ellos el modo de nombra - 
miento establecido por e) R. D. de 6 do julio 
de 1845» se resolvió así por esta Real órden 
«atendiendo á queda ley de Ayuntamientos 
con la que está conforme el referido Real 
decreto, no dispone el modo especial de cui- 
dar y administrar esta clase de intereses co- 
munes á varios pueblos y de nombrar los 
encargados de su custodia, pero sin alterar 
lo dispuesto cuando se trate de los montes 
de propios ó del común de un solo pueblo 
para los cuales está ya determinado el .modo 
de proceder en el asunto.» {CL. t. 37, pá- 
gina 273.) 

R. O. de 23 ¡nayo <¿« 1846. 

Visita general de mantés: relaciones estadísticas 

(Gob.) «Resolvió que los empleados 


del ramo en esa provincia, consultando los 
antecedentes que sobre este asunto se con- 
serven en el archive de! Gobierno político 
giren una visita general á todos los montes 
de su distrito ó distritos respectivos, y con 
preferencia á cualquier otro trabajo se dedi- 
quen á formar relaciones estadísticas de los 
montes en la forma que expresa. (Omitimos 
el pormenor por ser hoy inconducente!! 
(CL. t. 37, p. 391.) 

R. O. de 6 julio de 1846. 

Modo "de hacer el nombramiento y pago de los guar- 
das de montes de propios y comunes. 

(Gob.) «lie dado cuenta á S. M. ¡a Reina 
de lo expuesto por V. S, en oficio de 30 de! 
pasado, consultando sobre algunas dudas 
relativas al modo de hacer el nombramiento 
y pago délos guardas dementes de propios 
y comunes de los pueblos. En su vista, S. M. 
se lia dignado resolver: 

1. ° Que lo dispuesto en el art. 4.° del 
R. D. de 6 de julio de 4 8 45, asignando la 
dotación de 2.500 rs. á los guardas, se en- 
tienda que comprende tanto á losde montes 
de! listado como á los que custodian los co- 
munes y de propios de los pueblos, en aten- 
ción á que con arreglo á lo prevenido en el 
articulo 9.° del mismo Real decreto, si los 
Ayuntamientos tuviesen escasos recursos ó 
los montes rindiesen pocas utilidades, deben 
aquellos reunirse á los inmediatos y entre 
todos satisfacerla dotación de los guardas 
que necesiten para la custodia común de es- 
tas propiedades. 

2. ° Que para evitar tada especie de in- 
convenientes y dificultades, cuando unos 
mismos guardas custodien los montes dedos 
ó mas pueblos, su nombramiento se haga 
por ei Jefe político entre los que propongan 
de común acuerdo los Ayuntamientos inte- 
resados-. 

3. " Que la pa r te proporcional que ha de 
satisfacer cada pueblo para la dotación de 
estos guardas comunes, se í» je con arreglo á 
la situación, extinción y rendimientos de los 
respectivos motiles, previo el convenio de 
los .pueblos que se someterá á la aprobación 
del Jefe político, y en el caso de que no hu- 

j hiere avenencia, este resolverá por sí procu- 
| raudo enterarse bien de todas las circuus- 
j tancias respectivas para determinar con ri- 
i gorosa justicia. 

j Y 4.° Que en tales casos la residencia de 
j loo guardas se fije en el punto mas conve- 
j niente que desigbará el Jefe político oyendo 
j á los pueblos y al comisario del distrito, con- 
1 siderándose este domicilio como permanente 
; para todos los efectos de la ley de reemplazos 
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v ¡Je Jas demás que corresponda.— De' Real 
¡Meo etc. Madrid 6 de julio de 1846.» 
(CL. t. 38, p.40;J 

R. O. de 27 julio de 1846. 

Dispensando de guardas especiales á ciertos montes. 

«...S. M. se ha servido resolver que don- 
de no haya montes ó estos sean muy redu- 
cidos é insignificantes puede por ahora (lis* 
pensarse el nombramiento de guardas espe- 
ciales y suplirse este servicio por los llama- 
dos de campo, oyendo Y. S. para ello al co- 
misario del ramo y procurando asegurarse 
bien de que las circunstancias locales lo per- 
miten sin perjuicio alguno...* 

R. O. de 21 noviembre de 1846. 

Disposiciones soPro organización del personal de 
guardas. ■ i 

(Con.) «Algunos Jefes políticos en expo- 
siciones dirigidas á este Ministerio han ma- 
nifestado las graves dificultades que en sus 
provincias ofrecía la ejecución del R. D. de 
6 de julio del año próximo pasarlo, en la par- 
te .concerniente á la organización del perso- 
nal de guardas de los montes de propios y 
comunes, con motivo de la escasez de re- í 
cursos con que cuentan los pueblos de corto 
vscindaiio, la pequenez de los rendimientos 
de sus montes y las circunstancias de su pe- 
culiar topografía. Tomando todo en conside- 
ración y deseando S. M. la Reina facilitar el 
arreglo de este servicio indispensable para la 
conservación y fomento de los arbitrios, con- 
ciliándele con el menor gravamen posible de 
los pueblos, se ha servido mandar de con- 
formidad con lo propuesto por los mencio- 
nados Jefes políticos: 

1. ° Que en sus respectivas provincias se 
gubdividan los distritos de montes en el nú- ' 
mero de comarcas que parezca conveniente, 
acomodándose en lo posible á la división de 
partidos judiciales. 

2. _* Que en cada una de estas comarcas ó 
partidos se establezca un celador ó guarda 
mayor de á caballo, que será nombrado por 
el Jefe político y dotado por todos los pueblos 
comprendidos en la demarcación, según fue- 
re la importancia y rendimiento de sus mon- 
tes respectivos, listos guardas mayores cui- 
darán de la custodia y buena conservación 
do los existentes en la comarca, y desempe- 
ñarán los demás servicios que les corres-’ 
pondan á las órdenes inmediatas de los em- 
pleados del ramo. 

3 * Que la custodia inmediata de los 
montes de cada pueblo quede al cuidado de 
los guardas de campo, si los hubiere, ú otros 
cualesquiera que nombrarán los Avunta- 
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mientos de la manera establecida para esta 
especie de dependientes, remunerándoseles 
por los fondos provinciales según permitan 
los recursos de cada pueblo; pero cuidando 
siempre de que la remuneración sea sufi- 
ciente para que los encargados de custodiar 
los montes puedan cumplir sus deberes con 
la exactitud y celo que se requiere. 

Y 4." Que estos guardas locales están 
subordinados á los celadores ó guardas ma- 
yores, y deben desempeñar su servicio con 
entera sujeción á las ordenanzas é instruc- 
ciones generales del ramo y á les reglamen- 
tos ú ordenanzas municipales respectivas. 
Las disposiciones que quedan indicadas, 
aunque varían en algo lo dispuesto en el 
expresado Real decreto, proporcionan sin 
embargo al Gobierno medios eficaces y por 
ahora bastantes, de ejercer Ja vigilancia ne- 
cesaria sobre la conservación y fomento de 
los montes de los pueblos y á estos la econo- 
mía que des an y exige la escasez de sus 
actuales recursos; y en este concepto, y á 
fin de lograr la posible uniformidad en la 
organización de este servicio , S. M. la Rei- 
na se ha servido disponer que si V. S. las 
creyese aplicables á esta provincia lo ma- 
nifieste desde luego, añadiendo cualesquie- 
ra otras observaciones que considere opor- 
tunas para la mejor y mas pronta termi- 
nación del asunto. — De Real órden etc, 
Madrid 21 de noviembre de 1846.» (CL. 
t.39,p. 149.) 

R. O de 24 noviembre de 1846. 

Expedientes para el disfrute de productos forestales, 

(Gob.) «En el art.. 81 de la ley vigente 
de Ayuntamientos se previene que estas cor- 
poraciones, conformándose con las leyes y 
reglamentos, deliberen entre otras cosas 
acerca del plantío, cuidado y aprovecha- 
miento de les montes y bosques del co- 
mún, y la corta, poda y beneficio de sus 
maderas y leñas , comunicando sus acuer- 
dos á los Jefes políticos, sin cuya aprobación 
ó la del Gobierno en su caso, no podrán lle- 
varse á efecto. La determinación de estos 
casos reservados al Gobierno con arreglo á 
la ley, corresponderá á la nueva ordenanza 
general de montes, en la que se expresarán 
con latitud y precisión los que requieran la 
aprobación de S. M. , y los demás en que los 
Jefes políticos deban autorizar por sí solos 
los aprovechamientos, cortas, podas y otros 
cualesquiera beneficios de los montes de 
propios, comunes y establecimientos púb'i- 
cos. Pero como sea indispensable y urgen- 
te adoptar sobre el particular alguna regla 
que sin menoscabar las superiores atriru- 
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ciones y facultades que competen al Gobier- 
no en la administración de los intereses -mu- 
nicipales, deje expedito el disfrute de lonas 
y maderas necesarias para los usos pura- 
mente vecinales : examinadas las ordenan- 
zas é instrucciones generales vigentes, así 
como también las Reales órdenes de 23 de 
diciembre de 1838 y 6 de noviembre de 
1841, S. M. la Reina se ha servido man- 
dar que por ahora se observen acerca de 
este servicio las disposiciones siguientes: 

1. a Los Jefes políticos, en vista de los 
acuerdos de los Ayuntamientos y oido el 
informe de los comisarios respectivos de 
montes, concederán ios permisos necesarios 
para el disfrute y repartimiento de leñas para 
quemar, maderas destinadas á usos vecinales, 
conforme á Jos reglamentos, títulos y cos- 
tumbres establecidas en los pueblos, podas 
ordinarias ó periódicas que requieran bene- 
ficio y conservación de Jos mismos arbola- 
dos; comprendiéndose eu esta disposición, 
tauto los montes del Estarlo en que los pue- 
blos tuviesen derecho á dichos disfrutes por 
título, posesión ó uso antiguo, como en los 
de propios, comunes y establecimientos pú- 
blicos. 

2. a Para todo otro aprovechamiento, ya 
sea poda extraordinaria, cortas ordinarias ó 
extraordinarias de árboles con destino á la 
venta de maderas de construcción, carbo- 
neo ú otros usos, ss inr'.ruirán por los Jefes 
políticos expedientes separados en que apa- 
rezca la petición del Ayuntaminnto ó indi- 
viduo que solicite los árboles ó leñas, con 
expresión del objeto, informe de los emplea- 
dos del ramo acerca del estado del monte 
donde se pretende hacer la corta, designa- 
ción de los árboles, tasación y demás cir- 
cunstancias que correspondan con arreglo 
á ordenanza é instrucciones generales, á fin 
de demostiar la posibilidad de!, disfrute síd 
perjuicio de alguno de los montes, instruido 
el expediente, se remitirá á este Ministerio 
para la aprobación de S. M. , sin la cual no 
se procederá á la corta bajo las mas estre- 
cha responsabilidad de los empleados del 
Gobierno á quienes corresponda, excepto el 
caso en que para remediar graves acciden- 
tes que interesen al servicio público como 
inundaciones, incendios ú otros parecidos, 
dispusiese la autoridad la corta de las ma- 
deras precisas, dando cuenta en seguida á 
la superioridad. Aprobada la corta por S. M., 
el Jefe político dispondrá lo necesario para 
ejecutarla de la manera que se exprese en 
la concesión, participando á este Ministerio 
el resultado.. En esta disposición se com- 
prenden tanibien los disfrutes ó cortas que 


deban hacerse en los montes del Estado á 
solicitud de particulares ó propuesta de los 
comisarios del ramo cuando los consideren 
beneficiosas á los arbolados. 

Y 3. a Los Jefes políticos cuidarán de que 
los expedientes para las podas extraordina- 
rias y cortas ordinarias y extraordinarias 
que se expresan en e! número anterior , se 
instruyan precisamente durante los meses de 
primavera ó verano , á fin de que puedan 
examinarse y resolverse con oportunidad, é 
incluirse en los estados generales de apro- 
vechamientos que con arreglo al art. 10 
del R. D. de 24 de marzo último deben diri- 
girse á este Ministerio. — De Real orden etc. 
— Madrid 24 de noviembre de 1 846.» (CL . to- 
mo 39, p. 158.) 

Aunque, la anterior Real orden ha si- 
do derogada por el art. 23 del R. 1). de 
1° de setiembre de 1860, al que debe 
estarse hoy , y á otras disposiciones pos- 
teriores, la hemos insertado para que 
pueda estudiarse mejoría novedad es- 
tablecida. 

R. O. de 19 diciembre de 1846. 

Sobro ventas' repartimientos-, deslindes etc. anloriia- 
dos por las Diputaciones. 

(Gob.) «He dado cuenta á S. M. la Reina 
del oficio de Y. S-, fecha 18 de julio último, 
manifestando lo ya ejecutado en esa provin- 
cia de su mando, á fin de preparar los tra- 
bajos que han . de servir para practicar el 
deslinde de los montes al tenor de lo dis- 
puesto en el Real, decreto de l.° de abril últi- 
mo; y consultando acerca de varios puntos 
relativo? á la validez de algunos de los prac- 
ticados anteriormente, S. M. se sirvió dispo- 
ner que la sección de Gobernación del Con- 
sejo Real consultase acerca de este impor- 
tante asunto; y habiéndolo hecho en- los tér- 
minos que ha creído mas conformes á la jus- 
ticia y á las disposiciones legales qúe han re- 
gido y rigen en materia de montes desde el 
decreto de las Cortes de enero de 1812 hasta 
el dia, ha tenido á bien resolver de confor- 
midad con el expresado dictámen: 

l.° Que habiendo estado autorizadas las 
Diputaciones provinciales por la ley dé 23 de 
febrero de 1823 solamente para conceder 
permisos para la venta, permuta, dación 
á censo ú otra enajenación de las fincas de 
propios con audiencia de los Ayuntamientos 
respectivos, y haciendo constar 3a utilidad y 
conveniencia de 1? enajenación, deberán re- 
putarse nuíós todos los actos de las expresadas 
corporaciones que hayan invocado , ó mvo- 
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caren los pueblos sobro posesión ó propie- 
dad de montes que en cualquier tiempo pu- 
dieron corresponder al Estado, debiendo úni- 
camente surtir efecto sus acuerdos en las 
traslaciones de dominio de los pertenecientes 
á los propios en virtud de lo dispuesto en 
aquella ley. Se entenderán no comprendi- 
dos én esta declaración los repartimientos 
hechos á particulares á consecuencia del de- 
creto de las Córtesde 11 enero de 1813 que 
en algún caso puedan haber comprendido 
montes realengos y baldíos del Estado, cuyo 
caso es distinto dei anterior , en atención á 
que tales repartimientos nunca pudieron re- 
caer en favor de la comunidad de un pueblo, 
y por consiguiente las providencias de las 
Diputaciones dictadas en este sentido solo 
podrán invocarse por los particulares á quie- 
nes favorezcan. 

2.° Serán objeto de los deslindes que han 
de ejecutarse con arreglo al expresado Real 
decreto los arbolados pertenecientes á pro- 
pios dados á censo entitéutico por las Dipu- 
taciones provinciales, sin observar las reglas 
precisas de que fueren cedidos á venta real 
y por capital en dinero, cuando respecto de 
alguno ó algunos de ellos hubiere motivo pa- 
ra creer que los propios no los poseyeron 
con título legítimo; porque aun prescindien- 
do de la nulidad á que pueda dar lugar aque- 
lla falta de formalidad en su enajenación, in- 
cumbe á los Jefes políticos , como adminis- 
tradores del ramo en sus respectivas provin- 
cias y encargados del fomento y conserva- 
ción de sos montes del Estado, el cuidado de 
resarcir á este de las usurpaciones que en 
todas épocas je han hecho los pueblos, 
promoviendo al efecto los mencionados des- 
lindes según les está recomendado por repe- 
tidas disposiciones , y recientemente por el 
Real decreto mencionado. 

Y 3.° Tampoco se considerarán como 
ejecutorias las resoluciones que con anterio- 
ridad al mismo Real decreto hubieran dicta- 
do los Jefes políticos respecto á deslindes,; y 
en su consecuencia todos ios practicados has- 
ta aquí quedarán sujetos á ser revisados, y á 
la definitiva resolución del Gobierno en los 
términos que en aquel se qrescriben.» Y de 
Real órdeu etc, — Madrid 19 de diciembre de 
1848. ( CL . í. 39, p. 280.) 

R. O. de 20 enero de 1847 . 

Medidas para precaver incendios, acotamientos, etc. 

(Gob.) Lamentándose de los estragos que 
ocasionan en los montes los incendios casua- 
les unas veces y punibles en mas ó menos 
grado otras, se ordena lo siguiente: 

2.° «Que V S. baga entender á todos 
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los Alcaldes, empleados del ramo, guardia 
civil y demás autoridades <5 personas que di- 
recta ó indirectamente puedan contribuir al 
fin que se desea, que la terminante voluntad 
de S. M. es que se observen con todo rigor 
y severidad las leyes y disposiciones vigen- 
tes relativas al cuidado y disfrute de los 
montes del Estado, de ios de propios, comu- 
nes y establecimientos públicos; que se pro- 
teja con toda eficacia á los particulares due- 
ños de fincas de esta clase en cuantas ocasio- 
nes puedan ser también objeto de la malevo- 
lencia de los incendiarios; y que se persiga á 
estos en todos los casos con inflexible rigor 
sin permitir durante el trascurso de seis años 
el aprovechamiento de las yerbas ni de los 
terrenos que por medios tari ilícitos quieren 
procurarse ios causadores de tan graves da- 
ños, encargando S. M, que en ei cumpli- 
miento de esta disposición se proceda sin el 
menor disimulo ni tolerancia. 

Y 3.° Que exceptuando aquellos terre- 
nos de monte, cuya roturación ó variación 
de cultivo estuviese expresamente autoriza- 
da por Reales órdenes, todos los demás 
donde hubiere acaecido ó en lo sucesivo 
acaeciese cualquier inceudio casual ó mali- 
ciosamente prendido, se repueblen de arbo- 
lado por cuenta del Estado, de los pueblos ó 
establecimientos públicos cuyos fueren los 
montes, proeediéndoso sin intermisión algu- 
na á las labores preparatorias ó á las opera- 
ciones de la replantacion y quedando desde 
luego cerrados del todo ai pasto de los ga- 
nados hasta tauto que el crecimiento de los 
nuevos árboles permita sin perjuicio ni ries- 
go alguno este ú otro cualquier aprovecha- 
miento: en el concepto de que ni por un so- 
lo día ha de permitirse, disfrute de ninguna 
especie en ios terrenos quemados, bajo la 
mas estrecha responsabilidad de los Alcal- 
des de los pueblos y demás funcionarios pú- 
blicos, toaos Jos cuales responderán con sus 
bienes y personas, coa arreglo á las leyes, 
de Ja menor tolerancia que dispensasen acer- 
ca de este asunto. Por último, quiere S. M. 
la Reina que V. S. dé á esta disposición toda 
la publicidad que corresponde, y vigile su 
cumplimiento con todo esmero, proponien- 
do á su Real aprobación cuantos medios le 
sugiera su celo no tau solo para evitar en lo 
sucesivo los incendios de los montes, sino 
también para conseguir la reparación délos 
danos sufridos hasta aquí por semejante cau- 
sa.» (CL. i. 40, p. 132.) 

R. O. de 24 marzo de 1847. 

Uoglas para la repoblación y fomento do los montes, 

(Gob.) Es la voluntad de S. M. la 
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Reina que por ahora se observen las dispo- 
siciones siguientes: 

1. a Los comisarios y peritos agrónomos, 
luego que la estación lo permita, darán prin- 
cipio á la visita general que debeu hacer en 
la primavera á todos los montes del distrito 
ó distritos de que estuvieren encargados; en 
la inteligencia de que han de repartirla al 
otoño próximo de ia manera* que mas con- 
venga y los Jefes poli ticos determinen. 

2. a AI practicar esta y las demás visitas, 
reconocerán con detención los montes para 
enterarse de su estado y asegurarse de que 
las cortas y aprovechamientos previamente 
permitidos se lian ejecutado con la exactitud 
y rigor que previenen las ordenanzas y de- 
más disposiciones vigentes, participando á 
los Jefes políticos ó á los Alcaldes de ios pue- 
blos, ó denuuciando en su caso los abusos y 
contravenciones que se hubieren cometido 
desde la visita anterior. 

3. a Los comisarios llevarán en sus visi- 
tas dos libros foliados y rubricados en su 
primera y última hoja por ios Jefes políticos. 
Servirá uno de ellos pura expresar con toda 
la precisión y exactitud posibles cuanto hu- 
biesen observado de notable en los montes 
del Estado; y el otro tendrá el mismo uso 
respecto de los montes de los pueblos. 

4. a En estos libros se liaran las obser- 
vaciones y asientos con la debida separación 
y serán objeto principal de las indagaciones 
de ios comisarios: Primero: El estado del 
arbolado, su decadencia ó progreso. .Segun- 
do: Las cortas que se verilicarou y en qué 
términos. Tercero: Si tueron ó no conformes 
á la concesión, y si en ellas se observaron 
las disposiciones de la ordenanza. Cuarto: Si 
según las circunstancias de cada monte es ó 
no necesaria ia repoblación. Quinto: Si pue- 
den ó no sufrir otras cortas sucesivas, y en 
qué puntos y circunstancias. Sexto: Si con- 
tienen maderas de construcción, ó solamente 
leñas y otros aprovechamientos. Séplinio: Si 
ofrece ó no dificultades la extracción de las 
maderas por ios carriles ordinarios, ó bien 
si se necesita al efecto abrir otros nuevos. 
Octavo: Si los aprovechamientos están eü 
razón de fas necesidades de ios respectivos 
pueblos. Y noveno: Si según la naturaleza 
de los terrenos y las necesidades de los ve- 
cindarios conviene hacer nuevas siembras y 
plantíos. 

5. a Con arreglo á estas noticias opor- 
tunamente clasiticadas, los comisarios darán 
cueuta de sus visitas á los Jefes políticos, y 
estos remitirán' al Gobierno el informe que 
produjeren, acompañado de sus observa- 
ciones. Los mismos datos servirán para in- 


formar en todo tiempo en ios diversos expe- 
dientes que promuevan los Ayuntamientos 
ó particulares para cortas y aprovechamien- 
tos extraordinarios, ú otros objetos condu- 
centes al fomento de los arbolados. 

(1. a Los libros de visila de que se nace 
mérito en la disposición 3. a , se conservarán 
en las respectivas Comisarias con los demás 
documentos á ellas correspondientes, y los 
comisarios encargados de su custodia harán 
su entrega á los que hayan de sucederlos en 
el mismo destino. 

7. a Los comisarios y peritos agrónomos, 
procediendo de acuerdo con ios Alcaldes de 
ios pueblos cuando verifiquen la visita de sus 
respectivos distritos , designarán aquellos 
terrenos donde hayan de hacerse las siem- 
bras ó plantaciones tanto eu este año como 
en los sucesivos. 

8. " Oído el parecer de ios comisarios y 
peritos agrónomos, los Alcaides dispondrán 
cuanto fuere necesario para la preparación 
de las tierras y ejecución de las labores que 
exija la siembra, según Jos climas, naturaleza 
del suelo y circunstancias de Ja localidad, 
observándose mientras que se publica la 
nueva ordenanza de montes, lo prevenido al 
efecto endas leyes y disposiciones vigentes, 
y con especialidad en la R. Ü. de 20 de no- 
viembre de 1841, sin perder de vista las 
modificaciones que lleva consigo el régimen 
administrativo actualmente establecido. 

9. “ Ejecutadas ias labores preparatorias, 
se harán en tiempo oportuno las siembras ó 
plantaciones tul cual se hubieren acordado, 
procurando que sean tan numerosas como 
fuere posible, y las ueeesidades de ios pue- 
blos reclaman. 

10. Rara que las siembras y plantaciones 
tengan el éxito que se desea, se observará 
cuanto se previene en ias leyes del ramo 
sobre su conservación, y particularmente en 
el núm. ü. u de la citada R. ü. de 20 de no- 
viembre de 1841, que prohíbe la entrada del 
ganado de toda especie en los terrenos uupva- 
meule plantados ó sembrados por un nú- 
mero determinado de años. 

11. Las contravenciones á lo dispuesto 
en el artículo precedente serán castigadas 
con lodo el rigor que permitan las leyes, 
cuya observancia vigilarán con ia mayor 
escrupulosidad ios Jefes políticos y Jos em- 
pleados del ramo. 

12. Si además de los árboles producidos 
en el país ó distrito respectivo, húmese otros 
que conviniesen á la naturaleza de su suelo 
y de su clima, y cuyo cultivo iuere de co- 
nocida utilidad, ios comisarios le propondrán 
al Jefe político, y este, prévíos los informes 
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oportunos, procurará que se ejecuten las 
siembras y plantaciones que correspondan; 
pero solo per vía de ensayo y hasta que los 
resultados acrediten la aclimatación é im- 
portancia de la nueva especie de arbolado. - 

13. Respecto de los montes del Estado, 
los comisarios; oyendo áios peritos, pro- 
pondrán á los Jefes políticos las plantaciones 
ó siembras que convenga ejecutar en ellos, 
para que aprobados por S. M. los gastos que 
se calculen necesarios, se proceda á las 
labores preparatorias de los terrenos, y opor- 
tunamente á las siembras ó plantaciones res- 
pectivas. 

14. Concluida la visita, los comisarios 
formarán una nota, que unirán al informe 
general de que trata la disposición 5.', en la 
cual se expresará la situación y extensión 
superficial de los terrenos designados en 
cada pueblo para las siembras 6 plantaciones 
en este año, y el número ó cantidad de se- 
milla y especie de les árboles que lian de 
sembrarse ó plantarse; en la inteligencia, 
de que al practicar la siguiente visita gene- 
ra!, los comisarios han de reconocer todos 
los terrenos destinados a la repoblación para 
dar cuenta al Gobierno del rigoroso cumpli- 
miento de cuanto se hubiere acordado ni 

. efteto, y de cuya ejecución serán los en- 
cargados y estrechamente responsables los 
Alcaldes de los pueblos. 

15. Los Jefes políticos, después de pro- 
curar que las visitas y plantaciones indica- 
das se realicen conforme á las disposiciones 
del Gobierno, remitirán á este Ministerio 
una razón circunstanciada de los trabajos 
hasta ahora emprendidos por los comisa- 
rios y peritos agrónomos, con las observa- 
ciones que creyesen oportunas para apreciar 
en su justo valor los servicios que hayan 
prestado desde que fueron encargados de 
sus destinos, y su influencia en la mejora 
de los arbolados y buena administración del 
ramo. Por último, S. M. quiere que los Je- 
fes políticos, examinando muy detenidamen- 
te, tanto en su letra como en su espíritu, es- 
ta y las demás disposiciones dictadas por el 
Gobierno para la reforma y mejor servicio 
de este ramo, determinen por sí, con arre- 
glo á sus facultades todo lo que conduzca a) 
exacto y pronto cumplimiento de lo manda- 
do. — De Rea; ónlen etc. Madrid 24 de mar- 
zo de 1847. (CL. t. 40, p. 295.) 

R. O. de 27 marzo de 1847. 

Guias para !a extracción y trasporte do maderas etc. 
de lodos tos montes. 

(Gob.) Por esta Real órden se previno 
que para la extracción de los productos fo- 


restales era preciso se acompasase la cor- 
respondiente guia. (CL. t.. 40, p. 316.) (1). 

R. O. de 7 abril de 1847. 

Son obligatorios, do oficio, lo6 servicios de los comi- 
sarios y peritos do montes 

(Gob.) Se manda: «i.° Que todos los 

servicios que presten los comisarios y peri- 
tos agrónomos ert los montes del Estado de 
los pueblos y de los establecimientos públi- 
cos, son obligatorios y de oficio, y se entien- 
den remunerados con las dotaciones señala- 
das á sus respectivos destinos. 

2.° Que cuando los referidos empleados 
los presten por disposición de la autoridad 
ó tribunales , á consecuencia de quejas 
ó denuncias, se Íes han de abonar los de- 
rechos que íes correspondan con arreglo 
al art, 602 de los aranceles judiciales vigen- 
tes, ó sea á razón de 36 rs. por dieta de seis 
horas de trabajo, aunque no llegue, con in- 
clusión de lo escrito; pero de cuenta de los 
culpables, ó solo en el caso de que á estos se 
les imponga la condenación en costas: 

Y 3.° Todos los servicios que los comi- 
sarios y peritos hagan á particulares en mon- 
tes sujetos a su dominio, no son obligatorios 
y por lo tanto les retribuirán de la manera 
que convengan entre sí; pero teniéndose en- 
tendido que solo harán este servicio cuando 
eí del Estado se lo permita.» (CL. t. 40, pá- 
gina 3 i i.) 

R. 0. de 7 abril de 1847. 

Uniforme y anuas do los guardas. 

(Gob.) Se manda facilitar por cuenta del 
Estado á los guardas de montes del Estado 
carabina y bandolera conforme al art, 36 
dei R. D. de 24 de marzo de 1846. «Y para 
que estos agentes del Gobierno se presenten 
siempre á la vi da de todos de la manera mas 
propia y conveniente á su carácter, ha dis- 
puesto igualmente S. ¡V». que tanto los expre- 
sados guardas de los montes dol Estado co- 
mo los mayores de á caballo destinados á 
la custodia y vigilancia de los de propios y 
comunes y vistan tomo traje particular y uni- 
forme en todas las prí;vinc¡as, además de la 
bandolera, sombrero redondo de ala grande 
con escarapela encarnada y una chaqueta de 
paño de color pardo, con cuello, vueltas de 
las mangas y vivos verdes y bolon dorado 


(11 Las Rs. Ords. de 21 de setiembre de 
1848 26 setiembre de 1849, 43 octubre del 
mismo, 21 febrero y 18 mayo de 1850, 10 mayo 
de 1851 y otras posteriores regularizaron este 
servicio, 'pero por la de 23 mayo de 1862 queda- 
ron abolidas las guias. 
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liso; siendo Ja adquisición de estas prendas ¡ 
de su cuenta y su uso obligatorio en todos 
los casos del servicio.» {CL. t. 40, p, 342.) 

R. O. de 16 mayo de 1847. 

Medidas sobro corla de árboles destinados á obras de 
minas. 

(Gob.) «He dado cuenta á S. M. la Reina 
de una instancia déla compañía minera titu- 
lada Gollantes hermanos, do Reinosa, en que 
manifiesta la necesidad de surtirse de mane- 
ras en los montes inmediatos á las minas eou 
el ün de atender á su entibación y demás 
obras interiores y exteriores de ellas , y pi- 
diendo que se autorice á ios Ayuntamientos 
de los pueblos para facilitárselas á precios 
convencionales, sin necesidad de solicitar en 
cada caso el permiso que se requiere para 
las cortas de árboles con arreglo a las dispo- 
siciones vigentes. Enterada S. M. , y con el 
objeto de evitar cualesquiera abusos que con 
este motivo pudieran cometerse, se ba ser- 
vido resolver que en las cortas de árboles 
destinados á las obras interiores ó exteriores 
de las minas, se observen, las reglas si- 
guientes: 

1. a Las empresas mineras que se en- 
cuentren en el caso de que se trata, pedirán 
las maderas que puedan necesitar durante 
un plazo de seis ó doce meses , por cálculo 
aproximado que pan de acompañar á las so- 
licitudes , instruyéndose ios expedientes en 
los términos que e»tán prevenidos. 

2. a Concedida Ja autorización por el Go- 
bierno , deberá preceder á la corta total ó 
parcial de los árboles el conocimiento y or- 
den del comisario respectivo, con arreglo al 
art. 10 del R. Ü. de 24 de marzo de 1846: 
pagando las empresas mineras al pueblo cu- 
yos sean los montes, el importe de las made- 
ras que reciba á precios convencionales, 
siempre que los empleados dél ramo estuvie- 
sen conformes con Ja tasación. 

3. " La corta, labra y extracción de los 
árboles lia de ejecutarse en un todo con su- 
jeción á las disposiciones de la ordenanza, de- 
biendo los Ayuntamientos acreditar docu- 
mentalmente la entrega de los árboles seña- 
lados para la empresa, concluido que sea el 
plazo déla comisión. 

Y 4. a Pasado este tiempo las empresas 
deberán solicitar nuevo permiso para obte- 
ner madera de los montcs.de los pueblos, 
aunque nc hubiesen corlado y recibido to- 
das las concedidas anteriormente. — Lo digo 
á Y. S. de órden de S. M. etc.— Madrid 16 
de mayo de 1847. {CL. t. 41, jp. 45.) 


R. O. de 30 de junio de 1847. 

Aprovechamientos de árboles de propiedad municipal 
' que se hallan en las márgenes dulas carreteras ¡z“- 

ncraies. 

(Com. ínst. Y O. P.) Con motivo de un 
expediente instruido á consecuencia de las 
contestaciones ocurridas entre el ingeniero 
jefe del distrito do León y el Ayuntamiento 
de dicha ciudad sobre ei aprovechamiento 
de los árboles situadas en las márgenes de 
la carretera general que conduce á Vallado- 
lid, S. M. sé lia servido resolver. 

1. ° Que pueda el Ayuntamiento previa la 
autorización corrspon diente , hacer la corta 
y aprovechamiento de los árboles de propie- 
dad municipal que se bailen en las márgenes 
de las carreteras generales. 

2. ü Que en los casos determinados por 
la disposición precedente concedan los Jefes 
políticos autorización para la corta de árbo- 
les, siempre que por su vejez ó inutilidad 
deban ser reemplazados con nuevas planta- 
ciones. 

3. ° Que así para las cortas como en las 
nuevas plantaciones de las márgenes de las 
carreteras, que los Jefes políticos deben pro- 
mover por todos los medios posibles, ejerzan 
los ingenieros respectivamente encargadas 
ia intervención que les corresponde en lodo 
lo relativo á la policía y conservación de las 
carreteras. 

4. ü Y que estas disposiciones sean igual- 
mente aplicables á las carreteras provincia- 
les, según lo dispuesto respecto de la orde- 
nanza vigente por ia Real orden de 27 de 
mayo de 1846.»— Madrid 30 de jumo de 
1847. {CL. t. 41, p. 236.) 

R. 0. de 29 octubre de 1847. 

Dispensación da subasta: abono de maderas, ote. 

(Gob.) «He dado cuenta á S. M del 

expediente que Y. S. remite (ei Gobernador 
de Huesca) con oficio de 29 del pasudo, re- 
lativo á ia corta de doscientos árboles en el 
monte común de la ciudad de Jaca, denomi- 
nado Oroel, para la recomposición de los 
edificios militares de la misma, á petición 
del ingeniero general. Enterada S. M. se~ 
ha servido mandar que se autorice la expre- 
sada corta en los términos que aparecen en 
el informe del comisario del ramo, siempre 
que el Ayuntamiento de la ciudad á cuyos 
propios pertenecen los montes no presen- 
te algún fundado reparo, ya sea respecto de 
la corta de ios árboJeSj ó bien en cuanto al 
precio en que han sido tasados, en ei con- 
cepto de que destinándose estas maderas a 
obras del Estado deberán entregarse al co- 
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mandante de ingenieros de dicha plaza sin 
que precedan las formalidades de que tratan 
los arts. 63 y siguientes de la ordenanza, 
relativas á la subasta mandada celebrar en 
los casos comunes. Por último, pertene- 
ciendo los montes á los propios del pueblo 
y no al Estado, según aparece del expedien- 
te, no puede prescmdirse de que el ramo 
de Guerra por cuenta de su respectivo pre- 
supuesto satisfaga al Ayuntamiento el valor 
de las maderas, con arreglo á su tasación. — 
De Real órden, etc. Madrid 29 de octubre de 
1847. { Col.of . del ramo, p. 176.) 

R. O. da 9 noviembre de 1817. 

Deslinde do montos particulares ó ou qus tienen con- 
do minio, 

Declara que «la letra y espíritu de la 
R. 0. de. 16 de febrero de 1847 relativa al 
deslinde de Jos montes del Estado y de ios 
pueblos no puede comprender á los que son | 
de dominio privado, ó á los en que los par - 1 
ticulares tienen condominio, respecto de 
los cuales ios interesados pueden solicitar 
que se practique cómo y cuándo les con- 
venga coa arreglo á las leyes y disposiciones 
vigentes. — De Real orden, etc.» 

R. O. i 2 de noviembre de 1847. 

Aprovechamiento de leñas para las necesidades de la 

construcción de caminos. 

(Gob.) «He dado cuenta á la Reina de la 
consulta de Y. S. de 5 del mes próximo 
pasado, sobre sí se ha de abonar por el ramo 
de caminos el valor de las leñas del monte 
común del pueblo de Ya lera de Arriba que 
se consumen en la fabricación de la cal y 
ladrillo que se ejecuta para las-obras del ca- 
mino de Valencia á Madrid, ó si se ha de 
conceder este aprovechamiento sin retribu- 
ción alguna, según pretende el ingeniero di- 
rector de dichas obras. En su vista, y de los 
antecedentes del asunto, atendiendo tí que 
no puede privarse al ramo de caminos de la 
franquicia que tiene concedida para el dis- 
frute de las leñas que se necesiten al efecto 
indicado y sin la obligación de satisfacer su 
importe cuando los demás vecinos no estén 
obligados tampoco á abonar cantidad alguna 
por el mismo beneficio; y considerando’ que 
la ordenanza solo prohíbe los usos, aprove- 
mientos ó servidumbres contrarios á las le- 
yes generales ú ordenanzas hasta entonces 
existentes, y que el aprovecharniente referi- 
do en beneficio del Estado estaba expresa- 
mente autorizado, S. M. se ha servido decla- 
rar que no debe ponerse obstáculo al uso 
que se solicita; entendiéndose gratuito si lo 
es para ios vecinos, y mandando que si fuese 
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excesivo lo haga V. S. presente al Gobierno 
para la resolución conveniente. — De Rael 
órden, etc. Madrid 12 de noviembre de 1847. 
(Col. of. del ramo de montes, p. 177.) 

R. O. de 16 enero de 1848. 

Montes comunales da las parroquias. - deberes de los 
pedáneos... 

(Gob.) «La Reina se ha servido de- 

clarar que respecto de los montes comunes 
de las paroqnias rurales de esa provincia 
(Orcuse) y las demás del Norte de España 
que se hallen en su caso, cuaudo no perte- 
necen al común del Ayuntamiento ó veci- 
no del mismo, la obligación impuesta por la 
R. O. circular de 24 de marzo último, rela- 
tivamente á las siembras y plantíos de árbo- 
les, corresponde exclusivamente á los pedá- 
neos de las parroquias; determinándose cada 
caso particular con vista de los títulos de ad- 
quisición, usos y costumbres introducidas 
en su disfrute.— De Real órden, etc. Madrid 
16 de enero de 1848. [Col. of. del ramo 
de montes, p. 180.) 

Ley de 19 marzo de 1048. 
Aprobando como ley si proyecto del Código penai. 

Los artículos que penan las infracciones 
de montes son los nñins. 437, 438, 468, 
470, 472 al 478, 487, 488, 430 á 492, 496, 
497, 499, 504, y 505. Se hallan insertos 
en su lugar tomo Ííf, págs, 192,195,196, 
199, 200 y 201. 

R . O. de 3 abril de 1848. 

Leñas para ferrerias.,... 

(Gob.) Dispone que para los aprovécha- 
los de leñas con destino á las Terrerías no se 
prescinda de las formalidades de la Real or- 
den de i4 de noviembre de 1846, resolvien- 
do á la vez en beneficio de esta industria 
que se procure facilitar los contratos que los 
fabricantes soliciten hacer con los Ayuuta- 
¡ taimemos para el aprovechamiento de la ie- 
l fias y surtido de combustibles por dos, tres 
ó lo mas cuatro años con sujeción á la su- 
basta y demás formalidades ordinarias. 

R O. de 22 mayo de 1848. 

Montes del común de ios pueblos: id, del común de 
vecinos. 

(Gob.) A la vez que se declaran ilegales, 
nulas y sin ningún efecto ciertas ventas de 
árboles y leñas hechas por algunos vecinda- 
rios sin las formalidades de ordenanza, se 
establece la siguiente doctrina: 

«l. u Que la legislación administrativa 
vidente no reconoce la diferencia que se 
pretende establecer entre los montes del co- 
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muD de los pueblos y los del común do los 
veciuos. 

2. ° Que es inadmisible el principio de 
que los vecindarios por sí y con indepen- 
dencia absoluta de Jos Ayuntamientos y del 
Gobierno puedeu disponer otmiímodameme 
de dichos montes llamados del común de ve- 
cinos, asimilándolos con notoria equivoca- 
ción á Jos de dominio particular. 

3. ° Que lodos los montes de propios ó 
comunes, cualquiera que sea la época y ori- 
gen de su adquisición, están sujetos á las 
disposiciones generales que hoy rigen, en 
virtud de las cuales ios vecinos no están au- 
torizados para proceder al aprovechamiento 
de sus arbolados sino por medio de los 
Ayuntamientos que son los administradores 
legítimos de los intereses comunales con ar- 
reglo á la ley.» (Coi. of. del ramo de mon- 
tes, p. 184.) 

ñ. O. de 13 junio de 1848. 

Atribuciones de los empleados de montos en los de 
bienes nacionales. 

(Hac.) «He dado cuenta á ía Ruina del 
expediente instruido en este Miuislerio en 
vista Je las comunicaciones dirigidas por ei 
del cargo de V. E. en 2b de marzo de Í84b 
y 19 de agosto de 1846, manifestando la 
conveniencia de que se pongan hajo la Vigi- 
lancia de los comisarios, peritos agrónomos 
y demás dependientes del ramo de montes 
las linca- de esta ciase procedentes de bie- 
nes nacionales, á lia de que cuiden de su 
conservación, beneiicio y lomen lo, como lo 
hacen con todos los demas pertenecientes 
al Estado y á los pueblos, y conformándose 
S. M. con el parecer de la Dirección general 
de lincas del Estado, se ha servido mandar 
sigmüque a V. E. que siempre que la inter- 
vención y iiscaiizaciou en los Telendos mon- 
tes por los empleados dependientes del Mi- 
nisterio de su cargo se limite ú reconocerlos, 
determinar las épocas en que deben reali- 
zarse las cortas y las condiciones á que de 
hen sujetarse ios contratistas para que no se 
causen perjuicios al arhuiauo, no hay incon- 
veniente en que así se verifique, pero sin 
que dicha intervención se extienda á poner 
el menor obstáculo á los administradores de 
lincas del Estado para arrendar ios montes, 
subastar las leñas en las épocas en que es 
costumbre hacerlo, recaudar sus productos 
y tener guardas que vigilen la conservación 
de aquellos con arreglo á las órdenes é ins- 
trucciones que reciban de la Dirección ge- 
neral-.— -De Real órden etc. Madrid 13 de 
junio de ( 648 . {-C'L. í. 44,/). 118.) 


ti. Ü. de 24 de junio de 1848. 
Relaciones semestrales ü» cortas y aprovechamientos . 

(Coa.) « La Rema se ha servido dis- 

poner que los comisarios formen y remitan 
periódicamente por conducto de los Jefes po- 
líticos relaciones tic las cortas y aprovecha- 
mientos de los montes comprendidos en sus 
respectivos distritos, de tas plantaciones y 
siembras hedías en ios mismos y de las de- 
más noticias que se expresan en las hojas 
impresas que adjuntas se acompañan, para 
lo cual se observaran las prevenciones si- 
guientes: 

1. a Las relaciones serán separadas para 
las tres clases üe montes sometidas al régi- 
men administrativo, á saber, ael Estado, de 
los pueblos y de ios establecimientos púoii- 
cos, se remitirán dos veces al uño, y cor- 
responderán a ios dos semestres del mismo, 
uno desde 1. a de abril a 30 de setiembre y 
otro desde Ife de uembre á 13 ue marzo. 
Dolieran estar lirmadus por ios comisarios y 
y autorizadas con ei visto bueno de ios Jefes 
políticos, 

2. ° be exjjresarán por orden alfabético 
los pueblos a que se reíierau fes cortas, apru- 
vecnamieüLos y demás noticias indicadas en 
la relación eu uua ó varias hojas, estampán- 
dose ai pié de ellas la suma de todas las 
cantidades que aparezcan eu las respectivas 
columnas, y procurando en todo fe mayor 
exactitud. 

3. a Cada relación se extenderá por tri- 
plicado á iiu de que un ejemplar se remita a 
este Ministerio quedando otro en la Secreta- 
ría del Gobierno político, y otro en la Comi- 
saría respectiva. 

4. a Los Jefes políticos dispondrán que 
los Alcaldes y administradores de los mon- 
tes de establecimientos públicos presenten 
con la debida oporLumdad notas expresivas 
de todos ios datos y noticias que compren- 
den las relaciones semestrales, cuidando ios 
comisarios pur sí y por sus subalternos de 
comprobar y de asegurarse de ia exactitud 
de dichos datos, ya por los antecedentes que 

; obren en su poder, ya por las observaciones 
que hubieren-hecho ai practicar las visitas y 
reconocimientos de los montes. Las notas 
parciales deberán quedar archivadas en la 
Comisaría. 

ü. a bi además de los aprovechamientos 
mencionados en las hojas reíeridas hubiere 
alguu otro no comprendido en ellas, se ex- 
presará por nota ai pió de las mismas, y su 
importe se aumentará á la suma total de los 
productos con la debida explicación. 

6. a Tanto en las medidas de ks semillas 
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empicadas en la siembra ue terrenos como 
las que expresen los productos ó aprovecha- 
mientos en especie de los montes, se redu- 
cirán á las castellanas cuando entre estas y 
las del país hubiere diferencia, expresándo- 
se por nota al pié del estado la respectiva 
equivalencia. 

Y 7. a El Jefe político, en vista de las co- 
municaciones de los empleados del ramo y 
Alcaldes de los pueblos, calificará la impor- 
tancia ó mayor entidad de los incendios ocur- 
ridos en los montes, para los efectos expre- 
sados en el estado respectivo y cumplimien- 
to de lo dispuesto en Real orden separada 
de esta fecha. — De Ja de S. M., etc. — Ma- 
drid 24 de junio de 1848. (CL, t. 44, p. 160.) 

- R. O. de 24 junio de 1848. 

Sobre incendios de montes. 

(Gob.) ..... «La Reina ha tenido á bien 
mandar: 

1. ° Que los Alcaides y empleados del 
ramo den conocimiento á V. S. de todos los 
incendios de (licita clase que ocurrieren en 
sus respectivas jurisdicciones y distritos, con 
expresión de sus principales circunstancias. 

2. ° Que al trasmitir Y. S. á este Minis- 
terio el aviso del suceso, manifieste su ori- 
gen, extensión, perjuicios aproximados, dis- 
posiciones adoptadas por la autoridad res- 
pectiva y empleados del distrito, y por últi- 
mo, el cumplimiento de todos en el desem- 
peño de los deberes que les incumbe para 
atajar la propagación de los incendios y re- 
parar los daños.» — De Real orden, etc. — 
Madrid 24 de junio de 1848. ( CL . t. 44, pá- 
gina 161.) 

R. O. de 24 junio de 1848. 

Ñolas semestrales de denuncias. 

(Gob.) Se determina que ios comisarios 
de montes formen por duplicado las notas 
que exige el art. 19 del R. D. de 24 de mar- 
zo de 1846, sobre juicios entablados y las 
sentencias obtenidas á instancia de la Admi- 
nistración, siendo una de las notas para el 
Ministerio'. (CL. t. 44, p. 162.) 

R. O. de 21 setiembre de 1848. 

Se dictaban reglas para Ja expedición de 
guías, hoy innecesarias por la supresión de 
estas. 

R. O. de 9 octubre de 1848. 

Sobre repoblación de ios montes. 

Lamentándose el Gobierno en el preám- 
bulo de esta Real orden de haber sido hasta 
cierto punto estériles las disposiciones con- 


tenidas en las de 20 de noviembre de 1841 
y 24 de marzo de 1847, que tuvieron por 
objeto no solo la repoblación de ios montes 
del Estado y de los propios y comunes de 
los pueblos, si no la promoción de siembras 
y nuevas plantaciones, recuerda de nuevo 
su exacto cumplimiento excitando para ello 
el celo de las autoridades ¡ocales, y á Ja vez 
dicta varias disposiciones, cuyo contenido 
es el siguiente: 

1. a , 2. a , 3. a y 4. a Que los Ayuntamien- 
tos consignen en sos presupuestos una can- 
tidad determinada con destino á la conser- 
vación y mejoras de los montes y plantíos, 
y que propongan los Gobernadores, respecto 
de ios del Estado, la cantidad que sea ne- 
cesaria. 

«5. a Aun cuando no se hayan terminado 
las visitas á los montes determinadas en el ar- 
ticulo 1 .“ de Ja Real circular de z4 de marzo 
de 1847, dispondrán ios Jefes políticos que 
sin excusas ni dilaciones de ninguna especie, 
los comisarios de montes y peritos agróno- 
mos designen con la posible precisión ios ■ 
montes üe sus respectivos distritos en que 
lian de verificarse las plantaciones, asi como 
también ios terrenos en que de nuevo deben 
hacerse Jas siembras y plantíos. 

6. a Aquellos moutes serán preteridos 
para la repoblación que prometan mayores 
ventajas, ó por las disposiciones naturales de 
su suelo, ó por su proximidad á las grandes 
poblaciones, ó por la escasez que se advierta 
en ios contornos inmediatos de leñas y ma- 
deras de construcción. 

7. a Guando ios recursos lo permitieren, 
será general y simultánea la plantación y la 
siembra de los montes de Jos comunes en 
cada distrito. 

8. a Los peritos agrónomos procederán 
inmediatamente á señalar los terrenos que 
han de roturarse, disponiendo en ellos ios 
Ayuntamientos todas las labores prepara- 
torias que reclama el cultivo dei ariiotado á 
que se destinen, de tal manera que en Ja 
época oportuna se baile Ja tierra convenien- 
temente preparada para ios sem.lleros, siem- 
bras y plantaciones. 

9. a Las semillas y. ios plantones serán 
desde luego acopiados por los Ayuntamien- 
tos, poniéndose al electo de acuerdo con los 
peritos agrónomos que manifestarán su opi— 
niou acerca de su calidad y propiedades, sin 
cuya aprobación no podrán admitirse. 

10. Si hubiesen de ensayarse siembras ó 
plantaciones de arboles no conocidos en el 
país, y cuya aclimatación se considere con- 
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veniente, se observará cuanto á este pro- 
pósito se dispone en el art. 12 de la Real 
circular de 24 de marzo de 1847. 

11. El Jefe político proporcionará á los 
Ayuntamientos por su costo y costas las se- 
millas y plantones de que careciese la pro- 
vincia, procurando su adquisición alli donde 
por la naturaleza del clima y del terreno 
sean de mejor calid td y mas análogos á las 
disposiciones del suelo á que se lis destina. 

12. Todas las auteriores disposiciones 
preparatorias se ejecutarán sin pérdida d 
tiempo para aprovechar las estaciones opor- 
tunas é inmediatas de las siembras y planta- 
ciones. Cualquiera omisión ó negligencia en 
los empleados del ramo sobre el cumpli- 
miento de cuanto aquí se previene, todo 
retraso voluntario ó que no se hallase jus- 
tificado por causas inevitables, cera cas- 
tigado con el rigor que las leyes permiten. 

13. Los Jefes políticos darán parte cada 
quince dias dei estado de estas operaciones 
y de los obstáculos con que tropezasen para 
su ejecución.» — De Real orden etc. Madrid 9 
de octubre de 1843. ( CL . t. 45, p. 202.) 

R. O. c le 22 noviembre de 1848. 

Servidumbres délos moatos públicos. 

(Gob.) «... S, M. ha tenido á bien resol- 
ver que según está mandado se permita á 
los operarios en la carretera de aprove- 

char ios pastos y leñas de los montes pübli - 
eos ó comunes, conforme lo disfrutan los ve- 
cinos de los respectivos pueblos, y con suje- 
ción á las disposiciones vigentes de montes; 
pero que de ninguna manera se haga exten- 
siva esta medida, sin la competente indem- 
nización, á los montes y terrenos que fuesen 
de propiedad de los mismos pueblos, y como 
tales ó de propios están considerados en sus 
antiguos reglamentos que les fueron aproba- 
dos para cubrir sns atenciones.» ( Colección 
oficial' del ramo , p. 205.) 

R. O. de 27 enero de 1849. 

Arbole» para construcciones de la Armada, 

Se devolvió ai- Jefe político de Santan- 
der, aprobado, el expediente de autoriza- 
ción para la corta de sesenta y cuatro ár- 
boles señalados por el comisionado del Fer- 
rol en los moutes de San Vicente de la Bar- 
quera, con destino á las construcciones de 
la Armada d M Estado , debiendo verificarse 
la corta dando aviso al comisario del ramo, 
satisfaciendo al Ayuntamiento la cantidad en 
que estaban tasados, dejando á favor del mis- 
mo ios despojos que resultasen después .de 


sacadas las piezas útiles para la construcción 
. y con otras prevenciones para que el Ayun- 
tamiento reemplazare con buen roble albar 
los árboles cortados, tres por uno , y para 
evitar danos en el monte. (Col. of. del ra- 
| mo, p. 206.) 

I 

R. O de 8 febrero de 1849. 

f Moda do tasar las maderas destinadas á construcciones 
de buques de guerra, 


I 

t 


I 

s 


(Gob.) «La Reina se lia servido mandar 
que en la tasación de las maderas que se 
destinen á las construcciones de los buques 
de gueira se oiga á los comisionados de 
ios departamentos de marina; atendiéndose 
cuanto sea posible las reclamaciones que hi- 
cieren acerca del justiprecio de los árboles, 
sin perjuicio alguno de los derechos de los 
pueblos propietarios de los montes, en el 
concepto de que si ios comisionados roferi- 
■ dos reclamasen contra la tasación, lia de so- 
meterse esta ai parecer de otro perito, oyén- 
dose después á los Ayuntamientos ó particu- 
lares interesados, y -haciéndose constar todo 
en ios expedientes que se remitan á este Mi- 
nisterio para ¡a resolución de S. M. — De 
Real orden etc. — Madrid 8 de febrero de 
1849. (Col. of. del ramo^p. 207). 


It. O. de 20 febrero de 1849. 

listados sobre denuncias de montes. 

Se encarga á las Audiencias y Juzgados 
que faciliten con regularidad á los comisa- 
rios de montes noticias trimestrales relativas 
á las denuncias entabladas, su estado y pro- 
videncias deíinihvas que recaigan. 

Se comunicó por Gracia y Justicia á los 
Tribunales en 28 de marzo. (CL. t. 46 , pá- 
gina 178.) 

R. O. de 22 febrero de 1849. 


(Gob.) Ordena la intervención pericial 
de los empleados de montes en los adminis- 
trados por ia Hacienda. (Col, of. del ramo , 
pág. 208.) 

R. O. de 6 marzo de 1849. 

Modo do distribuir los productos entre ios pueblos co- 
m dúo ros. 

(Gub.) «Enterada S. M. de la instancia 
del Ayuntamiento de la villa de Ciluentes, 
que V. S. remitió á este Ministerio con su 
olicio, fecha 20 de febrero último , y en que 
solicita que, moddicándose ¡o prevenido cd 

ia R. O. de 14 de octubre próximo pasado, 

se declare que el producto del carboneo eje- 
cutado en el monte Arda!, de uso común en- 
tre dicha villa y la de Val. su aotigua aldea, 
se reparta entre ambas con- proporción a sus 
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respectivos vecindarios, y no por mitad co- 
mo por dicha Rea) órden se dispone; se ha 
servido resolver, que tanto el producto del 
carboneo del expresado monte , cnanto los 
demás de que fuere susceptible el terreno 
común , se distribuya entre ambos pueblos 
comuneros habida proporción á sus respec- 
tivos vecindarios, según lo exigen los prin- 
cipios de justicia y de equidad que deben te- 
nerse en cuenta en casos de esta naturaleza. 
— De Real órden etc. — Madrid 6 de marzo 
de 1649. (Col. of. del ramo , p. *209.) 

R. Q. de 7 marzo de -1849. 

Estados semestrales, 


se quemase con la lena la corteza de los 
árboles de encina , roble, alcornoque y de 
otros que fueren útiles para el uso de las. 
tenerías, y se previene que los Ayuntamien- 
tos procuren estipular en los contratos de 
cortas de árboles y leñas >a venta separada 
de las cortezas que deberá tasarse aparte 
de las maderas y demás productos de los 
montes, como medio de aumentar los ren- 
dimientos ó ingresos en los fondos munici- 
pales y de evitar cortas inconsideradas de 
robles, encinas, alcornoques v demás árbo- 
les de cortezas curtientes.» (Cl. t. 47, pá- 
gina 36.) 


(Gob.) Hace varias prevenciones sobre la 
redacción de los de aprovechamientos (Col. 
of. del ramo , p. 209.) 

Rs. Qrds. de 12 marzo de 1849. 

Arboles para la marina da guerra. 

(Gob.) Se previno que su señalamiento 
se hiciese á presencia Je los empleados de 
montes y se mandó exceptuar de una corta 
señalada para la marina, estimándolas re- 
clamaciones de los Ayuntamientos dueños 
de los montes , aquellos árboles cuya falta 
pueda inferir á los montes ó á los vecinda- 
rios perjuicios graves , procediéndose ni se- 
ñalamiento de oíros nuevos en reemplazo de 
los excluidos, siendo de cuenta de la marina 
el importe de cualquier árbol que se hubie- 
se. señalado y cortado, aunque después de 
derribado resultase inútil; con otras preven- 
ciones. (Col. of. del ramo. p. 211.) 

R. O. de 7 abril de 184.9. 

(Gob.) Se declaró cuáles eran, después 
de publicada la ley de 8 de abril de 1845, las 
atribuciones de los comisarios en los montes 
de ios pueblos. (Col. of. del ramo , p. 107.) 

R. O. de 7 mayo de 1849. 

Daba reglas sobre la época del año y de- 
más condiciones con que se ha de hacer 
la corta, poda y descortezamiento de los ár - 
boles de encinas, robles, alcornoques y 
otro:;; pero filé derogada por otra de -10 de 
setiembre de 1861. 

R. O. de 10 mayo de 1849. 

Que no se queme la corteza do roble, encina y 
alcornoque. 

(Gob.) Se recomienda el exacto cumpli- 
miento de la Real provisión de 2 de marzo 
de 1785 en que se mandó que no se per- 
mitiese con ningún pretexto que en las cor- 
tas de montes para carboneos ú otros fines, 


R. O. de 1 * junio de 1849. 

Baldíos y realengos. 

(Gob.) Previene que la enajenación de 
estos mentes sea á censo el terreno y á venta 
Real el arbolado, conforme á lo prevenido 
con respecto de las fincas de propios en Real 
órden de 24 de agosto de 1834. (Col. of. del 
ramo, p. 222.) 

R. O. de \9junio de 1849. 

Los montes dependen de la provincia en que rad iquen 

Suscitada competencia entre los Goberna- 
dores de Cádiz y Málaga sobre á quien cor- 
respondía la administración y gobierno de 
cierto monte perteneciente á ios propioo de 
un pueblo de la provincia de Málaga, pero 
situado en otro de Cádiz, se declaró á favor 
del de esta por considerar: 

«l.° Que el buen órden y regulari- 
dad en el servicio del ramo de montes exi- 
gen que la inspección y vigilancia que sobre 
este punto corresponde á la Administración, 
se ejerza por los subordinados de los Jefes 
políticos de la provincia en que radican los 
montes que han de ser inspeccionados y 
vigilados. 

2.° Que á no ser. así y á no designarse 
un territorio determinado á los empleados 
del ramo, dentro de cuyos límites hayan de 
ejercer sus funciones, seria imposible que 
tuviera efecto la suprema inspección que á 
ia Administración corresponde. 

Y 3.° Que. esta inspección y vigilancia 
común son compatibles con las facultades 
que corresponden á los Ayuutarnemtos para 
administrar los bienes de sus propios con ar- 
reglo á las leyes. — De Real órden, etc. 

li. O. de 6 julio de 1849. 

Expediento* para carboneos y otros aprovechamiento 
de monte*. 

(Gob.) «Para que no se retrase en nin- 
gún caso el despacho de los expedientes pro- 
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movidos por los Ayuntamientos para la cor- 
ta de árboles, carboneos ú otros aprovecha- 
mientos de los montes, con el objeto de cu- 
brir los gastos de las obras municipales, 
como ya ha sucedido alguna vez, y pudiera 
repetirse cuando no se instruyen dichos ex- 
pedientes con separación de los que corres- 
ponden á las mismas obras, á cuya ejecu- 
ción lian de aplicarse tales arbitrios, la Reina 
se lia servido mandar : 

1. ° Que no se solicite su Rea! permiso 
para Ja expresarla corta de maderas, carbo- 
neos ni demás aprovechamientos de su es- 
pecie, destinados á costear las obras muni- 
cipales referidas, sino dsspues de haberse 
resuelto separadamente el expediente relati- 
vo á dichas obras, conforme á lo preveni- 
do en las leyes y demás disposiciones vi- 
gentes. 

2. ° Que al solicitar el permiso para la 
corta de árboles ó aprovechamiento del 
monte, se exprese siempre la circunstancia 
de estar ya autorizada por el Jefe político, ó 
en su caso por el Gobierno, la obra á que se 
quiere destinar el producto de dicho ar- 
bitrio. 

3. ° Que cualquiera que sea la importan- 
cia y conveniencia de las obras proyectadas, 
y aunque estuviesen aprobadas, los comisa- 
rios y peritos agrónomos no apoyen en sus 
informes los disfrutes de los montes que 
hubiesen propuesto para aquel objeto los 
Ayuntamientos cuando de ello pudieran se- 
guirse perjuicios á la buena conservación y 
fomento de los arbolados; instruyendo al 
Gobierno en todos los casos con la mayor 
exactitud acerca del estado de las mismas 
fincas. 

Y 4.° Que tanto los expedientes ins- 
truidos con tal objeto, como los que se pro- 
muevan para cubrir las demás atenciones 
ordinarias del presupuesto municipal, ó para 
la entresaca, limpia y beneficio de los mismos 
montes en los términos que están preve- 
nidos, se remitan á este Ministerio, según lo 
mandado, con toda la anticipación posible á 
la época en que deban ejecutarse las opera, 
dones, á fin de que resuelvan con deteni- 
miento y pueda procederse sin precipitación 
alguna en las subastas de maderas, leñas ó 
demás productos en beneficio de los in- 
tereses municipales.» — De Real orden etc. 
Madrid 0 de julio de 1 848. ( CL . t. 47, pá- 
gina 360 ) 

R . O. de 8 noviembre de 1849. j 

Aprobando el reglamento para lo» guardas muñid- I 
pales del campo. i 

(Com, Inst. v o. p.) Por el art. 14 par- 1 


rafo 4.°, se les ordena denuncien toda in- 
fracción á las ordenanzas de montes y plan- 
tíos. (t. VI , p. 953.) 

R. O. de 8 noviembre de 1849. 

Concesiones á empresas mineras. 

(Gob.) Declara que el derecho que con- 
cedía el art. 21 déla ley de 4 de julio de 1825, 
á ias empresas mineras para el disfrute de 
leñas, maderas y carbón de los montes mu- 
nicipales, no pued • extenderse sino al dis- 
frute de aquellos efectos en cuanto baste 
para cubrir las necesidades habituales y do- 
mésticas de los vecinos, no pudiéndose ad- 
mitir de Dinguna manera la interpretación 
de que un xrneino que ejerce alguna indus- 
tria, aunque sea la minera tiene derecho á 
aprovecharse de las leñas y carbón que ne- 
cesite para llevar á cabo su empresa, puesto 
que eu tal caso destruiría en poco tiempo 

dilatados bosques » (Col, of, del ramo 

pág. 236.) 

R. O. de 13 diciembre de 1849. 

(Gob.) Están libres de derechos las ma- 
deras del Estado en la navegación por el 
Guadiana menor y afluentes. 

R. O. de tO enero de R150. 

Declaró que los cargos de guardas de los 
montes de propios y comunes de los pueblos 
.son incompatibles con el ejercicio de la ga- 
nadería. {Col. of. del ramo, p. 242.) 

R. O. de 10 enero de 1850. 

Montes baldíos realengos. 

(Gob.) Contiene disposiciones para acre- 
ditar la propiedad de los mismos y su enaje- 
nación con arreglo á las ordenanzas del 
ramo, obligando á los compradores á que 
los cultiven y verifiquen plantíos de árboles 
cuando fuere posible. {Coi. of. del ramo, pá- 
gina 240.) 

R. O. de 21 febrero de 1850. 

Honorario» de empleados de montes. 

Declaró que los empleados de montes no 
deben percibir honorarios por el ju si iprecio 
de los árboles cuya corta soliciten ios par- 
ticulares, por deber considerarse como ser- 
vicio de los Ayuntamientos; y que los únicos 
¡ casos en que los particulares están obliga- 
dos á retribuir á los empleados los servicios 
que de ellos reciban, son los que se expre- 
. san terminantemente en la circular de 7 abril 
i de 1847.» 
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R. 0. de 8 marzo de d 850. 

(Gob.) Se declara qne en las enajenacio- 
nes á censo de terrenos de propios, cum- 
pliendo con Jo prevenido en !a regla 5. a de 
la IV O. de 24 de agosto de 1834, no puede 
incluirse el arbolado, siendo responsable la 
autoridad que aprobó esta enajenación de los 
perjuicios inferidos á los fondos comunales 
por la inobservancia de la citada Real órden. 
Y que los empleados del rano deberán ejer- 
cer sobre la conservación y aprovechamien- 
to de Jos arbolados de dichos terrenos la 
misma vigilancia que ejercen respecto de 
los demás montes públicos conforme á lo 
mandado 

Tí. O. de 20 marzo de 1S50. 

■ Se reservó al Ministerio del ramo el nom- 
bramiento de guardas de montes del Estado 
y de guardas mayores. (Colección oficial del 
ramo , p. 250.) 

Tí. O. de 11 abril de 1850. 

Aclara la circular de 10 mayo do 18-19 sobre, que no 
se queme la corteza de roble etc. 

(Gob.) Explicando el espíritu de la cir- 
cular de 10 de mayo de 1849 se dice lo si- 
guiente: 

«S. M. ha tenido á bien mandar diga á 
V. S. (al Gobernador de Soria) que aquella 
disposición, en la que se recuerda solo el 
cumplimiento de leyes antiguas, tiene por 
objeto evitar que se quemen sin ulilidad las 
cortezas curtientes a! hacer el carboneo, ó 
que se destruyan al tiempo de labrarlas ma- 
deras, cuidando de separarlas en uno y otro 
caso del leño para que puedan justipreciarse 
y venderse á parte á los fabricantes de cur - 
tidos que las necesiten para los usos do su 
industria. Pero eso no obstante, debe tener- 
se” entendido que la referida circular no dis- 
pensa del cumplimiento de ninguna de las 
disposiciones de las ordenanzas y demás Rea- 
les órdenes vigentes que establecen el mo- 
do de proceder á las cortas y aprovecha- 
mientos de los montes; quedando únicamen- 
te obligados los Ayuntamientos á vender con 
separación las cortezas, cuando por ello no se 
perjudiquen los intereses municipales; eje- £ 
rutándose en todo caso las cortasen su épo- ■ 
ca conveniente y no en otra; enajenándose 
¡as cortezas cuan o las maderas, y en públi- 
co remate; y siendo siempre de cuenta de 
los compradores su arranque o separación 
del leño, á no ser que e! mismo Ayuntamien- 
to quisiere anticipar en calidad de reintegro 
los gastos de la operación, á 1c cual, sin em- 
bargo, no puede ser obligado. Y como sea 


conveniente que todos comprendan bien el 
espíritu de la expresada Real órden tan fa- 
vorable á'los curtidores, asegurándoles el 
surtido de las cortezas, como á los pueblos, 
mejorando el producto délas subastas y dan- 
do estimación aun artículo que en muchos 
casos no la tiene y se desecha, quiere S. M. 
que, con arreglo á estas explicaciones, pro- 
ceda V. S. en todos los asuntos de esta cla- 
se en beneficio reciproco de unos y otros 
intereses, ilustrando en su caso á los em- 
pleados, á los Ayuntamientos y á los fabri- 
cantes, á fin de que tengan^ümplido resul- 
tado las disposiciones de la mencionada 
Real órden circular. — De la de S. M.; etc. — 
Madrid \\ de abril de 1850.» (Col. of, del 
ramo, p. 253.) 

R. O. de 31 mayo de 4850. 

Resuelve que la R. O. de 20 de enero de 
1847 en lo que dispone sobre acotamiento de 
montes incendiados, es aplicable aun en los 
casos en que los montes do propios se hallen 
arrendados con anterioridad á la misma, sin 
perjuicio de que los interesados usen de las 
acciones que les correspondan.» (Col. ofi- 
cial del ramo, p. 257.) 

7?. O. de 1 .° junio de 1850. 

Acotamientos en caso de incendio: mancomunidad de 
aprovechamientos. 

(Gob.) f Por identidad de razón que la 
Real órden anterior, dispuso esta que la de 
20 de enero de 1847 «es aplicable á todos 
los montes que se hallan bajo la inspección 
y vigilancia de la Administración, aun e_n los 
casos eu que los particulares sean dueños ó 
tengan derecho de mancomunidad de apro- 
vechamientos, quedándoles sin embargo á 
estos salvos sus derechos de exigir y hacer 
electiva la responsabilidad contra loe causa- 
dores del incendio.» (Col. of. del ramo, pá- 
gina 257.) 

R. O. de 19 julio de 1850. 

Denuncias á les tribunales do daños causados por 
autoridades administrativas. 

(Gob.) «Habiéndose observado que con 
frecuencia algunos comisarios de montes 
proceden á denunciar ante los tribunales or- 
dinarios á las autoridades administrativas sin 
intervención alguna de sus respectivos Go- 
bernadores, viéndose después estos en uni- 
dlos casos obligados á cegar la autorización 
para proceder en las causas que con tal mo 
íivo se forman; S. M. la Reina, con el objeto 
de evitar esta contradicción entre los actos 
de los Gobernadores y sus agentes, ha teni- 
do á bien mandar que los comisarios de 
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montes no denuncien á los tribunales los 1 
daños causados por las autoridades adminis- 
trativas sin dar cuenta á su respectivo Go- 
bernador y obtener previamente su consen- 
timiento. — De Real orden etc. Madrid Í9 
de julio de 1850,» (CL. t. 50, p. 629 .) 

R. O- de 14 octubre de 1850. 

Juramento de los guardas. 

(Gob.) Alterando lo dispuesto en el ar- 
tículo i 1 44 de la ordenanza se dispone que 
los guardas de montes del Estado «presten 
el juramento ei^lo sucesivo ante los Gober- 
nadores de las provincias, y en su defecto 
ante los Alcaldes, en el concepto de delega- 
dos suyos, sin perjuicio de lo qu se resuel- 
va en ía nueva ordenanza general.» (CL. to- 
mo 51, p. 194.) 

R. O. de 10 octubre de 1850. 

Extracción del corcho. 

Declaró que «no puede prohibirse por re- 
gla general ó absoluta la extracción del cor- 
cho y su aplicación á los usos de cualesquie- 
ra ramos industriales, sin que por eso en la : 
concesión de los permisos que al efecto se 
soliciten, deje de procederse de Ja misma ■ 
manera que se practica respecto de ios de- 
más aprovechamientos de los montes.» En- 
cargó, á la vez la instrucción de un expe- 
diente para cada caso, una prudente {imita- 
ción en la corcesion de su aprovechamiento 
para no perjudicar á ios arbolados, y la ob- 
servancia délas disposiciones de la ordenan- 
za. (Col. of. del ramo , p. 272.) 

R. O. de 17 octubre de 1850. 

Montes incendiados: acotamiento; inteligoncia de tas 

Rs. Ords. de 20 de enero de 1847 y l.° de junio de 

1850. 

(Gob.) «La Reina se ha enterado de una 
exposición de D. Agustín Morales, apodera- ¡ 
do general del marqués de Bélgida , en la | 
que con motivo de haberse prohibido por ¡ 
ese Gobierno de provincia la entrada de ga- i 
nados en unos terrenos de monte pertene- \ 
cientes á los propios de Alconchel, y en cu- ¡ 
yas yerbas y aprovechamientos dice tener | 
condominio el citado marqués, solicita que j 
se deciare ,que lo dispuesto en las Reales | 
órdenes de 20 de enero de 1847 y 1 de ju- ¡ 
nio del corriente sobre cerramiento del pas- j 
to por término de seis años de los terrenos 
en que haya ocurrido algún incendio, no es 
aplicable á aquellos terrenos en los que los 
particulares tiepen condominio ó mancomu- 
nidad de aprovechamientos. En su vista, y i 
teniendo en consideración lo raformado so- ; 
bre ei particular por la Sección de Goberna- I 


cion del Consejo Real, S. M. se ha servido 

resolver, de conformidad con el parecer de 
dicha Sección, que lo dispuesto en las Rea- 
les órdenes antes citadas se refiere solamen- 
te al caso en que perteneciendo y estando 
sometida la administración de los montes del 
Estado á las provincias ó á los pueblos ten- 
gan sin embargo, sobre sí alguna servidum- 
bre en virtud de la cual deban compartirse 
los respectivos aprovechamientos con parti- 
cular, pero que no puede hacerse extensivo 
á aquellos casos en que dichos partícipes 
sean propietarios en el terreno ó en el arbo- 
lada, por haber adquirido el dominio en vir- 
tud de título oneroso ó algún otro legítimo 
con administración separada de la del Es- 
tado. 

En su consecuencia es la voluntad de 
S. M. que V. S. permita desde luego en 
atención á lo avanzado de la estación, la en- 
trada de ganados lanares en los terrenos que 
el referido marqués posee en el término de 
Alconchel, con la precisa condición de que 
este justifique en el plazo de tres meses que 
la mancomún i dad alegada no es tan solo 
una simple servidumbre de aprovechamien- 
to, sino que constituye un verdadero condo- 
minio en los términos que van expresados, 
quedando responsables á las resultas en el 
caso que así no lo hiciese. — De Real or- 
den etc. Madrid 17 de octuble de 1850.» 
(Col. of. del ramo y p. 273.) 

R. O. de 1 ,° enero de 1 851 . 

Subastas sobre moDtes-, autorización por escribano. 

(Com. Inst. y Ob. í’úb.) «La Reina se 

ha servido prevenirme se manifieste á Y. S. 
como de su Real órden lo ejecuto que las 
subastas que se verifiquen con arreglo á la 
ordenanza de montes, deben autorizarse por 
escribano público al tenor de ío prevenido 
en los arf.s. 66 y 79 de la misma ordenanza. 
—De Rea! órden et,c. Madrid l.° de enero 
de 1851.» (Bol. of. de Alicante de 29 del 
mismo mes.) 

R. O. del 1 abril de 1851 . 

(Gob.) Recordando que los peritos deben 
ser auxiliados por los guardas en las opera- 
ciones de reconocimiento, señalamiento y 
tasación de productos forestales del Estado 
y de los pueblos «sin consentir que bajo 
ningún pretesto se ocasionen gastos indebi- 
dos'en pago de jornaleros para dichos tra- 
bajos á que no están obligados los rematan- 
tes.» (Col. of. del romo, p. 282.) 

R. O. de 28 mayo de 1851. 

(Com. Inst, y Ob, Púb.) Previene esta ór- 
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den que no se incluya en el pliego de con- 
diciones de subastas de productos de mon- 
tes la del pago del impuesto industrial que 
deben satisfacer á la Hacienda los rematan- 
tes. (Col. of. del ramo, p. 286.) 

R. O. de 14 octubre de 1851. 

Siembras y plantaciones. 

(Gom. Inst. yOb. Púb.) «Entre los medios 
adoptados para la repoblación de los montes 
del Estado y de los pueblos, se han conside- 
rado siempre como los mas dicaces las siem- 
bras y plantaciones periódicas en aquellos 
terrenos, que por su naturaleza misma se 
prestan al mas pronto y fácil desarrollo del 
arbolado. Acreditados por la experiencia 
donde el celo y la inteligencia de las muni- 
cipalidades correspondieron á las disposicio- 
nes de la administración pública, fueron 
declaradas obligatorias por laordenanzr.de 
montes; y repelidas Reales órdenes, no solo 
encarecieron hasta ahora su ejecución, sino 
que la hicieron obligatoria, preparándola con 
tanto mayor empeño, cnanto que la teoría y 
la práctica han venido á demostrar sus ven- 
tajas. Al recordarlas ahora se hace necesa- 
rio que aprovechando Y. S. la próxima es- 
tación,. disponga que los Ayuntamientos 
procedan desde luego á las siembras y plan- 
taciones en los terrenos de sus propios y co- 
munes mas á propósito para este objeto, y 
según sus recursos lo permitan. Casi todos 
lian consignado ya para tan preferente aten- 
ción una cantidad en sus respectivos presu- 
puestos, y ninguno hay que pueda descono- 
cer, no ya las utilidades, sino la necesidad 
de reparar las devastaciones de sus montes, 
lastimosamente deteriorados por la tala y el 
incendio en muchos años de guerras domés- 
ticas y extrañas y de lina administración 
poco conforme á ¿u fomento y mejora. 

Estos daños no se remedian de un golpe; 
son siempre lentos los procedimientos dé la 
naturaleza; y aun eficazmente auxiliada por 
los esfuerzos de! hombre, la restauración solo 
ofrece resultados después de muy continua- 
dos y penosos sacrificios. Pero es preciso 
no escasearlos si han de conservarse los 
restos de los antiguos arbolados, y con ellos 
la bondad del clima, las aguas que fecundan 
<?1 suelo, los adelantos ya" alcanzados en la 
agricultura, y las maderas de construcción 
naval y urbana, tan indispensables al Estado 

á los pueblos como á los particulares. 

Así, pues, teniendo V. S. presentes las 
disposiciones basta ahora adoptadas para las 
siembras y plantaciones en la R O. de 20 
de noviembre de 11141, y las circunlnres de 
24 de marzo de 1 8 47, i 4 de enero 1848 y 


0 de octubre del mismo, dispondrán desde 
luego: 

1 . ° Que se proceda en esa provincia á 
preparar y verificar en seguida fas siem- 
bras y plantaciones, conforme los recursos 
de los Ayuntamientos lo permitan y obser- 
vando a! efecto las reglas prescritas en las 
Reales órdenes y circulares ya citadas. 

2. ° Que sea preferida la repoblación de 
los montes actuales á la creación de otros 
nuevos, siempre que la naturaleza del sue- 
lo y las circunstancias locales prometan el 
resultado que se desea, y juafcfiquen esta 
preferencia. 

3. ° Que en la elección de las semillas se 
ponga la mas escrupulosa diligencia y sean 
examinadas por el comisario y el perito 
agrónomo, sin cuya aprobación no podrán 
emplearse. 

4. ° Que para designar los terrenos que 
se destinan á las siembras y plantaciones se 
consulte igualmente á los comisarios y peri- 
tos agrónomos, los cuales manifestarán su 
dictamen por escrito. 

5. ° Que los empleados del ramo dirijan 
todas las operaciones, auxiliando eficazmen- 
te los esfuerzos de los Ayuntamientos, y 
contribuyendo al mejor éxito de sus tra- 
bajos. 

6. ° Que si por Jas circunstancias especia- 
les de la localidad, la escasez de recursos en 
el momento, ú otras causas que ahora no 
pueden determinarse, se hiciesen imposibles 
las siembras y plantaciones en la próxima 
estación, se preparen por lo menos para la 
inmediata, emprendiendo desde luego todos 
aquellos trabajos que deben precederlas, y 
preparando los suelos de la manera mas. 
oportuna para asegurar el resultado y evitar 
nuevas dilaciones. 

7. ° Que del resultado de todas estas dis- 
posiciones dé V. S. conocimiento al Minis- 
terio de mi cargo, manifestándole los obstá- 
culos con que pueda tropezar su ejecución, 
y cuanto creyese oportuno, para que sea 
tan cumplida como conviene a la restaura- 
ción del arbolado. — De Real orden, etc. Ma- 
drid 14 de octubre de 1851. ( CL . t. 54, 
página 245.) 

R. O. de 2 junio de 1852. 

Las ordenanzas en Canarias. 

„„.S. M. se ha servido: «1.° Disponer 
se manifieste á V. E. que no pueden poner- 
so orí ejecución en cs&s islss Ifts disposición 
nos de las ordenanzas generales de montes, 
que son por su naturaleza objeto de ley; 
pero que se tendrán presentes las necesi- 
dades del ramo en esa provincia al redactar 
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el proyecto de las nuevas ordenanzas de 
montes en cuya formación se ocupa el Go- 
bierno. 

Y 2° Declarar videntes en esas islas to- 
das las disposiciones de las citadas ordenan- 
zas de 1833 y demás posteriores, que sien- 
do puramente reglamentaria?, no versen 
sobre objetos de ley; y mandar que ñor ellas 
se rija todo lo relativo á la organización y 
atribuciones del persona!, gestión, servicio 
administrativo, régimen, conservación, be- 
neficio, aprcmichainiento, parte facultativa ó 
pericial y pomeía administrativa del ramo. — ■ 
De Real órnen, etc. Madrid 2 de junio de 
t852.— Sr. Capitán general Gobernador de 
las islas Cananas. » 

R. O. de 28 junio de 1852. 

Servidumbre de leñas para obras públicas. 

I 

tPRESin.) Se facultó al presidente del ca- j 
nal de Isabel II para constituir las servidum- ¡ 
bres de lenas precisas para la prosecución i 
de los trabajos de las obras en los montes 
contiguos á ¡a línea del canal, bien perte- 
nezcan á propios, ó bien sean de particula- 
res, mediante la correspondiente indemni- 
zación. (CL. t. 56, p. 274.) 

R. D. de 2 agosto de 1852. 

(Gob.) Es el reglamento de la Guardia 
civil. Por el art. 30, párr. 2.°, es previene 
al Cuerpo vigile sobre la observancia de las 
leyes v disposiciones relativas á la con- 
servación de los montes y bosques del Es- 
tado, de los' públicos y de los particulares. 
— V. Guardia civil. 

R. O. de 10 noviembre de 1852. 

Monte» incendiados , acotamiento, consolidación del 
dominio, 

(Fom.) «Visto el expediente promovido 
por el conde de Santa Coloma, D. Juan Ma- 
nuel Herraiz, 1). Antonio Perez Aloe, mar- 
qués de la Conquista y otros propietarios, 
labradores y ganaderos , solicitando se decla- 
re que la R. O. Gire, de 20 de enero de 1847, 
en la parte que contiene la prohibición por 
seis años de aprovechamiento de yerbas de 
los montes quo. hubiesen sufrí ’o un incendio 
no debe tener aplicación cuando el suelo cor- 
responde á un particular y el arbolado á los 
pueblos, como sucede en varias dehesas que 
los interesados poseen en osa provincia: 

Vista la citada R. O. de 20 de enero do. 
1847.' 

Visto el art. ¡í.° de las ordenanzas de mon 
(es de 22 de diciembre de 1833 


Visto el art. 120 de las mismas orde- 
nanzas 

Visto el art, S25 de dicha ley 

Vista la R. O. de 17 de oclubre de 1850 
Considerando que , con arreglo al citado 
art. 5.° de las ordenanzas, los montes en 
cuestión se hallan sujetos ai régimen esta- 
blecido en las mismas: 

Que por sus arts. 120 y 125, también ci- 
tados, la administración está obligada á pro- 
hibir la entrada de los ganados en dichos 
montes, siempre que sea necesario evitar 
que perjudiquen á. sus nuevos arbolados: 
Que los pueblos tienen derecho á los de 
las dehesas de que se trata, y de consiguien- 
te á procurar su repoblación: 

Que al efecto es indispensable que estén 
facultados para defender ¡os arbolados nue- 
vos, prohibiendo la entrada de los ganados 
qne los destruyen: 

Que de consiguiente esta prohibición es 
un derecho que por títulos legítimos asiste á 
los pueblos, cuyo derecho modifica y limita 
el de propiedad de los particulares dueños 
del suelo, y lo sujeta á todas las trabas y res- 
tricciones necesarias para ta conservación y 
repoblación de los arbolados: 

Que los propietarios de¡ suelo tienen un 
| gran interés en los incendios y en evitar que 
¡se reproduzca el monte, porque con su des- 
trucción quedan dueños absolutos de las 
| lincas: 

¡ Que además con las quemas en los montes 
benefician el terreno, sirviéndole de abono 
las cenizas que hacen retoñar con mas fuer- 
za las plantas , obteniendo por este medio 
mas abundantes y mejores pastos: 

Que por eso de muy antiguo se observa 
la costumbre de incendiar ios montes , ha- 
biéndose dictado ya en tiempo de D. Feli- 
pe II una resolución para reprimirla, que es 
la ley 12, tít. XXIV , lib. Vil de la Novísima 
Recopilación, análoga á la de la Ciro, de 20 
de enero de 1847: 

Que la prohibición que esta contiene, ade- 
más de poner á cubierto ios derechos de los 
pueblos, destruye el poderoso aliciente que 
ofrecen los incendios , y contribuye grande- 
mente á la conservación del arbolado y á 
ale jar la posibilidad de tan terrible azote; por 
lo que, considerada bajo este aspecto es UDa 
medida de órden público é interés general. 

Que las circunstancias especiales en que 
se encuentra esa provincia, donde con tanta 
frecuencia se repiten los incendios de mon- 
tes, exigen la adopción de medidas enérgi- 
cas para impedirlos: 

Que según V. S. asegura, la prohibición 
de los pastos es la única capaz de producir 
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este resultado , y evitar la ruina inminente 
del arbolado de ese país: 

Que si bien los recurrentes proponen al 
efecto á varios medios distintos, ó son iDfica 
ces, ó ya se hallan en práctica: 

Que tampoco puede admitirse la propuesta 
que hacen de que se obligue mancomuna- 
- damente á los propietarios del suelo y de los 
arbolados, y á los arrendadores del monte ¿í 
repoblarlo por su cuenta, porque Ja Admi- 
nistración no está facultada para imponer 
semejante gravamen á los propietarios, y 
porque, aunque estos lo aceptasen volun- 
tariamente, no se evitaría el acotamiento, 
pues que cualquiera que sea el encargado 
de la cria de los árboles no puede obtenerse 
sin defender los píes jóvenes contra Jos ga- 
nados; de modo que la admisión de esta 
propuesta, en vez de aliviar á los dueños del 
suelo, les ocasionaría, sobre la pérdida de 
los pastos, una vejación inmotivada é injusta: 

Que los propietarios tienen derecho de 
reclamar la indemnización de los daños y 
perjuicios que esta pérdida les ocasiona 
contra ios culpables de los incendios: 

Que la R. O. de 17 de octubre de 1850, 
que alegan á su favor los interesados, ha 
sido dictada para un caso particular , y 
no debe tener aplicación corno medida 
general : 

Y finalmente, que sin embargo de todo 
son muy dignos de tenerse en cuenta ios 
perjuicios que á ¡os propietarios del suelo 
causan los acotamientos, y nada mas con- 
veniente y justo que procurar disminuirlos 
en cuanto sea posible, acordándolos única- 
mente cuando sean necesarios para la for- 
mación de nuevos arbolados; en la inteligen- 
cia de que la Administración, al prohibir los 
pastos, no tiene por objeto imponer á ios 
propietarios y ganaderos un castigo que, 
además de ser injusto, solo podría ser im- 
puesto por los Tribunales, sino la defensa 
de! arbolado. 

La Reina se ha servido desestimar la pre- 
tensión de los recurrentes, declarando no 
haber lugar á la derogación ó modificación 
déla mencionada Real orden circular de 20 
de enero de d 847, en la parte relativa á la 
prohibición por seis años de los pastos y 
aprovechamientos de los montes que sufran 
un incendio; pero es asimismo la voluntad 
de S. M. se encargue á Y, S.: • 

t.° Que acuerde esta prohibición sola- 
mente en aquellos casos en que á causa de 
haber sido destruido el arbolado por el fuego, 
sea preciso proceder á su repoblación, y de 
consiguiente resguardar el nuevo plantío 
contra los ganados que puedan perjudicarlo. 


2.° Que aun entonces se circunscriba la 
prohibición á la parte del monte que haya 
necesidad de resguardar. 

Y 3.° Que por tanto no se prohíban los 
pastos cuando los incendios sean leves y no 
inutilicen el arbolado, continuando este en 
buen estado sin exigir el monte la formación 
de nuevo plantío. 

Por último, teniendo en considerador los 
graves inconvenientes que ofrece siempre la 
división del dominio de los montes, S. M. ine 
previene encargue á Y. S., que entendién- 
dose con los pueblos dueños de los arbolados 
y los propietarios del suelo de las dehesas 
de que se trata, procure ponerlos de acuerdo 
para verificar la consolidación del dominio 
de ias mismas en un solo dueño, conforme 
á lo dispuesto en el tít. I de las ordenanzas 
de! ramo; y que en el caso de que sea esto 
realizable y haya avenencia por ambas par- 
tes, formalice Y. S. los oportunos expedien- 
tes, proponiendo los términos en que debe 
verificarse. — De Real órden etc. Madrid 10 
de noviembre de 1852.» (Col. of. del ramo, 
pág. 304.) 

R. O. de 3 marzo de 1854. 

(Fom.) Atendiendo á que el art. 68 de 
las ordenanzas generales de montes alcanza 
á todos los Alcaldes, y tales son los pedáneos, 
sin que se diferencien de los ordinarios en 
otra cosa que la menor extensión de tér- 
minos ó distritos donde hayan de ejercer su 
autoridad, y fundándose en las disposiciones 
y los motivos de moralidad y conveniencia 
que dictan que los funcionarios públicos no 
pueden interesarse en asuntos en que conoz- 
can o puedan conocer como empleados ó 
autoridades «S. M. la Reina se ha servido re- 
solver que no pueden tomar parte los Al- 
caldes pedáneos en las subastas ó ventas de 
Jos productos de montes que radiquen en el 
término ó distrito ó parroquia de dichos Al- 
caldes.» (Col. of. del ramo, p. 333.) 

R. D. de 24 mayo de 1854. 

Subastas ilo montes cuyo tipo no exceda da 2.000 rs. 

(Fom.) aEn vista de las consideracio- 
nes acerca de la necesidad de modificar 

los arls. 60 y 79 de las ordenanzas de mon- 
tes de 22 de diciembre de 1833, vengo en 
decretar lo siguiente: 

Artículo único. Las subastas de los pro- 
ductos de montes serán autorizadas por los 
secretarios de Avuntaminto, ín-istidos de dos 
hombres buenos, cuando el tipo de la enaje- 
nación no i xceda de 2.000 rs.»— Dado en 
Palacio á 24 de mayo de 1854. (CL. i. 62, 
pág. 77.) 
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R, O. de i 4 agosto de 1854. 

Qae ge eviten las talas, etc. 

(Fom.) Se encardó á los Gobernadores 
que por cuantos medios estuviesen á su al- 
cance, procurasen «la conservación y fo- 
mento de los montes, evitando toda tala y 
aprovechamiento que no se hallen debida- 
mente autorizados con arreglo á las orde- 
nanzas de 22 de diciembre de 1833 y dispo- 
siciones posteriores, y especialmente, á la 

circular de 24 de noviembre de 1846 » 

(CL. t. 62, p. 239.) 

R. D. de 24 enero de 1855. 

Sobre previsión de plazas de montes, 

(Fom.) «Artí ulo l.° Desde la publica- 
ción de este decreto todas las plazas del ra- 
mo de montes se proveerán en ingenieros 
y cesantes del mismo. 

Art. 2.° A falta de aspirantes de las dos : 
clases designadas eü el artículo anterior, 
serán preferidos, en igualdad de circunstan- 
cias, los que además de poseer alguna do las 
cualidades especiales exigidas para obtener 
las diversas plazas del ramo hayan corres- 
pondido á las tilas del ejército ó sean cesan- 
tes de la administración civil. Asimismo se 
dará' la preferencia entre ios militares á los 
procedentes de cuerpos facultativos, y entre 
ios cesantes á los que tengan derecho á ce- 
santía. 

Art. 3.° Ninguno podrá ser empleado 
de montes en el mismo distrito de que es 
natural ó vecino. 

Art. 4.* Se excluyen del servicio del ra- 
mo á los tratantes en maderas y cuantos 
ejerzan industria, ó posean fábricas, ó esta- 
blecimientos de cualquiera clase en que ha- 
yan de emplearse productos de los montes. 

(Los artículos siguientes tratan de las cir- 
cunstancias que han de reunirlos comisa- 
rios, peritos agrónomos y guardas.) (Co- 
lección legislativa, t. 64, p. 63.) 

R. D. de 26 octubre de 1855. 

Clasificando los montes en vendibles y no 
vendibles. — V. Desamortización, t. Y, pá- 
gina 131. 

Circular de 9 febrero de 1856. 

Subastas ch producios forestales. 

(1)ir. gen. de Agricultura.) «Para que 
lleguen á conocimiento del público todas las 
autorizaciones de cortas y aprovechamientos 
que se concedan en los moDtes del Estado, 
de los pueblos y de los establecimientos de- 
pendientes de la Adminísiracion, y se eviten 


los abusos á que puede dar lugar la falla de 
publicidad en esta materia, creo convenien- 
te, encargar á V. S. muy particularmente: 

Primero. Que no dejen de anunciarse 
en el Boletín oficial de esa provincia con un 
ules de anticipación todas las enajenaciones 
de los productos de sus montes, según se 
previene en el art. 63 de las ordenanzas de 
22 de diciembre de 1833. 

Segundo. Que se fijen también los edic- 
tos á que se refiere el 64 de las mismas, en 
la capital de la provincia y partido, en el pa- 
raje donde ha de celebrarse Ja venta y en los 
pueblos comarcanos. 

Tercero. Que tanto en el Bolc f in oficial 
como en los edictos, además de expresarse 
el sitio, dia y hora en que se ha de celebrar 
la subasta, y la autoridad y funcionario que 
la presida, no se omita bajo ningún pretexto 
el sitio, naturaleza y extensión de las cortas, 
así como el número, clase y calidad de los 
árboles reservados, todo de conformidad con 
lo prescrito en el citado art. 64. 

Cuarto. Que se haga mención exp.resa 
en los anuncios publicados por medio del 
Boletín oficial y délos edictos de la Real or- 
den ó providencia en que se autorice la cor- 
ta ó aprovechamiento. 

Quinto. Que se lina ai expediento un 
ejemplar del número del Boletín oficial en 
que se inserte el anuncio, y se baga constar 
que la publicación de los edictos se verificó 
con entera sujeción á los artículos anterio- 
res, llenándose cuantos requisitos exigen. 

Sexto. Que en observancia del art. 71 de 
las ordenanzas, quince dias antes del seña- 
lado paralas ventas, se ponga de manifiesto 
en la Escribanía de la subasta el pliego de 
condiciones y una copia de las diligencias de 
medición, elección de árboles reservados y 
marca puesta á los que se han de cortar, 

! cuyos documentos serán visados por el pre- 
sidente de la subasta. 

Sétimo. Que inmediatamente que V. S. 
conceda ó deniegue su aprobación al remate, 
lo participe á esta Dirección para su conoci- 
miento, manifestando el resultado de la ena- 
jenación, y expresando terminantemente _si 
lian tenido exacto cumplimiento las disposi- 
ciones de la presente órden.— Dios, etm 
Madrid 9 de febrero de 1856.» {CL- 67 , 

p. 206.) 

R. D. de 27 febrero de 1856. 

Declara en estado de venta los montes que 
se expresan y se halla en Desamortiza! ion, 
tomo V, pág. 140, a« como la R. O. (le # 
1 de marzo del mismo año, en la pag. 141. 
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R. O. de 16 agosto de 1856. 

Recomienda el exacto cumplimiento de lo 
prevenido en la R. O. de 20 de enero de 
1847 y prohíbe el aprovechamiento de los 
pastos durante seis años en los montes pú- 
blicos incendiados. (Col. of. del ramo , pá- 
gina 383.) 

R. D. de 13 noviembre de 1856. 

DbidisuJo la Península en distritos forestales, para 
el mejor servicio del ramo de montes 

(Fom.) En vista de las razones que' me 
ha expuesto mi Ministro de Fomento, vengo 
en decretar lo siguiente (i): 

Artículo !.* Para el servicio del ramo 
de montes se dividirá ia Península en distri- 
tos forestales , organizándose gradualmente 
según lo- permitan los recursos de la. admi- 
nistración , y conforme á lo que prescribe e! 
presente decreto. En las provincias donde no 
se establezcan distritos forestales, continua- 
rán organizados el personal y la admistra- 
eion del ramo con arreglo á la legislación 
vigente. 

Art. 2.° Por ahora se crean siete distri- 
tos forestales: el primero comprenderá los 
montes de la provincia de Madrid; el segun- 
do los de la Je Jaén; el tercero, los de la de 
Santander; el cuarto, los de las de Cuenca; 
ei quinto, ios de la de Segovia; el sexto, los 
de la de Avila; el sétimo los de la de Oviedo. 

Art. á.° Los -Gobernadores civiles son 
los jefes de los ramos en los distritos que 
comprenden sus respectivas provincias. 

Arl. 4.° Los ingenieros del Cuerpo que- 
dan encargados dol servicio facultativo del 
ramo. 

Art. 5.° Se encomendará el administra- 
tivo y la custodia de los montes de cada dis- 
trito á un delegado, uno ó mas auxiliares 
agrimensores, y el número necesario de 
guardas. 

Art. 6.° Para el servicio facultativo de 
los distritos se nombrará el número de in- 
genieros del cuerpo que se considere necesa- 
rio, atendidas su extensión y circunstancias 
topográficas. Por ahora se destinarán; dos al 
primer distrito, cuatro al segundo, cuatro al 
tercero, tres ai cuatro, tres al quinto, tres 
al sexto y tres ai séptimo. 

Art. 7.° El ingeniero de mayor catego- 
ría y antigüedad entre los destinados á cada 
distrito, será el Jefe del mismo bajo ia de- 
pendencia inmediata del Gobernador de la 

(t) Sobre io dispuesto en los arts. i.°, 2 o y 
5 o , véase en Ingenieros dk montes, torno Vil, 
el R. D. de 12 de junio de Í859 el de i. 0 de di- 
ciembre de 1865 y otras disposiciones. 


505 

. provincia, y tendrá á sus órdenes el persona 
facultativo y administrativo dei ramo. 

Art. 8,° Corresponde á los ingenieros 
jefes de distritos: 

1. “ Procurar el exacto cumplimiento de ♦ 
las ordenanzas y reglamentos del ramo, fcm- 

to en la parte administrativa como en la fa- 
cultativa. 

2. ° Comunicar sus órdenes directamen- 
te á los ingenieros y al delegado. 

3. ° Ejercer la mas asidua vigilancia so- 
bre sus subordinados, para asegurarse de 
de que desempeñan sus respectivos cargos 
con honradez, celo é inteligencia. 

4. ° Distribuir los trabajos entre los in- 
genieros por el órden que juzguen mas con- 
veniente. 

5. u Proponer á la Dirección general de 
agricultura, por conducto de los Gobernado- 
res civiles cuanto crean beneficioso para el 
ramo. 

6. ° Dirigirse en consulta ája Junta facul- 
tativa del cuerpo para la resolución de las 
dudas que se les ocurran respecto á la parte 
científica. 

7. ü Elevar á los Gobernadores, para que 
les den el curso correspondiente , las pro- 
puestas de operaciones, cortas y disfrutes 
que deban ejecutar en Jos montes orde- 
nados. 

8. ° Informaren los expedientes de auto- 
rización de las mismas cortas , disfrutes y 
operaciones que se bagan en los montes no 
ordenados cuando su importancia lo exija. 

9. ° Disponer que se lleve á efecto con la 
mayor exactitud lo determinado en las or- 
denaciones de los montes aprobadas por la 
superioridad. 

i 0. Dirigir é inspeccionar por sí mismos, 
ó valiéndose de sus subalternos , las opera- 
ciones que se practiquen en los montes or- 
denados. 

ti. Verificar lo mismo en las que se eje- 
cuten en los montes por ordenar cuando., 
atendida su importancia, y cumpliendo lo 
que previene la disposición octava del pre- 
sente artículo, hayan emitido informe en el 
expediente formado para su autorización. 

1 2. Ponerse en correspondencia directa 
con las autoridades y Ayuntamientos del dis- 
trito, siempre que asi Jo exijan los asuntos 
de su competencia. 

13. Impetrar la fuerza armarla, cuando 
sea necesaria para llevar á electo alguno de 
los servicios que los están confiados. 

14. Y por último, ejecutar los trabajos 
científicos que les correspondan en unión 
con los demás ingenieros destinados á sus 
distritos. 
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Art. 9. J Los ingenieros del cuerpo á las 
inmediatas órdenes uel jefe del distrito eje- 
cutarán todos los trabajos facultativos del 
41 ramo , con sujeción á ¡as instrucciones que 
se le comunicarán al efecto. 

Art. 10. En los trabajos científicos se- 
rán auxiliados por los empleados administra- 
tivos. El delegado comunicará á sus subal- 
ternos las órdenes oportunas para que Jes 
presten su cooperación, de maneraque no 
por eso se resienta el servicio ordinario que 
Jes ha sido encomendado. 

Art. i i. Los delegados estarán subor- 
dinados Á los ingenieros jefes de los dis- 
tritos. 

Art. 12. Disfrutarán el sueldo de 9.000 
reales anuales, y se nombrará precisamente 
para estas plazas á los ingenieros titulares 
que no hayan tenido todavía ingleso en el 
Cuerpo. También percibirán la cantidad que, 
por indemnización de gastos de caballo, 
viajes y demás que son indispensables para 
el ejercicio de estos cargos, se abona a los 
ingenieros" segundos. Reemplazando á los 
comisarios, serán satisfechos sus sueldos é 
indemnizaciones por las provincias en los 
misinos términos que hoy se verifica. 

Art. 13. Son atribuciones de ios dele- 
gados: 

1 . a Dirigir y vigilar el servicio adminis- 
trativo del ramo e:i todo el distrito. 

2. a Como jefes inmediatos de los auxilia- 
res agrimensores y los guardas, trasmitirles 
las órdenesé instrucciones de jos superiores, 
y darles las que juzguen oportunas al mejor 
servicio. 

3. a En casos graves y urgentes suspen- 
der desusluucLones, bajo su responsabilidad, , 
á sus subalternos, dando cuenta inmediata- 
mente al Gobernador de la provincia, con 
expresión de las causas que motivaron su 
resolución. 

4. a Corresponderse directamente con 
las autoridades y Ayuntamientos dei dis- 
trito. 

5. a Impetrar la fuerza armada de las 
autoridades correspondientes cuando la ne- 
cesiten, 

0. a Desempeñar las funciones conferi- 
das por ia legislación vigenle á los comi- 
sarios: 

1. ° En los deslindes con arreglo al Real 
decreto de 1 .° ele abril de 1849. 

2. ° En' la instrucción de los expedientes 
de toda clase de autorizaciones y ejecución de 
cortas, podas, limpias, pastos, montanera y 
demás aprovechamientos. 

3. u En la formación de los expedientes 

de subastas. 


4. u Eu materias de policía forestal. 

5. ° En la persecución y denuncias de las 
contravenciones de las ordenanzas: 

6. n En la expedición de las guias para el 
trasporte de lo c productos de los montes. 

7. ° En la formación de ia Estadística ad- 
ministrativa del ramo. 

8. " En la custodia y guardería de los 
arbolados. 

9. ° En todos los demás servicios admi- 
nistrativos del ramo. 

Art. 14. Los auxiliares agrimensores re- 
emplazarán á los peritos agrónomos, y goza- 
rán como ellos, de 6.000 rs. anuales, que 
seguirán satisfaciéndose por las provincias. 
Por ahora desempeñarán estos cargos los 
peritos agrónomos que existen actualmente 
en las provincias declaradas distritos fores- 
tales, sin perjuicio de aumentar ó disminuir 
su número cuando, mejor estudiados ios 
montes, se conozcan las verdaderas necesi- 
dades del servicio. 

Art. 15. Tendrán las siguientes atri— 
i bucion es: 

1. a Ejecutar todas las operaciones peri- 
ciales que sea preciso practicar en los montes 
y no se bailen encomendadas á los inge- 
nieros. 

2. a Vigilar el servicio administrativo en 
ei territorio que se les designe. 

3. a Auxiliar á los ingenieros en los tra- 
bajos científicos cuando ajuicio del delegado 
lo consienta el servicio administrativo que 
les está confiado. 

4. ' Desempeñar todas las funciones con- 
fiadas por la legislación vigente á los peritos 
agrónomos, excepto aquellas que son pecu- 
liares de los ingenieros. 

Art. 16. Según se vayan practicando los 
estudios facultativos indispensables para co- 
nocer la extensión y circunstancias de Jos 
montes de Jos distritos, se establecerá el 
sistema de guardería mas acomodado á sus 
necesidades. Entre tanto continuarán los 
actuales guardas mayores del Estado y locales 
desempeñando sus respectivos cargos con 
sujeción á las disposiciones vigentes. 

Art. 17. Los ingenieros extenderán desdo 
Juego una relación de ios montes del distrito, 
y verificarán su ordenación provisional para 
servir de base á Ja organización definitiva de 
Jos montes, y obtener las grandes ventajas 
que ha de producir la aplicación de los 
principios de la ciencia á tan importante 
ramo de la riqueza pública . Para el buen 
desempeño de estos trabajos se dictarán las 
correspondientesinstrueciones especiales. 
Dado en Palacio á 13 de noviembre de 
1856, (CL. t.,1Q,p. 240./ 
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R. 0. de 31 diciembre de 1858. 

Guardas mayores. 

(Fom.) Se ordena á los Gobernadores 
que cuiden de trasladar á Jos guardas ma- 
yores y del Estado que sirvan en distritos 
de que sean naturales ó vecinos á otros dís- 
tintos de la provincia, ó cuando lo juzguen 
conveniente al mejor servicio, cuidando al 
acordar estas traslaciones de observar con 
el mayor rigor el art. 3.° del R. D. de 24 de 
enero de 1855, participándolo al Gobierno 
cuando adopten dicha medida. (Col. o¡\ del 
ramo, p. 399. J 

R. O. de 3 enero de 1857. 

Se niega la exención de subasta para el 
aprovechamiento de una corta de pinos que 
solicitó la empresa del Ierro-carril del Norte, 
por no establecerse nada respecto de este 
punto en el cap. IV de la ley de 3 de .junio 
de 1855. — V. Caminos de hierro. 

R. O, de 16 enero de 1857. 

Embargos: comisos: multas; facultades de la Adminis- 
tración etc. 

(Fom.) «Vista la consulta de V. S., fecha 
23 de octuüre último, sobre si corresponde 
la tercera parte del importe de Jos produc- 
tos extraídos fraudulentamente de los mon- 
tes á los empleados del ramo que ios apre- 
henden; atendiendo áque la Administración 
soio tieue facultad para embargar dichos 
productos, pero no para acordar su decomi- 
so; pues que esta pena únicamente puede 
ser impuesta por ios tribunales; á que en los 
casos en que procede la formación de causa 
compete a ios mismos tribunales decidir so- 
bre el destino de losproductos aprehendidos; 
á que cuando no se trata mas que de uua 
trasgresíon reglamentaria, la Administra- 
ción, siu perjuicio de imponer gubernativa- 
mente Jas multas correspondientes dentro 
de los límites legales, debe devolver los 
menciuuados productos á los dueños del 
monte de donde fueron extraídos, porque 
sería injusto que después de sufrir un daño 
en sus propiedades, fuesen además penados 
con ia privación de los productos usurpados 
por los dañadores, io que equivaldría á cas- 
tigar, no al autor, sino á la víctima de ia 
contravención; á que por eso no puede lle- 
gar el caso de repartir el iinporle de Jos pro- 
ductos de montes aprehendidos por los em- 
plearlos del ramo, que solu tienen derecho á 
la tercera parte de las multas que provienen 
de contravenciones á las órdenes de las au- 
toridades civiles, á los bandos de buen go- 
bierno ó á ios reglamentos de montes en los 


términos que se expresan en la R. O. de 20 
de diciembre de 1846, y con sujeción al Real 
decreto de 14 de abril de 1848 y demás dis- 
posiciones vigentes en la materia; S. M. ia 
Reina se ha servido disponer se manifieste» 
á V. S., como de su Reai órden lo ejecuto, 
que es improcedente la reclamación, hecha 
por los empleados del ramo de esa provincia 
de la tercera parle del importe de los pro- 
ductos extraíaos fraudulentamente de los 
montes que aprehendan en cumplimiento de 
su deber. — Dios etc. Madrid 16 de enero de 
1857,» (Col. of. del ramo,p. 401.) 

R. O. de 19 marzo de 1857. 

Guías gratis: montes da particulares.,. . 

Por esta R. O. se moJilioó el modelo de 
guías, que hoy están suprimidas, 

R. D. de 18 abril de 1857. 

Instrucción para el servicio facultativo de los montes: 

(Ordenación do aprovechamientos, 

(Fom.) En cumplimiento de lo dispuesto 
en el art 17 del R. D. de 13 de noviembre 
último, S. M. se ha servido aprobarla adjun- 
ta instrucción para plantear el servicio fa- 
cultativo de montes. — De Real órden, etc. — 
Madrid 18 de abril de 1857. — Moyano. — A 
ios Gobernadores de Madrid, Jaén, Santan- 
der, Cuenca, Segovia, Avila y Oviedo. 

instrucción para plantear el servicio fa- 
euUat.ivo de montes, conforme a io dis- 
puesto por S. M. en el ¡i. D. de 13 de 
noviembre de 1856. 

Artículo l.° Para llevar á efecto la or- 
denación provisional, de que habla el art. 17 
del R. D. de 13 de noviembre de 1856, s c 
ejecutarán en cada monte ias operacione 8 
facultativas por e! órden siguiente: recono- 
cimiento, inventario, ordenación, aprove- 
chamiento y revisión. 

Art. a Eu el reconocimiento se ave- 
riguará el estado dei monte, á lia de prepa- 
rar Ja formación del inventario. 

Art. 3.° La memoria de reconocimiento 
se dividirá en dos partes, á saber; natural 
y forestal. En ia primera se reseñarán ios 
elementos cosmológicos, y en la segunda se 
describirán ios fenómenos de la producción 
y del consumo, cou arreglo al modelo nú- 
mero i. .... 

Art. 4.° En el inventario sedara a cono- 
cer por atoro la situación de los elementos 

forestales. , 

Art. 5." E) inventario se compondrá de 

dos partes, á saber: 

1. ° Una colección de croquis. 

2, ° Una memoria de inventario. 
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Art. 6.° La colección de croquis se com- 
pondrá de: 

1. ° Un cróquis especial. 

2. ° Un cróquis topográfico. 

3. * Un croquis geonómíeo. 

4. ° Un cróquis de rodales ó dnsográfico, 
con arreglo á los modelos contenidos en la 
carpeta A. 

Art. 7.’ El cróquis especial contendrá 
ios objetos siguientes: 

1. ° Perímetro general del monte. 

2. ° Perímetro de ios rodales, distin- 
guiendo su especie, edad y calidad. 

3. ° Perímetro de los cuarteles. 

4. ° Caminos, carriles y veredas. 

5. ° Ríos, arroyos, fuentes, lagunas, es- 
tanques y marjales. 

6. ° Edificios, casas de guardas, alma- 
cenes. 

7. ° Rasos, tierras de labor y prados. 

8. ° Objetos naturales de alguna impor- 
tancia. 

Art. 8.° Las clases de edad se fijarán en 
cada monte, atendiendo á la especie domi- 
nante y al método de beneficio, establecien- 
do su número de modo que sea siempre 
múltiplo de cinco. 

Art. 0.° Para determinar la calidad se 
emplearán ¡as tablas de Cotta, reducidas por 
Salomón á unidades métricas, fijando experi- 
mental mente ios coeficientes de corrección 
en cada localidad. 

Art. 10. Se arreglará este cróquis á la 
escala de Vsooo magnitud real, sena- 
lando en él las especies con números roma- 
nos y las calidades con arábigos. 

Art. 11. El cróquis topográfico el geo- 
nómico y el de rodales se dibujarán con ar- 
reglo á la escala de empleando las 

tintas y signos convencionales que están ya 
admitidos en el cuerpo. 

Art,. 12. La memoria de inventario se 
dividirá en cuatro partes, á saber: 

1. ° Estado de los límites. 

2. ° Estado de los rodales. 

3. ° Estado de las clases de edad. 

4. ° Observaciones y experimentos. 

Art. 13. En el estado de los límites se 

indicarán la jurisdicción, descripción de los 
hitos y los. límites, distancia entre los hitos y 
propiedades confinantes, con arreglo al mo- 
delo núm. 2. 

Art. 14. El estado de los rodales con- 
tendrá la extensión y vuelo de cada uno de 
ellos, expresando su especie, edad y calidad, 
extendiéndose con arreglo al modelo núm. 3. 

Art. 15, El estado dé las clases de edad 
servirá para conocer la superficie que com- 
prenda cada una de ellas, y se formará de 


i modo que contenga tantas casillas verticales 
cuantas clases haya en el monte todo cou- 
forme a! modelo ñúm. 4. 

Art. 16. En las observaciones y experi- 
mentos se especificarán en relación los tra- 
bajos que se hubiesen ejecutado para deter- 
minar las correcciones á los valores tabula- 
res y lodo cuanto pueda servir para ilustrar 
el inventario. 

Arl. 17. El proyecto de ordenación con- 
tendrá el plan que convenga establecer para 
la producción del monte, y se compondrá 
de dos partes : 

1. a Una colección de cróquis. 

2. a Una memoria de reconocimiento. 

Art. 18. La colección de croquis se com- 
pondrá de : 

1. ° Un cróquis de tramos. 

2. ° Un cróquis de cortas. 

Art. 19- El cróquis de los tramos re- 
presentará el proyecto de división de! mon- 
te, acomodándose esta á los métodos de be- 
nefició, y procurando que sean regulares las 
figuras be los tramos. Los callejones nunca 
pasarán de tres metros de ancho. 

Art. 20. El croquis de Jas corlas repre- 
sentará la distribución de los tramos en los 
períodos del turno. 

Art. 21 . La memoria de ordenación con- 
tendrá : 

1 El estado de los tramos. 

2. ° Las tablas de las clases de edad. 

3. ” La descripción de ios tramos. 

4 . ° El plan general de aprovechamiento. 

5. ° La tasación, 

6. ° El resúmen general de productos. 

7. ° El plan de cortas y cultivos. 

8. ° Las observaciones. 

Art. 22. El estado de los tramos con- 
tendrá : 

l.° La denominación y numeración de 
las localidades. 

2 ° La cabida del terreno forestal, espe- 
cificando las especies de plantas, los méto- 
lodos de beneficio y los rasos susceptibles 
de cultivo. 

S,° El área del terreno inforestal, espe- 
cificando los edificios, los campos, prados 
caminos, peñascos y aguas. 

4.° La cabida total. 

El resúmen se hará por tramos, especifi- 
cando además ios detalles de! terreno in- 
forestal , todo con arreglo al modelo nú- 
mero 5. 

Art. 23. El estado de las clases de edad 
se dividirá por especies indicando el nombre 
de la localidad, las clases de edad y los rasos 
susceptibles de cultivo lodo con arreglo al 
modelo núm. 6, 
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Art. 24. Para Ja descripción especia] y 
para ei pian general, aprovechamiento y 
•tasación se abrirá una hoja, colocando en 
la página izquierda la descripción especial 
y el plan general de aprovechamiento, y en 
ía página derecha la tasación del aprovecha- 
miento, con arreglo al modelo núm. 7. 

Art. 25, El resúmen general de produc- 
tos se liará por períodos, detallando los pro- 
ductos correspondientes al primer decenio, 
todo con arreglo al modelo núm. 8. 

Art. 26. El plan de cortas .se limitará al 
primer decenio, y se extenderá conforme al 
modelo núm. 9. 

Art. 27. El plan de cultivos se limitará 
también al primer decenio, y se extenderá 
conforme al modelo núm. 10. 

Art. 28. Los ingenieros jefes de distrito 
propondrán á los Gobernadores ios montes 
cuyo aprovechamiento convenga ordenar, 
principiando por los de mayor valor é im- 
portancia. 

Art. 29. Se dará parte mensual á la Di- 
rección general de Agricultura expresando 
en resúmen las operaciones que durante el 
mes se hayan practicado, todo con arreglo 
al modelo núm. i 1 . 

Art. 30. Se dará parte cada quince dias 
á la Junta facultativa del cuerpo, expresan- 
do las operaciones y trabajos que en ellos se 
hayan efectuado. Estos partes so redacta- 
rán conforme al modelo mún. 12. 

Art. 31. Los partes de que habíanlos 
dos artículos anteriores se remitirán preci- 
samente dentro de los ocho primeros dias 
después de su vencimiento. 

Art. 32. Los Alcaldes facilitarán por es- 
crito á los jefes de distrito los dalos y noti- 
cias que estos les pidieren, proporcionándoles 
además los auxilios que el servicio reclame. 

Art. 33. Terminado el reconocimiento, 
inventaría y proyecto de ordenación de cada 
monte, se remitirán los trabajos á, la Junta 
facultativa del cuerpo, para que esta los eleve 
con su informe á la Dirección general de 
Agricultura, Industria y Comercio, trasla- 
dándose los ingenieros á reconocer, in- 
ventariar, y ordenar el monte que corres- 
ponda. 

Art. 34. Aprobado por la superioridad 
el proyecto de ordenación, se procederá á 
su replanteo y á la ejecución del plan, con 
arreglo al párrafo 10, art. 8.° del Real de- 
creto de 13 de noviembre de 1836, para 
cuyas operaciones, así como para el servicio 
de las revistas de inspección, convendrá ex- 
pedir á su tiempo instrucciones acomodadas 
á cada localidad. — Madrid 1S de abril de 
1857.» (Col. of. del ramo, p. 404.) 

Tomo IX. 


(Signen ios doce extensos modelos 
que se citan en la instrucción y que 
omitimos por ser solo necesarios á los 
ingenieros y empleados facultativos.) 

R. O. de 12 mayo de 1857. 

La ley de Enjuiciamiento civil no priva á la Adminis- 
tración de los deslindes de monte* públicos y *us 
colindantes. 

(Fom.) La resolución del epígrafe fué 
dictada en virtud de consulta del Goberna- 
dor de Jaén á consecuencia de que el juez de 
Segura de Sierra estaba autorizando deslin- 
des de terrenos conünantes con montes del 
Estado; teniendo en dienta los arts. 20 y 
siguientes de las ordenanzas, el parr. 7 . a , ar- 
tículo 8.° de la ley de 2 abril de 1845 y el 
Real decreto de l.° de igual mes de 1846 y 
los Rs. Ds. de 7 enero y 18 de febrero de 
1847 decidiendo en este sentido competen- 
cias de la misma clase. (Col. of. del ramo . 
pág. 438.) 

Hoy debe tenerse también en cuenta 
el Reglamento de 17 de mayo de 1865 
cuyo título II trata de los deslindes de 
montes públicos. 

R. 0. de 11 julio de 1857. 

(Gob.) Prohíbe la costumbre de incen- 
diar ios montes y rastrojos con pretesto de 
beneficiar los campos, y ordena perseguir 
á ios incendiarios. (Col. of. del ramo, pági- 
na 437.) 

R. O. de 29 agosto de 1857. 

Deberes de los empleados, 

(Fom.) Se recomienda á los Gobernado- 
res el mayor celo en la conservación de los 
montes y en la vigilancia de les empleados 
del ramo para que no se distraigan en ocu- 
paciones extrañas á su instituto, para que 
mantengan su independencia y para sepa- 
rarlos de toda ocasión en que peligre su mo- 
ralidad ó se ponga en duda su crédito. Se 
dice además á los Gobernadores que es de- 
ber de su autoridad procurar con todo ahin- 
co «que los peritos agrónomos y auxiliares 
agrimensores residan cerca de Jos montes, y 
no en las poblaciones, donde difícilmente 
pueden prestar al ramo ninguna clase de 
auxilio ; que los guardas no se aparten de 
ios puntos donde se les destina sino cuando 
así lo exija el servicio del ramo; que allí 
atentos á su deber, le llenen cumplidamente 
tan ajenos á todo amaño como al incentivo 
ae reprobadas obvenciones y de aquellas 
recompensas que no se encuentran legiti- 
madas por la ordenanza.» Y se concluye: 

* mi K 
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«Cuando esta inspección constante y acti- 
va se deje sentir en todas partes, las relacio- 
nes de los empleados con las municipalida- 
des, la manera de conducirse con ellas, la 
imparcialidad de los informes periciales, de, 
las denuncias, de la correspondencia olicial, 
el órden mismo de los expedientes, la regu- 
laridad de los reconocimientos, el estado, 
finalmente, délos montes y de sus produc- 
tos, darán sin duda la medida para estimar 
la conducta de cada funcionario, y conocer 
lo que puede esperarse de su probidad y de 
su celo, de los merecimientos que le asegu- 
ren con los ascensos de la carrera la consi- 
deración y el aprecio del Gobierno. Porque 
si este se haya resuello á fundar en la mas 
estricta moralidad el servicio del ramo; si se 
mostrará inflexible y justamente severo con 
los que por su desgracia la olviden, grato le 
será también el deber de recompensar á los 
que, á costa de penosos sacrificios, probos y 
honrados en medio de sus privaciones se 
respetan á sí mismos respetando Jas leyes y 
anteponiendo el cumplimiento de sus obli- 
gaciones á los halagos de una sugestión ten- 
tadora y de una recompensa nunca obtenida 
sin humillación y sin propia deshonra.» 
(CL. t. 73, p. 225). 

R. O. de 11 diciembre de 1857. 

Deslindes: carácter de sus fallos. 

(Fom.) Declara al aprobar una providen- 
cia del Gobernador de Jaén «que en concep- 
to de este Ministerio Jos juicios de deslinde y 
amojonamiento no pueden tener el carácter 
de pleitos ni sus fallos el de ejecutorias para 
los efectos del art. 3.° párr. 3.° del R. D. de 
4 de junio de 1847; porque corno actos de 
jurisdicción voluntaria se verifican única- 
mente cuando no hay empeñada ni promo- 
vida cuestión alguna entre partes ; porque 
los jueces pueden variar ó modificar las pro- 
videncias que dicten en esta materia sin su- 
jeción á términos y formas establecidas res- 
pecto á las que deban su origen á la juris- 
dicción contenciosa, y porque si el Consejo 
Real no considera como sentencias los fallos 
de los juicios surnarísimos de posesión que 
corresponden á la jurisdicción contenciosa, 
menos lo Serán Jos de los deslindes y amojo- 
namientos que pertenecen á ia voluntaria.» 

Gire, de 15 diciembre de 1857. 

(Direcc. df. Agricultura.) Previene que 
tanto las solicitudes de licencias temporales, 
como las comunicaciones correspondientes al 
servicio administrativo que dirijan ios inge- 
nieros á dicha Dirección lo hagan por con- 


duelo del Gobernador de la provincia. (Co- 
acción oficial del ramo, j>. 446.) 

R. O. de 28 enero y 9 febrero de 1858. 

Reconocí mi en los periciales. 

Por el Ministerio de Fomento se trasladó 
en 28 de enero de 1858 de Real órden, al de 
Gracia y Justicia, uua comunicación del Go- 
bernador de Madrid, para que se recomien- 
de á ios jueces de primera instancia que se 
valgan del personal facultativo de montes eri 
los reconocimientos que decreten en las cau- 
sas criminales en que tengan que informar 
peritos de dicho ramo, y así se ordenó por 
el de Gracia y Justicia en 9 de febrero. 

fí. O. de 12 julio de 1858. 

Precauciones contra incendios; guardas; cazadores’ 
pas lores: rastrojos: acotamientos etc, 

Artículo l.° Los Gobernadores mejora- 
rán cuanto sea posible la organización de la 
guardería de ios montes , distribuyendo los 
guardas de modo que quede bien cubierto el 
servicio. 

Art. 2.° En los distritos municipales 
donde no existan guardoso los que haya sean 
insuficientes para la custodia de los mon- 
tes en Ja presente estación, se obligará á ios 
Ayuntamientos á nombrar inmediatamente 
los temporeros que se juzguen precisos sin 
perjuicio de acordar después lo mas conve- 
niente para el arregló definitivo de la guar- 
dería en aquellas localidades. 

Art. 3.° Se destinará mayor número de 
guardas á los montes donde sea mayor el pe- 
ligro de incendio. 

Art. 4.° Deberá encargarse muy espe- 
cialmente por los Gobernadores, á las aulo- 
> ridades locales, dependientes de .seguridad 
pública, guardas de campo, y demás á quie- 
nes incumba, que ejerzan también su vigi- 
lancia sobre los montes; encomendándolo 
principalmente á la guardia civil, con la que 
se procurará nlcDder á los sitiw mas expues- 
tos, destinando á ellos la mayor fuerza po- 
sible. 

Arl. 5.° Los guarda-montes custodia- 
rán sus respectivos montes, recorriéndolos 
continuamente en todas direcciones, tanto 
de día como de noche, cuando sea preciso. 

Arl. 0.’ Se vigilarán con mas frecuen- 
cia y esmero los puntos do estancia y tránsi- 
to de los pastores , segadores y demás que 
pasen por los montes, trabajeu y permanez- 
can en ellos. . 

Art. 7.° Para que la vigilancia de los 
montes sea continua, siempre que sus cir- 
cunstancias topográficas Jo permitan, se es- 
tablecerán atalayas de observación en Jos 
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puntos mas elevados, desde donde pueda 
registrarse bien toda ó gran parte de su su- 
perficie, 

Art. 8.° Los guardas mayores se situa- 
rán de modo que inspeccionen con mayor 
facilidad á los del Estado y locales , y recor- 
rerán incesantemente su comarca, atendien- 
do con mas cuidado á los sitios donde se te- 
ma que estallen incendios. 

Inmediatamente que ocurra cualquiera no- 
vedad adoptarán las medidas que eJ caso re- 
quiera, poniéndolo sin pérdida de tiempo en 
conocimiento de quien corresponda. 

Arl. 9.° Del mismo modo los auxiliares 
agrimensores y peritos agrónomos visitarán 
á menudo sus respectivos distritos , inspec- 
cionarán tanto á los guardas mayores, como 
á los del Estado y locales, y en ausencia de 
sus jefes, si fuese necesario , dispoudrán por 
sí mismos io oportuno para la conservación 
de los montes, dándoles en seguida cuenia 
de todo. 

Art. 10. Los delegados , ordenadores y 
comisarios estudiarán detenidamente las cir- 
cunstancias de Jos montes de sus respecti- 
vas provincias; procurarán que la guardería 
se halle bien montada, girarán á las locali- 
dades todas Jas visitas que sean precisas é 
inspecciouarán debidamente el servicio. 

Art. f i . ¡Nombrarán ios Ayuntamientos 
comisiones de su seno que vigilen á los guar- 
das délos montes de sus términos, dando 
parle inmediatamente de cualquiera falta que 
notaren. 

Art. 12. Los guardas del Estado' y loca- 
les pondrán en conocimiento de ios mayo- 
res cuanto ocurra en Jos montes una vez 
por semana ó con mas frecuencia si así se 
les previniese, por considerarlo conveniente, 
atendidas las circunstancias de la localidad. 

Art. í3. iguales partes darán los guar- 
das mayores de todo io que haya sucedido 
en su comarca durante la semana anterior, 
expresando siempre el monte o montes que 
hubieren recorrido cada dia. 

Los dirigirán á los auxiliares agrimensores 
ó peritos agrónomos, quienes los pasarán 
con su inlorme á los delegados, ordenadores 
ó comisarios para que estos redacten el ge- 
neral, que deberán remitir también semanal- 
inente a Jos Gobernadores. 

Art. 14. Tanto ios Ayuntamientos como 
los empleados del ramo cuidaran, bajo su 
mas estrecha responsabilidad , de que se 
cumplan exactamente todas las disposiciones 
vigentes de policía forestal dictadas con el 
objeto de evitar los incendios, especialmente 
el art. 149 de las ordeuauzas que prohíbe 
llevar ó encendej fuego dentro de ius mon- 
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les y á la distancia de doscientas varas de 
i sus lindes, bajo la pena que en el mismo se 
1 señala. 

Art. 15. Cuando haya una necesidad 
i absoluta ele encender fuego en los montes 
se hará en los sitios que designen los guar- 
das, y en hoyos de dos ó tres piés de pro- 
fundidad , apagándolo así que se hubiere 
usado. 

Art. 16. No se permitirá cazar en los 
bosques con armas de fuego á no emplear 
tacos de lana, ó los llamados incombustibles. 

Art. 17. Se inspeccionarán en los tér- 
minos prevenidos en el art. 161 délas or- 
denanzas las casas, chozas y edificios esta- 
blecidos dentro de los montes ó en el radio 
señalado á Jas mismas, obligando á sus 
dueños á que sus chimeneas oslen bien cons- 
truidas y se deshollinen con frecuencia, y á 
que adopten las precauciones indispensables 
para evitar todo peligro de incendio. 

Art. 18. En ios pueblos situados dentro 
de Jas zonas á que se refiere el artículo an- 
terior, se pondrán además en ejecución con 
la mayor exactitud las disposiciones de poli- 
cía urbana que tienen por objeto evitar la 
propagación dei fuego; cuidando muy espe- 
cialmente de designar parajes seguros para 
depósito de las cenizas de los hogares y ba- 
sureros públicos, así como de impedir amon- 
tonar en ellos jergones, pedazos de estera y 
oirás materias inflamables. 

Art. 19. Establecerán los Ayuntamien- 
tos en los puntos donde se conceptúe mas 
necesario depósito de hachas, podones, es- 
puertas terreras, segaderas y demás útiles 
propios para cortar los incendios. 

Art. 20. Se practicarán rayas ó corta- 
fuegos con la correspondiente anchura en 
los sitios mas convenientes para evitar Ja 
propagación de los fuegos. 

Art. 21. No se permitirá ejecutar quema 
alguna de rastrojos ó monte con ei objeto 
de preparar ó abonar terrenos de propiedad 
particular ni otro ninguno, cuando no disten 
de Jos lindes de ios montes Jas 200 varas 
señaladas en ei art. 149 de las ordenanzas. 

Art. 22. Se designará en todas las lo- 
calidades la autoridad, funcionario ó persona 
que en caso de declararse un incendio ha de 
uirigir Jas operaciones facultativas necesarias 
para apagarlo; doliendo recaer ei nombra- 
miento en un ingeniero en los puntos donde 

le haya. , ... 

Los empleados dei ramo, dependientes 
públicos v cuantos concurran a practicar 
dichas operaciones, estarán subordinados ai 
que se elija con este -objeto, y cumplirán 
exactamente las órdenes que dicte. 
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Art. 23. Cualquiera persoDa que note 
un incendio dará inmediata mente parte al 
guarda, funcionario ó autoridad mas próxima, 
y en el acto se avisará por medio de las 
señales de costumbre ó anunciadas de ante- 
mano a todos los que tengan obligación de 
concurrir á extinguirle, 

Art. 2i. En las operaciones necesarias 
para apagar los incendios deberá procederse 
con el mayor órden y concierto posibles, de 
modo que cada uno liene su puesto, su; con- 
fusión y sin estorbarse mutuamente, para 
que todos ¡os esfuerzos conduzcan á un 
mismo fin . 

Art. 2o. Se procurará muy particular- 
mente localizar el fuego, aislándolo en de- 
terminados espacios por medio de rayas ó 
cortafuegos. Tanto para esto como para su 
completa extinción se adoptarán los medios 
mas eficaces y expeditos segun la extensión 
é intensidad del incendio, la fuerza y direc- 
ción de ios vientos, circunstancias dei ter- 
reno, y el número de trabajadores y natu- 
raleza de los recursos de que pueda dis- 
ponerse. 

Art. 26. Después de extinguido el fuego 
se vigilará el monte con mucho cuidado para 
evitar que se renueve, ó para apagarle si 
renace en cualquier punto. 

Art. 27. El encargado de dirigir las ope- 
raciones para sofocar un incendio luego que 
se hallen todas determinadas, extenderá una 
relación circunstanciada de todo lo ocurrido, 
expresando las causas dei fuego, los medios 
empleados para extinguirlo, y el comporta- 
miento de los que hayan tenido obligación 
de contribuir á ello, en especial de los em- 
pleados del ramo. Se remitirá esta relación 
al Gobernador de la provincia por conducto 
y con informe del delegado, ordenador ó co- 
misario. 

Art. 28. Los empleados del ramo, siem- 

K re que ocurra un incendio en su comarca, 
aráu constar el punto en que se encon- 
traban y servicio que desempeñaban al de- 
clararse, así como el dia y hora que lo su- 
pieron y se presentaron en el sitio donde 
tuvo lugar. 

Art. 29. Los auxiliares agrimensores y 
peritos agrónomos se presentarán en Jos 
puntos atacados por el fuego Guando la dis- 
tancia á que se encuentren de ellos les per- 
mita verificarlo En el caso de que no se 
presenten, manifestarán la causa que se lo 
haya impedido. 

Art. 30. La misma obligación impuesta 
á los auxiliares agrimensores y peritos agró- 
nomos tendrán los delegados, ordenadores 
y comisarios. Cuando concurran estos á Jos 


incendios se encargarán de la dirección fa- 
cultativa do las operaciones. 

Art. 31, Siempre que ocurra un fuego 
en los montes, se practicarán las mas acti- 
vas diligencias para puner en claro las cau- 
sas que lo produjeron y aprehender al cul- 
pable si lo hubiere, pasándolas al tribunal 
competente tan luego como su estado' lo 
permita, para el mas pronto y severo casti- 
go délos que resulten delincuentes. 

Art. 32. A los que teniendo algún uso ó 
aprovechamiento en un monte incendiado, 
no acudiesen, siendo avisados, á apagar el 
fuego, se les privará de ellos por el tiempo 
señalado en el art. 130 de Jas ordenanzas. 

Art. 33. Los montes que se incendien 
serán rigorosamente acolados, con arreglo 
¡i lo prevenido en la R. O. circular de 20 de 
enero de 1847, que se observará con exac- 
titud en todas sus partes. 

Art. 34. Apagado el incendio de un 
monte se instruirá por separado el oportuno 
expediente para ed aprovechamiento que de- 
ba verificarse de ¡os árboles y leñas atacados 
por el fuego, procurando sacar de ellos el 
mejor partido posible (1). 

Are.. 35. Se instruirá asimismo otro ex- 
pediente para la repoblación de los montes 
destruidos por Jos incendios. Los empleados 
dei ramo propondrán y dirigirán las opera- 
ciones que deban practicarse para conse- 
guirla extendiendo las instrucciones faculta- 
tivas necesarias al electo. 

Se obligará á los Ayuntamientos dueños 
de ¡os montes á costear su repoblación, y si 
alguuo demorase este servicio, ó le pusiera 
obstáculos, se le exigirá la responsabilidad 
que corresponda. 

Los Gobernadores pondrán en conoci- 
miento de este Ministerio el sistema que se 
adopte para la repoblación, su importe y Jas 
medidas tomadas para hacerlo efectivo. Lue- 
go que se hayan terminado ias operaciones, 
participarán si se lian ejecutado en regla. 

Art. 36, En el mas breve término, que 
□o excederá de ocho dias, los Gobernadores 
darán al Ministerio de Fomento el parte 
prevenido en ja R. 0. circular de 24 de ju- 
nio de 4848, de cada incendio que ocurra 
en los montes. 

Le remitirán además después que reúnan 
los datos necesarios al efecto, una circuns- 
tanciada relación del suceso, sin omitir nin- 
guno de ios siguientes: 

4 ,° La cabida de los montes incendiados. 


(1) Derogado expresamente este artículo 
por el 23 del Keal decreto de i.° de setiembre 
de i«60. t 
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2, 6 La causa del incendio. 

3. ° La Lora y punto en que comenzó y 
se extinguió. 

4. ° Úna descripción de las operaciones 
practicadas, y medios empleados para apa- 
garlo. 

5. ° Un cálculo aproximado del número, 
cantidad y valor de los productos consumi- 
rles, y del importe de los danos y perjuicios 
causados. 

6. ° El número, cantidad y valor de los 
productos atacados por el friego que puedan 
aprovecharse. 

7. u El comportamiento de ios que con- 
currieron á apagar el incendio, especifican- 
do tanto los que se hubieren distinguido, 
como los que ó no se hayan presentado, te- 
niendo obligación de hacerlo, ó no hayan 
llenado sus deberes, y proponiendo para 
unos y otros el premio ó corrección que 
merezca. 

8. ° El tribunal que entiende en la causa. 

9. ° Las previdencias adoptarlas para la 
instrucción de los expedientes relativos, 
primero, ¡i la averiguación de los delincuen- 
tes: segundo, á la venta de los productos 
deteriorarlos: y tercero, á la repoblación del 
arbolado. 

Art. 37. Los Gobernadores, oyendo á 
los ingenieros donde los haya, y donde no 
existan á los comisarios, formarán á la ma- 
yor brevedad los reglamentos ó instruccio- 
nes necesarias para ¡levar á efecto en todas 
sus partes las disposiciones de la presen- 
te órHen ríe la manera que lo exijan las 
circunstancias generales de las distintas 
provincias, y las especiales de cada loca- 
lidad. 

Art. 38. Además de establecer en los 
reglamentos é instrucciones á que se refiere 
la disposición anterior las oportunas correc- 
ciones administrativas se hará entender á 
todas las autoridades, empleados y demás á 
quienes corresponde, que así como obten- 
drán Ja merecida recompensa cumpliendo 
con exactitud las obligaciones que les impo- 
ne esta orden, se les exigirá irremisible- 
mente la mas estrecha responsabilidad, si 
muestran la menor apatía ó falta de celo en 
su desempeño. 

Por último, es la voluntad de S. M. que 
escite muy particularmente el celo de V. S. 
para que se llene de la manera mas com- 
pleta eu esa provincia el importante servi- 
cio de que se trata, dando V. S. una nueva 
prueba de sus deseos de corresponder... 
be Real orden, etc. Madrid 12 de julio de 
1858. [Bol. of. de Cádiz, miro. 190.) 


R. O. de 14 enero de 1859. 

Sobre que se suspendan las ventas de ciertos monte» 
poblados de pinos. 

(Fom..) «Vistos los anuncios publicados 
en el suplemento a! Boletín oficial de la 
; provincia de Madrid correspondiente al 
martes 4 de este mes, para la venta, con 
arreglo á las leyes de l.°de mayo de 1855 y 
11 de julio de 1850, de varias fincas rústi- 
cas de la provincia de Granada, pobladas 
de pinar : 

Vistos los informes y reclamaciones diri- 
gidas á este Ministerio acerca de la falta de 
observancia, que en otros casos se ha no- 
tado también, de las disposiciones vigentes 
respecto de la venta de montes .- 

Visto el art. 2.° de la lev de l.° de mayo 
de 1855: 

Vistos los 'Reales decretos que para su 
cumplimiento* se dieron en 26 de obtubre 
del mismo año y cu 27 de febrero de 1856: 

Considerando que según estas disposicio- 
nes están terminantemente exceptuadas.de 
la venta las fincas pobladas de pinos: 

Considerando que las mismas reservan al 
Gobierno la facultad de declarar no enajena- 
bles los montes, aun después de estar anun- 
ciada su subasta; 

Considerando que de la venta de los mon- 
tes, cuya conservación está ordenada por 
las citadas leyes y decretos, se seguirían 
irreparables perjuicios á la agricultura, á la 
industria, al comercio y perniciosos efectos 
en las condiciones físicas del terreno y del 
clima. 

Considerando que los pinares, cuya venta 
se ha anunciado en dicho Boletín , se hallan 
situados en regiones torrenciales, y su des- 
trucción sería, por lo tanto, funesta. 

Considerando que el R. f). de 27 de febre- 
ro de 1856, en la parte en que reformó el de 
26 de octubre de 1855, dió tal extensión á 
la venta de los montes, que no seria posi- 
ble sin gravísimos peligros, prescindir de 
su rigoroso cumplimiento en cuanto repitió 
las declaraciones de no ser enajenables cier- 
tas clases de arbolados: 

Considerando que no lian sido dcbidamen- 
le ejecutados sus nrís. 4.° y 5.° ni suficien- 
temente aplicada la facultad que reservan 
al Gobierno para declarar no enajenables 
montes de las clases cuya venta por regla 
general establecen. . 

La Reina ha tenido á bien disponer lo si- 

Que en conformidad cod lo dispues- 
to en los arte. í ,° y 3.° del R. D. de 27 de 
febrero de 1856, se comunique á los Gober- 
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nadores de las provincias de Madrid y de 
Granada, como de su Real órclen lo ejecuto, 
la de suspender Ja subasta y remate de las 
fincas pobladas de prnar á que se ha hecho 
referencia, y cuyo anuncio aparece en el ci- 
tado suplemento de! Boletín oficial. 

2. ° Que se circule esta disposición á los 
Gobernadores de las demás provincias y se 
encargue á todos que esciten ei celo de los 
ingenieros y demás empleados del ramo de 
montes, no solo para que procuren e! exac- 
to cumplimiento del art. l.° del R, D. de 9*7 
de febrero, sino también para que eleven á 
la superioridad, ala mayor brevedad posible, 
sus informes respecto de todos los montes 
de las respectivas provincias á que convenga 
aplicar el art. 5.° 

3. ° Que estos estudios é informes sean 
hechos por los ingenieros y empleados del 
ramo con preferencia á cualesquiera otros 
trabajos. 

4. a Que, sin perjuicio de estas disposi- 
ciones, se proponga á S. M. por el Ministe- 
rio de Fomento las medidas conducentes 
para e! mejor cumplimiento de las leyes y 
decretos citados, conciliando con la conve- 
niencia de no poner ■rámora á las subastas de 
los bienes declarados en venta, la necesidad 
de atender á los importantes intereses que 
la indebida enajenación de montes compro- 
rneteria séria ó irremediablemente.» — De 
Real órden, etc. Madrid 14 de enero de 
1859. (CL. t. 79, p. 76.) 

R. D. de 16 febrero de 1<S59. 

Se dispuso por este decreto que los mon- 
tes fuesen clasificados para su enajenación 
decretada por la ley de desamortización, con 
arreglo al art. 2.° de la misma y al R. D. de 
26 de octubre del mismo año, (tomo V, 
página 131), y se dictaban reglas para la 
tramitación, etc.; pero no le ¡asertamos por 
haber sido derogado con las demás disposi- 
ciones dictadas para su ejecución (1) por el 
R. D. de 22 de enero de 1862. 

D. de 12 junio de 1859. 

Suprimiendo Jas Comisarias de monte», y encomen- 
dando sus deberes y atribuciones á ios ingenieros de 
montes. 

Se halla inserto en Ingenieros de montes. 


(i) En el número de las derogadas deben I 
considerarse la R. O. de 17 de febrero de 1859; I 
otra de l.° de julio; la clasificación general he- j 
cha y aprobada por R Ü. de 30 de setiembre, j 
y otra R. 0. de Id de diciembre, todas de 1859. 


fí. O. de 28 'junio de 1859. 

Aprobando la instrucrion paralas sercionesdo ro- 
méalo. 

Véanse los importantes párrafos que tra- 
tan sobre el objeto de este art. en el de Go- 
bernadores de provincia (temo VI, pagi- 
no 867.) 

R. O. de 18 julio de 1859. 

No so dé curso a propuestas do cortas etc. de los mon- 
tes sujetos á venta, 

(Fom. ) «limo Sr.: La Reina ha tenido á 
bien resolver que no se dé curso á propuesta 
ni solicitud de corta ó de aprovechamiento 
de cualquiera otra clase en montes que los 
ingenieros, al hacer la clasificación general 
prescrita por el R. D.de 16 y R. O. de 17 de 
febrero de este año, no hayan incluido entre 
los exceptuados de la venta. —De Real ór- 
den etc. — San Ildefonso 18 de julio de 1859. 
(CL. t. 81, p. 154.) 

R. D. de 23 noviembre de 185b. 

Sobre nombramiento de peritos agrónomos y guardas 
de montes. 

Por este decreto se dieron reglas para Ja, 
provisión de las plazas de peritos agróno- 
mos y guardas de montes. Está anulado por 
disposiciones posteriores. (CL. t. 82, pagi- 
na 248.) 

/?. O. de 15 marzo de 1860. 

Deslindes do montes, sus formalidades, ccntcníiOío. 

«Al Gobernador de la provincia de Grana- 
da digo con esta fecha lo siguiente: 

Visto el expediente relativo al deslinde de 
los terrenos y montes existentes en el sitio 
llamado Humbría de la Sagra, término de la 
ciudad de Huesear, en esa provincia, pro- 
movido á instancia de D. Manuel Romero 
Ortiz y otros, dueños que- dicen ser de los 
expresados terrenos: 

Visto el dictámen emitido en el mismo ex- 
pediente por ese Consejo provincial, según 
el cual no procedería aplicar el R. D. de l.° 
de abril de 1846 al deslinde de montes que 
no sean del Estado: 

Vistos los arts. 20 y 21 de las Ordenanzas 
generales de montes de 22 de diciembre de 
1833, con arreglo á los cuales los deslindes y 
amojonamientos de los montes puestos por 
las mismas bajo la administraccion ó. el ré- 
gimen de la Dirección general del ramo de- 
ben practicarse gubernalivamente en la for- 
ma que allí se expresa: 

Visto el art. 22 de las mismas ordenanzas, 
que en el caso de haber entre los interesa- 
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dos en estos deslindes algtin propietario ó 
propietarios particulares 'y mediar, reclama- 
ciones por su parte ó contra ellos, disponía 
que no pudiéndose terminar estos por via de 
reclamación ó transacion, se acudiese á los 
tribunales ordinarios: 

Visto el art. 8.° párr. 7.° de la ley orgá- 
nica de los Consejos provinciales de 2 de 
abril de 1845, que atribuye al conocimiento 
de los mismos en el concepto de tribunales 
las cuestiones relativas al deslinde y amojo- 
namiento de los montes del Estado y de los 
que pertenezcan á los pueblos ó á los esta- 
blecimientos públicos, reservando las cues- 
tiones sobre la propiedad á los tribunales 
competentes: 

Visto el R. D de 1.* de abril de 1846, que 
fijé reglas y trámites para ejecutar los des- 
lindes de los montes del Estado, y especial- 
mente sus arts, 12, 13 y 21, en los que se 
determina: en el primero, que los interesa- 
rlos puedan usar de su derecho ante los 
Consejos. provinciales, contra las providen- 
cias de los Gobernadores, con arreglo al ar- 
tículo y párrafo citado de la ley de 2 de abril 
de 1845; en el segundo, que se reserven á 
los tribunales de primera instancia las cues- 
tiones de propiedad que sé susciten en los 
deslindes, y en el tercero, que se remitan al 
Ministerio para la Rea! aprobación las dili- 
gencias y planos del deslinde: 

Vista la R O. de 20 de jumo de 1852, que 
declaró que la de 16 de febrero de i 847, 
por la que se suspendió el deslinde general 
y simultáneo prescrito por elR, D. del. 0 de 
abril 1846, no obsta para que las disposicio- 
nes de este sean cumplidas en cualquiera de 
los casos en que convenga hacer deslindes 
de montes sujetos á las ordenanzas: 

Considerando la necesidad de fijar una re- 
gla que señale de una manera clara los casos 
en que deben venir los expedientes de des- 
linde al Ministerio, á fin de evitar las dudas y 
dificultades que so han suscitado en este 
punto, y la diferencia de interpretaciones da- 
das por los Gobernadores á los mencionados ¡ 
artículos del R. D. de l.° de abril de 1846: 

Considerando que, cuando los asuntos se 
hagan con te n cioso- adm ¡ni s trntivos ó se sus- 
citen cuestiones de propiedad, no es necesa- 
ria ni procede la resolución del Ministerio, 
pues, aunque solo se le concediese carácter 
gubernativo, no podrían en el primer caso 
recurrir contra ella los interesados al Conse- 
jo provincial, y en el segundo seria inconve- 
niente que se resolviese por Real orden un 
asunto que debiera ser sometido al conocí- ¡ 
miento de los tribunales de primera instan- 
cia, habiendo de ir necesariamente mezcla- 


das y confundidas por la naturaleza misma de 
las cosas las cuestiones del expediente gu- 
bernativo de pertenencia y de deslinde con 
las de propiedad: 

Considerando que cuando no suceda lo 
uno ni lo otro, y el deslinde se haya llevado 
á electo sin producir en definitiva reclama- 
ciones de ninguna clase, el Ministerio no 
puede prescindir de examinar si Jos intere- 
ses públicos han sido perjudicados: 

La Reina, oida ia sección de Gobernación 
y Fomento del Consejo de Estado, se lia dig- 
nado resolver: 


1. ° En todos los casos en que se haya de 
hacer deslinde de cualquier monte público, 
ya pertenezca a! Estado, ya á los pueblos ó 
corporaciones ó establecimientos de cual- 
quiera clase, so observarán las disposiciones 
del R. D. de 1 .” de abril de 1846. 

2. ° E! Gobernador dictará siempre pro- 
videncia aprobando ó desaprobando las dili- 
gencias de deslinde. Si. hubiese reclamacio- 
nes, resolverá también acerca de ellas; y 
contra sus resoluciones se podrá acudir por 
los interesados ante el Consejo provincial 
con arreglo al art. 8.°, párrafo 7.° de la ley 
orgánica de los Consejos provinciales de 2 
de abril de 1845, y al art. 12 riel referido 
Real decreto de l.° de abril de 1846. 

3. ° Si surgieren cuestiones de propiedad 
se reservará su con oc- miento á los Juzgados 
de primera instancia en la forma y tiempo 
que establece el art. 13 del expresado Real 
decreto. 

4. ° Se someterán á la Real aprobación 
todos los expedientes de deslinde en que no 
se hayan suscitado cuestiones contencioso- 
admínistrativas ni de propiedad; debiéndose 
hacer constar siempre, tanto la providencia 
definitiva del Gobernador, como la aquies- 
cencia que le hayan prestado todos bis in- 
teresados . 

Y 5.° Las cuestiones contencioso-admi- 
nistrativas á que se refiere el párrafo ante- 
rior son las que versen sobre puntes princi- 
pales del expediente de deslinde y con cuya 
resolución quede este definilivamente con- 
cluido; pues cuando solo interesen á algún 
punto incidental ó secundario de tramitación 
no deberá omitirse á su debido tiempo la re- 
misión del expediente al Ministerio en soli- 
citud de su aprobación.— De Real orden, etc. 
—Madrid 15 de marzo de 1860.» [CL. t. 83, 


r¡ o. de 31 agosto de 1860. 

nciídaii prórogas para cortas, podas y demás 
aprovechamientos forestales. 

La Reina ha tenido á bien 

jr lo que sigue: 
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Articuló 1 . 0 No se dará curso á ninguna 
solicitud de próroga para ejecutar corta, po- ‘ 
da, ni ningún otro aprovechamiento forestal i 
fuera del plazo que hubiese sido señalado en \ 
el pliego de condiciones de la subasta. I 

Art. 2.° Los ingenieros y las secciones | 
de Fomento, cuidarán bajo su responsabili* ¡ 
dad, de que jamás se omita en los pliegos de | 
condiciones la íijacion de plazos para todos i 
los aprovechamientos que se saquen á su- i 
basta. 

Art. 3.° Si á pesar de lo dispuesto en el 
artículo anterior se subastase algún aprove- 
chamiento sin que se Je fije plazo, se enten- 
derá que este concluye al año, contado des- 
de la fecha de la aprobación del remate, sin 
perjuicio de que se exija la responsabilidad, 
que corresponda por haberlo omitido. 

Art. 4.° Cuando no pudiere darse prin- 
cipio en tiempo oportuno á la corla porque 
el ingeniero dilatase demasiado dar su nece- 
sario permiso para empezarla, ó por cual- 
quiera otro acto ó falta de la Administración, 
el rematante deberá reclamar lo que crea 
conveniente á su* derechos antes de proce- i 
der á la ejecución dci aprovechamiento; pe- 
ro si le diere principio, se entenderá que 
renuncia á toda reclamación por la tardan- 
za á que se le haya obligado. 

Art. b.° Todos los contratos se entien- 
den hechos á ía ventura, y no nodrán los 
rematantes reclamar por razón de los per- 
juicios que la alteración de Jas condiciones j 
del mercado ó los accidentes imprevistos de j 
cualquiera otra clase les ocasionen. 

Arl. o.” linios casos en que haya sido 
imposible dar principio ó conclusión al apro- 
vechamiento dentro del tiempo estipulado, 
no por causas dependientes do la voluntad 
del interesado, ni por cambios en su salud, 
en su familia ó sus intereses, ni por la per- 
turbación de las condiciones económicas ó 
climatológicas del país, sino por actos de la 
Administración ó ae los Tribunales, 6 por 
otros motivos verdaderamente excepciona- 
les, no se concederá tampoco próroga ni 
ampliación al plazo convenido ; pero habrá 
lugar á examinar si procede la rescisión del 
contrato. 

Art. 7.° Para decretar sobre la rescisión 
serán precisamente oidos el Ayuntamiento 
del puemo, ó los representantes del estable- 
cimiento público de quien fuere el monte, 
el ingeniero de la provincia y el Consejo 
provincial. 

Si el asunto se hiciere contencioso, la 
cuestión será oida ■ y fallada por el Consejo 
provincial,, con arreglo al parr. 3..° del ar- 
tículo 8, 0 de la ley de 2 de abril de 1845. 


Si por consecuencia de la resci- 
sión de contrato hubiere que devolver al 
rematante el precio que tuviera satisfecho 
por el aprovechamiento no realizado, podrá 
celebrarse, sí el interés de conservación del 
monte no lo estorba, nuevo remate para 
ejecutarlo, consistiendo una de las condicio- 
nes en que el nuevo adjudicatario satisfaga 
dicho precio id anterior 

Art. 9.° Tanto en este caso como en todos 
los de dejarse, de hacer un aprovechamien- 
to dentro del tiempo debido, se obligará al 
rematante á pagar la multa y ía indemniza- 
ción de daños y perjuicios que procedieren, 
con arreglo á las condiciones del contrato y 
disposiciones vigentes. — De Real orden etc. 
San Ildefonso 3t de agosto de 1860.» (Co- 
lección Legislativa, t, 84, p. 193.) 

fl. O. de i.° setiembre de 1860 . 

Nuevo sistema de autorizaciones para aprovechamien- 
tos forestales. 

(Fom.) «Con el sistema establecido res- 
pecto de autorizaciones para cortas y demás 
aprovechamientos forestales por la Real or- 
den, hasta hoy vigente de 24 de noviembre 
de 1846, expedida cuando este ramo de la 
Administración presentaba muy distintas 
condiciones de las que tiene hoy, al mismo 
tiempo que se someten al exámeü y aproba- 
ción de este Ministerio exnetíientes de cortas 
insignificantes, se prescinde, de darle cuenta 
en otros de mayor importancia. A fin de re- 
mediar tal anomalía, y con el objeto de in- 
troducir las variaciones que la experiencia 
ha aconsejado en esta materia, Ja Rema na 
tenido á bien resolverlo siguiente: 

Artículo l.° Las concesiones de cortas, 
podas y demás aprovechamientos forestales, 
se harán de una de las maneras siguientes: 

Primero. Con arreglo á la ordenación 
científica de los montes respectivos, hecha 
por los ingenieros y aprobada por el Minis- 
terio. 

Segundo. Con arreglo- á planes provi- 
sionales de turnos de aprovechamientos. 

Tercero. En virtud de los expedientes 
anualmente formados para la explotación de 
los montes. 

Cuarto. O por medidas especiales dic- 
tadas en casos extraordinarios. 

Art. 2.° Los ingenieros, en cuanto las 
demás atenciones «leí servicio se lo. permi- 
tan, procederán á la ordenación científica de 
ios montes sujetos al régimen de las orde- 
nanzas y legislación especial del ramo. 

Art. 3.° Las memorias, estados, croquis 
y demás trabajos de reconocimiento, inven- 
tario y ordenación se ajustarán á lo prescrito 
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para ios antiguos distritos forestales on la 
instrucción aprobada por R. O. de 18 de 
abril de 1857. 

Art. 4.° ' Los ingenieros de las provin- 
cias remitirán los proyectos de ordenación, 
por conducto de la Sección de Fomento res- 
pectiva, á la Dirección general de Agricul- 
tura, Industria y Comercio, eme los pasará á 
informe de Ja Junta facultativa del ramo 
antes de resolver ó proponer resolución 
sobre ellos. 

Art. 5." Mientras no sea posible, por 
falta de tiempo 6 de recursos materiales, 
roceder á la ordenación de ios montes pó- 
deos, los ingenieros procurarán establecer 
en ellos «lapes provisionales de turnos de 
aprovechamientos. 

Art. 6,” Se formará anualmente en las 
Secciones de Fomento de los Gobiernos de 
provincia un expediente para el aprovecha- 
miento de los montes de propios y comunes 
'que pertenezcan á cada distrito municipal. 

Art. 7.° Con la anticipación conveniente 
se reclamará de los Alcaldes y Ayuntamientos 
propuesta, en la forma que corresponda, de 
los aprovechamientos que quieran subastar 
en los montes municipales que aun no estu- 
vieren sometidos por los ingenieros á orde- 
nación cientíliea, ó á planes provisionales de 
turnos de aprovechamientos. 

Art. 8.° Respecto de los demás montes 
sujetos al régimen de las ordenanzas y legis- 
lación especial del ramo, se formará también 
un expediente anual por los que cada esta- 
blecimiento público 6 el Estado posean en 
eada término municipal. 

Cuando un mismo monte se extendiese 
por el territorio de dos distritos municipa- ' 
les, podrán ser reunidos en uno solo los ex- ' 
podientes en que su aprovechamiento deba ' 
figurar. 

Art. 9. w La anticipación con que con- 
venga iniciar los expedientes de subastas á 
fio de que los aprovechamientos se hagan en 
tiempo oportuno, se calculará en cada pro- 
vincia ó eu cada caso según las circunstan- 
cias de la localidad y de los montes. 

Art. 10. El ingeniero de la provincia 
emitirá siempre su opinión en cada expe- 
diente anual, manifestando cuáles son los 
aprovechamientos que cree deben ser su- 
bastados según la ordenación científica á los 
planes provisionales de turnos de aprove- 
chamientos, ó en vista de las propuestas de 
los Ayuntamientos ó de los otros propieta- 
rios dé los montes públicos; formulando las 
condiciones para la subasta de dichos apro- 
vechamientos, así como de ios árboles der- 
ribados por el viento, de los incendiados, de : 


los cortados fraudulentamente, y en fin, de 
todo lo que deba ser subastado ó aprove- 
chado. 

Art. 1 1 . Cuando el Gobernador se con- 
formare con el dictamen del ingeniero, po- 
drá desde luego autorizar Jos aprovecha- 
mientos siempre que estos no hayan de con- 
tratarse por mas de dos años, y si la tasa- 
ción facultativa, que ha de servir de tipo pa- 
ra la subasta, no estima en mas de 20.000 
reales el producto que hayan de rendir en 
los remates todos los montes municipales ó 
los de establecimientos públicos ó del Esta- 
do, que figuren en cada uno de los expedien- 
tes anuales formados con arreglo á los an- 
teriores artículos. 

Art. 12. Serán sometidos á la aproba- 
cou del Ministerio de Fomento los expe- 
dientes de aprovechamiento: 

Primero. Siempre que el Gobernador no 
se conformare con el dictamen del ingenie- 
ro, debiendo manifestar en este caso las ra- 
zones de su disidencia. 

Segundo. Siempre que la suma de todas 
las tasaciones facultativas que han de servir 
en tipo en las subastas que se propongan 
para ios productos de los aprovechamientos 
de los montes que figuren dentro de un mis- 
mo expediente exced í de 20.000 reales. 

Y tercero. Siempre que la duración del 
contrato de remate haya de exceder de dos 
años. 

Art. 13. En todos los casos en que el 
resultado del remate haga subir el importe 
de lo subastado al doble ó mas de la tasa- 
ción, se dará cuenta al Ministerio sin per- 
juicio de que desde luego se decrete lo que 
proceda respecto de la adjudicación y apro- 
bación del remate. 

Art. 14. Eu los mismos expedientes 
anuales de aprovechamiento, formados con 
arreglo á los anteriores artículos, se segui- 
rán instruyendo los adicionales sobre la 
conveniencia de cualquier corta extraordi- 
naria en los montes de dicho expediente, 
cuando sea promovida, bien en solicitud que 
por motivos imprevistos presente después 
de su primera propuesta el Ayuntamiento ó 
quien fuere su propietario, bien por petición 
de algún particular, bien por haber necesi- 
dad de extraer ios árboles derribados por los 
vientos, los despojos de algún incendio ó los 
productos de alguna corta fraudulenta. 

Para la tramitación de estos expedientes 
adicionales se observarán las mismas reglas 
que para los generales mandados formar en 
cada año: se acumulará el importe de su ta- 
sación á las anteriores tasaciones de los 
aprovechamientos propuestos cu los montes 
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fiel mismo expediente, si aun no se hubieren 
celebrado los remates, ó al importe obtenido 
en estos si ya se hubieren verificado; y si de 
la acumulación resultase una suma mayor 
de 20.000 rs., se remitirá todo el expedien* 1 
le al examen del Ministerio de Fomento. 

Si no resultase una suma mayor de dicha 
cantidad, se adoptará la resolución por el 
Gobernador, ó se impetrará del Ministerio, 
con sujeción á las demás reglas establecidas 
en losarts. t i y 12, observándose también 
en su caso lo dispuesto en el 13. 

Art. 15. Cuando fuese urgentemente 
necesaria una corta para remediar los estra- 
gos de inundaciones, incendios ú otros pa- 
recidos, podrán los Gobernadores i esolver 
por sí, oyendo á los ingenieros, cualesquie- 
ra que sean las circunstancias del caso; pe- 
ro dando cuenta en seguida ai Ministerio si 
á este correspondiere la aprobación, según 
los artículos anteriores. 

Art,. 16. Cuando el expediente de corta 
se hiciese á instancia de algún particular, se 
deberá oir al Ayuntamiento ó á quien fuere 
propietario del monte, y se exigirá al parti- 
cular una fianza proporcionada antes de dar 
curso á su solicitud, á fin de evitar que, co- 
mo ha sucedido con frecuencia, quede des- 
amparado un remate hasta por el mismo que 
ha promovido su celebración. 

Art. 17. Las subastas y remates seguirán 
haciéndose con estricta sujeción á las or- 
denanzas y demás disposiciones hoy vi- 
gentes. 

Art. 18. No se hará jamás por Adminis- 
tración ningún aprovechamiento en montes 
sujetos al régimen de las ordenanzas. Cuan- 
do los remates, aunque repetidos, no produ- 
jeren resultado, caducará la concesión del 
aprovechamiento. 

Art. 19. Se respetarán los usos y cos- 
tumbres antiguas que deban subsistir con 
arreglo á los arts. 119 y siguientes y 233 
de las ordenanzas; pero entendiéndose que 
pueden referirse á que los aprovechamientos 
se' hagan en común ó por repartos entre ios 
vecinos, ó de cualquiera otra forma distinta 
de la venta en pública subasta; pero de nin- 
gún modo, ni en ningún caso, á que se cor- 
ten ó extraigan del monte mayores produc- 
tos que los que el interés de su buena con- 
servación consienta, según asimismo está 
también determinado én el art. 120 de las 
ordenanzas. 

Art. 20, Sin perturbar á los vecinos en 
la posesión de los aprovechamientos, usos y 
costumbres antiguas debidamente acredi- 
tadas, se adoptarán todos los medios nece- 
sarios para regularizarlos, reducirlos á lo 


absolutamente preciso, y evitar los abusos 
de cualquiera clase. 

Art. 21 . Las concesiones de disfrute v 
repartos de lefias para quemar, ó de ma- 
deras destinadas a usos vecinales, conforme 
á los reglamentos, títulos ó costumbres es- 
tablecidas, seguirán siendo hechas por los 
Gobernadores cuando se conformen con el 
dictamen de los ingenieros; pero si los ve- 
cinos ú otros pagasen por el disfrute alguna 
cuola, se acumulará esta en el expediente 
anual al importe de las tasaciones ó de los 
remates, á fin de que sea somedido al exa- 
men del Ministerio de Fomento en los ca- 
sos que fijan" los arts. 11, 12 y 14. 

Art. 22. Inmediatamente que reciban 
esta circular procederán las secciones de 
Fomento á reunir los datos y documentos 
para formar los expedientes anuales corres- 
pondientes á 1860, en la forma que queda 
establecida; haciendo constar en los mismos 
los aprovechamientos que á contar desde l.° 
de enero último estén contratados ó decre- 
tados á fin de que las concesiones ulteriores 
se arreglen desde luego á lo que queda 
prescrito. 

Art-, 23. Quedan derogadas la R. O. do 
24 de noviembre de 1846, que fijaba regios 
sobre instrucción y aprohacion de los expe- 
dientes de aprovechamientos; las de 23 de 
febrero de 1847, 20 de noviembre de 1848, 
4 de octubre de 1849, y art. 34 de la de 12 
de julio de 1858, que autorizaban á los Go- 
: bernadores á conceder en todos los casos 
la venta de árboles para la recomposición 
urgente de buques averiados, así como la de 
los derribados por el viento, incendiados ó 
fraudulentamente cortados , y en general 
todas las que no se hallen conformes con la 
presente. — De Real orden, etc. San Ildefon- 
so l.° de setiembre de 1860, [CL. t. 84, 
página Í99.) 

R. O. de 4 setiembre de 1860. 

Se ordenó á los ingenieros del ramo que 
formasen estados del producto aproximado 
de los montes públicos debidamente clasi- 
ficados, y que los remitiesen á la Dirección 
general antes del 20 de enero de 1861. 

R. O. de 5 noviembre de 1860. 

Conocimionto del delito da cortas y talas, 

(Grao, y Jüst.) «En vista de una comu- 
nicación dirigida á este Ministerio por el de 
: Fomento, acompañando otra del Goberna- 
dor de la provincia de la Coruña, de la que 
se deduce que han ocurrido dudas sobre si 
el conocimiento del delito de talas y cortas 
fraudulentas en los montes y dehesas del 
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Estarlo corresponde á los tribunales del 
fuero ordinario ó á los especiales de Ha- 
cienda. 

Considerando que en las ordenanzas del 
ramo, decreto de 22 de diciembre de 1833, 
expresamente se consigna que la jurisdicción 
civil ordinaria debe conocer de los hechos 
de aquella clase: 

Considerando, además, que las jurisdiccio- 
nes especiales no pueden por su índole mis- 
ma avocar á sí el conocimiento de otros de- 
litos que los que señaladamente les atribuye 
la legislación vigente, entre los cuales no se 
encuentran los de que se trata; 

La Reina se lia servido declarar, de con- 
formidad con lo consultado por el Consejo 
Real, hoy de Estado, que á los Juzgados del 
fuero ordinario corresponde conocer del de- 
lito do cortas y talas fraudulentas en los 
montes y dehesas del Estado.— De Real or- 
den, etc. Madrid 5 de noviembre de 1860 » 
(CL. í. 84, p. 341.) 

R. O. de 8 setiembre de 1861. 

Expedientes para la tasación y concesiones de apro- 
vechamientos de pastos y bellota. 

(Fom. ) «Vistas las consultas elevadas 
por los Gobernadores Je algunas provincias 
sobre si los aprovechamientos de pastos y 
bellota deben ser comprendidos entre los 
demás forestales para el exacto cumplimien- 
de la U. O. de i.° de setiembre de 1860, y 
en el caso de que deban serlo, sobre la difi- 
cultad de conciliar la fiel observancia de 
dicha soberana resolución en cuanto pres- 
cribe la intervención del Ministerio en los 
expedientes de cierta cuantía, con la nece- 
sidad de que Ja tasación facultativa de la 
bellota, que no puede ser bien hecha sino 
u ¡ruto visto, sea seguida sin pérdida de 
tiempo de la correspondiente subasta y re- 
mate : 

Considerando que, al tratarse del plan ge- 
neral de aprovechamientos de un monte, no 
puede menos de estudiarse y resolverse lo 
relativo á los de sus pastos y bellotera, por- 
que las necesidades de! cultivo ó da la con- 
servación podrán exigir con mucha fre- 
cuencia que se impida por mas ó menos 
tiempo el uso del pasto, y también algunas 
veces la recolección de la bellota: 

Considerando que la tasación de la mon- 
tanera no puede hacerse bieo sino cuando 
j) 6 halla ála vista ei fruto, y que, si se aguar- 
dara á tenerlo descubierto para justipreciarlo 
Y remitir después el asunto al conocimiento 
del Ministerio , no habría en muchas oca- 
siones tiempo bastante para llenar , luego 


que recayera la aprobación superior, las 
demás formalidades de la subasta y dei re- 
mate antes de que pasara la estación opor- 
tuna: 

Considerando que si por tales razones no 
conviene el método ordinario de someter los 
expedientes de esta clase a! Ministerio des- 
pués de la tasación y antes de la subasta, no 
ja hay para prescindir por completo do la 
intervención que al mismo Ministerio reservó 
en ciertos casos la R. 0. de l.° de setiembre 
de 4860, porque su superior exárnen y vi- 
gilancia so ejercen sobre puntos de érden 
distinto y de superior importancia que el del 
justiprecio de los productos: 

Considerando que en este supuesto, y en 
el de ser la tasación la que por regla gene- 
ral determínala cuantía de los expedientes 
y la competencia para las concesiones de los 
aprovechamientos , se hace preciso pres- 
cribir otro método para cuando se haya de 
resolver sobre la concesión antes de que la 
tasación esté hecha; y que si para otros 
aprovechamientos forestales seria imposible 
buscar la medida de su importancia en los 
resultados de los años anteriores, no sucede 
lo mismo respecto de los de la bellotera. 

La Reina conformándose con lo propuesto 
por la Junta facultativa de montes y la Direc- 
ción general de Agricultura, Industria y Co- 
mercio, se lia servido resolver: 

1. ° Que en los casos en que, según la 
R. O. de l.° de setiembre de 1860, cor- 
respondía al Ministerio la concesión de los 
aprovechamientos de la bellotera, se le re- 
mitan los expedientes con la anticipación 
oportuna sin esperar á que el fruto esté visto 
v la tasación hecha. 

2. ° Que para fijar si la cuantía de los 
aprovechamientos cíe los encinares excede 
de 20.000 rs. para los efectos de dicha Real 
orden, se atienda á lo que hayan importado 
en el quinquenio último; entendiéndose que 
corresponde resolver sobre Ja concesión al 
Ministerio siempre que en uno de los cinco 
años anteriores hayan producido mas de esa 
cantidad, observándose en todo lo demás lo 
prescrito en la repetida Real disposición.^ 

3 0 Que por este nñ,<, y atendiendo a lo 
adelantado de la estación, se continúe obser- 
vando el método hasta aquí seguido en ¿as 
provincias de Extremadura de resolverse 
todas las concesiones de aprovechamientos 
de bellota por la autoridad de la provincia; 
pero dando cuenta al Ministerio en los casos 
en que, según las reglas establecidas cor- 
responderá á este en adelante la resoluc.on 
—De Real órden etc. San Ildefonso 8 de 
1 Jtibre del8r.i CL. f. 86, p. 0,2*.) 
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R. O. de 10 setiembre de 1861. 

Epoca* de poda y descortív/.amiento. 

(Fom.) Se deroga' ¡a R. O. de 7 ríe mayo 
de 1849 que determinaba la época para la 
poda y descortezamient.o de los árboles de 
encinas, robles, alcornoques ú otros cuales- 
quiera «mandando que en lo sucesivo secón- 
sigue y resuelva en cada caso particular lo 
que parezca mas conveniente según dicta- 
men pericial, sobro la época en que el der- 
cortezamiento ha de hacerse.» (CL. t. 86, 
pág. 631.) 

R. O. de 10 diciembre de 1861. 

(Fom.) «Enterada la Reina de las con- 
sultas elevadas por varios Gobernadores de 
provincia, respecto 'del grado de intervención 
que á las Secciones de Fomento y á los in- 
genieros de montes corresponde en los que 
se hallan bajo la administración de las ofi- 
cinas de Hacienda pública, ha tenido á bien 
resolver que, ínterin otra cosa se dispone 
por acuerdo de ambos Ministerios, se obser- 
ve lo prescrito en la Real órdea que por el 
de Hacienda se expidió acerca de este mismo 
asunto en 13 de junio de 1848, cuya copia 
va á continuación. — De Rea! órden etc. Ma- 
drid 10 de diciembre de 1861.» (CL. t . 86, 
pág. 568 . ) 

R. D . de 22 enero de 1862. 

Nuevas reglas para la excepción de la vonta de mon- ¡ 
tes públicos. 

(Fom.) «En vista de las razones que me 
ha expuesto el Ministro de Fomento de 
acuerdo con el Consejo de Ministros, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1,° De la venta prescrita por el 
art. l. ú de la ley de l.° de mayo de 1855 
quedan exceptuados , en cumplimiento del 
art. 2.® de la misma, los montes cuya espe- 
cie arbórea dominante sea e] pino , el roble 
ó el haya. 

Art. 2.° Las excepciones contenidas en 
el anterior artículo no comprenden sino los 
montes que consten, lo menos, de 100 hec- 
táreas. 

Para calcular si tienen esa medida, se acu- 
mularán los que disten entre sí menos de un 
kilómetro. 

Art. 3.° Se formará para facilitar el me- 
jor servicio, un catálogo expresivo de los 
montes que resulten, según estas reglas, ex- 
ceptuados de la desamortización. 

Todos los demás quedan desde luego en 
estado de venta. 

Cualquier duda que ocurra, antes ó des- 


pués de hecho el catálogo, sobre si un ter- 
reno es de los que deberá comprender ó de 
los ya comprendidos en él. será resuelta e.on 
arreglo á lo que disponen los anteriores ar- 
tículos. 

Art,, 4 .° Quedan derogadas las disposi- 
ciones del R. D. de 16 de febrero de 1859 y 
las demás dictadas para su ejecución, sin que 
en ellas puedan fundarse reclamaciones res- 
pecto de montes que ya estén vendidos; po- 
ro quedarán sin efecto las ventas que desde 
la fecha de este Real decreto se intentaren 
contra lo que en el mismo se prescribe. 

Art. 5.° No se permitirá , por razón al- 
guna, en los montes públicos que no se ven- 
den, corta, poda ni aprovechamiento de nin- 
guna clase, sino dentro de ios límites que al 
consumo de sus producios señalen los in- 
tereses de su conservación y repoblado, y 
del importe de todo aprovechamiento se des- 
tinará precisamente una parte proporcional 
á gastos de su fomento. 

Art. 6.° El Ministro de Fomento queda 
encargado de la ejecución de este Rea! de- 
creto.— Dado en Palacio á 22 de enero de 
1862.» (CL. t. 81, p. 104.) 

R. O. de 22 enero de 1862. 

Para el cumplimiento del Real decreto anterior, 

(Fom.) «Para el cumplimiento y ejecu- 
ción del Real decreto de esta fecha sobre 
desamortización de los montes públicos, 
S. M. la Reina se ha servido disponer se ob- 
serven las reglas siguientes: 

1. a En virtud de dicho Real decreto, 
solo quedan exceptuados de la venta, con ar- 
reglo al art. 2.° de la ley de i.° de mayo de 
1855, las montes cuya especie arbórea do- 
minante sea el pino, el roble ó el baya, y que 
cubran una extensión lo menos de 100 hec- 
táreas. 

2. a Todos los terrenos que no contengan 
pino, roble ni haya , quedan desde luego en 
estado de venta, sin necesidad de mas trá- 
mites ni declaraciones por parte del Ministe- 
rio de Fomento ó sus dependencias. 

3. a Los terrenos que contengan alguna 
de las tres especies de árboles expresados 
podrán también ser vendidos, próvio informe 
del ingeniero de montes que certifique que 
ninguna de las tres es dominante en él, ó 
que Ja extensión de la finca no llega á 100 
hectáreas 

4. a Gomo muchas veces la subdivisión 
de los montes hace aparecer, en las relacio- 
nes estadísticas y en dictámenes pericia- 
les, como muy pequeños Jos que en realidad 
no son sobre el suelo de! pais sino parte de 
una masa mas considerable de vejetacion 
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forestal, solo se entenderá que un terreno de 
monte ocupa menos de 100 hectáreas cuan- 
do no se obtenga esa extensión añadiendo á 
la suya la de todo otro que, dentro de la dis- 
tancia de un kilómetro esté poblado de pinos, 
robles ú hayas. 

5. a Si por alguna oficina ó interesado 
se suscitare duda sobre la exactitud del dic- 
lámen del ingeniero en Jos casos en que es 
necesario, según las dos reglas anteriores 
para proceder á la venta, el Gobernador de 
la provincia volverá áoira este, y dispondrá 
si le pareciere oportuuo, y si anLes no se hu- 
biese ya hecho, que vaya á reconocer perso- 
nalmente el monte. 

6. ‘ Tanto en su primera certificación, 
como en los casos en que sea necesaria la 
segunda ó el reconociente personal, el inge- 
niero se limitará á hacer constar la especie 
dominante, la cabida del monte, y sn distan- 
cia de los mas próximos , prescindiendo de 
toda otra circunstancia y consideración. 

7. a Si después del segundo dictamen del 
ingeniero continuara habiendo disidencia 
entre su opinión y la de la oficina ó interesa- 
do que hubiere reclamado, se remitirá el 
expediente á la resolución de este Ministerio. 

8. a Radicando en el de Hacienda y sus 
dependencias el conocimiento de las cues- 
tiones relativas á los montes que lian de 
quedar exceptuados de la venta por ser de 
aprovechamiento común, ó como dehesas 
destinadas al ganado de labor , quedarán sin 
curso todas las solicitudes ó reclamaciones 
que eu este concepto se dirijan al de Fomento. 

9. a Lo quedarán asimismo las que se 
refieran á ventas de montes que no conten- 
gan ninguna de las tres especies excep- 
tuadas. 

10. Tampoco se admitirán las relativas á 
ventas verificadas antes de esta fecha, aun 
cuando las fincas volviesen á ser anunciadas 
en subasta por quiebra de sus anteriores 
compradores. 

11. Si por el ingeniero, la sección de 
Fomento ó cualquier interesado se reclama- 
re contra el expediente de venta de algún 
monte que contenga pinos, robles ó hayas, 
y respecto del cual no se hubiere procedido 
como marcan las reglas 3. a y siguientes, el 
Gobernador dispondrá que do se haga ei 
anuncio de subasta, ó que quede nulo si ya 
se hubiese hecho su publicación; y en el ca- 
so de estar celebrado el remate, dará parte 
inmediatamente, para los electos oportunos 
á la Dirección general de Propiedades y de- 
rechos del Estado, y á la de Agricultura, In- 
dustria y Comercio. 

I i. Los ingenieros y las secciones de 


Fomento procurarán que sus reclamaciones, 
siempre que procedan , se hagan con la 
prontitud debida, á fin de evitar los inalus 
efectos de la suspensión de una subasta 
anunciada, ó de la anulación de un remate, 
y serán responsables ante el Ministerio de 
Fomento cuando omitan presentar las que 
sean justas. 

13. El ingeniero que se halle al frente 
del servicio del ramo en cada provincia, for- 
mará un catálogo de los montes que por ei 
Real decreto de hoy quedan en la misma 
exceptuados de la venta. 

14. Contendrá el catálogo tres estados 
pnr cada partido judicial; uno para los mon- 
tes de la pertenencia del Estado, otro para 
los de los pueblos, el otro para el de los es- 
tablecimientos públicos, y además un resú- 
men general para toda la provincia. 

15. En los estados se expresará la per- 
tenencia de los montes, sns nombres, los 
términos jurisdiccionales en que radican, sus 
confines por los cuatro puntos cardinales, 
su cabida alorada y su especie dominante. 

16. La relación de ios montes estará he- 
cha en cada estado por el orden alfabético 
de los nombres de los pueblos. 

17. Los Gobernadores y las secciones de 
Fomento, prestarán á los ingenieros todos 
los auxilios que necesiten para la formación 
del catálogo de cada provincia, el cual será 
retnilido á este Ministerio para que por el 
mismo se examine y rectifique y se dispon- 
ga lo conveniente para su publicación. 

18. El catálogo de cada provincia estará 
inexcusablemente en el Ministerio el 15 de 
marzo próximo. 

Los Gobernadores harán constar el diaen 
que les sea entregado por el ingeniero, y 
-cuidarán de que se haga sin demora su re- 
misión. 

19. El objeto del catálogo es únicamen- 
te el de facilitar el servicio y formar la base 
de la estadística del ramo de montes en lo 
sucesivo. 

Sí por omisión dejase de incluirse en ei 
un monte que por el Real decreto de hoy 
deba quedar exceptuado, no por eso pasará 
á la clase de enajenable; y si por error con- 
tuviera Ja designación de alguno que no de- 
ba exceptuarse, no por eso dejara de ser 

vendible. , , ■ , 

20. Sin embargo, no podra procederse a 
la venta de un monte expresamente desig- 
nado entre los del catálogo sino despees que 
en vista de la reclamación competente de- 
crete este Ministerio excluirlo de él. De 
Real orden, etc.— Madrid 22 enero de 1862.» 
{Gao. del 24.) 
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/?. 0. de 17 de marzo de 1802. 

Obras en fincas lindantes con montes públíeos. 

Por esta importante Real órden se dispuso 
que los dueños de fincas lindantes con mon- 
tes públicos no tienen necesidad de licencias 
para edificar en ellas. Se llalla inserta en 
Obras en los montes públicos. 

R. O. de 12 abril de 1802. 

EiániBD , rectificación, etc. del catálogo genoral de 
montes exceptuados de la venta.' 

'(Fom.) «La Reina ha tenido á bien dis- 
poner que en el examen, rectificación y pu- 
blicación del catálogo general de montes pú- 
blicos exceptuados de la venta, hecho por 
os ingenieros del ramo con arreglo á lo 
prescrito en el R. D. y R. O. de 22 de ene- 
ro último, sé proceda como determinan los 
siguientes artículos. 

Artículo 1 .° Después que la Junta facul- 
tativa haya examinado el catálogo de cada 
provincia en los términos que V. I le tiene 
prevenidos por su órden de 21 de marzo, 
esa Dirección general resolverá si el trabajo 
aparece hecho con la debida sujeción á las 
reglas que con este objeto se han expedido. 

Art. 2.° Si lo creyera necesario dispon- 
drá la Dirección general que se den las nue- 
vas explicaciones ó se hagan las rectifica- 
ciones que conceptúe convenientes; y cuan- 
do el catálogo de cada provincia mereciere 
su aprobación, lo remitirá al Gobernador de 
la misma. 

Art. 3.° El Gobernador, en cuanto lo 
reciba, dispondrá su publicación en el Bole- 
tín oficial con toda la brevedad posible y en 
la misma forma en que lo haya remitido la 
Dirección general, cuidando de que se en- 
víen en seguida á esta tres ejemplares del 
número ó números del Boletín en que el ca- 
tálogo se publique. 

Art. 4.° Si el cumplimiento del artículo 
anterior exigiere algún gasto extraordinario 
que con arreglo á los contratos y á las dis- 
posiciones vigentes deba ser abonado, el 
Gobernador elevará la cuenta debidamente 
formada á la Dirección general. 

Art. 5.° En el término de un mes, con- 
tado desde el día de Ja publicación, admitirá 
el Gobernador todas las observaciones y re- 
clamaciones que por los pueblos propieta- 
rios de los montes, por las oficinas de Ha- 
cienda pública ó por el mismo ingeniero se 
le /dirijan, siempre que se refieran á uno de 
los tres puntos siguientes: 

l.° A pedir la corrección de los errores 
que hayan podido cometerse al designar cada 
monte, respecto del término municipal en 
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que radica, de su pertenencia, su nombre 
sus linderos, su cabida ó su especie. 

2. ° A reclamar la inclusión de un monte 
en e) que concurran las circunstancias de 
especie y medida prescritas por ios arls. i.° 
y 2,° del R. D. de 22 de enero. 

3. J A solicitar ia excJusiou de alguno por 
no concurrir en él dichas circunstancias. 

, Art. 6.° No se dará curo á las reclama- 
ciones que deben quedar sin él, según las 
reglas 8. a , 9. a y 10 de la R. 0. de 22 de 
enero. 

Art. 7.° En cuanto trascurra el mes de 
la publicación del catálogo en el Boletín re- 
mitirá el Gobernador á ia Dirección general 
todas las observaciones y reclamaciones que 
se ie hayan presentado y deban tener curso 
según ios dos artículos anteriores. 

Art. 8.° En vista de ellas, esa Dirección 
general dispondrá ó propondrá lo que pa- 
rezca conveniente para preparar la apro- 
bación definitiva de cada catálogo provin- 
cial; y en cuanto esta sea decretada por Real 
órden, se procederá á la impresión del catá- 
logo general, que será hecha bajo la vigi- 
lancia de la Junta facultativa y según ‘as 
órdenes que la Dirección general Je comu- 
nique , cargándose el gasto que esto pro- 
duzca al cap. YIÍ, art. 3.° del presupues- 
to del corriente año.-— De Real órden, etc. 
Madrid 12 de abril de 1862.» (CL. t. 87, 
página 344J. 

R. O. de 30 abril de 1862. 

Montes do Navarra. No están sometidos ¿ las Orde- 
nanzas etc. 

(Fom.) «Visto el expediente relativo á las 
reclamaciones de la Diputación provincial, 
en que pretende que Jos montes de esa pro- 
vincia no están sujetos á las Ordenanzas ge- 
nerales de montes de 22 de diciembre de 
1833, y que á la misma Diputación provin- 
cial corresponde, y no al Gobierno de S. M. 
Ja anulación de los contratos en que se ha- 
yan infringido las disposiciones de la le- 
gislación especial de Navarra sobre montes: 

Vistas las ordenanzas generales de 22 de 
diciembre de 1833: 

Visto su art. 212, por el que se mantie- 
nen exceptuados de las reglas generales 
de estas ordenanzas los montes de las tres 
provincias exentas Vizcaya, Alava y Gui- 
púzcoa.» 

Visto el art. 236 de las mismas ordenan- 
zas, por el que quedan abrogadas todas las 
ordenanzas, leyes, decretos é instrucciones 
existentes en materia de montes : 

Vista la ley de 25 de octubre de 1839 
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que confirmó los lueros de las provincias 
Vascongadas y de Navarra, sin perjuicio 
de la unidad constitucional de la Monar- 
quía : 

Vista la ley de 16 de agosto de 1841. 
por la que los fueros de la de Navarra sé 
modificaron en los términos que la misma 
ley expresa (1): 

Considerando que las ordenanzas genera- 
les fueron posteriores al Real decreto sobre 
división territorial de 30 de noviembre de 
1833, en que se llamaba provincia á Na- 
val ra, y que por lo tanto no puede alegar- 
se, como lo intenta la Diputación provincial, 
que si no fué incluida entre las provincias 
exceptuadas consistió en que no se la con- 
sideraba entonces como provincia, sino como 
reino, al que no podían alcanzarlas pres- 
cripciones de las ordenanzas: 

Considerando que á pesar do haber inclui- 
do indudablemente dichas ordenanzas den- 
tro del régimen por ellas establecido A la 
provincia de Navarra, no adquirieron por el 
pronto en ese antiguo reino fuerza de ley, 
y que los acontecimientos que sobrevinie- 
ron originaron un estado de cosas interino 
basta la ley de 1839 en la parle política, y 
hasta la de 1841 en la parte administrativa: 

Considerando que, según Jas leyes de 2o 
de octubre de 1839 y de 10 de agosto de 
11141, ha desaparecido toda diferencia en el 
orden político; que la soberanía reside para 
esa parte de la Península, como para el res- 
to de España, en las Cortes con el Rey; que 
ya no hay sino Cortes de España y no Cortes 
de Navarra; y que de la antigua organiza- 
ción no queda mas de especial, de singular 
y de distinto que un derecho civil, sujeto á 
la codificación uniforme cuando se baga, 
ciertas excepciones para el impuesto, y unas 
facultades administrativas encerradas en los 
limites de los antiguos fueros y sometidas á 
la suprema vigilancia del Gobierno, y A todas 
las alteraciones que el poder legislativo, no 
de Navarra sino de España, tenga por con- 
veniente hacer: 

Considerando que esas facultades admi- 
nistrativas para el ramo de montes están de- 
finidas en la ley de 16 de agosto de 1841, 
que manda en su art. 5." que los Ayunta- 
mientos se nombren y se organicen Jo mis- 
ino que los restantes de ia Península; es- 
tablece en su art. 6. u que sus atribuciones, 
relativas á la administración económica in- 
terior de los fondos, derechos y propieda- 
des de los pueblos, se ejercerán bajo la 


(1) Inserta con la anterior en el art, Fueros 
provinciales, t. VI, pá#s. 802 y 803. 


dependencia de la Diputación provincial 
con arreglo á su legislación especial ; y 
previene en su art. 10 que esta Diputación 
provincial en cuanto á la administración de 
los productos de las propias rentas, efectos 
vecinales , arbitrios y propiedades de los 
pueblos y de la provincia, tendrá las mismas 
facultades que ejercían el Consejo y Ja Di- 
putación de Navarra , y además las que, 
siendo compatibles con estas, tengan ó tu- 
vieren las otras Diputaciones provinciales de 
la Monarquía: 

Considerando que es innegable que toda 
la legislación general del reino debe apli- 
carse á Navarra con solas las excepciones 
y concesiones expresa y terminantemente 
definidas en esta ley de 16 de agosto, de ma- 
nera que colocando en primer término, y 
en cuanto se roce' con la administración 
de los montes, la ley 26 de las Córtes de 
1828 y 1829 consideradas como legislación 
especial mandada respetar, todas las demás 
regias generales que no las contradigan, 
que con ellas sean compatibles, obligan á 
Navarra como á las demás provincias de 
España, cualquiera que sea su objeto y de- 
nominación, y aunque constituyan las leyes 
de Ayuntamientos ó de Diputaciones pro- 
vinciales : 

Considerando que ya no existen en la 
Diputación provincial atribuciones de un 
orden político, según el antiguo derecho 
público constitucional de lo que fué reino de 
Navarra, y que su representación legislati- 
va permanente en los interregnos de unas 
á otras Corles tampoco existe, pues todo se 
halla sujeto á la unidad constitucional de la 
Monarquía y á su derecho público funda- 
mental, en términos de que no le toca sus- 
tituir, para legislar, álos tres brazos, porque 
la potestad legislativa reside en las Córtes 
yon el Rey; ni admitir ó rechazar la ejecu- 
ción de las leyes confiada á los Ministros 
bajo su responsabilidad, sino administrar y 
solo administrar, bajo la vigilancia del su- 
premo Gobierno, con sujeción á los fueros, 
á la legislación especial y ó los usos y cos- 
lumbies que la misma potestad legislativa 
tuvo A bien respetar, no mediante una ley 
contractual, como la Diputación supone y 
dice, ley que no lia existido ni podido existir 
desde la de 1839, cuyos dos artículos distan 
mucho de ser ia-quiniénea pacta con venta , 
siuo por altas razones de conveniencia él 
interés público, v en toda la plenitud pre- 
sente y futura de la soberanía, atributo que 
imv únicamente reside en el concurso de 
José representantes de toda la nación y e 
Monarca : 
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Considerando que cuantas facultades te- 
nia la Diputación del antiguo reino de Na- 
varra y «u Consejo, sometidas al examen 
censura y aprobación del mismo reino re- 
presentado en Corles, en lo que pertenezcan 
al órden gubernamental, son de la compe- 
tencia del poder ejecutivo en toda su exten- 
sión. y que en cuanto correspondan ú la 
parte administrativa que conserva actual- 
mente la Diputación provincial, se hallan so- 
metidas á la suprema inspección y vigilancia 
del Gobierno, pues de lo contrario , y si se 
llegase al extremo que aquella corporación 
pretende ó parece sostener, se le reconoce- 
rían mas autoridad é independencia de las 
que tuvo por las antiguas Constituciones de 
Navarra, y sobre todo las que no autoriza ni 
consiente la ley de 16 de agosto de 1841; 

La Reina de conformidad con el dictamen 
del Consejo de Estado en pleno ha tenido á 
bien resolver; 

1. ° Que con arreglo á los arts. 6.° y 10 
déla ley de 16 de agosto de 1841, se halla 
vigente en materia de montes, y solo por 
lo respectivo á la administración económica 
de los que pertenezcan en comunidad ó pro- 
piedad á los pueblos de la provincia de Na- 
varra, la ley 26 de las Cortes del entonces 
reino, celebradas en los años de 1828 y 
1829, debiendo ejercer dicha administración 
los respectivos Ayuntamientos, bajo la de- 
pendencia de la Diputaciou provincial ,• que 
reasume en esta materia las atribuciones del 
órden administrativo peculiares de su anti- 
guo Consejo y Diputación , según la legisla- 
ción del mismo reino. 

2. ° Que no hallándose sometida la pro- 
vincia de Navarra á las disposiciones de las 
ordenanzas generales de montes de 22 de 
diciembre de 1833, en todo cuanto sea con- 
trario á la legislación especial de este ramo 
mandada respetar, le son obligatorias, sin 
embargo, todas aquellas leyes generales de 
la Monarquía, compatibles con Jas especiales 
de Navarra, expresamente confirmadas para 
la administración de las rentas , derechos y 
propiedades de los pueblos y de la misma 
provincia por la citada ley de 16 de agosto 
de 1841. 

Y 3.. u Qúe lo mismo que en otras mate- 
rias, en el ramo de montes, la Diputación 
provincial de Navarra carece de facultades 
legislativas y de gobierno, habiendo pasaao 
unas y otras respectivamente á las (fortes 
del reino con el rey y á los Ministros de la 
Corona, según Ja Constitución de la Monar- 
quía y las leyes de 1839 y 1841 ; y que en 
este concepto á las Córtes con ol rey y al 
Gobierno Supremo corresponden todas las 


atribuciones que, acerca de los montes, co- 
mo propiedades de ios pueblos, estaban re- 
servadas á las Córtes del antiguo reino de 
de Navarra; y al mismo Gobierno, por con - 
docto del Ministerio de Fomento, la vigilan- 
cia para que se administren por ios Ayunta- 
mientos y Diputación provincial, con arreglo 
a ios fueros y leyes especiales reconocidas 
como vigentes por la general antes nombra- 
da.— De Real órden etc. — Madrid 30 de 
abril de 1862.» (CL. t. 87, p. 377.) 

R. O. de 23 mayo de 1862. 

Aprovechamientos, 

(Fom.) Dispone que «no se promuevan 
ni cursen respecto de ios montes públicos 
que no hayan sido exceptuados de la des- 
amortización por el R. D. de 22 de enero úl- 
timo, expedientes que tengan por objeto eje- 
cutar cortas, descorches, ni ningunos otros 
aprovechamientos qne no correspondan ó á 
la clase de estacionales como los de bellota y 
pastos, ó á la de repartos ú otros usos vecina- 
les ordinarios.» (CL. t. 87, p. 671.) 

R. O. de 23 mayo de 1862. 

Supresión de las guias de productos foréstale*, 

(Fom.) «La Reina de conformidad 

con lo propuesto por la sección de Goberna- 
ción y Fomento del Consejo de Estado, ha 
tenido á bien derogar la R. O. de 27 de 
marzo de 1847, y Jas demás posteriores que 
exigieron el requisito de la guia para extraer 
del monte y para trasportar maderas y otros 
productos forestales.» — De Real órden etc. 
Madrid 23- de mayo de 1862. (CL. t. pá- 
gina 571 .) 

R. O. de i junio de 1862. 

Quo se respeten los usos locales para ol aprovecha- 
miento de los montes 

(Fom.) «Visto un expediente promovido 
■por el Alcalde de Griegos eñ queja de provi- 
dencia por la que ese Gobierno de provincia 
mandó pagar ciertas maderas concedidas á 
varios vecinos, los cuales sostienen tener 
derecho á disfrutaren común Jos aprovecha- 
mientos de los montes de la comunidad de 
Alharracin, á que pertenece dicho pueblo: 

Visto otro expediente en que el Ayunta- 
miento y algunos vecinos de Jabalovas, fun- 
dándose eu el mismo derecho que los de 
Griegos, reclaman contra providencias dicta- 
das también por V. S. prohibiendo ciertos 
disfrutes forestales si no se satisfacía su im- 
porte, mandando que se demolieran tres 
parideras construidas en los montes, y mul- 
tando á los vecinos que las habían levantado; 

Visto otro expediente remitido por V. S, 
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para que se declare qué es lo que debe en- 
tenderse por usos y costumbres establecidas, 
y en el cual el Alcalde de Albarracin, presi- 
dente de la comunidad de su tierra, solicita 
que se respeten las ordinaciones, concordias 
y costumbres sobre aprovechamientos fores- 
tales de Ja expresada ciudad y comunidad, y 
que en su consecuencia se declare que los 
Ayuntamientos de los pueblos de la misma 
comunidad no están obligados á solicitar li- 
cencia para pastar y leñar en los montes co- 
munes y sierras universales: 

Vistos los arts. 149 y 120 de las ordenanzas 
desmontes de 22 de diciembre de 4 833* que 
mandaron: (p. 321 de este tomo.) 

Vistos los arts. 124 y siguientes de las 

.mismas ordenanzas 

Vistos los arts. 19, 10 y 21 de la Real 
órden de. l.°de setiembre de 1860; que pre- 
vinieron... (p, 478.) 

Visto el párrafo primero del art. 8. 9 de la 
ley de 2 de abril de 1845, según el que cor- 
responde á los Consejos provinciales, como 
Tribunales, oir y fallar, cuando pasen á ser 
contenciosas, las cuestiones relativas al uso 
y distribución de los bienes y aprovecha- 
mientos provinciales y comunales: 
Considerando que los artículos expresados 
de las ordenanzas y de la R. O. de l.° de 
setiembre 1860 determinan de un modo 
claro, tanto el respeto que merecen los an- 
tiguos usos vecinales, como la necesidad en 
que se hallan los pueblos de someterse á las 
reglas de policía que para regularizar dichos 
usos dicten el Gobierno y los Gobernadores 
de provincias: 

Considerando que si pudiera pedirse al 
Ministerio la reforma gubernativa de las pro- 
videncias de los Gobernadores contra las que 
según la ley mencionada, debe recurrirse 
ante los Consejos provinciales por la vía con- 
tenciosa, se alteraria el órdea legal del pro- 
cedimiento, y se priyaria de su jurisdicción 
á los Consejos, y á los particulares de las 
garantías de acierto que el fallo de un Tri- 
bunal conocedor de las necesidades de cada 
localidad, y mas inmediato al teatro de los 
hechos, pueda prestarles. 

La Reina de conformidad con el’ dictamen 
de la Sección de Gobernación y Fomento del 
Consejo de Estado, ha tenido á bien disponer: 
í.° Que según lo establecido en las or- 
denanzas, con especialidad en su art. 119 y 
en las demás disposiciones que se hallan en 
vigor, deben respetarse en toda su integridad 
los usos legítimamente establecidos y plena- 
mente acreditados en cada localidad para el 
aprovechamiento de los montes, pudiendo 
solo alterarse ó impedirse cuando no sea 
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posible ejercitarlos sin destruir la riqueza 
misma que los pueblos disfrutan. 

2. ° Que los Gobernadores no pueden 
dictar providencia alguna que cause novedad 
<m el aprovechamiento, según de antiguo 
estuviese establecido, sometiendo á subasta 
el que se haya celebrado siempre sin este 
requisito, 6 introduciendo ninguna otra al- 
teración, sino solo regularizar el uso con 
medidas de mera policía. 

3. ° Que los pueblos y vecinos usuarios 
de la comunidad de Albarracin están obli- 
gados según los arts. 120, 121, 124 y si- 
guientes de las ordenanzas generales y los 
buenos principios que rigen en la materia, 
á someterse á todas las reglas de policía que 
se dicten, y por lo tanto á solicitar la licencia 
del Gobernador para verificar los aprovecha- 
mientos. 

Y 4.° Que respecto á las cuestiones par- 
ticulares suscitadas por los Ayuntamientos y 
vecinos de Griegos y Jabaloyas no há lugar 
á resolver gubernativamente, pudiendo los 
interesados recurrir á la via contenciosa ó á 
cualquiera otra que les convenga y sea pro- 
cedente, — De Real órdpn etc. Madrid 4 de 
junio de 1862. ( CL . t. 87, p. 623.) 

ñ: O. de 3 noviembre de 1862. 

La penalidad de las ordenanzas está vigente para los 
montes públicos.— Los Gobernadores en su caso deben 
enlabiar competencia negativa do jurisdicción (1). 

(Fom.) «Al Director general de Agricul- 
tura , Industria y Comercio , digo con esta 
fecha lo que sigue: — limo Sr.: — Visto el ex- 
pediente instruido en esa Dirección con 
motivo de las dudas consultadas porvariosGo- 
beruadores, acerca de si deben considerarse 
vigentes en su parte penal Jas ordenanzas 
generales de montes de 22 de diciembre de 
1833, y comprendidas por lo tanto sus dis- 
posiciones en la excepción que contiene el 
art. 7.° del Código penal. Visto el informe 
que en sentido afirmativo han evacuado con 
fecha 16 de setiembre, de este año las sec- 
ciones de Gobernación y Fomento y Estado 
y Gracia y Justicia del Consejo de Estado: 
S. M. la Reina de conformidad en un todo 
con la doctrina establecida en el expresado 

(1) Esta Real orden no lia querido dar ni 
lia dado á los Gobernadores civiles facultades 
de que carecen para inmiscuirse en el régimen, 
las doctrinas y los procedimientos de la juris- 
dicción ordinaria. De manera que si un juez 
de primera instancia encarga á un Alcalde que 
conozca de un hecho en juicio de faltas, el 
Gobernador no puede provocar competencia 
negativa para que el mismo juez conozca del 
hecho. (Decís, de 23 de mayo de 1863.) 
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dictámefi , ha tenido á bien mandar, que sin 
perjuicio de excitar al Ministerio de Gracia y 
Justicia, para que de acuerdo con Ja misma 
doctrina comunique á ¡as autoridades judicia- 
les Jas instrucciones que creaconvenienies, 
á iin de evitarla impunidad en que quedan 
hoy muchos de los delitos que se cometen 
en los montes , se advierta desde luego á los 
Gobernadores de provincia , para que en lo 
concerniente al ejercicio de su autoridad 
administrativa Jes sirva de regla en lo suce- 
sivo: 

1. ° Que la parte penal de las ordenanzas 
generales de montes se halla vigente respec- 
to a los que son propiedad de! listado, de las 
provincias , de los pueblos ó de corporacio- 
nes de carácter público. 

2. ° Que siempre que la autoridad judicial 
se declare incompetente en el conocimiento 
de algún daño cometido en ios tnonLes públi- 
cos por no considerar vigentes las ordenan- 
zas que defieren el castigo y corrección á los 
tribunales de justicia, cuando no cabe impo- 
nerle gubernativamente, según lo dispuesto 
en el R. D. de 18 de mayo de 1853, entablen 
una competencia negativa de jurisdicción y 
atribuciones que se suscitará y dirimirá coii 
sujeción á las reglas establecidas en elR. D. 
de 4 de junio de 1847. — Lo que de Real or- 
den etc. (Comunicad i en 3 de noviembre de 
1862, al Gobernador de Soria , en cuyo Bo- 
letín de l.° ae diciembre se halla inserta.) 

R. O. de 28 noviembre de 1862. 

Modo de verificar las subastas de productos solici- 
tados. 

(Fom.) «Lo dispuesto en el art. 16 de la 
Real úrden de l.° de setiembre de 1860 
por el que se exige una liuuza al peticio- 
nario de un aprovechamiento forestal , sin 
expresar la responsabilidad en que incurre 
cuando no se presenta á tomar parte en la 
subasta que, según e.l artículo 18 de la mis- 
ma Real orden, es iudispensable pora la ad- 
judicación de cualquiera disfrute, ha origi- 
nado dudas que es preciso aclarar, á íiu de 
poner término á las consultas y reclama- 
ciones- que con este motivo se suscitan. 

Ocurre con frecuencia que el que solicita 
el aprovechamiento deja de presentarse en 
el remate, "persuadido de que basta su ins- 
tancia para que se le adjudique aquel, si no 
hay otra proposición mas ventajosa; y co- 
mo se cree que no puede considerarse como 
lidiador al qüe no toma parte material en la 
subasta, ge declara ésta sin efecto, retenien- 
do la fianza dada por el peticionario en cas- 
tigo de haber desamparado él remate, y ne- 
gándole fe uSjudicacton del servicio, que en 


tal caso no se conceptúa resultado de la su- 
basta exigida como requisito preciso para 
toda adjudicación. 

Semejante interpretación adolece, cuando 
menos, de falta de equidad, por lo que la 
Reina, deseando evitar los perjuicios que la 
repetición de casos análogos ocasiona á los 
particulares, y conciliar el interés de estos 
con el espíritu de la legislación vigente, 
oida la sección de Gobernación y Fomento 
del Consejo de Estado, ha tenido á"bien man- 
dar que las disposiciones contenidas en los 
art. 16 y 18 de la Real orden de 1." de se- 
tiembre de 1860, al principio citada, se mo- 
ddiquen y aclaren con las reglas siguientes: 

1. a Cuando un particular solicite a ‘gira 
aprovechamiento de montes públicos, debe- 
rá alianzar el pago de los gastos de lecono- 
cimiento de la linca y de ia tasación de los 
productos solicitados. 

2. a instruido el expediente en los tér- 
minos que por regla general están preveni- 
dos, se comunicará la tasación ni peticiona- 
rio, á fin de que manifieste si la acepta, pa- 
ra el caso de no presentarse en la subasta 
proposición mas ventajosa. 

3. a Si el peticionario se conforma debe- 
rá manifestarlo en el término de odio dias, 
acompañando la carta de pago que acredite 
haber entregado en la Caja de Depósitos una 
cautidad, que cou la fianza anteriormente 
prestada, complete la equivalente al 10 por 
100 del importe de la tasación, de no na- 
cerlo así, se le tendrá por desistido de su 
instaueia, y se le retendrá la fianza de que 
habla la regla 1. a , cuyo importe se aplicará 
al Tesoro público, quedando ai arbitrio del 
Gobernador el continuar ó no la instrucción 
del expediente, según ¡as probabilidades de 
que so presenten Imitadores. 

4. a Aceptada la tasación por el que soli- 
cita el aprovechamiento, y concedido este 
por quien corresponda,- se anunciará la su- 
basta con las formalidades debidas, adjudi- 
cándose el remate al postor mas beneficioso, 
ora sea al mismo peticionario si toma parte 
en él, ora un tercero extraño á la petición. 

5. ' Si por no presentarse el solicitante 
ni otro iicitador en la subasta quedase esta 
sin efecto, se repetirá el acto, haciéndose 
la publicación correspondiente, y debiendo 
trascurrir diez dias por lo menos, desde el 
anuncio basta i a celebración de la segunda 
subasta. 

6. a Si esta tampoco produjese resultado, 
se adjudicará el aprovechamiento al que Jo 
solicitó por el precio de la tasación aceptada 
por él, tomándole en cuenta el importe de 
ia fianza. 
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7.* El adjudicatario quedará obligado al 
cumplimiento del contrato, bajo la respon- 
sabilidad aue establece el art. 5.° del Real 
decreto de 27 de febrero de 1852 sobre con- 
tratación de servicios públicos. — De Real or- 
den, etc.» Madrid 28 de noviembre de 1882. 
(CL. t. 88, p. 650.) 

fí. O. de 10 abril de 18153. 

Aprovechamientos para la Marina, 

(Fom.) ..... «S. M. la Reina, de acuerdo 
con lo informado por ias secciones de Go- 
bernación y Fomento y Guerra y Marina del 
Consejo de Estado, y oído previamente el 
Ministerio de Marina, ei cual lia recouocido 
que las reglas propuestas por este de Fo- 
mento, en consonancia coa el dictamen de 
las secciones, se fundan en principios de 
justicia y de buena administración, iia teni- 
do á bien resolver io siguiente: 

1. ° Todos ios aprovechamientos que en 
lo sucesivo solicite la Marina en ios montes 
pertenecientes a los pueblos ó á algún esta- 
blecimiento público , deben adquirirse por 
medio de subasta pública, celebrada con en- 
tera sijecion á ias ordenanzas generales de 
montes y demás disposiciones dictadas con 
posterioridad. 

2. “ Cuando por exigirlo así la urgencia 
del servicio se declarase de necesidad y uti- 
lidad públicas la adquisición de maderas de 
alguno de los montes á que se reüere la 
disposición anterior , podra utilizar la Mari- 
na los benelic.os de la ley de enajenación 
forzosa con los, requisitos y formalidades que 
esta prescribe. 

3. u Para el aprovechamiento de los mon- 
tes del Estado no necesita la Marina sujetar- 
se á la licitación pública, pudiendo adquirir 
sus producios por medio de conciertos con 
la Dirección general de Agricultura, indus- 
tria y Comercio acerca de la entidad del pe- 
dido, su precio, modo y término de ejecu- 
tarlo, y veníieáudose siempre los disfrutes 
con la intervención de ios delegados de este 
Ministerio, encargados del ramo de montes. 
— De Real orden, etc, — Madrid 10 de abril 
de 1863. — Moreno López. (Cae. del 27.) 

Ley de 24 mayo de 1863. 

Claíificacion dn los montes; excepción da la venta; po- 
blación do yermos: sorvidumbios: aprovechamien- 
tos; refundición do dummius, oto. 

(Fom.) Dona Isabel 11, etc. 

«Artículo l. J Los montes públicos, para 
los efectos de esta ley, se dividen en las dos 
clases siguientes; 

Primera, Montes del Estado . 


Segunda! Montes de los pueblos y de los 
establecimientos públicos. 

Art. 2 .° Quedan exceptuados de la ven- 
ia prescrita por el art. 1.* de la ley de l.° 
de mayo de 1855 los montes públicos de pi- 
nos, robles ó bayas, cualesquiera que sean 
sus especies, siempre que consten lo menos 
de ÍOU hectáreas, 

Para computar esta cabida se acumularán 
los que disten entre ‘sí menos de un kiló- 
metro. 

Art. 3.° El Estado podrá adquirir los 
montes de ios, pueblos y establecimientos 
públicos por múluo convenio y en los casos 
que así fuese útil al servicio. 

Art. 4.° Podrá igualmente permutar sus 
montes por otros públicos ó de particulares 
que sean de las especies exceptuadas. 

Art. 5. Se emprenderán por cuenta del 
Estado las operaciones necesarias para po- 
blar de monte los yermos, los arenales y 
demás terrenos que no sirvan de un modo 
permanente para el cultivo agrario, reser- 
vando con tal objeto los que hoy posea el 
Estado de esta clase, y adquiriendo otros si 
el Gobierno Jo creyere necesario, previa in- 
demnización á sus dueños, y renuncia de 
estos ai derecho de hacer las plantaciones 
por su cuenta, si le conviniere, y dentro del 
plazo que les lijare el .Gobierno, según las 
circunstancias de ios terrenos y de Jas plan- 
taciones. En todos los casos se reserva á Jos 
dueños ¡a facultad de adquirir nuevamente 
jos terrenos que fueron de su propiedad, 
pagando al EsLado el valor de los mismos y 
el del gasto invertido en ei arbolado existen- 
te al tieuif o ele esta nueva adquisición, que 
podrá reclamarse dentro del término de cin- 
co años, á contar desde ei dia de la expro- 
piación. 

Art. 6.“ Cuando pertenezca á un parti- 
cular el 1 suelo de un monte exceptuado de 
la venta, cuyo vuelo sea del Estado ó de al- 
gún pueblo ó establecimiento público, se re- 
iuudiráu los dos dominios, indemnizando 
préviamente al particular. 

Art. 7. ü Se procederá inmediatamente 
al deslinde y amojonamiento de todos los 
montes públicos por cuenta de sus respecti- 
vos dueños. 

Art. 8. u Las compras por el Estado de 
ios uit ules públicos y de eriales, las permu- 
tas y las indemnizaciones de que trata esta 
ley, se verificarán con las formalidades que 
determinará un reglamento, y serán resuel- 
tas, previa audiencia del Consejo de Estado 
en pleno, por Real decreto acordado en Con- 
sejo de Ministros cuando la cuantía de le 
compra, permuta ó indemnización no llegua 
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á un millón de reales, y por una ley cuando 
exceda de esta cantidad. 

Art. 9.° Subsistirán on los montes públi- 
cos las servidumbres, así cuino los aprove- 
chamientos vecinales que existan legítima- 
mente, cuando ni las unas ui los otros sean 
incompatibles con la conservaciun del ar- 
bolado. 

Si lo fueren, cesarán ó se regularizarán 
cuando baya posibilidad de esto último, á 
juicio dci Gobierno, teniendo presente las 
condiciones locales, é indemnizando previa- 
mente á los poseedores en los casos en que 
Ja justicia lo exija. 

El Gobierno declarará la incompatibilidad 
de aquellas servidumbres y aprovechamien- 
tos, previa Ja instrucción del oportuno ex- 
pediente, en el que se hará constar el infor- 
me facultativo del ingeniero de montes de 
la provincia y del perito que podrán nom- 
brar los interesados. Contra las resoluciones 
que en su vista adopte la Administración 
podra intentarse el recurso contencioso. 

Art. 10. ÍNo se permitirá por razón algu- 
na en los montes públicos corla, poda ni 
aprovechamiento de ninguna clase sino den- 
tro de los limites que al consumo de sus pro- 
ductos señalan los intereses de su conserva- 
ción y repoblado. 

Exceptúanse los aprovechamientos abso- 
lutamente necesarios, á juicio del Gobierno, 
para los vecinos de los pueblos que tengan 
derecho d disfrutarlos. 

Art. 11. Del producto en venta de todo 
aprovechamiento se empleará una parte en 
mejoras del monte respectivo. 

, Art. 12. Los montes del Estado serán 
administrados por el Ministerio de Fomento. 

Art. 13. Intervendrá el Ministerio de Fo- 
mento en la Administración de los demás 
montes públicos: 

1 Para que la explotación se sujete á 
los límites de ia producción natural. 

2. ü Para que se observen- las disposicio- 
nes de esta ley y de los reglamentos gene- 
rales que pura su ejecución se expedirán, 
haciendo en los montes de los pueblos la de- 
bida separación entre la parte facultativa y 
la administrativa. 

3. u Para que la guardería esté sometida 
en todos los montes públicos á un sistema 
uniforme y que corresponda á ios fines de 
su instituto. 

Art. 14. Los montes de particulares no 
estarán sometidos á mus restricciones que 
las impuestas por las reglas generales de 
policía. 

Cuando los tuvieren sin deslindar é inme- 
diatos á alguno público, quedarán sometidos 


á las disposiciones que con arreglo á las leyes 
dictare la Administración para promover el 
deslinde administrativo y para garantir hasta 
su ejecución los intereses públicos. 

Art. 15. Además de la exención de la 
contribución de inmuebles, cultivo y gana- 
dería declarada por la ley- de 23 de mayo de 
1845 en favor de las lagunas y pantanos de- 
secad#» y demás terrenos que se destinen ¿ 
la plantación de arbolado de construcción, 
en los casos , con las condiciones y por el 
tiempo que la misma establece , se conce- 
derán por el Estado premios análogos á los 
particulares que hayan repoblado incales, 
en Jalorma y modo que señalarán los regla- 
mentos. , 

Art. Ib. En el presupuesto general del 
Estado se incluirán anualmente las cantida- 
des necesarias para el cumplimiento de las 
prescripciones contenidas en los artículos 
anteriores. 

Art. 17. El Gobierno dictará los regla- 
mentos necesarios para la ejecución de esta 
iey. 


ARTÍCULOS ADICIONALES. 


1 . ü Por Jas disposiciones de esta ley no se 
alteran las de ias anteriores, que exceptúan 
de la desamortización los terrenos y montes 
de aprovechamiento común, y las dehesas 
destinadas al ganado de labor. 

2. u Ei Gobierno liará una clasificación 

especial de los montes públicos de la provin- 
cia de Canarias que han de quedar exceptua- 
dos da ia venta prescrita en el artículo 1 de 
la ley de 1 .° de mayo de 1835. " 

3. u El Gobierno adquirirá por cuenta del 
Estado, en el punto que creyere mas con- 
veniente, el eddicto y campo necesarios para 
el establecimiento de la escuela dei Cuerpo 
de ingenieros de montes. 

4. u Ei Ministro de Fomento publicará 

un catálogo de los montes exceptuados de la 
venta , con arreglo á ios artículos de la pre- 
sente ley. . 

Por tanto : mandamos etc. Aranjuez á 24 
de mayo de 1863. (Gac. 28 ¿d.) 

/{. O. de 20 junio de 1863. 

Está vigente la parte peual do las ordenamas de 
montes. 


( Crac, v Jüst. ) «Con esta fecha digo ai Re* 
■lite de la Audiencia de Sevilla lo que sigue; 
«Excmo. Sr.: Enterada la Reina del expí- 
ente instruido con motivo de ia consulta 
evada por esa Regencia a este Mmisteno 
terca de la aplicación y vigor de ias orde- 
ir, zas de montes de 22 de diciembre de 
<33; y deseaudo evitar dudas eu asunto 




tan grave é importante, de conformidad con ; 
]o con lo consultado por las secciones de Gn~ [ 
bern ación y Fomento , Estado y Gracia y 
Justicia del Consejo de Estado, se ha servi- 
do resolver: 

1. ° Que la parte penal de las ordenanzas 
de montes se halla Vicente respecto á los que 
son propiedad del Estado, de las provincias, : 
de los municipios ó corporaciones de carácter 
también público, siendo aplicables sus dis- 
posiciones por los jueces y Tribunales con 
arreglo á las leyes. 

2. ° Que en tal concepto, y como lev 
especial para castigar ¡os delitos é infracción 
de las mismas ordenanzas ene se cometan 
en los referidos nríbntes públicos, forman 
parte de la excepción contenida en el artículo 
T’ del Código penal vigente. 

3. ° Que este rige sola y exclusivamente 

para castigar los delitos que se cometan- en 
los montes de dominio particular, aplicán- 
dose sin embargo sus disposiciones á los 
montes públicos en los casos y circustnncias 
que- ocurran, y quemóse hallen especifica- 
rlos en las citadas ordenanzas. a — Lo que de 
Real órden etc. Madrid 26 de junio de 1863. 
— Monáres — Sr. Regente y Fiscal de la Au- 
diencia de (Gac del TÍ.) 

fí. O. de 28 julio de 1864. 

Estadística de los productos de los montes públicos - , 
sus estados; lo que deben contener etc. 

(Fom.) limo. Sr.: Para tener un conoci- 
miento aproximado de los rendimientos de 
la propiedad forestal, ya del Estado, ya de 
los pueblos y de los establecimientos públi- 
cos de que carecía á la sazón el Gobierno de 
S. M., se expidió la R. O. de 4 de setiembre \ 
de 1860, en ta cual se consignaron las reglas i 
y se hicieron las prevenciones convenientes 
á los ingenieros de montes para la reunión 
de los datos necesarios al objeto indicado, 
acompañando al efecto estados clasificados 
para facilitar é informar al mismo tiempo el 
trabajo que se encargaba á dichos funcio- 
narios. 

En su consecuencia, el Gobierno obtuvo 
la estadística de los aprovechamientos fores- 
tales respectivos al año de 1860, secundando 
los ingenieros con celo y solicitud sus deseos 
en este importante asunto. 

Animado hoy el Gobierno de S. M. por 
los satisfactorios resultados de aquella feliz 
tentativa, confiado en la estabilidad que á la 
conservación de los montes públicos cíió la 
ley de 24 de mayo de 1863, y contando con 
ios medios que enseño la experiencia, y con 
los recursos que proporciona el presupuesto 
últimamente aprobado, ha resuelto declarar 


servicio permanente del Cuerpo la formación 
y renovación de la estadística de los montes, 
pertenecientes al Estado, á los pueblos y á 
los establecimientos públicos. 

Las apreciaciones anuales de la produc- 
ción. aun cuando por ahora no pueden ser 
precisas reflejando los efectos administrati- 
vos, servirán de sólido cimiento á la Estadís- 
tica general del Reino, y de luz, y aun de 
guia á la misma ciencia, al aplicar sus prin- 
cipios á Jas circunstancias y accidentes loca- 
les Pero como los hechos relativos al año de 
1860 perderían parte de su importancia si, 
quedando aislados, no se enlazarán con los 
que se realizaron en los períodos posteriores, 
puesto que los promedios de las séries son 
los que manifiestan numéricamente el curso 
de los movimientos sociales, conviene llenar 
ahora los vacíos que dejaron los años de 
1861, 1862 y 1863 á fin de tener á últimos 
de 1864 el resúmen v el término medio de 


un quinquenio. 

Para alcanzar este resultado, y para que 
las expresiones sean comparables, no puede 
cambiarse hoy la pauta que sirvió de base 
al punto de partida; pero sin renunciar á in- 
troducir en ella las modificaciones que la 
perfección, siempre gradual y creciente, con- 
sidere necesarias y oportunas, S. M. la Rei- 
na se ha dignado disponer lo siguiente: 

Artículo l.° Los ingenieros del cuerpo 
que se hnl'an a! frente del servicio de! ramo 
en las provincias procederán desde luego á 
formar el cálculo y resúmen aproximado de 
lo que han producido los moDtes públicos en 
los años de 1861, 1862 y 1863, y á reunir 
los datos necesarios para hacer igual trabajo 
concluido que sea el actual año forestal. 

Art. 2.° Los Gobernadores y las seccio- 
nen de Fomento facilitarán y harán facilitar 
á los ingenieros los datos y noticias que pue- 
dan necesitar para llevar á debida ejecución 
estos trabajos. 

Art. 3.°" La Dirección general de. Agri- 
cultura, Industria y Comercio mandará im- 
primir y circular á las provincias los esta- 
dos cuyas casillas han de HeDar los inge- 
nieros. 

Art. 4.‘ Por cada partido judicial se ha- 
rán seis estados en esta forma: 

1 De los montes del Estado cuya espe- 
cie arbórea dominante sea el pino, el roble ó 


el haya 
2 /' 

3/ 


De los de, los pueblos id. id. id. 

De los establecimientos públicos id. 


4 °' De los montes ó terrenos forestales 
exceptuados de la desamortización por ha- 
llarse destinados á dehesas boyales. 


i 
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5. ° De los montes ó terrenos foresta- 
les exceptuarlos da la desamortización por' 
haber sido declararlos de aprovechamiento 
común. 

6. ° De los montes declarados enajena- 
bles por las leyes vigentes., cuya venta no 
se hubiera llevado á efecto durante el año 
á que se refiere el cálculo de sus pro- 
di : ctos. 

Art. 5.° Cada estado contendrá, ade- 
más de la cabida aforada de los montes, el 
importe en metálico y la tasación de lo que 
por los pueblos y vecinos se haya utilizado 
en especie: 

M,° En los aprovechamientos ordinarios 
concedidos por este Ministerio ó por . los 
Gobierno? de provincia. 

2. ° En los de aprovechamiento común, 
ó con arreglo á usos vecinales. 

3. " En ti aprovechamiento de árboles 
derribados por el viento. 

4. ° En el de árboles, pastos ú otros pro- 
ductos incendiados. 

5. ° En el de árboles, pastos ü otros 
productos aprovechados fraudulentamente. 

Art. 6.° De ios productos de los montes 
públicos en 1 8G 4 no se hará por los inge- 
nieros mes que un resúmen aproximado 
respecto de los montes declarados enajena- 
bles por el R. D. de 22 de enero de 1862, 
formándose los estados completos solo para 
los montes de pino, roble ó haya. 

Art. 7.° Todos los estados relativos d la 
producción de los montes en los años de 
4 R 6 í , 1802, i S63 y 11164, se remitirán á 
este Ministerio antes del 30 de octubre pró- 
ximo. Los correspondientes al año actual 
no comprenderán mas datos que los de los 
aprovechamientos que se ejecuten ó se con- 
cedan hasta el 30 de setiembre inmediato. 

Art. 8.° La reunión y remisión periódi- 
ca de los datos estadísticos sobre producción 
forestal queda declarada de servicio conti- 
nuo y obligatorio para los ingenieros jefe? de 
los distritos, y en su consecuencia, desde la 
fecha coleccionarán estos funcionarios los 
antecedentes y noticias necesarias á fin de 
que todos los años, el día 30 de octubre, se 
baílela e» este Ministerio los estados de la 
producción de los montes de sus respecti- 
vos distritos en el año forestal anterior, que 
se contará desde el 1/ de octubre al 30 de 
setiembre. 

Art, 9.° A cada una de las estadísticas 
anuales que se ejecuten, acompañará una 
memoria redactada por el ingeniero jefe del 
distrito, en la que aparezcan las noticias que 
no tienen lugar propio en ios estados impre- 
sos, así como. la propuesta de las mejoras 


que convenga introducir, ó medios que de- 
ban adoptar e para la mas acertada admi- 
nistración, conservación y fomento de la ri- 
queza forestal de la provincia. 

Art. 10. Por la Dirección general de 
Agricultura se librará á cada ingeniero jefe 
de. los distritos forestales la cantidad que sea 
necesaria para el migo de escribientes y 
materia! indispensable para la ejecución de 
Jo mandado.— De Real órden, etc. San Il- 
defonso 28 de julio de 1864.— Ulloa.-— Señor 
Director general de. Agricultura, Industris 
y Comercio. (Gao. 5 agosto.) 

R. O. de 14 setiembre de 1864. 

Aclarando la do .»l do agosto do 1860, sobro aproTe- 
chamicnlo do los productos forestales dentro del 
plazo de la subasta, etc. 

( (Fom.) El limo. Sr. Director general de 
Agricultura, Industria y Comercio, con fe- 
cha 14 de setiembre último se sirve comu- 
nicarme la Real orden siguiente: 

«El Exento. Sr, Ministro de Fomento di- 
ce con esta fecha al Gobernador de la pro- 
vincia de Avila lo siguiente: 

En vista de la comunicación de V. S. de 
11 de mayo en que ¿instancia del ingenie- 
ro de montes de esa provincia , consulta 
acerca de la inteligencia de la Real órden de 
31 de agosto de 1860 respecto á si el rema- 
tante de un producto forestal que ha dejado 
¡ de aprovechar en el plazo señalado para 
ello en las condiciones del contrato, perderá 
los productos cortados, pero no extraídos 
del monte á la conclusión de dicho plazo, 
además de sufrir la pena y la indemnización 
de daños y perjuicios que establece el ar- 
tículo 9.° de la Real órden antes citada; ó 
que se manifieste á S. la resolución que 
baya de adoptarse en otro caso, S. M. la 
Reina, considerando que si bien el espíritu 
de la Real órden de 31 de agosto de 1860 
fué sin duda que el rematante de un apro- 
vechamiento forestal que no lo hubiese rea- 
lizado dentro del plazo prefijado en las eon- 
! dieíones del contrato, pierda todo el de- 
recho á los productos que hubiese dejado de 
extraer del monte al finalizar el referido pla- 
zo, y también el precio ó parte de él que 
tuvieVa ya entregado; esta disposición po- 
dría llegar á ser sobrado dura y poco equi- 
tativa, én cuanto por ella se daría el caso de 
imponerse dos penas por una misma culpa, 
si sobre la pérdida de los productos y del 
precio, ó parte de él- entregada por el rema- 
tante se le exigiese además la multa y la in- 
demnización de daños y perjuicios al tenor 
de lo prescrito en el art. 9.° de la Real ór* 
den antedicha: 
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Considerando que algunas de sus disposi- 
ciones exigen ciertas aclaraciones para que 
en su aplicación no ocurran dudas ni re dé 
lugar á interpretaciones contrarias á las re- 
glas de equidad y de justicia, se lia servido 
resolver que como aclaraciones á las pres- 
cripciones de la R. O. de 31 de agosto 
de 1860, se observen las reglas ó disposi- 
ciones siguientes: 

1. ' Ei rematante cuyo contrato queda 
caducado por no haber ejecutado el aprove- 
chamiento dentro del plazo señalado en las 
condiciones de la-subasta, pierde todo el de- 
recho á los productos que no baya extraido 
del monte al espirar dicho plazo, y el precio 
ó la parte de él que hubiese entregado con 
arreglo á las mismas condiciones. 

2. a Los productos no extraídos y el pre- 
cio entregado por el rematante ceden en 
beneficio del dueño del monte. 

3. a Espirado el plazo sin haber termina- 
do el aprovechamiento, se justipreciarán, 
tomando por base el valor que se hubiese 
dado en la subasta, los productos cortados y 
do extraídos del monte, y al mismo tiempo 
se tasarán los daños y perjuicios si los hu- 
biere.' 

4. a Si el valor de los productos cortados 
y no extraídos, con mas la cantidad que el 
rematante hubiese entregado por precio de 
la subasta, fuese igual ó mayor que el im- 
porte de la multa y el de los danos y peí-jui- 
cios que expresa el art. 9.° de la repelida 
R. O, de 31 de agosto, no se le exigirá can- 
tidad alguna por ninguno de estos dos últi- 
mos conceplos; si fuese menor se le exigirá 
solo la diferencia. 

5. a Los productos utilizados por el re- 
matante y los gastos hechos para su corta, 
labra y saca no se tomarán en cueDta para 
la tasación y liquidación de que se hace mé- 
rito en las reglas anteriores, como tampoco 
los árboles ó leñas que no hubiesen llegado 
á cortarse. 

6. a Si el rematante no hubiese hecho 
niuguna operación en el monte dentro del 
plazo fijado en la subasta, no tendrá dere- 
cho á abono de ninguna especie, y satisfa- 
rá por completo la multa, perdiendo ade- 
más lo que tuviese entregado por el precio 
del remate. Para el aprovechamiento de los 
productos no utilizados ó no extraídos del 
monte se anunciará nueva subasta, guar- 
dando las formalidades que exige la R. O. de 
l.° de setiembre de 1860. 

7. a En los pliegos de condiciones para 
las subastas de productos forestales de los 
montes públicos se señalarán dos plazos, 
cuando la naturaleza y calidad de los produc- 


tos apreciables lo permitan, uno para la corta, 
labra, arranque y roza de los mismos, y otro 
para su saca y extracción de! monte:' estos 
plazos empezarán á contarse desde que por 
el ingeniero del ramo se autorice al rematan- 
te para el uso del aprovechamiento. 

8." Quedan vigentes las prescripciones 
de la R. O. de 31 de agosto de 1860 en cuan- 
to no se opongan á las disposiciones conte- 
nidas en la presente.» 

Lo que he dispuesto insertar en este pe- 
riódico oficial para su debida publicidad. 
Lugo 22 de octubre de 1864.— E[ Goberna- 
dor accidental,— Manuel Sestclo. (Bol. of. 
de 26 de octubre.) 

7?. O. de 22 de enero de 1865. 

Aclarando el art, 14 del R. D de l.° de abril da 1846 
sobre fianzas para el aprovechamiento de producios 
forestales, ele. 

(Fom.) El Excmo. Sr. Ministro de Fo- 
mento comunica con esta fecha al Goberna- 
dor de la provincia de Murcia la Real órden 
siguiente: 

He dado cuenta á la Reina de la comuni- 
cación de V. S. en que consulta varias 
dudas que le ocurren acerca de la inteligen- 
cia y aplicación de lo prescrito en el art. 14 
del R. D. de l.° de abril de 1846, respecto á 
la fianza que se exige á los poseedores de 
montes confinantes en todo ó en parte con 
otros públicos declarados en estado de des- 
linde ó litigioso, cuando intenten aprovechar 
sus productos forestales, solicitando Y. S. 
que se hagan las declaraciones oportunas en' 
el particular para que sirvan de regla áia Ad- 
ministración en sus procedimientos en casos 
semejantes. En su vista, oidas la Junta facul- 
tativa de montes y la sección de Gobernación 
y Fomento de! Consejo de Estado, S. M. se ha 
servido acordar las disposiciones siguientes; 

1. a La fianza de que habla el art. 14 del 
R. D. de l.° de abril de 1846, deberá ser 
equivalente al valor de los productos natu- 
rales actuales que intente aprovechar el 
poseedor del monte confinante con otro 
público declarado en estado de deslinde ó 
litigioso , quien habrá de reservarla, ó pres- 
tar nueva fianza por los aprovechamientos 
sucesivos que se proponga hacer durante 
dicho estado. 

2 a La expresada fianza se constituirá en 
bienes raíces y en falta de estos, en metálico, 
ó cualquier otro valor equivalente, como son 
los efectos públicos al precio de su cotización 
en la bolsa, en cuyo caso dichos valores ó 
metálico se consignarán en la Caja general 
de depósitos, ó en sus sucursales de las 
respectivas provincias. 
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3. a Cuando el poseedor del monte no es- 
tuviese conforme con el justiprecio que por 
el ingeniero del ramo se practique de los 
productos naturales que aquel intente apro- 
vechar , podrá nombrar un perito por su 
parte, para que , juntamente con el que se 
nombre por la Administración, aprecien 
dicho aprovechamiento , y en caso de dis- 
cordia entre estos peritos se elegirá un ter- 
cero por el Juzgado del respectivo partido. 

4. a Que para la prestación de la indica- 
da fianza se considerará en estado de des- 
linde el monte ó montes luego que por el 
Gobernador de la respectiva provincia se 
anuncie al público por el Boletín oficial su 
deslinde administrativo , y eu estado litigioso 
cuando por el representante de la adminis- 
tración y de los derechos é intereses del 
Estado sé declare on debida forma y en el 
juicio competente sobre la posesión ó pro- 
piedad del todo ó parte del monte ó montes 
poseídos por particulares. — Lo que traslado á 
V. S. .para su conocimiento y efectos consi- 
guientes. (Bol. of. de Soria núm. 22 de este 
año.) 

R. O. de 12 marzo y 23 abril de 1865. 

Previniendo que no se dilate la remisión á los Justa- 
dos de los expedientes gubernativos sobre infracción 
de las ordenanzas. 

(Grac. y Just. yFom.) Se manda por 
el Ministerio de Gracia y Justicia hacer pre- 
sente al Sr. Ministro de la Gobernación «la 
necesidad de indicar al Gobernador civil de 
Soria y á los demás del Pmino, que no di- 
laten ía remisión á los Juzgados correspon- 
dientes de los expedientes gubernativos so- 
bre infracción de la ordenanza de montes, 
para evitar el que por medio de la prescrip- 
ción queden sus autores libres de las penas 
en que incurran.» (Bol. of. de Orense.) 

R. D. de 1 7 mayo de 1865. 

Aprobando el reglamento para la ejecución de la ley 
de 24 de mayo de Í8fi3 y las instrucciones para la 
^rdenacion de los aprovechamientos. 

(Fom.J Atendidas las razones que me ha 
expuesto el Ministro de Fomento, oida la 
Junta facultativa de mentes, y de conformi- 
dad en lo sustancial con lo propuesto por el 
Consejo de Estado en pleno, 

Vengo en aprobar el sregla mentó adjunto 
ara la ejecución y complemento de la ley 
e 24 de mayo de 1863 y las instrucciones 
que le acompañan para la ordenación defi- 
nitiva de los montes públicos, ejecución de 
de las ordenaciones y formación "de planos 
provisionales de aprovechamientos. — Dado 
en Palacio á 17 de mayo de 1863-, 


Reglamento para la ejecución de la 
LEY DE 24 DE MAYO DE ÍÍJ63. 

Sumario. 

Tít. 1, Clasificación de los montes- II Des 

lindes: III, Adquisiciones, permutas y plan- 
taciones: IV, Refundición de dominios- V Ser- 
vidumbres y aprovechamientos vecinales’: V[ 
Administración: Vil, Aprovechamientos : VIIl’ 
Gastos de mejora y conservación: IX, Policial 
X, Montes particulares: instrucciones para 
las ordenaciones y planes provisionales: mo- 
delos. 

/ TITULO í. 

DE LA CLASIFICACION DE LOS MONTES 
PÚBLICOS. 

Artículo l.° Para los efectos de la ley 
de 24 de mayo de 1863, se reputan mon- 
tes públicos no solo los del Estado, los de 
los pueblos y corporaciones que dependen 
del Gobierno, exceptuados de la desamorti- 
zación en virtud de lo dispuesto en la misma 
ley y en las de l.° de mayo de 1855 y 11 de 
de julio de 1856, sino también los q'ue, de- 
clarados enajenables, no hayan pasado to- 
davía á dominio particular. 

Art. 2.° ^ Con arreglo al art. 4.° de los 
adicionales á la misma ley de 24 de mayo 
de 1863, y en armonía con lo dispuesto en 
el R. D. de 22 de enero de Í862 é instruc- 
ciones dictadas para su cumplimiento, se 
formará un catálogo que comprenda con 
distinción los montes que sean propiedad 
del Estado en cada pro viuda, y los que 
pertenezcan á pueblos ó establecimientos 
públicos. 

En este catálogo se comprenderán tan solo 
ios montes exceptuados de la venta, ó sean 
los de pinos, robles ó hayas, siempre que 
por sí solos, ó unidos á otros que disten 
menos de un kilómetro entre sí, consten al 
menos de 100 hectáreas. 

Art. 3.° La inclusión de un monte en 
el catálogo que se forme con arreglo á lo 
dispuesto en el artículo anterior, no pre- 
juzga ninguna cuestión de propiedad ó ex- 
cepción de venta por razón de su cabida ó 
especie arbórea. 

Art. 4.° Los que hayan de reclamar 
contra la pertenencia designada á un monte 
en el catálogo, apurarán, primero la vía gu- 
bernativa, deduciendo el derecho de que se 
crean asistidos en esta forma : 

, Si la propiedad del monte se atribuyese 
al Estado ó á cualquiera de las corporacio- 
nes dependientes de la Administración cen- 
tral, se dirigirán las reclamaciones al Minis- 
terio de Fomento, acompañadas de los titu- 
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los y documentos que les sirvan de fun-„ 
damento. 

Si la propiedad se atribuyese á un pue- 
blo ó á cualquiera corporación dependiente 
de la Administración local, entonces se di- 
rigirán las reclamaciones al Gobernador de 
la provincia, acompañadas de los corres- 
pondientes títulos y demás documentos jus- 
tificativos. 

Art. 5.° El Director general de Agricul- 
cultura, Industria y Comercio en el Ministe- 
rio de Fomento, y los Gobernadores de pro- 
vincia, err su caso respectivo, darán un re- 
cibo ó resguardo á las partes reclamantes 
de los títulos y documentos que acompañan 
á sus escritos, y dispondrán la instrucción 
de expediente en que reúnan todos los da- 
tos que pueden servir de fundamento á la 
reclamación, y justificarla. 

Art. 6.° Así la Dirección general de 
Agricultura, Industria y Comercio, como 
los Gobernadores, oirán á las corporacionés 
y pueblos á quienes atribuyan en el catálogo 
la propiedad de] monte objeto de la reclama- 
ción, señalándoles un plazo breve y peren- 
torio para que expongan lo que convenga á 
su derecho. 

Art. 7 .° El Ministro de Fomento con res- 
pecto á los montes que figuren en el catálogo 
como de propiedad del Estado ó de alguna 
corporación dependiente de la Administra- 
ción general, y los Gobernadores con res- 
pecto á los que se señalen en el mismo como 
de propiedad de los pueblos ó de corpora- 
ciones dependientes de la Administración 
local, resolverán dentro de tres meses, á 
contar desde el dia en que se haya presen- 
tado la reclamación, oyendo el primero al 
Consejo de Estado y los segundos á los Con- 
sejos provinciales, si la Administración debe 
deferir á lo solicitado ó está en el caso de 
mantener sus derechos por la via de los Tri- 
bunales ordinarios. 

Art. 8.° La resolución que dicte el Mi- 
nistro de Fomento declarando no ser del Es- 
tado la propiedad de un monte será firme, 
pero podrá impugnarse por la «la conten- 
ciosa ante el Consejo de Estado en el térmi- 
no de los seis meses que marca el art. 3.° 
del R. D. de 2t de mayo de 1853, contados 
desde el dia en que la Administración en- 
tienda que aquella resolución le causó per- 
juicio y ordene que se provoque su revo- 
cación. 

Las resoluciones que dicten los Goberna- 
dores en el mismo sentido, causarán igual- 
mente estado; pero podrán reclamarse por 
la via contenciosa ante los Consejos provin- 
ciales, á solicitud de los pueblos ó corpora- 


ciones que se consideren perjudicados, den- 
tro del plazo que señala el art. 93 de la lev 
de 25 de setiembre de 1863. 

Art. 9.° Las resoluciones que dicten el 
Ministro de Fomento y ius Gobernadores en 
el caso del artículo anterior se notificarán 
gubernativamente á los interesados, y se 
publicarán motivadas en la Gaceta del’Go- 
bierno y en los Boletines oficiales de las pro- 
vincias, expresando la conformidad ó no 
conformidad con lo consultado por el Con- 
sejo de Estado ó los Consejos provinciales. 

Art. 10. Cuando el Ministro de Fomen- 
to ó los Gobernadores consideren ser déla 
propiedad del Estado, de los pueblos ó de 
alguna corporación administrativa el monte 
reclamado , denegarán la solicitud contra 
ella dirigida declarando terminada la via 
gubernativa para que puedan los intere- 
sados reclamar ante los Tribunales de jus- 
ticia si así lo creyesen oportuno. Esta reso- 
lución se dictará precisamente dentro de 
los tres meses señalados en el art. 7.° y 
se notificará gubernativamente á los intere- 
sados. 

Art. 11. Mientras no sean vencidos en el 
juicio competente de propiedad, el Estado, 
los pueblos y las corporaciones administra- 
tivas que sdt halien en posesión de un mon- 
te, se mantendrá esta por el Gobierno y por 
ios Gobernadores, como si no se hubiese de- 
ducido reclamación alguna. 

Art. 12. A falla de documentos que 
acrediten la propiedad de un monte, bastará 
la posesión no interrumpida de mas de 30 
años, versando el fallo del Ministro ó del Go- 
bernador sobre el reconocimiento de la mis- 
ma, sin perjuicio de lo que resuelvan los 
Tribunales si á ellos acuden los particulares 
qtie se consideren perjudicados. 

Art. 13. Las reclamaciones contra la in- 
clusión de un monte en el catálogo por no 
tener la cabida ó no ser de la especie arbó- 
rea que marca la ley, se dirigirán al Minis- 
terio de Fomento, el que previos los infor- 
mes periciales que estime, resolverá lo que 
corresponda. 

Art.. 14. Cuando la iniciativa de exclu- 
sión partiese de las oficinas de Hacienda, la 
resolución que se dicte deberá ser de acuer- 
do con el ministro del ramo, y si no hubie- 
se conformidad, se oirá al Consejo de Esta- 
do con cyyo dictamen se someterá la cues- 
tión á la decisión del Consejo de Ministros, 
comunicándose la que recaiga por su presi 

^ArL 15- Los expedientes sobre inclusión 
de algún monte en el catálogo que no se hu- 
biese comprendido en él por omisión u otra 
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causa cualquiera, se instruirán por la Direc- 
ción general de Agricultura, Industria y Co- 
mercio, y resolverán por el Ministro de Fo- 
mento, salvo el caso á que se contrae el ar- 
tículo anterior. 

Art. 16. Quedan exceptuados en la pro- 
vincia de Canarias de la venta prescrita por 
el art. i.° de la ley de t.° de mayo de \ 855, 
conforme á la autorización concedida al Go- 
bierno por la ley de 24 de mayo de 4 863, 
los montes públicos de pinos, tayas, laureles 
y brezos, siempre que consten ío menos de 
100 hectáreas. 

TÍTULO II. 

DESLINDE DE LOS MONTES PÚBLICOS. 

_ Art. 17. Corresponde á la Administra- 
ción el deslinde de todos los montes públi- 
cos, debiendo hacerse esta operación según 
las prescripciones contenidas en los artículos 
siguientes. 

Art. i 8. Los Ayuntamientos y corpora- 
ciones promoverán el deslinde de los mon- 
tes de su pertenencia, y cuando no lo veri- 
fiquen, lo acordarán de oficio los Goberna- 
dores. 

Art. 19. Procurarán estos que se vayan 
haciendo los deslindes según lo consientan 
las demás imprescindibles atenciones facul- 
tativas del ramo, dándoles sin embargo la 
mayor preferencia á íin de garantizar las 
propiedades. 

Art. 20. Podrán los Gobernadores de- 
clarar en estado de deslinde cualquier monte 
público, siempre que por la colindancia con 
otros de particulares 1 hubiere peligro de in- 
vasiones en el mismo. Esta declaración se 
publicará en los Boletines oficiales, cuidan»- 
do después de que con toda la premura que 
el servicio permita se incoe y sustancie el 
expediente para el deslinde. 

Art. 21. A toda diligencia de deslinde 
precederá una memoria en que se demues- 
tre la utilidad y conveniencia de esta opera- 
ción para fijar con toda exactitud la línea 
divisoria entre el monte que ha de deslindar- 
se y los terrenos confinantes de los particu- 
lares. Se fundará principalmente esta memo- 
ria en los títulos de propiedad, informacio- 
nes, reconocimientos y demás antecedentes 
que comprueben la procedencia, el dominio, 
la extensión y circunstancias del predio. 
Cuando tales documentos no existiesen se 
acreditarán en su defecto la posesión no dis- 
putada eD que vengan el Estado, el munici- 
pio ó el establecimiento público. 

Art, 22. Los Gobernadores anunciarán 


>■ al público con dos meses de anticimc.ini» 
par medio riel boletín oficial y par edictos 
fijados en los pueblos donde radiquen los 
montes, el deslinde de estos, expresando el 
día en que deberá tener lugar. 

Dispondrán igualmente que sean citados 
personalmente los dueños de los montes y 
los de los terrenos colindantes, é los admi- 
nistradores, co'onos 6 encargarlos de estos, 
previniendo que se extiendan y firmen las 
notificaciones en debida forma. 

Para el efecto de este artículo se reputan 
dueños y deberán ser citados en la persona 
de los Alcaldes, los Ayuntamientos, y en la 
de los administradores ó encargados, las cor- 
poraciones ó los establecimientos á quienes 
pertenezcan los montes. 

Los Alcaldes podrán delegar esta repre- 
sentación en un regidor del Ayuntamiento. 

El Estado se entenderá siempre represen- 
tado respecto de sus montes por el ingenie- 
ro jefe de la provincia. 

Art. 23. Los que se conceptúen con de- 
recho á la propiedad de un monte calificado 
corno público presentarán, dentro de los 
primeros treinta dias del plazo señalado en 
el artículo anterior, su reclamación justifi- 
cada á la autoridad y para los efectos que 
expresan los arts. 4.°, 5.°, 6.*, 7.°, 8.°, 
9.° y 10 de este reglamento. 

Art. 24. Cuando la propiedad del monte 
objeto'del deslinde esté ya declarada al tenor 
de los artículos citados, no se admitirá nue- 
va reclamación acerca de ella, y la memoria 
de que habla el art.. 21 se circunscribirá á las 
conveniencia del deslinde, haciendo expre- 
sión de los terrenos colindantes y de sus 
dueños. 

Art. 25. Presentada alguna reclamación 
sobre la pertenencia de un monte que no 
haya sido declarada anteriormente, se sus- 
penderá la operación de deslinde hasta que 
no resulte ser aquel de carácter público: 
mas si no se presenta reclamación alguna, 
se llevará á efecto dicha operación en la 
época señalada. 

Arl. 26.,. Los dueños particulares de los 
terrenos colindantes al monte público que 
se vaya á deslindar, podrán presentar todas 
las instrucciones y datos que á su derecho 
convenga y se refieran á la cabida , los lími- 
tes, la propiedad ó la posesión y demás cir- 
cunstancias de sus fundos , procurando la 
mayor exactitud y claridad en la ordenación 
de éstos comprobantes. 

Dichos documentos ó copia autorizada de 
los mismos se unirán al expediente de apeo, 
cuando alguno de los referidos dueños no 
se conformase con la delimitación marcada 
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por el perito. En otro caso se devolverán 
concluida la operación al interesado. 

ArL 27. Seis dias antes por lo menos 
del señalado para dar principio á la opera- 
ción , ol ingeniero ó perito .encargado de 
practicarla pondrá en conocimiento de todos 
los interesados en ella la hora y punto á 
que deberán acudir el dia prefijado. 

La falta de asistencia de los citados, les ¡ 
privará de todo derecho para reclamar con- ¡ 
tra el deslinde que se practique , como no 
se justifique que fué debida á causas invo- 
luntarias y de todo punto inevitables é in- 
vencibles. 

Si se justificase este extremo , podrá rec- 
tificarse y comprobarse la operación el dia 
.que el Gobernador señale. 

Art. 28. La fijación de los límites em- 
pezará por el punto mas avanzarlo del perí- 
metro del monte que se encuentre hacia la 
parte Norte , desde donde seguirá la línea 
divisoria al Este , corriendo después al Sur 
y siguiendo por el Oeste á terminar en el 
punto de partida. En cada punto de inter- 
sección de las líneas que forman en su en- 
cuentro ángulos entrantes ó salientes sobre 
el contorno mismo del moute se fijarán pi- 
quetes que lo demarquen con precisión, 
designando cada uno de ellos con un nú- 
mero. 

Art. $9. El ingeniero ó perito encarga- 
do del desliude procurará terminar por ave- 
nencia y conciliación de las partes interesa- 
das las diferencias que puedan ser motivo 
de reclamación posterior. Si no lo consi- 
guiere, admitirá las protestas que se hagan, 
sin suspender por eso la operación, 

Ait. 30. Cuando las diferencias á que ‘ 
se contrae el artículo anterior sean de algu- f 
na entidad y puedan influir en el valor del \ 
monte que se deslinde ó en el de los terre- 
nos confinantes, se tomará acta de ellas pa- 
ra que puedan ser apreciadas para aprobar- 
se el deslinde. 

Art. 3f . De la operación en general del 
deslinde se extenderá un acta en la que ha- 
ciéndose mención de cuanto se hubiese eje- 
cutado, se expresarán con la debida separa- 
ción los limites del monte por la parle que 
confina con cada uno de los terrenos de 
otros dueños. El acta la firmarán el inge- I 
niero ó perito y las personas interesadas en | 
el deslinde, uniéndose las protestas y re- 
clamaciones que se hubiesen presentado. 

Si algún interesado se negara á firmar, no 
por eso tendrá menos validez el documento, j 
siempre que se haga constar la negativa ! 
por medio de diligencia. 

Art. 32. También se unirá al acta de i 


deslinde un plano del monte deslindado en 
la escala que fije la Administración, expre- 
sándose con la debida distinción y claridad 
cada una de las propiedades colindantes, los 
pimíos doude se hayan colocado los piquetes 
y el número de órden que tenga cada uno. 

Art. 33. E! perito encargado de la ope- 
ración remitirá el expediente con todos los 
datos que quedan expresados al Goberna- 
dor de la provincia por conducto del inge- 
niero jefe de montes de la misma, acompa- 
ñado de un informe en que deberá explanar 
las razones que haya tenido para admitir 
las pretensiones de los interesados y todo lo 
demás que conduzca á formar un juicio 
exacto de cuanto se hubiese practicado. 

De haber elevado el expediente á la su- 
perioridad dará el ingeniero el oportuno co- 
nocimiento inmediatamente á los dueños de 
los terrenos colindantes con el monte públi- 
co que se hubieren mostrado parle en la 
operación, y al Ayuntamiento ó represen- 
tante del establecimiento á que el monte 
deslindado pertenezca, para que puedan ha- 
cer las reclamaciones que á su derecho ó á 
sus intereses convengan. 

Art. 34. A fin de que las corporaciones 
y particulares á que se contrae el segundo 
párrafo del artículo precedente no puedan 
alegar ignorancia, fundando su falta de pre- 
sentación en no haber recibido aviso del pe- 
rito, tan pronto como los Gobernadores re- 
ciban el expediente de deslinde de unmon- 
{ e , lo anunciará en el Boletín oficial , seña- 
lando un plazo que no exceda de quince 
dias para que ios que tengan algo que ex- 
poner ante su autoridad contra la operación 
pracucaaa. Jo verifiquen en dicho improro- 
gable término. 

Art. 35. El Gobernador, teniendo pre- 
sente lo actuado y las protestas ó reclama- 
ciones que se hayan producido en el acto 
de la operación ó posteriormente dentro del 
plazo que marca el artículo anterior, apro- 
bará ó desaprobará, oido eJ Consejo provin- 
cial, el deslinde practicado. 

Si lo desaprobare, lo mandará practicar 
de nuevo por un perito distinto, con arre- 
glo á las instrucciones que dicte, prévía au- 
diencia, el ingeniero jefe de montes de la 
provincia. 

Art. 36. Las cuestiones á que dé origen 
el deslinde y amojonamiento de los montes 
pertenecientes al Estado, á ios pueblos 6 á 
los establecimientos públicos, cuando pasen 
á ser contenciosas, serán de la competencia 
de los Consejos provinciales, reservando las 
demás cuestiones de derecho clvu a ios trn 
bunales competentes. 
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Art. 37. Aprobado pI deslinde por el Go- 
bernador y notificado á las partes interesa- 
das, se procederá al amojonamiento de 1 
monte, si no se hubiere interpuesto reclama- 
ción por la via contenciosa. 

En otro caso se suspenderá hasta que re- 
caiga fallo ejecutorio. 

AH. 38. Para la operación del amojo- 
namiento se citará á todos los interesados 
en los términos prescritos en el art. 22; pe- 
ro reduciendo los plazos de manera que 
pueda tener lugar dentro de los diez dias si- 
guientes al de la notificación de la aproba- 
ción del deslinde. 

Los hitos maestros serán precisamente de 
piedra ó mamposteria, y se colocarán eD to- 
dos los puntos donde anteriormente se hu- 
bieren fijado los piquetes. Cuando para es- 
tablecer una completa separación entre el 
monte publico y las propiedades limítrofes y 
evitar toda clase de duelas en lo sucesivo se 
considere conveniente colocar algunos mo- 
jones intermedios, se procurará que estos 
se distingan bien de los hitos maestros. 

Art. 39. Los dueños de los terrenos con- 
finantes con el monte público deslindado 
que quisieran rodearlos con cerca ó zanja á 
lo largo de los límites demarcados podrán 
hacerlo, siempre que lo verifiquen dentro 
de su propio término, sin ocupar parte al - 
guna'del moDt.e colindante ni causar á este 
perjuicio alguno, so pena de indemnizar los 
que causen. * . 

Art. 40. Se respetará la posesión de 

aquellos terrenos considerados como de pro- 
piedad particular que hubieren quedado den- 
tro de los límites señalados al monte públi- 
co deslindado mientras los Tribunales de 
Justicia no declaren por sentencia firme ei 
derecho de propiedad á favor del Estado o 
corporación administrativa á quien se atribu- 
ya el monte de que se trate. % 

Art. 41. Los dueños particulares de 

montes que colinden con montes públicos, 
no podrán desde que estos se hayan decla- 
rado en estado de deslinde , hacer ninguna 
clase de cortas en toda la extensión ó faja de 
terreno que en cada año se señale por el 
ingeniero. 

Cualquiera reclamación contra este seña- 
lamiento se resolverá por el Gobernador con 
audiencia del Consejo provincial , quedando 
á las partes el recurso de alzada para ante 
el Ministerio. 

Los demás aprovechamientos podrán te- 
ner lugar con sujeción al artículo siguiente. 

Art. 42. El ingeniero de montes ó el 
perito en udíoü de otro que designe el inte- 
resado, y de un tercero en caso de discordia 


nombrado por el juez de primera instancia 
del partido, determinarán la especie y can- 
tidad de los productos que, no siendo la cor- 
ta de árboles, puedan utilizarse sin daño á 
menoscabo de los montes. 

Terminado el aprovechamiento se recono- 
cerá de nuevo la finca por los mismos peri- 
tos, y si hubiere habido algún exceso por 
parte del poseedor, ó se hubiere cansado al- 
gún daño se tasará su importe y se exten- 
derá la correspondiente acta, que se elevará 
al Gobernador para los efectos que procedan 
en el caso de que el Estado , los pueblos ó 
las corporaciones administrativas resulten 
después con derecho á tales aprovecha- 
mientos. 

Art. 43. Cuando por resultado del des- 
linde se reconociere á favor de un particular 
la propiedad del terreno respecto del cual 
se hubiere limitado la libertad de los apro- 
vechamientos, se alzaiá la prohibición im- 
puesta; pero si el reconocimiento de la pro- 
piedad fuere solo de una parte , susbsistirá la 
prohibición en cuanto al resto, mientras en 
la via contencioso-administrativa ó en la de 
los tribunales, según los casos, no sea ven- 
cida la Administración. 

Art. 44. Todo lo que queda dispuesto 
sobre deslinde de los montes públicos, ten- 
drá igualmente aplicación á los exceptuados 
de la desamortización con arreglo á las leyes. 
El apeo, de les que estuvieren sujetos á !a 
venta se verificará con sujeción á las pres- 
cripciones del derecho comun , ó á las que 
dictare la Hacienda con el fin de poderlos 
sacar á pública subasta. 

Art,. 45, Los dueños de los terrenos con- 
finantes con montes públicos, exceptuados 
de Ja venta y no deslindados , podrán recla- 
mar de la Administración que proceda á su 
deslinde. En tal caso deberá verificarse el 
apeo á la mayor brevedad y como si fuere 
acordado de oficio. 

Art. 46. Cuando hubiere presunción 
fundada de que un monte considerado como 
de dominio particular, y que no confine con 
otro reconocido como público, ha sido usur- 
pado en todo ó en parte al Estado, á los 
pueblos á establecimientos públicos , la re- 
clamación de.su propiedad, por el que en- 
tienda tener derecho á ella, se hará ante los 
tribunales de justicia con arreglo á las leyes 
del fuero comun. 

La autoridad , funcionario ó corporación 
administrativa á quien se denuncie la pre- 
sunción á que se contrae ej párrafo anterior, 
y no promueva inmediatamente el expedien- 
to justificativo ó la acción que proceda, pré- 
via la. correspondiente autorización en caso 
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de ser necesaria, será responsable de los 
perjuicios que al Estado, á ios pueblos ó á las 
corporaciones se sigan de su incuria, 

TITULO III. 

ADQUISICION DE MONTES POR EL ESTADO, PER- 
MUTAS CON LOS PUEBLOS Ó PARTICULARES 

Y PLANTACION DE TERRENOS YERMOS. 

Art. 47. Guando ios empicados faculta- 
tivos del Gobierno consideren conveniente 
la adquisición de un monte cié la propiedad 
de algún pueblo ó establecimiento público, 
extenderán y presentarán ai Gobernador de 
la provincia una memoria en que después de 
hacer una descripción detallada del misino, 
expongan la utilidad que de su adquisición 
ha de reportar el servicio del Estado. 

Art. 48. El Gobernador oirá el Ayunta- 
miento dei pueblo o á Ja Dirección y Admi- 
nistración del establecimiento á que el mon- 
te pertenezca, y si conviniesen en cederle, 
elevará el expediente ai Ministerio de Fo- 
mento con su informe y el del Consejo pro- 
vincial. 

Art. 49. Para evacuar el Ayuntamiento 
el informe de que trata el artículo anterior, 
se asociará de un número de vecinos igual 
al de concejales, designados á Ja suerte por 
mitad entre ios que paguen mayores y me- 
nores cuotas de contribución territorial. 

Art. 50. Si ei Gobierno, en méritos de 
lo que resulte del expediente conviniere, 
después de oir á la Junta consultiva del ra- 
' mo, en la utilidad de Ja adquisición, dispon- 
drá por conducto de la Dirección general de 
Agricultura, industria y Comercio que el in- 
geniero de la provincia y otro perito nom- 
brado por los propietarios del monte practi- 
quen su tasación. En caso de discordia se 
nombrará por ei juez dei partido un tercero 
que verdique una nueva tasación sin suje- 
tarse á las anteriores, pero tomándolas en 
cuenta. 

Art. 51. Practicada la tasación definiti- 
va se elevará el expediente al Ministerio de 
Fomento, quien lo pasará al Consejo de Es- 
tado para que emita en pleno su diC-‘ 
táinen. 

Art. 52. La adquisiciou por compra será 
acordada por ei Consejo de Ministros, á pro- 
puesta del de Fomento, cuando el valor de 
la tasación no exceda de lOü.OOO escudos; 
pero antes de llevarse á efecto se solicitará 
de ias Cortes ei correspondiente crédito, si 
en el presupuesto de dicho Ministerio no 
hubiese consignada partida alguna para este 
objeto. 

Cuando el valor de ia tasación exceda de 


100.000 escudos, presentará el Gobierno á 
las Cóites el correspondiente proyecto de 
ley. 

Art. 53. Las permutas de montes del 
Estallo por otros públicos ó de particulares 
que se consideren convenientes ajuicio de 
los ingenieros, y la adquisición de yermos, 
arenales ú otros terrenos que no sirvan de 
un modo permanente para el cultivo agra- 
rio, se verificarán en ios mismos términos 
y con iguales formalidades que las adqui- 
siciones de que tratan ios artículos prece- 
dentes. 

Art. 54. Para permutar un monte del 
Estado por otro de carácter público ó par- 
ticular, es requisito indispensable que este 
se baile poblado de alguna de las especies 
arbóreas que exceptúan de la venta. 

Art. 55. En ios expedientes de adquisi- 
ción de terrenos yermos ú arenales, se liará 
constar su inutilidad de un modo permanen- 
te para el cultivo agrario y la renuncia de 
sus dueños á veriíicar en elios plantaciones 
dentro del plazo que se les señale. Este pla- 
zo se lijará por el Ministerio de Fomento, 
después de oír al ingeniero de montes de ia 
provincia y á Ja Junta consultiva de montes, 
y se comunicará por ei Gobernador á quien 
corresponda. 

Renunciando ei dueño á hacer plantacio- 
nes ó trascurrido el plazo que se ie señaie 
para veriíicarlo, podrá procederse á la ex- 
propiación dei yermo indemnizando al parti- 
cular. 

Art. 56. Para lijar ei importe de la in- 
demnización a que se contrae el artículo 
precedente, el dueño del yermo nombrará 
un perito que con el ingeniero do montes 
de la provincia practiquen la tasación. 

En caso de discordia se nombrará un ter- 
cero por ei juez del partido que haga una 
nueva. 

Art. 57. Cualquiera de ias partes podra 
reclamar contra la nueva tasación dentro 
de un mes ante el juez de primera instan- 
cia del partido, siempre que Ja reclamación 
se funde: 

L° En haberse dado á la cosa tasada un 
valor que induzca daño ó perjuicio equi- 
valente al de lesión enorme que la ley pre- 
vee en los contratos onerosos. 

2. ° En no haberse tenido presentes to- 
das las circunstancias y condiciones de la 
cosa expropiada. 

3. ° En ei supuesto soborno de los peri- 
tos para desfigurar el justo precio de la cosa, 
siempre que se ofrezca la prueba. 

Art. o». Si se declarase nula la tasación 
per sentencia firme, se practicará otra nue- 
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va por peritos distintos de los qué veritica- 
ron la primera, siguiéndose en caso de disen- 
timiento ó de no conformidad de las partes 
lo que anteriormente queda dispuesto; pero 
nunca ni por ningún motivo podrán exceder 
de tres las tasaciones que se hagan tenién- 
dose por cierto y exacto el precio que en la 
última se lije. 

Art. 50. Dentro de los cinco años si- 
guientes á ia expropiación, y después que 
la Administración hubiese hecho en los ter- 
renos antes eriaie» las plantaciones conve- 
nientes, podrán reivindicarlos sus antiguos 
dueños pagando al Estado el valor de los 
mismos y el importe de los gastos hechos 
en la plantación v conservación deí arbola- 
do existente a) tiempo de la reivindicación, 

Art. 60. Para la valoración á que se 
contrae el artículo precedente se observará 
lo dispuesto en los arts. 56 y 57. 

,Art. 61. Los ingenieros de montes darán 
conocimiento a) Gobierno por conducto de 
los Gobernadores ó de la Dirección general 
de Agricultura, Industria y Comercio, de los 
terrenos incultos de la propiedad del Esta- 
do, que haya en cada provincia y que pue- 
dan destinarse con probabilidad de buen 
éxito á la plantación de alguna de las espe- 
cies propias de los montes exceptuados de 
la desamortización, á fin de que por el Mi- 
nisterio de Fomento, de acuerdo con el de 
Hacienda, puedan reservarse de la venta. 

TITULO IV. 

REFUNDICION DE DOMINIOS. 

Art. 62. Con arreglo álo que dispone el 
art. 6.° de la ley, "cuando pertenezca á un 
particular el suelo de un monte cuyo vuelo 
sea del Estado, ó de algún pueblo ó esta- 
blecimiento público, se refundirán ambos 
dominios en el dueño del vuelo, prévia indem- 
nización al particular. 

Art. 63. Cuando el vuelo pertenezca á 
un Ayuntamiento ó corporación que carez- 
ca absolutamente de recursos para indemni- 
zar lo correspondiente al suelo, el Estado 
podrá hacer el anticipo de la cantidad ne- 
cesaria, ó propondrá al Ayuntamiento ó cor- 

f ioracion la enajenación del vuelo, para re- 
undir por su parte los dos dominios. 

En el caso de estar el Ayuntamiento ó la 
corporación dependiente de la Administra- 
ción pública, conformes en ceder el vuelo ó 
el suelo al Estado, se observará lo dispuesto 
en los arts. 50, 51 y 52. 

Al deliberar el Ayuntamiento sobre el 
particular, $e atendrá á lo prevenido en ei 
art. 49. 


Art, 64. Para justificar cumplidamente 
la existencia y separación de los dóminos 
que hayan de refundirse en virtud do lo dis- 
puesto por la ley, se instruirá expediente 
por la Dirección general de Agricultura, in- 
dustria y Comercio, si la propiedad del vue- 
lo fuese del Estado, 6 en otro caso por los 
Ayuntamientos y corporaciones administra- 
tivas, suponiendo que no haya escrituras ó 
documentos fehacientes que por sí lo com- 
prueben. 

Si hubiere oposición en lo relativo al do- 
minio por alguno de los condueños, se ven- 
tilará préviamente en el modo y forma que 
determinan los arts. 4.°, 3.°, 6'.% 7.°, 8.°, 
9.’ y 10 de este reglamento. 

Art. 65. Resuella cualquiera dificultad 
en lo relativo á los dominios , ó existiendo 
conformidad en la división, se procederá á la 
tasación del suelo del monte por dos peritos 
nombrados respectivamente por los condue- 
ños y por un tercero para ei caso de dis- 
cordia nombrado por el juez del partido. 

Para ei efecto del nombramiento anterior 
se entenderá dueño respecto de ios montes 
del Estado la Dirección general de Agricul- 
tura, Industria y Comercio , ó en su defecto 
el Gobernador de la provincia; respecto de 
los de pueblos, sus Alcaldes, y respecto de 
los de corporaciones su director ó adminis- 
trador. 

Art. 66. Contra la tasación que se prac- 
tique de acuerdo ó en disidencia, y en su 
caso por ei tercero en discordia, podrá re- 
clamarse ante el juez del partido en ei tiem- 
po y casos que señala el art. 57. 

Art. 67. Cuauclo las panes estén- con- 
formes en la tasación, se considerará el ex- 
pediente terminado y en estado de reso- 
lución. 

Art. 68. La refundición de dominio será 
objeto de un Real decreto expedido por el 
Ministerio de fomento, después de oir ai 
Consejo de Estado en pleno y prévio acuer- 
do del Consejo de Ministros, cuando ei im- 
porte de la indemnización que baya de satis- 
facerse por el Estado exceda de 20.600 es- 
cudos y no pase de IU0.000. Cuando ex- 
ceda de esta cantidad será objeto de una 
ley, y cuando no llegue á 20.000 escudos de 
una Real órden, con solo prévio informe de 
ia s.eccion de Gobernación y Fomento del 
Consejo de Estado. 

Art. 69. Si la resoldcion á que se con- 
trae el artículo anterior se refiriese á in- 
demnizaciones que hayan de satisfacer ios 
pueblos por la misma razcn de refundición 
de dominios, será objeto de un Real decreto 
expedido por el Ministerio de la Goberna- 
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cion, oido el Consejo de Estado y prévio 
acuerdo del Consejo de Ministros, cuando el 
importe de aquella exceda de 20.000 escu- 
dos, y de una tteal órden expedida por el 
propio Ministerio, prévia audiencia de la 
sección de Gobernación y Fomento del Con- 
sejo de Estado en el caso de.no llegar á di- 
cha suma. 

Art. 70. Cuando la resolución de refun- 
dición de dominio se refiera á indemnizacio- 
nes que haya de satisfacer alguna otra cor- 
poración administrativa, se adoptará por el 
Ministerio de quien la corporación dependa 
con estricta sujeción á lo dispuesto en el ar- 
tículo precedente. 

Art. 71. Las reclamaciones que se pro- 
duzcan por violación de Jos trámites contra 
las resoluciones á que se contraen los ar- 
ticules precedentes , se oirán y fallarán por 
la vía contenciosa. 

Lo mismo se observará con aquellas que 
se refieran á la indemnización que baya 
de otorgarse por virtud de dichas resolu- 
ciones. 

TITULO V. 

SERVIDUMBRES SOBRE LOS MONTES PÚBLICOS 

T APROVECHAMIENTOS VECINALES. 

Art. 72. Las cuestiones que se susciten 
sobre subsistencia o no subsistencia de ser- 
vidumbres y aprovechamientos vecinales en 
los montes de carácter público , se exa- 
minarán y resolverán por la Administra- 
ción* sin perjuicio de lo que á falta de con- 
formidad de las partes juzguen y fallen ios 
Tribunales. 

Art. 73. Cuando la servidumbre consti- 
tuida á favor de particulares ó corporaciones 
no sea objeto de cuestión, y sin embargo, 
se considere incompatible con la conserva- 
ción del arbolado de un monle público, el 
Gobierno podrá declarar la incompatibilidad, 
indemnizando previamente ai poseedor si iu 
exigiese. 

Para graduar el valor de la indemnización 
se pedirá informe al ingeniero, y si aquel á 
cuyo favor esté constituida la servidumbre 
no se conformare con la tasación, se obser- 
vará lo dispuesto en ios artículos 56 y 57. 

Art. 74. La incompatibilidad do las ser- 
vidumbres y aprovechamientos vecinales 
solo podrá declararse por el Gobierno, 
cuando se probare, con audiencia de Jos in- 
teresados, que aun regularizados de un mo- 
do ó forma distinta son inconciliables con la 
conservación del arbolado. 

En este caso si el monte respecto del que 
se declara la incompatibilidad de la servi- 


dumbre o del aprovechamiento es del £ s _ 
tado, el Gobierno indemnizará á los posee- 
dores con la cantidad ó el modo y forma que 
parezca mas conveniente, prévio informe 
del ingeniero de la provincia y de la Junta 
consultiva del ramo. 

Guando el monte sea de algún pueblo ó 
establecimiente público será de cuenta de 
ellos la indemnización. 

Art. 75. Para que haya Jugar á la in- 
demnización de que trata el artículo prece- 
dente, es necesario que la servidumbre ó 
disfrute vecinal se funde en algún título le- 
gítimo de los que reconoce el derecho. 

En los demás casos, solo teniendo presen- 
tes circunstancias de localidad y razones de 
que únicamente puede ser apreciador el Go- 
bierno, podrá otorgarse indemnización. 

Art. 76 Los ingenieros de montes desti- 
nados al servicio de las provincias, ó los que 
el Gobierno comisione especialmente al efec- 
to, redactarán una memoria de los montes 
situados en el término de cada pueblo, suje- 
tos á alguna servidumbre ó aprovechamien- 
to vecinal, expresanao en ella el título ó la 
posesión que legitimen el ejercicio de aquel 
derecho, y demostrando facultativamente si 
su subsistencia es ó no compatible con la 
conservación del arbolado. 

Art. 77. Si el monte no sufriere ningún 
perjuicio por la continuación de la servidum- 
bre ó aprovechamiento, reconocidos como 
legítimos, se respetarán estos mientras los 
que estén en posesión del disfrute no con- 
sientan voluntariamente en su extinción y 
convengan con el dueño del monte en la in- 
demnización que hayan de-percibir. 

Art, 78. Guando el ingeniero encargado 
considere la servidumbre ó aprovechamien- 
to, incompatibles con la conservación del 
arbolado de un monte, lo expondrá en una 
comunicación razonada ai Gobernador de la 
provincia, y este dispondrá instrucción de 
expediente en que se oiga al particular, cor- 
poración ó común de vecinos interesados en 
ía continuación de aquel gravamen, á un 
perito que podrán nombrar ios misinos, y ai 
Consejo provincial. 

Art. 79. Instruido el expediente en ios 
términos prescritos, el Gobernador lo eleva- 
rá al Ministerio di* Fomento, el que previos 
los demás informes que estime convenien- 
tes, declarará la compatibilidad ó meompati- 
libilidad de la servidumbre ó aprovecha- 
miento. 

Contra la resolución que dicte el Ministro 
de Fomento solo podrá acudirse por la via 
coníencioso-administrutiva ante el Consejo 
de Estado . 
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TITULO VI. 

ADMINISTRACION DE LOS MONTES PUBLICOS. 

Art. 80. La administración superior de 
los montes del Estado corresponde al Minis- 
terio de Fomento. 

La administración inmediata de los mis- 
mos montes, estará á cargo de los Goberna- 
dores de provincia, quienes para desempe- 
ñarla tendrán á sus órdenes los ingenieros 
y demás empleados del ramo que se les 
asignen. 

Art. 81. Los montes de los pueblos y de 
establecimientos públicos serán administra- 
dos bajo la vigilancia de la Administración, 
superior por los Ayuntamientos, ó corpora- 
ciones encargadas de los establecimientos, 
con arreglo á la ley municipal y á las espe- 
ciales por que estos últimos se rijan. 

Art. 82. Los ingenieros y demás em- 
pleados de montes intervendrán bajo la de- 
pendencia de los Gobernadores de provin- 
cia, y solo en la parte puramente facultati- 
va, en el fomento y conservación, y en el 
aprovechamiento de toda clase de productos 
de los montes de los pueblos y establecimien- 
tos públicos exceptuados de la venta por la 
ley ae 24 de mayo de 1863. 

Art. 83. Los mismos ingenieros y de- 
más empleados de montes tendrán en los 
que sean del Estado, la intervención qne 
les señale el reglamento del cuerpo, y las 
que les confieran las órdenes é instrucciones 
que les comunique el Gobierno por sí, ó por 
medio de la Dirección general de Agricultu- 
ra, Industria y Comercio y de los Goberna- 
dores de las provincias. 

Art. 84. Para el servicio de los montes 
públicos, el territorio de la Península é is- 
las adyacentes, se dividirá en Inspecciones, 
gubdivididas en distritos ó provincias, y es- 
tas en comarcas y cuarteles. 

Art. 85. Un reglamento especial deter- 
minará la organización y las atribuciones 
del cuerpo de ingenieros de montes. 

TITULO VII. 

DE LOS APROVECHAMIENTOS DE MONTES. 

Art. 86. Mientras que no se establezca 
una ordenación definitiva de los montes pú- 
blicos, los ingenieros de^as provincia^ su- 
plirán su falta basta donde sea posible por 
medio de planes provisionales de aprovecha- 
mientos, con sujeción á l£s instrucciones que 
se acompañan. 

Art. 87. En los planes provisionales de 
aprovechamientos, se fijará solo por un año 
el de los productos primarios y secundarios 


que la buena conservación de los montes 
permita, procurando conciliaria con las obli- 
gaciones que el monte tenga que cubrir, 
así como con las exigencias del consumo. 
Al efecto, y antes que los ingenieros proce- 
dan á la formación de estos planes provisio- 
nales, los Gobernadores pedirán á los Ayun- 
tamientos y corporaciones á quienes perte- 
nezcan los montes notas exactas del valor 
de los aprovechamientos que se proponga 
utilizar. 

Art. 88. Ni el Gobierno ni los Goberna- 
dores en su caso podrán conceder ningún 
aprovechamiento que no está comprendido 
en el plan anual. 

Los Gobernadores, sin embargo, podrán 
autorizar los disfrutes extraordinarios que 
fuese necesario utilizar para los casos do 
previstos al tiempo de hacer la propuesta 
anual, tales como los productos de una corta 
fraudulenta ó de un remate caducado, los 
restos de algún incendio, los árboles derri- 
bados por los vientos y demás cuya extrac- 
ción, á juicio del ingeniero jefe de la pro- 
vincia, no fuere conveniente aplazar para 
la época de la propuesta ordinaria. 

Art. 89. Aprobado por el Ministerio de 
Fomento el plan provisional de aprovecha- 
miento de una provincia, el ingeniero jefe 
de la misma procederá á su ejecución por lo 
respectivo á los montes del Estado, y el Go- 
bernador lo comunicará á los Ayuntamien- 
tos y corporaciones administrativas dueñas 
de montes, para que atemperen á él sus 
acuerdos ó deliberaciones. 

En armonía con esto, el disfrute de los 
montes exceptuados de la venta por ser de 
aprovechamiento común ó estar destinados 
á dehesas de labor, se arreglará exclusiva- 
mente por los Ayuntamientos como el de 
' los demás aprovechamientos comunes, con 
sujeción á lo que dispone ó dispusiere en 
adelante la ley municipal. 

Art. 90. No se procederá á. la ordena- 
ción definitiva de ningún monte público que 
no esté deslindado. 

Art. 91. Para el servicio de ordenación 
de los montes públicos se crearán, brigadas 
compuestas de ingenieros del cuerpo, y del 
personal subalterno que se considere nece- 
sario. 

Art. 92. Las operaciones que se con- 
signen en el plan angal de aprovechamien- 
to, se verificarán con arreglo al año fo- 
rcstíil . 

Art. 93. Anualmente se pasarán revis- 
tas de inspección, las cuales se extenderán 
no solo á las operaciones que se practiquen 
en los montes públicos de los distritos, sino 
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también el material y personal de los mis- 
mos. 

Arl. 94, Todo aprovechamiento de pro- 
ductos forestales se adjudicará precisamente 
en subasta pública. 

Se exceptúan solo de esta disposición: 

1. °. Los productos de ios montes del Es- 
tado que este necesite adquirir para atender 
á ios servicios de Guerra y Marina y cuales- 
quiera otros que corran directamente á car- 
go de la Administración general. Mas si es- 
tos servicios estuviesen contratados, el con- 
tratista no podrá adquirir los productos re- 
feridos sin sujetarse á la licitación . 

2. ° Los productos de todo monte públi- 
co que, en virtud de usos ó títolos legítimos 
reconocidos por la Administración , estén 
considerados como de aprovechamiento ve- 
cinal. 

3. ° Los productos que cualquier particu- 
lar ó corporación esté en posesión de apro- 
yechar por solo el precio de tasación, en 
virtud de un derecho preexistente reconoci- 
do asimismo por la Administración, 

Art. 95. Toda subasta de aprovecha- 
mientos forestales se anunciará con 30 dias 
de anticipación por los Gobernadores de ias 
provincias en el Bolelin oficial de la provin- 
cia, y por medio de edictos que íijarán los 
Alcaldes, así en el pueblo donde radique el 
monte, como en los demás del partido ju- 
dicial. 

Si el- valor en tasación de los productos 
comprendidos en una misma subasta exce- 
diere de 5.000 escudos, se anunciará ade- 
más en la Gaceta de Madrid. 

Árt. 96. Si el plazo de treinta dias que 
tija el artículo anterior se creyera demasia- 
do largo, tratándose del aprovechamiento de 
la montanera y de algunos otros productos 
secundarios, los Gobernadores podrán acor- 
tarlo, á propuesta de los ingenieros, siem- 
pre que no baje de quince días. 

Art. 97. La subasta de productos fores- 
tales, cuando su tasación exceda de 2.000 
escudos, será doble y simultánea, verificán- 
dose una en la capital de Ja provincia bajo la 
presidencia del Gobernador ó del funcionario 
en quien delegue sus funciones, y otra en el 
pueblo donde radique el monte, bajo la pre- 
sidencia del Alcalde. 

Cuando la tasación no exceda de dicha 
suma, bastará una sola subasta bajo la presi- 
dencia del Alcalde, en el pueblo donde ra- 
dique el monte. 

En ambos casos deberá asistir al acto de 
la subasta un empleado del ramo, designa- 
do por el ingeniero jefe de montes de la pro- 
vincia. 

Tomo IX, 


Art. 98. Cuando el valor de la tasación 
sea mayor de 2.000 escudos, las proposicio- 
nes se liarán precisamente en pliegos cerra- 
dos con sujeción á la lórmula que designe el 
pliego de condiciones, y acompañando las 
caria de pago que acredite haber entrega- 
do en la Depositarla de fondos municipales, 
ó en la sucursal 'de la Caja de depósitos de 
la provincia el 5 por 1 00 uel importe de la 
tasación como fianza para presentarse como 
licitador. 

Cuando el valor de la tasación no exceda 
de 2.000 escudos, se verificará la subasta 
por pujas abiertas entre los que quieran to- 
mar parte en el remate, sin exigir á estos 
fianza ninguna á menos que, á juicio del 
Gobernador, fuese conveniente por las cir- 
cunstancias especiales de la localidad, sal- 
va siempre la que debe prestar el rema- 
tante. 

Art. 99. Las proposiciones ó las pujas 
se admitirán durante la primera media hora 
del acto de las subastas, trascurrida la cual 
se fiará la adjudicación al postor cuya pro- 
posición sea mas favorable. 

La licitación versará exclusivamente so- 
bre el valor de la tasación, desechándose 
como nulas ó no hechas 'las proposiciones 
que no ofrézcan, por lo menos, una cantidad 
igual á aquella. 

Si verificándose la subasta por pliegos 
cerrados resultaseu con precios iguales dos 
ó mas de las reputadas mas ventajosas, se 
abrirá nueva licitación entre ios autores de 


istas por espacio de un cuarto de hora, 
i eu pujas abiertas que no podrán bajar 
le tt)0 rs. cada una. Si ninguno de ellos 
juisiere aumentar el precio ofrecido, se 
iedidirá por la suerte el autor de la pro- 
msicion á cuyo favor se haya de adjudicar 
d remate. 

Art. 100. La subasta se someterá á la 
[probación del Gobernador, quien resolverá 
[sialismo las reclamaciones qre se presen- 
en contra ella cqd recurso a la vía conten- 
:ioso-adininistrativa ante el Consejo pro- 
incial. 

El remate, sin embargo, producirá sus 
Tactos una vez aprobado por el Gobernador, 
[uedaudo atenido el rematante á los resulta- 
ios del juicio que se entable. 

Art. 101. El rematante deberá ejecutar 
odas las operaciones del aprovechamiento 
le monte, incluso la extracción ó saca de 
os productos, en el plazo que señale el piie- 
50 do condiciones. Cuando 110 se haya líja- 
lo ninguno, se entenderá que es de uu año, 
¡ontado desde la fecha de la aprobación del 
■emate, sin perjuicio de exigir la responsa- 

26 
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bilidad á quien corresponda por haberlo 
omitido. 

Art. 102. Queda prohibida toda couce- 
sion de próroga de ios plazos fijados para 
dejar terminado el aprovechamiento, cua- 
lesquiera que sean las razones que se aduz- 
can, salvo los casos que menciona el ar- 
tículo 106. 

Art. 103. El rematante que dejare tras- 
currir el plazo señalado sin haber termi- 
terminado el aprovechamiento, perderá ios 
productos que aun no se hayan extraído 
del monte y el importe de lo que hubie- 
se entregado á cuenta del precio del re- 
mate, con arreglo á las condiciones de) 
contrato, lodo lo que cederá en favor del 
dueño de! monte. 

Cuando el valor de los productos proce- 
dentes de cortas y no extraídos y la parte 
del precio entregada no llegue á i 50 escu- 
dos, pagará por vía de multa, en el papel 
correspondiente, lo que falte hasta el com- 
pleto de dicha suma,. abonando además los 
daños y perjuicios causados al monte. Si ex- 
cediese satisfará tan solo la diferencia, has- 
ta completar el importe de los daños y per- 
juicios. 

Art. 104. Si trascurriese el plazo sin que 
el rematante haya hecho 'operación ninguna 
en el monte, ni entregado parte alguna del 
precio del remate, pagará ÍDtegra la multa 
de 150 escudos, además de indemnizar los 
daños y perjuicios. 

Art.. 105. El justiprecio de los productos 
corlados y no extraídos, y de ios daños y 
perjuicios causados en el "monte, se verifi- 
cará por el ingeniero del ramo ó por un su- 
balterno suyo en quien delegue sus funcio- 
nes, y por un perito nombrado por el rema- 
tante. Para el caso de discordia se nombra- 
rá por ei Juez del partido un tercer perito 
que la dirima, y á cuyo fallo deberá es- 
tarse. 

La tasación de los productos se hará pre- 
cisamente con arreglo al valor dado á los 
mismos en la subasta- sin tener en cuenta 
les gastos que ocasione la corta, y que per- 
derá siempre el rematante. 

Art. 106. Podrá reclamarse la rescisión 
del contrato ó que no tengan efecto las dis- 
posiciones relativas al plazo en que ha de 
darse por terminado eLaprovechamieoto: 

i. 9 - Guando este se haya suspendido por 
actos procedentes de la Administración. 

2. ° En virtud de disposición de los Tri- 
bunales, fundada en una demanda de pro- 
piedad. 

3. ° Si se diese la imposibilidad absoluta 
de entrar en el monte por causa de guerra, 


sublevaciones, avenidas, ú otro accidente de 
fuerza mayor debidamente justificado. 

Art. 107. La solicitud de rescisión - se 
presentará en su caso ai Gobernador de la 
provincia, quien resolverá lo que correspon- 
da, oyendo al Ayuntamiento del pueblo ó 
representante del establecimiento público de 
quien fuere el monte, ai ingeniero del ramo 
y al Consejo provincial con recurso á la vía 
.contencioso-administrativa. 

Art. IOS. Si á consecuencia de la res- 
cisión del contrato hubiese que devolver al 
rematante el precio satisfecho por el apro- 
vechamiento no realizado, podrá celebrarse 
nuevo remate para satisfacer esíe crédito, 
siempre que la buena conservación del mon- 
te lo permita. Será entonces una de las con- 
diciones expuestas al nuevo adjudicatario 
satisfacer al anterior la suma que en tal con- 
cepto reclame legítimamente. 

Art. 109. Los contratos de aprovecha- 
miento á que se refieren ios artículos prece- 
dentes, se entenderán hechos á riesgo y 
ventura, fuera dé los casos que prevee el ar- 
tículo 106, y los rematantes no podrán re- 
clamar indemnización por razón de los per- 
juicios que la alteración de i as condiciones 
económicas y climatológicas del país ó cua- 
lesquiera otros accidentes imprevistos les 
ocasionen. 

Art. 110. Cuando la primera subasta de 
un aprovechamiento quedase sin efecto por 
falta de lidiadores ó por no ser admisibles 
las proposiciones presentadas, se anunciará 
otra bajo el mismo tipo y condiciones. Si 
tampoco ofreciese resultados, habrá lugar á 
nueva tasación de los productos para redu- 
cir’ei tipo, y a la modificación de cualquiera 
condición que se considere un obstáculo 
para la concurrencia, y se anunciará una 
tercera subasta por los trámites que quedan 
establecidos. No habiendo ni aun así lidia- 
dores, y siendo necesario el aprovechamien- 
to, ya bajo el aspecto de la conservación del 
monte, ya bajo el dtl interés del Estado, del 
municipio ó del establecimiento dueño del 
misino, se hará nueva retasa y se anuncia- 
rá una cuarta subasta. Pero si no fuese ab- 
soluta é inmediatamente necesario ei apro- 
vechamiento, podrá diferirse ó aplazarse esta 
cuarta subasta para una época mas ó menos 
distante, según lo exijan las circunstancias. 

Art. 114. Desde ía segunda subasta en 
adelante, los Gobernadores podrán acortar 
los plazos para su celebración, no bajando 
los que señalen de diez días. v 

Art; 112. Los' pliegos de condiciones se 
redactarán por los ingenieros del ramo ó en 
virtud de las notas que ellos formulen, y ex- 
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presarán todos los requisitos y circunstan- 
cias que se contienen en este reglamento, 
así como el plazo dentro del cual los rema- 
tantes deberán dejar terminado el aprove- 
chamiento. 

Las modificaciones que sea necesario in- 
troducir en los pliegos de condiciones por 
consecuencia de no haber habido licitadores 
en dos subastas sucesivas, se harán por los 
mismos ingenieros y acordarán por los Go- 
bernadores después de oir el Coifsejo pro- 
vincia). 

Art, 113. Respecto de los montes públi- 
cos. sujetos á la venta, los ingenieros se li- 
mitarán á incluirlos en el pian anua! de 
aprovechamiento, no debiendo en ninguu 
caso hacerlos objeto de sus trabajos defini- 
tivos las brigadas de ordenación. 

TITULO VIII. 

DE LOS GASTOS DE MEJORA Y CONSERVACION 
DE LOS MONTES. 

Art. 114. Anualmente se formará por 
los ingenieros del ramo y se someterá á la 
aprobación del Gobierno, un plan de mejo- 
ras de los montes públicos de cada pro- 
vincia. 

Aprobado ó modificado este plan por el 
Gobierno, después de oir á la Junta consul- 
tiva del ramo , se comunicará á los Gober- 
nadores para su cumplimiento. 

Art. 115. Del producto de todos los apro- 
vechamientos de montes del Estado, adju- 
dicados mediante subasta pública, así como 
de los concedidos á particulares ó corpora- 
ciones que tengan derecho á adquirirlos por 
solo el precio de la tasación, se retendrá la 
cantidad que se juzgue necesaria con arre- 
glo al presupuesto^ anual que se forme, y 
apruebe el Gobierno, para los gastos de cul- 
tivo, deslinde, amojonamientos, ordenacio- 
nes, caminos forestales, casas de guardas y 
demás mejoras que reclamen los montes de 
aquella pertenencia. 

Esta cantidad ingresará en la sucursal de 
Ja Caja de depósitos á disposición del Go- 
bernador de la provincia para darle la apli- 
cación señalada $n el plan anual de mejoras. 

Art. 116. Los gastos de conservación y 
mejora de los montes de los pueblos y de 
establecimientos públicos , los de deslinde, 
amojonamiento y demás que se detallan en 
el articulo anterior, serán de cuenta de los 
Ayuntamientos y corporaciones encargadas 
de su Administración, quienes los incluirán 
como obligatorios en sus respectivos presu- 
ouestos. 

Al efecto, los Gobernadores cuidarán de 


circular el plan anual de conservación y me- 
jora de los montes de la provincia, en la 
parte que á cada Ayuntamiento ó Corpora- 
ción interese, expresando las sumas que 
cada uno deberá consignar para dicho ob- 
jeto. 

Art, 117. Si algún Ayuntamiento ó Cor- 
poración administrativa no cumpliere con 
io prescrito en el articulo anterior, Ó consig- 
nase sin causa justificada, menos cantidad 
de la considerada como necesaria, subsana- 
rá esta falta la autoridad á quien incumba la 
aprobación del presupuesto. 

Art. 118. Cuando la experiencia acre- 
dite que las cantidades presupuestas para la 
conservación y mejora de los montes de los 
pueblos y de establecimientos públicos no se 
hacen efectivas alegando pretestos especio- 
sos, ó que hechas efectivas se les dá una 
aplicación distinta por los Ayuntamientos ó 
corporaciones encargadas de su manejo, sin 
perjuicio de la responsabilidad en que incur- 
ran sus autores por esta falta, podrá retener- 
se la cuarta parto del producto de los apro- 
vechamientos que se,subasten, y consignar- 
se su producto en la sucursal de la Caja de 
depósitos, para dársela por el Gobernador 
de la provincia la aplicación establecida. 

Art, 119. Las cantidades consignadas en 
ios presupuestos municipales ó de corpora- 
ciones administrativas para conservación y 
mejora de sus montes, se librarán en la for- 
ma ordinaria á favor del ingeniero á quien 
el Gobernador desigDe para este objeto, y la 
cuenta justificada que el expresado funcio- 
nario rinda de su inversión se unirá á ia ge- . 
neral que se forme por los demás conceptos 
del presupuesto. 

En el caso á que se contrae el art. 1 17, se 
practicará esto mismo, aunque la ordena- 
ción parta del Gobernador de la provincia. 

TITULO IX. 

POLICÍA DE LOS MONTES PÚBLICOS. 

Art. 120. Mientras se establece un piatí 
definitivo de mejora, repoblación y aprove- 
chamiento de montes públicos, y se dicten 
en consecuencia unas nuevas urdenanxas 
generales del ramo, se declara vigente res- 
pecto de dichos montes la parte penal de las 
ordenanzas de 1833 en la forma que se de- 
termina en los artículos siguientes. 

Art. 121. La aplicación de dichas orde- 
nanzas en la parte á que se contrae el ar- 
tículo anterior, se subordinarán a las reglas 
que siguen: 

l. B Las multas y demás respon sabil ida- 



404 MONTES.. . \ñeg. 17 mayo 6o.) 


des pecuniarias relativas á la corta , venta ó 
beneficio de aprovechamientos forestales sin 
la autorización competente ; al modo ó tiem- 
po de efectuar dichas operaciones , y á las 
infracciones que so cometan de las reglas 
establecidas para la celebración de las subas- 
tas, serán impuestas por los Gobernadores 
de provincia, en méritos de lo que resulte en 
cada caso del expedente que se instruya, 
salvo lo que se dispone en el art. 124. 

2. a Cuando la infracción de un precepto 
de la ley, de este reglamento ó de fas orde- 
nanzas que tenga una penalidad señalada, 
haya sido el medio de perpetrar un delito 
delinido en el Código, se abstendrán los Go- 
bernadores de conocer de la infracción, y 
reservarán su castigo á los tribunales. 

3. a Las multas y demás responsabilida- 
des pecuniarias que determinan las releri- 
das ordenanzas en la sección 7. a del lít. 11, 
y en ios títs. Úl,lVyVl, serán impuestas 
gubernativamente por los Alcaldes de los 
pueblos en el modo y forma que establece 
la regla 1. a , cuando su importe no exceda 
del límite para que les faculta el art, 75 de 
la ley municipal de 8 de enero de 1845. 

Las que excedan de dicho limite deberán 
ser impuestas por ios Gobernadores. 

4. a La reincidencia de que habla en al- 
gunos de sus artículos la seccioue 7. a , tí- 
tulo 11 de las ordenanzas, será castigada por 
la jurisdicción ordinaria en la forma y por 
oi Juzgado que entienda en ios juicios de fal- 
tas, supuesto que la pena se hace consistir 
en arresto ó prisión que no lia de exceder 
de quince dias. 

Art. 122. üe las providencias que dicten 
los Alcaldes en virtud de la facultad que les 
conserva la regla 3. a del artículo anterior, 
podrán alzárselos interesados ante el Go- 
bernador de la provincia, siempre que lo ve- 
rifiquen dentro de ios ocho dias stguiéntes 
al de la notificación. 

Para el efecto de este artículo se tendrá 
por notificación la Orden firmada por el Al- 
calde en que comunique la imposición de 
la multa. % 

Art. 123. Contraías providencias que los 
Gobernadores dicten, ya penando por sí Jas 
infracciones cuyo castigo Jes comete la regla 
1. a del art. 121, ya contirmando ó agravan- 
do en grado de apelaciou.ias dictadas por los 
Alcaldes, solo podrá ejercitarse la vía con - 
tencioso-adinimstrativa ante el Consejo pro- 
vincial, á tenor de lo que dispone el pár- 
rafo catorce, art. 83 de la ley de 23 de. 
setiembre de 1863. ■ : ■ 

Art. 124. Délos daños causados. en los; 
montes públicos, cuyo importe exceda de 


1.000 escudos conocerán los tribunales de 
justicia con arreglo á las prescripciones del 
Código penal. 

Art. 125. El procedirniento.de que tra- 
tan ios títulos V y Vil de las ordenanzas de 
1823 se eufendera reformado en todo ¡o que 
' se oponga á Jo dispuesto en los artículos pre- 
cedentes, exigiéndose y cobrándose las mul- 
tas del modo que previene el R, Ü„ de 12 de 
setiembre de 1861. 

Art. í2é. De conformidad con lo que 
disponen el párrafo 6. ü , art. 11 de la ley 
de 25 de setiembre de 1863, y ia regia £.* 
del R. D. de 18 de mayo de 1853; ios Go- 
bernadores y Alcaides podrán imponer el 
arresto por sustitución ó apremio de la 
multa, no excediendo, si lo impusieren los 
primeros, de treinta dias, ni de quince si 
los segundos. 

Art. 127. Se declara sin efecto lo dis- 
puesto en el art. 202 de las ordenanzas, se- 
gún el cual ceben ser puestos en la cárcel, 
hasta que paguen la suma o que se les con- 
dene, los que dieren lugar al apremio per- 
sonal; y soio en el caso de resultar insol- 
ventes, se procederá con arreglo á lo dis- 
puesto en el artículo anterior. 

Art. 128 Guando el apremio persunal 
contra los penados por infracciones üe la ley, 
del reglamento ó de Jas ordenanzas en ¡a 
parte que estas últimas están vigentes, en- 
vuelva el embago y venta de bienes, la eje- 
cución de esto y la decisión de las cuestio- 
nes que sobrevengan, corresponderá á ios 
tribunales ordinarios.. 

TÍTULO X. 

DE LOS MONTES PARTICULARES. 

Art. 129. Los montes de particulares 
no están sometidos al rqgimen administrati- 
vo prescrito para los públicos, ni por consi- 
guiente se les sujetará á mas restricciones 
que las exigidas por las reglas generales de 
policía. 

Art. 130, Los montes particulares, in- 
mediatos á otros públicos que esléu sin des- 
lindar, quedarán sometidos, solo para dicho 
efecto, a las disposiciones de este regla- 
mento. 

Art. 131. Los dueños particulares de 
montes contiguos á otros públicos podrán, si 
quieren, ponerlos bajo la delensa y custodia 
del personal del ramo en la respectiva co- 
marca, contribuyendo en proporción de la 
extensión de sus montes á ios gastos comu- 
nes de la defensa y guarda. 

La admisión del que así lo pretendiere 
y el arreglo do. su cubla de contribución, se 


I 
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hará por la Dirección general del romo á 
propuesta informada del ingeniero jefe de 
Ja provincia.. 

Art. 132. El dueño de un terreno que 
quisiere destinarle á monte maderable, op- 
tando á los premios concedidos por el ar- 
tículo 15 de la ley de 24 de rnnyo de 1863, 
dirigirá al Gobernador de la provincia una 
exposición en que asilo manifieste. 

En esta exposición deberá expresarse la 
situación, calidad y extensión del terreno, 
y Ja especie arbórea, cuya siembra ó planta- 
taeion se ofrezca, 

Art, 133. Luego que reciba el Goberna- 
dor una solicitud de la clase indicada en el 
artículo anterior , la pasará á informe del 
ingeniero jefe del ramo, quien lo evacuará 
lo mas brevemente posible, prévio recono- 
cimiento del terreno cuando lo creyese 
preciso. 

Art. 134. Si el ingeniero informase que 
las condiciones de! terreno no son á proposi- 
to para el objeto, se comunicará su informe 
al dueño del mismo. Este podrá dirigir nue- 
va exposición razonada al Gobernador de la 
provincia, quien la elevará al Ministerio de 
Fomento para que oida la Junta consultiva, 
acuerde lo que juzgue conveniente. 

Art. 135. Constando la posibilidad de 
poblar de monte el terreno, se dará conoci- 
miento a! dueño de este , para que, ponién- 
dose de acuerdo con el ingeniero de mon- 
tes, dé principio á las operaciones de repo- 
blado, que deberán verificarse con interven- 
ción de los empleados del ramo, 

Art. 136. Si el interesado .solicitase de 
la Administración semillas ó plantas, y esta se 
las proporcionase, valuado su importe por el 
ingeniero, se tendrá en míenla como una 
parte del premio que se haya de conceder. 

Art. 137. El premio consistirá en una 
cantidad por hectárea que se abonará én 
metálico siempre que del prévio informe 
de! ingeniero resulte que lis operaciones se 
han verificado con arreglo á los principios 
facultativos y que los resultados sean satis- 
factorios, acreditándolo así el. estado mismo 
de la siembra ó de la plantación á los cinco 
años de haberse verificado. 

Art. 138. El Gobernador oyendo al inge- 
niero jefe de la provincia, propondrá el pre- 
mio que el particular merezca, y lo concede- 
rá el Ministerio de Fomento, después de oir 
á la Junta consultiva. 

Art, 139. Para que el Gobernador pue- 
da hacerla propuesta de que había el artícu- 
lo anterior se reclamará al dueño de la finca 
una cuenta justificada de los gastos que le 
haya ocasionado la repoblación del terreno, 


Y sobré ella deberá versar también el in- 
firme de) ingeniero jefe de la provincia. 

Art. 140. El premio que se otorgue no 
podrá ser nunca mayor que el equivalente á 
la cantidad invertida en la repoblación. 

Art. 141. Fijado que sea el premio se sa- 
tisfará su ¡mporlíe con cargo á la partida 
consignada para este objeto en el presupues- 
to deí Ministerio de Fomento, guardándose 
las reglas de contabilidad establecidas, y pu- 
blicándose en la Gaceta de Madrid y en el 
Boletín oficial de la provincia. 

Art. 142. Si el interesado renuncia la 
percepción del premio en metálico, el Go- 
bierno acordará el que debe otorgársele en 
recompensa de su servicio. 

Art. 143, Los montes repoblados en vir- 
tud de premió concedido á sus dueños, que- 
darán sujetus por espacio de un turno, al ré- 
gimen forestal establecido para los montes 
públicos. Durante este tiempo, no podrán 
hacerse en ellos aprovechamiento de ningu- 
na clase sin la intervención de los empleados 
facultativos de montes y autorización previa 
del Gobierno. 

DISPOSICION GENERAL. 

Quedan derogadas todas las disposiciones 
anteriores á ley de 24 de mayo de 1863, y á 
este reglamento que se opongan á su tenor. 
Aprobado por S. M. por Real decreto de es- 
ta fecha.— Madrid 17 de mayo de 1865. — 
Orovic^ 

Instrucción para la ejecución de las or- 
denaciones. 

Artículo l.° Terminado el proyecto de 
ordenación de un monte por las brigadas en- 
cargadas de verificarlo , y aprobado por la 
superioridad, se someterá su ejecución al in- 
geniero jefe de la provincia en que aquel se 
halle situado, auxiliado de alguno de los in- 
dividuos de la brigada de ordenación. 

Art. 2.” Los planes anuales do aprove- 
chamiento de los montes ordenados, se su- 
bordinarán al plan general del proyecto de 
ordenación. 

Art. 3.° El valor de los productos que 
resulten de la rcplantncíon de las divisiones 
del mente, ó lo que es lo mismo, de la aper- 
tura de calles y callejones, se unirá al de los 
productos de ia primera certa. 

El ancho de las calles será lo menos de 
siete metros, y de tres álo mas el de los ca- 
llejones. 

Art. 4.° En el caso de que los tramos 
no se distíngan por medio de límites natu- 
rales, se fijarán mojones en los ángulos , y 
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se marcarán algunos árboles de los puntos in- 
termedios. 

Art. 5.° El plan anual de aprovecha- 
miento se compondrá del plan de los pro- 
ductos primarios y del délos productos se- 
cundarios. 

Art. 6.° El plan anual de aprovecha- 
miento de los productos primarios se dividi- 
rá en dos partes: plan de cortas y plan de 
cultivos. 

Art. 7.° En el plau anual de cortas se 
designarán los rodales donde hayan de ha- 
cerse, así como las rozas y demás operacio- 
nes; el modo, forma y tiempo de practicar- 
las, y la calidad, empleo y precio de los pro- 
ductos. 

Art. 8.° En el plan anual de cultivo se 
determinarán los rodales que convenga re- 
poblar ; el modo , forma y tiempo de practi- 
car las operaciones , y los gastos que ha de 
ocasionar al Estado, al pueblo Ó estableci- 
miento dueño del monte. 

Art. 9.° En el plan anual de aprovecha- 
miento de los productos secundarios se de- 
terminará igualmente el modo, forma, y 
tiempo de aprovechar los pastos , ramón, 
brozas , cortezas , frutos , jugos , plantas in- 
dustriales y caza, y la calidad, empleo y 
precio de estos productos. 

Art. 10. Cuando los pastos constituyan 
así aprovechamiento importante del monte, 
tan solo se propondrá la- veda de la entrada 
del ganado en los puntos en que lo exiga ne- 
cesariamente el repoblado y por el^tiempo 
mas corto posible. 

Art. 11. Respecto á la época en que se 
ha de formar el plan aniial de aprovecha- 
miento y su remisión al Gobierno se aten- 
drán los ingenieros jefes de las provincias 
á lo dispuesto para la formación y remi- 
sión de los planes provisionales, sin que 
se entienda por esto que aquel haya de 
incluirse en los estados relativos á estos úl- 
timos. 

Art. 12. Aprobado el plan anual de 
aprovechamiento se procederá á su ejecu- 
ción con arreglo á las condiciones faculta- 
tivas. 

Art, 13. El ingeniero, llevará los libros 
correspondientes de comprobación para ano- 
tar los productos de todas clases que sucer- 
sivaménté se obtengan en los montes orde- 
nados. 

Instrucción para llevar k efecto la 

ORDENACION DEFINITIVA DE LOS MONTES 

PÚBLICOS. 

Artículo {.* . Para llevar á efecto la orde- 
nación definitiva de los montes públicos .se 


ejecutarán en cada monte las operaciones 
siguientes: 

1. * Reconocimiento. 

2. ° Inventario. 

3. ° Ordenación. 

Art. 2.° El reconocimiento se dirigi- 
rá á averiguar el estado del monte como 
medio de preparar la formación del inven- 
tario. 

Art. 3.° La memoria de reconocimiento 
se dividirá en dos partes. En la primera se 
reseñarán los elementos naturales , y en la 
segunda se describirán los fenómenos de la 
producción y del consumo con arreglo al 
modelo número 1 . 

Art. 4.° En el inventarióse dará á cono- 
cer la Situación de los elementos forestales. 

Dicho inventario constará: 

1. ° De una colección de planos. 

2. ° De ud:i memoria de inventario. 

Art. 5.° La colección de planos se com- 
pondrá: 

1. ° De un plano especial. 

2. ” De un plano topográfico. 

3. ° De ue plano de rodales con arreglo 
á modelo. 

Art. 6,° El plano especial contendrá; 

1 El perímetro general del monte. 

2” El perímetro de los rodales, distin- 
guiendo su especie, edad, y calidad. 

3.° El perímetro de los cuarteles. 

4. 4 Los caminos, carriles y veredas. 

5. ° Los ríos y arroyos. 

6. ° Los edificios. 

7. ° Los rasos, tierras de labor y prados. 

8. 6 Los objetos naturales de alguna im- 
portancia. 

Art. 7.° Las clases de edad se fijarán en 
cada monte atendiendo á la especie deno- 
minante y al método de beneficio, estable- 
ciendo su número de modo que sea múltiplo 
de cinco. 

Art. 8.* Para determinar la calidad y 
hallar las existencias y los crecimientos, se 
tomarán los datos necesarios en cada 
monte. 

Art, 9.° El plano especial se arreglará 
á la escala Vsooo de la magnitud , real, 
señalando en él las especies con número 
romanos y las calidades con arábigos. 

Art. 1Ó. El plano topográfico y el de ro- 
dales se dibujarán con arreglo á la escala de- 
Va oo.oo empleando las tintas y signos con- 
vencionales que están ya admitidos, an el 
cuerpo, . . : . 

Art. 11. La memoria de inventario se 
dividirá en cuatro partes á saber: 

1 .° Estado de los límites. 

' . 2 . 0 Estado de. los rodales. ■ ■ 
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3. ° Estado de ías clases de edad. 

4. ° 'Observaciones y experimentos. 

Art. 12. En el estado de los límites se 

indicarán la jurisdicción, descripción de los 
mojones , y los límites, distancias entre los 
mojones y propiedades confinantes, con arre- 
glo á modelo. 

Art. 13. El estado de los rodales conteD - 
drá la extensión y vuelo de cada uno de ellos, 
expresando su especie, edad y calidad, 
extendiéndose con arreglo á modelo. 

Art, 14. El estado de las clases de edad, 
servirá para conocer la superficie que com- 
prenda cada una de ellas y se formará de 
modo que contenga tantas casillas verticales, 
cuaDtas clases haya en el monte, todo con- 
forme á modelo. 

Art. 15. El proyecto de ordenación con- 
tendrá el ptan que convenga establecer para 
la producción del monte y se compondrá: 

1. ° De una colección de planos. 

2. ' De una memoria de ordenación. 

Art 16. La colección de planos se com- 
pondrá: 

.1.° De un plano de tramos. 

2.° De otro de cortas. 

Art. 17. El plano de los tramos repre- 
sentará el proyecto de división del monte, 
acomodándose este á los métodos de benefi- 
cio, y procurando que sean regulares las fi- 
guras de los tramos. 

Art. 18. El plano de las cortas represen- 
tará la distribución de los tramos en los pe- 
ríodos del turno. 

Art. 19. La memoria de ordenación con- 
tendrá: 

1. ° El estado de los tramos. 

2. ° Las tablas de las clases de eda i. 

3. ° LH descripción de los tramos. 

4. ° El plan general de aprovechamiento. 

5. ° La tasación. 

6 o El resumen general de productos. 

7. ° El plan de cortas y cultivos. 

8. ° Las observaciones. 

Art, 20. El estado de los tramos conten- 
drá: 

1. " La denominación y numeración de 

las localidades. 

2. ° La calidad del terreno forestal , espe- 
cificando las especies de árboles dominantes, 
los métodos de beneficio y los rasos suscep- 
tibles de cultivo. 

3. ° El área del terreno no foresta!, espe- 
cificando los edificios, los campos, prados, 
caminos y aguas. 

4. " La cabida total. ' 

El resúmen se liará por tramos , especifi- 
cando además los detalles del terreno no fo- 
restal, todo con arreglo á modelo. 


Art. 21. El estado de lardases de edad 
se dividirá por especies, indicando el nom- 
bre de la localidad , las clases de edad y los 
rasos susceptibles de cultivo, todo con arre- 
glo á modelo, '■ 

Art. 22. Para la descripción especial y 
para el plan general dé aprovechamiento y 
tasación se' abrirá una hoja , colocando en 
la página izquierda la descripción especial y 
el plan general de aprovechamiento, y en la 
página derecha la tasación del aprovecha- 
miento con arreglo á modelo. 

Art. 23. El resumen general de produc- 
tos se hará por períodos detallando los pro- 
ductos correspondientes al primer decenio, 
torio con arreglo á modelo. 

Art. 24. Él plan de cortas se limitará al 
primer decenio y se extenderá conforme á 
modelo. 

Art. 25. El plan de cultivos se limitará 
también al primer decenio, y. se extenderá 
conforme á modelo. 

Art. 26. El jefe de brigada dará parte 
mensual á la Dirección de Agricultura y un 
traslado del mismo á la Junta expresando en 
resumen las operaciones que durante el mes 
se hayan practicado con arreglo á mo- 
delo. 

Art. 27. Los Gobernadores y las autori- 
dades locales , así como los ingenieros jefes 
de provincia, facilitarán á los jefes de briga- 
das los datos y noticias que les pidieren, 
proporcionándoles además ios auxilios que 
el servicio reclame. 

Art. 28. Terminado el proyecto de or- 
denación , el jefé de la brigada lo elevará á 
la Dirección general del ramo para que, pré- 
vio examen de la Junta consultiva del cuer- 
po, lo someta á la superior aprobación. 

Art. 29. Aprobado por la superioridad 
el proyecto de ordenación , se procederá al 
replanteo de los montes con arreglo á las 
instrucciones que al efecto se acompa- 
ñan. , . 

Art. 30. Los modelos de que hablan ,os 
artículos 5.°, 12, 13, 14, 20, 21, 23, 24, 

25 y 26 de esta instrucción serán los apro- 
bados por S. M. en 18 .le abril de 1857. 

Modelo de la memoria de reconocimien- 
to del monte X. 

TITULO I. 

RESEÑA. NATURAL. 

1. ° Posición — A. Geográfica.— Provin- 

cia —Partido.— Jurisdicción.— B. Orngrah- 
ca.— C. Topográfica. . , . , 

2. ° Clima. — Vientos. — Marcha de lo? fe- 
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nómenos acuosos. — A falta de datos sobre 
el clima del monte, se indicarán los resal- 
tados obtenidos en la estación meteorológica 
más inmediata. 

3.0 Terreno. — Reseña geológica y geo- 
nómica. 

4.* Vegetación . — E n urn eracio n de las es- 
pecies vegetales leñosas del monte. 

TITULO II. 

RESEÑA. FORESTAL. 

CAPITULO I. 

PRODUCCION. 

División del monte, cuarteles, tranzones, 
millares, etc. 

SECCION PRIMERA. 

PRODUCTOS PRIMARIOS. 

Rodales. — Especies dominantes y subor- 
dinadas. Ojeadas sobre las clases de edad. 

Beneficio. — Métodos de beneficio; monte 
alto, bajo y medio. — Métodos de cortas con- 
tinuas y discontinúas. 

Operaciones. — Señalamiento y marquen, 
Apeo, apartado, maderas. — Labra y marcos. 
— Leñas, raja, marcos y trasformaciones, 
verificación y recuento. 

Servidumbres. — Enumeración de las que 
existan. 

Daños. — Por el hombre. — Por los ani- 
males.— Por los agentes atmosféricos. 

Renta. — Productos en especie y en dinero. 
— Gastos. Renta líquida por hectárea. 

SECCION SEGUNDA. 

PRODUCTOS SEGUNDARIOS. 

Pastos. — Situación de los pastaderos. — Es- 
pecie de plantas. — Veda. — Pastoreo. — Cul- 
tivo.— Servidumbres. — Daños. — Productos. 
—Gastos, — Renta por hectárea. 

Ramón. — Especies y usos.— Métodos de 
recolección.— Servidumbres.— Daños.— Pro- 
ductos en especie.— Renta en dinero.— Gas- 
tos — Renta líquida por hectárea. 

Brozas.— Especies y usos. — Métodos de 
recolección.— Servidumbres.— Daños.— Pro- 
ductos en especie. — Renta en dinero. — Gas- 
tos. — Renta líquida por hectárea. ■ 

Cortezas. — Especies y usos.- — Métodos de 
arranque. — Servidumbres. — Productos en 
especie. — Renta en dinero. — Gastos. — Renta 
líquida por hectárea. 

Frutos. — Especies y usos. — Métodos de 
recolección. -^Servidumbres.— Daños.— Pro- 
ductos en especie. — Renta en dinero.— Gas- 
tos. — Renta líquida por hectárea. 

Jugos. — Especies y usos. — Métodos de re- 


colección . — Servidumbres. — Daños. — Pro- 
ductos en especie. — Renta en dinero. — Gas- 
tos. — Renta líquida por hectárea. 

Plantas menudas . — Especies y usos. — ■ 
Servidumbres. — Daños. — Productos en es- 
pecie. — Renta en dinero. — Gastos. — Renta 
líquida por hectárea. , 

Casa.— Especies y usos. — Métodos de caza. 
— Arancel de alimañas.— Servidumbres, — 
Daños. — Renta en dinero.— Gastos. — Renta 
liquida por hectárea. 

SECCION TERCERA. 

CULTIVOS. 

Siembras. — Labores preparatorias. — Mé- 
todos de siembras. — Precio de la siembra 
por hectárea. , 

Plantíos. — Almácigas. — Sistema de plan- 
taciones. — Precio del plantío por hectárea. 

CAPITULO II. 

CONSUMO. 

Mercados. — Centros de consumo. — Rela- 
ciones de este con la producción . 

Comunicaciones. — Por tierra, por agua. 
— Influencia de las comunicaciones, sobre 
el precio, uso y salida de los productos. 

CAPITULO III. 

RESÚMEN. 

Enumeración de los productos en especie 
y en dinero.— Gastos.— Renta líquida. 

Instrucción para la formación de los 

PLANES PROVISIONALES DE APROVECHAMIEN- 
TO, CONFORME Á LO DISPUESTO ENELART, 86 

DEL REGLAMENTO PARA LA EJECUCION DE 

LA LEY DE 24 DE MAYO DE 1863. 

Artículo i.° Los ingenieros jefes délas 
provincias son los encargados de la for- 
mación del plan provisional de aprovecha-, 
miento. 

Art. 2.* Para regularizarlas operaciones 
proyectadas en los planes de aprovechamien- 
to se establece el año forestal que empezará 
en l.° de octubre y concluirá en 30 de se- 
tiembre siguiente. 

Art. 3.° Durante los meses de marzo, 
abril y mayo los ingenieros y sus subalter- 
nos reunirán los datos necesarios para lá 
formación del plan de aprovechamiento. 

Art. 4.° Al verificar Jos estudios de que 
habla el artículo anterior se determinarán 
los claros y calveros susceptibles de ser 
repoblados naturalmente, procurando con- 
ciliar el fomento del monte con los intere- 
ses de la ganadería. 

Art. 5 * Debiendo considerarse el pri- 


MONTES... 


mer plan de aprovechamiento como un plan 
provisional de ordenación, los ingenieros 
procurarán formarlo en cuanto lo permi- 
ta el estado de! monte, obtener una canti- 
dad de productos tal que pueda conservar- 
se constante y próximamente igual en los 
años sucesivos. 

Art. 6.° El plan de aprovechamiento se 
compondrá de un estado general conforme 
á los dos adjuntos modelos, y de una me- 
moria justificativa que comprenda en capí- 
tulos separados los diversos productos indi- 
cados en los estados correspondientes y las 
mejoras no comprendidas en ellos. 

Art. 7.° En el capítulo relativo á los 
productos maderables se expresará en tér- 
minos generales la importancia económica 
. de los montes altos del distrito, su estado, 
los métodos de cortas preferibles, las épo- 
cas en que las mismas hayan de verificarse 
y cuantas noticias se juzguen convenientes 
relativas al mismo asunto. 

Art. 8.° Respecto á las leñas se expre- 
sará la estación de las rozas con relación al 
brote, saca de los productos y calidad de los 
mismos, así como su empleo. Para llenar 
las columnas en que ¿e haga expresión de 
las maderas, leñas gruesas y ramaje, los 
ingenieros se atendrán á los marcos y me- 
didas métricas ó á las usuales en cada loca- 
lidad, indicando en la memoria su equiva- 
lencia' con aquellas. 

Art. 9.° Acerca de Jos pastos deberán 
indicarse sus clases con relación á las prin- 
cipales familias de plantas que los forman y 
á las localidades de sierras, laderas, sotos 
y partes bajas en que se hallen. Se expre- 
sará el tiempo de la veda segundas diversas 
clases de montes de la provincia, la im- 
portancia de la ganadería en la misma y las 
medidas que se hayan temado ó deban to- 
marse para evitar ios daños si los hubiere, 
causados por el ganado. 

Art. 10. Además de ampliar lo que en 
el estado se expresa sobre el ramón, se dirá 
en la memoria cuál es el mas apreciado 
en la provincia, qué clase de ganado lo apro- 
vecha y si se consume en el monte ó en los 
establos. 

Art. 11. En las noticias relativas á las 
brozas se indicará cuáles sean los usos á que 
se destinan, los períodos de su recolección y 
los daños que su aprovechamiento cause á 
la producción forestal. 

Art. 12. Se expresará con !a extensión 
que el asunto requiere el curso de las ope- 
raciones en el aprovechamiento de las cor- 
tezas, especialmente del corcho. 

Art. 13. Respecto á los frutos solo se 
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hablará de aquellos que den úna renta de 
alguna consideración y se clasificarán aten- 
diendo á su importancia económica, ya sir- 
van para alimento del hombre, ya para pien- 
so de los ganados, ya para la repoblación 
artificial, indicando á la vez la manera de 
recogerlos y mondarlos. Si al formar el plan 
de aprovechamieuto no fuera aun posible 
determinar la cantidad de fruto aprovecha- 
ble, se apreciará por los resultados del quin- 
quenio anterior y se consignará así en el 
estado que se forme. El ingeniero manifes- 
tará también las medidas adoptadas para 
evitar los daños que pudiera causar la mon- 
tanera, así como el tiempo durante el cual 
estuviera abierta. 

Art. i 4. Se detallarán convenientemen- 
te Jas prácticas seguidas en Jos montes para 
la extracción de los jugos de las coniferas, 
indicando las mejoras que se hayan intro- 
ducido en las operaciones de recolección 
y que esta industria reclama en nuestro 
país. 

Art. 15. Solo se hará mención en los 
estados y en la memoria del aprovecha- 
miento del esparto, del palmito, regaliz, 
zumaque ú otras plantas industriales que se 
crien en los montes, cuando constituyan un 
artículo de comercio de alguna importancia. 

Art. 16. Cuando la caza constituya un 
producto de algún valor, además de lo que 
se expresa en los estados, se hablará en la 
memoria de los métodos que se sigan en la 
provincia para 1 su aprovechamiento y de la 
manera de regularizarlo. 

Art. 17. En el capítulo relativo á los cul- 
tivos se darán con la mayor extensión y 
claridad los detalles sobre el modo y tiempo 
en que hayan de practicarse. 

En el mismo capítulo presentarán los in- 
genieros todos los proyectos de mejoras que 
no puedan hacerse constar en los estados, 

Art. 18. El ingeniero con los datos que 
haya recogido y los suministrados por el 
personal subalterno, redactará durante el 
mes de junio el plan de aprovechamiento, 
que en l.° de julio deberá ser presentado al 
Gobernador de la provincia. , 

Art. 19. Antes del 15 de julio remitirán 
los Gobernadores los proyectos de los inge- 
nieros á la Dirección general del ramo, y 
prévío examen de la Junta consultiva del 
mismo, se resolverán por el Gobierno antes 
del 31 de agosto. 

Art. 20. Para el 15 de setiembre se ha- 
brán circulado por los Gobernadores las ór- 
denes oportunas á los interesados en la eje : 
cucion de ios planes de aprovechamiento, 
procediéndose desde luego á la publicación 
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de las subastas de los productos resultantes 
de las operaciones de invierno. 

Art. 21. En 30 de setiembre los ingenie- 
ros remitirán á ia Dirección general del ramo 
por conducto de Jos Gobernadores, una me- 
moria expresiva de la cantidad y valor de 
Jos productos vendidos y de los aprovecha- 
dos en especie por los vecinos de los pueblos 
con derecho á ellos, así como de las mejoras 
verificadas durante el año anterior. 

Será obligación de los mismos abrir un 
expediente para cada monte de los que estén 
á su cargo, en el que se hallarán reunidos 
todos los antecedentes que se hayan adqui- 
rido y hayan servido para formar el plan 
de aprovechamiento. A falta de plano cons- 
tará en cada expediente un cróquís del mon- 
te respectivo para facilitar su revisión. 

Arl. 22. Los ingenieros jefes de las pro- 
vincias redactarán las instrucciones conve- 
nientes para el personal subalterno sobre se- 
ñalamiento y marca de los árboles, derribo 
y labra de los mismos, modo de hacer el re- 
cuento, manera de practicar las rozas, po- 
das y demás operaciones que tengan lugar 
en la cria, cultivo y aprovechamiento de los 
montes. — Aprobado por S. M. por Real de- 
creto de esta fecha. Madrid 17 de mayo 
de 1865. — Orovio. 

Siguen dos modelos de extensos estados. 
Uno dedicado á expresar el Plan de apro- 
vechamientos para el año forestal de 

relativo á los montes públicos no incluidos 
en el catálogo formado con arreglo á lo dis- 
puesto en el R. D. de 22 de enero de 1862 y 
conforme con la ley de 24 de mayo de 1863. 
Este primer estado contiene 47 casillas con 
la expresión siguiente: — Número. — Térmi- 
nos municipales. — 'Nombres de los montes. 
— Pertenencia de los mismos. — Especie do- 
minante.— Cabida aforada. — Terreno po- 
blado: Hectáreas. — Método de beneficio. — 
Turno.— Clases de edad dominante. —Su- 
perficie aprovechada: Hectáreas. — Produc- 
tos leñosos: Maderas. Leñas gruesas. Ra- 
maje.— Tasación de los productos prima- 
rios: Reales, Céntimos.— Pastos: Extensión. 
Hectáreas.— Especies de ganados y número 
■** de cabezas.— Estación.— Tasación ae los pas- 
tos: Reales.— .Céntimos.—- Ramón : Especie. 
Cantidad. Tasación.— Brozas: Especie. Can- 
tidad: Tasación. — Cortezas : Especie. Can- 
tidad. Tasación. — Frutos: Especie. Canti- 
dad. Tasación. — Jugos: Especie. Cantidad. 
Tasación. — Espartos, palmitos y oíros plan- 
tas industriales : Especie.- Cantidad. Tasa- 
•cion. — Caza: Especie, Cantidad. Tasación. 
— Cultivos : Siembras. Extensión. Hectá- 
reas. Especie. - Gastos. Reales vellón. — 


Plantaciones. Extensión. Hecláreas. Espe- 
cie. Gastos. Reales vellón. — Resúmen de la 
tasación. 

El segundo estado está dedicado al Plan 
de aprovechamientos para el año forestal 
de relativo á losmontes públicos inclui- 

dos en el catálogo formado con arreglo á lo 
dispuesto en el R. D. de 22 de enero de 1862, 
y conforme con la ley de 24 de mayo de 
1863. — Este estado comprende las 44 casi- 
llas siguientes:— -Número del monte en el 
catálogo. — Terreno poblado. Hectáreas.— 
Método de beneficio.— Turno.— Clase de 
edad dominante. — Superficie aprovechada. 
Hectáreas. — Productos leñosos: Maderas. 

Leñas gruesas. Ramaje.— Tasación délos 
productos primarios. Reales. Céntimos.— 
Pastos: Extensión. Hectáreas. Especie de 
ganados y número de eabezas. Esl ación. 
Tasación de los pastos. Reales. Céntimos.— 
Ramón: Especie. Cantidad. Tasación. — Bro- 
zas: Especie. Cantidad. Tasación.— Corte- 
zas: Especie. Cantidad. Tasación.— Frutos: 
Especie. Cantidad. Tasación.— Jugos: Espe- 
cie. Cantidad. Tasación.— Espartos, palmi- 
tos y otras plantas industriales: Especie. 
Cantidad. Tasación. — Caza : Especie. Can- 
tidad. Tasación. — Cultivos. Siembras. Ex- 
tensión. Hectáreas. — Especie, — Gastos. Rea- 
les vellón. Plantaciones: Extensión : Hectá- 
reas. — Especie. — Gastos. Reales vellón. — 
Resúmen de la tasación. (Cae. 28 mayo.) 

O. de 24 mayo de 1865. 

Aprorechamientos en montes de particulares. No es 
necesaria autorización, si están deslindados, aunque 
confinen cornnontes públicos. 

. (Dir, Gral. de Agric., Ind. y Com.) En 
vista de la comunicación de Y. de 20 de 
abril próximo pasado en que consulta si los 
particulares dueños de montes pueden eje- 
cutar aprovechamientos-en ellos sin el per- 
miso de ese distrito, esta Dirección general 
ha acordado decir á Y. que , con arreglo á 
las disposiciones vigentes, los particulares 
dueños de montes que no confinan con otros 
públicos, ó que aunque confinen los tengan 
deslindados y amojonados en debida forma, 
no necesitan obtener licencia paTa aprove- 
char los productos de sus fincas; y que si 
ocurre algún caso en que no haya tales cir- 
cunstancias, lo manifieste con los antedentes 
necesarios para la resolución que proceda. 
—Dios etc. Madrid 24 de mayo ríe 1865.— El 
Director general, Agustín de Perales— Sr. 
Ingeniero de montes de la provincia de 
Murcia, 
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R. 0. de 14 noviembre de 1865. 

Escala para el lñTantamiento de los planos de dos- 
linde. 

(Fom.) El Exemo. Sr. Ministro de Fo- 
mento ine comunica con fecha 14 del actual 
fajleal órden siguiente: 

«Visto el art. 32 del reglamento de 17 de 
mayo último para la ejecución de la ley de 
montes de 24 de mayo de 1863, que previe- 
ne se'una al acta de deslinde (de los montes 
públicos) un plano del monte deslindado en 
la escala que fije la Administración , expre- 
sándose con la debida distinción y claridad 
cada una de Jas propiedades colindantes, los 
puntos donde se hayan colocado los piquetes 
y el número de orden que tenga cada uno. 

Visto el dictámen emitido por la Junta 
consultiva sobre este particular , en cumpli- 
miento de la órden de la Dirección general 
de Agricultura, Industria y Comercio, fecha 
20 dejunio próximo pasado, la Reinaba te- 
nido á bien disponer: 

1. ° Que siendo la escala de y, ;oo la que 
debe usarse en los planos especiales, base de 
los trabajos ulteriores do ordenación de les 
montes públicos , se emplee aquella en la 
construcción de los planos que deben acom- 
pañar á las actas de los deslindes, en cuanto 
el servicio lo permita, y el personal encar- 
gado de la ejecución de tales trabajos esté 
completo. 

2. Que mientras llega este caso, se le- 
vanten los planos perimetrales en una esca- 
la de y 20000 sirviéndose solo de la brújula 
para la determinación de los ángulos , y de 
la. cadena para la medición de los lados, de- 
biéndose acompañar estos planos á las actas 
de los apeos. 

3. ° Que el plano de los terrenos deslin- 
dados se levante con sujeción á los rigorosos 
medios que la ciencia emplea, aun cuando 
el servicio facultativo del ramo no esté defi- 
nitivamente establecido ni completo su per- 
sonal, siempre que se haga el amojonamien- 
to de aquellos (terrenos, y se hayan resuelto 
todas las cuestiones de posesión y propiedad 
que surgieren del expediente del apeo, cons- 
truyéndose entonces los planos en la escala 
de Miooo-* {Rol. of. de León, núm. 144.) 

* R. D. de 20 agosto de 1866. 

Sobre nombramiento de guardas de montes. 

(Fom.) Artículo i.‘ Los nombramien- 
tos y separaciones de los guardas de montes 
del Estado se harán por la Dirección gene- 
ral de Agricultura, jndustria y Comercio, 
oyendo, si lo cree conveniente, á los inge- 
nieros jefes de los distritos forestales. 
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Art. 2.° Para ser nombrado guarda de 
montes del Estado*, es requisito indispensa- 
ble: l.° Tener la edad de 25 á 40 años. 2.° 
Saber leer y escribir. .3.° No tener defectos 
físicos que impidan el ejercido de las fun- 
ciones de guardería. 

Art. 3.“ Serán preferidos los que, ade- 
más de las condiciones que exige el artículo 
anterior, posean nociones sobre el cultivo y 
aprovechamiento de los montes, y los licen- 
ciados del ejército ó de la guardia civil con 
buenas notas. 

Art. 4.° No pueden ser guardas de mon- 
tes del Estado Jos tratantes eu maderas ó 
leñas, los ganaderos, ni los que ejerzan in- 
dustrias ó posean fábricas ó establecimien- 
tos de cualquier clase en que hayan de em- 
plearse productos de los montes.» 

t 

R. O. de 5 noviembre de 1866. 

Datos para una Flora forestal espaflola. 

(Foa.) Se crea por esta Real órden una 
comisión de dos ingenieros del Cuerpo de 
montes, encargada de verificar los estudios 
preparatorios y recoger los datos necesarios 
para la redacción de una Flora forestal es- 
pañola. { Gfc . 10 de noviembre.) 

R . D. de 14 noviembre de 1866. 

Sobre el nombramiento de peritos agrónomos y guar- 
das mayores da montes. 

(Fom.) «Exposición á S. M. — Señora: — 
La facultad concedida al Gobierno por el ar- 
tículo 47 del R. D. de 21 de octubre último, 
que ha de regir como ley hasta su aproba- 
ción por las Córtes y modifica la de gobier- 
no y administración de las provincias de 25 
de setiembre de 1863, impone al Ministro 
que suscribe el deber de armonizar, en 
cuanto sea posible, la legislación que basta 
ahora ha venido observándose para nombrar 
y separar los peritos agrónomos y los guar- 
das mayores de montes que no perciben sus 
haberes del presupuesto general, con las 
disposiciones decretadas por V. M. en 20 de 
agosto anterior para los guardas de montes 
del Estado. Unos y otros funcionaríos están 
dedicados á igual objeto; idénticas deben ser 
las formalidades que hayan de observarse 
en su nombramiento y separación, y por 
tanto cd Ministro que suscribe tiene la honra 
de someter á la aprobación de V. M. el ad- 
junto proyecto de Real decreto. Madrid 4 
do noviembre de 1866. -Manuel de Orovio. 

REAL DECRETO. 

Conformándome con lo que me propone 

el Ministro de Fomento, 
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Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1.* Los nombramientos de pe- 
rito agrónomo de montes se harán por el 
Ministerio de Fomento. 

Art. 2.° Para optar á una plaza de pe- 
rito agrónomo es requisito indispensable po- 1 
seer el título de agrimensor, ser de buena 
vida y costumbres, y no tener el defecto fí- 
sico que impida el ejercicio de la profesión. 

Art. 3.* Los nombramientos de guarda 
mayor de montes se harán por la Dirección , 
general de Agricultura, Industria y Comer- 
cio, 'procuran do que recaigan en sugetos de 
buenas costumbres, y siempre que sea po- 
sible en licenciados del ejército ó de la 
guardia civil con buenas notas. 

Los guardas mayores han de saber leer y ■ 
escribir, y no tendrán defecto físico ó exce- 
siva edad que les impida dedicarse al ejer- i 
cicio de la guardería. 

Art. 4.° No podrán ser peritos agróno- 1 
mos ni guardas mayores de montes los tra- 
tantes en maderas ó leñas, los ganaderos, ni 
los que ejerzan industrias ó posean fábricas 
ó establecimientos de cualquier clase en 
que hayan de emplearse productos de los 
montes. 

Art. 5.° Quedan derogados el R. D. de 
23 de noviembre de 1 859 y las demás dispo- 
siciones que se opongan ai presente. — Dado 
en Palacio á 14 de noviembre de 1866.— 
Está rubricado de la Real mano — El Minis- 
tro de Fomento, Manuel de Orovio.» (Gace- 
ta 16 noviembre .) 

R. O. 8 de julio de 1867. 

Recordando que lo* llamados á castigar los daños en 
montes de particulares son ios Tribunales de jus- 
ticia. 

(Fom.) «En el expediente incoado en el 
Gobierno de la provincia de Granada á 
consecuencia de daños causados por gana- 
dos de Patricio Martínez Blanco en montes 
de la propiedad de D. Manuel Romero Or- 
tiz , que tiene sujetos al régimen adminis- 
trativo, en término de la ciudad de Huesear, 
las secciones de Gobernación y Fomento y 
de Estado y* Gracia y Justicia' del Consejo 
de Estado han emitido el dictámen si- 
guiente : ! 

«Excmo. Sr.: En cumplimiento déla R. O 
de 17 de octubre último, estas secciones han 
examinado el adjunto expediente en que se 
consulta si pertenece ó no á la Administrac- 
cíón el conocimiento de los daños causados 
en un monte de propiedad particular sujeto, 
al régimen administrativo. 

Aunque él asunto que ha dado origen á 
esta consulta está ya terminado y nada puede 


influir en él la resolución que se proponga 
con todo creen las secciones conveniente 
entrar en su examen para evitar que én lo 
sucesivo se interprete de un modo erróneo 
e! reglamento Je H de mayo de 1865. 

Los montes objeto de la consulta, son 
propiedad de un particular, y aprovechán- 
dose su dueño de lo que dispone el art. 207 
de las Ordenanzas de montes de 1833, pidió 
se declarasen sujetos al cuidado de la Ad- 
ministraccion , como en efecto se declararon 
por el Gobernador de la nrovincia. 

Por esta resolución quedaron gozando de 
los beneficios que concede el tít. X de) re- 
glamento de 17 de mayo de 1865, reduci- 
dos á la defensa y custodia de los montes 
por los guardas de! Estado ; no al régimen 
administrativo ni á la policía de los montes 
de carácter público. 

El juez de primera instancia y la Audien- 
cia de Granada, no han tenido presente 
lo dispuesto en la R. O. de 26 de junio de 
1863. Según el art. l.°de esta disposición, 
la parte penal de las Ordenanzas de montes, 
rige respecto de los que son propiedad del 
Estado, de las provincias, municipios ó 
corporaciones de carácter público, y el Có- 
digo penal respecto de los de dominio par- 
ticular, aplicándose sin embargo sus dispo- 
siciones á los montes públicos en los casos y 
circunstancias que ocurran y que no se ha- 
llen especificados en las Ordenanzas. 

Si pues los montes de particulares no se 
hallan sujetos al régimen y policía estable- 
cidos para los montes públicos, y por otra 
parte la Administración no tiene en ellos 
ningún interés que conservar, procede en 
sentir de las secciones. 

.1.° Recordar, por medio de una Real 
órden, que los llamados á castigar los da- 
ños que en montes de particulares se come- 
ten, Son los Tribunales ordinarios, confor- 
me á las prescripciones del Código penal, 
lo mismo si se traté de delitos que de simples 
faltas; siendo los jueces y los Alcaldes, según 
la naturaleza del hecho, las autoridades 
competentes para conocer de él. 

2.° El hacer presente al Alcalde de la 
ciudad de Huesear, por el conducto debido; 
la obligación qne tiene de llevar á debido 
efecto en el plazo mas breve posible lo que 
la Audiencia de¡ territorio, como superior 
jerárquico en el órden judicial, ha ordenado 
: en su auto definitivo de 27 dé noviembre 

de 1865.» V '/ , . 

Y conformándose S.M. con el preinserto 
dictámen, lo traslado á‘V... de Real órden. 
Madrid8 de julio de 1867.*— 1 Orovio. (Gaceta 
15 julio.) 
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R. 0. de 17 de agosto de 1867. 

Resolviendo varios puntos consultados sobre legisla- 
cion forestal; informalidades eu expedientes uo su- 
basta: contravenciones á las disposiciones que regu- 
lan ios aprovechamientos de los montes públicos: 
daños que uo excedan de l.OUü escudos. 

(Fgm.) «En Jos expedientes promovidos 
en los Gobiernos de Guadalajara y Tarra- 
gona consultando sobre vanos puntos de la 
legislación íorestal , las Secciones de Gober- 
nación y Fomento y de Estado, de Gracia y 
Justicia del Consejo de Estado han emitido 
el informe siguiente; 

«En el expediente instruido con motivo 
del aprovechamiento ilegal verificado en 
los pastos' de la dehesa denominada de San- 
to Domingo, pertenecientes al caudal de 
propios de la villa de Duren , se ventilan 
dos cuestiones que , aunque íntimamente 
enlazadas , conviene distinguir con claridad 
y precisión : una de ellas, particular ai caso 
concreto que motiva esta consulta, versa 
sobre si el disfrute de los indicados pastos, 
por las informalidades cometidas en la su- 
basta, puede caiiíicarse de delito de defrau- 
dación á los intereses municipales, como 
indica el ingeniero de la provincia; la otra 
tiene por objeto averiguar cuál sea la auto- 
ridad competente para imponer las multas 
y demás responsabilidades pecuniarias re- 
lativas al beneficio de aprovechamientos 
forestales sin autorización cumpetunte. 

La primera cuestión, como desde luego 
se nota, es tan compleja y delicada por las 
varias interpretaciones á que se prestan ios 
hechos que lian de dar ios términos de su 
solución , que no puede menos de conside- 
rarse aventurada cualquiera, opinión que 
se emita acerca de ella. 

Es indudable que el no estar autorizada 
por persona alguna la diligencia o acta de 
remate, y el haberse dejado de remitir el 
expediente á la aprobación superior del 
Gobierno de la provincia, como previene 
la legislación vigente en el ramo, iiace que 
lasubasta celebrada para el aprovechamiento 
de los pastos de la uehesa llamada de Santo 
Domingo adolezca de efectos tan esenciales, 
que alguno de ellos puede decirse que lleva 
el vicio de nulidad. 

Pero de que estas informalidades se co- 
metiesen en el remate público, y de que el 
Alcalde que cesó en sus funciones en pri- 
mero de enero de 1865 consintiera indebi- 
damente el disfrute de los pastos, ¿se de- 
duce de una manera necesaria, ó puede 
presumirse con sobrado fundamento que haya 
habido entre el Alcalde, secretario y los ga- 


naderos confabulación para verificar de una 
manera furtiva el aprovechamiento, y que en 
su virtud se haya cometido el delito de de- 
fraudación á los intereses municipales? Tal 
es el punto que hay que dilucidar. 

Planteada así la cuestión, las Secciones 
no titubean en hacer presente á V. E. que 
el expediente no suministra dalos suficien- 
tes para resolverla; pues fas informalidades 
untes enumeradas y el haber tolerado el 
aprovechamiento ei Alcalde pueden ser solo 
futías bijas de la incuria y dei abandono, 
cometidas sin el intento de realizar ningún 
acto criminal; como por el contrario signi- 
ficar, ó mejor dicho, haber sido ios medios 
de que se valieron el Alcalde y. los. ganade- 
ros para verificar una defraudación de los 
intereses municipales. 

De los antecedentes hasta ahora reunidos 
no se deduce de una manera clara y evi- 
dente que haya habido la confabulación que 
supone el ingeniero; y no habiendo esta 
ilación lógica entre los hechos para suponer 
ó presumir la intención criminal , parece 
aventurado, corno se dijo al principio, el 
decir que los dañadores de los pastos de la 
dehesa precitada están comprendidos en la 
regia 2. a del art, 121 del reglamento de 
montes de 17 de mayo de 1865. 

En esta situación, lo que aconseja la pru- 
dencia es: primero, que el Gobernador cor- 
rija gubernativamente las informalidades co- 
metidas en ei expediente de la subasta, y se- 
gundo, que por cuantos medios le sugiera 
su discreción y tacto procure ampliar las 
averiguaciones á ver si logra bailar datos 
que prueben en juicio el delito de uefrauda- 
cion que sospecha el ingeniero haberse co- 
metido, y sobre el cual ei expediente ofrece 
algunos indicios. 

La otra cuestión, referente á cuál sea la 
autoridad competente para imponerlas mul- 
tas y demás responsabilidades pecuniarias á 
que den lugar los aprovechamientos fores- 
tales ilegales, lia sido iniciada con motivo de 
que al inhibirse el Juzgado de Cifuentes del 
conocimiento de los autos, por considerar el 
hecho de entrar á pastar Jos ganados de los 
particulares en un monte público como una 
falla, lia remitido Jas diligencias al Alcalde 
de lJuron para que conozca de ella en juicio 
verbal. 

Este procedimiento, aunque es el indica- 
do en la regla 1. a de la ley provisional para 
ia aplicación de ias disposiciones dei Código 
penal, y el que debe seguirse siempre que 
se intente castigar una Jaita da las que habla 
el libro ilí del Código citado , no es sin em- 
bargo el que procede en los casos en que se 



9 


MONTES.. 


414 

trata de reprimir alguna cüulruver don á Jas 
Ordenanzas de montes. 

La legislación vigente forestal h marca- 
do para estas faltas un procedimie to espe- 
cial al decir en la primera y tere ra regla 
del art. 121 del reglamento ante, citado: 
rimero, que las multas y demás respon sa- 
nidades pecuniarias relativas á ia corta, 
venta ó beneficio de aprovechamientos fores- 
tales sin la autorización competente al modo 
ó tiempo de efectuar dichas operaciones, y 
á las infracciones que se cometan de las re- 
glas establecidas para la celebración de las 
subastas, serán impuestas por ios Goberna- 
dores de provincia, siempre que no exceda 
el importe de ios daños causados en los mon- 
tes públicos de 1 .060 escudos; pues en pa- 
sando de este límite corresponde á los Tri- 
bunales de Justicia conocer del asunto, con 
arreglo á las prescripciones del Código penal; 
y segundo, que las multas y demás respon- 
sabilidades pecuniarias que determinan las 
Ordenanzas de montes en la sección 7. a del 
título II, y en los títulos III, IV y VI, serán 
impuestas gubernativamente por los Alcaldes 
de los pueblos en el modo y forma que es- 
tablece la regia 1. a cuando su importe no 
exceda del límite para que Jes faculta el ar- 
tículo 75 de la ley municipal de 8 de enero 
de 1845 , debiendo ser impuestas las que 
pasen de dieho límite por los Goberna- 
dores. 

Estos preceptos legales indican clara- 
mente que el pensamiento del legislador ha 
sido el que las faltas que se cometan en los 
montes públicos contraviniendo las dispo- 
siciones que regulan sus aprovechamientos 
sean corregidas y penadas por los Alcaldes 
como delegados de la Administración gene- 
ral y en virtud de sus facultades guberna- 
tivas, y no en juicio verbal, en que los Al- 
caldes obran como dependientes del orden 
judicial; porque de seguirse este procedi- 
miento contencioso , las providencias que 
dictasen los Alcaldes solo podrían ser revo- 
cadas ó reformadas por los Tribunales del 
fuero común, y no por el Gobernador de la 
provincia, que por la índole de sus funciones 
es el encargado de velar sobre la gestión de 
los intereses púfelioos. 

Esta doctrina, que es la que mas lógica- 
mente se deduce de ios preceptos legares, 
ha sido confirmada primero por la Reai ór- 
■* den que á propuesta de esfots Secciones se 
dictó en 8 de noviembre de 4863, y poste- 
riormente por el art. 420 del reglamento de 
47 de mayo -de 1805, que han declarado vi- 
gente la penalidad marcada en Jas Ordenan- 
zas de montes de 22 de diciembre de 1'833, 


por ser una de las excepciones de que habla 
el art. 7.° del Código penal. 

Los cinco casos análogos que consulta el 
Gobernador de Guadalajara, referentes á cuál 
sea el procedimiento que deba seguirse en 
los daños de mayor cuantía, son fáciles de 
contestar si se tienen presentes las obser- 
vaciones expuestas en el punto que se acaba 
de examinar. 

La diversidad de pareceres que sobre los 
daños causados por Juan y Vicente Muñoz en 
los montes de propios de la villa de Cobela 
han tenido el ingeniero y el Juzgado de Mo- 
lina cace : primero, de no haberse obser- 
vado por el ingeniero que el art. 49 del Real 
decreto de 24 de marzo de 1846, que fija la 
distinción entre daños de mayor ó menor 
cuantía, ha sido ¿erogado por el art. 124 del 
reglamento de 17 dé mayo de 1865, que solo 
somdte á la acción de los Tribunales de jus- 
ticia los daños que exceden de 1.000 escu- 
dos ; y segundo, de no habersé tenido pre- 
sente por el juez de Molina que el libro 
111 del Código penal no tiene aplicación 
para eí castigo de las faltas que se cometau 
en los montes públicos, una vez declarada 
vigente la parte penal de las ordenanzas de 
22 de diciembre de 1833'. 

En vista de esto y de lo expuesto anterior- 
mente, siempre que el daño causado en los 
montes públicos no exceda de 1 . 000 es- 
cudos, deberá conocer de él el Alcalde ó el 
Gobernador en su caso; y cuando pase del 
expresado límite, la jurisdicción ordinaria, no 
como falta, sino como delito determinado 
y definido en ios arts. 437 y 438 del Có- 
digo penal. 

Hechas estas indicaciones, poco ó nada 
tienen que decir las secciones sobre la con- 
sulta elevada por el Gobernador de Tarra- 
gona referente á si los dañadores que sean 
aprehendidos con los productos forestales 
han de ser ó no castigados guberhativamen- 
te, en razón á que la doctrina expuesta al 
discutir el segundo punto consultado por el 
Gobernador de la provincia de Guadalajara, 
le es aplicable en un todo. Lo único que 
jarece oportuno manifestar con relación al 
uresente caso es que la circunstancia de 
laber sido cogidos los dañadores infraganti 
no modifica ni altera en nada el procedimien- 
to que se ha indicado debe seguirse siempre 
que se trate de castigar algún aprovecha- 
miento verificado sin autorización com- 
petente. . 

Resumiendo ahora todas las consideracio- 
nes consignadas en el cuerpo de este infór- 
me, las Secciones opinan : 

l.° #ue el expediente instruido con mo- 
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tivo dfil disfrute ilegal verificado eii los pas- 
tos de la dehesa denominadas de Santo Do- 
mingo, pertenecientes al caudal de propios 
de la villa dé Durou, provincia de Guada- 
lajara, no suministra datos suficientes para 
demostrar en juicio que haya habido con- 
fabulación entre el Alcalde, secretario y los 
ganaderos para hacer de una manera furti- 
va el aprovechamiento. 

2. a Que el Gobernador debe castigar gu- 
bernativamente Jas informalidades .cometidas 
en el expediente de la subasta; resolver la 
instancia que han elevado los interesados 
contra la providencia del Alcalde, y procu- 
rar además averiguar por cuantos medios 
le sugiera su discreción y prudencia si ha 
existido la confabulación que sospecha el in- 
geniero para perpetrar el delito de defrauda- 
ción á los intereses municipales. „ 

3. ° Que las faltas que se cometen en los 
montes públicos contraviniendo las disposi- 
ciones que regulan sus aprovechamientos de- 
ben ser corregidas y penadas por los Alcal- 
des como delegados de la Administración y 
en uso de sus facultades gubernativas, y no ! 
en juicio verbal como dependientes del or- 
den judicial. 

4. u Que siempre que ei daño causado 
en un monte público no exceda de 1.001) es- 
cudos, deberá conocer de él el Alcalde ó el 
Gobernador, según la cuantía del mismo; y 
que, cuando pase del expresado límite, toca 
á ia jurisdicción ordinaria como delito deter- 
minado y definido en los arts. 437 y 438 
del Código penai. 

Y 5.° Que ja circunstancia de haber sido 
cogidos los dañadores mfraganti no modifica 
ni altera en nada ei procedimiento señalado 
en las anteriores conclusiones.» 

Y conformándose a. M. con el preinserto 
tüctámen, io traslado á Y. S. de Heal órden 
como resolución de dichas consultas, y para 
su aplicación en lodos los casos análogos 
que ocurran en esa provincia.— Dios guarde 
á V. S. muchos años. San Ildefonso 17 de 
agosto de 11167. (Gao. 24 agosto.) 

Disposiciones de 1868. 

R. O. (te 14 febrero*de 1868. 

Tasación de daños. 

(Fom.) Dispone que los peritos para tasa- 
ción de daños sean de los que ejercen c irgos 
en el ramo. (Apénd. I , p. 60.) 

R. D. de 10 junio de 1868. * 


auxiliares de distrito con los sueldos de 600. 
400 y 300 escudos respectivamente, y se darí 
las instrucciones convenientes para el nom- 
bramiento de estos empleados y supresión 
de ios peritos agronóinosy guardas de mon- 
tes. (Apén. I, p. 313.) 

Tres Rs. Ords. de 25 junio de 1868. 

(Fom.) Por ellas se distribuyen respec- 
tivamente entre las diversas provincias las 
tres clases de empleados de que trata el Real 
decreto anterior. [Apénd. 1 , p. 322.) 

Leyes de 21 ocíubre de 18G8. 

La orgánica municipal dispone eu su ar- 
tículo 50, párrafos 5." y 8. a que son ejecu- 
tivos los acuerdos de los Ayuntamientos so- 
bre administración y conservación de los 
montes; eu el art. 51, párrafos 5.° y 7.° que 
dichos acuerdos necesitan la aprobación de 
ia Diputación provincial cuando versen so- 
bre arrendamientos de dichos bienes y con- 
cesión en ellos de podas, cortas y demás 
aprovechamientos; y en el 52 que necesitan 
también dicha aprobación, y ia del Goberna- 
dor, cuando ios acuerdos recaigan sobre re- 
formas délas ordenanzas. (Apénd. I, páginas 
408,409.) 

El art. 14, párrafos 12, 13 y 19 de la or- 
gánica provincial hace ejecutivos los acuer- 
dos de las Diputaciones provinciales sobre la 
administración, arriendo y aprovechamientos 
de los montes, y el 21 sobre la venta, per- 
muta de bienes de la provincia J los pue- 
blos. Por el mismo párr. 19 el Goberna- 
dor puede suspender ios acuerdos de la Di- 
putación sobre ios asuntos del mismo, y por 
el art. 8i , párr. 5.° le corresponde la inspec- 
ción de los montes. (Apénd. I,págs. 421, 423 
y 430.) ' ‘ 

Las disposiciones que se extractan á 
continuación se encuentran á las pági- 
nas que se citan del apéndice II. 

Disposiciones de 1869. 

D. de 27 diciembre de 1863. 

(Fom.) Organizando de nuevo ei perso- 
nal subalterno que se compone de ochenta 
ayudantes, trescientos sobre-guardas y qui- 
nientos guardas con el sueldo anual de 600, 
400 y 500 escudos respectivamente exigien- 
do condiciones para su nombramiento y su- 
primiendo los capataces y auxiliares. (Ap. ll ) 
O. de 5 junio de 1869. 


Personal subaltsrno, 

(Fom.) Se organiza ei personal subal- 
terno compuesto de sesenta ayudantes, cin- 
cuenta capataces de corlas y cuarenta y seis 


Deslindes. 

) Se suprime la Comisión de deslin- 
da por R. O. de 21 diciembre de 
Apénd. II, p. ¿05.) 
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Jurisprudencia. 

I. Deslindes: Los de montes públi- 
blicos y de terrenos de particulares limí- 
trofes con ellos son de la competencia 
de la Administración. — Vistos los artí- 
culos i.° al 14 inclusive del R. D. de 

1, " de abril de 1840 y el título 11 del 
reglamento de 17 de mayo de 1865 que 
confirma las disposiciones de dicho 
decreto, se decide á favor déla Admi- 
nistración la competencia suscitada en* 
tre el Gobernador civil de Pontevedra y 
el juez de primera instancia de Cañi- 
za, qué estaba conociendo en un litigio 
entablado por varios vecinos del barrio 
de Laurido contra los de Maceira, sobre 
deslinde de ciertos terrenos confinantes 
con montes de aprovechamiento común, 
ó sea sobre que estos reconocieran los 
límites señalados al monte Aldir en las 
escrituras Torales que acompañaban, 
siendo el fundamente de esta decisión; 
«l.° Que según aparece consignado en 
la demanda los terrenos que se desea 
deslindar confinan por todas partes con 
montes de aprovechamiento común; y 

2. ° que por lo tanto el juicio tiene 

por objeto el deslinde de un monte pú- 
blico, y .esto corrí-sponde practicarlo á 
la Administración activa y á la conten- 
ciosa en su caso y lugar, sin perjuicio 
de las acciones que el particular agra- 
viado quiera entablar en el juicio de pro- 
piedad correspondiente.» ( Pecis . de 14 
febrero de 1869.) (Otra Decís, análoga 
de%) enero de Í864.) 

II. Condominio en montes públicos. 

— Aquellos montes en que los pueblos 
tengan condominio ó uso con cualquier 
particular) dependen en su conservación 
y guarda de la' Administración, sin cuyo 
permiso no podrá hacerse corta en ellos. 
Así se establece confirmando una Real 
orden con vista de los arts, 2, 5, 15, 38, 
166 y 234 de las Ordenanzas de montes 
de 22 de diciembre de 1833, R. D . de 
31 de mayo de 1837,-24 de febrero de 
1838, Í2 de octubre , de 1839, l.° de 
abril y 19 de agosto del 46, 27 de mar- 
zo del 47, 20 de junio- del 52 y 14 de 
agosto del 54. (R. D.-S. de 25 de fe- 
brero de 1864.) 1 


III. Cuestiones posesorias y de pro- 
piedad. — Guando un pleito no tiene por 
objeto el deslinde de montes púbiicos ó 
de particular lindantes con ellos, sino 
que se mantenga á uno en la posesión 
que disfruta y que el pueblo le niega en 
el hecho de no respetarla y disputarle la 
propiedad , corresponde conocer del 
asunto á la autoridad judicial. ( Decís , de 
21 de julio de 1867.) 

IV. Montes de Navarra: no rigen 
allí las ordenanzas generales sino su le- 
gislación especial. No puede el Gobier- 
no invalidar ó revocar los acuerdos de 
la Diputación de Navarra en materia 
de montes. Pueden ser combatidos en la 
via contenciosa ante el Consejo provin- 
cial. — Demanda de la sociedad colec- 
tiva Moso Bezunortca contra la Ad- 
ministración general sobre revocación 
de una R. O- de 23 de setiembre de 
1861. — En 22 de diciembre de 1841 el 
Ayuntamiento del Valle de Salazar y don 
Juan Moso, director de la compañía 
Moso Bezunartea , celebraron un contra- 
to en el cual convinieron que el primero 
diese, y el segundo recibiese en arren- 
damiento, los árboles del bosque de Ira- 
tt por tiempo de 30 años para que la 
compañía pudiera cortar en cada uno de 
dios los árboles que necesitase desde el 
número de 500 á 2.000 árboles, de 500 
á 2,000 bayas, y de 500 á 2.000 ver- 
gas, no debiendo cortar y pagar anual- 
mente menos del número inferior ni mas 
del superior en sudase, con otras vanas 
condiciones. El Ayuntamiento recurrió 
en el mismo dia á la Diputación provin- 
cial de Navarra pidiendo que se diese su 
aprobación al convenio , como en efecto 
se le dio por decreto de 12 de julio de 
1842, en cuanto locaba á sus atribu- 
ciones. 

Asi las cosas, en julio de 1860, el Go- 
bernador de dicha provincia elevó al Go- 
bierno una comunicación manifestando 
que en el contrato referido no habia me- 
diado la subasta indispensable para el 
arrendamiento de los bienes de propios 
y comunes de los pueblos; que las Or- 
denanzas de montes así lo exigían; que 
la ley de 25 de las Cortes de Navarra de 



MONTES ... 447 

1828 y 1829 igualmente lo mandaban; secuencia que se anule la R. (\ de 23 
y la única excepción establecida en ella de setiembre de 1861, dictada por dicho 
era que las poblaciones que baldan te- Ministerio, ó cuando no se estime la in- 
nido por costumbre ó privilegio dejar competencia, que se deje sin efecto ia 
de dar cuentas, habrían de continuar , mencionada Real orden declarando vá- 
eomo antes dispensadas de esta obli- lido y subsistente el contrato y reser- 
gacion; pero de ningunna manera las vando á la sociedad todos sus derechos 

eximia de la licitación en los arrien- respecto á la indemnización de ios per- 

dos t poi lo que esperaba que acoidase juicios y gastos que se le han causado y 
loque tuviera por conveniente puesto ocasionen por la interrupción que dicho 
que no estaba en sus facultades declarar contrato ha sufrido, 
la nulidad del contrato. En el curso del pleito apareció en la 

Recayó con este motivo, en 23 de se - Gaceta la R. 0. de 30 de abril de 1862, 

tiembre de 1861, una Rea! orden, de (véase en la pa'g. 382), con cuyo mo- 

conformidad con lo informado por el tivo la sociedad reiteró en otro escrito la 
ingeniero de la provincia y por la sec- petición consignada en la demanda, y 
cion de Gobernación y Fomento del Con- presentó á la vez un certificado expe- 
sejo de Estado, anulando el referido con- dido por el secretario de la Diputación 
trato por ser contrario no solo á las or- de Navarra, y de mandato de esta cor- 
denanzas generales de montes de 22 de poracion,en cuyo documentóse ex- 
dicieinbre de 1833, sino también á la presa: 

legislación especial de Navarra, además Primero, que según las costumbres y 
de muy perjudicial á los intereses pú- leyes de Navarra, y particularmente la 
blicos; pero se dejó en suspenso por 25 de las últimas Cortes de 1828 y 1829, 
otra de 2 de diciembre siguiente, á con- los pueblos que no daban cuentas al 
secuencia de reclamación hecha por la ' Consejo de la misma disponían de sus 
sociedad interesada y de una represen- ; propiedades en la forma que tenían por 
tacion de la Diputación provincial, ha- conveniente, sin que dichas leyes obli— 
ciendo 'observar que se habia prejuzgado gasen especialmente á los referidos pue- * 
la cuestión pendiente de informe del blos á celebrar subastas para las enaje- 
Consejo de Estado, sobre si las ordenan- naciones de sus propios y arriendo de 
zas de montes regirían ó no en Navarra; sus rentas, en cuyo caso se encontraba el 
siendo dicha suspensión «no ya para que Valle de Salazar, uno de los comprendi- 
»continuarari los efectos del contrato, dos en la exención de dar cuentas cuan- 
«sino tan solo para el de que los inte- do celebró el contrato de 22 de diciem- 
• resados pudieran hacer uso de los de- bre de 1811 con la sociedad: 

«rechos de que se considerasen asistidos Y segundo, que las reglas prescritas 
»por la vía contenciosa, según creyeran^ por la ley 26 de montes de Navarra, de 
»que procedía, por incompetencia ó por 1828 y 1829, para los montes demarca- 
«agravio que les causara la citada dispo- dos con arreglo á la misma, no compren- 
»sicion administrativa.» dia á los no demarcados: que el mon- 

La sociedad presentó entonces (24 te de Irati no era demarcado, y los que 
marzo 62) demando documentada en el ■ pertenecían á esta clase y á varios pue- 
Consejo de Estado; pretendiendo se de- blos en común, como sucedía con Irati, 
clare que el Ministerio de Fomento do ¡ podían disponer según los convenios 
ha tenido ni tiene competencia para ! que tuvieran entre sí, con arreglo á sus 
intervenir en los actos económico-admi- j antiguas costumbres, como lo prescribía 
nistrativosde los pueblos y valles de Na- 1 el art. 68 de dicha ley 26. 
varra; que por lo mismo no ha podido Seguido el pleito por sus trámites, en 
conocer de un contrato hecho por uno que ía Administración general del Esta- 
de ellos con arreglo á la legislación es- 1 do representada por el fiscal pretendía la 
pecial de aquella provincia, y en su con- i absolución de la demanda y ¡a confirma- 

Tono IX. 27 
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cion de la Real orden reclamada, recayó 
sentencia en los términos siguientes: 

«Vistas las ordenanzas generales de mon- 
tes de 22 de diciembre de 1833. 

Vista Ja ley de modificación de fueros de 
Navarra de id de agosto de 1841, en cuyos 
arts. 6.”, 10, 13 y 14 se declara que... (Vease 
Fuñaos.) 

Vista ia R. O. de 30 de abril de 1862 por 

la cual se ha resuelto 

Visto el art. 8.° dé la ley de 2 de abril de 
184o que determina la jurisdicción de Jos 
Consejos provinciales como Tribunales ad- 
ministrativos. 

Vista la R. 0. de 4 de junio de 1862. 
«Considerando que Jas ordenanzas gene- 
rales de montes de 22 de diciembre de 1833 
no rigen en Navarra, en cuanto son contra- 
rias á su legislación especial de este ramo, 
según lo dispuesto en la ley citada de lo de 
agosto de 1841, y lo declarado en la men- 
cionada R. O. de 3Ü de abril de 1862; 

«Considerando que Con arreglo a estas 
mismas disposiciones, los pueblos de Navar- 
ra en lodo lo relativo á Ja administración 
económica de los mouLes que les pertenecen 
en comunidad ó prop edad y á su uso y 
aprovechamiento, conservan las facultades 
y atribuciones qué teman por sus privilegios 
y legislación especial, bajo la dependencia, 
no del Gobernador, sino de la Diputación 
pruviucial; y que esta, aunque sometida :í 
la suprema inspección y vigilancia de mi 
Gobierno, ejerce en Ja materia iu autoridad 
y ias atribuciones que antes tuvieron el su- 
primido Real Consejo Supremo y la Diputa- 
ción de aquel antiguo reino, cuyos acuer- 
dos y providencias deliuilivas causaban es- 
tado: 

«Considerando que, según lo expuesto, el 
Valle de Sal azar no necesitaba obtener la 
aprobación ó autorización de mi Gobierno ni 
de sus delegados especiales para el uso > 
aprovechamiento de su monte común de 
lrali, ni para celebrar contratos ccn este 
objeto: 

«Considerando que el referido contrato 
fué aprobado por ia Diputación de Navarra, 
y por tanto, que aun cuando el Valle de Sa- 
lazar se hubiese excedido de las facultades 
que le competen por sus privilegios y legis- 
lación especial de aquella provincia,, y la 
Diputación baya concedido indebidamente 
su aprobación á un acto abusivo ó perjudi- 
cial a los intereses de aquel valle, uo podía 
gubernativamente anularse dicho contrato 
por ni i Gobierno sin invalidar ó revocar el 
acuerdo de la Diputación provincial que ha- 


bía causado estado en ia esfera de la Admi- 
nistración activa, con arreglo á la legisla- 
ción especial de aquella provincia en la ma- 
teria; 

«Considerando que las cuestiones relati- 
vas aJ uso y distribución de los bienes y 
aprovechamientos comunes, y al cumpli- 
miento, rescisión y efectos de los contratos 
celebrados con las Administraciones munici- 
pales para toda especie de servicios públi- 
cos, cuando pasan á ser contenciosas, com- 
peten á los Consejos provinciales como Tri- 
bunales adminis'rntivcs, conforme á lo de- 
terminado en el citado art. 8.° de la ley de 2 
de abril de 1845: 

«Considerando que, por esta razón y por 
lo prevenido en la mencionada R. O. de 4 de 
junio de 1862 ó las autoridades de provincia 
corresponde resolver las cuestiones indicadas 
en la viu gubernativa; porque si pudiera re- 
solverlas mi Gobierno, se alteraría el órden 
legal, del procedimiento, y se privaría á ios 
Consejos provinciales de su- jurisdicción y á 
les particulares de Jas garantías de acierto 
que puede prestarles un Tribunal conocedor 
do las localidades y mas inmediato al Jugar 
de Jos hechos: 

«Considerando que el contrato celebrado 
por el Valle de Solazar con la compañía ti- 
tulada de lrali tiene por objeto el aprove- 
ehamie.nto del sobredicho monte por los pue- 
blos del Valle á que en común pertenece en 
los términos que en el misino se expresa, y 
por consecuencia, que las cuestiones á que 
pueda dar lugar, y cualquiera que sea quien 
jas promueva, deben resolverse por la auto- 
ridad provincial competente en la esfera de 
la Administración activa, y ante el Consejo 
provincial en la vía contenciosa: 

«Conformándome etc. 

«Vengo eu dejar sin efecto la R. O. de 23 
de setiembre de 1861, reservando á la Ad- 
inimslracion y a los interesados sus acciones 
7 derechos para que lus utilicen donde cor- 
responda y como vieren convenirles, y sin 
perjuicio de las medidas que mi Gobierno 
estime oportuno adoptar eu virtud de la su- 
prema inspección y vigilancia que con ar- 
reglo á la constitución y leyes vigentes debe 
ejercer sobre las autoridades de Navarra, 
cuando entienda que se lian desviado del 
tenor de aquellas.» (R. D.-S. de 26 de mayo 
de 1803.) 

V. Daños causados por ganados . — 
D. Juan Gonzalo?. Cano, dueño do un 
terreno con amolado de chaparros guia- 
dos, ó sea monte tallar, demandó en 
juicio verbal de faltas á varios vecinos 
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de Lucillos, por haber entrado con sus 
ganados á pastar é inferido daño en di- 
cho terreno. 

El regidor ante quien se celebró el 
juicio, fundándose en que el terreno era 
de aprovechamiento comunal de pastos 
suspendió dictar fallo y consulto a la 
autoridad superior administrativa para 
que decidiese si era el negocio de la 
competencia de la misma ó de la judi- 
cial. Entre tanto dictó providencias el 
Juzgado a instancia de Laño, y requeri- 
do de inhibición pore! Gobernador' fun- 
dándose en la protección y amparo que 
debía á los ganaderos para ¡a tranquila 
posesión y disfrute de las servidumbres 
pecuarias, se elevo el expediente ai Go- 
bierno que le decidió como sigue; 

«Visto el art. 49 del R. D. de 2 i de marzo 
de 1Ü il>: 

Vistas las disposiciones 2. a y 3." del Real 
decreto de i» Ue mayo de 1833, que si bien 
autorizan á ius Alcaldes para la imposición 
de penas pecuniarias por ia vía administra- 
tiva eu los j Lucios de faltas, admiten las li- 
mitaciones prescritas en las leyes y orde- 
nanzas anteriormente vigentes: 

Considerando: 

Primero. Que no se trata en el caso pre- 
sente de aprovech .míenlo de paslos y uso 
de servidumbres pecuarias, sino únicamente 
de ios daños inferidos por ganados en pro- 
piedad particular. 

Segundo. Que la cuestión, objeto de és- 
ta competencia, es sobre si el juicio verbal 
de fallas .provocado por D. Juan González 
Cano para el resarcimiento de danos causa- 
dos en un monte tallar de su propiedad por 
la eulraua de galianos ajenos puede ser ad- 
ministrativo ó judicial. 

Tercero. Que la competencia de la Ad- 
ministración. para conocer eu juicios de [al- 
tas según lo dispuesto por el Real decreto 
citado, se lumia á ios negocios de menor 
cuantía, ósea aquellos que merezcan solo 
pena pecuniaria, para cuya imposición estén 
tacul lados ios Alcaldes por la Jey de Ayun- 
tamientos. 

Cuarto. Que de io que hasta ahora re- 
sulta «Je las actuaciones no aparecen apre- 
ciados los daños de que se traía, fallando 
por consiguiente la base en que se podría 
fundar la decisión de la contienda presente. 
Oido el Consejo Real, vengo en declarar mal 
formada esta competencia, y que no bá lu- 
gar ú decidirla en su actual estado. — Dado 
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es Palacio á 24 de diciembre de 1856.» 

VI. Cortas de árboles autorizadas 
por un Ayuntamiento: A quien corres- 
ponde el conocimiento de estos hechos. 
El Gobernador de la provincia de San- 
tander, previo expediente en forma, au- 
torizó á ios Ayuntamientos de para 

la corta de 4.356 carros de leña con 
destino á los hogares, y iuO hayas para 
aperos de labranza. Los Ayuntamientos 
facultaron á unos vizcaínos para la cor- 
la. y cuando la estaban ejecutando fue- 
ron detenidos por los guardas de mon- 
tes y entregados al Alcalde de Tojos, 
quien instruyó sumaria y la puso con 
los detenidos á disposición del juez de 
primera instancia. El Gobernador, ins- 
tado por los Ayuntamientos, requirió de 
inhibición al Juzgado; pero el juez, fun- 
dado en el til. V. de las ordenanzas, 
que atribuyen á ia jurisdicción ordina- 
ria la represión de los delitos y contra- 
venciones en materia de montes, en que 
para la prosecución de las diligencias 
sumarias no era necesaria ia calificación 
previa que suponía el Gobernador, y que 
en caso de haber realmente exceso, es- 
taba reservado su castigo á la autoridad 
gubernativa seguri el art. 99, se declaró 
competente. 

y como ambas autoridades insistieran 
en su respectiva competencia, surgió el 
presente conflicto que se decidió como 
sigue. 

«Vistas la ordenanza de montes de 22 de 
diciembre de 1833 y el It D. de 2 de abril 
de 1833 , que atribuyen á la jurisdicción or- 
dinaria la represión de los delitos y contra- 
venciones en materia de montes: 

Visto el art. 99 de la citada ordenanza...., 

Visto ei art. 81 de la ley de o de enero de 


1 845 : 

Visto el art. 


8. 11 de la ley de 2 de abril de 


1845:.... . . f . 

Visto el art. 3.°, párrafo primero de IR. D. 
le 4 de junio de 1847, (inserto tomo 111, 

^Considerando que á la jurisdicción ordi- 
naria corresponde conocer tan solo (lelos 
leídos y latías cometidas, en los mon- 
os ( i ' 


( M Tan viciosa es la redacción de este con- 
siderando , que de atenernos ¿ su letra resal- 
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Considerando que «n Ja poda u corla que 
inanda hacer un Ayuntamiento en ios mon- 
tes del común no hay delito ni taita, mientras 
no se pruebe que esto se ha hecnu con infrac- 
ción de las leyes, ó que el ejecutor se ha 
excedido de los límites de la autorización. 

Considerando que la razón de haber sido 
entregados á la jurisdicción ordinaria los 
operarios aprehendidos por Jos empleados 
de montes, iué ei no haber presentado en el 
acto la licencia que les autorizaba para cor- 
tar y carbonear tenas; 

Considerando que dichos sugetos apre- 
hendidos estaban competentemente auto- 
rizados; 

Considerando que ei art. 99 de Jas orde- 
nanzas que invoca el juez de primera ins- 
tancia no es aptícabie al caso actual, porque 
aquí no han ocurrido hasta ahora denuncias 
por abusos en ei ejercicio de Ja licencia: 

Considerando que el error padecido por 
los empleados del ramo de montes, de su- 
poner que los vizcaínos precedían sin la 
oportuna licencia, no puede ser motivo para 
la formación de una causa cuyo resudado, 
por mas que fuera favorable á Jos operarios, 
siempre tes traería perjuicios irreparables; 

Considerando, finalmente, que una vez 
desvanecido aquel error, la razón y las 
leyes resisten Ja continuación de un pro- 
cedimiento cuya base ha desaparecido: 

Oído el tribunal contencioso-admims- 
trativo, vengo en decidir esta competencia á 
favor de ¡a Administración y lo acordado. — 
Dado en Palacio á 7 de marzo de 1656. 

La doctrina de la anterior decisión es 
consecuencia necesaria de las atribucio- 
nes y de la independencia de Jas corpo- 
raciones municipales, que solo reconocen 
en su ejercicio la dependencia de sus 
superiores jerárquicos que hoy son por 
regla general las Diputaciones provin- 
ciales, ó los Gobernadores en su caso (I). 
Así, pues, los jueces en casos de de- 
nuncias, antes de dirigir sus procedi- 
mientos contra un Ayuntamiento debe- 
rán limitarse á preguntarle si la cor- 
ta denunciada se ha hecho ó no con su 
acuerdo, para sobreseer en caso alirmati- 
vo, ó proceder contra quien corresponda 
en otro caso; sin perjuicio de entender- 

taria el error mas craso. Lo que at parecer 
quiere decir es que soto á Ja jurisdicción ordi- 
naria está reservado ei casligu de ios delitos y 
faltas sobre montes. 

(1) Art. 61 ley de 8 de enero de 1845 y pár- 
rafo 7. u art. 5Í ley de 21 de octubre de 1868. 


, se con el Gobernador de la provincia, 
si tuviere fundada sospecha de esceso 

ele parle de la corporación municipal. 
Asi se consignó por el Consejo Real 
en consulta de 46 de abril de 4847, deci- 
diéndose a favor de la Administración 
la competencia entre el Gobernador de 
Santander y el Juez ue 1. a instancia de 
Torre lavega. 

; Vil. Corlas de leñas por vecinos en 
montes comunes. — Ei Alcalde de SeDa 
(Huesca) formó causa criminal en di- 
ciembre de 1855 á Pascual y Antonio 
Biul por haber cortado en los montes 
comunes de su jurisdicción maderas de 
varias especies, aunque de inferior ca- 
lidad, que vendieron después de redu- 
cidas á carbón y cuyo valer según dic- 
tamen pericial era de unos 95 rs., y de- 
cretó ei arresto de los encausados que 
puso con las oiligencias á disposición 
del Juzgado de Sariñena. Requerido el 
Juzgado de inhibición por el Gobernador 
que consideraba el asunto de la compe- 
tencia de la Administración, como ue 
menor cuantía, según el art. 49 del 
R. D. de 24 de marzo de 1846, é insis- 
tiendo en la suya el Juzgado, se elevó el 
expediente al Gobierno que la decidió en 
los términos siguientes: 

' Vistos los arts. 173 de las ordenanzas de 
montes, 4.° de mi R. D. de 2 de abril de 
11135 y 49 del reglamento sobre el mismo 
ramo de 24 de marzo de i 846; 

Vistos ios arts. 2Ü7 de la ley municipal de 
3 de lebrero de 1823 y 75 de ia de enero 
de 4845. 

Vistos los arts. 490, 491, 492 y 499 del 
libro iü del Código penal vigente, al pro- 
pio tiempo que el párrafo 3. u , art. 437, libro 
11 del mismo Código, según el cual son reos 
ele hurto los dañadores que sustraigan ó 
utilicen los frutos ú objetos del daño causa- 
do, cualquiera que sea su importancia: 

Cousiderando que el hecho de que se 
trata se hulla comprendido en el Código 
penal vigente , y que no existe ninguna 
cuestión previa que deba decidirse por la 
Administración, y de ia cual dependa e 
íaJío que huyan de pronunciar en el caso 
présenle los tribunales de justicia. 

Oído el Tribunal Supremo contencioso- 
adimnistrativo. Vengo en decidir esta com- 
petencia á favor de la autoridad judicial. 
Dado en Palacio ¿ 3 de diciembre de 1856. 
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VIII. Daños causados en montes pú- 
blicos cuya cuantía no exceda de 1.000 
escudos . — Competencia suscitada por el 
Gobernador de la provincia de Murcia 
al juez de Yecla, que conocía en juicio 
criminal sobre el daño causado en los 
montes de aquel término por un rema- 
tante de esparto, que cogió todo el rema- 
tado á su favor y el que no lo estaba. 
Aparece del sumario que el hecho tuvo 
lugar en los primeros dias de octubre 
de 1865, y antes de que hubiera llegado 
á apreciársela cuantía del daño, el Go- 
bernador requirió al juez de inhibición 
fundándose en los arts. 121 y 124 del 
reglamento de 17 de mayo de Í865; pero 
el juez, suspendiendo los procedimien- 
tos y sustanciado el conflicto se declaró 
competente, en atención á que no esta- 
ba determinada la cuantía del daño y era 
presumible que excediera de 1.000 es- 
cudos, cuyo proveído fué confirmado 
perla Audiencia. Insistiendo el Gober- 
bernador en su requerimiento de acuer- 
do con el Consejo provincial, resultó 
este conflicto que ha sido decidido en 
los términos siguientes ; 

«Visto el art. 54 deí reglamento de 25 de 
setiembre de 1863, en su núrn. l.° 

Visto el art. 121 del reglamento de 17 de 
mayo de 1865, cuya regla 1. a establece 

Visto el art. 124 del mismo reglamento. 

Considerando: l.° Que por regla gene- 
ral está prohibido á los Gobernadores sus- 
citar contienda de competencia en materia 
criminal, y solo cuando taxativamente haya 
encargado la ley á los funcionarios de la Ad- 
ministración el castigo del delito ó falta , ó 
cuando baya alguna cuestión previa admi- 
nistrativa sin la cual no puede fallarse el 
juicio criminal, podrán fundadamente sus- 
citarla : 

2. ° Que solo está encargado A !a Admi- 
nistración el castigo de los daños causados 
en montes públicos cuando no exceda su 
cuantía de 1.000 escudos , siguiéndose en 
todo otro caso. la regla general de que á los 
tribunales de justicia corresponde el castigo 
de los delitos y faltas: 

3. ° Que si alguna cuestión prévia pudie- 
ra haber en el presente caso, seria ia del 
aprecio del daño causado, y esta no es de la 
exclusiva competencia de la Administración, 
Y debe decidirla el que esté conociendo dei 
delito ó falta, sin perjuicio de que se inhiba 
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si resultase no corresponderle el conocimien- 
to del asunto por la cuantía del daño: con- 
formándome con lo consultado por el Conse- 
jo de Estado en pleno, vengo en declarar 
esta competencia mal formada, y que no há 
lugar n decidirla — Dado en Palacio á 28 de 
marzo de 1866.» (6'ac. 1. a mayo.) 

Otra decisión análoga á la anterior se 
contiene en el R. D. de 17 de julio de 
1867, decidiendo una competencia en- 
tre el Gobernador civil de Jaén y el 
juez de primera instancia de Segura de 
la Sierra; de manera que según la doc- 
trina de estas decisiones cuando no se 
trata de sustracción ó hurto de made- 
ras, sino únicamente de daños causados 
en montes públicos , cuya cuantía no 
exceda de 1 .000 escudos, toca á la auto- 
ridad administrativa la imposición de 
las penas pecuniarias señaladas en las 
ordenanzas con arreglo á los arts. 121 y 
124 del reglamento de montes de 17 de 
mayo de 1865, sin perjuicio de que se in- 
hiba del conocimiento del asunto si lue- 
go apareciese que los daños fuesen de 
mayor cuantía, del mismo modo que 
deberá inhibirse la autoridad judicial, 
cuando del aprecio del daño resulta que 
no llega su cuantía á 1.000 escudos. La 
autoridad que esté conociendo es la que 
debe acordar el aprecio del daño cau- 
sado. 

IX. Corta y extracción de pinos de 
un monte público , cuyo daño se tasó en 
36 reales y los árboles en 22. — E! guar- 
da forestal de Peralta do Alcofra presen- 
tó denuncia ante el Alcalde contra un 
vecino de Lagunarrota, porque habien- 
do observado el guarda que en el monte 
se habían cortado cuatro pinos, siguió 
la huella del arrastre y los encontró en 
un pajar de la propiedad de aquel. Ins- 
truida sumaria, comprobado que los pi- 
nos hallados en el pajar eran los que se 
habían cortado, tasado el daño en 36 
reales y los árboles en 22, y confeso el 
reo, se pasaron las actuaciones al juez 
de primera instancia de Sariñena el 
cual impuso al culpable la pena de 100 
reales de multa, 150 por resarcimiento 
de daños, pérdida de los pinos y las cos- 
tas procesales. Elevada esta sentencia en 
consulta á la Audiencia de Zaragoza, la 
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revocó declarando que el juez hábia de- 
bido inhibirse y remi ¿ir la causa al Go- 
bernador rdvil para que hiciera uso de 
las facullades que concede á su autori- 
dad el art. 121 del reglamento de 17 de 
mayo de 186o. Pasó el juez la causa al 
Gobernador, y esta autoridad, oido el 
Consejo provincial, la devolvió al Juz- 
gado, fundándose en que el hecho que 
se perseguía constituía un delito que el 
Gobernador no tenia facultad de casti- 
gar, según lo dispuesto en el número 
2.° del citado art. 121. Insistiendo la 
Sala y reproduciendo el Gobernador sus 
razones, resultó la presente competen- 
cia negativa que se decide con vista dei 
repetido art. 121 y del 124 del regla- 
mento de 17 de mayo de 1 865, del 437 
y 499 del Código penal y del 36 del re- 
glamento provisional de justicia , decla- 
rando que corresponde á la autoridad 
judicial conocer en este asunto. 

«Considerando: 

l.° Que puestos los montes públicos al 
cuidado de la Administración, las autorida- 
des de este órdcn deben conocer de todo lo 
que se refiere á la mejora, repoblación y 
aprovechamiento de los misinos montes, y á 
!a observancia y cumplimiento de las reglas 
de policía establecidas para conseguirlo: 

Que á los Tribunales y á sus depen- 
dientes de la jurisdicción ordinaria corres- 
ponde por regla general la averiguación y 
castigo de los delitos y faltas, y que solo por 
excepción las autoridades administrativas 
pueden reprimir los daños causados en los 
montes públicos siempre que no excedan de 
la cuantía fijada en el art. 124 del reglamen- 
to ya citado, ó no constituyan además un de- 
lito definido y castigado en el Código penal: 

Y 3.° Que dirigiéndose las presentes ac- 
tuaciones al castigo de ia sustracción de pi- 
nos de im monte público, que en provecho 
propio hizo un particular, éí hecho que las 
motiva no puede menos de calificarse como 
delito, según lo consignado en el párrafo 
tercero del art. 437 dei Código penal, y por 
ló tanto está fuera dpi alcance y jurisdicción 
de Jas «Litoridudes pdministr¡itiyas.)> 

Si la corta y extracción se hace por 
vecinq del pueblo y se suscita como 
cuestión previa la existencia de una cosr 
tumbre vecinal, en este caso, toca depur 
rar á la Administración la legitimidad 
de dicha, «ostumbre, y podrá requerir 


de inhibición al Juzgado ó tribunal que 
conozca del juicio. Asi se establece por 
un Real decreto de 13 de abril de 1866 
decidiendo á favor de la Administración 
una competencia entablada en causa cri- 
minal sobre corta y extracción de pinos 
en monte comunal, citando la Real or- 
den de l.° de setiembre de 1860, los 
arts. 119 y 233 de las Ordenanzas, el 
núrn. 20, art. 80 de la ley municipal de 
8 de enero de 1845 y ¡os arts. 64 y 64 
del reglamento de 25 de setiembre 
de 1863. 

X. Corta de robles para fabricar 
duelas , en monte común por los vecinos. 
— En ¡os montes comunes de parroquia 
de San Juan de Bervio, consejo de Pi- 
lona fueron sorprendidos in fraganti 
por el guarda algunos vecinos de la par- 
roquia y concejo cortando robles y ha- 
ciendo duelas. Instruidas diligencias de 
las que resultó haber cortado y extraído 
48 robles, pasó el expediente a! Gober- 
nador que condenó a los dañadores maq- 
comunadarnente en la multa de b88 es- 
cudos, 700 milésimas, al pago de igual 
suma como resarcimiento del daño. y de 
las dietas de los empleados del ramo. Se 
reclamó contra esta providencia por la 
via contenciosa ante el Consejo provin- 
cia!, y en definitiva, que no fue apelada, 
se dispuso la remisión del expediente al 
Juzgado de Inhestó para que conociera 
del asunto. — El Juzgado, practicadas al- 
gunas diligencias, se, inhibió del cono- 
cimiento de acuerdo con el Promotor fis- 
cal, apoyándose en que se trataba de 
daños en montes y en cantidad menor 
de l.OüO escudos, y en que no pedia 
calificarse de hurto el hecho que mo- 
tivaba el juicio puesto que los dañadores 
eran vecinos del concejo á que perte- 
necía el monte común y no eran real- 
mente ajenas las cosas sustraídas. Con- 
firmado por la Audiencia territorial el 
auto inhibitorio y comunicado al Gober- 
nador, este entabló competencia nega- 
tiva , fundándose en que existia un delito 
cuyo conocimiento y corrección tocaba 
á la autoridad judicial, y á consulta del 
Consejo de Estado se 'decide que el cono- 
cimiento corresponde á la autoridad jtf-- 
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dicial, con vista del art. 437 del Código 
penal, y de la regla 2. R del art. 121 del 
reglamento de 17 de mayo de 1865. 

Considerando: t.° Que nó solo se trata 
en el presente caso de un daño causado en 
montes públicos, sino del aprovechamiento 
y sustracción de maderas de un monte, que 
no por ser común de un Municipio es pro- 
piedad de cada uno de los vecinos. 

2. " Que solo podría decirse que los daña- 
dores usaron de cu derecho de vecinos, aun- 
que faltando á las formas, cuando e! monte 
fuese de común aprovechamiento, y este 
derecho consistiera en cortar los robles y 
fabricar duelas con sus maderas, en cuyo 
solo caso podría corregir la Administración 
la falta de policía, que consiste en hacer 
cortas ó aprovechamientos sin la debida 
autorización. 

3. ° Que no aparece probado ni aun ale- 
gado que semejante derecho tuviesen ios 
vecinos en los montes comunes á que se 
refiere este conflicto, ni puede suponerse la 
existencia de semejante especie de aprove- 
chamiento, porque se opondría abiertamente 
á la conservación de la propiedad. 

4. ° Que por regla general á los Tri- 
bunales de justicia corresponde la averigua- 
ción y castigo de los delitos y faltas, y solo 
por excepción se encarga á ias autoridades 
administrativas la corrección de ciertas faltas 
cuando así lo aconsejan graves razones de 
interés público. 

Y 5.“ Que cemo excepción se debe in- 
terpretar siempre restrictivamente esta juris- 
dicción penal de las autoridades administra- 
tivas.» 

Otra decisión idéntica recavó en la 

y 

competencia tamb'en negativa suscitada 
entre el Gobernador de la provincia de 
Castellón y el Juez de primera instancia 
de Moreda, en virtud de sumaria ins- 
truida contra Miguel Gargallo por haber 
cortado y sustraído lefia de encina y 
troncos de árboles del montp común de- 
nominado e! Boheral. Se citan en ella 
los arts. 121 y 124 del reglamento de 17 
de mayo de 1865, el 437 y 499 del Có- 
digo penal y el 36 del reglamento pro- 
visional, y su doctrina es la siguiente; 

«Considerando: t.° Que según repetidas 
veces se lleva declarado, las -facultades con- 
cedidas á las autoridades administrativas 
para entender en la policía de los montes 
públicas, su mejora, repoblación y aprove- 
chamiento, no se extiende á la averiguación 


y castigo de los delitos que puedan cometerse 
con ocasión .de los daños causados en los 
mismos montes. 

Y2° Que las actuaciones del Juez de 
Moreda tienen por objeto perseguir la sus- 
tracción de madera de un monte público, 
bocha en provecho propio por un particular; 
y como el acto que las motiva debe ser cali- 
ficado de delito, con arreglo á lo consignado 
en el párrafo tercero del art. 437 de] Código 
peml, se halla luera del alcance y jurisdic- 
ción de las Autoridades administrativas.» 


Hemos comprendido en este artículo 
las disposiciones que sobre el importan- 
te ramo de Montes se han publicado des- 
de 1833 hasta la fecha (i.) 

De buena gana hubiéramos entrado 
en el cotejo de la administración de 
montes ejercida exclusivamente por los 
Ayuntamientos con respecto á los de 
propios y comunes de los pueblos, la 
que sustituyo con la creación de las Co- 
misarias, y últimamente la que se viene 
practicando bajo la dirección de los in- 
genieros del ramo. Nada podemos decir 
con seguridad, pero sin embargo nos in- 
clinamos ;i creer que todavía no hemos 
encontrado el desiderátum en este im- 
portantísimo ramo de la Administra- 
ción. 

También haremos observar por con- 
clusion, que con motivo de la falsa in- 
terpretación que se dió á la ley de l.° de 
mayo de 1855, á pretexto de que las ala- 
medas y viveros que existían en los pue- 
blos en virtud de las disposiciones an- 
tiguas, pero sabias, que obligaban á ca- 
da vecino á plantar cierto número de 
árboles, no eran de las clases exceptua- 
das de la enajenación, desaparecieron 
estos pequeños montes que tan útiles 
resultados dieran á las municipalidades, 
proporcionando maderas para la cons- 
trucción de sus edificios y los de los 
particulares en casos de extrema urgen- 
cia y semillas ó [llantos para hacer exten- 


dí Estando en prensa este artículo ha po- 
icado la Gaceta del 2 de setiembre de 1869 
js importantes decretos organizando el perso- 
it subalterno encargado de la custodia y tó- 
enlo de los montes, y aprobando el regla- 
enlo p.ira el servicio, custodia y fomento, 
leden consultarse estos decreto* en el Apen- 
ce II. 
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sivo el cultivo de los árboles en los pue- 
blos. 

Consúltense los artículos Acotamien- 
to: Actos administkativos: Agricultu- 
ra: Administración pública: Desamor- 
tización: Daño: Deslindes: Gobierno y 

ADMINISTRACION DE LAS PROVINCIAS! IN- 
GENIEROS de montes; Interdictos:* Jus- 
ticia: etc. 

Sumario alfabético. 

Abastecedor de carnes, ganadero ú tratante 
en ganados : incompatibilidad con cual- 
quier empleo ó comisión de montes; Or- 
denanzas, art. 3.°: R. D. de 20 acostó de 
1866. 

Acotamientos: (Y. Incendios: Caza.) 
Administración de los montes ; Reg. de 17 
mayo de 1865, arts. 80 á 85. 
Adquisiciones y permutas de montes por el 
Estado: manera y forma de practicarlas; 
ley de 24 mayo de 1863, arts. 3. u , 4.°, 
5.°, 6.°, 7.° y 8.°; Reg. de 17 mayo de 
1865, arts. 47 al 60 y 62 al 71. 
Agrimensores: Su nombramiento y atribu- 
ciones; Ordenanzas, art. 221 y sigs. 

Año forestal: empieza en l.° octubre y 
concluye en 30 setiembre; Inst. de 17 
mayo de 1865, 

Amojonamientos y apeos: (Y, Deslindes.) 
Aprovechamientos ó disfrutes de productos 
forestales. Para practicar las cortas y ven- 
tas de árboles se necesita el correspon- 
diente permiso; Ordenanzas, art. 38. — Re- 
glas para verificar las cortas y ventas y 
concesiones de las cortas; Ordenanzas, 
arts. 39 y 83. — Disposiciones sobre des- 
cuajes, rompimientos, cortas, poda y otros 
aprovechamientos, fi jando los casos en que 
la aprobación délos expedientescorrespon- 
de á S. M. ó al Gobernador; R. O. de 23 
diciembre de 1838; Orden del Reg de 6 
noviembre de 1841 y Rs. Ords. de 4 abril 
de 1844 y de 24 noviembre de 1846. — En 
casos urgentes puede conceller corta de 
árboles el Gobernador cod destino á la 
reparación de buques averiados; R. O. de 
23 febrero de 1847. — No es necesaria su- 
> basta para el aprovechamiento de árboles 
destinados á reparar edificios militares; 
R. O, de 29 octubre de 1847.— Se permi- 
ten para atenciones de caminos los apro- 
vechamientos de pastos y leñas en la for- 
ma que los disírutan los vecinos de los 
respectivos pueblos, pero solo en los 
montes comunes no en los de propios; 
Rs. Ords. de 12 noviembre de 1847 y 22 


noviembre de 1848.— Los productos de 
carboneo y otros aprovechamientos deben 
repartirse entre los pueblos comuneros á 
proporcíoD de sus respectivos vecindarios; 
R. O. de 6 marzo de 1849. — Instrucciou 
de los expedientes cuando el importe de 
los aprovechamientos se destine á cuhrir 
los gastos de obras municipales; R. O. de 
6 julio de 1849. — Encarga que resuelvan 
los Jefes políticos sobre los usos y aprove- 
chamientos vecinales regularizando este 
servicio; R. O. de 4 octubre de 1849. — Se 
prohíben las prórogas para ejecutarlos; 
R. D. de 31 agosto de 1860, — Nuevo sis- 
tema; R. O. de l.° setiembre de 1860.— 
Se deroga la R, O. de 7 mayo sobre podas 
y descortezarnientos. — R. d. de 10 setiem- 
bre de 1861.— Que no se permitan mas 
ue los estacionales y de usos vecinales or- 
inarlos en los montes puestos en ven- 
ta; R. O. de 23 mayo de 1862.— Pre- 
viene se respeten los usos locales para el 
aprovechamiento de montes; R. O. de 4 
junio de. 1862; ley de 24 mayo de 1803, 
arts. 9 y 10. — Los rematados han de dis- 
frutarse dentro de los plazos marcados; 
R, O. de 14 setiembre de 1864. — Modo de 
llevarlos á cabo: ley de 24 mayo de 1863, 
arts. 10 y 11; y Reglamento (le 17 mayo 
de 1865, arts. 80 á 113. — Planes provisio- 
nales; Inst. de 17 mayo de 1865. 

Arboles quemados , derribados por los vien- 
tos y cortados fraudulentamente. (Véase 
A pro vec fiarmen tos : Subastas . ) 

Auxiliares agrimensores : Tienen las atribu- 
ciones de los peritos agrónomos; R. O. de 
12 junio de 1859. 

Ayudantes: Su creación y atribuciones; De- 
creto del Gobierno Provisional de 14 di- 
ciembre de 1868. (Y. Peritos agrónomos.) 

Ayuntamientos: su responsabilidad y atri- 
buciones sobre la materia; R. O. de 4 abril 
de 1844; (V. Aprovechamientos: Deslin- 
des: Siembras). Ley de 21 octubre de 1868. 

Bellotera y montanera : Cómo deben practi- 
carse ; Ordenanzas, arts. 109 y sigs. — 
Aprobación de. los expedientes; R. O. de 
8 setiembre de 1861. (V. Aprovecha- 
mientos.) 

Brozas: Reconocimiento y disfrute; Instruc- 
ción de 17 mayo de' 1865, memoria. 
(V. Aprovechamientos.) 

Buques: (V. Aprovechamientos.) 

Canal de Isabel II (De Lozoya): Servidum- 
bres de leñas; R. O. de 2 junio de i8;>2. 

Canarias : Manera de administrar sus mon- 
tes; R. O. de 2 junio de 1852. (Y. Islas.) 

Carbón, Carboneo: (V. Aprovechamientos: 
Hornos.) 
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Carreteras: Despejo de montes á la distancia 
de 30 varas de cada lado; órden del Re- 
gente de 28 diciembre de 1842.— Cortas 
y plantaciones en las márgenes; R. O. de 
30 junio de 1847. 

Casas, chozas y talleres etc. en los montes; 
Ordenanzas, arts. 93, 155 á 161 y 218 
párrafo 7.°; R. O. de 17 marzo de 1862.- 

Caza y pesca : (V. Montes de particulares,- 
Ordenación: Aprovechamientos: Tacos.) 

Clasificación de montes : Reglas para su eje- ¡ 
cucion; Rs. Rs. de 26 octubre de 1855 y 
27 febrero de 1856; Rs. Ords. de 6 marzo 
y 5 mayo del mismo; R. D. de 16 febrero 
de 1859; Rs. Ords. de 17 del mismo; ley 
de 24 mayo de 1863 y reglamento de 17 
mayo de 1865, art. l.°a) 15. (V. Des- 
amortización); R. D. y R. O. de 22 enero 
de 1S62. 

Comisarios (hoy ingenieros), peritos agró- 
nomos (hoy ayudantes) y guardas de mon- 
tes: Su nombramiento, deberes y atribu- 
ciones; Ordenanzas, arts. 26, 220 y si- 
guientes; R. D. de 6 y R. O. 22 julio de 
1845;R.D. de 24 marzo de 1846; Rs. Ords. ; 
de 24 marzo y 7 abril de 1847; de 22 fe- 
brero, 7 y 17 abril y 5 de julio de 1849 y 
de' 21 junio de 1850. — Supresión de los 
comisarios; R. D. de 12 junio de 1859. 

Competencias : (V. Procesos.) 

Condominio : Ruando los montes de los 
pueblos le tengan con cualquier particu- 
lar, dependen en su conservación y guar- 
dería de la Administración; R. D.-S. de 
25 febrero de 1864 — Modo de distribuir 
los productos de los comunes á dos ó mas 
pueblos; R. O. de 6 marzo de 1849. (Véa- 
se Refundición de dominio). 

Conservación délos montes : (V. Mejoras.) 

Contravenciones: (V. Procesos.) 

Corchos: (V. Cortezas.) 

Cortas: Se suspenden las de los moutes de- 
clarados en venta; R. O. de 18 julio de 
1859. — Que no se conceda próroga para 
ejecutarlas; R. O. de 31 agosto de 1860. 
(V. Aprovechamientos: Subastas.) 

Cortezas: En qué época se ha de efectuar la 
poda, corta y descortezamiento de los ár- 
boles; R. O. de 7 mayo de 1849; las cur- 
tientes se han de aprovechar con separa- 
ción de las maderas; R. O. de 10 mayo i 
de 1849 y de 11 abril de 1850. — Se per- 
mite por regla general la extracción del 
corcho y maderas curtientes; R O. de 16 
octubre de 1850; instrucción de 17 mayo 
1865; Memoria. (V. Aprovechamientos.) 

Cosías: Se reserva en ellas una faja de 15 
leguas para plantaciones de árboles; Or- 
denanzas, art. 219. 


Daños en montes: (V. Procesos.) 

Delitos: (V. Procesos.) 

Desamortización: Excepciones para la ven- 
ta; R. D. y R. O. de 22 enero de 1862, 
R. 0. de 12 abril de id.; reglamento de 17 
mayo de 1863. — Nueva clasificación de 
montes para llevarla á efecto: ley de 24 
mayo de 1863, arts. i.°, 2. ü y 2.° adicio- 
nal. — (V. Clasificación.) 

Descuajes: (Y. Cortas.) 

Deslindes y amojonamientos : Ordenes para 
su ejecución; Ordenanzas, arts. 20 y si- 
guientes y 234; R. O. de l.° marzo de 
1639; R. O. de 23 julio de 1842; R. D. de 
1." abril de 1846; Rs. Ords, de 16 febrero 
y 9 noviembre de 1847; R. O. de 20 junio 
de 1852 . — Los de los montes públicos y sus 
colindantes pertenecen á la Administra- 
ción; Rs. Ords. de 19 agosto de 1846 y de 
12 mayo de 1857. — No tienen el carácter 
de pleitos los juicios de deslinde y amojo- 
namiento , ni sus fallos el de ejecutorias; 
R. O. de 11 octubre de 1857. — Nuevas 
formalidades para la ejecución de los des- 
lindes; R. O. de 15 marzo de 1860; Ley 
de 24 mayo de 1863 art. 7.”; Reglamen- 
to de 17 mayo de 1865, arts. 17 al 46; 
R. O. de 14 noviembre de 1865. — Su- 
presión de la comisión; O. do 5 junio 
de 1869 — Competencia para Jos deslin- 
des; Decís, de 10 junio de 1863 de 20 ene- 
ro de 1864 y 14 febrero de 1869. 

Diputaciones provinciales: Su intervención 
en. el ramo de montes administrados por 
las provincias y los Ayuntamientos; Ley 
municipal de 21 octubre de 1868, art. 51, 
párrs. 4.° y 7.° y ley provincial de la mis- 
ma fecha, art. 13, 14, párrs. 4, 12, 13 y 
19 y art. 17, párr. 4.°. 

Dirección general de montes: Atribuciones 
que la correspondían; Ordenanzas, arlícu- 
los 2.", 4.°, 5.°, 13 y siguientes —Su su- 
presión, y encargando los asuntos en que 
entendía al Ministerio de la Gobernación; 
Dec. del Regente de 6 agosto de 1842. 

Distritos de montes (hoy forestales): Se de- 
terminaron por R. D. de 2 abril de 1835. 
— Su reforma bajo el nombre de foresta- 
les; R P. de 13 noviembre de 1856 y 
R. O. de 9 diciembre de dicho año.— Ins- 
trucción para el servicio facultativo apro- 
bado por R. 0. de 17 abril de 18o7. Se 
suprimen los antiguos y se crea uno en 
cada provincia; R. D. de ^1 2 jamo de 18o9, 
arts 3 ° Y 4.°< 

Dominio: (V. Adquisiciones: Condominio: 

Clasificación.) , i,. 

Embargos : (V. Procesos.) Los empleados 
no tienen derecho á la tercera parte de los 
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productos embargado?; R. O de 16 enero 
de 1857. 

Empleados de montes: Prevenciones para el 
buen desempeño de sus destinos en la ad- ¡ 
minisf ración y repoblado do ios montes; ! 
R. O. de 9 octubre de 18}8. — Que no in- 
fluyan en las elecciones; R. O. de 19 se- 
tiembre de 1854 — Circunstancias para su 
nombramiento; U. D. de 24 enero de 1854. 
— Su intervención pericial en los montes 
administrados por la Hacienda; R. O. de 
22 febrero de 1849. (Y. Comisarios: Per- 
sonal subalterno, etc. ) 

Escrituras : Cas de subnslns de aprovecha- 
mientos de montes han de autorizarse por 
escribano público ; Ordenanzas, arts. 66 
y 79 y R. O. de l. ü enero de 1851. 

Estadística de montes : Datos sobre el esta- 
do y situación de los montes; D. de la Re- 
gencia de 1 1 febrero de 1841 y de 23 mayo 
de 1 fí 46. — Noticias de las concesiones he- 
chas; R. 0. de 2o enero de 1846.— Esta- 
dos semestrales de cortas, aprovechamien- 
tos y siembras, de daños causados por los 
incendios y denuncias; Rs. Ords. de 24 
junio de 184S y 7 marzo de 1849. — Que 
remitan los ingenieros la del producto 
aproximado de los montes; R. O. de 4 
setiembre de 1860.— Se encomienda;! ios 
ingenieros: R. O. de 28 julio de 1864. 

Faltas: (V. Procesos.) 

Ferrcrias : Aprovechamientos solicitados 

por las mismas; R. O. de 3 abril de 1848. 

Fianza : La que se necesita para el «apro- 
vechamiento de productos forestales; Real 
órden de 22euero de 1865; reglamento de 
1/ mayo de id., art, 98. (V. Aprovecha- 
mientos. Subastas.) 

Frutos: (V. Aprovechamientos: Bellotera.) 
— Reconocimiento y disfrute; instruccio- 
nes de 17 mayo de 1865. 

Ganadero : (Y. Abastecedor de carnes.) 

Gobernadores de provincia: Instrucción 
para el buen desempeño de los ramos en- 
comendados á Jas Secciones de Fomento; 
R. O. de 28 julio de 1859 — Corno ejercen 
la inspección sobre los montes públicos; 
Reglamento de 17 mayo de 1665, art. 80; 
ley orgánica provincial de 21 octubre de 
1868, art. 14, párrafo 19 y arts 75 y SI, 
párrafos 4.° y 6. n (Y. Aprovechamientos: 
Policía: Subdelegados: Subastas.) 

Guardas de montes. {V. Comisarios: em- 
pleados.) Sobre su nombramiento y cir- 
cunspectas; U. O. de 18 mayo y 6 julio 
de 1846; 10 enero y 20 marzo de 1850. 
— Su armamento y uniforme; R. O. de 7 
abril de 1847. — Debeü jurar ante los Go- 
bernadores; R. O. de 14 octubre de 1850. 


— Sobre sus traslaciones, cuando sean na- 
torales de los distritos ó convenga ni ser- 
vicio; R. O. de 3i diciembre de 1856, 

Condiciones y forma para su nombramien- 
to; R. O. de 23 noviembre de 1859; Real 
D de 20 agosto de 1866; R. D. de 14 no- 
viembre de 1866, art. 3.° y 4.°, y D. del Go- 
bierno provisional 27 diciembre de 1868. 

Guardas municipales del campo : Sil re- 
glamento aprobado por R. O, de 8 no- 
viembre de 1849 . 

Guardia civil: Su intervención en el ra- 
mo de montes: R. D. de 2 agosto de 1852 
art. 30, párrafo 2.° 

Guias : Se suprime su uso para la extrac- 
ción de productos forestales; R. 0. de 23 
na yo 1862. 

Honorarios: de los empleados de montes. 
— Cuándo y cuáles devengan; Rs, Ords. de 
7 abril de 1847 y de 21 febrero de 1850. 

Hornos: Distancia y bajo qué condiciones 
se lian de establecer los de cal, yeso y la- 
drillo; Ordenanzas, art. 154. — Id. los de 
carbón; id. art. 93. (Y. Obras.) 

* Incendios : Disposiciones para precaverlos 
en los montes, castigar á los culpables, y 
aminorar sus funestos resultados; Orde- 
nanzas, art. 150, y Rs. Ords. de 20 enero' 
de 1847, 31 mayo, l.° junio y 17 octu- 
bre de 1850, 10 noviembre de 1852, 16 
agosto de 1856, 11 julio de 1657 y 12 
julio de 1858. 

Indemnización por adquisiciones hechas 
por el Estado. (Y. Adquisiciones: Servi- 
dumbres.) 

Ingenieros. (Y. Comisarios : Desamortiza- 
ción : Estadística ; Ordenación.) La soli- 
citud para pedir licencia y las comuni- 
caciones de carácter administrativo deben 
dirigirlas por conducto del Gobernador; 
R. O, de 15 diciembre de 1857.— Las atri- 
buciones de los comisarios suprimidos se 
encomiendan á los ingenieros; R, D. de 
12 junio de 1859, art. 2, y R. O. de la 
misma fecha — Se crea una comisión para 
formar la Flora forestal; R. O. de 5 no- 
v'mnbfe do 1865. 

Inspector general de montes : Se creó este 
empleo; Ordenanzas, art. 217. 

Islas Baleares y Canarios: Los montes de 
ellas no se regirán por las ordenanzas, 
art. 212 de las mismas. (V. Canarias.)^ 

Jurisdicciones privativas de montes : Su 
supresión; Ordenanzas, art. 2.° 

Lagunas y pantanos desecados : Los que 
se destinen á la plantación de arboles es- 
tán libres de coutribucion; ley de presu- 
puestos de 23 mayo de 1845 y de 24 mayo 
de 1864, arts. 15 y 
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Leñas. (V. Aprovechamientos: Ramón.) 

Licencias ■ (V. Ingenieros.) 

Manos muertas: No se las puede enajenar 
ningún monte; Ordenanzas, art. i 1 . 

Marca (para los ganadas): Ordenanzas, ar- 
tículos U 5 y 133, — Rara ios señalamien- 
tos de «árboles: manera de ponerla; Orde- 
nanzas, arts. 54, 57 á 60 y Mí. — La que 
deben tener los contratistas para señalar 
la maderas rematadas ; Ordenanzas, ar- 
tículo 88. 

Marina de Guerra : Se mandó cesase en 
los privilegios que en los montes ejercía; 
Ordenanzas, art. 12. — Condiciones con 
que se lian de enajenar árboles á la Mari- 

. na; Rs. Ords. de 27 enero, 8 febrero y 12 

. marzo de 1849. — Sobre aprovechamientos 
de montes á su favor; R. 0. de 10 abrí! 
de 1863. 

Mejoras de los montes: Se destinará al efecto 
una parte dd importe de ¡os aprovecha- 
mientos ; ley de 2 -i mayo de 1863, art. 1 1 ; 
reglamento de 17 mayo arts. 114 á 119. 
(Y. Ordenaciones: Aprovechamientos.) 

¿finas. Concesiones de maderas y otros apro- 
vechamientos foreslales á las empresas 
mineras; Rs. Ords. de 16 mayo de 1847; 
y de 8 noviembre de 1849. 

Ministerio de Fomento : Le compete la ad- 
ministración de todos los montes públicos, 
en la forma que se expresa; ley de 24 mayo 
de 1863, art. 12 y 13; Reglamento deMO 
mayo 1865, art. 80 al 85. 

Montanera. (V. Bellotera.) 

Montes: (Y. Clasificación. Desamortización.) 

Montes baldíos realengos: Manera de enaje- 
narlos; Rs. Ords, de 1° junio 1849 y la 
de enero-de 1850. 

Montes de establecimientos públicos: Depen- 
dencia, gobierno y administración: Orde- 
nanzas, arts. 5yll(V. Aprovechamientos.) 

Montes de las provincias Vascongadas: No 
están sujetos á las Ordenanzas; art. 212 
de las mismas. 

Montes de Navarra: Se resuelve la manera 
de administrarlos con arreglo á las leves; 
R. O. de 30 abril de 1862, R. D.-S! de 
26 mayo de 1863. 

Montes del Estado : f\ r . Montes baldíos, Des- 
lindes, Desamortización, Estadística.) De- 
pendencia y administración ; Ordenanzas, 
arts. 4.° y 26; R. D. de 31 mayo de 1837: 
R. 0. de 13 junio de 1843. 

Montes del Real Patrimonio : Están excep- 
tuados de las reglas de las Ordenanzas; 
art. 212 de las mismas. 

Montes de particulares: Derechos de sus 
dueños sobre cerramientos, entrada de ga- 
nados y disfrute de caza y pesca; Ordenan- 


zas, art. 3.°; Rs. Ords. de 29 marzo v 12 
setiembre de 1834; ley de 23 de noviembre 
ue 1836 restableciendo el D. de las Cortes 
de 14- encro de 1812 y ley de 13 setiembre 
de 18,17. — Puede adquirirlos el Estado bajo 
las bases que se determinan; ley de 24 
mayo de 1863: art. 4.° á 8.°; Reglamento 
de 17 mayo de 1865, arts. 53 á 59.— Ins- 
pecion que sobre ellos corresponde al Es- 
tado; ley citada, arts. 14 y reglamento ex- 
presado, arts. 129 á 139 y 143. — Los que no 
confinan con los montes públicos 6 aunque 
confinen con estos, si están deslindados ó 
amojonados son libres en su disfrute; ur- 
den de la Dirección de Agricultura de 24 
mayo de 1865.— Las faltas y delitos enme- 
lólos por daños en ellos se castigan por los 
Tribunales ordinarios; R. 0. de 8 de ju- 
lio 1866. 

Montes de propios y comunes: Su depen- 
dencia y administración; Ordenanzas, ar- 
tículos 5.°, 13 y 27; Rs. Ords. de 4 abril 
de 1844 y 19 julio de 1849 y R. D. de 21 
setiembre de 1 854. — Modo dé ena jenarlos; 
Rs. Ords. de 24 agosto de 1834; 3 de mar- 
zo de 1835, de 22 marzo de 1848 y de 8 mar- 
zo de 1856. — Modo de reducirlos á cultivo; 
Orden de la Regencia de 31 marzo de 
■1841. — Los aprovechamientos concedidos 
á ios operarios de carreteras no se re- 
fieren mas que á los montes del común; 
R. O. de 22 noviembre de, 1848. 

Montes de Ultramar: Están exceptuados de 
las disposiciones generales de las orde- 
nanzas; art. 212 de las mismas. 

Obras: Los particulares pueden construirlas 
libremente en sus fincas aunque linden 
con montes públicos; R. O. de 17 marzo 
de 1862. 

Obras municipales: (V. Aprovechamientos.) 

Ordenaciones: Reglas para su e jecución; Ins- 
trucciones de 17 mayo de 1865. 

Ordenanzas generales de montes : Su pro- 
mulgación; R. D. do 22 diciembre de 1833. 
¿—No implica para su observancia la ley 
restablecida de 3 febrero de 1823; Real 
órdeu de 14 agosto de 1854. — E»slá vigente 
su parte penal; Rs. Ords. de 3 noviembre 
de 1862 y de 26 junio de 1863. 

Pastos, yerbas, servidumbres y otros usos: 
(Y. Aprovechamientos). Disposiciones so- 
bre el particular; Ordenanzas, arts. H7 
y siguientes.— Quedan subsistentes los 
visos y servidumbres; ley de 24 de mayo 
de 1863, y Reglamento de 17 mayo de 
1865 arts.' 72 al 79. (Y. Ordenaciones.) 

Penas: ’(\. Policía, Procesos). Las que cor- 
responden a los dañadores; Ordenanzas 
art. 186 y siguientes; Código penal «r- 
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tículos correspondientes desde e) 437. 

Peritos-, Los peritos para tasación de daños 
lian de ser de los del ramo; R. O. de 14 
febrero de 1868. (Y. Policía: Procesos.) 

Peritos agrónomos : (V. Auxiliares, Ayudan- 
tes, Comisarios, Empleados de montes,. 
Guardas, Personal subalterno). — No tienen 
derecho á honorarios por el justiprecio de 
árboles para particulares; R. O. de '21 fe- 
brero de 1850. — Deben serdaux diados por 
los guardas en los reconocimientos y de- 
más operaciones de campo y no pueden oca- 
sionar gasto alguno á los particulares con 
tal motivo; R. O. de H abril de 1851.— 
Modo y condiciones para su nombramien- 
to; R. D. de 23 noviembre de 1859; Real 
decreto de 1 4 noviembre de 1866, arts. l.°, 
2." y 4.° 

Permutas de montes : (Y. Adquisiciones.) 

Personal subalterno: (V. Auxiliares: Peritos 
agrónomos: Guardas). — Nueva organiza- 
ción; R. D. de 10 junio de 1868 y R. O. 
de 25 del propio mes; Decreto del Gobier- 
no Provisional de 27 diciembre de id. 

Planos : (V. Deslindes: Ordenación.) 

Plantas menudas : (Y. Aprovechamientos.) 

Partición de los montes: Cuando están pro 
indiviso hay la facultad de pedirla; Orde- 
nanzas, art. 6.° — Modo de practicarla; Or- 
denanzas arts. 7 y siguientes. 

Pesas y medidas: Se manda á los empleados 
de montes usen las del sistema métrico 
decimal; Orden de la Dirección de Agri- 
cultura de 29 mayo de 1852. 

Plantíos : (Y. Siembras.) 

Podas: (V. Aprovechamientos.) 

Policía: La general está comprendida en las 
Ordeuanzas en los arts. 145 á 151; y la 
particular de los montes públicos en los 
ars. 152 á 162.— Manera y forma deejer- 
cerla; Reglamento de 17 mayo de 1865, 
arts. 120 á 128. — Se resuelven varias 
dudas sobre el castigo y procedimiento con 
motivo de daños; R. O. de 17 agosto de 
1867. , 

Pontazgos, portazgos y barcajes. Los em- 
pleados de montes están abres de pagar 
estos derechos, R. O. 9 noviembre de 
1853. 

Premios á los repobladores de montes: Se 
conceden en la forma que establecieren los 
reglamentos; Ley de 24 de mayo de 1863, 
arts. 15 y 16; Reglamento de 17 mayo de 
1865 arts. ‘132 á 143. 

Portazgos ; (V. Empleados: Pontazgos.) 

Propiedad de montes: (Y. Clasificación: Ad- 
quisiciones etc,) 

Procesos: Denuncia y castigo de delitos y 
contravenciones. Ordenanzas, arts. 163 


Y siguientes.— Autorización para procesar 
álos empleados; Rs. Ords. de 20 junio de 
1849y 19 de julio de 1850 — Tienen obliga- 
cron los Tribunales de valerse con preferen- 
cía de los empleados de montes . para los 
reconocimientos de daños; R. O. de7 de 
febrero de 1858. — ProDta remisión de los 
expedientes sobre infracciones; R. O. de 
i 2 marzo de 1865.— Competencia de los 
Tribunales y de la Administración según 
los casos; Rs. Ords. de 3 noviembre de 
1862, 26 junio de 1863 y 8 julio de 1867; 
y arts. 120 y siguientes de! reglamento 
de 17 mayo de 1865, — Idem casos de ju- 
risprudencia, núm. V al X. 

Ramón: Reconocimiento y disfrute; Instruc- 
ción de 17 mayo de 1865, memoria. (Véa- 
se Aprovechamientos ) 

Reclamaciones: Sobre derechos de propie- 
dad y clase de los montes. (V. Clasifica- 
ciones: Desamortización: Deslinde.) 

Refundición de dominios en ios montes; 
Reglamento de 17 mayo de 1865, artícu- 
los 62 á 71. (Y. Adquisiciones: Clasifi- 
cación: Condominio.) 

Repartimientos: Modo de practicar los veci- 
nales de productos de montes; Ordenan- 
zas. art. 44 y siguientes. 

Rompimientos: (Y. Cortas.) 

Roturación y cultivos: Los permitidos por 
la ley de 29 de junio de 1822 se harán si 
16o resulta perjuicio al arbolado; R. O. de 
22 marzo de 1850. 

Secciones de Fomento: Qué intervención tie- 
nen en las fincas administradas por la Ha- 
cienda; Rs. Ords. de 13 julio de 1848, del.* 
setiembre de I860y de 10 diciembre 1861, 
(Y'. Aprovechamientos: Estadística: Gober- 
nadores.) 

Servidumbres en los montes : Reglamento 
17 mayo 1865, arts. 72’á 79. 

Siembras y plantíos: Modo y forma de eje- 
cutarlos; O. del Regente de 20 noviembre 
de 1841, y Rs. Ords. de 16 enero, 9 octubre 
de 1848 y 14 octubre de 1851; Ley de 
24 marzo de 1863, art. 5.*; Reglamento de 
17 mayo 1865, arts. 59 á 61, y memoria. 
(Véase Ordenación: Carreteras: Premios.) 

Subastas : Necesidad y manera de ejecutar- 
las; Ordenanzas, arts. 63 y siguientes; 
Rs. Ords. de l.° enero y 28 mayo de 1851, 
3 marzo y 24 mayo de 1854; circular de 
9 febrero de 1856 y R. O. de 3 enero de 
1857.— Cuándo recae el remate en sugeto 
que habiéndolo solicitado y prestado 
las garantías necesarias no se presento en 
la subasta ; R. O. de 28 noviembre de 
1862. -Formalidades y condiciones; Re- 

" glainento de 17 mayo de 1865, arts. 94 
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á 112. (V. Aprovechamientos: Escrituras.) 
Subdelegados de montes: Sus deberes y 
atribuciones; R. O. de 29 enero de 1834. 
—Los Jefes políticos (hoy Gobernadores) 
son los subdelegados de montes; R. O. de 
12 octubre de 1839. 

Talas y cortas fraudulentas: Corresponde 
su conocimiento á los jueces ordinarios; 
R. O. 5 noviembre de 1860. (Véase Pro- 
cesos.) 

Tacos: Para cazar en los montes lian de 
emplearse tacos de lana; R. O. de 12 ju- 
lio de 1852, art. 16. 

Terrenos yermos : (V. Siembras.) 

Terrenos : Destinados á la plantación de ár- 
boles con las condiciones y por el tiempo 
que establece la ley de presupuestos de 
1845, están libres de contribución; ley de 
2# mayo de 1863, art. 15. 

Uniforme: (V. Guardas.) 

Usqs: (V. Aprovechamientos: pastos.) 
Ventas: (V. Cortas.) Reglas para verificar- 
las; Ordenanzas, arts. 63 y siguientes. 
Vinculaciones: Las de los montes están 
prohibidas; Ordenanzas, art, 11. 

Fmías: (V Comisarios ) 

Yerbas: (V. Pastos.) 

MONTES DE PROPIEDAD PARTICULAR. 

Según el art. L° de las Ordenanzas de 
montes de 22 de diciembre de 1833, ba- 
jo la denominación de montes, para los 
efectos de las mismas ordenanzas, se 
comprende todos los terrenos cubiertos 
de árboles, á propósito para la construc- 
ción naval ó civil, carboneo, combusti- 
ble, y demás necesidades comunes, ya 
sean montes altos, bajos, bosques, sotos, 
plantíos 'ó matorrales, de toda especie 
distinta de los olivares, frutales, ó se- 
mejantes plantaciones de especial fruto 
ó cultivo agrario. 

Los terrenos que no están cubiertos 
de árboles ó que no reúnan ios requisi- 
tos ó circunstancias que exige el citado 
art. l.° de las Ordenanzas, no son mon- 
tes, ni están sujetos á disposiciones de 
estas (1). 

Los montes pueden considerarse di- 
vididos en tres clases, que son; 

1. a Montes de! Estado. 

2. a Montes comunes, propios de. los 
pueblos y de establecimientos públicos. 


(1) Decisiones del Consejo Real de l.° y 
Jl de mayo do 1830 y 17 de setiembre de 1881. 
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Y 3.* Montes de dominio par- 
ticular. 

Aunque las ordenanzas de 22 de di- 
ciembre de 1833 concedieron á los due- 
ños particulares de montes la libertad 
de cerrar ó cercar los de su pertenencia 
siempre que los tuviesen deslindados ó 
amojonados, ó provocar el deslinde ó 
amojonamiento de los que aun no lo es- 
tuvieren, no permitian á dichos dueños 
la facultad de variar el destino y cultivo 
de sus terrenos y hacer de ellos y de sus 
producciones e! uso que mas les con- 
viniere, sino en el caso de haberlos cer- 
rado ó cercado, y de ningún modo te- 
niéndolos abiertos. 

La ley de 14 de enero de 1812 resta- 
blecida por otra de 24 de noviembre de 
1836, y después la aclaratoria de 13 de 
setiembre de 1837, derogando y anulan- 
do las* leyes y ordenanzas de montes y 
plantíos en cuanto concierne á los de 
duminio particular, dejaron á los due- 
ños de estos en plena y absoluta libertad 
de hacer de ellos lo que mas les acomo- 
de, sin sujeción alguna á las regles y 
prevenciones contenidas en dichas leyes 
,y ordenanzas; les dejaron también eu 
igual libertad para cortar sus árboles y 
vender sus maderas á quien quisieren, 
y declararon, por último, como lo hizo 
también por regla general la ley de 8 de 
junio de 1813, cerrados y acotados to- 
dos los terrenos destinados á plantíos, 
con el disfrute privativo de la caza y 
pesca y de todos sus frutos y produccio- 
nes, aunque sin perjuicio de los cami- 
nos reales y de travesía, servidumbres, 
cañadas y abrevaderos. 

No obstante lo dispuesto en las cita- 
das leyes que protegen á los dueños par- 
ticulares de montes en la plena libertad 
de hacer de ellos lo que mas les acomo- 
de, y cortar y vender, cómo y á quién 
quisieren sus maderas, habiéndose cau- 
sado grandes perjuicios á ios montes pú- 
blicos á la sombra de aquella libertad, 
fué necesario que el Gobierno adoptase 
algunas medidas muy convenientes, 
bien que algo tardías, para evitar la com- 
pleta ruina de tan importante riqueza. 

Una de estas medidas, tomada por la 
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Ii. 0. de 27 de marzo de í 8 i 7 , fué pro- 
hibir la extracción y trasporte de made- 
ras de cualquier clase, sean de propie- 
dad particular ó de los montes públicos, 
cuando los conductores no llevaban la 
guia correspondiente. Esta disposición 
no dióel resultado que era de esperar, 
antes por el coutrario, daba lugar á en- 
torpecimientos y vejaciones y fué aboli- 
da con justicia en virtud de R. U. de 
23 de mayo de 181 í2. 

En el artículo Montes dejamos inser- 
tas las disposiciones que atañen á los 
montes de particulares en cuanto tienen 
relación- con la Administración pública, 
como colindantes con ios montes públi- 
cos, y en lo respectivo á los premios que 
por la ley de ¿i de mayo de 18(i3 se 
conceden á ios repobladures, etc. 

MONTES DE PiEOAD.— V. Cajas de 
abo unos y Montes de piedad. 

MONUMENTO. Tomamos aquí esta pa- 
labra en la acepción de obra pública, 
como estatua, inscripción, pirámide, 
templo, panteón, etc., erigida para 
conmemorar alguna acción heroica, ó 
‘■‘algún suceso glorioso, ó perpetuar la 
memoria de alguna persona insigue por. 
sn saber ó por sus hazañas, o por su pa- 
triotismo, etc. Monumento es que re- 
cuerda una de las glorias de España, 
el magnífico monumento de San Loren- 
zo del Escorial, tenido por la octava ma- 
villa del mundo artístico, y que erigió 
Felipe 11 en conmemoración de ia batalla 
de San Quintín; monumento es también 
el obelisco del Los de Mayo que trasmi- 
tirá á la posteridad mas remota el he- 
roísmo del pueblo español eu ia deien- 
sa de su independencia ; monumentos 
son , en lin , la eslátua de Merídiza- 
hai. Ja de Cristóbal Colon, la de Juve- 
llanos y otras, levantadas unas , y man- 
dadas levantar otras , para honrar y 
perpetuar la memoria de grandes hom- 
bres (1). 


(1) Hé aquí los monumentos cuyos proyec- 
tos han sido autorizados ó aprobados por ley 
<5 decreto det Gobierno. ¿ion los siguientes, en- 
tre otros que no recordamos: 

Oh monumento en honor de Inglaterra y su 
rey Jorge III, por su» servicios á favor de l£s- 


Ciertu es que ¡os frecuentes cambios 
de Gobiernos y la penuria del Teso- 


paña. (D. délas Córtes de 19 noviembre de 

íc.10.) 

Utro en la plaza principal de Gerona, para 
conmemorar su inmortal defensa contra los 
franceses. (.0. id. de 7 enero 1812.) 

Otro en Madrid en memoria del patriotismo 
de sus habitan les durante la guerra de la inde- 
pendencia. (.id. Ue ¿ó abril de 1812.) 

ütro en los campos de Salamanca y Arapi- 
les, en memoria de la bü tai la de 22 julio del 
mismo año. (.1). id. de 4 agosto 1812.) 

1M busto de Wellington en la plaza de Sa- 
lamanca, por haber ganado dicha batalla, (id. 
de 17 agosto de 1812.) 

Monumento al frente del pueblo de Bascara, 
en memoria de la entrada de Fernando Vil dé 
vuelta de Francia. (R. 1) de abril de 1814.) 

Monumentos en los pueblos de Cabezas de 
San Juan y San Fernando, en honor del ejérci- 
to que se pronunció en dichos puntos en mar- 
zo de 18-0, proclamando la Constitución de 
1812 Üd. de 21 jumo de 1822 . ) 

Idem en la Corulla, por los pronunciamien- 
tos efectuados con igual motivo en enero y fe- 
brero dei mismo año, en dicha población. 
(Idem de 27 diciembre de 1822.) 

Un panteón nacional en la iglesia de San 
Francisco el Grande de Madrid, para depo- 
sitar en él los restes de nuestros grandes hom- 
bres. (Id. de 10 noviembre de 1887.) V. Pan- 
teón NACIONAL. 

Un cuadro que represente la coronación del 
ilustre poeta de ia libertad D. Manuel José 
Quintana. (17 junio de 1855 ) 

Estatuas á los ilustres patricios Arguelles, 
Calatravuy Mendizabal (Hi noviembre do 1855.) 

Monumento para perpetuar la memoria de 
ios fusilados en el Carral en abril de 18o5, 
con motivo de ios acontecimientos de Galicia 
en aquel año. (12 diciembre de i853 y 21 ma- 
yo de 18t>9.)’ 

Monumentos para perpetuar la memoria 
del convenio de Vergara, efectuado en 81 agos- 
to de 1889 (8í) enero de iboü.J V. Convenio 
de Yeiiüaha. ■ 

Un monumento en Alicante á D. Trino 
González Quijano, Gobernador de aquella pro- 
vincia, qúe murió victima de su celo durante 
la epidemia colérica de 1855. (27 febrero de 
18 oó.) 

Una lápida en el salón de Sesiones de la 
Diputación de Lérida. a favor de D. Francisco 
Jovér, Gobernador que fué de aquella provin- 
cia. (li febrero de 1857-) 

Un monumento ai pintor Muriilo, costea- 
do del 25 por 100 del producto de una rila. 
(27 abril de 1859.) 

Una estatua monumental á Cristóbal Colon 
en el pasco de Recoletos de esta Corte, frente 
a la casa de Moneda. (Ley 22 junio de 18Ó4 ) 

Una estatua semi-éUtosal a D. Gaspar Mel- 
chor de Jovellanos, en la villa de Gijon. (Ley 
4 julio de 1865.) 
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ro han sido la causa de que muchos 
monumentos, cuya erección está acorda- 
da no hayan sido llevados á ejecu- 
ción; pero tenemos el mayor placer 
eD recordarla reciente inauguración de 
la estatua de D. Juan Alvarez Alendiza- 
bal, y la del Panteón nacional, llevadas 
á cabo con la pompa y majestad. debida 
al ilustre patricio de nuestros dias, y á 
los grandes hombres, cuyos restos yacen 
ya en la Iglesia de San Francisco, en 
donde deseamos ver cuanto antes con- 
cluidos los nichos, urnas ó sepulcros 
en que definitivamente van á ser colo- 
cados. 

No hacemos mención de los monu- 
mentos conmemorativos de la antigüedad 
ni de los modernos, costead »s exclusiva- 
mente por las piovincius, los Ayunta- 
mientos, por medio de suscriciones y de 
los fondos de particulares, porque consi- 
deramos h ístmicos á los primeros y por- 
que de los segundos nos son desco- 
nocidos muchos, y de los de que te- 
nemos noticia ignoramos h fecha de su 
eieccim. 

Creemos sin embargo, conveniente, 
hacer constar que abrigamos la mas in- 
tima convicción do que deben ser con- 
memorados los grandes acontecimientos, 
y honrados los preclaros hijos de la patria 
con monumentos que porpeLuen la me- 
moria de tales hechos y hombres, siempre 
que unos y otros hayan ocasionado bciie- 
ticios positivos á la palria, porque glori- 
ficando los grandes sucesos y las virtudes 1 
y merecimientos de los buenos patricios, 
se elevan hasta ellos los ánimos y se pre- 
para una posteridad heroica. 

En el artículo Academia de San Fei»- 
nando se hallan insertas las disposicio- 
nes de las leyes 4. a y 5. a , lit. il, |¡b. 1, 
y 3. 1 , til. XXXIV , lib. V 11 de la Novísi- 
ma Recopilación, asi como las Reales 
órdenes de TI de enero de 18U8; l. u de 
octubre de 185U y '23 de jumo de 1851, 
que son de consultarse en cuanto á ia 
apiobaciuii de los diseños de esta clase 
de monumentos públicos. j 

monumentos históricos y artísti- 
cos ÍvEoausioíses DEj. ¡Se dá el nom- 
bre de monumentos históricos á obras I 
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de arte antiguo , ya sean muebles 
como medallas, cuadros, manuscritos, 
ya inmuebles como anfiteatros, templos, 
arcos, pavimentos, etc.; siempre que 
interese su conservación con motivo de 
su bel la ejecución, de su rareza, de su 
origen ó de los recuerdos que evocan. 
Estos preciosos restos de lo antigüedad 
son muy útiles á la historia, pues elíos 
nos marcan la marcha de la civilización 
de los pueblos, y muchas veces fijan la 
fechas ignoradas de varios aconteci- 
mientos por medio de las inscripciones. 
l)e aquí nace, el que la Administración 
pública venga cuidándose desde hace 
mucho tiempo de la conservación de tales 
antigüedades, por medio de sabias dis- 
posiciones, que han creado comisiones 
especiales ad hoc , han consignado fon- 
dos, no solo para los gastos que en su 
busca ó adquisición ocurran, sino tam- 
bién los necesarios para la traslación y 
culocacion de los muebles en archivos, 
bibliotecas y museos, y para restaurar 
tanto estos corno los inmuebles. 

Las épocas pri n cí pales á que correspon- 
den los monumentos históricos de nues- 
tra España son; la Fenicia, la Céltica, 
la Griega, ia Púnica ó Cartaginesa, la 
Romana, la Bárbara ó sea la que siguió 
a la invasión de ios Godos y demás pue- 
blos del Norte, la Arabo v la del llena- 
cimiento. Y debemos advertir que con- 
sideramos en este artículo como tales 
monumentos históricos, no solo los obje- 
tos como lapidas, medallas, vasijas, etc., 
propios de los museos, sino también 
Ins maüu.critos, libros, códices, diplo- 
mas, etc., que se guardan en los archi- 
vos y bibliotecas, y que con respecto á 
ios edificios y olios monumentos in- 
muebles que tienen eí carácter también 
de artísticos, deben ser clasificados por 
épocas en la furnia arriba dieba. 

Llevan el nombre da monumentos ar- 
tislicos las obras de bellas artes sean an- 
tiguas ó modernas, cuya conservación 
sea conveniente por su mérito é impor- 
tancia ai uslica, prescindiendo de su uti- 
lidad histórica. También la Adminis- 
tración tiene ínteres en la conservación 
de estos monumentos, tanto porque no 
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es decoroso á la nación se destruyan las 
obras de mérito, cuanto para que sirvan 
de modelo álos quesededican á las bellas 
artes. Con este motivo las mismas dis- 
posiciones modernas que luego inserta- 
mos, á la parque favorecen la adquisi- 
ción y conservación de los monumen- 
tos históricos, determinan la declaración 
y guarda de los monumentos artísticos 
y muchas veces su adquisición, cuando 
siendo muebles y de propiedad parti- 
cular, merecen figuraren los museos, y 
la reparación de todos ellos y aun de 
los inmuebles de propiedad particular, 
cuando no haya otro medio para evitar 
su destrucción. 

La Academia de la Historia con res- 
pecto á los monumentos históricos, y la 
de San Fernando en lo relativo á los 
artísticos son las oficinas centrales que, 
bajo la dependencia del Ministerio de 
Fomento están al frente de este ramo 
de Administración pública, teniendo de 
auxiliares en las provincias á las comi- 
siones provinciales de monumentos 
históricos y artístico», las cuales se en- 
tienden con cada una de dichas Acade- 
mias, según la clasificación expresada, 
en ei desempeño de su cometido, ó 
cuyo fin tanto los Gobernadores de pro- 
vincia cuanto los Alcaldes de los pue- 
blos tienen la obligación de faciútar á 
las mencionadas comisiones cuantos 
auxilios y datos les reclamaren. 

A cargo de la Academia de Historia 
está el museo y archivos donde se con- 
servan todos los objetos y documentos 
mas preciosos que tienen el carácter de 
históricos, y al de la Academia de San 
.Fernando el de los relativos á las bellas 
artes, y ambas inspeccionan y disponen 
lo conveniente para el arreglo y admi- 
nistración de los mismos, y respecti- 
vamente cada una para iguales fines, 
respecto de los museos de provincia y 
la conservación y reparación de los mo- 
numentos inmuebles que están á su in- 
mediato cargo y al de las comisiones 
provinciales. Los gastos que producen 
las investigaciones de los objetos arqueo- 
lógicos como la adquisición, reparación 
y conservación de ellos y de todos los 


monumentos históricos del cargo inme- 
diato de la Academia de la Historia, se 
satisfacen del presupuesto asignado á la 
misma, y los que de igual modo están 
bajo la custodia i'e la de S. Fernando del 
presupuesto de esta; pero los de una y 
otra especie correspondientes á las comi- 
siones provinciales lian de ser sufraga- 
dos por las provincias respectivas. Hay 
que tener presente que los gastos con- 
cernientes á las reparaciones de los tem- 
plos y demás edificios reputados monu- 
mentales correspondientes al culto, como 
también los palacios episcopales, semi- 
narios y otros que posee el clero á los 
fines de esta alta institución son costea- 
dos de los fondos consignados en el 
presupuesto eclesiástico. (V. Iglesias. 
(Reparación, construcción, obrasen las), 
en Concordatos los arts. 36 y 37 del 
concordato de 17 octubre de 1851 y el 
13 del convenio de 4 abril de 1860; y 
en Curatos la R. Céd, de 3 enero de 
1854 y R. D. de 15 febrero de 1867.) 

También debemos hacer notar, que 
á consecuencia de lo dispuesto en el 
R. D. de i 2 junio de 1867, inserto en 
Bibliotecas... quedaron el Archivo his- 
tórico Nacional y el Museo Nacional 
arquelógico creado por dicho decreto, á 
cargo de la Dirección general de Ins- 
trucción pública, pudiendo pasar á los 
mismos con anuencia de la Academia, 
de la Historia los objetos y documentos 
históricos y arqueológicos que ella posee 
en la actualidad. 

En Antigüedades (tomo I, pág. 413) 
dejamos ya insertas importantes disposi- 
ciones sobre conservación de los restos 
de monumentos antiguos y sobre pro- 
piedad de los que se hallen ó descubran 
en heredades ó edificios particulares, y 
ai mismo artículo, al de Academia de la 
Historia, Academia de Arqueología, Bi- 
bliotecas, Archivos y Museos y Docu- 
mentos históricos, debemos remitirnos 
sobre las disposiciones no contenidas en 
el presente, en que solo insertamos Jas 
que hao creado las comisiones de mo- 
numentos y fijado sus atribuciones. Son 
las siguientes: 
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R. O. de 13 junio de 1844 , 

Creando las comisiones provinciales: su organización 
y atribuciones ele. 

(Gob.) «Artículo l.° Habrá en cada pro- 
vincia una comisión de monumentos históri- 
cos y artísticos compuesta de emco perso- 
nas inteligentes y celosas poHa conserva- 
ción de nuestras antigüedades. 

Art. 2.° Tres de estas personas serán 
nombradas por el Jefe político, las otras dos 
por la Diputación provincial, que podrá elegir 
una de su propio seno. La presidencia cor- 
responde al Jefe político, y en su defecto al 
vocal que esta autoridad señale. 

Art, 3.° Será atribución de estas comi- 
siones: 

1 Adquirir noticia de todos los edificios, 
monumentos y antigüedades que existan en 1 
su respectiva provincia , y que merezcan 
conservarse. 

2. ° Reunir los libros, códigos, documen- 
tos, cuadros, estatuas, medallas y demás 
objetos preciosos, literarios y artísticos per- 
tenecientes a) Estado que estén diseminados 
en la provincia, reclamando los que hubiesen 
sido substraídos y puedan descubrirse. 

3. ° Rehabilitar los panteones de reyes y 
personajes célebres, ó de familias ilustres, ó 
trasladar sus reliquias á paraje donde estén 
con el decoro que les corresponde. 

4 . ° Cuidar de los museos y bibliotecas 
provinciales, aumentar estos establecimien- 
tos, ordenarlos y formar catálogos metódicos 
de los objetos que encierran. 

5. ° Crear archivos con los manuscritos, 
códices y documentos que se puedan recoger, 
clasificarlos é inventariarlos. 

6. ° Formar catálogos, descripciones y 
dibujos de los monumentos y antigüedades 
que no sean ¡susceptibles de traslación, ó que 
deban quedar donde, existen, y también de 
las preciosidades artísticas que por hallarse 
en edificios que convenga enajenar ó que no 
puedan conservarse, merezcan ser trasmi- 
tidas en esta forma á la posteridad. 

7. ° Proponer al Gobierno cuanto crean 
conveniente á los fines de su instituto, y 
suministrarle las noticias que les pida. 

Las disposiciones de los artículos su- 
cesivos, las omitimos como contenidas 
y derogadas por la Instrucción de lo de 
noviembre de 1854. En ellas se ordenó 
también la creación de la comisión cen- 
tral, hoy suprimida por la ley de Ins- 
trucción pública de 1857. 

Tomo IX, 


■* R- O. de 24 julio de 1844 . 

Atribuciones de la sección arqueológica: cscavaciones- 
clasificación da objetos; deberes de los Alcaldes, etc, ' 

Esta Real orden contiene las instruc- 
ciones que debían observar las comisio- 
nes provinciales de monumentos histó- 
ricos y artísticos. No se hace mérito de 
estas instrucciones en el Real decreto de 
15 de noviembre de 1854, y aunque 
muchas eran de circunstancias y otras 
están en contradicción can las del cita- 
do deerelo, de tal interés consideramos 
este asunto que no queremos privar á 
nuestros lectores del conocimiento de 
aquellas que son siempre oportunas. 

Los arts. i.°y 2.° encargaron á las 
comisiones que se organizasen dividién- 
dose en tres secciones: abrazando la pri- 
mera los ramos de bibliotecas y archi- 
vos; la segunda los de escultura y pin- 
tura, y la tercera los de arqueología y 
arquitectura. Supuesta esta organización 
de que nada dice el último decreto, hé 
aquí las instrucciones contenidas en di- 
cha Real orden cuya oportunidad es de 
todos ios dias: 

Art. 5.° La sección tercera cuidará de 
promover esea raciones en los sitios en don- 
de hayan existido famosas poblaciones de la 
antigüedad, excitando el celo y patriotismo 
de ios eruditos y anticuarios; recogerá cuan- 
tas monedas, medallas, noticias y oíros ob- 
jetos antiguos puedan encontrarse, ios clasi- 
ficará oportunamente, y atenderá en fin, 
la conservación de aquellos edificios, cuyo 
mérito los fiaga acreedores a semejante dis- 
tinción. 

Art. 23. Para llevar á cabo las disposi- 
ciones contenidas en el art. o.* 1 de estas ins- 
trucciones, observará la sección tercera las 
siguientes: 

1 . a Se corresponderá con las academias 
y particulares que entiendan ó hayan en- 
tendido eu trabajos de excavaciones, esti- 
mulándolos á continuarlos. 

2. a Nombrará personas, si ya no ias tu- 
viere en su seno, que puedan encargarse 
de la dirección de dichas cscavaciones, e in- 
tervengan lodos ios objetos descubiertos po- 
niéndolos eu poder de la comisión. 

3. a Recogerá por cuantos medios le sean 
posibles las lápidas, vasos, vasijas, monedas, 
medallas y otros objetos de antigüedad, re- 
uniéndolos en el mismo local donde esté es- 
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tablecido ei museo y clasificándolos por épo- 
cas. Las épocas principales serán: época Fe- 
nicia, épuca Céltica, época Griega época 
Romana, Púnica, época Bárbara, época Ara- 
be y época del Renacimiento. 

4. * Clasificados en esta forma los objetos 
de arqueología, formará el correspondiente 
catálogo de ellos. 

5. a Se informará detenidamente de los 
monetarios y demás gabinetes arqueológicos 
que existieren en cada provincia y notará el 
número de monedas y objetos que encier- 
ren, dando parle de ello ai Gobierno de Su 
Majestad para que este tenga presente estos 
daLos en la formación de estadísticas. 

Art. 33. Para que no sean infructuosos 
los trabajos de las comisiones quedan los 
Alcaldes de los pueblos obligados á observar 
las disposiciones siguientes: 

1. a Suministrar cuantas noticias les sean 
pedidas por la comisión, respecto á cual- 
quiera de los ramos de su instituto, asocián- 
dose para desempeñar este cometido, á ios 
curas párrocos (de cuyo celo espera mucho 
el Gobierno de S. M.), así como para cumplir 
con las demás obligaciones que expresa el 
presente capítulo. 

2. a Goadyuvar por cuantos medios estén 
á su alcance al logro de lo dispuesto en los 
arts. 9.°, 1U y 15 de estas instrucciones ba- 
jo su responsabilidad mas estrecha (1). 

3. a Auxiliar á ios encargados de las co- 
misiones en cualquiera obra de traslación y 
otro semejante. 

4. a Retener los lienzos, códices, escritu- 
ras, estátuas y otros objetos de artes de sos- 
pechosa procedencia que se encuentren en 
su jurisdicción, dando parte á las comisiones, 
para que estas acuerden lo mas conveniente 
con arreglo á los arts. 18 y 19 del capítulo 
anterior. 

o.* Recoger todos los fragmentos de lá- 
pida?, estátuas, columnas, medallas, vasos y 
otros objetos de antigüedad que se descu- 
brieren en su término y remitirlos á Jas co- 
misiones, expresando ei lugar donde fueron 
hallados. Cuando el objeto encontrado esté 
fijo en el suelo ó sea de tal magnitud que 
pueda peligrar removiéndolo, no se proce- 
sara á tomar medula alguna sm anuencia 
de la comisión provincial que determinará lo 
mas conveniente. 

6.** Vigilar por la conservación de aque- 
llos edificios, cuadros y esculturas que exis- 


t,i) Esto es, á recuperar índices, catálogos, 
libros, códices, etc, que se hubieren extravia- 
do ó sustraído de los archivos y bibliotecas de 
los conventos, etc. 


tan aun en las iglesias de los conventos ha- 
bilitados para parroquia ó ayuda de tales, 
poniendo en conocimiento de las comisio- 
nes cualquiera novedad que en esta parte 
ocurra. 

7.‘ Estimular á los hombres estudiosos 
que residen en los pueblos de su jurisdic- 
ción para que se dediquen á estos trabajos. 
(CL. t. 33, p, 50.) 

íi. O. de 4 mayo de 4850. 

(Gom. Inst. y Ob. Púb.) Dispuso que no se 
hiciera obra alguna en edificios públicos sm 
prévia consulta de Ja comisión de monumen- 
tos históricos y artísticos. (CL. t. 50, p. 21.) 

lis. Ords. de 14 set. y 10 ocí. de 4850. 

Se halla en Edificios del Estado, tomo 
V, pág. 409. 

fí. D. de 15 noviembre de 1854. 

Nueva organización de las comisiones central y pro- 
vinciales: sus atribuciones, etc. 

(Füm.) «Atendiendo á las razones que 
me ha expuesto el Ministro de Fomento para 
la mejor organización de las comisiones en- 
cargadas de la conservación y mejora délos 
monumentos históricos artísticos pertene- 
cientes ai Estado, vengo en decretar lo si- 
guiente: 

GAP. 1 . — De íq comisión central. 

Artículo 1.* La comisión central de mo- 
numentos históricos y artísticos y las subal- 
ternas de provincia, creadas por la R. O. de 
13 de jumo de 1844, se sujetarán en lo su- 
cesivo, así en su organización como en el 
desempeño de su cargo, ú las prescripcio- 
nes de este Real decreto, 

Art. 2.° Es objeto de la comisión cen- 
trai.de monumentos históricos y artísticos 
reunir y conservar en el mejor estado posi- 
ble todos los que habiendo correspondido ¿ 
las órdenes religiosas y demás corporaciones 
suprimidas, son hoy de la pertenencia del 
Estado. 

Art. 3.° Se compondrá de un vice-pre- 
sideute, un secretario y siete vocales, bajo 
ia presidencia del Ministro de Fomento. 

Art. 4. u En cargo de vocal de la comi- 
sion central es honorífico, y gratuito. Solo el 
secretario disfrutará como hasta ahora la 
dotación anual de Í2.UU0 rs. 

Art. 5." Conformo se verifiquen las va- 
cantes, el Ministro de Fomento nombrara 
los vocales de ia comisión central; y á pro- 
puesta de esta y en terna ios, dependientes 
de su Secretaría. 
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Art. tí.* Para el despacho de los nego- 
cios de la Secretaría habrá un oficial con el 
sueldo de 7.000 rs. 

Art. 7.° El secretario tendrá voz y vo' 
to en las deliberaciones de ia comisión. " 

Art. 8.° Según se halla ya dispuesto por 
R. O. 16 de agosto de 184 i, la comisión usa- 
rá en la correspondencia oficial de un sello 
con este lema: Comisión central de monu- 
mentos históricos y artísticos.)) 

Art. 9." Anualmente se lijará en el pre- 1 
supuesto general del Estado una suma pro- . 
porcionada á las atenciones de la comisión 
central. 

Art 10. Reunirá esta a sus atribuciones 
las de la comisión provincial de Madrid en 
los mismos términos que actualmente las 
desempeña. 

Art. 11. Quedan bajo su inmediata de- 
pendencia todas las provinciales en cuanto 
tenga relación con el objeto de su instituto. 

Art 12. Son atribuciones de ia comisión 
central: 

1. " Indagar el paradero de los objetos i 
históricos y artísticos que se hayan extra- : 
viado y pertenezcan al Estado. 

2. n Promover la restauración de aque- ' 
líos edificios, propiedad de la nación ó de los 
pueblos, que se. encuentren en estado ruino- 
so, y sean de un verdadero precio para las 
artes y la historia. 

3. u Dar unidad y dirección a ios traba- 
jos de las comisiones provinciales; auxilián- 
dolas con sus luces. 

4. ° Cooperar al mejor éxito de sus ta- 
reas alentando su celo, y procurando remo- 
ver los obstáculos que puedau tropezar en 
el ejercicio de sus funciones. 

5. ° Contribuir eiieazmente á la mejor or- 
ganización de los museos, bibliotecas y ar- 
chivos que estas han creado. 

6. ° Promover ante el Gobierno aque- 
llas gestiones que crea necesarias para evi- 
tar las restauraciones inoportunas de Jas fa- 
bricas monumentales, y el mal uso que de 
ellas queda hacerse con perjuicio de su bue- 
na conservación. 

7. ° Denunciar los abusos cometidos en 
el disfrute de estos edificios al concederse 
para usos de utilidad pública. 

tí." Hacer las oportunas reclamaciones 
cuando sin conocimiento de su importancia 
histórica y artística se pretenda enajenarlos 
ó demolerlos. 

Art. 13. Gon justa causa, y después 
de tomar los informes oportunos, púdrala 
comisión central suspender de sus funciones 
á los individuos de las comisiones provincia- 
les; pero entonces dará inmediatamente 


cuenta al Gobierno, manifestándole los fun- 
damentos de su resolución. 

Art. 14. Evacuará ia comisión central 
los informes y consultas que él Gobierno le 
exija relativamente á ios diveísos objetos de 
su instituto, asi corno ejecutará cuantos 
trabajos le encomiende para la conservación 
y mejora de los monumentos históricos y 
artísticos. 

Art. 15. Anualmente presentará al Go- 
bierno una memoria detallada de sus tareas 
y de los resultados que hayan producido, 
proponiéndole las medidas que crea mas 
oportunas para el mejor desempeño de su$ 
funciones y la mas pronta restauración de ios 
monumentos públícosconliados á su custodia. 

Art. ltí. Se propondrá también la de 
aquellos edificios que en mal estado de con- 
servación sean de una verdadera importancia 
para ¡as artes ó la historia. 

Art. 17. Si ei costo de las restauraciones 
intentadas, no excediesen de 10.000 rs. 
podrá acordarlas por sí misma la comisión 
central; si pasase de esta cantidad, solicitará 
previamente la autorización del Ministro de 
Fomento. 

Art. 18. Le rendirá actualmente cuenta 
documentada de las sumas del presupuesto 
que haya invertido en los objecíos de su 
instituto. 

Art. 19. Los Gobernadores de provin- 
cia evacuarán todos los informes que Jes 
pidiese la comisión central referentes á sus 
funciones. 

fjAP. ií. — De las comisiones provinciales. 

Art, 20. En las provincias donde no se 
hubiese creado todavía Ja comisión de monu- 
mentos históricos y artísticos, con arreglo á 
la R. ü. de 13 de junio de 1844, se proce- 
derá desde luego a su erección; y tanto las 
antiguas como las que de nuevo se establez- 
can, habrán da organizarse conforme á Jas 
reglas y disposiciones del presente Real 
decreto. 

Art. 21. Se compondrá la comisión pro- 
visional de monumentos históricos y artísti- 
cos ue cinco vocales que, á su reconocida 
alicou á tas bebas artes y a los estudios ar- 
queológicos, reúnan un celo va acreditado 
por el bien público. 

Art. 22. La presidencia de Jas comisiones 
corresponde álos Gobernadores de provincia, 
los cuales nombrarán entre sus vocales un 
vicepresidente para sustituirles cuando les 
sea imposible desempeñar este cargo:_ desig- 
naran también el que tía de desempeñar las 
¡unciones de secretario. 

Art. 23. A propuesta' en terna de Jo* 
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-Gobernadores, elegirá la comisión central 
los individuos de las comisiones provinciales. 
Será siempre uno de ellos el arquitecto titu- 
lar de la provincia, ó en su delecto el de la 
capital de a misma. 

Art. 24. Las funciones de vocal de la 
comisión provincial no son retribuidas pero 
constituyen un cargo honorífico y una seña- 
lada distinción para los que las -desempeñen. 
Mientras que no la renunciaren ó no la des- 
mereciesen por su conducta, continuarán en 
el ejercicio de sus funciones, y su destitución 
en todo caso será acordada por el Gobierno . 

Art. 25. En los presupuestos provincia- 
les se consignará la cantidad suficiente a 
cubrir los gastos puramente precisos de estas 
comisiones, según hasta ahora se lia verifi- 
cado. 

Art. 26. Se reunirán á lo menos una vez 
cada semana y siemprp que el desempeño de 
sus obligaciones ó algún servicio extraordi- 
nario lo exigiese. 

Art. 27. El Gobernador de la provincia 
les procurará un local oportuno para celebrar 
sus juntas y establecer convenientemente la 
Secretaría y el Archivo. 

Art. 28. Seráu otros tantos deberes de 
las comisiones provinciales. 

Primero. Procurar á ia central cuantos 
informes , datos y antecedentes les recla- 
mase. 

Segundo. Someter á su examen y apro- 
bación las restauraciones de los edificios 
confiados á su cuidado , siempre que sea de 
alguna importancia, ó puedan alterar Ja for- 
ma y el carácter de las fábricas. 

Tercero. Remitirle anualmente una nota 
de sus respectivos presupuestos y de su in- 
versión. 

Cuarto. Consultarle la creación de nue- 
vos museos, bibliotecas y archivos, ó las mo- 
dificaciones sustanciales, ampliación y mejo- 
ra de estos establecimientos si se hallasen ya 
planteados. 

Quinto. Darle conocimiento de los des- 
cubrimientos y adquisiciones de nuevos obje- 
tos artísticos ó arqueológicos. 

Sexto. Continuar los trabajos, de que 
trata el art. 3.° de la R. O. de 13 de junio 
de 1844, y sobre todo, la formación de ios 
índices de las bibliotecas, archivos y museos 
puestos á su cargo. 

L . Séptimo. Reconocer frecuentemente el 
estado délos monumentos públicos, y dar 
parte desde luego al Gobernador y á la cen- 
tral de los deterioros que en ellos advir- 
tiesen, procurando su pronta reparación. 

Octavo. Indicar al Gobierno por conducto 
de ia comisión central aquellas investiga- 


ciones y diligencias que creyesen oportunas 
I para el descubrimiento de cualquier objeto 
i de Ja propiedad dei Estado que pueda in- 
teresar á las artes ó á la historia. • 

Noveno, Dirigir ios trabajos y explora- 
ciones que tengan por objeto recobrar los 
documentos, lápidas, libros, estatuas y es- 
culturas que correspondieron a las casas 
religiosas suprimidas, y que hayan podido 
extraviarse. 

Décimo. Reclamar ante el Gobernador 
contra aquellas restauraciones que desfiguran 
el carácter y las formas de las obras monu- 
mentales, propiedad del. Estado ó de los 
pueblos. # 

Undécimo. Vigilar la buena conservación 
de los panteones de nuestros reyes y de ios 
hombres ilustres, y promover la restauración 
de los que se bailasen en estado ruinoso, ó 
necesiten reparaciones importantes. 

CAP. III . — Disposiciones generales. 

Art, 29. Los Gobernadores de provincia 
1 y lus Alcaldes de ios pueblos prestarán á la 
comisión central y á las provinciales un 
eficaz apoyo , proporcionándoles cuantos 
datos y noticias necesiten para el mejor des- 
empeño dé sus respectivas funciones, y pro- 
curando remover los obstáculos que puedan 
oponerse á ia continuación de las tareas de 
su instituto. 

Art. 30. Por las oficinas de la Hacienda 
pública se les facilitará también el exámen 
de aquelíos documentos, que habiendo per- 
tenecido á las órdenes religiosas suprimidas 
puedan ilustrar ia historia de los monumen- 
tos confiados á su custodia. 

Art. 31. No podrán las comisiones pro- 
vinciales destinar los fondos consignados en 
sus presupuestos á las escavaeiones y dili- 
gencias practicadas para el descubrimiento . 
de antigüedades y nuevas empresas arqueo- 
lógicas, debiendo emplearse exclusivamente 
en la conservación de ios edificios monumen- 
tales, en sus restauraciones y en el sosteni- 
miento de ios museos, bibliotecas y archivos 
que se hayan establecido, ó que en lo su- 
cesivo puedan establecerse. 

Art. 32. Unicamente cuando estas aten- 
ciones se hallen satisfechas, será dado á las 
comisiones emplear las sumas sobrantes en 
las investigaciones arqueológicas de que trata 
.el artículo anterior, y aun entonces necesi- 
tarán la autorización prévia del Gobierno. 

Art. 33. Donde no se hubiesen esta- 
blecido museos provinciales, y por la escasez 
de objetos arqueológicos ó históricos ya re- 
unidos se haga imposible su erección, se 
pondrán estos á disposición de la Real Acá- 



MONUMENTOS .. 


demia de la Historia, por conducto de la co- 
misión central de monumentos artísticos, 
para plantear en la capital del reino un 
museo arqueológico general. 

Art. 34. Además de las tareas de las co- 
misiones consignadas en el art. 28 de este 
Real decreto y en la R. O. circular de 13 de 
junio de 1844, cuando su estado lo permi- 
tiese, se ocuparán con preferencia á otros 
trabajos en la formación de un catálogo ra- 
zonado de aquellos edificios públicos de sus 
respectivas provincias que se recomienden, 
ó por sus recuerdos históricos, ó por su 
mérito artístico. 

Art. 35. Una instrucción especial for- 
mulada por la comisión central determinará 
el plan y las condiciones de este catálogo. 

Art. 36. Queda derogada por el presente 
Real decreto laR. O. de 13 de junio de 1844 
en todo aquello que no estuviese de acuerdo 
con sus disposiciones. — Dado en Palacio á 15 
de noviembre de 1854. ( CL . í. 63, p. 270.) 

Ley de 9 setiembre de 4857. 

Es la de Instrucción pública. Por los ar- 
tículos 161 y 164 de esta ley (Tomo VII, pá- 
gina 416) se puso al cuidado de la Real Aca- 
demia de San Fernando la conservación de 
los monumentos artísticos del reino, que- 
dando bajo su dependencia las comisiones 
provinciales y suprimiéndose la central. 

R. D. de 14 marzo de 1860. 

Los arts. 10 y 15 de este decreto, dis- 
ponen sobre deberes de los arquitectos en lo 
relativo á obras de reparación y restauración 
de monumentos antiguos.— "V. Arquitecto, 
tomo I, pág. 503. 

R. D. de 24 noviembre de 1865. 

Aprobando el reglamento de las comisiones provin- 
ciales del ramo. 

(Fom.) limo. Sr. : De conformidad con 
lo propuesto por las Reales Academias de San 
Fernando y de la Historia, la Reina se ha 
servido aprobar el adjunto reglamento para 
las comisiones provinciales de monumentos 
históricos y artísticos. — De Real órden, etc. 
Madrid 24 de noviembre de 1865. — Vega 
de Armijo. 

Reglamento de las comisiones provin- 
ciales DE MONUMENTOS HISTÓRICOS V AR- 
TÍSTICO. 

CAPITULO PRIMERO . — De ¡a organiza- 
ción, objeto y atribuciones de las comi- 
siones provinciales de monumentos histó- 
ricos y artísticos. 

Artículo 1,° Habrá en cada provincia 
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una comisión de monumentos históricos v 
artísticos, compuesta de los individuos cor- 
respondientes de las Reales Academias de la 
Historia y de Nobles artes de San Fernando. 
En las capitales de provincia donde el nú- 
mero de académicos corresponsales, ya de 
la Historia, y» de las Nobles artes de San 
Fernando, excediesen de seis, solo formarán 
parte de la comisión de monumentos los 
cinco mas antiguos de cada una. 

Art. 2." Serán individuos natos de las 
comisiones provinciales de monumentos, 
además de los expresados académicos cor- 
respondientes, los inspectores de antigüeda- 
des, arquitectos provinciales y el jefe de la 
sección de Fomento. 

Art. 3.° En las provincias donde e^s- 
tieren Academias de bellas artes, propon- 
drán estas á la Real de San Fernando tres 
diferentes ternas, una por cada sección, para 
que la expresada Real Academia elija tres 
individuos, los cuales deberán formar parte 
délas comisiones de monumentos. Las in- 
dicadas ternas serán elevadas por los presi- 
dentes de las respectivas Academias. 

Art. 4.° Las comisiones provinciales de 
monumentos históricos y artísticos, así 
reorganizadas, son inmediatas representan- 
tes de las expresadas Reales Academias de 
San Fernando y ‘de la Historia, en cuanto se 
refiere á los fines de su respectivo insti- 
tuto -conforme á las leyes y disposiciones 
vigentes. 1 

Art. 5.° La presidencia de las comisio- 
nes de monumentos históricos y artísticos 
corresponde á los Gobernadores de las pro- 
vincias respectivas. 

Art. 6.* El cargo de vice-presidente será 
ejercido por el académico mas antiguo, va 
pertenezca á la Real Academia de San Fer- 
nando, ya á la de la Historia. 

Art. 7.' Los antiguos académicos de 
mérito de la Real Academia de San Fernan- 
do que tuviesen su domicilio en las provin- 
cias. se considerarán para lo" fines de! ar- 
tículo anterior como individuos correspon- 
dientes, contándose su antigüedad desde la 
fecha de su nombramiento como tales acadé- 
micos de mérito. 

Art. 8.° Cuando un individuo numerario 
de cualquiera de las dos Reales Academias 
fijase su domicilio en la capital de provincia, 
le corresponderá de hecho la vice- presiden- 
cia de la comisión de monumentos históri- 
cos y artísticos. . 

Art. 9.° Las funciones de secretario se- 
rán desempeñadas por el académico mas 

moderno. ... , 

Art. 10, Las comisiones provinciales de 
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monumentos celebrarán eada semana y en 
dia determinado sesión ordinaria, y extraor- 
dinaria, siempre que el desempeño de sus 
obligaciones ó algún servicio especial lo 
exigiere, i 

Art. 11. Para celebrar sesión ordinaria 
será indispensable la asistencia de cinco in- 
dividuos, entre los cuales deberán contarse 
precisamente dos correspondientes de cada 
una de las Reales Academias de San Fer- 
do y de la Historia. 

Art. 12. Al ser convocadas las comisio- 
nes de monumentos para sesión extraordi- 
naria, se expresará en la papeleta ú oficio 
de citación el asunto principal que deba tra- 
tarse en la expresada junta. 

La citación deberá hacerse siempre ante 
diem. 

Art. 13. Las juntas se tendrán precisa- 
mente en el loca! destinado para la Secreta 
ria y el Archivo de las mismas comisiones, á 
menos que circunstancias muy singulares 
obligasen al Gobernador de la provincia á 
convocarlas en su propio despacho, en cuyo 
caso tendrán carácter de extraordinaria?. 

Art, 14. Los individuos correspondien- 
tes de una y otra Reql academia que residie- 
ren fuera de la capital de provincia , podrán 
concurrir con voz y voto á las sesiones 
de las comisiones provinciales , y darán 
cuenta á jas mismas (Je los descubrimientos 
que en sus respectivas localidades se verifi- 
caren , proporcionándoles cuanto juzgaren 
conveniente á los fines de su instituto. 

Art. 15. Los individuos de las comisio- 
nes provinciales de monumentos podrán usar 
como único distintivo, en los actos públicos 
á que fueren invitados en concepto de tales, 
una medalla de oro sin esmalte de la forma 
y con la empresa y lema de la Real academia 
á que cada cual perteneciere como socio cor- 
respondiente. 

Art. J6. En las solemnidades á que asis- 
tieran como cuerpo se les dará lugar entre 
las demás corporaciones provinciales. 

Art. 17 Son atribuciones de las comisio- 
nes provinciales de monumentos: 

1. ° La conservación y restauración de 
los monumentos históricos y artísticos que 
fueren propiedad del Estado. 

2, ó El cuidado,, mejora, aumento ó c^ea 
cion de los museos provinciales (le bellas 
artes., 

£,° La dmeccion de las excavaciones ar- 
queológicas que en cada provincia s¡e con- 
cepteen necesarias para la ilustración de 
la historia pasional. 

4." La creación, aumento y mejora de 
les musyos de antigüedades. 


5. * La adquisición de cuadros, estátuas, 
lápidas, relieves, medallas y cualesquiera 
otros objetos que por su mérito ó importan- 
cia artística é histórica merezcan figurar, 
tanto en los museos de bellas artes como en 
los arqueológicos. 

6. ° La investigación, adquisición ó com- 
pra de códices, diplomas, manuscritos y cual- 
quier otro documento que pueda contribuir 
al esclarecimiento de Ja verdad histórica, 
así en lo artístico como en lo político, reli- 
gioso etc, 

7. ° El exámen de los archivos existentes 
aun eu las oficinas de Hacienda pública, ya 
con el propósito de señalar los documentos 
que deben pasar al archivo racional formado 
por la Real Academia de la Historia, ya con 
el íin de ilustrar la de los monumentos artís- 
ticos confiados á su custodia. 

8. ° El reconocimiento facultativo y ar- 
queológico de los monumentos públicos con 
el intento de precaver su ruina y evitar al 
propio tiempo que se hagan en ellos restau- 
raciones impropias de su carácter y que me- 
noscaben su mérito artístico. 

9. ° La custodia y decorosa conservación 
de los sepulcros y enterramientos de nues- 
tros Reyes, Príncipes y hombres ilustres, y 
la traslación ó restauración de los que, por 
haber sido enajenados los edificios dcDde 
existan , ó por su mal estado de conservación 
lo exigieren. 

10. La intervención de las obras públicas 
que se hicieren, ya con fondos municipales 
ó provinciales, ya á expensas del Estado, en 
despoblados antiguos, en las inmediaciones 
de las grandes vias romanas ó en otro cual- 
quier lugar que ofrezca indicio de construc- 
ciones respetables, á fin de evitar la pérdida 
ó sustracción de los objetos artísticos ó ar- 
queológicos que pudieran descubrirse. 

CAP. 'II . — De las obligaciones de las comi- 
siones provinciales de monumentos. 

Art. 18. Las comisiones de monumentos 
históricos y artísticos, atendidos los fines 
que deben realizar, según las leyes, son 
Cuerpos consultivos de los Gobernadores de 
las respectivas provincias en todo lo concer- 
niente á su instituto. 

.Art. 19. Serán deberes de las comisiones 
provinciales en tal concepto: 

1. °. Evacuar los informes que el Gober- 
nador les pidiere sobre el mérito é importan- 
cia de los monumentos artísticos que deban 
conservarse ó restaurarse en la provincia ae 

su cargo. , 

2 . ° Hacer propuestas ó informar sobre la 
manera y forma de practicar exploracione* 
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arqueológicas en los despoblados de antiguas 
ciudades ú otro lugar análogo, siembre que 
algún descubrimiento fortuito y la conve- 
niencia de no malograrlo así lo aconsejarep. 

3. ' Ilustrarle igualmente en órden á la 
adquisición de aquellos objetos arqueológi- 
cos ó artísticos, que sin ser propiedad del Es- 
tado ni de los pueblos , parezcan dignos por 
su antigüedad ó su belleza , de ocupar un 
puesto en los museos provinciales, 

4. ° Suministrarle cuantos datos y noticias 
huhiere menester para la mejor resolución 
de los expedientes relativos á las bellas artes 
y antigüedades. 

Formar anualmente lo» presupuestos de 
las obras de conservación que hayan de eje- 
cutarse eu los monumentos artísticos con 
fondos provinciales ó municipales, como 
también de las mejoras que sucesivamente 
deban introducirse, tanto en los museos de 
bellas artes como en los arqueológicos. 

Art. 20. Los Gobernadores de provincia 
no podrán dictar resolución definitiva en los 
asuntos á que concierne el artículo anterior 
sin prévia consulta de las comisiones pro- 
vinciales de monumentos, ni llevarla á ejecu- 
ción sin conocimiento de la respectiva Real 
Academia, á menos que la urgencia de los 
casos no diese lugar á ello. 

Cuando esto sucediere, lo pondrán in- 
mediatamente en conocimiento de ia Real 
Academia, á cuyo instituto se refiere la re- 
solución adoptada, 

I ' 1 ? Art. 21. Podrán las comisiones provin- 
ciales de monumentos usar de la iniciativa, 
respecto de los Gobernadores: 

í ,° Para reclamar contra las restauracio- 
nes ó modificaciones proyectadas en los 
edificios públicos y que alteren su carác- 
ter histórico ó adulteren sus formas ar- 
tísticas. 

2. ° Para representar contra la inmediata 
enajenación , demolición ó destrucción de 
los monumentos de verdadero mérito ó in- 
terés nacional, cualquiera que sea el pre- 
texto que se alegare al intentar su ruina. 

3. ° Para proponer la pronta reparación 
de aquellas construcciones demérito artísti- 
co, que siendo propiedad de la provincia ó 
del municipio , do ofrecieren seguridades 
de duración. 

4. ° Para evitar que sean extraídos inde- 
bidamente de los archivos de la Hacienda 
pública aquellos documentos que por su ín- 
dole histórica deben formar parte de los ge- 
nerales del Estado. 

5. ° Para impedir que los objetos de arte 
que en cualquier concepto pertenezcan al 
Estado y cuya posesión importe á la historia 


de 1a civilización española, sean enajenados 
a los extranjeros. 

C.° Para proponer la adquisición de cua- 
dros, estatuas, relieves y cuantos objetos de 
arte ó de antigüedad creyeren dignos de 
conservarse , evitando , en cuaDto fuere 
compatible con el derecho de propiedad, 
el míe dichos objetos salgan del territorio 
español. 

7, ° Para atender á la adquisición, ya por 
permuta, ya por otros medios, de aquellos 
objetos que, siendo propiedad de las igle- 
sias y de verdadero interés artístico ó his- 
tórico, no tengan ya aplicación al servicio 
del culto. 

8. ° Y por último, para proponer cuan- 
to juzgaren conveniente á los fines de 
su institido y estuviere en sus atribuciones. 

Arl. 22. Serán asimismo otros tantos 
deberes de las comisiones provinciales, res- 
pecto de la Real Academia de San Fernando, 
en la cual han recaído por la ley todas 
las facultades de la comisión central de mo- 
numentos: « 

t.° Evacuar cuantos informes les pidie- 
re -y facilitarle los datos y antecedentes que 
les reclame, para la mas acertada reso- 
lución de los asuntos encomendados á su 
cuidado. 

2. * Someter á su eximen y aprobación 
los proyectos de restauración de los edificios 
confiados á su celo, siempre que sean aque- 
llos de alguna importancia ó pueda, al veri- 
ficarse las obras, alterarse la forma ó el ca- 
rácter de las fábricas. 

3. ° Remitirle anualmente nota circuns- 
tanciada de sus respectivos presupuestos y 
de su inversión, en lo que se refiera á la con- 
servación de los monumentos artísticos y á 
los museos de bellas artes. 

4. ° Consultarle la creación de nuevos 
museos, ó las modificaciones sustanciales, 
ampliación y mejora de estos establecimien- 
tos, si ya se" hallaren planteados. 

5. ° Darle conocimiento de las adquisi- 
ciones especiales de nuevos objetos artísticos 
hechas para los expresados museos, y pro- 
ponerle la de aquellas obras que por su va- 
lor excedieren de los medios ordinarios de 
que disponen las referidas comisiones. 

6. ° Remitirle cada tres meses un resu- 
men de sus trabajos y de los resultados que 
vayan estos produciendo. 

7 0 Proponerle aquellas investigaciones y 
diligencias que se creyesen conducentes al 
descubrimiento y recuperación de cualquier 
objeto artístico de la propiedad de) Estado 
que haya venido indebidamente á poder de 
corporaciones ó particulares. 
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8.* Elevar oportunamente á la Real Aca- 
demia, para los fines á que hubiere lugar, 
los catálogos razonados de los museos (le 
bellas artes, formados por los conservadores 
de los indicados museos, al tenor de lo que 
en el art. 36, cap. IV se dispone. 

Art. 23. Las comisiones provinciales de 
monumentos estarán obligadas respecto de 
la Real Academia de la Historia, inspectora 
de todas las antigüedades descubiertas y que 
se descubrieren en el reino á cumplir los 
mismos deberes en cuanto se refiera á lain- ¡ 
vestigacion, adquisición y custodia de los 
monumentos históricos y á la creación, or- 
ganización y mejora de las museos arqueoló- 
gicos. 

Art. 24 Será además obligación de las 
comisiones en órden á la Real Academia de 
la Historia: 

1° Proponerle las excavaciones que de- 
ban hacerse en los despoblados y sitios don- . 
de hayan existido importantes construccio- 
nes antiguas, acompañando siempre al pro- : 
yecto de exploración lqs planos demostrati- 
vos de las obras que al intento hayan de ■ 
verificarse. 

2. ° Elevar á su conocimiento las oportu- 
nas notas de los objetos que en estas exca- 
vaciones se descubrieren, acompañándolas 
dé aquellas observaciones que parecieren 
más propias para.su ilustración científica, y 
de los diseños y demás demostraciones grá- 
ficas que contribuyan á su mayor esclareci- 
miento. 

3. ° Darle cuenta de todo descubrimiento 
fortuito que en la provincia se hiciere, con 
noticia y descripción, si íes fuere dable, de 
los objetos encontrados ; manifestando al 
propio tiempo si es realizable su adquisición 
y en qué términos puede esta verificarse. 

4. " Remitirle oportunas notas de cuantos 
objetos arqueológicos se hallaren al llevar á 
Cabo las obras públicas de que trata el pár- 
rafo décimo del art. 17. 

5. ° Procurarle copias exactas, facsímiles, 
ó vaciados de cuantas lápidas ó inscripcio- 
nes existieren en la respectiva provincia, 
cualquiera que sea el período histórico áque 
los referidos monumentos pertenezcan. 

6. ° Proporcionarle asimismo noticia de 
los códigos, diplomas ú otros manuscritos, 
cuya adquisición sea útil para el estudio y 
esclarecimiento de la historia nacional. 

7. ° Y por último, comunicarle el resul- 
tado de sus trabajos en el exámen de los ar- 
chivos de las oficinas de la Hacienda pública 
para los fines prevenidos en el párrafo 7.* 
del art. 17, y exacto cumplimiento de las 
disposiciones vigentes en la materia. ' 


Art. 25. Ninguna comisión podrá proce- 
der á ejecutar excavaciones sin el prévio co- 
nocimiento y aprobación de la Real Acade- 
mia de la Historia, á menos que circunstan- 
cias muy especiales la autorizaren al efecto 
según se indica en el párrafo 2.° del ar- 
tículo 20. 

En este caso dará inmediatamente cuenta s 
de las razones que la han obligado á proce- 
der así, exponiendo al mismo tiempo el re- 
sultado de sus trabajos. 

Art. 26. La adquisición y compra de có- 
dices, diplomas, lápidas, medallas y demás 
objetos arqueológicos que deban enriquecer 
el archivo y gabinete de la Real Academia 
de la Historia, asi como las excavaciones que 
se realizaren con su aprobación y conoci- 
miento, serán de cuenta de la expresada 
corporación, la cual atenderá á estas obliga- 
ciones en la forma que le consintiere su pre- 
supuesto. 

Art. 27. A la conservación y restaura- 
ción de los monumentos artísticos, estable- 
cimiento y mejora de los museos de bellas 
artes, y adquisición de cuadros, estátuas, 
relieves y demás objetos propios del institu- 
to de la Real Academia de San Fernando, se 
atenderá según los casos: 

1. ° Con las partidas asignadas ahora y 
que en adelante se asignaren en los presu- 
puestos provinciales á las comisiones de mo- 
numentos. 

2. ° Con las señaladas en el presupuesto 
general del Estado para los mismos fines. 

3. “ Con las cantidades extraordinarias 
que á petición de la Real Academia concedie- 
re el Gobierno de S. M. en circunstancias es- 
peciales. 

CAP. III. — De ios trabajos académicos de 

las comisiones provinciales de monu- 
mentos. 

Art. 28.. Correspondiendo á las comisio- 
nes provinciales de monumentos, además de 
sus funciones administrativas, la considera- 
ción de corporaciones verdaderamente artís- 
tico— científicas , y estando sus individuos 
obligados por reglamento á contribuir d los 
trabajos de las Reales Academias, de que son 
correspondientes, consagrarán sus habitua- 
les tareas: 

1. ° A. la formación de un catálogo razo- 
nado de aquellos edificios que existan en 
sus respectivas provincias y cuyo mérito 
artístico ó importancia histórica los hicieren 
dignos de figurar en la Estadística morm- 
m ental proyectada por la comisión centrar 
de monumentos. 

2. ° A la formación de un catalogo de los 
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despoblados que en cada provincia existie- 
ren, y á la redacción de memorias ó mono- 
grafías sobre los objetos artísticos y arqueo- 
lógicos que se custodiaren en los museos ¡le 
cada provincia, procurando clasificarlos y 
describirlos científicamente, ilustrándolos por 
medio de exactos diseños ó fotografías. 

3.° A la investigación y esclarecimiento 
de dudosos puntos históricos ó simplemente 
geográficos, relativos al territorio á que se 
extienden las atribuciones de cada comisión, 
acompañando también á estos importantes 
trabajos los planos y demostraciones gráfi- 
cas que se juzgaren convenientes . 

i° A la formación de biografías de los 
pintores, escultores, arquitectos, orfebres y 
entalladores que mas se hubieren distingui- 
do en cada provincia por sus obras artísti- 
cas, atendiendo con todo esmero á enrique- 
cerlas con documentos inéditos ó poco co- 
nocidos, y á ilustrarlas con diseños ó foto- 
grafías de los cuadros, estátuas, relieves ó 
edificios mas notables de cada profesor. 

Art. 29. Serán estos trabajos sometidos, 
según su respectiva naturaleza, á la aproba- 
ción de las Reales Academias de San Fer- 
nando y de la Historia, las cuales procura- 
rán recompensarlos, ya haciendo mención 
honorífica de sus autores, al dar cuenta en 
las juntas públicas de ¡as tareas académicas, 
ya ; acordando su publicación, v concediendo 
á los mismos autores un número convenien- 
te de ejemplares; ya en fin, adjudicándoles 
además premios especiales, 6 señalándoles 
retribuciones pecuniarias correspondientes 
al mérito de cada disertación ó memoria. 

Art. 30. Cuando las obras de que tratan 
los artículos precedentes merecieren otro 
género de recompensas, las Reales Acade- 
mias de la Historia y de San Fernando pro- 
pondrán al Gobierno de S. M. los premios ó 
distinciones que en cada caso debieren con- 
cederse á sus autores. 

Art. 31. Tanto para llevar á cabo los 
expresados trabajos como para el mejor des- 
empeño de sus funciones administrativas, ’ 
harán las comisiones provinciales de monu- : 
mentos, por medio de un individuo de su 
seno, una visita anual á todos los pueblor 
de sus provincias respectivas, donde existie- j 
ren monumentos artísticos ú objetos arqueo- 
lógicos que no pudiesen ser trasladados á la 
capital. 

Las comisiones señalarán las dietas ú ho - 
norarios que deberán satisfacerse á dicho 
individuo durante la expresada visita. 

Las academias podrán enviar inspectores 
generales con el objeto expresado en los ca- 
sos en que lo estimaren conveniente. * 
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CAP. IV.— De los museos provinciales. 
Art. 32. Los museos provinciales de be- 

lias artes y de antigüedades se formarán: 

Con los cuadros, estátuas, relieves v 


demas objetos de arte, procedentes délas 
órdenes religiosas y corporaciones suprimi- 
das, y que son boy de la pertenencia del Es 
tado 

2. D Con las lápidas de todo género, losas 
sepulcrales, sarcófagos, fragmentos arqui- 
tectónicos, medallones , piedras miliarias, 
ánforas, vasos y demás objetos de antigüe- 
dad que ofrecieren verdadero interés histó- 
rico, y provengan ya del derribo de los edi- 
ficios enajenados en los últimos tiempos, ya 
de excavaciones practicadas con fondos pro- 
vinciales ó que por cualquiera otro concep- 
to fueren propiedad del Estado. 

3. ü Con las adquisiciones de obras artís- 
ticas ó de monumentos arqueológicos, he-~ 
chas á expensas de las provincias. 

4. ° Con las donaciones de objetos artís- 
ticos ó históricos, debidas á corporaciones ó 
particulares. 

Art. 33. Establecidos los museos de be- 
llas artes y de antigüedades, se pondrá cada 
cual al cuidado de un individuo de la comi- 
sión provincial de monumentos, quien se 
distinguirá con el título de conservador. 

Art. 34. El nombramiento de estos con- 
servadores se hará respectivamente por las 
Reales Academias de San Fernando y de la 
Historia, á propuesta de! Gobernador de la 
provincia, pero deberá recaer, el del museo 
de bellas artes en un correspondiente déla 
primera corporación, y el del museo de an- 
tigüedades en otro de la segunda. 

Art. 35. Será obligación de los conser- 
vadores la ordenación metódica y científica 
v cuantos objetos constituyeren los museos 
ele antigüedades, así como también la for- 
mación de los catálogos razonados de los 
mismos. 

Un tarjeton, colocado al lado de cada ob- 
jeto, determinará su Dombre, el uso á que 
fué destinada v su procedencia. 

Art. 36. Tn orden á Ja clasificación de 
los cuadros, estatuas, relieves y demás obje- 
tos que formaren los museos de bellas arte;? 
se sujetarán los conservadores á las disposi- 
ciones que sobre el particular comunicase a 
cada comisión de monumentos la Real Aca- 
demia de San Fernando, al tenor de lo man- 
dado en el reglamento general de museos as 
pinturas , esculturas, etc. . 

4rt 37. Los conservadores de Jo» mu- 
seos de bellas artes y antigüedades podran 
gozar una gratificación anual, siempre que 
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en concepto de las comisiones provinciales 
y de la respectiva Real academia lo exigiere 
así la importancia de sus trabajos. 

Art. 38. Siendo los museos provinciales 
establecimientos de! Estado, estarán abiertos 
al público todos los domingos del año en la 
forma y durante las horas que determinaren 
los reglamentos especiales de los mismos, 
cuya formación corresponde á las comisiones 
respectivas. 

Art. 39. Tanto los alumnos de las escue- 
las de bellas artes, donde estas existieren, 
como las demás personas que lo solicitaren 
de los conservadores, podrán concurrir á los 
museos provinciales en los demás días de la 
semana para obtener copias ó diseños de los 
cuadros, estátuas, lápidas, ánforas, medallas 
y demás objetos históricos y artísticos que 
én los indicados establecimientos custo- 
diaren. 

No será permitido hacer vaciado alguno, 
y para sacar facsímiles de lápidas , inscrip- 
ciones ó relieves se necesitará especial per- 
miso de la Comisión provincial, acordado en 
junta ordinaria» 

Art. 40. En las provincias donde no hu- 
biere sido posible ni lo sea en lo sucesivo 
crear museos de bellas artes por la escasez 
de los objetos que deben constituirlos, se 
pondrán los cuadros, estátuas, relieves y de- 
más objetos existentes á disposición de la 
Real Academia de San Fernando , á fin de 
que esta designe los que deban pasar á enri- 
quecer el museo Dacional de bellas artes ya 
establecido en la capital de la Monarquía, ó 
bien aquel de los museos provinciales en que 
mas útiles puedan ser ó con el que tengan 
mayor analogía. 

Lo mismo se verificará respecto de la Real 
Academia de la Historia en órden á los obje- 
tos propios de su Instituto en las provincias 
donde no haya sido posible establecer los 
museos arqueológicos , para que llegado el 
momento de plantearse el nacional de anti- 
güedades, determine la expresada corpora- 
ción los que deban formar parte de dicho 
general establecimiento ó de ajguno de los 
que ya existan en las provincias. 

Art. 41. Cuando la rareza é importancia 
de algún objeto artístico ó arqueológico fuese 
tal que no existiese su análogo ó semejante, 
ya efi el museo nacional de bellas artes, ya 
én el de antigüedades , podrá ser traslada- 
do á la capital de la Monarquía y colocado 
en el correspondiente establecimiento, ha- 
ciéndose constar su procedencia tanto en el 
tarjeton que lo acompañe, conrto en el catá- 
logo del museo respectivo. 

Si el objeto fuere de tal magnitud é natu- 


raleza que pudiere peligrar en su conduc- 
ción, se procurará adquirir, con el indicado 
propósito, los más perfectos vaciados del 
mismo. 

CAP. V. — Disposiciones generales. 

Art. 42. Los Gobernadores de provincia 
y los Alcaldes de los pueblos prestarán á las 
Comisiones provinciales el mas eficaz apoyo, 
proporcionándoles cuantos datos y noticias 
necesitaren para llenar los fines de su insti- 
tuto y procurando remover los obstáculos 
que puedan oponerse al regular ejercicio de 
sus atribuciones. 

Art. 43.' Será además obligación de los 
Alcaldes de los pueblos para con las comi- 
siones provinciales de monumentos: 

1. ° Coadyuvar por cuantos medios estu- 
vieren á su alcance al logro de lo dispuesto 
en los párrafos octavo, noveno y décimo del 
art. 47, quinto del Í9 y tercero del 28. 

2. ° Auxiliar á los individuos de las co- 
misiones ó á los encargados de las mismas en 
las visitas anuales y en las obras de explota- 
ción , excavación , traslación y sus análogas. 

3. ° Recoger cuantos fragmentos de lápi- 
das, estátuas, columnas miliarias, sarcófa- 
gos, vasos y otros objetos de antigüedad se 
descubrieren fortuitamente en el término de 
su jurisdicción respectiva , y remitirlos á las 
comisiones provinciales, expresando el lugar 
donde fueren hallados y las circunstancias 
especiales del descubrimiento. 

Cuando el objeto encontrado estuviere fijo 
en el suelo ó fuere de tal magnitud que pue- 
da peligrar removiéndolo , darán los Alcal- 
des inmediatamente cuenta á las comisiones 
provinciales, á fin de que estas dispongan 
en cada caso lo mas acertado y conveniente. 

4. * Vigilar por la conservaeipn de los 
edificios que hubiesen sido ya clasificados 
como monumentos artísticos, dando parte á 
la comisión provincial de cnalquier deterio- 
ro que en ellos advirtieren para su pronta 
reparación. 

5. " Retener los lienzos , tablas, estátuas, 
códices y demás objetos históricos ó artísti- 
cos de sospechosa procedencia que se halla- 
ren en su jurisdicción, dando inmediatamen- 
te cuenta á la comisión respectiva para que 
esta proceda á lo que hubiere lugar, conforme 
á lo preceptuado en el párr. 6.° del art.24. 

Art. 44. Los Alcaldes que mas se- distin- 
guieren en el cumplimiento de estas obliga- 
ciones serán acreedores á la consideración 
del Gobierno de S. M., quien á propuesta de 
las Reales Academias de San Fernando y de 
la Historia, les concederá lasrecompensas ho- 
noríficas de qu« fu eren conceptuados difBos. 
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Art. 45,. Las oficinas de la Hacienda públi- 
ca, en cumplimiento de las disposiciones vi- 
gentes, facilitarán á las comisiones provincia- 
les de monumentos el examen de sq.s archivos 
para que puedan hacer convenientemente la 
designación de los documentos históricos 
que deben figurar en el archivo general for- 
mado por la Real Academia de la Historia. 

Art. 46. Las Diputaciones provinciales 
proseguirán incluyendo en los presupuestos 
de cada provincia las partidas necesarias 
para atender á los- gastos ordinarios de las 
comisiones de monumentos, y las que se 
conceptuaren anualmente indispensables pa- 
ra llevar á cabo las reparaciones y restaura- 
ciones que hayau de hacerse en los edificios 
monumentales que fueren de la pertenencia 
de las provincias. 

Lo mismo harán los Ayuntamientos res- 
pecto de los que, teniendo igual carácter, 
les hubieren sido confiados para objetos de 

utilidad pública. 

Art. 47. Quedan derogadas por el pre- 
sente reglamento cuantas Reales órdenes 
se opusieren á sus disposiciones, no pudien- 
do ser alterado ni modificado sin oir previa- 
mente á las Reales Academias de la Historia 
y de San Fernando. — Madrid 24 de noviem- 
bre de 4 865. — El Minist'ro de Fomento, Ve- 
ga de Armijo. ( Gnc . 44 diciembre.) 

R. O. de 10 abril de 1S66. 

Disponiendo que por el clero no se disponga de los 

objetos artísticos ó arqueológicos que existan ó 

sean descubiertos en las iglesias, etc. 

(Guac. v Jüst.) «El R. D. de 20 de abril 
de 1864 confiere á la Real Academia de San 
Fernando la facultad de velar por la conser- 
vación y restauración de los monumentos 
artísticos; pero tan laudable como patriótico 
fin se realizará mas cumplidamente cod el 
concurso de todos los que, por su posición 
oficial, por su ilustración ó por otras espe- 
ciales circunstancias, están en aptitud de 
poder apreciar el mérito de cualesquiera ob- 
jetos notables, bajo el punto de vista históri- 
co ó del arte. En su consecuencia, la Rei- 
na, deseando que se conserven cuidadosa- 
mente cuantas bellezas artísticas encierran 
los monumentos religiosos de España, se ha 
servido mandar me diríja á V..., como de 
Real orden lo ejecuto, á íin de que se sirva 
adoptar las medidas que en su reconocido 
felo estime oportunas, para que el clero de 
esa diócesis contribuya por su parte á la rea- 
lización de dicho propósito, no disponiendo 
dé los objetos artísticos ó arqueológicos que 
existan ó sean descubiertos en las iglesias 
y sus dependencias, sin próvio conocimiento 


j de las Academias de bellas artqs ó de las co- 
; misiones provinciales de monumentos.— 

| Dios guai'de á V... muchos años. Madrid 10 
i oe abril de 4866. — Calderón y Collantes. — 
j Señor,. » (CL. t. 05, p. 262.) 

R. D. de 4 0 junio de 1 867. 

Es sobre organización de las bibliotecas, 
í archivos y museos, y esta inserto en Bíblio- 
j TECAS,.. ( t . I¡ p. 745 .) 

| Decreto de 1,° enero de 4869. 

i Manda que se incaute el Estado de los oh* 
■I jetos de ciencia, arte ó literatura que esta- 
ban á cargo de las catedrales, cabildos, mo- 
¡ nasterios y órdenes militares. Está inserto 
_■ en el Apéndice II, p 33. 

Circular 48 de enero de 4869. 

Dando disposiciones para llevar á efecto 
el decreto anlerior. Apéndice II p. 34. 

Decreto de] 45 febrero de 1869. 

Dispone la ordenación, clasificación é in- 
ventario de los documentos, y objetos de la 
catedral de Toledo de que se incautó el Es- 
tado eD virtud del decreto de 4.” de enero. 
Apéndice 1 1 , p. 79. 

I 

¡ Conocidas ya las disposiciones dicta- 
j das sobre antigüedades y monumentos 
históricos y artísticos diremos por con- 
! clusion, repitiendo las elocuentes pala- 
bras con que termina el preámbulo del 
I decreto inserto de 1854, que si nuestras 
i guerras domésticas y extrañas y la in- 
fluencia de los siglos han conspirado en 
daño de nuestros ricos y preciosos mo- 
numentos de la antigüedad, existiendo 
todavía muchos de un precio inestima- 
ble, amenazados algunos de una próxi- 
ma destrucción y circuidos otros de rui- 
nas que esconden muy venerables me- 
morias, esculturas, sepulcros, trofeos 
é inscripciones de gran precio, deben 
hoy mas que nunca mostrarse celosos 
los Alcaldes, los Gobernadores de pro- 
vincia y las Comisiones de monumentos, 
en el cumplimiento de los deberes que 
les imponen las referirías disposiciones, 
pues quesería «mengua de nuestra cul- 
tura abandonar al olvido estos precio- 
sos restos de las artes que constituyen 
una herencia de gloria á la cual no po- 
demos renunciar, y un legado de la pie-. 


444 MOFADA.— MORALIDAD PÚBLICA. 


dad y sabiduría de nuestros padres que 
por gratitud y por el amor qu§ les de- 
bemos, por el respeto á sus nombres 
inmortales, estamos obligados á con- 
servar como un depósito sagrado, como 
un ornamento precioso de nuestro sue- 
lo, como el comprobante de la civiliza- 
ción y grandeza de las pasadas edades 
y como el testimonio mas irrecusable 
de sus altos merecimientos.» 

MORADA. En Allanamiento demora- 
da hemos manifestado los respetos que 
se deben al domicilio tle los ciudadanos 
y los casos y las formalides con que debe 
procederse al invadirle contra la expre- 
sa voluntad del morador. Hoy han 
variado algún tanto las disposiciones que 
regían sobre el asunto, pues la Constitu- 
ción de 1869 hoy vigente, inserta en el 
Apéndice II, pág. 188, ha hecho si se 
quiere mas inviolable , mas sagrada la 
morada de los ciudadanos, fijando los 
casos en que puede verificarse el allana- 
miento sin haberse decretado por el juez 
competente. Estos son: «de incendio, 
inundación ú otro peligro análogo, ó de 
agresión legitima procedente de adentro, 
ó para auxiliar á persona que desde allí 
pida socorro» y también, pero únicamen- 
te por los agentes de la autoridad, 
«cuando un delincuente hallado in fra - 
ganti y perseguido por la autoridad ó 
sus agentes se refugiare en su domici- 
lio» (art 5.°). Fuera de estos casos, para 
invadir la morada de un ciudadano con- 
tra la voluntad de este ha de preceder 
auto motivado de juez competente, sin 
cuyo requisito, ó «cuando los motivos 
sean ilegítimos ó notoriamente insufi- 
cientes» tendrá el interesado derecho 
«á reclamar del juez que haya dictado el 
auto una indemnización proporcional al 
daño causado» (art. 8.°), y también de 
los agentes de la autoridad pública cuan- 
do allanaren la morada fuera de los casos 
expresados (art. 9.°), además de ser con- 
siderados por ello como reos de delito, y 
por tanto poder ser castigados con arre- 
glo al art. 299 del Código peDal. Los 
allanamientos de morada ejecutados por 
los particulares son penados en la forma 
que determinan losarts. 416 á 418 del 


mismo Código, y siendo la morada del 
Rey, Reina, sucesor de la Corona ó Re- 
gente del Reino con arreglo al 166. 

La inviolabilidad del domicilio en la 
forma que acabamos deexpresar no pue- 
de ser suspendida en ningún tiempo por 
ley alguna, por no estar comprendida en 
el art. 31 de la Constitución vigente. 

MORALIDAD PÚBLICA. La moralidad 
pública ha merecido á los legisladores 
la mas preferente atención por los incal- 
culables males que ocasionaría á la so- 
ciedad la relajación de las costumbres. 
Por eso ha castigado siempre con seve- 
ridad todos los actos ofensivos al pudor 
y á las buenas costumbres, desde los 
mas graves que son objeto del art. 365 
del Código peüal, hasta los mas leves 
que castigan como simples faltas los nú- 
meros l.° y 2.° del art. 482, el 2.° del 
483, el 8.° del 485, el 10,11 y 12 del 
495, y algunos otros. 

La autoridad administrativa tiene 
también en esta parte estrechos deberes 
que cumplir, eomq encargada del buen 
orden y sosiego público; ya adoptando 
las medidas que estén dentro de sus atri- 
buciones para prevenir y corregir en su 
caso todo género de escándalos públicos 
ya sometiendo á los culpables á la auto- 
ridad judicial para que les sean impues- 
tas las penas que establece el Codigo. Lo 
ue sí deben procurar los Gobernadores 
e provincia y los Alcaldes, es no extra- 
limitar sus atribuciones con medidas 
graves que no estén de acuerdo con la 
ley y con la pública conveniencia. Mu- 
cho cuidado sí para impedir los pecados 
públicos y escándalos; pero «abstenién- 
dose de tomar conocimiento de oficio en 
asuntos de disensiones domésticas inte- 
riores de padres é hijos, marido y mu- 
jer, ó de amos y criados, cuando no baya 
queja ó grave escándalo, para no turbar 
el interior de las casas y familias; pues 
antes bien deben contribuir en cuanto 
esté de su parte á la quietud y sosiégo 
de ellas, como con tanta sabiduría lo 
previno ya la instrucción de Corregido- 
res de 15 de mayo de 1788, y lo repite 

el Código penal. 

Siendo tan fnteresante la moral pú- 



moralidad pública* 


£>lica para Ja gobernación del país , es 
preciso á toda costa conservarla. De lo 
que resalta que la Administración tiene 
el mas imperioso deber de adoptar todos 
los medios que concurran á este fin. 
Además de las prevenciones generales 
que dejamos expuestas, nos parece con- 
veniente inculcar otras medidas que 
conviene adoptar sobre este importante 
punto. 

En primer lugar debemos colocar la 
mas recta gestión de los negocios públi- 
cos por parte de los gobernantes. Deben 
ser estos un dechado de probidad y ce- 
lo en el desempeño de sus funciones pa- 
ra que los administrados, no teniendo 
nada que objetarles, sigan el ejemplo sa- 
ludable que les den aquellos. Los gastos 
públicos acomodados á los recursos del 
país, ban de estar ajustados á las verda- 
deras necesidades; nada de despiltarros, 
nada de lujo, nada de peculado y con- 
cusión, nada de nepotismo, nada de in- 
fluencias bastardas; la mas estricta eco- 
nomía, la mas severa imparcialidad y 
justicia y la mas acertada elección de' 
los funcionarios públicos, ha de ser la 
norma de la Administración. Deben te- 
ner en cuenta aquellos, que sus servi- 
cios han de prestarse con celo, desinte- 
rés y pericia, pero no al que le confirió 
el destino, no á una bandería política, 
sino á la Nación, y que los destinos no 
son cual canongias simples que se otor- 
gan al deudo ó amigo del magnate, para 
que cual zángano de colmena, viva sin 
trabajar á la costa del país, que sufre 
con esto una estafa por lo menos en sus 
intereses. Y nos parece muy del caso 
manifestar que no sirve de nada el des- 
pachar los asuntos encomendados á ca- 
da uno, si en las resoluciones no presi- 
de la mayor imparcialidad y justicia, ó 
cuando se trata de 'celebración de con- 
tratos y manejo de caudales ó efectos no 
aparece la debida pureza. 

Pero no basta que los funcionarios 
públicos demuestren una esquisita mo- 
ralidad, aunque esto ya es una gran 
ventaja; es preciso que la sepan infiltrar 
en todas las clases del pueblo, principal- 
mente en las menos ilustradas. Para ello 
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se debe tener presente cuanto manifes- 
tamos en Beneficencia, Mendicidad y 
Vagancia, con el objeto de destruir los 
vicios que produce la pobreza; en Pre- 
sidios, Prisiones, con el fin de instruir 
y moralizar por consiguiente á los pre- 
sos y penados, y de no confundir los 
mas avezados al crimen con los que no 
tienen habitud á él ó son tal vez inocen- 
tes: en Bailes, Máscaras, Juegos prohi- 
bidos, Mancebías, Mujeres públicas, 
Prostitución, Romerías, Rondas de mo- 
zos, Teatros y Espectáculos públicos, 
para evitar los actos escandalosos ó con- 
trarios a las leyes, la decencia y buenas 
costumbres; en Estadística moral y Es- 
tadística criminal haciendo ver la con- 
veniencia de prohibir las corridas de to- 
ros, las representaciones teatrales cuyos 
asuntos sean indecorosos é inmorales, y 
presentando los motivos de todo género 
que hicieron cometer los crímenes pe- 
nados; en Abastos, poniendo de mani- 
fiesto los fraudes que se cometen en el 
peso y medida y con la adulteración de 
comestibles y otros géneros; en Motines, 
Orden público y Policía sobre las dis- 
posiciones que se ban de adoptar cuan- 
do se altera el orden y el modo de per- 
seguir los criminales ; en Instrucción 
pública subre la» ventajas de la ilustra- 
ción para moralizar al pueblo; en Admi- 
nistración, Culto, Empleados públicos, 
Gobernadores , Alcaldes y Ayunta- 
mientos, Religión, etc. inculcándola 
observancia de sus deberes á los íuneio- 
narios públicos y de lodos los ciudada- 
nos en todos los ramos de la Adminis- 
tración y en todos los rangos; en Con- 
trabando, Hacienda pública y Estadís- 
tica criminal, Libertad de comercio etc. 
haciendo ver lo perjudicial que es á la 
moralidad pública las leyes restrictivas 
que rigen los ramos de efectos estanca- 
dos, aduanas y todos los demás que se 
oponen a la libertad de comercio, y que 
por consecuencia dan lugar al fraude y 
producen el hábito del crimen, y en 
Loterías, Rifas, sobre lo perjudiciales 
que son unas y otras, porque con el ali- 
ciente de una ganancia de casi imposi- 
ble realización se acostumbra el pue- 
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i)!o a 1 ! juegc y á no hacer economías. 

Se pued-e decir con razón que el asun- 
to de este artículo es uno de los princi- 
pales de que debe cuidar la Adminis- 
tración, puesto que hallándose bien go- 
bernados los ciudadanos, y siendo estos 
morigerados y virtuosos, son obedien- 
tes á las autoridades, son respetadas por 
consiguiente las leyes, no hay motivo 
para las asonadas, motines y rebeliones, 
y no se verificará la perpetración de los 
delitos como nos con tanta frecuencia; y 
por consecuencia, la tranquilidad, sosie- 
go y bienestar imperarán en la nación, y 
todos estarán dispuestos á sacrificarse 
por la patria. 

Para sostener tan próspero estado, 
hay necesidad de marchar con los ade- 
lantos del siglo por medio de leyes que 
paulatinamente los desarrollen, y pro- 
mover toda mejora que redunde á favor 
de las ciases mas necesitadas y aun 
de las 'que aun no lo son, pero que 
pueden serlo con sus desvarios y des- 
pilfarro», eomo la creación y sosteni- 
miento de toda clase de asilos bené- 
ficos, de asociaciones cooperativa^, de 
sociedades de socorros mutuos, de ban- 
cos agrícolas, de cajas de ahorros y 
montes de piedad y otros establecimien- 
tos análogos, que socorriendo unos la 
desgracia y habituando otros á hacer 
economías, eviten-los estragos de la mise- 
ria, y por consiguiente la criminalidad. 
Con esto y con conceder premios á las 
aeeiones virtuosas y crear y fomentar es- 
tablecimientos de enseñanza que propor- 
cionen por la noche instrucción á los 
que no pueden recibirla por el dia, se 
dará un gran paso á favor de la mora- 
lidad. 

Nos parece también muy al caso lla- 
mar aquí h atención sobre la inmorali- 
dad en las elecciones, y en las votaciones 
de los Cuerpos deliberantes. No nos pa- 
rece muy moral el que en la confección 
de ¡a& leyes, los votos sean en pago de la 
resolución de un expediente, de una 
credencial ó de un Ínteres particular 
cualquiera ó de un solo partido, sin te- 
ner en cuenta- para nada el interés del 
Estado; de la misma manera que en las 


resoluciones de los asuntos provinciales 
y municipales se tenga poco eneuenta 
el beneficio de los intereses de la pro- 
vincia ó del municipio y sí los de deter- 
minados individuos ó banderías. Justo 
nos parece llamar aquí ía atención del 
legislador , para hacerle entender que 
falta á la moralidad pública si confeccio- 
na leyes que menoscaban la justa liber- 
tad que deben disfrutar los ciudadanos, 
ó las exigencias de la mas recia justicia; 
y que ha de tener siempre por norte, 
que legisla en beneficio del país no en 
pro de determinado partido ó parciali- 
dad, ó para su propio provecho. 

Tampoco dejaremos de recordar al 
tratar de la moralidad pública, los fu- 
nestos efectos que produce en ella la 
empleomanía, según hemos manifestado 
en Clases pasivas, Empleados públicos, 
Jubilados, y otros. Repetimos que es 
preciso destruir este cáncer social que 
nos priva de tener buenos empleados, de 
reducir su número, y de una gestión 
recta y expedita, á la par que nos oca- 
siona el terrible vicio de la holganza, la 
disminución de brazos en la agricultura 
y las artes, y el mayor desacierto y re- 
traso en el despacho de los negocios, 
principalmente en materia de contabili- 
dad. Venga, pues, esa ley de empleados, 
que proscriba para siempre el favor y 
solo admita para la obtención de los des- 
tinos á los que puedan desempeñarlos 
bien y fielmente. 

También aunque parezca de escasa 
importancia, nos atreveremos, entre otras 
cosas que omitimos, á indicar los fatales 
resultados que á nuestro juicio producen 
en la moralidad pública el aouso de los 
vinos y licores; las frecuentes francache- 
las; el estado continuado de soltería, 
principalmente en los varones; las aglo- 
meraciones de tropas", especialmente si 
están alojadas; los grandes talleres y fá- 
bricas donde estando confundidos los 
dos sexos y los adultos con los jóvenes 
y niños, si no se ejerce la debida vigilan- 
cia para que no se habitúen á traspasar 
los límites de la decencia y el deber. La 
Administración siempre previsora y be- 
néfica debe velar, para que no se dia- 
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m,ittuyan los matrimonios, alentando la 
celebración de estos, para que desapa- 
rezca el método de alojar la tropa, para 
que en los talleres y fábricas baya el 
njejor,órden y se procure evitar la per- 
versión de los jóvenes; y por último, 
para que los dueños de puestos públi- 
cos donde se expenden bebidas espiri- 
tuosas cuiden de evitar las riñas y de- 
más efectos que produce la embriaguez, 
haciéndoles en cierto modo responsa- 
bles de los excesos que puedan come- 
terse si no cierran sus tiendas á una 
hora conveniente. 

interminable seria este artículo si hu- 
biéramos de marcar en él cuanto sobre 
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tan importante asunto nos ocurre, perón la vida es hoy una de las penas esta- 


como nos dirigimos á personas ilustradas, 
creemos suficiente cuanto sobre la mo- 
ralidad pública con algún desaliño hemos 
apuntado. 

Véanse además de los artículos que 
en este dejamos citado Cóqigo penal, 
Acusación, Delitos privados. 

MORATORIA, La espera que antigua- 
mente se eoncedia por el Rey ó el Con- 
sejo Supremo á los deudores para que 
do se les apremiase al pago dentro del 
plazo que se üjaba eu cada concesión. 
Esta potestad que usaron los Reyes y el 
Consejo Supremo por espacio, do algunos 
siglos movidos de compasión, fue supri- 
mida por R. D. de 21 de marzo de 1834 
en el que se dijo: «Deseando sostener la 
íirmeza de las obligaciones contraídas 
legalmenle, y que no se hagan ilusorios 
los derechos que de ellas emanan, con 
menoscabo de la fé pública y de la san- 
tidad (le las leyes, lie venido en mandar 
que no se dé curso á ninguna solicitud 
sobre concesión de plazo ó moratorias 
para retardar ó suspender el pago de las 
deudas;» dando á enLender que si bien 
la muruhcencia es laudable cuando se 
ejerce oportunamente por losReyes, estos 
jamás deben conceder gracias que ata- 
quen el derecho de propiedad. 

• M0RDA1A. la simúlenlo que se pone 
en la boca para impedir el hablar. Es- 
criche dice que le usaba mucho el Tri- 
bunal de la Inquisición. 

MOSTRENCO. Se dice io que no tiene 


dueño conocido, y por consiguiente entra 
en el dominio del Estado.— V. Bienes 

MOSTRENCOS, MeSTA. 

MOTIN. Tumulto ó levantamiento del 
pueblo ó de alguna ciudad contra sus 
jefes ó autoridades. El modo de precaver 
y juzgar esta clase de delitos está con- 
signado en la célebre ley marcial de 17 
de abril de 1821 inserta en el tomo VIH, 
pág. 047, y las penas en el til. 111, del 
Código inserto en el t. III, págs. 148 y 
siguientes. — V. Orden público. 

MUERTE. (Homicidio). Delito casti- 
gado en los arts. 332 al 335 del Código 
penal. 

MUERTE. (Pena). La privación de 


Mecidas por la ley para el castigo de cier- 
tos delitos. Sobre sus efectos legales, 
modo de ejecutarse etc., véanse los ar- 
tículos 24, 50, 78, 89 a 9>4 del Código 
penal, y el art. 2.° del R. D. de 14 de 
-diciembre áp 1853 inserto en Presidios. 
— V. también Garrote. 

MUERTE CIVIL. V. Interdicción civil. 

MUERTE APARENTE. La muerte apa- 
rente apenas se diferencia en muchos 
casos de la muerte real, siendo excasas 
ó poco sensibles las señales que las dis- 
tinguen. Por eso una buena Adminis- 
tración debe prohibir las inhumaciones 
prematuras, exigiendo que pasen veinti- 
cuatro horas por lo menos desde el falle- 
cimiento en casos ordinarios y cuarenta 
y ocho en las muertes repentinas, prece- 
diendo en todo caso el certificado de 
defunción expedido por el facultativo, ó 
el correspondiente mandamiento judicial 
en su caso. — V. Cementerios, y en Bau- 
tismos... la R. 0. de l.° de diciembre 
de 1837. 

MUJER. Por regla g cnera ^ e ‘ varón y 

la mujer son iguales en derechos y obli- 
gaciones civiles, lia y, sin embargo al- 
gunas diferencias establecidas á lavar de 
las mujeres, ya por razón de la debilidad 
de su sexo, ya por la dependencia en 
que están de sus mandos Ls casadas, ya 

por otras consideraciones atendibles. Ror 

eso los privilegios de los bienes dótales 
(V. Contratos con mujeres casadas, 
Fianza, Hipotecas); por eso la necesidad 
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de licencia del marido para comparecer ¡ 
en juicio, ó de la habilitación en los [ 
casos de los arts. 1.350 a! 1.358 de la ■ 
Ley de Enjuiciamiento civil inserta en 
Procedimientos, por eso la disposición 
del arr. 93 del Código penal y las del 99 
y la 2. a de las transitorias. Las mujeres, 
que deben obediencia á sus maridos, 
incurren en la pena del núm. l.° del 
art. 483, cuando faltan á ella, ó les in- ’ 
jurian ó provocan, del mismo modo que 
el marido tiene también la suya por mal- 
tratar á su mujer, señalada en el mismo 
articulo. — V. Matrimonio, Patria po- 
testad, Donaciones. 

MUJER CASADA. Ya hemos dicho en 
utros lugares de esta obra lo que podría 
Ser objeto de este artículo y nos remiti- 
mos á Aceptación de herencia: Alimen- : 
tos: Arras: Bienes de la sociedad con- 
yugal: Bienes parafernales: Contrato 
con MüjeR casada: Contratos con menor 
de edad: Donaciones por causa de ma- 
trimonio: Fianza: Hipoteca: Matrimonio: 
Patria potestad y otros 

MUJERES PÚBLICAS. V. Manceba y 
Mancebía: Moralidad publiga: Prosti- 
tución. 

MULTA- (Pena). Es una de las se- 
ñaladas en el Código penal para el cas- 
tigo de ciertos delitos y faltas. (Arts. 22, 
24, 48, 49, 75, 82, 85, 504 y 505 del 
Código penal, y R. D. de 18 de mayo 
de 1853, inserto en el articulo Faltas.) 

MULTA. (Corrección disciplinaria).. 
No nos referimos aquí á las correccio- 
nes disciplinarias de la autoridad admi- 
nistrativa que denominamos Multas gu- 
bernativas , objetó del artículo inme- 
diato, sino á las que pueden imponer 
Jos Tribunales y jueces á sus subordina- 
dos en virtud de lo que disponen los ar- 
tículos 59 y 92 del reglamento provisio- 
nal de justicia, el 92 y 110 del de los 
Juzgados insertos en Justicia (tomo VIII, 
págs. 593 y 671); y el 42 ai 47 de la Ley 
de Enjuiciamiento civil inserta en Pro- 
cedimientos; así como el 227 de las or- 
denanzas de las Audiencias, (tomo VIII, 
pág. 642), el 4.° del R. D. de 2 de 
mayo de 1858, y el 20 del de 9 de abril 
del mismo año insertos eri Justicia. Es- 


tas correcciones, dice terminanteniAnte 
el art. 22 del Código penal, que no se 
reputan penas; y sobre el modo de im- 
ponerlas, sus efectos, recursos contra 
ellas, etc. , hay que estar á lo que dis- 
ponen los artículos ¡respectivos que de- 
jamos citados. 

Los tribunales contencioso-adminis- 
trativos pueden imponer también cor- 
recciones disciplinarias con sujeción á 
los arts. 280 á 282 del reglamento de 30 
de diciembre de 1846, y al 101 y si- 
guiente del de 23 de mayo de 1858, in- 
sertos en Consejo de Estado, tomo III, 
pfgina 321 y 343. 

MULTAS GUBERNATIVAS. Las multas 
"impuestas por la autoridad adminístra- 
trativa para la corrección de las contra- 
venciones y faltas de policía, subordina- 
ción y buen orden no tienen el carác- 
ter de penas, según se declara textual- 
mente por el art. 22 del Código penal. 
La extensión en que puede ejercerse la 
facultad gubernativa de imponer multas 
está determinada en el art. 505 del Có- 
digo penal, torno III, p. 201, y en el 
R. D. de 18 de mayo ae 1853, que se 
halla inserto en el tomo VI, págs. 772 
y 773. Teniendo, pues, presentes siem- 
pre las disposiciones y explicaciones ci- 
tadas, él art. 50, párrafo 3.°; los arts. 52 
y 78, ios párrafo l.°,arts. 169 á 171, 185 
y 189, párrafo 3.° de la ley municipal 
de 21 de octubre de 18G8 (Apéndice I, 
pág. 407); los arts. 60 á 62*y 82, pár- 
rafo 5.° y 6.° de la ley orgánica de las 
provincias de igual fecha (Apéndice I, 
págs. 428 y 430), y la doctrina del ar- 
tículo Faltas, toíno VI, p. 772; vamos 
aquí á limitarnos á la inserción de las 
demás disposiciones que prohíben á to- 
das Jas autoridades civiles, militares y 
eclesiásticas la imposición de multas en 
metálico, y fas que rigen sobre su dis- 
tribución entre los partícipes. 

Reg. demolida de 20 febrero de 1824.. 

Art. 102. Las multas que deban impo# 
nerse en ^conformidad de lo prevenido en el 
capítulo anterior (1) o ó virtud de otros 


(i) Esto es por contravenciones á las reglas 
de policía de seguridad. 
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cualesquiera bandos o reglamentos de po- 
licia se exigirán por los comisarios de ■ 
cuartel 

Árt. 163. Los comisarios distribuirán 
esta» multas del modo siguiente: una tercera 
parte al individuo ó individuos que denun- 
cien la contravención : otra á los aprehen- 
sores, y otra á la Tesorería de la policía. Si 
no hay denunciador se aplicará la parte 
correspondiente á este á la dicha Tesorería. 

Ley de presupuestos de 23 mayo de 1845. 

Art. 11. La recaudación de las multas 
conocidas con el nombre de Penas de Cáma- 
ra y de las demás que hasta aquí no lian sido 
comprendidas en esto ramo, se ejecutará con 
arreglo á las disposiciones que adopte el 
Gobierno. 

R. O. de 26 febrero de 1846. 

(Hac.) S. M ha tenido á bien decla- 

rar que las multas que por infracciones de la ! 
ley de papel sellado de 12 de mayo de 1824 
se imponen á ios infractores de eila con ar- 
reglo á su art. 49 son puramente personales, 
y que por tanto no se exijan á los herede- 
ros { CL , l. 36, p. 3(83.) 

R. O. de 25 junio de 1846. 

Participación de los guardias civiles, etc. 

(Gob.) «He dado cuenta á S. M. de ía 
comunicación de Y. S. de 6 de este mes, 
preguntando si los guardias civiles, en cali- 
dad de apreltensores de los infractores del 
reglamento de protección y seguridad públi- 
ca, han de tener parte en las multas que á 
estos se imponen. Enterada ¡a Reina, y te- 
niendo á la vista el reglamento de policía de 
20 de febrero de 1824, en cuyo cap. XVII, ar- 
ticulo 163, se manda que las multas se 
distribuyan por terceras partes entre el de- 
nunciador, aprehensor y Tesorería de poli- 
cía, ha tenido á bien resolver, que los guar- 
dias civiles perciban la tercera parte de aque- 
llas multas impuestas por las autoridades ci- 
viles, siempre que hayan sido ellos los apre- 
hensores. — De Real órden, etc. Madrid 23 de 
junio de 184(5.» (OL. t, 37, p. M3.) 

R. O. de 18 setiembre de 1846. 

(Gob.) Se declara que «las multas im- 
puestas á los infractores de la ley de caza y 
pesca..., deben ingresar íntegras como todas 
las demás en la Depositaría de los Gobiernos 
de provincia (1), dándolas las aplicaciones 
que están establecidas.» 


(I) Hoy no ingresan en las Depositarías, 
pues todas se Tecaudan en papel. 

Tomo IX. 


R. O. de 20 diciembre de 1846. 

Aplicación do las multas. 

(Gúb.) «La Reina en vista de una comuni- 
cación del Jele político de Vatladolid y dos 
del de Toledo, de 3 y 14 de mayo de este año 
y 22 del mes actual, consultando ía aplica- 
ción que se ha de dar á los fondos proceden- 
tes de multas, ha tenido ábien declarar, con 
presencia del reglamento de policía de 20 de 
lebrero de 1824, noderogadu eD esta parte, y 
de la R. O. de 5 de diciembre de 1844 en la 
que se insertó la de 17 de enero de 1S40, que 
corresponden á penas de cámara las multas 
impuestas por sentencias judiciales; pero que 
(as que provienen de contravenciones á las 
órdenes de las autoridades civiles, á losban- 
dos de buen gobierno , ó á los reglamentos 
de minas, montes , caminos y demás, en 
las que ninguna intervención tienen los tri- 
bunales de justicia, deben repartirse por ter - 
ceras parles entre el denunciador, el ¿pre- 
hensor y el Tesoro público , ingresando en 
las Depositarías de los Gobiernos políticos 
esta tercera parte y la del deuunciador; si 
no lo hubiese, después de haber entregado 
al aprehensor la suya, ó á los Ayuntamientos 
la que les pertenece conforme á lo que se 
ordena en el art. 96 de la ley 8 de enero de 
1845.— Lo digo á V. S. etc. Madrid 20 de 
diciembre de 1840.» (CL.t.39, p. 283.) 

R. O. de 29 diciembre de 1846. 

Mas sobre aplicación de multas. 


(Gob.) «La aplicación déla tercera parte 
de las inollas de las aprehensores no admite 
distinciones. Bien sean estos paisanos 6 mili- 
tares, empleados del Gobierno ó guardias 
civiles , deben percibir aquella como premio 
concedido para estimularlos á cumplir con 
esmerado celo sus deberes. — De Real or- 
den etc. Madrid 29 de diciembre de 1846. 
(CL. t. 39 t p. 314.) 

R. O ■ de 14 abril de 1848. 


Croando el papel de maltas, etc, 

(Hac.) «Conformándome con eljjftámen 
del Consejo de Ministros, y en virtda de lo 
que me ha propuesto el de Hacienda, vengo 
en decretar lo siguiente: 

Articulo 1 , u Se establece una nueva ciase 
de papel sellado, que se denominará de Mul- 
tas, con destino á recaudar el impuesto de este 
nombre, el cual se expenderá en ios mismos 

puntos y bajo las propias reglas que e! ordi- 
nario. Los pliegos serán del precio de 2, 4, 
8, 20, 50, 100, 500, 1.000, 5.000 y 10.000 
reales. „ 
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Art. 2.° Cada pliego se dispondrá de 
modo que pueda cortarse eu dos partes, una 
superior y otra inferior. En la primera estam- 
pará ia autoridad el origen ó motivo de la 
multa, su importe, la ley, decreto ó instruc- 
ción, en cuya virtud se imponga, su lecha, 
el nombre del multado, y por último el nú- 
mero que corresponda á la multa ; cuidando 
de observar una numeración sucesiva en 
todas Jas respectivas á cada año, y se entre- 
gará después á la parte interesada para su 
resguardo: la segunda, con iguales notas, se 
conservará por la autoridad como compro- 
bante y garantía de su disposición. 

Cuando el importe de la multa excediese 
del valor de cualquiera de los pliegos del 
nuevo sello, se tomarán los que sean nece- 
sarios, estampándose entonces las notasen 
el de mayor precio, á cuya mitad se unirán 
al cortarle las respectivas á los demás dividi- 
dos en igual forma. 

Art. 3. a Se prohíbe á todas las autorida- 
des civiles, militares,, eclesiásticas ó de cual- 
quiera otra clase, imponer ni recaudar mul- 
tas en metálico. Las que impongan guber- 
nativamente penas pecuniarias de este género 
lo harán exigiendo al multado la presentación 
del pliego ó pliegos equivalentes al importe 
de la multa. Esta se acomodará á los precios 
de las clases de papel establecidas; y cuando 
á ello no haya lugar, se considerará condo- 
nada la fracción de menos de dos reales que 
de ellos excediere. 

Art. 4.° En los casos en que una parte 
de ia multa corresponda á tercero, con ar- 
reglo á las leyes, la autoridad que ia imponga 
entregará al mismo una certificación expre- 
siva de esta circunstancia, con inserción de 
las. notas puestas en el pliego que entregue al 
multado. 

La Hacienda pública satisfará el importe 
señalado por estas certificaciones dentro de 
los quince dias siguientes al de su presen- 
tación. 

Art. 5.° Las disposiciones anteriores 
comprenden á los Tribunales -y Juzgados en< 
la parte de multas que impongan guberna- 
tivamente; pero no se extienden á las que 
acordaren en virtud de expediente judicial 
con aplicación á penas de Cámara, las cuales 
seguirán recaudándose en la forma estable- 
cida. 

Art. 6.° El presente decreto empezará á 
regir el 1. a del próximo julio. — Dado en Pa- 
lacio á 14 dp abril .de 1848.» {CL. t. 43, pá - 
gina 470,) 

R\ O. de 2o octubre de 1848\ 

(Gob.) Declaró que los individuos da la 


guardia civil no tienen derecho á la tercera 
parte de las multas que se imponga á los 
prófugos que aprehendan ó á los Ayunta- 
mientos de que procedan. (G'L. t. 45. va- 
gina 218.) V 

R O. de l.° diciembre de 1848. 

(Grac. y Just.) Dispuso que desde l.° 
de enero siguiente se recaudasen jas penas 
de Cámara en la misma forma que las multas 
gubernativas, por medio del papel de multas 
{CL t. 45, p. 372), y así se mandó de nuevo 
por otra de 9 de diciembre del mismo año. 

R. O. de 20 junio de 1849. 

(Gob.) Recuerda el cumplimiento del 
R. D. de 14 de abril de 1848, y encarga que 
no se exijan las multas mas que en papel 
sellado, sin consentir bajo ningún pretesto 
ni motivo, por plausible ni filantrópico que 
sea, se contravenga á lo mandado por S. M. 
{CL. t. 47, p. 210). Igual encargo se hizo 
por las Rs. Órds. de 23 de noviembre de 
1850, 11 de marzo y 24 de abril de 1851. 

/?. O. de 11 marzo de 1850. 

Mullas después- (leí Código penal. 

(Gob.) S. M. se ha servido declarar 

que las autoridades administrativas pueden 
continuar imponiendo gubernativamente las 
multas y correcciones señaladas en las leyes, 
ordenanzas y reglamentos anteriores á la 
publicación del Código penal, sujetándose 
sin embargo á las disposiciones de éste res- 
pecto al tanto de la multa ó corrección de 
las faltas literalmente previstas en él y que- 
dando en toda su fuerza el R. D. de 14 de 
abril de 1848 sobre la aplicación del producto 
de las multas. 

R. D. de 18 mayo de 1853. 

Faltas que pueden castigarse gubernativamente. 

Según ya dejamos dicho se halla inserto 
este importante decreto en el tomo VI, pá- 
gina 772, artículo Faltas. t 

Rs. Ords. de o y 22 setiembre y 12 noviem- 
bre de 1857. ^ 

Relaciones mensuales... 

En 22 de setiembre se circuló por el Mi- 
nisterio de la Gobernación la R. O. expedida 
en 5 por Hacienda encargando á los Ayunta- 
mientos lo mismo que hoy disponen el ar- 
tículo 60 y el 64 del R. D. de 12 de setiembre 
de 1861 y el 68 de la Instrucción. (Y. Pap&l 
sellado), y además que remitiesen con las 
relaciones mensuales los medios pliegos del 
correspondiente papel ingjresado.en su poder, 
inutilizados por medio d© un taladro^ con las 
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carMspoadíeDies. anotaciones. En 12 de no- 
viembre se dictó 1 esta medida por Ja Direc- 
ción. 

R. O. de Í5i diciembre de 1857. 

Multas impuestas por Capitanes generales. 

(Guerra.) S. M. de conformidad 

con el dictámen emitido por el Tribunal Su- 
premo de Guerra y Marina en acordada de 9 
de octubre próximo pasado, ha tenido á bien 
resolver: 

1. ® Que los Capitanes generales de los 
distritos declarados en estado de sitio pueden 
imponer multas, si lo consideran oportuno 
atendidas todas las circunstancias. 

2. ° Que estas multas , ni cualesquiera 
otras gubernativas, se exijan nunca en me- 
tálico, sino por los medios establecidos en 
el art. 3.° del expresado R. D. de i 4 de 
abril de 1848. 

3. ° Que' ninguna corporación ni par- 

ticular está obligada á satisfacerlas en otra 
forma. 

Y 4.° Que cuando las multas se alcen 
por quien corresponda, se observen las re- 
glas establecidas para este caso á fin de evitar 
ultAiores dificultades. — De Real órden etc. 
Madrid 15 de diciembre de 1857. ( CL. t . 74, 
pág. 225.) 

R, O. de 2 i enero de 1859. 

Abono á ios partícipes. 

(Hac.) «Enterada' S. M. del expediente 
instruido en esa Dirección general y de las 
medidas que en su virtud ha propuesto V. I. 
con el objeto de evitar abusos en el abono 
de las cantidades que correspondan á los 
partícipes de multas , y habiendo oido á Ja 
Sección de Hacienda del Consejo de Estado 
y Asesoría general de este Ministerio, cuyos 
pareceres se hallan acordes con el de V. I., 
la Reina se ha dignado resolver, de confor- 
midad, que las autoridades que impongan 
las multas, al expedir las oportunas certifica- 
ciones en los casos en que una parte corres- 
ponda á tercero, para los efectos prevenidos 
en el art. 50 del R. D. de 8 de agosto de 
1851, expresen en él mismo documento, y 
bajo su responsabilidad , la fecha de la ley, 
instrucción ú ordenanza ó Real Orden que 
conceda aquella remuneración por el servi- 
cio prestado, sin perjuicio de la responsabili- 
dad en que puedan incurrir los ordenadores 
que dispongan el pago. 

Al^ propio tiempo se ha dignado man- 
dar S. M. se dé conocimiento de esta resolu- 
ción á todos los Ministerios para que por Jos 
mismos se trasmita á las autoridades de su 
respectiva dependencia, y pueda tener desde 


luego el mas exacto cumplimiento.— De Real 
órnen etc. Madrid 24 de enero de 1859 » 
(CL, t. 79, p. 91.) 

R. O. de 25 de febrero de 1859. 

Declaró que por el R. D. de 8 de agosto 
de 1851, sobre papel sellado no se modifica- 
ron los derechos que á los subdelegados de 
sanidad señala ei reglamento vigente de 24 
de julio de 1848 como compensación de los 
gastos de escritorio y falta de sueldo en el 
desempeño de sus deberes; de modo que son 
abonables á los mismos dos terceras partes 
de las multas impuestas á los intrusos. 
(Bol. of. de Valladolid de 24 marzo.) 

R. O. de 28 mayo de 1864. 

Es sobre imposición de multas por uso no 
autorizado de armas, y está inserta en Armas 
(t. ¡,p. 488). 

R. D. de 12 setiembre de 1861. 

Es el de papel sellado que se hallará en 
su artículo especial. Consúltense sus capítu- 
los VI, VII y VIH, que tratan de las mul- 
tas etc. 

R. O. de 12 junio de 1862. 

Multas por faltas de sello de giro: diligencias en ¡o» 
protestos. 

(IIac.) «... S. M. se ha servido resolver: 

. Primero. El importe de las penas que se 
impongan por falta de sellos en los documen- 
tos de giro, con arreglo á los arts. 82 y 83 
del R. D. de 12 de setiembre de 1861, po- 
drá satisfacerse en sellos sueltos de giro ó 
en papel de multas y de reintegro en la pro- 
porción que corresponda por estos con- 
ceptos. 

Segundo. En los casos en que las penas 
ingresen en papel de reintegro y de multas, 
se observarán las formalidades establecidas 
en los arls. 59, 60, 61 y 65 del citado Real 
decreto. 

Tercero. Cuando Jas penas se satisfagan 
en sellos sueltos de giro, se unirán estos al 
documento respectivo, estampando el inte- 
resado la fecha y rúbrica, y expresando en 
los mismos que se agregan en concepto de 
reintegro ó de multa; 

Y cuarto. Los escribanos consignaran 
en el protesto la cla^e de papel ó sellos con 
que se haya satisfecho eJ importe de la pe- 
üa — De peal órden etc.— Madrid 12 de ju- 
mo de 1862.» (CL. t. 87, p. 643.) 

Círc. 3 febrero de 1863. 

Multas por faltas en el uso de papel sellado á lo* Al- 
caldes y jueces de paz. 

(Dir. Gen, re Rentas Estancadas.) Ha- 
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biéndose suscitado dudas en algunas provin- 
cias respecto de si corresponde ó no á las 
autoridades gubernativas imponer las mullas 
en que incurren los jueces de paz y los Al- 
caldes por las faltas que cometen en el uso 
dei papel sellado; con objeto de evitar recla- 
maciones por el distinto modo de proceder 
de las autoridades superiores de las provin- 
cias, esta Dirección general, vistos los ar- 
tículos 79 del R. D. de 8 de agosto de 1851, 
91 del de 12 de setiembre de 1861 y 84 de 
la instrucción aprobada para su ejecución 
por R. O. de 10 de noviembre del propío 
año, ha acordado prevenir á Y. S.: 

1 .° Que los agentes de la Administra- 
ción pueden investigar si los jueces de paz 
cumplen lo dispuesto en la legislación de 
papel sellado; y en caso de que resulte que 
han cometido faltas, las Administnceiones 
principales, á las cuales darán cuenta los 
agentes, remitirán los expedientes á las au- 
toridades judiciales inmediatas de los infrac- 
tores para que procedan á la imposición y 
exacción de las multas, dando, aviso de ha- 
berlo efectuado. 

2. 0 Que dichos agentes pueden investi- 
gar también si los Alcaldes cumplen con lo 
dispuesto en la legislación del papel sellado. 
Cuando la infrinjan en el uso de sus funcio- 
nes gubernativas, deben ser penados con 
arreglo á la ley por los Gobernadores; pero 
cuando la falta cometida se refiera á sus 
atribuciones judiciales, entonces correspon- 
derá á los tribunales ordinarios imponerles 
y exigirles la multa, á cuyo efecto Jas Ad- 
ministraciones remitirán los expedientes á 
la autoridad judicial para que proceda á im- 
ponerles y exigirles las penas de la ley. 

3.° Si los Alcaldes cometen faltas eD 
ambos conceptos, gubernativo y judicial, el 
agente de la Administración extenderá dos 
actas separadas á fin de que se puedan se- 
guir con independencia los procedimientos 
relativos á cada autoridad. 

Y 4. 9 Los agentes de la Administración 
que denuncien taitas que deban ser corregi- 
das por las autoridades judiciales tendrán 
derecho á la tercera parte de las multas que 
estas impongan. 

En su consecuencia la Dirección previene 
á Y. S. se sírva enterar de esta resolución á 
la Administración de Hacienda y al visitador 
de papel sellado para que en lo sucesivo se j 
atemperen á lo dispuesto en la presente cir- 
cular. — Dios etc. — Madrid 3 de febrero de 
1863,— José María de Ossorno.— Sr. Gober- 
nador de la provincia' de... {Gac. 7 febrero .) 

Está conformé lo dispuesto en la an- 
terior circular con el art. 91 del Real 


decreto de 12 de setiembre de 1861, y 
con el 81 de la instrucción de 10 de no- 
viembre del mismo año que se hallan en 
Papel sella no. Sin embargo, consúltese 
Jo dispuesto en la R. O de 9 fie julio 
de 1864, circulada en 20 de mismo mes 
por la Dirección con las dos Reales ór- 
denes á que se refiere y que se insertan 
á continuación de la misma. 

Circ. 31 enero de 1864. 


Declarando de qué son responsables los herederos do 
los funcionarios que incurrieron en faltas. 

(Hac.) El limo. sr. Director general de 
Rentas Estancadas, con fecha 31 del mes de 
enero último, me dice (al Gobernador de So- 
ria) lo siguiente: 

«Por Reales órdenes comunicadas á esta 
Dirección general en 13 de diciembre del 
año último por el Excmo. Sr. Ministro de 
Hacienda, lia tenido á bien S. M. declarar 
que los herederos de funcionarios finados 
después de instruidos los expedientes de vi- 
sita por infracciones en ei uso de papel se- 
llado, y los de aquellos que fallecieron con 
anterioridad á la ¡echa en que se deseirorie- 
ron sus faltas, vienen obligados tan solo a 
pago del reintegro equivalente al papel de- 
fraudado, quedando por b tanto relevados 
unos y otros herederos de pagar multa al- 
guna de las que por via de peua han esta- 
blecido las disposiciones que sucesivamente 
han regido en materia de papel sellado y hu- 
biesen sido impuestas á los causantes.— Lo 
digo á Y. S. para su conocimiento, noticia 
de esa Administración principal de Hacienda 
pública y demás efectos sirviéndose dar á ja 
soberana resolución de que se trata la debi- 
da publicidad.» Lo que he dispuesto, etc. 
(Bol.-of. de Soria de 12 febrero.) 


Circ , de 29 marzo de 1864. 

¡se la práctica de obligar á los Ayuntamientos á la 
presentación do los medios pliegos del papel de mui* 
tas, subrogando dichp* medios pliegos con la reta- 
clon qae se expresa. 

(Dir. gen de Rentas estancadas.) «Esta 
ireccion general ha acordado , por resol u- 
on á la consulta que la ha dirigido la Admi- 
stracion de Hacienda pública de Zaragoza, 
á tenor de lo prevenido en el art. 59 del 
, D. de 12 de setiembre de 1861 , que cese 
práctica establecida por R. Ck de 5 de oc- 
brede 1858 de obligar á los Ayuntamientos 
la presentación de tos medios pliegos con 
s notas correspondientes de las multas que 
i pongan, toda vez que desdó la .publicación 
d mencionado Real decreto-ha quedado de- 
lgada aquella disposición; pero con eltai ae 
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que la Administración pueda tener un cono- 
cimiento exacto de la clase de, papel en que 
aquejas se exigen, los Ayuntamientos debe- 
rán presentar mensualmonte en las respecti- 
vas Administraciones principales de Hacienda 
pública relación certificada del secretario de 
Ayuntamiento, 'con el visto buuno del Alcalde, 
expresivas del uia de la imposición de la mul- 
ta, nombre del penado, cantidad por que fué 
multado, fecha en que satisfizo aquella y la 
ciase Je papel en que tuvo lugar, con desig- 
nación de série y numeración , cuyas rela- 
ciones son bastantes datos.«para que las Ad- 
ministraciones tengan el conocimiento que 
procede. — Dios etc. Madrid 29 do marzo de 
1864. — Carlos Marfori.» ( CL . t. 91, p . 388.) 

fí, O. de 11 de maxjo de 1864 circulada de 
12 de junio por la Dirección general. 

Sobre condonación do multas por infracciones de la 
legislad, va antigua y vigente. 

(Dm. gen. de Rentas estancadas.) «E* 
Exorno. Sr, Ministro de Hacienda se fia ser- 
vido comunicar á esta Dirección general con 
fecball de mayo último, Ja Real orden si- 
guiente: — «Exorno. Sr.: He dado cuenta á la 
Reina del expediente instruido en esa Direc- 
ción general con motivo de las diferentes so- 
licitudes promovidas por Ayuntamientos, cor- 
poraciones y otros funcionarios que recla- 
man el perdón de las mullas que los Gober- 
nadores les lian impuesto, por infracciones 
de la legislación de 12 de mayo de 1824, 8 de 
agosto de 1851 y 12 de seliernbre de 1861 
sobre el uso del papel sellado. Al propio 
tiempo se ha enterado S. M. de que por 
consecuencia de*la demora en el cobro de 
las indicadas multas , la Hacienda retarda el 
percibo de los débitos que resultan á su fa- 
vor por los sellos que debieron usarse en los 
libros y documentos objeto de la visita. En 
su virtud, y á fin de que el Tesoro realice lo 
que le pertenece en concepto de reintegros 
y multas, sin perjuicio de las medidas con- 
venientes de equidad que la naturaleza de 
este servicio permite utilizar, S. M., confor- 
mándose con lo propuesto por V. E. lo infor- 
mado por la Sección de Hacienda del Consejo 
de Estado y la Asesoría de esté Ministerio, 
ha tenido á bien resolver lo siguiente: 
Primero. 


m 

Segundo. Los Gobernadores de las pro- 
vincias y los administradores de Hnr.i?n?» 
H-iuuóa, ai nacer saber esta soberana resolu- 
uon , exigirán que los multados ingresen en 
t! 1 tsoro en la dase de papel correspondan- 

y Ja tercera 


te, el importe de los reintegros 


parte restante de las citadas multas que per- 
enece a ios visitadores, haciendo entender á 
as corporaciones é individuos multados, que 
la gracia de perdón que se Ies concede, que- 
dara nula y de ningún valor si los pagos 
por estos dos últimos conceptos no los veri- 
fican en totalidad dentro del breve plazo que 
se les señala, que en ningún caso podrá ex- 
ceder de veiute dias. 

Tercero. Se perdonará el total de las 
multas que debieron imponerse á aquellos 
que habiendo cometido infracciones penables 
por la Real cédula de 12 de mayo de 1824 y 
R. D. de 8 de agosto de 1851 , y no resul- 
tando hoy descubiertas, participen espontá- 
neamente sus faltas á la Administración de la 
provincia dentro del plazo que se prefija en 
la regla primera , expresando al hacerlo las 
cantidades á que los reintegros asciendan, y 
que estos queden hechos en el papel de di- 
cha clase, que presentarán á las citadas ofi- 
cinas, para que se pongan y autoricen las 
notas expresivas que correspondan, y que 
habrán de sellar con el de Ja dependencia 
principal de Hacienda pública. 

Cuarto. En lo sucesivo no se admitirá, ni 
dará curso á las solicitudes de perdones de 
multas por faltas en el uso de los sellos que 
debieron emplearse por virtud de lo preveni- 
do en las disposiciones que quedan citadas 
en la regla anterior. 

Quinto. Tampoco se admitirá reclama- 
ción de los que habiendo sido multados se- 
gún el R. D. de 12 de setiembre de 1861 so- 
bre papel sellado, pidan la gracia de la condo- 
nación , toda vez que, con. arreglo á lo que 
previene el arl. 91 del mismo, en ningún ca- 
so procede admitir dichas solicitudes sin sa- 
tisfacer previamente el total de Ja multa. 

Y sexto. Que esa Dirección queda auto- 
rizarla para resolver cualquiera dula que 
ocurriese en la aplicación de la gracia de que 
se trata. — De Real orden etc.» (CL. t. 91, 

c j i i • . . i-i PÚ9‘ 4 098. ) 

Se declaran condonados los de- f ^ n „ n isfu 

hitos que existan hasta la fecha á favor de la I R- O- ^ e ® ^3 

Hacienda pública ñor las dos terceras partes j Dorando, que en _ ,a ¡"í^.íde" afe“sílSfot í “fb u“¿- 
que la corresponden de las multas impues- ! oes do paipor l 1 nfr * c "®“lA d *' Tunéales ordenas 


ría. so oslé a 
que se ¡iiserlau 


, impues- 

bis y que se impongan hasta 30 de setiem- 
bre próximo, por infracciones de la anterior j 
tegislacon sobre papel sellado, y en virtud : 

de las visitas hechas porlosfunoionariosnom- Excmo. ar. 7_. Excro0 . Sr.: 

brados^al efecto. i nica la Real órden siguiente— muuu. 


lo disputo en las 

tnruFf gen. de Rentas estancadas.) «El 

Eximo Sr Ministro de H.ciooda me come- 
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La Reina se ha servido disponer que por esa 
Dirección general se publiquen las Reales ór- 
denes de 1 i de enero de 1861 y 16 de se- 
tiembre siguiente, dictadas la primera por 
el Ministerio de Gracia y Justicia, y por este 
de mi cargóla segunda, con motivo de un 
incidente promovido por el juez de primera 
instancia de Cervera. en la provincia de Lé- 
rida, sobre imposición de penas á los funcio- 
narios dei urden judicial en delitos de de- 
fraudación, siendo la voluntad de S. M. que 
dicha disposición sea extensiva, no solamen- 
te á la defraudación déla ley de papel sellado, 
sino á toda la que se cometiese respecto de 
los demás impuestos públicos. —De Real ór- 
den, etc, Madrid 9 de julio de 1864. — Sa- 
laverría. — Sr. Director general de Rentas 
Estancadas.» 

Y en cumplimiento de lo ordenado en la 
preinserta Real órden, esta Dirección gene- 
ha acordado se inserten á continuación. — 
Madrid 20 de julio de 1864. — Carlos Marfo- 
ri. ( CL . t. 92, p. 194.) 

Rs. Ords. de i 1 de enero y 16 de setiem~ 
bre que se citan. 

(Gracia y Justicia.) «Excmo. Sr. : La 
Sala de gobierno del Tribunal Supremo de 
Justicia, en virtud de expediente instruido 
por la Audiencia de Barcelona, ha elevado á 
S, M. una consulta manifestando ía impro- 
cedencia de las medidas adoptadas por el ad- 
ministrador de Hacienda de la provincia de 
Lérida al imponer y exigir á los jueces de 
paz del partido judicial de Cervera la multa 
200 rs. vn. por faltas en el uso de! papel 
sellado, correspondiente á los juicios de su 
competencia , y cuyas faltas ascienden á 2 
reales, 80 cénts. en un .caso, y 6 rs. 80 cén- 
timos en otro. Las poderosas razones con 
que tanto la Sala de gobierno de la Audien- 
cia de Barcelona como la del Tribunal Su- 
premo de Justicia, de acuerdo con los dic- 
támenes de sus respectivos liscales, apoyan 
las reclamaciones de. los jueces de paz, no 
dejan duda de que el administrador dq la 
provincia de Lérida cometió un error deplo- 
rable, negándose á considerarlos compren- 
didos en los arts. 69 y 79 del R. D. de 8 de 
agosto de 1851, que tratan de las faltas co- 
metidas por los jueces en general, y aplicán- 
doles el 70 y siguientes que hablan de los 
escribanos, procuradores y demás oficiales. 
Los : jueces de paz, colocados por la ley en el 
primer escalón del órden judicial, forman 
parte de su organización y ejercen una ver- 
dadera jurisdiecioD en los asuntos de su com- 
petencia; por cuyo motivo ía misma razón 
que hubo pan acordar á favor de loa jueces, 


sin distinguir de clases, la excepción de los 
arts, 69 y 70, la misma hay para los jueces 
de paz. Se dice, y esta es la única excusa 
que alega el administrador de la provincia 
de Lérida, que el R. D. de 8 de agosto de 
1851 no nombra expresamente á los jueces 
de paz; pero si bien dicho decreto no pudo 
nombrarlos, porque entonces no existían, no 
es menos evidente que implícita y aun lite- 
ralmente se hallan comprendidos'' en los ar- 
tículos 69 y 79; pues sus disposiciones abra- 
zan á todos los jueces, atendiendo solo á la 
naturaleza de las funciones que desempe- 
ñan y al carácter de que están revestidos. Si 
pues, la recta interpretación y hasta el buen 
sentido aconsejan que se les considere como 
jueces, ya que así los llama la ley, y su car- 
go es el de juzgar; eD el mismo sentido s- 
pronuncian la conveniencia é interés de reale 
zar una institución que tan buenos resulta- 
dos ofrece en el corto tiempo que lleva de 
existencia, y que presta servicios gratuitos 
é importantes para la administración de jus- 
ticia. Atendiendo la Reina á tan poderosas 
razones, y con el fin de evitar la reproduc- 
ción de iguales errores, desconociendo el 
verdadero carácter que tienen los jueces de 
paz, se ha servido declarar que dichos jueces 
forman parte del órden judicial y ejercen 
verdadera jurisdicción en los asuntos de su 
competencia; y que en su virtud se signifi- 
que á V. E. su soberana voluntad, de que 
con arreglo á la declaración que precede se 
expidan por ese Ministerio las instrucciones 
opórtunas para que sedes- apliquen los artí- 
culos 89 y 79 del R. D. 8 de agosto de 
1851, que son los que corresponden.* — De 
Real órden lo digo á V. E. acompañando 
copias de las consultas que ha elevado la 
Sala de gobierno de! Tribunal Supremo 
de Justicia y la de Audiencia de Barcelona 
para los fines indicados. —Dios, etc, Madrid 
11 de enero de 1861. — Santiago Fernandez 
Negrete. — Sr. Ministro de Hacienda.» (CL. 
t. 92, p. 194.) 

R, O. de 16 setiembre de 1861. 

(Hac.) linio. Sr.: He dado cuenta á la 
Reina del expediente instruido en esa Direc- 
ción general á consecuencia de haberse 
opuesto el juez de primera instancia de Cer- 
vera á que el Gobernador de la provincia de 
Lérida exigiese á los jueces de paz varias 
multas, que les habían sido impuestas por 
faltas en el uso del papel sellado. En sil vir- 
tud y de lo - informado por esa Dirección ge- 
neral y la Asesoría de este Ministerio, S. M. 
i conformándose con el dictáttien de las^ Sec- 
' ciones de Hacienda y Gracia y Justicia dei 
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Consejo de Estado, se ha servido resolver j 
que se cumpla en todas sus partes la Real ' 
órden de H dé enero últifho, y que se dé 
conocimiento al Ministerio de Gracia y Jus- 
ticia, que expidió dicha Real órden, de la 
conducta del juez de primera instancia de 
Cervera, á íin de que por el mismo se les 
baga la advertencia que merece. — -De Real 
órden etc. Madrid 16 de setiembre de 1861. 
— Salaverría. — Sr, Director general de Ren- 
tas estancadas.» ( CL . t. 92, p. 196.) 

Consúltese además la circular de la 
Dirección de 3 de febrero de 1863 que , 
se baila inserta en la pág. 451. 

R. O. de 26 enero de 1865. 

Mancomnnidaí de los individuos délas corporación s. 

municipales on la responsabilidad de las multas. 

(Dir. gen. de Rentas estancadas.) Vis- 
ta la consulta de V. S. á esta Dirección ge- 
neral, fecha 15 de diciembre último, relati- 
va á si las multas y reintegros por faltas de 
papel sellado impuestas á individuos que 
fueron de Ayuntamiento y que luego resul- 
ten fallidos ios' pierde la Hacienda y el par- 
tícipe respectivo; lia resuelto manifestarle ' 
que, tratándose de Ayuntamientos ú otras 
corporaciones, la responsabilidad es manco- 
mimada, y por lo tanto la multa y demás 
que deban satisfacer, ha de ser por partes 
iguales v en totalidad entre los individuos 
que componen aquellos, sin que la circuns- 
tancia de resultar fallida alguna cuota dis- 
minuya la obligación del pago a los restan- 
tes funcionarios, toda vez que siendo colec- 
tiva la citada responsabilidad fácilmente se 
comprende que existiendo un solo individuo 
de la corporación multada, sobre este ha de 
recaer el pago de lo que á la Hacienda y al 
visitador del ramo respectivamente les cor- ; 
responda.» {Bol. of. de Cáceres de !6 de 
febrero.) 

B. O. de 19 diciembre de 1865. 

formalidades para su devolución en todo ó en paite por 
declaración de insolvencia, 

(Hac.) limo. Sr.: En vista del expedien- 
te instruido en eva Dirección general sobre 
devolución de 48 escudos que en concepto de 
multas fueron impuestos por el Juzgado de 
primera instancia de Lillo, provincia de To- 
ledo, en causa criminal á Juan José Saelices, 
Ceferino Irala y León Corrales, que los satis- 
facieron en unión con otros procesados, la i 
Reina, visto el R. D. de 12 de .setiembre de ' 
1861 é instrucción de 10 de noviembre del 
mismo año: considerando que una vez decía- i 
fados insolventes los procesados de que que- ! 
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da hecho mérito, procede la devolución de 
las multas para emplear su importe á las res- 
ponsabilidades preferentes, como son, entre 
otras, el reintegro del papel sellado: conside- 
rando que dichas multas han sido satisfechas 
en papel de mayor valor que la cantidad que 
debe devolverse, se ha dignado mandar, de 
acuerdo con la Sección de Hacienda del Con- 
sejo de Esta i o, que la devolución del impor- 
te de estas multas se lleve á efecto con las 
formalidades siguientes: 

1. a Que en Jos pliegos de multas por rein- 
tegros en que están incluidas cantidades sa- 

¡ tisfechas por interesados, cuya devolución 
. no se acuerde por los Tribunales para lodos, 
sino solo para un número determinado de 
ellos, se consignen las notas á que se refiere 
el art,. 62 del R. D. de 12 de setiembre de 
1861, expresando en ellas la baja á que as- 
ciendan las cantidades que se manden devol- 
ver, bien sea por condonación de multas, 
bien por ordenarse aplicar á gastos del juicio 
ú otros preferentes. 

2. a Que para la justificación oportuna en 
las cuentas respectivas de las oficinas que ha- 
yan de realizar el pago se acompañen á los 
libramientos los medios pliegos del papel con 
las notas antes enunciadas, expidiéndose cer- 
tificación ó testimonio en forma en la depen- 
dencia' donde radique el expediente , para 
que unido á este se acredite haberse cum- 
plido aquellos requisitos, y que en todo tiem- 
po conste la reducción a que se refiera. 

3. ° Que por el Ministerio de Gracia y 
Justicia se manifieste á los tribunales que de 
él dependan, cuiden que las multas ó reinte- 
gros que exijan á los interesados se realicen 
separadamente, porque de este modo, caso 
de ordenarse la devolución, podrán llenarse 
los requisitos prevenidos eu la instrucción 
ya citada. 

¥ 4. a Que se publique esta resolución, á 
la que se dá el carácter de general en la 
Gaceta oficial, á fin de que llegue á noticia de 
todas las autoridades, oficinas ó demás que 
havan de exigir multas.— De Real órden etc. 
Madrid 19 de diciembre de 186».— Alonso 
Martínez. (Gac. 10 enero.) 

Ciro, de 27 abril de 1868. 

(Direcs, ge ales, del Tesoro, Contab. de 
H, P, Y de Rent. Estanc. y Loterías.) Es 
sobre pago de las obligaciones á favor de par- 
| tícipes de multas por cualquier concepto y 
: está inserta en Apénd. 1, f. 169. 

R. O. de 23 setiembre de 1868. 

! ¡Hac.) Hace extensiva la R. O. de 5 ju 
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dio de 1866 (l) que concedió la tercera par- 
te de multas a los denunciadores por faltas 
en los bandos de buen gobierno, á los guar- 
das de montes por las infracciones de las or- 
denanzas del ramo. Está inserta en Apénd. I, 
p . 673 . 

Además de las disposiciones que que- 
dan insertas conviene que, con referen- 
cia á los respectivos arucuíos en que se 
hallan, demos una idea de otras muchas 
que las autoridades administrativas de- 
ben tener muy presentes, para no extra- 
limitarse en la imposición de multas y en 
el modo de procederen la aplicación que 
ue está señalada por los reglamentos ó 
ecretos especiales. Enumeraremos las 
mas principales. 

MULTAS por contravenciones d la poli- 
cía de las carreteras. Consúltense en 
Caminos ordinarios ó Carreteras (tomo 
II, p.87i; los arts. l.° al 15, 17 ai 29 
y 30 de las ordenanzas de Í4 de setiem- 
bre de 1842. Los arts. 40 al. 42 determi- 
nan el modo de exigir estas multas, y el 
43 aplica una tercera parle al denuncia- 
dor, otra al Alcalde y el resto á los gastos 
de conservación del camino. 

MULTAS por contravenciones á la poli- 
cía délos ferro-carriles. Véanse en Ca- 
minos de hierro los arts. l.°, 12 y 23 al 
25 de la ley de 14 de noviembre de 1855, 
y el 5.° al 10 y 179 del reglamento de 
19 de junio de 1859. El modo de proce- 
der para su aplicación se determina en 
los arts. 26 al 28 de la citada ley, y en el 
152 al 160 del reglamento (tomo 11, pá- 
gina 973 y 974.) 

MULTAS por contravenciones á la poli- 
cía de los caminos vecinales. Véanse en 
Caminos vecinales los arts. 164 al 179, 
180 al 192, 193 al 199 del reglamento de 
8 de abril de 1848; el modo de proceder 
en estas denuncias se determina en los 
202 al 204 del mismo; y la aplicación 
qué han de tener las mullas á la repara- 
ción de los caminos, en el art- 7.° del 
R. D. de 7 de abril del mismo año, y en 
el 203 del reglamento (tomo II, pági- 
nas 817 y 839.) 

' MULTAS/^’ contravenciones sobre uso 
de armas. Consúltese en Armas la Real 

(1) No está inserta en la Col Leg. 

* 


orden de 14 de julio de 1844, el regla- 
mento de policía v R. O. de 28 mayo de 
1861 allí inseítos. 

MULTASf'Or contravenciones sobre car- 
ruajes públicos. V. en Carruajes pú- 
blicos los arts. 33 al 36 del reglarnen’o 
de 13 de mayo de 1837 y la R, O. do 9 
abril de 1863. 

MULTAS por razón de la contribución 
territorial. Las que se imponen con 
arreglo al art. 19 del R. D. de 23 de ma- 
yo de 1845 se aplican á los gastos de re- 
partimiento; las de los artículos 41 y 46 
se aplican al Tesoro, según dichos ar- 
tículos y la R. O. de 6 de julio de 1849. 
— V. Contribución territorial. 

MULTAS por razón de la contribucio- 
cion industrial. Se imponen por los 
Gobernadores y se recaudan en los tér- 
minos y por. los trámites que las con- 
tribuciones directas, aplicándose al Te- 
soro que abona una tercera parte al de- 
nunciador: no hay otro recurso contra 
ellas que el contencioso para ante los 
Consejos provinciales en el término ue 
doce dias. Consúltense en Contribución 
industrial los arts. 45 al 48 del R. D.de 
20 de octubre de 1852 y lasRs. Ords.jde 
4 de junio del 54,24 setiembre del 5o, 17 
de julio del 57, y 8 de abril del 58, 
y la Real instrucción de 23 de di- 
ciembre de 1865, y en Consejos provin- 
ciales el artículo 3.° de la R. O. de 20 
de setiembre de 1852 y su preámbulo. 

MULTAS por razón del impuesto de con- 
sumos y del impuesto personal que susti- 
tuyó d aquel. Se imponían administra- 
tivamente, las primeras con recurso para 
I ante el Gobernadorde la provincia en la 
forma prevenida en los arts. 148 y si- 
guientes de la instrucción del ramo, y 
Rs. OrJs. de 2 junio de 1863 y 10 mayo 
de 1866.— V. Contribución ue consumos. 
Las segundas tienen lugar con arreglo 
al decreto de 12 octubre de 1868, ar- 
tículo 4.°, Instrucción provisional de 
28 del mismo, art. 14 {Apend. J, ¡ pá- 
ginas 379 y 462), Ley del presupuesto 
de ingresos de 1869 y 1870, base 4. de 
de la letra R. [Apénd. II, p- 22S) é Ins- 
trucción provisional de 12 agosto de 
1869, art. 27, párr. 4° {Id. p. 290.) ■ 
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MULTAS hipotecarias. Consúltense en ! 
Impuesto de hipotecas los arts. 16 á 28 
del R. I). 'de 29 de junio de 1867, y la 
R. O. de 6 de diciembre de *8o3; y en 
Consejos provinciales, el art. 3.° de (a 
R. 0. de 20 de setiembre de 1852 y su 
preámbulo. 

MULTAS por contravenciones de mon- 
tes. Véase la R. 0. de de diciembre 
de 1846, en la pág. 449, y en Montes 
las disposiciones de los títs. III al VI le 
las Ordenanzas, los arts. 45, 49 y si- ¡ 
guíenles del R. D. de 24 de marzo de 
1846, las Rs. Ords. de 30 de abril de 1851 
y 16 de enero de 1857, el reglamento 
de 17 de mayo de 1865 y las demás dis- 
posiciones citadas en la palabra Procesos 
del sumario de Montes, y las decisiones 
sobre competencia que se insertan en la 
pág. 416. 

MULTAS por contravenciones á los re- 
glamentos de minas. Véase, en la pági- 
na M9 la R. O. de 20 de diciembre de 
1846, y en el tomo IV, pág. 861 el ar- 
tículo 37 de la R. O. de 5 julio de 1867. 

Procedimiento para la exacción de mul- 
tas: insolvencia: arresto COMO SUSTITU- 
CION Y APREMIO. 

Vamos á decir dos palabras acerca del . 
arresto por sustitución y apremio de las ! 
multas gubernativas (t), haciendo méri- 
to de las disposiciones que arreglan este 
delicado asunto é indicando brevemente 
la manera de proceder, en sentir nues- 
tro, para exigir las multas gubernativas 
y acreditar la insolvencia. 

El art. 295 del Código penal castiga 
con la pena de suspensión y multa de o 
á 50 duros al empleado público que or- 
denare ó ejecutare ilegaimente la deten- 
ción de una persona. El artículo 504 
del mismo, quiere que los penados con 
multa ("per faltas) que fueren insolventes 
sean castigados con un dia de arresto 
por cada duro de que deban responder. 

Y la disposición 4. a del R. D. de 18 de 
mayo de 1853 establece que los Alcaldes j 
podrán imponer gubernativamente la 

(1) Véase en pág. 518 del tomo I, la !. 
doctrina sobre prisión, deteiicion y arresto, [ 
qttfe tanto interesa conocer bien. I 
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pena de arreste por sustitución y apre- 
mio de la multa, con sujeción á lo dis- 
puesto en el art-. 504 del Código penal, 
solo cuando los multados fueren insol- 
ventes , y sin poder en ningún caso ex- 
ceder de quince dias el tiempo del ar- 
resto. 

Consiguientemente para librarse los 
Alcaldes de la responsabilidad que esta- 
blece el art. 295 citado del Código pe- 
nal, aunque una persona á quien se im- 
ponga multa sea notoriamente pobre, 
no por eso deberán excusar las diligen- 
cias para acreditar la insolvencia, por 
que puede esta misma persona recibir 
anticipo ó auxilio de otra para no sufrir 
el arresto, y no está en las facultades del 
Alcalde imponer esta pena, no siendo 
cuando el multado no paga y sea insol- 
vente. En menos palabras, por insol- 
vente debe tenerse solo al que requerido 
para que pague, ni paga ni tiene con 
que pagar, acreditándose esta circuns- 
tancia debidamente. 

Conforme á lo dispuesto en el capítu- 
lo Vf, sección primera, del R. D. de 12 
de setiembre de 1861 (V. Papel sella- 
do) , todas las autoridades deben llevar 
un registro en que se anoten por rigo- 
rosa antigüedad las multas que impon- 
gan. También deberán pasar mensual- 
mente ios Tribunales y demás autori- 
dades certificación de las multas que hu- 
bieren impuesto durante el anterior, con 
expresión de los multados y de los can- 
tidades correspondientes á partícipes en 
ellas, según lo prescriben las arts. 59 y 
64 del R. D. de 12 de setiembre de 1861 
sobre papel sellado. Por esta causa no 
se envían ya mensualmentc á dicha Ad- 
ministración las mitades del papel de 
multas como antes se verificaba (resolu- 
ción de la Dirección general de 29 de 
marzo de 1864); pues que se jas reser- 
van las autoridades que las exigen para 
unirlas á los expedientes, actas de jui- 
cios, providencias gubernativas, etc., 
conforme se manda en el citado ca- 
pítulo. 

Sobre la manera de proceder para 
hacer efectivas las multas y acreditar 
en su caso la insolvencia, no podemos 
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menos de recomendar eomo breve, sen- 
cillo, equitativo y legal el procedimien- 
to establecido para la cobranza de las 
contribuciones (V. Apremios) en cuanto 
sea aplicable, y esto por una notoria 
razón de analogía, porque si bien las 
maltas no son contribuciones en el rigor 
de esta palabra, son ingresos del presu- 
puesto general del Estado, y el indica- 
do procedimiento breve y sumario tiene 
por objeto hacer efectivas las cuotas sin 
causar vejaciones á los contribuyentes 
ni retrasos en la recaudación (I). Cuan- 
do el multado, pues no presenta el pa- 
pel correspondiente en el término que se 
le haya prevenido, se le pasará por el 
alguacil de la Alcaldía una papeleta con- 
minatoria de pago, firmada por el Al- 
calde. El alguacil hará constar la notifi- 
cación con la firma del interesado en la 
misma papeleta, ó en un duplicado que 
se extenderá en papel de oficio, y si pa- 
sado el término de la conminación no ha 
presentado el papel de la multa, se man- 
da proceder al embargo de bienes mue- 
bles, ó en su defecto de raices y á su 
venta en pública almoneda, en cantidad 
suficiente á cubrir el importe del papel 
á que ascienda la multa y recargos por 
razón de costas. No encontrándole bie- 
nes, el alguacil lo pone por diligencia, 
que firmará también el interesado y dos 
testigos, y el Alcalde entonces dicta pro- 
videncia de arresto como sustitución y 
apremio. 

MUNICIPIO- Hoy se toma esta palabra 
en la acepción de distrito municipal, 
de ciudad, villa 4 lugar con Ayuntamien- 
to. También se toma por el mismo Ayun- 
tamiento, ó por los vecinos de un pueblo 
representados por su Ayuntamiento. 
V. Distrito municipal. Entre los roma- 
nos era el municipio la ciudad extranjera 
sometida á Roma que se gobernaba por 
sus propias leyes, y cuyos habitantes goza- 
ban el derecho de ciudadanos romanos á 
diferencia de la colonia que se regia por 
las leyes de la metrópoli. Los municipios 
tienen también hoy sus leyes propias 11a- 

-¿-4 — — ^ —7— 1 

(t) Este procedimiento es el ordenado ex- 
presamente para la exacción multas por 
ráDéft-'de la' wntrilWíji#* industrial. 


madas ordenanzas, para todo lo qu* S9 
refiere á la policía y con sujeción á las 
leyes generales del Estado.— V. Alcaldes 
t Atontamientos: Ordenanzas municipa- 
les: Policía urbana. 

MURALLAS- V. Castillos. 

IflUSEC- Establecimiento científico que 
tiene por objeto el cultivo y propagación 
de las ciencias, letras humanas y artes 
liberales: el lugar en que se guardan 
curiosidades pertenecientes á las cien- 
cias y artes, como pinturas medallas etc. 
Los museos, lo mismo que las acade- 
mias, bibliotecas y archivos se conside- 
ran dependencias del ramo de instruc- 
ción pública. — V. Instrucción pública, 
arts. 158 y siguientes de la ley, Acade- 
mias: Monumentos históricos y artís- 
ticos. 1 

MUSEO ANATÓMICO. Fué fundado en 
Madrid en 1851, á expensas de los pro- 
fesores del hospital general, destinándo- 
le varias piezas que representaban #bje- 
tos en el estado de salud y de enferme- 
dad modelados en escayola, por el doctor 
D. Pedro González Velasco, siendo todos 
ó la mayor parte copias de otros natura- 
rales; también, con destino al mismo, 
empezaron á conservarse en alcohol pie- 
zas naturales de anatomía patológica. Los 
gabinetes anatómicos son verdaderas 
escuelas prácticas de anatomía, cuando 
están enriquecidos con abundantes pie- 
zas de la descriptiva y de la patológica, 
y por eso es muy conveniente que el 
Gobierno no desatienda su conservación 
y fomento, hastá que pueda competir con 
los mejores museos extranjeros. Según 
nuestras noticia? es mucho lo que taita 
que hacer en tan importante asunto. 

MtiSEO ARQUEOLÓGICO Ó DE ANTIGÜE- 
DADES. Tiempo hace que existía en 
Madrid ún museo de antigüedades Situa- 
do en una de las satas de la Biblioteca 
nacional, en el que se contenían objetos 
procedentes de las primeras excavacio- 
nes hechas en Pompeya y eú Hereutano 
con otras muchas preciosas antigüeda- 
des. Creado por Real decreto de 18 de 
marzo de 1867 un Muspo arqueológi- 
co naeibn'él, ¿ él han sido llamados to- 
dos los objetos arqueológicos y uumie- 
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máticos que existían en la referida Bi- 
blioteca, en el Museo de Ciencias natura- 
les y en la Escuela de Diplomática como 
puede verse por dicho decreto, por el de 
12 de junio del mismo año y por la Real 
orden de 6 de noviembre también de 
1867, que se hallan insertos textualmen- 
te en el artículo Bibliotecas, Archivos 
y Museos arqueológicos, tomo II, pági- 
nas 726 y siguientes á donde nos remi- 
timos. Consúltense además los artículos» 
Academia de la Historia, Academia de 
Arqueología , Archiveros- Biblioteca- 
rios, Antigüedades, Diplomática, Es- 
cuela de Diplomática, Monumentos an- 
tiguos. 

MUSEO DE CIENCIAS NATURALES. Tie- 
ne por objeto favorecer el cultivo y ade- 
lantamiento de todos los ramos de la 
historia natural, empleando los diversos 
medios que prescribe su actual regla- 
mento de 10 de junio de 1868. Este 
museo le constituyen el Gabinete de 
historia natural, que contiene coleccio- 
nes de geología, mineralogía, ó sea de 
minerales, rocas y fósiles; el Jardín bo- 
tánico compuesto de hervarios y de co- 
lecciones organográficas y de productos 
inmediatos vejetales ; y el Jardín zoo- 
lógico que es una colección de animales 
vivos, destinada al estudio de las fun- 
ciones y de las costumbres de los mis- 
mos, á la aclimatación de los exóticos y 
á la propagación de las especies útiles. 
Consúltese el reglamento citado en el 
Apéndice II, pag. 663. 

MUSEO DE TAPICES- Se ha mandado | 
formar en el Monasterio del Escoria), 
por decreto de 29 de majo de 1869, 
con los preciosos tapices existentes en 
los edificios del Patrimonio que fué de 
la Corona. Se halla inserto dicho decre- 
to en el Apéndice II, pág. 171. 

MUSEO NAVAL. Fué creado en 1845. 
Su objeto es ofrecer una exposición per- 
manente , de los modelos de arsenales, 
construcciones, maquinaria, armamen- 
to y pertrechos que constituyen el ramo 
científico ó profesional de la Armada; i 
así como también objetos de arqueolo- 
gía naval y producciones raras de UI- ; 
tramar. Por R. D. de 24 ds setiembre 
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de 1856 fué reorganizado este Museo 
dividiéndole en tres secciones, una des- 
tinada á biblioteca, otra á modelos y 
otra á armas y útiles de guerra. En la 
biblioteca se han reunido todos los li- 
bros, manuscritos, cartas y planos que 
existían en el Ministerio del ramo, en el 
Depósito hidrográfico, Observatorio as- 
tronómico de San Fernando y demás 
establecimientos marítimos. En los tres 
departamentos se han formado también 
pequeños museos semejantes al de [a 
Corte y dependientes de él. 

MÚSICA Y DECLAMACION. Una de las 
carreras de las Bellas Artes. V. Ins- 
trucción publica, arts. 55 y 58 de la ley 
y Escuela de Música. 

MUTILACION. La cortadura ó sepa- 
ración de alguna parte del cuerpo hu- 
mano. Cuando esta procede de mano 
extraña, es un delito que se pena por el 
art. 341 y siguientes del Código (tomo III, 
p. 184). Cuando es voluntaria es tam- 
bién delito si se verifica con el objeto de 
librarse del servicio de las armas, en 
ruyo caso se castiga en los términos 
mencionados en el art, 160 y siguientes 
de la ley de reemplazos de 30 de enero 
de 1856. 

MUTUO. Se llama así al préstamo de 
dinero ó de trigo ó de otra cosa fungi- 
ble, ó que se consume con el primer 
uso, como aceite vino, etc. 

, No hay derecho á reclamar lo que se 
presta á las iglesias, concejos, comuni- 
dades y menores de 25 años, si no pre- 
cedió autorización ó se hizo sin inter- 
vención de su representante legítimo, 
salvo que se pruebe que se convirtió en 
su utilidad y provecho, (ley 3.', t. 1 .% 
Part. 5. a ); ni tampoco á los hijos de fa- 
milia salvo en lo que alcance su peculio 
castrense y cuasi castrense. V. Contra- 
tos con hijos de familia:., con menores 
de edad etc. 

La ley 22, tit. í.°, lib, i O de la No- 
vísima Recopilación tenia por usurarios 
los préstamos á interés de mas del 5 por 
100 al año, y exigía en las escrituras 
juramento de no llevarse mas; sin que 
por eso dejase de llevarse hasta el 20, 
30 y 50 por 100. Este intem se fijó en 
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6 por 4 00 por el Código de comercio; 
pero hoy so ha arreglado este asunto de 
una manera mas conveniente por la ley 
de 14 de marzo de 1856. 

El que da en mutuo ó préstamo se 
llama mutuante y el que lo recibe mu- 
tuatario. Este último adquiere la pro- 
piedad do la cosa que recibe en mutuo 
desde que se hace entrega de ella, y so- : 
lo está obligado á devolver al acreedor' 
otro tanto de la misma especie y calidad. I 
La restitución deberá hacerse en el pla- 
zo que se haya fijado y a falta de pacto 
sobre este punto á los diez dias después i 
del contrato (Ley 2. a , tít. I, part. 4. a ). 
St se pacta que la restitución se hará 
cuando pueda ó tenga medios el deudor, 
los Tribunales apreciarán prudencial- 
mente, según las circunstancias, el tiem- 1 
po en que debe hacerse. No hay ley que 
así lo disponga , pero asi entendemos 
que se practica, como se previo ya por 
el art. 1648 del proyecto de Código ci- 
vil español. 

Puede suceder que la cosa dada en 
mutuo sea apreciada al verificarse el 
contrato; en este caso, el mutuante es- : 
tara obligado á la restitución según el 
valor que se la dió entonces, y el mu- 
tuatario no tendrá tampoco acción á 
mas. Se dá prestada una fanega de tri- 
go sin aprecio alguno; en este caso, con 
otra fanega de trigo se paga, aunque ba- 
je ó suba su precio. Pero, si se la señáis 
precio, en este caso el mutuatario estará 
obligado á devolver el trigo quesea ne- 
cesario para cubrir el valor de la fanega, ! 
sea mas ó sea menos. En este C3so, el 
mutuo degenera en venta al fiado. 

Aunque el mutuo es ni más ni menos 
que un préstamo, esta palabra tiene una 
acepción genérica que envuelve también 
el comodato de que hemos hablado en 
su fugar. 

El mutuo es por su naturaleza gratui- 
to, pero puede pactarse interés, que ya 
hoy no tiene el límite que antes prescri- 
bía la ley 22, tít. 1, lib. X de la Noví- 
sima Recopilación, como hemos visto en 
Interés del dinero. Cuando el mutuo se 1 

hace sobre prenda se Mama. pignoraticio 

(V. Prenda.), é hipotecario, cuando se 


hace hipotecando inmuebles con arreglo 
á la ley. — V. Hipotecas. 

Lo único que nos resta decir sobre es- 
te^ particular, es que en los arts. 464 y 
466 del Código penal se castigan como 
delitos, con inulta y comiso, el acto de 
dedicarse á prestar habitualmente sobre 
prendas, etc. sin licencia de la autori- 
dad, el de no llevar libros con formali- 
dad para asentar las cantidades que se 
prestan, y el de no dar resguardo de la 
prenda y seguridad recibida: precaucio- 
nes muy recomendables que se toman 
para evitar que se abuse indignamente 
de la desgracia. 

En Madrid se halla dispuesto por cir- 
cular del Gobernador civil de 27 de no^ 
viembre de 1861, que nadie pueda de- 
dicarse á la industria de prestamista so- 
bre ropas, alhajas ú otros efectos, sin 
una licencia especial expedida per el 
mismo Gobierno de la provincia, con 
cuyo sello se sellarán también todos los 
hbros que se lleven en estos estableci- 
mientos, debiendo sus dueños dar cada 
ocho dias parte circunstanciado á la sec- 
ción central de vigilancia de los efectos 
que en sus establecimientos se hayan 
empeñado durante la semana, todo al 
efecto de evitar y descubrir los robos. 
— V. Interés del dinero. 


Apéndice al artículo 
MATADEROS. 

Al confeccionar el artículo Matade- 
ros, inserto en este lomo pág. 29, deja- 
ron de incluirse en él las dos importan- 
tes disposiciones que ponemos á conti- 
nuación. 

R. O. de 17 marzo de 1864. 

Señalando á los inspectores de carnes sueldo propor- 
cional al servicio: Obligaciones do estos funcio- 
narios. 

(Gob.) Beneficencia y sanidad. — Nego- 
ciado 4.°— «N T o determinándose en el regla- 
mento de 24 de febrero de 1859, parala ins- 
pección de carnes en las provincias, el suel- 
do que han de disfrutar los que desempeñen 
este servicio; y reconocida la necesidad oe 
señalar á los mismos una retribución que 
sirva de provechoso estímulo para que no 
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sea estéril el servicio que prestan, y pora 
que lo desempeñen con el celo conveniente 
en interés de los pueblos sobre quienes re- 
cae el benelici'q teniendo en cuenta lo ma- 
nifestado acerca de! particular, así por la sec- 
ción de Gobernación y Fomento del Consejo 
de Estado, como por el Consejo de Sanidad 
del Reino, y en vista de las contestaciones 
dadas por los Gobernadores de las provincias 
sobre Ja situación económica en que se ha- 
llan los pueblos que Jas constituyen, de Jas 
cuales resulta que si bien algunas localida- 
des no tienen medios bastantes para cubrir 
sus atenciones, están en relación directa 
con la escasez de las reses que sacrifican 
para el consumo, siendo por consecuencia 
insignificante en ellas el gravamen que 
ha de ocasionar el sueldo del inspector, la 
Reina, ha tenido á bien aprobar ia tarifa 
adjunta en que se establece el sueldo que los 
citados inspectores de carnes lian de perci- 
bir con arreglo al servicio que presten, y 
con cargo al presupuesto municipal; reco- 
mendando á V. S. que organice este servicio 
en los pueblos de la provincia de su mando 
donde lo considere necesario, y dé cuenta, 
trascurridos que seau tres meses, de haber- 
lo así verificado, con expresión nominal de 
los pueblos, número de vecinos, reses me- 
nores y mayores que se sacrifican y asigna- 
ción señalada al inspector; á cuyo efecto, y 
para la debida claridad eu la citada asigna- 
ción, deberá tenerse presente el cómputo 
hecho por el Consejo de Sanidad en la refe- 
rida tarifa sobre la equivalencia de las reses 
mayores á las menores. Al propio tiempo ha 
tenido por conveniente S. M. declarar in- 
compatible el expresado cargo de inspector 
con cualquiera otro retribuido de fondos del 
Estado, provinciales ó municipales; deter- 
minando que los nombramientos se propon- 
drán por los Ayuntamientos, y aprobarán, 
si procede, por los Gobernadores y que en- 
tre aquellos y los veterinarios deberá tor- 
mart-e y extenderse un arreglo convencio- 
nal que no debe pasar de un año, en cuya 
época se renovará ó anulará do mutuo 
acuerdo entre municipalidades y facultati- 
vos, ó en virtud de causa legitima probada 
por medio del oportuno expediente, previa 
siempre la aprobación de Y. S.; teniendo, 
por último, presente para la provisión de es- 
tos destinos la observancia del ait. 2. u de) 
reglamento de 24 de febrero de 1859. 

Úe Real órden etc.— Madrid 17 de marzo 
de 1804- — Cánovas. — Sr. Gobernador déla 
provincia de.., 


Tarifa señalando sueldo fijo á los inspecto- 
res de carnes con arreglo al servicio que 

prestan y con sujeción á la siguiente 

escala. 

. E n los pueblos donde se sacrifiquen dia- 
riamente de una á cuatro roses menores (la- 
nares ó de cabrío) con destino ai abasto pú- 
blico, el veterinario inspector disfrutará 360 
reales anuales. 

En ios Je 5 á 12 reses menores, 720 rs. 

En los de 13 á 20 cabezas, 1.080 rs. 

En los de 21 á 40 reses, 1.440 rs. 

En los de 41 á 80, 2.000 rs. 

En los de 81 á 120, 2.500 rs. 

En los de 121 á 150, 5,000 rs. 

En los de 151 á 200, 3.500 rs. 

Guando el número de reses exceda de 
200 habra dos inspectores para que puedan 
atender á sus establecimientos y alternar en 
el servicio de salubridad pública, ya recono- 
ciendo uno las re>es, ya haciéndolo el otro 
en el degüello y canal. 

En las poblaciones de 201 á 300 reses dia- 
rias, disfrutarán 6.000 rs. entre les dos ins- 
pectores. 

En ias.de 301 á 500, 7.000 rs. para di- 
chos funcionarios. 

En las de 501 á 700, 9.000 rs. de la mis- 
ma manera. 

Y en las de 701 en adelante 12.000 rs., ó 
6,000 para cada uno. 

Con estas dotaciones los inspectores ten- 
drán Ja obligación de reconocer todos los 
animales destinados al consumo público en 
las diferentes épocas del año; y si alguno de 
los pueblos careciera de abastecedor, sacri- 
ficándose por Jos vecinos las reses para el 
abasto público, ó que aun habiéndole se ha- 
gan los sacrificios eu las casas particulares, 
pasará á estas el inspector para hacer los 
reconocimientos, ya en vida, ya después del 
degüello, ya en canal, á lin de que nada se 
venda sin que preceda la revisión. 

Los Ayuntamientos teniendo á la vista el 
resultado estadístico de los sacrificios hechos 
durante un quinquenio y el aumento de po- 
blación , liarán el cálculo prudencial de las 
reses que diariamente se consumen, y en su 
vista y el de la presente tarifa determinarán 
el sueldo que ai inspector debe acreditarse 
en los presupuestos. A este fin deberán tener 
en cuenta que una cabeza de ganado vacuno^ 
de tres anos de edad en adelante equivale á 
diez reses menores lanar, cabrío ó de cer- 
da), y que una ternera lina equivale á tres 
reses menores; y la de un año a dos, ái inco 
reses, también menores.— - Madrid 17 de 
marzo de 1864. (Goc. 8 abril.) 
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«* Circ.de 25 marzo de 1866. 

Recomendando Ja mas puntual obierrancia de lo» re- 
glamentos vigentes sobre inspectoras de carnes. 

(Dir. gen. de Sanidad.) «Repetidas dis- 
posiciones de este Centro directivo se han 
encaminado á regularizar la importante cues- 
tión de los abastos de carnes en las poblacio- 
nes á fin de impedir y cortar el frecuente y 
abusivo fraude de la expendieron de dicho ar- 
tículo en condiciones nocivas para la salud 
pública. Para ello se aprobó y circuló el re- 
glamento de 24 de febrero de 1864 creando 
las plazas de inspectores de carnes en los 
pueblos de cierta significación é importan- 
cia, y señalando una retribución que sirvie- 
ra de provechoso estímulo á los veterinarios 
que fuesen nombrados para el desempeño 
de tan vital cometido. Sensible es que por j 
algunas corporaciones municipales, que tie- 
nen el sagrado deber de velar por la salud de 
sus administrados, sea por una negligencia 
vituperable, ó lo que es mas punible , por 
condescendencias reprensibles con los gana- 
deros y abastecedores públicos, toleren y au- 
toricen la venta de carnes enfermas, y á ve- 
ces en estado de putrefacción nocivamente 
perjudiciales, y que en último término pro- 
ducen las enfermedades y hasta la muerte en 
las personas que hacen uso de ellas para su 
consumo. 

Muchas epidemias , cuya causa se escapa 
á' la perspicacia de los facultativos, cuyos 
funestes resultados siembran de luto y es- 
panto á comarcas extensas , reconocen por 
origen el uso de carnes descompuestas, pro- 
cedentes, de reses entecas y en lastimoso es- 
tado dé constitución : carnes que, produ- 
ciendo una intoxicación en la economía, se- 
mejante á la acción del veneno mas activo, 
se atribuye á causas quiméricas ai veces, y 


desconocidas siempre, cuando en realidad 
son efecto del abandono en la buena ali- 
mentación. 

La Dirección de sanidad, que tiene la im- 
periosa misión de velar por la estricta obser- 
vancia de los preceptos higiénicos, considera 
que nunca serón suficientes cuantas reco- 
mendaciones y excitaciones se hagan á los 
jefes superiores de las provincias para que 
sin contemplación de ninguna clase cuiden 
de reprimir los abusos, inculcando á las au- 
toridades subalternas las deplorables conse- 
cuencias que resultan para la salud pública 
del olvido ó abandono de sus deberes. 

A este Ira cuidará Y. S. muy particular- 
mente que se observen los reglamentos vi- 
gentes sobre inspectores de carnes, haciendo 
extensivos al mayor número posible de po- 
blaciones estos funcionarios; procurará in- 
culcar en el ánimo de los Alcaldes de 
Ayuntamientos de escaso vecindario, don- 
de la acción de la autoridad es mas lejana, 
las nociones de policía urbana respecto á 
este ramo, y vigilara escrupulosamente el 
cumplimiento de sus obligaciones a los agen- 
tes oficiales, exigiendo la mas estrecha res- 
ponsabilidad á los que en asunto tan tras- 
cendental falten á las consideraciones lega- 
les y morales, ó por tibieza toleren abusos 
y cohechos que es preciso reprimir con ma- 
no fuerte. 

Finalmente, dispondrá Y, S. que se pu- 
blique esta circular en el Boletín oficial 
para que llegue á noticia de las autoridades 
subalternas y del público, y á un de que 
este haga Jas reclamaciones oportunas cuan- 
do se infrinjan las referidas disposiciones 
sanitarias que este Centro directivo tiene el 
i encargo de hacer cumplir. — Dios, etc. Ma- 
drid 25 de marzo de 1866.— El Director ge- 
nera), Daniel Carballo. — Sr. Gobernador de 
la provincia de,..*.» ( CL . t. 95, 170.) 
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